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CAPELLAN. Todo clérigo ó eelesiásti- i 
co, principalmente los que obtienen ca- 
pellanía , y los que están encargados de 
la celebración de la misa en alguna, ca- 
pilla ú oratorio. 

CAPELLAN DE CORO. Cualquiera de los 
sacerdotes que hay en las iglesias cate- 
drales y colegiatas, pata asistir en el coro 
á los oficios y horas canónicas, 

CAPELLAN DE EJÉRCITO. El eclesiás- 
tico que tiene á su cargo la cura de al- 
mas, en los cuerpos , plazas y hospitales 
militares. Los capellanes de ejército son 
verdaderos párrocos de los militares, y 
como tales tienen obligaciones y dere- 
chos análogos á los párrocos territoriales. 

CAPELLAN DE HONOR. El que dice 
misa a) Rey y demás personas reales en 
su oratorio privado y asiste á los Oficios 
divinos, á las horas canónicas y demás 
funciones de la capilla Real. 

• CAPELLAN DE LA ARMADA Ó DE MARI- 
NA. El eclesiástico que ejerce la cura 
de almas á bordo de los navios del Esta- : 

• * i 


do. Deben, por consiguiente , llevar li- 
bros de nacidos, casados y muertos para 
hacer los asientos correspondientes en 
la misma forma que los párrocos. 

CAPELLANÍA. Fundación que tiene la 
carga de celebrar ó hacer celebrar anual- 
mente cierto número de misas en deter- 
minada iglesia ó altar, conformándose á 
la voluntad del fundador. La capellanía 
es laical ó colativa. 

Capellanía laical es la instituida sin 
intervención de la autoridad eclesiástica; 
no sirve de título para ordenarse y está 
únicamente obligado el poseedora inan- 
dar celebrar, ó á celebrar si es clérigo, 
cierto número de misas, conforme á la 
fundación. Las capellanías laicales ó mer- 
cenarias no están sujetas ó la autoridad 
eclesiástica, que respecto de ellas no tie- 
ne otro derecho que investigar si están 
cumplidas las cargas; y este es uno de los 
caracteres que mas distinguen las referi- 
das capellanías de las colativas. Se co- 
nocen con el nombre de capellanías tai - 
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cales „ porque podían ser poseídas por le - 1 R 0. de 28 de abril u 


gos, solteros ó rasados, varones ó hem- 
bras, etc., según la fundación; y porque 
los bienes que las constituían conserva- 
ban su cualidad de temporales ó [trúfa- 
nos. Se llaman también memorias de 
misas, porque el fundador las instituía 
con el fin de conservar su memoria por 
medio de las misas que han de celebrar- 
se. Se llaman legados píos por acostum- 
brarse á fundar como manda 6 legado. 

Y por último, se denominan patronatos 
de legos , porque sus poseedores se re- 
putan como patronos que pueden nom- 
brar sacerdote que celebre las misas, ó 
mandarlas celebrar sin necesidad de j mus enteros y medios pontificales, y toda 


K. C. tle 14 de mayo 
de 1789 (ley 12, til. 17, iib. 10, Nov. Rec.) en 
que se prohibió fundar mayorazgos, cuya ren- 
ta no excediese de 3,000 ducados, y aun ex- 
cediendo sin preceder Real licencia, y decla- 
ró (muías y de ningún valor ni efecto las vin- 
culaciones y prohibiciones de enajenar que 
en adelante se hicieren sin la Real licencia, y 
con derecho á los parientes inmediatos del 
fundador ó testador (1) para reclamarlas y 
suceder lihremenLe. . ..» 

R. D. de 1." febrero de 1815. 

Suspende la provisión de beneficios. 

« He venido en mandar que por ahora 

y hasta nueva orden rnia se suspenda la pro- 
visión de todos los beneficios simples, présta- 


nombramiento. Las capellanías laicales ; 
están comprendidas en la ley de 11 de j 
Ar-inlu’.j Ac‘ 1R3R ítmp. iIpcRró la desamor- '■ 


otra pieza eclesiástica, de cualquiera deno- 
minación que sea . que por costumbre, por 
tolerancia ó por otro titulo no se hubiese re- 
) cibido por sus anteriores poseedores, y se 


octubre de 1820 que declaró la desamor- 
tización civil. \ . \ iKCULACiONii.s._ ; [ ia ¡j ün vacunies ó vacaren á'mi Real presen- 

Capellanxa colativa es la instituida con j | iU q on> ,j ¡í | ;l de (os ordinarios , ú otros pre- 
intervencion de la autoridad cclesuisli- j senleros eclesiásticos; y que asimismo no se 


ca. 


y sirvo de titulo de ordenación. Llá- ¡ concedan mas pensiones sobre los obispal. 


os 


mase eclesiástica porque es á manera de j de la Península é islas adyacentes, porque mi 
beneficio eclesiástica, y es propio del | voluntad es que con el producto de estas pie- 
obispo el conferirlas. Guando en la fun- . Zíls eclesiásticas y el déla parte que reste 
dación se llama para su disfrute á pa- j cargar sobre las mitras se provea álosirn- 

rlenUSS del fundador o de las > 'recuas | cllU; ; |[Mo bc.-Ku Palacio á l.“ de 

que señalo como tronco, la capellanía se ¡ fej)rer0 d; , q ;s 15.» [CL. t. 2.°, p. 85 . ) 


llama colativa familiar ; cuando no se 
llama á la posesión á individuos de fami- 
lia determinada , sino que se faculta á | 


R. D. 

Extracto.— 


de í .° febrero de 1815. 
■Dispone que la Real Cámara de 


los patronos para nombrar, entonces se Castilla tome todas las medidas que dicte su 
llama colativa simple o gentilicia. Apli- celo y sabiduría para realizar los importantes 

' ’ ■ objetos sobre supresión y reunión de capella- 

nías y beneficios incongruos de que se* hace 
mención en el decreto que antecede. (CL. to- 
mo 2.°, p. 87.) 

R. O. de 12 diciembre de 1817. 

Vacantes .—Que se exija media anualidad. 
(Hac.) «Se lia enterado el Rey nuestro 
señor de lo expuesto por YV. SS. en 13 del 
pasado, sobre haberse procedido hasta ahora 
por ese establecimiento en concepto equivo- 
cado en la percepción de las vacantes respec- 

(1) Entiéndase limitado el derecho de ios 
parientes para reclamar los bienes de las fun- 
daciones nulas, en su caso y lugar, según ia 
legislación vigente en punto á sucesiones, pues 
habiendo institución de heredero universal, el 
derecho será de los herederos como que siem- 
pre quedan en la masa hereditaria los legados 
y mandas que hayan caducado. (Rmt. del 
T. S. de 27 setiembre de ! 845 


cada también el principio de desamorti 
zacion á las capellanías colativas, por ¡a 
ley de 19 de agosto de ,841, vamos á 
insertar literalmente esta ley y las que 
con posterioridad se han dictado sobre 
tan importante asunto, inclusa la ley de \ 
24 de junio de 18(57, que contiene el 
cenvenio ó arreglo entre el Gobierno y la 
Santa Sede, debiendo anticipar que en el 
artículo 5.° de la ley de 15 de junio de 
1806, se definen las capellanías colati- 
vas comprendidas en la de 19 de agosto 
de 1841. 

Ley 6. a , tít 12, lib. 1° Nov. Rec. 

Por esta ley que es una resolución de 20 de 
febrero de 1790, se declaró para evitar du- 
das, que las capellanías y cualesquiera otras 
fundaciones perpetuas se comprenden en el 
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tivas á capellanías y- patronatos, y confor- 
mándose S. M. con el parecer de-VV. SS, se 
ha servido determinar que solo se les exija la 
media anualidad con que únicamente están 
gravados por R. C. de 10 de febrero de 1805, 
devolviéndose á sus poseedores por derecho 
de sucesión, deducidos gastos, lo^que hayan 
satisfecho mas allá de la citada media anuali- 
dad.— Lo comunico á YV. SS. de Real or- 
den etc.— Palacio 12 de diciembre de 1817.5) 
(CL. Apénd. p. 438.) 

O. de la Reg. de 2 setiembre de 1823. 

Deroga el decreto de Jas Cortes de 9 de noviembre 
de 1820. 

(Grao, y Jüst.) «A solicitud del vicario 
capitular del arzobispado sede vacante de la 
iglesia Metropolitana de Sevilla , ha tenido á 
bien la regencia del Reino mandar quede sin 
efecto el decreto expedido por las Cortes con 
fecha de 9 noviembre de 1820, reducido á la 
incorporación al crédito público de todos los 
bienes raíces, derechos y acciones de las ea- 
pellftnías vacantes y que vacaren que no fue- 
sen de llamamiento familiar; é igualmente los 
de ermitas, santuarios, cofradías, hermanda- 
des , fundaciones y demás establecimientos 
piadosos. — Y lo traslado á Y. de orden dé 
S. A. etc, — Madrid 2 de setiembre de 1823.» 
(CL. t. 7 ,p. 105.) 

R. O. de 15 junio de 1824. 

Se dejen expeditas las facultades al juez colector. 

(Hac.) « S. M se ha servido man- 

dar que por ese Ministerio se comunique al 
referido Gobernador la órdeu mas terminante 
para que deje expeditas la autoridad y faculta- 
des que competen al juez colector de anuali- 
dades y vacantes, nosolo respecto del beneficio 
de que se trata para el cobro de su anualidad 
por el arriendo ventajoso del colector, que es 
el que debe tener efecto hasta cubrir aquel 
derecho, sino también acerca de todas las 
vacantes de beneficios y capellanías, á excep- 
ción de los curados, eii que solo deben en- 
tender los ecónomos, con arreglo ala Real 
órden de 10 de abril de 1819. — De Real or- 
den etc. — Madrid 15 de junio de 1824.» (CL. 
t. 8, p. 401 .) 

A. O. de 24 octubre de 1836. 

(Hac.) Extracto. — Manda á los curas pár- 
rocos den noticia de las vacantes de capella- 
nías que ocurran en sus iglesias, (CL. t. 21, 
p. 492.) 

. R, O. de 13 febrero de 1838. 

(Hac. y Gob.) « S. M,..,. se ha servi- 

do disponer: 


5 

l.° Que la Diputación provincial de Ma- 
drid y las demás que están en su caso, dejen 
desde luego desembarazada la administración 
de las memorias, obras pías, patronatos y ca- 
pellanías, devolviendo á los curas párrocos y 
demás empleados de ba amortización , los li- 
bros y papeles pertenecientes á estos estable- 
cimientos » (CL. t. 24, p. 69.) 

R. O. de 26 marzo de 1839. 

Mandando poner á disposición de las Jun- 
tas diocesanas los rendimientos de mitras se- 
cuestradas, patronatos y capellanías que no 
^sean de sangre. (CL. t. 25, p. 200.) 

Ley de 19 agosto de 1841. 

Adjudicación do los bienes de capellanías colativas. 

(Grao, y Jüst.) «Doña Isabel líete. 

Artículo 1 ,° Los bienes de las capellanías 
colativas á cuyo goce estén llamadas ciertas 
y determinadas familias, se adjudicarán como 
de libre disposición á ios individuos de ellas 
en quienes concurra la circunstancia de pre- 
ferente parentesco según los llamamientos; 
pero sin diferencia de sexo, edad, condición 
ni estado. 

Art. 2.° En consecuencia de la anterior 
disposición serán preleridos los parientes que 
con arreglo á la fundación sean de mejor lí- 
nea, y éntrelos de esta, aquel ó aquellos 
que fuesen de grado preferente. Cuando se 
hiciesen los llamamientos en general á los 
parientes, sin distinguir de líneas ni grados, 
serán preferidos los mas próximos á los fun- 
dadores ó á los que estos señalasen corno 
tronco, (1) 

Art. 3.° En los casos en que las funda- 
ciones dispongan que alternen las lineas, se 
dividirán ios bienes entre estas con entera 
igualdad, y la porción que á cada una cor- 
responda se adjudicará á los individuos exis- 
tentes de ella en Jos términos que dispone el 
artículo antecedente. 

Art. 4.° Cuando solo el patronato activo 
fuese familiar se adjudicarán también los 
bienes en concepto de libres á los parientes 
llamados á ejercerlo. 

Art. o.° Si'en alguna fundación se dispu- 
siere de los bienes para el caso en que dejare 
de existir la capellanía, se cumplirá lo deter- 
minado en aquella. 

Art. 6.° Las disposiciones que preceden 
tendrán toda su aplicación á las capellanías 


(í) Eu las capellanías no se sucede por de- 
recho de representación, y son de mejor dere- 
cho en una misma línea los parientes mas pró- 
ximos (T. S- Sent. de 19 abril de 1850.) 
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vacantes en la actualidad , y á las demás se- 


gún fueren vacando. 

Art. 7.° Los poseedores actuales conti- 
nuarán gozando de las capellanías en el mis- 
mo concepto en que las obtuvieron, y con 
en lera su jeción á las reglas de las fundacio- 
nes respectivas. Pero podrán en su caso usar 
del derecho que les corresponda en virtud de 
los anteriores artículos. 

Arf. 8.° Los pleitos que sobro capella- 
nías colativas se bailen pendientes podrán 
continuar, y estas proveerse como tales, que- 
dando los que lleguen á obtenerlas en el 
mismo caso que los actuales poseedores. 

Art. 9.° Los parientes que conformo á los' 
cuatro primeros artículos de esta ley ó las 
personas que con arreglo al 5.° tuviesen de- 
recho á los bienes de capellanías que no se 
hallen vacantes, ó sobre las que penda liti- 
gio, podrán desde luego pedir que se les de- 
clare la propiedad de dichos bienes, sin per- 
inicio de! usufructo que á los poseedores cor- 
responde. 

Art. 10. A Jos tribunales civiles ordina- 
rios de los partidos en que radique la mayor 
parte de los bienes, corresponde hacer la 
aplicación de los derechos que se declaran en 
esta ley. 

Art. 11. La adjudicación de los bienes se I 
en tenderá con la obligación de cumplir, pero 
sin mancomunidad, las cargas civiles y pele- ! 
siásticas á que estaban alectos. — Por lan- 
ío, etc.— En Madrid á 19 de agosto de 1841.» 
(CL. t. 27, p. 549.) 

O. déla Reg. de 14 marzo de 1849. 

(Hac.) Extracte.— Declara comprendidos 
entre otros en la excepción del párrafo 1 , n 
del art. 6.° de la ley de 2 de setiembre do 
1841 sobre venta de bienes del clero, los de 
capellanías ó fundación de patronato familiar 
activo ó pasivo. (CL. t. 30, p, 128.) — 
V. Dksamortizacion. 

7?. O. de i 7 enero de 1847. 

Cómo deben resolverse las reclamaciones de bienes de 
capellanías colativas. 

(Hac.) « S. M. se ha servido resolver 

lo que sigue : 

l.° Siempre que ocurra una reclamación 
de bienes procedentes de capellanías colati- 
vas de patronato activo ó pasivo familiar, de- 
berá instruirse inmediatamente un expedien- 
te gubernativo para declararlos ó no com- 
prendidos en las excepciones consignadas en 
el art. 6." de la ley de 2 de setiembre de 1841, 
ajustándose en su formación al curso j trá- 


mites prevenidos en la citada R. O. de 9 de 
febrero de i 842 (i ). 

2. ° Las resoluciones definitivas que re- 
caigan en estos expedientes no se ejecutoria- 
rán hasta que no obtengan la aprobación de 
la superioridad. 

3. ° En el caso de que esta sea favorable tí 
los particulares reclamantes, deberán entre- 
gárseles lodos los productos líquidos desde 
que. ocurrió la vacante, salvas las deduccio- 

: nes que procedan de gastos necesarios para 
la conservación de las (incas, administración, 

! recaudación y demás indispensable. Lo mis- 
mo so hará cuando la declaracian sea favo- 
rable al Estado. 

4. ’ Las providencias de los Juzgados de 
primera instancia no tienen fuerza ejecutiva, 
ni para declarar la excepción de las fincas 
que reclamen, ni para decidir la inmediata 
entrega de sus productos ; pero serán útiles 
para que, cuando una y otra deban verifi- 
carse, se baga á la persona legítima. — De 
R. O., etc. — Madrid 17 de enero de 1847.» 
(CL. t. 40, p. 96.) 

R. O. de 29 julio de 1ÍÍ47. 

(Hac.) Extracto. —Se dispuso se comuni- 
cara á las Audiencias territoriales y jueces de 
primera instancia «que on los expedientes 
sobre adjudicación de capellanías de sangre 
á los parientes de los fundadores, se oiga á 
los promotores fiscales como representantes 
del Estado.» (CL. t. 41, p. 415.) 

R . O. de 20 setiembre de 1847. 

Subrc frutos de capellanías vacantes, etc. 

(Grao, y Jüst.) «Alcanzadas por algunas 
personas legas ante los Juzgados civiles de las 
Islas Canarias la propiedad de varias capella- 
nías familiares de sangre con arreglo á la ley 
de 19 agosto de 1841 , solicitaron se les en- 
tregasen ios rendimientos del tiempo de. la 
vacante, sobre lo cual se elevó consulta, é 
informarla por el Ministerio de Hacienda y 
Junta gubernativa del S. T. de J., se resolvió: 
«Enterada S. M. de! resultado de ambos in- 
formes, y considerando que los bienes afec- 
tos á las capellanías familiares de sangro te- 
nían el carácter de espiritualizados basta la 
ley de 19 agosto de 1841; que los individuos 
que han obtenido á su favor la declaración 
ríe propiedad de los mismos bienes, en conse- 
cuencia de la citada ley, los han adquirido 
como secularizados por un título civil, el cual 
no puede darles derecho á ¡os frutos produ- 
cirlos cuando los bienes se reputaban espiri- 
tualizados; y por último, que tales rendirnien- 


(1) Véase en Desamortización. 
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tos tienen una aplicación determmada.segun 
las disposiciones rigentes , se ha dignado ■ 
mandar que en observancia de la circular de ' 
10 de enero de 1837, los BH. obispos y go- 
bernadores de las diócesis entreguen en el 
Erario público los frutos de las capellanías 
colativas correspondientes al tiempo de sus 
últimas vacantes hasta el 19 de agosto de 
1841 deducidas las cargas civiles y eclesiás- 
ticas, y que las persopas á cuyo favor se hu- 
biere declarado la propiedad ile los mencio- 
nados bienes solo puedan exigir con igual 
deducción de cargas las rentas posteriores á 
la promulgación de la ley de 19 de agosto. — 
De Real órden, etc. — Madrid 20 de setiem- 
bre de 1847.» (CL. t. 42, p. 126.) 

R. O. de 12 febrero de 1850. 

Prevenciones á los fiscales sobre bienes de capellanías 
y patronatos. 

(Hac.) «Por varias Reales órdenes está 
mandado que se dé audiencia á los fiscales y 
á los promotores en los pleitos que se sigan 
para adjudicar como libres los bienes que 
pertenecieron á capellanías y patronatos. 
Esta disposición, como V. S. conoce, tiene 
por objeto evitar que, á pretexto de derechos 
no declarados en las fundaciones y de paren- 
tescos simulados, se prive al Fisco de bienes 
que en otro caso debieran corresponderle. 
Yo espero que Y. S. y sus subordinados, á 
quienes se servirá hacer al intento las pre- 
venciones oportunas , cuidarán como hasta 
ahora de examinar con el mas escrupuloso 
esmero los referidos pleitos, para conocer 
si los que aspiran á la adjudicación de los 
bienes, tienen derecho á ellos por la funda- 
ción, si están dentro del grado que para 
adquirirlos requieren las leyes, y si hay de 
dichos parentescos la prueba necesaria) sin 
descansar en las concesiones que acerca de 
esto se hagan recíprocamente los litigan- 
tes, porque en ellas puede haber amaños, 
que no deben pasar desapercibidos á los ojos 
del ministerio público. Cuando por conse- 
cuencia de las gestiones de Y. S. se declare 
que los litigantes no tienen derecho á la ad- 
quisición de los bienes, dará Y. S. cuenta á 
á la Dirección de. 3o Contencioso para resol- 
ver lo conveniente á los intereses del Fisco. 
La ley de 19 de agosto de 1841 dispone que 
la adjudicación de los bienes de las capella- 
nías se haga con la obligación en los agracia- 
dos de cumplir las cargas de la fundación. 
Hasta ahora el cumplimiento de esta obliga- 
ción no ha tenido mas garantía que la mora- 
lidad de las personas: preciso es asegurarlo 
de una manera conveniente, y para ello es 


necesario que V. S. luego que recaiga ejecu- 
toria á favor de cualquiera de los parientes, 
se sirva remitir nota de los bienes de la fun- 
dación y de sus cargas eclesiásticas , como 
misas y aniversarios, á la Comisión investiga- 
dora creada por R. D. de 12 de octubre del 
pasado, dando cuenta á la Dirección de lo 
Contencioso de haberlo ejecutado. Cuando 
en los pleitos á que se refieren las preven- 
ciones anteriores, y en cualesquiera otros de 
igual ó parecida naturaleza, y en las causas 
de contrabando, defraudación ó malversación 
de empleados, en que se reclamen derechos 
ó intereses de grande importancia para la 
Hacienda, el fallo que cause ejecutoria no sea 
conforme á las pretensiones de Y. S., se ser- 
virá remitir á la Dirección copias certificadas 
de su censura, del apuntamiento del relator 
y de la sentencia ejecutoria. Espero que 
V. S., al cumplir estas disposiciones, lo hará 
con el interés y celo que le tengo recomen- 
dado en mi comunicación anterior. — Dios etc. 
— Madrid 12 de febrero de 1850.» (CL. t. 49, 
p. 263.) 

R. O. de d.° mayo de 1850. 

■i 

Intervención de los fiscales en pleitos de capellanías 
de sangre. 

(Hac.) <( — S. M. se ha servido mandar 
que los referidos pleitos de capellanías de 
sangre , como en las de patronatos, se tenga 
por parte á los promotores fiscales y á los 
fiscales en las Audiencias; que se entiendan 
con ellos todas las diligencias y actuaciones, 
pero que los promotores no deduzcan pre- 
tensión alguna hasta después de publicadas 
las pruebas, en cuyo caso, si -encontrasen 
que Jos litigantes no tienen derecho á los bie- 
nes de la fundación, bien por los términos de 
esta, bien porque el parentesco alegado no 
esté comprobado, hagan la pretensión que 
convenga á los intereses de la Hacienda, y de 
lo contrario devuelvan los autos sin oposi- 
ción, pero precediendo consulta con el fiscal 
de la Audiencia para que, en el caso de que 
el asunto termine en primera instancia, no 
quede solo decidido con la opinión del pro- 
motor. Que á los fiscales en las Audiencias 
se les comuniquen dichos pleitos después que 
las partes hayan alegado, y antes de senten- 
cia, y entonces, arreglándose á lo que queda 
dicho con respecto á los promotores, ejecu- 
ten lo mismo que á estos se previene con 
respecto á la oposición que debe hacerse 6 
devolución de los autos sin despacho. — De 
R. O. etc. — Madrid l.° de mayo de 1859. 
(CL. t. 50, p. 4.) 
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B. O, de 7 octubre de 1850. 

Cuándo deben reclamarse los bienes de capellanías de 
sanare ó familiares. 

(Hac.) Enterada la Reina de «sobre s 1 
deberían reclamarse de! clero los bienes per- 
tenecientes á las capellanías de sangre y de 
libre presentación que se le entregaron en 5 
de diciembre de i 84o, á consecuencia de la 
ley de 3 de abril del mismo año, y confor- 
mándose con el parecer de Ja Dirección de lo 
Contencioso de Hacienda pública, se ha ser- 
vido resolver que no se baga por abora no- 
vedad alguna en los bienes de las capellanías 
de que se trata, y que solo deben reclamarse 
del clero los pertenecientes a las de sangre ó 
familiares, cuando los interesados a quienes 
correspondan las hayan pedido y se hayan 
declarado exceptuados de la aplicación al Es- 
tado. — De Real orden etc. — Madrid 7 de oc- 
tubre de 1850.» (CL. t. 51, p. 173.) 

R. O. de 20 mayo de 1851. 

(Hac.) Extracto. — Los bienes de capella- 
nías vacantes no exceptuados de la venta por 
la ley de 2 setiembre de 1841, corresponden 
al clero secular y deben' entregársele. (CE. 
t. 53, p. 169.) — Y. Desamortización. 

Concordato de 17 octubre de 1851. 

Los artículos de este que pueden ser loma- 
dos en cuenta para resolver las dudas sobre 
capellanías colativas son los siguientes: el 41 
en que se dice que Ja Iglesia tendrá el dere- 
cho de adquirir por cualquier título legítimo: 
el 43, que todo lo demás perteneciente á 
personas ó cosas eclesiásticas sobre lo que no 
se provee emlos artículos anteriores será di- 
rigido y administrado según la disciplina de 
la Iglesia canónicamente vigente: el 44 por el 
que se declara quedar salvas é ilesas las Rea- 
les prerogativas de la Corona de España en 
conformidad á otros Convenios anteriores; y 
el 45 en que se dice que se tendrán por re- 
vocadas, en cuanto á él se oponen, Jas leyes, 
órdenes y decretos publicados hasta ahora de 
■cualquier modo y forma cu los dominios de 
España, debiendo regir ei Concordato como 
tal ley. 

R. D. de 30 abril de 1852. 

Deroga !a ley de 19 de agosto de 1 84-1 . 

(Grao, y Jdst.) «En vista de lo expuesto 
por varios diocesanos y fiscales de las Reales 
Audiencias acerca de la aplicación del Con- 
cordato en lo relativo á capellanías colativas 
y fundaciones piadosas de patronato activo ó 
pasivo de sangre deseando quitar todo motivo 
de duda vengo en declarar lo siguiente: 


Artículo l.° Desde el dia 17 de octubre 
último, en que se publicó el Concordato como 
ley de! Estado, se considerará derogada la ley 
de 19 de agosto 1841 relativa á capellanías 
colativas de patronato activo ó pasivo de san- 
gre. De la misma manera y desde igual fecha 
se entenderán derogadas las disposiciones 
relativas á las fundaciones piadosas fami- 
liares. 

Art. 2.° A su consecuencia quedan sub- 
sistentes las capellanías colativas de patro- 
nato activo ó pasivo de sangre, estén ó no 
actualmente vacantes, cuyos bienes no hayan 
sido adjudicados judicialmente á las familias 
respectivas, ó para cuya adjudicación no 
pendiere juicio en ejecución de la ley de 19 
de agosto de 1841, y otras disposiciones, 
antes do dicho dia de 17 de octubre. Lo mis- 
mo se entenderá respecto á las fundaciones 
piadosas arriba mencionadas. 

Art. 3.° Por lo lanío, se adjudicarán por 
los tribunales eclesiásticos y servirán de títu- 
lo de ordenación las capellanías subsistentes 
según los artículos anteriores siempre que 
sean congruas. 

Art. 4.° Continuarán hasta su decisión 
definitiva con arreglo á derecho los expe- 
dientes judiciales que pendían en los Juzgados 
de primera instancia y Reales Audiencias el 
citado dia 17 de octubre, cesando los juicios 
principiados con posterioridad. 

Art. 5.° Si los sugetos á quienes se ha- 
yan adjudicado judicialmente los bienes de 
bis capellanías hubieren sido ordenados, ó lo 
fueren en lo sucesivo á título de ellas, se en- 
tenderá que Jos interesados lian renunciado 
al beneficio de la ley de 19 de agosto de 1841 , 
observándose por lo tanto lo dispuesto en los 
nrts. l.°y 3.” de la presente declaración. Lo 
misino se entenderá respecto de las capella- 
nías que hayan servido ó sirvieren de título 
de ordenación á algún individuo de las fami- 
lias entre quienes se hayan distribuido los 
bienes, siempre que presten á esto su con- 
sentimiento todos los interesados. 

Art. 6.° El Ministro de Gracia y Justicia 
dará las instrucciones y disposiciones con- 
venientes para la ejecución del presente de- 
creto. — Dado en Áxanjuez á 30 de abril de 
1852.» (CL, t. 55, p. 656.) 

R. O. de 28 marzo de 1853. 

Cumplimiento do exhortos. 

(Grac. y Jdst.) «Ha tenido á bien 

S. M. mandar, de conformidad con el pare- 
cer emitido por la Sección de Gracia y Justi- 
L cia del Consejo Real, que solo deberán ser 
cumplimentados los exhortos expedidos ro- 
bre la materia de que se trata, cuando pro- 



CAPELLANIA. 


cedan de expedientes judiciales incoados an- 
tes del 17 de octubre de 1851 en que se pu- 
blicó el Concordato, quedando, sin efecto to- 
dos los demás que no se hallen comprendi- 
dos en el caso citado.— De Real órden etc.— 
Madrid 28 de marzo de 1853.» {CL. t. 58, 
pág. 280.)' 

Tí. O. de 1. 0 junio de 1853. 

Sa adjudicación cuando falten opositores. 

(Hac.) En virtud de consulta «acerca de 
si en los pleitos pendientes sobre adjudica- 
ción, como libres, de los bienes de las cape- 
llanías colativas que deben continuar hasta 
su resolución definitiva, el ministerio fiscal 
debferia pretender que á falta de opositores 
de mejor derecho, ¡*e diese al Estado la pose- 
sión de los mencionados bienes en concepto 
de mostrencos, ó por el contrario, deberia 
solicitar quedasen en pié esas fundaciones... 

S. M. se ha dignado resolver que en ¡os 

citados litigios pida V. S. en uoml^re del Es- 
tado, queden subsistentes las capellanías pa- 
ra que se adjudiquen á quien corresponda 
por los tribunales eclesiásticos, debiendo 
servir esta resolución de regla general pa- 
ra todos los demás casos de igual natura- 
leza que puedan presentarse. — De Real or- 
den etc. — Madrid l.° de junio de 1853.» 
(CL. t. 59, f>. 143.) 

R. O. de i. ° junio de 1853. 

Sobre mejor derecho á bienes da una capellanía. 
(Hac.) Enterada S. M. de una consulta 
elevada sobre el indicado objeto «se lia dig- 
nado resolver, de acuerdo con la Dirección 
general de lo Contencioso, que. continúe el 
ministerio fiscal deduciendo las oportunas 
pretensiones para que los citados bienes no 
se adjudiquen sino á los que prueben legití- 
mente su derecho á los mismos; y que si nin- 
guno de ellos se hallara en su caso, se li- 
mite el promotor de Salas á solicitar quede 
subsistente la capellanía y no la adjudicación 
de los citados bienes al Estado en calidad de 
mostrencos, pues seria oponerse al espíritu 
del Concordato y al del R. D. de 30 de abril 
de 1852, siendo asimismo la voluntad de 
S. M. que esta resolución sirva de regla ge- 
neral para todos los demás casos de igual 
naturaleza que puedan ocurrir. — De Real 
órden etc. — Madrid l.° de junio de 1853.» 
{CL. t. 59, p. 143.) 

R. D. de. 6 febrero de 1855. 

Declara vigente la ley de 19 de agosto de 1841. 

. (Crac, y Just.) «Teniendo en considera- 
ción etc., vengo en decretar lo siguiente: 

Articulo l.° Se declara en su fuerza y 
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vigor la ley de 19 de agosto de 1841 sobffe 
capellanías de sangre, y las demás disposi- 
ciones relativas a fundaciones piadosas fami- 
liares que fueron derogadas por mi R. D, de 
30 de abril de 1852. 

Art. 2.° Se declaran legítimos los dere- 
chos adquiridos en virtud del citado Real 
decreto por sentencia definitiva, pronuncia- 
da ó que se pronuncie en los juicios incoados 
ante tribunal competente. — Dado en Pala- 
cio á 6 de febrero de 1855.» [CL. t. 64, pá- 
gina 177.) 

Ley de 14 junio de 1856. 

Aclara la do capellanías colativas de 1841. 

«Doña Isabel II, etc. 

Artículo l.° Los individuos de preferente 
parentesco que con arreglo á Ja ley de 19 de 
agosto de 1841 tenian derecho á los bienes 
de capellanías colativas al tiempo de publi- 
carse la misma ley, y hayan fallecido sin ha- 
ber pedido la adjudicación, le han trasmitido 
á sus herederos, quienes por tanto ocupan 
el mismo grado y lugar que sus causantes pa- 
ra la participación de los bienes. 

Art. 2. b También tienen derecho á pedir 
la adjudicación de los bienes de capellanías 
colativas los llamados por la fundación y los 
herederos de los que teniendo aquel derecho 
fallecieron después de la publicación del de- 
creto de 30 de abril de 1852 yantes del de 
6 de febrero de 1855, en la misma forma que 
se previene en el articulo anterior; pero na 
tendrá lugar la entrega inmediata de los bie- 
nes, cuando la capellanía ha servido de títu- 
lo para ascender á las órdenes mayores, en 
cuyo caso los capellanes serán considerados 
como usufructuarios hasta que obtengan 
otro beneficio eclesiástico, y si no lo tuvie- 
ren, durante su vida. 

Art. 3.° Los interesados que no reclama- 
sen la adjudicación dentro de 20 años , con- 
tados desde Ja publicación de la ley de 19 de 
agosto de 1841, perderán todo derecho, y se 
trasmitirá á los siguientes en grado que de- 
berán ejercitarlo dentro del término de los 
cuatro años siguientes después de los que los 
bienes de las capellanías se declaran com- 
prendidos en la ley de 1 .° de mayo de 1855 (T). 

Art, 4.° Todas las adjudicaciones de bie- 
nes de capellanías colativas se entienden he- 
chas sin perjuicio de tercero de mejor derc- 


(1) Obsérvese que este artículo solo trata del 
caso en que los bienes no hayan sido aun re- 
clamados por ningún pariente; al paso que el 
artículo 4.° habla del caso en que se haya ya 
verificado su reclamación y adjudicación. (T. S , 
sentencia de 21 de enero de 1865.) 
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dio ¡v los mismos M) que solamente podrá 
ejt roñarte dentro do cualro años á contar 
desde el día de la ejecución (2). 

Arl. í¡.° So declaran como capellanías co- 
lativas de sanare comprendidas en ley de i O 
de aposto de 1841 restablecida en 6 de febre- 
ro de 1855. 

1. ° Las fundaciones que poseen actual- 
mente ios eclesiásticos corporativa ó indivi- 
dualmente en concepto de prebendas ó benefi- 
cios, y las que como (ales se bailen vacantes, 
siempre que los fundadores ¡lamen a su dis- 
iente ¡í lamilias ó personas determinadas, ó 
que sean de patronato activo familiar, y no 
hubiesen sido comprendidas en las leyes de 
2 de setiembre de 1841 y 1.'* de mayo de 
1855, ó de las leyes de desamortización civil. 

2. ° Las capellanías que lian sido provis- 
tas á presentación de los patronos después 
de la publicación del decreto de 6 de febrero 
de 18.) 5. 

3. ° Las capellanías colativas de sangre 
que hayan provisto los Ordinarios en virtud 
de derecho de devolución por providencia 
posterior al mismo decreto. 

Alt. í‘,.° I .os individuos de las familias de 
los fundadores que estén llamados á la adju- 
dicación de los bienes de las capellanías de 
que se trata en el artículo anterior, pueden 
pedirla desde luego ante los tribunales ordi- 
narios, vínicos competentes para conocer en 
esta materia, sea cualquiera el motivo que en 
contrario se alegue, ó la incidencia que so- 
brevenga, con arreglo á. lo prescrito en el ar- 
tículo 10 de. la ley de 19 de agosto de 1841. 

Arl.. 7.° Cuando en las fundaciones que 
poseen las corporaciones ó cabildos eclesiás- 
ticos no hubiere llamamientos á familias ó 
personas determinadas, patronato activo fa- 
miliar, los bienes de aquellas fundaciones se 
entienden comprendidos en Ja ley de l.°de 
mayo de 1855, así como también lo están los 
adquiridos por las iglesias fuera délas cscritu- 


(1) Debe entenderse lo mismo do los que 
lienen igual derecho. (Sentencia de 13 de abril 
de 181-3.) 

(2) En sentencia de 13 de noviembre de 1865 
consigna el Tribunal Supremo la doctrina de 
que la ejecución en el lenguaje preciso y técnico 
ni puede ni debe confundirse con la adjudica- 
ción, y que hay que atender á la ejecución se- 
gún el tenor de este artículo; pero en otra pos- 
terior de 7 de abril de 1866 se establece que se- 
gún jurisprudencia admitida por el Tribunal 
Supremo, el término que señala este articulo 
debe empezar á correr desde la fecba de la 
adjudicación. 

En las adjudicaciones anteriores á la ley se 
cuenta el plazo desde la ley. (Sentencia di? 30 
tío Mayo de 1863.) 


ras de fundación, ó con posterioridad á estas’ 
y con fondos que no estuviesen consignados 
especialmente en la mismo pora este objeto. 

Alt. 8.° Se exceptúan del artículo ante- 
rior los beneficios y prebendas de los cabildos 
eclesiásticos que constituyen la congrua sus- 
tentación de sus individuos durante la vida 
de estos, ó basta que obtengan prebenda ú 
otro beneficio eclesiástico. — Madrid junio 14 
de 1856.— Publíquese como ley. — Isabel. — 
Por tanto etc. — Madrid 15 de junio de 1856.» 
(CL. t. 68, p. 446.) 

R. D. de 28 noviembre de 1856. 

Suspende los ciertos de) do 5dn febrero do 1855. 

«Artículo 1 Se suspenden los efectos 
del H. D. de 5 de febrero de 1855; por el 
que se estableció la ley de 19 de agosto de 
1841, sobre capellanías colativas de patrona- 
to familiar activo ó pasivo , y demás funda- 
ciones piadosas de igual clase (1). 

Art. 2.° Querían en suspenso los juicios 
ó reclamaciones que pendan ante lo? tribu- 
nales civiles y eclesiásticos así respecto de la 
división ó secularización de los bienes com- 
prendidos en dichas fundaciones y capella- 
nías, como sobre el derecho á suceder en 
ellas, y hasta nueva providencia no se admi- 
tirán en lo sucesivo demandas de esta clase. 
— Dado en Palacio á 28 de noviembre de 
1856.» (CL. t. 68, p. 296). — Y. Desamorti- 
zación. Vinculaciones, etc. 

Ley de 7 junio de 1867. 

Autorizando al Gobierno para ni arrollo do capellanías 
colativas y el de otras fundaciones piadosas. 

(Grao, y Just.) «Doña Isabel II, por la 
gracia de Dios, etc. 

Artículo único. Se autoriza al Gobierno 
para formalizar, con intervención de la Santa 
Sede, el arregdo definitivo de las capellanías 
colativas de sangre y otras fundaciones pia- 
dosas de la propia índole , concillando, basta 
donde sea posible, el bien de la Iglesia, el del 
Estado y el de las familias interesadas. 

Por tanto, mandamos, etc. — Palacio 7 de 
jumo de 1867. — Yo la Reina. — El Ministro de 
Gracia, y Justicia, Lorenzo Arrazola.» 

Ley de HA junio de 1867. 

Convenio con la Santa S^do que se publica como ley 

rln.t Estado, sobre capellanías colativas de patronato 

familiar, memorias, obras pías y otras fundaciones 

análogas. 

(Grao, y Just. ) Doña Isabel II, por la 

(i ; Este decreto no se refiere á. las capella- 
nías laicales (T. S. sentencia de 28 de diciem- 
bre de 1861.) 


vi 
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gracia de Dios y Ja Constitución de la Monar- 
quía, Reina de las Españas: á todos los que 
las presentes vieren, sabed: 

Que para llevar á debido efecto cuanto en 
el Concordato de 1851, y Convenio de 1859 
se dispone sobre capellanías colativas de san- 
gre y otras fundaciones piadosas de la propia 
índole: y para poner un término, con utilidad 
de la Iglesia,. del Estado y de las propias fa- 
milias interesadas, á las dudas y perjudicial 
controversia, en esta parte sobrevenida , con 
ocasión de las leyes y disposiciones dictadas 
sobre el particular , por el M. R. Nuncio de 
Su Santidad en esta córte, D. Lorenzo Ba- 
rili, Arzobispo de Tiana,y mi Ministro de Gra- 
cia y Justicia, se formalizó un proyecto de 
arreglo definitivo, que había de someterse á 
la aprobación pontificia , como lo fué por mi 
embajador, cerca de la Santa Sede, D. Luis 
José Sartorius, conde de San Luis: y cuyo ar- 
reglo y Convenio, aprobado por el correspon- 
diente cambio de notas , y explicadas por el 
M. R. Nuncio las prevenciones de ía aproba- 
ción pontificia, es como sigue.- 

CONVENIO. 

«Siendo ya de. suma necesidad y convenien- 
cia el arreglo definitivo de las capellanías co- 
lativas de sangre y otras fundaciones piado- 
sas de la misma índole , al tenor de las so- 
lemnes disposiciones concordadas, leyes y 
Reales determinaciones, que deban tenerse 
presentes, los abajo firmados , Nuncio de Su 
Santidad en esta córte , y Ministro de Gracia 
y Justicia , hemos convenido en el siguiente 
proyecto 'de arreglo , que ha de someterse á 
la aprobación pontificia : 

Artículo 1 .° Las familias , á quienes se 
hayan adjudicado ó se adjudiquen por Tribu- 
nal competente los bienes, derechos y accio- 
nes de capellanías colativas de patronato fa- 
miliar, activo ó pasivo de sangre, reclamados 
antes del dia 17 de octubre de 1851, fecha de 
la publicación del Concordato, como ley del 
Estado, redimirán, dentro del termino, y en 
el modo y forma que se disponga en la ins- 
trucción para la ejecución del presente Con- 
venio , al tenor del art. 23 del mismo, las 
cargas de carácter puramente eclesiástico, de 
cualquier clase., específicamente impuestas en 
la fundación, y á que en todo caso , y como ; 
carga Real , son responsables los dichos > 
bienes. 

Art. 2.° Las familias asimismo, á quienes 
se hayan adjudicado, 6 adjudicaren por estar 
pendiente su adjudicación ante los Tribuna- 
les, los mencionados bienes, derechos y ac- 
ciones, reclamados con posterioridad al Real 
decreto de 30 de abril de 1852, redimirán 
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igualmente las cargas de la propia índole y 
naturaleza, considerándose para este solo 
efecto , como carga eclesiástica , la congrua 
de ordenación , establecida por las sinodales 
de la respectiva diócesis al tiempo de la fun- 
dación. 

Art. 3.° Se consideran completamente ex- 
tinguidas Jas eapellanias , de cuyos bienes 
tratan.los dos artículos precedentes, y que 
hayan sido ó fueren adjudicados por los Tri- 
bunales á las familias , cuyo patronato, des- 
apareciendo á petición de las mismas la co- 
lectividad de bienes de que procedía, dejó de 
existir, 

Art. 4.° Se declaran subsistentes, si bien 
con sujeción á las disposiciones del presente 
Convenio, las capellanías, cuyos bienes no 
hubiesen sido reclamados á la publicación 
del R. D. de 28 ele noviembre de 1856, y 
sobre las cuales,, por consiguiente, no pende 
juicio ante los tribunales. 

Art. o.° Están obligados, de la manera 
prevenirla en los arts. l.° y 2.°, á redimir 
las cargas eclesiásticas de la propia índole y 
naturaleza: 

Primero. Las familias, á quienes se hu- 
bieren adjudicado, como procedentes de ver- 
dadera capellanía de sangre, los bienes de 
una pieza, que constituía verdadero benefi- 
cio, aunque de patronato familiar, activo ó 
pasivo de sangre , cualquiera que fuere su tí- 
tulo ó denominación. 

Segundo. Los poseedores de bienes ecle- 
siásticos, vendidos por el Estado con sus car- 
gas eclesiásticas. 

Tercero. Las familias, á quienes se hayan 
adjudicado , ó adjudicaren , bajo cualquier 
concepto, bienes pertenecientes á obras pías, 
legados píos y patronatos laicales ó reales 
de legos, y otras fundaciones de la misma 
índole de patronato familiar, también acti- 
vo ó pasivo, gravados con las mencionadas 
cargas. 

Art. 6.° Sobre la antedicha obligación de 
redimir las cargas corrientes, estarán tam- 
bién obligadas á satisfacer el importe de las 
misas, sufragios y demás obligaciones, ven- 
cidas y no cumplidas por culpa de los po- 
seedores, las familias á quienes se hubieren 
adjudicado, ó adjudicaren por haber litigio 
pendiente, bienes de los designados en los 
artículos precedentes, inclusos los pertene- 
cientes á las capellanías que se declaran sub- 
sistentes en el art. 4.° 

Art. 7.° Los poseedores de bienes de dp- 
minio particular exclusivo, gravados con car- 
gas eclesiásticas , podrán también redimirlas, 
si tal fuese su voluntad, bajo las propias re- 
glas, que, respecto de los bienes comprendí- 
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dos en los artículos anteriores, se establecen; 
pero será en ellos obligatorio, en el modo y 
forma que para los oíros casos se determina 
en el art. 6.‘ y demás referentes, satisfacer 
las obligaciones eclesiásticas vencidas y no 
cumplidas, toda vez que lo sea por culpa de 
Jos poseedores. 

Art. S." La redención de cargas, la con- 
mutación de rentas y el pago del importe de 
las obligaciones vencidas y no cumplidas to- 
davía en los diversos casos que se expresan 
en los artículos precedentes, se verificará, 
entregando al respectivo diocesano títulos de 
Ja Deuda consolidada riel 3 por 100, por lodo 
su valor nominal, que se convertirán en ins- 
cripciones intrasferi Ides de. la misma Deuda. 

Art. f).° El importe de las cargas cor- 
rientes se apreciará por los diocesanos en !a 
forma legal correspondiente, y conforme á lo 
queso dispondrá en la instrucción , siempre 
que no esté determinado en la sentencia, eje- 
cutoria de adjudicación, dictada nnlcrionnen- 
le, que deberá cumplirse. 

Respecto de las obligaciones vencidas y no 
cumplidas, los mismos diocesanos, después 
de oír benignamente á los interesados deter- 
minarán equitativa, alzada y prudeneialmente 
la cantidad, que por dicito concepto deba 
satisfacerse. 

Art. 10. En ios juicios pendientes en los 
tribunales civiles, que deberán continuar se- 
gún el estado que lenian al tiempo de la sus- 
pensión decretada en 28 de noviembre de 
•1850, sobre adjudicación de bienes de cape- 
llanías, de obras pías y otras fundaciones de 
su especie, gravadas con cargas eclesiásticas, 
se hará constar, con certificado de! diocesa- 
no, antes de dictar sentencia, el importe de 
las cargas corrientes y la cantidad que para 
el cumplimiento de obligaciones, hasta aquí 
vencidas y no satisfechas prefijare el mismo 
diocesano. 

En el caso de que la familia no entregue al 
diocesano los títulos correspondientes en el 
término, que por el juez se prefije, dispondrá 
esto, antes de pronunciar auto definitivo, la 
enajenación, con audiencia de los poseedo- 
res, de hi parle indispensable, de bienes, en 
pública licitación, á pagar en Deuda consoli- 
dada del 3 por 1 00, por todo su valor nomi- 
nal, adjudicando únicamente á la familia, co- 
mo de libre disposición, ios demás bienes de 
la capellanía, obra pía ó fundación piadosa, 
aplicando, en su caso, Ja disposición del ar- 
tículo 14. 

Art. U. Cuando dentro del término que 
se prefije en la instrucción, las familias, á las 
cuaies hayan sido ya adjudicados judicialmen- 
te ios bienes, no realizaren, por cualquier 
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causa, la redención de Jas cargas, ó el pago 
del importe de las vencidas y no cumplidas 
por su culpa, el Gobierno adoptará las me- 
didas conducentes para (pie ambos extremos 
tengan cumplido efecto sin demora, aplicán- 
dose a! intento la parte necesaria de los bie- 
nes responsables, ya. se encuentren estos en 
poder de la familia del fundador, ya estén, por 
cualquier título, en manos extrañas; sin per- 
juicio, en su caso, del derecho que pueda te- 
ner el poseedor actual de la finca contra su 
cansoriant.e. 

Art. 12. La congrua de ordenación en las 
capellanías, á que se refiere el art. 4.°, será 
; al menos, de 2,000 rs. Se declaran incon- 
gruas las que no produzcan esta renta anual 
líquida, la cual se lijará por el producto de 
los bienes en el último quinquenio , dedu- 
ciendo la porción que el diocesano, á peti- 
ción de las familias y consideradas con equi- 
dad todas las circunstancias, creyese reser- 
var con benignidad apostólica, á las mismas, 
cuya porción en ningún caso podrá exceder 
de la cuarta parte de dicho producto. 

Art. 13. Hecha esta, deducción, las fami- 
lias interesadas entregarán ni diocesano los 
títulos necesarios de In Deuda consolidada del 
;¡ por 100 por lo demás de dicha renta, cuyos 
títulos se convertirán en inscripciones intrns- 
leribles de Ja propia deuda del Estado. Verifi- 
cada la entrega de aquellos, los bienes de la 
capellanía corresponderán , en calidad de li- 
bres. á la respectiva familia. 

Art. I i. Del mismo modo, cuando las fa- 
milias hayan entregado al diocesano los títu- 
los del 3 por 100 , que se convertirán des- 
pués en títulos intrnsferibles de la Deuda, 
corresponderán á aquellas en calidad, de li- 
bres los bienes de las capellanías adjudicados, 
ó que se adjudicaren judicialmente , en vir- 
tud del presente Convenio, y todos los demás 
gravados con cargas eclesiásticas que se re- 
diman, en conformidad á las disposiciones 
contenidas en los artículos 9.° y 10, en- 
tregando al diocesano los títulos necesarios al 
efecto. 

Art. lo. Cuando los títulos riel 3 por 100, 
entregados por Ja familia , produzcan al me- 
nos, una renta, anual líquida de 2,000 rs.. se 
constituirá sobre esta congrua nueva capella- 
nía en la iglesia en que anteriormente estu- 
vo fundada la capellanía , de que procedan 
los títulos; y en su defecto, en otra iglesia 
del territorio, procurando el diocesano en 
cuanto sea posible, que se cumpla la volun- 
tad de! fundador; puniendo, esto no obstante, 
por fines del mejor servicio de la iglesia, mo- 
dificar ó conmutar, con autoridad apostólica, 
que al efecto se le confiere por el presente 
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Convenio, tanto respecto de este punto, como 
de todo ló demás susceptible de mejora , lo 
establecido en la fundación. 

Art. 16. Se formará en cada diócesis un 
acervo pió común con los títulos de la Deuda 
consolidada -del 3- por 100, procedentes de la 
redención de cargas , del importe de las no 
cumplidas, ó de bienes de capellanías colati- 
vas incongruas, uniendo al intento dos ó 
mas, según sea necesario para constituir una 
cóngrua al menos de 2,000 rs., haciendo los 
llamamientos para el disfrute de ella entre las 
familia^ , que por las respectivas fundaciones 
tuviesen derecho,' y estableciendo para el 
ejercicio del patronato activo los correspon- 
dientes turnos, habida consideración en todo 
caso á la cantidad procedente de cada cape- 
llanía, y en la inteligencia de que lia de darse 
al diocesano el turno correspondiente en re- 
presentación de corporaciones ó de cargas 
eclesiásticas no existentes. 

Y atendiendo á que por el presente Con- 
venio se dá nueva forma á las capellanías co- 
lativas familiares, todavía existentes, y á las 
que de nuevo se establecen en subrogación 
de las que, por efecto de las pasadas vicisitu- 
des, han dejado de existir , el patronato me- 
ramente activo se ejercerá., eligiendo el pa- 
trono entre los propuestos en terna por el 
ordinario diocesano; y respecto del patronato 
pasivo, usará este de sus facultades, si el pre- 
sentado no reuniese las circunstancias nece- 
sarias para cumplir lo dispuesto en el pre- 
sente Convenio. 

Art. 17. Estas capellanías se proveerán 
precisamente dentro del término canónico; 
serán incompatibles entre sí, y no podrán 
proveerse en menores de 14 años. 

Los provistos en ellas deberán seguir la 
carrera eclesiástica en Seminario, ya sea en 
calidad de externos, ya de internos, ó como 
ordenase el diocesano, según la abundancia 
ó escasez de medios al intento; y también es- 
tarán obligados precisamente á ascender á 
órden sacro, teniendo la edad canónica, so 
pena, en otro caso de declararse vacante la 
capellanía/ 

Los diocesanos determinarán las obliga- 
ciones, estudios y demás requisitos y cuali- 
dades, Ao expresadas en el presente Conve- 
nio, ó en la instrucción que ha de darse para 
su ejecución, usando, en su caso, los mismos 
de las facultades apostólicas consignadas en 
los arls. 15 y 21. 

Art. 18. También se formará en cada dió- 
cesis otro acervo pió común, con los títulos 
de la Deuda consolidada, procedentes de las 
obligaciones consignadas en el art. 5.°; en la 
parte ó ellas aplicable del 6.°, y en su caso 
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también con lo correspondiente á virtud de. 
lo dispuesto en el árt. 7.° 

Además harán parte de este acervo pió 
común las inscripciones, que el Gobierno 
debe entregar: 

Primero .- en compensación de los bienes 
de las capellanías colativas de patronato par- 
ticular eclesiástico, ó de derecho común ecle- 
siástico, y de que el Estado se incautó. Unas 
y otras capellanías quedan extinguidas, y de 
libre disposición del Estado dichos bienes. 

Segundo: en igual compensación de ios 
bienes de capellanías patronadas , de que, 
estando á la sazón vigentes, se incautó el Es- 
tado, bajo cualquier título y concepto que sea. 

Y tercero: por títulos de diversas clases de 
Deuda del Estado, procedentes de cargas 
eclesiásticas, de obras pías y otras fundacio- 
nes de su clase, establecidas en corporacio- 
nes eclesiásticas, hoy no existentes, cuyo pa- 
tronato pertenece actualmente á los prelados 
en representación de dichas corporaciones. 

Los diocesanos fundarán con dichas ins- 
cripciones ei número de capellanías, título de 
ordenación, que sean posibles, no bajando de 
2.000 rs. la cóngrua de cada una. 

Estas capellanías seráD provistas exclusiva- 
mente por los mismos diocesanos, observán- 
dose, en cuanto sean aplicables, las reglas 
establecidas en el art. 16, respecto de las 
nuevas capellanías familiares; pero dándose 
en todo caso preferencia á los seminaristas 
adelantados en su carrera, y inas sobresalien- 
tes en cualidades y costumbres que carezcan 
de otro título de ordenación para ascender 
al sacerdocio. 

Art. 19. Los capellanes de las nuevas ca- 
pellanías, tanto familiares, como de libre 
nombramiento de los diocesanos, estarán 
adscritos á una iglesia parroquial, y tendrán 
en cuanto sea compatible con las obligaciones 
especiales de la capellanía, la de auxiliar al 
párroco , sin perjuicio de que el diocesano 
pueda destinarlos al servicio que estime con- 
ducente, con tal que se puedan cumplir en la 
iglesia, en que esté situada la capellanía, di- 
chas obligaciones especiales. 

Hasta tanto que ei capellán pueda levantar 
por sí mismo las cargas de Ja capellanía, dis- 
pondrá el diocesano lo conveniente para que 
tengan cumplido efecto , designando ei cum- 
plidor, con la parte de estipendio que iia de 
satisfacérsele de la renta de la capellanía. 

Art. 20. Los pleitos sobre adjudicación 
de capellanías, que pendían en los Tribunales 
eclesiásticos, y fueron suspendidos en 1856, 
continuarán su curso, según el estado que 
entonces tenían. 

Art. 2i . En todo aquello que, para la eje- 
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cticion fie este Convenio, no bastare el dere- 
cho propio de los diocesanos, obrarán estos 
en concepto de delegados de la Santa Sede,á 
cuyo fin la misma les autoriza competente- 
mente, y también para que, corno sus encar- 
garlos especiales, procedan á la ejecución de 
este Convenio en los territorios exentos, en- 
clavados en su diócesis. 

Además de esto, Su Santidad, en todo lo 
que pueda ser necesario, extiende ia benigna 
san ación, contenida en eJ art. 42 de! Concór- 
dalo de 1851 , á Jos bienes, á que se refiere el 
presente Convenio. 

Art. 22. No son objeto de este Convenio, 
por su índole especial, las comunidades de 
beneficiados de las diócesis ríe Ja corona de 
Aragón , en las cuales tío se liará novedad 
hasta el arreglo parroquial; ó bien, que entre 
ambas potestades se celebre acerca de ellas 
otro Convenio especial: pero los bienes, cen- 
sos y demás derechos reales, que constituyen 
su dotación, se conmutarán en Ja forma que 
prescribe el Convenio de 25 de agosto de 
1850, adicional al Concordato de 1851, en 
inscripciones intrasíeribles de la Deuda con- 
solidada de 3 por 100, que se entregarán á la 
respectiva comunidad á que pertenecen los 
bienes. 

No lo son tampoco las piezas de patronato 
familiar, activo ó pasivo de sangre, fundadas 
en otras diócesis, que, por la Índole y natura- 
leza de sus cargos y obligaciones constituyen 
verdaderos beneficios parroquiales, hayan ó 
no formado sus obtentores cabildo beneficia]; 
y aunque se hubieren denominado capella- 
nías, y los beneficiados se hayan titulado ca- 
pellanes ; porque, en conformidad á la Real 
cédula de ruego y encargo de 3 de enero de 
1 854, lia de disponerse lo conveniente sobre 
el particular en ei plan parroquial de la res- 
pectiva diócesis. 

Art. 23. Con intervención del Nuncio 
Apostólico cerca de Su Majestad Católica, al 
cual la Santa Sede delega, al electo, todas 
las facultades necesarias, se dictarán la cor- 
respondiente instrucción y disposiciones re- 
glamentarias convenientes para el desenvol- 
vimiento y ejecución del presente Convenio, 
se resolverán las dudas, y se removerán los 
obstáculos , que impidieren que el mismo 
tenga, en todas sus partes, el mas exacto y 
puntual cumplimiento. — Madrid id de junio 
de 1867. — Lorenzo Arrasóla. — Lorenzo, Ar- 
zobispo de liana.» 

Por tanto , en vista de las razone: ex- 
puestas por mi Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, de acuerdo con el parecer de! Con- 
sejo de Ministros, en uso de la autoriza- 


ción dada á mi Gobierno por las leyes 
de 4 de noviembre de 1859 y 7 del pre- 
sente mes, con asentimiento también del 
M. R. Nuncio de Su Santidad, 

Vengo en proveer el presente decreto 
con fuerza de ley, que como tal se obser- 
vará en el Reino ; y mando á todos los 
Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernado- 
res y demás autoridades, asi civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier 
clase y dignidad, que la guarden , cum- 
plan y ejecuten, y la bagan guardar y 
ejecutaren todas sus partes. — Dado en 
Palacio á veinticuatro de junio de mil 
ochocientos sesenta y siete.' — Yo ia Rei- 
na. — El Ministro de Gracia y Justicia, Lo 
renzo Arrazola. (CL. t. 97 , pág. 1187.,) 

R. D. de 25 junio de 1867. 

Aprobando kv instrucción para la ejecución del Con- 
venio con la Santa Sede ó ley de 24 del mismo mes. 

(Grao, v Just.) «Conformándome con 
lo propuesto por mi Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, de acuerdo con ei parecer del Consejo 
de Ministros. 

Vengo en aprobar la instrucción tomada, 
con intervención del M. R. Nuncio Apostóli- 
co, para la ejecución del Convenio referen- 
te á capellanías colativas de sangre , y otras 
fundaciones piadosas de la propia índole, ce- 
lebrado con Ja Santa Sede y publicado por 
mi Reai decreto, con fuerza "de ley, fecha de 
ayer. — Dado en Palacio á 25 de junio de 
1867. — Está rubricado de la Real mano — 
El Ministro de Gracia y Justicia, Lorenzo 
Arrazola. 

instrucción acordada en todo lo proce- 
dente , con el M . R. Nuncio Apostólico , 
y aprobada por S. M. la Rema (Q. D. G ) , 
para la ejecución del Convenio celebrado 
con la Santa Sede y publicado como ley 
del Estado por R. I). de 24 de junio de 
1867, sobre las capellanías colativas de 
patronato familiar , memorias , obras 
pías y otras f undaciones análogas , y pun- 
tos conexos con las mismas materia s. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

Disposiciones prel i minares . 

Artículo 1 .° A la mayor brevedad posible, 
no debiendo exceder de tres meses , después 
de la publicac on de la ley en la Gaceta ofi- 
cial , ios jueces de primera instancia remiti- 
rán de oficio á los prelados diocesanos, á que 
pertenezca el pueblo en que estén sitas las 



CAPELLANIA. 15 


Parroquias, ya sean de la jurisdicción ordina- . 
ría, ya exenta, los siguientes estados: prime- 
ro, de las capellanías y beneficios de toda 
clase, de patronato familiar, activo ó pasivo 
de sangre, euyos bienes hayan sido adjudi- ■ 
cados á los parientes , en virtud de la ley de 
19 de agosto de- 1841 , ó de cualquiera otra, 
que deberá citarse; expresando la iglesia, ti- 
tulo, clase, é índole de la fundación, las per- 
sonas á quienes se hubiere hecho lá adjudi- 
cación; la vecindad de ellas, y la fecha del 
auto definitivo: segundo, délas memorias, 
obras pías y toda clase de fundación piadosa 
familiar , gravada Con cargas eclesiásticas, y 
cuyos bienes hubieren sido adjudicados á los 
atronos, expresando donde radicaba la lun- 
ación , nombres y vecindad de las personas 
á quienes se hubiese hecho la adjudicación y 
fecha del auto definitivo: tercero, de los nego- 
cios pendientes' de capellanías y beneficios, 
con separación de los qué existan todavía en 
el Juzgado , de los que se hallen en las Au- 
diencias , fecha de la demanda y su estado 
actual: cuarto, y lo mismo respecto de los 
negocios pendientes sobre memorias y toda 
clase de íundaciones piadosas, á que se re- 
fiere el número segundo de este artículo. 

Las Audiencias remitirán también á los 
diocesanos nota de los negocios expresados 
en los dos números precedentes, que pendan 
en el tribunal , con expresión del estado en 
que se encuentran. 

Art. 2.° La Dirección general de la Deu- 
da pública , prévia la correspondiente ins- 
trucción del Ministro de Hacienda, formará 
igualmente y remitirá al respectivo diocesa- 
no, á la brevedad posible, nota de los crédi- 
tos satisfechos : primero , á los patronos de 
capellanías y beneficios familiares , ó á sus 
causa-habientes por bienes que se hubieren 
adjudicado á los primeros : segundo , á los 
patronos, ó causa-habientes , de memorias y 
fundaciones piadosas de toda dase , gravadas 
con cargas meramente eclesiásticas. 

Art. 3,° Además, las Audiencias territo- 
riales, los jueces de primera instancia , las 
autoridades y oficinas de todas clases , sumi- 
nistrarán, de oficio y sin demora, á los dio- 
cesanos las noticias y datos necesarios , que 
estos reclamaren para llenar su cometido. 

Art. 4.“ Los diocesanos, siempre que lo 
estimen conveniente, podrán delegar' sin 
causar gastos á los interesados, en una comi- 
sión, ó en persona de su confianza , la ins- 
trucción de los expedientes de toda clase y 
naturaleza, Reservándose la solución defini- 
tiva, ó su aprobación. • - 

En el Boletín oficial de la provincia, y en 
ei eclesiástico donde le hubiere , se publica- 


rán estos nombramientos para noticia de los 
interesados, y á fin de que sea reconocida su 
personalidad en las oficinas de todas clases, 
cuando quiera que hiciesen alguna reclama- 
ción, 6 pidieren datos y noticias para llenar 
su cometido. 

Los diocesanos señalarán una módica re- 
tribución por su trabajo á sus delegados. 
Aquella, y los gastos de oficina indispensa- 
bles, se satisfarán de los fondos de los acer- 
vos píos que crea el Convenio. 

Art. 5. u Por cargas de carácter puramen- 
te eclesiástico, de que tratan el primero y 
otros varios artículos del Convenio, se en- 
tiende todo gravamen impuesto sobro bie- 
nes de cualquiera clase que sean, para Ja ce- 
lebración de misas, aniversarios, festividades, 
y en general para actos religiosos ó de devo- 
ción en iglesia, santuario, capilla, oratorio ó 
en cualquiera otro puesto público. 

Art. 6.° Los diocesanos, al tenor del ar- 
tículo 21 del Convenio, podrán reducir, co- 
mo lo estimen mas equitativo, las cargas me- 
ramente eclesiásticas, y también lo corres- 
pondiente a la congrua sinodal, título de or- 
denación, que según el art. 2.° del mismo 
Convenio, por la especialidad de los casos, 
tiene la consideración de carga eclesiástica. 

Art. 7.° Siendo puramente prudencial y 
discrecional la reducción de cargas, y de me- 
ra benignidad apostólica , atendidas las cir- 
cunstancias de la respectiva familia, la apre- 
ciación de la parte de bienes, dejados á esta 
en su caso por el art. 12 del convenio, ios 
diocesanos procederán gubernativamente en 
esta materia, sin que haya lugar á recurso en 
justicia, y sí soio el de pura revisión ante el 
mismo prelado en la propia forma . 

Art. ÍL° Habiendo circunstancias espe- 
ciales, obstáculos y dificultades para 'ejecutar 
cualquiera de las disposiciones contenidas en 
el Convenio y en esta instrucción, el dioce- 
sano lo hará presente al Ministro de Gracia 
y Justicia, para que en uso de la facultad que 
se concede por el art. 23 del Convenio, se 
resuelva Jos mas conveniente y equitativo 
con acuerdo del M. H. Nuncio de Su San- 
tidad. 

Art. 9.° Los diocesanos, bien sea por 
medida general , bien en casos particulares, 
habiendo circunstancias especiales que lo 
justifiquen, podrán prorogar, según Jo es- 
timen conveniente, los plazos, que en esta 
instrucción se señalen, tanto para reclamar, 
como para hacer en su caso entrega de los 
créditos del Estado, y todo otro que se pre- 
fijase, cuyas resoluciones se publicarán en 
el Boletín oficial de la provincia y eri el ecle- 
siástico. 
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Art. 10. Las publicaciones que se llagan ¡ 
en los Boletines oficiales por disposición del ¡ 
diocesano ó de su delegado, se considerarán 
de oficio. 

CAPULLO II. 

De las capellanías adjudicadas , ó cuya ad- 
judicación se pidió por tas familias an- 
tes del 2<S de noviembre de i 85(1. 

ArL t i . Los diocesanos dictarán y pu- 
blicarán en el Boletín oficial de la provin- 
cia aillo general, en ia correspondiente for- 
ma canónica, declamando, en conformidad á 
lo dispuesto en el art. 3. 11 del Convenio, ex- 
tinguidos ios patronatos y capellanías á que 
se reíieren los dos primeros artículos de) 
propio Convenio. 

Art. 12. Los Tribunales, así civiles como 
eclesiásticos acordarán en su respectivo caso 
jo que proceda, para terminar lo mas pronto 
posible los pleitos pendientes. 

En los primeros, el Ministerio fiscal, pres- 
cindiendo de todo Jo que no sea pertinente, 
procurará se evite toda dilación innecesaria, 
y en cuanto de su acción dependa, el despa- 
cho de estos negocios con la preferencia que 
corresponda, pidiéndose declare desiértala 
demanda, apelación ó súplica, si no fuese 
promovido el curso de! pleito por los in- 
teresados dentro del término lega! corres- 
pondiente. 

Los promotores fiscales no dejarán de ape- 
lar de Ja sentencia de adjudicación, dando 
inmediatamente conocimiento ai fiscal de 
ia Audiencia, para que resuelva lo conve- 
niente. 

El Ministerio fiscal cuidará también muy 
particularmente de que no se confundan con 
las capellanías colativas familiares, á Jas cua- 
jes es solamente aplicable la ley de 19 de 
agosto de 1841 , ios verdaderos beneficios de 
patronato familiar, activo ó pasivo, apelando 
en su caso los promotores fiscales, y promo- 
viendo recurso de casación en interés del Es- 
tado los fiscales de las Audiencias. 

Art. 13. En el término de cuatro meses, 
contados desde la publicación de la ley en el 
Boletín oficial de Ja provincia de su domici- 
lio, los parientes délos fundadores ó sus cau- 
sa-habientes, á quienes lian sido ya adjudi- 
cados los bienes de las capellanías ó benefi- 
cios, cuya posesión les fué dada en su tiempo, 
presentarán ai diocesano copia auténtica del 
auto definitivo, y una nota bastante expresi- 
va: 1 .° de las tincas, derechos y acciones que 
á cada interesado hubieren sido adjudicadas, 
con expresión de los títulos de la Deuda del 
Estado, que, á reclamación suya , le hubiese 


entregado la Dirección de la Deuda pública: 
2.° de las cargas impuestas sobre cada finca, 
inclusas las de los bienes que hau sido sub- 
rogadas por Deuda pública: ó declaración de 
no" haberse hecho específicamente, sino en 
globo, sobre los bienes de Ja fundación: 3. 1 ’ 
de las" cargas vencidas, y no satisfechas, des- 
de la toma de posesión de Jos bienes, o recibo 
de dichos títulos de la Deuda, expresando las 
causas que hubiese habido para ello, y pro- 
poniendo la cantidad alzada que estén dispues- 
tos á satisfacer para esta sagrada obligación. 

Cada finca será exclusivamente responsable 
de la parte de cargas que sobre ella pesaba, 
y lo será con la generalidad de sus bienes; 
de las correspondientes á las fincas subroga- 
das en aquellos títulos, la persona que los 
recibió. 

De los descubiertos por tiempos anteriores 
á la toma de posesión de los bienes, ó al re- 
cibo de los títulos de ia Deuda del Estado, se- 
rán responsables los capellanes beneficiados 
que los hubiesen disfrutado, los administra- 
flores ó detenladores de los misinos bienes, 
y en su caso el Estado por el tiempo que hu- 
biese estado incautado de ellos. 

Los diocesanos acordarán lo que proceda 
respecto de dichas personas responsables. 

Art. 14. Los que, aunque hayan sido pa- 
tronos legítimos, tengan en su poder bienes, 
no adjudicados con arreglo á la legislación 
entonces vigente, deberán hacer manifesta- 
ción de elfos en el término y modo expresa- 
dos en el artículo precedente, para disfrutar 
de las ventajas concedidas á Jas familias , so 
pena en otro caso de lo que pueda corres- 
ponder con arreglo á las leyes. 

Art. Id. Pasados los términos sin pre- 
sentar á los diocesanos los datos y manifesta- 
ciones, á que se reíieren los artículos prece- 
dentes, los mismos diocesanos formarán de 
oficio expediente instructivo, señalando nue- 
vo plazo y citando á los interesados por el 
Boletín oficial de la provincia, con la pre- 
vención de que se procederá en su caso, sin 
su intervención, á determinar las cargas, ba- 
jo los conceptos de que cada uno de los inte- 
resados deba responder, después de hedías 
las deducciones, si así fuese equitativo, pa- 
rándoles el perjuicio que hubiese lugar. 

Art. 16. Cuando en la sentencia ya cum- 
plida, no se hubiesen prefijado Jas cargas, ó 
su importe á metálico, correspondientes á 
cada finca, como tampoco el descubierto por 
las atrasadas no cumplidas , de que los mis- 
mos bienes deban ser responsables , se hará 
lo que faltare en el expediente instructivo, 
con audiencia de los interesados , ó sin ella 
en su caso, según lo ya dispuesto. 
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Árt. 47. De la apreciación de las cargas 
de la capellanía Ó beneficio, hecha por el dio- 
cesano, podrá acudirse al Tribunal eclesiás- 
tico con las apelaciones correspondientes, Sal- 
vo siempre lo dispuesto en el art. 7.° de esta 
instrucción. 

Art. 18, Fijado definitivamente el impor» 
te anual de las cargas, y el de las atrasadas, 
no cumplidas, los interesados entregarán en 
los plazos que se fijan en el articulo siguien- 
te, dónde y cómo el diocesano dispusiere , los 
títulos necesarios de la Deuda consolidada 
del 3 por 100, para hacer una renta igual al 
importe de la carga anual y la cantidad á que 
ascendieren las otras cargas; ó en metálico, 
solo en los casos que se expresarán en el ar- 
tículo siguiente. 

Art. 19. La entrega de los títulos se ve- 
rificará en cuatro plazos: ef primero, de una 
cuarta parte en el término de dos meses, y 
los restantes de cuatro en cuatro meses cada 
uno; dándose respecto de estos últimos, pa- 
arés si el diocesano lo prefiriese, ú otorgán- 
ole la correspondiente escritura á satisfac- 
ción del mismo. 

A los que anticipasen los' plazos, si á ello 
asintiese el diocesano, se les abonará un 3 
por 100. Además se hará otro abono igual 
á los que, no existiendo la escritura de impo- 
sición del censo ó gravamen, se presten vo- 
luntariamente á su redención. 

Cuando la renta anual corriente, que debe 
redimir una misma persona, no pueda repre- 
sentarse por el título menor de la Deuda con- 
solidada ael 3 por 100, se pagará en metálico 
la cantidad necesaria para que , unida con 
otras, pueda constituirse la renta igual á la 
carga, en dicha Deuda consolidada. Lo mis- 
ino se verificará respecto de las cargas atra- 
sadas no cumplidas. 

Art. 20. No verificándose en su respec- 
tivo plazo la entrega de los títulos, el diocesa- 
no lo pondrá en conocimiento del Ministerio 
de Gracia y Justicia , á fin de que se orde- 
ne al promotor fiscal del Juzgado, que hubie- 
se entendido en los autos, promueva la eje- 
cución contra las lincas responsables, con 
arreglo á lo dispuesto en el art. 11 del Con- 
venio, á fin de que se haga efectivo el pago, 
al tenor de lo prevenido en el artículo prece- 
dente. 

Verificado el total pago de la redención, se 
librará' á los interesados el correspondien- 
tedocumento, para que se cancele la hipote- 
ca sobre los bienes, y queden estos libres 
de ella. 

Eí ínodo de levantar las cargas, hasta que 
lo dicho tenga efecto, se acordará por el dio- 
cesano con audiencia de los interesados. 

Tomo III. 


s 

Art. 21. Hasta tanto que sé cumplan las 
prescripciones de los artículos siguientes, 
que se refieren á los negocios pendientes ante 
los Tribunales civiles, se suspenderá eídar la 
posesión de los bienes adjudicados á los inte- 
resados, que todavía no hubiesen entrado 
en ella. 

Art. 22. Tan luego como los autos pen- 
dientes se hallen en estado, el juez señalará 
á los interesados el término en que deben 
presentarlos datos y hacer al diocesano las 
manifestaciones que procediesen, al tenor del 
art. 13; en la inteligencia que, de no veri- 
ficarlo, el mismo diocesano procederá á for- 
mar de oficio el oportuno expediente ins- 
tructivo: remitiendo al intento el juez al dio- 
cesano los autos, ó los datos que este pidiese. 

Art. 23. Presentada en autos la certifica- 
ción del diocesano, de que trata el art. 10 
del Convenio, el juez procederá á lo que 
corresponda, con arreglo á lo dispuesto en 
el propio artículo; suspendiéndose, sin em- 
bargo, la entrega de los bienes adjudicados á 
las familias, hasta tanto que se cumpla lo es- 
tablecido en los arts. 18 y 19, que son apli- 
cables al objeto del presente: debiendo otor- 
garse á satisfacción del juez, con las cláusu- 
las correspondientes, la escritura, de que 
habla el último de dichos artículos, y consul- 
tando préviamente al diocesano, por si pre- 
firiese á la escritura los pagarés. 

Art. 24. Cuando haya de procederse á la 
venta de bienes en pública licitación, se ten- 
drá presente, para fijar el tipo de la subasta, 
Jo dispuesto en el art. 19. 

Art. 25. Cualquiera qué sea el importe 
de aquellos, las escrituras y sus copias se 
extenderán en papel del sello noveno, y no 
se devengarán derechos de trasmisión de 
propiedad, por sustituirse en papel del Esta- 
do los bienes afectos á las cargas, de que se 
trata: ni el Registro de la Propiedad mas de- 
rechos de inscripción que los establecidos 
para negocios de menor cuantía. 

CAPÍTULO III. 

De los patronatos laicales ó reales de legos , 
memorias, obras pías y otras fundacio- 
nes de la misma índole, de patronato fa- 
miliar , activo ó pasivo , gravados con 
cargas puramente eclesiásticas ; y de las 
de esta misma índole, que afectan á bie- 
nes de dominio particular exclusivo, ó 
vendidos por el Estado con este grava- 
men, de que tratan los arts. 5,° y 7.° del 
Convenio. 

Art. 26. Las familias que estén en pose- 
sión de ios bienes adjudicador, ó sobre los 
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que penda juicio, pertenecientes á memorias 
y fundaciones piadosas de todas clases ó a 
patronato laical ó real de legos, gravados con 
cargas meramente eclesiásticas, deberán ha- 
cer al diocesano las manifestaciones docu- 
mentadas, que en su caso respectivo proce- 
dan, al tenor de los arts. 1 3 y ¿o de la pre- 
sente instrucción. 

Art. 27. Los poseedores de bienes, que 
el Estado lia vendido, ó vendiese, con la 
obligación de levantar las cargas, puramente 
de carácter eclesiástico, á que, están alectos, 
deberán hacer al diocesano, en el término de 
cuatro meses, con toda la especificación con- 
veniente, declaración de aquellas, su índole, 
naturaleza, objeto é iglesia en que debieran 
cumplirse; expresando al propio tiempo las 
vencidas y no satisfechas desde la toma de 
posesión de la (inca, y la cantidad que están 
dispuestos á satisfacer para cumplir tan sa- 
grada obligación. 

Art. 28. Los poseedores de bienes de do- 
minio particular exclusivo, que en uso de la 
facultad que les concede el art. 7.° del Con- 
venio, quieran redimir las cargas ó graváme- 
nes, de carácter puramente eclesiástico, de- 
berán acudir ai diocesano con los documen- 
tos correspondientes, en dicho término de 
cuatro meses, haciendo igual manifestación 
á Ja indicada en el artículo anterior, respecto 
de las cargas atrasadas, cuya redención, se- 
gún el artículo citado del Convenio, es obli- 
gatoria. 

Art. 20. Las disposiciones de los capítu- 
los anteriores, referentes á ¡a fijación, gra- 
duación y apreciación de las cargas y al mo- 
do, forma y plazos en que ha de verificarse 
el pago, son aplicables de la misma manera 
á los particulares del presente capítulo. 

CAPITULO IV. 

De las capellanías declaradas subsistentes 
por el art,. 4." del Convenio y del acervo 
pío común de que tratan los arts. 10 al 1 8 
del mismo Convenio. 

Art. 30. Se consideran comprendidas en 
las disposiciones del art. 4." del Convenio 
si las familias no hubieren reclamado judi- 
cialmente los bienes, las capellanías cuyo 
disfrute se dejó á los capellanes, que á la sa- 
zón Jas poseían, yen el cual lian de conti- 
nuar hasta que canónicamente vaquen. 

Art. 31. Los capellanes, que actualmen- 
te están en posesión de las capellanías exis- 
tentes, y los que Jas obtuvieren por conse- 
cuencia de los juicios pendientes en los Tri- 
bunales eclesiásticos, continuarán también 
en el disfrute de su renta hasta i a vacante; 


pero esto no será obstáculo para que, ins- 
truido el expediente oportuno, según mas 
adelante se dirá, se determine Jo que pro- 
ceda; y que en el caso de ser incongrua, se 
decrete desde luego la unión á otra, aunque 
sin llevarlo á efecto hasta que se verifique la 
vacante canónicamente. 

Art. 32. Si por la fundación ó disposi- 
ciones canónicas vigentes, el capellán, que 
disfrute las rentas de alguna capellanía ex- 
tinguida ó existente, estuviese obligado á as- 
cender á orden sacro y en su dia al presbite- 
rado, y no lo hubiese verificado, teniendo la 
respectiva edad para ello, el diocesano le pre- 
fijará el término, dentro del cual deba verifi- 
carlo, declarando caso contrario la vacante 
en la correspondiente forma canónica. 

También se instruirá expediente canónico, 
si existiesen otras causas legales, por las cua- 
les el poseedor de la capellanía deba perderla 
con arreglo á derecho. 

Art. 33. Se declaran en caso de excep- 
ción por su índole y naturaleza, formen ó no 
cuerpo sus individuos, y sean ó no colativas, 
las capellanías de patronato activo familiar, 
fundadas en capillas de iglesia metropolitana, 
sufragánea, colegial ó parroquial, en que ya- 
cen los restos mortales, existen sepulcros, ó 
porque convenga conservar la memoria de 
familias ilustres. 

El diocesano, con audiencia instructiva de 
los mismos patronos, procederá á su arreglo 
para que, al propio tiempo que se perpetúe 
la memoria de los fundadores, presten á la 
iglesia, y sobre todo en su caso al ministerio 
parroquia!, el mejor servicio posible. En todo 
caso estarán obligados los patronos á conmu- 
tar en títulos intrasforibles del 3 por 100 
consolidado la renta por todo su valor, que 
deben satisfacer, ó que anualmente produz- 
can los bienes pertenecientes á la capilla. 

Art. 34. Los diocesanos, atendidas todas 
Jas circunstancias de su respectiva diócesis, 
formarán el oportuno expediente instructivo, 
con audiencia de los encargados del patrona- 
to activo y de Jos interesados en el pasivo, 
señalando el plazo que estimen conveniente, 
dentro del cual los mismos patronos, cape- 
llanes y administradores de ios bienes de las 
capellanías, fundadas en iglesia del territorio 
de la misma diócesis, cualquiera que sea la 
jurisdicion á que hubieren pertenecido ó ac- 
tualmente pertenezcan, deban presentar las 
fundaciones y documentos necesarios para 
establecer el quinquenio, que previeue el ar- 
tículo 12 del Convenio, y que será el del año 
de 1802 á 1866, ambos inclusive. Y para for- 
mar juicio en todo lo demás, en consonancia 
con los particulares que deben resolverse 
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con arreglo á lo dispuesto ei*l mismo .Con- ¡ 
venio, los diocesanos, tendrán muy presente 
lo que se previene en el arl. 13 de esta ins- 
trucion, y especialmente al ñnal del núm. 1 ,° 
y en el 2'.° del propio artículo. 

Art. 35. Terminado . el expediente ins- 
tructivo, el diocesano señalará; i .° la renta 
líqtfda, deducidas las cargas que no sean de 
índole puramente eclesiástica, y demás que 
en tales casos procedan, durante el quinque- 
nio prefijado: 2.° declarará si la capellanía 
es cóngrua ó incongrua, s^gun el tipo seña- 
lado en el art. 12 del Convenio, deducción he- 
cha además de la expresada en el número 
anterior, de la porción del producto que, con 
arreglo á lo dispuesto en dicho art. 12, cre- 
yese equitativo el mismo diocesano deber de- 
jar á la familia del fundador, no excediendo 
nunca, según allí se dispone, de la cuarta 
parte de dicho producto. 

Art. 36. Si los interesados no convinie- 
ren extra judicial y amigablemente en lo to- 
cante á su derecho á los bienes, ó en la par- 
te alícuota correspondiente á cada uno de 
ellos, podrán acudir al Juzgado de primera 
instancia, á que pertenezca la parroquia en 
que esté fundada la capellanía, para que, con 
arreglo á la legislación observada antes del 
Concordato, se determine acerca del derecho 
de los interesados, y en su caso se lije la par- 
te alícuota de la renta que deba convertirse 
en inscripciones intrasferibles. 

Si la controversia promovida por los inte- 
resados se limitara á la renta del quinquenio, 
señalada gubernativamente por el diocesano, 
la acción se deducirá ante el Tribunal ecle- 
siástico, según lo establecido en el art. 17 de 
esta instrucción. 

Una vez fijado judicial ó extrajudicialmente 
el derecho , renta del quinquenio y la parte 
alícuota correspondiente á cada interesado, 
verificarán estos, en el tiempo, modo y forma 
establecidos en el cap. J2. c de la presente ins- 
trucción, ia entrega de los títulos de la Deu- 
da consolidada del 3 por 100, que produzcan 
la renta liquida prefijada para la capellanía. 

Siendo la capellanía de mero patronato ac- 
tivo, ó en e! caso de que no lo soliciten los 
interesados ó ilamados al goce y disfrute de 
la misma, el patrono familiar , pues los com- 
patronos, que no fuesen de la familia, no tie- 
nen derecho á los bienes , deberá verificar 
dicha entrega de los títulos de la Deuda del 
. Estado, en el tiempo y según lo demás dis- 
puesto en el párrafo anterior. 

Art- 37. Si el patrono, ó los llamados al 
disfrute en su caso, no efectuaren la conmu- 
tación,, se enajenarán, prévia disposición del 
diocesano , . en pública subasta por el juez de 


primera instancia del partido., indicado en el 
.párrafo i del artículo precedente, los bienes 
necesarios para cubrirla cantidad , teniendo 
presente para la subasta la renta señalada! á 
los mismos bienes ; pero sin comprender la 
porción dejada á las familias por benignidad 
apostólica, con arreglo al art. 33 de este ca- 
pítulo. 

Art. 38. Si la capellanía fuese cóngrua, 
el diocesano, con audiencia del patrono, de- 
terminará la iglesia, en que debe establecer- 
se la capellanía, si no existiese la en que pri- 
mitivamente fue fundada, ó si por el mejor 
servicio de los fieles , ó mas eficaz auxilio al 
ministerio parroquial, conviniese la trasla- 
ción á otra parroquia, santuario, ó capilla, 
usando para ello de ia delegación apostólica, 
consignada en los arts. 15 y 21 del Conve- 
nio. Además, en uso de las propias faculta- 
des, introducirán los diocesanos en Ja funda- 
ción, con audiencia instructiva de los pa- 
tronos, Lodo lo que consideren provechoso a! 
mejor servicio de la iglesia, y para que las 
capellanías llenen cumplidamente los eleva- 
dos objetos , que las supremas potestades se 
han propuesto en el Convenio. 

Procurará el diocesano que entre dichas 
obligaciones sea una de ellas, siempre que 
ser pudiere , la celebración de misa de alba 
en los dias de precepto en los pueblos agríco- 
las , y de las llamadas de hora ó de punto, 
acomodado á los usos y costumbres de la 
generalidad de las gentes, en las poblaciones 
aglomeradas de otra clase ; ya sea en la par- 
roquia en que esté fundada Ja capellanía , ya 
en cualquiera otra, que conviniere mas, den- 
tro de la misma población. 

El diocesano dictará ante notario, y en pa- 
pel de oficio , el correspondiente auto canó- 
nico, que á los efectos correspondientes se 
unirá á la primitiva fundación de la capella- 
nía, debiendo extenderse en el propio sello 
la copia original, que Ita de archivarse en la 
parroquia del territorio en que se fundare. 

Art. 39. Las rentas de las capellanías, 
que se declaren incongruas por auto dictado 
en la forma prevenida en el párrafo anterior, 
pertenecerán ai acervo pió común de que 
trata el art. 16 del Convenio. 

El diocesano, oyendo instructivamente á 
los patronos , procederá á decretar la unión 
de dos ó mas de ia propia clase , según sea 
necesario para constituir una congrua anual 
de 2,000 rs., á lo menos, llamando para el 
disfrute de ella á los que por las respectivas 
fundaciones tuvieren derecho y estableciendo 
para el ejercicio del patronato activo, ios tur- 
nos correspondientes, según lo dispuesto en 
dicho art. 16 del Convenio. La nueva cape- 



20 


capellanía. 


llanía se establecerá en la parroquia, santua- 
rio, ermita ó capilla, que los diocesanos crean 
mas á propósito para la mayor comodidad y 
mejor servicio de los fieles. 

Además de las mejoras que, en uso de la 
delegación apostólica, crean conveniente ha- 
cer en las fundaciones de las capellanías uni- 
das, y de expresar en el auto lo terminante- 
mente dispuesto en los arts. 17 y 19 del Con- 
venio, se consignarán también los estudios y 
ios demás requisitos, calidades y obligacio- 
nes, que los diocesanos estimen oportunas, 
teniendo presente las indicaciones hechas en 
el artículo precedente respecto de la celebra- 
ción de misa de alba en Jas poblaciones agrí- 
colas, y de las llamadas de hora ó de punto 
en Jas de otra ciase. 

Al auto que provean los diocesanos, se 
agregarán las rumiaciones y demás documen- 
tos pertenecientes á las capellanías unidas, 
observándose lo que respecto de las declara- 
das congruas, se dispone en el pár. 3. u del ar- 
tículo 38. 

Art. 40. Hasta tanto que tenga cumplido 
electo la conmutación de los bienes, conti- 
nuarán en la administración de Jos mismos 
los capellanes ó personas , á quienes por la 
fun dacio u correspondiere . 

No obstante lo dispuesto en la fundación, 
en uso di? la delegación apostólica, los dioce- 
sanos podrán siempre que lo creyeren con- 
veniente , nombrar con todas Jas garan- 
tías debidas un administrador general de los 
bienes de Jas capellanías actualmente vacan- 
tes , ó bien encargar con Ja misma garan- ' 
tía la de cada capellanía, esté ó no vacante, j 
á persona de su conlianza, habiendo justo 
fundamento para ello. 

Art. 41. Las inscripciones inlrasíeribles 
se pondrán en cabeza de la capellanía, á que 
se le apliquen y estarán siempre á disposi- 
ción del diocesano, quien determinará el 
punto, modo y forma de su conservación, 
haciendo entregar oportunamente para su 
cobranza á los capellanes el cupón que cor- 
responda. 

En caso de vacante, el excedente cjue hu- 
biere, después de pagar al ecónomo, que el 
mismo diocesano nombrará para levantar las ; 
cargas, y el importe de los gastos abonables, j 
se aplicara, parte á aumentar Ja congrua de I 
la capellanía adquiriendo nuevas inscripcio- i 
nes inlrasíeribles y asimismo Ja parte que ¡ 
estimen conveniente los diocesanos, al fondo | 
de reserva. 

Art. 42. Cuando el patronato sea mera- 
mente activo, el patrono presentará de entre 
los que el diocesano proponga libremente en 
terna, por ahora; v de* entre los aprobados 


en los exámenes periódicos , de que habla el 
artículo 18 del R. D. de 15 de febrero últi- 
mo, luego que lo allí establecido llegue a 
plantearse. 

; Art. 43. Si para fundar nueva capellanía, 
fuese necesario reunir el residuo de muchas 
de tan corta valía, que sea difícil establecer 
turno cu el patronato pasivo, el patrono á 
quien tocare la presentación, podrá hacer 
esta en cualquiera de los llamados al disfruto 
por la nueva fundación. 

Art. 44. En adelante se procederá ins- 
tructivamente en ios expedientes de presen- 
tación, causándose á los interesados el me- 
nor gasto posible. 

Art. 45. Los que se sintieren agraviados 
i podrán deducir, dentro del término, que al 
i intento prelijase el diocesano, el recurso 
correspondiente ante el Tribuna! eclesiástico. 
Este decidirá sumariamente, con las apela- 
ciones á que hubiere lugar, hasta la decisión 
final por el Tribunal de ía Rota, el cual tam- 
bién conocerá sumariamente, salvo el caso 
previsto en el art. 7.° de esta Instrucción. 

Art. 46. En adelante, toda fundación de 
capellanía colativa , de patronato activo y 
pasivo familiar, ha de hacerse con arreglo á 
las bases esenciales, consignadas en el Con- 
venio para las actualmente existentes. 

CAPITULO Y. 

Del acervo pío común para fundar ca- 
pellanías de libre nombramiento de los 
diocesanos. 

Art. 47. Además de los fondos que per- 
tenecen á este aceroo pío común , según el 
art. 18 del Convenio, Jos diocesanos agrega- 
rán á él la parte, todavía disponible, de ios 
títulos de toda clase de Deuda del Estado, 
que en representación decoloraciones, que 
lian dejado de existir, les lian sido, o fueren 
entregados por ia Dirección de la Deuda pú- 
blica para levantar las cargas, meramente 
eclesiásticas, á que estaban afectos los bienes 
de que dichos títulos procedían. 

Art. 48, Siguiendo el espíritu de los ar- 
tículos 39 y 45 del Concordato y lo estable- 
cido en el Convenio adicional de 25 de agosto 
de 1859, se tratará amigablemente entre el 
Gobierno de S. Al. y el M. R. Nuncio Apos- 
tólico, para establecer prudencial y alzada- 
mente lo que proceda, respecto de los parti- 
culares á que se refieren los diversos núme- 
ros del párrafo segundo, art. 18 del presen- 
te Convenio. 

Lna vez acordado el número de inscrip- 
ciones instrasferibles, que por dichos con- 
ceptos lia de entregar el Gobierno de S. AI., 
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se destinará al acervo pió de que se' trata; 
]a parte correspondiente á cada diócesis. 

Art. 49. De la misma manera se tratará 
con el Gobierno respecto de las cargas pura- 
mente eclesiásticas, que gravaban los bienes 
de los establecimientos de Beneficencia é Ins- 
trucción pública y otros análogos, á fin de 
que se ponga á disposición del respectivo 
dióeesano el correspondiente número de ins- 
trucciones instrasferibles, que en represen- 
tación de sus bienes se han entregado ó en- 
tregaren á los mismos establecimientos. 

Art. 50. También corresponde a este 
acervo pió: primero, la mitad del importe, 
que por razón de, cargas, puramente eclesiás- 
ticas, se hayan abonado por la Dirección de 
la Deuda á las familias , á quienes se hubie- 
sen adjudicado los bienes, derechos y accio- 
nes de las capellanías ó beneficios, que no 
correspondan á las comunidades de bene- 
ficiados coadjutores de la antigua corona de 
Aragón : segundo, todo el importe que por 
el mismo concepto de cargas puramente 
eclesiásticas, se hubiese abonado ó abo- 
nase á las familias, á quienes se han adju- 
dicado ó adjudicaren los bienes , derechos y 
acciones de memorias, obras pías y cualquie- 
ra otra fundación piadosa familiar de toda 
clase y denominación; y tercero, la parte que 
el diocesano crea conveniente destinar de la 
cantidad alzada, que con arreglo á lo dispues- 
to en el art. li del Convenio adicional de 25 
de agosto de 1859, debe satisfacer el Gobier- 
no en inscripciones intrasferibles, por razón 
de las cargas eclesiásticas, á que estaban 
afectos los bienes vendidos como libres, y los 
sujetos á conmutación según el mismo Con- 
venio; siendo las cargas de aquellas que no 
deban cumplirse por los cabildos metropoli- 
tanos, sufragáneos, colegiales ó capillas Rea- 
les, en cuerpo, ó por los respectivos párrocos 
y sus coadjutores. 

Los diocesanos procurarán concertarse con 
los interesados, usando de toda la posible be- 
nignidad ; y si ocurriesen dificultades , orillar 
estas ; conviniendo en una cantidad alzada 
prudencial y equitativa, que se satisfará en 
títulos de la Deuda consolidada del 3 por 100 
por todo su valor nominal. 

Art. 51 . Tan luego como se reciba nú- 
mero suficiente de inscripciones intrasferi- 
bles, los diocesanos fundarán la correspon- 
diente capellanía, dando la preferencia para 
establecerla á las iglesias ó parroquias, en 
que la necesidad fuámas apremiante; tenien- 
do presentes las disposiciones análogas que le 
sean aplicables del capítulo precedente. 

Art. 52 . La erección se hará en la forma 
canónica correspondiente y con preferencia, 


2! 

í 

en cuanto ser pueda, en parroquia de mas 
¡ de 500 almas, que no le corresponda coadju- 
i tor , y que por circunstancias especiales ne- 
cesite otro eclesiástico , aaemás del párroco, 
según lo dispuesto en la base 19 de la Real 
cédula de ruego y encargo, de 3 de enero 
de 1854, ó bien en santuario, ermita ó parro- 
quia situada convenientemente para que el 
■ capellán pueda auxiliar, caso de necesidad á 
! los párrocos limítrofes. 

Se expresarán en el auto, que se dictare, 
todas las circunstancias y requisitos que en 
los aspirantes deben concurrir, y las obliga- 
ciones que el Convenio exige en sus obten- 
tores, con las demás que los diocesanos esti- 
men convelientes, en uso de la facultad que 
el mismo Convenio les concede. 

Art. 53. Este auto hará las veces de fun- 
dación, y de él se sacará copia para archi- 
varla^ insertarla en el correspondiente libro 
de la parroquia, reservándose en el archivo 
episcopal el expediente original de cada fun- 
dación. El auto y las copias se extenderán en 
papel del sello de oficio. 

Art. 54. Las inscripciones intrasferibles 
. se pondrán en nombre de la fundación, á que 
se aplicaren los títulos de la Deuda, obser- 
vándose lo dispuesto en el art. 41 del capí- 
tulo anterior para las capellanías de patrona- 
to familiar. 

CAPITULO VL 

/ 

De las comunidades de beneficiados coadju- 
tores de las diócesis de la antigua corona 
de Aragón, de que traía el art . 22 del 
Convento, 

Art. 55. Los prelados de las diócesis de 
la antigua corona de Aragón remitirán á la 
mayor brevedad posible al Ministerio de Gra- 
cia y Justicia, para el uso correspondiente, 
nota debidamente circunstanciada: primero, 
de los bienes, derechos y acciones, de que 
todavía se hallen en posesión las comunida- 
des de beneficiados coadjutores: segundo, de 
los que se haya incautado el Estado de esta 
misma procedencia, y su fecha, expresando si 
existen ó no reclamaciones pendientes, fecha 
de ellas, y dependencia del Estado en que 
existan los expedientes de reclamación. 

Art. 56. La entrega al Estado, á la cual 
deberá preceder la cesión canónica del dio- 
cesano, de los bienes existentes todavía en 
poder de las comunidades , no se verificará 
hasta tanto que se fije , con intervención y 
acuerdo de la correspondiente Administra- 
ción de propiedades del Estado, la renta, qoe 
actualmente produce cada finca ó censo, y en 
su consecuencia se expidan á favor de las 
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Propias comunidades las corresponrlienfes 
inscripciones inírasleriblcs ríe la Deuda con- 
solidarla del 3 por U)0, para hacer una renta 
¡"nal á Ja prefija*, que se entregarán a! 
mismo prelado. 

Art.. 57, Antes de anunciarse por el Es- 
fado la vmda de ios bienes de dichas comu- 
nidades. que todavía conservad mismo Go- 
bierno en su poder sin enajenar, se expedi- 
rán las inscripciones inlrasleribles corres- 
pondientes. 

Art. 58. Se expedirán también inscrip- 
ciones de la propia clase para hacer una ren- 
ta, igual á la que producian ai tiempo que el 
Estado se incautó de los bienes, derechos y 
acciones, ya enajenados por el misino Estado, 
fijándose, prudencial y alzadamente en su 
caso aquella roída. \ este fin harán los dio- 
cesanos, por conducto de! Ministerio ele Gra- 
cia y Justicia, la reclamación debida, hayase 
ó no hecho anteriormente, y exista ó no ex- 
pediente en su razón. 

Art. 59. Los mismos diocesanos harán 
directamente Jas reclamaciones oportunas á 
los patronos, á quienes se adjudicó parte de 
los bienes de la comunidad, ó los particulares 
del beneficio, si los hubiese tenido, caso dono 
cumplir ellos mismos lo dispuesto en el o a- ; 
pitido 2."; en la inteligencia de que por 
taifa de tal cumplimiento, además de las 
cargas específicas, meramente eclesiásticas, 
se lian de considerar como tales para este 
solo electo, en razón á sus diversas obli- 
gaciones, como miembros de Ja comuni- 
dad , el importe de la congrua sinodal de 
ordenación. 

Art. flO. Verificada que sea la reorgani- 
zación de las comunidades, ó cabildos de be- 
neficiados coadjutores , con arreglo á lo dis- 
puesto en el art. 11 del R. D. de 15 de febre- 
ro último, Jos diocesanos ordenarán Ja tras- 
lación á otra parroquia de los ecónomos 
coadjutores, que actualmente perciben dota- 
ción del Estílelo, v que lian de cesar en este 
cargo por deber desempeñarlo Ja comunidad 
de beneficiados coadjutores. 

Alt. 61. Hasta que tenga efecto la reor- 
ganización indicada, solo se proveerán en 
economato las coadjutorías, actualmente exis- 
tentes, ó que se establezcan en el arreglo ; 
parroquia!. 

Art. 62. Las inscripciones intrasferibles 
en que se subrogan los bienes, derechos y 
acciones de las comunidades, so inscribirán 
á nombre de las mismas, y se entregarán á 
los diocesanos, para que dispongan su custo- 
dia y conservación por las propias comuni- 
dades, ó de la manera que estimen mas con- 
veniente; en cuyo último caso deberán entre- 


garse oportunamente á la respectiva comuni- 
dad los cupones para su cobro. 

CAPÍTULO ATI Y ULTIMO. 

De la expedición y custodia de las inscrip- 
ciones intrasferibles. 

Art. 63. Reunidos los títulos de la Deuda 
pública, y antes de darse por terminada la 
fundación de la capellanía, dispondrá el dio- 
cesano la remisión de los mismos, con las 
formalidades debidas para evitar toda contin- 
gencia á la Dirección de la Deuda , si en ella 
no estuviesen ya depositados; expresando en 
todo caso, con los correspondientes detalles, 
la capellanía, tonto de patronato familiar, 
corno de libre fundación, á cuyo nombre ha- 
yan de formalizarse las inscripciones intras- 
ieribíos. 

La Dirección de la Deuda remitirá dichas 
inscripciones al Ministerio de Grada y Justi- 
cia, el cual las pasará al diocesano; y este 
acordará el depósito y custodia de ellas en el 
punto que crea mas seguro. — Madrid 2o ju- 
nio de 1S67. — Arrazola. (CL. i. 97, p. 1207.) 

Al principio de este artículo dejamos 
ya definidas las capellanías colativas, las 
laicales, las memorias de misas, legados 
píos etc. Hemos compilado después la 
ley de 19 de agosto de 1841 , sobre ad- 
judicación, en concepto ele libres, de los 
bienes de capellanías colativas familia- 
res, el R, D. de 30 abril de 1832 decla- 
rando derogada la ley de 1841, el Real 
decreto de 6 de febrero de 1835 decla- 
rando de nuevo en su fuerza y vigor la 
ley citada, la ley de 15 de junio de 1856 
aclaratoria de la anterior, el R. D. de 
28 de noviembre de 1856 suspendiendo 
de nuevo los efectos del de 6 de febrero 
de 1855, y últimamente la ley de 24 de 
junio de, 1867 que contiene el Convenio 
con la Santa Sede, sobre arreglo defini- 
tivo de las capellanías colativas de san- 
gre y otras fundaciones piadosas de la 
misma índole, con la instrucción de 25 
del mismo mes, acordada, en todo lo pro- 
cedente, con el M. R. Nuncio Apostólico, 
para la ejecución del Convenio. 

La ley última lia venido, pues, á po- 
ner término á la situación anómala en 
que estaba el asunto de capellanías, 
creando otra en que se toman en cuenta 
las fases distintas por que ha pasado des- 
de el 19 de agosto de 1841. 
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Hay, pues, según esta ley, capellanías 
extinguidas, y capellanías que se decla- 
ran subsistentes. Se consideran comp le- 
lamente extinguidas aquellas cuyos bie- 
nes hayan sido ó fuesen adjudicados 
por los tribunales á las familias, estando 
pendientesu adjudicación, reclamada an- 
tes de 17 de octubre de 1851 y desde el 
R. D. do 30 de abril de 1852 basta el 
de 28 de noviembre de 1856. Desapa- 
reciendo aquí la colectividad de bie- 
nes de la fundación deja consiguiente- 
mente de existir el patronato familiar, y 
así se declarará por los diocesanos, que- 
dando las familias á quienes se hayan 
adjudicado ó se adjudicaren los bienes, 
obligadas á la redención de las cargas 
como se previene, según los casos, en 
los arts. l.°, 2,°, 5,°, 6.°, 14 y otros de 
la ley ó Convenio, y 5.°, 6.°, 7.°, 15 y 
siguientes de la instrucción. 

Se declaran subsistentes , si bien con 
sujeción á las disposiciones del Conve- 
nio, las capellanías cuyos bienes no hu- 
bieren sido reclamados á la publicación 
del R. D. de 28 de noviembre de 1856, 
y sobre las cuales por consiguiente no 
pende juicio en los tribunales. No quie- 
re decir esto que continuarán amortiza- 
dos los bienes raices que las constituían, 
sino solo que subsistirán las capellanías 
y el patronato correspondiente convir- 
tiéndose el producto de los bienes, salva 
la parte ó porción que se reserva á las 
familias, en inscripciones intrasferibles 
de la Deuda del Estado, todo con arre- 
glo á los arts. 4.° , 12, 30 y siguientes 
ue la instrucción. 

Entre las capellanías que quedan sub- 
sistentes, distingue la ley de 1867, las 
congruas ó que tienen suficiente con- 
grua de ordenación, cuyo mínimum se 
fija en 2000 rs., y las incongruas que no 
produzcan dicha renta. El producto de 
los bienes en uno y otro caso, no es para 
las familias sino en la porción limitada 
que con arreglo al art. i2 señale el dio- 
cesano. Tiene, pues, por objeto esta cla- 
sificación, lo que bien claro dicen los ar- 
tículos 13 y siguientes del mismo Con- 
venio y el 38 39 y otros de la instruc- 
ción. Es decir que resultando congruas 


las capellanías, seguirán estas servidas 
por su capellán y seguirá consiguiente- 
mente el patronato familiar con arreglo 
á la fundación y a'l Convenio: y resul- 
tando incongruas el producto se lleva 
á la formación del acervo pío de que ha- 
bla el art. 16 del Convenio para el fin 
que allí se dice. De este acervo pío tra- 
ta también lá instrucción en su cap. IV 
y se destina según se ve en el art. 39 de 
la misma á la unión de dos ó mas cape- 
llanías incongruas para constituir una 
congrua de cada 2000 rs. á lo menos, 
llamando para su disfrute á los que por 
las respectivas fundaciones tuvieren de- 
recho y estableciendo al efecto los tur- 
nos, correspondientes según allí se ve. 

Pero hay otro acervo pío que es obje- 
to del art. 18 del Convenio, cuyos fondos 
son déstinados á fundar capellanías de 
libre nombramiento de los diocesanos, 
en la forma que dice el cap. 5.° de la 
instrucción. 

Difícil seria que pudiéramos abrazar 
en estas breves líneas de resúmen la im- 
portante doctrina contenida en ja legis- 
lación sobre capellanías, y toda vez que 
está textualmente inserta, á ella nos re- 
mitimos para no extralimitarnos tampo- 
co de nuestro prepósito. 

Indicaremos no obstante y para con- 
cluir, que así en la ley ó Convenio de 
1867 como en la instrucción para su 
cumplimiento se habla de la redención 
forzosa de ciertas cargas de carácter pu- 
ramente eclesiástico, aunque no sean de 
capellanías colativas desangre ó familia- 
res. Trata de ellas el art. 5.° de la mis- 
ma ley y el cap. 3.° de la instrucción; 
extendiéndose á los patronatos laicales 
ó reales de legos, memorias , obras pías 
y otras fundaciones de la misma índole. 

Y trata también, y conviene tenerlo muy 
■presente, de la redención d voluntad de 
las cargas del mismo carácter que gra- 
van bienes de dominio particular exclu- 
sivo. 

Véanse pues las disposiciones aludi- 
das, y lo que decimos en el artículo 
Beneficio; Cargas piadosas: Mayoraz- 
gos: Obras pías y Patronatos etc. á don- * 
de nos remitimos. 
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CAPILLA. Oratorio privado autorizado 
por el prelado con determinadas circuns- 
tancias y condiciones. 

CAPILLA DE LOS REOS de pena capi- 
tal. Se llama así el oratoria que hay en 
las cárceles para asistir con los auxilios 
espirituales á los sentenciados al último 
suplicio, desde el momento en que se 
Ies notifica la sentencia. Se mandaron 
crear estas capillas por pragmática de 27 
de marzo de 1569. 

R. O. de i “julio de 1864. 

Limitando la entrada i ciertaí personas. 

(Gob.) «Habiéndose observado en algunas 
ocasiones la censurable costumbre de que los 
reos condenados á la última pena y puestos 
encapilla sean objeto de una curiosidad in- 
conveniente que les retrae del recogimiento 
con que deben prepararse cristianamente pa- 
ra Ja muerte; y con el objeto de que el tiempo 
concedido á los mismos reos con tan piadoso 
fin produzca los resultados para que lúe es- 
tablecido, sin privarles por eso de la asisten- 
cia y consuelo que Ies son necesarios en tan 
críticos momentos, la Reina (Q. D. G.) se ha 
servido disponer, que solamente puedan en- 
trar en las capillas de los reos condenados á 
muerte, además del alcaide y ios celadores ó 
inspectora y celadora, si fuese en cárcel de 
mujeres, que aquel juzgue absolutamente ne- 
cesarios, el capellán del establecimiento , el 
párroco del distrito donde este se halle situa- 
do, y dos sacerdotes mas , designados por el 
reo, ó en su defecto por el vicario eclesiástico 
del partido; ios magistrados, ministerio fiscal, 
juez y escribano que hoyan intervenido en el 
proceso y el alguacil dei .Juzgado, el abogado 
defensor y el procurador del reo; Jos indivi- 
duos de la hermandad de la Paz y Caridad en 
número de -12, entregando previamente su 
presidente al alcaide una lista en que consten 
sus nombres , y no pudiendo permanecer 
nunca en la capilla mas de dos, excepto cuan- 
do tenga lugar el acto de la admisión del reo 
en la hermandad, y haga la distribución que 
de la parte de limosnas le está permitido en 
las constituciones de la misma, las personas 
á quienes el reo llame, previo el permiso de 
Ja Sala sentenciadora ó del juez, ó aquellas 
cuya presentación en la capilla consideren 
dichos funcionarios ser de evidente utilidad ó 
justicia, y el presidente y vocal eclesiástico de 
la Junta auxiliar de cárceles. 

Es asimismo la voluntad de S. M. quede 
absolutamente prohibida la entrada en la ca- 
pilla de cualesquiera otra clase de personas 
que no estén comprendidas en las ya mencio- 


nadas, quedando responsables los alcaides del 
cumplimiento de estas disposiciones.-— -De Real 
orden lo digo á Y. S. para su conocimiento y 
efectos consiguientes; debiendo advertirle 
traslade esta disposición á la mayor brevedad 
á quienes corresponda, dando parte á este 
Ministerio de haberlo efectuarlo. — Dios guar- 
de á V. S. muchos años. — Madrid 1 .° de julio 
de 1864. — Cánovas.- — Sr. Gobernador ríe la 
provincia de » ( CL . t. 92, p. 43.) 

CAPILLA REAL. Hablan de ella y de 
los medios de proceder á su redolacion 
y conocimiento de los fondos de su dote 
¡a ley 1. a y arts. 7 y 10 de la 2. a y no- 
tas 1. a y 2. a , tít. XXIV, lib. I, Nov. Rec. 

CAPITACION. Repartimiento de tribu- 
tos ó impuestos que se hace por cabezas. 
— V. Contribuciones. 

CAPITAL- El caudal ó conjunto de 
bienes que alguno posee. Cantidad de 
dinero que produce rédito. — V. Interés 

DEL DINERO. 

También se llama capital á la cabeza 
de un estado, de una provincia, de un 
partido, distrito, municipio etc. En este 
sentido. — V. División territorial. 

CAPITALIZAR. La acción de reducir 
á capital el importe de una renta, canon, 
rédito, ó pensión. — En el comercio, la 
agregación de los intereses al capital, de- 
modo que de ambas cantidades se forma 
uno nuevo. 

CAPITAN. Empleo en la milicia que 
mando una compañía de soldados. — Je- 
fe militar: en este sentido se dice capitán 
general de ejército ; general ; autoridad 
militar de distrito. 

CAPITAN DE FRAGATA. Oficial de la 

Armada, cuya graduación corresponde 
á la de teniente coronel en el ejército’ 

CAPITAN TE NAVE. La persona que 
tiene á su cargo la dirección y gobierno 
de una embarcación destinada aí comer- 
cio marítimo. El Código de Comercio 
determina extensamente los requisitos 
para ser capitán de nave y sus obligacio- 
nes y responsabilidad como puede verse 
consultando el Código de Comercio, en 
sus arts. 593, 618 á 630, todos los de la 
sección « de los capitanes v 634 á 686, 
689, 699, 753 y otros de las secciones 
sobre trasporte marítimo, averías, segu- 
ros etc. 
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CAPITAN DE NAVIO. Oficial de la Ar- 
mada cuya graduación corresponde á la 
de coronel eü el ejército. 

CAPITAN ÚE PUERTO. La, autoridad : 
que tiene á su cargó la policía, gobierno 
y dirección de un puerto, tama nota de 
las embarcaciones que en él entran y sa- | 
len, provee á sus peticiones, ete.Esta au- 
toridad es generalmente un oficial de la 
Armada nacional, mas ó menos gradua- 
do según la importancia del puerto, con 
inmediata subordinación al Capitán ge- 
neral del departamento marítimo respec- 
tivo. Las obligaciones del capitán de 
puerto se determinan en los arts. 6.° y 
siguientes del tratado 5.°, tít. Vil de las 
Ordenanzas navales y 598, párrafo 6." y 
646 y 651 del Código de Comercio, 

CAPITANÍAS GENERALES. Llám an?e así 
los distritos militares en que está dividi- 
do el territorio español, á cargo cada 
uno de ellos de un jefe militar en la cla- 
se de generales, de un segundo, de la cía-' 
sede mariscales de campo etc. con su se- 
cretaría y oficmas correspondientes para 
la dirección y despacho de los negocios. 
— V. Autoridad militar : Auditor : Di- 
visión territorial: Jurisdicción mili- i 
tar, etc.: Departamento marítimo. 

CAPITULACIONES MATRIMONIALES . 1 

Concierto entre los que tienen tratado 
contraer matrimonio, y en su caso, sus j 
padres, parientes, tutores y otras perso- 
nas sobre todo lo relativo á la celebración. ! 
del matrimonio V á las aportaciones de 
bienes. En las capitulaciones pueden ha- ! 
cerse los esposos la promesa formal de 
casarse, pueden prometer los padres etc. : 
las donaciones propter nupcias, ia dote, : 
las arras y los regalos esponsalicios; y 
cuando los contrayentes son menores se 
hace constar también la licencia que ne- 
cesiten para contraer matrimonio. Es re- 
comendable el otorgamiento de escritura 
de capitulaciones, y refundir en ella 
cuando pueda ser las de las donaciones, 
porque ahorra gastos y la duplicidad de 
escrituras — V. Donaciones: Matrimonio. 

CAPÍTULO. El cabildo de eclesiásticos 
de alguna iglesia catedral ó colegial. En 
las órdpnes militares, la Junta de caballe- 
ros y demás vocales que se reúnen para 
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poner el hábito á algún caballero nuevo, 
'ó para tratar de asuntos de la orden. 

CARABINEROS (Cuerpó de). El Cuer- 
do carabineros del reino fué creado co- 
mo instituto militar por R. D. de 9 de 
marzo de 1829 bajo la designación de 
costas y fronteras , y reconstituido en la 
pro.pia forma can la actual denominación 
por R, D. de II de noviembre de 1842; 
y por otro de 26 de setiembre de 1865 se 
dispone que se divida en dos secciones, 
denominándose la una Carabineros del 
Reino y la otra Carabineros veteranos. 
Se compone de treinta y dos comandan- 
cias, de ellas una para la córte. Cada co- 
mandancia se divide en compañías, as- 
cendiendo el número total de estas á no- 
venta y ocho, y diez escuadrones de ca- 
ballería. Dependiente de las mismas co- 
mandancias se halla el resguardo de 
puertos con su marinería y buques. 

R. D. de 9 marzo de 1829. 

Extracto. — Determina el establecimiento y 
organización del Cuerpo de carabineros de 
costas y fronteras. (CL. t. 14, pág. 7o.) 

R. D. de 25 noviembre de 1834. 

Extracto. — Se refunden en uno los dos 
Cuerpos del resguardo terrestre con la deno- 
minación de Cuerpo de carabineros de Real 
Hacienda. {CL. t. 19, pág. 455.) 

R. O. de 18 setiembre de 1839. 

Extracto. — Disponía pudiese la Dirección 
trasladar de una provincia á otra á los indivi- 
duos del reguardo y que se observase la Real 
órden que dispone no puedan contraer ma- 
trimonio, ni se admitan casados. (CL. t. 25, 
pág. 450.) 

O. del Reg. de 1 Q junio de 1842. 

Los oficiales solo usen la graduación que- les compete, 

(Guerra.) . «Habiendo dado cuenta á 
S. A. el Regente del Reino de la controversia 
ocurrida entre el Comandante general de Cá- 
diz y el comandante de carabineros de Ha- 
cienda pública de la misma plaza, que pre- 
tende usar el distintivo de coronel de ejército, 
y oida también la Junta general de inspecto- 
res, se ha servido S. A. resolver: Que dicho 
comandante de carabineros no use aquella 
divisa de coronel, pues no presenta Real des- 
pacho que le autorice á ello. Que los oficiales 
de carabineros no lleven otras graduaciones 
que las que por sus empleos Jes competen. V 
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que aquellos que las tengan superiores perso- 
nalmente no las usen sino con el uniforme de 
retirados. — De orden de S. A. etc. — Madrid 
10 de junio de 1842. » (CL. t. 28, pág. 282.) 

[i. O ■ do 22 agosto de 1842. 

Circunstancias que deben tener. 

i'Hau.) Exfrncto. — «He dolerminado que 
los pretendientes á las referidas plazas re- 
tinan en lo sucesivo Iris cualidades siguientes: 
,\o icner menos de ]n años de edad , ni mas 
de 3o si lian servido en el ejército, y de 30 
si proceden de laclase de paisanos ; que sean 
solteros, de buena conducta ; que no tengan 
ningún impedimento físico ni moral, que se- 1 
pan leer y escribir, especiaimenfe los últi- 
mos, y de acreditada adhesión á las institu- 
ciones que rigen » (CL. t. 20 , p. 218.) 

R. O. de il noviembre de \ 842. 

Extracto. — Contiene el reglamento para la 
organización y servicio de! Cuerpo de cara- 
bineros, que no insertamos para dar lugar al 
de 31 de enero de 1854. 

Circ. de la Insp. de 3 mago de 1847. 

¡Vo sean (■oiidüi'idos á la cárcul pública. 

Extracto. — «La habitud subsistente de que 
por cualquier delito que cometa un carabi- 
nero haya de ser conducido á la cárcel pú- 
blica es necesario que desaparezca. Por lo 
tanto prevengo á V. que de modo alguno 
ponga en dichos establecimientos á los cara- | 
luneros, como no sea en un caso urgente y j 
en pueblo en que no baya otro local A propó- i 
sito y sea necesario asegurar la persona del 
delincuente, poro aun esto en calidad de re- 
tención >j También se dispone se esta- 

blezca en la capital con este objeto un cuar- 
telillo seguro. (CL. t. 41 , p. 18.) 

Circ. de la Insp. de 17 febrero de 1848. 

Sobre retiros y jubilaciones. 

Extracto. — Dispone que los jefes y oficia- 
les al retirarse del servicio tendrán Ja libre 
facultad de solicitar retiro ó jubilación, justi- 
ficando hallarse en edad que no baje de 50 
años, ó haciendo constar su absoluta impo- 
sibilidad para continuar en el servicio activo. 
(CL. t. 43, p. 97.) 

il. O. de 15 mayo de 1848. 

Su depencEnnia. 

(Hac.) Extracto. — «Artículo l.° El Cuer- j 
po de carabineros del reino dependerá del Mi- j 
nisterio de la Guerra en su organización y dis- 
ciplina, y del Ministerio de Hacienda en todo 
lo que diga relación al servicio. Cada uno de 


1 estos Ministerios formará el reglamento con- 
cerniente á la parte que les corresponda. 

Al t. 2.° Tendrá este Cuerpo por exclusi- 
vo objeto el resguardo de las rentas públi- 
cas , bajo Ja dependencia del Ministerio de 
Hacienda y de sus delegados en las provin- 
cias, destinándose toda su fuerza á cubrir 
una sola línea en las costas y fronteras del 
Mein o » 

Continúa en otros once artículos estable- 
ciendo reglas para el servicio y dictando re- 
glas paralas aduanas. (CL. t. 44 ,p. 44.) 

R. O. de 7 febrero de 1849. 

A qu¡6n deben acompañar para cumplimentar ú 
otras autoridades. 

(Guerra.) Extracto. — Habiéndose- impe- 
dido por el intendente de rentas de la pro- 
vincia de Santander, que los jefes y oficiales 
del Cuerpo de carabineros acoinpaañasen al 
Comandante general para cumplimentar al 
Obispo de la diócesis, se resolvió: «que el 
Comandante general de Santander debió pre- 
sidir en aquel acto á toda la oficialidad que 
se encontraba en dicha plaza, cualquiera que 
fuese el instituto militar de que dependie- 
re ; siendo al mismo tiempo la voluntad de 
S. M. que así se verifique siempre que en 
cualquier otro punto ocurra igual caso.» 
(CL. t. 40, p. 123.) 

R. 0. de 18 marzo de 1850. 

Extracto. — Contiene el reglamento para 
el servicio del Cuerpo, que no insertamos por 
ser posterior el de 31 de enero de 1854. 

R. O. de ib julio de 1850. 

Atribuciones sobro reconocimientos. 

(Hac.) Extracto. — Dispone que «la fuer- 
za de carabineros destinada al servicio inte- 
rior ó exterior de una aduana está obligada á 
obedecer en lo relativo á dicho servicio las 
prevenciones del administrador, el cual res- 
ponderá de ellas ante sus respectivos supe- 
riores.» 

Que este determine el local en que hayan 
de hacerse los reconocimientos , y se consi- 
dera como parte de la aduana aun cuando es- 
té fuera del edificio de ella. 

Que las denuncias de los efectos solo ten- 
drán lugar antes de haberse presentado estos 
en dichos puntos ó después de haber salido 
de ellos, y siempre deben ser firmadas y ba- 
jo la responsabilidad que contrae el denun- 
ciador. 

Que «el resguardo no podrá proceder por 
sí al reconocimiento por sospechas de fraude 
ó contrabando de ningún bulto cerrado, sino 
que lo presentará en la Administración de 
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reates del- pueblo inmediato al lugar de la de- 
tención.» (CL.t. 50, p. 615.) ■ 

R, O. de 12 marzo de 1852. 

(Hac.) Extracto.— Establece reglas sim- 
plificando las formalidades establecidas en la 
'sustanciaeion de los expedientes sobre cons- 
trucción y reparación de casetas, cuarteles 
etc. (CL. t. 55, p. 452.) 

R . O. de 6 abril de 1852. 

. s . ’ 

Que obedezcan las órdenes de los Gobernadores. 

(Hac.) Extracto. — «S. M. ha tenido á 

bien mandar que esa Inspección general pre- 
venga á los jefes d§ las ^comandancias de ca- 
rabineros obedezcan y cumplan las disposi- 
ciones que los Gobernadores adopten, así 
respecto á la custodia de caudales , como en 
lo relativo ¿ cualquier otro servicio extraordi- 
nario que la urgencia de las circunstancias 
exija, si bien dichas autoridades deberán cui- 
dar de distraer lo menos posible del objeto 
principal de su institución á la fuerza de ca- 
rabineros. — De Real orden etc. — Madrid 6 do 
abril de 1852.» (CL. t. 55, p. 603.) 

R. O. de 22 junio de 1852. 

Ed cuanto á su instituto dependen de los Gober- 
nadores. 

(Hac.) «Exmo. Sr.: La Reina (que Dios 
guarde) se ha enterado de lo expuesto por 
V. E. en su comunicación de 25 de mayo úl- 
timo respecto á la necesidad de que se pre- 
venga á los empleados de Hacienda deben en- 
tenderse con los comandantes de carabine- 
ros, por conducto de los respectivos Gober- 
nadores de provincia, y no directamente, co- 
mo en algunos casos lo verifican, haciéndo- 
les prevenciones relativas á la colocación de 
la fuerza de su mando; y teniendo en consi- 
deración los conflictos en que por este me- 
dio puede ponerse á aquellos jefes, S. M. se 
ha servido declarar que el Cuerpo de carabi- 
neros del reino depende inmediatamente en 
lo concerniente al servicio de su instituto de 
los Gobernadores de provincia, y no de nin- 
gún otro empleado de Hacienda. — De Real 
órden etc. — Madrid 22 de junio de 1852.» 
(CL. t. 56, p. 229.) 

R. D. de 31 enero de 1854. 

Reglamento del Cuerpo etc. 

(Hac.) «Conformándome con lo que me 
ha expuesto elMinistro de Hacienda, da acuer- 
do con el Consejo de Ministros, vengo en de- 
cretar lo sigiente: 

Articulo i .° Quedan suprimidos el Cuer- 
po de aduaneros, el resguardo especial de sa- 


les y las rondas volantes de Cataluña, cono- 
cidas con el nombre de parrots. 

Art. 2. ü El servicio que prestaban estos 
Cuerpos para la represión del contrabando y 
fraude se hará en lo sucesivo por el de cara- 
bineros del Reino. 

Art. 3.° Tendrá este Cuerpo un aumento 
de 3,680 hombres en el personal de infante- 
ría para atender á los servicios de su institu- 
to y á la creación de los torreros de costas, 
acordada en R. O. de 4 de octubre 1851 . Los 
individuos que, componen en la actualidad los 
Cuerpos suprimidos por el art. 1 ,° de este de- 
creto, quedan refundidos en el de carabine- 
ros, siempre que reúnan las circunstancias 
prevenidas en su reglamento y deseen conti- 
nuar en el mismo. 

Art. 4.° El Cuerpo de carabineros del Rei- 
no depende del Ministerio de la Guerra en 
cuanto á su organización personal y material 
y disciplina, y del de Hacienda en todo lo 
concerniente al servicio especial para que fué 
instituido y al percibo de haberes. 

Art. 5.° Los individuos del Cuerpo de ca- 
rabineros serán sin embargo Juzgados por los 
tribunales de Hacienda en los delitos de con- 
trabando y defraudación. El Ministro de Ha- 
cienda, ó los Gobernadores de provincia á 
quienes delegue sus facultades en las instruc- 
ciones, podrán también suspenderlos del ser- 
vicio cuando falten á su deber en el cumpli- 
miento de las obligaciones especiales que les 
impongan los reglamentos de Hacienda. 

Art. 6." El Ministro de Hacienda dictará 
los reglamentos é instrucciones convenientes 
para determinar la forma en que el Cuerpo 
de carabineros ha de prestar su servicio en 
el interior del Reino y en las fronteras, en las 
fábricas de sales, en los espurnoros, en las 
aduanas, muelles, bahías y puertos. 

Art. 7.° Los Gobernadores de provincia 
podrán disponer de la fuerza de carabineros 
para la conservación del órden público cuan- 
do las circunstancias lo requieran,— Dado en 
Palacio á 31 de enero de 1854.» (CL. t. 61, 
pág. 135.) 

REGLAMENTO 

QUE S. M. LA REINA SE HA DIGNADO APROBAR 
PARA EL SERVICIO DEL CUERPO DE CARABINEROS 
DEL REINO. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

Objeto y dependencia de la institución. 

Artículo 1 ,° El Cuerpo de carabineros del 
Reino es una fuerza organizada militarmente 
bajo la dirección de una Inspección general. 
El objeto de esta fuerza es impedir y apre-. 
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hender e) contrabando y el fraude en ias fron- 
teras v cestas de la Península é islas adya- 
centes", v \¡'gilar las fábricas de sal, sea eual- 
miiera el nuntoen que estén situadas. 

Arl:. 2/’ Id Cuerpo de carabineros de- 
pende: 

•j Del .Ministerio de la Guerra en cuanto 
á Ja organización, disciplina y material. 

2.° Del .Ministerio de Hacienda en lodo lo 
relativo al objeto del servicio para que lia sido 
creado y al percibo de los haberes. 

’i." De la autoridad militar exclusivamen- 
te cuando Ja provincia fuese declarada en es- 
tado excepcional. 

Arl. 3.“ La dependencia del Ministerio de 
la Guerra se especificará en el reglamento 
rpie se forme por el mismo .Ministerio. La 
dependencia de! Ministerio de Hacienda, es la 
que se explica en el presente reglamento. 

Arl. 4.° El Ministerio de Hacienda comu- 
nicará directamente a! Inspector general y á 
los jefes que de él dependan , las órdenes re- 
lativas al servicio que debe prestar el Cuerpo 
de carabineros. 

Art. 5/’ El Ministerio de Hacienda podrá 
suspender del ejercicio de sus funciones á 
cualquiera jefe ó subalterno de esta fuerza en 
las provincias, dando conocimiento de la sus- 
pensión al Inspector general del Cuerpo para 
Jos efectos correspondientes. 

En caso necesario el propio Ministerio pa- 
sará la comunicación oportuna al de la Guer- 
ra, á fin de que por los trámites ordinarios 
proceda á Ja separación del jefe ó subalterno 
que hubiese sido objeto de esta medida . se- 
gún la gravedad del caso. 

Art. (i. 0 Podrá asimismo proponer el Mi- 
nisterio de Hacienda al de la Guerra la trns- : 
laeion de cualquiera jefe ó subalterno desde ¡ 
una provincia á otra, siempre que así lo exija 
el bien del servicio, y por el último de dichos 
Ministerios se comunicarán directamente al 
Inspector general las órdenes para sn cumpli- 
miento. 

Art. 7." El Inspector general del Cuerpo 
de carabineros del Reino, asi como el Direc- 
tor general de Aduanas y Aranceles . adop- 
tarán. por sí las medidas que juzguen oportu- 
nas, siempre que estén en ’las'alribuciones 
de ios mismos: en otro caso propondrán á! 
S. M. por el Ministerio de Hacienda lo que' 
creyere n con ven ¡ente . 

Art. 8. a La fuerza de carabineros del Rei- 
no se distribuirá' en toda la extensión de las 
provincias de costas y fronteras de la Penín- 
sula é islas adyacentes, según y en la forma ' 
que se determinó en Rs. Decrs. de 14 de ju- 
nio de 1850, y 30 de marzo de 185:2. 

Art. 9.° De la fuerza de Carabineros se 1 


destinará la que se considere necesaria para 
la vigilancia de las salinas, sea cualquiera el 
punto del Reino é islas adyacentes en que es- 
tén situadas. 

Art. 10. La distribución de la fuerza de 
carabineros por provincias, y número de in- 
dividuos que han de destinarse a las salinas, 
se propondrá por el inspector al Ministerio 
de Hacienda para su aprobación ó rectifi- 
cación. 

Arl.. 1 1 . Una vez aprobada la distribución 
no podrá alterarse sin que lo acuerde el Mi- 
nisterio de Hacienda. 

Art. 12. Los puestos que han de ocupar 
los carabineros son de dos clases: fijos y mo- 
vibles. El Gobernador de la provincia, oido el 
parecer de Jos administradores de Hacienda 
pública y Aduanas, así como el del jefe del 
distrito y comandancia, propondrá los puntos 
donde deben establecerse los fijos al Minis- 
terio de Hacienda , por el cual , oido el Ins- 
pector genera! del Cuerpo, se resolverá lo 
conveniente. Una vez establecidos los pues- 
tos fijos, no podrán ser variados sino en vir- 
tud de Real orden, comunicada por el Minis- 
terio de Hacienda. Los puestos movibles los 
establecerá el Gobernador á propuesta del 
jefe de la comandancia, oyendo para ello á los 
refer i d os a d m i n i stra d ores . 

El Inspector general dei Cuerpo determina- 
rá el relevo de los puestos fijos y movibles 
dentro de cada comandancia con la frecuen- 
cia que considere conveniente, procurando 
que ningún oficial ni individuo de tropa se 
estacione mas de tres meses en punto deter- 
minado. 

Arl. 13. El Gobernador do la provincia 
podrá prevenir al comandante de carabineros 
destine una parte de fuerza situada en puesto 
fijo para que cubra un servicio accidental: 
pero ni en este ni en otro caso alguno en que 
disponga del servicio de los carabineros, po- 
drá mezclarse en las operaciones y movimien- 
tos militares que hayan de hacerse para la 
ejecución del servicio. 

Art. 14. Los Gobernadores de provincia 
podrán suspender interinamente de] ejercicio 
de sus funciones á cualquier jefe ó subalter- 
no de la fuerza de carabineros cuando por su 
apatía ú otra cansa se entorpezca el servicio 
á que están destinados, dando conocimiento 
de la suspensión al Ministerio de Hacienda y 
al Inspector general del Cuerpo, á quien se 
pasarán las diligencias que se instruyan ó los 
datos en que se funde aquella medida. 

Art. 15. Los administradores de aduanas 
y Hacienda pública , bajo su responsabilidad, 
podrán en sus respectivas demarcaciones pre- 
venir á la fuerza de carabineros que se apli- 
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que á un servicio urgente é imprevisto, dan- ¡ 
do cuenta instantánea al Gobernador. 

Art. 16. Ninguna autoridad ni funciona- 
rio público podrá tener con el título de orde- 
nanza ni otro alguno al servicio especial de 
sus oficinas, ó al suyo particular, á ningún 
individuo del Cuerpo de carabineros. 

Art. 17; Los Gobernadores de provincia 
residirán la junta mensual, qhe han de cele- 
rar con asistencia de los administradores de 
Hacienda pública y aduanas y el comandante 
de carabineros ; y en ella conferenciarán so- 
bre el servicio hecho por los carabineros en 
el mes anterior, y resultados obtenidos en 
los valores de las rentas, levantando acta con 
las observaciones que les sugiera su celo, de 
la cual remitirán copia al Ministerio de Ha- 
cienda y á la Inspección general de carabi- 
neros. 

CAPITULO II. 

Obligaciones de los carabineros. 

Art. 18. Todo individuo del Cuerpo de 
carabineros está obligado á obedecer y auxi- 
liar al Gobernador déla, provincia y á los ad- 
ministradores de Hacienda pública y aduanas, 
y no es por tanto responsable de sus actos 
obedeciendo á la autoridad y funcionarios ex- 
presados. 

Art. 19. Cuando alguna autoridad de las 
que los individuos del Cuerpo de carabineros 
están obligados á obedecer, dictase alguna 
disposición que estos conceptuaren improce- 
dente , la cumplirán sin embargo , dando 
cuenta en seguida á la autoridad superior á 
quien corresponda, midiendo no obstante sig-, 
niñearlo antes, en el caso de que no se atrase 
el servicio á que fueron destinados, parada 
rovidencia de remedio que resulte proco- 
ente. 

Art; 20. Todo individuo del Cuerpo de 
carabineros que tenga noticia ó presunción 
de la existencia de géneros de fraude ó con- 
trabando, ó de que va á verificarse su intro- 
ducción, está obligado á dar el oportuno avi- 
so á su jefe inmediato; y cuando la noticia 
llegue al- jefe de la fuerza, bien por este ó por 
otro conducto , la comunicará sin dilación á 
la autoridad mas próxima de Hacienda. 

Art. 21 . La fuerza de carabineros destina- 
da á una provincia no podrá pasar al territo- 
rio de otra sino en los casos siguientes: 
l.° Cuando así convenga para la apre- 
hensión de los reos y efectos que á su vista 
hayan pasado la línea, en cuyo caso dará co- 
nocimiento al puesto ó fuerza mas inmediata 
para que acuda á suplir su falta del modo que 


le sea posible. Los destacamentos de puestos 
fijos que hubieren emprendido la persecu- 
ción del contrabando, deberán regresar á 
ellos tan luego como encuentren .un puesto 
movible ó partida volante que pueda conti- 
nuarla. 

2.° Cuando recibiere orden de la autori- 
dad competente para el reconocimiento de 
algún edificio ó finca rústica cercada que se 
halle fuera de la zona. 

Art. 22. Las partidas de carabineros que 
estén prestando servicio en puestos fijos ó 
móviles, no podrán separarse del territorio 
en que deban efectuar el servicio sin orden 
de la autoridad competente, á no ser que va- 
yan persiguiendo géneros de contrabando ó 
fraude, en cuyo caso darán aviso á la fuerza 
mas inmediata , para que no quede entera- 
mente desatendido el servicio encargado á la 
fuerza que va en seguimiento de los defrau- 
dadores ó contrabandistas. 

Art. 23. Los jefes y oficiales de carabine- 
ros pueden, dentro del territorio á que estén 
destinados, visitar las Administraciones su- 
balternas, tercenas y estancos, y reconocer 
las tiendas-lonjas, posadas y cualquier edifi- 
cio ó finca rústica cercada en los casos y en 
la forma que se halle establecida por las dis- 
posiciones que rijan en ia materia. 

Art. 24. Los que estén mandando alguna 
fuerza de carabineros no permitirán que du- 
rante la noche circulen dentro de la zona las 
mercaderías ó efectos extranjeros, y las de 
prohibida exportación ó sujetas á altos dere- 
chos, á no ser que el trasporte de dichos ar- 
tículos se verifique en las diligencias galeras 
ó mensajerías sujetas á itinerarios fijados de 
antemano y con Jas guías correspondientes. 

Art. 25. Los oficiales, en el distrito de su 
demarcación, instruirán las primeras diligen- 
cias contra los reos , de contrabando ó de- 
fraudación, enviando en seguida á las autori- 
dades correspondientes las referidas diligen- 
cios, reos y efectos aprehendidos, para Jos 
fines que previene el R. D. de 20 de junio 
de 1852. 

Art. 26. Sin perjuicio de la formación de 
las diligencias de que trata el artículo ante- 
rior, deberán ios oíiciales, sargentos ó cabos 
de carabineros que hagan alguna aprehen- 
sión de contrabando, dar parte instantánea- 
mente al ¡efe de la comandancia, expresando 
las circunstancias del hecho, y el número de 
carruajes, caballerías, bultos y reos aprehen- 
didos. El jefe de la comandancia remitirá es- 
te parte, á la hora de haberlo retábalo, al 
Gobernador de la provincia. 
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CAPITI LO [II. 

Servicio de los carabineros en las aduanas 

marítimas y terrestres, muelles y bahías. 

Arl. 27. La fuerza que se desune al ser- 
vicio de las aduanas marítimas y terrestres y 
al de los muelles v bahías, obedecerá las ór- 
denes del administrador de aduanas res- 
pectivo. 

ArL 28. La dase de servicio que ha de 
prestar dicha fuerza se arreglará ex trida- 
mente á lo que determina Ja instrucción de 
aduanas y aranceles de 5 de marzo de 1852 
para Jos aduaneros. 

Arl.. 29. Ei olicial de carabineros riel 
punto en que esté situada la aduana, y en Ja 
capital el ¡efe de Ja comandancia, presencia- 
rán de oficio, como delegados del Goberna- 
dor, los reconocimientos, adeudos y demás 
operaciones de Ja aduana, bien se verifiquen 
dentro de ella ó en el muelle; y sin perjuicio 
de llamar la atención del administrador en el 
acto, si notare alguna falla en el servicio, da- 
rá parto á aquella autoridad para Ja provi- 
dencia que corresponda. 

Art. 30. En ningún caso podrá el jefe de 
carabineros exigir que se interrumpa el des- 
pacito de las mercaderías de aduanas; pero 
será un deber suyo vigilar que no se extra!- j 
gan ni retiren por Jos dueños, consignatarios 
ó sus agentes, aun despees de despachadas 1 
si no acreditan documen taimen te haber satis- 
lecho el adeudo, sin mas excepción que los 
objetos que no están sujetos al pago de de- 
rechos. 

Art. 3í . En ei caso de que el comandante 
ó jefe de carabineros del punto en que está la 
aduana tuviese confidencia ó sospecha de 
que cualquiera bulto que se introduce en los 
almacenes de la misma contiene géneros de 
contrabando ó dobles bultos con el íin de- 
defraudar á la Hacienda, reclamará del admi- 
nistrador que se pese, precinte y selle en el 
acto, debiendo en consecuencia citarse al ex- 
presado jefe para que concurra al reconoci- 
miento el día en que luiya de veriücarse. Si 
resultase en este acto la existencia de con- 
trabando o fraude, obtendrá el ¡ele ú olicial 
de carabineros una parte corno los demás 
funcionarios que asistan de oficio. 

CAPITULO IV. 

Servicio de los carabineros en las salinas. 


en lo concerniente al servicio que deben 
desempeñar. 

Art. 33. Dicha fuerza se dividirá en dos 
secciones, una lija y otra volante: la primera 
vigilará todas las pertenencias de la fábrica 
y espumeros inmediatos, y la segunda reco- 
, nocerá con frer.uncia los salobrales que lia— 
j ya en la provincia, impidiendo el fraude y 
contrabando de sal. 

Art. 34. El administrador ó jefe de la fá- 
brica podrá ocupar á los carabineros en la 
destrucción de los manantiales salados, y en 
mezclar sus aguas para hacerlas inservibles, 
dejando en los puntos de imposibe inutiliza- 
ción uno ó mas individuos para su custodia. 
Cuando ocurran estos trabajos se Íes facilita- 
rán espuertas, palas y azadas, y cualquier 
otro útil que necesiten. 

CAP IT E LÜ V. 

Prevenciones g enera l es , 

Art. 35. Se prohíbe á los individuos dei 
Cuerpo de carabineros: 

1. ° Mantener relaciones de amistad ó de 
conlianza con personas sospechosas en con- 
cepto de contrabandistas ó defradadores. 

2. ° Comerciar, traficar ó admitir regalos 
de persona alguna por tolerar ó hacer gracia 
en el desempeño de sus deberes. 

3. " Concurrir á tabernas, casas de juego ó 
de mala nota.-— Madrid 31 de enero de 1 854 .jj 

R. O. de 8 octubre de 1857. 

Sobre recargo de servicio. 

(Guerra.) Extracto. — En consulta «acer- 
ca de si la R. O. de 10 de agosto último que 
prohíbe el que á los individuos se Íes impon- 
ga el castigo de servir en otro Cuerpo que 
aquel á que pertenece , deroga la de 31 de 
diciembre de 1855 destinando á ios Cuerpos 
de Ultramar á los que, procedentes del Cuer- 
po de carabineros, merezcan por sus delitos 
ó faltas un recargo de servicio con el cuai 
lleguen á cumplir cuatro ó mas años de obli- 
gatoria permanencia en las lilas, si fuesen 
solteros ú viudos sin hijos y no excediesen de 
30 años de edad; S, M. se ha servido re- 

solver que esta disposición no lia sido des- 
truida por los efectos de aquella, ni tampoco 
altera en lo mas mínimo ios que en virtud 
de la R. O. de 8 de julio de 184a rigen para 
con los desertores ele primera vez, á los cua- 
les se Ies impone el mismo castigo.— De Real 
orden etc. — Madrid 8 de octubre de 1857.a 


Art. 32. La fuerza de carabineros que se 
lestine á Jas fábricas de sal dependerá inme- 
liatamente del administrador de las mismas 


(CL. t. 74, p. 54.) 
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jf?. O. 12 enero de 1 864. 

Conocimiento en el, quebrantamiento de consigna y la 
connivencia én el contrabando: declaración del 
desafuero. ¿ 

(Guerra.) «Enterada la Reina (Q. D. G.) ; 
del expediente promovido con motivo de una 
competencia entre el Juzgado especial de Ha- 
cienda de la ciudad de Málaga y el de la Capi- 1 
tañía general de Granada á consecuencia de 
una cáusa criminal' instruida por la jurisdic- 
ción militar contra un jefe y varios carabine- 
ros por connivencia en un alijo de contra- 
bando que ocurrió en la demarcación del dis- 
trito de la expresada comandancia, como así- ! 
mismo de la consulta que Y. E. dirigió á este 
Ministerio exponiendo que el quebrantamiento 
de la consigna y la connivencia de los cara- 
bineros en cualquier acto de defraudación no 
deben reputarse como delitos de contraban- 
do, sino como puramente militares, porque 
cuando el desembarco ó pase de los géneros 
de ilícito comercio se verifica por el punto 
que debieran vigilar incurren en la pena del 
centinela que abandona el puesto y no cum- 
ple la consigna , siendo la defraudación que 
pueda cometerse una circunstancia agravan- 
te de la comisión del mismo delito , pero que 
no varia su carácter militar ; S. M., de con- 
formidad con lo expuesto por el Consejo de 
Estado en pleno, se ha servido resolver: 

l.° Que constituyendo la connivencia un 
delito especial , principal , corresponde su ; 
conocimiento á la jurisdicción de Hacienda, ; 
con arreglo ála legislación vigente. 

2:° Que la declaración prévia del desa- 
fuero en los delitos de fraude para someter á 
ella á los carabineros culpables del mismo, y 
consignada en el art, 96 del reglamento mi- 
litar del Cuerpo de carabineros publicado en 
1856, aun cuando sea por delitos de fraude, 
queda derogada, toda vez que su supresión 
no afecta inmediata y directamente al fuero 
completo de guerra de que gozan sus indi- 
viduos. 

3.° Que atendido el doble carácter del 
enunciado Cuerpo de carabineros militar y 
administrativo , y por lo tanto la dualidad de 
deberes y de responsabilidades á que están 
sometidos; la necesidad de conservar la dis- 
ciplina; la separación que puo.de hacerse de 
los actos sucesivos en la comisión de un 'de- 
lito; la de pertenecer ambos á distintas juris- 
dicciones;, la conveniencia de evitar que nin- 
guno quede impune , y la consideración de 
que estimándolos separadamente, ni se turba 
el órden de las jurisdicciones ni se divide la 
continencia déla causa; connivencia y el que* f 
brantamiento de la consigna por los carabi- I 
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ñeros, cuando tengan por objeto la perpetra- 
ción del delito de contrabando, son dos he- 
chos punibles que constituyen dos delitos se* 
parados y distintos. 

Y 4.“ Que en vista de lo prevenido en la 
R. O. de 2o de enero de 1 845, con el fin de 
evitar conflictos jurisdiccionales, deben for- 
marse ensemejant.es casos dos sumarias dis- 
tintas por cada una de las dos jurisdicciones 
de Guerra y Hacienda, la una en calificación 
de la conducta militar de los carabineros 
para la averiguación y castigo del quebran- 
tamiento de la consigna , y la otra por la ju- 
risdicción de Hacienda por delito de conni- 
vencia, considerándose al culpable como mi- 
litar y como agente de Ja Administración, re- 
mitiéndose al efecto á ambos Juzgados los 
respectivos testimonios.» — De Real orden, 
comunicada por dicho Sr. Ministro, lo tras- 
lado á Y. E. para su conocimiento y efectos 
correspondientes. — Dios guarde á Y. E. mu- 
chos años. — Madrid 12 de enero de 1864.— 
Señor » (CL. t. 91, p. 25.) 

R. O. de 21 febrero de 1865. 

Sobro castigos de faltas. 

(Guerra.) Disponiendo que los castigos 
de uno y dos meses de prisión por las fallas 
de embriaguez, contraer deudas, dormir fue- 
ra del cuartel y demás que señaló la Real or- 
den de 5 de noviembre de 1779 que cometan 
los individuos del Cuerpo de carabineros, 
corresponde imponerlos al Inspector genera) 
del mismo con arreglo al art. 89 del regla- 
mento militar del Cuerpo de 25 de octubre 
de 1856, siempre que no se hubiese formado 
para su imposición sumaria judicial, pues en 
este caso el sobreseimiento ó resolución cor- 
responde al Capitán general del distrito, se- 
gún lo dispuesto en las Reales órdenes de 4 
de noviembre de 1846 , 29 de mayo de 1848 
y 31 de enero de 1851. (CL. t. 93 , p. 175.) 

R. D. de 26 Setiembre de 1865. 

Dividiendo el Cuerpo de carabineros en dos secciones 
de carabineros del Reino una. y de carabineros ve- 
teranos la otra, que sustituirá al resguardo de consu- 
mos : Facultades do los Gobernadores de provincia. 

(Hac.) «Atendiendo á las razones que me 
ha expuesto el Ministro de Hacienda , de 
acuerdo con el parecer de mi Consejo de Mi- 
nistros, 

Yengo en decretar Jo siguiente: 

Artículo 1 .° El Cuerpo de carabineros del 
Reino se dividirá en dos secciones, denomi- 
nándose la una carabineros del Reino, y ja 
otra carabineros veteranos. 

Art. 2.° Los carabineros del íteino ejer- 
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cerán )a vigilancia «le las costas y fronteras 
en la forma prevenirla por la legislación vi- 
gente. La Sección de carabineros veteranos 
se compondrá de los individuos del Cuerpo 
de carabineros que tengan mejores notas, y 
prestará exclusivamente el servicio especial á 
que se le destina en los puertos, muelles, La- 
bias, puntos de descarga y de reconocimien- 
to, en los iielatos , puertas y portillos, en el 
recinto de aduanas terrestres y marítimas, y 
en Jos nidios de las poblaciones en que la 
Hacienda pública administra los derechos de 
consumos. 

Art. 3.° La Sección de carabineros vete- 
ranos tendrán Ja misma, organización militar 
que el Cuerpo de que forma parte con la do- 
tación de jefes y oficiales que se juzguen ne- 
cesarios, y desempeñará el servicio especial 
que se le encomiende á las órdenes de los 
Gobernadores civiles, y por delegación de 
estos á Jas de los administradores de adua- 
nas, y de los de Hacienda pública ó de los 
especiales de consumos, cuyas órdenes se- 
rán trasmitidas por los inmediatos jefes mili- 
tares del Cuerpo responsable de la ejecución. 

Art. 4." Los Gobernadores de las provin- 
cias podrán por sí, ó bien oyendo á los ad- 
ministradores encargados de las rentas de 
aduanas y consumos, suspender en el ejerci- 
cio de sus funciones á los carabineros vete- 
ranos, dando parte en el acto al jefe militar 
mas inmediato del Cuerpo para la determina- 
ción que gubernativamente ó con arreglo á 
ordenanza haya Jugar, sin perjuicio de que la 
Administración de Hacienda conozca en su 
dia en Ja parte que le corresponda respecto 
ala falta ó delito cometido. 

Art. 5.° El Ministro de la Guerra dispon- 
drá que la Inspección general de carabine- 
ros cubra las vacantes en la Sección de vete- 
ranos con los individuos de mejores notas. 

Art. tí. 0 Los Ministerios de Ja Guerra y 
de Hacienda lijarán la fuerza de que ha de 
componerse la Sección de carabineros vete- 
ranos, cuyo presupuesto de gastos se cubri- 
rá con una parte del asignado al Cuerpo y 
con el crédito concedido al resguardo espe- 
cial de consumos. 

Art. 7.° Para plantear lo que se dispone 
en este Real decreto se procederá desde lue- 
go á poner en práctica el servicio de adua- 
nas, limitando el de consumos por vía de 
ensayo al de las capitales que el Gobierno 
juzgue conveniente por su importancia, ex- 
tendiéndose después á los demás puntos de 
España con las modificaciones que la expe- 
riencia aconseje. 

Art,. 8.° Quedan derogadas todas las dis- 
posiciones anteriores quise opongan al cum- 


plimiento de la presente, debiendo proce- 
derse desde luego á la formación del re- 
glamento correspondiente. — Dado en San Il- 
defonso á 26 de setiembre de 1865. — Está 
rubricado de Ja Real mano. — El Ministro de 
Hacienda, Manuel Alonso Martínez. (CL. to- 
mo 04, p. 570.) 

71. O. de 4 octubre de 1865. 

(Guerra.) Dictando reglas para llenar las 
vacantes de tropa del Cuerpo; se establece; 

«l.° Que se consulte ¡a voluntad de los 
individuos de los batallones provinciales, que 
reuniendo las condiciones reglamentarias, 
quieran pasar al Cuerpo de carabineros, con 
la ventaja de que puedan verificarlo los casa- 
dos, en el número que V. E. juzgue conve- 
niente. 

"2.° Que para Ja entrega y demás formali- 
dades que origine el pase de dichos indivi- 
duos, se ponga Y. E. de acuerdo con el Di- 
rector general de infantería, á tm de subsanar 
cuantas dudas puedan presentarse. 

3." Que á los licenciarlos del ejército 
que tengan buenas notas y robustez suíieien- 
te , se les admita también en el Cuerpo de 
carabineros, aun cuando hayan contraido 
matrimonio después de separados del servi- 
cio; y por último, que á los individuos del 
instituto que sirven en clase de soldados 
y cabos se les conceda licencia para contraer 
matrimonio, siempre que con su haber, pre- 
mio y cruces reúnan paga de sargento, que- 
dando por lo tanto modificado el art. i 7 del 
reglamento militar del Cuerpo, así como las 
Rs. Ords, de 3 de diciembre de -1857 y 2 de 
mayo de 18(12. — De la de S. M. etc. — Madrid 
4 de octubre de 18(15. (CL. t. 94, p. tíOl.) 

R. D. de 12 noviembre de 1865. 

Distribución «1« comisos: Que se verifique á luego de 
ultimado el expediente de comiso en. la vía adminis- 
trativa. 

(Hac.) «Artículo l.° Desde la publica- 
ción del presente decreto será distribuida en- 
tre la fuerza del resguardo Ja parte que le 
corresponda del valor de los géneros que 
aprehenda, en el momento que se últime el 
expediente de comiso en la vía administra- 
tiva. 

Al t. 2.° En todas las aprehensiones que 
verifique el Cuerpo de carabineros fuera do 
los puntos de reconocimiento, después de 
segregada la parte correspondiente á la Ha- 
cienda, la del denunciador si le hubiere, y 
los demás gastos do que trata el art. 526 de 
las ordenanzas de aduanas, se liarán solo las 
participaciones siguientes: 
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1 , ° Dos partes para el jefe aprehensor, . 
sea cual fuese.su clase y categoría. 

2. ° Una parte para el jefe de la coman- 
dancia, distribuibie según disponga la Ins- 
pección general del Cuerpo, entre aquel y 
los demás jefes que tengan mando y repre- 
sentación ep la provincia y distrito corres- 
pondientes al punto donde se haya verificado 
la presa. 

Y 3.° Una parte para cada uno de los 
demás individuos que personalmente hayan 
concurrido al acto material de la aprehensión. 

Art. 3.° Se descontará el 4 por 100 de 
todas las cantidades que deban percibir los 
individuos del resguardo de carabineros , de 
consumos y de sal por aprehensiones de gé- 
neros, en los casos de fraude y contrabando, 
verificadas fuera de los puntos de reconoci- 
miento y que ocasionen procedimiento admi- 
nistrativo judicial. Dicho descuento ingresará 
en el Tesoro público en concepto de depósito, 
formando un fondo de reserva, destinado á la 
devolución del importe de las presas que de- 
claren improcedentes los Tribunales de Jus- 
ticia. 

Art. 4.° Si la experiencia acreditase que 
el 4 por 100 que fija el artículo anterior no 
es suficiente para cubrir las devoluciones que 
acuerden los tribunales ordinarios, se aumen- 
tará el descuento eu la proporción necesaria 
para satisfacer acuellas obligaciones. — Dado 
en San Ildefonso a 12 de noviembre de 1865. 
—Está rubricado de la Real mano. — El Mi- 
nistro de Hacienda, Manuel Alonso Martinez.» 
{CL. t. 94, p. 786.) 

El anterior decreto tuvo por objeto 
evitar el retraso con que se verificaba la 
distribución de comisos entre los cara- 
bineros del Reino y resguardo de consu- 
mos y sales, pues se esperaba á que re- 
cayese sentencia ejecutoria , en las cau- 
sas criminales, matando así el estímulo 
eficaz para la persecución del contraban- 
do y fraude. 

R. D. de 22 marzo de 1867. 

La Sección de -veteranos prestará sa servicio en donde 

expresa, y estableciendo un resguardo especial de con- 
sumos. 

(Hac.) «Artículo 1 ,° La Sección de ca- 
rabineros veteranos que, como parte del Cuer- 
po de carabineros del Reino , fué creada por 
P 1 ! R. D. de 26 de setiembre de 1865, pres- 
tara el servicio especial de su instituto en los 
puertos, muelles, bahías, puntos de descarga 
y de reconocimiento, y en los recintos de, las 
aduanas terrestres y marítimas . 

Arl : Para el servicio que con arreglo 
Tomo III. 
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al art. 2.° del expresado decreto presta esta 
fuerza en los radios de Jas 'poblaciones en 
que la Hacienda pública administra los dere- 
chos de consumos, en los fielatos, puertas, 
portillos y demás puntos de reconocimiento 
délas especies sujetas al referido impuesto, 
se establece un resguardo especial de consu- 
mos, cuya organización se ajustará al regla- 
mento que he tenido á bien aprobar con esta 
fecha.— Dado en Palacio á 22 de marzo de 
1867.» (CL. t, 97, p. 582.) 

El reglamento que se cita en el ante- 
rior decreto se inserta en Resguardo es- 
pecial de consumos, á donde nos remiti- 
mos así como á Contrabando y fraude: 
Hacienda pública: Jurisdicción de Ha- 
cienda, etc. 

CÁRCEL. Edificio público destinado 
á ia retención de las personas sometidas 
á la acción de la justicia ó reputadas 
culpables de delito ó de falta en su 
caso. En el artículo Prisiones pueden 
consultarse las disposiciones sobre cár- 
celes, y véanse además Arresto, Alcaide. 

CÁRCEL DE CORONA. Cárcel que suele 
haber en todas las diócesis para perso- 
nas eclesiásticas cuando son juzgadas por 
la jurisdicción eclesiástica. No habiendo 
cárcel de corona, y aun habiéndola, al- 
gunas veces, por consideración á la ca- 
lidad del reo, suele señalarse la casa de 
este por cárcel, ó es encerrado en algún 
convento ó colegio. Cuando los ecle- 
siásticos son juzgados por la jurisdicción 
temporal son llevados á las cárceles co- 
munes, salvas también las consideracio- 
nes debidas al sexo y dignidad de las 
personas. — V. Prisiones. 

CARCELAJE. Los derechos que con 
arreglo á ios aranceles cobran los alcai- 
des dé los pfesos que no sean pobres ni 
sean absueltos de su pago. Sobre este 
particular debe consultarse el artículo 
Alcaide, ordenanzas de las Audiencias, 
los aranceles judiciales, y e! art. 21 de 
la ley de prisiones de 26 de junio de 
1849. — V. Prisiones. 

CARDENAL. Dignidad que sigue in- 
mediatamente á la del Papa en la jerar- 
quía eclesiástica. 

CAREO. Confrontación , ó compare- 
cencia ante el juez de los testigos ú otras 
personas que han declarado en causa cri- 
minal y no están conformes sobre ia cer- 

5 



34 CARGA. — DE JUSTICIA. 


teza de algún hecho ó sus circunstancias, 
con el lin de averiguar mejor la verdad. 

CARGA. Lo mismo que tributo, [Je- 
cho, gravamen, imposición ó canon que 
afecta á una cosa ó persona, o á los ve- 
cinos de un pueblo, ó á los súbditos 
de una nación ó al pueblo ó á la nación 
misma. En este sentido decirnos, y véan- 
se, Cargas de justicia, Cargas públicas, 
Cargas concejiles, Cargas espirituales, 

ETC., ETC. 

CARGA DE APOSENTO. V. Aposento. 

CARGA Y DESCARGA. Hay dos impues- 
tos establecidos en nuestros puertos co- 
mo en retribución del servicio que se 
presta á los buques, facilitándoles las 
operaciones del comercio, ó bien ¡os 
medios de entrar y permanecer cómoda- 
mente en las bahías. Estos derechos son 
los de carga y descarga y el de fondea- 
dero. El primero se paga en los puer- 
tos en que tiene lugar la carga ó descar- 
ga en proporción ó las cantidades en que 
se verifica; y el de fondeadero se paga 
en un solo puerto que es el primero en 
que se devenga. — V. Fondeadero, yen 
Aguas el art. 13 de la ley de 3 de agos- 
to de i8tíü. 

CARGAREME. Documento, equivalen- 
te á un recibo, en que las oficinas don- 
de se recaudan fondos hacen constar ha- 
ber ingresado en ellas alguna cantidad 
con las formalidades que estén preveni- 
das.— V. Contabilidad. 

CARGAS DE JUSTICIA. Se conocen con 
este nombre las obligaciones del Estado 
ó del Tesoro comprendidas en una sec- 
ción especial del presupuesto de gastos. 
Para dar mejor idea de lo que se entien- 
de por cargas de justicia , copiaremos á 
la letra de cualquiera de nuestras leyes 
de presupuestos la sección dedicada á 
dichas cargas. Hé aquí de la ley de 2 de 
diciembre de 1852. Dice: 

Sección 13. a — Presupuesto de las 
cargas de justicia . — Capitulo único. 


1 Oficios enajenados 938,368 

2 Derechos enajenados 6.461,121 

3 Recompensas por salinas.. 584,675 

4 Asignaciones censuales so - 

bre terrenos propios del 

Estado. . 247,318 


5 

Asignaciones censuales so- 



bre arbitrios ó derechos 



del Estado . 

928,554 

6 

Rentas decimales 

130,000 

rv 

/ 

Recompensas por servi- 



cios 

943,529 

8 

Asignaciones á eorpora- 



dones municipales, . . , 

3 i 2, 393 

9 

Censos y nensiones afee- 



las á lincas del Estado. . 

375.847 

■10 

Rentas vitalicias. . 

1 . 500,000 


Rs. vn.., 

12.421,805 


Lj que importan las cargas de jusli- 

fia, 

, según el presupuesto para 1858- 

í81i ( J es lo siguiente: 


1.“ 

Oficios y derechos enajena- 



dos i j j . i> F >hr(ip - • ■ -re 

673.553 

2.' J 

Recompensas por salinas. . 

38.237 

3.“ 

Asignaciones censuales so- 



bre terrenos y derechos 



del Estado 

140.455 

4." 

Rentas decimales 

13.000 

5.° 

Recompensas por derechos, 



rentas y servio os 

302.024 

6.° 

Asignaciones á corporacio- 



nes municipales 

1.039 

7.° 

Censos y pensiones afectas 



á lincas del Estado 

9.857 

8. u 

Rentas vitalicias 

86.120 

9. 11 

Condonaciones. 

180.000 


Escudos. 

1.434.285 


Dada una idea de lo que se conoce en 
nuestra legislación de Hacienda por car- 
gas de justicia, he aquí ahora las dispo- 
siciones dictadas sobre esta materia, muy 
enlazada como se deja ver con los ar- 
tículos Créditos contra el Estado: Ofi- 
cios enajenados, y algunos otros que de- 
berán consultarse. 

Ley de 23 mago de 1845. 

«Art. 16. De los productos del derecho 
de consumo se satisfará á los dueños de al- 
cabalas y cientos enajenados de la Hacienda 
pública la cantidad que resulte haberles cor- 
respondido en el año común del último quin- 
quenio. Este ahoüo continuará haciéndose 
mientras no se acuerde otro medio de indem- 
nización.» 
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Circ f de 9 mayo de . 1 846. 

Reglas para el pago á los dueños de alcabalas y 
cientos. 

(Dm. (jen. dbl T. P.) Extracto.— Con es- 
te objeto se previno lo siguiente: 

«1,° Con arreglo -al art. 16 del presu-' 
puesto' dé ingresos vigente debe satisfacerse 
anualmente á los dueños de alcabalas y cien- 
tes enajenados de la corona lo que resulte 
haberles correspondido en el año común del 
último quinquenio. 

2. a La cantidad que á este respecto ha- 
yan de percibir en cada mes, cuidarán las 
oficinas ae incluirle en los presupuestos co- 
mo una carga de justicia, á fin de que la Con- 
taduría general del Reino pueda tenerla pre- 
'sente al formar las notas de aquella clase de 
atenciones. 

3. ° El pago de lo devengado por los refe- 
ridos participes con anterioridad al 1 .° de ju- 
lio de 1844, y de lo que desde dicha fecha 
dejó de satisfacérseles hasta fin de diciembre 
de 1845, por haberse entregado indebida- 
mente lo que les correspondía al. Banco es- 
pañol de San Fernando por cuenta de sus 
servicios, no puede acordarse por esta Direc- 
ción sin que lo determine el Ministerio de 
Hacienda, al que deben dirigir los interesa- 
dos las reclamaciones que les convenga.» 
(CL. t. 37, p. 248.) 

R. O. de 13 agosto de 1846. 

Alcabalas anteriores á 1845 : posteriores. 

(Hac.) Para satisfacer alcabalas enajena- 
das que se debían á su dueño se mandó lo si- 
guiente: 

«l. ü Que con arreglo á la ley de presu- 
puestos de 23 de mayo del año último , se 
paguen las referidas alcabalas á los partíci- 
pes en ellas desde l.° de enero de 1845 en 
adelante , usando los intendentes de la auto- 
rización que les confiere el art. 17 de la ins- 
trucción de 5 de enero último , formarla para 
llevar á efecto el contrato con el Banco espa- 
ñol de San Fernando. 

2.° Que respecto al abono de las alcaba- 
las anteriores al l.° de enero del precitado 
año de 1845., estando dispuesto por el ar- 
tículo 2.° de la R. O. de 21 de setiembre de 
1841, y la de 31 de octubre de 1844 que la 
ratifica , que los créditos de los partícipes de 
alcabalas enajenarlas se admitan en pagos de 
lanzas , medias anatas y contribuciones atra- 
sadas basta fin de diciembre de 1840, se am- 
pie este plazo basta fin de igual mes de 1844; 
haciendo extensiva da compensación á los 
censos que están al cargo de la Administra- 


ción general de bienes nacionales, y que 
Contra sí tengan dichos partícipes. 1 
■ Y 3.° Que se aplace el reintegro á los 
mencionados partícipes de los créditos que 
resultan á su favor, anteriores al í.° de enero 
de 1845 , después de hecha la compensación, 
para cuando el Gobierno determine el modo 
y forma de atender á estos y otros acreedo- 
res que puedan considerarse de previlegiada 
naturaleza. — De Real orden etc. — Madrid 13 
de agosto de 1846.» (CL. f. 38, p. 170.) 

Ley de 20 febrero de 1850. 

(Hac.) Extracto, — Aprueba los presu- 
puestos para el año 1850, que dicen en su 

«Art. 10. Asimismo presentará anual- 
mente el Gobierno á las Cortes nota de las 
cargas de justicia que dentro del mismo año 
se hubieren reconocido; sin que pueda pro- 
ceder á satisfacerlas hasta que se le conceda 
el competente crédito.» (CL. t. 49 ,p. 332.) 

R. O. de 4 marzo de 1851 . 

(Hac.) «La Reina ha tenido á bien 

mandar, de acuerdo con su Consejo de Mi- 
nistros , que los documentos y expedientes 
que existan en esa Dirección se pasen á la 
del Tesoro; y que los que se hallen instruidos 
para reconocer alguna nueva carga de justi- 
cia, ó que se instruyan en lo sucesivo, se re- 
mitan a medida que se complete su instruc- 
ción, para que por este Ministerio pueda 
cumplirse lo prevenido en el art. 10 de la ley 
de presupuestos de 1 850. — De Real órden etc. 
— Madrid 4 de marzo de 1851.» (CL. t. 52, 
pág. 316.) 

R. O. de 23 octubre de 1852. 

Pase esto negociado á la Dirección de lo contencioso. 

(Hac.) Extracto. — «La Reina ha te- 

nido á bien mandar que los documentos y 
expedientes que existen en ella (la Dirección 
del Tesoro) pasen á la de lo contencioso para 
que por ella se instruyan y propongan las re- 
soluciones que procedan, quedando en ade- 
lante radicado en ella este negociado. — De 
Real orden etc. — Madrid 23 de octubre de 
1852.» (CL. t. 57, p. 390.) 

R • D. de 29 diciembre de 1854. 

Por este decreto (V. Hacienda pública) 
se suprimió la Dirección general de lo con- 
tencioso, y se encomendaron á la del Tesoro 
los negocios relativos al reconocimiento y 
pago de las cargas de justicia. 

Ley de 29 abril de 1855. 

Nuevo reconocimiento y clasificación. 

(Hac.) «Doña Isabel lí etc., sabed quelas 
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Curtos cü:¡stiluyuui.os huu decretado y .Nos 
saucionado lo siguiente: 

Artículo i.° Todas las cargas do justicia 
consignadas por el Gobierno on el presu- 
puesto do gastos del corriente ano quedan 
sometidas ai nuevo reconocimiento y clasifi- 
cación que liará de ellas la Dirección general 
del Tesoro intervenida é inspeccionada por 
una comisión permanente de siete señores 
diputados elegidos por Jas Cortes. 

Art. 2. ü El reconocimiento y clasificación 
se verificarán en ei plazo de oulw meses des- 
de la publicación de osla ley, dentro del cual 
el Gobierno señalará á los interesados el que 
juzgue bastante para la presentación de do- 
cumentos. 

Art. 3.“ El Gobierno presentará á las 
Cortes con la posible brevedad un provecto 
de lev para liquidar y convertir los créditos, 
cuya naturaleza lo consienta, en títulos déla 
Deuda pública, según sus clases y condi- 
ciones. 

Art. 4.° Las cantidades consignadas en 
ios nueve primeros capítulos de la sección 
cuarta del presupuesto de gastos, para 1855, 
importantes 43.585,733 rs. vn. con destino 
á cargas de justicia, serán sastisfeelms por el 
Tesoro basta el día en que se expidan á los 
interesados los respectivos títulos de la Deu- 
da pública, sin perjuicio del resultado que 
ofrezca el reconocimiento de que trata el ar- 
tículo 1. 1 — Por tanto etc. — Aran juez 29 de 
abril de 1855.a (CL. t. 64, p. 459.) 

R. O. de 30 mayo de 1855. 

Plazos para presentar ilorumcntos para su reconoci- 
miento y clasificación. 

(IIao.) Extracto. — Por esta Real orden se 
señala el término irrevocable de tres meses 
en que los partícipes de cargas de justicia, 
deben presentaren la Dirección del ' Tesoro 
público los documentos necesarios para jus- 
tificar su derecho en el nuevo reconocimien- 
to y clasificación que Ja cornete la ley de 29 
de abril último; los documentos que dentro 
del referido plazo presentarán los particula- 
res, son: 

. «Los comprendidos en. el art. l.° por ofi- 
cios y derechos enajenados de la Corona; los 
títulos originales primitivos de ia egresión; la ¡ 
cédula de confirmación del último reinado en i 
que Ja hayan obtenido, con declaración de no 
haber adquirido otra posterior, y certiíieacion ¡ 
de Ja Dirección de Ja Deuda pública, expresi- I 
va de no haberse satisfecho el capital y rédi- 
tos por su Tesorería en este siglo. 

Los del art. 2.° la cédula de concesión de 
la recompensa por salinas. 

Los del art. 3.° y 7. iJ las escrituras de im- 
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posición de los censos, é igual certificación 
de no haberse redimido en la Deuda publica. 

Los pensionistas que figuran en 7 

así como los incluidos en ios arls. o. , 6. y 
9 .", presentarán copia fehaciente de las ór- 
denes ó ti l ulos de concesión. 

Se exceptúan solo aquellos que tuvieren 
presentados estos documentos anteriormen- 
te, debiendo no obstante entregar ios que 
falten de los mencionados. 

Si por esa Dirección fuere necesario algún 
otro para la mejor tramitación, se exigirá ofi- 
cialmente de los interesados , señalándoles el 
término de quince dias, pasados los cuales 
seguirán su curso los expedientes como si no 
existiere ei reclamado. a (CL. I. b'á,p. 1¿>8.) 

71. O. de 2 junio de 1855. 


Expedientes para el reconocimiento y clasificación. 

(Hac.) Considerando la necesidad de fijar 
Jas reglas que se lian de seguir para e! cum- 
plimiento de Ja ley de 29 de’ abril, tanto en la 
tramitación de los expedientes, como en las 
relaciones que se lian de unir á la misma, se 
dictan las siguientes: 

«i. 11 La Dirección del Tesoro examinará 
nuevamente los expedientes que en ella ra- 
dican, relativos ó cargas de justicia, y los tí- 
tulos de pertenencia en que funden sus dere- 
chos los interesados, y con el dictamen de la 
sección los pasará á ia Asesoría general , que 
emitirá el suyo á la mayor brevedad posible. 

2."‘ Con vista de ambos ei Director del Te- 
soro declarará caducada ó subsistente la car- 


ga de justicia de que se trata, pasándolo todo 
á la comisión de señores diputados, Ja cual 
acordará su conformidad, ampliación de ins- 
trucción ó discordancia, fundando esta última 
con Jas razones que crea oportunas, y elevan- 
do en este caso el expediente á este Ministe- 
rio para la resolución oportuna. 

3. 11 Si por resultas del examen estuviesen 
acordes en la caducidad de la carga ele justi- 
cia la Dirección del Tesoro y la Comisión de 
señores diputados, cesará cíe pagarse desde 
luego la carga de justicia, dando conocimien- 
to de olido al interesado en ella de la reso- 
lución con copia de los dictámenes contrarios 
en que esta se hubiese fundado para acudir 
en queja á S. M., y si Ja Reina se conformase 
con el fallo de la Dirección del Tesoro, podrá 
acudir el interesado en queja al Tribunal con- 
t en c i o s o - a d i n i u i s t r a t i v o . 

4. a Si Ja Comisión del Congreso propu- 
siese la ampliación del expediente, se eva- 
cuarán los nuevos trámites que la misma pro- 
ponga, y hecho así resolverá el Director del 
Tesoro, pasándose de nuevo á la comisión el 
expediente para su conformidad ó disyuntiva. 
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5. a Concluida la revisión de las corres- 
pondientes á cadá-uno de los nueve artículos 
dé los que coro]jrende el presupuesto en su 
sección cuarta, y sin esperar la de los demás, 
la Dirección del Tesoro, en unión con la co- 
misión dé -señores diputados , pondrá en Co- 
nocimiento de S. M. las que hayan declarado 
subsistentes, formulando su opinión acerca ; 
de si deben convertirse en Deuda del Esta- 
do, ó seguir corno hasta el dia siéndolo del 
Tesoro. 

6. ® Declarada subsistente una carga, se 
devolverán los títulos originales á su dueño, 
quedando copias fehacientes en el expedien- 
te; pero si se' declara caducada se reclama- 
rán del interesado, caso de no existir mas 
que en testimonio, para taladrarlos , quedan- 
do por de ningún valor, 

7. a Para que la Dirección pueda cum- 
plir el corrfetido de la ley en elpíazo que esta 
le señala, se abstendrá cíe reconocer ninguna 
carga nuevamente reclamada, admitiendo no 
obstante las reclamaciones que se la bagan 
para que á los interesados no les perjudique 
la prescripción que les impone la ley de con- 
tabilidad. 

8. a Esto no obstante, y en cumplimiento ' 
del R. D. de 29 de diciembre del año último, 
la Asesoría general pasará á la Dirección del 
Tesoro con la brevedad posible cuantos títu- 
los de pertenencia se hayan presentado en la 
suprimida Dirección de lo contencioso en 
virtud de la R. O. de 23 de octubre de d 852, 
y disposiciones que la misma adoptó para su 
cumplimiento.— Lo que de Real órden etc.— 
Madrid 2 de junio de i 855. (CL. t. 65, pá- 
gina 226.) 

Ley de 14 abril de 1856. 

Autoriza el presupuesto gejjeral del Estado, y entre las : 
disposiciones que forman parte integrante de ella 
. contiene lo siguiente: 

Sección 4. a — Cargas de justicia. 

«1. a Si por consecuencia de la liquida- . 
cion que se está practicando no resultare la 
reducción ó conversión en Deuda pública de 1 
los 8.020,508 rs. que en los diez y ocho 
meses se rebajan en esta sección, se autoriza 
al Gobierno para que satisfaga la diferencia, 
considerando su importe como parte inte- 
grante de este presupuesto. 

2. a Las cargas de justicia que á virtud, 
del nuevo reconocimiento y clasificación que 
se está practicando en cumplimiento de la ley 
de 29 de abril de 1855, carezcan de títulos 
legítimos ó hayan caducado, dejarán de satis- 
facerse por el Tesoro público desde que re- j 
caígala declaración de la Comisión reviso- ’ 


JUSTICIA. 37 

ra de señores diputados creada por la expre- 
sada ley, sin' perjuicio dedos recursos que Jos 
interesados tengan á bien entablar.» (CL. 
t. 68, p. 80.) 

R. O .'de l .° febrero de 1858. 

Regulariza el pago de cargas por rentas vitalicias. 

(Hac.) « S. M.... se ha servido, res- 

petando el derecho que en lo principal pue- 
dan tener los interesados en dichas rentas, 
y con el solo objeto de regularizar este servi- 
cio, adoptar las disposiciones siguientes: 

1 . a Que desde luego se dé de baja en nó- 
mina á los perceptores en rentas vitalicias 
qhe no se hayan presentado á cobrar sus res- 
pectivas rentas en los tres últimos semestres. 

2. a Excluir de igual manera á los que no 
se presenten á cobrar ó no llenen alguno ó 
algunos de los requisitos exigidos para el pago 
dentro del mes en que se abra este, y no ob- 
tengan rehabilitación de la Contaduría res- 
pectiva en los dos meses siguientes al finalizar 
aquel. 

3. a Que pasado dicho período sin obte- 
nerla de la mencionada Contaduría no pue- 
dan ser incluidos nuevamente en nómina sin 
orden expresa de la Dirección general del 
Tesoro. 

Y 4. a Que en la primera quincena del 
mes subsiguiente, ó sea el cuarto desde el en 
que se abrió el pago, se dé á esa oficina ge- 
neral por la Contaduría de Hacienda pública 
de la provincia noticia circunstanciada de los 
partícipes excluidos, á tenor de las ante di- 
chas reglas. — De Real órden etc. — Madrid i ,° 
defebrero de 1858.» (CL. t. 75, p. 165.) 

Tí. O. de 9 abril de 1859. 

A quién compete conservar ios documentos de cargas 
do justicia. 

(Hac.) Extracto. — Resolviendo un expe- 
diente instruido con este motivo, S. M. «se 
ha dignado resolver que á las Contadurías, 
en el doble concepto de estar encargadas del 
archivo y de llevar las cuentas individuales 
de los partícipes de las rentas , corresponde 
el conservar y custodiar los expedientes y do- 
cumentos de las cargas de justicia , sin per- 
juicio de que los administradores hagan uso 
de ellos , en la forma puesta en práctica con 
todos los que están archivados, cuando los 
necesitaren para consultarlos ó fueren llama- 
dos á emitir sobre ellos su opinión.» (CL. 
t. 78, p. 373.) 

Ley de pre$up. de 22 mayo de 1859. 

«Art. 9.° La revisión y reconocimiento de 
cargas de justicia determinadas por la ley de» 
29 de abrí! de 1855, se hará en lo sucesivo 
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por una Junta compuesta de! director de) Te- 
soro, presidente; del asesor peñera!; de! se- 
gundo jefe de la Dirección del Tesoro, y de 
dos de ios co-asesores del Ministerio de Ha- 
cienda, 

[,a Junta aplicará 3a legislación especial 
que corresponda en cada caso y fundará sus 
declaraciones en los hechos que resulten jus- 
tificados, consultándolas al Ministro de Ha- . 
cienda , quien resolverá oyendo á la Sección 
de Hacienda del Consejo de lisiado, dán- 
dose la debida publicidad á estas determina- 
ciones. 

Si se declarase la caducidad, podrán ios 
interesados alzarse, por la vía contenciosa, 
caso de proceder según las disposiciones vi- 
gentes.» 

Jurisprudencia. 

Es tan importante la jurisprudencia 
establecida por las Reales órdenes con- 
firmando ó no los acuerdos de la junta 
revisora de cargas de justicia, que no 
podemos dispensarnos de darla toda la 
latitud que ven nuestros lectores á con- 
tinuación . 

R. D.-S. de 2 febrero de 1862. 

I. Indemnización de alcabalas. (Plei- 
to). — La indemnización acordada por la : 
ley de 29 de abril de 1855, y la de 
presupuestos de 1836 y seis primeros 
meses de 1857, en favor de los* pueblos 
que tenían el derecho de cobrar alcaba- 
las etc., no se extiende á aquellos cuyo 
privilegio consistía en no pagarlas. Li- 
mitándose, sin embargo, la ley á mandar 
que cese el pago de las cargas de justicia 
que carezcan de titulo ó hayan caduca- 
do, no procede el reintegro de las can- 
tidades ya satisfechas en tal concepto. 

(■ Sentencia del Consejo de Estado de, 2 fe- 
brero de 18(52. ) 

R. D.-S. de 23 octubre de 1802. 

II— Están caducados los créditos denominados jaros 
cuya capitalización no se hubiese solicitado dentro del 
plazo señalado conforme al art, 39 del Ueal, de i7 de 
octubre de 1851. 

La anterior declaración se hizo por 
R. D.-S. de 23 de octubre de 1802, des- 
estimando una demanda del colegio de 
Santa Isabel de esta Corte contra la Ad- 
ministración general, sobre que se pa- 
gase como carga de justicia un cuento 


de maravedís de renta perteneciente á 
dicho colegio, y se reformase al efecto la 
Real orden que declaró la caducidad de 
dicho crédito por ser un juro y no haber- 
se solicitado la capitalización oportuna- 
mente, conforme al art. 39 del Regí, de 
17 de octubre de 1851. — V. Deuda. 

R. O. de 25 febrero de (863. 

ITL— Cuando el Estado concurre al otorgamiento de 
una escritura, lo bacc como persona jurídica y 
queda ligado como un particular cualquiera, é igual 
sucedo cuando representa una personalidad civil 
como una comunidad religiosa suprimida. La pres- 
cripción establecida en el art. 18 de la ley de con- 
tabi Helad no es aplicable á los capitales de cargas 
de justicia, pero sí á las anualidades devengadas. 

(Hag.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido á con- 
secuencia de la consulta hecha por esa Direc- 
ción general relativa á la interpretación que 
debía darse al art. 18 de la ley de contabili- 
dad de 20 de febrero de (850 respecto de las 
obligaciones denominadas cargas de justicia, 
con motivo de haber reclamado el conde deí 
Valle de San Juan y D. Francisco Melgarejo 
el pago de los atrasos de los ascensos, impor- 
tantes 2,200 rs. 50 cents, anuales, que en 
aquel concepto les fueron reconocidos por 
R. O. de 22 de mayo de 1861 . 

En su vista, y considera do que las cargas 
de justicia proceden en s mayor parte de tí- 
tulos de carácter pura r nle civil, de dere- 
chos reales, reconocidos y consignados en 
documentos tan solemnes como una escritu- 
ra pública ú otro documento análogo: 
Considerando que si en estos casos el Es- 
tado concurrió á su otorgamiento ó recono- 
ció el derecho allí consignado, lo hizo como 
una persona jurídica y quedó ligado como un 
particular cualquiera: 

Considerando que aunque el Estado no 
baya contratado directamente , como sucede 
en las cargas de justicia que proceden de una 
obligación contraída por las comunidades re- 
ligiosas extinguidas ó por cualquiera corpo- 
ración de cuyos bienes ha dispuesto, su con- 
dición es igual, porque en estos casos no re- 
presenta mas que una personalidad civil, y 
lo que en ellos califica la obligación es el ori- 
gen y naturaleza del título que constituye la 
carga de justicia, ei derecho que asiste al 
acreedor que, como todos Jos que provengan 
no acciones ú obligaciones puramente civiles, 
se hallan bajo la garantía, de las leyes co- 
munes: 

Considerando que la circunstancia de que 
en lugar de un particular ó de una corpora- 
ción sea el Estado deudor, no afecta al dere- 
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cho del reclamiptq, sino á la forma y á la 
autoridad que gubernativamente decide Su 
reclamación: ■ 

Considerando que estos derechos ya reco- 
nocidos y consignados en los contratos ó tí- 
tulos respectivos de que procede la obliga- 
ción no necesitan mievo reconocimiento ni se 
derivan de servicios públicos: 

Considerando que en rigor de derecho no 
puede entenderse como el yerdadero recono- 
cimiento de una obligación ya existente, la 
declaración de subsistencia que en estos ex- 
pedientes se hace, sino mas bien como un 
trámite exigido por la ley para garantir los 
intereses públicas, para disipar las dudas que 
se habían suscitado sobre la legitimidad de 
algunas de esas obligaciones y abrigar el con- 
vencimiento de que la única que figura en el 
capítulo de cargas de justicia, y que pesa so- 
bre el Tesoro, es un gravámen legítimo y 
valedero, y justos los títulos en que se funda: 

Considerando que tampoco puede soste- 
nerse que tal gravámen procede de servicios 
públicos, porque no merece semejante cali- 
ficación la constitución de un censo ó la in- 
demnización concedida y en equivalencia del 
derecho ó de la cosa de que el Estado se 
aprovechó, que es en su mayor parte el ori- 
gen de las obligaciones de que se trata: 

Considerando que por las circunstancias 
indicadas no es aplicable á los capitales de 
cargas de justicia la prescripción establecida 
en el art. 18 de la ley de contabilidad, lo cual 
se refiere á créditos procedentes de servicios 
que es necesario reconocer y liquidar, y de 
ningún modo á derechos puramente civiles 
que se hallan bajo la salvaguardia de la le- 
gislación común, con arreglo á la cual deben 
resolverse las cuestiones que sobre el parti- 
cular puedan suscitarse: 

Considerando que no militan iguales razo- 
nes para exceptuar de la prescripción esta- 
blecida en dicho artículo á los réditos ó pen- 
siones anuales que se satisfacen por las car- 
gas de justicia, por cuanto se hallan en el 
mismo caso que todas las obligaciones ó ser- 
vicios que se Comprenden anualmente en los 
presupuestos: 

Considerando finalmente, que los réditos de 
los censos en que consiste la carga de justi- 
cia que ha dado lugar á la consulta de que va 
hecho mérito, fueron satisfechos al conde del 
Valle de San Juan y D. Francisco Melgarejo 
hasta 1849, y suspendido el pago en dicha 
época solicitaron á principios del año siguien- 
te que aquel continuara, cuya reclamación 
fué estimada en R. O. de 22 de mayo de 1861, 
Y por lo tanto no se ha interrumpido respec- 
to de los interesados una prescripción que no 
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había existido ni puede existir mediante á 
haber comenzado las gestiones desde el mo- 
mento en que cesó el pago de los réditos: 

S. M., de conformidad' con el dictámen 
..emitido sobre el particular por las secciones 
de Hacienda y Gracia y Justicia' del Consejo 
de Estado y lo expuesto por esa Dirección 
general, se ha servido resolver: 

1. ° Que el art. 18 de la ley de contabili- 
dad de 20 de febrero de 1850 no es aplica- 
ble á los capitales de las cargas de justicia, 
debiendo decidirse las cuestiones que sobre 
prescripción puedan ocurrir acerca de los 
mismos con arreglo á la legislación común. 

2. ° Que respecto á las anualidades ante- 
riores á 1850, á la Junta de la deuda pública 
corresponde determinar lo que proceda con 
sujeción á lo dispuesto en los arts. 4." y 9.° 
de la ley de 3 de agosto de 1851, y el 3.°, 5.° 
y 25 del reglamento publicado para su eje- 
cución. 

3. ° Y por último, que es aplicable el refe- 
rido art. 18 de la ley de contabilidad alas 
anualidades devengadas desde l.° de enero 
'de 1850 en adelante que hayan dejado de sa- 
tisfacerse en el período fijado en el mismo 
por causas imputables á los respectivos acree- 
dores. — De Real órden et.c. — Madrid 25 de 
febrero de 1863. {CL. I. 89, p. 144.) 

R. O. de 10 marzo de 1863. 

IV, — Recompensas por salinas incorporadas á la Ha- 
cienda por cansa de utilidad pública, 

(Hac.) Vista la cédula original expe- 

dida por el Rey D. Felipe V en Balsain á 6 de 
agosto de 1723, de la que resulta que incor- 
poradas á la Haciendo los salinas de Navazo y 
Alfolí de la sal de Sierrayegua, situadas en él 
partido de Osuna, se señaló al patronato fun- 
dado por el licenciado D. Juan Labado y 
Rango.], al que pertenecían, la cantidad anual 
de 900 rs. de situado en equivalencia de sus 
productos: 

»Vista la justificación presentada y practi- 
cada por Doña Agustina Pedrosa , con cita- 
ción del administrador de las salinas , de la 
que parece que por sentencia del Juzgado de 
Campillos se le adjudicó en posesión y pro- 
piedad el citado patronato como quinto niela 
de una hermana del fundador: 

«Vista la ley del 29 de abril de 1855, y el 
art, 9.° de la ley de presupuestos de '1859. 

«Considerando que siendo los 900 rs. de 
que se deja hecho mérito la indemnización 
señalada al poseedor del patronato fundado 
por el licenciado Labado y Rangel , cuando 
por causa de utilidad pública se incorporaron 
á la Hacienda las salinas, procede la carga de 
justicia de título oneroso: 
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.Considerando que el tetarlo se halla obli- jusüíicada la de queso 

gado á satisfacerla mientras no la redima, lo trata en favor do D. Andrés Ib&TT^si Lomo 
que no consta se hava verificado; su reconocimiento en 1836 a fe» or de los ac- 


»S. M., se ha servido confirmar el acuer- 
do ele Ja Junta do revisión y reconocimiento 


de cargas de justicia, por el que se declara do dicho censo 


tu al es red aman tes: 

«Considerando que por no haberse redimí' 


fueron satisfechos sus rédi— 


subsistente Ja de que se trata.» 

R. O. de 21 marzo de 1863. 

V. — Censos afectos á portazgos etc. 

Después de exponerse minuciosamen" 


los por la citada sociedad hasta su extinción, 
y después por la Diputación provincial de Lo- 
groño hasta fui de 1860: 

«Considerando que al incautarse el Estado 
de los portazgos, pontazgos y barcajes que 
primero recaudó la mencionada Sociedad 


te los antecedentes del asunto, que son Mejana, y luego la Diputación provincial de 
en resúmen: I .° haber lomado la Sacie- Logroño, reconoció Ja obligación do satisfa- 
ga d Ei oj a na U'OO.OOO de rs. con des- cer los gravámenes hipotecarios impuestos 


tino ú obras públicas de caminos y puen- . 
tes, con la garantía de ¡os arbitrios que . 
el Gobierno la concedió; 2.° haber cesa- 
do la referida sociedad, por consecuencia 
de Jo dispuesto en la R. 0. de 20 de abril 
de 1836, en la administración de fondo 


sobre aquellos productos , y por lo tanto es 
evidente Ja que tiene el Tesoro de pagar los 
réditos de este censo : 

»S. M., conformándose, etc., ha tenido á 
bien confirmar el acuerdo de la Junta dere- 


, , . , s I )Ues : 0 1 , . . u ‘ . -'q Q i, a ti i ii v j g ¡ 01] y reconocimiento de cargas de justicia, 

do 1836 , en la administración de fondo poro] que se declara como tal el censo de 
y dirección de los caminos que la estaba I.OOO.OOO de rs.de capital impuesto en la su- 
encornendada , encargándose de la pri- primicia Sociedad Rio j ana. de que va hecho 
mera la Diputación provincial, y de la mérito, y mandar ¡í Ja toz que so incluyan en 
segunda la Dirección general de eaini- el presupuesto general de gastos de! Estado, 
nos; 8 ° resultar que en 1838, cuando la con cai ’s° capítulo correspondiente, los 

. . . , . . _ Of 1 flAA rtrT>inI.-»n rnirt rl .\Krvn onlinln/inmvA 


Diputación provincial se hizo cargo de 


30.000 rs. vn. anuales que deben satisfacerse 


L/ i p VI im. IUIJ .'l U I U.IVUU ^ il líiV 1 w. UU , . 1 1 • 1 

a administrarlo,, do la Sociedad Runa- Ijor red, los de diodo cfinso ; poro s,n proco- 
t , , .1 1 , der a su pago basta que se llene el requisito 


na, figuraban entre los créditos contra 
la misma, el referido capital de 1.000.000, 
y sus 30.000 rs. de réditos; y 4.° que ¡o 


der a su pago hasta que se llene el requisito 
exigido por el arl. 10 de la. ley de 20 de fe- 
brero de 1850, y el reclamante f). Ramón de 
Llano y Yandíoía acredite previamente por 


mismo sucedía cuando dicha Diputación í su parte su cualidad de heredero de D. Ma- 
cesó en l.° de enero de 1801 de reeau- nuel Ramón de Yandiola. — De Real ór- 


dar los productos de portazgos. 

Reclamado por D. Ramón de Llano 
por sí y en nombre de los demás herede- 
ros de D. Manuel Ramón de Yandiola, 
el pago de dichos réditos, se ha instrui- 
do expediente en el que acreditados do- 
cumentalmenle los referidos hechos lia 
recaido la siguiente resolución : 

«Vista la R. O. de 28 de enero de 1862 co- 
municada por el Ministerio de Fomento al de 
Hacienda, remitiendo al mismo este expedien- 
te para su resolución cunto carga, de justicia, 
en cuya Real orden se consigna que á virtud 
de lo dispuesto en la ley de 22 de julio de 
1857 se encargó la Administración pública de 
los portazgos, pontazgos y barcajes que antes 
recaudaban las corporaciones provinciales ó 
municipales: 

«Visto el art. 24 de la mencionada lev (to- 
mo 2.° p. 893.) 

«Vista la ley de 29 de abril de 1855; 

«Considerando que se halla debidamente 


den, etc. — Madrid 21 de marzo de 1863.» 

R. O. de 24 marzo de 1863. 

VI. — Asignaciones censuales sobre arbitrios de ios 
Consulados de comercio suprimidos. 

(Hac.) « Visto el testimonio de la es- 

critura otorgada en Sevilla á l.° de setiembre 
de 1637, por ia cual el prior y cónsules de la 
universidad de cargadores de Indias vendie- 
ron á Bartolomé Gómez del Castillo, por juro 
de heredad para él y sus sucesores, 1 ,000 du- 
cados de renta en cada año del derecho de 
1 por 100 que percibía ei Consulado de todos 
los electos que entraban en la aduana por 
mar y tierra y salían por mar , en precio de 
20.000 ducados de plata doble que dicha cor- 
poración recibió del comprador , hipotecando 
á la seguridad del contrato los bienes y ren- 
tas deJ Consulado, y especialmente el dere- 
cho rehundo del i por 100 ; lodo en confor- 
midad á la facultad Real que tenia el mismo 
Consulado de enajenar en todo ó en parte el 
expresado derecho en favor de las personas 
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que adelantasen etoálek. con objeto de cu-, 
brir el servicio dé 3*4000 ducados hecho á 
la Corona: 1,1 

«Visto otro testimonio de la escritura otor- 
gada ¡i 19 de abril de 1638: ■ 

«Visto el R. D. de 7 de octubre de 1847, 
por el cual sé Suprimieron los Consulados de 
comercio y se establecieron las Juntas que 
hoy existen , en cuyo art. 21 se ordenó que 
no se comprendieran en los presupuestos 
provinciales los gastos de las escuelas de. co- 
mercio ni las cargas de justicia de los Consu- 
lados, sino que se satisfarían por el Estado en 
equivalencia de los antiguos arbitrios refun- 
didos en el 6 por 100 de importación que con 
tal objeto se cobraba en todas las .aduanas 
del Reino: 

«Vista la Real órden expedida por el Mi- 
nisterio de la Gobernación, con presencia del 
expediente instruido en el mismo en 20 de 
marzo de 1857, por la que, de conformidad 
con lo dispuesto en el art. 21 del Real decre- 
to referido, se mandó reconocer al patronato 
fundado por Bartolomé Gonjez del Castillo en 
el castillo de las Guardas Jos censos que el 
fundador impuso sobre los derechos que per- 
cibía el Consulado de Sevilla, y que se le pa- 
garan los réditos de los mismos: 

«Vista la Real órden expedida por el Mi- 
nisterio de Hacienda de 28 de julio de 1862 
declarando, entre otras cosas , la excepción 
de incorporación al Estado de los capitales 
impuestos por Bartolomé Gómez del Castillo 
en el Consulado de Sevilla: 

«Vistos el art. 10 de la ley de presupuestos 
de 1850 , la ley de 29 de abril de 1855 man- 
dando proceder al reconocimiento y clasifica- 
ción de las cargas de justicia, y el art. 9.° de 
la de presupuestos de 1859 estableciendo la 
forma de ejecutarla. 

«Considerando que, no habiéndose devuel- 
to los capitales que de Bartolomé Gómez del 
Castillo recibió el Consulado de Sevilla, está 
subsistente la obligación de satisfacer sus 
réditos que este contrajo por las escrituras 
de l.° de setiembre de 1637 v 19 de abril 
de 1638: 

«Considerando que en esa obligación suce- 
dió el Estado por haber suprimido el arbitrio 
que constituía la hipoteca de los capitales, y 
haberse apropiado los demás bienes del Con- 
sulado de Sevilla al declararle disuelto: 
«Considerando que así se halla establecido 
como medida general en el art. 21 del Real 
decreto de 7 de octubre de 1847, y con rela- 
ción al caso concreto de este expediente en 
la Real órden expedida por el Ministerio de 
la Gobernación en 20 de marzo de 1857: 
«Considerando finalmente, que esta carga 


.dé justicia es idéntica en su origen y forma 
de constitución á la que se satisface al mar- 
qués de Guadalcázar y herederos de D. José 
López Podrajas, que figura al núm. 75, ar- 
ticuló 3.°, cap. I, sección 4. a del presu- 
puesto de gastos, y fué declarada subsistente 
por R. O. de 19 de febrero de 1862; 

S. M. ¿ conformándose etc., se ha servido 
confirmar el acuerdo de la Junta revisora de. 
cargas de justicia, por el que se reconoce co- 
mo tal á favor del patronato fundado por Bar- 
tolomé Gómez del Castillo en el castillo de las 
Guardas la renta anual de 1.500 ducados, ó 
sea 16.500 rs. vn » 

R: O. de 13 junio de 1863. 

VÍJ. —Censo impuesto sobre el suprimido oficio de 
de Prehostad do Bilbao. 

(Hac.) Por esta Real órden, con vista do 
varios documentos , de la ley de 29 de abril 
de 1855, del art. 9.° de la ley de presupues- 
tos de 1859, de la R. O. de 11 de abril del 
mismo año, de la regla 2. a de la de 30 de 
mayo de 1855, etc., se confirma el acuerdo 
de k Junta de revisión y reconocimiento de 
cargas de justicia, por el que se declara como 
tal la renta anual de 2.858 rs. 74 cénts. que 
B. Blas de la Quintana tiene derecho á per- 
cibir como réditos del capital de censo de 
que en la actualidad es poseedor, impuesto 
sobre el suprimido oficio de Prehostad de la 
villa de Bilbao, en que se subrogó el Estado; 
y se manda á la vez, en su consecuencia, 
que á su tiempo se incluya dicha obligación 
en la sección correspondiente del presupues- 
to, luego que, de conformidad con lo deter- 
minado por el art. 10 de la ley de presupues- 
tos de 1830, se- reclame y obtenga de las 
Cortes el crédito necesario para su pago. 

( Gac . 30 junio.) 

R. O. de 1 6 junio de 1863. 

VIIL— No se reconocen como cargas de justicia las 
obligaciones entre comunidades suprimidas. 

(Hac.) «Se declara que no procede 
el reconocimiento, en concepto de carga 
de justicia, de ia pension ; anuai de 1,560 
reales que reclaman las religiosas de San- 
ta Rosa de Zaragoza, en compensación 
de ciertas misas que según escrituras de 
6 de julio de 1753, 23 de mayo de 1789 
y 19 de noviembre del mismo año, se 
comprometió á. celebrar en su iglesia la 
comunidad de dominicos de San Ilde- 
fonso de la misma ciudad, mediante las 
cantidades que al éfecto percibió. Esta 
resolución se dieta eon vista de la ley de 
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29 de abril de IS'm y art. 9.° de la de 
presupuestos de 1859. 

«Considerando que al incorporarse al Esta- 
do por las leyes de 1836 los bienes del clero 
rebufar reunió la. cualidad de acreedor y do 
deudor, consolidándose en el mismo los de- 
rechos y obligaciones de. las comunidades de 
religiosas de Santa Rosa y de dominicos de 
San Ildefonso , y por consiguiente cesó do 
derecho la acción civil que la primera tenia 
contra la segunda.» 

A la vez se dispone «que de esta de- 
terminación se dé conocimiento al Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia, á los fines 
que corresponda con arreglo al Conve- 
nio últimamente celebrado con la San- 
ta Sede.» 

jfi. 0. de 5 febrero de 1864. 

IX. — Son cargas de justicia los cansos constituidos so- 
bre ftncus de tos suprimidos conventos que fueron 
incorporados al Estado , y vendidos por este en con- 
cepto do libres. Sol) re las anualidades anteriores á 
1830 corresponde resolver á la Junta de la Deuda pú- 
blica. 

'Mac.) elimo. Sr. : He dado cuenta á la 
Reina (Q. 1). G.) del expediente instruido por 
esa Dirección en cumplimiento de la lev de 
2!) de- abril de 1855 para ¡levar á efecto ol re- 
conocimiento, en concepto de carga de justi- 
cia, do un censo importante i 18 rs. 13 mrs. 
anuales, que reclama D. José Gil y Roigo. 

En su consecuencia : 

Vista la copia expedida en forma de la es- 
critura otorgada en la ciudad de Rens á 20 de 
agosto de 1761, de la que consta que el re- 
verendo Juan Torres impuso, sobre los bie- 
nes de la comunidad de religiosos Carmelitas 
descalzos del convento de San Rafael de Ja 
villa tle Selva, un censo do 118 rs. 13 mrs. 
de réditos anuales; correspondiente al capi- 
tal de 3,946 rs. 22 mrs., á favor do Ja cape- 
llanía lumbar que se habia de fundar en el 
convento de Carmelitas descalzos de la mis- 
ma villa, según lo dispuesto por 1). Jaime Vir- 
gili, y que la referida comunidad se obligó á 
pagar ai Torres corno obtentor de dicha cape- 
llanía y sus sucesores , hipotecando al electo 
lodos sus bienes: 

Visto el testimonio de los autos seguidos en 
el Juzgado de Rens, del cual aparece, que por 
providencia de 5 de octubre de 1842, que 
va uso ejecutoria, Rieron adjudicados como li- 
bres á 1). José Gil y Roigé, Jos bienes de la ci- 
tada capellanía, fundada bajo la invocación ríe 
Adiestra Señora del Pilar, y que entre sus do- 
taciones se halla la del referido censo: 

Vista la comunicación de 30 de julio de 


1861 de la Administración de propiedades y 
derechos del Estado, de la cual resulta : que 
este se habia incautado , como únicos bienes 
procedentes de Jos padres Carmelitas de la 
Selva , de! convento de estos y de un huerto 
sito en aquel término; que el primero fué ce- 
dido en 1843 a! Ayuntamiento de la misma 
villa para objetos de utilidad pública, y el se- 
gundo se vendió en 3 de diciembre de 1841, 
como libre de todo gravamen, en la cantidad 
de 166,060 rs., que fué satisfecha en los pla- 
zos lijados, y que no parece se hubieran abo- 
nado por aquella Administración, ni por el 
clero, los réditos del censo de que se trata: 

Vista la solicitud que sobre dichos réditos 
deduce también el D. José Gil y Roigé, y la 
liquidación practicada por la referida Admi- 
nistración, en la que se incluyen todos los 
vencidos desde el año 1835: 

Vístala R. O. de 21 de marzo del año pró- 
ximo pasado do 1863, por la que se declara 
exceptuada de la incorporación al Estado de 
la expresada capellanía: 

Vista la ley de 29 de abril de 1855, man- 
dando proceder al reconocimiento y clasifi- 
cación de las cargas de justicia, y el art. 9,° 
ele la de presupuestos de 1859, estableciendo 
la forma en que lia de verificarse: 

Considerando que 1). José Gil \ Roigé ha 
justificado debidamente la imposición del cen- 
so á favor de Ja capellanía fundada por don 
Jaime VirgiJj, y su derecho á los bienes de 
esta en virtud del auto que causó ejecutoria, 
dictado por el juez competente y en juicio en 
que estuvo representada la Hacienda pública: 

Considerando que el Estado ha cedido y 
vendido como libres las fincas del convento 
de San Rafael de la Selva, afecta á dicho gra- 
vamen ; y que no constando haya este sido 
redimido , es evidente su obligación á res- 
ponder del mismo: 

Considerando que según la jurisprudencia 
establecida por las Rs. Ords. de 6 de abril y 
22 de mayo de 1861, 22 de febrero de 1862, 
y 15 de junio del año próximo pasado, proce- 
de el reconocer como carga de justicia la del 
expresado censo, por hallarse constituido so- 
bre fincas incorporadas al Estado, y vendidas 
por este en anteriores épocas en concepto de 
libres. 

Considerando que los réditos que se adeu- 
den legítimamente desde l.° de enero de 
1850 deben incluirse en el presupuesto de 
gastos del Estado, y no abonarse basta obte- 
ner el competente crédito, según lo determi- 
nado en el art. 10 de la ley de presupuestos 
de dicho año; y que en cuanto á los anterio- 
res, ó sea los devengados y no satisfechos has- 
ta fin de 1849, á la Junta de la Deuda públi- 
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ca en á la que corresponde resolver lo qúe 
proceda , .con sqjecion á lo dispuesto en la 
ley de 3 de agosto de 1851 y en el'roíglamen- 
to publicado para su ejecución: 

S. M. , conformándose con los dictámenes 
emitidos sobre el particular, por la Sección de 
Hacienda del Consejo de Estado , esa Direc- 
ción y la Asesoría general de este Ministerio, 
se ha servido confirmar el acuerdo de la Jun- 
ta de revisión y reconocimiento de cargas de 
justicia , por el que se reconoce como tai. la 
renta anual de 118 rs. 39 cents, á favor de 
D. José Gil y Roigé, y mandar asimismo que 
á su tiempo se incluya dicha obligación en el 
presupueslo de gastos del Estado, con la su- 
ma necesaria para el pago de la anualidad 
corriente y. demás que resulten adeudarse 
desde 1 85Ó inclusivo, sin que pueda proce- 
derse á satisfacerlas mientras no se obtenga 
el crédito legislativo correspondiente : y que 
respecto á las cantidades vencidas basta fin 
1849, se remíta el expediente en su dia á la 
Junta de la- Deuda pública para que, con ar- 
reglo á sus atribuciones, resuelva lo que pro- 
ceda.— De Real órdon, etc— Madrid 5 do fe- 
brero de 1864. — Trúpita.» (Gaceta 15 de id.) 

ñ. O. de 24 febrero de 1864. 

X,— Reconociendo la venia anual correspondiente á 
las alcabalas de Tudela, adquiridas á título oneroso. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente promovido por 
el conde de Robres en solicitud de que se re- 
conozca como carga de justicia la renta anual 
de 12,410 rs. 98 cents, por las alcabalas de 
la villa 'de Tudela de Duero , en la provincia 
de Valladolid. 

En su consecuencia: 

«Vista la Real carta de privilegio, expedida 
en Madrid por el Rey de D. Felipe IV á 25 de 
agosto de 1661, aprobando-la venta hecha á 
D. Andrés de Sarria de las alcabalas pertene- 
cientes á la Hacienda en la villa de Tudela de 
Duero en precio de 17.373,940 maravedís en 
moneda de plata, que consta satisfizo el com- 
prador al Tesoro según la carta de pago que 
se inserta en el mismo privilegio: 

Vista la Real cédula expedida por el Rey 
D. Carlos II en el Buen Retiro á 4 de noviem- 
bre de 1683, de laque resulta que á conse- 
cuencia del juicio de tanteo incoado por la 
villa de Tudela, y en virtud de providencia 
del Consejo de Hacienda, D. Juan de Sarriá, 
hijo del D. Andrés y sucesor en sus derechos 
y obligaciones, entregó al Tesoro 5.757,776 
maravedís de vellón como aumento de precio 
de las referidas alcabalas: 

Vista otra' Real cédula expedida por el Rey 


D: Felipe V en Madrid- á 4 ■ de abril de 171 3, 
declarando exceptuadas de la incorporación 
acordada como medida general las aleabas de 
que se trata; 

Vista la copia de la liquidación formada por 
las oficinas de Hacienda de Valladolid en 
27 de noviembre de 1845 á los partícipes de 
alcabalas de la misma , en la que figura el 
conde de Robres por la cantidad que reclama: 

Vista la certificación expedida en 7 de no- 
viembre de 1863 por la Administración de 
Hacienda pública de Valladolid, en virtud de 
orden del Gobernador de la provincia , y 
prévia citación del promotor fiscal de Hacien- 
da, por la que con refeTencia á los libros exis- 
tentes en aquella Administración de las cuen- 
tas abiertas á los perceptores de alcabalas 
desde el año 1829 al de 1844, arabos inclusi- 
ve, se comprueba la certeza de la liquidación 
antes mencionada: 

Visto el art. 16 de la ley de presupuestos 
de 1845, por el cual etc. 

Vista la ley de 29 de abril de 1855. 

Considerando que resulta justificada la ad- 
quisición de las alcabalas de la villa de Tudela 
de Duero por título de compra , cuyo precio 
ingresó en el Tesoro: 

Considerando que también lo está la can- 
tidad percibida por el sucesor del compra- 
dor durante el quinquenio anterior al año de 
1845, y que por tanto no existe duda respec- 
to de la legitimidad é importe de esta carga 
de justicia; 

S. M., conformándose con los dictámenes 
que sobre el particular han emitido la Sec- 
ción de Hacienda del Consejo de Estado . esa 
Dirección y la Asesoría general de este Minis- 
terio, se ha servido confirmar el acuerdo de 
la Junta de revisión y reconocimiento de car- 
gas de justicia, por el que se reconoce como 
tal á favor del conde de Robres la renta de 
•12,410 rs. 98 cénts. anuos que le correspon- 
de percibir por las alcabalas de la villa de 
Tudela de Duero , para cuyo pago y e) de los 
atrasos resultantes desde 1852 deberá pre- 
viamente solicitarse el oportuno crédito le- 
gislativo en la forma que previene el art, -10 
de la ley de presupuestos de 20 de febrero 
de 1850.» 

R. O. de 2 enero de 1865. 

XI.— Censos afectos á fincas compradas por el Es- 
tado con dicha carga. 

Por esta Real orden se confirma el 
acuerdo de la Junta de revisión y reco- 
nocimiento de cargas de justicia por el 
que se reconoce como tal la renta anua de 
4.300 rs. á favor de doña Josefa y doña 


I 
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Dolores Teijeiro, dueñas del capital que ! 
constituye el censo impuesto sobre unas i 
lincas que con dicha carga compró el j 
Estado en 1 8 "i 8 con destino á palacio ¡ 
arzobispal de Valladolid. | 

Considerando que los documentos unidos j 
;il expediente prueban de una manera indu- j 
Pilada la imposición dei censo de 150.000 rs. i 
de capital y 4.500 de réditos anuales sobre j 
las lincas adquiridas por el Estado con desdi- j 
no á palacio arzobispal de Valladolid, y el i 
derecho que tienen al mismo doña Josefa y ¡ 
doña Dolores Teijeiro y Tapia en las por- , 
• •iones que respectivamente representan y : 
les fueron adjudicadas por fallecimiento de su ¡ 
padre el marqués de Viliasanle: I 

Considerando que el Estado al adquirir ' 
dichas lincas contrajo la obligación de reco- , 
nocer y pagar Jos gravámenes á que estaban ; 
afectas, en cuyo cumplimiento ha sa lisie— j 
cho Jos rédilos del expresado censo hasta el ■ 
año de 1861, en que por acuerdo do Jas Cor- j 
les so eliminaron del presupuesto del Minis- ¡ 
l.erio de Gracia y Justicia: 

Considerando que los réditos expresados 1 
no pueden imputarse al clero en su dotación, 
y que las asignaciones de los prelados se ba- 
ilan exentas de todo descuento por razón de ( 
los palacios ó casas que habiten, conforme á i 
lo prescrito en el citado Convenio y Con- 
cordato. 

Y considerando que no consta se haya re- j 
dimido el censo ni indemnización en otra for- ¡ 
mn al acreedor. 

R. O. de 17 abril de 18C5. 

XII.— Canses ,i carpo Je fincas de comunidades. 

Se dicta igual resolución que liemos visto 
por la R. 0. (le 5 febrero i 854 (núm. IX), y se 
reconoce como carga de justicia una pensión 
anual de 33 rs. 89 cents procedente de finca 
incorporada ai Estado y vendida como del ¡ 
cloro regular antes de ¡a ley de l.° de mayo 
de i 855 con vista de las de 29 de abril de 1855 I 
y 25 mayo de 1859, y de las lis. Ords. de 8 ] 
de abril y 22 de mayó de 1861 , de 22 v 26 de ¡ 
febrero de 1862 y 13 de junio de 1863, por i 
las cuales se reconocen cunto cargas de jus- 
ticia aquellas que afectaban á las fincas' in- 
corporadas al Estado y vendidas por este en 
anteriores épocas en concepto de libres. 

R. 0. de 25 abril de 1865. 

XIII.— Alcabalas concedidas graciosamente. Se decla- 
ra la caducidad de una procedente Je alcabalas so- 
rregadas de la corona graciosamente á favor de se- 
ñoríos jurisdiccionales siendo aplicables á este caso 
las leyes recopiladas sobre reversión, y las de se- 
ñoríos. 

(Hác.) He dado cuenta á la Reina (que 


Dios guarde) del expediente instruido por 
esa Dirección, en cumplimiento de la ley de 

29 de abril de 1855, para la revisión de la 
carga de justicia de 4.273 rs. 45 cénts. anuos 
que en equivalencia de las alcabalas de) pue- 
blo de Yaldeverdeja, provincia de Toledo, 
percibe la condesa del Monlijo, y forma parte 
de la de 51.815 rs. 80 cénts., que figura a) 
núm. 563, art. l.°, capítulo \ .°, sección 4. a 
del presupuesto de gastos vigente. 

En su consecuencia: 

Yisla la Real carta de privilegio escrita en 
pergamino y librada en Valladolid á 16 de 
noviembre de 1429, según la cual el Rey 
Don Juan II hizo merced y donación perpe- 
tua á Pedro de Stúñiga, su justicia mayor y 
de su Consejo, de varias villas y lugares, entre 
estos el de Yaldeverdeja, con sus casas, for- 
talezas, términos, vasallos, jurisdicción civil 
y criminal, mero y misto imperio, fueros, 
rentas, martiniegas, alcabalas y cualesquiera 
tributos y derechos inherentes al señorío de 
los indicados pueblos, excepto las mineras 
de oro v plata que reservaba á la Corona: 

Vista, la Real cédula de confirmación libra- 
da en San Lorenzo á 15 de octubre de 1732 
por el Rey Don Fernando VI, en la que 
se relacionan varios privilegios otorgados á 
Jos antecesores del conde de Miranda, enu- 
merándose en Iré ellos el de. que se trata, y 
además se hace mérito de otra cédula de 
confirmación de los misinos, expedida por el 
Rey Don Felipe V en 22 de noviembre de 
1709, por ha cual se declaran preservados de 
la incorporación á la corona las alcabalas, 
tercias y demás derechos de que gozaba el 
conde eñ las referidas villas y lugares. 

Vistas las leyes 8. a y 9. a , tít. VIH, libro VII 
de la Nov. Recop., en las cuales se consigna 
el principio de (fue debía recuperar la coro- 
na lodo lo enajenado de la misma sin justo 
y electivo precio, ó cuando en las ventas ó 
contratos hubiera intervenido lesión: 

Vistas las leyes 10 y 11 del mismo título y 
libro, por las que se declara que las excep- 
ciones de incorporación y las cédulas de 
confirmación de oficios y derechos enajena- 
dos de la corona, especialmente de alcabalas 
y mercedes enriqueñas, no daban á sus po- 
seedores mayor derecho que el que teman 
en virtud de los títulos primitivos: 

Visto el decreto de las Cortes de 6 de agos- 
to de 1811 y la ley de 3 de mayo de 1823, 
restablecidos en 2 de febrero de 1837, y la 
ley de 26 de agosto de este último año, de- 
terminando la abolición de los señoríos juris- 
diccionales, las prestaciones reales y perso- 
nales anejas é inherentes á los mismos y los 
privilegios de igual origen , que los señoríos 
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territoriales y solariegos quedaran en la clase de la Corona en favor de los señoríos juris- 
de los demás derechos de propiedad particu- ! diccionales lo fueron siempre en el concepto 
lar, si no eran de aquellos que por su natu- de privilegio concedido á estos, ya por gracia 
raleza debían incorporarse á la nación, ó de ó liberalidad de los soberanos, ya por título 
los en que no se habían cumplido las condi- oneroso, y ja por recompensa' de grandes 
ciones con que se concedieron: que para este 5 servicios: 

efecto se presentasen los títulos de adquisi- Considerando que habiéndose acordado la 
eion, ó bien la ejecutoria obtenida en el caso reversión á aquella de todo lo enajenado de 
de haber sufrido el juicio de incorporación: y ' Ja misma sin justo y efectivo precio; que las 
que los poseedores de dichas prerogativas por ' cédulas de confirmación no dieran á sus 
título oneroso serian reintegrados del capital poseedores mas derecho que el que tuviesen 
que resultase de los títulos de adquisición, así ¡ en virtud de los títulos primitivos: y que 
como á los que lo fueron por recompensa de las prerogativas señoriales fueran incorpora- 
grandes servicios reconocidos, se les indeni- das á la nación, indemnizándose tan solo las 
nizaria en la forma que designase el Gobierno obtenidas por título oneroso ó en renmnera- 
consultándolo con las Cortes: clon de grandes servicios; no puede rccono- 

Visto el R. D. de 30 de mayo de 1817, por . cerse en los señores jurisdiccionales derecho 
el que fueron abolidas las alcabalas y oíros alguno á las alcabalas que les fueran con ce- 
derechos enajenados de la Corona, mandan- didas graciosamente: ó bien- sea al reintegro 
dose que en adelante los dueños particulares de su importe, por haber variado la forma de 
percibieran su valor computándole por el año la percepción de esta renta y la del pago á 
común de un quinquenio: los partícipes: 

Vista la ley de presupuestos de 23 de mayo Considerando que las leyes de Ja Novísima 
de i 845, por la cual se refundieron las alca- Recopilación y las de señoríos que así ¡o de- 
balas y demás rentas provinciales en la con- terminan, citadas anteriormente, no lian sido 
tribucion de consumos, y se dispuso que de derogadas, y constituyen la legislación espe- 
los productos de esta se abonará á los dueños cial que debe aplicarse al caso concreto de 
de alcabalas y cientos enajenados de la Ha- que se trata, con arreglo á lo establecido en 
cienda pública la cantidad que resultara ha- el art. 9.° de la ley de presupuestos de 1859: 
berles correspondido en el año común del úl- Considerando que al prescribirse la nueva 
timo quinquenio: forma de la percepción y pago de las alcaba- 

Vista la ley de 29 de abril de 1855 , p res- las en el R. D. de 1817 y en la ley de presu- 
cribiendo el reconocimiento y clasificación de puestos de 1845, se reconoce también el prin- 
todas las cargas de justicia: cipio de no ser indemnizadles las obtenidas á 

Visto el art. 9.° de la ley de presupuestos título gracioso, puesto que se ordena que Ja 
del año 1859, por el cual se determina que satisfacción se verifique á los dueños do las 
la revisión y reconocimiento de dichas cargas ¡ que hubieran sido enajenadas déla Hacienda 
se verifique en lo sucesivo por la Junta que i pública: 

establece, y que esta deberá aplicar la legis- || Considerando que la revisión de las cargas 
lacion especial que corresponda en cada caso, ¿ de justicia prevenida en la referida ley de 
y fundar sus declaraciones en los hechos que 1855, supone asimismo la necesidad de que 
resulten justificativos: los perceptores lo fueran en virtud de títulos 

Vista la Real órden inserta en la Gaceta legítimos, y que tratándose de derechos en- 
de 17 de marzo de 1862, dictada á consulta ajenados de la Corona procedieran de causa 
de la Sección de Hacienda riel Consejo de Es- onerosa y remuneratoria, en conformidad ¡i 
tado, por la que se declara caducada Ja carga ! las enunciadas disposiciones: 
de justicia que en equivalencia de las aleaba- Considerando que en la citada R. 0. de 17 
las de San Pedro de la Tarce percibía la con- de marzo de 1862 se corrobora dicha docíri- 
desa del Montijo : (Véase el núm. XXI.) na, la cual ha sostenido últimamente el Con- 

Visto el R. D. de 15 de febrero de 1862 sejo de Estado al informar en otro expediente 
expedido como resolución final en el pleito de igual naturaleza promovido á instancia del 
entre el Ayuntamiento de Fuencaliente y la Ayuntamiento de Sotillo: 

Administración del Estado, por el cual se re- Considerando, por último, que las alcabu- 
couoce que en las declaraciones de caducidad las del pueblo de Valdeverdeja fueron conce- 
de las cargas de justicia no debe determinar- 1 didas á Pedro Stúniga, causante de la conde- 
se el reintegro de lo percibido en este con- sa del Montijo, por título meramente gracioso 
cepto por los interesados, sino únicamente que las confirmaciones no han podido dar ¡i 
la casación en lo sucesivo del pago de aquellas: esta donación de la Corona el derecho de que 
Considerando que las alcabalas segregadas carece para que se la estime indemnizable; y 
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que la devolución de lo percibido por este 
concepto no corresponde, según lo determi- 
nado en dicho R. D. de 15 de febrero de 
1802; S. M. conformándose con los dictáme- 
nes que acerca del particular han emitido la 
Sección de Hacienda del Consejo de Estado, 
esa Dirección y la Asesoría general de esto 
Ministerio, se lia servido confirmar el acuer- 
do de la Junta de revisión y reconocimiento 
do cargas de justicia, por el que se declara 
caducada la de que se f rain . — De Real or- 
den ele. — Madrid 25 de abril de 1865. — Cas- 
tro. — Sr » (Gaceta 16 mayo.) 

R. O. de 26 abril de 1865. 

XIV. — Alcubulns . — Es abonable á un Ayuntamiento la 
rauta anual proeeiiente de las alcabalas de su con- 
cejo que compró á VeLpo III. lteitlu general sobro 
la liquidación á ios participes de aquellas. 

(ÍIac.) He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido por esa 
Dirección general, para llevar á electo la re- 
visión de la carga de justicia de 5.290 rs. 21 
céntimos anuos, que bajo el núm. 572, artícu- 
lo I. 1 ’, cap. VI, de la sección 4. a del presu- 
puesto vigente ligara á favor del Ayunta- 
miento de Polán, como partícipe délas alca- 
balas del Jugar de su nombre en la provincia 
de Toledo: 

En su consecuencia- 

Visto el privilegio original expedido en es- 
ta córte por el Sr. L). Felipe III á 28 de agos- 
to de 1614, en el que se inserta una Real 
carta de venta del propio monarca, por la que 
enajenó al concejo, justicia y regimiento del 
dicho lugar de Polán las alcabalas del mismo 
pueblo: en precio de 2.025.300 maravedís. 

Vista la Real cédula de confirmación dada 
por la Reina Gobernadora, su lecha 22 de ju- 
nio de 1710, por la que aprobando y ratiíi- 
caudo en favor del concejo de Polán, el privi- 
legio y carta de venta de 1614, declaró á Ja 
vez exceptuadas las predichas alcabalas del 
decreto de incorporación y valimiento. 

Visto el decreto délas Cortes de 6 de agos- 
to de 1811, por el que se mandaron incorpo- 
rar á la nación todas Jas alcabalas enajena- 
das de la corona, devolviendo el precio de 
egresión á aquellos que las hubieren adqui- 
rido por título oneroso: 

Vista Ja ley de presupuestos del año de 
1845, por cuyo art, 16 se dispuso que do los 
productos del derecho de consumos se satis- 
faciese á Jos dueños de alcabalas j cientos 
enajenados de la Hacienda pública, ínterin se 
les indemnizaba definitivamente, la cantidad 
que resultase haberles correspondido en el 
abo común del último quinquenio: 


Vista la ley de 29 de abril de 1859 y el ar- 
tículo 9.° deTa de presupuestos de 1859: 

Considerando que por el mérito que ofrece 
el Rea! privileg o de 28 de agosto de 1614, es 
un hecho evidente que el Ayuntamiento del 
lugar de Polán adquirió las alcabalas de su 
concejo de la majestad del señor I). Felipe III, 
mediante la entrega que para ello hizo del 
precio en que fueron estimadas : 

Considerando que por el carácter esencial- 
mente oneroso de la enajenación fué esta 
conJirniada y exceptuada de la incorporación 
y valimiento por Real cédula de 22 de junio 
do 1710: 

Considerando que no habiendo sido de- 
vuelto el precio de egresión, ni indemnizado 
de otra manera el Ayuntamiento de Polán, 
subsiste por parte de! Estado la obligación de 
satisfacer anualmente á dicha municipalidad 
la renta de que queda hecha referencia. 

Considerando que apurados los medios de 
investigación sobre el paradero de los com- 
probantes que sirvieron de base á las liquida- 
ciones practicadas a esta clase de partícipes, 
en cumplimiento de lo mandado por el ya ci- 
tado art. 16 de Ja ley de presupuestos de 
1845, sin que hayan podido ser habidos, esta 
circunstancia no puede estimarse como bas- 
tante y justa para que con perjuicio de los in- 
teresados siga por mas tiempo en suspenso 
la resolución deiinitiva de esta clase de recla- 
maciones: 

S. M., conformándose con los dictámenes 
emitidos sobro el particular por la Sección de 
Hacienda del Consejo de Estado, esa Direc- 
ción y la Asesoría general de este Ministerio, 
ha tenido á bien confirmar el acuerdo de la 
Junta de revisión y reconocimiento de cargas 
de justicia, por eí que se declara subsistente 
la de que se trata; y mandar á la vez que para 
ia justificación del total importe de la renta 
anual en los expedientes de naturaleza análo- 
ga, sirva de pauta el resultado que ofrezca la 
liquidación que por la Administración de Ha- 
cienda de la respectiva provincia se practica- 
rá á cada partícipe, en cumplimiento de lo 
que se determinó por el art. 16 dela leyde 
presupuestos de 1845, sin perjuicio de que, 
con relación al caso actual, corno á los demás 
de su clase, se continúe gestionando para ha- 
llar los documentos comprobantes de dichas 
liquidaciones y rectificar las diferencias que 
pudieran resultar. De Real orden, etc. —Ma- 
drid 26 de abril de 1865.— Castro.— Sr. Di- 
rector general del Tesoro. ( Gac . 15 junio.) 

XV. Por otra R. 0. de 5 de junio 
de 1866 se declaró subsistente una que 
perciben los propios de Villameriel por 
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el concepto de alcabalas, por haber sido 
segregadas de la Corona á título oneroso, 
y no haber sido reintegrado dicho pue- 
blo del precio de egresión. 

R. O. de 26 abril de 1865. 

XVI.— Alcabalas adquiridas á título gracioso. 

Se declara por esta Real orden cadu- 
cada una renta de 4.358 rs. 74 céntimos 
anuos que á título de partícipe de las 
alcabalas de Jos pueblos El Gordo, Pue- 
bla de Naeiados, Berrocalejo, Talavcra 
la Vieja y el Bohonal, provincia de Caca- 
res, percibió la condesa del Montijo, y 
figuraba al núm. 1Ü6, art. l.°, capítulo 
único, sección 4. a del presupuesto de 
gastos del Estado, siendo los fundamen- 
tos de esta resolución enteramente igua- 
les á la de 25 de abril, núm. XIII. 

XVII. — Por otra Real orden de la mis- 
ma fecha, se declara también caducada 
otra renta procedente de las alcabalas del 
pueblo de Candelera adquiridas á título 
gratuito, que asimismo percibía la con- 
desa del Montijo; por los mismos funda- 
mentos legales que la anterior. ( Gaceta 
13 junio.) 

R. O. de 10 de noviembre de 186o. 

XVILl.— Las alcabalas segregadas de la Corona á Ululo 
gracioso y enajenadas después en virtud de facultad 
Real á ím tercero de quien las tanteó un Ayunta- 
miento son indemnizadles como carja de justicia. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido por esa 
Dirección, en cumplimiento déla ley de 29 
de abril de 1855, para llevar á efecto Ja revi- 
sión de la carga de justicia de 830 escudos 
606 milésimas que figura al núm 95, art. l.°, 
capítulo l.°, sección 4. a del presupuesto de 
gastos del Estado, y percibe el Ayuntamiento 
de Sotillo en la provincia de Búrgos. 

En su consecuencia: 

Vistas las copias impresas de los privilegios 
expedirlos por el Rey D. Felipe III en 11 de 
noviembre de 1599 y 31 de enero de 1007 
por los que en remuneración de los muchos 
servicios que D. Francisco Gómez Sandoval 
y sus antecesores habían prestado, le hizo 
merced del ducado de Lorma y sus villas, 
lugares y tierra, con sus prédios y derechos, 
tercias y alcabalas, facultándole para que pu- 
dieran amayorazgarle: 

Vista la cédula expedida por el mismo Rey 
D. Felipe 111, en 28 de abril de 1603, faoul- 
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tando al duque de Lerrna y sus sucesores 
para que pudiera nombrar ejecutores para 
Ja cobranza y administración de las alcabalas 
y tercias, y demás derechos que poseia en los 
lugares y villas que se mencionan , entre las 
que se halla la villa de Garniel de Mercado: 

Visto el testimonio de la Real cédula de 
confirmación librada por el Rey Don Felipe V 
en 14 de enero de 1720 á favor del duque de 
Medinaceh, sucesor del de Lerrna, excep- 
tuando de la incorporación á la Corona las 
tercias y alcabalas del lugar de Sotillo que 
parece había sido aldea de la villa de. Giuniel 
de Mercado, comprendida en los títulos ante- 
riores: 

Vista la Real cédula original de Don Car- 
los III, expedida en 16 de setiembre de 1760, 
por la que se aprobó y confirmó la venta que 
de la villa de Sotillo, sus rentas , tercias y al- 
cabalas y demás derechos que Je correspon- 
dían, hizo el duque de Medinaeeli en favor 
del marqués de Iturbieta por la cantidad de 
un millón de reales que recibió el primero 
para beneficiar los demás bienes de su ma- 
yorazgo: 

Vista la Real carta ejecutoria del Consejo 
de Castilla librada en 13 de febrero do 1761, 
de la que resulta que la villa de Sotillo inter- 
puso demanda de tanteo á la jurisdicción, al- 
cabalas y demás derechos enajenados por el 
duque de Medinaeeli al marqués de Iturbieta: 
que citado y emplazado éste, se mostró parte 
en los autos, y después do algunas actuacio- 
nes, manifestó conformidad con Ja demanda, 
siempre que la villa de Sotillo le pagara el 
nnlion de reales que él habia satisfecho al 
duque de Medinaeeli y demás gastos que le 
habían ocurrido: que en electo la menciona- 
da villa pagó al marqués de Iturbieta el millón 
de reales que habia este darlo a! duque de 
Medinaeeli, y además una cantidad alzada en 
que se convinieron por Jos otros gastos he- 
chos por el marqués, y que en su consecuen- 
cia el Consejo declaró que los mencionados 
derechos correponrlían á Ja villa de Sotillo, á 
quien se dio posesión judicial de ellos, en vir- 
tud de la Real provisión del mismo Consejo 
en 14 de febrero de 1761.- 

Visla la Real cédula de confirmación deí 
Rey Don Fernando Vil, fecha 14 de junio de 
1817 á favor de la mencionada villa de Soti- 
llo de las alcabalas, tercias y demás derechos 
que disfruta, de la que consta satisfizo el de- 
recho de valimiento: 

Vistas las leyes 8. a y 9. a del lib. IX, til. VIJI 
de la Nov. ftecop., por lasque ul Rey Don 
Carlos H mandó reconocer todo lo que se 
habia enajenado de la Corona, y que se re- 
cobre sin resarcimiento lo que se hallase Da- 
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Ijersido conseguirlo graciosamente ó sin justo 
v electivo precio. 

Visto el Fi. I*. de 30 mayo de 1817 y la ley 
de presupuestos de 1845" que convirtieron 
Jos derechos de alcabalas en reñías ¡¡ dinero, 
v consignaron su importe sobre los ingresos 
de) Instado; 

Vista Ja ley de 29 de abril de 1855 mandan- 
do proceder al reconocimiento y dasilicacion 
de ledas las cargas de justicia, y el art. !).” 
la de presupuestos de -i 859 estableciendo la 
forma en que debe verificarse: 

Nisto el acuerdo de la Junta revisora do las 
cargas de justicia de 20 de junio do 1861 y el 
informe de la mayoría de ía Sección de Ha- 
cienda del Consejo de listado, evacuado en j 
22 de marzo de 1802 , que opinaban por la 
caducidad de esta obligación: 

Yisio el informe del Consejo de Estado en j 
pleno de t. u de febrero del corriente año de ¡ 
1805, que así como la minoría de ía Sección 
de Hacienda, opina por la subsistencia de 
esta carga: 

Considerando que no puede desconocerse 
la legalidad de la enajenación por el duque 
de Medinaceli: puesto que poseyendo las al- 
cabalas en virtud de un título legal, cual era 
Ja donación del .Monarca, pudo verificar sobre 
las mismas Jos contratos que considerase con- 
venientes, máxime impetrando la Real apro- 
bación, como se ha verificado respecto de las 
alcabalas de que se trata: 

Considerando que la villa de Solido venia 
percibiendo dichas alcabalas mas de un siglo 
en virtud del título de compra, previa la en- 
trega del precio estipulado, cuya enajenación 
se confirmó últimamente por el Rey Don Fer- 
nando Vil, y percibiendo además el Estado 
ios derechos de valimiento y demás servicios 
impuestos á estas enajenaciones; S. M. de 
conformidad con lo informado sobre el parti- 
cular por el Consejo de Estado en pleno, de- 
clara subsistente la carga de justicia de que- 
so traía. — De Real orden etc. — Madrid 10 de 
noviembre de 1805. — Alonso Martínez.' — Se- 
ñor Director general del Tesoro público.» 

( Gacela 27 noviembre.) 

R. O. de 13 febrero de 1866. 

XIX. — Mandando abonar una, y los réditos que no 
hayan proscrito con arreglo á la ley de contabilidad 

Por esta Real orden se reconoce como 
carga de justicia una renta anual de 197 
escudos 50 milésimas á favor de ia con- 
desa de ibangrande, en equivalencia de 
los productos del servicio ordinario y 
extraordinario y 15 al millar de la villa 
de Pinto, que dio á sus antecesores en 
empeño de juro al quitar el Rey D. Gar- 


los ri y en su nombre la Reina Gober- 
nadora" Doña Mariana de Austria y l os 
del Consejo y Contaduría mayor de Ha- 
cienda , en 1 .875.888 maravedís de pl a . 
ta , según consta de la Real carta de 
privilegio. La referida condesa ha acre- 
ditado en el expediente que desde el 11 
de enero de 1830 está en posesión de di- 
cho título que la dá la personalidad, y 
que desde entonces vino cobrando dicha 
renta hasta 1843. 

Se citan en la resolución la ley de 29 
de abril de 1855, ia R. 0. de 30 de ma- 
yo del mismo año, el art. 10 de la ley de 
presupuestos de 20 de íefrero 1850, y el 
9.° de la de 1859, prescribiendo reglas 
para la revisión , reconocimiento y pago 
de las cargas de justicia. He aquí el con- 
siderando último con la resolución: 
«Considerando que la condesa de Iban- 
grande ha justificado cumplidamente su per- 
sonalidad como poseedora de los referidos 
mayorazgos, y por lo tanto el derecho que 
le asiste al cobro de la pretendida renta y á 
las que por razón de atrasos no hayan pres- 
crito con arreglo á lo establecido en el art. 18 
de Ja ley de contabilidad y en la R. O. de 25 
de febrero de 1 863 (4); S. M., conformándose 
con los dictámenes que sobre el particular 
han emitido Ja Sección de Hacienda del Con- 
sejo de Estado , esa Dirección y la Asesoría 
general de este Ministerio, se lia servido con- 
firmar el acuerdo de la Junta revisora de car- 
gas de justicia, por el que se reconoce como 
tai ;í favor de la condesa de Ibangrande la 
renta anual de 197 escudos 50 milésimas que 
tiene derecho á percibir en equivalencia de 
los productos del servicio ordinario y extraor- 
dinario y 15 al millar dé la villa de Pinto; de- 
biendo incluirse dicha cantidad con las que 
correspondan por atrasos en el presupuesto 
de obligaciones generales del Estado, sin pro- 
cederse á su abono hasta que se obtenga el 
competente crédito legislativo.— De Real’ úr- 
deme te. —Madrid 13 de febrero de 4 866.— 
Alonso Martínez.» ( Gaceta 14 marzo.) 

R. O. de 14 febrero de 1866. 

XX.— Donaciones Reales , declarando caducada una 
que por razón de alcabalas percibía la condesa del 
Mojí lijo como procedente de concesión graciosa ó de 
pura merced, sin carácter alguno oneroso. — Los ser- 
vicios de mayordvutia y camarería palaciega no 
bastan ¿justificar donaciones á perpetuidad do ren- 
tas do la Corona. 

(Hac.) «He dado cuenta tí la Reina (que 

(i) Es la inserta en la pájr. 38 con el nú- 
mero lii. 
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Dios guarde) del expediente instruido por esa 
Dirección en cumplimiento de la ley de 29 de 
abril de 1855 para llevar á electo la revi- 
sión de la carga de. justicia de 992 escudos 
854 milésimas anuales que por razón de las 
alcabalas de üasarrubios del Monte, Venta de 
la Relamosa y Yalmo judos, provincia de To- 
ledo, percibe Ja condesa del Montijo, y forma 
parte de Ja de 5,181 escudos, 580 milésimas 
que íigura alnúm. 563, art. l.°, capítulo I, 
sección 4. a del presupuesto de gastos vi- 
gente. 

fin su consecuencia: 

Visto el privilegio otorgado por los Reyes 
Católicos en 22 de enero de 1474, con Jos si- 
guientes que están literalmente consignados 
en la ejecutoria del Consejo de Hacienda de 
fecha 16 de diciembre de 1687: 

Vista la exposición y renuncia firmada por 
la Princesa á 25 de febrero de 1479, en la 
que acatando los muchos, buenos y dilatados 
servicios que Gonzalo Chacón, su mayordo- 
mo y contador mayor, y Clara Albarnaez, su 
camarera mayor, le habían hecho y hadan 
cadia dia, quería renunciar y traspasar, como 
.por la presente renunciaba y traspaba en 
ellos los 40.000 mrs. que por su vida tenia si- 
tuados y tasados en las alcabalas de Casarru- 
bios y su tierra para que los gozasen ambos ó 
cada uno de ellos desde aquel dia en adelante, 
para que en todas sus vidas de ellos y de cada 
uno de ellos, de la. misma manera y con las 
mismas facultades con que ella los disfrutaba, 
concluyendo en suplicar que la merced de 
por vida se convirtiere en merced perpétua 
y por juro de heredad : 

■ Vista á su continuación la resolución del Rey 
haciendo saber á sus contadores mayores que 
su voluntad era que los 40.000 mrs. que 
Gonzalo Chacón y su mujer Clara Arbarnaez 
«dimitían é tienen por merced en cada un 
año para en todas sus vidas, que las hayan é 
tengan de mí por merced en cada un año 
por juro de heredad para siempre jamás, para 
sí y sus sucesores.» 

Vista la ley 9. a , tít. VIII, lib. Vil de la 
Aov. Reeop., en que se consigna el princi- 
pio de que la Corona debía recuperar lodo lo 
enajenado de la misma sin título y efectivo 
precio: 

Vistas varias cláusulas del testamento con 
que falleció el Sr. D. Carlos 11: 

Vistas las leyes 10 y 11 del mismo título y 
libro, en que se declaró que ni las cédulas de 
exención ni incorporación , ni las confirma- 
ciones concedidas á los poseedores de oficios 
enajenados, especialmente de alcabalas, da- 
ban á estas mas validez que la que tenían en 
virtud de los títulos primitivos: 

Tomo IÜ, 
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Visto el Real decreto inserto en la Gacela 
de 17 de marzo de 1862 declarando, á con- 
sulta del Consejo de Estado, caducada la car- 
ga de justicia que eu equivalencia de las al- 
cabalas del pueblo de Tarce cobraba la Con- 
desa del Montijo desde 1635: 

Vista la ley de 29 de abril de 1855: 

Visto el informe de la Asesoría general de 
este Ministerio, y el acuerdo de la Junta re- 
visora , conformes en que se declare cadu- 
cada esta carga de justicia, y las razones en 
que se fundan: 

Vistos los informes de la mayoría y mino- 
ría de la Sección de Hacienda del Consejo de 
Estado, proponiendo la primera la caducidad 
de dicha carga, y la segunda que se declare 
subsistente: 

- Visto lo informado por el Consejo en pleno 
opinando de conformidad con la Asesoría, Ja 
Junta revisora y la mayoría de la sección de 
Hacienda del Consejo: 

Considerando que esta concesión de alca- 
balas, que no se presenta original, era en su 
origen un mero juro de por vida, situado en 
Casarrubios del Monte, el que posteriormen- 
te y á instancia de la Princesa se mandó tes- 
tar de los libros de mercedes vitalicias, y 

situarlo como juro perpetuo 

Considerando que esta concesión , tanto 
cuando era de por vida, cotilo después de 
perpetuada, era de pura merced y graciosa, 
sin precio alguno que la hiciese indemniza- 
ble, y que esa misma cualidad y carácter con- 
serva después de la ejecutoria: 

Considerando que esta, que ha sido ganada 
en 1687, no puede neutralizar los efectos de 
la ley 9.% tít. VIII, lib. Vil de Ja Nov. Reeop. 
dictada eu 25 de enero de 1695, por lo que 
se mandó recuperar para la Corona todo lo 
enajenado sin justo y efectivo precio, ni las 
prescripciones de las dos siguientes publica- 
das en 1711 y 1742 páralos mismos efectos: 
Considerando que las alcabalas eran un 
impuesto y renta del Estado, el que cuando 
se abolieron se subrogó en un equivalente á 
dinero que los interesados habían de cobrar 
con nombre de cargas de justicia ínterin no 
se resolvía sobre su reincorporación á la 
Corona: 

Considerando que esta procede siempre, 
con solo la diferencia de que debe verificarse 
sin retribución cuando sin ella la concedió 
la Corona, y mediante una justa indemniza- 
ción cuando fueron adquiridas por precio 
efectivo ; que la de que se trata aparece con- 
cedida por méritos y servicios que ni se ex- 
presan ni designan, y cuya importancia y 
utilidad es hoy por lo misino imposible calificar: 
Considerando como meramente y de pura 

4 
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merced, sin carador alguno oneroso, ¡.ocias 
aquellas en las que los poseedores no acredi- 
ten con presentación del título primitivo de 
egresión haberlas obtenido por justo y efec- 
tivo precio, y que en este caso se hallan las 
de que se trata, adquiridas por servicios do- 
mésticos, sin precio ni desembolso alguno, y 
por consiguiente sin circunstancias que jus- 
tifiquen Ja indemnización : 

Considerando que el Sr. D. Carlos II , si- 
guiendo el impulso dado por sus antecesores 
á la reincorporación á la Corona de todo 
cuanto de ella por Jas calamidades de los 
tiempos se había desmembrado , consignó en 
su testamento las mas terminantes prescrip- 
ciones al efecto, revocando, y anulando, y 
dando por de ningún valor ni efecto la to- 
lerancia, cualquiera disimulación, permiso ó 
licencia que hubiese concedido é concediere, 
sin que pudiera aprovechar cualquiera tras- 
curso de tiempo, aunque fuese lid que no 
hubiere memoria de hombreen contrario, y 
siempre quedase ála Corona el derecho claro 
y expedito, y pudieran sus sucesores reincor- 
porar á la misma y Patrimonio Real las alca- 
balas, tercias, pochos y derechos como quiera 
á é! pertenecientes como cosa aneja á la Co- 
rona, y de que no había podido, ni podia, ni 
podría apartarse por tolerancia alguna: 
Considerando que estos servicios de ma- 
yordomía y camarería palaciega, por impor- 
tantes y útiles que se les supongan, nunca 
lo son tanto que basten á justificar donacio- 
nes ¡í perpetuidad de rentas de la Corona, 
prohibidas siempre en la de Castilla, rechaza- 
das por el espíritu del siglo, incompatibles 
con Ja legislación actual y con los derechos 
de Ja nación: 

Considerando que los títulos de confirma- 
ción y Jas exenciones de incorporación, cua- 
lesquiera que sean sus cláusulas , no atribu- 
yen á Jos poseedores mas derechos que los 
que por los primitivos Jes corresponden, ni 
disminuyen, ni rebajan los que al Fisco perte- 
necen para insistir en la incorporación ó en 
la caducidad en su caso: 
b. M., con (orinándose con los dictámenes 
emitirlos sobre el particular por la Asesoría 
general de este Ministerio, esa Dirección . la 
mayoría de la Sección de Hacienda del Con- 
sejo de Estado y el mismo Consejo en pleno, 
se ha servido confirmar el acuerdo de la 
Junta de revisión y reconocimiento de car- 
gas de justicia de 2 de junio de 1862, por el 
que se declara caducada la de que se trata, y 
que por tanto se elimino del presupuesto del 
Estado. — De Real orden etc. — Madrid 14 de 
lebrero de 1866. — Alonso Martínez. ( Gaceta, 
ií) marzo.) 


XXI. La Real orden (no Real decreto) 

de 28 de enero de 1862, que so inserta en 
la Gaceta de 17 de marzo de aquel año, 
declarando caducada la carga de justicia 
que percibía la condesa del Montijo por 
equivalencia de las alcabalas de S. Pedro 
de Tarce, está fundada en las leyes 8. a ála 
11, tú. VIH , lib. VII de la Nov. Rec., en 
que se consigna el principio de que debe 
recuperar la Corona lo enajenado de ¡a 
misma sin justo y efectivo precio, y que 
las confirmaciones no dan á ios poseedo- 
res mas derechos que los que tuvieron 
por los títulos primitivos de egresión; en 
el decreto de las Cortes de 6 de agosto 
de 181 ! , declarando abolidos los seño- 
ríos jurisdiccionales, y con derecho á 
indemnización los que los hubieran ad- 
quirido por título oneroso; en la ley de 
21) de abril de 1855 y en el art. 9.° de la 
de presupuestos de 1859. 

La misma doctrina se halla consigna- 
da por el Consejo de Estado en los Rea- 
les decretos-sentencias de 17 de marzo y 
4 de abril de 1864. 

R. O. de 23 abril de 1866. 

XXJt. — Prescripción . — Declarando la caducidad de un 
censo por halier prescrito la acción para reclamar 
el capital y réditos con arregio á la ley 63 de Toro 
y á la jurisprudencia establecida por 'el Tribunal 
Supremo. 

(Mac.) Expediente instruido en la Direc- 
ción del Tesoro por D. Bernardino , 1). Ra- 
món y doña Dolores Saenz Izquierdo, para 
que se reconozca como carga de justicia un 
capital de cerca de 15,000 ducados de plata 
doble, sobre bienes de un convento de la pro- 
vincia de Logroño, y se satisfagan anualmen- 
te sus réditos con las pensiones atrasadas. 
Solicitaron los Izquierdos como herederos del 
último poseedor de un vínculo fundado en 
1673, formando parte de él dicho censo, y 
probaban la constitución de este en 1668 coii 
una escritura segunda copia. La Junta de re- 
visión y reconocimiento de cargas de justicia, 
acordó la caducidad del derecho al capital y 
réditos, y por R. O. de 23 de abril se confir- 
ma este acuerdo en estos términos: 

«Vista la ley de 29 de abril de 1855, la Real 
orden de 30 de mayo siguiente, y el art. 9.° 
de Ja ley de presupuestos de 1859, determi- 
nando la revisión y reconocimiento de las 
cargas de justicia y forma de verificarlo. 

Vistas las leyes 1. a , 2. a , 3. a y 4. a , tit. XVI, 
libro X de la Nov. Rec., previniendo como 
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indispensable requisito la toma de razón en el 
oficio de hipotecas de las escrituras de impo- 
siciones de censos. 

Vista Ja ley 63 de Toro, ó sea la 5. a , títu- 
lo VIH, lib. XI de la No?. Ree. , disponien- 
do prescriba á los 30 aiios la acción Real hi- 
potecaria. 

Vistas las sentencias del Tribunal Supremo 
de Justicia de 24 de enero y 9 de marzo de 
1863, publicadas en las Gacetas de 30 y 14 
del respectivo mes, desestimando la impres- 
criptibilidad de los capitales de censos. 

Vista la R. O. de 25 de febrero do 1863, 
recaída en el expediente promovido por el 
conde del Valle de San Juan, v consulta á que 
dió margen sobre inteligencia del art. 18 de 
la ley de contabilidad, resolviendo que las 
cuestiones de prescripción de los capitales de 
las cargas de justicia se decidieran con arre- 
glo á la legislación común. 

«Considerando que del censo de que se 
trata no consta se tomase razón en la Conta- 
duría de hipotecas , y que esta falta, por mas 
que se estime subsanable, hace presumir que 
debió ser redimido, demostrándolo también 
así el hecho de no resultar se hubieran pa- 
gado ó reclamado sus réditos con anterioridad 
á la época en que filé incoado este expe- 
diente: 

«Considerando que de los documentos traí- 
dos al mismo no aparece que el referido cen- 
so constituyera parte de los bienes asignados 
por los contadores de la testamentaría del 
general D. Pedro Saenz Izquierdo, al mayo- 
razgo fundado por el mismo , y por consi- 
guiente que tampoco resulta esclarecido el 
derecho que solicitan los interesados en este 
expediente como herederos del último posee- 
dor de dicho vínculo: 

«Considerando que por parte de estos ó de 
sus causantes no resulta que hayan percibi- 
do los réditos del expresado censo, ni dedu- 
cido reclamación alguna durante el largo pe- 
ríodo de mas de 30 años, y por lo tanto que 
ha trascurrido con exceso el plazo marcado 
por la ley para estimar prescrita la acción ó 
derecho que en todo caso pudiera asistirlos: 

» Y considerando que la prescripl ibilidael de 
los capitales de censo, fundada en las citadas 
disposiciones legales, se halla en Ja actualidad 
reconocida por dichas sentencias del Tribu- 
nal Supremo de Justicia y otras que forman 
jurisprudencia; 

»S. M., conformándose con los dictámenes 
sobre el particular emitidos por la Sección de 
Hacienda del Consejo de Estado, esa Direc- 
ción y la Asesoría general de este Ministerio, 
se lia servido confirmar el acuerdo de la Jun- 
ta de revisión y reconocimiento de cargas de 


justicia, por el que se declara que no existen 
méritos para el reconocimiento del repetido 
i censo como carga de justicia, v que procede 
la caducidad de derecho de los interesados al 
capital y réditos del mismo. — De Real or- 
den, etc.— Madrid 23 de abril de i 866, — 
Alonso Martínez, « ( Gac . 10 mayo.) 

[{.O. de 14 mayo de 1866. 

XX IIL— Declarando caducada una procedente de alca- 
balas por haberse adquirido á Ululo gracioso. Seño- 
ríos. Mercedes enriqueñas. Reversión á la Corona. 

(Hac.) Por esta Real orden se decla- 
ra caducada una carga de justicia de 
2.188 escudos ‘289 milésimas á favor del 
duque de Escalona , duquesa de Uceda 
y duque de Frias por el equivalente de 
las alcabalas consignadas en la villa de 
Escalona y lugares de su tierra que han 
disfrutado los sucesores desde el reinado 
de Doña Isabel I, de D. Diego López 
Pacheco, marqués de Villena. Hé aquí 
los términos en que está concebida la re- 
solución; 

«Vistas las leyes 8. a , 9. a , 10 y 11, tít. VIH, 
lib. Vil de la Noy. Rec., por Jas que se esta- 
blece el principio de que a Corona debía re- 
cuperar todo lo enajenar o de la misma sin 
justo y efectivo precio , y se declara además 
que las excepciones de incorporación y las 
cédulas de confirmación, especialmente de 
alcabalas y mercedes enriqueñas, no dan á 
sus poseedores inas derecho que el que ten- 
gan en virtud de los títulos primitivos, ni su- 
plen los defectos de que puedan adolecer los 
mismos: 

Visto el decreto de las Cortes de 0 de agos- 
to de 1811, y la ley de 3 de mayo de 1823, 
restablecidos en 2 de febrero de i 837, como 
así bien la ley de 26 de agosto de este último 
año , determinando la abolición de los seño- 
ríos jurisdiccionales, Jas prestaciones Reales 
y personales inherentes á los mismos, y los 
privilegios de igual origen , como también la 
indemnización de los que hubieran sido ad- 
1 quiridos por título oneroso ó en recompensa 
: de grandes servicios reconocidos: 

Visto el R. ]). de 30 de mayo de 1817 y 
la ley de presupuestos de 23 de mayo de 
1845, convirtiendo las alcabalas en renta á 
dinero, consignando sil importe en la contri- 
bución de consumos, y mandando abonará 
los dueños de las enajenadas de la Hacienda 
pública la cantidad que resultase haberles 
correspondido en el año común del último 
quinquenio: 

Vista la Jey de 29 de abril «le 1855, las 
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Rs. Órds. de 30 de mayo y 2 de junio del 
mismo año, y las leyes de presupuestos de 
I8d6 y 1859, prescribiendo la revisión de las 
cargas de justicia, la forma en que lia de ve- 
rificarse y los documentos que han de pre- 
sentar Jos interesados: 

Considerando que las alcabalas de la villa 
de Kscalona y lugares de su tierra no consta 
fueran adquiridas á título oneroso ó en re- 
compensa de grandes servicios por el mar- 
qués de Yillena, causante del actual partíci- 
pe, sino por merced ó gracia del Soberano, 
según se infiere do la Concordia de que que- 
da hecho mérito , celebrada con los Reyes 
católicos, por la cual filé confirmado el mar- 
qués en los derechos y rentas perleriecient.es 
ni señorío de la expresada villa, del cual ha- 
bía gozado antes: 

Considerando que ni la referida Concordia 
ni la cédula de confirmación del Sr. L). Fe- 
lipe V han podido conferir ai partícipe mas 
derecho que el que tuviera en virtud del pri- 
mitivo título de egresión ; y que no habién- 
dose presentado este, no hay términos hábi- 
les de que pueda reconocérsele ni aun como 
acreedor legitimo de dichas alcabalas por tí- ' 
fulo gracioso: 

Considerando que tampoco se ha presen- 
tado el original de Ja Concordia, sino un tes- 
timonio simple de la misma; y que sí bien 
aparece de su contexto que Jas alcabalas de 
Escalona quedaban del marqués de Yillena, 
no consta que este pudiera hacer suyos sus 
productos, por cuanto la mayor parte de ellos 
se la reservó la Corona, con el derecho de 
descontar su importe de Ja suma que debería 
percibir el marqués en equivalencia, de los 
que disfrutaba en la villa de Chinchilla que 
había cedido á aquellos monarcas: 
Considerando que la parte de dichos pro- 
ductos, reservada al marqués de Yillena con 
las demás rentas pertenecientes á Ja villa de 
Escalona para el caso de Ja renuncia de la 
misma, no puede estimarse mas que como 
una concesión graciosa y dependiente ade- 
más del señorío de la expresada villa, en el ' 
cual, como queda dicho, fué confirmado el 
marqués por la ante citada Concordia: 
Considerando, por último, que al abolirse 
los senoríos jurisdiccionales y los privilegios 
de origen idéntico solo se reconocieron in- i 
demnizables ios derechos ó egresiones de 
la Corona efectuadas á título oneroso ó re- 
muneratorio de grandes servicios recono- 
cidos; 

S. M., conformándose con lo en su razón 
expuesto por la Sección de Hacienda del Con- 
sejo de Estado , esa Dirección y la Asesoría 
general de este Ministerio , ha tenido á bien 


confirmar el acuerdo de la Junta de revisión 
I y reconocimiento de cargas de justicia, por 
él que se declara caducada la de que viene 
haciéndose referencia. — De Real orden etc. — 
Madrid 14 de mayo de 1866.» ( Gaceta 30 
j mayo.) 

R. O. de 5 junio de 1866. 

XXIV.— Su declara la caducidad de una que percibía 

el conde de Miranda en concepto de partícipe de 

alcabalas por no haberse presentado el titulo pnmt- 
I tivo de egresión. 

(Hac.) He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido por esa 
Dirección, en cumplimiento de la ley de 29 
de abril de 1855, para llevar á efecto la revi- 
sión do la carga de justicia de 1,458 escudos 
939 milésimas qué percibe la condesa del 
Montijo, y figura en el presupuesto de gastos 
vigente al uúm. 466, art. l.°, cap. I, sec- 
ción 4. a , á nombre del conde de Miranda, 
bajo el concepto de partícipe de alcabalas. 

En su consecuencia: 

Yista la sentencia dictada y pronunciada 
por los Reyes Católicos en Marti n-Muñoz de 
las Posadas á 6 de febrero de 1487 ante su 
secretario D. Fernando Alvarez, por la que, 
con presencia de Jos documentos presentados 
y alegaciones hechas de una parte por Don 
García Alvarez de Toledo, duque de Alva, y 
de la otra por D. Pedro de Z imiga, conde de 
Miranda, sin pleito ni forma de proceso, se 
declaró pertenecer á este y se le adjudicó la 
villa de Miranda, con su fortaleza, tierra, se- 
ñorío, jurisdicción civil y criminal alta y baja, 
mero v misto imperio , y con todas sus ren- 
tas, pechos y derechos, para sí y sus here- 
deros ó sucesores, imponiéndose al duque de 
Alva perpetuo silencio para que en ningún 
tiempo pudiera demandar dicha villa ni los 
demás derechos expresados; cuyo documento 
resulta ser original y aparece escrito en una 
hoja suelta de papel común: 

Vista la Reai cédula de confirmación expe- 
dida en San Lorenzo á 15 de octubre de 
1752 por el Rey 1). Fernando VI, compren- 
siva de otra librada en 22 de noviembre de 
1709 por el Rey D. Felipe Y, en la que se 
hace mérito de varios privilegios otorgados á 
los antecesores del conde de Miranda, y de 
la referida sentencia ó carta ejecutoria, por 
la. cual se dice le fué reconocido su derecho 
a la enunciada villa, los lugares de su tierra, 
alcabalas, tercias y demás rentas pertene- 
cientes á la misma, de todo lo que se le dio 
posesión en 17 de febrero de 1487; resultan- 
do que en vista de los servicios que había 
acreditado el conde respectivamente á la con- 
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cesión de la villa de Iscar, y en considera- 
ción á los documentos presentarlos por el mis- 
mo; á que todos los indicados privilegios se 
le habían concedido por los singulares y gran- 
des servicios que su casa habla hecho, y es- 
pecialmente á la circunstancia de no haberse 
causado novedad en ellos á consecuencia de 
las declaratorias promulgadas en las Cortes 
de Toledo por los Reyes Católicos en 1480, 
fué confirmado en el goce de los enunciados 
derechos, los cuales se declararon preserva- 
dos del decreto de incorporación: 

Vistas las leyes 8. a , 9. a , 10 y 11 , tít. VIII, 
lih. VII de la Ñov. Recop., prescribiendo que 
demandaran los fiscales todo lo enajenado de 
la Corona sin justo y efectivo precio; y que 
por las cédulas de confirmación, especial- 
mente de alcabalas y mercedes enriquenas, 
no se entendiese que habían adquirido sus 
poseedores mas derecho que el que tenían en 
virtud de los títulos primitivos: 

Visto el decreto de las Cortes de 6 de 
agosto de 1811, y la ley de 3 de mayo de 
1823, restablecidos en 2 de febrero de 1837, 
y la ley de 26 de agosto de este último año, 
declarando abolidos los señoríos jurisdiccio- 
nales, las prestaciones anejas á los mismos y 
los privilegios de igual origen, y con derecho 
á ser indemnizados los que hubiesen adqui- 
rido á título oneroso ó en recompensa de 
grandes servicios reconocidos: 

Vista la ley de presupuestos de 23 de mayo 
de 1845 refundiendo las alcabalas y demás 
rentas provinciales en la contribución de con- 
sumos, y disponiendo que de los productos 
de esta se abone á los dueños de las enajena- 
das de la Hacienda pública la cantidad que 
resulte haberles correspondido en el año co- 
mún del último quinquenio: 

Vistas las leyes de 29 de abril de 1855 y 
de presupuestos de 1 859 determinando la re- 
visión de las cargas de justicia y la forma en 
que ha de verificarse: 

Vista la R. 0. de 30 de mayo de 1855, 
fijando el plazo de tres meses para que los 
dueños de oficios y derechos enajenados de 
la Corona presentaran los títulos originales y 
primitivos de adquisición y las cédulas de 
confirmación del último reinado: 

Vista la R. O. de 28 de lebrero de 1862, 
publicada en la Gaceta de 17 de marzo del 
mismo año, por la que se declaró caducada 
la carga de justicia referente á las alcabalas 
de San Pedro de la Tarce: 

Considerando que la carta ejecutoria obte- 
nida por el conde de Miranda en el año de 
1487, si bien acreditaba en cierto modo su ■ 
derecho al señorío de la villa del nombre de. ■ 
su título, no así el que pueda correspondería 


á las alcabalas de la misma, porque ni de 
ellas se hace mérito en el expresado docu- 
mento, ni de su contexto se infiere que con 
las demás rentas del señorío se le hubiesen 
adjudicado aquellas, que no deben estimarse 
como anejas 6 inherentes al mismo: 

Considerando que las referencias que de 
dichas alcabalas se hacen en las cédulas de 
confirmación al relacionarse la expresada eje- 
cutoria, á mas de no hallarse conformes con 
esta, no pueden ser debidamente apreciadas 
por no haberse presentado el título primitivo 
de egresión: 

Considerando qoe la falta de este docu- 
mento no puede estimarse suplida con las 
indicadas cédulas, porque no confiriendo es- 
tas al conde mas derecho que el que tuviese 
en virtud del título primitivo, con arreglo á 
lo determinado en las citadas leyes de la 
Nov. Recop., no es posible decidir cuál sea 
i el que le corresponda sin tener á la vista el 
expresado dato, y mas cuando de él se hace 
caso omiso en las referidas cédulas: 

Considerando que las indicaciones de esta 
respecto á los grandes servicios prestados 
por ia casa del conde para obtener los dere- 
chos ó privilegios en cuyo goce fue confir- 
mado, no son bastantes para que, prescin- 
diendo del título de egresión, se estimen co- 
mo reconocidos y aplicables á la concesión 
de Jas alcabalas de que se trata cuando solo 
resultan detallados los hechos referentes á 
otra de las mercedes que le fueron otor- 
gadas: 

Considerando que no habiéndose acredita- 
do en debida forma la adquisición de las re- 
feridas alcabalas á título oneroso ó remunera- 
torio de grandes servicios reconocidos no pro- 
cede su indemnización, en conformidad á lo 
dispuesto en las enunciadas leyes sobre seño- 
ríos y en la de presupuestos de 1845: 

: Y considerando que por razones un tanto 

análogas á las expresadas loé declarada in- 
subsistente la carga de justicia que por las 
alcabalas de San Pedro de la Tarce percibía 
la misma partícipe interesada en las que mo- 
tivan esle expediente, según aparece déla 
citada R. O. de 28 de febrero de 1862: 

S. M., conformándose con los dictámenes 
que sobre el particular han emitido la Sec- 
ción de Hacienda del Consejo de. Estado, esa 
Dirección y la [Asesoría general de este Mi- 
nisterio, se ha servido confirmar el acuerdo 
de la Junta de revisión y reconocimiento de 
cargas de justicia, por el que se declara ca- 
ducada la de que se trata. — De Real or- 
den etc. — Madrid 5 de junio de 1866. — Cá- 
novas. — Sr. Director general del Tesoro pú- 
blico.» (Gac. 21 junio.) 
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ñ. O. de 13 junio de 1866. 

XXV.— No prorede reconocer como rarpa de justicia la 
que percibía ¡a villa de Jijón procedente de arbitrios 
para la conservación del muelle, por proceder de uu 
acto graciable de la Corona y haber luc ho suya e! 
Estado la obligación de conservar todos los puertos. 

(Hac.) Por Real carta lihrada por 
S. JVÍ. y los de su Consejo en 27 de ene- 
ro de Í774 se concedió á la villa de Ji- 
jón la facultad de cobrar ciertos derechos 
de determinados artículos, aplicando su 
importe á la conservación y aumento del 
puerto y muelle de la misma, y come- 
tiendo á una Junta la administración, 
recaudación é inversión de aquellos ar- 
bitrios. Publicado el R. D. de 17 de di- 
ciembre de 1851 por el que se mandó 
que la administración y servicio de los 
puertos de la Península é Islas adyacen- 
tes corriesen á cargo del Ministerio de 
Fomento, reduciendo á los dos impues- 
tos denominados de fondeadero y de car- 
ga y descarga todos los arbitrios estable- 
cidos en dichos puertos, y dictando re- 
gías para su exaecion: y publicado el 
reglamento de 50 de enero para su eje- 
cución se ha considerado caducada esta' 
asignación, y así se declara porR, 0. de 
i 3 de junio: 

((Considerando que los arbitrios concedi- 
dos á Ja Junta conservadora del muelle de Ji- 
jón , y la asignación anual de 12,000 rs. que 
en su equivalencia le fué otorgada posterior- 
mente. no reconocen por fundamento nin- 
gún título oneroso, sino un acto graciable de 
la Corona, motivado en la necesidad de las 
obras á que debían destinarse aquellos fondos: 
Considerando que el Estado ha hecho suya 
la obligación de conservar lodos los puertos 
del Reino, disponiendo que la administración 
y servicio de los mismos corro ¡í cargo del 
Ministerio de Fomento; y que hallándose con- 
signada en los presupuestos de este último la 
cantidad indispensable para sufragar los gas- 
tos de construcción y reparación de aquellos, 
rio es posible legalinente la aplicación de otros 
fondos á dicho objeto , ni menos la inclusión 
de estos en los presupuestos de diverso Mi- 
nisterio: 

Y considerando que determinadas espe- 
cialmente las obras del puerto de Jijón y las 
cantidades con que el Estado había de con- 
tribuir á las mismas, no hay razón alguna 
que legitime el pago de la asignación de que 
se trata como carga de justicia.» ( Gaceta 27 
junio.) 


R. O. de 17 noviembre de 1866. 

XXVI. — Alcubillas cedidas en empeño de juro al qui- 
tar, Se reconoce á un pueblo su derecho á percibir la • 
renta equivalente A Jas alcabalas de la misma, por 
no haber sido devuelto el pr&cio de egresión etc. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (quo 
Dios guarde) del expediente instruido por esa 
Dirección, en cumplimiento de la ley de 20 
de abril de 1855, para llevar á efecto la revi- 
sión de la carga de justicia de 333 escudos 
800 milésimas que figura en el presupuesto 
de gastos del Estado al núm. 94, artículo i 
capitulo XI, sección 4. a , y percibe el Ayun- 
tamiento de Vadoeondes, provincia deBúrgos, 
por las alcabalas de la misma villa. 

En su consecuencia: 

Vista la Real carta de privilegio, escrita en 
pergamino y librada por 1). Felipe IV y los 
de su Consejo y Contaduría mayor de Hacienda 
en Madrid á 30 de mayo de 1623, confirmando 
y aprobando la de venta que se inserla, dada 
por D. Felipe III en San Lorenzo á 19 de se- 
tiembre de 1620, por la que fueron cedidas en 
empeño de juro al quitar las alcabalas y ter- 
cias de la villa de Vadoeondes al concejo, jus- 
ticia y regimiento do la misma, en precio de 
6.788,250 maravedís que ingresaron en la 
Tesorería general, y sin cargo de situado las 
primeras: 

Vista la Real cédula de D. Felipe V, expe- 
dida en esta Corte á 31 de diciembre de 1709, 
confirmando á la citada villa en la propiedad 
de aquellos derechos, y declarándolos preser- 
vados del decreto de incorporación: 

Vistas las notas consignadas al pié de los 
referidos documentos por la Dirección gene- 
ral de la deuda en 4 de junio de 1855, expre- 
sivas de hallarse indemnizada la villa de las 
tercias que le correspondían: 

Vista la ley de presupuestos de 1845, en 
cuyo art. 16 se prescribe que de los produc- 
tos de la contribución de consumos se abone 
á los dueños de las alcabalas enajenadas de la 
Hacienda pública la cantidad que resulte ha- 
berles correspondido en el año común del úl- 
timo quinquenio ínterin no se acuerde otro 
medio de indemnización: 

Vistas las leyes de 29 de abril de 1855 y 
de presupuestos de 1 859 disponiendo la revi- 
sión de las cargas de justicia, y que se aplique 
en cada caso la legislación especial que cor- 
responda: 

Considerando que los títulos relacionados . 
demuestran legalmente el dominio de la villa 
de Vadoeondes en las alcabalas de la misma, 

Y el derecho que le asiste á continuar perci- 
biendo la renta qu« en su equivalencia le está 
asignada: 


CARGAS DE JUSTICIA. 


Considerando que no ha sido devuelto el 
precio de egresión ni indemnizado en otra 
forma el partícipe , y que la cuota por que 
figura en los presupuestos es la que le corres- 
ponde, según todo resulta acreditado en el 
expediente; 

S. M., conformándose con los dictámenes 
que sobre el particular han emitido la Sección 
de Hacienda del Consejo de Estado , esa Di- 
rección y la Asesoría general de este Ministe- 
rio, se ha servido confirmar el acuerdo de la 
Junta de revisión y reconocimiento de cargas 
de justicia, por el ’ que se declara subsistente 
la deque se trata. — De Realórden etc.— Ma- 
drid 17 de noviembre de 4 866. — Rarzanallo- 
na. — Sr. Director general del Tesoro públi- 
co.» ( Gac . 4 diciembre.) 

R. O. de 20 enero de 1867. 

XXVII .— IndemnrzflrJnn de poríosflos.— Se declara sub- 
sistente una carga de justicia y que las pensiones ob- 
tenidas en sustitución de derechos cedidos al Estado 
por 7Ía de transacción ó convenio celebrado con el 
mismo, deben estimarse como adquiridas á titulo 
oneroso. 

(Hac.) dHe dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente instruido por esa 
Dirección, en cumplimiento de la ley de 29 
de abril de 1855, para llevar á efecto la re- 
visión de la carga de justicia de 140 escudos 
anuales que figura á favor del duque, de Mon- 
t.ellano en el presupuesto de obligaciones ge- 
nerales del Estado al núm. 24, art. l.°, ca- 
pítulo 'I de la sección 4. a por indemnización 
de los portazgos de Andújar y Marmolejo. 

En su consecuencia: 

Vista la Real cédula de confirmación ex- 
pedida por D. Juan II en el Real de Palen- 
zuela á 4 de diciembre de 1451 de la mor- i 
ced que su hijo D. Enrique IV, siendo Prín- 
cipe de Asturias, hizo á Gonzalo de Avila, 
su maestresala, del portazgo de la ciudad de 
Andújar, su tierra y términos, para si, sus 
herederos y sucesores, en recompensa de los 
servicios que le había prestado: 

Vista la Real cédula librada por los Re- 
yes Católicos D. Fernando y Doña Isabel en 
16 de marzo de 1477 confirmando la an- 
terior: 

Visto el privilegio rodado, expedido por 
los enuncíanos Reyes D. Fernando V y Doña 
Isabel I, con los ricos hombres y prelados 
del Reino en 26 de jimio de 1478, confirman- 
do y aprobando la merced que por su cédu- 
la librada en Sevilla á 7 de abril del mismo 
año hicieron á Gonzalo de Avila, su maes- 
tresala y consejero, del portazgo de Andújar 
y su tierra con otros bienes, facultándole pa- 
ra que de ellos y demás que hubiese pudiera 
fundar mayorazgo á favor de su hijo Andrés 
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Vázquez de Avila y sus sucesores, y aumen- 
tase en las armas de su linaje un león coro- 
nado de las Reales; todo en recompensa del 
importante servicio que prestó en tiempo de 
D. Enrique IV conquistando de los moros la 
ciudad y peñón de Gibraltar con un corto 
número de españoles que sacó de Jerez de 
la Frontera, de donde era corregidor y ca- 
pitán: 

Vista la Real cédula expedida por D. Fe- 
lipe V en el Rúen-Retiro á 5 de junio de 
1708, con presencia de Jos referidos privile- 
gios y de una ejecutoria de la Ghancillería 
de Granada de 26 de mayo de 1587, obteni- 
da por Doña Teresa Yaíderrábano Dávila en 
pleito con el lugar de Marmolejo sobre la pa- 
ga de su portazgo, confirmando en su vir- 
tud rd duque de Monte)] ano y sus sucesores 
en el mayorazgo fundado por Gonzalo de 
Avila en la propiedad y posesión de los men- 
cionados portazgos, los cuales se declaran 
preservados del decreto de incorporación á 
la Corona: 

Vista la carta-oficio de ios directores de 
las rentas de correos y caminos, dirigida al 
duque de Montcllano en 7 de noviembre de 
1797, participándole que por decreto de 29 
de octubre último se había dignado S. M. 
aprobar el convenio tratado con aquella Di- 
rección, acerca de la recompensa del por- 
tazgo inmediato á Andújar, mandando que- 
dase este refundido en el que se bailaba esta- 
blecido por S. M. en dicha ciudad, y que de 
sus fondos se dieran perpetuamente al duque 
y á sus sucesores en el mayorazgo á que 
pertenecía aquel la cantidad de 1400 reales 
anuales, estimándose por este hecho exlin- 
E guido el privilegio de concesión del referido 
portazgo: 

Visto el informe de esa Dirección general, 
en el que se manifiesta no constar de las re- 
laciones remitidas por Ja Junta de la Deuda 
pública que la obligación de que se trata ba- 
ya sido redimida en forma alguna: 

Vista la ley 17, lít. XX, fib. VI de la No- 
vísima Recopilación, ó sea la Real orden de 
D. Carlos IV de 29 de noviembre de 1796, y 
la circular del Consejo de 3 de enero del 97, 
declarando por punto general que. no se co- 
brarán mas derechos de portazgos ni otro 
alguno de esta clase en las carreteras gene- 
rales que los impuestos por S. M. para la 
conservación y reparación de las mismas; v 
que los que tuviesen privilegio para seme- 
jantes exacciones lo presentasen origina) en 
el Juzgado de Correos y Caminos, para que 
examinada su calidad se tratara de Ja recom- 
pensa que mereciese: 

Visto el decreto de las Cortes de 6 de agos« 
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to de 1811 , restablecido en 2 de febrero de 
4837, sobre abolición de los señoríos y los 
privilegios do igual origen, declarando in- 
demnizares los obtenidos á título oneroso ó 
en recompensa de grandes servicios recono- 
cidos: 

Visto el R. D. de 12 de mayo de 1837, de- 
terminando se tuviesen por caducadas todas 
las pensiones que no se hubieran obtenido á 
Ululo oneroso ó por servicios personales al 
Estado de conocida importancia y utilidad, 
ó por los demás medios que establece: 

Vistas la ley de 29 de abril de. 185o , la 
R. O. de 30 de mayo del mismo año, y la ley 
de presupuestos de 1859, acordando la revi- 
sión de Jas cargas de justicia, la forma en 
que ha de verificarse, y que se aplique cu 
cada caso la legislación especial que corres- 
ponda: 

Visto el Real decreto-sentencia del Conse- 
jo de 4 de abril de 1864, y la R. 0. de 16 
de julio de 1865 recaída en el expediente de 
revisión de la carga de justicia que percibe 
el duque de San Carlos, sancionando la doc- 
trina legal de que las pensiones obtenidas en 
sustitución de derechos cedidos a) Estado por 
vía de transacción ó convenio celebrado con 
el mismo deben estimarse como adquiridas á 
título oneroso, no obstante procedan de ori- 
gen gracioso: 

Considerando que la merced del portazgo 
de Andújar, su tierra y términos, hecha en 
favor de Gonzalo de Avila y confirmada en 
los duques de Monte-llano , como sucesores 
en el mayorazgo fundado por aquel, no pue- 
de ser calificada de puramente graciosa, sino 
remuneratoria de los importantes servicios 
que se expresan en los enunciados títulos: 

Considerando que la existencia de estos 
seria bastante para que al poseedor de aquel 
derecho se le indemnizase de su importe, 
con arreglo á lo determinado en la ley que 
acordó su supresión y en las referentes í 
la abolición de los señoríos y clasificación 
de pensiones que por analogía le serian apli- 
cables: 

Considerando que el actual duque de Mon- 
tellano, como poseedor del referido mayo- 
razgo, no lunda hoy exclusivamente su de- 
recho á Ja carga de. justicia de que se tra- 
ta en los expresados títulos, sino en el con- 
venio que uno de sus antecesores celebró 
con el Estado, en virtud del cual, v por la 
cesión á este de los derechos del portazgo 
pertenecientes á aquel, se le concedió en su 
equivalencia la renta anual que figura á su 
favor en los presupuestos: 

Considerando que esta renta ó pensión de- 
bo estimarse como obtenida á título oneroso, 


y comprendida por lo tanto entre las declara- 
das subsistentes por la ley de 12 de mayo de 
1837, en atención á la jurisprudencia estable- 
cida por el citado R. I), de 4 de abril de 1864 
y la R. O. de 16 de julio de 1865, cuya doc- 
trina ha sostenido el Consejo de Estado en 
otros casos análogos: 

Y considerando que este partícipe no ha 
sido reintegrado ó indemnizado en otra tor- 
ma del capital correspondiente á esta carga: 
S. M., conformándose con los dictámenes 
emitidos sobre el particular por la Sección de 
Hacienda del Consejo de Estado, esa Direc- 
ción y la Asesoría general de este Ministerio, 
se ba servido confirmar el acuerdo de la Jun- 
ta de revisión y reconocimiento de cargas de 
justicia, por el que se declara subsistente la 
de que se trata. — -De Real orden etc. — Madrid 
20 de enero de 1867.— Barzanallana.— Se- 
ñor Director general del Tesoro. (Gaceta 4 
febrero.) 

R. O de 14 mayo de 1867. 

XXVIII. —Se declara que do procede reconocer la 
pensión : para una capellanía insliluida para el culto 
y servicio de un monasterio, por deber figurar en 
él presupuesto la dotación, etc. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que Dios 
guarde) riel expediente instruido por esa Di- 
rección en cumplimiento de la ley de 29 de 
abril de 1855, para llevar á efecto el recono- 
cimiento en concepto de carga de justicia de 
la pensión anual de 480 escudos que solicita 
y se habían satisfecho al capellan-vicario de 
¡as monjas de Sancti Spirifus de Puente la 
Reina, en la provincia de Navarra. 

En su consecuencia: 

Visto el testimonio expedido en 23 de abril 
de 1843 con referencia al testamento otorga- 
do por el doctor D. Fernando González, ca- 
nónigo electo de la iglesia y casa Real de 
Roncesvalles, en Pamplona, á 5 de enero de 
1621, cuyo documento se encuentra en un 
libro titulado Capellanías del convento de 
religiosas de Sancti Spirüus de la villa de 
Puente la Reina , del cual consta que por 
una de sus cláusulas dispuso el González que 
de los censos que le pertenecían se dieran 
3.000 ducados á la priora y monjas del mo- 
nasterio citado, para que con ellos y sus ré- 
ditos se erigiera y dotara una capellanía con 
el nombre de vicaría, imponiendo al que la 
sirviera la obligación de decir misa lodos los 
dias , y ejercer como vicario de las monjas 
todos los actos parroquiales que le corres- 
pondiesen, debiendo disfrutar de Jos réditos 
de ios expresados censos , importantes en 
aquella época 150 ducados, y entenderse 
perpetua la capellanía, aunque sin hacerse 
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colación ni canónica institución de ella: que 
por otras cláusulas confirió el patronato per- 
étuo de la misma á la priora y consiliarias 
el monasterio, las cuales en uso de sus pre- 
rogativas deberían hacer el nombramiento 
de'eapellan y vicario en la persona que tu- 
vieran á bien , con tal que fuera presbítero 
secular de buena fama; encargando , por úl- 
timo, á sus testamentarios y albaceas que á 
su fallecimiento entregasen al monasterio y 
priora de él las cartas censales de los 3.000 
ducados, para que ejecutasen y cumplieran 
esta fundación: 

Vista la copia literal de la escritura pública 
otorgada por la priora y consiliarias del refe- 
rido convento en 22 de abril de 1834, nom- 
brando y presentando al presbítero D. Grego- 
rio Perez como capellán y vicario del monas- 
terio, con la dotación anual de 300 pesos na- 
varros, ó sea 4.800 rs. vn. , de que habían 
gozado sus antecesores; expidiéndosele por 
el obispado de Pamplona el oportuno título 
y conferídole la posesión : 

Vistas las reclamaciones del capellán vi- 
cario en 1843 para que se le abonase la 
pensión anual que le correspondía, con mas 
las atrasadas que se le adeudaban desde el 
año 1837 en que el Estado se incautó de los 
bienes de la comunidad, cuyo expediente 
filé resuelto por la Administración general de 
bienes nacionales en 17 de abril de 1844, re- 
conociéndose aquella pensión como carga de 
justicia afecta á los bienes del referido con- 
vento, acordándose su abono para lo sucesi- 
vo y el de los atrasos en la forma que se ex- 
presa : que bajo este concepto continuó sa- 
tisfaciéndose esta obligación á los capellanes, 
pasando en el año 1852 á ser cargo del 
presupuesto eclesiástico, que siguió levan- 
tándola hasta 1860: 

Vista la Real órden dictada por el citado 
Ministerio de Gracia y Justicia en 10 de pi- 
de 1860, participando al de Hacienda que 
la dotación de 4.800 rs. anuos que á favor 
del capellán citado venía figurando en las 
cuentas de la administración diocesana de 
Pamplona, era una carga de justicia debida- 
mente reconocida , y que en tal concepto se 
sirviese disponer se la comprendiese en el 
presupuesto de su Ministerio , verificándose 
su pago directamente por el Tesoro público 
desde l.° de enero de 1681, en que dejaría 
de practicarse por cuenta de aquel otro pre- 
supuesto, cuyo cumplimiento fue recordado 
por otra Real órden del propio Ministerio de 
17 de enero de 1866: 

Visto lo informado por esa Dirección, Ase- 
soría general de este Ministerio y el acuerdo 
de la Junta de revisión y reconocimiento de 
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cargas de justicia, así como lo expuesto por la 
Sección de Hacienda del Consejo de Estado : 

Vistos los arts. 20 y 36 del R. D. de 8 de 
marzo de 1836, y el 20 de la ley de 29 de ju- 
lio de 1837, aplicando á la Real Caja de Amor- 
tización para la extinción do la Deuda pública 
todos los bienes, derechos y acciones de las 
casas de comunidad de ambos sexos, así su- 
primidas como subsistentes, y al pago de Jas 
pensiones de los regulares, las rentas de las 
capellanías colativas vacantes y que vacasen 
en lo sucesivo, excepto las de sangre ó patro- 
nato pasivo de familia, y las que estuviesen 
aplicadas á la dotación de curatos incongruos: 

Visto el art. 3.° de la ley de 11 de julio de 
1856 , declarando comprendidos entre los 
bienes del clero, para su venta por el Estado, 
todos los pertenecientes ó que se hallaran 
disfrutando los individuos ó corporaciones 
eclesiásticas, cualquiera que fuese su nom- 
bre, origen ó cláusula de su fundación, excep- 
to Jas capellanías colativas de sangre ó los 
patronatos de igual naturaleza: 

Vistos los arts. 11 y 13 del Convenio cele- 
brado con la Santa Sede, publicado como ley 
en 4 de abril de 1860, por el primero de los 
cuales se obliga el Gobierno á satisfacer á la 
Iglesia una cantidad alzada que guarde pro- 
porción con las cargas impuestas sobre los 
bienes vendidos, ó los que se le cedían por 
virtud de este Convenio, para llevar á efecto 
la permutación acordada en el mismo, de- 
biendo nombrarse una Comisión mista que 
reconociese dichas cargas, y propusiera la 
cantidad que por razón de ellas había de sa- 
tisfacer el Estado; y por el segundo se obliga 
también á proveer á la dotación de capella- 
nes, sacristanes y culto de las iglesias religio- 
sas de cada diócesis : 

Vista la ley de 29 de abril de 1855, y el ar 
fíenlo 9.° de la de presupuestos de 1859, dis- 
poniendo la revisión de Jas cargas de justi- 
cia, la forma en que ha de verificarse, y que 
se aplique en cada caso la legislación especial 
que corresponda: 

Considerando que la capellanía de que se 
trata fué instituida para el culto y servicio del 
monasterio de Saneti Spiritus , religiosas de 
Puente la Reina, no puede estimarse colativa 
familiar, ni el patronato de la misma de san- 
gre ó gentilicia: que en este supuesto fueron 
comprendidos los bienes de su dotación como 
eclesiásticos entre los demás del clero que 
las leyes desamortizadoras declararon de pro- 
piedad de la nación, quedando después suje- 
tos á la permutación acordada con la Santa 
Sede : 

Considerando que el Estado al hacer suyos 
dichos bienes, contrajo la obligación de le- 
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yantar la.? cargas civiles y eclesiásticas que 
posaran sobre los mismos, confirmándolo así 
con respecto ú las últimas en el Convenio ce- 
lebrado con Su Santidad, publicado como ley 
en i 860: 

Considerando que todo lo relativo al cum- 
plimiento de este pertenece y es de la exclu- 
siva competencia del Ministerio de Gracia y 
Justicia , en cuyo presupuesto lia debido y 
debe figurar la dotación del capellán vicario 
del referido monasterio, por no ser except.ua- 
hles los bienes de la capellanía afectos al pago 
de la que le fué asignada en la fundación : 

Considerando que por igual razón de no 
ser esta capellanía de las exceptuadas por la 
lev, deben satisfacerse sus obligaciones de 
misas ó cargas piadosas en la forma preveni- 
da en el citado Convenio, comprendiéndose 
su importe en Ja cantidad alzada que el Go- 
bierno ha de abonar á Ja Iglesia: 

Y considerando que la declaración hecha 
por la Administración general de Bienes na- 
cionales en el ano 1844 y la Real orden dic- 
tad;: por el Ministerio de Gracia y Justicia en 
10 de julio de 4860, no han podido causar es- ¡ 
fado en cuanto al reconocimiento de dicha 
pensión como carga de justicia , porque solo 
al de Hacienda incumbe decidir, prévias cier- 
tas formalidades, sobre el reconocimiento, 
subsistencia ó caducidad de esta clase de obli- 
gaciones, con arreglo á lo determinado en 
la ley de 29 de abril de 4855 y demás dispo- 
siciones vigentes: 

S. M,, conformándose con los dictámenes 
emitidos sobre el particular por la Sección de . 
Hacienda del Consejo de Estado y Asesoría | 
general de este Ministerio, se ha servido con- 
tinuar el acuerdo de la Junta de revisión y 
reconocimiento de cargas de justicia, por el 
que declara no procede reconocer como tal 
la pensión que motiva este expediente, sien- 
do á la vez la voluntad de S. M. que con re- 
misión de los antecedentes se comunique es- 
ta resolución al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia á ios efectos oportunos. —De Real ór- ; 
den, etc. — Madrid 4 4 de mayo de 4867. — 
Barzan al lana. — Sr. Director general del Te- 
soro público. (Cae, 25 mayo.) 

R. O. de i 8 diciembre de 4867. 

XXIX. — Otra resolución análoga y fun- 
dada en la anterior se dictó por R. 0. de 
18 de diciembre de 1807 , declarando 
subsistente la carga de justicia , que por 
razón de alcabalas percibe el Ayunta- 
miento de Tortoles, no obstante haberse 
propuesto también su caducidad por la 
Dirección, Asesoría generales y Junta 


revisora. Hé aquí sustancialmente esta re- 
solución. 

(Hac.) «Vistos los informes de esa Di- 

rección, Asesoría general y Junta revisora de 
cargas de justicia, proponiendo la caducidad 
de Ja relativa al Ayuntamiento de Tortoles, 
atendido el origen gracioso de la concesión, 
y que el precio satisfecho por d municipio lo 
había sido, no al Estado, sino á un tercero, 
del cual podría reclamar su devolución: 

Vistos los arts. 7.° y 16 de la ley de presu- 
puestos de 1845, etc. 

Vistas las leves de 29 de abril de 1855 y de. 
presupuestos de 4 859, etc. 

Vista la R. O. do 40 de noviembre de 1865, 
declarando subsistente la carga de justicia 
que percibía el Ayuntamiento ele So til lo por 
las alcabalas del pueblo de su nombre, de 
conformidad con lo propuesto por el Consejo 
de Estado en pleno: 

Vistas las diligencias oficiales practicadas 
últimamente, por las que se acredita no ha- 
ber sido reintegrado el Ayuntamiento de Tor- 
toles del precio en que adquirió sus alcabalas, 
ni indemnizado en otra forma, así como tam- 
bién que la cuota que le está asignada en los 
presupuestos es la que le corresponde perci- 
bir con arreglo á lo determinado en el artícu- 
lo 46 de la ley de 23 de mayo de 4845: 

Considerando que las alcabalas de la villa 
de Tortoles se encuentran en idénticas cir- 
cunstancias que las de Sotillo , pues ambas 
pertenecían á la jurisdicción de Guiniel de 
Mercado y las obtuvo de la Corona á título 
gracioso el duque de Lerma ; ambas fueron 
enajenadas por este á un tercero en virtud de 
facultad Real , y ambas las adquirieron des- 
pués por el tanto los Ayuntamientos respec- 
tivos, conservándolas en propiedad y pose- 
sión por el espacio de mas de un siglo: 

Considerando que es un principio incon- 
cuso de derecho que donde hay una misma 
razón debe existir y aplicarse la misma dispo- 
sición legislativa: 

Considerando por ello que estimadas in- 
demnizables las alcabalas de Sotillo, deben 
serlo también las de Tortoles: S. M., confor- 
mándose con el dictamen que acerca del par- 
ticular ha emitido la Sección de Hacienda del 
Consejo de Estado, se ha servido declarar 
subsistente la carga de justicia de que se tra- 
ta. --De Real órdeu etc.— Madrid 48 de diciem- 
bre de 1867. — Barzanallana.» 

La importante legislación sobre car- 
gas de justicia está principalmente con- 
tenida en las leyes de presupuestos de 
1845, 1850, 1856 y 1859, en la leyespe- 
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cial de 29 de abril de 1855 , y en la Real 
orden de 30 de mayo del misino año, 
todas las que. con otras quedan insertas. 

Pero aparte de las disposiciones legis- 
lativas, coDvienemuchoconsultarcon de- 
tenimiento la jurisprudencia que estable- 
cen las decisiones ministeriales, dicta- 
das con vista en cada caso de un minu- 
cioso expediente instructivo, y oyendo el 
dietámen de corporaciones que ilustran 
convenientemente el asunto y contribu- 
yen al acierto en las resoluciones. 

Algunas de las principales dificultades 
que ocurrieron están ya decididas. Res- 
pecto á las alcabalas, por ejemplo, las hay 
adquiridas primitivamente á título one- 
roso, las hay cedidas graciosamente, y las 
hay que habiendo sido cedidas por gra- 
cia, el adquirente las enajenó después á 
un tercero á titulo oneroso y fué confir- 
mada la enajenación. En el primer caso 
procede al reconocimiento , en el según- 
dala caducidad , y en el tercero también 
el reconocimiento. Hé aquí en iesúrnen 
los puntos para su fácil consulta. 

Alcabalas. Las decisiones núms. I, 
X, XI , XIV y XV se refieren á casos en 
que por haber sido adquiridas á título 
oneroso se acuerda el reconocimiento. 
Las decisiones XUI , XVI, XVII , XX y 
XXIII declaran la caducidad por ser á 
título gratuito su adquisición. Las deci- 
siones núms. XVIII y XXIX, se refieren 
á alcabalas cedidas primitivamente á tí- 
tulo de gracia, y que luego compraron 
los pueblos ó un tercero , en cuyo caso 
no estuvieron acordes los pareceres y pre- 
valeció el del reconocimiento, 

Arbitrios suprimidos. Si los arbitrios 
han sido un acto graciable de la Corona, 
no hay derecho á indemnización; deci- 
sión núm. XXV, Si han sido otorgados 
á titulo oneroso procede el reconocimien- 
to ; decisión núm. VI. 

Capellanías de monasterios; véase el 
núm-XXVHI. 

Censos ; sobre los afectos á portazgos, 
véase el núm. V; sobre arbitrios de los 
Consulados, el VI; sobre oficios suprimi- 
dos, el VII, y sobre los que gravaron fint- 
eas de conventos que se enajenaron in- 
debidamente los núms. IX, XI y XII, 


Donaciones y mercedes reales. Cónsul’ 
tense las mismas decisiones citadas en 
alcabalas graciosas , ó los núms. XX, 
XXI y XXIIL . 

Falta de título primitivo ; véase el nú- 
mero XXIV. 

Juros. Caducidad de aquellos cuya 
capitalización no se reclamó oportuna- 
mente; núm. II. 

Obligaciones entre dos ó mas comuni- 
dad es suprimidas; núm. VIII. 

Portazgos ; núms. V y XXVII. 

Prescripción. Se aplica la doctrina de 
prescripción á ios censos etc., decisiones 
núms. III y XXII. 

Recompensas por salinas-, núm. IV. 

Reversión á la Corona: doctrina sobre 
este particular; decisión núm. XXIIL 

Servicio de 15 al millar; núm. XIX. 

Además vemos consignada la impor- 
tante doctrina de que el Estado, cuando 
concurre al otorgamiento de una escritu- 
ra lo hace como persona jurídica, y queda 
ligado como un particular cualquiera; 
lo cual sucede asimismo cuando repre- 
senta una personalidad civil como una 
comunidad suprimida, según puede ver- 
se en el núm, III , decisión de 25 de fe- 
brero de 18(53. 

CARGAS PIADOSAS. Llamamos así en 
general las instituidas en favor de alguna 
iglesia, memoria, obra pía ó estableci- 
miento de beneficencia ó enseñanza. To- 
das estas cargas ya espirituales, ya tem- 
porales, se declararon en estado de re- 
dención por la ley de 23 de mayo de 
185.6, á cuyo efecto se dictó una instruc- 
ción en 8 de julio del mismo año; pero 
por R. D. de 30 de diciembre se suspen- 
dió el cumplimiento de dicha ley. 

Hov, según la ley de 24 de junio de 
1867, en que se contiene el Convenio 
con la Sonta Sede (V. Capellanías) son 
redimibles forzosamente las cargas de ca- 
rácter puramente eclesiástico , de cual- 
quier clase, que gravan los bienes de las 
capellanías colativas de sangre adjudica- 
das ó que se adjudicaren, sea cualquiera 
su título ó denominación; las que gravan 
los bienes eclesiásticos vendidos por el 
Estado con sus cargas eclesiásticas, y las 
que igualmente gravan los bienes de 
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obras pías, legados píos y patronatos lai- 
cales o reales de legos ú otras fundacio- 
nes de la misma índole de patronato fa- 
miliar activo 6 pasivo. (Arts. l.° al 6.°) 
Son también redimibles, pero no for- 
zosamente, ó sí solo cuando tal fuere la 
voluntad de los poseedores las cargas pu- 
ramente eclesiásticas que gravan los bie- 
nes de dominio particular exclusivo, so- 
metiéndose en este caso los que quieran 
redimirlas á las reglas establecidas en el 
referido Convenio y en la instrucción 
para su ejecución. (Art. 7.°) 

Por cargas de carácter puramente ecle- 
siástico se entiende, según el art. 7. a de 
la instrucción de 25 de junio, todo gra- 
vamen impuesto sobre bienes de cual- 
quiera clase que sean, para la celebración 
de misas, aniversarios, festividades y en 
general para actos religiosos ó de devo- 
ción en iglesia, santuario, capilla, ora- 
torio ó en cualquier otro puesto público. 

Refiriéndonos, pues, al citado artículo 
Capellanías, en donde textualmente se 
insertan el Convenio ó ley de 24 de junio 
de 1867 y la instrucción publicada para 
su cumplimiento con las demás leyes y 
disposiciones sobre la materia, lié aquí 
las que se han dictado relativamente á 
ciertas cargas y prestaciones que por el 
mero derecho de patronato se satisfacían 
á algunos conventos. 

Ley de 21 junio de 1842. 

Extingue las que se satisfacían á iglesias y conventos 

(Hac.) «Dona Isabel II, etc., y en su Rcaj 
nombre D. Baldomcro Espartero, ele., sabed: 
Que las Corles lian decretado y Nos sancio- 
namos lo siguiente: 

Artículo l.° Se declaran extinguidas las 
cargas y prestaciones en metálico ó en espe- 
cie que por el mero derecho de patronato se 
satisfacían á iglesias ó conventos suprimidos, 
en que los patronos no pueden ya gozar de 
las regalías ó preeminencias que por tal con- 
cepto les eran debidas. 

Art. 2.° Del mismo modo queda extin- 
guida la obligación de contribuir al Estado 
con las cantidades en especie ó en metálico 
con que estaban gravadas en favor de los 
conventos algunas fincas de particulares, que 
sin tener la calidad de patronos, debían con- 
tribuir con ellas para la manutención de las 
comunidades.— Por lauto etc.— En Madrid 
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i á 21 de junio de 1842.» (CL. t. 28, 

■ gina 291.) 

li. O. de lo febrero de 1844. 

Sobre lo mismo, 

«Enterada la Reina de) expediente promo- 
vido por D. -losé de Tiedrn, vecino de Toro, 
pidiendo que se le exima de pagar los 450 rs. 
con que anualmente contribuía al convento 
de Santa Clara de la misma ciudad, como po- 
seedor en la actualidad de los bienes que re- 
nunció doria María de Tiedray Morales al to- 
mar el velo de religiosa, en favor de su her- 
mano don Félix , ha tenido á bien S. M. de- 
clarar, de conformidad con lo propuesto por 
V. S. en 11 de abril último, y por el asesor 
de las Superintendencia, que los referidos 
bienes están exentos de esta carga como com- 
prendidos en el art. 2.° de la ley de 21 de ju- 
nio de 1842; y por punto general, que no se 
bailan en esté caso los censos y memorias á 
que se refiere la consulta del intendente de 
Granada, fecha l.° de octubre de 1842, y con 
que están gravadas eu favor ele los conventos 
algunas lincas particulares, sin tener la cali- 
dad de patronos; porque la ley no ha extin- 
guido otras cargas que las que compensaban 
el mero derecho de patronato cuando no 
puede ser ejercido por supresión do las co- 
munidades, y las impuestas voluntariamente 
y para la manutención de las mismas comu- 
nidades suprimidas.- — De Real orden, etc — 
Madrid 15 de febrero de 1844. — {CL. I. 32, 
pág. 286.) 

Jurisprudencia. 

Las cargas espirituales que afectaban 
j afincas del clero están comprendidas en 
: el art. 11 del Convenio adicional con da 
, Santa Sede de 2o de agosto de 1859, 
; contenido en la ley de 4 de abril de 1860. 
| El cabildo catedral de Lérida reclama 
! ante el Consejo de Estado que se revo- 
que una R. 0. de 13 junio de 1862, que 
desestimando la solicitud del mismo ca- 
; bildo de que se le abonasen las rentas dé 
[ las fincas do Remolins que le pertene- 
cieron y estaban afectas á la celebración 
de aniversarios, dispuso que los abonos 
á que el cabildo se considerase con de- 
recho , estaban comprendidos en el ar- 
1 tículo 11 del Convenio celebrado con la 
Santa Sede. Impugnada la demanda por 
I el fiscal, y vistos principalmente los ar- 
tículos 38 y 40 del Concordato de 16 de 
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' marzo del85l (l),y el 4.°, 8.°, 7.° , 10 y 
41 del Convenio adicional de 2o de agos- 
to de ím (2) , se absuelve á la Admi- 
nistración de la demanda y se confirma 
la Real orden reclamada por sentencia 
de 16 de abril de 1866. 

«Considerando que los bienes de que se 
trata están comprendidos en el art. 38 del 
Concordato del 51, y en el 4.° y 5.° del Con- 
venio adicional del 59 , habiendo quedado en 
virtud de sus estipulaciones en la propiedad 
de la Iglesia, y en el disfrute y administración 
del clero: 

Considerando que por el Concordato se 
mandó imputar su importe líquido, ó dedu- 
cidas cargas, en la dotación del clero, y por 
el Convenio se estableció esta misma impu- 
tación, pero extendiéndola al importe total de 
estos bienes; resultando de aquí la necesidad 
de atender por separado á las cargas con la 
adopcian de un temperamento adecuado ó 
este fin: 

Considerando que este temperamento se 
adoptó en efecto en el art. 1 1 del Convenio 
adicional, asignando una cantidad alzada que 
debía fijarse de común acuerdo de ambas po- 
testades: 

Considerando que mi Gobierno, sin olvidar 
tan solemnes estipulaciones , que son leyes 
en la materia, no podía disponer otra cosa 
que lo que dispuse en la Real órden impug- 
nada por parte del cabildo, señalando el ar- 
tículo 1 1 del Convenio adicional como única 
solución legal de la cuestioh por aquel plan- 
teada: 

Considerando,, en fin, que no se ha acredi- 
tado por parle del cabildo que el conjunto de 
los bienes, objeto de su reclamación , consti- 
tuyese una institución piadosa y familiar, com- 
prendida como tal en el aplazamiento esti- 
pulado en el art. 10 del Convenio.» (Ga- 
ceta 20 junio.) 

CARGAS PÚBLICAS- Así como los mien- 
bros ó ciudadanos de una nación disfru- 
tan por el hecho de serlo de ciertas ven- 
tajas y garantías , así también están su- 
jetos á ciertas cargas. Las contribuciones 
son cargas públicas; es carga pública el 
servicio militar , el de alojamientos y ba- 
gajes, lo es la obligación de ser tutor y 


(1) Contenido en la ley de i7 de octubre 

de i8ol. J 

(2) Idem en la ley de 4 de abril de 1865, 
insertas en Concordato. 


curador, depositario etc., ó el ser indi- 
viduo de ciertas corporaciones, como 
concejal y diputado provincial etc. No 
es posible que reunamos aquí la legisla- 
ción relativa á todas las cargas publicas 
referidas que reservamos para sus respec- 
tivos lugares. 

CARGAS VECINALES. Cargas vecinales 
y cargas concejiles son para nosotros una 
misma cosa, las mismas cargas públicas 
limitadas á los habitantes de los respec- 
tivos municipios, ó á los que en su ter- 
ritorio poseen ó cultivan bienes, según 
su distinta naturaleza. También debemos 
remitirnos sobre esta materia á los artí- 
culos Aforados: Alcaldes v Ayuntamien- 
tos: Bagajes: Contribuciones, etc., etc.; 
pero queremos deslindar en este lugar 
quiénes son los obligados á sufrir los 
impuestos puramente municipales y pro- 
vinciales , que es lo que se determina en 
las disposiciones siguientes: 

R. O. de 12 noviembre de 1830. 

Reciprocidad de las cargas y derechos vecinales. Ha- 
cendados forasLeros. 

(Hac.) Se autorizó un repartimiento ve- 
cinal y se mandó:. ... «que los hacenda- 
dos forasteros que no reciben de los pueblos 
donde existen sus haciendas ninguno de los 
beneficios que disfrutan los vecinos, ni son 
considerados como tales para sus aprovecha- 
mientos, no sean contribuyentes para las 
cargas municipales de ellos, á excepción de 
aquellos casos en que con la competente au- 
torización recaigan los repartos sobre im- 
puestos hechos á las fincas de los ausentes.- — - 
De Real órden ele. — Madrid 12 de noviembre 

de 1830.» (CL. t. 15, p. 410.) 

* 

R. O. de 8 enero de 1839. 

Sobro lo mismo que la anterior. 

(Gob.) «S. M. la Reina Gobernadora en 
vista de varias reclamaciones de algunos pro- 
pietarios, quejándose de los repartos en di- 
nero que se les hacen en varios pueblos en 
concepto de hacendados forasteros para cu- 
brir las atenciones municipales de los mismos, 
sin embargo de no tener vecindad en ellos, 
ni disfrutar de los aprovechamientos ó bene- 
ficios de vecino, se ha servido resolver con 
presencia de lo dispuesto sobre este asunto 
en R. 0. de 12 de noviembre de 1830, que 
en los repartimientos vecinales que hagan 
los pueblos con autorización competente para 
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cubrir sus cargas municipales, en Jo que no 
alcancen los productos de sus propios y ar- 
bitrios, no se comprenda á los hacendados 
forasteros que tengan dadas sus tierras ó 
propiedades á partido ó en arrendamiento ; 
pero sí, cuando tengan casa abierta con de- 
pendientes y labor, aunque no residan en los 
pueblos en que radiquen sus haciendas v en la 
parte proporcional á ios consumos.— Dios etc. 
— .Madrid 8 de enero de 1839. » '( CL . t. 25, 
pág. 19.) 

II. D. de 23 mayo de 1845. 

Este decreto véase en Contribución de 
inmuebles: su nrí. 9 eximió dé los recargos 
municipales á los propietarios que residen 
fuera riel pueblo, siempre que el objeto ú oh- 1 
jetos á que so apliquen uo interesen a la con- 
servación ó mejora de sus lincas. 

R. O. de 20 febrero de 181-8. 

Sobre si los hacendados forasteros pueden eximirse de 
¡as cargas renunciando los aprovechamientos. 

(Gob.) «Consultado este Ministerio so- 
bre si los Ayuntamientos pueden obligar á 
los hacendados forasteros á contribuir á los 
repartimientos para gastos vecinales, ó si es 
facultativo en dichos hacendados el eximirse 
de tales cargas renunciando ii ios aprovecha- 
mientos comunes, se ha servido $. Al. resol- 
ver, con vista de la K. O. de 8 de enero de 
1839, que no pueden excluir los Ayunta- 
mientos cíe lus repartimientos vecinales, ni 
por consiguiente de los aprovechamientos 
y disfrutes comunes, á los hacendados foras- 
teros que tengan casa abierta con dependien- 
tes y labor, aunque no residan en los pueblos 
donde radiquen sus haciendas; ni es faculta- 
tivo en los hacendados forasteros eximirse de 
tales impuestos renunciando á ¡os goces y 
aprovechamientos comunes, mientras ten- 
gan casa abierta con labor y dependientes en 
ella; pero que no deben ser comprendidos 
en los repartimientos vecinales cuando ten- 
gan dadas sus tierras ó propiedades á parti- 
do ó en arrendamiento, pues entonces el de- 
tentador ó arrendatario es el que debe pagar 
el impuesto y disfrutar Jos aprovechamientos 
comunes, porque semejante contribución es 
personal por su naturaleza.— L)e Real or- 
den etc.— Madrid 20 de febrero de IS40.a 
(CL. 1. 30, p. 366.) 

R. I. de $ junio de i 8 47 . 

Esta instrucción se halla integra en el ar- 
tículo Presupuestos municipales. El art. 26 
de la misma se refiere al art. 9 del R. D. de 
23 de mayo de 1845, y con arreglo al mismo 


manda distribuir los recargos municipales, á 
la vez oue sobre los vecinos, sobre los ha- 
cendados y propietarios forasteros que tengan 
casa abierta en el pueblo con dependientes, 
artefactos ó labor de su cuenta. El 63 sujeta 
á todos los contribuyentes sin distinción ú los 
recargos para los presupuestos provinciales. 

R. O. de 3 octubre de 1849. 

Los hacendados forasteros que cultivan por sí, si no 
tienen rasa abierta, solo están sujetos á los recar- 
gos municipales como cultivadores y colonos. 

(Gob.) «Se ha enterado la Reina (Q. D. G.) 
del expediente instruido á consecuencia de 
una exposición del Ayuntamiento de Huelor 
de la Vega, en solicitud de que se declaren 
sujetos á los repartimientos municipales los 
hacendados forasteros que labran los terre- 
nos de su propiedad, comprendidos dentro 
del término jurisdiccional de aquel pueblo. 

Y teniendo S. M. presentes las disposiciones 
generales dictadas en este particular, y lo 
informado últimamente acerca del mismo 
por el Consejo Real , se ha servido resolver 
que los hacendados forasteros que cultivan 
sus haciendas en término de Huetor sin tener 
casa abierta en este pueblo, no están obliga- 
dos á contribuir á sus gastos municipales sino 
en calidad de cultivadores y como colonos, 
y no por la renta que les corresponda como 
propietarios. — Oo Real orden etc,— Madrid 
3 de octubre de i S í 9 . » (CL. t. 48, p. 1 1 i.) 

R. O. de 9 noviembre de 1849. 

Los hacendados forasteros con casa abierta, ele., es- 
tán sujetos ó las mismas cargas municipales que los 
vecinos. 

«EJ señor Ministro de la Gobernación dei 
Pieino dice con esta fecha al Jefe político de 
Tarragona lo que sigue : 

«He dado cuenta á S. M. la Reina (que 
Dios guarde) dei expediente promovido por 
Miguel Valí ve, vecino de Vailmoli en solici- 
tud de que se reforme la providencia acorda- 
da por ese Gobierno político contra el recla- 
mante, con motivo de haberse negado ¡i pres- 
tar el servicio de bagajes en el pueblo de Se- 
cadla en donde tiene casa abierta y con la- 
bor. Resulta de este expediente que en vista 
de lo expuesto, el Alcalde de Socuita exigió 
ai interesado la multa e indemnización de 
daños y perjuicios, con arreglo al sistema 
establecido por la Diputación provincial, em- 
bargando y vendiendo algunos bienes de 
A olivé, el cual acudió en queja á ese Gobier- 
no político: que considerando que el intere- 
sado no reclamó en tiempo oportuno la ex- 
clusión de sus caballerías y carros del padrón 
de bagajes de Semita , y que prestaba dicho 
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servicio en el pueblo de que era vecino, 
acordó se le devolviese la multa y el valor de 
los efectos vendidos , abonando no obstante 
el valor del carro -que cubrió el servicio en 
vez del de Vallvé, y resolviendo al propio 
tiempo que este no prestase dicho servicio 
mas que en el pueblo de que era vecino. En- 
terada S. M. y teniendo presente que si la 
R. O. de 20 de febrero de 1846 establece que 
los Ayuntamientos no pueden excluir del re- 
partimiento para gastos vecinales, ni de los 
aprovechamientos y disfrutes comunes á los 
hacendados forasteros que tengan casa abier- 
ta con dependientes y labor , debe deducirse 
como consecuencia natural de esta disposi- 
ción que los hacendados forasteros, así como 
* ozan en los pueblos de que no son vecinos 
e los aprovechamientos comunales , deben 
también sufrir las cargas vecinales ; S. M. 
conformándose con el dictámen emitido so- 
bre este asunto por las Secciones de Guerra 
y Gobernación del Consejo Real , se ha ser- 
vido aprobar el acuerdo de V. S. en la parte 
relativa á la devolución del valor de los efec- 
tos vendidos, deducido no obstante el im- 
porte del carro que prestó el servicio de que 
se trata ; resolviendo al propio tiempo que en 
tanto que Valivé tenga casa abierta y con la- 
bor en Secuita se le considere obligado á cu- 
brir este gravámen en dicho pueblo, sin per- 
juicio de las cargas que como vecino le pue- 
dan corresponder en Vallmoll; y que esta 
resolución sirva de regla general en todos los 
casos de igual naturaleza que en lo sucesivo 
puedan ocurrir. — De órden de S. M. etc. — 
Madrid 9 de noviembre de 1849.» (CL. t. 48, 
pág. 318.) 

R. O. de 31 agosto de 1856. 

Las paguen los forasteros según la utilidad que 
reporten. 

(Hac.) limo. Sr.: La Reina (Q. D. G.) se 
ha enterado de las comunicaciones que han 
dirigido á*este Ministerio la Diputación pro- 
vincial de Sevilla y varios Ayuntamientos de 
las Baleares, pidiendo que se comprendan en 
los repartimientos' de la derrama á todos los 
hacendados forasteros por los perjuicios que, 
de no hacerse así , se causarán á los vecinos 
de los pueblos en que se adopte este medio 
para hacer efectivos los cupos. 

En su vista , y considerando : 

1° Que por el párrafo 2.° del art. 25 de 
fofoy de 16 de abril último se exceptúan de 
los repartimientos de los cupos de la derra- 
ma, entre otros , á los hacendados forasteros 
sm casa abierta: 

2.-° Que estos son los que determina el 
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párrafo 2.° del art. 52 de la Real instrucción 
de la antedicha fecha : 

3. ° Que al tenor del párrafo 3.°del mismo 
artículo no se comprenden en los repartos ó 
Jos referidos hacendados por las tierras que 
tengan dadas en arrendamiento , sino por 
las que cultivan ó llevan por sí mismos, pero 
en el concepto de hacerlo por medio de de- 
pendientes con domicilio en el pueblo. 

4. ° Que siendo la derrama un equivalente 
de los consumos, pues que los cupos son el 
50 por 100 de los productos de dicha contri- 
bución en el año común del trienio de 1851 
á 1853, no debe sujetarse á su pago á quien 
no consuma artículo alguno: 

5. " Que no los consumen los hacendados 
que no tienen casa abierta en los pueblos 
donde radican sus lincas, ni los que Jas cul- 
tivan desde otros en que se hallan sus case- 
ríos y aperos, ni los que han dado las suyas 
en aparcería, pues que los aparceros que las 
explotan no son dependientes de los propie- 
tarios, en cuyo solo caso se les debe com- 
prender en el repartí miento : 

6. ° Que mandándose en el art. 26 déla 
ley que los recargos para cubrir los gastos 
provinciales ó municipales se comprendan en 
los medios que se propongan para realizar la 
derrama, haciendo las distinciones oportu- 
nas, puede muy bien haber contribuyentes 
que no deban satisfacer los cupos para el Te- 
soro, pero sí los recargos de interés común : 

7. ° Que cuando estos ó parte de ellos se 
apliquen á un objeto que interese de algún 
modo á la conservación de las lincas de los 
hacendados forasteros, es justo que estos con- 
tribuyan á su pago proporcionalmente: 

Por todas estas razones S. M., conformán- 
dose con lo propuesto por esa Dirección ge- 
neral, se ha servido mandar: 

Primero. Que con arreglo á los arfs. 25 
de la ley de presupuestos y 52 de 1a Real ins- 
trucción de 16 de abril último, se excluyan 
de los repartimientos de los cupos de la der- 
rama para el Tesoro á los hacendados foras- 
teros que no tengan casa abierta en los pue- 
blos en que aquellos se ejecuten. 

Segundo. Que esto, no obstante, se les 
comprenda para el pago de Jos recargos mu- 
nicipales y provinciales en la parte que sea 
justa, según la mayor utilidad que del presu- 
puesto de gastos ó alguna de sus partidas re- 
porten evidentemente las fincas que posean 
en otros pueblos. 

Y tercero. Que el señalamiento de las 
cuotas lo haga la Junta pericial con arreglo á 
la instrucción y art,. 26 de la ley. — De Real 
órden etc. — Madrid 31 agosto de 1856.» {CL. 
t. 69, p. 428.) 
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R. D. de 1 .3 diciembre de I 856. 

Este decreto es el relativo á la contribución 
de consumos, en donde se hallará. Su art. 10 
excluye do los repartimientos de dicha con- 
tribución á los simples jornaleros, y á los ha- 
cendados forasteros que no tengan casa abier- 
ta eu el pueblo ó su término jurisdiccional 
con artefactos ó labor de su cítenla. 

R. I. de 24 diciembre de 1S36. 

Es la instrucción de consumos, para la 
ejecución del Real decreto anterior. Su ar- 
ticulo 218 hablando de los repartimientos 
dice que se excluya de ellos á los hacendados 
forasteros sin casa abierta, entendiéndose por 
tal la que está constante ó habitualmente ha- 
bitada por el forastero ó sus dependientes, 
que se bailen avecindados ó domiciliados en 
el pueblo, y siendo vecinos de otro por los 
consumos que hagan en el de labranza. 

R. O. de i o setiembre de 1857. 

Es sobre arbitrios municipales y se halla 
inserta en Presupuestos municipales. Su ar- 
tículo 17 dice así: 

Art. 17. «Eos forasteros contribuirán, lo 
mismo que los vecinos, á los recargos para 
atenciones provinciales. 

A los destinados á presupuestos municipa- 
les contribuirán también siempre, pero pa- 
gando solo la tercera parte de cuota indivi- 
dual que les corresponda á los vecinos.» 

R. O. de 3 julio de lí)63. 

(Guerra.) «Enterada la Reina (Q. 1). G.) 
del olicio de Y. E., lecha 24 de lebrero últi- 
mo, remitiendo copias de los que le han di- 
rigido los primeros comandantes de los bata- 
llones provinciales de Yich y Jaén dando co- 
nocimiento el primero de que ios soldados 
del mismo Cuerpo Jaime Balaot, Manuel Tu- 
rril y Gabriel Man goliat lian sido apremiados 
por el Alcalde de Senmaná imponiéndoles 
10 rs. de multa si no pagan ocho jornales 
para la recomposición de caminos, y mani- 
festando el segundo que la misma autoridad 
del pueblo de Cuevas de San Marcos, eu Ja 
provincia de Málaga, emplea á los milicianos 
provinciales de dicho pueblo en hacer el ser- 
vicio de patrullas, sin ser este extensivo á los 
demás vecinos, teniendo en cuenta lo que 
terminantemente se previene en el art. 60 
de Ja ley orgánica de milicias provinciales, y 
asimismo que los individuos referidos no de- 
bieron ser empleados en el servicio de patru- 
llas ni en el de trabajos de caminos vecinales 
por autoridades extrañas á su instituto, se ha 
servido resolver, de conformidad con lo in- 


formado por las Secciones de Guerra y Ma- . . 

riña, Gobernación y Fomento del Consejo de 
Estado en acordada de i 9 de junio próximo 
pasado, se reitere á las autoridades civiles la 
cxtricta observancia de lo que en el artículo 
y lev citados se previene, debiendo devolver- 
se a los soldados del batallón provincial dn 
Vid) de que se trata la mulla, que les fué im- 
puesta por el Alcalde de Sen maná, si la hu- 
biesen satisfecho. — De Real órdeu etc. — Ma- 
drid 3 fie julio de 1863.» [Gac. 22 julio.) 

lnstr. de 1 0 julio de 1864. 

Dictada esta distracción con motivo de la 
reforma introducida e.n la contribución de 
consumos, el art. 221 establece que no sean 
comprendidos en los repartimientos los ha- 
cendados forasteros que no tengan casa abier- 
ta mantenida á su costa ■ pero que si habita- 
sen en sus haciendas con sus familias ó cria- 
dos por mas do 30 dias, en cada año se les 
impondrá la cuota que corresponda al tiempo 
que Jas ocupen. 

Ley de 26 de julio de 4867. 

Esta ley que reformó la da 30 de enero de 
4 856 para el reemplazo del ejército (V. Quin 
tas) establece en su art. 4.° que los indivi- 
duos de la segunda reserva ó reserva seden- 
taria, gozarán del fuero común ú ordinario 
en todos conceptos , participando á la vez 
de ¡os derechos y deberes de los demás es- 
pañoles. 

Vamos á decir dos palabras sobre las 
disposiciones que son objeto de este ar- 
tículo. 

Con el art. i 7 de la R. 0. de 15 de 
setiembre de 1857, parece que se quiso 
poner término á las dificultades que este 
asunto ofrece; pero no se acertó en nues- 
tro concepto, y quedaron en pié y nacie- 
ron otras. 

Se dice en él, en primer lugar, que 
«los forasteros contribuirán lo mismo 
que los vecinos á ios recargos para aten- 
ciones provinciales ,» y este punto no 
ofrecía ya ninguna duda, pues so baila 
de acuerdo exactamente con lo que ya 
estaba prevenido en el art. 63 de la Real 
instrucción de 8 de junio de 1847. 

Ofrécela sí el relativo á los recargos 
destinados á presupuestos municipales, 
á los cuales dice contribuirán también 
siempre los forasteros , aunque pagando 
solo la tercera parte de cuota individual 
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que les corresponda á los vecinos. Como 
sevé, no se-, Hato distinción alguna de 
impuestos,, ni se haeé tampoco de foras- 
teros, y la distinción era indispensable, 
pues en la práctica se tocan dificultades 
para resolver sj la regla es aplicable lo ' 
mismo á los recargos sobre las contribu- 
ciones directas que á los que gravan el 
impuesto de consumos; y mas indispen- 
sable todavía para saber si ha sido el ob- 
jeto de la misma regla que no se haga 
diferencia entre forasteros con casa abier- 
ta y dependientes, ó labor, artefactos ó 
granjerias, y los que no tienen casa 
abierta. Estas dudas surgen de conside- 
rar aisladamente el artículo en cuestión, 
como lo hacen algunos, y por eso es ne- 
cesario consultar reunidas las demás 
disposiciones dictadas sobre la materia, 
de cuyo modo se forma la opinión de 
que no es pasada todavía la oportunidad 
desu aplicación. Nosotros así lo creemos, 
y atendiendo á su contenido, y conci- 
llando entre sí sus disposiciones, no po- 
demos menos de considerar que están en 
distinto caso los hacendados forasteros 
con casa abierta que los que no la tienen 
y que los que tienen dadas en arriendo 
sus fincas. Diremos brevemente el caso 
en que á nuestro entender se encuentra 
cada una de estas clases. 

Hacendados forasteros con casa abier- 
ta . — Los hacendados forasteros que ten- 
gan casa abierta con dependientes, ó 
labor, ó artefactos ó granjerias, aunque 
no residan en los pueblos donde radican 
sus haciendas etc. están sujetos á todos 
los recargos, por territorial, por subsidio 
en su caso, y por consumos, y aun á las 
cargas de bagajes, alojamientos, conduc- 
ción de presos etc. como cualquier otro 
vecino, pues realmente existe en este 
caso una semi-vecindad, siquiera esté 
representada por el mayordomo, admi- 
nistrador, criado ó dependiente que haga 
cabeza de la casa, teniendo por la misma 
razón derecho á los aprovechamientos 
vecinales. 

Hacendados forasteros sin casa abier- 
ta . — Estos cuando cultivan por sí sus 
fincas ti otras que lleven en arrenda- 
miento, están obligados á contribuir á 
Tomo Itl. 
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los gastos municipales én calidad de cul- 
tivadores ó como colonos , ó ,$ea por la 
parte de utilidad que se considere al cul- 
tivo (R. 0. de 30 octubre de 1849 con- 
forme con el art. 9 ° del R, D. de 23 de 
mayo de 1845), y además por la tercera 
parte de lo que se grave á la renta ó se 
impute á la propiedad en equivalencia 
de aquella (R 0. de 15 de setiembre de 
1857, art. 17). Respecto á, los recargos 
provinciales ya hemos visto que los ha- 
cendados forasteros contribuyen sin dis- 
tinción como los vecinos. 

En cuanto á consumos, les exceptuó 
de los repartimientos el R. D. de 15 de 
diciembre de 1866 y la Real instrucción 
de 26 del mismo mes y año, hoy en par- 
te la de l.° de julio de 1864; y creemos 
que no ha sido la mente de Ja Ri 0. de 
•15 de setiembre de 1857 hacer novedad 
en este punto. 

Hacendados forasteros que tienen da- 
das sus fincas en arrendamiento . — Aun- 
que á estos los eximia délos repartimien- 
tos vecinales la R. O. de 20 de febrero 
de 1846, deben hoy considerarse com- 
prendidos en la de 15 de setiembre de 
1857, y señalárseles con arreglo á la mis- 
ma la tercera parte de cuota individual 
que corresponda á los vecinos, cuyo re- 
sultado se obtiene sirviendo de base la 
tercera parte de la renta ó utilidad que 
se les impute.— Para los gastos provin- 
ciales ya hemos dicho que contribuyen 
todos los hacendados forasteros. 

Tal es en nuestro concepto la inteli- 
gencia que debe darse á la R. 0. de 15 
de setiembre de 1857, armonizada con 
las demás insertas. 

CARNERAJE Antiguo impuesto equi- 
valente ó análogo al de montazgo en 
Castilla que se exigía en Aragón, no pre- 
cisamente á los carneros , sino á todos 
los ganados gruesos y menudos. Martí- 
nez en su librería de jueces, t. 8, pági- 
na 275 hace mención do un privilegio 
concedido porD. Pedro IV de Aragón en 
1381 para cobrar el derecho llamado car - 
neragium , á todos los ganados gruesos y 
menudos que pasaren por el lugar de 
Jaz y los de Rompesacos, Javiérre de 
Trasierra, Sarsamacuello, sus praderas y 
5 
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términos, privilegio que fué confirmado 
y ratificado 1771. Consistía el derecho de 
carneraje en un carnero de bajada y otro 
de subida de cualquiera rebaño hasta mil 
cabezas etc. Hoy este impuesto está abo- 
lido.' — V. Montazgo. 

CARRERAS. — V. Enseñanza: Escuelas: 
Facultades: Instrucción pública. 

CARRERA DIPLOMÁTICA. Esta carrera 
se compone de las categorías que se de- 
terminan en el R. D. de 27 de febrero 
de 185 í, y los estudios para ingresar en 
ella son los que establece el de 6 de no- 
viembre de 1805. En los artículos Emba- 
jador y Cuerpo diplomático se trata este 
asunto. 

CARRERA- JURIDiCD-POLlTICO-MlLITAR. 

Véase Auditor y Jurisdicción militar or- 
dinaria* en cuyo artículo están compren- 
didos el R. D. de 22 de diciembre de 
1852 que reformó los Juzgados militares 
y otros varios. 

La ley de presupuestos de 22 de mayo 
de 1859, disposición 4. a de las conteni- 
das en el del Ministerio de la Guerra es- 
tablece que use respetan los derechos ad- 
quiridos en sus actuales clases para op- 
tar d la situación de reemplazo por los 
individuos que pertenezcan á las carre- 
ras politico-juridico-militares » añadien- 
do que: « los que desde la promulgación 
de esta ley ingresen en ellas no tendrán 
este derecho .» Para el cumplimiento de 
lo dispuesto en dicha ley se han dicta- 
do las medidas conducentes que es con- 
veniente conocer. Son: 

R. O. de 25 mayo de 1851). 

Reglas pata el establecimiento do la situación de 
reemplazo. 

(Guerra.) «...Se ha servidoS. M. mandar. 

•i. u Queda restablecida la situación de 
reemplazo para los individuos que están en 
la actualidad separados transitoriamente del 
servicio activo en las clases siguientes : em- 
pleados de la Secretaría de este Ministerio; 
en el Tribunal Supremo de Guerra y Marina 
y de la extinguida Junta de gobierno del 
Monte-pío militar: funcionarios de Ja carrera 
jurídico— militar , y jefes y oficiales de Admi- 
nistración y de Sanidad y Veterinaria militar. 

2.° A los individuos de estas mismas cla- 
ses que en lo sucesivo sean separados transi- 
toriamente del servicio activo, se íes declara- 


rá la misma situación de reemplazo y los de- 
rechos que les corresponden en sus actuales 
empleos conforme á las disposiciones de la 
antes citada ley, hayan ó no ascendido á em- 
pleo ó clase superior. 

3. ° Que Ja expresada situación de reem- 
plazo se continúe entendiendo en armonía 
con la de los jefes y oficiales del ejército, y 
de consiguiente con igualdad de goces para 
los efectos: de clasificación de derechos pa- 
sivos. 

4. ° Que sean alta en las nóminas de reem- 
plazo de junio próximo todos los individuos 
de dichas clases que se encuentran hoy en 
situación de cesantes ú consecuencia de lo 
prevenido en las Rs. Ords. de 28 de diciem- 
bre de 1858 y 6 de abril próximo pasado, 
cuyas órdenes y las dictadas en su consecuen- 
cia quedan anuladas. 

o.' J Que sean dados igualmente de alta 
en la clase de personal de reemplazo de este 
Ministerio, siempre que así lo soliciten, los 
empleados de Ja Secretaría del mismo que. en 
vez de pasar á la situación de cesantes opta- 
ron por volver á cuntinuar sus servicios al 
arma ó cuerpo de que procedían, dándoseles 
igualmente de alta en la nómina respectiva, á 
medida que V. E. reciba las Reales órdenes 
individuales que oportunamente le serán co- 
municadas. 

tí.° Que los empleados que á consecuen- 
cia de lo dispuesto en la regla anterior vuel- 
van á pertenecer á la clase de reemplazo de 
esta Secretaría, sean dados de baja definitiva 
en el arma ó cuerpo á que en la actualidad 
correspondan, pues solo deben depender en 
lo sucesivo del Ministerio de la Guerra. 

7. ü Que el abono de haberes en las cla- 
ses de reemplazo sea desde l.° de enero úl- 
timo, reclamándose y satisfaciéndose por adi- 
cionales, y mediante la oportuna justificación, 
las diferencias de haber á que acrediten los 
interesados tener derecho. 

8. ° Que se dé conocimiento de esta reso- 
lución al Ministerio de Hacienda y á la Junta 
de clases pasivas, á fin de que expídanlas 
órdenes é instrucciones convenientes, para 
que desde l.° de junio próximo venidero no 
se acrediten ni satisfagan haberes á los indi- 
viduos de las clases político y jurídico— mili- 
tares que hoy están en situación de cesantes. 
—De Real orden etc.— Madrid 25 de mayo 
de 1859.» ( CL . t. 80, p. 350). 

Ley de 22 mayo de 1859. 

Limita el derecho á la situación de reemplazo 

Es la de presupuestos para el año 1859 1 
entre las disposiciones contenidas en el de I a 
Guerra dice así la 4. a «Se respetan ios dere- 


CAMERAS. .... CARRUAJES PUBLICOS. 67 


chos adquiridos,' en sus actuales clases , para 
optar á la vfaejltM de reemplazo, por los in- 
dividuos que pertenezcan á las carreras poli— 
tico-juríáco-ndíitares. Los que desde la pro- 
mulgación de "esta ley ingresen én ellas no 
tendrán este derecho.» 

JL O. de 30 mayo de 1859. 

Se declara que solo tienen derecho á in- 
gresar en la situación de reemplazo los indi- 
viduos ■ de las carreras político y jurídico- 
tnilitares que ya han pertenecido á ella á 
consecuencia ¿de la R. O. de 7 de febrero 
de 1856 (1), y los que desde dicha fecha á 
la de la ley de 22 del actual hubiesen ingre- 
sado en las citadas carreras; quedando por 
consiguiente excluidos ios individuos proce- 
dentes de las mismas que en épocas ante- 
riores tenían la situación de cesantes y los 
que ingresen ó hubiesen ingresado en ellas 
con posterioridad á la fecha de la precitada 
ley. (CL. t. 80, p. 366). 

R. O. de 20 enero de 1862. 

(Guerra.) «La Reina ha tenido á 

bien declarar por punto general que en las 
vacantes ó interinidades de todos ios cargos 
déla carrera jurídico-militar, á falta de fun- 
cionarios en situación de reemplazo con go- 
ce de sueldo, ó sin él en situación pasiva, se 
dé preferencia á los aspirantes que lo solici- 
ten, con predilección de los de primera cla- 
se ó que han prestado servicios en dicha car- 
rera, á los de segunda, y á su antigüedad en 
el órden de los escalafones. — De Real orden 
etc. — Madrid 20 de enero de 1862.» (CL. to- 
mo 87, p. 81.) 

R. O. de 18 junio de 1862. 

(Guerra.) « La Reina (Q. D. G.) se 

ha servido disponer que cesen en sus res- 
pectivos destinos pasando á situación de 

reemplazo los fiscales y secretarios de 

causas de las Capitanías generales. Es asi- 
mismo la voluntad de S, M. que los referi- 
dos cargos sean desempeñados por los jefes 
y oficiales de estados mayores de plaza, y en 
caso de urgencia por los comandantes fisca- 
les de los regimientos que se hallen de guar- 
nición en los distritos respectivos.» (CL. to- 
mo 87, p. 737.) 

R. O. de 24 marzo de 1863. 

(Guerra.) Se dispone «como regla ge- 
neral y para lo sucesivo, que á los individuos 
de la carrera jurídico-militar cesantes ó de 
reemplazo que fueren nombrados para des- 
empenay interinaiqente un cargo de su ela- 

(i) No se ha publicado; 


se, ó superior á ella, se Jes haga él abono 
durante la expresada interinidad de los cua- 
tro quintos del sueldo que por. Sus respecti- 
vos empleados les corresponda , coüao por re- 
gla general está prevenido pata- todas las co- 
misiones activas del servicio, en cuya situa- 
ción deberá considerárseles, y con cargo a! 
capítulo correspondiente á dichas comisiones 
activas.» (Gac. 18 abril.) 

CARRERA MILITAR. — V. Ej ÉRC1TO. . 

CARRETERAS. — V. Caminos: Caminos 
vecinales: Caminos ordinarios ó Carre- 
teras. 

CARRETERÍA. — V Cabaña real de car- 
retería. 

CARROS FÚNEBRES-— Véase en Cemen- 
terios la R. O. de 2 de julio de 1867, 
resolviendo una cuestión suscitada en- 
tre el prelado de la diócesis y el Ayun- 
tamiento de Santander sobre instalación 
de carros fúnebres. 

CARRUAJES PÚBLICOS. Trata el títu- 
lo XIV, lib. VI de la Nov. Rec. del uso 
desillas de manos, coches y literas, es- 
tando sus leyes en completo desuso. 
Prohibían los bordados, brocados, fleca- 
duras de puntas, de borlilia, campanilla 
y redecilla en las sillías de manos y co- 
ches; prohibían también andar en coche 
alquilado ó con caballos prestados ó con 
mas de cuatro, siendo en todo caso ne- 
cesaria licencia del Rey para usarle ó 
para enajenarle ; y su llevaron todavía 
mucho mas allá las prohibiciones con 
los que podían usar coches, que no eran 
dueños de disponer de él para sus ami- 
gos y parientes, no siendo de los que 
vivian y comían de ordinario en su casa 
y á su costa. Hoy, pues, lodos los que 
quieran se hallan facultados para gastar 
coche, de la clase que mas Jes acomode, 
y para disponer de él como de cualquie- 
ra otro objeto de su propiedad. Lo único 
que aquí advertiremos es que, según el 
Código penal, se castigan como faltas la 
infracción de los reglamentos relativos á 
carruajes y correrlos dentro de las pobla- 
ciones con peligro de las personas (1). 

Reg. de policía de 20 febrero de 1824. 

(Extracto.) — El capítulo XIII del regla- 

(1) Párrafo 2.®, art. 484; id. 7.° del 494^ 
idem 14 del 495. 
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mentó de policía de Madrid trata de los car- 
ruajes públicos. Dispone entre otras cosas 
qué nadie pueda tener carruajes de alquiler 
sean de plaza 6 de camino sin licencia del 
Superintendente general , pagando la retri- 
bución que determina: que se forme un re- 
gistro de todos los referidos carruajes, y que 
estos lleven en la parte exterior de su testera 
el número del registro, todo bajo las penas 
establecidas en los arts. 1 47 á 1 49 del mismo 
reglamento 

Iguales disposiciones contiene el cap. Xí\ 
del reglamento de policía para las provincias 
de la misma fecha que el anterior. (No se ha- 
llan en la Colección legislativa ó de de- 
cretos.) 

R. O. de 7 octubre de 1848. 

Preferencias en asientos, 

(Gob.) «En vista de una exposición del 
director de la compañía de diligencias-postas 
generales, motivada por un suceso que recien- 
temente lia tenido lugar con eJ administra- 
dor de dicha compañía, en la ciudad de Va- 
lencia, ha tenido á bien S. M. mandar se pre- 
venga á V. S. como de su Real orden lo eje- 
cuto, que los jefes militares cuando no viajen 
por asuntos del servicio público no tienen pre- 
ferencia alguna sobre Jos particulares para 
ocupar los asientos de los carruajes de aque- 
lla empresa, y mucho píenos cuando los bi- 
lletes estén ya vendidos. — Madrid 7 de octu- 
bre de 1848.« {CL. t. 45, p. 199.) 

Circ. de 75 agosto de 1854. 

La Dirección general de Obras públicas en- 
cargó por esta circular á los ingenieros jefes 
de ¡os distritos , que cuando ocurran vuelcos 
de carruajes , procuren que se verifique una 
escrupulosa investigación de Jas causas que 
los hayan producido, para que adopten las 
medirlas que les parezcan oportunas. {CL. to- 
mo (52 , p. 347.) 

R. D. de i '3 mayo de 1857. 

Aprobando el reglamento para el servicio de los car- 
ruajes destinados á la conducción de viajeros. 

«Conformándome con lo propuesto por el 
Ministro do la Gobernación , de acuerdo con 
la Sección de Gobernación y Fomento del 
Consejo Real, vengo en aprobar el adjunto 
reglamento para el servicio de los carruajes 
destinados a la conducción de viajeros.— 
Dado en Palacio á 13 de mayo de 1857. 

Reglamento para el servicio de los car- 
ruajes DESTINADOS Á LA CONDUCCION DE 
VIAJEROS. 

Artículo l.° No podrá destinarse en lo 
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sucesivo carruaje alguno a la conducción de 
viajeros sin que preceda licencia del Gober- 
nador de la provincia en que esté domiciliada 

la empresa. . 

Art. 2.° Luego que esta lo solicite dis- 
pondrá el Gobernador que un perito, asisti- 
do por un inspector especial de vigilancia en 
Madrid, ó por un inspector ó comisario en 
ías demás capitales, ó un delegado de la mis- 
ma autoridad, superior cG ii en las poblacio- 
nes subalternas , reconozca el carruaje para 
cerciorarse de que está construido con soli- 
dez y oirecc las condiciones necesarias para 
la seguridad v comodidad de los viajeros; de- 
biendo tener presente al hacer el reconoci- 
miento: 

1. ° Que el máximum de la altura desde 
el suelo hasta lo mas elevado de la vaca, ha 
ele ser de tres metros en los carruajes de cua- 
tro ruedas, pudiendo aumentarse con 40 cen- 
tímetros si tienen cabriolé , y de dos metros 
00 centímetros en los de dos ruedas. 

2. ° Que entre la parte anterior y superior 
del carruaje y la banqueta dei cupé deberá 
haber una distancia de 35 centímetros. 

3. ° Que cada asiento debe tener por lo 
menos una anchura de 48 centímetros; que 
este mismo espacio ha de mediar entre las 
arquillas, y que la altura de estas, incluso el 
almohadón, no puede exceder de 40 centí- 
metros. 

4. ° Que desde el pesebrón hasta el teja- 
dillo ha de medirse un metro y 40 centí- 
metros. 

5. ° Que la berlina y el interior han de 
tener una portezuela á cada Jado, con su cor- 
res pon diente estribo . 

b. u Que Jos ejes han de ser de hierro 
forjado, empanados y de buena calidad. 

Y 7." Que los carruajes no han de tener 
secretos. 

Art. 3.° El perito extenderá una certi- 
ficación en que conste Ja altura, largo y an- 
cho de! carruaje, las dimensiones de todas 
sus piezas, la materia de que están cons- 
truidas, los asientos que puede contener có- 
modamente y los límites y forma que para 
evitar vuelcos debe darse á la carga, la cual 
ha de regularse por e) número de viajeros 
que admita el coche y caballerías que lo ar- 
rastren; declarando bajo su responsabilidad 
si , según las reglas del arte, puede aquel des- 
tinarse sin peligro al servicio del público. El 
inspector ó comisario autorizará con su fir- 
ma el certificado. 

Los derechos que devengue el perito se- 
rán de cuenta de la empresa , la cual podrá 
también nombrar otro que en su represen- 
tación asista al reconocimiento. 
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Art. 4.° El Goberpador, con presencia 
del resultado del reconocimiento , concederá 
ó Degará lá licencia, y en el primer caso re- 
mitirá á las autoridades superiores civiles de 
todas las provincias que debe recorrer el car- 
ruaje, copia, textual de la certificación expe- 
dida por el .perito , con expresión del núme- 
ro del carruaje, para que puedan disponer su 
comprobación cuando lo estimen convenien- 
te. De todas estas licencias se llevarán regis- 
tros circunstanciados en los Gobiernos de 
provincia. 

Art. 5.° Los carruajes pertenecientes á 
una empresa tendrán una numeración "cor- 
relativa, y en ambos lados llevarán escrito 
en parte visible el nombre de aquella y el 
número del coche en Caracteres de 20 cen- 
tímetros. 

Art. 6.° Las empresas se sujetarán á las 
condiciones que se íes impongan en la licen- 
cia, según la declaración del perito, por lo 
tocante al número de asientos que puedan 
admitir y á la forma y límites de la carga. 

Art. 7.° En ningún caso se permitirá 
que se pongan objetos fuera de la vaca, ni 
que esta sobresalga de la caja mas que lo pre- 
cisamente necesario en los carruajes cuya 
estructura lo exija y dentro de los límites 
prefijados por el perito. 

Art. 8.° Todo carruaje público destinado 
á la conducción de pasajeros de un punto á 
otro del Reino llevará precisamente torno, 
plancha y ata-ruedas. Tendrá también' en la 
parte posterior un aparato destinado á con- 
tenerlo cuando haya necesidad de hacer alto 
en las subidas. 

Art. 9.° En la parte mas elevada y ante- 
rior de los carruajes tendrán un farol de re- 
berbero , que deberá estar encendido desde 
el anochecer hasta que amanezca. 

Art. 10. Los asientos estarán numera- 
dos: no se admitirá en las localidades mayor 
número de personas de las que les estén 
designadas. Las empresas fijarán con antici- 
pación las reglas y precio que han de regir 
*para la admisión de niños (1). 


(1) Aclarando los artículos 10 y 35 de este 
reglamento, se dispuso por Real orden de 27 
de noviembre de 1858, con presencia de los 
artículos 495 y 50b del Código penal : 

«i.° Que cuando un carruaje público con- 
duzca viajeros en cualquier puesto que no sea 
de los numerados se imponga á cada uno de 
ellos la pena de cuatro duros y otra iguai á. la 
empresa, entendiéndose en este sentido el ar- 
tículo 35 del reglamento de 13 de mayo de 1857. 

?-° Que se haga bajar del carruaje á los 
mismos viajeros. 

3.° Que el gobernador , el Alcalde ó Jos 
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Art. 11. Ni en las administraciones, ni 
en medio del camino podrán admitirse pasa- 
jeros que no presenten la cédula dé vecindad 
correspondiente. - . 

Art. 12. Las administraciones llevarán 
un registro en que consten los nombres y 
destino de los viajeros y los bultos que se 
conducen en cada expedición ó viaje. 

Art. 13. Los conductores y mayorales 
llevarán una hoja de ruta con iguales asien- 
tos y anotarán en ella los viajeros que reci- 
ban en el camino. 

Art. 14, En los billetes que se entreguen 
á los viajeros se expresarán con claridad y 
precisión los derechos y obligaciones que les 
correspondan. 

Art. 15. Los que habiendo tomado uno o 
mas asientos observasen que faltan cristales 
en las ventanillas, ó notaren algnn otro de- 
fecto de esta especie, podrán reclamar que se 
corrija, y las empresas estarán obligadas á 
verificarlo en el acto. Los desperfectos oca- 
sionados en el tránsito, serán subsanados en 
el primer punto de parada en que sea posi- 
ble á costa de la empresa ó del que los hu- 
biere ocasionado. 

Art. 16. En todas las administraciones 
estarán fijados á la vista del público cuadros 
en que consten detallada y explícitamente 
los precios de las localidades para los pueblos 
de las carreteras , los puntos de parada, su 
duración y la de los relevos de tiros y el 
tiempo que ha de correr cada uno de estos. 

Art. 17. No podrán alterarse los precios 
de las localidades sin anunciarlo con la anti- 
cipación de 20 dias al menos por medio de 
los periódicos y de avisos fijados con igual 
anticipación en las administraciones. 

Art. 18. Tampoco podrán los conducto- 
res ó mayorales detener los carruajes en Jos 
puntos de parada mas ni menos tiempo deJ 
que esté anunciado, á no exigirlo circunstan- 
cias graves é imprevistas. 


guardias civiles que hubiesen descubierto la 
infracción den aviso por el medio mas pronto, 
el telégrafo, si le hay, ó el correo, á las auto- 
ridades del tránsito que haya de recorrer el 
carruaje, para que le vigilen con especial cui- 
dado é impongan las mismas penas cuantas 
veces la falta se repita. 

4.° Que se hagan públicas por medio de 
los periódicos oficiales las multas que se im- 
pongan á las empresas. 

Y 5.° Que V. S. cuide de que se cumplan 
estas disposiciones por sus dependientes con 
la mayor exactitud en Ja parte que á cada uno 
corresponda, castigando con rigor los casos de 
complicidad ó encubrimiento que ocurriesen, 
ó dando cuenta al Gobierno cuando para ello 
fuese necesaria su intervención.» 
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Ari. Í0. Las empresas darán aviso antici- 
pado íi ios Gobernadores v á los comandantes i 
do ia Guardia civil de las provincias de la li- 
nca, de las variaciones que hicieren en las 1 
horas de entrada y salida de los carruajes, á 
fu, de que puedan adoptarse las medidas con- 
venientes para la seguridad de los viajeros. 

Art. 20. Los carruajes que hagan el ser- 
vicio do una misma línea, no podrán adelan- 
tarse unos á otros sino cuando los que ca- 
minaban primero se detengan pava mudar 
tiros ó con cualquier otro objeto. 

Art. 21. Queda prohibido que los de- 
lanteros llagan el servicio por mas de 24 ho- 
ras seguidas (1 ). 

Art. 22. Se prohíbe igualmente que se 
admitan para este ejercicio mozos menores 
de 16 años. 

Art. 23. No podrán Jas empresas admitir 
mayorales ó delanteros sin que estos acredi- 
ten su buena vida ó costumbres por medio 
de certificados doi Alcalde ó empleados de 
vigilancia de su domicilio, si Jos hubiere. Di- 
chos documentos deberán conservarse por 
las empresas para los fines que puedan con- 
venir. 

Art. 24. Tampoco podrán destinarse al 
servicio de los carruajes públicos caballerías 
que no estén domadas y acostumbradas al 
tiro. 

Art. 25. Se prohíbe á los mayorales y de- 
lanteros que abandonen simultáneamente 
sus asientos ú ocupen otros distintos de los 
que lo están señalados, así como el salirse 
con los carrua jes fuera de la carretera. 

Art. 26. Solo á las personas encargadas 
de la conducción del carruaje se les permiti- 
rá situarse en el pescante. ExcepLiúmse los 
guardias civiles de servicio en los caminos, 
que podrán colocarse al lado del conductor, 
cuando fuere preciso. 

Art. 27. En todo carruaje público deben i 
admitirse los guardias civiles de servicio en j 
las caí referas, siempre que hubiere asientos 
desocupados y cuando á juicio de los mismos ■ 
Jo exija la seguridad de ios viajeros. 


(4) Por R. 0. de 26 de noviembre dei859 se 
mandó que «Guando los carruajes destina- 

dos á la conducción de viajeros sean arrastra- 
dos por seis caballerías, enganchadas dos en 
lanza y una en potencia y las otras tres en 
bolea no se exija que vayan con delantero; 
pero que se obligue á las empresas á ponerlo 
siempre que las caballerías vayan dos en lan- 
za, dos en bolea y dos delante, ó por regla ge- 
neral, cuando sean tres ó mas en reata » Tam- 
bién se ordenó «que las infracciones de esta 
disposición se corrijan con la multa de me- 
dio á cuatro duros.» (CL. t. 82, p. 335.) 
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Art. 28. Siempre que se encuentren dos 
carruajes, tomarán la derecha cediéndose 1a 
izquierda y dejándose libre respectivamente 
la mitad de la carretera á lo menos. 

Art. 29. Siempre que fuere robado ó se 
baya intentado robar un carruaje, el encar- 
gado principal de su conducción lo pondrá 
en conocimiento de la primera pareja de la 
Guardia civil ó del primer puesto de esta 
fuerza que hubiere en la carretera , sin per- 
juicio de dar parte al Alcalde de la pobla- 
ción mas inmediata. 

Art. 30. Ni las empresas ni los conduc- 
tores podrán llevar en los carruajes cantida- 
des de dinero ó efectos públicos que excedan 
de 20.000 rs. sin ponerlo, cuando menos 
con 24 horas de anticipación , en conoci- 
miento del jefe de la Guardia civil ó de la 
autoridad gubernativa. 

Art. 31 . En todas las administraciones y 
en los puntos de parada que designen los 
Gobernadores de provincia, habrá cuadernos 
foliados y rubricados por el Alcalde á dispo- 
sición de los viajeros para que puedan anotar 
las quejas que tuvieren de las empresas ó 
sus dependientes. Las autoridades locales, los 
empleados de vigilancia y los guardias civiles 
examinarán los expresados cuadernos, y tras- 
mitirán á la superioridad sus observaciones. 

Art. 32. Los peritos que falten á la exac- 
titud en las certificaciones de reconocimiento 
ocultando ó disimulando los defectos de los 
carruajes, ú omitiendo alguna de las reglas 
que deben observarse para que la carga por 
su volumen, peso ó colocación no ocasione 
vuelcos, serán puestos á disposición de los 
tribunales, á fin de que sean juzgados con 
arreglo al Código penal. 

Art. 33. Cuando un carruaje nuevo, ó 
que pueda considerarse como nuevo, se pu- 
siese en camino sin que preceda la licencia de 
Ja autoridad, será detenido al terminar su 
viaje y remitirlo á costa de la empresa al do- 
micilio de esta, único punto en que pueden 
hacerse los reconocimientos periciales, sin 
que se le permita llevar carga ni pasajeros, á 
cuyo efecto se colocarán en él dos guardias 
civiles. La empresa satisfará además la multa 
de 80 reales que le impondrá el Gobernador 
de la provincia en que se verifique la de- 
tención. 

Art. 34. La admisión de pasajeros sin la 
correspondiente cédula de vecindad, será cas- 
tigada con la multa de 80 reales, salvo los 
procedimientos que correspondan cuando la 
persona admitida fuere sospechosa ó esté re- 
clamada por los tribunales ó autoridades. 

Art. 35. Las demás infracciones de este 
reglamento serán castigadas gubernativamen- 
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te Dor los Gobernadores de las provincias ó 
los' Alcaldes de los wjebíos con multas que no 
bajen de 10 reales ni excedan de .80, las cua- 
les serán satisfechas por el administrador . 
mas inmediato euando recaigan sobre la em- 
presa, ó en su defecto por el conductor, quien . 
tendrá derecho al reintegro cuando la con- . 
tra vención no hubiere sido cometida por el 
mismo (1). 

Art. 36. Además serán responsables las 
empresas y sus dependientes,- de los perjui- 
cios ocasionados á particulares con las referi- 
das infracciones. 

Art. 37. En todas las administraciones de 
carruajes públicos habrá un ejemplar de este 
reglamento, del cual deben estar provistos 
igualmente los conductores, que tendrán obli- 
gación de exhibirlo á los viajeros siempre que 
les requieran para ello. 

Art, 38. El inspector especial de vigilan- 
cia encargado en Madrid de este servicio, y 
un inspector ó comisario en las capitales de 
provincia, asistirán por sí mismos, y en caso 
de imposibilidad por medio de sus dependien- , 
tes, á la hora y puntos de salida y llegada de 
los carruajes para enterarse de las quejas de 
los viajeros y de la manera en que se cumple 
lo mandado. 

Art. 39. Los mismos empleados examina- 
rán escrupulosamente los carruajes antiguos, 
y si hubiere alguno que por su estado ó cons- 
trucción no ofrezca seguridad ó adolezca de 
defectos cuya corrección sea necesaria, lo , 
pondrán en conocimiento del Gobernador, 
quien dispondrá que se proceda sin demora 
al reconocimiento y á Ib demás que corres- 
ponda. 

Art. 40. Los Gobernadores de las pro- 
vincias, los Alcaldes, los empleados de vigi- 
lancia, y la Guardia civil cuidarán con espe- 
cial esmero de la observancia de este regla- 
mento.— Aprobado por S. M. en Real decre- 
to de esta fecha.— Madrid 13 de mayo de 
1857.— Nocedal. (CL. t. 72 ,p. 256.) 

R. O. de 18 de junio de 1857. 

Se aprueba la siguiente 

Instrucción que deberá observar la Guar- 
dia civil, á fin de cooperar á que se cumpla 
el reglamento para el servicio de carrua- 
jes públicos destinados á la conducción de ¡ 
viajeros , aprobado por S . M. en Real de- 
creto cíe 13 de mayo último. 

Artículo l.° La Guardia civil cuidará de 
la ejecución del reglamento para el servicio 


(i) Téase la nota al art. 10. 
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; de los carruajes destinados á la conducción 
I de viajeros. 

l.° Disponiendo por sí lo que correspon- 
1 da en los casos que se determinan en esta 
i instrucción. 

| 2.° Dando conocimiento á las autoridades 

de las infracciones que se cometan en aque- 
i líos casos y de lo que en su consecuencia hu- 
! biere ejecutado, así como de las demás que 
I notare , para que puedan ser debidamente 
corregidas. 

Art. 2.° La Guardia civil obrará por sí en 
los casos y en la forma siguiente: 

1. ° Siempre que observare que un car- 
ruaje lleva objetos luera de la vaca, hará que 

' se descarguen, si aquel estuviese en poblado, 

! y si se hallase en despoblado dispondrá que 
esta operación se verifique en e) primer pue- 
blo 6 administración en que hiciere parada. 

2. ° Cuando bajen los coches una pendien- 
te sin hacer uso de la plancha ó del torno, 
obligará al mayoral á que cumpla loprevenidoj 

3. ° También obligará á los mayorales á 
que enciendan el farol una vez anochecido, 
en caso de que no cumplan lo dispuesto en 
el art. 9.° del reglamento. 

4. ° Cuando notare 6 se le hiciere notar 
por Ja empresa ó por los viajeros algún des- 
perfecto en los carruajes hará que se subsa- 
ne en el primer punto que fuere posible, so- 
licitando la intervención de la autoridad en 
caso de que los obligados á pagar su coste se 
negasen á ello. 

5. ° Si observare ó se le hiciere observar 
que en cualquier punto se enganchan caba- 
llerías sin domar ó no acostumbradas al tiro, 
dispondrán najo su responsabilidad que se 
desenganchen. 

6/' No permitirá que bajo el pretesto de 
subir cuestas ú otro alguno , dejen el mayo- 
ral, zagal 6 delantero los puestos que les están 
asignados, ni se coloquen en otros diferentes, 
toda vez que debe ir siempre uno en el pes- 
cante, y el delantero en la caballería corres- 
pondiente. 

7. ° Obligará á los mayorales á que vuel- 
van á la carretera siempre que hubieren sa- 
cado el carruaje de ella, á no ser que motivos 
suficientes les hayan obligado á dejarla. 

8. ° No permitirá que á la salida de los 
pueblos suba persona alguna á la delantera, 
pescante ó vaca. 

9. ° Impedirá que un carruaje adelante al 
que le precede, si este no se hallare detenido. 

10. Cuando en cualquier carruaje públi- 
co encontrare viajeros que carezcau de cé- 
dulas de vecindad, ó militares sin pasaportes, 
procederá en la forma prevenida para estos 
casos. 
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Ari .. 3, n Do las infracciones á que se re- 
fiere el articulo anterior, se dará cuenta al 
comandante de provincia, y conocimiento 
al Inspector general del Cuerpo. El primero 
dará tiun bien parte al Gobernador de la pro- 
vincia. En los partes se expresará con espe- 
cial cuidado la empresa á que corresponda el 
carruaje, el número de este, el nombre del 
mayoral, y el sitio y día en que se cometió ó 
notó la falta* 

Art. 4.° En los mismos términos se dará 
parte de todas las demás infracciones del re- 
glamento, no mencionadas en el art. 2.' J , y 
respecto de Jas cuales las funciones do la 
Guardia civil son de mera vigilancia. 

Art. 5.° Los comandantes de provincia, 
de sección, de línea y de puesto, y las pare- 
jas de servicio en la carretera, están obligados 
á vigilar para que se lleve á ejecución e) re- 
glamento. 

Art. 6.° Para este objeto solicitarán los 
comandantes de provincia, de los Goberna- 
dores, que les faciliten noticia circunstancia- 
da de las licencias que se expidan para el uso 
do los carruajes que nuevamente se destinen 
al servicio, con expresión de las líneas que 
deben recorrer, á fin de comunicarlas á los 
comandantes de línea y puestos. 

Art. 7.° Como medio también de cumplir 
los deberes que corresponden á la Guardia 
civil en esta materia, cuidará: 

1. ° De examinar si Jos carruajes llevan 
escrito el nombre de la empresa y el número 
que les corresponde, una vez trascurrido 
el plazo que para cumpl ¡raimiento del ar- 
tículo 5.° del reglamento les hubiesen seña- 
lado ¡os Gobernadores de provincia. 

2. ° De observar si los mismos llevan tor- 
no, plancha y ata-ruedas. 

3. ° De pedir á los mayorales las hojas de 
rula y examinarlas y confrontarlas. 

4. ° De averiguar si en las administracio- 
nes existen las tablillas ó registros de que ha- 
bla el art. 16 del reglamento. 

5. ° De poner en conocimiento de quien 
corresponda los casos en que las empresas 
cambien las horas de salida de los coches, sin 
dar el aviso anticipado que prescribe el ar- 
tículo 19. 

6. u De investigar si los delanteros hacen 
el servicio por mas de veinticuatro horas se- 
guidas, ó si no llegan á la edad de 16 años. 

7. ° De examinar si en las administracio- 
nes, y en poder de los mayorales existen 
ejemplares del reglamento. 

Y 8. ü De examinar también los cuader- 
nos íí que se refiere el art. 31, para trasmitir 
á la superioridad sus observaciones. 

Los comandantes de sección y de línea re- 
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correrán una vez al mes, cuando menos, las 
administraciones para hacer este examen y 
ver si se cumplen Jos arts. 12 y 16 del mismo 
reglamento. 

Art. 8.' J Solo cuando por circunstancias 
especiales lo aconseje la seguridad de los via- 
jeros, podrán los guardias civiles subir á los 
carruajes. En este caso, uno do ellos ocupa- 
rá un asiento en la delantera ó pescante , al 
lado del conductor, y el otro se situará en el 
cupé. En este ó en la rotonda, si hubiese 
puestos desocupados, podrá colocarse la pa- 
reja, evitando situarse en la berlina y en el 
interior. En todas ocasiones procurarán que 
las armas no causen desperfectos en el coche. 
— Aprobada por S. M, en Real orden de esta 
fecha. — Madrid 18 de junio de 1857.» (OL. 
f. 72, p. 460.) 

R. O. de 27 junio de 1857. 

Se dijo de Real orden al Inspector de la 
Guardia civil para aclarar el párrafo 7.° del 
art. 2. n de la instrucción de 18 junio «que 
cuando en los caminos se hacen recargos ó 
cualquiera obra de reparación, se demarca el 
paraje por donde deben marchar los carrua- 
jes, según lo dispuesto en el art. 10 de la or- 
denanza para la conservación y policía de las 
carreteras generales: de manera que solo po- 
drá considerarse como motivo suficiente para 
salirse de ellas, el haberse inutilizado á causa 
ele hundimiento, inundación ú otro accidente 
ocurrido tan de pronto que llegue el coche 
al punto del suceso antes que los encargados 
de la reparación hayan podido presentarse y 
señalar la dirección que aquel debiera se- 
guir.» (CL. t. 72, p. 498.) 

Las Rs. Ords. de .27 de noviembre de 1858 
y de 20 del mismo mes de 1859, se hallan 
por nota al art. 10 y 21 . 

R. O. de 13 mayo de 1859. 

«La Reina (Q. D. G.) se ha servido mandar 
que, además de hacer públicas por medio de 
los periódicos oficiales las multas que impon- 
ga Y . S. á las empresas de diligencias para 
corregirlas infracciones del Regí, de 13 de 
mayo de 1857 , según se mandó en R. O. de 
27 de noviembre de 1858, disponga V. S. que 
se inserten en los mismos las penas pecunia- 
rias que por iguales infracciones se apliquen 
á los administradores, mayorales ú otros de- 
pendientes de las mismas empresas así como 
dios viajeros. — De Real orden etc.» ( Boletín 
oficial de Huesca de 17 abril de 1863.) 

R. O. de 13 octubre de 1859. 

«En algunos puntos del Reino se han con- 
cedido permisos para que determinadas per- 
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sonas ocuparan asientos en los pescantes de ¡ 
los carruajes destinados á la conducción de 
viajeros. Enterada Tq R«iüa (Q- D- G.) se ha 
servido mandar que se recuerde á los Gober- 
nadores de provincia el art. 26 del reglamen- 
to aprobado por S. M. en R. D'. de 13 de 
mayo de i'857, llamando la atención de las 
mismas autoridades sobre la circunstancia de 
que ningún funcionario público , por ele- 
vada que sea una categoría , tiene facultades 
para dispensar el cumplimiento de las órde- 
nes de S. M. — De Real órden etc.» (Bol. of. de 
Huesca de 11 abril de 1-863.) 

R. O. de 9 de abril ,de 1863. 

Observancia del reglamento: Nuevas disposiciones: So- 
bre vuelcos: correcciones etc. 

(Gob.) « La Reina (Q. D. G.)’ha teni- 

do á bien resolver que, consagrando Y. S. un 
especial cuidado á este importante servicio, 
procure con todo rigor y sin consideración 
de ningún género el exacto cumplimiento de 
las prescripciones del mencionado regla- . 
mentó; en la inteligencia de que le será á 
Y. S. exigida la consiguiente responsabilidad 
si por descuido ó falta de celo se diese lugar 
en esa provincia á los excesos de cuya cor- 
rección se trata. Es asimismo la voluntad de 
S. M. que para el mejor desempeño de su co- 
metido tenga Y. S. en cuenta lo siguiente: 

1. ° El regí, de 13 de mayo cíe 1857 es 
aplicable á toda clase de carruajes destinados 
á la conducción de viajeros, sea cual fuere su 
denominación , estructura y clase de carre- 
teras que recorran. 

2. ° Les peritos que han de proceder al 
reconocimiento de los carruajes, con arreglo 
á lo que dispone el art. 2.° del citado regla- 
mento, tendrán mucho cuidado, al extender 
la certificación á que se refiere el art. 3.°, de 
expresar con la mayor claridad y ele manera 
que no ofrezca ningún género de duda la 
condición relativa á la forma y límites que ha 
de darse á la carga que se permita al carrua- 
je, ó fin de que en cualquiera circunstancia 
sea fácil la comprobación y se eviten las prin- 
cipales causas de los vuelcos. 

3. ° Se ejercerá sobre los peritos la mayor 
vigilancia , procediendo contra ellos sin con- 
sideración algima en el caso expresado en el 
arl. 32 del mismo reglamento. 

4. ° Se atenderá también con muy espe- 
cial cuidado al exacto cumplimiento de lo dis- 
puesto en los arts. 12, 13, 14, 16, 31 y 37, á 
íin de eme , tanto los viajeros como los agen- 
tes de la autoridad , tengan siempre medios 
fáciles de obtener los datos necesarios para 
sus respectivas gestiones. 

5. ° Se vigilará mucho el cumplimiento 
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del art. 20, así como el de la R. O. de 14 de 
abril de 1859 (1), cuyas disposiciones son 
de la mayor importancia para evitar des- 
gracias. 

6. ° Además de lo dispuesto en el art. 29, 
siempre que ocurriese un siniestro se ins- 
truirá una sumaria por la autoridad local del 
pueblo mas inmediato , procediendo con la 
mayor brevedad en estas diligencias para no 
causar perjuicio con la detención de los via- 
jeros , y las actuaciones serán remitidas al 
Juzgado correspondiente ó al Gobernador de 
la provincia, según el caso. 

7. ° Para la aplicación del art. 35 del re- 
glamento se estará á lo dispuesto en la Rea! 
órden circular de 27 de noviembre de 1858, 
teniendo presente que si bien las contraven- 
ciones á lo mandado en aquel no deben pe- 
narse sino con arreglo al mismo, dado el caso 
de que la falta que se cometa traspase los lí- 
mites del reglamento , entonces deberá la 
autoridad superior de la provincia castigarla 
gubernativamente con t'odo el rigor que Je 

i permiten sus atribuciones, 
f 8.° Se dará la mayor publicidad á las cor- 
recciones que se impongan en los términos 
que marcan las Rs. Ords. de 27 de noviem- 
bre de 1858 y 13 de mayo de 1859. 

9.° El cumplimiento de lo prevenido orí 
los arts. 38 y 39 del reglamento es también 
de la mayor importancia, y por consiguiente 
no debe consentirse el mas mínimo descuido 
á ios encargados de prestar el servicio á que 
dichos artículos se refieren. — De Real órden 
lo digo á Y. S. para su conocimiento y fines 
que se indican; encargándole que dé publici- 
dad á estas disposiciones y que á su yez in- 
culque alas autoridades locales, empleados de 
vigilancia y guardia civil Ja mas escrupulosa 
exactitud y el mas riguroso celo en el des- 
empeño de este servicio. — Dios guarde á 
Y. S. muchos años.-— Madrid 9 de abril do 
1863.» — Yaamonde. (Gacela 6 mayo.) 

R. O. de í.° julio de 1863. 

(Gob.) «La Reina (Q. D. G.) se ha serví’- 
do mandar se advierta á V. S. que Jos dere- 
chos que devenguen los peritos nombrados 
para reconocer el limite y forma de la carga 
y demás condiciones de ¡os carruajes públi- 
cos destinados á la conducción de viajeros, 
deben de ser satisfechos en los términos pres- 
critos en el pár. 2.° del art. 3.° del Regí, de 
13 de mayo de 1857; y habiendo ocurrido 
dudas sobre el mismo particular á algunos 
otros Gobernadores, ha dispuesto S. M. se 
circule la anterior resolución , como de Rea 


(i) No conocemos esta Real órden. 
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ónien comunicada por el Sr. Ministro de la Ge 


hei nación lo efectúo, a íin de que V. S. pue- 
da tenerlo presente en caso análogo.» {Bole- 
tín oficial de Orense , núm. 126.) 

CARTA. En su acepción mas genéri- 
ca, es pape! escrito y cerrado con oblea 
ó lacre, ó sin cerrar también, que sirve 
de comunicación entre dos personas. 

La conducción de la correspondencia 
es derecho exclusivo del ramo de cor- 
reos , y ningún particular puede ocu- 
parse en ella, no siendo con recado y 
abierta. La correspondencia no puede 
interceptarse por el Gobierno, ni por los 
administradores del ramo, ni por los de- 
más empleados, ni por particulares sin 
incurrir en delito; ni tampoco puede 
abrirse sino por la persona á quien va 
dirigida, salvo en casos graves por la 
autoridad pública, según se dispone en 
las Rs. Ords. de 2o de marzo de 1844, 
5 del mismo mes de 1845, y 20 también 
de marzo de 1846, que se hallarán en 
el articulo Corkeos. 

CARTA DESAFORADA. La que altera 
alguna exención, fuero o privilegio. La 
provisión expedida contra justicia. 

CARTA DE DOTE. Lo mismo que es- 
critura de dote. — V. Dote. 

CARTA EJECUTORIA. El despacho ó 
testimonio que se libra por un tribunal 
á la parte vencedora en un pleito. Los 
escribanos de Cámara para el despacho 
de estas cartas deberán atenerse á lo dis- 
puesto en el art. 8.° del R. D. de 5 de 
enero de 1844. 

CARTA FORERA. En una de sus acep- 
ciones es privilegio ó despacho Real atri- 
buyendo jurisdicción. 

CARTA DE GRACIA. Lo mismo que 
carta forera. También en algunas pro- 
vincias como en Aragón equivale al pac- 
to de retroventa. 

CARTA GEOGRÁFICA. Siendo notoria 
la necesidad de una carta itineraria de 
la Península, tan exacta como sea posi- 
ble para poder consultarla con provecho 
en las muchas ocasiones que lo exige el 
servicio de obras públicas y el de otros 
varios ramos de la Administración, se 
creó por R 0. de 3 de octubre de 1853 
una Comisión para formarla. 


CARTA DE NATURALEZA. La Real cé- 
dula ó despacho por el que se concede 
á un extranjero el derecho de naturale- 
za en España, en consideración á sus ta- 
lentos, á sus servicios óá su industria 
beneficiosa al pais. Los extranjeros que 
hayan obtenido carta de naturaleza son 
reputados españoles. {Art. 1,° Const.de 
1815 y 2.° del R. D. de 17 de noviembre 
de 1852.) 

CARTA ORDEN. Comunicación oficial 
concebida en estilo preceptivo aunque 
atento, que dirigen ios tribunales y jue- 
ces á sus subordinados para hacer saber 
algún proveido ó practicar alguna dili- 
gencia. (Art. 18 del reglamento de los 
Juzgados de l.° mayo de 1844, inserto 
en Justicia.) 

CARTA ORDEN DE CRÉDITO. Aquella 

en que se previene á un corresponsal 
franquee al portador ó á determinada 
persona lo que necesitase ó cantidad de- 
terminada por cuenta del que la suscri- 
be. (Cód. de Co?n. arts. 574 á 579 y 
672 y 673.) 

CARTA DE PAGO Y LASTO. Cuando el 

fiador paga en nombre del deudor, pue- 
de y debe pedir que el acreedor le ceda 
sus acciones y derechos, principalmente 
cuando tenia algún privilegio ó hipote- 
ca; aunque sin esta cesión podrá en su 
propio nombre pedirle cuanto hubiere 
pagado y gastado por razón de la fianza. 
Esto es lo que se llama otorgar carta de 
pago y lasto. — V. Fianzas. 

CARTA PLOMADA. Diploma, privile- 
gio autorizado con sello de plomo con 
las armas reales impresas en él para au- 
torizar la gracia ó merced que en él se 
dispensa. Se habla de estas cartas en las 
leyes del tít. XVIII de la Part. 3. a 

CART A PUEBLA. Con este nombre son 
conocidas las escrituras en que se con- 
signaban las donaciones de pueblos, lu- 
gares y tierras, que en tiempo de la con- 
quista se hacian á favor de los nuevos 
pobladores. Las cartas pueblas contenían 
de una manera breve las cláusulas y 
condiciones de la donación ó sea los 
conciertos con los nuevos colonos , la 
contribución que estos debían pagar y 
los términos con que debían ejecutarlo. 
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CARTEROS. Empleados subalternos 
de correos encargados de distribuir á 
domicilio la correspondencia. — V. en 
Correos el tít. XXII de las ordenanzas, 
y la R. 0. de 9 de julio de 1861 . 

CARTULARIOS. Entre los romanos 
equivalían á nuestros archiveros. Tam- 
bién se dá este nombre á los escribanos 
porque actúan en las causas y otorgan 
las escrituras que antiguamente se lla- 
maban cartas. — En otra acepción los 
cartularios son los papeles ó registros de 
apeos de las iglesias, donde se hallan los 
contratos de compra , venta y cambio, 
los privilegios, inmunidades, exenciones 
y demás documentos. Bueno es obser- 
var, dice un escritor, que los cartula- 
rios son posteriores á la mayor parte de 
los actos contenidos en ellos, y que solo 
se hicieron por conservarlos íntegros. 
También es de advertir que en muchas 
compilaciones de cartularios, se hallan 
piezas evidentemente falsas, lo que pue- 
de descubrirse comparándolos con los 
documentos originales. 

CASACION. (Recursos de). En los ne- 
gocios civiles, véanse losarts. 76 y 1.010 
á 1.102 de la Ley de Enjuiciamiento. — 
En los negocios de Hacienda véanse los 
artículos 96 y siguientes del R. D. de 20 
de junio de 1852 en el articulo Hacien- 
da PÚBLICA. 

CASA. Edificio hecho para habitar: 
conjunto de hijos y domésticos que com- 
ponen una familia. En el articulo Alla- 
namiento DE MORADA, t. l.°, pág. 402, 
hemos hecho ver los grandes respetos 
que se deben a la casa ó morada de los 
ciudadanos, los casos en que puede la 
autoridad ordenar el allanamiento y las 
formalidades con que debe procederse 
en tan delicado asunto. Y en Arrenda- 
miento, t. l.°, pág. 511, hallará eí lector 
la ley sobre arrendamiento de casas y 
edificios urbanos. — V. Edificio: Policía 
urbana: Solares. 

CASA DE AYUNTAMIENTO. Ennobléz- 
canse las ciudades y villas, en tener ca- 
sas grandes y bien fechas en que fagan 
sus Ayuntamientos y concejos y en que 
se ayunten las justicias y regidores etc. 
Asi dice la ley 1. a , tit. II, lib. VII de 
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la Nov. Rec. que dispuso á la vez se 
construyeran en donde no las hubiera. 
Véase con otras en Alcaldes y Ayunta- 
mientos. 

CASA DE CONTRATACION DE INDIAS. 

Cierto tribunal que entendía en los ne- 
gocios pertenecientes al comercio y trá- 
fico de las Indias. 

CASA EXCUSADA. Llamábase así la 
que en cada parroquia estaba exenta de 
llevar sus diezmos al acervo común, pues 
en vez de pagarlos á la iglesia los entre- 
gaba á la Real Hacienda. 

CASA FUERTE. Ordinariamente se lla- 
maron así las casas solariegas propias de 
los hijos-dalgo, cercadas de almenas, ba- 
luartes y otros géneros de fortificaciones 
para la mejor defensa contra los moros 
y otros contrarios: denominábanse casas 
fuertes en contraposición de las llanas 
que eran las que los pecheros fabricaban 
en los campos sin defensa ni fortaleza. 

CASAS DE BENEFICENCIA. Se enume- 
ran entre estas casas las de maternidad 
las de expósitos, huérfanos y desampa- 
rados, las de misericordia, socorro y re- 
fugio y las de dementes, sobre las cuales 
remitimos al artículo Beneficencia pú- 
blica. 

CASAS DE CORRECCION- — V. Presidios 

Y CASAS DE CORRECCION. 

CASAS DE LAVADO Y BAÑOS PARA PO- 
BRES. Por i?. D. de 1 o junio de 1853 
se ordenó la creación en Madrid, de una 
casa de lavado y baños para pobres, á 
cuyo efecto se nombró una Junta que 
estudiase y propusiese todo lo referente 
al local y á las obras, con encargo de 
que desempeñase a la mayor brevedad 
su cometido. Sin desistir eí Gobierno de 
su propósito, por R . D. de 21 de setiem- 
bre del mismo año suprimió la Junta que 
se había creado, y confirió la comisión 
que esta tenia al Alcalde-Corregidor de 
Madrid; pero no sabemos que se haya 
dado un solo paso en un asunto que con- 
sideramos de importancia por lo mucho 
que la limpieza en las familias pobres, 
puede contribuir á mantener en buen 
estado la salud pública. — Por R. O. de 
9 de setiembre del mismo año 1853 se 
aprobó también el establecimiento de 
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dos casas do baños y lavadero en Tole- 
do; una para los pobres y la otra para 
los presidiarios. — V. Beneficencia. 

CASAS DE HUÉSPEDES. Sobre el esta- 
blecimiento de estas casas, posadas, fon- 
das etc. se han dictado oportunas dispo- 
siciones por la siguiente 

R. O. de 27 noviembre de 1 858. 

«A fin de que las autoridades puedan ejer- 
cer la debida vigilancia sobre Jos estable- 
cimientos en que se reciben huéspedes, la 
Reina (Q. R. ti.) se lia servido mandar que se 
observen las disposiciones siguientes: 

1. a No podrán abrirse en punto algu- 

no del Reino posadas públicas, casas de hués- 
pedes, hosterías, fondas ni cualesquiera otros 
cstablccimienlos do la misma especie, sin 
obtener antes Ja competente licencia del ra- 
mo de vigilancia, que se renovará, anual - 
m ente. 

2. a Los dueños de dichos oslablonmien- 
los tienen las obligaciones siguientes: 

Primera. Llevar un registro foliado y ru- 
bricado por el encargado del ramo de vi- 
gilancia del distrito, en que so inscriban, 
por orden ¡diabético de apellidos, las per- 
sonas que lleguen á. sus casas, con expre- 
sión de sus nombres de pila, el año, mes 
y dias de su entrada, el lugar de donde 
vienen, aquel á que se. dirigen, y su ocu- 
pación ó ejercicio. Al margen de cada par- 
lóla se pondrá, cuando se vayan los hués- 
pedes, una nota en que se exprese el dia 
de su salida y el pueblo ó casa adonde lian 
dicho que pasan. 

Segunda. Ros partes diarios de lo que re- 
sulto de dichos registros, y con arreglo á lo 
que disponga el Gobernador de la provincia, 
al inspector, comisario ó celador de su res- 
pectiva demarcación, ó al Alcalde del pueblo 
en donde no existan aquellos empleados. 

Tercera. Exhibir los expresados regis- 
tros, siempre que á ello fueren requeridos, 
á las autoridades, empleados de vigilancia ó 
G u, ardías civiles. 

Guaría. Impedir que los huéspedes se 
ocupen en juegos prohibidos, tengan armas 
para cuyo uso no estén autorizados ó turben 
el reposo de sus compañeros. 

V quinta. Tener á la puerta de su esta- 
blecimiento, ó en sus balcones ó ventanas, 
la tablilla ó señal que indique la naturale- 
za de él, con arreglo á la costumbre de ca- 
da pueblo. 

3. a Cuidará V. S. de que los Alcaldes, 
comisarios ó celadores, según la organiza- 
ción que en cada punto tenga e! ramo de vi- 


gilancia, lleven un libro en que anoten to- 
das las posadas, casas de huéspedes etc. q ue 
hubiere en su demarcación, el dia en que se 
concediere licencia para abrirlas, y la con- 
ducta observada por el dueño ó encargado 
del establecimiento. 

4 . a Dispondrá V. S. que sean revisados 
mensual mente los registros de los mencio- 
nados establecimientos, ó con mas frecuen- 
cia si hubiere motivo para ello exigiendo que 
se le dé parte de cuanto á consecuencia de] 
examen hecho resulte digno de llamar su 
atención. 

5. a Los infractores de las precedentes 
disposiciones están sujetos á las penas pe- 
cuniarias establecidas en el párrafo quinto 
del art. 495 del Código penal, que V. S. po- 
drá imponer gubernativamente con arreglo 
n ¡a disposición 2. a del R. R. de 18 de mayo 
de 1853. 

Y 6. a Tomará Y. S. las medidas conve- 
nientes para que se forme en su Secretaria 
una estadística general de lodos los estable- 
cimientos destinados á recibir huéspedes. — 
De Real órden etc.- — Madrid 27 de noviem- 
bre de 1858. — Posada Herrera.» ( CL. t. 78, 
■páq. 181.) 

CASAS DE MONEDA. — V. Moneda. 
CASAS DE PRÉSTALO sobre prendas. 
Véase e I tít. XIV, cap. VI, lib. II del 
Código penal, y Prestamista. 

CASAS DE VACAS, CABRERÍAS, La sa- 
lud pública exigía ya que se tomase al- 
guna medida para prevenir los inconve- 
nientes que pueden ofrecer las casas de 
vacas, ovejas, burras de leche y cabre- 
ría?, cuando no se observan en ellas 
las reglas de higiene y policía que se 
recomiendan para conservar sanos los 
ganados, y para que la leche reúna las 
condiciones de sanidad apetecibles. El 
Reglamento publicado por R. 0. de 8 
de agosto de 1867 ha proveido á esto y 
vamos á limitarnos á insertarle remitién- 
donos en lo demas al artículo Abastos. 

II. O. de 8 agosto de 1867. 

Aprobando el adjunto reglamento á que deben subor- 
dinarse los establecimientos de vacas , burras, ca- 
bras y ovejas para la expendieron ó suministro de 
leche. 

(Gob.) Beneficencia y Sanidad. — iVc<?o- 
cíado 4. “-«Deseando S. M. laReinn (O. D. G.) 
regularizar el servicio de establecimientos 
de casas de vacas y demás que con ellos tie- 
nen analogía, al propio tiempo que alen- 
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der á los principios de higiene; y habiendo f 
oido sobre el particular á Jos Consejos de Es- > 
Lado y de Sanidad, se ha servido aprobar el I 
siguiente reglamento , y disponer su inser- ■ 
clon en la Gaceta con objeto de que rija en 
las provincias del Reino desde la fecha de su 
publicación, encargando á los Gobernadores j 
de las mismas que le den publicidad por me- ; 
dio de los Boletines oficiales. — Madrid 8 de 
agosto de 1867.— González Brabo. 

Reglamento Á que deben subordinarse los 

ESTABLECIMIENTOS DE VACAS , BURRAS , CA- 
BRAS y OVEJAS. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

Reglas que han de observarse en la c once- '■ 
sion de licencias para abrir un establecí - | 
miento. 

-Artículo l.° No podrán en lo sucesivo ■ 
abrirse casas de vacas ni cabrerías para la | 
expendicion ó suministro de leche, en po- 
blaciones que lleguen á 4,000 habitantes, sin 
licencia del Alcalde. 

Art. 2.° A la solicitud en que se pida al 
Alcalde la licencia de que habla el artículo 
anterior, se acompañará : 

1. ° Un doble plano del establecimiento 
en proyecto, ó construido ya, en el cual se 
designen todas las dependencias que deberá 
tener, con la capacidad y demás circunstan- 
cias de cada una ; y 

2. ° Una memoria descriptiva, también 
doble , en que se acredite que el estableci- 
miento proyectado reúne todas las condicio- 
nes exigidas en este reglamento, y se expre- 
se de un modo terminante el número máxi- 
mo de animales que en él lia de haber. 

El arquitecto que forme el plano y escriba 
la memoria, quedará sometido á la acción de 
ios tribunales si resultase haber fallado á la 
verdad en alguno de estos documentos. 

Art. 3.° Para que el Alcalde resuelva con 
el debido conocimiento, remitirá primero el 
expediente á informe del arquitecto munici- 
pal, y luego al de la Junta municipal de Sa- 
nidad, á lin de que manifiesten lo que se les 
ofrezca y parezca. 

_ Art. 4. u Si faltare alguna de las condi- 
ciones exigidas en este reglamento, ó hubie- 
re necesidad de modificar el proyecto pre- 
sentado, la autoridad municipal no expedirá 
la licencia hasta despees de haber hecho Jas 
modificaciones convenientes. 

Art. 5.° Al expedir la licencia se entre- 
gará al interesado uno de los dos ejemplares 
del plano y de la memoria que presentó para 
que se sujete y atenga á ellos con todo rigor. 
Y si alguna vez creyera oportuno variarlo i 


estando ya las obras comenzadas, deberá ob- 
tener autorización al efecto; siguiendo, cuan- 
do la variación sea de alguna importancia, 
los propios trámites que para conceder la li- 
cencia. 

Art. 6.° No se concederá licencia al abrir 
esta clase de establecimientos por mas tiem- 
po que el de diez años, durante cuyo plazo 
será considerada esta licencia como un título 
de propiedad para todo lo que no se oponga 
alas leyes. 

Art. 7.° La falta de cumplimiento de lo 
preceptuado en el presente reglamento, pro- 
ducirá la anulación de la licencia, segnn pre- 
viene el art. 39. 

Art. 8.° Aunque no se prohíbe por aho- 
ra la apertura de estos establecimientos en 
el interior de las grandes poblaciones, pro- 
curarán no obstante las autoridades munici- 
pales favorecer indirectamente su instalación 
en las afueras ó en los arrabales. 

En cada concesión se hará constar el nú- 
mero máximo de vacas ó cabras que pueda 
contener el establecimiento. El dueño de es- 
te queda obligado á presentar al respectivo 
subdelegado del ramo una copia certificada 
de la concesión, y un plano del citado esta- 
blecimiento. Queda obligado igualmente ¡i 
colocar en un cuadro, á ia vista del público 
y en el mismo establecimiento, los expresa- 
dos documentos visados por el subdelegado 
del distrito . 

CAPÍTULO II. 

Condiciones que han de reunir las casas de 
vacas y las cabrería s. 

Art. 9.° Solamente podrán establecerse 
casas de vacas y cabrerías en edificios que 
se hallen situados en plazas y plazuelas , en 
calles cuya anchura no baje de ocho metros, 
ó en cualquiera otro sitio igualmente espa- 
cioso, ventilado y salubre. 

Art. 10. No se establecerán en lugares 
bajos con relación á los circunvecinos; en 
sitios húmedos; en edificios que carezcan 
de patios ú otros espacios descubiertos, cu- 
ya capacidad sea menor de la señalada en el 
artículo siguiente; en Jas cercanías de otros 
establecimientos insalubres ó incómodos; 
donde escaseen la ventilación y la luz, ó 
falta de un modo permanente el agua nece- 
saria para conservar un perfecto estado de 
aseo. 

Art. 1 1 , Los establos de las vaquerías 
y cabrerías que dentro de las poblaciones 
se establezcan, han de estar situados en cru- 
jías interiores con luces á un patio, jardín ú 
otro paraje descubierto que no baje de 100 
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metros superficiales si las casas que le cir- 
cunscriben tienen piso tercero, de 75 si no 
tuviesen mas que piso segundo, y de 50 si 
fueren ¿í la malicia. 

Art. i2. Tendrán ios establos de tres á 
cuatro metros ai menos de elevación, cuatro 
metros de ancho desde el pesebre hasta la 
pared opuesta, y dos metros de frente como 
espacio reservado á cada vaca. 

Art. 13. Alinea podran contener mas de 
20 vacas ó 50 cabras. So dispondrán de tal 
suerte que corresponda á cada vaca el espa- 
cio mínimo de 28 metros cúbicos y ocho á 
cada cabra. 

Art. J í. Estará el pavimieuto cubierto 
de losa bien labrada y sentada para que 
forme una superficie igual y unida, y ten- 
drá el conveniente declive Inicia ei silio 
donde hayan de con Iluir y ser absorbidas 
las aguas. 

Art. 15. Habrá en este punto uu plati- 
llo de absorbedero que las dé paso sin de- 
tención alguna á ia tarjen, Ja cual ha de ha- 
llarse dispuesta de un modo que corran li- 
bremente Jas aguas á la alcantarilla, ó vayau 
á verterse á un lugar apartado del estable- 
cimiento. 

Art. 16. El techo será á ciclo raso, y las 
paredes estarán cubiertas basta la altura mí- 
nima de dos metros con azulejos, cemento ó 
cal hidráulica, ú otra materia que evite la 
humedad y facilite la limpieza. 

Art. 17. Habrá ventanas en número pro- 
porcionado á la extensión de los establos, 
con suficiente hueco o luz, y dispuestas de 
manera que puedan abrirse ó cerrarse mas 
ó menos completamente, según lo exijan las 
circunstancias. 

Art. 18. Cuando sea posible por no ha- 
ber encima piso habitado ni poderse originar 
molestias á los vecinos, se abrirán postigos en 
ia techumbre , se establecerán chimeneas 
que pongan en comunicación la atmósfera 
interna con la externa, ó se establecerá la 
ventilación artificial que parezca mas con- 
veniente. 

Art, 19. Habrá en fin, á ser posible, uno 
ó mas grifos situados en puestos oportunos, 
que suministren el agua necesaria para ha- 
cer Ja limpieza. 

Art. 20. Tanto Jas casas de vacas como 
las cabrerías, tendrán un establo reservado 
para las reses enfermas, en el aislamiento 
debido y con buenas condiciones de salu- 
bridad . 

Art. 21. En las capitales en que exista 
un lazareto para animales, serán conduci- 
das á él desde luego cuantas reses se hallen 
enfermas. 


Art. 22. Habrá asimismo en estos esta- 
blecimientos, graneros, pajeras y yerberas 
bien acondicionadas para la conservación de 
las sustancias alimenticias. 

CAPÍTULO HE 

Régimen del ganado y disposiciones de sa- 
lubridad. 

i Art. 23. Siendo muy necesario á la par 
que conveniente el ejercicio moderado y có- 
modo para la salud y vida de las reses, se 
dará á estas paseos" alternados y á horas 
oportunas; designándose al efecto en los me- 
ses de octubre, noviembre, diciembre, ene- 
ro, febrero, marzo y abrillas diez de la 
mañana á las tres de ia tarde, y en los res- 
tantes por las madrugadas hasta las ocho de 
la mañana y por las tardes desde las seis en 
adelante sin que puedan dejar para el ser- 
vicio del público mas que dos vacas los de 
Jas primeras, y cuatro cabras los de las 
últimas. 

Art. 24. No fiarán las vacas ni las ca- 
bras uso de otros alimentos que de los gra- 
nos, semillas y paja de las gramíneas y le- 
guminosas, de salvado, heno, trébol, al- 
falfa, raíces y demás que en cada país se 
acostumbra; todo en las proporciones de- 
bidas para que su salud no sufra la menor 
alteración, cuidándose con especial esmero 
que estos alimentos se hallen perfectamente 
conservados. 

Art. 25. Se prohíbe como peligroso é in- 
conveniente el uso de la cebada fermentada 
procedente de las fábricas de cerveza, el de 
los residuos de Jas fábricas de almidón y el 
de las verduras comunes y sus despojos. 

Arl. 26. Las aguas que el ganado beba 
lian de ser corrientes, dulces, limpias é in- 
odoras. 

Art. 27. No podrán darse aguas de pozo, 
á no ser que, previamente analizadas á costa 
de los interesados, resulten saludables. 

Art. 28. Se mantendrán los establos bien 
ventilados y en el estado mas perfecto de 
limpieza, sacando de ellos diariamente el es- 
tiércol en los meses de mayo, junio, julio, 
agosto y .setiembre, y cada "dos' dias en los 
restantes; lavando otras tantas veces el pa- 
vimento con agua clara; cuidando de que el 
curso de la orina y del agua que para la lim- 
pieza se emplea sea fácil y completo, y em- 
pleando, en íin, fumigaciones y otros desin- 
fectantes cuando se conceptúen necesarios. 

Art. 29. El estiércol que se retire de los 
establos se ha de sacar seguidamente de lo 
población, en carros ó de"" aquella manera 
que tenga la autoridad municipal determi- 
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nado sin que so permita jamás su acumula- 
ción en grandes ni pequeñas cantidades. 

Art. 30. Habrá en el centro de todos los 
establos ó cuadras en que encierre el gana- 
do un termómetro, y se sostendrá la tempe- 
ratura entre los 20 y 28 grados Reaumur. 

Art. 31 . Harán los dueños de las casas 
de vacas que un veterinario reconozca su 
ganado una vez al menos cada 15 días ; y si 
enfermase alguna res, la apartarán de las 
otras, llevándola al establo correspondiente 
ó al lazareto para ganados si existe en la ca- 
pital. 

Art. 32. El resultado de este reconoci- 
miento se consignará por escrito por dicho 
funcionario, y con el Y.° B. ü det subdelega- 
do se colocará en un cuadro que para este 
servicio figurará al lado del plano y licencia. 
Los propietarios de los establecimientos pre- 
sentarán al dia siguiente de verificarse el re- 
conocimiento indicado al subdelegado del 
distrito (sino es este funcionario el que le ha 
hecho) el certificado del veterinario, en el 
cual estampará el enterado ó V.° B.°, y cu- 
bierta esta formalidad se colocará en ei cua- 
dro de que habla el párrafo anterior. 

Art. 33. Cuando resultare del reconoci- 
miento facultativo que alguna res se halla 
padeciendo enfermedad contagiosa ó grave, 
a sacarán los dueños sin tardanza de la po- 
blación, bien sea para curarla en lugar ais- 
ado y oportuno ó en el citado lazareto, bien 
para darla muerte si así lo prefiriesen. En 
este caso deberá el veterinario que le reco- 
nozca dar parte á la autoridad respectiva de 
la aparición de la enfermedad sospechosa. 

Art. 34. Los animales muertos de estas 
enfermedades deberán ser quemados. 

Art. 35. Queda prohibida la venta de la 
leche de toda res enferma, por ser una sus- 
tancia nociva á la salud, y los contraventores 
sujetos por tanto al castigo que impone el 
art. 482 del Código penal. 

Art. 30. Queda asimismo prohibida como 
siempre la venta de leche sofisticada, proce- 
diendo contra el culpable con la mayor se- 
veridad, sin perjuicio de publicar su nombre 
y su delito en los periódicos oficiales, y de 
estamparlo sobro la puerta de su estableci- 
miento y en el punto de la venta. 

Art. 37. El Alcalde hará por sí ó por me- 
dio de sus subdelegados y agentes las visitas 
ue estime oportuno á fas casas de vacas y 
las cabrerías para reconocer si se cumplen 
con toda fidelidad las prescripciones de este ■ 

reglamento. 

Art. 38. Cuando alguna falta leve encon- 
trare, sobre imponer el castigo que proceda, 
amonestará de palabra á Jos contraventores 


i y cómplices; mas si fuere la falta grave ó la 
desobediencia muy repetida, les apercibirá, 
por escrito, sin perjuicio de anunciar en los 
' periódicos oficiales ei nombre ó título del 
■ establecimiento, el de los que hayan concur- 
rido á ocultar ó cometer la falta, clase de 
esta y el castigo impuesto. 

Art. 39. Cuando no hayan bastado tres 
de estos apercibimientos para conseguir la 
enmienda, anulará el Alcalde ia licencia, se- 
gún previene el art. 7. a , y mandará cerrar ei 
establecimiento , imposibilitando que se abra 
otro, á cuyo efecto se anunciará en ios pe- 
riódicos oficiales y se comunicará por el Gu- 
bernador al subdelegado. 

Art. 40. Siempre que la autoridad muni- 
cipal lo juzgue necesario para que Ja infor- 
men de Jas condiciones de salubridad de un 
; establecimiento, podrá disponer que le re- 
. conozcan los subdelegados de Sanidad, mé- 
dico y veterinario ; y si estimase oportuno 
. adquirir conocimiento dei estado de salud 
de los animales, podrá valerse de este último 
funcionario. 

Art. 41 . Los subdelegados de Sanidad 
tienen derecho á girar cuantas visitas consi- 
deren necesarias á estos establecimientos, de 
acuerdo con lo prevenido en el capítulo se- 
gundo del reglamento paralas Subdelegaciu- 
| nes de 24 de julio de 1848. 

CAPITULO IV. 

Disposiciones transitorias. 

Art. 42. En el improrogable término de 
dos meses, que ha de contarse desde la pu- 
blicación de este reglamento, se acomodarán 
á sus disposiciones las casas de vacas y las 
cabrerías establecidas ahora con la debida 
autorización en las poblaciones de mas de 
4.000 habitantes. 

Art. 43. Los establecimientos que se ha- 
yan abierto sin licencia previa de la autori- 
dad correspondiente se cerrarán pasado un 
mes si no la obtuvieran antes, de conformi- 
dad con este reglamento. 

Arl;. 44. Las ordenanzas municipales 
ahora vigentes en la poblaciones que cuen - 
tan 4.000 ó mas habitantes se acomodarán á 
este reglamento en cuanto ¡í las casas de va- 
cas y alas cabrerías concierne. Y las autori- 
dades municipales de las poblaciones de me- 
nor vecindario acomodarán á él en io posible 
sus bandos y reglamentos de policía. 

Art. 45. Los Gobernadores de Jas pro- 
vincias remitirán á fin de cada año á la Direc- 
ción general de Beneficencia y Sanidad un 
estado de todos los establecimientos de este 
género, consignando los de nueva creación 
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v los antiguos, capacidad, número de re- 
ses, situación, ele. 

Art. 46. Este reglamento es aplicable ¡i 
Jos establecimientos de burras de leche y ti 
las casas de ovejas, que se considerarán res- 
pectivamente en análogas circunstancias que 
Jas casas de vacas y las cabrerías.» (CL. t. 98, 
jiág. 278.) j 

CASERIA- — V. Baldíos, en cuyo artícu- 
lo se comprende la ley de 11 de julio de 
1866 sobre fomento de la población ru- 
ral, el reglamento de 12 agosto de 1867 
para su ejecución y las demás disposi- 
cicnes sobre este importante materia, Es- 
tando en prensa este pliego se lia publi- 
cado la ley de 3 de junio de 1868 (Gace- 
ta del 9) en que se recopilan las disposi- 
ciones sobre fomento de la agricultura, 
contenidas en las leyes de 8 de enero y 
23 de mayo de 1 81-5, R. D. de. esta últi- 
ma fecha y leyes de 24 de junio de 1849, 
21 de noviembre de 1855, y 11 de julio 
y 5 de agosto de 1866, quedando dero- 
gadas sus prescripciones en cuanto se ha- 
llasen en contradicción con la presente. 
Se inserta esta importante ley en el Apén- 
dice l.° como toda la legislación del cor- 
riente año 1868. 

CASTELLANÍA. En lo antiguo era el 
territorio de un castillo: la jurisdicción 
del mismo. 

CASTELLANO. Llamóse asi al Alcaide 
ó Gobernador de un castillo. También 
cierta moneda de oro antigua. 

CASTIGOS GUBERNATIVOS- Pueden im- 
ponerlos los Alcaldes y los Gobernado- 
res de provincia en los casos y con las 
ionnalidades que se determinan en el 
U. O. de 18 de mayo de 1853, en el 
art. 505 del Código penal, y en las leyes 
de 8 de enero de 1845 y 25 de setiem- 
bre de I8G3, reformadas en 21 y 22 de 
octubre de 1866. — V. Alcaldes y Ayun- 
tamientos: Autorización para procesar: 
Faltas: Gobierno y Administración de 
las provincias. 

CAST1LLAJE Ó CASTÍLLERÍA. Tributo 
que se pagaba al señor de un castillo al 
paso por su territorio, por la obligación 
que tenia de atender á la seguridad de 
los caminos. 

CASTILLO. Esta palabra derivada de 
castrum caslellum , signiíica un edificio 


fortificado situado por lo común en al- 
guna altura. Durante la larga y penosa 
guerra de la reconquista, fueron muchos 
los que se construyeron en España, y su 
multiplicidad, dice perfectamente un es- 
critor, dio denominación clásica y glo- 
riosa á una de sus provincias, que otra 
emuló después resultando las dos Casti- 
llas. En tiempo del feudalismo , casti- 
llos que en su origen fueron uno de los 
mas poderosos elementos de nuestra glo- 
riosa recomjuista , vinieron á convertir- 
[ se, con otros que se Inician de nuevo, 

I en alcázares de tiranos y en .guaridas de 
bandidos, pues desde ellos, varones am- 
| biciosos y crueles ejercían uno opresión 
terrible sobre los pobres aldeanos y so- 
bre los viajeros á quienes aprehendían, 
convirtiéndose en foragidos, para exigir- 
les después el rescate. 

Nuestras leyes de las Partidas y las 
recopiladas hablan de los castillos: de 
cómo deben ser guardados é abastecidos 
é defendidos con ardimiento (leyes del 
til. XVIII, Part. 3. a ), de que deben ser 
mantenidos y reparados del mismo modo 
que las fuentes y caminos de las villas y 
lugares, y de que no puedan ser construi- 
dos sin Real licencia ni se provean las 
alcaidías de los arruinados , etc. , etc. 
(Ley 20, lít. XXXII, Part. 3. a , y tit. /, 
lib. VI i, Nov. Pee.) Hoy sobre todo lo 
relativo á los antiguos castillos.— V. An- 

: TI GÜ EDAD ES Y MONUMENTOS HISTÓRICOS. 

CASTRADORES. — V. Albéitares y Vete- 
rinarios a 1 fin de la parte doctrinal, y 
las disposiciones que se citan. 

CASTRAR. CASTRACION. (Delito.) Se 
castiga en el art. 341 del Código penal. 

CASTRENSE. Lo perteneciente al ejér- 
cito ó bien al estado ó profesión mili- 
tar, Asi se dice Cura castrense, Peculio 

CASTRENSE CtC. 

CATASTRy- Libro ó registro que con- 
tiene la cantidad, calidad y estimación 
de los bienes que posee cada vecino, ó 
' sea el valor de las lincas y de los pro- 
ductos de las tierras y de la industria. 
En el año 1575 , el maestro Pedro Es- 
quivel, cronista de Carlos V, y catedrá- 
tico de matemáticas en Alcalá, reeorrió 
de orden de Felipe 11 la Península para 
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hacer una exacta descripción de sus 
pueblos, pero la muerte cortó los pro- ; 
gresos de una obra tan interesante. Al 
mismo tiempo, el Gobierno pidió á todos 
los pueblos una razón exacta de su ori- 
gen, vecindario y productos, cuyas con- 
testaciones se recogieron en gruesos vo- 
lúmenes que en 180% existían en la bi- 
blioteca del Escorial. Después se han 
hecho esfuerzos por el Gobierno para 
averiguar el verdadero estado de la po- 
blación, de la agricultura, de las fábri- 
cas y del comercio, según veremos en 
Contribución territorial: Estadística: 
Población , etc. j 

CATASTRO DE CATALUÑA. Renta que 
desde principios del siglo XVIII se es- 
tableció en la Corona de Aragón equi- 
valente á las provinciales de Castilla , y 
recaía sobre todos los bienes, ganancias 
mercantiles y jornales, á razón de un 10 
por 100 en los primeros y 8 Va en los 
demás. Por los arts. 5.° y 7." de la ley de 
presupuestos de '1A de mayo de 18 Vi se 
refundió este impuesto, parte en la con- 
tribución territorial , y parte en la de 
consumos. 

CATEDRAL' — V. Concordato: Iglesias. 
CAUCE. Zanja, canal ó acequia arti- 
ficial por donde se conducen las aguas 
para riegos, ó para que sirvan de motor 
para artefactos ó cualquiera clase de em- 
presa. Cuando estos cauces atraviesan 
la vía pública, están obligados sus due- 
ños á dejarla expedita por medio de 
puentes, o pontones, de modo que re- 
sulte cubierta la parte de cauce que cor- 
ta la vía, con la latitud y solidez necesa- 
rias para los usos á que por su natura- 
leza esté la misma destinada, y en la 
forma conveniente para evitar que en 
> las crecidas del rio revasen á ella las 
aguas. Es doctrina establecida por el 
Consejo Rea! (hoy de Estado) en Real 
decreto-sentencia de 9 de febrero de 
18o3: á saber. 

El Ayuntamiento de Mozon cilio (Se- 
govia) impuso al dueño de un molino 
harinero la obligación de recomponer y 
conservar en buen estado un puente 
llamado de Rodelga, que da paso al cau- 
ce de dicho molino. Seguido expediente 
Tomo III. 
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gubernativo á instancia del dueño de 
este, y desestimada su oposición a! acuer- 
do del Ayuntamiento, propuso deman- 
da ante el Consejo provincial; la cual, 
seguidos sus trámites , fue fallada por 
dicho Consejo, declarando que el dueño 
de! molino no estaba obligado á compo- 
ner el puente. Apelada esta providencia 
por el-Ayuntamiento, el Consejo Real, 
adonde se elevó el pleito, citando la ley 
7. a , tít. XXIX de la Part. 3. a , según la 
que no se pierden por tiempo las casas, 
ni los caminos, ni las dehesas , ni los 
ejidos, ni los otros lugares semejantes 
que son del común del pueblo, revocó 
la sentencia del Consejo provincial por 
la suya de 9 de febrero de 1SÍ)3 en los 
términos siguientes: 

«Considerando que son hechos confesados 
en la prueba por el demandante: 

Primero. Que el cauce por el cual con- 
duce á su molino las aguas del rio Pirón, filé 
construido después que este varió su curso 
del antiguo álveo. 

Segundo. Que dicho cauce corta el trán- 
sito recto de los viajeros y de los labradores 
de Mozon cilio para los pueblos y tierras si- 
tuadas al otro lado del mismo. 

Considerando que si por concesión expre- 
sa ó por aquiescencia de la Administración 
activa se consintió al dueño del molino atra- 
vesar con dicho cauce la vía pública, va 
siempre entendida la obligación de dejarla 
expedita y desembarazada de todo obstáculo 
y entorpecimiento á juicio de la autoridad 
administrativa, sin que contra este derecho 
de la Administración ni para la ocupación de 
la vía pública tenga jamás lugar la prescrip- 
ción, según la citada ley de Partida: 

Considerando que si para conseguir este 
objeto seria innecesario é injusto extender el 
gravamen á conservar siempre un puente 
capaz de laciütar el paso á todas las aguas 
del rio Pirón, como se verificaba en lo anti- 
guo por debajo del Rodelga, es indispensa- 
ble y de toda justicia que el dueño del moli- 
no que aprovecha exclusivamente el cauce, 
tenga cubierta la parte de él que corta la 
vía pública, con la latitud y solidez necesa- 
rias para los usos á que por su naturaleza 
esté la misma destinada, y en Ja forma con- 
veniente para evitar que en las crecidas deí 
rio rebasen á ella las aguas: 

Oido mi Consejo Reai etc., vengo en de- 
clarar que Pablo Merino, corno dueño del 
molino del Lago, está obligado á cubrir y 
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conservar cubierto a sus expensas , con la 
seguridad y altura suficiente á juicio de la 
Administración, el cauce que conduce á di- 
cho molino las aguas extraídas del rio Pirón, | 
en la parte que aquel atraviesa ó atravesare 
la vía pública que de Mozoiicillo se dirige á 
Ttirégano, Sepúlveda y otros pueblos y ha- 
ciendas á la parte opuesta del mismo cauce, 
dejando expedita dicha vía para los usos á ■ 
que esté destinada según su naturaleza; y 
que mientras no lo verifique está igualmente 
obligado á reparar y conservar en estado de 
seguridad el puente de Rodelga, único me- 
dio existente hoy para conseguir el mismo 
objeto; y en mandar que Pablo Merino satis- 
faga las cantidades que en virtud de la sen- 
tencia del inferior y de su auto de 3 de di- 
ciembre último para su ejecución, le hubie- 
sen sido devueltas de las que se le hablan 
exigido para reparaciones anteriores de di- 
cho puente, y lo acordado.» — Dado en Pa- 
lacio á 9 de febrero de 1853. 

En el artículo At.veo hemos expuesto 
la doctrina de la ley de 3 agosto de 
1866, relativamente á los cauces natu- 
rales de los ríos y arroyos, de las aguas \ 
pluviales y de los lagos y charcas. Apar- ! 
te de lo que allí decimos, y de lo que i 
reservamos para el articulo Servidum- ( 
bre de acueducto , indicaremos aquí, j 
como lugar mas oportuno, que según I 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo j 
de Justicia en sentencia de 9 de junio [ 
de 1863, los cauces 6 acequias por don- \ 
de se conducen las aguas que sirven de 1 
motor á cualquier clase de maquinaria, 
no pertenecen á los dueños de los arte- 
factos en cuyo beneficio se hayan cons- 
truido ó abierto mientras no se pruebe 
legalmente; y no existiendo esta prueba, 
solo les corresponde la servidumbre de 
acueducto con sus consecuencias, ó sea ! 
con el derecho de impedir que los po- 
seedores ribereños la disminuyan el cau- 
dal de agua que necesitan para el ejer- 
cicio de aquellos. 

CAUCION. «Seguramiento que el deu- 
dor ha de facer al señor del debdo , dán- 
dole fiadores valiosos, ó peños.» (lev 10 
tít. XXXIII, Part. 7. a )-— V. Fianza. 

CAUCION JURATORiA. La promesa que 
uno hace voluntariamente ó por manda- 
to judicial de cumplir lo que so le ha 
ordenado. Suele exigirse tratándose de 


cosas de poca entidad, ó cuando la parte 
no puede dar fiador ni prenda. 

CAUCION. (Pena). Lo que es esta 
pena, su duración, etc., véase en los 
arts. 24, 26 y 43 dei Código penal. 

CAUSA CRIMINAL V. Código penal. 
Citación: Justicia: Procedimiento penal. 

CAIA Y PESCA. Las ordenanzas vi- 
gentes en el ramo de caza y pesca son 
boy las publicadas por R. D. de 3 de 
mayo de 1834 con algunas mo lificacio- 
nes establecidas por consecuencia de la 
ley de 8 de junio de 1813, restablecida 
en 6 de setiembre de 1856, y por ia de 
13 de setiembre de 1837. E! título 30, 
hb. VIÍ de la Nov. Rec. estaba exclu- 
sivamente dedicado á la caza y pesca; 
pero sus disposiciones han tenido entra- 
da en las referidas ordenanzas de 1834, 
á las cuales debemos por lo mismo ate- 
nernos. Veamos el contenido de estas y 
de las demás leyes indicadas que las 
modifican en algunos puntos. 

R. fí. de 3 mayo de 1834. 

Se deslindan los derechos del propietario y del publi- 
co sobre ia caza y la pesca. 

(Fom.) Por mi R. D. de 20 de noviembre 
dei año último tuve á bien nombrar una Co- 
misión que, examinando bajo todos aspectos 
los derechos de ios propietarios y del público 
sobre pesca y caza, y las ordenanzas vigen- 
tes en ia materia, me propusiese por el Mi- 
nisterio de Fomento general del Reino de 
vuestro interino cargo, un proyecto de ley 
con la cual se cortaran embarazos y dificul- 
tades, y se concillasen todos ios derechos y 
todos ios intereses. Cumplió ia Comisión , y 
oido el dictamen del Consejo de Gobierno y 
del de Ministros, en nombre de mi muy cara 
y amada bija la Reina doña Isabel 11, he ve- 
nido en resolver y mandar se guarden y 
cumplan Jas disposiciones siguientes: 

TITULO PRIMERO. 

DE LA CAZA EN TIERRAS DE PROPIEDAD PAR- 
TICULAR. 

1 , ° Los dueños particulares de las tierras 
lo son también de cazar en ellas libremente 
en cualquier tiempo del año, sin traba ni su- 
jeción á regla alguna. 

2. ° En los mismos términos , y con la 
misma amplitud , podrán cazar en Jas tier- 
ras de particulares los que no sean sus due- 
ños con licencia de estos por escrito. 
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3. ° Cuando el dueño de las tierras dé li- 
cencia para cazar en ellas, y la licencia para 
hacerlo con la expresada amplitud no cons- 
te por escrito, el cazador estará sujeto á las 
restricciones de ordenanza que se expresa- 
rán en adelante para los baldíos. 

4. ° Se podra cazar sin licencia de los 
dueños, pero con sujeción á las indicadas 
restricciones de ordenanza en las tierras 
abiertas de propiedad particular que no estén 
labradas ó que estén de rastrojo. 

5. ° Los arrendatarios de las tierras de 
propiedad particular tendrán en orden á la 
caza las facultades que estipulen con los 
dueños. 

6. ° No se podrá cazar en tierras ajenas 
de propiedad particular, sino en los casos y 
en los términos expresados en los cuatro ar- 
tículos precedentes. 

7. ° La caza que cayere del aire en tierra 
de propiedad, ó entrase en ella después de 
herida, pertenece al dueño ó arrendatario 
de la tierra y no ai cazador, conforme á lo 
dispuesto en la ley 17, tít. XXVIII de la 3. a 
Partida. 

8. ° Los que con el objeto de cazar vio- 
lasen y saltasen los cercados de tierras de 
propiedad particular, pagarán además de los 
daños que causaren , incluso el valor de la 
caza que matasen ó cogiesen, que debe ser 
para el dueño ó arrendatario, en su caso las 
costas del procedimiento si lo hay, y además 
20 rs. vn. por la primera vez, 30 por la se- 
gunda y 40 por la tercera. 

TITULO II. 

DE LA CAZA EN TIERRAS DE PROPIOS Y 
BALDÍOS. 

9. ° En las tierras que no sean de propie- 
dad particular se prohíbe cazar, por lo to- 
cante á las provincias de Alava, Avila, Bur- 
gos, Coruña, Guipúzcoa, Huesca, León , Lo- 
groño, Lugo, Navarra, Órense , Oviedo , Fa- 
lencia, Ponvetedra, Salamanca, Santander, 
Segó via, Soria, Yalladolid, Vizcaya y Zamo- 
ra desde l.° de abril hasta l.° de setiembre. 

Y en lo demás del Reino, inclusas Jas Islas 
Baleares y Canarias desde l.° de marzo has- 
ta 1 de agosto. 

10. Se prohíbe asimismo cazar durante 
todo e) año en los dias de nieve y los llama- 
dos de fortuna , á excepción del caso que se 
expresará en el título IV. 

H. So prohíbe cazar en todo tiempo con 
hurones, lazos , perchas , redes y reclamos 
machos, De esta regla general se exceptúan 
las codornices y demás aves de paso, res- 
pecto de las cuales se permite cazarlas du- 
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rante el tiempo de su tránsito , aunque sea 
con redes y reclamos. 

12. Los Ayuntamientos podrán arrendar, 
con aprobación de! subdelegado de la pro- 
vincia , la caza en las tierras de propios de 
los pueblos; y los arrendatarios podrán dar 
licencia á los demás para que cacen ; pero 
unos y otros lo harán con sujeción á las res- 
tricciones que se expresan en este título. 

13. Los que cacen en tierras de propios 
arrendadas sin tener licencia del arrendata- 
rio, ó faltando á las restricciones de la orde- 
nanza, jiagarán en uno y otro caso al arren- 
datario el valor de la caza que mataren ó co- 
gieren, y además 20 rs. la primera vez, 30 la 
segunda y 40 la tercera. La mitad de esta 
multa sera para el arrendatario , y la mitad 
para el fondo destinado al exterminio de ani- 
males dañinos de que se hablará en el tí- 
tulo IV. 

14. En los montes y baldíos que no 
pertenezcan á propios, podrán cazar los ve- 
cinos del pueblo respectivo, con sujeción á 
las reglas y restricciones establecidas en este 
título. Las justicias podrán dar licencia para 
lo mismo á Jos forasteros. 

15. Se permite cazar, con sujeción á las 
restricciones contenidas en este decreto, en 
los montes, baldíos y tierras de propios que 
no estén arrendados, á los que obtengan li- 
cencia del subdelegado de la provincia. 

16. Estas licencias se concederán por 
escrito, prévio el informe cíe la justicia ú 
otro que se estime conveniente. Los vecinos 
pagarán por la licencia anual para cazar en 
el término jurisdiccional de sus pueblos res- 
pectivos, 10 rs.: el doble los que la obtengan 
para cazar en toda la provincia; y el cuadru- 
plo los cazadores de profesión, Jos cuales se 
entenderá que la tienen para toda la pro- 
vincia. 

17. Los productos de esta tarifa quedan 
afectos especialmente al pago de las recom- 
pensas por la extinción efe animales dañinos, 
de que se hablará en el tít. IV. 

18. No se permite por regla general ca- 
zar hasta la distancia de 500 varas, contadas 
desde las últimas casas de les pueblos, para 
evitar los peligros de personas y de in- 
cendios. 

TÍTULO ni. 

DE LA CAZA DE PALOMAS. 

■19. Las palomas campesinas están com- 
prendidas en las demás aves que puedan ca- 
zarse con sujeción á las reglas prescritas. 

20. No podrá tirarse á las palomas do- 
mésticas ajenas sino á la distancia de 1000 
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varas de sus palomares. Los infractores pa- 
yarán al dueño el valor de la caza, y además 
pagarán á Ja justicia 20 rs. por la' primera 
vez. 30 por la segunda y 40 por la tercera, 
siendo la mitad de esta mulla para al dueño, 
v la otra mitad para el fondo que se dirá en 
el til. [V. 

21. Los dueños de palomares tendrán 
obligación de tenerlos cerrados durante los 
meses do octubre y noviembre, para evitar 
el daño que puedan ocasionar las palomas en 
la sementera. Los infractores además del 
daño, si lo hubiere, pagarán 100 rs. de inul- 
ta por la primera vez , 1 50 por la segunda y 
200 por la tercera. 

22. La misma obligación y bajo las mis- 
mas penas tendrán Jos dueños de palomares 
durante la recolección de las inieses desde 
15 de julio hasta 15 de agosto. 

23. Si por razón de Ja diferencia de los 
climas conviniese señalar plazos diversos de 
los lijados anteriormente para el cerramiento 
de palomares en las dos épocas expresadas, 
ó en alguna de ellas, podrá hacerlo la justicia 
del pueblo, siempre que el plazo respectivo 
no exceda de dos meses, avisándolo con an- ¡ 
tieipaeion para gobierno de los dueños de 
palomares. 

24. Durante las dos épocas expresadas 
de recolección y de sementera, será libre ti- 
rar á las palomas domésticas a cualquiera dis- 
tancia fuera del pueblo, aunque sea dentro 
de las 1000 varas señaladas arriba, siempre 
que en esle último caso se tire con las espal- 
das vueltas al palomar. 

TITULO IV. 

DE LA CAZA DE ANIMALES DAÑINOS. 

25. Será libre la caza de animales dañi- 
nos, á saber: lobos, zorras, garduñas , gatos 
monteses , tejones y turones en las tierras 
abiertas de propios, en Jas baldías y en las 
rastrojeras no cercadas de propiedad parti- 
cular, durante todo el año, inclusos los dias 
de nieve y los llamados de fortuna. 

26. No se permite en ninguna clase de 
berras abiertas , aunque estén amojonadas, 
cazar con cepos, trampas, ni otros ningunos 
armadijos de que pueda resultar perjuicio á 
los pasajeros ó animales domésticos. Los in- 
fractores pagarán además del daño y las eos- ’ 
las, 40 rs. de inulta por la primera vez, 
60 por la segunda y 80 por la tercera. 

27. En las tierras cercadas, sean» de pro- 
pios ó de particulares, no se permite la caza 
de animales dañinos sin licencia de los due- 
ños ó arrendatarios. 

28. Los dueños y arrendatarios de tier- 


ras cercadas, y no otros, podrán poner en 
ellas cepos ú otras cualesquier especie de j 

trampas y armadijos para coger ó matar ani- 
males dañinos, en cuyo caso estarán obliga- 
dos á poner y mantener en paraje visible un 
padrón con el aviso ^>ara que nadie pueda 
alegar ignorancia. : 

20. Para fomentar el estermínio de los 
animales dañinos se pagarán á las personas 
que los presenten muertos, por cada lobo 
40 rs., 60 poi; cada loba, y 80 si está preña- 
da, y 20 rs. por cada lobezno ; la mitad res- 
pectivamente por cada zorro, zorra ó zorrillo, 
y la cuarta parte también respectivamente 
por las garduñas y demás animales menores 
arriba expresados, tanto machos como hem- 
bras y sus crias. 

30. Los que tengan derecho á las pre- 
cedentes recompensas presentarán á la jus- 
ticia el animal ó animales muertos, y la jus- 
ticia les entregará la cantidad correspon- 
diente bajo recibo. 

31. Estos recibos , junto con las colas y 
orejas de los lobos y zorras, y las pieles de 
ias garduñas y demás animales arriba expre- 
sados, serán los documentos que han de pre- 
sentar las justicias en la capital de provincia ■; 
para justificar en sus cuentas los artículos de 

esta clase, que no se les abonarán sin ambos 
requisitos. 

32. Para el pago de Jas expresadas re- 
compensas en los pueblos queda asignada 

la mitad de las penas pecuniarias impues- / 
tas á ios infractores de todas ias disposi- 
ciones contenidas en ios artículos anterio- 
res , inclusas las relativas á palomares, co- j 
mo asimismo la mitad de las que se cobren 
por cualquiera infracción délas que se ex- 
presan en ios siguientes títulos sobre la pesca. 

33. Si el importe de la mitad de dichas 

penas no alcanzare á cubrir el de las recom- 
pensas, los cazadores podrán reclamarlas 
eu ia oficina general de propios de la pro- 
vincia, presentando certificación de la jus- 
ticia junto con los despojos ó pieles de los 
animales. ■: 

34. Si de la mitad de las penas sobrase 
para pagar las recompensas, el resto se agre- 
gará á la masa de arbitrios comunales del 
pueblo. 

35. Se prohíben las batidas comunales 
de ios pueblos bajo ningún pretesto, incluso 
el del esterminio de animales dañinos; de- 
jando este cuidado al interés particular de 
jos cazadores. 

TITULO V. 

DE LA PESCA. 

36. Los dueños particulares de están- 
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ques, lagunas ó charcas que se hallen en 
tierras cercadas están autorizados, en virtud 
del derecho de propiedad para pescar en 
ellos durante todo el año sin sujeción á re- 
gla alguna. Se entienden por tierras cer- 
cadas en, este título y en todos los demás 
del presente decreto las que lo estén ente- 
ramente, y no á medias ó aportilladas, de 
suerte que no puedan entrar en ellas las 
caballerías. 

37. Los dueños podrán en virtud del 
mismo derecho de propiedad comunicar estas 
facultades á sus arrendatarios en los térmi- 
nos que entre ellos se estipule. 

38. Se prohíbe á los dueños particulares 
y arrendatarios de estanques y lagunas que 
se hallen en tierras abiertas, "aunque estén 
amojonadas, pescar en ellas envenenando ó 
inficionando de cualquier modo el agua, de 
suerte que pueda perjudicar á las personas ó 
á los animales domésticos transeúntes que 
la bebieren. 

39. Si las lagunas y aguas estancadas 
lindasen con tierras de varios dueños parti- 
culares, podrá liada cual pescar desde su ori- 
lla con sujeción á las reglas generales esta- 
blecidas; pero poniéndose los dueños de co- 
mún acuerdo podrán pescar con arreglo á los 
tres artículos precedentes, como si fuera uno 
solo el dueño. 

40. En las aguas corrientes á que sirven 
de linde tierras de propiedad particular , po- 
drán los dueños de estas pescar desde la 
orilla, hasta la mitad del corriente con suje- 
ción á las restricciones de ordenanza. Y nadie 
podrá hacerlo sin su licencia. 

41 . En las aguas corrientes , cuyas ribe- 
ras pertenecen á propios , podrán los Avun- 
tamientos arrendar la pesca con la aproba- 
cion del subdelegado de la provincia , y los 
arrendatarios podrán dar á otros licencia 
para pescar, pero todos estarán sujetos á las 
restricciones expresadas. 

42. En las aguas corrientes, cuyas orillas 
pertenezcan á baldíos, ó á propios, en el acto 
de no estar arrendada la pesca, se declara 
esta libre hasta la mitad de la corriente para 
todos los vecinos del pueblo á cuyo término 
pertenezcan las orillas, y no á los de otros 
pueblos, aunque tengan "comunidad de pas- 
tos. Las justicias podrán dar licencia para 
pescar álos forasteros; pero tanto estos como 
los vecinos estarán sujetos á las restricciones 
designadas. 

43. En los ríos y canales navegables se 
ha de entender que las facultades de los 
dueños y arrendadores, expresadas en los 
tres artículos precedentes lian de ser sin 
perjuicio de la navegación y de las servidum- 
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bres á que con motivo y á beneficio de ella 
están sujetas las tierras riberiegas. 

44. En los canales de navegación y de 
riego, como asimismo en los cauces y ace- 
quias para molinos ú otros establecimientos 
industriales ó de placer, se observarán las 
mismas reglas establecidas anteriormente se- 
gún la calidad de las orillas á no ser que ha- 
ya costumbre ó contrato en contrario. 

Titulo vi. 

DE LAS RESTRICtONES BE LA PESCA, 

45. Se prohíbe pescar envenenando ó in- 
ficionando las aguasen ningún caso fuera del 
de ser estancadas y estar enclavadas en tier- 
ras cercadas de propiedad particular. Los 
infractores, además de los daños y costas, 
pagarán 40 r.s. por la primera vez, 60 por la 
segunda y 80 por ia tercera. 

46. Se prohíbe asimismo pescar con re- 
des ó nasas cuyas mallas tengan monos de 
una pulgada castellana ó el duodécimo de un 
pié en cuadro, fuera de los estanques ó la- 
gunas que sean de un solo dueño particular, 
el cual podrá hacerlo de cualquier modo. 

47. Desde i.° de marzo hasta último de 
julio se prohíbe pescar no siendo con Ja caña 
ó anzuelo, lo cual se permite en cualquier 
tiempo del año. 

TITULO VII. 

DE LA EJECUCION DE ESTE RECLAMENLO. 

48. El modo de proceder de las justicias 
en materias de caza y pesca será por regia 
general gubernativo. 

49. Los procedimientos tendrán lugar: 
i por queja de parte agraviada: 2, 0 de oficio: 
3.° por denuncia de guardia jurado (3 ele cual- 
quier individuo del Ayuntamiento: 4.° por 
denuncia de cualquier vecino, siendo caso 
de aguas inficionadas ó de cepos armados 
fuera de cercado. 

50. El Alcalde hará compnracer al pre- 
sunto infractor, y comprobado el hecho, exi- 
girá de él la multa, el valor de la caza y del 
daño cuando lo haya, dando á estas cantida- 
des el destino que se ha prescrito en el pre- 
sente decreto. 

51 . Cuando se proceda por queja de par- 
te agraviada , si resulta ser cierto el hecho, 
y huí ¡lera daño, el Alcalde procurará que los 
inteq-sados transijan en cuanto al daño, sin 
per' ie.io de cobrar la multa ; v si no se avi- 
nieren , decidirá gubernativamente en las 
causas de menor cuantía, dejando que las 
otras sigan el curso judicial que les corres- 
ponda; pero satisfaciendo antes el reo la mi- 



86 CAZA Y 

tad de la mulla destinada al fondo del art. 31 
para la persecución de animales dañinos. 

52. Las infracciones de que se trata en 
este decreto proscribirán á los 30 dias en los 
casos de aguas maleficiadas ó de cepos y ar- 
madijos fuera de cercado, y en todos los de- 
más a 20 dias. Pasados estos plazos, las .jus- 
ticias no podrán proceder de oficio, ni admi- 
tirán queja ni denuncia alguna. 

TITULO VIII. 

DE CAS PEINAS DE LOS INFRACTORES. 


PESCA. 

Ley de 13 setiembre de 1837. 

Se declara que el disfrute de caza y pesca corresponde 
privativamente á los dueños de terrenos. 

«Artículo único. El disfrute de caza v 
pesca en los montes y terrenos de que trata 
el art. 3. u del decreto de 14 de enero de 1812 
sobre abolición de las ordenanzas de montes 
y plantíos , ó en otros que estuvieren cerra- 
dos ó acotados, corresponde privativamente 
á los dueños y nadie podrá cazar ni pescar 
en ellos sin su previo permiso, ó de quien 
sus Aceces hiciere.» ( CL . t. 23, p. 179.) 


53. La pena general por las infracciones 
de este reglamento, cuando en él no se ex- 
presa otra cosa, será además del daño y cos- 
tas, si las hubiere, 20 rs. por la primera vez, 
30 por la segunda y 40 por la tercera. Si 
todavía se repitiese el delito, la justicia con- 
sultará al subdelegado de Fomento de la 
provincia sobre la pena que convenga. 

54. Los padres y los tutores son respon- 
sables de fas infracciones cometidas por sus 
hijos de menor edad y por Jos pupilos. 

55. Quedan derogadas todas las orde- 
nanzas y reglamentos anteriores en cuanto 
se opongan al presente decreto. 

Tendréislo entendido, y dispondréis lo ne- 
cesario á su cumplimiento. — Está rubricado 
de la Real mano. — Aranjuez 3 de mayo de 
1834. (CL. t. 19, p. 236.) 

/i. O. de 26 mayo de 1834. 

(Interior.) Extracto. — Se dejó en sus- 
penso la ejecución de los arls. 16 y 17 del 
Real decreto anterior, «sin perjuicio de que 
tengan puntual observancia cuando hayan 
cesado los motivos que hoy lo impiden» y se 
mandó «que en su consecuencia continúe la 
policía expidiendo las licencias para caza y 
pesca con Ja misma retribución establecida 
en sus reglamentos vigentes (1) aplicando á 
sus fondos el producto como hasta aquí: y 
que por la presentación de animales dañinos 
muertos se hagan los abonos establecidos 
antes del expresado Real decreto en las mis- 
mas cantidades y por ios misinos fondos so- 
bre que estaban señalados.» 

Ley de 2 setiembre de 1837, 

Esta ley restableció la de señoríos de 6 de 
agosto de 1811, cuyo art. 7.° abolió los privi- 
legios exclusivos , privativos y prohibitivos 
ue tengan origen de señorío , como son los 
e caza y pesca etc.-— V. en Señoríos. 


(i) Véanse en Armas, l. d.°, págs. 482 y 
483 los capítulos del reglamento de policía de 
24 de febrero de 1824. 


R. O. de 25 noviembre de 1847, 

Es importantísima , en cuanto aclara la 
inteligencia de las palabras cerrados y aco- 
tados con motivo de una cuestión sobre caza. 
Se halla en el artículo Acotamiento. 

Ley de 9 julio de 1856 (i). 

Sobre privilegios privativos de caza y pesca. 

«Artículo l.° En virtud de lo dispuesto 
en los arts. 7.° y 8.° de ia ley de 6 de agosto 
de 1811, confirmada por la de 13 de julio 
de 1813, y 3 de mayo de 1823, restablecidas 
por decreto de las Cortes en 20 de enero de 
1837, declarando abolidos los privilegios lla- 
mados privativos y prohibitivos en materia 
de caza y pesca , que tengan origen de se- 
ñorío , el Gobierno dictará las disposiciones 
oportunas para que se llagan efectivos á los 
pueblos y particulares los beneficios de las 
citadas leves, sin perjuicio de la indemniza- 
ción á que tengan derecho, con arreglo á 
las mismas los que se crean agraviados. 

Art. 2. u Cuidará igualmente el Gobierno 
de la puntual observancia del R. O. de 3 de 
mayo de 183 í, que prescribe la policía y de- 
mas reglas para el ejercicio de la caza y pes- 
ca, tanto por los pueblos como por los parti- 
culares, ínterin no se prescribieren oirás. 

Art. 3.° El conocimiento de los inciden- 
tes á que diere lugar la observancia ó in- 
observancia de lo prevenido en el artículo 
anterior , corresponde á Jas autoridades gu- 
bernativas , salvo en sus casos los recursos 
contencioso-administrativos y los que por su 
índole correspondan á los Tribunales. 

Art.. 4.° Quedan reservadas al conoci- 
miento de la jurisdicción ordinaria las cues- 
tiones que, según las leyes de 1811 , 1813 y 
1823, corresponden á la misma en esta ma- 
teria.— Palacio á 9 de julio de 1856.» 


(1) Aprobada por las Córtes en 30 junio: san- 
cionada sn 5 julio: refrendada en 9 julio. 
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fí. O. de 16 enero de 1865. 

Declarando los deberes de la Guardia civil do denun- 
ciar las infracciones que se cometan en terrenos 

abiertos como auxiliar de la autoridad; pero sin 

mezclarse en sus resoluciones. 

(Gob.) Por este Ministerio se dice con fe- 
cha de hoy al Director general de !a Guardia 
civil lo que sigue; 

La Sección de Gobernación y Fomento dol 
Consejo de Estado á quien se pasó á informe 
el expediente promovido por Y. E. consul- 
tando las reglas á que han de atenerse los 
individuos de la fuerza de su mando en pun- 
to á leyes de caza, manifestó á este Ministe- 
rio con fecha 17 de octubre del año último 
lo que sigue: 

Excmo. Sr.: PorR. O. de 9 de setiembre 
próximo pasado se remite á informe de esta 
Sección el expediente promovido por el Di- 
rector general de la Guardia civil para que 
se declare cuáles son las obligaciones de los 
guardias respecto del cumplimiento de la’ey 
para el ejercicio de la caza en terrenos 
abiertos. 

Resultando del expediente que el coman- 
dante de la Guardia civil de la provincia de 
Tarragona se dirigió al expresado Director 
consultando el modo de entender los deberes 
que el reglamento de la Guardia civil impo- 
ne á sus individuos para que hagan observar 
las disposiciones que rigen acerca de la caza 
y que el mismo comandante dio posterior- 
mente cuenta de la resolución tornada por el 
Gobernador de Tarragona en conformidad 
del art. l.° de la referida ley, mandando de- 
volver á Antonio Virgili las redes y hurón 
que le fueron recogidos por la Guardia civil 
al denunciarle, con cuyo motivo se promovió 
la consulta. 

Teniendo presente que la ley de 4 de ma- 
yo de 1834 , única que rige en esta materia 
establece que los dueños de las tierras lo son 
también de cazar libremente en ellas en 
cualquier tiempo de) año sin traba ni suje- 
ción á regla alguna ; que, de este derecho 
puede usar otra persona con licencia del 
dueño y que salva esta excepción no es per- 
mitido á nadie infringir las disposiciones vi- 
gentes acerca de la caza. 

Teniendo presente que creado el Cuerpo 
de la Guardia civil y aprobado el reglamento 
para su servicio se consignó en su art. 30, 
párrafo 3.° la obligación de los guardias de 
hacer observar las disposiciones de la ley de 
caza. 

Considerando que la ley ya citada deter- 
minó la diferencia entre terrenos acotados v 
terrenos abiertos , distinguiendo el derecho 
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del dueño de cazar en sus heredades cuando 
quiera y corno quiera y la libre facultad de 
cazar con sujeción á lo mandado. 

Considerando que la repetida ley no está 
derogada ni limitada por otra ley alguna 
hallándose por tanto vigente eb todas sus 
partes. 

Y considerando que el reglamento del 
Cuerpo de Ja Guardia civil impone á sus in- 
dividuos el deber de hacer cumplir las leyes. 

La Sección es de parecer que el Cuerpo de 
la Guardia civil cumple con su deber al de- 
nunciar las infracciones de la caza que se 
cometan en los terrenos abiertos ; y que la 
autoridad competente está dentro de sus 
atribuciones resolviendo del modo que sea 
justo acerca de las infracciones que se le de- 
nuncian; pues que estando reducidas lasfacul- 
tades de la fuerza de que se trata á las de 
mera auxiliar de la autoridad no debe mez- 
clarse en las resoluciones de esta , ni le es 
lícito calificarlas. 

Y habiéndose dignado S. M. conformarse 
con el preinserto dictámen, de Real orden 
lo traslado á V. E. para su conocimiento y 
efectos correspondientes. De la propia Real 
orden lo traslado á Y. S. para los mismos 
fines y con objeto deque esta resolución sir- 
va de regla general en hechos análogos. 
(Bol. of. de Lérida de 17 de febrero.) 

Resúmen de las disposiciones contenidas en 
este articulo. 

Caza en tierras de propiedad particu- 
lar, tít. í. R. D. de 3 agosto de 1834, 
ley de 13 de setiembre de 1837 y Real 
orden de 16 de- enero de 1865. 

Caza en tierras de propios y baldíos; 
tít. JI (arts. 9 á 18). 

Caza de palomas ; tít. III (arts. 19 
á 24). 

Caza de animales dañinos; tít. IV de 
idem, (arts. 25 á 35). 

Caza en dias de nieve; art. 10, orde- 
nanza. 

Caza con hurones, lazos etc.; art 11, 
ordenanza. 

Caza en la zona de 500 varas del pue- 
blo; art. 18, ordenanza. 

Modo de proceder en materias de caza, 
tít. Vil (arts. 48 á 52). 

Penas; tít. VIII (arts. 53 á 55), 

Pudres y tutores : su responsabilidad 
por las infracciones de los hijos; art. 54. 

Pesca; tít. Y (arts. 36 á 44), restric- 
ciones de id. tít. VI. 
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Insertas las ordenanzas y demás dis- | 
posiciones vigentes sobre caza, vamos á 
tratar especialmente de dos puntos que 
son importantes: l.° del derecho que 
tienen los dueños de heredades ó tincas 
rústicas, de cazar en ellas libremente; y 
2.° del que igualmente tienen de impe- 
dir que otros cacen en ellas. 

I. «Los dueños particulares de tier- 
ras lo son también de cazar en ellas li- 
bremente en cualquier tiempo del año, 
sin traba ni sujeción d regla alguna .» ; 
Esto es lo que á la letra dice el art. 1.° j 
del reglamento de caza y pesca, ó sea 
del R. D. de 3 de mayo de 1834. Al re- j 
conocer el legislador este derecho en el 
propietario, ío ha hecho con palabras J 
tan terminantes y absolutas, que en núes- ; 
tro concepto no pueden suscitarse con í 
razón dudas de ningún género sobre es- ; 
te importante punto. En cualquier tiern- { 
fú del año sin traba ni sujeción á regla ' 
alguna , tanto quiere decir en su buen 
sentido, como sin necesidad de licencia, l 
en todos los meses y días del año, aun- ¡ 
que sean en los de nieve y los llamados 
de fortuna, ó con hurones, lazos, per- 
chas, redes v reclamos machos. Podrá 
ser que esta inteligencia que damos al 
art. t.° del reglamento no sea acertada; 1 
¡tero cuanto mas meditamos sobre sus 
palabras, cuan Lo mas nos hacemos cargo ' 
del método y estructura del reglamento, 
mas nos persuadimos de que no ha po- 
dido ser otra la intención de] legislador. 

En efecto, en el tít. í se trata de la 
caza en tierras de 'propiedad particular , 
y es de advertirse, además del precepto 
del art. l.°, que ninguna traba se pone, 
ninguna regla se dá para su ejercicio á 
los dueños de las mismas. 

En el tít. II se trata ya de la caza en 
tierras de propios y baldíos , y en él es 
donde se prescribe la prohibición de ca- 
zar en ciertos meses del año, y en los 
dias de nieve y llamados de fortuna, y 
con hurones, lazos, perchas, redes y re- 
clamos machos, así como también la ne- 
cesidad de obtener licencia. No pueden 
por lo mismo hacerse extensivos estos 
requisitos á los dueños que cazan en sus 
propias heredades sin desconocer la le- 


tra y el espíritu de la ley, y sin escati- 
mar al propietario derechos que en toda 
legislación no pueden menos de ser muy 
respetados como lo son también en la 
nuestra. 

De la licencia de uso de armas en su 
caso no se pueden excusar los que cacen 
en sus propias heredades, pues la de uso 
es distinta de la que se requiere para ca- 
zar, y no ha podido ser el ánimo de la 
ley llevar tan allá las concesiones. 

II. Aunque el art. 4.° del citado de- 
creto dispuso que se pueda cazar sin li- 
cencia de los dueños, pero con sujeción 
á las restricciones de ordenanza que es- 
tablecen para los baldíos, en las tierras 
abiertas de propiedad particular, que no 
estén labradas ó que estén de rastrojo, 
esta disposición, nada conciliable con 
los derechos de propiedad bien entendi- 
dos, se halla ya derogada, así por el res- 
tablecimiento de la ley de 8 de junio de 
1813, como por la publicación de la de 
13 de setiembre de 1837, que en nues- 
tro sentir no dejan lugar á la duda. 

La citada ley de 1813, restablecida on 
0 de setiembre de 1836, declaró cerradas 
y acotadas todas las dehesas heredades y 
demás tierras de. cualquiera clase perte- 
necientes á dominio particular. La de 
13 de setiembre de 1837 dice textual- 
mente que «el disfrute de caza y pesca 
»en los montes y terrenos de que trata 
«el art,. 3.° del decreto de 14 de enero 
«de 1812 sobre abolición de las orde- 
nanzas de montes y plantíos, ó en otros 
»que estuvieren cerrados ó acotados , 
«corresponde privativamente á los due- 
ños y nadie podrá cazar ni pescar en 
x ellos sin previo permiso ó de quien sus 
«veces hiciere.» 

Quedó, pues, sin efecto por esta ley 
el art. 4.° del decreto de 1834. y el 3.° á 
que se refiere de! de 14 de enero de 
1812, que por cierto no era justo, ni se 
armonizaba con los legítimos derechos 
del propietario. Toda la dificultad esta- 
rla ahora en saber cuáles deben enten- 
derse terrenos acotados; pero habiendo 
llenado este vacío el art. l.° oe la ley 
de 1813 (V. Acotam[bnto), claro es que 
por el se resuelve toda la dificultad , no 
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siendo permitido por lo tanto Q.azar en 
montes y&tierras ajenas de propiedad par- 
ticular, puesto que todas se consideran 
cerradas y acotadas, á no ser con licen- 
cia ó aquiescencia del dueño ó de quien 
sus veces haga; y esto -por mas que la 
costumbre sea en contrario; porque seme- 
jante costumbre debe considerarse abu- 
siva, y no tiene ni puede tener otra au- 
toridad que la que la dá la tolerancia de 
los dueños particulares de los terrenos, 
los' cuales pueden resistirla ó contrade- 
cirla, como pueden resistir y contrade- 
cir que otro entre en sus heredades á 
aprovecharse del trigo que siembran (1). 

Este es nuestro sentir sobre una mate- 
ria de suyo importante por los abusos á 
que ha dado lugar y á que dará todavía, 
mientras el cazador se crea revestido de ■ 
un derecho que le 'concedían , aunque 
con restricciones, el art. 4.° del regla- 
mento de caza de 3 de mayo de 1834, y 
el 3.° del decreto de 1812, pero que 
han quedado completamente abolidos, 
en cuanto al punto referido, por las le- 
yes de que hemos hecho mérito, las cua- 
les han tenido por principal objeto pro- 
teger el derecho de propiedad y reparar 
los muchos agravios que había sufrido. 

■ — -V. Pesca. 

CÉDULA- En su acepción genérica es, 
según el Diccionario de la Academia, un 
«pedazo de papel ó pergamino escrito ó 
para escribir en él alguna cosa.» A la 
palabra cédula se adiciona otra determi- 
nativa de su acepción especial, y en este, 
sentido se dice cédula de notificación, 
cédula Real, cédula de vecindad, cédu- 
la de banco etc. sobre lo cual véanse los 
respectivos artículos Banco : Notifica- 
ción, etc. y los siguientes. 

CÉDULA ANTE D1EM. Esta última pa- 
labra determina aquí que la cédula de 
que se trata es de citación un dia antes 
á una persona ó varias para tratar de un 
asunto. 

CÉDULA REAL (ó Real cédula.) Des- 
pacho que el Rey expedia ó el «Consejo 
á su nombre , tomando ó circulando al- 

(1) Corrobora mas nuestra opinión la im- 
P°?i, a 9 te orden de 25 de noviembre de 

lo47, inserta efi el art. Acotamiento, t i. ‘'p. 114. 
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: güila ley ; decreto ó providencia gene- 
ral, ú otorgando alguna gracia ó mer- 
ced. No hay una jurisprudencia cierta 
á que atenerse, dice el Sr. Colmeiro, 
para distinguir los caracteres de las dis- 
posiciones que emanan del poder ejecu- 
tivo, y para señalar con precisión rigu- 
rosa qué actos administrativos exigen 
esta ó la otra forma. Y esto que en nues- 
tro derecho público actual es una ver- 
dad que no pudo ocultarse á tan enten- 
dido escritor, lo es doblemente respecto 
de los tiempos anteriores al sistema 
constitucional. Nosotros hemos procu- 
rado estudiarla verdadera razón de pu- 
blicarse unas veces ‘las leyes por me- 
dio de pragmáticas, otras por medio de 
Reales cédulas etc. y las circunstancias 
ó caracteres que distinguen aquellas 
de estas; y no hemos conseguido formar 
un juicio acabado sobre este punto. Di- 
remos, sin embargo, que las pragmáti- 
cas sanciones , nombre que en un prin- 
cipio se dió á los decretos de los Reyes, 
dictados á consecuencia de las petieio— 
dones del Reino en Cortes , se han se- 
guido usando después hasta nuestros 
dias, indistintamente que las cédulas 
Reales, para la promulgación de todas 
las resoluciones graves con carácter de 
ley que tenian por objeto remediar al- 
gún exceso , daño ó abuso que hubiese 
en el Estado, ó para cualquier otro 
asunto de grande interés público. De 
modo que nosotros no encontramos una 
diferencia sustancial en el fondo entre 
las Reales cédulas y las pragmáticas-san- 
ciones de nuestros dias, ni en la fórmu- 
la tampoco ; pues en unas y en otras, 
para revestir de solemnidad á lo en ellas 
contenido, se anteponía el nombre del 
Monarca , como se hace boy para las le- 
yes y sentencias del Consejo de Estado, 
añadiendo además sus títulos, expresan- 
do haberse dado cuenta en el Consejo y 
haberse acordado su cumplimiento y la 
cláusula de que se guarde, cumpla y eje- 
cute por los infantes, prelados, duques, 
marqueses, condes, ricos-hombres, prio- 
res, comendadores de las órdenes, al- 
caides de los castillos , casas fuertes y 
llanas, y por los del Consejo, presiden- 
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tes y oidores de las Chancillerías y Au- 
diencias. Alcaldes etc., etc., concluyen- 
do con la firma de S. M. 

Además de las Reales cédulas indica- 
das para asuntos de interés público, se 
conocían, y todavía subsisten hoy, otras 
para el otorgamiento de gracias ó privi- 
legios especiales. — V. Leyes. 

CÉDULA DE VECINDAD. Documento 
que ha sustituido á las carias de seguri- 
dad y pasaportes, y que se distribuye á 
todas las personas para acreditar su ve- 
cindad ó identificar su persona. Las dis- 
posiciones que rigen en esta materia son 
las siguientes: 

R. D. de 15 febrero de 1854. 

Suprimiendo los pasaportes y pases, y que so espídan 
cédulas de vecindad. 

(Gob.) «En vista de las razones que me 
ha expuesto mi Ministro de Ja Gobernación, 
de conformidad con el parecer del Consejo de 
Ministros, vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l. u Se suprimen desde l.° de 
mayo del presente año los pasaportes y de- 
más documentos que actualmente se expiden 
á los viajeros y vecinos de los pueblos para 
transitar de un punto á otro dentro de la 
Península é islas adyacentes. 

Art. 2.° A principio de cada año la auto- 
ridad correspondiente facilitará á Jos padres 
ó cabezas de familia una cédula de vecindad 
para sí, y otra para cada uno de los demás 
individuos de su familia con arreglo al pa- 
drón. Todo viajero deberá caminar provisto 
de este documento sin necesidad de presen- 
tarlo á nadie como no le sea pedido en nom- 
bre de la autoridad, en cuyo caso está obliga- 
do á exhibirlo. Los criados necesitarán cé- 
dula separada, que se les dará en virtud de 
reclamación del amo si están sirviendo, y si 
no lo están en vista de su padrón respectivo. 

Art. 3.° Cada padre ó cabeza de familia 
pagará un real de vellón por las cédulas que 
necesite para sí y demás individuos de su fa- 
milia , cualquiera que sea su número. Se ex- 
ceptúa de este pago los pobres de solemnidad, 
(os peregrinos , los braceros que no tengan 
mas medio de subsistencia que el jornal dia- 
rio, los obreros que estén en el mismo caso, 
y las viudas y Imérlanos que no posean mas 
que su pensión, si esta no pasa de t,500 rs, 

Art. 4.° A los extranjeros transeúntes 
les servirán sus pasaportes de cédula de ve- 
cindad. 

Art. 5.° Las cédulas se repartirán á do- 
micilio á todo el que estuviere empadrona- 


do, haciéndose este servicio por los depen- 
dientes de la autoridad, los cuales recogerán 
en el acto su importe y la nota que deberán 
dar los cabezas familia, con arreglo al pa- 
drón, para tos efectos que en el art. 2.° se 
previenen. Estas cédulas se renovarán en el 
mes de enero de cada año, repartiéndose de 
Ja misma manera que queda expresado. 

Art. 6.° La falta de cédula de vecindad 
será causa legal para la detención del omiso 
vpara la imposición de las multas ó penas 
en que á tenor de las disposiciones vigentes 
incurre el que carece, de padrón en los pue- 
blos donde reside, y de pasaporte en los via- 
jes que emprende. 

Art. 7.° Quedan subsistentes los pasa- 
portes para el extranjero y Ultramar. 

Art. 8.° El Ministro cíe la Gobernación 
comunicará inmediatamente á los Goberna- 
dores de provincia y demás autoridades á 
quienes corresponda, Jas instrucciones ne- 
cesarias para el mejor y mas exacto cumpli- 
, miento de este mi Real decreto. — Dado en 
Palacio á 15 de febrero de 1854. (CL. t. 61, 

' pág. 240.) 

R. O. de 23 febrero de 1854. « 

Militares. No son extensivas á ellos las cédulas de 
vecindad. 

(Guerra.) Extracto. — Se declara que el 
R. D. de 15 del mismo mes «no tiene cone- 
xión alguna con el ramo de Guerra.)» [CL. 

: t. 61, p. 266.) 

R. O. de l.° abril de 1854. 

Reglas para llevar á efecto el R. D. do 15 de febrero. 

Para llevar á debido efecto las disposicio- 
I nes del R. D. de 15 de febrero próximo pa- 
sado, sobre supresión de pasaportes ó insti- 
tución de cédulas de vecindad, la Reina (que 
Dios guarde) se ha servido disponer que 
. se observen las reglas y prevenciones si- 
I guientes : 

1. a Habrá cuatro clases de cédulas: de 
pago para las cabezas de familia; gratis para 
los exceptuados en el art. 3.° de dicho Real 
decreto; gratis igualmente para personas que 
no sean cabezas de familia; y por último, de 
pago para sirvientes. 

2. a Las de la clase primera se destinan 
á las personas acomodadas, cabezas de fami- 
lia ; las de segunda, á los cabezas de familia 
que sean pobres de solemnidad, peregrinos, 
bracero^y obreros , sin otro medio de sub- 
sistencia que el jornal; viudas y huérfanos 
que no posean mas que su pensión, si esta no 
excede de 1.500 rs.; las de tercera clase sir- 
ven indistintamente para todos los que de diez 
y seis años arriba, vivan bajo la dependencia 
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del cabeza de familia; y Ja cuarta exclusiva- 
mente para los sirvientes. 

3. a El l.° de mayo próximo venidero, y 
después- el 1.°' de 'enero de cada año, repar- 
tirán estas cédulas á domicilio; por sí ó por 
medio de sus dependientes,, los comisarios 
de vigilancia donde se hállen establecidos, 
y los Alcaldes en los demás pueblos, teniendo 
cuidado de que á presencia de los delegados 
de la autoridad -firme en el sitio correspon- 
diente el cabeza de familia todas lás cédulas 
que se expidan con su garantía. 

4. ® Estas cédulas serán impresas con ar- 
reglo á modelo, y en todas ellas constará el 
nombre y apellidos paterno y materno del 
interesado ; su estado, profesión , ocupación 
ó empleo, calle, casa y cuarto en que viviere 
ó la denominación de su vivienda si morase 

# en alquería, caserío, venta ó paraje aislado, 
y por último, el distrito municipal y provin 
cia á que pértenezca. El cabeza de familia 
firmará su cédula y las de todas las personas 
que están bajo su dependencia, y el Alcalde 
ó comisario que expidiese estos documentos 
los autorizará con su firma y sello. 

5. a Los encargados del despacho de las 
cédulas recogerán en él acto su importe, y 
serán responsables de él ante el Alcalde ó 
comisario que los hubiese comisionado para 
este servicio: estos últimos funcionarios se 
entenderán directamente con los deposita- 
rios de los Gobiernos de provincia, á quienes 
harán entrega de la recaudación en la épo- 
ca que por el Gobernador se designen. 

6. a No puede concederse cédula de ve- 
cindad á los que no estén empadronados ó 
no cuenten con la anuencia de los padres ó 
cabezas de familia. 

7. a Los Gobernadores de provincia po- 
drán 'negar ó recoger en casos especiales 
las cédulas de vecindad. 

Cuando las autoridades inferiores creye- 
ren necesario ó conveniente negar ó recoger 
la cédula á una persona empadronada lo ha- 
rán dando cuenta inmediatamente de esta 
medida al Gobernador de la provincia con 
exposición de motivos para su aprobación, 

8. a Al verificar el repartimiento de las 
cédulas ó en cualquier tiempo los cabezas de 
familia entregarán una nota de los sirvientes 


para quienes reclamen cédulas do vecindad. 

9. a Las personas que en l.° de mayo 
róximo venidero residieren fuera del pue- 
lo de su vecindad, serán provistas :de cédu- 
las con arreglo á su pasaporte y á la condi- 
ción social en que se hallaren constituidas. 
En estas cédulas se expresará por una nota 
que son interinas, y serán válidas únicamen- 
te hasta que los interesados lleguen al pue- 
blo en que estén avecindados donde se les 
canjeará por Ja que les corresponda , con ar- 
reglo á su clase y circunstancias. 

10. Toda persona que llegue a un pue- 
blo sin cédula de vecindad y á los tres dias 
en la córte , y á los dos en los demás puntos, 
no se presente el Alcalde ó comisario á ex- 
plicar satisfactoriamente esta falta, será de- 
tenida y considerada como vago., á no ser 
que dos vecinos honrados y bien acomoda- 
dos respondan de su conducta, y de que en 
un término prudencial ha de justificar su 
procedencia. 

1 1 . Los que perdieren la cédula de ve- 
cindad fuera del punto de su habitual resi- 
dencia, no podran obtenerla en el tránsito 
sino mediante la fianza de dos vecinos del 
pueblo, honrados y acomodados. La cédula 
que en tal caso se expidiere será siempre de 
pago, y válida tan solo para el viaje. 

12. Los Gobernadores de las provincias 
recordarán á los padres y cabezas de familia 
la obligación en que están de dar parte al 
Alcalde ó comisario á las veinticuatro ho- 
ras de las mudanzas de domicilio que ve- 
rifiquen cualesquiera de los individuos que 
están bajo su dependencia, encareciendo el 
cumplimiento de esta obligación nunca tan 
precisa como cuando la exactitud de los pa- 
drones lia de ser la principal medida do vi- 
gilancia. En las papeletas que pasen á la 
autoridad los padres ó cabeza de familia en 
cumplimiento de lo prescrito en el párrafo 
anterior , se expresará el nombre y apellido 
del que llega al pueblo ó sale de él, y el pun- 
to de donde viene ó á donde se dirige. 

13. Los Alcaldes y comisarios llevarán 
un registro de cédulas .de vecindad con ar- 
reglo al adjunto modelo.» — Lo que de or- 
den etc.— Madrid 1,° de abril de 1854. (CL. 
t. 61, p. 25.) 
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Modelo gu 0 se cita. 
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B. O. de 6 enero de 1857. j 

Se distribuyan las cédulas y so castigue gubernativa- j 

mente á los que viajan sin dicho documento. 

La Reina (Q. D. G.) se ha dignado resol- j 
ver que V. S. cuide de qne se distribuyan i 
las cédulas de vecindad en esa provincia en i 
los términos que está mandado, y que casti- 
gue gubernativamente y dentro del círculo 
de sus atribuciones á todos los que viajen sin 
dicho documento, ó eludan de cualquier mo- 
do el cumplimiento de Ja obligación en que 
se hallan de proveerse de él.- — De R. O. etc. 
— Madrid 0 de enero de 1857, ( CL t. 71, 
p. 15.) 

B. O. de 15 enero de 1Í157. 

(Marina.) «La Reina (Q. D. G.) se lia 
dignado declarar que todos los individuos de 
Marina , inclusos los matriculados de mar, 
oslan exentos de recibir tos cédulas de vecin- 
dad de que trata el Real decreto de 15 de fe- 
brero de 1854.» (CL. t. 71. p. 75.) 

7?. O. de 22 enero de 1 857. 

Matriculados do mar. 

«... S. M. se ha dignado resolver... que 
organizados militarmente los tercios navales, 
y siendo por consiguiente militares todos los 
matriculados, necesitan estos para viajar ob- 
tener licencia y pasaporte de las autoridades 
de Marina á quienes están subordinados.» 
(CL. t. 71, p. 78.) 


B. O. de 23 junio de 1857. 

Extranjeros en España. 

(Gob.) Modado cuenta á la Reina (O. D.G.) 
del expediente instruido eu este Ministe- 
rio con motivo de haberse dirigido por em- 
bajador de Francia á la Secretaría de Estado 
una nota en que se hacia referencia de la 
queja dada por el Sr. Laca/.ett, súbdito fran- 
cés residente en Oviedo, de resultas de ha- 
berle obligado las autoridades á aceptar una 
cédula de vecindad. Enterada S. M. y consi- 
derando: l.° que el art. 7.° del Real decreto 
de 17 de noviembre de 1852 sobre extranje- 
ría previene que ningún extranjero viaje por 
el Reino con pasaporte de la legación ó con- 
solarlo de su nación, sino cuando ingrese en 
el territorio español ó cuando salga del mis- 
mo; 2.° que por el art. 17 del misino decreto 
se declara que los extranjeros así avecindados 
como transeúntes tendrán derecho á transi- 
tar con libertad en el territorio de España, 
sujetándose á las reglas establecidas por las 
leyes para ios súbditos españoles, así como á 
los reglamentos de policía; 5.° que por el Real 
decreto de 15 de febrero de 1854 se abolie- 
ron los pasaportes para viajar por el interior, 
sustituyéndolos con las cédulas de vecindad; 
y 4.° que estas cédulas sirven para identificar 
¡as personas dentro y fuera de las poblacio- 
■ nes y tienen otros objetos relacionados con 
! el orden público; se lia dignado resolver se 
' diga á los Gobernadores de las provincias que 
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los extranjeros domiciliados en España están 
obligados' á recibir ■ dichos documentos. Al 
mismo tiempo, deseando S. M. que los tér- 
minos en que están impresas las referidas cé- 
dulas no dén lugar á dudas y reclamaciones 
ha tenido á bien mandar que V. S. prevenga 
lo conveniente para que al expedirlas á los 
extranjeros .ya sean de pago ó ya gratis , se- 
gún corresponda, se borre la palabra vecin- 
dad y se escriba sobre ella residencia, po- 
niendo al respaldo una nota en que se salve 
la enmienda v se exprese la nacionalidad del 
interesado y llevando registro especial de las 
que, después de llenar las formalidades esta- 
blecidas, se entiendan con estas circunstan- 
cias.— De R. O. etc. — Madrid 23 de junio 
de 1857. — Nocedal. ( Boletín Ofi. de Toledo , 
de 27 de julio, núm. 102.) 

R. O. de 19 noviembre de 1858. 

Distribución de cédulas. Que las firmen los inte- 
resados. 

Dispúsose por esta Real órden, que se hi- 
ciese en el inmediato enero la distribución 
de cédulas y «que al hacerse la distribución 
se cuide de que el cabeza de familia fírme su 
cédula y las de todas las personas que están 
bajo su dependencia, en el lugar al efecto 
señalado.» 

Se adoptaron otras medidas para publici- 
dad de lo dispuesto en las Reales órdenes an- 
teriores, y concluye ordenando, que la Guar- 
dia civil y los empleados de vigilancia exijan 
á los viajeros la presentación de Jas cédulas^ 
advirtiendo á los que en los primeros dias 
carezcan de ellas y no infundan sospecha, la 
obligación en que están de adquirirlas, y des- 
plegando sucesivamente mayor rigor á me- 
dida que sean mas conocidas estas disposi- 
ciones hasta pasar de la imposición de la mul- 
ta que corresponda, á la detención de los 
omisos qué no acrediten su procedencia y 
ofrezcan las necesarias garantías.» ( CL.<to - 
mo 78, p, 141.) 

R. O. de 7 diciembre de 1858. 

Cédalas para mujeres casadas: para hijos de familia 
procesados etc. 

(Gob.) «He dado cuenta á ia Reina ‘(que 
Dios guarde) de la comunicación de Y. E. de 

1 .° del corriente en que al acusar el recibo 
de la R. O/de 19 de noviembre próximo pa- 
sado, propone la adopción de varias medidas 
con el objeto ■ de evitar los inconvenientes 
que ofrece la manera en que se distribuyen 
las cédulas de vecindad: Enterada S. M. se 
haservido mandar que , sin perjuicio de lo 
que oportunamente se resuelva respecto de 
la nueva forma que convenga dar a los ex- 
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presados documentos, se observen desde lue- 
go las prescripciones siguientes: 

1. a En las cédulas de vecindad pertene- 
cientes á las mujeres casadas, se hará cons- 
el nombre de sus maridos. 

2. a En las correspondientes á personas 
que no sean cabezas de familia, se pondrá al 
respaldo la firma del interesado ó nota en 
que se exprese que no sabe escribir, sin que 
por esto aeje de suscribirla el padre de fami- 
lia en el lugar correspondiente. 

3. a Y. E. y los Alcaldes de los pueblos 
podrán, según lo dispuesto en la regla 7. a de 
la R. O. circular de l.“ de abril de 1854, ne- 
gar ó recoger en casos especiales las cédulas 
de vecindad , debiendo las autoridades loca- 
les, cuando lo verifiquen , dar cuenta inme- 
diatamente á Y. E. con exposición de motí- 

| vos para su aprobación. Esta facultad trae 
consigo la delimitará un tiempo dado Jas 
cédulas que se expidan á los que, teniendo 
malos antecedentes, justifiquen hallarse en 
la precisión de obtener aquel documento. 
V. E. podrá además respaldar las cédulas de 
ios que deban ser objeto de la atención de 
las autoridades, y dar á las de los puntos á 
que se dirijan, los avisos convenientes, con 
cuyo fin deben llevarse registros especiales. 

4. a No se concederá cédula de vecindad 
á los que no cuenten con la anuencia de los 
padres ó cabezas de familia, con arreglo á lo 
mandado en la prevención 6. a de la citada 
circular de i." de abril de 1854. 

Y 5. a Tampoco se concederá á los que 
en virtud de disposición ó sentencia de los 
Tribunales, deban residir en punto determi- 
nado hasta que legalmente vuelvan al ejer- 
cicio de sus derechos, ni á los refugiados po- 
líticos que solo pueden viajar con un pase 
especial, prévia Ja correspondiente autoriza- 
ción, según lo dispuesto en circular de 12 
junio de este año. — De Real orden, etc. — 
Madrid 7 de diciembre de 1858. 

R. O. de 14 setiembre de 1859. 

Nuevas advertencias parala distribución de cédulas: 
prohibición de facilitarlas á los que expresael art. 10. 

(Gob.) «Habiéndose dispuesto que las cé- 
dulas de vecindad tengan en lo sucesivo la 
forma que Y. S. observará por los ejemplares 
adjuntos, la Rema (Q. D. G.) se ha servido 
mandar : 

l." Qife Y. S. pida á la Administración 
de la fábrica del sello el número de dichos 
documentos que considere necesario , ha- 
ciéndolo con la anticipación conveniente pa- 
ra que en enero de 1860, sin falta alguna, 
puedan distribuirse á domicilio en todos los 
pueblos de la provincia. 
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2. ° Que para hacer este pedido tenga 
V, S. presente el vecindario de cada pobla- 
ción según el censo íilümamcnte formado, 
y los demás datos estadísticos que estime 
conven ie nte con sul tar . 

3. ” Que adopte V. S. las medidas opor- 
tunas para que los Alcaldes, inspectores ó 
comisarios de vigilancia formen, antes de 
proceder á Ja distribución , cuadernos cosi- 
dos por la margen izquierda, con separación 
de clases y numerando Jas cédulas, de suer- 
te que cada una de ellas lleve el mismo nú- 
mero ;i continuación de Jas palabras Talón 
número que se hallan dos veces repetidas en 
los citados documentos ; advirLiendo que 
cuando estos sean muchos , podrán distri- 
buirse en varios cuadernos; pero Ja nume- 
ración habrá de ser siempre correlativa , de 
modo que si Ja última cédula del primer cua- 
derno tiene el número ciento la primera del 
segundo deberá llevar el ciento y uno. 

4. ° Que advierta V. S. á los Alcaldes y ' 
empleados de vigilancia, que al tiempo de 
entregar cada cédula á los vecinos , deben 
corlarla separadamente por la parte que dice 
en letras mayúsculas enlazadas Vigilancia 
pública por medio del renglón y formando 
ondulaciones. En la parte que queda adhe- 
rida al cuaderno y en donde dice Cédula á 
favor de, escribirán el nombre del inte- 
resado. 

5. s Que advierta asimismo á los expresa- 
dos funcionarios, que una vez cortadas todas 
las hojas de cada cuaderno, lian de. entregar, 
bajo su responsabilidad y mediante recibo, 
en ese Gobierno de provincia , la parte ó 
fracción del mismo cuaderno que hubiere 
quedado, expresándose en la cubierta el pue- 
blo, distrito ó inspección á que pertenezca, 
con el objeto de que se conserve cuidadosa- 
mente en el archivo. 

6. “ Que Jes prescriba igualmente que en 
la primera casilla del registro que debe lle- 
varse con arreglo á la prevención 13 de la 
ü. O. de J.° de abril de 4854, ha de constar 
el número que tiene la cédula en el cuader- 
no talonario, sin alterar por ningún concep- 
to esta numeración. 

1.° Que cuando alguno de los que deban 
recibir cédulas de sirvientes, no fuere bas- 
tante conocido del que las expida, exija este 
la firma de un fiador, la cual deberá ponerse 
á la izquierda, de la del Alcalde, inspector ó 
comisario. 

8.° Que recuerde V. S., por medio del 
Boletín oficial , cuanto está prevenido res- 
ecto de la expedición de cédulas de vecin- 
ad, responsabilidad de las personas que ca- 
rezcan de ellas , y facultad en las autorida- 
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desde negarlas, recogerlas, respaldarlas 6 
limitar su duración en los casos previstos en 
las disposiciones vigentes. 

9.° Que a! mismo tiempo haga V. S. en- 
tender ¡i los encargados de distribuirlas, que 
la prohibición de facilitarlas á los que, en 
virtud de sentencia de los Tribunales, deben 
residir en un punto determinado, y á los re- 
fugiados políticos , abraza también á los de- 
sertores de los ejércitos extranjeros. 

Y 10. Que cuide Y. S. , bajo su respon- 
sabilidad, de que nadie viaje sin cédula, pro- 
cediendo para conseguirlo, en la forma que 
se previno en la circular de este Ministerio 
de 19 de noviembre del año próximo pasa- 
do. — De Real orden, etc.— Madrid 14 de se- 
tiembre de 1859.» 

R. O. de 17 julio de 1861. 

No se den cédulas á los mozos sujetos á quintas. 

Por esLa Real órden á la vez que se decla- 
ró obligatorio á todos ios mozos de 20 á 30 
años ausentes de sus provincias el proveerse 
de certiüeado en que conste hallarse libres 
del servicio militar, expedido en la forma 
que allí se dice (Y. Quintas) se establece lo 
siguiente: 

Art. 11. Se prohibe desde ahora á todas 
las autoridades dei Reino expedir cédulas de 
vecindad á los mozos de 20 á 30 anos que 
no acrediten previamente, por medio de las 
certiiicaciones requeridas en el art. 3.°, ha- 
ber cubierto la obligación del servicio mili- 
tar, ó estar libres de ella por cualquier con- 
cepto al tiempo de expedirse la cédula. 

Art. 12. En todas las cédulas que en ade- 
lante se faciliten á los mozos de la edad in- 
dicada se expresará, antes de la firma del 
que las expida, haber presentado el porta- 
dor dicha certificación de libertad. 

Art. 13. Las cédulas que no tengan este 
requisito se considerarán nulas y de ningún 
valor ni electo, trascurrido el plazo de dos 
meses que se señala en el art. 3.° (1). 

Ley de presupuestos 29 junio de 1867. 

Alteración de los precios de las cédulas.... 

Art. 15. Se autoriza al Gobierno de S. M. 
para que organice el servicio de la vigilancia 
pública de conformidad á las prescripciones 
de la ley vigente de orden público con el au- 
mento de personal y material necesario, y 
creando para cubrir este gasto cédulas de 
vecindad en el número y á los precios que 
juzgue mas conveniente; de suerte que el 
producto de estas , prescindiendo dei se- 


(!) Véase también en Quintas la R. O. de 
29 de noviembre de i86i. 
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nal ado en el presupuesto de ingresos de 
1867-68, cubra el gasto total del mismo ser- 
vicio. 

R. 0. de 8 julio de 1867. 

No ss obligue á sacar cédula de vecindad á los re- 
tirados. 

(Guerra.) «El Sr. Ministro de la Guerra 
dice Imy al Capitán general de Andalucía lo 
siguiente: — He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del escrito que Y. E. dirigió á 
este Ministerio con fecha 4 de junio próximo 
asado, consultando si la clase de retirados 
ebe ó no proveerse de la cédula de vecin- 
dad. Enteradas. M., y considerando que los 
referidos retirados con fuero militar no pue- 
den viajar sin hallarse provistos del corres- 
ondiente pasaporte militar, y que no tienen 
epcndencia alguna de la autoridad civil, se 
ha servido resolver que no se les obligue á 
que tengan cédula de vecindad. — De Real 
órdeuetc.» (Bol. o f. de la Coruña , núm. 23.) 

Resúmen de las disposiciones de este artículo. 

Cédulas para cabezas de familia; Real 
orden de l.° de abril de 1854. 

Cédulas para personas que no son ca- 
bezas Je familia; Rs. Ords. de 9 de no- 
viembre y 7 de diciembre de 1858, re- 
glas 2. a y 4. a 

Cédulas para penados etc, ; R. 0. de 
7 de diciembre de 1858, regla 5. a 

Cédulas para refugiados políticos; Real 
orden de 7 de diciembre de 1858, re- 
gla 5. a 

Cédulas á mozos sujetos á quintas; 
R. 0. de 17 de junio de 1861. 

Cédulas á retirados; R. O. de 8 de 
julio de 18h7. 

Cédulas á desertores de ios ejércitos 
extranjeros; R. 0. de 14 de diciembre 
de 1859, art. 9.° 

Cédulas para militares y marinos; 
R. 0. de 23 de febrero 1854, y 15 y 22 
de enero de 1857. 

Cédulas para extranjeros transeún- 
tes, etc.; R. D. de 15 de febrero de 1854, 
art. 4.° 

Cédulas para ext ranjeros domiciliados; 
R. 0. de 23 de junio de 1857. 

Cédulas para mujeres casadas; Real 
orden de 7 de diciembre de 1858 

A quiénes se puede negar ó recoger 
ó respaldar la cédula de vecindad; dis- 
posiciones 6. a y 7. a , R. O. de l.° de 
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abril de 1854; prescripción 3.', R. O. de 
7 de diciembre de 1858. 

Clases de cédulas; R. 0. de l.° de 
abril de 1854, regla 1. a 

Detención de los que no tienen cédu- 
la; R. D. de 15 de febrero de 1854; 
art. 6.°, regla 10, R. 0. de l.° de abril 
de 1854. 

Penas de los que viajan sin cédula; 
regla 10, R. 0. de l.° de abril de 1854; 
R. O. de 6 de enero de 1857; R. 0. de 
19 de noviembre de 1858. 

CELADORAS. Funcionarios subalter- 
nos encargados de la pobeía y buen or- 
den en algún ramo-de la Administración. 

Por una R. 0. de 27 de enero de 1846 
(V. Alcaldes y Ayuntamientos, l. i.° 
pdg. 348) se declaró que la continua- 
ción de Alcaldes de barrio, celadores y 
otros agentes de local denominación que 
se conocían en algunas parroquias ó al- 
deas, no se oponía ála Ley municipal, y 
se dictaron reglas para su nombramien- 
to. Sin embargo, como puede verse en 
Alcalde de barrio (t. l.°, p. 197) otra 
R. O. de 21 de julio de 1849 declaró lo 
contrario. 

Se han conocido además entre nos- 
otros celadores del campo , de caminos, 
de montes, de policía, etc. , pero todos 
..estos funcionarios lian sido sustituidos 
per otros de distinta denominación como 
veremos en Montes: Personal subal- 
terno DE OBRAS PÚBLICA^: POLICIA: VIGI- 
LANCIA. 

CELIBATO. El estado del hombre ó 
mujer que vive sin casarse. Los legisla- 
dores, los moralistas, los economistas, 
todos están de acuerdo en reprobar el 
celibato, considerándole unos como un 
manantial de corrupción , y otros como 
contrario al progreso de la población y 
á la prosperidad de los Estados. 

Nuestras leyes tratando de fomentar 
los matrimonios, han venido concedien- 
do á los recien casados ciertos privile- 
gios, y entre ellos la exención de quin- 
tas, y de las cargas y oficios concejiles; 
( pragmática de 1623, ley 7, tit. 11, li- 
bro X, Neo. fíec.); pero estos privilegios 
ya no subsisten, y si bien no abogare- 
mos por ellos, sí diremos que, aparte si 
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se quiere de la razón económica, la ra- 
zón moral es por sí sola bastante para 
que, mas ó menos directamente, se re- 
prima el celibato voluntario, germen de 
infinitos vicios y Je la corrupción de las 
costumbres públicas. 

¿Mas, cómo desentendemos de la ra- 
zón económica? El matrimonio dice per- 
fectamente un filósofo bace a! hombre 
mas laborioso, y le une mas íntimamen- 
te á su país: el padre de familia es se- 
mejante á un árbol robusto que se 
agarra y arraiga en la tierna con muchas 
y profundas raíces; al contrario que ei 
celibato cuyo efecto es disolver y ani- 
quilar el interés público, reconcentrar 
a! hombreen sí mismo, hacerle egoísta 
é inspirarle indiferencia para con los 
demás. — V. Matrimonio: Población. 

CEMENTERIOS Y CADÁVERES. Cemen- 
terio es un lugar consagrado, donde se 
entierran los cuerpos ó cadáveres de los 
fieles. La legislación ha tenido que ocu- 
parse de los cementerios considerándolos 
bajo el punto de vista de la higiene y 
salubridad pública, y por eso ha prohi- 
bido, por regla general, los enterramien- 
tos en las iglesias, y prescrito ia cons- 
trucción fuera de poblado de aquellos 
asilos de la muerte. Hé aquí las disposi- 
ciones que sobre tan importante asunto 
se han dictado. 

Leyes de las Partidas. 

La ley 4. a , tit. XIII, Parí. 1. a dice que 
cementerio es «el logar donde se sotierran 
los muertos e se tornan los cu erposjl ellos 
en ceniza» y que los deben señalar los* Obis- 
pos, etc. 

La 11 del mismo titulo manda que en 
las iglesias no se entierreu mas que ciertas y 
determinadas personas , como los Reyes y 
sus hijos, los Obispos y otras personas de 
virtud y santidad. 

Leyes de la flíov. Rea. 

Restablece la doctrina do la Iglesia en el uso y cons- 
trucción de cementerios. 

, Ley I a , tü - IR, ¡ib. I. «1. He tenido 
a bien resolver y mandar que se observen 
las disposiciones canónicas , de que soy pro- 
tector, para el restablecimiento de ía dis- 
ciplina de la Iglesia, en el uso y construcción 
de cementerios, según lo mandado en el Ri- 
tual romano, y en la ley 1 i , tít. XUI, Part. 1 . a 


: cuya regla y excepciones quiero se sigan p 0r 
ahora, con la prevención de que las perso- 
nas de virtud ó santidad, cuyos cadáveres 
podrán enterrarse en las iglesias según l a 
misma ley, hayan do ser aquellas por cuya 
muerte deban los Ordinarios eclesiásticos 
formar procesos de virtudes y milagros, 6 de- 
positar sus cadáveres conforme á tas decisio- 
nes eclesiásticas; y los que podrán sepultar- 
se, por haber escogido sepulturas, hayan de 
ser únicamente los que ya las tengan pro- 
pias a) tiempo de expedirse esta cédula. 

2. Para que todo se ejecute con la pru- 
dencia y buen orden que deseo en beneficio 
de la salud pública de mis súbditos, decoro 
de los templos y consuelo de las familias 
cuyos individuos se hayan de enterrar en los 
cementerios, se pondrán de acuerdo con los 
prelados eclesiásticos los corregidores, co- 
mo delegados irnos y del Consejo en todo el 
distrito de sus partidos, procurando llevar 
por partes esta importante materia, comen- 
zando por los Jugares en que haya ó hubiere 
habido epidemias, ó estuviesen mas expues- 
tos á ellas, siguiendo por ios mas populo- 
sos y por las parroquias de mayores feligre- 
sías en que sean mas frecuentes los entierros 
y continuando después por los demás. 

3. Se harán los cementerios fuera de 
las poblaciones, siempre que no hubiere di- 
ficultad invencible ó grandes anchuras den- 
tro de ellas, en sitios ventilados é inmedia- 
tos á las parroquias, y distantes de las casas 
de los vecinos; y se aprovecharán para capi- 
llas de los mismos cementerios las ermitas 
que existan fuera de los pueblos , como se ha 
empezado á practicar en algunos con buen 
suceso. 

4. La construcción de los cementerios 
se ejecutará á la menor costa posible, bajo 
el plan ó diseño que harán formar los curas 
de acuerdo con el corregidor del partido, 
que cuidará de estimularlos , y expondrá al 
prelado su dictamen en los casos en que 
haya variedad ó contradicción, para que se 
resuelva lo conveniente. 

5. Con lo que resolviese ó resultase se 
procederá á las obras necesarias, costeándo- 
se de los caudales de fábrica de las iglesias, 
si ios hubiere; y lo que faltare se prorateará 
entre los partícipes en diezmos, inclusas 
mis Reales tercias, Excusado y fondo pío de 
pobres, ayudando también los caudales pú- 
blicos con mitad ó tercera parte del gasto, 
según su estado, y con los terrenos en que 
se haya de construir el cementerio, si fue- 
ren concejiles ó de propios. 

6. Los fiscales del Consejo se encarga- 
rán en esta parte de la mas exacta y arre- 
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glada ejecución, y rae darán cuenta de tiem- 
po en tiempo de lo que. se vaya adelantando, 
haciendo uso con los Prelados y corregidores 
del reglamento del cementerio del Real Sitio 
de San Ildefonso, hecho con acuerdo del Or- 
dinario eclesiástico en lo que sea adaptable, 
para- allanar dificultades y resolver las dudas 
que puedan ocurrir en otros pueblos.» [Real 
cédula de 3 abril de 1787.) 

Derechos de rotara. Clases de sepulturas etc. 

Reglamento del cementerio del Real 
sitio de San Ildefonso , de 9 de febrero 
de 1785. Es el que se cita en la regla 
(j. a de la ley anterior, y se manda tener 
presente para allanar dificultades y re- 
solver las dudas que pueden ocurrir en 
otros pueblos. Contiene, entre otras dis- 
posiciones de ningún interés general, 
las siguientes que creemos le tienen: 

6. a «No se hará novedad en el pago y 
cantidad de derechos que con motivo de en- 
tierros se han satisfecho hasta ahora. 

7. a A fin de no perjudicar á ia parroquia 
en los derechos de rotura que en ella se 
han hecho hasta aquí, se señalarán en el 
cementerio otras tantas clases como habia 
en ella, ■ 

8. a Para el depósito que ocurra de ca- 
dáveres por algún tiempo , se construirán 
seis nichos y quedarán reservados en el 
cementerio. 

9. a Unido á este se haga un hosario, don- 
de se vayan depositando ios huesos que re- 
sultarán en el discurso del tiempo; y cuando 
haya una porción competente, se diga un 
oficio general por las almas de todos los fieles 
á quienes pertenecieren, y se les dé sepul- 
tura eclesiástica cu lugar cómodo del mismo 
cementerio.» [Nota 2. a á la ley 1. a , tít. ILl, 
Ub. í, Nov. Recop. ya inserta ) (1). 

Ley 2. a , titulo y libro citados. (Suple- 
mento á la Nou. Recop.) «...Se declara 
que no pueden las personas ó comunidades 
eclesiásticas, así regulares como seculares, 
sean de la clase que fueren , establecer para 
su uso cementerios distintos de los que se 
construyan en ios respectivos pueblos para 
el enterramiento de los cadáveres de todo 
el vecindario, aunque se debe observar lo 
que se prescribe en el art. 5. u de la de 28 


(1) Para los que gusten consultar textual- 
mente este reglamento, advertimos que se ha- 
lla en las páginas 11 y 12, t. 10 de la Librería 
de jueces de I). Manuel i¡)ilvestre Martines. Las 
disposiciones 6. a á la 9. a arriba insertas están 
tomadas literalmente de la nota que se cita. 
Tomo 111. 


de junio, y que en los pueblos que tienen 
ya cementerios provisionales debe hacerse 
en estos el enterramiento de todos los ca- 
dáveres , síd excepción alguna de estado, 
condición ó sexo , hasta que se establez- 
can los permanentes.» (Circular de iT oc- 
tubre de 1803.) 

Por notas á las dos leyes anteriores 
del suplemento á la Nov. Recop., se hace 
mérito de las siguientes Reales órdenes: 

Prevención y encargo á los eclesiásticos. 

Real orden de 17 de mayo de 1804, cir- 
culada en 24 de id. En ia catedral de Má- 
laga se. dió sepultura ai cadáver de un pre- 
bendado, no obstante las reclamaciones de la 
Junta de Sanidad al deán de la misma iglesia 
para que lo hiciese fuera de poblado «En- 

terado el Rey de ello , ha sido muy de su 
desagrado la conducta que ha tenido el deán 
resistiendo se sacase, de la iglesia el referido 
cadáver; y para que no se repitan semejan- 
tes ejemplares, tan perjudiciales á la salud 
pública, me manda S. M' decir á V. S. I. que 
reprenda al expresado deán por este exceso; 
y ha resuelto al mismo tiempo que si los ecle- 
siásticos seculares ó regulares se opusiesen 
á las providencias de la Sanidad, resistiendo 
el enterramiento de sus individuos ó cual- 
quiera otra persona en los lugares destinados 
al intento, se proceda por la justicia á la ex- 
tracción de dichos cadáveres, guardando el 
decoro debido á ios santos templos y lugares 
religiosos; lo que V. S. I. podrá comunicar 
á sus súbditos para evitar desavenencias y 
que llegue el caso preciso de usar de la 
fuerza» (i). 

Alteración de los derechos de entierro. 

Circular del Consejo de 18 abril de 180(1 
dirigida á todos los Ordinarios eclesiásti- 
cos. «Con motivo de haber representado el 
Corregidor y Ayuntamiento de la villa de Si- 
sante que concluido ya su cementerio, se 
hallaban con el tropiezo de que el cura pár- 
roco pretendía aumentar los derechos ac- 
tuales por razón del mayor trabajo que su- 
ponía producirle la conducción de cadáveres 
al cementerio y su enterramiento recargando 
un ducado por cada uno y nombrando un 
sepulturero con cinco reales por cada difun- 
to, se acordó que todos los Ordinarios ecle- 


(i) Aunque se hace mérito de esta Real ur- 
den en la nota 3. a á la ley 2. a , tit. III, 1 ib. I, 
suplemento á la Nov, Recop., es mas en ex- 
tracto. La parte textual la liemos tomado del 
Prontuario de Reales resoluciones de B. ¡seve- 
ro Aguirre, t. 10, p. SO. 
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^íetn-ns cnn presencia de lo representado 
informasen lo que se les ofreciera, teniendo 
en consideración las circunstancias locales 
de los cementerios, manifestando lo que juz- 
gasen en razón de los sepultureros que se 
hubiesen de encargar de la conducción y en- 
terramiento en el modo decenle y acomoda- 
do al uso observado hasta ahora, y expre- 
sando como debería quedar la asignación de 
derechos del cura, tenientes y demás minis- 
tros de ia iglesia por ¡a conducción de los ca- 
dáveres al cementerio.)) (Ñola 2 al tit. y li- 
bro cit. Suplan, á N. R.) 

Profundidad de sepulturas. Mondas. 

Ley 5.% tit. XL, lib. Vil. Contiene reglas 
sobre la policía do la salud pública en la cór- 
te; v la 2. a dispuso que ínterin so construían 
los "cementerios rurales, se cuidase de que 
los cadáveres se enterrasen con la profundi- 
dad conveniente, y que las mondas se hicie- 
sen en las horas, estaciones y estado de la . 
atmósfera menos expuestos á propagar los j 
miasmas que despiden los cadáveres y sus ¡ 
despojos. ( R . C . 15 de noviembre de 1796.) ¡ 

Circular de 26 abril de 1 804. 

Se mandó activar la construcción de ce- 
rnenteriüscomoestaba prevenido, para reme- 
diar Jos funestos electos que estaba produ- 
ciendo el enterramiento en las iglesias y por 
el respeto y veneración debidos á la casa de 
Dios. (Nota 4. a á la ley 1.", tit. III. lib. I 
que queda inserta.) 

Circular de 28 de junio de 1804. 

Reglas para la construcción de cementerios 
Ley 1. a , tit. III, lib. I Suplemento . Para 
activar en todo el Reino Ja construcción de 
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cacion de los cadáveres, evitando auu el mas 
remoto riesgo de filtración ó comunicación 
con las aguas potables del vecindario : y como 
el examen de estas circunstancias pende de 
conocimientos científicos , deberá preceder 
un reconocimiento exacto del terreno que 
parezca proporcionado, practicado por pro- 
fesor ó profesores de medicina acreditados. 

3. a Si resultase del informe de estos que 
concurren las calidades correspondientes en 
el terreno ó terrenos elegidos ; se formarán 
por arquitecto aprobado donde le hubiere, v 
cu delecto por el maestro de obras ó alarife 
de trias confianza del pueblo, el conveniente 
pla no, y el cálculo prudencial de la cantidad 
a que podrá ascender la ejecución, teniendo 
presente en primer lugar que los cementerios 
deberán estar cercados en la altura que sea 
suficiente para impedir que puedan entrar en 
ellos personas ó bestias capaces de causar al- 
guna profanación opuesta al honor con que 
deben ser tratados ios cadáveres; pero des- 
cubiertos en la parte en que se lian de hacer 
los enterramientos : y en segundo que sure- 
i cinto debe ser de tal extensión que no solo 
puedan enterrarse los cadáveres que resul- 
ten en un año común, deducido de un quin- 


quenio, y calculado de manera que colocán- 
dose dos cadáveres en cada sepultura pueda 
dárseles el tiempo de tres años para su con- 
sunción ó desecación, sino que quede ade- 
más algún terreno sobrante para ocurrencias 
extraordinarias. 

4. a Se aprovecharán para capillas de los 
cementerios las ermitas situadas fuera de los 
pueblos, según se previno en el capítulo 3.“ 
de Ja K. C. de 3 de abril de 1787. Sino se 
pudiera verificar ó porque no existan ó por- 


tóos, con la eficacia que corresponde á su 
importancia se mandaron observar las reglas 


¡por 

guí 

«1 


siguientes: 


cementerios fuera de ios muros de Jos pue- ■ que no lo permitan su situación y demás cir- 
cunstancias, convendrá se construyan á lo 
menos en los pueblos principales, y en que 
haya proporción de fondos, é igualmente ho- 
sarios para el desahogo y limpieza de los ce- 
menterios, y habitaciones para los capellanes 
y sepultureros; pero ni deberán considerarse 
de necesidad estas obras, ni retardarse con 
ocasión de ellas Ja construcción de cemen- 
terios; pues en los pueblos cortos, donde 
no sea fácil proporcionar fondos para capilla, 
Rosario y dichas habitaciones, ó donde no se 
tenga por oportuno establecerlas bastará por 
ahora que cercándose hasta Ja altura conve- 
niente Jos cementerios, se coloque una cruz 
cu medio de ellos. 

5. a Para que se guarde el honor debido 
á los sacerdotes, y para que conforme al es- 
píritu de la Iglesia, no se confundan con los 
demás los cadáveres de los párvulos, se desti- 
narán sepulturas privativas, ó unos pequeños 


Promoverán los corregidores estos 
útilísimos establecimientos en todo el distrito 
de sus partidos, poniéndose de acuerdo con 
los RR. Obispos, y procurando se realicen 
con preferencia en fas ciudades ó villas capi- 
tales, pueblos en que haya ó hubiere habido 
epidemias, ó que están mas expuestos á ellas 
y en aquellas parroquias en queso reconoz- 
ca que es mayor ia urgencia por el núme- 
ro de parroquianos, corto recinto de las i 
iglesias y otras circunstancias. 

2.' 1 Se deben construir los cementerios 
fuera de las poblaciones, y á la distancia con- 
veniente de estas, en para jes bien ventilados 
y cuyo terreno por su calidad sea el mas á 
propósito para absorber los miasmas pú- 
tridos, y facilitar ia pronta consunción dise- 


recintos separados .para unos y otros : se po- 
drán también construir sepulturas de distin- 
ción, ya para preservar en ellas los derechos 
que tengan adquiridos algunas personas ó 
familias en las iglesias parroquiales ó con- 
ventuales, ya para que se puedan conceder 
á otras que aspiren á este honor, pagando lo 
que se estime justo. 

6. a Se ejecutarán estas obras con los fon- 
dos- señalados en el capítulo o.° de dicha 
Real cédula de 3 de abril de 1787, observan- 
do en ellas la mayor moderación, y la lbrrna 
que sea mas capaz de conciliar la economía 
en el coste con el decoro exterior aunque 
sencillo y sério, de estos religiosos estableci- 
mientos. 

7. a Luego que se hayan reconocido y 
elegido los terrenos, fijado el número de ce- 
menterios que se conceptúen necesarios en 
cada, población,' y formado los planos y cál- 
culos de su coste, se liará todo presente al 
señor Ministro comisionado con la debida ins- 
trucción para su aprobación ó providencias 
que estime convenientes. Las acordará igual- 
mente para que se realicen los fondos nece- 
sarios : para arbitrar algún medio extraordi- 
nario, en el caso que no sean suficientes los 
designados en la expresada Real cédula, ó en 
el de que , por no hallarse estos expeditos, 
convenga usar con calidad de reintegro de 
algunos otros de que se pueda disponer inte- 
rinamente y en todos los demás casos y pun- 
tos en que por su graveded, dudas que ocur- 
ran ó por otras eirunstaucias, deba intervenir 
su autoridad. El mismo señor Ministro esti- 
mará también si en alguna villa ó lugar de 
población dispersa se podrá permitir que se 
establezca el cementerio dentro de su recin- 
to común, en paraje bastantemente distante 
de las habitaciones del vecindario, y en que 
concurran además las otras circunstancias 
que son necesarias para que se logren cum- 
plidamente los objetos á que se dirigen estos 
importantes establecimientos.» 

R. O. de 6 octubre de 1806. 

Se dictó á instancias del Cardenal Arzobis- 
po de Toledo , permitiendo que sean enter- 
rados en sus catedrales los MM. RR. Arzo- 
bispos y RR. Obispos. 

Posteriores á la Nov. Recop. 

R. D.de 19 abril , ó Real cédula de 19 
mayo de 1818. 

«....Mando que de aquí en adelante á to- 
dos los cadáveres de las religiosas profesas 
de los conventos de estos mis Reinos, sin ex- 


ceptuar ninguno, se les dé sepúltura eclesiás- 
tica dentro de su misma cJausúra.— ^Palacio á 
49 dé abril de 1818.» (Insertó en Géd de 49 
mayo. CL. t. 5, jk 220.) 

R. O. de 22 noviembre de 1828. 

Que se faciliten noticias sobre cementerios. 

(GttACi y Jost.) «El Rey nuestro señor 
se lia servido tomar en consideración las ob- 
servaciones expuestas por V. I. en 30 de oc- 
tubre de este ano, que le ha trasmitido el Mi- 
nistro del Consejo Real D. Rafael Paz y 
Fuertes con motivo de cierto expediente, de 
las cuales resultan los inconvenientes que 
se han presentado hasta ahora para el esta- 
blecimiento de cementerios, según lo preve- 
nido en la Real cédula de 3 de abril de 1787 
y otras soberanas resoluciones : el abandono 
con que muchos corregidores han procedido 
en el particular, pues que son mas los pue- 
blos que carecen de cementerios genera- 
les construidos con arreglo á las Reales de- 
terminaciones, que los en que se hallan es- 
tablecidos, contentándose algunos con los 
provisionales que se han erigido , que en la 
mayor parte son mas expuestos y mas per- 
judiciales á la salud pública que la continua- 
ción de los enterramientos en Jas iglesias, á 
cuyo abandono contribuyen Jos pretextos de 
falta de fondos con que costear las obras por 
las excusas de los partícipes de los diezmos, 
de los encargados de los caudales públicos, 
de los párrocos del territorio de las órdenes 
militares, y de varias personas, que disfru- 
tando distintos fueros, causan entorpecimien- 
tos y contestaciones dilatorias. Enterado el 
Rey nuestro señor de todos los expresados 
particulares, y á íin de que desaparezcan 
unos obstáculos que tan dolorosos é irreme- 
diables perjuicios pueden ocasionar á sos 
pueblos de cuya felicidad es una de las prin- 
cipales partes la seguridad de Ja salud pú- 
blica, al propio tiempo que se aumenta el 
decoro de los templos ; se ha dignado man- 
dar , conformándose con el dictamen de 
V. I. v de dicho Magistrado, que ninguna 
autoridad , corporación ó persona se excuse 
á pretexto de empleado de propios y arbi- 
trios, ó de pertenecer al territorio de las ór- 
denes, ó á cualquiera dependencia no sujeto 
al Consejo Real, de dar al Ministro comisio- 
nado las noticias que exija, poner libros y 
documentos de manifiesto, franquear testi- 
monios ó certificaciones y cumplir sus órde- 
nes, sin necesidad de que se oficie a los je- 
fes de quien dependen, para que así se evite 
la falta de ejecución del establecimiento de ce- 
menterios de que tanto se necesita, y que se 
ha declarado de urgente necesidad para pre- 
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caver las epidemias á que en su defecto hay 
exposición. — De orden del Rey nuestro se- 
ñor lo comunico á Y. I. para que ei Consejo 
disponga su cumplimiento etc. — Palacio 2 2 de 
noviembre de 1828.» ( OL . t. 13, p. 378.) 

P. O. de 11 agosLo de i 830. 

ijue se costeen de fondos de Jas fábricas para las que 
son los producios etc. 

(Hac.) «Enterado el Rey nuestro señor 
del expediente instruido á consecuencia de 
las contestaciones que lian mediado entre ei 
M. R. Arzobispo de Granada y el Corregidor 
y Ayuntamiento de dicha capital sobre la 
construcción de un cementerio, á cuya obra 
se pretende que contribuyan lo., iñudos de 
propios; S. M. , conformándose con lo ex- 
puesto por Y. 1. en 16 de junio último, se ba 
servido inundar que se lleven á electo las 
Rs. Ords. de 13 de enero y 17 de julio de 

1807, y la de 20 de enero de 1808 que se 
citan en este expediente, cu Jas que so de- 
signan los fondos de lubrica y Junta decimal 
como responsables á costear las obras de 
que se trata, á que se agrega además cd que 
se utiliza el ramo de fabrica de iglesias de 
aquella ciudad de lo que se contribuye por 
el terreno de las sepulturas á razón de 
75 rs. que percibe por cada cuerpo de aque- 
lla vasta población. — De Real orden etc.— 
Madrid 8 de agosto de 1830.» (CL. t. 17, 
p. 256.) 

P. O. de 20 febrero de 1831. 

Lo miimo que la anterior. 

(Hac.) «Enterado el Rey nuestro señor 
de lo expuesto por V. 1. en 14 de diciembre 
último acerca de Jas contestaciones que han 
mediado entre el Corregidor de Antequera 
que ha dispuesto la construcción de un ce- 
menterio, y Ja Junta de propios que ha con- 
tribuido con 10,000 rs. de los fondos del 
ramo, se lia servido S. M. resolver que no 
lian debido gravarse Jos propios de Anteque- 
ra con unos gastos que no les corresponde 
conforme á lo mandado por R. O. de 8 de 
agosto último sobre la construcción del ce- 
rneo Leriu de Granada para que se lleven á 
electo las de 13 de enero y 17 de julio de 

1808, en las que se designan los i'ondos fie 
fábrica y Junta decimal como responsables á 
costear estas obras; y es la soberana volun- 
tad de S. M. que á la Junta de propios de 
Antequera se le exija por el proceder arbi- 
trario de sus individuos en la entrega de la 
citada suma la responsabilidad en que ha 
incurrido. — De Real urden etc. —Madrid 
.20 de febrero de 1831.» (CL. t. 17, p. 256.) 


R. O. de 13 noviembre de 1831. 

Cemeiiierios para súbditos ingleses. 

(Estado. ) Habiendo dado cuenta al Rey, 
nueslro señor de una reclamación del reprel 
sentante británico, pidiendo un terreno en la 
Cortina para cementerio de ios súbditos de 
su nación ; que se señalen también otros en 
todos ios puntos de residencia de los cónsu- 
les ingleses, y que se le manitieste la volun- 
tad de S. M. en cuanto á cercar el que su 
Gobierno ha comprado en esta córte con 
igual objeto ; se ha servido S. M. resolver, 
conformándose con el dictamen de su Con- 
sejo de Sres. Ministros , que no hay incon- 
veniente en conceder dichos terrenos , pu- 
diéndolos adquirir ios ingleses de ios parti- 
culares, y cercarlos, con ial que se observen 
las formalidades prevenidas, á saber; que se 
cierren con tapia, sin iglesia, capilla ni otra 
señal de templo, ni culto público ni privado, 
y que bajo la misma condición podrán ha- 
cer uso del terreno que tienen comprado en 
esta córte, poniéndose sobre todo, de acuer- 
do con las autoridades locales, á las que se 
deberán hacer las prevenciones oportunas. 
— De Real orden etc. — Madrid 13 de no- 
viembre de 1831.» (CL. t. Di, p. 319.) 

R. O. de 14 noviembre de 1832. 
Renueva la disposición de la cié 8 de agosto de 1830. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina nues- 
tra señora de lo que Y. 1. ha expuesto en 22 
de setiembre último acerca de la Real orden 
que se Je comunicó con lecha 8 de julio de 
este ano, en que se inserta la que se dirigió 
ai intendente de Salamanca, relativa á que 
en Ja construcción de cementerios se obser- 
ve en cuanto á los fondos obligados á ella lo 
dispuesto en el arl. 5.° de Ja ley 1. a , tít. Ilí, 
iib. 1 de la Nov. Recop., haciendo presen- 
te Y. I. que la expresada Real orden se ha- 
lla en contradicción con las de 8 de agosto 
de 1830 y 20 de febrero de 1831, por las 
cuales se relevaron á los fondos de propios 
de contribuir al coste de semejantes obras; 
y enterada S. M. ha tenido á bien resolver 
se diga á V. I. que por las citadas Reales ór- 
denes de 8 de agosto de 1830 y 20 de febre- 
ro de 1831, se mandó que se ileven á efecto 
las de 13 de enero y 17 de julio de 1807, y 
la de 20 de enero de 1808, por las que se 
hacen responsables los fondos de fábrica y 
junta decimal para costear las obras de ce- 
menterios , sobre lo cual nada en contrario 
se ha prevenido por Ja mencionada Real or- 
den de 8 de julio último, respecto á que en 
ella se dice únicamente que en el art. 5.° de 
la referida ley se designan cuáles son los fon- 
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dos que deben contribuir para la construc- 
ción ‘de cementerios, que aunque es cierto 
que en el .mismo art. 5.° se señalan en últi- 1 
mo caso los fondos públicos, también lo es 
que debe entenderse según su estado, como 
allí se previene; y que siendo este el de no 
poder atender á sus mas precisas, obligacio- 
nes , como repetidamente lo ha expuesto 
V. I., no ba tenido ni tiene por objeto la Real 
orden de 8 de julio el de hacer prevalecer el 
enunciado art. 5.° en la parte que trata de 
los fondos públicos, sino en punto á los tér- 
minos en que debe procederse cuando se 
trata de fondos para el objeto de que se ha- 
ce mención, mediante á que uo se había te- 
nido presente el acordarse el repartimiento 
vecinal de treinta mil reales, cuya aproba- 
ción solicitó el intendente; y por consiguien- 
te que quedan vigentes las Rs. Ords. de 8 
de agosto de 1830 y 20 de febrero de 1831 
relativas á la construcción de cementerios de 
Granada y Antequera. — De Real úrdemete. 
— Madrid 14 de noviembre de 1832.» (Co- 
lección legislativa t. 17, p. 255.) 

J?. O. de 2 junio de 1833. 

Reoncarga la construcción de cementerios. 

(Fom.) «Con motivo de haber recurrido 
al Ministerio de mi cargo los diputados do la 
parroquia de Santa Eulalia en la ciudad de 
Segovia, solicitando se llevasen á puro y de- 
bido efecto las repetidas Reales órdenes ex- 
pedidas en diferentes épocas, que prohiben 
dar sepultura á los cadáveres en los tem- 
plos, y manifestando que las referidas Rea- 
les órdenes no se cumplían en aquella du- 
dad, á pesar de haberse construido en ella 
un cementerio; se sirvió S. M. mandar que 
su Consejo Real consultase sobre dicha soli- 
citud, extendiéndose á manifestar el estado 
en que se hallaba la construcción de cemen- 
terios en todas las provincias del Reino; cuán- 
tos eran los pueblos que los tenían y los que 
carecían de ellos, y si en algunos de aque- 
llos que los tenian se toleraba todavía ó se 
disimulaba que los cadáveres se enterrasen 
en las iglesias; qué providencias convendría 
adoptar para cortar este abuso donde exis- 
tiese, y qué disposiciones debian darse para 
llevar adelante , en todos los pueblos donde 
fuese practicable, la construcción de cemen- 
terios, venciendo las dificultades que la hu- 
biesen entorpecido con detriment.ro de la sa- . 
lud pública é inobservancia de las leyes. 

, Con fecha de 30 de abril último evacuó el 
Consejo la consulfa que'se le había pedido; 
v conformándose S. M. con su dictamen en 
todo. lo sustancial; se ha servido resolver lo 
siguiente; 
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1. ° Los intendentes de las provincias, 

valiéndose de los Corregidores, Alcaldes ma- 
yores y Ayuntamientos, dispondrán que en 
todas las poblaciones en que se hallen cons- 
truidos cementerios se proceda desde luego 
al enterramiento de los cadáveres en' ellos, 
sin condescendencia ni disimulo. 

2. ° Los mismos intendentes, y las auto- 
ridades municipales por conducto de aque- 
llos, darán cuenta en el término de un mes 
al Ministerio de mi cargo de los pueblos en 
que haya cementerios construidos, y de- su 
estado/ 

3. ° Respecto á los pueblos donde do los 
haya los mismos intendentes, obrando de 
acuerdo con los prelados eclesiásticos , cui- 
darán de que se dé principio desde luego 
á su construcción á costa de los fondos de 
las fábricas de las iglesias, que son los pri- 
meros obligados á ello. 

4. ° Donde se haya alegado ó se alegue 
no existir fondos suficientes para ello en las 
fábricas, se deberá acreditar esta falta ó in- 
suficiencia en debida forma, no bastando la 
mera enunciativa de ella. 

5. ° En defecto de fondos de fábricas se 
echará mano de los propios en aquellos pue- 
blos que á juicio de la Dirección del ramo 
puedan soportar este gravamen ; y si fuese 
preciso en algunos pueblos destinar algún 
terreno concejil ó de propios para el local 
del cementerio, podrá hacerse, prévia la 
aprobación de S, M. á propuesta de la Direc- 
ción de propios. 

6. ° Donde no baya fondos de fábricas ni 
de propios con que concurrir á este gasto, 
las autoridades locales, por conducto de las 
de sus respectivas provincias, propondrán 
ios medios que conceptúen mas adecuados 
para atender á tan importante objeto. 

7. u S. M. espera del celo de los prelados 
y autoridades eclesiásticas, que en unión con 
las civiles, cooperarán eficazmente á la mas 
pronta y perfecta ejecución de unas obras 
en que se interesan la salud pública, el res- 
peto y decoro de los templos, y la observan- 
cia de las leyes y órdenes expedidas sobre la 
materia. 

Lo que comunico á Y. S. de Real orden 
para su inteligencia y cumplimiento en la 
parte que le toca, y con la misma fecha lo 
traslado al R. Obispo de esa diócesis y á la 
Dirección general de propios.— Dios etc. — 
Madrid 2 de junio de 1833.» (CL. t. 18, pá- 
gina 131 .) 

R. D. de 30 noviembre de 1833. 

Es la instrucción para los subdelegados de 
Fomento inserta en Gobierno y Administra-' 



102 

CIUN OE EA5 PROVINCIAS. El Alt. JO tS el relati- 
vo ;í cementerios, y en el (véase) se encarga 
la práctica do la buena policía en los mismos. 

/?. O. de 13 febrero de 1834. 
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Real orden por la de 19 marzo de 1848 que 
dice como sigue: 

7?. O. de 19 marzo de 1848. 
Exhumaciones y traslaciones de cadáveres. 


(Kom.) Se reencarga el cumplimiento de 
o mandado en 2 de jimio de 1833 sobre cons- 
trucción de cementerios. 

R. O. de 30 octubre de 1835. 

Coméntenos para las religiosas. 

(Interior.) Se mandó llevar á efecto lo 
prevenido en la Real cédula de 10 de mayo 
ile 1818, bajo Jas reglas siguientes: 

«1. a Que hayan <le sepultarse los cadá- 
veres de las religiosas precisamente en los 
atrios ó huertos de Jos monasterios ó con- 
venios, señalándose en ellos para este desti- 
no un paraje, con prohibición de que pueda 
hacerse en los coros bajos y en las iglesias. 

2. a Que Jos Gobernadores civiles reco- 
nozcan ios huertos y atrios asegurándose de 
su ventilación y demás requisitos necesarios 
antes de prestar su aprobación para la inhu- 
mación en ellos. 

3. a Que los cadáveres de Jas religiosas 
que fallecieren en monasterios ó conventos 
en que no haya huerto ó atrio ventilado 
donde sepultarlos, se conduzcan á los ce- 
menterios públicos, en ios cuales se demar- 
cará el lugar que pareciese mas á propósito. 

4. a Que los Gobernadores civiles, asocia- 
dos de un regidor y del síndico procurador 
general, reconozcan todos los monasterios y 
conventos de religiosas de las capitales para 
asegurarse de la existencia en ellos de huer- 
tos ó lugares proporcionados para el enter- 
ramiento, prohibiendo desde Juego que este 
se verifique en otra parte. 

V 5. a Que en los pueblos subalternos de 
la capital den comisión los Gobernadores ci- 
viles al sugeto que tuvieren por oportuno, 
para que en unión con un regidor y el sín- 
dico procurador general ejecute la visita con 
el objeto indicado.— De Real órden etc.— 
Madrid 30 de octubre de 1835.» ( CL . t. 20 
pág. 510.) 

R. O. de 27 marzo de 184o. 

Contenia disposiciones sobre el modo de 
hacer las exhumaciones y traslaciones de 
cadáveres, pero fueron expresamente dero- 
gadas por la R. O. de i 9 de marzo de 1848 
que á la vez lia dictado otras. 

R. O. de 21 febrero de 1846. 

Fijaba los honorarios de los facultativos 
por el reconocimiento de cadáveres en las 
exhumaciones, pero ha sido derogada esta 


(Gob.) «El Jefe político de Madrid, en 16 
de noviembre último, propuso como conve- 
niente la modificación de algunas de las dis- 
posiciones contenidas en las Rs. Ords. de 27 
de marzo de 1845 y 21 de febrero de 1840, 
relativas á la. exhumación y traslación de ca- 
dáveres de un cementerio á otro, ó panteón 
particular; y lomando S. M. la Reina en con- 
sideración los respetables motivos que, por 
lo general , mueven á solicitar semejantes 
traslaciones con objeto de conciliar aquellos 
con las precauciones que al mismo tiempo 
exige la conservación de la salud pública, se 
dignó oir en el particular el dictamen del 
Consejo de Sanidad del Reino, y de conformi- 
dad con lo que este ha expuesto, se ha servi- 
do dictar las reglas siguientes: 

•1. a No podrá verificarse la exhumación 
y traslación de cadáveres sin licencia expre- 
sa del Jefe político de la. provincia donde se 
hallen sepultados. 

2. a No se permitirá la traslación de ca- 
dáveres mas que á cementerio o panteón 
particular. 

•3. a Se prohíbe la exhumación y trasla- 
ción de cadáveres antes de haber trascurrido 
dos años desde la inhumación. 

4. a Para verificar la exhumación dentro 
del tiempo de dos á cinco años, después de 
sepultado un cadáver, ha de preceder á la 
licencia del Jefe político: í.° el permiso de la 
autoridad eclesiástica, y 2.° un reconoci- 
miento facultativo, por el cual conste que la 
traslación no puede perjudicar á Ja salud pú- 
blica. 

5. a Este reconocimiento será practicado 
por dos profesores de la ciencia de curar, 
y su nombramiento corresponde al Jefe po- 
lítico. 

6. a Los profesores nombrados han de ser 
precisamente doctores en medicina ó indivi- 
duos de la Academia de medicina y cirugía 
de la provincia, cuando los cadáveres que 
hayan de exhumarse estén en el cementerio 
de la capital donde aquella tenga su residen- 
cia. Si la exhumación se hubiere de hacer 
en pueblos donde no haya doctores, el Jefe 
político nombrará los que juzgue mas con- 
venientes. 

7. a Las certificaciones que han de dar 
los profesores nombrados, serán individua- 
les: en caso de discordia, se nombrará un 
tercero. 

8. a Después de cinco años de estar se- 
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pultado un cadáier, el Jefe político puede 
ordenar su exhumación y traslación de la 
manera y con los, .requisitos que estime mas 
oportunos, disponiendo que, en todos los 
casos, se haga con la decencia y respeto de- 
bidos, dando conocimiento al de la provincia 
donde el cadáver haya de trasladarse, y ob- 
teniendo préviamente el asentimiento de la 
autoridad eclesiástica. 

9. a Los cadáveres embalsamados podrán 
exhumarse en cualquier tiempo, y sin nece- 
sidad del reconocimiento facultativo que es- 
tablece la regla 4 . a 

t(h Las solicitudes para trasladar a Es- 
paña cadáveres que hayan sido sepultados 
en país extranjero, ó vice-versa, se dirigi- 
rán á S. M. por conducto de este Ministerio, 
acreditándose en ellas préviamente la cir- 
cunstancia de bailarse embalsamados, ó 'la 
de que, haciendo mas de dos años que fue- 
ron sepultados, se encuentran ya en estado 
de completa desecación. 

H. Todos los gastos que ocasionen los 
actos de exhumación serán de cuenta de los 
interesados. 

12. Los honorarios que ha de devengar 
cada profesor por el acto del reconocimiento 
y certificación correspondiente, serán de 
160 rs. vn, en Madrid, y 120 en los demás 
pueblos del Reino. El Jefe político elevará 
esta suma á lo que estime oportuno, en ra- 
zón á la distancia que hubieren de recorrer 
los profesores nombrados, cuando el recono- 
cimiento se haga en pueblo diferente de 
aquel en que estén domiciliados. 

13. Se reducirán los honorarios á la mi- 
tad de lo establecido en la regla anterior, 
siempre que se hiciere á un mismo tiempo 
el reconocimiento de dos ó mas cadáveres. 

14. Quedan derogadas todas las disposi- 
ciones contenidas en las Rs. Ords. de 27 de 
marzo de 1845 y 21 de febrero de 1846. — De 
la de S. M. etc. — Madrid 19 de marzo de 
1848.» (CL. t. 43, f. 306.) 

Ji. O. de 12 mayo de 1849. 

Panteones particulares. Obispos, etc. 

(Gob.) «De varios expedientes instruidos 
en el Ministerio de mi cargo, resulta que en 
algunos puntos existe todavía notable pro- 
pensión, así á inhumar ltts cadáveres, como 
á trasladar sus restos á cementerios ó pan- 
teones particulares situados dentro del po- 
blado, y con el objeto de prevenir los abusos 
áque semejante tendencia pudiera dar lugar, 
con detrimento de la salud pública, la Rei- 
na (Q. D. G.), oido e! parecer del Consejo 
de Sanidad, y conforme con su dictamen, se 
ha servido resolver: 
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1 . ° Que continúe indefinida la prohibi- 
ción de enterrar los cadáveres,, y de tras- 
ladar y colocar sus restos en las iglesias, 
panteones ó cementerios que estuvieren den- 
tro de poblado.. 

2. ° Que el permiso concedido por la re- 
gla 2. a déla R, O. circular de 19 de marzo 
Se 1848 para trasladar cadáveres á cemente- 
rio ó panteón particular, se entiendan, si es- 
tos se hallan situados fuera de las pobla- 
ciones. 

Y 3.° Que solo queden vigentes las ex- 
cepciones que en favor de los MM. RR. Ar- 
zobispos, RR. Obispos y religiosas estable- 
cieron las Rs. Ords. de 6 de octubre de 1806, 
13 de febrero de 1807 y 30 de octubre de 
1835. De la de S. M. etc. — Madrid 12 de 
mayo de 1849. (CL. t. 47, p. 45.) 

R. O. de 20 setiembre de 1849. 

Prohíbe las e.xeqnias de cuerpo presente. 

(Gob.) Enterada la Reina (Q. D. G.) de' 
una exposición que, en 30 de eoero último, 
dirigió al Ministerio de Gracia y Justicia el 

R. Obispo de Mallorca, haciendo presente 
la conveniencia de que en aquella diócesis 
se establezca la práctica de conducir Sos ca- 
dáveres á las iglesias por el tiempo necesa- 
rio para celebrar las exequias de cuerpo pre- 
sente, conforme al rito católico, se dignó 

S. M. oir el parecer del Consejo de Sanidad, 
y conformándose con lo que esta corpora- 
ción le ha expuesto en 8 de agosto próximo, 
se ha servirlo desestimarla indicada soficitud, 
mandando que V. S. , bajo su responsabili- 
dad, no consienta en esa provincia una prác- 
tica que puede considerarse abusiva, supues- 
to que se halla reconocido que no impide 
a los beneficios de las exequias la ausencia 
del cadáver en cuyo auxilio se celebren, 
siendo así que su presencia en los templos 
puede, en el mayor número de casos, ser 
perjudicial á la salud pública. S. M. quiere 
también que de esta regla general queden ex- 
ceptuados los M. RR. Arzobispos y RR. Obis- 
pos, los cuales gozan del privilegio de poder 
ser enterrados en sus respectivas catedrales. 
—De Real orden, etc.— Madrid 20 de se- 
tiembre de 1849. (CL. t. 48, p. 52.) 

Es notable la contradicción que ha 
sufrido la disposición contenida en la 
Real orden anterior como puede verse 
por la de 30 de noviembre del mismo 
año, la de 28 de agosto de 1855, 11 de 
abril de 1856 y 13 de febrero de 1857, 
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habrán de verificarlo en las inmediaciones 


104 

/{. O. de 30 noviembre de 1849. 

Suspendo la ejecución de la anterior. 

(Gob.) fA'isla la comunicación de V. S., 
feí-hu 24 del que espira, en que manifiesta la 
onosicioii que por los curas párrocos de !a ciu- 
dad de Santiago, apoyada por el M. R. Arzo- 
bispo de la diócesis, se ha hecho al cyuripli- 
rnic'nlo de la R. O. circular de- 20 setiembre 
último , en que se prohibió la conducción á , 
los templos de los cadáveres para la cele- 
bración de las exequias de cuerpo presente, | 
la Reina (Q. D. G.) se ha senado resolver 
que suspenda V, S. la ejecución de la Real 
orden citada hasta que se Je comuniquen 
nuevas insirucciones, á consecuencia de un 
informe que en 24 de este mismo mes se ha 
pérfido á las Secciones de Gracia y Justicia y 
de Gobernación del Consejo Real , por efecto 
de otras consultas hechas sobro el mismo 
asunto, para lo cual se le pasa también la (fi- 
lada comunicación de Y. S., y copias que la 
acompañan. — De Real orden, etc. — Madrid 
30 de noviembre de 1849.» ( CL . t. iS, pá- 
gina 533.) 

R. O. de 28 agosto de 1850. 

Sobre construcción Je cementerios en Madrid. 

(Gob.) Visto el expediente instruido ú 
instancia de los hermanos de la archicofra- 
día del Santísimo Sacramento de la parro- 
quial de San Lorenzo de esta córte, en soli- 
citud de permiso para construir un cemen- 
terio particular en un terreno que los mis- 
mos han adquirido en las afueras de la puer- 
ta de Atocha, al lado del Norte y colindante 
con Jos cementerios de San Nicolás de Barí 
y San Sebastian; oido el parecer del Consejo 
deSanidad, y de conformidad con lo que ha 
expuesto en 2 del actual, S. M. la Reina ha 
I enido á bien desestimar la solicitud indica- 
da, mandando que para io sucesivo se ob- 
serven en la concesión de semejantes per- 
misos las reglas siguientes, propuestas por 
id Ayuntamiento de esta capital, en su in- 
iorine de 12 de lebrero último, y aprobadas 
también por el iudicado Consejo.” 

1. ) No se expedirán en lo sucesivo li- 
cencias, ni se consentirá el establecimiento 
de ningún campo-santo en sitio que , por la 
parle del Norte, no esté situado á i ,500 varas 
de las puertas ó límites de la población de 
Madrid. 

2. a Tampoco se expedirán en el cuartel 
del Sur para los que hayan de construirse 
á la parte acá del rio Manzanares. 

3. a Designado ya un punto en la parle 
alta y baja para la ibrmacion do los campos- 
santos, los que se construyan en lo sucesivo 


de los mismos. 

4. a Reuniendo las circunstancias ¿xp re . 
sadas los conocidos por el de San Isidro v 
San Justo, esta parte y sus inmediaciones 
quedan designadas para los que hayan de 
construirse en la parle baja ó del Sur. 

5. ® y última. Hallándose dentro de las 
reglas establecidas en la 1 . a del campo-santo 
que se está construyendo en el camino do 
Amame!, perteneciente á la Sacramental de 
San Martin y San Ildefonso, este sitio y l os 
inmediatos quedan designados para los que 
hayan de establecerse en la parte Norte. 

Por último, es la voluntad de S. M. que 
si la ya referida sacramental insiste en su 
deseo de construir el cementerio, proceda á 
la adquisición de un nuevo terreno en la zo- 
na establecida en las reglas anteriores, pe- 
diendo entonces solicitar nuevo permiso para 
la ejecución. 

Lo que traslado á V. E. de Real orden co- 
municada por el expresado Sr. Ministro, para 
los efectos correspondientes. Dios, etc.— Ma- 
drid 28 de agosto de 1850. — El subsecreta- 
rio, Juan de Ja Cruz Osés. — Señor vice-pre- 
sidente del Consejo de Sanidad. 

fí, 0. de 30 enero de 1851 . 

Exhumaciones: traslaciones de cadáveres en el interior 
de los cementerios. Mondas de huesos. 

(Gob.) ((Habiendo consultado el Goberna- 
' dor de la provincia de Málaga acerca de las 
reglas que hayan de observarse para verificar 
dentro de los cementerios exhumación y tras- 
lación de cadáveres de un punto á otro, así 
como también para las mondas de los huesos; 
oido el parecer del Consejo de Sanidad y con- 
formándose con lo que ha expuesto en 3 de 
agosto último, ha tenido á bien S. M. la Rei- 
na dictar las disposiciones siguientes: 

1 . a Se prohíben las mondas o limpias ge- 
nerales de los cementerios. 

2. a No podrán ser trasladados los cadá- 
veres de un punto á otro, dentro de un mis- 
mo cementerio , antes de trascurridos cinco 
años de la inhumación, sino en el tiempo y 
con los requisitos que determina la R. O. de 
19 de marzo de 1848 para la exhumación 
desde un punto cualquiera de cementerio 
general á cementerio ó panteón particular. 

3. a Por consecuencia , las limpias de los 
cementerios serán parciales, y limitadas ex- 
clusivamente á los cadáveres que lleven cin- 
co años desde su enterramiento. 

4. a Los Gobernadores de provincia po- 
drán modificar el tiempo prescrito en la dis- 
posición anterior, respecto de aquellos ce- 
menterios cuya capacidad no sea proporcio- 
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nada al número de defunciones anuales de la 
respectiva población. . 

5. a La traslación de huesos enteramente 
sécós á los hosarios puede hacerse en cual- 
quier tiempo. 

6. a No es necesaria la intervención de 
facultativos para la ejecución de_ estas opera- 
ciones en los casos que determinan las dis- 
posiciones- 3. a , 4. a y 5. a 

7. a y última. Para todo lo que sea relati- 
vo á la traslación dé cadáveres desde un pun- 
to cualquiera á cementerio ó panteón parti- 
cular, se cumplirá estrictamente lo estable- 
cido en Rs. Ords. de 19 de marzo de 1848 y 
12 de mayo de 1849, salvas las modificacio- 
nes que se establezcan á consecuencia del 
informe pedido por el Consejo de Sanidad en 
9'del actual sobre esta materia. — De R. O. etc. 
— Madrid 30 de enero de 1851. (CL. t . 52, pá- 
gina M0.) ' 

R. ? 0. de 31 agosto de 1853. 

Aclara la de 30 enero de 18, 'i!. 

(Gob.) Extracto.— Se resuelve una nue- 
va consulta del Gobernador de Málaga sobre 
fa inteligencia de las reglas de laR. O. de 30 
de enero de 1851, declarando que cuando 
la reducida capacidad de los cementerios 
fuerza á los Gobernadores á usar de la facul- 
tad que les concede la regla 4. a «puede ha- 
cerse la exhumación de los cadáveres sin la 
intervención de facultativos: pero en tales 
casos habrán de exhumarse necesariamente 
aquellos cadáveres que lleven mas tiempo 
sepultados, y parcialmente , esto es uno por 
nno, á medida que haya necesidad de elio 
para dar sepultura á otros»; pero los «Gober- 
nadores, en tales casos, deberán sin embar- 
go adoptar aquellas disposiciones que juz- 
guen mas convenientes para evitar los peli- 
gros que las exhumaciones anticipadas oca- 
sionan, ya sean impidiendo que se formen 
nichos en los cementerios muy reducidos, 
ya haciendo que todos los cadáveres se se- 
pulten en la tierra , ya haciendo que se au- 
mente la extensión de los cementerios, ó en 
fin, procurando la construcción de otros mas 
capaces y con todas las condiciones debidas.» 
Y á la vez se manifestaba la extrañeza de 
que una capital de la importancia de Málaga 
no Uniese mas que un cementerio y este sin 
las condiciones higiénicas necesarias, por lo 
que se encargó al Gobernador que llamase 
la atención de la municipalidad para que se 
ocupase de la construcción de otro nuevo ce- 
menterio. [CL. t. 59 ,p. 356.) 


R. O. de 12 diciembre de 1853. 

Se exija para el entierro de todo cadáver certificación 
de facultativo. 

(Gob.) «En vista de las diferentes quejas 
producidas una con motivo de darse sepultu- 
ra á. diferentes cadáveres sin el correspon- 
diente certificado facultativo, según se pre- 
viene en R. O. circular de i.° de diciembre 
de 1837... (1) la Reina (Q. D. G.) se ha ser- 
vido resolver prevenga á V. S que dis- 

ponga lo conveniente para que en la provin- 
cia de su mando se dé el mas puntual y 
exacto cumplimiento á lo dispuesto en la re- 
ferida soberana resolución. — Dios etc.— Ma- 
drid 12 de diciembre de 1853. (CL. t. 60, 
pág. 442.) 

R. O. de 18 abril de 1855. 

Exacciones on las parroquias por traslaciones do ca- 
dáveres. 

(Grac. y Just.) «La frecuencia con que 
ya por voluntad de los testadores, ya por 
disposición de las familias respectivas, son 
conducidos los cadáveres para su inbuma- 
macion á puntos distintos y aveces lejanos 
del en que ocurriera el fallecimiento , y los 
cuantiosos gastos á que dichas traslaciones 
han dado lugar, por vía de derechos á favor 
de las iglesias parroquiales cuyo territorio 
cruzan, han llamado la atención de S. M. la 
Reina (Q. D. G.) é impulsado su Real ánimo 
á disponer que desde Juego cesen semejan- 
tes exacciones, sean cualesquiera su nombre 
y aplicación, excepto siempre el caso en que 
al finado se hicieran exequias en los pueblos 
del tránsito. — De Real órden etc. — Madrid 
18 de abril de 1855.» {CL. t. 64, p. 428.) 

Ley de 29 abril de 1855. 

Enterramiento de los que mueren fuera de la comunión 
cató lira. 

(Grac. y Just.) «Art. J.° En todas las 
poblaciones , donde la necesidad lo exija á 
juicio del Gobierno, se permitirá construir 
cementerios adonde sean conducidos, depo- 
sitados y sepultados, cou el respeto debido á 
los restos humanos, los cadáveres de los que 
mueran fuera de la comunión católica. 

Art. 2.° En aquellas poblaciones que no 
tengan los cementerios especiales á que se 

(i) Se halla inserta en la pág. CoO del lo- 
mo 2.° Dice que en las partidas de defuncio- 
nes se exprese da enfermedad que causó el 
fallecimiento, según la certificación del facul- 
tativo , sin la cual no podrá darse sepultura 
al^caddver, debiendo dicho documento exten- 
derse gratis y en papel común. 
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¡•f.fiñrí» el artículo anterior , ios Alcaldes y 
Avnnfamientos cuidarán, bajo su mas estre- 
cha responsabilidad, de que los cadáveres de 
los que nurran fuera déla comunión cató- 
lica sean enterrados con el decoro debido á 
los restos humanos, tomando Jas precaucio- 
nes con venientes para evitar toda profana- 
ción. — Por tanto maridamos etc. — Aranjuez 
á 20 abril de 1855.» (CL. t. 64, p. 456.) 

{{. O. de 28 agosto de 1855. 

Prohibe de nuevo los funerales de cuerpo presente. 

(Gob.) «Nada mas perjudicial á la salud 
pública que !a exposición de los cadáveres en 
ías iglesias. Cuantos de la higiene pública so 
lian ocupado, todos han prescrito como una 
de ¡as medidas sanitarias mas importantes la 
prohibición de conducir los cadáveres á los 
templos; la descomposición subsiguiente á la 
muerte produce miasmas nocivos, que aspi- 
radas por los fieles concurrentes, son origen 
de Jas enfermedades mas graves, lar exacti- 
tud de estas observaciones ha sido recono- 
cida en todas épocas. — El Sr. D. Carlos IV en 
1801 expidió un decreto prohibiendo los fu- 
nerales de cuerpo presente; y si bien las 
preocupaciones y el orgullo que se arrastra 
mas allá de! sepulcro la relegó al olvido, un 
esfuerzo de demostración de las buenas me- 
didas sanitarias la reprodujo en 20 de se- 
tiembre de 1840. 

Por no haberse exigido con firmeza la res- 
ponsabilidad que en esta última Real dispo- 
cion se imponía á los Gobernadores que con- 
sintiesen una práctica, que bien puede cali- 
ficarse de abusiva, volvieron los funerales de, 
cuerpo presente; y si en lodo tiempo dañosa 
la expresada práctica, el perjuicio se eleva a! 
grado máximo considerado el estado sanita- 
rio del país y la influencia que en el ánimo 
opera la vista de Jos cadáveres. Absurdo, in- 
concebible es que cuando se prescriben las 
lumigaciones y todos los desinfectantes para 
purificar la atmósfera de la habitación donde 
ha ocurrido un caso de epidemia, se per- 
mita conducir los cadáveres de los epide- 
miados á los templos , lugar en general de 
escasa ventilación , y mas si se compara con 
el número do personas que en ellos se 
reúnen. 

Penetrada S. M. la Reina (Q, I). G.) de la 
verdad de las consideraciones expuestas y de 
que las exequias de cuerpo presente son una 
manifiesta infracción de los Reales manda- 
tos, se ha servido prohibir el expresado acto, 
haciendo responsables á los Gobernadores 
de Jas provincias de la menor relajación que 
en el particular consientan.— De Real or- 


den etc. — Madrid 28 de agosto de 1855 n 
(CL. t. 65, p. 741 ) 

7?. O. de 16 abril de 1856. 

Sobre depósitos de cadáveres encapillas, 

(Gob. ) « Se ha servido mandar S. M 

que se permita el depósito de cadáveres por 
solo el tiempo que la ciencia aconseja y q ue 
es compatible con la salud pública, en capi- 
llas independientes de las iglesias, en épocas 
normales ó en que no aflija al país alguna 
epidemia, siempre que las capillas se hállen 
enteramente separadas de los templos, que 
no estén habilitadas para el culto, ni por 
otro motivo tengan entrada en ellas los fie- 
les, y que se observen con todo rigor las 
precauciones higiénicas de ventilación y pu- 
rificación » (CL. t. 68. p. 57.) 

R. O. de 13 febrero de 1857. 

Funerales de cuerpo presente. 

(Grac. y Just. ) «Enterada la Reina 
(O. D. G.) de las exposiciones que la han 
dirigido varios prelados, para que se permi- 
tan las exequias de cuerpo presente según 
la práctica religiosa sancionada por la Iglesia 
desde los primeros siglos; oido el Consejo de 
Sanidad, conformándose con el parecer de 
las secciones de Gracia y Justicia y Gober- 
nación del Consejo Real, y de acuerdo con 
el Ministro de. Gracia y Justicia, se ha digna- 
do S. M. mandar que la R. O. de 20 de se- 
tiembre de 1840 prohibiendo las exequias de 
cuerpo presente , solo tenga valor y efecto 
cuando haya epidemias declaradas por la 
autoridad, y citándolos facultativos, al dar el 
parle de la defunción, expresen que el cadá- 
ver no se encuentra en estado de ser condu- 
cido á. la iglesia para que se le recen de 
cuerpo presente las preces que marca el Ri- 
tual Romano, cuya circunstancia no omiti- 
rán en ningún caso en que proceda, bajo su 
responsabilidad.— De Real orden, etc. — Ma- 
drid 13 de febrero de 1857.» (CL. t. 71, 
pág. 165.) 

R. O. de 22 abril de 1857. 

No se lean discursos, etc , en los entierros. 

(Gob.) Se comunica á Jos Gobernadores 
civiles una Real orden expedida por Gracia y 
Justicia en la cual se previene á los Obis- 

pos que adopten las disposiciones convenien- 
tes á íin de que en los cementerios compren- 
didos en el término de sus diócesis, al ha- 
cerse los entierros se digan solo las preces y 
oraciones piadosamente establecidas por la 
Iglesia, y se evite con el mayor celo que se 
pronuncien y lean discursos ó composicio- 
nes poéticas , se hagan demostraciones de 
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ningún género contpij?ias á la disciplina ecle- 
siástica, ó se ejecute acto alguno de carácter 
profano, ajeno del respeto que se. debe á los 
lugares consagrados por la religión católica, 
impetrando para ello en caso necesario , el 
cumplimiento y eficaz apoyo de las autorida- 
des civiles. 

7?. 0. (íc i 9 junio de 1857. 

Sobr>j traslaciones de cadáveres- 
(Gob.) «Deseando la Reina (Q. D. G.) 
evitar de una vez los conflictos que ocasio- 
ne la diversa inteligencia dada por los Go- 
bernadores de provincia á la R. O. de 19 de 
marzo de 1848 en lo relativo á traslaciones 
de cadáveres, se ha. servido resolver que en 
lo sucesivo se dirijan á S. M., por conducto 
de este Ministerio, las solicitudes para tras- 
ladar cadáveres de una á otra provincia , re- 
servándose tan solo á los Gobernadores la 
facultad de acordar dichas traslaciones cuan- 
do hayan de verificarse dentro de la pro- 
vincia de su respectivo mando. — De Real 
orden, etc. — Madrid 19 de junio de 1857. 
(CL. t. 72, p. 480.) 

R. O. de 1 6 julio de 1857. 

(Gob.) Previene á los Gobernadores que 
no den curso á solicitudes sobre autorizacio- 
nes para enterrar en las iglesias ó extramu- 
ros do los pueblos , y que se está á lo ter- 
minantemente prescrito en la R. O. de 12 de 
mayo de 1849, (CL. t. 73, p. 64.) 

R. O. de 26 noviembre de 1857. 

(Gob.) «Se ha enterado la Reina (Q. D. G.) 
con profundo sentimiento de que, á pesar de 
las reiteradas disposiciones dictadas hasta el 
dia, aun hay en España 2.655 pueblos que 
carecen de cementerio, lo cual es tanto mas 
de extrañar en este país eminentemente ca- 
tólico, en cuanto á que esos venerandos asi- 
los, consagrados por la- religión, son á la vez 
garantía segura de pública salubridad. Y 
deseando S. M. poner remedio á esta falta, 
se ha servido mandar con fecha de hoy, que 
adoptando Y. S. dentro de sus facultades las 
medidas mas eficaces, procure que en el me- 
nor término posible se construya , cuando 
menos, un cercado fuera de cada población 
con destino á cementerio, prévia aprobación 
por quien corresponda del presupuesto y 
obras que al efecto se propongan por los res- 
pectivos Ayuntamientos.» 

R. O. de 13 julio de 1860. 

* (Hac.) Declara que las adquisiciones de 
.terrenos en los cementerios para construir 
[panteones ó sepulturas de familia no están 
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sujetas al derecho de hipotecas. (CL. t. 84. 
pág. 77.) 

■ ■' R. O. de 18 marzo de 1861. 

A quién corresponde conservarlas llaves' de los ce- 
méntenos. 

(Gob.) «En el expediente relativo á si las 
llaves del cementerio de Bestabal provincia 
de Granada, deben estar depositadas en po- 
der del Alcalde, ó del cura párroco de la ex- 
presada villa, las Secciones de Estado y Gra- 
cia y Justicia, de Gobernación y Fomento del 
Consejo de Estado con fecha 5 del mes últi- 
mo han informado lo siguiente: 

Excmo. Sr. : Estas Secciones han exami- 
nado el expediente instruido con motivo de 
las contestaciones que han mediado entre el 
M. R. Arzobispo y el Gobernador de Grana- 
da sobre si corresponde al cura párroco ó al 
Alcalde de Bestabal conservar las llaves del 
cementerio de la misma villa. Siempre es 
sensible todo conflicto entre las autoridades, 
pero sube esto de punto cuando no existe 
ninguna razón fundada para ello. Esto es 
cabalmente lo que sucede en el asunto que 
ha motivado el. expediente sobre que han de 
emitir su informe las secciones. Desde los 
primeros tiempos del Cristianismo han sido 
considerados los cementerios como lugares 
sagrados y por consiguiente han tenido los 
privilegios y prerogativas de tales. Eran con- 
sagrados, por los Obispos con las ceremonias 
que para el efecto establece el Ritual Roma- 
no, del mismo modo que se hacia para con- 
. sagrar las iglesias. Y á tal punto llegó la pa- 
ridad, que se estableció la necesidad déla 
reconciliación de estos asilos de muerte, si 
por acaso eran profanados. De aquí proce- 
dieron los privilegios de que han estado en 
posesión los cementerios de servir de luga- 
res de. asilo, de estar exentos del comercio 
humano é incapacitados para ser objeto de 
lucro ó negociación, de no poderse juzgar en 
ellos pleitos de seglares y otras prerogativas 
semejantes. Y no podia suceder otra cosa, 
porque tos fieles mientras viven , pertenecen 
á la sociedad civil ; desde que mueren , sus 
restos pertenecen á la Iglesia que les recibe 
y conduce al cementerio con las plegarias y 
oraciones de los difuntos, y Ies dá sepultura 
bendecida como parte de la comunión de la 
Iglesia en que. vivieron. De aquí ha procedi- 
do la parte tan principal que ia autoridad 
eclesiástica ha tenido siempre en todo cuan- 
to se ha referido á cementerios , que se han 
considerado como una parte integrante de 
las iglesias parroquiales. Ambos derechos el 
canónico y el civil están conformes en esto. 
Y para que resulte mas si cabe el carácter 
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de lugar sagrado que los cementerios tienen, 
considérense con sus cruces y signos de la 
religión repartidos por todas partes , con la 
concurrencia de fieles que á ellos asiste, con 
f .j recogimiento que el lugar inspira, con c! 
sentimiento religioso que por todas parles 
se difundo, con las oraciones que por el eter- 
no descanso do ios muertos se escuchan. 

Si se examina la dirección y administra- 
ción de los cementerios, se verá que por la 
ley 4.% tít. XII!, Parí. 1. a correspondían los 
Obispos señalarlos, fijar su extensión y amo- 
jonarlos. D. Carlos III por cédula de 3 de 
abril de 1787, que es la ley i. a , tít, III de 
la Nov. Recop., restableciendo Indisciplina 
de la Iglesia, en e! nso y construcción, de ce- 
menterios según el Ritual Romano, dispuso 
que esta se verificase á la menor costa posi- 
ble, bajo el plan ó diseño que harían formar 
los curas de acuerdo con ei Corregidor del 
partido, costeándose Jos gastos de los cau- 
dales de fábricas de las iglesias si los hu- 
biere, proratenndose lo que faltase entre los 
partícipes en diezmos, ayudando también los 
caudales públicos. 

Por la R. O. de 2 de junio de 4833, encar- 
gándose la construcción de cementerios en 
todos los pueblos se ordenó que donde se 
alegase y probase que las fábricas de las igle- 
sias no tienen fondos para construirlos, se 
eche mano de los de propios donde puedan 
soportar esto gravamen; y si tampoco estos 
existen , los Ayuntamientos propongan los 
medios que consideren mas adecuados para 
tan importante objeto. Se ve, pues, con qne 
especial cuidado han tratado Jas leyes de 
noner de manifiesto la intervención que se 
lia concedido á las autoridades eclesiásticas 
y a las iglesias en este particular, ya conce- 
diéndolas el lomar la iniciativa, ya presen- 
tando los fondos municipales como obligados 
en primer término á costear estas obras, Es 
consecuencia natural y lógica de esto qne la 
custodia de los cementerios esté cometida á 
jas autoridades eclesiásticas , cuya primera 
intervención siempre ha sido reconocida por 
las leyes, y no debe ser obstáculo para ello 
el que un cementerio haya sido construido 
con fondos municipales, porque no por eso 
se habrá cambiado la esencia del lugar, 
puesto qim desde el momento en que baya 
sido consagrado pertenece á los bienes dé la 
Iglesia inalienables. Muchas iglesias hay cons- 
truidas con fondos de los pueblos y ele que 
son patronos los Ayuntamientos; sin embar- 
go, a ninguno se le ocurrió la pretensión de 
tener en su poder las llaves que correspon- 
den al párroco. Téngase presente además 
que en el caso particular á que se refiere el 


expediente, ni siquiera se han tomado el jy. 
caldo de Bestabal y Gobernador de la proviQ. 
cia la molestia de acreditar que el cemente- 
rio de este pueblo ha sido construido á ex- 
pensas de los bienes de propios. 

Si se consultan los antecedentes que so- 
bre asuntos análogos existen en el Consejo 
severa que cuantas consultas se han eva- 
cuado lo han sido en este sentirlo. En un ex- 
pediente promovido con motivo de cuestio- 
nes suscitadas entre el Ayuntamiento de p a , 
lencia, que amplió el cementerio con fondos 
do propios y construyó una capilla, y el Obis- 
po de la diócesis, sobre exacción de los de- 
rechos de sepultura, Jas Secciones de Gracia 
y Justicia y Gobernación informaron en 23 
de octubre de 4847 que no habia podido 
nunca ponerse en duda el carácter eclesiás- 
tico del cementerio de Falencia, pues la cir- 
cunstancia de que una parte habia sido cos- 
teada por fondos municipales, ni alteraba su 
naturaleza , ni era mas que el cumplimiento 
de la ley 4 , a , tít. IH, lib. I de ta Nov. Rec., 
debiendo considerarse como cosa religiosa 
sujeta á la autoridad del Ordinario. Formóse 
después un reglamento de mutuo acuerdo 
entre ambas autoridades, y habiendo sido oi- 
das para su aprobación las mencionadas Sec- 
ciones, en 24 de junio de 4849 informaron 
que debía aprobarse; y partiendo del princi- 
pio que los cementerios deben considerarse 
como dependencias eclesiásticas, se estable- 
ció en el art. 24 del expresado reglamento 
que el capellán nombrado por el Ayunta- 
miento, aprobado por el Obispo, y revocable 
por este ad nutum tendría la llave del ce- 
menterio, entregándosela de dia al sepultu- 
rero. En el expediente instruido con motivo 
de la denegación de sepultura eclesiástica al 
cadáver de Martin de Laserna, en Aíllaver- 
de de Trucios, provincia de Santander, dis- 
puso el Gobernador que el párroco entrega- 
se la llave del cementerio al Alcalde: y oidas 
las mismas Secciones de Gracia y Justicia y 
Gobernación, al informar sobre el fondo de 
la cuestión, lo hicieron también manifestan- 
do que se obligase al Alcalde á que inmedia- 
tamente devolviese dicha llave al párroco 
que era á quien correspondía tenerla. 

No por esto se priva á la Administración 
de la justa intervención que debe tener en 
los cementerios en todo lo que se refiere á 
su policía y régimen en cuanto tiene rela- 
ción con la salud. Desde las leyes de Partida 
hasta las disposiciones inas recientes , se ha 
reconocido esta intervención para que por 
nadie sea disputada. Las autoridades admi- 
nistrativas pueden y deben examinar los ce- 
menterios para ver si se cumple con las 
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prescripciones legales acerca de. las sepultu- 
ras; celar cuidadosamente para que se cons- 
truyan donde no das haya , ejerciendo una 
policía severa no solo en que para su cons- 
trucción se guarden las reglas al efecto es- 
tablecidas, sino también en ios depósitos de 
cadáveres, entierros y exhumaciones. 

Es cuanto se refiere á cementerios mixti- 
fori ; pero Cada una de las autoridades que 
intervienen en el asunto tiene terminante- 
mente deslindadas sus- atribuciones de modo 
que puedan ejercerlas sin lastimarse. Siem- 
pre que las autoridades locales tengan que 
entrar en los cementerios para cumplir con 
su cometido pueden hacerlo , y el párroco ó 
quien en su nombre tenga la llave deberá 
tranquearla inmediatamente , de modo que 
el servicio público pueda llenarse sin retra- 
so y sin obstáculo alguno. 

Opinan las Secciones puede servirse V. E. 
consultar á S. M. que al cura párroco y no 
al Alcaide de Bestabal corresponde tener las 
llaves del cementerio de dicha villa, con la 
obligación de facilitarlas á dicho Alcalde ó á 
cualquier delegado en su nombre siempre 
que las pidan para el ejercicio de su co- 
metido. 

Y habiéndose servido resolver S. M,, de 
acuerdo con el preinserto informe, de su Real 
orden lo comunico á V. S. como regla gene- 
ral para lo sucesivo. — Madrid 18 de marzo 
de 1861.a ( CL . t. 85, p. 654.) 

R. O. de 29 octubre de 1861. 

Jurisdicción en malaria áe enterramientos de ca- 
dáveres. 

(God.) «He dado cuenta á S. M, la Reina 
(Q. D. G.) del expediente instruido en este 
Ministerio á consecuencia del enterramiento 
verificado en el cementerio de la Escala, 
provincia de Gerona, del cadáver de Rafael 
Puig, del cual resulta: 

1. u Que el expresado puig, según comu- 
nicación del limo. Sr. Obispo de Gerona, que 
obra eu dicho expediente, se resistió y negó 
obstinadamente á recibir los Santos Sacra- 
mentos hasta su postrer instante, muriendo 
por lo misino impenitente y fuera del gre- 
mio de nuestra Sauta Madre la Iglesia. 

2. ° Que privado el cadáver de Puig de 
la sepultura eclesiástica por dicha autoridad, 
como consecuencia natural de su impeniten- 
cia, y dispuesta la inhumación en lugar con- 
tiguo al cementerio , si ya no había alguno 
destinado para los desgraciados que mueren 
de tal manera, el Alcalde de la Escala se re- 
sistió i á -cumplir las órdenes del prelado, co- 
municadas verbalmente y en forma solemne 
por el párroco-de dicho pueblo, ei cual, re- 
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vestido de ios ornamentos sacerdotales, y 
puesto en la puerta del sagrado, recinto de 
los muertos, protestó contra este desafuero, 
retirándose al fin luego que. adquirió la per- 
suasión de la inutilidad de sus exhortaciones. 

3. u La sepultura verificada viblentámen- 
te dentro del mismo por orden y con pre- 
sencia del Alcalde. 

4. ° El entredicho fulminado por la auto- 
ridad eclesiástica contra el citado cemente- 
rio, en el cual desde entonces no se dá se- 
pultura eclesiástica al cadáver de ningún 
•católico. 

5. ° La exhumación de dicho cadáver, 
reclamada por el limo. Sr. Obispo de Gerona 
para proceder á la reconciliación de aquel 
lugar sagrado: 

Y 6.° La resolución negativa del Gober- 
1 nador á la petición del citado prelado, y la 
destitución del Alcalde de la Escala acordada 
por aquella autoridad. 

Enterada S. M. de cuantos extremos abra- 
za este expediente, y considerando que la 
censurable conducta observada por dicho 
Alcalde ha sido causa de un conflicto con 
las autoridades eclesiásticas á que nunca de- 
bió darse lugar: considerando asimismo que 
el Concordato vigente celebrado en 1851 
con la Santa Sede dice en su art. 4.° re- 
firiéndose á asuntos eclesiásticos: « Que en 
i todas las demás cosas que pertenecen al de- 
J recho y ejercicios de la autoridad eclesiás- 
tica , los Obispos y el clero dependiente de 
ellos gozarán de la plena libertad que esta- 
blecen los sagrados cánones :» considerando 
que el objeto de la R. O. de 19 de marzo de 
1848, relativa á la exhumación y traslación 
de cadáveres de un cementerio á otro etc., 
tué impedir las frecuentes é inmotivadas ex- 
humaciones y traslación de cadáveres, y de 
ninguna manera el de poner obstáculos á la 
acción de la justicia eclesiástica ni civil; y 
considerando, por último, que con las censu- 
ras que han recaído en dicho cementerio se 
irrogan infinitos perjuicios á los vecinos de 
la Escala, que tienen que llevar sus muertos 
al del pueblo de Ampurias, viéndose así se- 
parados de las sagradas cenizas de sus pa- 
dres, hermanos é hijos, ha tenido por con- 
veniente resolver, después do haber oido al 
Consejo de Estado, que se deje expedita Ja 
jurisdicción del diocesano en el caso de que 
se trata y en todos los demás que ocurran 
de igual naturaleza, llevando á efecto la ex- 
humación del cadáver de Rafael Puig, pre- 
vias las precauciones higiénicas que requie- 
ra el estado del difunto; y aprobar la con- 
ducta seguida por V. S. y la destitución del 
citado Alcalde de la Escala.— De orden de 
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\j 0 y c . — Madrid 29 de oclulire de 1 » U 1 - » 

( CL. t. N9, p. 411.} 

R. O. de 19 abril de 1862. 

La autoridad en materia de cementerios. 

(Eltramah.) «Visla la caria do V. E... ■■ 
*;n que da cuenta del expediente. promovido 
por el A y un lamí en lo de esa capital (La Ha- 
bana) para construir por su camilla un ce- i 
inenterio general en la misma, y pide se de- • 
Unan las atribuciones que á las autoridades I 
civil y eclesiástica correspondan en la cons- 
trucción, reparación y entretenimiento dejos 
cementerios: ¡a Reina (Q. 1). <».). do coolor- 
midad con lo manifestado por el Consejo de 
Estado en pleno, se ira servido resolver: 

l.° (9 lie el cementerio en cuestión se 

lleve á electo por el Hdo. Obispo con los 
Ibndos que dice tener reunidos para ello, sin 
locar á ios públicos y sin gravamen alguno 
del vecindario, todo sin perjuicio de que la 
autoridad civil tenga Ja intervención que Je 
corresponde, así en la elección del local co- 
mo en lo demás que loque á la salubridad 
pública. 

2/' Que Ja admires! rackm de los produc- 
tos del ceineuíerio corresponde á ia autori- 
dad eclesiástica sin perjuicio de las atribu- 
ciones de V. E. como V ice- Real Pal roño en 
la fijación y revisión de tarifas, á fin de que ¡ 
estas sean siempre beneficiosas ai veeinda- ] 
rio, si los productos, como parece na! tira!, i 
fuesen superiores ;í ia conservación de las 
lúbricas v demás gastos. 

V 3.° Que para uniformar las disposicio- 
nes que deban regir en los sucesivo en ma- 
teria de construcción de cementerios, admi- 
nistración de sus fondos, y cuantos particu- 
lares puedan ser á ellos referentes, forme 
V. E. expediente en que oiga á las corpora- 
ciones y oficinas que crea conveniente, al 
M. Rdo. Arzobispo de Cuba y Rdo. Obispo 
de esa ciudad, y al Consejo de Administra- 
ción, remitiéndole en seguida con su infor- 
me para la oportuna resolución. — De Reai or- 
den lo digo etc. — Madrid -19 de abril de 1862. 
{CL L 87, ¡). 350.) 

fl. O. de 19 setiembre de -1865. 

Reencarnando el cumplimiento de la de 1 1 de abril de 
181)6, sobre su depósito. 

1 I 

(Gob.) Habiendo hecho presente á S. M. 
la Reina (Q. D. G.) que si la celebración de 
exequias de cuerpo presente es en ciertas 
circunstancias nociva á la salud pública, la 
práctica establecida de deposifar los cadáve- 
res en las iglesias ofrece mayores peligros y 
es mas perniciosa que aquella, por lo que la 
Administración ha adoptado frecuentemente 


medidas para prever y conjurar los males 
que dicha práctica pudiera producir, se ha' 
servido S. :M. disponer que se observen con 
lodo rigor las prescripciones contenidas en 
la R. O. de 11 de abril de 1856. — De la de 
S- M. etc.— Madrid 19 de setiembre de 1865. 
— Posada Herrera. {Gao. 29 setiembre.) 

R. O. de 2 julio de 1867. 

Resolviendo un cxpmlinnle sobre instalación de carros 
fúnebres en Santander para conducir los cadáveres 
al cementerio, en quo hay oposición del R. Obispo, 

— \ la autoridad civil corresponde reglamentar so- 
bre t; - la. materia en lo que se refiere al orden publi- 
co. á la salubridad y bienestar de los puehio?; ¿ ¡a 
eclesiástica la observancia de los ritos y ceremonias 
establecidos en sufragio de los difuntos. 

(Gob. ) Beneficencia y Sanidad. — Nego- 
ciado 4. u — El Sr. Ministro de la Gobernación 
dice con esta fecha ai Gobernador de la pro- 
vincia de Santander lo que sigue: 

«Remitido a informe del Consejo de Esta- 
do el expediente relativo á la instalación en 
esa capital de ios carros fúnebres para cod- 
ducir ios cadáveres al cementerio, aquella 
Corporación ha consultado lo siguiente: 
«.Excnio. Sil: Estas Secciones han exami- 
nado el adjunto expediente instruido á ins- 
tancia de 1). Galo Gaufier sobre que se lo 
ampare en el derecho que tiene adquirido 
como contratista en Santander del servicio 
de carruajes fúnebres para conducir los ca- 
dáveres al cementerio. 

Aunque en el expediente mencionado hay 
algunos extremos relacionados con el motivo 
que da origen á la queja, este es sin embar- 
go en realidad el único somet ido á consulta, 
y sobre el cual por lo tanto ha de recaer el 
dictamen de las Secciones. Puede reducirse 
á breves palabras. Creyendo el Ayuntamien- 
to de la citada ciudad que era de reconocida 
utilidad y conveniencia la innovación que 
proyectaba hacia tiempo, relativa á la con- 
ducción de los cadáveres al cementerio, va- 
liéndose de carros fúnebres, como de anti- 
guo se practica en otras capitales del Reino, 
trató de ponerla en planta, si bien no le fué 
posible al pronto realizarlo por haber pre- 
sentado graves dificultades las condiciones 
especiales de la población que, falta de car- 
ruajes de servicio público y de caballerías 
destinadas ai arrastre y trasporte, no sumi- 
nistraban para el caso los elementos que 
abundan en otros pueblos. Gon motivo de 
este aplazamiento el R. Obispo antecesor del 
actual , en comunicación de 6 de marzo de 
i «58, dirigida al Alcalde, le decía, entre otras 
cosas, con tono de reconvención: «El mejor 
Mrmdio de excusar aun á Jos tales en lo po- 
»sible un espectáculo tan poco agradable eo- 
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»mo de suyo necesario y aun saludable para 
«todos (aludia al hecho de llevar en una sola 
«vez dos ó mas cadáveres) seriar sin duda el 
«trasporte en coche ó carruaje mortuorio, 
«éuai se usa ya en poblaciones numerosas, 
«como Madrid, Valencia, Valladofid, Pam- 
«plona y otras. Lo que en ellas se obtiene 
«sin gasto notable y aun con ganancia , po- 
«dría igualmente lograrse en Santander ; y 
«he sentido que no se llevase adelante el 
«pensamiento que de hacerlo así se tuvo 
«antes de ahora, según me informaron . 
«Donde no faltan hábiles especuladores pa- 
*ra otras empresas lucrativas, creo qüe con 
«un pocó mas de celo y diligencia se fa- 
«cilitaria el mismo' buen resultado que eu 
«otras partes.» 

En vista de tal excitación redobló el Ayun- 
tamiento sus gestiones; pero tampoco le fue 
dado por mucho tiempo hacerlas producti- 
vas. Variaron, por fin, las circunstancias; y 
contando con probabilidades de éxito para 
la contratación del servicio, pudo entablar el 
expediente de creación de carros fúnebres, 
formando el reglamento y bases de la con- 
tratación que en 9 de febrero de 1865 apro- 
bó el Gobernador de Ja provincia. Con mas 
de un- mes de antelación anuncióse la subas- 
ta en el Boletín oficial y en los periódicos 
locales, y celebrada que fue se adjudicó el 
remate á 1). Galo Gautier; pero desde el 
dia en que debia plantearse el servicio sur- 
gió la oposición del R. Obispo actual, y co- 
mo consecuencia la de ios cuatro sacerdo- 
tes que tiene encargados en economato de 
la cura de almas en la parroquia de la ciu- 
dad. Considerando perjudicados sus dere- 
chos con tal oposición, alzóse en queja el re- 
clamante, apoyado por el favorable parecer 
del Gobernador de la provincia; y pedido 
informe al citado R. Obispo, este lo evacuó 
en 30 de enero último manifestando, entre 
otras cosas, que para la innovación de que 
se trata do se contó en manera alguna con 
su autoridad como era necesario , pues solo 
tuvo noticia de ella por medio Je un cartel 
impreso en que se lijaban los precios de con- 
ducción; que su antecesor solo habia hecho 
una indicación, obligado tal vez por el con- 
flicto y aprieto en que le imponia la Alcaldía 
al exponerle el estado de alarma y espan- 
to en que se hallaba la población; y por 
último que para el acto religioso de la con- 
ducción de cadáveres la Iglesia tiene deter- 
minados los ritos contenidos en el Ritual ro- 
mano, en los cuales ni al misino Obispo es 
permitido hacer alteraciones, como cosa re- 
servada á Su Santidad y á la sagrada Con- 
gregación correspondiente 
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Por la ligera reseña que acaba de trazarse 
se ve que la cuestión debatida en el expe- 
diente parece de índole grave por dimanar 
de un conflicto ocurrido entre la potestad ci- 
vil y la eclesiástica, cuyos límites y jurisdic- 
ción, si bien fáciles de deslindar en teoría 
científica, son difíciles de señalar en la esfera 
práctica sin menoscabo de ninguna de ámbas. 
Pero examinada detenidamente , se viene á 
conocer que no existe verdadero conflicto; 
pues aun resolviendo á favor del reclamante 
ni se concede á la autoridad civil mas atribu- 
ciones que las que tiene, ni á ia eclesiástica 
se la despoja de las que íe corresponden. Es 
indudable que á la primera toca reglamentar 
respecto de la materia sobre que versa la 
actual controversia cuanto sea procedente, 
ya para la conservación del orden público, 
ya para la salubridad y bienestar de los pue- 
blos; á ia vez que compete ála segunda velar 
por la observancia de los ritos y ceremonias 
de la Religión establecidos en sufragio de ios 
difuntos, y para edificación y consuelo de los 
vivos. En tal supuesto, y concretando los 
principios al caso práctico, el Ayuntamiento 
de Santander, representante de sus adminis- 
trados, pudo pensar en la innovación de los 
carros mortuorios por creer que así satisfacía 
una necesidad relacionada con los intereses 
cuya tutela le está encomendada, siempre 
que ai llevar á cabo su pensamiento no tra- 
tase de alterar ó suprimir ritos religiosos 
propios de la conducción y entierro de los 
cadáveres. Del mismo modo el R. Obispo 
usa de un derecho y cumple con un deber 
tratando de conservar Jos mencionados ritos 
ordenados por la Iglesia , si bien no por eso 
puede disminuir las atribuciones que en la 
materia propia de su competencia incumben 
á la autoridad municipal. Abora bien : ¿se 
puede decir que con la instalación de Jos 
carros fúnebres se menoscaba la integridad 
de las atribuciones de ia autoridad eclesiás- 
tica? Seguramente no; pues dei mismo modo 
que llevándose en hombros los cadáveres 
se pueden cumplir las ceremonias religio- 
sas, conduciéndolos en los carros mencio- 
nados. 

■ Si por escasez de eclesiáücos ó por otro 
motivo cualquiera no es posible acompañar 
á todos con la cruz parroquial , y observar 
en los entierros las solemnidades religiosas 
establecidas en el Ritual romano, deberá 
atenderse á Henar dicha necesidad por el me- 
dio que se crea oportuno; pero no comba- 
tiendo una reforma que sin lastimar la pie- 
dad solamente se concreta á la materialidad 
del modo con que se verifica la conducción. 

E Hubiera sido de desear que entre el Ayunta- 
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miento fio Santander y eí actual 11 . Ooísjjo 
ile Ja diócesis hubiera mediado .'tutes de la 
reforma un entero acuerdo; pero también 
merece tenerse en cuenta que si bien Ja mu- 
nicipalidad faltó á un deber de consideración 
no avisando á dicho prelado Ja ejecución de 
de un proyecto, en este hallaba fácil ámen- 
le aprobado y hasta recomendado por el an- 
tecesor en la Sede, al paso que es sensible 
que después de lautos anuncios oficiales que 
llevaban consigo una completa publicidad 
aguardase, dicho prelado á interponer su velo 
cuando ya se habían creado respetables de- 
rechos particulares al amparo de una subasta 
legal. Pero tal falta de acuerdo previo se 
concreta únicamente al R. Obispo de hoy, 
no á la autoridad eclesiástica en general, 
pues con el consentimiento del predecesor 
se puso en práctica la innovación, y por lo 
tanto no resulta de lo acordado por eí Ayun- 
tamiento ningún vicio que anule lo hedió 
aunque sí procede advertir á la corporación 
que hubiera sido de desear que pvra obrar 
con ¡a debida armonía participara oportuna- 
mente al prelado que el servicio de que se 
trata se hallaba en vías de ejecución. 

En apoyo de este juicio, y por consiguien- 
te en pro de la petición de I). Galo Gautier, 
existe también una de las leyes vigentes del 
Reino. La l.% til. 111, lib, I de Ja Novísima 
Recopilación, dictada para el establecimien- 
to de la disciplina de Ja Iglesia en el uso y 
construcción de cementerios según el Ritual 
romano establece en su párrafo sexto , que 
se haga uso del reglamento del cementerio 
del Real Sitio de San Ildefonso, hecho con 
acuerdo del Ordinario eclesiástico, en lo que 
sea adaptable para allanar dificultades y re- 
solver (ludas que puedan ocurrir en otros 
pueblos; y el art, u.* de dicho reglamento, 
inserto en la nota 2. a de la misma ley, dice 
entre otras cosas que «se tendrán en las par- 
roquias unas andas con una caja cubierta y 
puesta sobre ruedas que puedan llevar una 

0 dos caballerías, y se enviarán á la casa mor- 

1 no ria siempre que se pidan. » Por consiguien- 
te, Ja instalación de los coches mortuorios 
no es una innovación peligrosa ni ilegal; de 
donde se deduce que carece de fundamento 
la oposición suscitada por el prelado de San- 
tander en lo que exi netamente se refiere al 
modo de la conducción. 

Si ia ley así lo ha consentido, la práctica 
constante observada en Madrid y otras varias 
capitales del Reino justifica igualmente lo he- 
cho por el Ayuntamiento de Santander. Sa- 
bido es que en dichos puntos se encuentra 
establecida la Jb.rma de conducción de cadá- 
veres por medio de carruajes mortuorios, y 


que no ya particulares, sino corporaciones 
religiosas, tienen á su cargo semejante ser- 
vicio, del que se valen las familias mas pia- 
dosas, con excepción de las que carecen de 
todo medio de fortuna. Pues bien: si la Auto- 
loridad eclesiástica representada en diversos 
prelados lia autorizado por su parte la crea- 
ción de dichos carruajes en gran uúmero de 
poblaciones del Reino, parece injusto que ú 
oirá del mismo se niegue en particular la re- 
forma, estableciendo una desigualdad irritan- 
fe; y además, si esto sucediera por conside- 
rarse justa la negativa, tal resolución impli- 
caría una censura de los prelados que para 
aquella dieron su consejil ¡miento, y se infe- 
riría en rigor lógico que también procedía 
hacer desaparecer los carros fúnebres en las 
ciudades donde fueron establecidos. 

Si, pues, la reforma planteada por el Ayun- 
tamiento de Santander no menoscaba el ejer- 
cicio espiritual de la Autoridad eclesiástica; 
si lejos de ser ilegal está fundada en una lev; 
si tiene en su apoyo la costumbre observada 
en otras capitales con el consentimiento de 
RR. Obispos y M. RR. Arzobispos; y sien 
otro concepto muy atendible, al amparo de 
dicha reforma se han creado intereses parti- 
culares respetables en ia personalidad del re- 
matante del servicio, quien ha tenido que 
hacer esfuerzos y desembolsos que no deben 
ser ilusorios; de todo se deduce que procede 
resolver esta controversia á favor de la mu- 
nicipalidad, y por lo lanío en pro de los de- 
rechos adquiridos por el expolíenle. 

Resumiendo Jo expuesto, las Secciones 
opinan: 

l.° Que se debe sostener al). Galo Gau- 
tier en el goce de los derechos que como 
contratista del servicio de carruajes fúnebres 
haya adquirido con la adjudicación del rema- 
te, haciendo que cese la oposición suscitada 
por el R. Obispo de Santander. 

2. 11 Que procede advertir al Ayuntamien- 
to que hubiera sido de desear que para obrar 
con ia debida armonía participara oportuna- 
mente al prelado que el servicio de que se 
trata se hallaba en vías de ejecución.» 

Y habiéndose dignado S. M. resolver de 
conformidad con eí preinserto dictamen ; de 
Real orden lo digo á Y. S. para los efectos 
correspondientes.» 

Lo que de ia propia Real Orden, comuni- 
cada por el expresado señor Ministro, se pu- 
blica en la Gaceta para que sirva de jurispru- 
dencia en casos análogos.— Madrid' 2 de ju- 
lio de 1867. — El Subsecretario, Juan Valero 
y Soto. ( Gac . 18 julio.) 
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R. O. de 6 agosto de 1867. 

Recomendando la exacta observancia de las disposi- 
ciones 'vigentes sobre inhumaciones. 

(Gob.) «A pesar de que está terminan te- 
niente prohibido por.la R. O. de 16 de julio 
de 1857, confirmando 16 ya dicho en disposi- 
ciones anteriores , y especialmente en 12 de 
mayo de 1849, la inhumación ó traslación de 
cadáveres á iglesias, panteor.esó cementerios 
que se hallen dentro de poblado , es lo cierto 
que desacatando estas Reales disposiciones, 
hay autoridades que Siguen ordenando in- 
humaciones en cementerios de hospitales 
que se hallan dentro de las poblaciones. 
Con objeto, pues de que tenga. cumplimiento 
lo dispuesto por S. M., y desque las medidas 
de salubridad y salvación general se respeten 
con beneficio ele los mismos pueblos, la Rei- 
na (Q. D. G.) recomienda á Y. S. muy espe- 
cialmente la perfecta observancia de lo man- 
dado, por ser este asunto de la única y ex- 
clusiva competencia de las autoridades civi- 
les, y al que la alta Administración consagra 
un especialisimo interés. — De Reai orden etc. 
— Madrid 6 de agosto de 1867. — González 
Brabo.» ( Gaceta 18 agosto.) 

R. O. de 19 noviembre de 1867. 

.. Recordando á los Gobernadores la puntual observan- 
cia de las' disposiciones sobre inhumación de ca- 
dáveres. 

(Gob.) «En 6 de agosto último se dijo á 
Y. S. por este Ministerio lo siguiente: 

«A pesar de que está terminantemente 
prohibido por la R. O. de 16 de julio de 
1857, confirmando lo ya dicho en disposicio- 
nes anteriores y especialmente en 12 de mayo 
de 1849, la inhumación ó traslación de ca- 
dáveres á iglesias, panteones ó cementerios 
. que se hallan dentro de poblado, es lo cierto 
que, desacatando estas Reales disposiciones, 
hay autoridades que siguen ordenando inhu- 
maciones en cementerios de hospitales que 
se hallan dentro de las poblaciones. Con ob- 
jeto , pues , de que tenga cumplimiento lo 
dispuesto por S. M. y de que las medidas de 
salubridad y salvación general se respeten 
con beneficio de los mismos pueblos, la Rei- 
na (Q. D. G.) recomienda á Y. S. muy espe- 
cialmente la perfecta observancia de lo man- 
dado; por ser este asunto de la única y ex-, 
elusiva competencia de las autoridades civi- 
les y al que la alta Administración consagra 
un especialísimo interés.» 

Lo que de órdeu fie S. M. reproduzco á 
V. S., encargándole dé cuenta de cuantos 
cementerios se hallen en- esa provincia den- 
tro de poblado, y de las medidas que haya 
Tomo III. 


adoptado ó adopte para corregir este estado 
de 'cosas.— Dios guarde á Y. S: muchos años. 
—Madrid 19 de noviembre 'dé 1867.— Gon- 
zález Brabo. ( Gaceta 22 nov iembre.) 

Jurisprudencia y parte doctrinal. 

Cuestiones sotfire cementerios; enterramientos ; dene- 
gación de sepultura eclesiástica, 

Diremos luego por conclusión de este 
artículo nuestro parecer sobre lo que es 
objeto del mismo, ó sea algo sobre cons- 
trucción de cementerios , sobre policía 
en los mismos, enterramientos, derechos 
de sepultura etc. Ante todo parécenos 
conveniente insertar importantes dictá- 
menes del Consejo de Estado y resolu- 
ciones dictadas en cuestiones entre la 
autoridad civil y la eclesiástica , por lo 
mucho que ilustran este asunto. 

I. 

Cuestión entre el Ayuntamiento de Palencia 
y el Prelado de la diócesis. — .Reglamento 
de su cementerio. 

El Ayuntamiento de Palencia habia 
hecho gastos de alguna consideración 
ampliando el cementerio y construyen- 
do también á sus expensas una capilla 
en el mismo; y como las miras del pre- 
lado eran distintas de las de aquella cor- 
poración sobre la clasificación del ce- 
menterio y aplicación de los derechos 
de sepulturas, fue preciso que el Go- 
bierno llegase á conocer eu las respecti- 
vas reclamaciones. Oyóse al Consejo 
Real y al Vicario eclesiástico de Madrid, 
y con su dictámen se mandó formar y 
se fortnó, de acuerdo por ambas autori- 
dades, un reglamento que se aprobó por 
S. M. con el cual se terminaron todas 
las diferencias. 

Hé aquí el reglamento aludido que 
podrán consultar con provecho nuestros 
lectores. 

Reglamento para la dirección , cuidado y 
conservación del cementerio de la ciudad 
de Palencia, aprobado por S. M. en 9 de 
noviembre de 1649. 

TITULO PRIMERO. 

_ DEL CAPELLAN Y SÜS OBLIGACIONES. 

Art. l.° Habrá un capellán nombrado 

' 8 
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por el Ayuntamiento, y aprobado por td Re- 
verendo Obispo ó su provisor, cuyo nombra- 
brarniento será revocable acl nutum por la 
autoridad eclesiástica. 

Arl. 2.° El capellán será dolado con la 
gratiíicacion anual de cien ducados, que co- 
brará por trimestres délos íondus del cemen- 
terio. 

Arl. 3.° El capellán cuidará inmediata- 
mente del cementerio y su capilla, y de que 
el sepulturero cumpla las obligaciones que 
abajo se expresarán. 

Art. 4. u El nombramiento de capellán se 
entenderá sin irrogar perjuicio alguno á los 
derechos parroquiales de jas iglesias y curas 
de la ciudad de Falencia, pudiendo celebrar 
misas rezadas y responseur en Ja capilla y 
cementerio, según la piedad de los iieies lo 
solicitare; pero para el ejercicio de otro acto 
religioso, sea el que fuere, habrá de obtener 
previamente licencia de la autoridad eclesiás- 
tica. 

Art. ó.° Los cadáveres serán conducidos 
al cementerio en la forma acostumbrada, de- 
biendo acompañarlos el cura párroco ó un 
delegado suyo. Si los cadáveres fuesen de 
pobres de solemnidad , no llevará derecho 
alguno; mas si no lo fueren, pagarán por.- es- 
te acompañamiento, cuando lo verilique el 
párroco ó un delegado suyo con su sacristán 
en hábito de calle con estola, 8rs. 

Cuando lo verifique el párroco ó un dele- 
gado suyo y su sacristán con capa pluvial y 
cruz alta, 24 rs. 

Cuando lo verifique el párroco con dos 
ministros con capas, 80 rs. 

Art. ü.° En la capilla del cementerio ha- 
brá los ornamentos y recados necesarios pa- 
ra celebrar, bajo la custodia é inventario que 
tendrá el capellán; y si algún sacerdote fue- 
se á celebrar la Santa misa, se los facilitará, 
siendo de cuenta de este llevar cera, vino, 
oblata y quien le ayude. 

Art. 7. ü Además del cuidado inmediato 
de la capilla y cementerio, y que el sepultu- 
rero cumpla con las obligaciones que se le 
marcarán, tendrá el capellán en su poder un 
plano comprensivo de la división del cemen- 
terio con la numeración de sus sepulturas. 

Art. 8.° Tendrá asimismo un libro que, 
enteramente conforme a dicho plano y nu- 
meración de sepulturas y nichos, exprese el 
dia, número de ía sepultura ó nicho ocupa- 
do, y por quién, con objeto de saber la época 
en que podrán volverá abrirse, y de dar 
mensualmente al Ayuntamiento los estados 
de que habla el art. 14. 


TITULO II. 

DEL SEPÜLTUKERO Y SUS OBLIGACIONES. 

Art. 9.° Habrá un sepulturero nombrado 
por el Ayuntamiento de entre los casados 
u viudos que se mostraren pretendientes, 
quien á su religiosa honradez deberá reunir 
todas aquellas cualidades que garanticen el 
desempeño de las obligaciones que se van á 
expresar; 

1. a Antes de abrir una sepultura pedirá 
al capellán le designe Ja que corresponde en 
turno, según la numeración establecida. 

■¿y Toda sepultura tendrá de profundi- 
dad por lo menos cuatro piés y medio, tres 
de ancho, y seis y medio de largo, sin po- 
derse enterrar en ella mas que un cadáver. 

3. a Al colocar los cadáveres en sepultura 
ó nicho , los tratará con el respeto que cor- 
responde; siendo do su cargo, después de 
colocado el cadáver, si lo fuere en nicho, 
cerrarlo con ladrillo bien cocido y con buena 
mezcla de cal y arena, y lacillo con yeso de 
modo que quede perfectamente liso y unido; 
y si en sepultura, cubrirlo con una capa de 
cal para su mas pronta consunción, y opri- 
mir completamente la tierra hasta igualarla 
con la superficie. Si ios interesados quisie- 
ren colocar aiguna losa sepulcral, inspec- 
cionará si en su lijaeion se observa lo que 
queda prevenido acerca del cerramiento de 
nidios. 

4. a No permitirá á persona alguna hacer 
rayas ni figuras en la pared ó frontis de ios 
nichos, dando cuenta, caso de contravención, 
al Alcalde para la providencia oportuna. 

5. a Cuidará de que en la superficie del 
cementerio no aparezca descubierto hueso 
alguno humano; que las divisiones ó calles 
se conserven aseadas y limpias; y que si se 
colocaren algunos árboles correspondientes 
á la gravedad de tan santo Jugar, ios preser- 
ve, cuide y riegue para su fomento. 

G. a Será de cuenta del sepulturero tener 
corrientes pala, azadón, paleta y llana, de 
que necesariamente ha de usar para el cum- 
plimiento de sus anteriores obligaciones; ha- 
rá también en los nichos v on el cementerio 
aquellos reparos triviales que estén a su al- 
cance, para ios que el Ayuntamiento le pro- 
porcionará los elementos necesarios. 

7. a El sepulturero nunca podrá alterar 
el modo y orden del enterramiento estable- 
cido; estará á las inmediatas órdenes del ca- 
pellán; y si faltare á sus obligaciones, ya en 
la parte religiosa, ya en fa de policía, el ca- 
pellán lo pondrá en conocimiento de las au- 
toridades eclesiásticas en el primer caso, ó 



del Alcalde en- el - segundo, para que le cor* 
rijan, conminen ó separen de su oficio, se* 
gun que su reincidencia lo mereciere. 

8. a Por todos estos trabajos, con inclu- 
sión de ía cal para los objetos referidos , go- 
zará el sepulturero de la asignación de 6 rs. 
diarios, cobrados' mensualmente de los fon- 
dos del cementerio , siendo de la cuenta del 
Ay untamiento el pago de los fondos auxiliares 
que le señale. 

TITULO III. 

DE LOS FONDOS DEL CEMENTERIO. 

Art. 10. Los fondos del cementerio con- 
sistirán: 

1. ° En lo que al Ayuntamiento le sea 
abonado anualmente en el presupuesto para 
este efecto. 

2. ° En las dos terceras partes de los de- 
rechos sepulturales que devenguen los en- 
terramientos, sea en panteones, nichos ,■ se- 
pulturas con lápida ó sin'ella, quedando la 
otra tercera parte de dichos derechos sepul- 
crales en beneficio de las respectivas fá- 
bricas. 

Art. lí. El Ayuntamiento administrará 
dichos fondos como tuviere por conveniente, 
siendo de su cuenta el pago de la gratifica- 
ción del capellán, la del sepulturero y todos 
los gastos de la capilla, hosario v cemen- 
terio. 

Art. 12. Los interesados satisfarán los 
derechps de sepultura á los respectivos pár- 
rocos, ál mismo tiempo que lo hagan de los 
parroquiales, dándoles recibo por separado 
de unos y otros, expresando en el segundo 
■la distribución de ellos conforme á este re- 
glamento. 

Art. 13. Los párrocos entregarán al 
Ayuntamiento mensual mente una relación 
de los finados,, acompañando nota expresiva 
de las cantidades que hubiesen entrado en 
su poder por derechos sepulturales. La cor- 
poración municipal podrá disponer en el mo- 
mento, por-rnedio de libramiento de las dos 
terceras partes de los expresados derechos. 

Art. 14. Para salvar toda equivocación, 
é identificar los derechos sepulturales de 
cualquiera clase devengados mensualmente 
en cada parroquia, el capellán del cemente- 
rio pasará también al Ayuntamiento, á fin de 
mes, otra noticia expresiva de los sepultados 
de cada parroquia, indicando si lo han sido 
en nicho , panteón, eu sepultura común ó 
con lápida¿ con caja» 6 sin ella, 6 por po- 
bres. 

■ i-, . 
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Art, 15. El cementerio será comtra para 
todos, sin mas distinción de sitios que los de 
. sepulturas-, nichos, panteones y hosario. 

Art. 16. Todo nicho ó sepultura suscep- 
tible de un' solo cadáver, no podrá ser ocu*- 
pado por' otro hasta que sean trascurridos 
cinco años completos. 

Art. 17. Para que haya la debida uni- 
formidad, queda á cargo del Ayuntamiento 
la construcción de los nichos,' cuyo importe 
será abonado previamente al mismo Ayunta- 
miento por- los interesados del que haya de 
enterrarse, en la forma que abajo se dirá : 

1. ” Un nicho susceptible de una sola ca- 
ja, cuya ocupación dure cinco años, deven- 
gará ai Ayuntamiento 80 rs. por el importe 

. de la construcción. 

2. ° Un nicho susceptible de una sola ca- 
ja, que quiera perpetuarse en una familia; 
devengará, por derecho de construcción al 
Ayuntamiento, en una sola vez, 120 rs. 

3. ° Un nicho susceptible de cuatro cajas, 
que quiera en igual torma perpetuarse en 
una familia , devengará á favor uei Ayunta- 
miento, por importe de construcción, y de 
una sola vez 400 rs. 

Art. 18. La construcción de un panteón 
de familia se hará á sus expensas; el diseño 
! deberá ser aprobado por el arquitecto dei 
Ayuntamiento, y pagará por una vez 3,000 
reales, y 24 , además, por cada uno que en 
el fuere sepultado. 

La adquisición de un nicho de familia, sus- 
ceptible de cuatro cajas , devengará de una 
vez 800 rs.,y24 por cada uno que en él 
fuere sepultado. 

Si fuere susceptible de una sola caja, la 
adquisición devengará 200 rs. , con mas 24 
por cada cadáver que en él fuere sepultado. 

La familia que obtenga á perpetuidad una 
sepultura en el plano de! cementerio, ten- 
drá obligación de poner la lápida que la cu- 
hra totalmente, y satisfará por Ja adquisición 
80 rs., y 20 mas por cada cadáver que en la 
misma fuere sepultado de cinco en cinco 
anos. 

El enterramiento del cadáver en un nicho, 
devengará 24 rs., y 20 si fuere párvulo que 
no pase de' siete años: 

Él enterramiento en sepullura común, 
siendo de adulto, devengará 20 rs. con caja 
y 12 sin ella; y siendo de párvulo, 16 rs. con 
.caja y 6 sin ella. 

I El hospital seguirá contribuyendo por los 
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q U< ‘ tallecieren en él con la cuota que hasta 
ahora ha pagado por cada uno, que son 2 
reales; pero los que en él muriesen dejando 
algunos bienes, y fuesen enterrados con caja 
ó sin ella , seguirán la suerte de los demás, v 
la. tercera parte de jo devengado pertenecerá 
á la iglesia de su parroquialidad. 

Art. 19. La perpetuidad en las familias 
do un panteón , nicho ó sepultura con lápi- 
da, se concederá por la autoridad eclesiásti- 
ca y civil. 

TITULO V. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art,. 20. Ningún cadáver podrá ser en- 
terrado sin que , con arreglo á las leyes y 
reales disposiciones vigentes , preceda el cer- 
tificado de defunción expedido por el facul- 
tativo , ó el correspondiente mandato ju- 
dicial. 

Art. 21. Tampoco podrá hacerse el en- 
terramiento hasta que hayan pasado , á lo 
menos 36 horas, desde ei fallecimiento en 
los casos ordinarios, y 48 en las muertos re- 
pentinas. 

Art. 22, No se hará por ningún título 
exhumación alguna de cadáver, aunque sea 
para cambiar de localidad dentro del cemen- 
terio, sin que fuere concedida por la autori- 
dad eclesiástica , en conformidad á lo que 
dispone el derecho ; y si esta exhumación 
hubiere de ser para ser trasladado el cadáver 
fuera del cementerio, se observará Jo preve- 
nido en la Real orden circular de 1 9 de mar- 
zo de 1848. 

Art. 23. No se lijara ninguna inscrip- 
ción en panteón, nicho ó lápida, sin que fue- 
re visada previamente por la autoridad ecle- 
siástica, Ja cual examinará si las que se ha- 
llan lijadas hasta el presente necesitan ó no 
alguna rnodilicacion. 

Art, 24. La llave del cementerio estará 
en poder del capellán, quien Ja entregará 
por el dia al sepulturero. 

Art. 25. Cuando hubiere de hacerse al- 
gún reparo en el cementerio, ya sea ordina- 
rio, ya extraordinario, el capeílan dará aviso 
ai señor Alcalde constitucional , para que, 
como presidente del Ayuntamiento que ad- 
ministra los fondos del cementerio, dé parte 
á quien tuviere por conveniente para que lo 
efectúe; y lo misino hará el capellán cuando 
se concluya la cal y demás materiales nece- 
sarios. 

Art. 26. Se entenderá pobre de solem- 
nidad, para no devengar derechos scpultu- 
rales, el que fuere honrado por la parroquia 

con funerales de pobre ; el que habiendo sido 
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muerto á mano airada fuere mandado sepu(. 

lar de oficio ; y el mendigo transeúnte que 

falleciese en esta ciudad. — Madrid 9 de no- 
viembre de 1849. — Aprobado por S, M. — . 
San Luis. 

— V. Derechos parroquiales : Funera- 
les: Sepulturas. 

II. 


Construcción de panteones. 

En la Real cédula de 3 de enero de 
1854, dictando reglas para la demarca- 
ción v arreglo de parroquias, se encar- 
gaba entre otras cosas á los MM. RR. Ar- 
zobispos, RR. Obispos y vicarios capi- 
tulares Sede vacante de las iglesias de 
España que refrenaran el abuso «que es- 
pecialmente en la córte y grandes pobla- 
ciones, se va introduciendo en los ce- 
menterios, por imitar costumbres no 
muy laudables ni conformes con lacreen- 
cía y culto católico, en las costosas 
sepulturas y sus adornos, y otras pro- 
fanas demostraciones del lujo de las fa- 
milias, mas bien que del sincero dolor 
por sus difuntos y deseo del eterno des- 
canso de su? almas.» 

Fundándose en este encargo el re- 
verendo Obispo de Santander, pidió al 
Gobierno que prohibiese la construc- 
ción de panteones particulares en los 
cementerios. El Sr. Ministro de la Go- 
bernación pasó el asunto á informe del 
Consejo de Estado, y evacuado por las 
Secciones de Gracia y Justicia y Gober- 
nación del mismo Consejo, se remitió 
el expediente como de su competencia 
al Ministerio de Gracia y Justicia, por el 
cual fue resuelto de conformidad con el 
referido informe que dice así: 

«CONSEJO DE ESTADO. — Secciones de 
Gobernación y Fomento, y Estado y Gra- 
cia y Justicia. — Exento. Sr.: En cumpli- 
miento de Ja R. O, de 11 de noviembre últi- 
mo, estas Secciones lian examinado la comu- 
nicación del R. Obispo de Santander, relativa 
á la erección de panteones particulares enlos 
cementerios, remitida a este Ministerio del 
digno cargo de V. E., de Real orden comu- 
nicada por el de Gracia y Justicia. 

Resulta, que el diocesano de Santander, 
fundándose en la base 11 de la Real instruc- 
ción de 3 de enero de 1854, que se le dirigió 
para llevar á electo el arreglo parroquial pre- 
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venido por el art. 31 del último Concordato, 
solicita se prohíba la construcción de pan- 
teones particulares en los cementerios, per- 
mitiéndolo únicamente cuando se trate de 
bienhechores de la Iglesia ó del pueblo. Esta 
es en resumen la solicitud de] Obispo. Las 
Secciones, en su vista, convienen con el re- 
verendo prelado en que, á veces, la erec- 
ción de mausoleos solo tiene por objeto hacer 
ostentación de las riquezas y satisfacer la va- 
nidad, tan impropia de aquellos logares, en 
los que debe reinar la modestia y humilde 
igualdad de nuestra sacrosanta religión; pero 
tampoco pueden desconocer que en otros 
casos no se construyen por orgullo y pompa, 
sino por rendir un merecido tributo á las 
virtudes, á los servicios ó al talento del di- 
funto, 6 para tributar un recuerdo á la me- 
moria del padre, del hijo ó de la esposa que- 
ridos. En estos casos, la Administración no 
puede impedirlo, ni seria conveniente que 
tal hiciese; y como hay grave dificultad en 
apreciar la causa ó motivo por que se levan- 
ta el mausoleo, por eso á juicio de las Sec- 
ciones no debe estimarse la pretensión de 
que se trata. 

Es verdad que la base \ 1 de la menciona- 
da Real instrucción recomienda á ¡os Obispos 
que en sus respectivas diócesis desarniguen 
la costumbre que en algunas poblaciones se 
va introduciendo de construir esta clase de 
monumentos; pero en sentir de las Seccio- 
nes, aquella base no es una prescripción 
absoluta; es tan solo un consejo para que por 
medio de la persuasión y haciendo uso de los 
medios mas bien morales que coercitivos que 
el clero tiene á su alcance en la predicación, 
en las pláticas doctrinales, en las amonesta- 
ciones familiares, y hasta con el ejemplo, en- 
camine los espíritus del pueblo cristiano á 
que prescinda, en las construcciones fune- 
rarias, de las pompas y ostentación de la va- 
nidad mundana, que por otra parte no pue- 
den nunca reglarse de una manera tan de- 
terminada que permitan fijar norma y apre- 
ciación anticipada; razón , sin duda, por la 
que la Real instrucción citada no consignó 
la prohibición en una forma general y abso- 
luta, limitándose por el contrario á una re- 
comendación mas de prudencia que de pre- 
cepto. Además, no pueden impedirse estas 
construcciones, porque siendo un acto de in- 
terés privado, el Gobierno debe dejar á los 
particulares en libertad completa, sin que 
por esto se entienda que abdica la justa y ne- 
cesaria intervención que le corresponde para 
prohibir que destinen sus capitales á objetos 
contrarios á las leyes ó prohibidos por estas, 
io cual se remedia en cuanto á las construc- 
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ciones de mausoleos, obligando á los intere- 
sados á que los planos del decorado de las 
obras se sometan á la aprobación de la auto- 
ridad eclesiástica respectiva, que seguramen- 
te no permitirá en ellos adornos contrarios á 
las creencias y al culto católico, ni prohibirá 
que en estas obras se inviertan las cantida- 
des que los particulares juzguen necesarias. 
Mejor seria que las sumas destinadas á este 
fin se empleasen en objetos piadosos, tales 
j como donativos al culto, sufragios etc., que 
: es lo que pretende o] Obispo; pero esto ne- 
! cesnriamente tiene que dejarse al prudente 
arbitrio de los particulares, y por lo mismo 
| el Gobierno se halla imposibilitado para or- 
denarlo, y caso de hacerlo, sus disposiciones 
producirían resultados contrarios á los que 
desea el prelado de Santander, omitiendo las 
Secciones su demostración , harto manifiesta 
para que sea menester someterla á la ilus- 
trada con sideración de V. E. 

Así opinan las Secciones en cuanto á la 
prohibición referida; pero no concluirán sin 
hacer presente á Y. E. que, á su juicio, la 
resolución del asunto no compete al Ministe- 
rio de la Gobernación, y por lo tanto pudie- 
ra devolverse el oficio deí Obispo al Ministe- 
rio de Gracia y Justicia , acompañando copia 
de este informe, si mereciese Ja aprobación 
de S. M., para que en su vista se determine 
por dicho Ministerio lo que crea convenien- 
te.— V. E. sin embargo propondrá á S. M. lo 
que como siempre estime mas acertado. — 
Dios guarde á Y. E. mudios años. — Madrid 
3 de. febrero de 1859.» 

Tal fue el dictamen del Consejo de 
Estado , con el que se conformó S. M. 
como aparece por la R. O, de E2 de 
abril de 1839 , que se comunicó por ei 
Ministerio de Gracia y Justicia al déla 
Gobernación, y después por este en 3 
de mayo á los señores Gobernadores de 
las provincias. Hé aquí la Real orden: 

«En vista del expediente instruido en este 
Ministerio, con motivo de una comunicación 
elevada por el R. Obispo de Santander, rela- 
tiva á la erección de panteones particulares 
en ios cementerios, S. M. la Reina (Q. D. G.) 
ha tenido á bien resolver, de conformidad 
con la consulta de las Secciones de Gracia y 
Justicia v Gobernación del Consejo de Esta- 
do que fué remitida por el Ministerio del 
digno cargo de Y. E. á este de Gracia y Jus- 
ticia con lecha 4 de marzo último. — De Real 
orden, etc.» (1 ). 

(4) Ni esta Real Orden ni la consulta del 
Consejo de Estado se hallan en la Colección 
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III. 

Sepultura eclesiástica. 

Consulta del Consejo de Fstado oon lo que procede 
en caso de denegación. 

La privación de la sepultura eclesiás- 
tica es una pena gravísima que solo 
debe imponerse por motivos muy. califi- 
cados y en juicio contradictorio,. No 
pueden imponerla por sí los párrocos; 
no pueden imponerla tampoco gubermi' 
tivamente tos diocesanos ; y aun alguna 
vez cuando se impone en forma , suele 
todavía sobresalir un exceso de celo 
poco conveniente para los intereses de 
la misma Iglesia. Los Gobernadores, y 
los Alcal des sus delegados, cuando ocur- 
ren casos de tal naturaleza tienen debe- 
res que cumplir; y no siendo posible 
enumerarlos, para salvar las dificultades 
que en cada caso especial se ofrezcan, 
nada mas prudente que consultar los 
antecedentes oficiales sobre casos análo- 
gos y la jurisprudencia que respectiva- 
mente se haya ido estableciendo con sus 
resoluciones. Por eso nosotros, aunque 
no hemos hallado en la Gaceta oficial , 
ni en la Colección legislativa, la impor- 
tante consulta del Consejo de Estado 


que ponemos a continuación, creemos 
hacer un servicio incluyéndola en esta 
compilación , según se ha publicado ofi- 
cialmente en un Boletín de provincia 
por el Gobernador civil de la misma , á 
quien se comunicó por R 0. de 6 de 
octubre de 1859. 

La doctrina que contiene es de suma 
importancia, y los señores Gobernado- 
res y los Alcaldes podrán apelar á ella 
mas de una vez con provecho, para sal- 
var las dificultades que les ocurran. Hé 
aquí, pues, este importante documento: 

«Remitido á informe de las Secciones re- 
unidas de Gobernación. Fomento. Estado y 
Gracia y Justicia del Consejo de Estado, el 
expediente instruido á consecuencia de ha- 
berse negado en el Concejo de Cangas de 
Onís la sepultura eclesiástica al cadáver de 
Bárbara Alvarez, con fecha 15 de julio últi- 

legislativa, ni tampoco en la Gaceta: pero fué 
inserta en algún Boletín de provincia, y nos- 
otros la tomamos del de Pontevedra, nume- 
ro 65 de i.° de junio de 1859. 
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mo, lo han evacuado en los términos si- 

^«Excmo. Sr.: Cumpliendo estas Secciones 
con lo que se las previene en Real órden fe- 
chada en 26 de marzo último, relativa á la 
comunicación de) Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia, en la cual manifiesta el R. Obispo de 
Oviedo las causas de no haberse darlo se- 
pultura eclesiástica, en Cangas de Onís á 
Bárbara Alvarez, á fin de que este Consejo 
informe en Secciones de Gracia y Justicia y 
Gobernación, lo que se le ofrezca y parezca 
acerca de la medida general que pudiera 
adoptarse para dar interinamente sepultura 
á los cadáveres que las autoridades eclesiás- 
ticas sometan á entredicho. 

Dos son las cuestiones que aparecen en 
esta Real disposición , una de derecho canó- 
nico y de disciplina general dé la Iglesia, y 
otra de policía sanitaria y de higiene pública. 

Si no se hubiera remitido á ambas Seccio- 
nes la comunicación original del prelado, 
parece que no estaban llamadas á emitir su 
parecer sino sobre una simple cuestión de 
policía sanitaria; mas teniendo presente aque- 
lla circunstancia y la gravedad del hecho, 
que adquiere un carácter mas determinado 
por haber aprobado el R. Obispo la conducta 
del ecónomo, procederán aquellas por lo tan- 
to á su mas detenido exámen. En la comu- 
nicación adjunta dice el R. Obispo al Minis- 
tro de Gracia, y Justicia, que precisado á 
informar en virtud de Real orden sobre el 
hecho denunciado por la prensa periódica, 
ocurrido en la parroquia de Marnia , próxima 
á Cangas de Onís, en la que se hallaba depo- 
sitado hacia doscientas ocho horas el cadá- 
ver de una mujer , por haberse negado el 
párroco á darle sepultura, y do atreverse 
tampoco á hacerlo el Alcalde , por mas que 
en unión del médico y cirujano dispuso se le 
condujera á la Iglesia. Asegura el prelado ser 
cierto el hecho en la parte relativa á haberse 
negado el cura ecónomo de Santa Eulalia de 
Mamia en el concejo de Cangas de Onís á dar 
sepultura eclesiástica al cadáver de Doña 
Bárbara Alvarez que falleció sin recibir los 
Sacramentos y que el ecónomo obró por no 
haber la difunta , á pesar de sus repetidas 
exhortaciones, cumplido con ei precepto de 
la confesión y comunión pascual en muchos 
años que la desgraciada pasó entregada al vi- 
cio de la embriaguez , lo que la produjo la 
muerte. 

El ecónomo dió cuenta del hecho y de su 
conducta al prelado, y este remitió al arci- 
preste del partido, comisión para que reci- 
. bie.ra una información testifical sobre los he- 
I chos manifestados por el ecónomo. 
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En ella se justificaron y tuvo el sentimien- 
to, dice, de aprobar la conducta del ecóno- 
mo, declarando que al dicho cadáver no podía 
darse sepultura eclesiástica, y mandando que 
se pasará oficio al Gobernador de la provin- 
cia, á fin dé que- se sirviera dictar las órdenes 
oportunas para que se le enterrase en un lu- 
gar decente sin pompa ni ceremonia ecle- 
siástica de ninguna clase. Que de la provi- 
dencia gubernativa que dictó no se alzaron 
de ella por la vía, contenciosa los herederos 
de la difunta que se creyesen lastimados por 
aquella, dictada en una información sumaria. 

Hasta aquí los hechos; mas ahora las Sec- 
ciones, reconociendo como reconocen, que 
son aquellos del dominio-exclusivo de la po- 
testad eclesiástica, examinarán, sin embargo, 
la doctrina proclamada en los Concilios y sos- 
tenida por los tratadistas, relativa á la priva- 
ción de sepultura eclesiástica, no al entredi- 
cho, en cuyo caso no nos hallamos actualmen- 
te, sin embargo de calificarse así, pues sabi- 
do es que el entredicho es la prohibición de 
participar de ciertos actos del culto, conser- 
vando no obstante la unión con la comuni- 
dad: pena eclesiástica de la que se abusó en 
la edad media y á la que se sujetó á pueblos 
enteros y aun á reinos. 

La privación de sepultura eclesiástica es 
una pena muy grave que solo puede impo- 
nerse por los prelados eclesiásticos. Estos 
nunca pueden proceder gubernativamente 
cuando se trate de imponer las penas que 
privan para siempre de los derechos de la 
sociedad cristiana. 

La privación de sepultura como segrega- 
ción de la comunión y grey cristiana, corres- 
ponde á la pena de escomunion menor, y no 
puede, por lo tanto imponerse sino por el pre- 
lado bajo las prescripciones señaladas por las 
decretales. Así, núes, el prelado debe ser el 
único juez que imponga esta pena, no gu- 
bernativa sino canónicamente; y no debe de- 
jarse su aplicación á los párrocos ecónomos, 
pues según los cánones y Concilio de Trcní.o, 
los párrocos tío tienen mas atribuciones qne 
las de administrar los Sacramentos, la de 
instruir á sus feligreses en la ley divina y la 
de vigilar el cumplimiento de los deberes de 
todos los acólitos y servidores de la Iglesia. 

Algunas sinodales determinan que los pár- 
rocos procedan con suma prudencia y gran 
discreción á aplicarla preventivamente, dan- 
do cuenta á su prelado para que este, previo 
examen , la fulmine en la forma legal y ca- 
nónica; mas ^corresponde esta atribución á 
las que les señala el Concilio de Trento? ¿No 
es de temer como ha acontecido en este caso, 
el uso poco prudente y discreto de tan grave 
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censura aplicada por un cura ecónomo, cla- 
se en lo general no muy ilustrada? El San- 
to Concilio de Trento teniendo presente esto 
mismo en Ja sesión 23, canon I, 2, 3, 4, 5, 
6, 7 y 8 señaló las causas fi jas y determinadas 
para imponerse la pena de excomunión, y 
todas las que especificó son relativas á los que 
niegan abiertamente la creencia del dogma y 
á la potestad de la consagración , confesión y 
predicación. La razón que tuvo para ello fué 
el abuso que en épocas dadas se hizo por al- 
gunos prelados poco discretos, de las censu- 
ras mayores de la Iglesia. 

Como el espíritu" verdadero de esta es la 
amorosa caridad y la inagotable piedad, los 
padres del Concilio estatuyeron que fuera 
preciso para imponer dichas censuras la re- 
belión abierta contra la doctrina dogmática 
de la Iglesia, el hecho de reprobarla, escar- 
necerla y despreciarla públicamente. 

Es cierto que los cánones del Concilio La- 
teranense 4.° prescribieron la exclusión del 
lugar sagrado, motivada en la impenitencia 
á la hora de la muerte , ó bien en la falta de 
cumplimiento de los mandamientos de la 
Iglesia; mas por ser demasiado lato este prin- 
cipio y mas lata aun su aplicación, los padres 
del Concilio de Trento lo reformaron, y de- 
clararon tan sábia doctrina, que es conforme 
cr n el espíritu de mansedumbre y de divina 
caridad de Evangelio. 

La comunión cristiana parece, pues, que 
no debe rechazar de su seno sino al hereje, 
al reprobo, al que se pone voluntaria y pre- 
meditadamente fuera de su grey. 

¿Hállase en este caso la desdichada mujer 
que ha dado lugar por su fallecimiento y pro- 
hibición de sepultura cristiana á tan deplo- 
rable acontecimiento? 

Las Secciones creen que no, y lo propio 
acontece al referirlo prelado, pues en su co- 
municación atribuye al vicio de la embria- 
guez. la única causa de no frecuentar los sa- 
cramentos, y en cuyo deplorable estado fué 
sorprendida por la muerte. ¿Pudo, pues, te- 
ner ánimo libre y determinado para no ad- 
mitirlos, para rechazarlos, pora ponerse vo- 
luntariamente fuera de la comunidad cristia- 
na? ¿La indolencia ó tibieza religiosa, la em- 
briaguez de los sentidos, son causas de ex- 
comunión? 

También reconoce el R. Obispo que tan 
grave pena fué impuesta gubernativamente, 
en vista de una sumaria información, no te- 
niendo quizás presente lo que prescriben las 
decretales y el art. ÍL° de la Constitución de 
la Monarquía, que declara que ningún espa- 
ñol puede ser procesado ni sentenciado sino 
por tribunal competente, * en la forma que 
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prescriban las leves. Mas á las Secciones no 
las incumbe por ahora sino reseñar el hecho 
y Ja doctrina , á fin de que por el Ministerio 
de Gracia y Justicia se dicten las disposicio- 
nes que crea mas conformes con el espíritu 
del Evangelio y el de] siglo en que vivimos 
y que se hacen cada día mas necesarias. Es- 
to mismo se expuso en la consulta elevada 
al Ministerio de Gracia y Justicia por el Con- 
sejo Real en 2 de setiembre de 1851, con 
motivo de un hecho análogo á este, ocurrido 
en la diócesis de Jaca, en la que se significó 
lo siguiente: 

ff El Consejo al mismo tiempo, deseando 
prevenir todos los casos y teniendo presente 
que podrían sobrevenir circunstancias gra- 
ves, en las cuales pudiera verse la autoridad 
eclesiástica precisada a hacer uso de la fa- 
cultad concedida por los cánones en toda su 
plenitud, y con la mira de evitar con Hielos 
desagradables y contrarios al espíritu de ar- 
monía que debe reinar entre las autoridades 
de las dos potestades civil y eclesiástica, así 
como también todo daño en la salubridad pú- 
blica, que pudiera ser comprometida por 
cualquier tardanza en la inhumación, fácil 
por otra parte de prevenir en cualquier ca- 
so, lia creído que debe proponer á V. E. so 
comunique orden á los Gobernadores de 
las provincias para que procuren por todos 
los medios que les sugiera su celo, no se 
niegue la sepultura en los cementerios 
por leves causas , evitando los conflictos 
con la autoridad eclesiástica en cuanto sea 
posible; pero que si los medios de concilia- 
ción no fuesen bastantes y un párroco ne- 
gase la sepultura eclesiástica á un cadáver, 
se hayan de dirigir los interesados al prelado 
de la diócesis, á fin de que instruyendo el 
oportuno expediente tome la resolución que 
estime justa: que entre tanto se proceda en 
el término acostumbrado á dar sepultura al 
cadáver en un lugar que reúna las condicio- 
nes apetecibles al efecto, sin perjuicio de 
que si instruido el expediente mencionarlo 
recayese sentencia favorable , se proceda á 
la exhumación y traslación á sagrado con 
las precauciones que marcan las disposicio- 
nes vigentes, dejando en estos casos libre y 
expedita la acción de Ja autoridad eclesiás- 
tica, sin perjuicio de que eleven sus quejas v 
reclamaciones al Gobierno de S. M. cuando 
creyesen que aquellas se hubiesen excedido 
del límite de sus atribuciones. Asimismo cree 
el Consejo que, atendida la frecuencia con 
que ocurren casos de esta naturaleza, con- 
vendría que se circulase por la vía reservada 
esta medida como regla general y con inser- 
ción del presente dictamen. Por lo tanto, si 


este parecer fue adoptado por S. M. y circu- 
lado por la vía reservada, queda señalado 
como medida ó regla general para evitar 6 
aminorar en lo posible casos que la Sección 
se lisonjea en reconocer que no serán fre- 
cuentes en una nación esencialmente cris- 
tiana como la nuestra. a 

Sin embargo, el Consejo Real volvió á 
ocuparse en virtud de R. O., fecha 4 de ma- 
j yo de 1858, comunicada á la Sección de 
Gracia y Justicia por el Ministerio de aquel 
ramo, de otro acontecimiento de la misma 
naturaleza, ocurrido en el pueblo de Torija, 
diócesis de Toledo, y propuso al Ministerio 
de Gracia y Justicia que teniendo presentes 
los antecedentes relativos á aquel suceso 
elevase su parecer con copia literal de la 
consulta de 2 de setiembre de 1851. 

Así, pues, las Secciones creen que res- 
pecto al punto canónico, debe reproducir 
cuanto se expuso en 2 de setiembre de 1851, 
y lo que se manifiesta al presente, á fin de 
evitar que los prelados por causas leves y no 
prescritas en el Santo Concilio de Trento, 
fulminen las censuras de la Iglesia por un 
exceso de celo poco prudente y discreto que 
puede ocasionar males muy graves á la 
misma. 

Mas la R. O. de 26 de marzo de 1858 pre- 
viene además que las Secciones informen lo 
que se las ofrezca y parezca acerca de la 
medida general que pudiera adoptarse para 
dar interinamente sepultura á ¡os cadáveres 
á que la autoridad eclesiástica niegue la se- 
pultura cristiana. 

Como cuestión de policía sanitaria, higie- 
ne y salubridad pública, es como juzgan de- 
ber igualmente tratarse; así se acordó que 
convenía previamente tenerse presente el 
parecer del Consejo de Sanidad tan compe- 
tente en esta materia. 

Este con lecha 1!) de octubre de 1858, 
dice: «Hecha cargo del asunto la sección 1. a 
no puede menos de reconocer, como advir- 
tió sin duda la mencionada Sección del Con- 
: sejo de Estado, que una vez inhumado un 
cadáver y después que lia trascurrido tiem- 
po suficiente para que entre en putrefacción, 
ofrece su exhumación formales peligros para 
la salud pública, sobre todo cuando ese ca- 
dáver putrefacto ha de conducirse á un 
campo santo para inhumarse de nuevo. 

Hállase tan bien comprobada y tan gene- 
ralmente reconocida la calidad deletérea de 
las emanaciones cadavéricas; son tantos los 
hechos de enfermedades graves y hasta de 
epidémicas que han tenido por origen las 
exhumaciones de los restos cadavéricos, que 
considera ocioso emitir aquí doctrinas ni 


CEMENTERIOS. 121 


ejemplos para probarlo una vez mas, sobre 
todo cuando el convencimiento es tan gene- 
ral que se extiende hasta el vulgo. 

Fuera, pues, una disposición claramente 
contraria á las mejor sentadas reglas higié- 
nicas, la de exhumar un cadáver, provisio- 
nalmente sepultado, para trasladarle al lu- 
gar sagrado y hacer una nueva inhumación. 

Por lo tanto, supuesta kPnecesidad indis- 
pensable de sepultar luego que pasan veinti- 
cuatro horas desde que ocurrió el falleci- 
miento, los cadáveres de aquellas personas 
que las autoridades eclesiásticas sometan á 
entredicho, es la Sección de dictamen que 
aun cuando este se levante por el prelado 
correspondiente, no se haga la exhumación 
hasta que se cumpla el tiempo y se llenen 
las condiciones que determina la R. O. de 
Í9 de marzo de 1858. 

Las Secciones no pueden menos de reco- 
nocer los sanos principios que aconseja la 
ciencia y que el Consejo de Sanidad expone 
en su razonado informe; así, pues, tomando 
en consideración tan útil como provechosa 
doctrina, nada les queda que añadir sino la 
necesidad, la conveniencia y la obligación 
en que se halla la gobernación del Estado de 
mirar y procurar ante todo por la conserva- 
ción de la salud pública. 

Teniendo presentes tan sólidos principios, 
no puede tomarse en cuenta lo que propone 
el R. Obispo de Oviedo, relativo á exhumar 
el cadáver luego que pronuncie el fallo favo- 
rable y á darle sepultura cristiana en el ce- 
menterio , lo que podría producir los males 
que se indican, y que es forzoso evitar por 
medio de la saludable medida que prescribe 
la ley y á cuyo extricto cumplimiento deberá 
estarse. 

Escogitaráse, sin embargo, un medio que 
conciiie en lo posible el respeto que merece 
la honra cristiana de un finado con el que se 
debe á la ley de exhumación de cadáveres. 

Las Secciones son por lo tanto de parecer 
que se prevenga á los Gobernadores de las 
provincias que en casos análogos á este, los 
Alcaldes dispongan el entierro preventiva- 
mente, en lugar decente contiguo al cemen- 
terio y cercado aunque no sagrado, cuando 
sin riesgo de la salud pública no pueda es- 
perarse la resolución definitiva del prelado; 
mas llevada ya á cabo la inhumación , si el 
diocesano declara el derecho de sepultura 
cristiana en favor del fallecido , deberá sin 
embargo estarse á lo prescrito para la ex- 
humación en R. O. de 27 de marzo de 1845, 
a fin de evitar los males que pudieran sobre- 
venir a la salud é higiene pública. 

Pero Como la censura impuesta es ana 


nena eclesiástica, sumamente grave eme afec- 
ta la honra cristiana del fallecido y su familia, 
y le priva á aquel del beneficio de las preces 
de la Iglesia , seria justo y conveniente que 
se publicara en la parroquia el nrimer día fes- 
tivo la absolución del prelado , y este man- 
dara oue en ella se hiciese inmediatamente 
el funeral, mucho mas si fuera pobre el fa- 
llecido, y que se recitarán las preces y res- 
ponsos y se aplicaran por su eterno descanso 
según el ritual. Así se conciliaria el respeto 
que merece la honra de los finados y la obli- 
gación de conservar la salud pública á que 
está atenida la Gobernación del Estado. 

En esta forma se podría contestar al Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia si Y. E. lo juzga 
oportuno, á fin de que resolviera sobre este 
particular lo que. crea mas conveniente y en 
respuesta á su comunicación de 19 de marzo 
de 1858.» 

Y habiéndose dignado acordar S. M. de 
conformidad con el preinserto dictamen con- 
sultado de su Real órden lo traslado á V. S. co- 
mo regla general para la resolución de casos 
análogos.» 

(Se comunicó al Sr. Gobernador de la Co- 
ruña por R. O. de 6 de octubre de 1859.) 
(Rol. of. de 16 de noviembre , núm, 271.) 

rv. 

Otro dictámen emitido par elfiscal de la Cá- 
mara de! Real patronato sobre caso de de- 
negación de sepultura eclesiástica. 

También este documento es notable ó 
importantísimo a! objeto de ilustrar el 
asunto sobre que versa, siendo grande 
la autoridad de,l jurisconsulto que la 
suscribe y la que tiene por ser la opi- 
nión del ministro fiscal do un alto cuer- 
po de la Gobernación del Estado. Dice así: 

«El ministro fiscal dice: Que por el Mi- 
nisterio de Gracia y Justicia se pide con ur- 
gencia informe á la Cámara con motivo de 
una comunicación del Ministerio de la Go- 
bernación del Reino, remitiendo un expe- 
diente en que aparece el párroco de dió- 
cesis de se negó á dar sepultura eclesiás- 

tica al cadáver de D. B. L. C. 

Ante todas cosas, conviene fijar con clari- 
dad y precisión los hechos tales como cons- 
tan en el expediente. D, B. L. C. falleció el 
día 23 del último febrero, según dice el Al- 
calde. de e.n comunicación que en el mis- 

mo dia dirigió al Gobernador de la provin- 
cia. En ella dice, que cuando se participó 
al párroco el fallecimiento, contestó que no 
pedia dar sepultura eclesiástica al finado sin 
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permiso del ilinresnno, y que igual contesta- 
ción dió de palabra al que le entregó un ofi- 
cio que el mismo Alcalde le dirigió acerca 
del particular. Anadia que las razones en 
que podría ¡'lindarse el párroco eran que ha- 
cia añusque I». R. i.. no cumplía con los 
nn ecpli-'S de in Iglesia, y oue como podia su- 
cede!’ que el prelado confirmase la denega- 
ción de sepultura, consultaba al (Sobornador, 
esperando su resolución que seria muy con- 
ducente, para evitar que los numerosos pa- 
rientes del difunto . que son ios principales 
de, la villa, se concitaran confín el cura pro- 
duciendo funestos resultados. El t'.ohernador 
con lecha del '25 conlesló al Alcalde que si al 
recibo de la orden no hubiese tenido lugar 
el eulorramienfo , invilará al párroco en 
nombre de su superior autoridad á que lo 
¡lici'U’a; pero en el caso poro probable de 
persistir en la negativa , dispusiera que sin 
demora se verificara el enterramiento en til 
sitio en que lo reciban los demás Heles, y 
que si por un lamentable incidente lo hubie- 
ra sido en otro lugar, se exhumara el cadá- 
ver con las formalidades necesarias y se tras- 
ladará al cementerio común. Ordenaba al 
propio tiempo el Gobernador ;.i¡ Alcalde que 
en el caso de insistir el párroco en su nega- 
í i \ a, instruyera y remitiera el oportuno ex- 
pediente gubernativo en que se consignaran 
y justificaran los hechos. 

Con la misma lecha se dirigió el Goberna- 
dor al R, Obispo de trasladándolo ol 

oficio del Alcalde y la contestación que le 
daba, añadiendo que conliaba en su ilustra- 
ción y sentimientos religiosos que diera ai 
i insólito proceder del párroco de la apre- 

ciación que merecía, no solo en si misma, 
sino por la deplorable trascendencia que po- 
dían tener hechos de esta naturaleza; en 
concepto, de que si bien prevenía la forma- 
ción de un expediente gubernativo para el 
exclareciiniento de los hechos , no por esla 
circunstancia excluía la reparación pastoral 
qin' compelía al prelado v que siendo satis— 
faekiria miraría como el único remedio. 

Ll prelado el din 26 contestó á la eomutii- 
cacion de que acalla de hacerse referencia, 
remitiendo copias de la comunicación que 

bebía recibido con techa 26 del cura de 

Y hi contestación que en el dia siguiente 2 i 
le, habió dado. La comunicación del párroco 
decía que se había puesto en su noticia por 
H Alcalde el fallecimiento de. 1). R. I,. C,, sin 
dee¡r cuándo ni de qué manera, pues nadie 
entraba en su casa; que en los 22 años que 
residió él en la villa no halda el tinado dado 
muestras ningunas de cristiano, porque ni 
había asistido á la iglesia, rti había cumplido 


con el precepto pascual , y que era público 
que estaba siempre vertiendo doctrinas im- 
píos e irreligiosas, según todo el pueblo de- 
ponía unánimemente, t 'onc!uin diciendo que 
por lo manifestado y muellísimo mas que 
pudiera añadir, nada podia resolver en cuan- 
to á entierro y sepultura eclesiástica hasta 
que el prelado decidiera sobre el particular. 
La con test ación que dió el diocesano á esta 
comunicación fué que siempre que el cura 
le Ir ¡bese amonestado alguna vez á cumplir 
con los deberes de cristiano, y por otra par- 
le no le constara que antes de morir hubiese 
dado señales de arrepentimiento y manifes- 
tado deseos de recibir los Santos Sacramen- 
tos ivmo cristiano, se estaba en el caso de 
negarle la sepultura eclesiástica, pues la 
I (/l asía solo concede este derecho á los que 
mueran como hijos suyos. En la citada co- 
municación de 26 de febrero concluía el 
prelado diciendo al Gobernador, que el pár- 
roco de no podia obrar de otra manera, 

v que el tomaba sobre sí la responsabilidad 
como de cualquier otro incidente de la mis- 
ma naturaleza que pudiera ocurrir, como 
ocurrirán con mayor frecuencia si e! minis- 
terio pastoral fuera contrariado en vez de 
ser protegido ñor las autoridades públicas. 

Gnn fecha del 25 ol Alcalde de ofició 

de nuevo al Gobernador de la provincia, di- 
ciendo que extrajuilicialmeote sabia la ne- 
gativa del diocesano, y que por esta causa ó 
por otra los parientes del difunto le reclama- 
ban el cadáver para sepultarlo en una finca 
de los mismos y erigir en ella nn monumen- 
to que sirviera de sepulcro á Ja parentela 
que le costeaba, con un .epitafio alusivo por 
ahora á ¡as reconocidas virtudes del prime- 
ro que lo iba á ocupar. Añadía el Alcalde 
que como medida sanitaria se había trasla- 
dado el cadáver anua casa de campo á corta 
distancia del pueblo, y pedia instrucciones 
por ser este un caso enteramente nuevo. 

El Gobernador de la provincia en una lu- 
minosa comunicación fechada en -28 de fe- 
brero contesta á la que el diocesano le diri- 
gió en el dia 26; en ella defendía y sostenía 
sus providencias con copia de razones, y .so 
reservaba poner en conocimiento del Gobier- 
no este negocio si el Obispo insistía en su 
negativa. 

En el mismo día 28 ordenó el Gobernador 
al Alcalde que si no había llevado á efecto 
!o qne le habia provenido en Ja comunica- 
ción primera que le dirigió en el 25, lo ve- 
rificase desde luego. 

L# conducta del Gobernador está aproba- 
da por Real órden de ayer. 

Estos son los antecedentes extractados 
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cod fidelidad en la parte que es interesante 
para la fijación exacta de los hechos. 

El fiscal, antes de emitir su dictamen acer- 
ca de la conducta observada respectivamen- 
te por el R. Obispo de por el Gober- 
nador de la provincia de y por el Al- 
calde y párroco de cree que debe fijar 

los principios que han de servir de regla 
parala resolución. Y siente mucho tener que 
despachar este negocio con la urgencia que 
reclama el Gobierno de S. M., porque así no 
podrá dar al dictámen la extensión que de- 
seara, y que seria conveniente en punto do 
tanta gravedad. 

El Gobernador de en su comunicación 

dirigida al diocesano de en el di a 28 de 

febrero, comunicación que bien merece ser 
leida, porque trata con tino las cuestiones á 
que da 'lugar este desgraciadísimo expedien- 
te, reconoce de buen grado que corresponde 
á la autoridad eclesiástica , decidir si nn ca- 
dáver debe ó no recibir sepultura en lugar 
sagrado. Esto en el terreno del derecho 
constituido no puede ponerse en duda, y 
solo en el terreno del derecho constituido, 
es como el fiscal considerará la cuestión, 
porque no es llamado á dar su dictámen bajo 
un aspecto diferente. Ni la aprobación de la 
base eclesiástica para la futura Constitución 
puede ser obstáculo á considerar la cuestión 
de esta manera, porque sin entrar por ahora 
en semejante examen , basta decir que los 
hechos de que se trata tuvieron lugar antes 
de aprobarse la base, para que se convenga 
en que ninguna influencia debe tener en la 
resolución el expediente. 

Pero en el supuesto de ser la concesión ó 
negación de sepultura eclesiástica un dere- 
cho propio de ja Iglesia , ¿debe permanecer 
la potestad temporal desarmada y obligada á 
presenciar impasiblemente los abusos que las 
autoridades eclesiásticas pueden cometer? 
No cree el fiscal que haya un solo hombre de 
buena fé que se atreva á contestar afirmati- 
vamente á semejante pregunta. 

No es un derecho, es un deber de la potes- 
tad temporal defender y proteger á los ciu- 
dadanos de los abusos cometidos por las au- 
toridades eclesiásticas. Así dicen los escrito- 
res regnícolas mas piadosos y autorizados, 
que no puede desprenderse eí Gobierno de 
esta regalía sin renunciar á una parte de su 
independencia, sin dividir el imperio, y sin 
faltar á su obligación mas esencial, t.os re- 
cursos de fuerza, los recursos de protección 
no tienen otro fundamento. Y no hay acto 
abusivo de un eclesiástico de que no pueda 
libertarse el perjudicado : por el recurso de 
tuerza si se trata de providencias dimanadas 
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de la jurisdicción contenciosa; por el recurso 
de protección, si se trata de providencias 
gubernativas, contra las que también ha sido 
lícito entablar recursos de fuerza. Ofendería 
la ilustración de la Cámara si me detuviera 
mas acerca de este punto. 

El Rey, pues, por medio de sus Tribunales 
y altos funcionarios, ó excitado, ó motu pro- 
pio en los negocios en que se interesa el bien 
público, puede corregir los abusos cometi- 
dos por los eclesiásticos, velando por el cum- 
plimiento de las leyes y de. los cánones de 
que no en vano es protectora la Corona. 

Sentado esto, veamos cuál es el derecho 
respecto á la sepultura de los que fallecen 
sin haber cumplido con sus deberes de cris- 
tianos. 

Dos causas son las que expresó el párroco 

de en su comunicación de 23 de febrero. 

Era la primera, la no asistencia de B. L. C. á 
la iglesia y la falta de cumplimiento con el 
precepto pascual por espacio de muchos 
años: la segunda consistía en atribuirle ver- 
ter doctrinas impías é irreligiosas. Prescin- 
diendo de la vaguedad de esta denuncia, por- 
que denuncia y do otra cosa es Ja que hizo 
el párroco, basta al propósito del que suscri- 
be decir que no hay ningún cánori ni ningu- 
na ley, en virtud de la cual el que vierte tales 
doctrinas deba ser privado de la sepultura 
eclesiástica, para que solo quede subsistente 
la primera causa. Aun de esta solo queda la 
de no recibir los Sacramentos; que es la 
única de que hablan las disposiciones de la 
Iglesia. 

Examinemos este punto. Por muchos si- 
glos uo ostentó la Iglesia el rigor que preva- 
leció después con los que estaban separados 
de su seno. En las leyes del Código repetifce 
prcelectioms encontramos una atribuida al 
emperador Marciano, que dice: 1 lceretici le- 
gitimo modo, ut avien' sepeliuntur. 

Cuando en el Concilio IV lateranense se 
ordenó que los fieles confesaran al menos 
una vez al año y recibieran la Eucaristía por 
la Pascua, se excomulgó á los que faltaran á 
este precepto: alioquincl vivensab ingresnu 
ecclcsice arceatur , et moriens christianá ca- 
rea!, s epulturá. Pero en el mismo canon se 
ordenaba que esta disposición se publicara 
frecuentemente en las iglesias para que no 
pudiera alegarse su ignorancia; cosa que no 
se sabe se verificara en 

Esto es todo lo que en el particular nos di- 
ce el derecho canónico: e) civil es muelo» 
mas escaso, ó por mejor decir de) todo defi- 
ciente, pues á pesar de que las leyes de Par- 
tida toman diferentes disposiciones del de- 
recho canónico respecto á la privación de 
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sepultura, nada dicen de los que omiten re- 
cibir los Sacramentos. 

En vista de esto podrá preguntarse: ¿esta 
vigente en España el canon que niega la se- 
pultura eclesiástica á los que no cumplen con 
el precepto pascual? Muchos son desgracia- 
damente los que en la afirmativa debieran 
ser de esta manera castigados, y pocos feliz- 
mente los escándalos que presenciamos se- 
mejantes al que ha promovido este expedien- 
te. Hé aquí una prueba de que los RR. Obis- 
pos lian caminado con fino en esta materia, 
delicada, conociendo sin duda los gravísimos 
inconvenientes con que seiba á tropezar. El 
fiscal puede decir que á pesar de ser varias 
las causas, por las cuales según los cánones 
y las antiguas leyes se puede privar de la se- 
pultura eclesiástica, no las ha visto reducidas 
á práctica, ni sabe que se baya disputado 
respecto de enterramiento de los usureros, 
clase de hombres muy abundantes ahora, ni 
de los monjes que tenían peculio, ni de los 
toreros, ni de los duelistas, ni délos ladro- 
nes y salteadores que murieron en su cri- 
men, Respecto á Jos suicidas de que habla el 
Gobernador de...., lina ficción piadosa los 
considera como locos, y hasta ahora han si- 
rio y son llevadosá los cementerios en donde 
descansan con sus hermanos que lian muer- 
to en la comunión de la Iglesia. 

Véase, pues, si hay justos motivos para 
dudar si el canon del Concilio lateranense se 
halla en observancia en España, y si no es 
mas legal, mas conforme con nuestra disci- 
plina, con nuestras costumbres y con nues- 
tras tradiciones, seguir teniendo la prudente 
tolerancia que los celosísimos prelados de la 
Iglesia española lian acostumbrado ánsar en 
esta clase de materias. 

Y esto es muy conforme al espíritu de la 
Iglesia que, llena de dulzura , no propende á 
abrumar de aflicción á familias inocentes, ni 
considera que á la muerte se hallan separa- 
dos de su seno los hijos que, aunque extra- 
viados, han podido tener un momento de 
contrición en los últimos de su vida. ¿Y qué 
prelado se atreve, y menos con la ligereza 
que se ha hecho en el presente caso, á con- 
siderar como separado de la Iglesia, como re- 
probo, como condenado á las penas del in- 
fierno á uno que recibió el bautismo , y que 
después se separó del cumplimiento de sus 
deberes, pero sin entrar en otra religión y 
sin hacer abjuración solemne de la católica? 
¿Quién á escudriñar de este mado los altos 
juicios de Dios? De seguro que si el R. Obis- 
po de hubiera reflexionado sobre este 

punto , habria procedido de manera dife- 
rente. 


Pero supongamos por un momento qn e el 
cánon del Concilio lateranense esté vigente 
en España; supóngase que sin inconvenien- 
te alguno puede ejecutarse; que el prelado 
ha recibido del cielo el don de saber si el p e . 
cador hizo ó no en los últimos momentos de 
la vida un acto de contrición , ¿podaá hacer- 
se lo que en este caso se ha practicado? El 
ministro fiscal no lo cree: siguiendo las bue- 
nas doctrinas canónicas sostiene que los pre- 
lados eclesiásticos no pueden imponer gu- 
bernativamente penas que priven para siem- 
pre de los derechos de la sociedad cristiana 
que para eso hay vía contenciosa , que en 
ella han de quedar francos á las partes los 
recursos de fnerza, y que de este modo vie- 
ne la sociedad civil en auxilio de sus súbdi- 
tos cuando no se guarda la ritualidad de los 
juicios V se les atropella injustamente. 

Y si entramos en la misma cuestión ¿qué 
triste idea se forma de todo este negocio? Al 
R. Ohispo Je bastó que nn párroco hiciera 
una denuncia para pronunciar el mas terri- 
ble de Jos fallos que pronuncia la Iglesia; se 
olvidó de que no había amonestado á C. , y 
qne no ¡sabia tampoco si Jo había hecho él 
párroco; no tuvo en cuenta que sin audien- 
cia lanzaba una pena terrible; no reparó que 
con justicia se le podía hacer el cargo de que 
se ensangrentaba con las cenizas de uno á 
quien no había procurado sacar de sus erro- 
res y de su mal camino durante la vida, Si 
el R. Obispo hubiera considerado todas es- 
tas cosas, sí hubiera tomado en cuenta que 
su precipitada resolución imponía una nota 
infamante á toda una familia , si huí iera pa- 
rado la atención en Jas consecuencias pro- 
bables de lo que hacia, de seguro que se hu- 
biera abstenido de paso t,nn impremeditado y 
tan poco disculpable. Y de notar es que en 
la misma comunicación en que el párroco 
daba cuenta del caso y pedia instrucciones, 
decia con candidez que no sabia cuándo ni 
cómo C. había muerto, porque nadie entra- 
ba en la casa; es decir, que ignoraba si ha- 
bía muerto contrito, si deseaba ó no recibir 
los auxilios de la Iglesia, si quería reconci- 
liarse con ella, si daba muestras de piedad y 
arrepentimiento. Y el prelado que nada de 
esto sabia, pronunciaba implícitamente una 
excomunión condicional; por inducciones in- 
feria que el finado se habin querido separar 
de la Iglesia; hablaba de sus doctiinas irre- 
ligiosas sin saber cuáles eran, y si estaban 
bien ó mal calificadas por el párroco, apre- 
ciación bien sospechosa para este ministe- 
rio; incluía entre las causas para privar de 
sepultura algunas que no son canónicas, y 
en lugar de ordenar en su caso que constan- 
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do haber muerto en }a impiedad , se le ne- 
gase la sepultura, decía que esto se hiciese 
mientras no constare que antes de morir 
había dado señales de arrepentimiento. Bas- 
ta lo dicho para que la Cámara se convenza 
de la irregular conducta observada por el re- 
verendo Obispo de en todo este negocio, 

sin que de su contestaciou al Gobernador de 
la provincia pueda inferirse nada en su dis- 
culpa. 

La conducta del párroco es asimismo bien 
poco prudente; grande responsabilidad ante 
Dios ha contraído, si oportunamente no pro- 
curó con su i afluencia paternal traer á mejor 
camino á su feligrés á quien creía tan extra- 
viado. Y de presumir es que no lo hiciera, 
cuando nada dijo al diocesano en su t iotas 
veces meneiouada comunicación. El párroco 
es el que con su indiscreción ha comprome- 
tido principalmente al prelado. 

Respecto al Alcalde y Gobernador, nece- 
sario es decir en honor de la verdad que lian 
comprendido perfectamente sus deberes. El 
último ha dado pruebas de tacto, de saber y 
de firmeza en est.e negocio delicado: digna es 
su conducta de la aprobación que el Gobier- 
no se ha apresurado á dar. 

Réstame solo, en virtud de lo expuesto, 
manifestar como creo que debe terminar este 
expediente. De suponer es, que D. B. L. C. 
habrá sido enterrado en el cementerio con 
los demás íieles en justa obediencia de las 
disposiciones del Gobernador de la provincia. 
Si no lo fuere, !o primero es que se cumpla 
lo que acordó, á cuyo efecto si fuere nece- 
sario, debe ir e! Gobernador á ejecutarlo. 

De presumir es también que en vista de la 
comuuicacion última del Gobernador al dio- 
cesano, este habrá desistido por su parte. 
Bajo tal supuesto, el fiscal cree que bastará 
que se le haga una severa amonestación por 
conducta del Ministerio de Gracia y Justicia. 
Pero si no hubiere desistido, si aun conti- 
nuase en el mal camino comenzado, cree el 
fiscal que el Gobierno eu vista de lo que 
ocurra ó baya ocurrido debe reservarse la 
adojacion de otras medidas mas eficaces. 

Al párroco convendrá también que se le 
haga una demostración parecida por medio 
del Gobernador de la provincia. 

Por último, para evitar la reproducción de 
hechos semejantes, que pueden lomar ma- 
yores proporciones que este, seria condu- 
cente indicar a! Gobierno la conveniencia de 
dar una circular con el carácter de reservada 
a ios prelados para que por medios concilia- 
dores y prudentes procuren evitar la repeti- 
ción de conflictos como este. La Cámara, sin 
embargo lo dicho, acordará como siempre lo 
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que mejor estime. — Madrid 3 de marzo de 
4855.»— Gómez de la Serna. 

Y. 

Necesidad de medidas generales para su po- 
licía, conservación y designación de sepul- 
turas. 

Carecemos de reglamentos adminis- 
trativos sobre materias de grande impor- 
tancia; pero la relativa á cementerios es 
la que mas urgentemente reclama la pre- 
ferente atención del Gobierno. 

En todos los pueblos, ó en casi todos 
por lo menos, se han construido estos 
asilos de la muerte; pero se han cons- 
truido dé muy mala manera, muchos 
con carácter provisional, en medio do 
mil conflictos sobre los fondos con que 
debian costearse las obras, y descuidán- 
dolos después de tal modo que causa 
lástima el estado de abandono en que 
los tiene la generalidad de los pueblos, 
¡Como si no fueran ellos el sagrado de- 
pósito de las cenizas de nuestros padres! 
¡Como si no estuvieran destinados á ser- 
lo también de las nuestras, y de las de 
nuestros hijos queridos, y de las de mil 
y mil generaciones que se sucederán!!! 

Estudiando nosotros la causa de tan- 
ta y tan extraña indiferencia por parte 
de los pueblos, creemos haberla encon- 
trado en esa interinidad de muchos ce- 
menterios, y en ia falla de iniciativa y 
de resolución por parte dei Gobierno, 
para asegurar á las municipalidades la 
propiedad ó el condominio por lo me- 
nos de aquellos á que hayan contribui- 
do con sus fondos. Todo lo que ha he- 
cho está reducido á prohibir que se ha- 
gan enterramientos en los templos y á 
encargar que se construyan cemente- 
rios; y esto lo ha conseguido, porque 
bueno ó malo, pequeño ó grande, con 
buenas ó con malas condiciones higié- 
nicas, la verdad es que cada pueblo ba 
dado razón de tener el suyo. 

Natural era, sin embargo, que toman- 
do en cuerna el legislador la muy nota- 
ble circunstancia de haberse costeado al- 
gunos con fondos de las fábricas, otros 
con fondos municipales y otros con fon- 
dos mistos, y atendiendo también á que 



i 26 CEMENTERIOS. 


muchas familias habían adquirido la 
propiedad de supulturasen los templos, 
hubiese dictado disposiciones oportu- 
nas para arreglar de una manera conve- 
niente estos y otros [juntos que hoy son 
objeto de frecuentes controversias; pero 
se encerró en ol silencio y este produjo 
las dudas, y á las dudas siguieron ¡os 
conflictos, y de todo provino esa indife- 
rencia y ese abandono do que nos la- 
mentamos, hasta tal punto que muchos 
Alcaldes no se creen obligados á velar 
por la conservación del orden y de la 
salubridad, y de todo lo relativo á las 
inhumaciones y exhumaciones y policía 
de las sepulturas, á la vez que los pár- 
rocos no se cuidan tampoco de otra co- 
sa que de cobrar los derechos de aque- 
llas, disputando á veces palmo á palmo, 
si han de ser tantos ó cuantos y guar- 
dándoselos íntegros, sin consideración 
á que los cementerios necesitan policía 
y reparos, y sin consideración tampoco 
á que los fondos municipales ¡contribu- 
yesen ó no á ias obras de los mismos. 

No se crea que !o que decimos en ge- 
neral de un inmenso número de cemen- 
terios de las villas y poblaciones rurales, 
querernos decirlo también de los de Ma- 
drid y otras capitales de provincia, don- 
de los reglamentos municipales, traba- 
jados algunos de ellos en medio de las 
dificultades que ofrecía la oposición del 
clero, han venido á suplir la falta de re- 
glamentos generales y de disposiciones 
legislativas. Los cementerios de las sa- 
cramentales de Madrid, los de Barcelo- 
na, Valladolid, Burgos, y en general de 
todas las capitales de provincia, son dig- 
nos de la cultura del siglo y del decoro 
y veneración con que deben mirarse ios 
restos mortales del hombre; pero en la 
gran mayoría de las villas de España, 
repetimos que causa lástima tanto olvido 
y tan incalificable abandono, á que de- 
be ponerse pronto y dicaz remedio. 

No pretendemos nosotros que se lle- 
ve el lujo y se desplegue ostentoso apa- 
rato en los cementerios y en las sepul- 
turas; lo que si queremos es que des- 
aparezca la fealdad de ese cuadro, que 
se construyan cementerios modestos, 


pero decorosos, dignos del objeto á que 
están destinados, y que nos inspiren ve- 
neracion y culto; queremos que se Ojén 
reglas precisas y terminantes para q, le 
desaparezcan las frecuentes contiendas 
de los párrocos con la autoridad muni- 
cipal y con los feligreses, sobre la exac- 
ción de derechos do sepulturas y sobre 
otros puntos; y queremos, por último 
que sea mas rígida, mas vigilante y es- 
merada la policía de los cementerios 
porque el buen orden y la salubridad 
así lo exigen (1). 

Pero no lo confiemos todo á lo que el 
Gobierno pueda disponer, ni esperemos 
á tanto. Las municipalidades pueden y 
deben iniciar todas las mejoras que sean 
convenientes en tan importante asunto. 
Si el cementerio que tiene un pueblo es 
pequeño, ensancharlo: si la situación ó 
el terreno no reúnen las mejores condi- 
ciones higiénicas, acordar la construc- 
ción de otro: si se observa que la auto- 
ridad no tiene la intervención debida en 
los enterramientos, corregir desde lue- 
go este descuido: si hay abusos en la 
exacción de derechos á los fieles, acor- 
dar que se hagan las reclamaciones opor- 
tunas, y no desfallecer hasta que des- 
aparezcan aquellos (2). Y si por último 
faltan reglas de buen orden, porque ca- 
da cual hace las boyas donde se le an- 
toja sin consultar la antigüedad de la 
anterior inhumación etc. etc., estable- 
cer formalidades para que cese tan fu- 
nesta costumbre. 

VI. 

Haciéndonos cargo de la R. 0. de 23 
de noviembre de 1857 en el número 
de El Consultor correspondiente al 16 

(t) Mientras no se dicten otras mas termi- 
nantes, tener presentes las conti nidas en las 
leyes recopiladas, sobre la parte higiénica, de- 
íeehos de rotura y de entierro , clases de se- 
pulturas etc 

(2) En muchas parroquias, ó no hay aran- 
cel de derechos parroquiales, ó no es tan ar- 
reglado como debiera serlo, ó no se observa. 
La formación de aranceles parroquiales ó su 
reforma no es materia exclusiva de la autori- 
dad eclesiástica, pues tiene y debe tener tam- 
bién intervención la autoridad civil, según di- 
jimos en lapág. 136 de la colección de £1 Con- 
sultor de 1857. 
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de diciembre del mismo año decíamos: 
En la parte oficial de este número ha- 
brán visto nuestros lectores la R. 0. de 
2o de noviembre último expedida por 
el Ministerio de la Gobernación, en la 
cual, bajo el supuesto de que hay toda- 
vía 2.(>35 pueblos que carecen de ce- 
menterio, y deseando poner remedio á 
esta falta, se previene á los Gobernado- 
res que adopten dentro de sus laculla- 
des las medidas mas eficaces para que 
en el menor término posible se constru- 
ya, cuando menos, para aquel objeto 
un lugar cercado fuera de las poblacio- 
nes, previa la aprobación competente 
del presupuesto y obras que al efecto so 
propongan por los respectivos Ayunta- 
mientos, 

Nosotros no desconocemos la notoria 
conveniencia de la disposición conteni- 
da en la indicada Real orden, urgente- 
mente reclamada por la pública salubri- 
dad en todos los pueblos á que se refie- 
re, que con descrédito de la Adminis- 
tración han permanecido indiferentes 
hasta el dia en tan importante asunto; 
pero atendidos los términos en que está 
concebida, y teniendo en cuenta las ne- 
cesidades de este servicio, no podernos 
menos de lamentarnos de que la medi- 
da adoptada haya sido tan incompleta, 
dando lugar á que sigan como hasta aquí 
nuestros cementerios en el lastimoso es- 
tado de abandono en que los tienen, si n 
culpa suya, la generalidad de los pueblos. 

Sin quererlo ni presumirlo siquiera, 
porque esto seria hacer un agravio á la 
notoria ilustración del señor Mimstiu 
que la refrenda, siéntase en ia Real or- 
den de que nos ocupamos un preceden- 
te funesto. El Gobierno solo exige en 
ella, se dá por contento, con que en Jos 
2.(335 pueblos se construya un lugar 
cercado fuera de la población con desti- 
no á cementerio; y una buena Adminis- 
tración no puede ni debe satisfacerse 
con esto; y aun satisfaciéndose respecto 
de los indicados pueblos por ser acaso 
pequeñas aldeas y ‘ ■ escasos recursos, 
no debió tampoco consignarlo en una 
Real-órden que vó la luz pública en la 
Gaceta. 
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Decimos que se ha sentado un mal 
precedente y que no estamos muy de 
acuerdo con el contenido de la Real or- 
den, y es así en efecto. A una Adminis- 
tración ilustrada no la basta que en 
13.(301 pueblos se haya construido ce- 
menterio, como no la debe bastar tam- 
poco que se construya en los 2.(333 res- 
tantes (I). Por el conLrario debe procu- 
rar, debe exigir que los construidos y 
los que se construyan reúnan todas las 
condiciones higiénicas que sean necesa- 
rias para la salubridad pública; debe 
procurará la vez que aunque modestos, 
mas ó menos, según los casos y circuns- 
tancias de cada localidad, sean siempre 
decorosos y dignos del objeto á que es- 
tén destinados, de modo que inspiren 
veneración y culto; debe dictar todas 
has reglas que reclama el buen orden de 
los enterramientos; y debe, por último, 
resolver ¡o conveniente sobre su propie- 
dad y sobre los derechos de sepulturas, 
por lo que esto interesa á la conserva- 
ción de aquellos lugares, por lo que in- 
teresa también á su buena policía inte- 
rior, y por io que afecta al derecho de 
los pueblos y al de los particulares. 

Lo que hoy está pasando en muchas 
parroquias , el Gobierno debe saberlo 
mejor que nosotros. Hay ciertas familias 
que teman adquirida ¡a propiedad de se- 
pultura en las iglesias, y creyéndose to- 
davía con algún derecho á ellas produ- 
cen á cada paso protestas y reclamacio- 
nes (2). Hay ciertos pueblos que se nie- 
gan a pagar los derechos de rompimien- 


(í) En la R. O. de 22 de noviembre de 1830 
se lamentaba el Gobierno de que tan malas 
eran las condiciones higiénicas de muchos nue- 
vos cementerios, que resultaban todavía mas 
perjudiciales á ia salud publica los enterra- 
mientos en ellos que en las mismas iglesias. 
Y estamos en gran parle conformes con esta 
aserción. 

(2; Y las producen en muchos casos con ra- 
zón, pues croemos que la conslrucciun de ce- 
menterios, ai menos cuando se han hecho con 
fondos de las iglesias, rio lian podido perjudi- 
car los derechos de las familias, y esto mismo 
se deduce de las disposiciones ti.* y 7. a del re- 
glamento del Reai sitio de San Ildefonso que 
se cita en la ley i, ü , tí t. lil, lib. I de la Novísi- 
ma Recopilación inserta con el reglamento en 
la pág. 28. 
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tos, fundándose en que el cementerio 
selia construido á sus expensas, y que 
nad 3 tiene que ver el párroco en lo re- 
lativo al mismo (1). Es general también 
en muchos Alcaldes, y esto no lo extra- 
ñamos, el no saber que están obligados 
á vetar por la conservación del orden y 
de la salubridad y de todo lo relativo á 
inhumaciones y policía de los cemente- 
rios y de las sepulturas. Es, por último, 
muy frecuente que los párrocos no se 
cuiden tampoco de otra cosa que de co- 
brar los derechos de rompimientos ó 
sepulturas con arreglo á los antiguos 
aranceles, ó haciendo otros nuevos la 
autoridad eclesiástica por si y ante sí 
sin el concurso de la temporal, llevando 
su desprendimiento hasta el punto de no 
destinar ni la mas pequeña parte á poli- 
cía y reparos , ensanche y mejoras del 
cementerio; y esto aunque los fondos 
municipales contribuyesen ó no á la 
construcción de los mismos. 

Es fiel traslado el cuadro que acaba- 
mos de trazar, de lo que está pasando 
en gran número de pueblos, y una Ad- 
ministración celosa e ilusüada no debe 
consentir con su silencio que semejante 
estado continúe por mas tiempo. Por eso 
hemos hallado incompleta é inconve- 
niente la R. 0, de 25 de noviembre. 

CENA DE AUSENCIA Y PRESENCIA- En 
el gobierno antiguo de Aragón llevaba 
este nombre la contribución de (i suel- 
dos y (5 dineros (3 rs. con 6 mrs.) que 
pagaba cada vecino, cabeza de familia, 
para la manutención del Monarca. (Dic- 
cionario de Canga.) Es una de las pres- 
taciones abolidas por la legislación de 
señoríos. 

CENCERRADAS. Sin detenernos á de- 
finir la cencerrada, porque no cabe difi- 
cultad en su acepción, solo diremos, que 
el Código penal en el núm. 14 del artí- 1 
culo 48o, y en el 2 ° del 493, castiga no 
solo á los que las promueven, excitan, y 
dirigen en ofensa del alguna persona ó 
del sosiego de las poblaciones, sino hasta 


(1) También es un error: la ley no ha que- 
rido perjudicar á las parroquias en los dere- 
chos de rotura, según se ve por la disposi- 
ción 7. a dei reglamento citado. 
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á los que simplemente toman parte en 
ellas. Se han considerado injuriosas por 
una parte, v ocasión de desórdenes al 
mismo tiempo. Carlos III quiso cortar 
de raíz el abuso introducido en la Corte 
de dar cencerradas á los viudos y viudas 
que contraigan segundos matrimonios, y 
obviar los alborotos, escándalos, quime- 
meras y desgracias; y las prohibía bajo | a 
pena de 100 ducados y cuatro años de 
presidio. Hoy son simplemente una falta 
y es de notar que la sanción de los artíl 
culos citados se extiende no solo á las 
cencerradas á viudos y viudas, sino á 
cualquiera otra en ofensa de alguna per- 
sona ó del sosiego de ¡as poblaciones.. 

CENSATARIO. -V. Censo, (contrato.) 

CENSO. Palabra derivada de censeo 
que significa contar, describir, valuar. 
En este sentido se dice: censo de pobla- 
ción, censo de riqueza. También signifi- 
ca un contrato, en virtud del cual exis- 
te el derecho de cobrar cierto rédito ó 
pensión anual del dueño ó poseedor de 
una cosa inmueble. 

CENSO (contrato). Derecho de per- 
cibir en virtud de contrato, ó de dispo- 
sición testamentaría etc. cierto eánon 
pensión ó rédito anual del dueño ó po- 
seedor de una cosa inmueble. Se llama 
censatario el que paga el rédito ó pen- 
sión , y censualista el que la percibe. 
Hay tres especies de censos, que son: 

Censo enfile utico ó en fit cusís. Este 
consiste en el derecho de exigir de otro 
cierto canon ó rédito anual por haberle 
trasferiuo para siempre ó para largo 
tiempo el dominio útil de una finca ó 
cosa raiz. El censualista ó quien percibe 
el canon anual se llama dueño directo , 
y el que la paga dueño útil ó enfileula. 
Este censo fue de grande uso en lo anti- 
guo, estableciéndose principalmente so- 
bre terrenos incultos, con ei Un de que el 
trabajo y la industria del eníileuta los 
mejorase haciéndolos productivos. 

Corresponde al dueño directo: i.°El 
derecho de cobrar el canon anuo, cayen- 
do en comiso la cosa para el mismo si 
no se le paga en tres años. 2.° El de que- 
darse con la finca por el mismo precio 
cuando la venda el eníitsuta, cuyo dere- 
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cho se llama ríe fadiga ó tanteo . 3.° El 
de cobrar por laudemio ó luismo el 2 por 
100 del precio de la venta que debe pa- 
gar el nuevo poseedor. — V. Laudemio. 

Corresponde al enfílenla, como dueño 
útil que es de la cosa acensuada, perci- 
bir los productos de la misma, variarla 
de forma, imponer sobre ella graváme- 
nes, censos, servidumbres, disponer de 
ella por testamento y darla en dote á sus 
hijas sin adeudar laudemio, y venderla 
también con conocimiento del dueño di- 
recto. La naturaleza ordinaria de este 
censo es la perpetuidad, y asi debe con- 
siderarse cuando no se exprese tiempo. 

Muy semejantes á los censos enfitcu- 
ticos son los foros tan comunes en Gali- 
cia y Asturias, y aun en otras provincias 
de España. — Y. Fono. 

Censo reservativo . Consiste en tras- 
ferir el dominio pleno de una finca ó 
cosa inmueble reservándose el derecho 
de percibir una pensión anual en frutos 
ó dinero de la persona que la recibe ó de 
cualquiera otra que la esté poseyendo. 
Parécese este censo el enfitéutico, pero 
se diferencia no obstante en mucho, 
puesto que en el reservativo adquiere el 
censatario el pleno dominio y no hay 
laudemios ni tanteos, ni incurre en co- 
miso, aunque no pague el cánon etc. si 
bien podrá ser apremiado á ello bajo la 
responsabilidad de la hipoteca. 

Censo consi gnativo. Este es de muy 
distinta naturaleza que los anteriores. 
Consiste en la adquisición de un capital 
bajo la garantía de una finca ó cosa in- 
mueble, sujetándola al gravamen de un 
cánon ó pensión anual. Este censo es 
semejante en sus efectos á un contrato 
hipotecario, si bien se diferencia en mu- 
cho de él. Él censatario conserva el ¡ le- 
ño dominio de la finca gravada, y claro 
es que puede por lo mismo enajenarla 
sin mas limitación que manifestar el 
comprador los gravámenes que tiene. 

Reconocimiento de censos y pago de 
réditos. Todo censualista tiene dere- 
cho á que el nuevo poseedor de la finca 
sobre que está impuesto el censo renue- 
ve la obligación del primitivo censata- 
rio, pudiendo, si no se presta, ser com- 
Tomq 1U. 
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pelido á ello en juicio, así como-ai pago 
de sus réditos. La escritura de recono- 
cimiento solo acredita que el censo no 
está redimido. 

Para el cobro de los réditos puede 
emplearse la vía ejecutiva por los de los 
últimos nueve años, y si se debieren mas 
se pedirán en juicio ordinario según su 
entidad. Cuando el dominio útil de un 
predio ó finca se haya dividido entre 
muchos, lo cual es muy frecuente, pue- 
de el dueño directo obligarles á prora- 
tear entre sí el cánon, nombrando re- 
caudador ó cabezalero de ellos al mayor 
porcionero que cobra de los demás y 
hará a! dueño e! pago íntegro. 

Dimisión de la cosa censida . El cen- 
satario puede librarse del gravamen del 
censo, sea reservativo ó consignativo y 
de la obligación de reconocerlo y de pa- 
gar sus réditos, dimitiendo la cosa cen- 
sida á favor del censualista, dimisión 
que está obligado á admitir este, si bien 
con la justa reserva de su derecho en 
caso de desperfectos abusivos. ( Tribunal 
Supremo sentencias de 20 de enero de 
1859, 29 de diciembre de 1 80 í y § de 
abril de 1866 ) 

Prescripción de capitales de censos. 
Los capitales de censos al quitar, han di- 
cho los autores, que nunca prescriben y 
que solo se prescriben los réditos; pero 
no es sólida esta doctrina, pues el Tri- 
bunal Supremo en sentencias de 24 de 
enero y 9 de marzo de 1863, lia consig- 
nado bien explícitamente la de que Ja 
acción real hipotecaria que compete al 
censualista, queda prescrita cuando tras- 
curre mas tiempo que el señalado en la 
ley 5. a , tít. VIH, ¡ib. XI de la Novísima 
Recopilación (63 de Toro), sin que por 
parte de aquel se haya deducido recla- 
mación alguna. Esta misma doctrina lia 
servido también de fundamento á la 
R. 0. de 23 de abril de 1866 para des- 
estimar el reconocimiento de un censo 
como carga de justicia. — V. Cargas de 
justicia: Prescripción. 

División y reducción de los censos. 
Tratan de este asunto los arts. 383 al 
388 de la Ley hipotecaria y conceden lo 
mismo al censatario que al censualista 

9 
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eí derecho de exigir la división y re- 
ducción del gravamen impuesto sobre 
diferentes bienes con un censo ó hipo- 
teca voluntaria. La división se hará en- 
tre los que basten para responder de un 
triplo del capital, por escritura pública, 
de acuerdo mutuo entre los interesados, 
ó por el juez en juicio ordinario, con- 
forme á lo prevenido en los referidos ar- 
tículos. 

Redención de los censos. Iloy se pue- 
den redimir todos los censos, aunque 
se hayan constituido con carácter de 
perpetuidad. Dispúsose así por la ley 24, 
tú. XV , lib. X déla Nov. Recop., y 
aunque fue derogada por Real cédula 
de 3 de agosto de 1818, la de señoríos 
de 3 de mayo de 1823, restablecida por 
la de 2 de febrero de 1837, lo dispuso 
de nuevo de una manera terminante res- 
pecto de toda clase de censos. Las reglas 
para la redención son las establecidas 
en los arts. 4.°, 5.°, 6.°, 7.°, 8." y 12 de 
la citada ley recopilada, en donde se dice 
la manera de capitalizarlos para dicho 
objeto (1). El principio de la redención 
debe considerarse establecido á favor 
del censatario , y de consiguiente, este 
podrá compeler judicialmente al cen- 
sualista para que le otorgue ia reden- 
ción, pero no el censualista al censata- 
rio para que la haga. 

Art. 9.°, ley 3 de mayo de 1823. 

«Así los laudemio s como las pensiones y 
cualesquiera otras prestaciones anuales de 
dinero ó frutos que deban subsistir en los 
onlitéusis referidos , sean de señorío ó alo- 
diales, se podrán redimir como cualesquiera 
censos perpetuos , bajo las reglas prescritas 
en los arts. 4.°, 5.", OÁ, 7.°, 8.° v 12 de ia 
R. C. de 17 de enero de 1805 (ley 24 , títu- 
lo XV , lib. X, Nov. Reo.); pero con la cir- 
cunstancia de que la redención, se podrá 
ejecutar por terceras partes rí voluntad del 
entílenla , y que se ha de hacer en dinero ó 
como concierten entre sí Jos interesados, 
entregándose ai dueño el capital redimido, ó 
dejándolo á su libre disposición.» 

Arts. 4.° al 8.° y 12,% 24, tit. XV, lib. X , 
Nov. Rec. 

4. ú Las redenciones de los censos al qui- 

(t) Véase íntegra esta ley en el artículo 
Señoríos. 


lar, perpetuos, y demás cargas eti que su 
dueño no tenga mas derecho que á percibir 
el tríbulo ó pensión en los plazos estipula- 
dos, se liarán por el capital que resulte de 
las escrituras de imposición. 

5.° Cuando en estas no se expresare, se 
formará con arreglo á la práctica que rija 
en cada pueblo por ley, estatuto, ordenanza 
ó costumbre generalmente recibida , proce- 
diéndose, en ci caso de no haberla en el pue- 
blo, por la que gobernare en la cabeza de 
partido , y en su delecto, por la de la capital 
de ia provincia ó reino. 

0.° En las redenciones de los censos en- 
litéuticos en que el poseedor de la linca solo 
tenga el dominio útil, ¿correspondiendo el di- 
recto al dueño de la carga, se tendrá pre- 
sento en primer lugar si los poseedores de 
ambos dominios hubiesen estipulado la es- 
timación que deba darse al capital del ca- 
non, y al de los demás derechos domini- 
cales, conocidos en las provincias con los 
respectivos nombres de licencia, fadiga, tan- 
teo, laudemio , iuismo , comiso ó cualquier 
otro, ó convenido entre sí las reglas, por las 
cuales deba procederse á la estimación refe- 
rida; y en tal caso se observarán puntual- 
mente estos convenios. 

7. ° Si no hubiere tales pactos, se forma- 
rán los capitales por el valor que en cada pue- 
blo, partido ó provincia se de por la misma 
ley, estatuto ó práctica al canon enfitéutico, 
y á los derechos expresados. 

8. u Finalmente, á falta de convenios par- 
ticulares y de práctica constante, se proce- 
derá á la redención , consignando por el cá- 
non un capital regulado á razón de 1 por 100, 
y 06 y dos tercios al millar, y por derecho 
de laudemio, la cantidad que en el espacio 
de 25 años sea capaz de redituar al 3 por 100, 
otra igual al importe de una cincuentena del 
valor de la finca, rebajadas las cargas á que 
esté sujeta, ó lo que es lo mismo, 2 y 2 ter- 
cios por 100 de su precio líquido. 

12. Cuando los réditos, tributos ó pen- 
siones de las cargas que se redimieren se 
pagaren ó cumplieren en granos ú otra es- 
pecie que no sea dinero, se formará el capi- 
tal por el valor que hayan tenido los respec- 
tivos frutos en un año común del quinque- 
nio anterior á la redención , excluyendo los 
extraordinarios estériles corno ios dos úl- 
timos. — V. Señoríos. 

Consúltense además en Hipoteca Jos 
arts, 149 á 153 de la Ley hipotecaria. 

Jurisprudencia. 

Además de la doctrina de jurisprn- 
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dencia que dejamos consignada en el 
fondo de este artículo y por notas , hó 
aquí algunos otros puntos de notable in- 
terés. 

Sentencia de 20 de enero de 1859. 

I . — Dimisión de la cosa censida . — 
Declarando el Tribunal Supremo por es- 
ta sentencia, haber lugar á la casación, 
y casando y anulando la dictada por la 
Sala 3. a de la Audiencia de esta córte, 
en pleito promovido por la Real Casa y 
patrimonio de S. M. sobre que se decla- 
rase válida la dimisión de un censo, se 
establece en los considerandos la siguien- 
te doctrina: 

«Que es doctrina legal inconcusa, enseña- 
da constantemente en España y recibida sin 
contradicción, que el censatario puede librar- 
se del gravátnen del censo y de la obligación 
de reconocerlo y de satisfacer sus réditos, 
dimitiendo la cosa censida; estando por con- 
siguiente el censualista obligado á admitirla, 
si bien con la justa reserva de su derecho en 
el caso de desperfectos abusivos : 

«Que esta doctrina se halla apoyada por la 
ley 8. a , tít. XV, lib. X de la Nov. Rec. y aun 
sirve ríe fundamento á sus disposiciones : 
«Que la mencionada ley alude á todos los 
censos redimibles y al quitar , lo mismo á 
los consignativos que á los reservativos, y 
además ío explica así la siguiente, 9. a del 
mismo título y libro.» 

Sentencia de 26 de setiembre de 1860. 

lí. — Los réditos de censos pueden con- 
signarse en granos ú otra especie que no 
sea metálico . — Declara el Tribunal Su- 
premo haber lugar al recurso de casa- 
ción, y casa y anula una sentencia de la 
Audiencia de la Coruña en pleito sobre 
nulidad de unas escrituras de venta ó 
censo de unos ferrados de trigo , renta 
en saco, estableciendo como fundamen- 
to que en Galicia está autorizado por la 
costumbre el contrato especial llamado 
de venta de rentas en saco , y la siguien- 
te doctrina general: 

«Que la costumbre há poderío de desatar 
el fuero antiguo , si fuere fecho antes que 
ella, con arreglo á la ley 0. a , tít. tí, Parti- 
da 1. a citada en el recurso, y que el fuero 
antiguo alegado en la demanda es la ley 3.% 
tít. XV , lib. X de la Nov. Rec. promulgada 
en i 534, que prohíbe la consignación de 


131 

prestaciones en especie, que no sean dinero: 

«Además que la ley 22, tít. XV, lib. X, 
Nov. Rec. en sus párrafos l.° y 10 y en ei 12 
la 24 del mismo título y libro, promulgadas 
en 1801 y 1805 reconocen implícitamen- 

te la derogación por la costumbre de la ley 
anteriormente citada , al declarar que pue- 
den pagarse los réditos ó tributos en granos 
ú otra especie que no sea dinero. 

«Que por tanto , la Sala no dando á las es- 
crituras de que sé trata la fuerza legal que 
en sí tienen y alterando en su esencia y en su 
forma los contratos que autorizan ha infrin- 
gido las mencionadas leyes , 6. a , tít. H, Par- 
tida 1. a , y 22 y 24, tít. XV, lib. X de la 
Nov. Rec ( CL . t. de 1860, p. 549.) 

Sent. de 28 octubre de 1862. 

Iff. — Contribución sobre los censos . — - 
Zl pacto estipulado y consignado en la 
escritura de imposición de un censo 
con anterioridad á la ley de 23 de mayo 
de 1845, de que el censualista habia ele 
percibir las pensiones íntegramente, y 
libres de todo pecho, ó tributo real, ó 
concejil que pudiera imponerse en lo 
sucesivo, es licito siempre y arreglado á 
las leyes que entonces regían , sin que 
haya variado de naturaleza por virtud 
de las disposiciones posteriores. 

Tal es la doctrina que establece el 
T. S. en la referida sentencia, declaran- 
do no haber lugar á la casación de la 
dictada por la Audiencia de Sevilla, con- 
denando al conde de Montijo á pagar á 
D. José üiaz Aranda los réditos de un 
censo sin ningún género de deducción 
ni descuento por razou de contribución, 
no habiéndose infringido por lo tanto 
las leyes y disposiciones citadas en el 
recurso, que entre otras son Ja R. O. de 
li de setiembre de 1850, la circular de 
4 de abril de 1851; la declaración 10 de 
la ley de 23 de mayo de 1845, y la ba- 
se 1. a , letra A de la misma, según la 
cual, y su número 5.°, están sujetos al 
pago de la contribución de inmuebles 
los censos, tributos , cánones enfi té uti- 
cos , foros, subforos, pensiones y cual- 
quiera otra imposición perpetua, tempo- 
ral ó redimible, establecida sobre los 
; mismos bienes. (CL. t. de 1802, p. 800.) 

Seat, de 9 noviembre de 1863. 

IV. — En sentido inverso lié aquí otro 
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caso 60 que, á falta do pacto expreso, 
se establece la doctrina de que el pago 
de las pensiones censuales debe hacerse 
con deducción de la contribución de 
inmuebles. Promovido pleito por D. la- 
cinto Piera, en el Juzgado de San Bei- 
tran de Barcelona, contra D. José No- 
Jla, con la pretensión de que so decla- 
rase debia este de pagarle las pensiones 
de un censo de su propiedad , sin des- 
cuento alguno de contribuciones, como 
expuso el demandado en el juicio de 
conciliación, sustanciado por sus trámi- 
tes, dictó sentencia el ¡juez inferior, que 
revocó la Sala segunda de la Audiencia 
de dicha ciudad, declarando que don 
José Nolla tenia derecho, al pagará don 
Jacinto Piera las pensiones del censo de 
13 libras anuales que prestaba por ra- 
zón de la casa que poseía en el pueblo 
de Sarria, á hacer el descuento del tan- 
to por ciento á que ascendían las con- 
tribuciones que se le babian impuesto 
por la misma finca. 

El demandante interpuso recurso de 
casación, citando entre otras leyes el 
R. 1). de 23 de mayo de 1845, según el 
que la contribución de inmuebles gravi- 
ta pura y simplemente sobre los produc- 
tos del suelo y de la riqueza pecuaria, 
sin consideración á que los primeros 
sean ó no gravados con algún censo; el 
reglamento aprobado por R. D. de 18 
de diciembre de 1846, corroborando lo 
en el anterior dispuesto , sin otra baja 
que la cuarta parte de los alquileres; el 
contenido literal del pacto de la escri- 
tura, en que se estableció el censo de 16 
de agosto de 1779, porque ínterin que 
este impone al eníiteuta la obligación 
de pagar las contribuciones correspon- 
dientes al terreno y á las casas, la sen- 
tencia dice que únicamente se le im- 
puso la correspondiente ai terreno; la 
doctrina legal de que la confesión de 
parte produce prueba plena; lajurispru. 
dencia establecida por los Tribunales, 
contraria en un todo á lo resuelto en 
esta sentencia, y finalmente la ley 5. a , 
tít. XXII, Part. 3. a , y el art. 61 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil. Y el Tri- 
bunal Supremo desestimó e) recurso por 


sent. de 9 de noviembre, consignando 
como fundamento la doctrina siguiente: 

«Considerando que la obligación consti- 
tuida por la escritura de 16 de agosto de 1779 
de pagar el eníiteuta, además de la pensión 
de 1 3 libras anuales, el Real Catastro que 
por el trozo de tierra dado en establecimien- 
to ó casas que en él se edificasen correspon- 
diera satisfacer , se refiere únicamente á la 
contribución con que el mismo terreno y ca- 
sas estuviesen gravados ó se gravasen en lo 
sucesivo, no á Ja que se impusiese sobre la 
pensión, porque asi se consigna con palabras 
terminantes, ni Ja expresión genérica sin 
daño ni costas del otorgante , puede dar lu- 
gar á otra inteligencia, ni mucho menos sig- 
niiicar un pacto especial: 

»Consideraudo que si pudiera haber algu- 
na duda sobre la inteligencia del contrato, 
desaparece, ya se atienda á la manera en que 
venia satisfaciéndose esta clase de impues- 
tos, para los cuales se llevaban dos distintos 
libros en la oficina correspondiente ; uno re- 
ferente á las fincas, y el otro á Jos censos ó 
pensiones , exigiéndose directamente el tri- 
buto á los respectivos perceptores, como se 
verificó hasta 1845 del que correspondía á la 
de autos, ya á la circunstancia de haberse 
entendido así el convenio por los mismos in- 
teresados, cobrando siempre el canon con el 
correspondiente descuento, como por el re- 
currente en concepto entonces de apodera- 
do; y que por lo tanto no se infringe por la 
sentencia el contrato: 

«Y considerando que no es exacto , como 
se pretende por el recurrente , que el Real 
decreto de 23 de mayo de 1845 establezca 
que la contribución de inmuebles gravita pu- 
ra y simplemente sobre los productos del 
suelo, siu consideración á que este sea ó no 
gravado con algún censo, sino antes por el 
contrario, su principio fundamental es que 
cada uno contribuya en proporción de Jas 
utilidades que reporte de la materia imponi- 
ble, y declarado el censo en este concepto 
bien inmueble, la cuota con que se le grava 
es .independiente de la impuesta al producto 
líquido de la finca á que esté aléelo, siu que 
la circunstancia de exigirse directamente del 
propietario varíe su naturaleza, puesto que 
al mismo tiempo consigna la facultad de des- 
contar al censualista lo que hubiese satisfe- 
cho correspondiente á la pensión ó censo, á 
no haber pacto especial en contrario que, 
como legítimo, seria eficaz, porque si se die- 
se otra inteligencia al R. 1). y al regí, de 18 
de diciembre de 1846, equivaldría á decla- 
rarse libres de contribución los censos, y á 
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que no es una verdad el art. 2.°, párrafo S.° 
del referido Real decreto, é ilusorio lo pre- 
venido en los arts. 54 y 55 del mismo, sm 
que por tanto hayan, sido infringidos aque- 
llos por la sentencia.» ( Gao . \3 noviembre 
de 1863.) 

Sentencia de 26 de febrero de 1867. 

V — Con arreglo á las leyes 3.a, titu- 
lo XIV, Part. 4. a , y 28, tít. VIII, Parti- 
da 5. a , los censos se constituyen legíti- 
mamente cuando se consignan en escri- 
tura pública; y según doctrina de juris- 
prudencia admitida por el T. S ; , puede 
también comprobarse su legitimidad por 
la posesión inmemorial que equivale á 
suficiente título. (Sentencia citada.) 

Sentencia de 14 de mayo de 1867. 

VI. — ¿Son prescriptibles en Aragón? 
Este importante punto no se decide de 
una manera terminante, pero se esta- 
blece' que aun siéndolo, habiéndose he- 
cho varias cabrevaeiones de un censo en 
distintas épocas y últimamente en 1834 
sin contradicción, se ha interrumpido y 
no ha pedido tener lugar la prescripción 
con arréelo á la lev 29, tit. XXIX, Par- 
tida 3. B ( Sentencia de 14 de mayo de 
1867, pág. 333.) 

Sentencia de 27 de enero de 1865. 

VII. — El auto en que se manda pagar 
pensiones de un censo sin haber prece- 
dido un juicio formal sobre la existencia 
ó inexistencia del mismo censo no pue- 
de considerarse como ejecutorio para el 
pago de pensiones sucesivas ; ni tampoco 
puede decirse que se ha confesado el 
censo por el simple allanamiento al pago 
en épocas anteriores. En tal caso la sen- 
tencia que declara obligado al censualis- 
ta á presentar la escritura de imposición 
ó reconocimiento del censo para los. pa- 
gos sucesivos no contraría la cosa juzga- 
da, ni infringe las leyes relativas á los 
juicios pronunciados en contra de otros 
finidos y dados por conoscencia. (Sen- 
tencia de 27 de enero de 1865 sobre ca- 
sación.) 

CENSOS DESAMORTIZOOS. Eos cen- 
sos enfitéuticos , consignativos y reser- 
vativos, los de población , los treudos, 
foros, los conocidos cen el nombre de 


carta de gracia, y todo capital, cánon, 
rpnta, ó prestación de naturaleza análo- 
ga pertenecientes al Estado y á manos 
muertas de carácter civil, están declara- 
dos en redención y venta por las leyes 
de l.° de mayo de 1855, 27 de febrero 
de 1856, 11 de marzo de 1859 y 15 de 
junio de 1866, que pueden consultarse 
en Desamortización con las demás dis- 
posiciones sobre este asunto. La reden- 
ción puede verificarse basta el acto de 
la subasta, que tenga lugar para la ven- 
ta de los mismos censos, debiendo sus- 
penderse el remate, si se solicitare la re- 
dención antes de haberse terminado. 

CENSO DE POBLACION DE 6RANADA (o 

RENTA DE POBLACION DE GbANADá). La 

renta consistente en el producto de un 
módico cánon con que se dieron á los 
nuevos pobladores en el reino de Gra- 
nada las tierras y edificios confiscados á 
los moros que se sublevaron, faltando á 
la capitulación con que se conquistó 
aquel reino. En el presupuesto de ingre- 
sos del Estado de 1835, figura esta ren- 
ta por valor de 797,315 rs., y ya en 
el de 1845, por efecto sin duda de 
las redenciones verificadas desciende á 
520,000 rs. 

Por R. D. de 6 de diciembre de 1797 
(ley 19, tit. XV , lib. X, Nov . Rec.) se 
permitió la redención de este censo á 
todos los propietarios de tierras, casas y 
fincas gravadas con el mismo, pagando 
á la Real Hacienda los capitales bajo las 
reglas que en él se prescriben. Después 
las Cortes de 1820 decretaron también 
su abolición, pero quedó luego sin efec- 
to esta medida. Las disposiciones que 
después se han dictado sobre este asun- 
to autorizando la redención son las si- 
guientes: 

La ley de presupuestos de 1835 que 
autorizó al Gobierno para que por ios 
medios que no perjudicaran á los inte- 
reses generales del Estado facilitase Ja 
redención del censo de población de 
Granada. 

La ley de 14 de agosto de 1841 que 
facultó ya á los censatarios de los «co- 
nocidos en el antiguo reino de Grana- 
da con las denominaciones de Sueltos, 
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Suertes, Abices y Abuela que compo- 
nen la renta llamada censo de población 
de Granada» para verificar su redención 
al 3 por 100 en papel de la Deuda y en 
la misma proporción y plazos que se se- 
ñala en el art. 3.° de la ley de 31 de 
mayo de 1837. 

Las Rs. Ords. de 20 de noviembre de 
484o, 21 de mayo de 1847 y 20 de no- 
viembre de 1840 que fueron sucesiva- 
mente ampliando los plazos de la reden- 
ción. 

Y Ja R. 0. de 21 de junio de 1830 
que amplió de nuevo el plazo para la re- 
dención, y dispuso que desde I .° de ene- 
ro de 1851 se hiciera cargo de los no 
redimidos la Dirección de lincas del Es- 
tado para proceder en su caso á la ena- 
jenación. 

Ultimamente, estos censos están com- 
prendidos en la ley de desamortizaciou 
de l.° de mayo de 1855, y hace expresa 
mención de ellos el art. l.° de la ley 
de 11 de marzo de 1839 sobre reden- 
ción, y venta en su caso, de los censos 
pertenecientes al Estado y demás des- 
amortizados. — V. Desamortización. 

CENSO ESTADÍSTICO DE RIQUEZA. Da- 
se este nombre á la reunión de datos 
que sirven para conocer y apreciar los 
elementos de la riqueza. —V. Catastro: 
Contribución territorial: Estadística 

DE LA RIQUEZA. 

CENSO ESTADÍSTICO DE LA POBLACION. 

De la misma manera que llamamos 
censo de la riqueza á la reunión de los 
datos convenientes para apreciar los ele- 
mentos de la de un pueblo, así también 
se llama censo de población á la reunión 
de los datos que demuestran el estado 
de la población, la suma aritmética á 
que asciende, la clasificación de las par- 
tes distintas que constituyen esta masa, 
sus recíprocas relaciones, su auge ó su 
decadencia, etc. 

En los artículos Estadística y Pobla- 
ción se hallará el complemento de este, 
pues aquí es solo nuestro ánimo indicar 
que el censo vigente se mandó formar 
en R. D. de 14 de marzo de 1857 por 
empadronamiento nominal y simultáneo 
de todos los habitantes, y hecho con 


arreglo á disposiciones que al efecto se 
dictaron, fuá aprobado y publicado con 
carácter oficial por otro R. 1). de 30 se- 
tiembre de 4858, mandándose que sir- 
viera en todos los actos y para todos los 
usos de aplicación en los diferentes ra- 
mos de la Administración pública desde 
4 de enero de -1839; de modo que des- 
de dicho dia ni rige el general de 184fi 
para la aplicación de la ley electoral, ni 
otros que se han usado en las depen- 
dencias de Hacienda. Otro censo se for- 
mó en 1860. 

CENSOR. Del latin censor que cuenta, 
empadrona, clasifica, juzga, aprecia. 
Cargo público, ó académico, ó de algu- 
na sociedad que emite su juicio sobre 
algún asunto. — V. Impbenta: Libros: 
Periódicos: Sociedades económicas: Tea- 
tros. 

CENTÍMETRO. La centésima parte de 
un metro. — V. Metro: Medidas y Pesos. 

CENTRALIZACION ADMINISTRATIVA. Los 

autores do la Enciclopedia de Derecho y 
Administración creen conveniente y ne- 
cesaria la centralización en lo político, 
ó sea respecto de los intereses generales 
del país , porque ningún Gobierno , di- 
cen , puede abdicar la dirección é ins- 
pección que le corresponde sobre dichos 
intereses; pero consideran á la vez in- 
conveniente la centralización en lo ad- 
ministrativo, porque si la autoridad cen- 
tral no evita en lo posible el mezclarse 
de un modo directo en los intereses pu- 
ramente locales ó particulares , pierde 
su prestigio y desciende del rango que 
ocupa en gobernar al de administrar. 
Desgraciadamente nuestra legislación ad- 
ministrativa peca de excesivamente cen- 
tralizadora, habiéndose dejado sentir 
con ella gravísimos inconvenientes re- 
conocidos por los mismos hombres políti- 
cos que la plantearon hallándose en el 
poder. Esta confesión, que es muy elo- 
cuente, puede verse en el preámbulo á 
un R. D. de 16 de febrero de 1853, del 
cual hemos reproducido lo mas esencial 
en el párrafo 8.° del artículo Alcaldes y 
Ayuntamientos, pág. 391 del tomo l.° 

CENTRALIZACION DE FONDOS.— V. Ha- 
cienda pública. 
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CERCA. CERCADO. Heredad rodeada 
de vallado, tapias ú otra cosa para su 
resguardo. Hay una notable diferencia 
entre cercado y acotado , como puede 
verse en. el artículo Acotamiento, re- 
comendando á la vez el informe de la 
pág. 125 del t. l.° . i 

CEREALES- De Cercs , diosa de las 
mieses, se llaman cereales las sustancias 
ó frutos farináceos, como el trigo, la ce- 
bada, ei centeno y la avena.-— V . Granos 
y Harinas ^comercio de). 

CEREMONIAL- El libro ó tabla en que 
están escritas las ceremonias que se de- 
ben observar en ciertos actos públicos, 
ó en los religiosos. 

CERRAMIENTO DE HEREDADES* - Véase 
Acotamiento . 

CERTIFICACION: CERTIFICADO- Ins- 
trumento público ó privado en que se 
asegura, afirma ó dá por cierta alguna 
cosa. Entre el significado de las voces 
certificar y testimoniar ó dar fé hay ju- 
rídicamente notable diferencia. Certi- 
fican los meros secretarios de cualquiera 
corporación y las personas que ejercen 
alguna autoridad ó cargo, con referen- 
cia á libros, actas, documentos que 
existen en las secretarías , archivos ú 
oficinas , etc., ó á algún acto que ante 
ellos se ha autorizado ; pero 30 I 0 dan fé 
ó testimonio, los funcionarios que tienen 
fé pública. — Y. Visto Bueno. 

CERTIFICADOS DE CONDUCTA- (Contien- 
das de competencia.) No habiendo 
disposición que encargue á la autoridad 
administrativa el castigo del retardo en 
dar certificado de conducta, no pueden 
los Gobernadores suscitar competencias 
cuando se procede contra Alcaldes por 
hechos de esta naturaleza. Así lo esta- 
blece el Consejo de Estado en el si- 
guiente caso: 

Presentada denuncia contra el Alcalde 
de Rubielos altos, ante el juez de la 
Motilla del Palancar, por un vecino del 
mismo pueblo, por no haberle facilitado 
una certificación de buena conducta que 
le tenia pedida, hecho que constituiaun 
abuso comprendido en lus arts. 300 y 
301 del Código penal; iustruidas las di- 
ligencias del sumario y hecho embargo 


de bienes á dicho Alcalde, acudió este 
al Gobernador de la provincia (Cuenca) 
pidiéndole protección y amparo , en 
cuya virtud requirió al juez de inhibi- 
ción, fundado en el art. 70 de la ley de 
8 de enero de 1845 y en el núm. l.° 
del art. 3.° del Real decreto de 4 de ju- 
nio de 1847 ; el juez sostuvo la compe- 
tencia alegando que á la autoridad judi- 
cial está reservada la averiguación de los 
delitos. El Consejo de Estado, vistos los 
arts. 76 de Ja ley de 8 de enero de 1845, 
los 300 y 301 de! Código penal, y el nú- 
mero t.° de! art. 3.° del Real decreto de 
4 de junio de 1817, que prohíbe á los 
Gobernadores, suscitar cucst.ionde com- 
petencia en los juicios criminales, á no 
ser que el castigo del delito ó falta haya 
sido reservado por la ley á los funcio- 
narios de la Administración , ó cuando 
en virtud de la misma ley debe decidir- 
se por la autoridad administrativa algu- 
na cuestión previa , de la que dependa 
el fallo que los Tribunales hayan de pro- 
nunciar, declaró estar maí formada y 
no haber lugar á decidirla: 

«Considerando que no cabe en el presente 
caso ninguna de las excepciones det citado 
núm. l.° del art. 3.° del 1). de 4 de junio 
de 1847, porque no hay disposición que en- 
cargue á la autoridad administrativa el casti- 
go del retardo en dar certificado de conduc- 
ta , ni cuestión previa de la que dependa el 
Mío tic los Tribunales, por mas que estos 
hayan de obtener la correspondiente autori- 
zación para procesar al Alcalde. v (Decís, de 
l.° febrero de 1864. — Gac. de 23 febrero.) 

CESANTE: CESANTÍA- Es esta la si- 
tuación pasiva del empleado público sin 
ejercicio del empleo, y también se dá 
este nombre á la pensión ó haber á que 
el mismo tiene derecho por tal concep- 
to. — V. Clases pasivasEmpleados : Jubi- 
laciones y Cesantías, etc. 

CESION. El traspaso que uno hace á 
favor de otro de un crédito, derecho ó 
acción que tiene contra un tercero. Pue- 
de hacerse por venta, donación, legado, 
dación en pago ó por cualquiera otro ti- 
tulo legítimo. No debe confundirse 1S 
cesión con la renuncia; por la primera 
se trasmite un derecho propio ó otro, y 
la renuncia consiste en desprenderse en- 



CETRO.— CITACION. 


toramente de él. Las cesiones de bienes 
entre comerciantes se entienden siempre 
quiebres (arts. 1176 y 1177 del Código 
ije Comercio).— V. Concurso de acreedo- 
res: Donación: Enajenación en fraude 

DE ACREEDORES. 

CETR?. Vara corta de oro ú otro 
materia de que usan Emperadores y Re- 
yes por insignia de su dignidad, ó de au- 
toridad soberana. 

CIEGOS. En los ciegos hay que con- 
siderar ios deberes de la beneficencia 
pública respecto de ios que carecen de 
medios de subsistencia, los cuales son 
admitidos según nuestras leyes en ios 
establecimientos generales del Estado 
(V. Beneficencia); y además su aptitud 
para ei ejercicio de ios derechos civiles 
y políticos y su incapacidad para el des- 
empeño de cargos públicos. Per regla 
general gozan los ciegos de todos los de- 
rechos civiles y políticos; y si se les han 
restringido en algún caso, es atendiendo 
á su propio provecho, razón por la que 
no pueden otorgar testamento cerrado, 
y el abierto no vale sino hecho ante 
cinco testigos con escribano; ni pueden 
ser tampoco testigos en los testamentos. 
En cuanto á la incapacidad para el des- 
empeño de cargos públicos, la tienen 
expresa por la ley para ser abogados y 
jueces, y se supone también para otros 
cargos semejantes por impedimento fí- 
sico. Es de todos modos indudable que 
no pueden ser jueces de paz, ni Alcal- 
des, porque ejerciendo funciones judi- 
ciales les alcanza la incapacidad genera! 
de los jueces, y que aun no teniéndose 
para otros por incapaces pueden excu- 
sarse legítimamente de admitirlos. 

CIENCIAS EXACTAS, FÍSICAS Y NATURA 
LES. Una de las seis facultades estable- 
cidas por la vigente Ley de Instrucción 
pública de 9 de setiembre de 1857. (Ar- 
tículos 31, 34, 35, 136 de dicha ley, y 
34 al 37 del R. D. de 23 de setiembre 
del mismo año). — Y. Instrucción públi- 
ca y Academias. 

CIENCIAS MORALES Y POLÍTICAS — (Véa- 
se Academia de.) 

CIENTOS- Tributo hoy abolido que se 
comprendía en el general conocido por 


rentas provinciales , y consistía en el 4 
por 106 de las cosas que se vendian y 
pagaban alcabala. Se conoció también 
esta contribución con el nombre de los 
cuatro unos, porque en 1636 consistió 
en el 1 por 100, después en 1642 se au- 
mentó otro uno, en 1636 otro, y otro 
por último en 1665. — Y. Alcabala; 
Cargas de justicia: Derechos enajenados: 
Millones. 

CIFRA. — Y. Abreviatura. 

CILLA. Granero, troje ó panera en 
donde se reunían los diezmos de una 
parroquia: el mismo acervo decimal. 

CINCO POR CIENTO de arbitrios muni- 
cipales. Uno de los arbitrios consig- 
nados para la extinción de la Deuda pú- 
blica. Fué suprimido por la ley de 16 
de abril de 1856. 

, CIRCULACION INTERIOR DE MERCADE- 
RÍAS.- Y. Comercio: Contrabando y de- 
fraudación: Renta de. aduanas. 

CIRUJANO: CIRUGÍA. — V. Medicina y 
Cirugía'. Médjcosy Cirujanos: Curandero 

CITACION. La acción de citar. Lla- 
mamiento judicial pora algún juicio ó 
acto ó diligencia ó trámite del mismo, 
hecho en la forma requerida por la ley. 
La ley habla de notificaciones, de cita- 
ciones y de emplazamientos, y son tres 
cosas que no deben confundirse. 

Es emplazamiento el primer llama- 
miento que se hace ai demandado para 
que venga al juicio (arts. 227 á 235y 1137 
de la Ley de Enj. civil), ó á los pro- 
curadores de los litigantes para que en 
caso de apelación comparezcan ante el Tri- 
bunal Superior (arts. 335 y 336, 659 y 
otros); ó si se interpone recurso de casa- 
ción para que se personen antee! Tribunal 
Supremo (arts. 1033 y 1054.) Ei empla- 
zamiento debe hacerse por regla general 
al mismo contra quien so dirige la de- 
manda, como principal ó á veces como 
apoderado, sin perjuicio de discutirla 
personalidad, sí se promoviese cuestión. 
Sobre emplazamiento á los pueblos y 
Ayuntamientos, corporaciones y otras 
personas jurídicas, véase Personalidad 
en juicio. 

La citación es equivalente en cierto 
modo á emplazamiento, ó inas bien todo 
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emplazamiento es tina verdadera cita- 
ción; pero la citación que tiene induda- 
blemente esta acepción genérica, signi- 
fica, según la ley, llamamiento para un 
trámiteimportante del juicio; y así se 
exige que preceda para lá práctica de 
toda diligencia de prueba, menos para la 
confesión en juicio y reconocimiento de 
libros y papeles de los litigantes (artícu- 
lo 278), siendo su omisión motivo de ca- 
sación ; y para oir sentencia (arts. 329, 
345, 860, 959, 1004, 1050 y otros) sien- 
do igualmente su falta motivo de casa- 
ción. Algunas veces usa la ley indistin- 
tamente las palabras citación y emplaza- 
miento, y asi dice tratando de los juicios 
verbales, (art. 1167), que se eite al de- 
mandado para la comparecencia^ 

Notificación. Esta voz tiene todavía 
una acepción mas genérica , y significa 
el acto mismo de hacer saber una pro- 
videncia, cualquiera que esta sea, aun- 
que no envuelva la idea de citación, con- 
vocatoria, ni llamamiento, ¿aunque ten- 
gan este objeto. Toda notificación debe 
hacerse en la forma prevenida por la ley 
de 4 de junio de 1837 y por los arts. 21 
á 24 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Si la citación á audiencia y llama- 
miento al juicio es requisito indispensa- 
ble en lo civil, de tal modo que no pue- 
de darse juicio contra otro anón se- 
yendo emplazado primeramente que lo 
viniese á oír» (ley 12, tít. XXII , Par- 
tida 3. a ) lo es con doble motivo en lo 
penal , y está expresamente consigna- 
do en el art. 12 del reglamento provi- 
sional , que á nadie pueda imponerse 
pena alguna sin que antes sea oido y 
juzgado con arreglo á derecho por el 
juez ó tribunal que ia ley tenga esta- 
blecido. 

Jurisprudencia 

El Tribunal Supremo ha establecido 
en distintos fallos la siguiente doctrina: 

1. ° Que uno de los efectos atribui- 
dos a la citación por la ley 13, tít. Vil, 
Part. 3. a es el de anular ía enajenación 
de la cosa objeto de la demanda, cuando 
ed demandado la enajena después del 
emplazamiento, ( Sent . 13 junio de 1854.) 

2. ° Que cuando son dos ó mas los 
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que tienen personalidad en un juicio, á 
todos debe citarse ó emplazarse siendo 
su omisión causa de nulidad {Sent. de 
20 de junio de 1866.) 

3. ° Que son innecesarios la citación 
y emplazamiento cuando el interesado 
se presenta expontáneamente en juicio, 
según repetidamente lo tiene declarado 
(Senis. de 18 de setiembre de 1867, y 
22 de abril de 4856.) 

4. ° Que la falta de citación para una 
diligencia de prueba no autoriza la casa- 
ción si habiendo podido reclamarse no 
se hizo en tiempo. 

Y 5.° Que la Ley de Enjuiciamiento 
civil no requiere la citación para sen- 
tencia en las cuestiones jurídicas pro- 
movidas por declaratoria {Sent. de 6 de 
diciembre de 1860). — V. Emplazamien- 
to: Notificación: Procurador, yen En- 
juiciamiento civil, los artículos citados 
de la Ley. 

CITACION DE EVICCIOH. — V. Eviccion 

y Saneamiento. 

CITACION PARA DECLARAR.— V. De- 
claración judicial: Testigos. 

CITACION POR EDICTOS. La Ley de 

Enj. civil habla de la citación por edic- 
tos en los arts. 231,1183, 11 90 y 1191. 
— V. Edictos y Pregones. 

CITACION POR PLEITO RETARDADO. Es 

la que tiene por objeto llamar á la con- 
tinuación ó prosecución de un juicio ó 
pleito interrumpido ó suspendido por un 
tiempo considerable á ios que eran par- 
tes en él ó á su causa-habientes. — Véa- 
se Pleito retardado. 

CIUDAD. La ley 6. a , tít. XXXIÍI, Par- 
tida 7. a dice «que do quier que sea fa- 
llado este nombre cibdat, que se entien- 
de todo aquel lugar que es cercado de 
los muros con los arrabales et los edifi- 
cios que se tienen con ellos. El Diccio- 
nario de la Academia define la ciudad 
« población comunmente grande que go- 
za de mayores preeminencias que las vi- 
llas. » Algunas, añade, son cabezas de 
reino ó provincia, y otras tienen este tí- 
tulo por privilegio. En la Nov. Reo. ha- 
llamos muchas leyes que nos hablan del 
gobierno délas ciudades, villas y luga- 
res, y de ios privilegios y costumbres de 
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los pueblos etc.; pero no hemos dado 
hasta ahora con una sola que deslindó- 
las preeminencias de las ciudades, y la 
lev orgánica de los Ayuntamientos tam- 
poco establece nada sobre este punto. 
¿Cuáles son, pues, esas preeminencias? 
¿Las tienen hoy, ó es nn simple título 
honorífico el de ciudad? No es posible 
dar una contestación satisfactoria á estas 
preguntas; pero algo debemos decir so- 
bre este asunto y nos remitimos á Dis- 
trito municipal: V illa: Lugar. 

CIUDADANÍA- La cualidad y el dere- 
cho de ciudadano. 

CIUDADANO- El que goza de los dere- 
chos de una ciudad, ó de una nación ó 
Estado. — Vcase Constitución: Natura-: 

LEZA. 

CLASES PASIVAS. Dase este nombre 
á los individuos que dependen del Te- 
soro público cobrando alguna cantidad 
por razón de cesantía, jubilación, pen- 
sión ó retiro. 

Mientras carezcamos de una buena 
ley sobre las circunstancias que deben 
reunir los empleados públicos; mientras ; 
no se dicten las disposiciones conve- j 
nientes para regularizar la provisión de 
empleos; mientras sea tan precaria su 
situación por falta de estabilidad etc., i 
será indudablemente necesario y equi- 
tativo, nosotros lo reconocemos así , el 
sistema de cesantías y jubilaciones; pero 
no dejará por eso de ser á la vez una ver- 
dadera calamidad para la nación. 

No es nuestro objeto entrar en consi- 
deraciones sobre este asunto, ni el plan 
de esta obra lo requiere tampoco; bás- 
tanos decir que lejos de irse poco á poco : 
extinguiendo ó aminorando el gran nú- 
mero de individuos que componen las 
clases pasivas, y de reducirse la excesi- 
va cantidad que es necesario consignar 
para sus haberes en el presupuesto de! 
Estado, asusta el aumento que en pocos 
años ha experimentado la partida des- 
tinada á este objeto, de tal modo que si 
así continúan las cosas, no ha de bas- 
tar dentro de poco para cubrir sus exi- 
gencias ni la mitad del pingüe producto 
de todas las propiedades, contribuciones 
y rentas públicas. 


Es, pues, una cosa muy cómoda la de 
poder quitar y poner empleados sin su- 
jeción á regla alguna, pero es un siste- 
ma que trae consigo entre otros males 
de ifiayor trascendencia, que no es esta 
ocasión de exponer, el de hacer insopor- 
table el presupuesto de las clases pasi- 
vas, como todos los Ministerios desde 
í 835 acá lo vienen reconociendo ¿Y cuán- 
do se pondrá remedio? 

Pero no es lo peor para el Estado la 
carga anual de 160 millones de reales 
que importan los haberes de las clases 
pasivas; es mucho mas grave y trascen- 
dental á nuestros ojos el mal que trae 
consigo ese sistema funesto de las cesan- 
tías que nunca se acaban, y de las jubi- 
laciones y pensiones inmotivadas. Este 
mal es urgente combatirlo; es, como si 
dijéramos, el gérmen fecundo de ese 
cáncer de la sociedad conccido con el 
nombre de empleomanía, cuyo desarro- 
llo se fomenta con esas distinciones in- 
necesarias de los que desempeñan car- 
gos públicos, con esos privilegios odio- 
sos de que se revisten, con ese inconve- 
niente estímulo que de tantos modos se 
ofrece á los jovenes, y Jes alienta á mi- 
rar como único norte de su s aspiracio- 
nes la carrera de empleado. 

Y no es, que creamos que sea esta car- 
rera de gran provecho y porvenir , y 
que por eso se descuiden otras, no; con- 
sideramos el mal como realmente es en 
sí; y por eso vemos con dolor que se 
desdeñen los estudios agrícolas y de los 
ramos industriales, que darían mas po- 
sitivos resultados al interés individual y 
al fomento de nuestra pública riqueza, 
para pensar exclusivamente en escalar 
altos puestos, para pensar cuando los 
ocupan en otros mas elevados, para no 
ocuparse muchos sino de ganar, de cual- 
quier modo quesea, años de servicio, y 
para estar siempre soñando con un buen 
sueldo regulador. Seamos ingenuos; á 
esto aspiran sin descanso no pocos em- 
pleados y sus familias, aun á costa de su 
dignidad, de vergonzosas humillaciones 
y de indecorosas veleidades políticas. 

Hé aquí , nos decimos muchas veces, 
como los Gobiernos lejos de combatir 
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con mano firme. la empleomanía, la están 
inconsid^adamente fomentando. Hay, 
sin poderío poner en duda, empleados 
muy dignos, laboriosos, ilustrados, y en 
todos conceptos muy distinguidos; res- 
péteseles y atiéndaseles como es debido. 
Pero dése a? mismo tiempo su merecido 
á esos otros empleados ineptos que deben 
exclusivamente al favor el puesto que 
ocupan, que nada trabajan, ó solo sirven 
de estorbo en las oficinas, que tal vez no 
asisten á ellas sino el' dia de firmar la 
nómina, y que no obstante solo piensan 
en encaramarse á los mas altos pues- 
tos dejando atrás á los que hemos 

dicho son laboriosos y entendidos..,., 
¿Cómo, pues, á los que así se conducen 
hemos de mirarles con la consideración 
que á los demás? ¿Con qué derecho ha ! 
-de ser en todo caso mas atendida esta ! 
clase de servidores del país, que lo es 
cualquiera otra, la del labrador, la del 
industrial, la del comerciante? Si tan 
penosa es la carrera de empleado públi- 
co, ¿por qué ese vértigo de todos por ser 
todos empleados? ¿Por qué tantos me- 
moriales y tantos esfuerzos y tantas hu- 
millaciones para lograrlo? 

En resúmen, los derechos pasivos de 
los empleados públicos tal como están 
constituidos no solo no nos parecen jus- 
tos sino que los consideramos contrarios 
á la economía política y á toda equidad. 
Las clases pasivas son un mal para el 
presupuesto del que absorben cerca de 
doscientos millones de reales, que de- 
dicados ó canales de riego , á caminos y 
á otras empresas útiles ó de público in- 
terés, harían variar en muy pocos años 
el aspecto de este país de suelo privile- 
giado ; pero ó la vez que son un mal 
en si, son también concausas de otro 
mal mucho mas grave, del mal de la em- 
pleomanía, que es una verdadera de- 
mencia, del desden hacia las clases pro- 
ductoras, del desaliento que se advierte 
en todos para dedicarse á empresas útiles 
ue reclama con afan el estado de atraso 
e nuestra agricultura, de la ganadería, 
de la industria fabril y de todos los 
ramos de la producción nacional. 

En el articulo Jubilaciones y Cesan- 
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tías se hallará la legislación vigente so- 
bre el asunto de este artículo. 

CLÁUSULA, Una disposición particu- 
lar que hace parte de un documento. 
En este sentido los contratos, los testa- 
mentos etc. tienen sus cláusulas que á 
veces son como condiciones, modifica- 
ciones ó aclaraciones de lo establecido. 
— V. Condiciones: Contratos: Obliga- 
ciones: Testamentos. En el lenguaje fo- 
rense son conocidas con nombres pro- 
pios algunas cláusulas; y así se dice: 

Cláusula derogatoria ó ad cautelam: 
la que suele ponerse alguna vez en ios 
testamentos declarando á priori nulos 
los que se otorguen después, á no em- 
plear una manera señalada de revoca- 
ción. V. — Testamento con cláusula ad 
cautelam. 

Cláusula de constituto: esta suele po- 
nerse en la venta ó donación de una fin- 
ca , cuando el donador ó vendedor se 
reserva el usufructo por algún tiempo ó 
por vida , y es su efecto trasferir la po- 
sesión civil al comprador ó donatario, 
en cuyo nombre y no en el suyo propio 
declara el vendedor ó donador poseer la 
cosa. 

Cláusula irritante : es la que se pone 
en algunas escrituras para que no surta 
efecto lo que se hiciere en contra de lo 
estipulado, con la fórmula uso pena de 
nulidad » ó asiendo nulo cuanto en con- 
trario se hiciere ». Cuando lo que se anu- 
la es la convención misma, si se hiciere 
algo en contra de ella, la cláusula se lla- 
ma resolutoria, como decimos en Con- 
diciones, y en Acciones hkscisorias y re- 

i SOLUTOR1AS. 

Cláusula penal : es la que suele poner- 
se en algunos contratos ó testamentos, 

. para el que no cumple lo estipulado ó 
lo ordenado por el testador etc. etc. 

CLÉRIGO^ CLERO. Clérigo es todo va- 
¡ ron que en virtud de órdenes mayores 
¡ ó menores está dedicado al servicio del 
; altar y culto divino. Bajo la enunciativa 
■ de Clero se entiende todo ei estado ecle- 
siástico en general. Quisiéramos haber 
tratado aquí todo lo relativo á este im- 
portante asunto, como lugar mas pro- 
, pió, pero lo reservamos para Jos artícu- 
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los Eclesiásticos, Concordato y otros allí 
citados. 

COACCION. Ea fuerza ó violencia que 
se hace á alguna persona para precisarla 
á que diga ó ejecute alguna cosa. Las 
coacciones que constituyen delito se pe- 
nan en los artículos 417 al 421, del Có- 
digo penal, en el 430, y en su caso si 
son simples amenazas, en el núm. 3.°, 
art. 484, núm. 12 del 483 , y núm. 10 
del 494. En los contratos la coacción su- 
pone falta de consentimiento libre. Véase 
Contratos. En las causas criminales no 
debe emplearse tampoco medio alguno 
de coacción en ias declaraciones de los 
procesados y testigos. — V. Justicia (artí- 
culos 7.° y 8.° del reglamento provisio- 
nal) y Tormento. 

COADJUTOR. La persona que oficial- 
mente ayuda ó auxilia á otro en el des- 
empeño de su cargo. El clérigo que está 
unido á un prelado, ó á otro beneficia- 
do para ayudarle a desempeñar las fun- 
ciones anejas á su prelacia ó á ( tro cual- 
quier beneficio. Y los tenientes en ane- 
jo dependientes de cura propio. 

Sobre coadjutores eclesiásticos remi- 
timos á nuestros lectores al artículo Con- 
cordatos debiendo consultar los artícu- 
los 5.°, 26 y 33 del de 1851, el R. D. de 
21 de noviembre del mismo año, el de ■' 
50 de abril de 1852. Véase también Cura 
párroco. 

COARTADA. Voz que se usa en el foro 
con el verbo probar. Probar la coarta- 
da es, pues, hacer constar que el pre- 
sunto reo de un delito ó acusado co- 
mo tal, estuvo ausente del paraje en 
que se cometió el delito, en el dia, hora 
y momento en que tuvo lugar su perpe- 
tración. 

C0BRAN1A DE CONTRIBUCIONES. — Tóa- 
se Apremios : Contribución territo- 
rial, etc. 

COCHES. V. Carruaj es públicos: 
Contribución: Contribución sobre car- 
ruajes Y CABALLERÍAS. 

CODICILO. Es una disposición de úl- 
tima voluntad que suele tener por ob- 
jeto suplir, variar ó reformar alguna 
parte del testamento. En los codicilos 
dice la ley 3. a de Toro (2. a , til. XVIII, 
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i lib. X de la Nov. Recop.) «intervenga 
la misma solemnidad que se ife quiere en 
el testamento nuncupativo ó abierto ,» 
Cuando se otorguen cerrados deberán 
guardarse las solemnidades del testa- 
mento cerrado. Es decir que hoy r 0 
hay diferencia sustancial entre testamen- 
to y codicilo, y que en rigor lian des- 
aparecido estos de nuestro tecnicismo 
jurídico, pudiendo hacerse por el codi- 
cilo lo mismo que por el testamento, sin 
restricción alguna , conforme lo tiene ya 
consignado el Tribunal Supremo. 

Fió aquí un fallo muy terminante. 

Sent. de 21 de junio de 1867, 

Las bijas y herederas de Doña Manue- 
la Blanco, en pleito que esta entabló 
contra Doña Francisca Travieso sobre 
nulidad de un codicilo y petición de 
herencia, interpusieron recurso de casa- 
ción contra la sentencia absolutoria de 
la Audiencia de la Corana, pues soste- 
niendo que no pedia haberse hecho en 
codicilo la sustitución de heredero, ci- 
taban principalmente como infringidas 
las leyes 2. a , til. XII, Part. 6. a y 8. a , 
tít . 1ÍI de la misma Partida. El Tribu- 
nal Supremo, Sala 1. a , Sección 2. a de- 
clara no haber lugar al recurso por sen- 
tencia de 21 de junio de 1867. 

((Considerando que las leyes 1. a y 2. a , 
tít. XYH1, lib. X de la Nov. Recop., al man- 
dar la una, entro otras cosas, que el testa- 
mento valga aunque el testador no haya he- 
cho heredero alguno, y la otra que en los 
codicilos intervenga la misma solemnidad 
que se requiere en el testamento nuncupativo 
ó abierto, vinieron á modificar esencialmen- 
te lo que disponían las leyes de Partida en 
este punto, haciendo cesar por consecuen- 
cia las restricciones que las mismas tenían 
establecido respecto á los codicilos por no 
subsistir ya la razón de diferencia que los 
distinguía de los testamentos y por la índole 
y el espíritu propio de la reforma, según lo 
lia declarado ya este Supremo Tribunal an- 
tes de ahora; 

Y que la sentencia, al absolver de la de- 
manda en que se pedia la nulidad ó revoca- 
ción de la institución de heredero hecha en 
codicilo, no ha infringido la ley 2. a , tít. XII, 
de la Partida 6. a , ni la 8. a , lít. III, de la 
misma Partida que se citan en el recurso.» 
( Gac . 28 junio de 1867.) 
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La misma doctrina, en efecto, tenia 
ya consignada el Tribunal Supremo en 
sentencia de T¡ de junio de 1864 y es, 
ni mas ni menos, la misma nuestra, que 
expusimos en la. primera edición de esta 
obra, tomo III, pág. 116. 

CODIFICACION. Del verbo fació (ha- 
cer) y de la voz codex (código): codifica- 
ción es la formación de códigos, pero 
con sujeción á los principios de la cien- 
cia dé la legislación. 

Reconocida en España desde nuestras 
Cortes de Cádiz la necesidad de formar 
buenos Códigos, todos cuantos Gobier- 
nos se han sucedido en el poder han de- 
dicado algún tanto su atención á este 
importantísimo asunto; y aunque toda- 
vía no hayamos llegado al término de- 
seado, tenemos ya desde 1830 el Código 
de Comercio y la Ley de Enjuiciamiento 
mercantil , de cuya reforma se trata en 
la actualidad; desde 1848 el Código pe- 
nal modificado en 1850; y desde l85o la 
Ley de Enjuiciamiento civil. Solo nos 
falta la Ley orgánica de los Tribunales tan 
necesaria é indispensable como base de 
la de Enjuiciamiento criminal de que 
también carecemos, y nos falta igualmen- 
te el Código civil , cuyo proyecto dió ter- 
minado la Comisión de codificación en 
1851, sin que desde entonces se haya 
pensado seriamente en su aprobación 
y sanción. — Véase Código: Código ci- 
vil, etc. 

CÓDIGO. Cuerpo ó colección de leyes 
de un Estado. Por antonomasia so en- 
tiende el que se hizo de orden de Justi- 
niano, coleccionando las Constituciones 
de los emperadores romanos. 

Nuestros códigos ó colecciones de le- 
yes principales son el Fuero Juzgo, el 
Fuero viejo de Castilla, el Fuero real y 
leyes del Estilo, las siete Partidas, el 
Ordenamiento de Alcalá, el Ordenamien- 
to Real, las Leyes de Toro, la Recopila- 
ción, las Ordenanzas de Bilbao, el Có- 
digo de Comercio, el Código penai y la 
Ley de Enjuiciamiento civil. 

Es un principio de todos sabido que 
la ley posterior deroga la anterior, y co- 
mo consecuencia del mismo, el orden 


¡ gradual según el cual son obligatorias 
i nuestras leyes, es el siguiente: 

| l.° Los códigos y leyes posteriores 

! á la Nov. Rec., prefiriendo las de fecha 
roas moderno á las que la tengan mas 
antigua. 

2. ° La Novísima Recopilación, san- 
cionada por Real cédula de 15 de julio 
do 1805, con el Suplemento que aparece 
al final de la misma, agregado en virtud 
de Real cédula de 15 de enero do Í8u8, 
con varias leyes por el mismo orden de 
títulos y libros. 

3. u El Fuero Juzgo, el Fuero Real y 
I los Fueros municipales. 

4. ° Las siete Partidas. 

En una acepción mas concreta no se 
entiende por Código cualquiera colec- 
ción legal, sino la que es resultado de 
la nueva ciencia de la codificación, y que 
comprende un conjunto homogéneo de 
disposiciones ó artículos bien clasifica- 
dos sobre cualquiera ramo ó materia, 
como hoy el Código penal, el de comer- 
cio, la Ley de Enjuiciamiento civil etc. — 
V. Derecho: Enjuiciamiento civil: Es- 
péculo: Fueros municipales: Fueros pro- 
vinciales: Fuero Juzgo: Fuero viejo de 
Castilla: Fuero Real: Leyes de toro: 
Nueva Recopilación: Novísima Recopi- 
lación: Partidas: Colección legislati- 
va: Ley etc. 

CÓDIGO CIVIL* Aunque como deja- 
mos dicho en el artículo Código tenemos 
muchas antiguas colecciones de leyes, 
carecemos todavía de un Código civil ; no 
obstante haberse publicado en 1851 un 
i proyecto del mismo formado por la Co- 
misión que se nombró al electo por 
! R. D. de 11 de setiembre de 1846, y an- 
j tes también por otra uombráda en 10 de 
I agosto de 1843. A propósito de estose nos 
ocurre preguntar: ¿No han vuelto á pen- 
sar los Óres. Ministros de Gracia y Jus- 
cn la necesidad, en la conveniencia de 
la reforma de nuestra legislación civil? 
¿Tan grandes son las dificultades que 
ofrece el planteamiento de dicho Códi- 
go, que no hay en España, entro ios po- 
líticos y jurisconsultos mas profundos, 
quien pueda proponer los medios de 
vencerlas, ya por medio de modiíieacio- 
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nes que en el proyecto deban introdu- 
cirse , ya si no con las disposiciones 
transitorias, que naturalmente han de 
ser precisas para llevar adelante una re- 
forma de tanta importancia? Así parece 
que Jo dá á entender el Gobierno, 
cuando á la vez que confiesa la urgente 
necesidad del Código civil en los Dea- 
Ies decretos de 2 I de lebrero de i 855, i 
l.° de octubre de 185b, R. 0. de 2 3 de 
agosto vle 1858, y en otras disposiciones 
anteriores desde la de 19 de agosto de 
1813 , se mantiene tan inactivo y deja 
pasar inútilmente los años sin empeñar- 
se en que se vean resultados. 

Perú no, no es de ningún modo cier- 
to que para el desempeño de tan dilíei- 
les trabajos carezcamos de hombres muy 
capaces y competentes, corno lo son y 
mucho los eminentes jurisconsultos que 
componen la actual Comisión y ios que 
han compuesto las anteriores; sino que 
creernos que el vicio está en la organi- 
zación de la Comisión. ¿Cómo, pues, 
han de ir tan adelante los trabajos de la 
codificación, si el Gobierno no se mues- 
tra tan exigente como debiera, si los dig- 
nos jurisconsultos que la tienen á su 
cargo , no se ocupan en ella con toda 
preferencia , si la roban lo mejor del 
tiempo para otras tareas profesionales, ó 
para el desempeño de cargos públicos de 
suma importancia, de cuyo ejercicio no 
están dispensados? Invoquemos , si es 
que algo pueden valer , el ejemplo do la 
Comisión que redactó el Código de co- 
mercio vigentey la Ley de Enjuiciamien- 
to mercantil. Un año poco mas bastó 
para presentar concluido el primero , y 
mucho menos empleó todavía en la con- 
fección de la segunda. — V. Código 
CÓDIGO DE COMERCIO- La jurispru- 
dencia mercantil de España se hallaba 
reducida antes de la publicación del Có- 
digo de comercio á las ordenanzas par- 
ticulares otorgadas á los Consulados para 
su organización y régimen interior, ca- 
leciéndose de leyes generales que deter- 
minasen las obligaciones y derechos que 
proceden en los actos de comercio , de 
que resultaba confusión é incertidumbre 
para los comerciantes y traficantes , y 
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para los Tribunales y jueces llamados á 
conocer en los pleitos mercantiles. Para í 
poner término á esta situación se creó 
en 1 1 de enero de 1828 una Comisión 
que formulase un proyecto de Código de 1 
comercio ; trabajo que dio terminado en 
poco mas de un año, de tai modo, que 
en 50 de mayo de 1830 fué decretado y 
sancionado , mandándose después por 
R. 1). de 5 de octubre del mismo año 
que en atención á estar ya terminada la 
impresión, comenzase á regir desde l.° 
de enero de 1830, con derogación de 
todas las leyes, reglamentos y ordenan- 
zas, tanto generales como particulares, 
que anteriormente se observaban sobre 
asuntos mercantiles. 

Arregladas por dicho Código las re- 
laciones del comercio, determinadas las 
formas y efectos de los contratos, era 
también indispensable proveer al buen 
orden de su aplicación, estableciendo 
como se indicó en el art. 1219 de aquel 
un sistema de procedimientos que eon- 
. ci liase la celeridad de los trámites y la 
economía de sus expensas con las for- 
malidades indispensables para asegurar 
el acierto en las sentencias ; y esta nece- 
sidad se llenó bien pronto sancionando 
en 24 de julio de 1830 la Ley de En- 
juiciamiento sobre los negocios y causas 
de comercio que se imprimió también 
á parte formando un tomo de 188 pá- 
ginas 

Esta legislación es la vigente en el dia, 
salvo en algunos puntos sobre los cuales 
se han dictado medidas parciales , y no 
obstante que su revisión se ha conside- 
rado ya de todo punto como una nece- 
sidad por todos reconocida , y reclama- 
da por la opinión y que por Real decre- 
to de 8 de agosto de 1855 se creó una 
numerosa Comisión que se encargase de 
este trabajo, hoy después de cinco anos, 
todavía no sabemos que se haya dado un 

solo paso en el asunto cuando en 

poco mas de uno llenó su no menos di- 
fícil cometido la nombrada de 1828 para 
la formación del Código. 

Reservándonos para sus artículos cor- 
respondientes exponer la legislación pos- 
i terior al Código sobre ciertas materias 
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del mismo véase Aceptación : Agentes 
de Bolsa ó de cambio: Averia: Banco: 
Bolsa de comercio: Enjuiciamiento mer- 
cantil: Letra de cambio: Sociedades 

M RCANTILES etc. CtC. 

CÓDIGO MILITAR— V. Ordenanzas mi- 
litares. 

CÓDIGO PENAL- Nuestra legislación 
pe nal se contiene hoy en el Código pu- 
lseado en virtud de la ley de 19 de 
m arzo de 1848, y reformado conforme 
á los Reales decretos de 7 y 8 de junio 
d e 1850, habiéndose hecho en dicho 
año la segunda edición, que es la vigen- 
te, en la que se coordinaron y rectificaron 
las aclaraciones y adiciones contenidas 
en Reales órdenes y decretos publicados 
por el Gobierno en uso de L autoriza- 
ción dada al mismo. La edición vigente 
del Código penal, precedida de la citada 
ley de 19 de marzo de 1848 y de las de- 
más disposiciones de que se ha hecho 
mérito, es como sigue: 

LEY 

de 19 de marzo de 1848. 

Doña Isabel II, por la gracia de Dios y la 
Constitución de la Monarquía española , Rei- 
na de las Españas , á todos los que las pre- 
sente vieren y entendieren, sabed: que las 
Cortes han decretado y Nos sancionado lo 
siguiente : 

Artículo 1 ,° El proyecto de Código penal 
presentado por el Gobierno, y la Ley provi- 
sional que para su aplicación le acompaña, 
se publicarán desde luego y se observarán 
como ley en la Península é islas adyacentes 
desde el día que señale el Gobierno dentro 
de ios cuatro meses siguientes á la fecha de 
la sanción Real. 

Art. 2.° El Gobierno propondrá alas Cor- 
tes dentro de tres años , ó antes si lo estima- 
re conveniente , las reformas ó mejoras que 
deban hacerse en el Código , acompañando 
las observaciones que anualmente por lo me- 
nos deberán dirigirle los Tribunales. 

Art. 3.° El Gobierno hará por sí cual- 
quiera reforma , si fuere urgente , dando 
cuenta á las Cortes tan pronto como sea po- 
sible. 

_ Art. 4.° El Gobierno adoptará las dispo- 
siciones convenientes para la ejecución de 
esta ley. 
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Por tanto mandamos, etc. — Palacio á 19 
de marzo de 4848, 

R. D. de 19 marzo de 1848. 

Por este déereto se mandó observar el Có- 
digo penal como ley , en la Península é islas 
adyacentes, desde el dia i .“ de julio de aquel 
año. 

R. O. de 9 junio de 1850. 

Por esta Real órden se mandó hacer úna 
segunda edición del Código penal y de la Ley 
provisional dictada para su ejecución. 

R. D. de 30 junio de 1850. 

«AI tenor de lo dispuesto en la Real deter- 
minación del 9 del corriente , el Código pe- 
nal y la Ley provisional dictada para su eje- 
cución quedan refundidos ; y la numeración, 
artículos y reglas de los mismos , coordina- 
dos, modificados ó rectificados según se ma- 
nifiesta en la presente edición reformada, 
que se declara la única oficial y legal para 
todos los efectos de justicia » 

CÓDIGO PENAL. 

— < > 3#§o— 

LIBRO PRIMERO, 

Disposiciones generales sobre los delitos y 
faltas , las personas responsables y 
las penas. 

TÍTULO I. 

DE LOS DELITOS Y PALTAS , Y DE LAS CIRCUNS- 
TANCIAS QUE EXIMEN DE RESPONSABILIDAD 

CRIMINAL, LA ATENÚAN Ó LA AGRAVAN. 

CAPITULO I. 

De los delitos y faltas. 

Artículo l.° Es delito ó falta toda acción 
ú omisión voluntaria penada por la ley. 

Las acciones ú omisiones penadas por la 
ley se repulan siempre voluntarias , á no ser 
que conste lo contrario. 

El que ejecutare voluntariamente el he- 
cho , será responsable de él , é incurrirá en 
la pena que la ley señale, aunque el mal re- 
caiga sohre persona distinta de aquella á 
quien se proponía ofender (TJ. 

(1) Al disponer este artículo que las accio- 
nes ú omisiones penadas por la ley se reputan 
siempre voluntarías, d no ser que conste lo 
contrario, entendemos que no fué su objelo 
dejar tan importante punto á la discreción y 
arbitrio de los jueces, sino establecer el prin- 
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Art. 2.° No serán castigados oíros actos 
ú omisiones que los que la ley con anterio- 
ridad haya calificado de delitos ó faltas. 

En el caso de que un Tribunal tenga co- 
nocimiento de algún hecho que estime digno 
de represión y no se halle penado por la ley, 
se abstendrá de todo procedimiento sohre el, 
y expondrá al Gobierno Jas razones que le 
asistan para creer que debiera ser objeto de 
sanción penal. 

Del misino modo acudirá al Gobierno ex- 
poniendo lo conveniente, siu perjuicio de 
ejecutar desde luego la sentencia, cuando de 
Ja rigorosa aplicación de las disposiciones del 
Código resultare notablemente excesiva Ja 
pena, atendidos el grado de malicia y el daño 
causado por el delito (2). 

Art. 3.° Son punibles, no solo el delito 
consumado, sino el frustrado y Ja tentativa. 
Hay delito frustrado cuando el culpable, á 
pesar de haber hecho cuanto estaba ele su 
parte para consumarlo, no logra su mal pro- 
pósito por causas independientes de su vo- 
luntad. 

Hay tentativa cuando el culpable da prin- 
cipio á la ejecución deJ delito directamente 
por hechos exteriores, y no prosigue en ella 
por cualquiera causa ó accidente que no sea 
su propio y voluntario desistimiento. 

Art. 4. ü Son también punibles la cons- 
piración y la proposición para cometer un 
delito. 

La conspiración existe cuando dos ó mas 
personas se conciertan para Ja ejecución del 
delito. 

La proposición se verifica cuando el que 
fia resuelto cometer un delito propone su 
ejecución á otra ú otras personas. 

Exime de toda pena el desistimiento de la 
conspiración ó proposición para cometer un 
delito , dando parte y revelando á ia autori- 
dad pública el plan y sus circunstancias an- 
tes de haber comenzado el procedimiento (3). 


cipio que el art. 8.° viene á desenvolver, fijan- 
do uno por uno todos los casos que eximen de 
responsabilidad. Fuera de estos casos no lia- 
11 amos ni uno solo que, legalmente , produzca 
el efecto de eximir de responsabilidad crimi- 
nal al autor de un hecho cualquiera, califica- 
do de delito ó falta. Esta debe ser la inteli- 
gencia de ambos artículos i.° y 8.° 

(2) Véase la nota al an. 19, v en el Apéndi- 
ce a este Código, la R. 0. de 14 de abril de 1860. 

(3) En el primitivo Código solo eran puni- 
bles la conspiración y la proposición para co- 
meter un delito en los casos en que la ley los 
castigaba especialmente. La inconveniente no- 
vedad que ofrece hoy la redacción de este ar- 
tículo es sin disputa uno de los mayores lu- 
nares que tiene nuestro Código. Medítese sé- 
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Art. 5." Las fallas solo se castigan cuan, 
do han sido consumadas. 

Art, G. ü Se repulan delitos graves los n Ue 
la ley castiga con penas ailictivas. 

Sti reputan delitos menos graves los qi JP 
la ley reprime con penas correccionales. 

Son faltas las infracciones á que la ley se „ 
hala penas leves. 

Art, 7.° No están sujetos á las disposi- 
ciones de este Código los delitos militares 
los de imprenta, los de contrabando, los qué 
se cometen en contravención á las leyes sa- 
nitarias, ni Jos demás que estuvieren pena- 
dos por leves especiales (4). 


riameute sobre este punto, sobre lo que se dis- 
pone. en el último párrafo del mismo artículo - 
¿obre lo que ordena el último también del 62’ 
y los hombres versados en Ja ciencia no po- 
drán menos de deducir las mas tristes conse- 
cuencias. No es posible, pues, considerar por 
regla general penables la conspiración y la 
proposición, sin poner en gran peligro la ino- 
cencia; no es posible dejar de borrar el último 
párrafo ue este artículo que parece escrito para 
dar pábulo á la inmoralidad, para facilitar las 
acusaciones injustas, para autorizar la forma- 
ción de procesos basados sobre la simple pa- 
labra de algún malvado, sin hecho ostensible 
que constituya la menor señal dtd delito; no 
es posible, por último, que continúe vívala 
disposición del segundo párrafo del art. 62, 
tan relacionado con el presente, el cual en 
multitud de casos viene á dar por resultado el 
castigo de la simple conspiración con la mis- 
ma pena que el delito consumado. 

(4) Delitos no sujetos á las disposiciones del 
Código.— Dice el art. 7-° de una manera muy 
vaga, que no están sujetos á las disposiciones 
de este Código, entre otros delitos que expre- 
sa, los demás que estuvieren penados por 
leyes especiales. ¿Y cuáles son estos debuts? 
El legislador ha debido expresar una por una 
las leyes á que se refiere, y así nos evitaría 
dudas. De otro modo desaparece ó está en con- 
tinuo peligro ia Integridad del Código... Estas 
remisiones vagas é indeterminadas que algu- 
nas veces se hacen en los cuerpos del derecho, 
diee Benlhan, bastan por sí solas para viciar 
la bondad de un Código , porque .todo lo que 
no se halla en el cuerpo de la misma ley no 
es Jey. «Reúnanse, dice, dos cantidades, una 
finita y otra infinita, y la suma de ellas sera 
infinita; esta es uria demostración matemá- 
tica.» 

Pero indicaremos, siquiera sea someramen- 
te, las principales, sino todas las - leyes espe- 
ciales que rigen sobre materia penal. 

Contrabando .— Los delitos de contrabando 
y de defraudación á la Hacienda, no sujetos á 
las disposiciones del Código penal, son y han 
sido mucho tiempo liace, objeto peculiar de la 
legislación fiscal. Están definidos y clasifica- 
dos en ios arts i 7 al 20 del R. D. de junio de 
1832 que, derogando ¡a ley penal de 3 de nía- 
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CAPITULO II. 

De las circunstancias que eximen de res- 
ponsabilidad criminal. 

Art. 8.° Están exentos de responsabili- 
dad criminal: 

1 . ° El loco 6 demente, á no ser que haya 
obrado en un intervalo de razón. 

Cuando el loco ó demente hubiere ejecu- 
tado un hecho que la ley califique de delito 
grave, el Tribunal decretará su reclusión 
en uno de los hospitales destinados á los en- 
fermos de aquella clase , del cual no podrá 
salir sin prévia autorización del mismo Tri- 
bunal. 

En otro caso será entregado á su familia 
bajo fianza de custodia ; y no presentándola, 
se observará lo dispuesto en el párrafo an- 
terior. 

2. ° El menor de 9 años. 

3. ° El mayor de 9 años y menor de 15, á 
no ser que haya obrado con discernimiento. 

El Tribunal hará declaración expresa so- 
bre este punto para imponerle pena , ó de- 
clararlo irresponsable. 

4. ° El que obra en defensa de su perso- 
na ó derechos siempre que concurran las 
circunstancias siguientes: 

Primera. Agresión ilegítima. 

Segunda. Necesidad racional del medio 
empleado para impelirla ó repelerla. 


yo de 1830, ha venido á designar de una mas 
clara y precisa, los actos que propia y esen- 
cialmente constituyen dichos delitos, y á es- 
tablecer un Orden de procedimiento sencillo 
que concilia las justas exigencias de los en- 
causados con la eficaz represión del tráfico ilí- 
cito. Véase el decreto citado y toda la legisla- 
ción sobre esta materia en el artículo Contra- 
bando y Defraudación. 

Delito s electorales . — Hay una ley especial 
de 22 de junio de 18t>4, que se inserta en su 
lugar. — V. Delitos electorales. 

Delitos militar es . —En la disposición 1. a de 
las transitorias de este Código, se dice cuáles 
deben reputarse delitos y faltas militares. 

Faltas de que pueden conocer las autorida- 
des administrativas. — Véase el art. 50o, y el 
artículo Caltas , en su lugar de este Diccio- 
nario. 

Imprenta . — Se definen y clasifican los deli- 
tos de imprenta en el R. D. de 7 de marzo 
de 1867. — V. Imprenta. 

Leyes sanitarias.— Las contravenciones á 
las leyes sanitarias no están sujetas á las dis- 
posiciones del Código penal, Así lo dispone 
este artículo. Hay que estar por lo mismo, 
hoy, á lo prevenido en la Ley de Sanidad de 
28 de noviembre de 1855 (arts. 81 á 89), y en 
las Ordenanzas de farmacia, en que se contie- 
Tomo III. 
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Tercera. Falta de provocación suficiente 
por parte del que se defiende. 

5. ° El que obra en defensa de la persona 
ó derechos de sus ascendientes , descen- 
dientes, cónyuge ó hermanos, de los afines 
en los mismos grados y de sus consanguí- 
neos hasta el cuarto civil, siempre que con- 
curran la primera y segunda circunstancias 
prescritas en el número anterior, y la de 
que en caso de haber precedido provocación 
de parte del acometido, no tuviere participa- 
ción en ella el defensor. 

6. ° El que obra en defensa de la persona 
ó derechos de un extraño, siempre que con- 
curran la primera y segunda circunstancias 
prescritas en el num. 4.°, y la de que el 
defensor no sea impulsado por venganza, re- 
sentimiento ú otro motivo ilegítimo. 

7. ° El que para evitar un mal ejecuta un 
hecho que produzca daño en la propiedad 
ajena, siempre que concurran las circunstan- 
cias siguientes: 

Primera. Realidad del -mal que se trate 
de evitar 

Segunda. Que sea mayor que el causado 
para evitarlo. 

Tercera. Que no haya otro medio prac- 
ticable y menos perjudicial para impedirlo. 

8. ° El que en ocasión de ejecutar un acto 
lícito con la debida diligencia, causa un mal 

! por mero accidente sMla menor culpa ni in- 
¡ tención de causarlo. 


nan muy importantes medidas de salud pu- 
blica. Eí art. 73 de estas ordenanzas quiere 
que so promueva de oficio y por la vía judi- 
cial eJ castigo de las infracciones que constitu- 
yan delito ó falta prevenidos en Jas leyes sa- 
nitarias ó en el Código penal, teniendo pre- 
sente lo que este dispone en sus arts. 7.°, 233, 
254, 255, 256, núms. 4.° y 9.° del 485, y nú- 
meros 6-°, 7.° y 8.° del 485: y por la vía gu- 
bernativa las infracciones de las mismas Or- 
denanzas no expresas en el Código, castigán- 
dolas con reprensión privada ó pública mul- 
ta de 5 á 15 duros y arresto de 1 á 15 dias, — ■ 
V. Farmacia: Sanidad. 

Montes . — No es aplicable el Código penal á 
ios delitos y contravenciones , en montes pú- 
blicos, y rige por consiguiente la parte penal 
de las Ordenanzas de 1833 cómo y en la for- 
ma que determina el Real decreto-reglamento 
de 17 de mayo de 1865, tit. IX, que se inserta 
en Montes. 

Orden público . — En su lugar correspendien- 
te de este Diccionario, véase el Real decreto 
con fuerza de ley de 20 de marzo de 1867. 

Propiedad literaria é industrial . — Véase el 
art. 457 y su nota. 

Reuniones públicas, etc . — Véanse los artícu- 
los 211, 212 y su nota. 
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9. ‘ ! El que obra violentado por una fuer- 
za irresistible. 

10. El que obra impulsado por miedo in- 
superable de un mal mayor. 

i i. El que obra en cumplimiento de un 
deber ó en el ejercicio legítimo de un dere- 
cho, autoridad, oficio ó cargo. 

i 2. El que obra en virtud de obediencia 
debida. 

13. El que incurre en alguna omisión, 
hallándose impedido por causa legítima ó in- 
superable (5). 

CAPÍTULO III. 

De /as circunstancias que atenúan la res- 
ponsabilidad criminal . 

Art. 9. ü Son circunstancias atenuantes ((>). 

1. a Las expresadas en el capítulo ante- 
rior, cuando no concurran todos los requi- 
sitos necesarios para eximir de responsabili- 
dad en sus respectivos casos. 

2. a La de ser el culpable menor de 18 
años. 

3. a La de no haber tenido el delincuente 
intención de causar todo el mal que produjo. 

4. a La de haber precedido inmediata- 
mente provocación ó amenaza de parte del 
ofendido, 

5. a La de haberse ejecutado el hecho en 
vindicación próxima de una ofensa grave 
causada al autor, sus ascendientes , descen- 
dientes, cónyuje, hermanos ó afines en los 
mismos grados. 

6. a La de ejecutar el hecho en estado de 
embriaguez, cuando esta no fuere habitual ó 
posterior al proyecto de cometer el delito. 

Se reputa habitual un hecho cuando se 
ejecuta tres veces ó mas, cou intervalo á lo 
menos de 24 horas entre uno y otro acto. 

7. a La de obrar por estímulos tan pode- 
rosos que naturalmente hayan producido ar- 
rebato y obcecación. 

8. a Y últimamente, cualquiera otra cir- 
cunstancia de igual entidad y análoga á las 
anteriores (7). 


(5) Sobre todos los números de Gste artícu- 
lo es necesario tener muy presente la circuns- 
tancia primera del art. 9.° y lo dispuesto en 
el 73, El núra. 8.° tiene además una relación 
muy íntima con el art. 71 y con el núm. 5.° 
del 493, el núm 3.° con el art. 72. Véase ade- 
más la nota al art. l. u 

_ (6) Sobre la circunstancia 1. a de este ar- 
tículo debe advertirse la relación que tiene 
con el art. 73. La 2. a hay que compararla con 
el núm. 3.° del art. 8.°. y mucho mas con el 
último párrafo del art. 72. Consúltese además 
ios artículos 67 al 75. 

(7) ' Declarando el Tribunal Supremo haber 
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CAPITULO IV. 

De las circunstancias que agravan la res- 
ponsabilidad criminal. 

.^Art. 10. Son circunstancias agravantes: 
j,£l , a Ser el agraviado ascendiente, deseen- 
diente, cónyuge, hermano ó aün en los mis- 
mos grados del ofensor (8). 

2. a Ejecutar el hecho con alevosía, en- 
tend. endose que la hay cuando se obra á 
traición ó sobre seguro. 

3. a Cometer el delito mediando precio 
recompensa ó promesa. 

4. a Ejecutarlo por medio de inundación, 
incendio ó veneno , 

5. a Aumentar deliberadamente el mal 
del delito, causando otros males innecesarios 
para su ejecución. 

6. a Obrar con premeditación conocida, 

7. a Emplear astucia, fraude ó disfraz. 

8. a Abusar de superioridad, ó emplear 
medio que debilite la defensa. 

9. a Abusar de confianza. 

10. Prevalerse del carácter público que 
tenga el culpable. 

1 1 . Ejecutar el delito como medio de per- 
petrar otro. 

12. Emplear medios ó concurrir circuns- 
tancias que añadan ia ignominia á los efectos 
propios del hecho. 

13. Cometer el delito con ocasión de in- 
cendio , naufragio ú otra calamidad ó des- 
gracia. 

14. Ejecutarlo con auxilio de gente ar- 
mada ó de personas que aseguren ó propor- 
cionen la impunidad. 

15. Ejecutarlo de noche ó en despoblado. 

Esta circunstancias la tomarán en conside- 
ración los Tribunales según la naturaleza y 
accidentes del delito. 

16. Ejecutarlo en desprecio ó con ofensa 
de la autoridad pública. 

17. Haber sido castigado el culpable an- 
teriormente jior delito á que la ley señale 
igual ó mayor pena. 


lugar á un recurso de casación en una causa 
sobre defraudación á la Hacienda, establece la 
doctrina de que no pueden calificarse de cir- 
cunstancias atenuantes la falta de perjuicio á 
la Hacienda , ni la buena conducta anterior 
del reo, porque no son de las consignadas es- 
pecíficamente en este articulo ni de igual en- 
tidad ni análogas á estas. (Sent. 25 abril 1864.) 
— Véase además el artículo Asilo, en el to- 
mo i." pág. 523. 

(8) Sin mas que comparar esta circunstan- 
cia 4. a con el art. 479, se ve que no es agra- 
vante en todos los casos. Es por lo contrario, 
en los que allí se dice motivo de exención. 
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18. Ser reincidente de delito de la misma 
especie. 

ID. Cometer el delito en lugar sagrado, 
inmune, ó en donde la autoridad pública se 
halle ejerciendo sus funciones. 

20. Ejecutar el hecho con ofensa ó des- 
precio del respeto que por la dignidad, edad 
ó sexo mereciere el ofendido, ó en su mora- 
da cuando él no haya provocado el suceso. 

21. Ejecutarlo por medio de fractura ó 
escalamiento de lugar cerrado. 

22. Ejecutarlo haciendo uso de armas 
prohibidas por ios reglamentos (9). 

23. Y últimamente, cualquiera otra cir- 
cunstancia de igual entidad y análoga á las 
anteriores. 

TITULO n. 

/ 

DE LAS PERSONAS RESPONSABLES DE LOS DE- 
LITOS Y FALTAS. 

CAPITULO PRIMERO. 

De las personas responsables criminalmente 
de los delitos y faltas. 

Art. 11. Son responsables criminalmen- 
te de los delitos y faltas: 

1 . ° Los autores. 

2. ° Los cómplices. 

3. ° Los encubridores. 

Art. 12. Se consideran autores: 

1 . ° Los que inmediatamente toman parte 
en la ejecución del hecho. 

2. ° Los que fuerzan ó inducen directa- 
mente á otros á ejecutarlo. 

3. ° Los que cooperan á la ejecución del 
hecho por un acto sin el cual no se hubiera 
efectuado. 

Art.. 1 3. Son cómplices los que no hallán- 
dose comprendidos en el artículo anterior, 
cooperan á la ejecución del hecho por actos 
anteriores ó simultáneos. 

Art. 14. Son encubridores los que con 
conocimiento de la perpetración del delito, 
sin haber tenido participación en él como 
autores ni como cómplices, intervienen con 
posterioridad á su ejecución de alguno de los 
modos siguientes: 

. 1 - 0 Aprovechándose por sí mismos, ó au- 
xiliando á los delincuentes para que se apro- 
vechen de los efectos del delito. 

2.° Ocultando ó inutilizando el cuerpo, 


(9) Sobre Armas prohibidas bay que estar 
hoy a las leyes del tít. XIX, lib. XII de la No- 
vísima Recopilación , y principalmente á la 19, 
que resume las prohibiciones de las anteriores. 
— V. Amias, tomo i.®, pág. 481. 
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los efectos ó instrumentos del delito para im- 
pedir su descubrimiento. 

3.° Albergando, ocultando ó proporcio- 
nando la fuga al culpable, siempre que con- 
curra alguna de las circunstancias siguientes: 

Primera. La de intervenir abuso de fun- 
ciones públicas de parte del encubridor. 

Segunda. La’ de ser el delincuente reo 
de regicidio, de parricidio ó de homicidio co- 
metido con alguna de las circunstancias de- 
signadas en el número 1 .° del art. 333, ó reo 
conocidamente habitual de otro delito. 

Están exentos de las penas impuestas á los 
encubridores, los que lo sean de sus ascen- 
i dientes, descendientes, cónyujes, hermanos 
: ó afines en los mismos grados, con sola la 
excepción de los que se hallan comprendidos 
en el número l.° de este artículo. 

CAPITULO II. 

De las personas responsables civilmente de 
los delitos y faltas (10). 

Art. 15. Toda persona, responsable cri- 
minalmente de un delito ó falta, lo es tam- 
bién civilmente. 

Art. 16. La exención de responsabilidad 
criminal declarada en los núms. l.°, 2.°, 
3.°, 7.“ y 10 del art. 8.°, no comprende la 
1 de la responsabilidad civil, la cual se hará 
efectiva con sujeción á las reglas siguientes: 

1. a En el caso del nú ir.. l.° son respon- 
sables civilmeute por los hechos que ejecu- 
ten los locos ó dementes, las personas que 
los tengan bajo su guarda legal , á no hacer 
constar que no hubo por su parte culpa ni 
negligencia. 

No habiendo guardador legal, responderá 
con sus bienes el mismo loco ó demente, 
salvo el beneficio de competencia en la for- 
ma que establece el Código civil. 

2. a En los casos de los núms. 2.° y 3.° 
responderán con sus propios bienes los me- 
nores de 1 5 años que ejecuten el hecho pe- 

1 nado por la ley. 

Si no tuvieren bienes, responderán sus 
padres ó guardadores en la forma expresada 
en la regla 1. a 

3. a En el caso del núm. 7.° son respon- 
sables civilmente las personas en cuyo tavor 
se haya precavido el mal á proporción del 
beneficio que hubieren reportado. 

Los Tribunales señalarán, según su pru- 
1 dente arbitrio , la cuota proporcional de que 
cada interesado deba responder. 

(10) Aquí solo se trata de las personas civil- 
mente responsables. Lo que es la responsabili- 
dad civil lo dice después el tít. IY, arts. 115 
4 123. 
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Cuando no sean equitativamente asigna- 
bles, ni aun por aproximación, las personas 
responsables ó sus cuotas respectivas, ó 
cuando la responsabilidad, se extienda al Es- 
tado (5 á la mayor parle de una población , y 
un todo caso siempre que el daño se hubiere 
causado con intervención de la autoridad, 
se liará la indemnización en la forma que es- 
tablezcan las leyes ó reglamentos especiales. 

4. a En el caso del núm. 10 responderán 
principalmente los que hubieren causado el 
miedo, y subsidiariamente y en delecto de 
ellos, los que hubieren ejecutado el hecho. 

Art. 17. Son también responsables ci- 
vilmente, en defecto de los que lo sean cri- 
minalmente, ios posaderos, taberneros ó 
personas que estén al frente de estableci- 
mientos semejantes, por los delitos que se 
cometieren dentro de ellos, siempre que por 
su parte intervenga infracción de los regla- 
mentos de policía. 

Son además responsables subsidiariamen- 
te los posaderos de la restitución de Jos efec- 
tos robados ó hurlados dentro de sus casas 
á los que se hospedaren en ellas, ó de su in- 
demnización, siempre que estos hubieren 
dado anticipadamente conocimiento al mis- 
mo posadero, ó á sus dependientes, del de- 
pósito de aquellos electos en la posada. Esta 
responsabilidad no tendrá lugar en caso de 
robo con violencia, ó intimidación en las per- 
sonas, á no ser ejecutado por los dependien- 
tes del posadero. 

Art. 18. La responsabilidad subsidiaria 
que se establece en el artículo anterior, será 
también extensiva á los amos, maestros y 
personas dedicadas á cualquier género de in- 
dustria, por los delitos ó faltas en que incur- 
ran sus criados, discípulos, oficiales, apren- 
dices ó dependientes en el desempeño de su 
obligación ó servicio (11). 


(11) Responsabilidad civil subsidiaria. — Es 
necesario lijarse bien en las palabras del art. 18 
del Código, para no darle una interpretación 
violenta, ha responsabilidad subsidiaria de que 
trata ha de ser «por las f alias cometidas en el 
desempeño de su obligación ó servicio. » Un 
criado de labranza infringiendo las ordenanzas, 
va ai monte por leña; trata el guarda de pren- 
derle, y aquel con el hacha le mala alevosamen- 
te. Suponiendo que el amo le tolerase, le man- 
dase que fuese al monte y que cortase leña, con 
infracción de los reglamentos, el amo, á pesar de 
lodo, no podrá ser condenado á la responsabili- 
dad subsidiaria de que trata el art. 18 por el de- 
lito de homicidio que cometió su criado. Esta 
condenación seria injusta, seria hasta inicua. 

En la Audiencia de Burgos tenemos noticia 
de un caso enteramente igual al que ponemos 
por ejemplo , el juez inferior condenó al amo á 


Art. 19. No será castigado ningún deli- 
to, ni las fallas de que solo pueden conocer 
los Tribunales, con pena que no se baile es- 
tablecida previamente por lev, ordenanza" ó 
mandato de autoridad á ia cual estuviere con- 
cedida esta facultad (12 y 13). 

Art. 20. Siempre que la ley modere la 
pena señalada á un delito ó falta", y se publi- 
care aquella antes de pronunciarse el fallo 
que cause ejecutoria contra reos del mismo 
delito ó falta, disfrutarán estos del beneficio 
de la ley. 

Art. 21. El perdón de la parte ofendida 
no extingue la acción penal: extinguirá solo 
la responsabilidad civil en cuanto al interés 
del condonante, si este lo renunciare expre- 
samente. 

Lo dispuesto en este artículo no se en- 
tiende respecto á los delitos que no pueden 
ser perseguidos sin previa denuncia ó con- 
sentimiento del agraviado. 

Art.. 22. No se reputan penas la restric- 
ción de la libertad de ios procesados, la se- 
paración ó suspensión de los empleados pú- 
blicos, acordada por las autoridades guber- 
nativas en uso de sus atribuciones, ó por los 
Tribunales durante el proceso, ó para ins- 
truirlo , ni las multas y demás correcciones 


la responsabilidad subsidiaria; pero 1a. Audien- 
cia revocó tan injusta condenación. Otra cósase- 
ría si la causa de la condena hubiere sido por 
los daños que el criado hiciera en el monte; en- 
tonces á no dudarlo, habría sido aplicable la 
disposición del art. i8. 

(12) De que solo pueden conocer los Tribu- 
nales; véase el art. 505. 

(13) La ley penal no tiene efecto retroactivo 
sino en beneficio del reo . — Este principio de 
eterna justicia esta sancionado en nuestro Códi- 
go por losarts. 2.°, 19 y 20. Ningún hecho pue- 
de considerarse delito si la ley con anterioridad 
no lo ha calificado como tal; ninguna pena pue- 
de tampoco imponerse que no sea la establecida 
previamente para castigar el hecho de que se 
trate, salvo cuando sea mas beneficiosa al reo. 
Esto, y lo dispuesto en el último párrafo del ar- 
tículo 2.°, dá bastantemente á entender que la 
ley quiere limitar el arbitrio del juzgador basta 
el punto de consentir que se ponga en ejecución 
una pena que en algún caso resulte notablemen- 
te excesiva por la rigorosa aplicación de las dis- 
posiciones del Código, sin perjuicio de acudir al 
Gobierno exponiendo lo conveniente. 
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que los superiores impongan á sus subordi- 
nados y administrados en uso de su juris- 
dicción disciplina] ó atribuciones gubernati- 
vas (44 y 15). 

Art. 23. La ley no reconoce pena alguna 
infamante. 


CAPITULO II. 

De la clasificación de las penas. 

Art. 24. Las penas que pueden impo- 
nerse con arreglo á este Código y sus dife- 
rentes clases, son las que comprende la 
siguiente: 

Escala general. 

Penas aflictivas. 


Muerte. 

Cadena perpétua. 
Reclusión perpétua. 
Relegación perpétua. 
Extrañamiento perpetuo. 
Cadena temporal. 
Reclusión temporal. 
Relegación temporal. 
Extrañamiento temporal. 


Presidio mayor. 

Prisión mayor. 

Confinamiento mayor. 

Inhabilitación absoluta perpétua. 

Inhabilitación especialí^f P™í co > dei ?- 

perpétua para algún (1 ° L odl . co > P rcde * 
r 1 1 D ( sion u oficio. 

Inhabilitación tempo-jeargos públicos dere* 

ral absoluta para. .1 cbos políticos. 

Inhabilitación especial ¡cargo, derecho, pro- 

temporal para. .... i fesion ú oficio. 

Presidio menor. 

Prisión menor. 

Confinamiento menor. 

Penas correccionales 


Presidio correccional. 

Prisión correccional. 

Destierro. 

Sujeción á la vigilancia de la autoridad. 
Reprensión pública. 

Suspensión 


Arresto mayor, 


Penas leves. 


Arresto menor, 
Reprensión privada. 


(14) La faculud Je suspender á los Alcal- 
des y otros funcionarios administrativos, ¿es 
peculiar de los Gobernadores 6 corresponde 
también á la autoridad judicial? Esta cuestión 
ha sido resuelta por el Consejo de Estado en 
sus decisiones de 2 de Febrero de 4839 y 4 de 
igual mes de 1863, insertas en el artículo Al- 
caldes y Ayuntamientos, párrafo 6.°, pág. 389. 

(15) La jurisdicción penal reside exclusiva- 
mente en los Tribunales .— El art. 77 déla siem- 
pre sábia instrucción para los subdelegados de 
Fomento publicada por Real decreto de 30 de 
noviembre de 1833, dice así: 

«Una ley especial fijará las penas que ban 
de imponerse á los contraventores de las dis- 
posiciones administrativas, y el modo con que 
las autoridades del ramo deben solicitar de los 
jueces respectivos la aplicación de ellas. Entre 
tanto servirá de regla que Jos agentes de la 
Administración no pueden por si aplicar otras 
que las multas determinadas en los regla- 
mentos, en los casos y por las cantidades que 
ellos señalan.» 

De. acuerdo con tan sábia y previsora dispo- 
sición, poco conocida y peor aplicada, nues- 
tro primitivo Código penal de 4848 negaba á 
la Administración la facultad de imponer pe- 
nas, como exclusiva de lo?. Tribunales, debien- 
do los Alcaldes castigar todas las faltas com- 
prendidas en el libro Til de dicho Código con 
el carácter de jueces, y observando las forma- 
lidades establecidas en la Ley provisional. 

Tan importante mejora tropezó, como todas, 
con los inconvenientes de la rutina, y bien 
pronto asomó esta su cabeza y se colocó sobre 


la ley, hasta el punto de haberla hecho re- 
tractarse en los arls. 22 y 505 del Código re- 
formado, en que volvió á darse á los agentes 
de la Administración la facultad de corregir gu- 
bernativamente las faltas en los casos en que 
su represión les este encomendada por las 
mismas leyes. 

Nosotros examinamos detenidamente esta re- 
forma en 1850, y la desaprobamos corno in- 
conveniente; ya porque creíamos que solo con- 
duela al desorden y á la anarquía en el castigo 
de las faltas, produciendo además innumerables 
conflictos entre las autoridades administrativas 
y loa Tribunales; ya porque estábamos persuadi- 
dos de que se extralimitaba la competencia de 
la Administración con mengua de los atributos 
de la justicia; ya porque en nuestro entender se 
entronizaba la arbitrariedad y el capricho en los 
que ejercen funciones públicas, y ya, por últi- 
mo, porque no se determinaban las faltas que 
podían castigarse gubernativamente y las que 
exigían las formas tutelares de la justicia. 

El tiempo y los sucesos vinieron á continuar 
nuestros temores: el libro III del Código penal 
llegó á ser bien pronto una letra muerta; los 
conflictos que estaban á la orden del dia se mul- 
tiplicaron cada vez mas; se aumentó la confu- 
sión y el desórden. y el Gobierno mismo tuvo 
que reconocer su error modificando lo dispuesto 
en el art. 505 del Código, por medio de las re- 
glas que estableció en el importante fí. D. de i 8 
de mayo de 1853, en las cuales se deslindan las 
faltas que pueden castigarse gubernativamente, 
y las que exigen las formalidades del juicio, 
(Véase ei art. 505 y su nota.) 
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Pena* comune» á las tres clases anteriores. 

Multa. 

Caución. 

Penas accesorias. 

Argolla. 

Degradación. 

Interdicción civil. 

Pérdida ó comiso de los instrumentos y efec- 
tos del delito. 

Resarcimiento de gastos ocasionados por el 
juicio. 

Pago de costas procesales. 

Art. 25. Las penas de in-| ,f ere( ! hos po _ 
habilitación y sus-i ]¡^ cos profe- 
suspensión para.f sjon ü J ?ficio? 

son accesorias en los casos en que no impo- 
niéndolas especialmente la ley, declara que 
otras penas las llevan consigo. 

Las de resarcimiento de gastos ocasiona- 
dos por el juicio y pago de costas procesales, 
se entienden impuestas por la ley á los auto- 
res de todo delito ó falta, y á sus cómplices, 
encubridores y demás personas legalmente 
responsables. 

CAPÍTULO III. 

De la duración y efecto de las penas. 
SECCION PRIMERA. 

Duración de las penas. 


Art. 26. Las penas de cadena, reclusión, 
relegación y extrañamiento temporales du- 
ran de doce á veinte años. 

Las de presidio, prisión y confinamiento 
mayores, duran de siete á doce años. 

Las de inhabilitación absoluta é inhabili- 
tación especial temporales, duran de tres á 
ocho años. 

Las de presidio, prisión y confinamiento 
menores, duran de cuatro a' seis años. 

Las de presidio y prisión correccionales y 
destierro, duran dé siete meses á tres años. 

La de sujeción á la vigilancia de la autori- 
dad, dura de siete meses á tres años. 

La de suspensión, dura de un mes á dos 
áños. 

La de arresto mayor, dura de uno á seis 
meses. 

La de arresto menor, dura de uno á quin- 
ce dias. 

La de caución, dura el tiempo que deter- 
minen los Tribunales, 

Los términos que designan el tiempo des- 
de el cual y hasta el cual dura la pena, se 
computan ambos inclusive. 

Art. 27. Lo dispuesto en el artículo an- 


1 terior no tiene, lugar respecto de las penas 
que se imponen como accesorias de otras* 
en cuyo caso tendrán las penas accesorias lá 
duración que respectivamente se halle de- 
terminada por la ley. 

Art. 28. La duración de las penas tem- 
porales empezará a' contarse, desde el día en 
que la sentencia condenatoria quede ejecu- 
i tonada, lo cual en las penas personales se 
entenderá si el reo quedare desde luego en 
poder de la autoridad, y si no, desde que se 
presentare ó fuere aprehendido. 

Si se hubiere interpuesto recurso de nuli- 
dad ó de casación , y por consecuencia de él 
se redujere la pena, se contará la duración 
de esta desde que se haya publicado la sen- 
tencia anulada ó casada. 

SECCION SEGUNDA. 

Efectos de las penas según su naturaleza res- 

p edita. 

Art. 29. Los que hayan sufrido las pe- 
nas de argolla ó degradación, no pueden ser 
rehabilitados sino por una ley especial, aun- 
que obtengan indulto de las penas prin- 
cipales. 

Art, 80. La pena de la inhabilitación ab- 
soluta perpetua produce: 

1. ° La privación de todos los honores y 
de Jos cargos y empleos públicos que tuviere 
el penado, aunque sean de elección popular. 

2. ° La privación de todos los derechos 
: políticos, activos y pasivos. 

3. ° La incapacidad para obtener los car- 
í gos, empleos, derechos y honores mencio- 
; nados. 

4. ° La pérdida de todo derecho á jubila- 
ción, cesantía ú otra pensión por los empleos 
que hubiere servido con anterioridad, sin 
perjuicio de la alimenticia que el Gobierno 
podrá concederle por servicios eminentes. 

No se comprenden en esta disposición los 
derechos ya adquiridos al tiempo de la con- 
dena por la viuda ó hijos del penado (16). 

Art. 31. La pena de inhabilitación abso- 
luta temporal para cargos públicos ó dere- 
chos^ políticos, produce en el penado: 

1 . ° La privación de todos loe honores y 
de los empleos y cargos públicos, aunque 
sean de elección popular. 

2. ° La privación de todos los derechos 
i políticos, activos y pasivos, durante el tiem- 
po de la condena. 

3. ° La incapacidad para obtener los em* 

(16) Sobre este artículo y demás que hablan 
i de la pena de inhabilitación, véase la nota al 
art. 114. 
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píeos, cargos, derechos y honores men- 
cionados, igualmente por el tiempo de Ja» 
condena. 9 

Art. 32. La inhabilitación especial per- 
pétua para cargos públicos, produce: 

1 , ° La privación del cargo ó empleo so- 
bre que recae, y de los honores anejos á él. 

2. ° La incapacidad de obtener otros en la 
misma carrera. 

Art. 33. La inhabilitación especial per- 
pétua para derechos políticos priva perpé- 
tuamente déla capacidad de ejercer los de- 
rechos sobre que recae. 

Art. 34. La inhabilitación especial tem- 
poral para cargo público produce: 

1, ° La privación del cargo ó empleo so- ' 
bre que recae, y de los honores anejos á él. i' 

2. ° La incapacidad de obtener otros en i 
la misma carrera durante el tiempo de la 
condena. 

Art. 35. La inhabilitación especial tem- 
poral para derechos políticos produce la in- 
capacidad para ejercer los derechos sobre 
que recae por el tiempo de la condena. 

Art. 36. La suspensión de un cargo pú- 
blico inhabilita para su ejercicio, y para ob- 
tener otro en la misma carrera por el tiempo 
de la condena. 

Art. 37. La suspensión de derechos po- 
líticos inhabilita igualmente para su ejercicio 
durante el tiempo de la condena. 

Art. 38. Cuando la pena de inhabilita- 
ción en cualquiera de sus grados y la de sus- 
pensión recaigan en personas eclesiásticas, 
se limitarán sus efectos á los cargos, dere- 
chos y honores que no tengan por la Igle- 
sia. Los eclesiásticos incursos en dichas pe- 
nas quedarán impedidos en todo el tiempo 
de su duración para ejercer en el Reino la 
jurisdicción eclesiástica , la cura de almas y 
el ministerio de la predicación, y para perci- 
bir las rentas eclesiásticas, salva la congrua. 

Art. 39. La inhabilitación perpétua es- 
pecial para profesión ú oficio priva al pena- 
do perpétuamentc de la facultad de ejercerlos 
La temporal le priva igualmente por el 
tiempo de la condena. 

Art. 40. La suspensión de profesión ú 
ofieio produce los mismos efectos que la in- 
habilitación temporal durante el tiempo de 
la condena. 

Art. 41 . La interdicción civil priva al pe • 
nado, mientras la está sufriendo, del dere- 
cho de patria potestad , de la autoridad ma- 
rital, déla administración de sus bienes, y 
del derecho de disponer de ellos por actos 
entre vivos. Exceptúansc Jos casos en que la 
ley Umita determinadamente sus electos.. 

Art. 42. La sujeción á la vigilancia de 


la autoridad produce en el penado las obli- 
gaciones siguientes: 

Fijar su domicilio y dar cunnta de r él 
á la autoridad inmediatamente encargada.de 
su vigilancia, no podiendo cambiarlo sin co- 
nocimiento y permiso de la misma autoridad, 
dado por escrito. 

2/ Observar las reglas de inspección que 
aquella le prefije. 

3. a Adoptar oficio, arte, industria ó pro- 
fesión, si no tuviere medios propios y cono- 
cidos de subsistencia. 

Siempre que un penado quede bajo la vi- 
gilancia de la autoridad, se dará conocimien- 
to de ello al Gobierno (17), 

Art. 43. La pena de caución produce en 
el penado la obligación de presentar un fia- 
dor abonado que responda de que aquel no 
ejecutará el mal que se trate de precaver, y 
se obligue á satisfacer, si lo causare, la can- 
tidad que haya fijado, el Tribunal en la sen- 
tencia. 

El Tribunal determinará, según su pru- 
dente arbitrio, la duración de la fianza. 

Si no la diere el penado, incurrirá en la 
pena de arresto menor. 

Art. 44. Los sentenciados á las penas de 
inhabilitación para cargos públicos , dere- 
chos políticos, profesión ú oficio, perpétua ó 
temporalmente, pueden ser rehabilitados en 
la forma que determine la ley, salvo lo dis- 
puesto en el art. 29 páralos casos de que eD 
él se trata (18). 

Art. 45. La gracia de indulto no produ- 
ce la rehabilitación para el ejercicio de lo? 
cargos públicos y derechos políticos, ni exi- 
me de la sujeción á la vigilancia de la auto- 
ridad, si en el indulto no se concediere es- 
pecialmente la rehabilitación ó exención en 
la forma que se prescriba en el Código de 
procedimientos (19). 


(17) Sobre la sujeción á la vigilancia véanse 
la R. 0. de 28 de noviembre de 1849, el art. 10 
del R. D. de 14 de diciembre de 185o, y el 8.° 
y 9." de la ley de 18 de julio de 1866. 

(18) La inhabilitación como la suspensión 
son penas cuyos efectos se determinan expre- 
samente en este Código, Cuando son tempo- 
rales, dicen sus arls. 31, 34, 35, 36, 37 1 , 39 y 
40, que su duración se limita al tiempo de la 
condena, y siendo así la rehabilitación de que 
habla este artículo (44), debe entenderse, como 
su letra y su espíritu lo dicen, respecto de la 
perpetua; <5 cuando de la temporal mientras 
dure el tiempo de la condena. Concluido el 
tiempo, la pena no existe ya, y creemos por 
lo tanto que la rehabilitación es innecesaria. 

(19) Sobre concesión de indultos, sus efec- 
tos, etc.; véase el R. D. de. 7 de diciembre 
de 1866 en Indultos. 
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Ar!. 46. En torios los casos en que se- 
gún derecho procede la condenación de cos- 
ías , se liará también la de los gastos oca- 
sionados por el juicio á que se refieren 
aquellos (20). 

Art. 47. La tasación de costas compren- 
derá únicamente el abono de derechos é in- 
demnizaciones que consistan en cantidades 
tijas é inalterables por hallarse anticipada- 
mente determinadas por las leyes, decretos 
6 Reales órdenes: las indemnizaciones y de- 
rechos que no se hallen en este caso cor- 
responden á los gastos dd juicio. 

El importe de estos se fijará por el Tribu- 
nal, previa audiencia de parte (2i). 

Los honorarios de los promotores fisca- 
les se comprenderán en los gastos del juicio, 
mientras la ley no establezca otra cosa sobre 
la forma de dotación de estos empleados (22). 

Art. 48. En el caso de que los bienes 
del culpable no sean bastantes para cubrir 
todas las responsabilidades pecuniarias, se 
satisfarán estas por el orden siguiente: 

{ 0 La reparación del daño causado é in- 
demnización de perjuicios. 

2. ° El resarcimiento de los gastos oca- 
sionados por el juicio. 

3. ° Las costas procesales. 

4. ° La multa. 

Art. 49. Si el sentenciado no tuviere, bie- 
nes para satisfacer las responsabilidades pe- 
cuniarias comprendidas en los núms. l.°, 
2.° y 4,° del artículo anterior, sufrirá la pena 
de prisión correccional , por vía de sustitu- 
ción y apremio , regulándose á medio duro 
por cada dia de prisión, pero sin que esta 
pueda exceder nunca de dos años. 

El sentenciado á pena de cuatro años de 


(20) Además de este artículo y de los tres 
que siguen, deben tenerse muy presentes sobre 
costas y gastos del juicio las reglas 51 a la 54 
de la Ley provisional. También debemos re- 
cordar lo dispuesto en R. 0. de 5 de mayo de 
1863, según la que en toda causa criminal en 
que las costas y gastos del juicio se declaren 
de oficio, los escribanos y demás funcionarios 
de la Administración de justicia no tienen 
derecho á percibir los que hayan devengado en 
las actuaciones que se practiquen á instancia 
del ministerio fiscal ó del procesado , y lo 
mismo lis abogados y procuradores, cuando 
sean nombrados de oficio para la defensa de 
los procesados. 

(21) Véase la nota anterior, 

(22) Por R. 0. de 27 de diciembre de 1851 , 
se dispuso ya que los jueces y promotores ce- 
sasen de percibir los derechos que «les estaban 
• asignados en los aranceles, cualquiera que 
vsea su clase, denominación y motivo.» 
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prisión, ú otra mas grave, no sufrirá este 
apremio (23). 

SECCÍON TERCERA. 

Penas que llevan consigo otras accesorias. 

Art. 50. La pena de muerte , cuando no 
se ejecute por haber sido indultado el reo 
lleva consigo las de inhabilitación absoluta 
perpetua y sujeción de aquel á la vigilancia 
de la autoridad por el tiempo de su vida. 

Art, 5Í. Las penas de argolla y degrada- 
ción civil, llevan consigo las de inhabilitación 
absoluta perpetua y sujeción á la vigilan- 
cia de la autoridad durante la vida de los 
penados. 

Art. 52. La pena de cadena perpetua lle- 
va consigo las siguientes: 

1. a Argolla en el caso de imponerse la 
pena de cadena perpétua á un co-reo del que 
haya sido condenado á la pena de muerte 
por cualquiera de los delitos de traición, re- 
gicidio, parricidio , robo ó muerte alevosa, ó 
ejecutada por precio, recompensa, ó pro- 
mesa. 

Esta pena no tendrá efecto cuando el que 
haya de sufrirla sera oscendiente, descen- 
diente , cónyuge , hermano del reo senten- 
ciado á muerte, maya de sesenta años, ó 
mujer. 

2. a Degradación en el caso de que la 


(23) La prisión como sustitución y apre- 
mio . — El art. 49 quiere que los sentenciados que 
no tuvieren bienes para satisfacer las responsa- 
bilidades pecuniarias de los núms. l.°, 2.° y 
4.° sufran la pena de prisión correccional por 
vía de sustitución y apremio. Hé aquí unas 
dudas. ¿Se debe proceder de oficio en todos los 
casos de este artículo? Sufrida la prisión que por 
insolvencia se determina como sustitución y 
apremio, ¿subsistirá todavía á favor del agravia- 
do la acción civil contra el reo, si este llega des- 
pués á mejorar de fortuna? 

Sobre la primera, parece que de oficio solo de- 
bería ejecutarse la sustitución y apremio res- 
pecto de la multa, y no en cuanto á la repara- 
ción del daño causado c indemnización de per- 
juicios, como puntos de interés privado en los 
que debe proceder petición de parte; pero la 
práctica tiene establecido lo contrario, y se hace 
sufrir al reo la prisión por sustituc-iony apremio 
por razón del daño causado y perjuicios, á rio 
ser que espontáneamente comparezca el agravia- 
do y haga constar que perdona al reo ó le dis- 
pensa la indemnización. 

Respecto de la segunda, si hay razón para que 
subsista en este caso la acción civil para recla- 
mar cuando se quiera la restitución, igual debe 
haberla en cuanto á la indicada reparación é in- 
demnización de perjuicios, si el reo llega á me- 
jorar de fortuna, pues aunque, hemos visto sos- 
tener lo contrario, á nosotros no nos parece jus- 
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pena principal de cadena perpétua fuere im- 
puesta á un empleado público por abuso co- 
metido en el ejercicio de su cargo. 

3. a La interdicción civil. 

4. a Inhabilitación perpétua absoluta. 

5. a Sujeción á la vigilancia de la autoridad 
durante la vida del penado, en el caso de ha- 
ber obtenido indulto de la pena principal. 

Art. 53. La pena de reclusión perpétua 
lleva consigo las expresadas en los. núme- 
ros 4.° y 5.° del artículo anterior. 

Art. 54. Las penas de relegación perpé- 
tua y extrañamiento perpétuo llevan consi- 
go las siguientes: 

i , a Inhabilitación absoluta perpétua para 
cargos públicos y derechos políticos. 

2. a Sujeción á la vigilancia de la autori- 
dad por el tiempo de la vida de los penados, 
aunque obtuvieren indulto de la pena prin- 
cipal. 

Art. 55. La pena de cadena temporal lle- 
va consigo las siguientes: 

i , a Interdicción civil del penado durante 
la condena. 

2. a Inhabilitación absoluta perpétua para 
cargos ó derechos políticos, y sujeción á la 
vigilancia de la autoridad durante aquel mis- 
mo tiempo y otro tanto mas, que empezará á 
contarse desde el cumplimiento de la con- 
dena. 

Art. 56. La pena de presidio mayor lle- 
va consigo las siguientes : 

to que cu último resultado vengan á recaer so- 
bre la persona ofendida las consecuencias de 
una pena especial que la ley ha establecido en 
su beneficio. 

No obstante esto, en B. O. de 17 de setiembre 
de 1851 se dijo al señor fiscal de la Audiencia de 
Valladolid lo siguiente: 

•Del informe evacuado por la Sala extraordi- 
naria de esa Audiencia en vacaciones acerca de 
la instancia de Joaquín Escudero Fernandez, en 
solicitud del indulto, resulta que así por el juez 
de primera instancia, como por la Sala que dic- 
tó la ejecutoria, se le condenó al pago de la 
multa, costas y gastos del juicio para cuantióme 
jorase de fortuna, previniendo sufriese en defec- 
to de pago, con arreglo al art. 49 del Código, la 
prisión correccional equivalente. Y teniendo pre- 
sente S. M. que la condenación á responsabili- 
dades pecuniarias para cuando los reos mejoren 
de fortuna, no pueden concillarse con el man- 
dato do que en caso de insolvencia sufran la pri- 
sión eorrreccional por vía de sustitución y apre- 
mio, prevenida eú el articulo citado, se ha ser- 
vido_ mandar que Y. $. procure, por todos los 
medios que estén á su alcance, no se dicten sen- 
tencias en asuntos criminales en los términos 
indicados.» 

Bien meditada esta Real resolución, no cree- 
mos que se oponga á la doctrina que dejamos 
sentada. 
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1. a Inhabilitación absoluta perpétua del 
penado para cargos públicos. 

2. a Sujeción á la vigilancia de la autori- 
l dad por igual tiempo al de la condena prin- 
1 cipa], que empezará á contarse desde el cum- 
plimiento de la misma. 

| Art. 57. Las penas de reclusión, relega- 
; cion y extrañamiento temporales , presidio 
menor y correccional y confinamiento ma- 
yor, llevan consigo las de inhabilitación ab- 
soluta de los penados para cargos y derechos 
políticos, y sujeción á la vigilancia de la au- 
toridad durante el tiempo de su condena y 
otro tanto mas, que empezará á contarse des- 
de el cumplimiento de aquella. 

Art. 58. Las penas de prisión mayor, me- 
nor y correccional , confinamiento menor y 
destierro, llevan consigo la de suspensión de 
todo cargo y derecho político del penado du- 
rante el tiempo de la condena. 

Art.. 59. Toda pena que se imponga por 
un delito, lleva consigo la pérdida de los efec- 
tos que de él provengan y de los instrumen- 
tos con que se ejecute. 

Los unos y los otros serán decomisados, á 
no ser que pertenezcan á un tercero no res- 
ponsable del delito. 

CAPITULO IY. 

De la aplicación de las penas. 

SECCION PRIMEE A. 

Reglas para la aplicación de las penas á los 

autores de delito consumado, de delito frus- 
trado y tentativa , y á los cómplices y en- 
cubridores. 

Art. 60. A los autores de un delito ó fal- 
ta se impondrá la pena que para el delito ó 
falta que hayan cometido se halle señalada 
por la ley. 

Siempre que la ley señala generalmente la 
pena de un delito, se entiende que la impone 
al delito consumado. 

Art. 61. A los autores de un delito frus- 
trado se impondrá la pena inmediatamente 
inferior en grado á la señalada por la ley para 
el delito. 

Art. 62. A los autores de tentativa de 
delito se impondrá la pena inferior en dos 
grados á la señala por Ja ley para el delito. 

La conspiración para cometer un delito se 
castigará como tentativa; la proposición para 
el mismo fin con una pena inferior en dos 
grados á la anterior, salvo aquellos casos en 
que la conspiración y la proposición tengan 
señalada. mayor pena por artículos especía- 
les del Código. 

Art. 63. A los cómplices se impondrá la 
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pena inferior en un grado á la correspon- 
diente á los autores del delito. 

Art. 6-í. A los encubridores se impondrá 
la pena inferior en dos grados á la correspon- 
diente á los autores del delito. 

Exceptúanso de esta regla los encubrido- 
res comprendidos en el núm. 3.° dd art. 14, 
en quienes concurra la circunstancia prime- 
ra del mismo número, á los cuales se impon- 
drá la pena de inhabilitación perpetua espe- 
cial, si el delincuente encubierto fuere reo 
de delito grave, y la de inhabilitación especial 
temporal si lo fuere de delito menos grave. 

Art. 6o. Las disposiciones generales con- 
tenidas en los cuatro artículos procedentes 
no tienen lugar en Jos casos en que el delito 
frustrado, la tentativa, la complicidad ó el 
encubrimiento se hallan especialmente, pe- 
nados por la ley. 

Art. 66. Para graduar las penas que en 
conformidad á los arts. 61, 62, 63 y 6 i cor- 
responde imponer á los autores de delito 
frustrado ó tentativa, y á los cómplices y 
encubridores, se observarán las reglas si- 
guientes : 

1. a Cuando la pena señalada a! delito sea 
una sola é indivisible , la correspondiente á 
los autores de delito frusta do y á los cómpli- 
ces de delito consumado es la inmediatamen- 
te inferior, sea esta divisible ó indivisible; y 
la correspondiente á los autores de tentativa 
de delito y á los encubridores, es la inferior 
en dos .grados, la cual so impondrá en su 
grado mínimo, medio ó máximo, según las 
circunstancias. 

2. a Cuando la pena señalada al delito sea 
una pena compuesta de dos indivisibles, la 
correspondiente á los autores del delito frus- 
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trado y á los cómplices del delito consumado 
se compondrá de la pena mas baja de aque- 
llas y de los grados máximo y medio de la in- 
ferior; y la correspondiente á los autores de 
tentativa y á los encubridores será la misma 
pena inferior en su grado mínimo, y la in- 
mediata siguiente en sus grados máximo v 
medio. 

3. a Cuando la pena señalada al delito sea 
una pena compuesta de dos indivisibles y el 
grado máximo de oirá divisible, la corres- 
pondiente á los autores del delito frustrado 
y á los cómplices del delito consumado, es la 
última de aquellas tres penas en toda su ex- 
tensión; y la correspondiente á los autores 
de tentativa y á los encubridores del delito, 
es la inmediata inferior igualmente en toda 
su extensión, 

4. a Cuando la pena señalada al delito 
sea una sola divisible , la correspondiente á 
los autores del delito frustrado y á los cóm- 
plices de) delito consumado es la inmediata- 
mente inferior y la correspondiente á los au- 
tores de tentativa y á los encubridores la in- 
ferior en dos grados. 

5. a Cuando la pena señalada al delito sea 
una pena compuesta de tres divisibles, la 
correspondiente á los autores de delito frus- 
trado y á los cómplices de delito consumado, 
se compondrá de las dos mas bajas de aque- 
llas y de la inmediatamente inferior; y la 
correspondiente á los autores de tentativa y 
á los encubridores, se compondrá de la mas 
baja de aquellas y de las dos inferiores en 
grado (24). 


(24) Véase la nota, á las escalas graduales 
del art. 79. 


NOTA. -APLICACION PRACTICA DI LAS REGLAS PRECEDENTES- 
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señalada para el 
delito. 
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correspondiente al autor 
del delito frustrado 
y cómplices de delito 
consumado . 


PENA 

correspondiente al autor 
de tentativa y el encu- 
bridor. 


I ftr caso Muerte. ... - Cadena perpétua . Cadena temporal. 


2.° caso. . . . . 


3.« r CASO-, , . . 


(Cadena perpétua á(^ adeDa temporal en su 
( muerte < grado medio a cadena 

I perpétua 

fCadena temporal en sil í 

-I grado máximo á < Cadena temporal 

( muerte, ........... f 


/Presidio mayor en su 
\ grado medio á cade- 
) na temporal en su gra- 
\ do mínimo. 

Presidio mayor. 


4. ° caso. , , 

5. ° caso. . . 


, - Cadena temporal Presidio mayor.. - - , - . , Presidio menor. 

(Presidio menor á cade- (Presidio correccional (Arresto mayor á 
' ' ( na temporal-. L á presidio mayor. . . . { dio menor. 


prest- 


CODIGO 

■i 

SECCION SEGUNDA. 

Reglas para la aplicación de las penas en con- 
sideración d las circunstancias atenuantes ó 
agravantes. 

Art. 67, Las circunstancias atenuantes ó 
agravantes se tomarán en consideración para 
disminuir ó aumentar la pena en los casos y 
conforme á las reglas que se prescriben en 
esta sección. 

Art. 68. No producen el efecto de au- 
mentar la pena las circunstancias agravantes 
que por si mismas constituyan un delito espe- 
cialmente penado por la ley, ó que esta haya 
expresado al describirlo y penarlo. 

1 Tampoco lo producen aquellas circunstan- 
cias agravantes de tal manera inherentes al 
delito, que sin la concurrencia de ellas no 
pueda cometerse. 

Art. 69. Las circunstancias agravantes ó 
atenuantes aue consistan en la disposición 
moral del delincuente , en sus relaciones 
particulares con el ofendido, ó en otra causa 
personal, servirán para agravar ó atenuar la 
responsabilidad de solo aquellos autores, 
cómplices ó encubridores en quienes con- 
curran. 

Las que consistan en la ejecución material 
del hecho ó en los medios empleados para 
realizarlo, servirán para agravaré atenuar 
la responsabilidad únicamente de los que tu- 
vieren conocimiento de ellas en el momento 
he la acción ó de su cooperación para el 
delito. 

Art. 70. En los casos en que la ley seña- 
la una sola pena indivisible, la aplicarán los 
Tribunales sin consideración á las circunstan- 
cias atenuantes ó agravantes que concurran 
en el hecho. 

Cuando la ley señale una pena compuesta 
de dos indivisibles, los Tribunales impondrán 
la mayor, á no ser que concurra alguna cir- 
cunstancia atenuante. 

Se exceptúan de estas disposiciones los ca- 
sos de que se trata en los tres artículos si- 
guientes (25). 

Art. 71. Cuando no concurran todos los 
requisitos que se exigen en el caso ¿el nú- 
mero 8.° del art. 8.° para eximir de respon- 


(25; No se creasin embargo, quedos arts. 71, 
72 y 73 son una mera excepción de lo dis- 
puesto en el 70, como algunos han entendido: 
muy al contrario, sus disposiciones son tam- 
bién reglas generales aplicables en todos los 
casos, lo mismo cuando la ley señala una sola 
pena indivisible, que cuando señala una com- 
puesta de dos indivisibles , ó bien cualquiera 
de las dmít&Ee* de tres grados. 
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sábilidad, se observará lo dispuesto en el ar- 
, tículo 480. 

■ Art. 72. Al menor de 15 años, mayor de 
9, que no esté exento de responsabilidad por 
haber declarado el Tribunal qué obró con 
discernimiento , se le impondrá una pena 
discrecional , pero siempre inferior en dos 
grados por lo menos á la señalada por la ley 
al delito qvte hubiere cometido. 

Al mayor de 15 años y menor de 18 se 
aplicará siempre en el grado que correspon- 
da la pena imnediamente inferior á la seña- 
lada por la ley. 

Art. 73. Se aplicará asimismo la pena in- 
mediatamente inferior á la señalada por la 
ley cuando el hecho no fuere del todo excu- 
sable por falta de alguno de los requisitos 
que se exigen para eximir de responsabilidad 
criminal en los respectivos casos de que se 
trata en el art. 8.°, siempre que concurra el 
mayor número de ellos , imponiéndola en el 
grado que los Tribunales estimen correspon- 
diente, atendido el número y entidad de los 
requisitos que falten ó concurran. 

Esta disposición se entiende sin perjuicio 
de la contenida en el art. 71. 

Art. 74. En los casos en que la pena se- 
ñalada por la ley contenga tres grados, bien 
sea una sola pena divisible , bien sea com- 
puesta de tres distintas, cada una de las cua- 
les forma un grado con arreglo á lo preveni- 
do en los arts. 83 y 84, los Tribunales obser- 
varán para la aplicación de la pena, según 
haya ó no circunstancias atenuantes ó agra- 
vantes, las reglas siguientes: 

1. a Cuando en el hecho no concurrieren 
circunstancias agravantes ni atenuantes, im- 
pondrán la pena señalada por la ley en su 
grado medio. 

2. a Cuando concurriere solo alguna cir- 
cunstancia atenuante, la impondrán en el 
grado mínimo. 

3. a Cuando concurriere solo alguna cir- 
cunstancia agravante, la impondrán en el 
grado máximo. 

4. a Cuando concurrieren circunstancias 
atenuantes y agravantes, las compensarán 
racionalmente para la designación de la pe- 
na, graduando el valor de unas y otras. 

5. a Cuando sean dos ó mas, y muy cali- 
ficadas las circunstancias atenuantes, y no 
concurra ninguna agravante, los Tribunales 
impondrán la pena inmediatamente inferior 
á la señalada por Ja ley en el grado que estí- 
timen correspondiente, según el número y 
entidad de dichas circunstancias. 

6. a Cualquiera que sea el número y enti- 
dad de las circunstancias agravantes , Jos 
Tribunales no podrán imponer pena mayor 
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que la designada por la ley en su grado 
máximo. 

7. a Dentro de los límites de cada grado, 
los Tribunales determinarán la cuantía de lá 
pena en consideración a) número y entidad 
de Jas circunstancias agravantes y atenuan- 
tes, y á la mayor ó menor extensión del mal 
producido por el delito, 

Art 75. En la aplicación de las multas, 
los Tribunales podrán recorrer toda la ex- 
lensian en que la ley les permite imponerlas, 
consultando para determinar en cada caso 
su cuantía, no solo las circunstancias ate- 
nuantes y agravantes del hecho, sino princi- 
palmente el caudal ó facultades del culpable. 

SECCION TERCERA. 

Disposiciones comunes d fas dos secciones ante- 
riores. 

Art. 76. Al culpable de dos ó mas deli- 
tos ó fallas se le impondrán todas las penas 
correspondientes á las diversas infracciones, 
sin perjuicio en el primer caso de lo dispues- 
to en el par. 3.° del art. 2.° 

El sentenciado cumplirá todas sus conde- 
nas simultáneamente, siendo posible. Cuan- 
do no lo fuere, ó d de ello hubiere de resul- 
tar ilusoria alguna de las penas, las sufrirá 
en orden sucesivo, principiando por las mas 
graves, ó sean las mas altas en la escala ge- 
neral, excepto las de extrañamiento, confina- 
miento y destierro, las cuales se ejecutarán 1 
después de haber cumplido cualquiera otra 
pena de las comprendidas en las escalas gra- 
duales núms. 1 ,® y 2.° 

Art. 77. La disposición del artículo ante- 
rior no es aplicable en el caso de que un solo , 
hecho constituya dos ó mas delitos , ú cuan- 
do el uno de ellos sea medio necesario para 5 
cometer el otro. 

En estos casos solo se impondrá la pena ; 
correspondiente al delito mas grave, apli- . 
candóla en su grado máximo. ¿ 

Art. 78. Siempre que los Tribunales im- 
pongan una pena que lleve consigo otras por 
disposición de la ley, según lo que se pres- 
cribe en la sección torcera del capítulo ante- 
rior, condenarán también expresamente al '■ 
reo en estas últimas. 

Art. 79. En los casos en que la ley seña- 
la una pena inferior ó superior en uno ó mas 
grados á otra determinada , se observarán 
para su graduación las reglas prescritas en el 
art. 66. 


rior á la de arresto mayor, se lomará de la 
escala en que se hallen comprendidas las pe- 
nas señaladas para los delitos mas graves de 
la misma especie que el castigado con ar- 
resto mayor. 

Los Tribunales en estos casos atenderán 
para hacer la aplicación de la pena inferior ó 
superior á las siguientes 

Escalas graduales. 

ESCALA NÚMERO I." 


Grados. 


1 . ° Muerte. 

2. ° Cadena perpetua. 

3. ° Cadena temporal. 

4. ° Presidio mayor. 

5. ° Presidio menor. 

6. ° Presidio correccional. 

7. ° Arresto mayor. 

ESCALA NÚMERO 2.° 


Grados. 


I.° 

Reclusión perpetua. 

2.° 

Reclusión temporal. 

3.° 

Prisión mayor. 

4.° 

Prisión menor. 

5.° 

Prisión correccional. 

6.° 

Arresto mayor. 


ESCALA NÚMERO 


Grados. 


I.° Relegación perpétua. 

2. l) Extrañamiento perpetuo. 

3. ° Relegación temporal. 

4. ° Extrañamiento temporal. 

5. ° Confinamiento mayor. 

6. ° Confinamiento menor. 

7. ° Destierro. 

8. ° Sujeción á la vigilancia de la autO' 
ridad. 

9. ° Represión pública. 
tO. Caución de conducta. 

ESCALA NÚMERO 4.° 

Grados. 


i Inhabilitacionj 

absoluta per- Cargos, 
pétua para...) 


| Derechos 
| políticos. 


La pena inferior ó superior se tomará de 
la escala gradual en que se halle compren- 
dida la pena determinada. 

Cuando haya de aplicarse una pena supe— 


2.° Inhabilitación 
especial per- 
pétua para. . . \ 


Derechos 


®F™¡,P er -f Car 8° P ílblico j jro£n 

\ú oficio. 
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3 .° 


Inhabilitación! 
especial tem-;Cargo público 1 
poral para...) 


uerecnos 
políticos , 
profesión 
u oficio. 


4.° 


Suspensión de 
algún i 


Cargo público, 


Derecho 
político, 
pro'esiort 
u oficio. 


Art. 80. En los casos en que la ley señala 
una pena superior á otra determinada , sin 
designar especialmente la que se deba impo- 
ner, si no hubiere pena superior en la escala 

f jradual respectiva, ó la pena superior fuere 
a de muerte, se impondrá la de cadena per- 
pétua. 

Art. 81. Cuando sea necesario elevarla 
inhabilitación absoluta perpétua á otro grado 
superior, se agravará la inhabilitación con la 
prisión menor. 

Cuando haya de pasarse de aquella pena á 
otra inferior , se impondrá la de inhabilita- 
ción absoluta temporal y de esta se bajará á 
la suspensión. 

Art. 82. La multa se considerará como 
la pena inmediatamente inferior á la última 
de todas las escalas graduales. 

Cuando sea necesario elevar esta pena o 
bajarla á otros grados , se aumentará para 
cada grado superior una cuarta parte sobre 
el máximo de la multa determinada, y se re- 
bajará otro tanto del mínimo para cada gra- 
do inferior. 

Los Tribunales que puedan aplicar penas 
leves, podrán imponer multas hasta 15 duros. 

Los que tengan jurisdicción para aplicar 
penas correccionales, podrán imponerlas 
basta 300 duros. 

Los que sean competentes para aplicar pe- 
nas aflictivas, podrán imponerlas en toda su 
extensión. 

Igual regla se seguirá respecto de las mul- 
tas que no consistan en cantidad fija , sino 
proporcional. 

En los casos de que trata el presente ar- 
tículo, la prisión por vía de apremio estable- 
cida en el 49 no podrá pasar nunca por lo 
respectivo á la multa de 30 dias (26). 


(26) »Los párrs. 3.°, 4.° y 5." del ari. 82 son 
para nosotros los de mas dudosa inteligencia. 


Art. 83. En las penas divisibles, el pe- 
ríodo legal de su duración se entiende distri- 
buido en tres partes iguales que forman los 
tres grados, mínimo, medio y máximo (27). 

El tiempo que comprende cada grado es 
el que se designa en la siguiente 


Previénese por ellos en efecto, que los Tribu- 
nales que están facultados para aplicar penas 
leves, podrán imponer multas hasta 15 duros; 
los que tienen jurisdicción para aplicar penas 
correccionales, podrán imponerlas hasta 300 
duros; y los que son competentes para aplicar 
penas aflictivas podrán imponerlas en toda su 
extensión, ¿Cuál ha sido el objeto que se ha 
propuesto el legislador con estas disposiciones? 
¿Es por ventura el de clasificar las multas en 
general por razón de su cuantía? Si ese ha sido 
su objeto, no podrá menos de convenirse en la 
inoportunidad del lugar en que se hace tal de- 
claración : esto debería consignarse en el ar- 
tículo 24, que de clasificación de penas trata; 
lo demás, es introducir la confusión, y faltar 
á las Reglas de buen órden y método. Por otra 
parte, ia multa, cuando se impone conjunta ó 
alternativamente con otras penas, debe parti- 
cipar y seguir la naturaleza de estas, según ya 
tenemos dicho en la pregunta 20; y cuando se 
impone sola, nunca debe tener otro carácter 
que el de pena correccional, ó el de pena leve. 
Repugna en verdad que se llame á la multa 
pena aflictiva.» Así dice , hablando de este ar- 
tículo, el Sr. Montero Hidalgo, ilustrado autor 
del Informe-contestacion á las 46 preguntas 
del interrogatorio sobre el Código penal. 

Sin embargo, nosotros creemos, y así lo veni- 
mos consignando en todas las anteriores edicio- 
nes que todos los párrafos de este artículo deben 
interpretarse por lo que se dice en el l.° que ha- 
bla solo de la multa, como la pena inmediata- 
mente inferior á la última de todas las escalas 
graduales. De otro modo, sus disposiciones no 
guardarían consonancia con otras muchas del 
Código; los párs. 3.° y 6.°, por ejemplo, se baila- 
rían en completa contradicción con el art. 489, 
según el que hay casos en que pueden los Alcal- 
des imponer en juicio verbal 75 duros de multa. 

(27) La pena de multa no se halla compren- 
dida en este artículo por lo dispuesto en el 85. 
Respecto de las demás penas, la disposición de 
esta parte del art 83 está terminante, y mucho 
mas con la demostración de la tabla" que le 
acompaña; pero no bastaba á evitar dudas, y 
per eso se añadióen la reforma de 1850 el párrafo 
que sigue á la tabla, y el segundo del art. 84 que 
son en cierto modo la modificación de la regla 
absoluta de dicho primer párrafo. 
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SIBLliS Y TIE CADA UNO DE SUS GRADOS. 


TIEMPO TIEMPO TIEMPO 

que comprende el gra- que comprende el gra- que comprende el gra- 
do mínimo. do medio. do máximo. 


De d2 á i 4 años 

De 7 á 8 años 

De 3 á 4 años 

De 1 á 8 meses 

De 4 años á 4 y 8 
meses 

De 7 á 16 meses 

De 7 á 16 meses. . . , 

De 1 á 2 meses 

De \ á 5 dias 


De i 5 á 17 años 

De 9 á 10 años 

De 5 á 6 años 

De 9 á 16 meses 


De 17 á 26 meses.. . . 

De 17 cá 26 meses.. . . 

De 3 á 4 meses 

De 6 á 10 dias 


De 1 8 á 20 años. 


De 11 á 12 años. 


De 7 á 8 años. 


De 17 a 24 meses. 


De 27 á 36 meses. 

De 27 á 36 meses. 
I)e 5 á 6 meses. 

De ll á 15 dias. 


De 4 años y 9 meses i De 5 años y 5 meses 
á 5 años y 4 meses, j á 6 años. 
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Cuando hubiere que hacer subdivisiones 
en los grados de la tabla anterior, los Tribu- 
nales aplicarán discrecionalmente la pena en 
cuanto á aquellas, dentro de los límites pre- 
fijados por la ley. 

Art.. 84. En los casos en que la ley se- 
ñala una pena compuesta de tres distintas, 
cada una de estas forma un grado de penali- 
dad, la mas leve de ellas el mínimo , la si- 
guiente el medio, y la mas grave el máximo. 

Cuando la señale en una forma no previs- 
ta especialmente en este libro primero, la 
aplicarán los Tribunales, guardando la po- 
sible armonía dentro de los límites que se 
prefijen, y del modo que se prevenga por las 
disposiciones generales del Código. 

Art. 85. Lo dispuesto en el art. 83 no 
tiene aplicación á la pena de multa. La gra- 
duación de la cuantía en que haya de impo- 
nerse dentro de los límites que la ley señale, 
se hará con arreglo á lo que se prescribe en 
el art. 75. 

CAPITULO Y. 

De la ejecución de las penas y de su cum- 
plimiento. 

SECCION PRIMERA. 

Disposiciones generales. 

Art. 86. No podrá ejecutarse pena algu- 
na sino en virtud de sentencia ejecutoriada. 

Art. 87. Tampoco puede ser ejecutada 
pena alguna en otra forma que la prescrita 
por la ley ni con otras circunstancias ó acci- 
dentes que los expresados en su texto. 

Se observará también, además de lo que 
dispone^a ley, lo que se determine en los re- 
glamentos especiales para el gobierno de los 
establecimientos en que deben cumplirse las 
pepas acerca de la naturaleza, tiempo y de- 
más circunstancias de los trabajos, relaciones 
de los penados con otras personas, socorros 
que puedan recibir, y régimen alimenticio. 

Los reglamentos dispondrán la separación 
de sexos en establecimientos distintos, ó por 
lo menos en departamentos diferentes. 

Art. 88. Los delincuentes que después 
del delito cayeren en estado de locura ó de- 
mencia, no sufrirán ninguna pena, ni se Ies 
notificara la sentencia en que se les impon- 
ga hasta que recobren la razón, observándo- 
se lo que para este caso se determine en el 
Úódigo de procedimientos. 

El que perdiere la razón después de la sen- 
tencia en que se le imponga pena aflictiva, 
sera constituido en observación dentro de la 
misma cárcel; v cuando definitivamente sea 
declarado demente, se le trasladará á un 
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hospital, donde se le colocará en una habi- 
tación solitaria. 

Si en la sentencia se impusiere una pena 
menor, el Tribunal podrá acordar que el lo-- 
co ó demente sea entregado á su familia ba- 
jo fianza de custodia, \ de tenerlo á disposi- 
ción del mismo Tribunal, ó que se le recluya 
en un hospital según lo estimare. 

En cualquier tiempo que el demente reco- 
bre el juicio, se ejecutará la sentencia. 

Estas disposiciones se observarán también 
cuando la locura ó demencia sobrevengan 
hallándose el sentenciado cumpliendo la con- 
dena (28). 

SECCION SEGUNDA. 

Penas principales (29). 

Art. 89. La pena de muerte se ejecutará 
en garrote sobre un tablado. 

La ejecución se verificara de dia y con pu- 
blicidad en el lugar generalmente destinado 
para este efecto, ó en el que el Tribunal de- 
termine cuando haya causas especiales para 
ello (30). 

Esta pena no se ejecutará en dias de fiesta 
religiosa ó nacional. 


S En R. O. de 13 de enero de 1864 se 
ecen las formalidades que deben obser- 
varse para la declaración de la demencia en 
los penados, á los efectos de este artículo. 

(29) Además de las disposiciones transito- 
rias que siguen al art. 506 de este Código, de- 
ben tenerse presentes sobre cumplimientos de 
condenas los artículos 7 al 9 y 23 al 26 de la 
ley de prisiones de 26 de julio de 1849, y 
también el R. 1>. de 26 de marzo de 1852, la 
R. O. de 4 de enero de 1854, el R. D. de 14 
de diciembre de 185o, y la ley de 18 de julio 
de 1866 — V. Presidios. 

(30) Por R. O. de 4 de junio, circulada en 18 
de agosto de 1849 se dispuso que cuando la ju- 
risdicción militar imponga la pena de muerte 
en garrote vil, sea la misma la que lleve á eje- 
cución la sentencia, sm otro requisito que el de 
dar aviso á la Audiencia territorial para que 
ponga á su disposición el ejecutor de la justicia 
con los instrumentos necesarios para llevar á 
efecto las penas. 

Por otra R. 0. de 8 de julio de 1863, circula- 
da en 31 del mismo mes, se dispuso que «cuan- 
do un juez de primera inslaneia reciba ejecuto- 
ria de una semencia, debe ponerlo en conoci- 
miento de la autoridad superior civil del punto 
en que se halle, señalando dia y pora de Ja eje- 
cución; y que á esta autoridad corresponde pedir 
á la superior militar del mismo el auxilio que 
considere necesario, así como indicar, si lo cre- 
yese oportuno, las instrucciones particulares que 
deba observar la tropa mientras dure el acto á 
ue sd destina, no teniendo relación con la or- 
enanza. — V. Ejecución de pena capital. 
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Art. 00. El sentenciado á la pena de 
muerte será conducido ai patíbulo con hopa 
negría, en caballera ó carro. 

El pregonero publicará en alta voz la sen- 
tencia en los parajes del tránsito queel juez 
señale . 

Art. 91. El regicida y el parricida serán 
conducidos ai patíbulo con hopa amarilla y 
un birrete del mismo color, una y otro con 
manchas encarnadas. 

Art. 92. El cadáver de! ejecutado queda- 
rá expuesto en oí patíbulo hasta una hora 
antes de oscurecer, en la qi;e será sepulta- 
do, entregándolo á sus parientes ó amigos 
para este efecto, si lo solicitaren. El entierro 
no podrá hacerse con pompa. 

Art. 93. ¡No se ejecutará la pena de muer- 
te en la mujer que se halle en cinta, ni se le 
notificará la sentencia en que se le imponga, 
hasta que hayan pasado cuarenta días des- 
pués del alumbramiento. 

Art. 94. La pena de cadena perpétua se 
sufrirá en cualquiera de los puntos designa- 
dos á este objeto en Africa, Canarias ó Ul- 
tramar. 

Art. 95. La pena de cadena temporal se 
sufrirá en uno de ios arsenales de marina, ó 
en obras de fortificación, caminos y canales 
dentro de la Península é Islas adyacentes. 

Art. 96. Los sentenciados á cadena tem- : 
pora! ó perpetua trabajarán en beneficio del 
Estado , llevarán siempre una cadena al pié 
pendiente de la cintura, ó asida á la de otro 
penado; se emplearán en trabajos duros y 
penosos, y no recibirán auxilio alguno de fue- 
ra del establecimiento. 

Sin embargo, cuando el Tribunal, consul- 
tando la edad, salud, estado ó cualquiera 
otras circunstancias personales del delin- 
cuente, creyere que este debe sufrir la pena 
en trabajos interiores del establecimiento lo 
expresara así en la sentencia. 

Art., 97. Los sentenciados á cadena tem- 
poral ó perpetua no podrán ser destinados á 
obras de particulares, ni á las públicas, que 
se ejecuten por empresas ó contratas con el 
Gobierno. 

Art. 98. El condenado á cadena tempo- 
ral ó_ perpetua que tuviere antes de la sen- 
tencia 60 anos de edad, sufrirá la condena en 1 
una casa de presidio mayor. Si los cumpiie- ■ 
re estando ya sentenciado, se le trasladará á 
dicha casa presidio , en la que permanecerá 
durante el tiempo prefijado en la sentencia. 

Art. 99. Las mujeres que fueren senten- 
ciadas á cadena temporal ó perpétua, cum- 
plirán su condena en una casa de presidio 
mayor de las destinadas para las personas de 
su sexo. 
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Art. 100. La reclusión perpétua se sufri- 
rá en un establecimiento situado dentro ó 
fuera de la Península, y en todo caso lejano 
del domicilio del penado. 

Todos los condenados á esta pena están 
sujetos á trabajo forzoso en beneficio del Es- 
tado dentro del recinto del establecimiento. 
El trabajo, disciplina, traje y régimen alimen- 
ticio serán uniformes. 

Art. í Oi . La reclusión temporal se cum- 
plirá en la misma forma que la reclusión per- 
pétua, pero dentro de la Península é Islas 
Baleares ó Canarias (31). 

Art. 102. Las penas de relegación perpe- 
tua y temporal se cumplirán en Ultramar en 
los puntos para ello destinados pore. Gobier- 
no (32). 

Los relegados podrán dedicarse libremen- 
te bajo la vigilancia de la autoridad, á su pro- 
fesión ú oficio dentro del radio á que se ex- 
tiendan los límites del establecimiento penal. 

Art. 103. El sentenciado á extrañamien- 
to será expulsado del territorio español para 
siempre, si fuere perpetuo; y si fuere tempo- 
ral, por el tiempo de la condena. 

Art. 104. Las penas de presidio se cum- 
plirán en los establecimientos destinados para 
ello, los cuales deberán estar situados: para 
el presidio mayor, dentro de la Península é 
Islas Baleares ó Canarias; para el menor, den- 
tro del territorio de la Audiencia que lo im- 
ponga ; y para el correccional , dentro de la 
provincia en que tuviere su domicilio el pe- 
nado, y en su defecto en la que hubiere co- 
metido el delito. 

Los condenados á presidio estarán sujetos 
á trabajo forzoso dentro de los límites del es- 
tablecimiento en que sufran la pena. 

Art. 105. El producto del trabajo de los 
presidiarios será destinado: 

1 . ° Para hacer efectiva la responsabilidad 
civil de aquellos, proveniente dei delito. 

2. ° Para indemnizar al establecimiento 
de los gastos que ocasionen. 

3. ° Para proporcionales alguna ventaja ó 

alivio durante su detención, si lo merecieren; 
y para formarles un fondo de reserva que se 
les entregará á su salida del presidio . , 

Art, 106. La pena de prisión se cumplirá 
en los establecimientos destinados para ello, 
los cuales deberán estar situados: para la 
mayor, dentro de Ja Península é Islas Balea- 
res ó Canarias: para la menor, dentro del 
territorio de la Audiencia que la imponga; y 


(31) O de nuestras posesiones de Africa, según 

el art. 2.° ley de 18 de julio de 1866, , 

(32) O en alguna de nuestras posesiones ue 
Africa. Art. 3.° de la ley de 18 de julio de i 86®* 
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para ta correccional , dentro ele k provincia 
en que el penado tuviere su domicilio, y en 
su defecto en la que hubiere cometido el ¡ 

delito. . 

Los condenados á prisión no podrán. salir 
del establecimiento en que la sufran durante 
el tiempo de su condena, y se ocuparán para 
su propio beneficio en trabajos de su elec- 
ción, siempre que sean compatibles con la 
disciplina reglamentaria. 

Estarán sin embargo sujetos forzosamente 
á los trabajos del establecimiento hasta hacer 
efectivas las responsabilidades señaladas en 
los números i.° y 2.° del artículo anterior; 
también lo estarán los que no tengan oficio 
ó modo de vivir conocido y honesto. 

Art. 107. Los sentenciados á confina- 
miento mayor serán conducidos á un pueblo , 
ó distrito situado en las Islas Baleares ó Ca- . 
narias, ó á un punto aislado de la Península, 
en el cual permanecerán en plena libertad 
bajo la vigilancia de la autoridad. 

Los que fueren útiles por su edad, salud y ¡ 
buena conducta, podrán ser destinados por 
el Gobierno ai servicio militar si fueren sol- 
teros, y no tuvieren medios con que subsistir. 

Art. 108. El sentenciado á confinamien- 
to menor residirá precisamente en el punto 
que se le señale en la condena , del cual no 
podrá salir durante esta sin permiso del Go- 
bierno por justa causa. 

El lugar del confinamiento distará al me- ■ 
nos diez leguas del en que se hubiere co- 
metido el delito, y del de la anterior re- 
sidencia del sentenciado. 

El confinado estará sujeto á la vigilancia 
de la autoridad. 

Art. 109. El sentenciado á destierro que- 
dará privado de entrar en el punto ó puntos 
que se designen en la sentencia y en el rádio 
que en la misma se señale, el cual compren- 
derá una distancia de cinco leguas al menos 
y quince á lo mas del punto designado. 

Art. i 10. El sentenciado á reprensión 
pública la recibirá personalmente en audien- 
cia del Tribunal, á puerta abierta. 

El sentenciado á reprensión privada la re- 
cibirá personalmente en audiencia del Tri- 
bunal ó Juzgado, á presencia del escribano y 
á puerta cerrada. 

Art. Hl. El arresto mayor se sufrirá en 
la casa pública destinada á este fin en las 
cabezas de partido. 

Lo dispuesto en los párrafos 2.“ y 3.° del 
art- 106, es aplicable en sus casos respecti- 
vos á los condenados á esta pena. 

Art. H2. El arresto menor se sufrirá en 
las casas del Ayuntamiento ú otras dcljmbli- 
eo, ó en las del mismo penado cuando así se J 

Tomo III. 
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determine en la sentencia, sin poder salir de 
ellas en todo el tiempo de ta condena. 

SECCION TERCERA. 

Penas accesorias. 

Art. 113. El sentenciado á la pena de ar- 
golla precederá al reo ó reos de pena capital 
conducido en caballería y suficientemente 
asegurado. 

Al llegar al lugar del suplicio se le colo- 
cará en un asiento sobre el cadalso , en el 
que permanecerá mientras dure la ejecución, 
asido á un madero por una argolla que se le 
pondrá al cuello. 

Art. 114. El sentenciado á degradación 
será despojado por un alguacil, en audien- 
cia pública del Tribunal, del uniforme, Iraje 
. oficial, insignias y condecoraciones que tu- 
. viere. 

El despojo se liara á la voz del presidente, 

¡ que lo ordenará con esta fórmula: «Despojad 
»á (el nombre del sentenciado) de sus insig- 
»nias y condecoraciones, de cuyo uso la ley 
»le declara indigno: la ley le degrada por ha- 
pberse él degradado á sí mismo» (33). 

TITULO IV. 

DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL- 

Art. 115. La responsabilidad civil esta- 

(33) Sobre degradación de eclesiásticos, tén- 
gase presente lo que disponen los arts. 5.° y 6.° 
del Pt. D. de 17 de octubre de 183o que estable- 
ce el modo de proceder los jueces y Tribunales 
en las causas contra eclesiásticos por delitos atro- 
ces y graves. Puede verse en nuestra Revista de 
los Tribunales de Burgos, anuario de 1832, 
pág. 98, el acto de degradación del regicida don 
Martin Merino por la autoridad eclesiástica. 

Respecto á degradación militar , deberán ob- 
servarse las formalidades que tiene establecidas 
la Ordenanza general en el tit. IX, tratado 8.°; 
y si solo se trata de la privación de empleo, 
grados y condecoraciones, las que previene la 
R. 0. de 29 de junio de 1858, circulada por Gra- 
cia y Justicia en 23 de mayo de 1863, en la que 
se resuelve que siempre que ios jefes y oficiales 
del ejército en actividad ó retirados sean desafo- 
rados y juzgados por los Tribunales ordinarios, 
sise les impone alguna pena que lleve consigo 
la privación de empleo, grados y condecoracio- 
nes, se observe la formalidad de pasar un jefe 
que nombrará el Capitán general del distrito 
donde resida el oficial penadoá presenciar el ac- 
to, que practicará el juez de la causa, de reco- 
gerle los Reales despachos, títulos y diplomas 
militares que tuviere, los cuales por conducto 
del mismo Capitán general se remitirán al Mi- 
nisterio de la Guerra para su cancelación ; de- 
biendo preceder para ello el envío por la Au- 
diencia al Capitán general, de certificación que 
contenga la parte condenatoria del fallo ejecu- 
■ torio 

11 
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bleciOa en el cap. II, lít. II de este libro, com- 
prende: 

La restitución. 

2. a La reparación del daño causado. 

3. ° La indemnización de perjuicios. 

Art. 1J6. La restitución deberá hacerse 

de la misma cosa siempre que sea posible, 
con aliono de deterioros ó menoscabos á re- 
gulación del Tribunal. 

Se hará la restitución , aunque la cosa se 
halle en poder de un tercero y este la baya 
adquirido por medio legal, salva su repetición 
contra quien le corresponda. 

Esta disposición no es aplicable en el caso 
de que el tercero haya présenlo Ja cosa, con ¡ 
arreglo á lo establecido por las leyes civiles. 

Art. H 7. La reparación se hará valoran- j 
dose la entidad del daño á regulación del . 
Tribunal, atendido el precio natural de la 
cosa, siempre que fuere posible, yol de afec- 
ción del agraviado 

Art. 1 18. La indemnización de perjuicios 
comprende, no solo los que se causen al 
agraviado, sino también los que se hayan 
irrogado por razón de) delito á su familia ó á 
un tercero. 

Los Tribunales regularán el importe de 
esta indemnización en los mismos términos 
prevenidos para la reparación del daño en el 
artículo precedente (34). 

Art. 119. La obligación de restituir, re- 
parar el daño ó indemnizar los perjuicios, se 
trasmite á los herederos del responsable. 

La acción para repetir la restitución, re- 
paración ó indemnización, se trasmite igual- 
mente á los herederos del perjudicado. 

Art. 120. En el caso de sor dos ó mas 
los responsables civilmente de un delito ó 
falta, los Tribunales señalarán la cuota de 
que deba responder cada uno. 

Art. 121. Sin embargo de lo dispuesto 
en el artículo anterior, los autores de un de- 
lito ó falta son siempre mancomimadamen te 
responsables por sus respectivas cuotas. 

Los autores de un delito son además res- 
ponsables por las de los cómplices y encu- 
bridores, salva la repetición recíproca entre 


(34) Los jueces y Tribunales deben fijar ex- 
presamente la cantidad de la indemnización, sin 
la excusa de que es difícil graduarla. Un juez del 
territorio de la Audiencia do Burgos so concretó 
á decir en una causa que condenaba al reo á la 
indemnización irreyulabh en concepto del Tri- 
bunal. La Audiencia al determinar como debía 
en su fallo el importe de dicha indemnización, 
encargó muy acertadamente al indicado juez que 
en lo sucesivo cumpliera con lo que se prescribe 
en este artículo. 
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I los mismos por sus responsabilidades res- 
pectivas. ' 

Los cómplices de un delito son mancomu- 
nadamente responsables entre sí y subsidia- 
riamente por las cuotas de los autores y en- 
cubridores. Esto mismo se observará en su 
caso para con los últimos relativamente á 
sus cuotas y las de los autores y cómplices 
del mismo delito. 

Art. 122. El que por titulo lucrativo par- 
ticipo de los electos de un delito ó falta, está 
obligado al resarcimiento hasta la cuantía en 
que hubiere participado. 

Art. 123. Ea lev especial determinará 
los casos y forma en que el Estado ha de 
indemnizar al agraviado por un delito ó falta, 
cuando los autores y demás responsables ca- 
recieren de medios para hacer la indemni- 
zación. 

TITULO V. 

DE CAS CENAS EN QUE INCURREN LOS QUE 

QUEBRANTAN LAS SENTENCIAS, V LOS QUE DO- 
RANTE UNA CONDENA DELINQUEN DE NUEVO. 

CAPITULO 1. 

De las penas en que incurren los que que- 
brantan las sentencias. 

Art. 124. Los sentenciados que quebran- 
ten su condena, serán castigados con las pe- 
nas que respectivamente se designan en las 
reglas siguientes: 

1. a Ei sentenciado á cadena perpetua 
cumplirá esta condena, haciéndole sufrir las 
mayores privaciones que autoricen los regla- 
mentos, y destinándole á los trabajos mas 
penosos. 

2. a El sentenciado á reclusión perpetua 
cumplirá su condena llevando uua cadena de 
seguridad por el tiempo de dos á seis años. 

3. a El relegado perpetuamente será con- 
denado á reclusión perpetua, la cual cum- 
plirá en el mismo punto de la relegación. 

4. a El extrañado perpetuamente del Rei- 
no será condenado á relegación perpetua. 

5. a El sentenciado a cadena ó reclusión 
temporales, presidio, prisión ó arresto, su- 
frirá un recargo de la misma pena por el 
tiempo de la sexta á la cuarta parte de la du- 
ración de su primitiva condena (35). 


(35) El delito de quebrantamiento de con- 
denacomprendirJo en este artículo, queda sujeto 
á la jurisdicción ordinaria, y está derogada la 
Ordenanza general de presidios en lo concer- 
niente á las recargas que imponía á los confina- 
dos incursos en este delito. (R. O, de 17 de fe- 
brero de 18oi, circulada en 12 de marzo por 
Gracia y Justicia, y varias decisiones de compe- 
tencias por el Trib. Supremo.) — V. Presidios. 
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6/ Los sentenciados á extrañamiento ó 
relegación temporales . serán condenados á 
prisión correccional, y cumplida esta con- 
dena, extinguirán la anterior. 

Los relegados sufrirán la prisión en el 
punto de la relegación. 

7. a Los sentenciados á confinamiento 
mayor ó menor serán condenados á prisión 
correccional, imponiéndose á los primeros 
del grado iriedio al máximo, y á los segun- 
dos del mínimo al medio; y cumplidas estas 
condenas, extinguirán la de confinamiento. 

8. a El desterrado será condenado á con- 
finamiento por el tiempo del destierro. 

9. a El inhabililado para cargo, derechos 
políticos, profesión ú oficio, que ios obtu- 
viere ó ejerciere, cuando el hecho no cons- 
tituya un delito especial, será condenado al 
arresto mayor y multa de 20 á 200 duros. 

10. a El suspenso de cargo, derechos po- 
líticos, profesión ú oficio que los ejerciere, 
sufrirá un recargo por igual tiempo al de su 
primitiva condena, y una multa de 10 á 100 
duros. 

11. a El sometido á la vigilancia de la au- 
toridad que faltare á las reglas que debe 
observar, será condenado al arresto mayor. 

CAPITULO II. 

De las penas en que incurren los que du- 
rante una condena delinquen de nuevo. 

Art. 125. Los que después de haber sido 
condenados por ejecutoria cometieren algún 
delito ó falla durante el tiempo de su con- 
dena, bien hallándose cumpliéndola, ó bien 
habiéndola quebrantado, serán castigados 
con las penas que respectivamente se desig- 
nan en las reglas siguientes: 

, i - a El sentenciado á cadena perpétua que 
cometiere otro delito á que la ley señale la 
pena de cadena perpétua á muerte, será cas- 
tigado con esta última. 

Si el delito en que incurriere tuviere seña- 
lada la pena de cadena temporal en su grado 
máximo á muerte, será juzgado según las 
disposiciones generales de este Código. 

Si cometiere delito á que la ley señale ca- 
dena perpétua ú otra menor, cumplirá su 
primitiva condena haciéndosele sufrir las ma- 
yores privaciones que autoricen los regla- 
mentos, y destinándosele á los trabajos mas 
duros y penosos. 

,2. a Al sentenciado á reclusión ó relega- 
ción perpétua, que cometiere delito á que la 
ley señale pena de cadena perpétua, se im- 
pondrá esta en la forma que se prescribe 
en el párrafo 3.° de la regla anterior, 
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Si. cometiere delito á que la ley señale 
pena de reclusión ó relegación, perpétuas, se 
le impondrá la pena de cadena perpétua. 

3. a El sentenciado á reclusión perpétua 
que cometiere un delito á que la ley señale 
pena menor que las referidas en las reglas 
anteriores, será condenado á cadena perpé- 
tua, si la pena del nuevo delito fuere la de 
cadena temporal, en otro caso cumplirá su 
primitiva condena, haciéndole sufrir las ma- 
yores privaciones que delerraiuen los regla- 
mentos . 

4. a En todos los demás casos no com- 
prendidos en las reglas anteriores , el sen- 
tenciado á cualquiera pena que cometa otro 
delito ó falta , será condenado en la pena 

i señalada por la ley á Ja nueva falta ó delito 
! en su grado máximo, debiendo cumplir esta 
condena y la primitiva por el órden que en 
la sentencia prefije el Tribunal, de confor- 
midad con las reglas prescritas en el art. 76 
para el caso de imponerse varias penas á un 
mismo delincuente. 

TITULO VI (36). 

DE LA. PRESCRIPCION DE LAS PENAS. 

Art. 120. Las penas impuestas por sen- 
tencia que cause ejecutoria se prescriben: 

Las de muerte y cadena perpétua á los 
20 años. 

Las demás penas aflictivas á ios 15 años. 

Las penas correccionales álos 10 años. 

Las penas leves á los 5 años. 

El término de la prescripción se cuenta 
desde que se notifique la sentencia que cau- 
se la ejecutoria en que se imponga la pena 
respectiva. 

Art. 127. Para que tenga lugar la pres- 
cripción se necesita que el sentenciado du- 
rante el término de ella no haya cometido 
delito alguno ni se haya ausentado de la Pe- 
nínsula é Islas adyacentes. 


(36) Este título trata solo de la prescripción de 
las penas y nada dice de la prescripción de la ac- 
ción penal . por reservarlo Sin duda para el Có- 
digo de procedimientos. — Según la lev 5. a , títu- 
lo Vil, Part. 7. a ; el delito de falsedad puede 
acusarse hasta los 20 años. El de adulterio, solo 
dentro de 5 años; ó de .00 dias , contados desde 
el divorcio, si ha tenido lugar ; y las injurias 
dentro de un año y no más. (Leyes 3 y 4, tí- 
tulo XVII, Part. 7. a ; y 22, tít. IX, part. 7. a ) Se- 
gún la ley 3. a , tít. 11, lib- X, del Fuero Juzgo 
y 4. a , tít. XI, lib. II, del Fuero Real, los plei- 
tos criminales no demandados ni determinados 
en 30 años, no pueden serlo después, por im- 
pedirlo este tiempo. 
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LIBRO SEGUNDO- 

Delitos y sus penas. 

TITULO I. 

DELITOS CONTRA LA RELIGION (37). 

Art. 128. La tentativa para abolir ó va- 
riar en España la religión católica, apostóli- 
ca, romana, será castigada con las penas de 
reclusión temporal y extrañamiento perpe- 
tuo, si el culpable se hallare constituido en 
autoridad pública y cometiere el delito abu- 
sando de ella. 

No concurriendo estas circunstancias , Ja 
pena será ja de prisión mayor: y en caso de 
reincidencia, la de extrañamiento perpetuo. 

Art. 129. Ll que celebre actos públicos 
de un culto que no sea el de la religión ca- 
tólica, apostólica, romana, será castigado con 
la pena de extrañamiento temporal. 

Art. 130. Serán castigados con Japona 
de prisión correccional : 

1. ° El que inculcare públicamente la 

inobservancia de los preceptos religiosos. 

2. u El que con igual publicidad "se mota- 
re de alguno de los Misterios o Sacramentos 
de la Iglesia, ó de otra manera excitare á su 
desprecio. 

3. ° El que habiendo propalado doctri- 
nas ó máximas contrarias a! dogma católico, 
persistiere en publicarlas después de haber 
sido condenadas por la autoridad eclesiástica. 

El reincidente en estos delftos será casti- 
gado con el extrañamiento temporal. 

Art. 131. El que hollare , arrojare al 
suelo, ó de otra manera profanare las sagra- 
gradas formas de la Eucaristía , será castiga- 
do con la pena de reclusión temporal. 

Art. 132. El que con el íin de escarne- 
cer la religión hollare ó profanare imágenes, 
vasos sagrados ú otros objetos destinados al 
culto, será castigado con la pena de prisión 
mayor. 

Art. 133. El que con palabras ó hechos 
escarneciere públicamente alguno de los ri- 
tos ó prácticas de la religión, si lo hiciere 
en el templo ó en cualquier acto del culto, 
será castigado con una multa de 20 á 200 
duros y el arresto mayor. 

En otro caso se le impondrá una multa de 
15 á 150 duros y el arresto menor. 

Art. 134. EJ que maltratare de obra á un 
ministro de la religión cuando se halle ejer- 
ciendo las funciones de su ministerio, será 
castigado con la pena de prisión mayor, 

(37) Véase en su lugar de. este Diccionario 
el artículo Deutos contra la Religión. 
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El que le ofendiere en iguales circunstan- 
cias con palabras ó ademanes , será castigado 
con la pena superior en un grado á la que 
corresponda por la injuria irrogada. 

Art. 135. Los que por medio de violencia, 
desorden ó escándalo, impidieren ó turbaren 
el ejercicio del culto público dentro ó fuera 
del templo, serán castigados con la pena de. 
prisión correccional. 

En caso de reincidencia lo serán con la de 
prisión menor. 

Art. 136. El español que apostatare pú- 
blicamente de la religión católica, apostólica, 
romana , será castigado con la pena de ex- 
trañamiento perpetuo. 

Esta pena cesará desde el momento en que 
vuelva al gremio de la Iglesia. 

Art. t37. A todos los que cometieren los 
delitos de que se trata en Jos artículos ante- 
riores, se impondrá además de las penas en 
ellos señaladas, la de inhabilitación perpétua 
para toda profesión ó cargo de enseñanza. 

Art. 138. El que exhumare cadáveres 
humanos, los mutilare ó profanare de cual- 
quier otra manera, será castigado con la pe- 
na de prisión correccional. 

TITULO II. 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD EXTERIOR DEL 
ESTADO. 

CAPITULO PRIMERO. 

Delitos de traición. 

Art. 139. La tentativa para destruir la 
independencia ó la integridad del Estado, 
será castigada con la pena de muerte (38). 

Art. 140. El español que indujere á una 
potencia extranjera á declarar guerra á Es- 
paña, ó se concertare con ella para el mismo 
Iin, será castigado con la pena de muerte, si 
llegare á declararse la guerra, y en otro cuso 
con la de cadena perpetua. 

Art. 141. El español que tomare las ar- 
mas contra su patria bajo banderas enemi- 
gas , será castigado con la pena de cadena 
temporal en su grado máximo á la de muerte. 

Art. 142. Se impondrá también la pena 
de cadena temporal en su grado máximo á la 
de muerte: 

1 . ü Al que facilitare al enemigo ia entra- 
da en el Reino, el progreso de sus armas ó la 

(38) Téngase muy presente en este artículo, 
en el 128 y en lodos ios demás casos en que se 
penan especialmente la tentativa, la conspira- 
ción y la proposición, que para calificarlas de- 
berá atenderse ¡í lo prescrito en los arts, 3.*, 4.° 

y 62. 
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toma de una plaza, puesto militar, buque del 
Estado , ó almacenes de boca 6 guerra del 
mismo. 

La tentativa de estos delitos se castigará 
con la misma pena que su consumación: 

2. ° Al que suministrare á las tropas de 
una potencia enemiga caudales, armas, em- 
barcaciones , efectos ó municiones de boca ó 
guerra, ú otros medios directos para hostili- 
zar á España. 

3. ° Al que suministrare al enemigo pla- 
nos de fortalezas ó terrenos, documentos ó 
noticias que conduzcan directamente al pro- 
pio fin de hostilizar á España. 

4. ° Al que en tiempo de guerra impidie- 
re que las tropas nacionales reciban los auxi- 
lios expresados el número 2.' ó los datos ó 
noticias indicados en el número 3.° 

5. ° Al que sedujere tropa española, ó 
que se halle al servicio de España, para que 
se pase á las filas enemigas, ó deserte de sus 
banderas estando en campaña. 

6. ° Al que reclutare en España gente 
para el servicio de las armas de una potencia 
enemiga. 

Art. 143. La conspiración para cualquie- 
ra de los delitos expresados en los artículos 
anteriores se castigará con la pena de presi- 
dio mayor. 

La proposición para los mismos delitos se- 
rá castigada con la de presidio correccional. 

Art. 144. El que comunicare ó revelare 
directa ó indirectamente al enemigo docu- 
mentos ó negociaciones reservadas de que 
tuviere noticia por razón de su oficio , ó por 
algún medio reprobado, incurrirá en la pena 
de cadena temporal en su grado máximo á la 
de muerte. 

Si hubiere adquirido los documentos ó Jas 
noticias de las negociaciones por otro medio, 
será castigado con la pena de presidio menor, 
á no ser que la revelación ó comunicación 
se halle comprendida en el número 3.° del 
artículo 142. 

CAPITULO II. 

Delitos que comprometen la paz ó la inde- 
pendencia del Estado. 

Art. 145. El que sin los requisitos que 
prescriben las leyes ejecutare en el Reino bu- 
las , breves , rescriptos ó despachos de la ; 
córte pontificia, ó les diere curso, ó los pu- 
blicare, será castigado con las penas de pri- 
sión correccional y multa de 300 á 3,000 
duros. 

Si el delincuente fuere eclesiástico, la pe- 
na será la de extrañamiento temporal, y ne 
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caso de reincidencia, la de extrañamiento 
perpétuo (39). 

Art. 146. El que ejecutare, introdujere 
ó publicare en el Reino cualquiera órden, dis- 
posición ó documento de un Gobierno ex- 
tranjero, que ofenda la independencia ó se- 
guridad del Estado, será castigado con las 
penas de prisión menor y multa de 50 á 500 
duros, á no ser que de este delito se sigan 
directamente otros mas graves, en cuyo caso 
será penado como autor de ellos. 

Art. 147. En el caso de cometerse cual- 
quiera de los delitos de que se trata en los 
dos artículos anteriores por un empleado del 
Gobierno abusando de su oficio, se le impon- 
drá, además de las penas señaladas en ellos, 
la de inhabilitación absoluta perpetua. 

Art. 148. El que con actos no autoriza- 
dos competentemente provocare ó diere mo- 
tivo á una declaración de guerra contra Es- 
paña por parte de otra potencia, 6 expusiere 
á los españoles á experimentar vejaciones ó 
represalias en sus personas ó en sus bienes, 
será castigado con la pena de prisión mayor ; 
y si fuere empleado público, con la de reclu- 
sión temporal. 

Art. 149. Se impondrá la peno de reclu- 
sión temporal al que violare tregua ó armisti- 
cio acordado entre la nación española y otra 
enemiga, ó sea entre sus fuerzas beligerantes 
de mar ó tierra. 

Art. 150. El que en desempeño de un 
cargo público comprometiere la dignidad, la 
fé ó ios intereses de Ja nación española, será 
castigado con las penas de prisión mayor é 
inhabilitación perpétua para el cargo que 
ejerciere. 

Art. 151. El que sin autorización legíti- 
ma levantare tropas en el Reino para el ser- 
vicio de una potencia extranjera, ó destinare 
buques al corso, cualquiera que sea el obje- 
to que se proponga ó ia nación á que intente 
hostilizar, será castigado con las penas de 
prisión mayor y multa de 500 á 5,000 duros. 

Art. 152. El que en tiempo de guerra 
tuviere correspondencia con país enemigo, ú 
ocupado por sus tropas, será castigado: 

l.° Con la pena de prisión mayor, si la 


(39) Nuestras leyes exigen que se presenten al 
Gobierno y obtengan el pase ó exequátur del 
mismo, antes de su publicación y uso, todas las 
bulas, breves, rescriptos y despachos de la curia 
romana, en cuanto no se opongan á las regalías, 
concordatos, costumbres, leyes y derechos de la 
nación, ó no induzcan en ella novedades perju- 
diciales, etc. (Leyes 9. a y 14 , tit. III, lib. II, 
Nov. Rec., y Rs. Ords. de 3 enero de 1833 y 19 
abril de 1841). — Y. Rulas, 
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r orresponilemda so siguiere en cifras ó sig- 
nos ronvenrioiKiíes. 

2." Con lo ilo prisión correccional , si so 
siguiere en la lorma común, yol Gobierno 
|;i' hubiere prohibido. 

;I." Con la tit? reclusión temporal, sien 
ojia se dieren avisos ó noticias de que pueda, 
aprovecharse el enemigo, cualquiera que sea 
ja forma de la correspondencia y aunque no 
liiiliiere procedido prohibición del Gobierno. 

Si el culpable se propusiere servir al ene- 
migo con sus avisos ó noticias . so observará 
lo dispuesto en el arl. 142. 

Arl. 153. El español culpable de Ion (al i— 
va para pasar á país enemigo, cuando lo hu- 
biere prohibido el Gobierno será casi ¡gado 
con las nenas de prisión correccional y Huil- 
la de 30 á 300 duros. 

CAPITULO 111. 

Dclitos contra el derecho de gentes. 

Arl. 154. El que matare á un monarca 
extranjero residente en España, será casti- 
gado con la pena de muerte. 

Cualquiera otro atentado de hecho contra 
su persona se castigará con la pena do cade- 
na temporal. 

Arl. 155. El que violare la inmunidad 
personal ó el domicilio de una persona Real 
extranjera residente en España, ó de un re- 
presentante de otra potencia, será castigado 
con la pena de prisión correccional. 

Arl. 150. El delito de piratería cometido 
contra españoles ó súbditos de otra nación 
que no se halle en guerra con España , será 
castigado con la pena de cadena temporal en 
su grado máximo á la de muerte. 

Art. 157. Incurrirán en la pena de cade- 
na perpetua á muerte los que cometan el de- 
lito de que se trata en el artículo anterior: 

1. ° Siempre que hubieren apresado al- 
guna embarcación al abordaje ó haciéndola 
fuego. 

2. " Siempre que el delito fuere acoinpn- 1 
fiado de homicidio ó de alguna de las lesio- 
nes designadas en los arts . 341 y 342. 

3. p Siempre que fuere acompañado de 
cualquiera de los atentados contra la hones- 
tidad, señalados en el cap, 11 del lít. X de 
este libro. 

4. ° Siempre que los ¡áralas hayan dejado 
algunas personas sin medios de salvarse. 

5. " En todo caso el capitán ó patrón pi- 
ratas. 

Art. 158. Las disposiciones de los dos 
artículos anteriores son aplicables a) que en- 
tregare á piratas la embarcación á cuyo bor- 
do fuero. 
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Art. 150. El que residiendo en los domi- 
nios españoles traficase con piratas conoci- 
dos, será castigado como su cómplice. 

TITULO IU. 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD INTERIOR DEL 
ESTADO Y EL ORDEN PÚBLICO (40). 

CAPULLO I. 

Delitos de la lesa majestad. 

Arl. 100. El reo de tentativa contra la 
vida ó persona del Rey ó inmediato sucesor 
á la Corona, incurrirá, en la pena de muerte. 

Art. I (> I . Ea conspiración para perpe- 
trar el delito de que se traía en el articulo 
anterior será castigada con la penado cade- 
na temporal. 

Art.. 1 02. La proposición para cometer el 
delito de que se trata en el arl . 160 se casti- 
gará con la pena de presidio mayor. 

Art. 103. El que teniendo noticia de una 
conspiración contra la vida del Rey ó inme- 
diato sucesor á la Corona, no la revelare en 
el término de veinticuatro lloras á la autori- 
dad, será castigado con la prisión correc- 
cional. 

No se comprenden en esta disposición los 
ascendientes, descendientes, cónynjes, her- 
manos ó afines en los mismos grados del 
conspirador. 

Arl. 164. El que injuriare ni Rey ó inme- 
diato sucesor á la Corona en su presencia, 
será castigado con la pena de cadena tem- 
poral. 

Si los injuriare por escrito y con publici- 
dad fuera de su presencia, incurrirá en las 
penas de prisión mayor, y multa de 100 á 
1 ,000 duros. 

Las injurias cometidas en cualquiera otra 


(40) Véase en su lugar correspondiente de 
este Diccionario (en Orden público) la Ley so- 
bre orden público de 20 de marzo de 1867. 

Esta ley no define especialmente ios delitos 
y faltas de que es objeto, sino que de una ma- 
nera genérica califica como delito ó falta con- 
tra el orden público, «toda manifestación pú- 
blica que ofenda á la Religión , ú la- Moral, á la 
Monarquía, á la Constitución , á la Dinastía 
reinante, á los Cuerpos Cologisl adores y al res- 
peto debido á las leves, ó que considerados el 
lugar y las circunstancias en que se realice, pro- 
duzca escándalo, agitación, bullicio, asonada 
ó conato de motín, ó que pueda, ocasionar rela- 
jación de la disciplina del ejército. Define lo 
que es propósito frustrado y tentativa do los 
delitos contra el orden público, y los considera 
cometidos ya en estado normal, ya en estado 
de alarma, ya en estado de guerra, cuyas tres 
1 situaciones se deslindan cuidadosamente. 
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¡ los Ministros de la Corona de sus facultades 


forma serán penadas con la prisión menor, 
si fueren graves, y con la correccional, si 
fueren leves (41). 

Art. 165. Los delitos de que se trata en 
los anteriores artículos de este capítulo, co- 
metidos contra el Regente ó Regentes del 
Reino, padre, madre ó consorte del Rey, 
Reina viuda ó Infantes de España, serán cas- 
tigados con las penas inferiores en un grado 
á las señaladas en ellos, á no ser que la me- 
rezcan mayor por otras disposiciones de este 
Código. 

El homicidio consumado ó frustrado de 
cualquiera de las personas mencionadas en 
el párrafo anterior , se castigará con la pena 
de muerte. 

Art. 166. La invasión violenta en la mo- 
rada del Rey, Reina, inmediato sucesor á la 
Corona, ó Regente del Reino , será castigada 
con la pena de cadena temporal. 

CAPITULO II. 

Delitos de rebelión y sedición. 

SECCION PRIMERA.' 

Rebelión (42). 

Art. 167. Son reos de rebelión los que se 
alzan públicamente y en abierta hostilidad 
contra el Gobierno para cualquiera de los ob- 
jetos siguientes : 

1 Destronar al Rey ó privarle de su li- 
bertad personal. 

2. ° Variar el orden legítimo de sucesión 

á la Corona, ó impedir que se encargue del 
Gobierno del Reino aquel á quien corres- 
ponda. i 

3. ° Deponer al Regenteó á la Regencia 1 
del Reino, ó privarles de su libertad per- 
sonal. 

4. ° Usar y ejercer por sí, ó despojar al 
Rey, Regente ó Regencia del Reino de las 
prerogativas que la Constitución les conce- 
de, ó coartarles la libertad en su ejercicio. 

5. ° Sustraer el Reino ó parte de él, ó al- 
gún cuerpo de tropas de tierra ó de mar , de 
la obediencia al supremo Gobierno. 

6. ° Usar y ejercer por sí, ó despojar á 

(41) Téngase muy en cuenta para calificar las 
injurias lo dispuesto en los arts. 379 y 380; y 
cuídese también mucho de no confundir este 
delito con la falta que castiga el núm. 4.° del 
artículo 481. 

(42) En las causas de rebelión y sedición, <5 
sea por conspiraciones ó maquinaciones directas 
contra la Constitución, etc., se procede con ar- 

a ^ de abril de 1821, y de 

, m arzo de 1867 sobre órden público; pero 
las penas son las de este Código. — V. Orden pú- 
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constitucionales, ó impedirles ó coartarles su 
libre ejercicio. 

7. ° Impedir la celebración de las eleccio- 
nes para diputados á Córtes en todo el Rei- 
no, ó la reunión legítima de las mismas. 

8. ° Disolver las Córtes, ó impedir la de- 
liberación de alguno de los Cuerpos colegis- 
ladores, ó arrancarles alguna resolución. 

Art. 168. Los que induciendo y determi- 
nando á los rebeldes hubieren promovido ó 
sostuvieren la rebelión, y los caudillos prin- 
cipales de esta, sufrirán ía pena de muerte. 

Art. 169. Los que ejercieren un mando 
subalterno en la rebelión , serán castigados 
con la pena de caden^ perpétua á la de 
muerte. 

1. ° Si fueren personas constituidas ac- 
tualmente en autoridad civil ó eclesiástica, ó 
si hubiere habido combate entre los rebeldes 
con la fuerza pública fiel al Gobierno, ó en- 
tre unos ciudadanos contra otros, ó si hu- 
bieren causado estragos que hayan puesto 
en peligro la vida de la personas. 

2. ° Si sacaren gente, exigieren contribu- 
ciones, ó distrajeren los caudales públicos 
de su legítima inversión. 

En cualquier otro caso serán castigados 
con la pena de cadena temporal en su grado 
. máximo á la de muerte, en cuya pena incur- 
rirán también los que toquen ó manden to- 
car campanas ó cualquiera otro instrumento 
para excitar á la rebelión, y los que para el 
mismo fin dirigieren á la muchedumbre ser- 
mones, arengas, pastorales ú otro género de 
discursos ó impresos, si la rebelión llegare á 
consumarse, á no ser que merecieren la ca- 
lificación de promovedores. 

Art. 170. Los meros ejecutores de la re- 
belión serán castigados con la pena de cade- 
na temporal á la de muerte. 

Art. 171. En el caso de que la rebelión 
no hubiere llegado á organizarse con jefes 
conocidos, se reputará que lo son los que de 
hecho dirijan á los demas ó lleven la voz por 
ellos, ó firmen los recibos ú otros escritos ex- 
pedidos á su nombre, ó ejerzan otros actos 
semejantes en representación de los demás. 

Art. 172. Serán castigados como rebel- 
des, con la pena de relegación perpétua, ios 
que sin alzarse contra el Gobierno cometie- 
ren por astucia ó por cualquier otro medio 
alguno de los delitos comprendidos en cual- 
quiera de los ocho números del art. 167. 

Art.. 173. La conspiración para el delito 
de rebelión será castigada con la pena de 
prisión mayor. 

La proposición se castigará con la prisión 
correccional. 
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SECCION SEGUNDA. 

Sedición (43). 

ArL 17 í. Son reos ele sedición los que se 
alzan públicamente para cualquiera de los 
objetos siguientes: 

i /' impedir la promulgación ó la ejecu- 
ción de las leyes ó la libre celebración de las 
elecciones populares en alguna Junta elec- 
toral. 

2. ° Impedir á cualquiera autoridad el li- 
bre ejercicio de sus funciones ó el cumpli- 
miento de sus providencias administrativas 
ó judiciales. 

3. ° Ejercer algún acto de odio ó de ven- 
ganza en la persona ó bienes de alguna au- 
toridad, ó de sus agentes, ó de alguna clase 
de ciudadanos, ó en las pertenencias del Es- 
tado, ó de alguna corporación pública. 

Art. 175. Eos que induciendo y deter- 
minando á los sediciosos hubieren promovi- 
do ó sostuvieren la sedición, y los caudillos 
principales de esta, serán castigados: 

1 Eos que ejerzan autoridad civil ó ecle- 
siástica, con la pena de cadena perpetua si 
se hubieren apoderado de caudales ú otros 
bienes públicos ó de particulares . y con la 
de reclusión perpetua en otro caso. 

2.° Eos que no ejercieren autoridad, con 
la (le cadena temporal si se hubieren apode- 
rado de los caudales ó bienes de (fue se ha- 
bla cri el número anterior, y con la reclu- 
sión temporal en otro caso. 

Art. 170. Lo dispuesto en el art. 171 es 
aplicable al caso de sedición , cuando esta no 
hubiere llegado á organizarse con jefes co- 
nocidos. 

Art. 177. Eos que intervinieren en la se- 
dición de cualquiera de Jos modos expresa- 
dos en el párrafo 4.° del art. 169, serán cas- 
tigados con la pena de prisión mayor, si no 
merecieren ser calificados de promovedores. 

Art. 178. Eos meros ejecutores de sedi- 
ción serán castigados con la pena de confi- 
namiento menor. 

Art. 179. En el caso de que la sedición 
no hubiere llegado á agravarse hasta el pun- 
to de embarazar de un modo sensible el ejer- 
cicio de la autoridad pública, y no hubiere 
tampoco ocasionado la perpetración de otro 
delito grave , serán juzgados los sediciosos 
con arreglo á lo dispuesto en el ai't. 182. 

Art. 180. La conspiración para el delito 
de sedición será castigada con la pena de 
prisión correccional. 
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La proposición se castigará con las penas 
de sujeción á la vigilancia de la autoridad y 
caución. 

SECCION TERCERA . 

Disposiciones comunes á las dos secciones 
anteriores. 

Art. 181. Luego que se manifiesten la re- 
belión ó sedición, la autoridad gubernativa 
intimará bastados veces á los sublevados que 
inmediatamente se disuelvan y retiren , de- 
jando pasar entre una y otra intimación el 
tiempo necesario para ello. 

Si los sublevados no se retiraren inmedia- 
tamente después de la segunda intimación, 
la autoridad hará uso de la fuerza pública 
para disolverlos. 

Las intimaciones se harán mandando on- 
dear al frente de los sublevados la bandera 
nacional, si fuere de día; y si fuere de no- 
che, requiriendo la retirada á toque de tam- 
bor, clarín ú otro instrumento á propósito. 

Si las circunstancias no permitieren hacer 
uso de los medios indicados, se ejecutarán 
las intimaciones por otros, procurando siem- 
pre la mayor publicidad. 

No serán necesarias respectivamente la 
primera ó la segunda intimación desde el 
momento en que los rebeldes ó sediciosos 
rompieren el fuego. 

Art. 182. Cuando los rebeldes ó sedicio- 
sos se disolvieron ó sometieren á la autori- 
dad legítima antes de las intimaciones ó á 
consecuencia de ellas, quedarán exentos de 
toda pena los meros ejecutores de cualquie- 
ra de aquellos delitos, y también los sedicio- 
sos comprendidos en el art. 175, si no fuesen 
empleados públicos. 

Los Tribunales en este caso rebajarán á 
los demás culpables de uno á dos grados las 
penas señaladas en las dos secciones ante- 
riores. 

Art. 183. Los que sedujeren tropas para 
cometer el delito de rebelión , serán castiga- 
dos con la pena de reclusión perpetua. 

Los que la sedujeren para el de sedición, 
serán castigados con la pena de reclusión 
temporal. 

La seducción para la simple deserción será 
castigada en los autores con la pena de ar- 
resto mayor en su grado mínimo, y la rnisma 
se impondrá á. los cómplices y encubridores. 

Lo dispuesto en los dos primeros párrafos 
de este artículo se entiende para el caso en 
que los seductores no se bailen comprendi- 
dos en el núm. 5.° del art. 107, 

Si llegaren á tener efecto la rebelión ó se- 
dición, ios seductores se reputarán promove- 


(43) Véase la nota anterior. 
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dores , y respectivamente comprendidos en 
los arts. i 68 y 175 (44). 

Art. 184. Los delitos particulares come- 
tidos en una rebelión 6 sedición , ó con mo- 
tivo de ellas, serán castigados respectiva- 
mente según las disposiciones de este Código. 

Cuando no puedan descubrirse los auto- 
res, serán penados como tales los jetes prin- 
cipales de la rebelión ó sedición . 

Art. 185. A los eclesiásticos y empleados 
públicos que cometieren algunos delitos de 
que se trata en las dos secciones anteriores, 
se impondrá en su grado máximo la pena 
que les corresponda según su culpabilidad, v 
además la de inhabilitación absoluta perpé- 
tua. Esta disposición no tendrá lugar en el 
caso de ser aplicables las de los arts. 168 
y 175. 

Art. 186. Las autoridades de nombra- 
miento directo del Gobierno que no hubie- 
ren resistido la rebelión ó sedición por todos 
los medios quo estuvieren á su alcance , su- 
frirán la pena de prisión mayor é inhabilita- 
ción perpétua absoluta. 

Las que no fueren de nombramiento di- 
recto del Gobierno sufrirán la de confina- 
miento mayor é inhabilitación perpétua ab- 
soluta. 

Art. 187. Los empleados que continua- 
ren desempeñando sus cargos bajo el mando 
de los alzados, ó que sin habérseles admitido 
la renuncia de su empleo lo abandonaren 
cuando haya peligro de rebelión ó sedición, 
incurrirán en la pena de suspensión á la de 
inhabilitación perpétua especial. 

Art. 188. Los que aceptaren empleos de 
los rebeldes ó sediciosos serán castigados con 
la pena de inhabilitación absoluta temporal 
para cargos públicos. 

CAPITULO III. 

De los atentados y desacatos contra la auto- 
ridad y de otros desórdenes públicos. 

Art. 180. Cometen atentado contra la 
autoridad: 

1 . ° Los que , sin alzarse públicamente 
emplean fuerza ó intimidación para alguno 
de ios objetos señalados en [os delitos de re- 
belión y sedición. 

2. ° Los que acometen ó resisten con vio- 
lencia, ó emplean fuerza ó intimidación con- 
tra la autoridad pública ó sus agentes, cuan- 
do aquella ó estos ejercieren las funciones , 
de su cargo, y también cuando no las ejer- '■ 

(44) Este artículo está en suspenso por ahora 
en viriud de lo dispuesto por R. D. de 30 de 
octubre de 1848 que se inserta después. 
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cieren , siempre que sean conocidos ó se 
anuncien como tales. 

Art. 190. Los atentados comprendidos 
en el artículo anterior serán castigados con 
la pena de prisión menor en sil grado medio 
á prisión mayor en el mismo grado y multa 
de 50 á 500 duros, siempre jque concurra al- 
guna de las circunstancias siguientes: 

■1. a Si la agresión se verifica á mano 
armada. 

2. a Si los reos fueren funcionarios pú- 
blicos. 

3. a Si los delincuentes pusieren manos 
en la autoridad, ó en las personas que acu- 
dieren á su auxilio. 

4. a Si por consecuencia de la coacción la 
autoridad hubiere accedido á las exigencias 
de los delincuentes. 

Sin estas circunstancias la pena .será la de 
prisión correccional en su grado medio á 
prisión menor en el mismo grado y multa de 
30 á 300 duros. 

Si los reos fueren reincidentes, la pena en 
el primer caso será Ja de prisión menor en 
su grado máximo á prisión mayor y multa de 
50 á 500 duros , y en el segundo la de pri- 
sión correccional en su grado máximo á pri- 
sión menor y multa de 30 á 300 duros. 

Art. 191. El que de hecho ó de palabra 
injuriare gravemente á alguno de los Cuer- 
pos colegisladores hallándose en sesión , ó á 
alguna de sus Comisiones en los actos públi- 
cos en que los representan , será castigado 
con la pena de prisión mayor. 

Cuando las injurias fueren menos graves, 
la pena será la de arresto mayor á prisión 
correccional. 

Art. 192. Cometen desacato contra las 
autoridades: 

1 . ° Los que perturban gravemente el or- 
den de las sesiones en los Cuerpos colegisla- 
dores, y los que injurian, insultan ó ainena- 
nazan en los mismos actos á algún diputado 
ó senador. 

2. ° Los que calumnian , injurian, insul- 
tan ó amenazan: 

Primero. A un senador ó diputado por 
tas opiniones manifestadas en el Senado ó 
Congreso. 

Segundo. A los Ministros de la Corona 
ó á otra autoridad en el ejercicio de sus 
cargos. 

Tercero, A un superior suyo con ocasión 
de sus funciones. 

En todos estos casos la provocación , al 
duelo, aunque sea privada ó embozada, se 
reputará amenaza grave para todos Jos efec- 
tos de este artículo. 

Art, 193. Si e! desacato consiste en ca- 
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jumnin , ó el insulto , injuria ó amenaza de 
(fue habla el articuló precedente fuere gra- 
ve, el delincuente sufrirá la pena de pri- 
sión correccional eri su grado medio á pri- 
sión menor en igual grado y multa de 20 á 
200 duros. 

Si fuere menos grave, la pena será la de 
arresto mayor en su grado máximo á prisión 
correccional en su grado mínimo y multa 
de 10 á 100 duros. 

Si los. reos fueren roincidenlcs, la pena en 
el primer caso será la de prisión correccio- 
nal en su grado máximo á prisión menor en 
el mismo grado, y mulla de 20 á 200 duros; f 
y en el segundo !a de prisión correccional á 
prisión menor en su grado mínimo y multa 
de 10 á 100 duros. 

Ai l. 104. Para todos los efectos de las 
disposiciones penales respecto de los que co- 
meten alentado ó desacato contra la autori- 
dad ó funcionarios públicos, se entiende que 
ejercen aquella constantemente los Ministros 
líe la Corona y las autoridades de funciones 
permanentes ó llamadas á ejercerlas en todo 
caso y circunstancias. 

En Móndese también ofendida la autoridad 
en ejercicio de sus funciones cuando tuvie- 
ren Jugar el atentado ó desacato con ocasión 
de ellas, ó por razón de su cargo, 

Art. 195. El que con violencia ó con 
fines contrarios á la Constitución ú otro mo- 
tivo reprobado impidiere á un senador ó di- 
putado asistir á las Cortes , sufrirá Ja pena de 
prisión correccional. 

Art. 196. Los que causaren tumulto ó 
lucharen gravemente el orden en la audien- 
cia de un Tribunal ó Juzgado, en los actos 
públicos propios de cualquiera autoridad, en 
algún colegio electoral (45), en espectáculos 
públicos , ó solemnidad, ó reunión numero- 
sa, serán castigados , según la gravedad del 
delito, con la pena de arresto mayor á pri- 
sión correccional y multa de 20 á 200 duros. 

Art. 197. Los que turbaren gravemen- 
te el orden público para causar injuria ú 
otro mal á alguna persona particular ó con 
cualquier otro fin reprobado , incurrirán en 
la pena de arresto mayor á prisión correc- 
cional. 

Si este delito tuviere por objeto impedir á 
alguna persona el ejercicio de sus derechos 
políticos , se impondrá además al culpable 


fio) Sobre lo dispuesto en este artículo y en 
los siguientes al 203, téngase presente la ley de 
22 de junio de 1864, estableciendo la penalidad 
y reglas de procedimientos para las falsedades, 
coacciones y otros abusos en las elecciones. Se 
inserta en el articulo Delitos electorales. 
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la inhabilitación temporal para el ejercicio 
dol mismo derecho. 

Art. 198. El que diere gritos provocati- 
vos de rebelión ó sedición en un lugar pú- 
blico , y el que con igual fin ejecutare algu- 
no de los actos expresados en el párrafo 4.° 
del art. 169, será castigado con la pena de 
prisión menor. 

Art. 199. El que cometiere alguna fal- 
sedad en cualquiera de los actos de eleccio- 
nes para diputados de la nación, será casti- 
gado con las penas de prisión menor, multa 
cíe 100 á 1,000 duros é inhabilitación tempo- 
ral para el ejercicio del derecho electoral. 

Esta disposición es aplicable á los culpables 
de cohecho en la votación para dicho cargo. 

Cuando estos delitos se cometieren, en 
cualquiera otra elección popular , se impon- 
drán las penas de arresto mayor y multa de 
10 á 100 duros é inhabilitación temporal para 
el ejercicio del derecho electoral. 

Art. 200. El que penetrare armado en 
un colegio electoral ó en cualquiera junta 
dispuesta por la ley para las elecciones po- 
pulares, será castigado con una mulla de 
50 a 500 duros é inhabilitación temporal del 
derecho electoral. 

Art. 2,01. En el caso de hallarse, consti- 
tuido en autoridad civil ó eclesiástica el que 
cometiere los delitos expresados en este ca- 
pítulo, será castigado con el máximo de la 
respectiva pena y con la de in habitación per- 
petua especial á la de inhabilitación absoluta 
perpetua. 

Art. 202. Los eclesiásticos que en el ejer- 
cicio de su ministerio provocaren á la ejecu- 
ción de cualquiera de los delitos comprendi- 
dos en este capítulo, serán castigados con la 
pena de destierro , si sus provocaciones no 
surtieren efecto, y con la de confinamiento 
menor si lo produjeren. 

Art. 203. Los que destruyeren ó dete- 
rioraren pinturas, estatuas ú otro monumen- 
to público de utilidad ú ornato, serán easfi- 
dos con la pena de prisión correccional (46). 

Art. 204. Los que estrajeren de las cár- 
celes ó de establecimientos penales A alguna 
persona detenida en ellos, ó le proporciona- 
ren la evasión , serán castigados con las mis- 
mas penas señaladas en el art. 276, según el 
caso respectivo, si emplearen la violencia ó 
el soborno , y con pena inferior en un grado 
si se valieren de otros medios. 

Si la extracción ó evasión de los detenidos 


(46) No confundir este delito con la falla que 
castiga el párrafo 2.° del art. 485. Véase el ar- 
tículo 5.° del R. D. de 22 de setiembre de 1848, 
en el Apéndice. 
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se verificare fuera de dichos establecimien- 
tos, violentando ó sorprendiendo á los en- 
cargados de conducirlos, se aplicarán las 
mismas penas en su grado mínimo. 

Art. 205. Los que acometieren á un con- 
ductor de la correspondencia pública para 
interceptarla ó detenerla, ó para apoderarse 
de ella , ó de cualquier modo inutilizarla, se- 
rán castigados, si interviniere violencia, con 
la pena de prisión menor en su grado máxi- 
mo á presidio mayor : en otro caso , con la 
de presidio menor en su grado mínimo al 
medio. 

Art. 206, Las disposiciones del presente 
capítulo no son aplicables en el caso de que 
los hechos que por ellas se reprimen deban 
ser calificados de rebelión ó sedición. 

CAPITULO IV. 

De las asociaciones ilícitas. 

SECCION PRIMERA. 

Sociedades secretas. 

Art. 207. Son sociedades secretas: 

\ ,° Aquellas cuyos individuos se imponen 
con juramento ó sin él la obligación de ocul- 
tar á la autoridad pública el objeto de sus re- 
uniones ó su organización interior. 

2. u Los que en la correspondencia con 
sus individuos ó con otras asociaciones se 
valen de cifras , geroglíficos ú otros signos 
misteriosos. 

Art. 208. Los que desempeñaren mando 
ó presidencia ó hubieren recibido grados su- 
periores en una sociedad secreta, y los que 
prestaren para ella las casas que poseen, 
administran ó habitan , serán castigados con 
la pena de prisión mayor. 

Los demás afiliados con la de prisión me- 
nor , y unos y otros con la de inhabilitación 
perpétua absoluta. 

Art. 209. Se eximirán de las penas seña- 
ladas en el artículo anterior , y serán conde- 
nados únicamente en la de caución , los in- 
dividuos de una sociedad secreta , cualquiera 
que haya sido su categoría , que se esponta- 
nearen ante la autoridad ,' declarando á esta 
lo que supieren del objeto y planes de la aso- 
ciación. 

La autoridad , al recibir la declaración, no 
podrá hacerles pregunta alguna acerca de 
las personas que componen la sociedad. 

Art. 210. Si constare que una sociedad 
secreta tiene por objeto alguno de los delitos 
comprendidos en los capítulos I y II de este 
titulo , sufrirán los jefes y asociados las penas 
señaladas respectivamente á los conspirado- 
res por los mismos delitos. 
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Cuando tenga por objeto la perpetración 
de cualquiera otro delito, la pena será la se- 
ñalada á los autores de tentativa para los afi- 
liados, y la de delito frustrado para los jefes 
de las sociedades (47). 

SECCION SEGUNDA. 

De las demás asociaciones ilícitas. • 

Art. 211. Es también ilícita toda asocia- 
ción de mas de veinte personas que se reúna 
diariamente, ó en dias señalados' para tratar 
de asuntos religiosos , literarios, ó de cual- 
quiera otra clase, siempre que no se haya 
formado con el consentimiento de la autori- 
dad pública, ó se faltare á las condiciones que 
esta le hubiere fijado. 

Art. 212. La asociación de que trata el 
artículo anterior será disuelta, y sus directo- 
res, jefes ó administradores serán castigados 
con la multa de 20 á 200 duros: y en caso de 
reincidencia con la de arresto mayor y doble 
multa. 

En las mismas penas incurrirán los que 
prestaren para la asociación las casas que 
posean, administren ó habiten (47). 

TITULO IV. 

DE LAS FALSEDADES. 

CAPITULO I. 

De la falsificación de sellos y marcas. 

SECCION PRIMERA. 

De la falsificación de la firma ó estampillar eal 

sello del Estado y firma de los Ministros. 

Art. 213. El que falsificare la firma ó es- 
tampilla del Rey ó del Regente del Reino, el 
sello dei Estado, ó la firma de los Ministros 
de la Corona, será castigado con la pena de 
cadena temporal en grado medio á cadena 
perpétua. 

SECCION SEGUNDA . 

Falsificación de los demás sellos públicos. 

Art.. 214. 1.a falsificación de Jos sellos 
usados por cualquiera autoridad ú oficina 
pública será castigada con las penas do pre- 
sidio menor y multa de 20 á 200 duros. 

Art. 215. La falsificación de las marcas 
de los fieles contrastes será castigada con la 
pena de presidio mayor y multa de 50 á 500 
duros. 


(47) Sobre reuniones públicas véase la ley do 
22 de junio de 1864, estableciendo requisitos y 
formalidades para su celebración, y la manera 
de disolverlas en su caso, penalidad, etc., ele. en 
Reuniones públicas. 
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Ari. 216. La falsificación de los sellos, 
marcas y contraseñas de que se use en las 
oficinas del Estado para identificar cualquie- 
ra objeto ó para asegurar el pago de impues- 
tos. será castigada con la pena de prisión 
menor y multa de 100 á 1,000 duros. 

SECCION TERCERA. 

Falsificación de marcas y sellos de par- 
ticulares. 

Arf. 217. La falsificación de los sellos, 
marcas y contraseñas que usen Jos estable- 
cimiento de industria ó de comercio , será 
castigada con las ponas de prisión menor y 
mulla de 50 a 500 duros (48). 

CAPITULO IT. 

De la falsificación de moneda. 

ArL 218. El que fabrique , introduzca ó 
expenda moneda falsa de especie que ten- 
ga curso legal en el Reino, y sea de un 
valor inferior á la legítima, será, castigado 
con las penas de cadena temporal en su gra- 
do medio á cadena perpetua, y multa de 500 
á 5,000 duros, si la moneda falsa fuere de oro 
ó plata, y con las de presidio mayor y multa 
de 50 á 500 duros si fuere de vellón. 

Arf. 210. El que cercenare moneda le- 
gítima, será castigado con las penas do pre- 
sidio mayor y multa de 50 á 500 duros , si la 
moneda fuere de oro ó plata; y con la de pre- 
sidio correccional y multa de 20 á 200 duros, 
si fuere de vellón. 

El que introdujere ó expendiere la moneda 
cercenada incurrirá en las mismas penas. 

Art. 22.0. El que fabricare, introdujere ó 
expendiere en el Reino moneda falsa que 
tenga en él curso legal, y sea del valor de la 
legítima, será castigado con las penas de pre- 
sidio menor y multa de 500 ú 5,000 duros. 

Art. 2M. El que falsificare, introdujere 
ó expendiere en el Pieino moneda falsa de 
especie que no tenga en él curso legal, será 
castigado con las penas de presidio menor, y 
multa de 200 á 2,000 duros. 

Art. 222. El que habiendo recibido de 
buena fé moneda falsa , la expendiere des- 
pués de constarle su falsedad, será castigado, 
siempre que la expendicion excediere de 15 
duros, con la multa del tanto al triplo del va- 
lor de la moneda. 


(481 Para la aplicación de este artículo debe 
consultarse lo dispuesto en el R. D. de 20 de no- 
viembre de 1850, inserto en Marcas en los pro- 
ductos UE LA INDUSTRIA. 
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CAPITULO III. 

Déla falsificación de billetes de Banco , do- 
cumentos de crédito del Estado y papel 

sellado. 

Art. 223. El que introdujere ó expendie- 
re falsos títulos de la Deuda pública al porta- 
dor, billetes del Tesoro ó de cualquier Banco 
erigido con autorización del Gobierno , y el 
que los falsificare , serán castigados con las 
penas de cadena temporal en su grado medio 
á la de cadena perpetua y multa de 500 á 
5.000 duros. , 

Art. 2 :> 4. El que falsificare papel sellado, 
inscripciones ó títulos de la Deuda pública, 
libranzas del Tesoro, billetes de loterías ó 
cualquier otro documento de crédito ó de 
valores del Estado, será castigado con las 
penas de cadena temporal y multa de 500 á 
5.000 duros. 

En la misma pena incurrirán los introduc- 
tores y expendedores. 

Art. 225. El que habiendo adquirido de 
buena fé los títulos ó efectos de que se trata 
en los dos artículos anteriores, los expendie- 
re después con conocimiento de su falsedad, 
será castigado con la multa del tanto al tri- 
plo del valor del documento, no pudiendo 
ba jar nunca de 50 duros. 

CAPITULO IV. 

De la falsificación de documentos. 

SECCION PRIMERA. 

De la falsificación de documentos públicos u 
oficiales y de comercio. 

Art. 226. Será castigado con las penas 
de cadena temporal y multa de 100 á 1,000 
duros el eclesiástico ó empleado público que 
abusando de su oficio cometiere falsedad: 

1 . ° Contrahaciendo ó fingiendo letra, fir- 
ma ó rúbrica. 

2. ° Suponiendo en un acto la interven- 
ción de personas que no la han tenido. 

3. ° Atribuyendo á las que han interve- 
nido en él declaraciones ó manifestaciones 
diferentes de las que hubieren hecho. 

4. ° Faltando á la verdad en la narración 
de los hechos. 

5. 11 Alterando las fechas verdaderas. 

6. ° Haciendo en documento verdadero 
cualquiera alteración ó intercalación que va- 
ríe su sentido. 

7. ° Dando copia en forma fehaciente de 
un documento supuesto , ó manifestando en 
ella cosa contraria ó diferente de lo que con- 
tenga el verdadero original. 
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8.° Ocultando en perjuicio del Estado ó 
de un particular cualquier documento oficial. 

Art. 227. El particular que cometiere en 
documento público ú oficial , ó en letras de 
cambio ú otra clase de documentos mercan- 
tiles, alguna de las falsedades designadas en 
el artículo anterior , será castigado con las 
penas de presidio mayor y multa de 100 á 
1 ,000 duros. 

SECCION SEGUNDA. 

De la falsificación de documentos privados. 

Art. 228. El que con perjuicio de terce- 
ro ó con ánimo de causárselo cometiere en 
documento privado alguna de las falsedades 
designadas en el art. 226, será castigado con 
las penas de prisión menor y multa de 100 á 
1,000 duros. 

SECCION TERCERA. 

De la falsificación de pasaportes y cer- 
tificados. 

Art. 229. El empleado público que ex- 
pidiere un pasaporte bajo nombre supuesto, 
ó lo diere en blanco , será castigado con las 
penas de prisión menor é inhabilitación tem- , 
poral absoluta. 

Esta disposición no es aplicable al caso en 
que el empleado por justas causas comuni- 
cadas al superior respectivo expidiere el pa- 
saporte en Ja forma expresada en el párrafo 
anterior . 

Art. 230. El que hiciere un pasaporte 
falso será castigado con las penas de prisión 
correccional y inulta de 10 á 100 duros. 

Las mismas penas se impondrán al que en 
un pasaporte verdadero mudare el nombre 
de la persona á cuyo tavor se halle expedido: 

6 de la autoridad que lo expidiere, ó que al- 
tere en él alguna otra circunstancia esencial. 

Art. 231. El que hiciere uso del pasa- 
porte de que se trata en el artículo ante- 
rior, será castigado con la multa de 10 á 100 
duros. 

En la misma pena incurrirán los que hi- 
cieren uso de un pasaporte verdadero expe- 
dido á favor de otra persona. 

Art. 232. El facultativo que librare cer- 
tificación falsa de enfermedad ó lesión con el 
fin de eximir á una persona de algún servi- 
cio público, será castigado con las penas de 
prisión correccional y multa de 20 á 200 
duros. 

Art. 233. £1 empleado público que libra- j 
re certificación falsa de méritos ó servicios, 
ile buena conducta, de pobreza ó de otras 
circunstancias semejantes de recomendación, 
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será castigado con las penas de suspensión 
de oficio y multa de 10 á 100 duros. 

Art. 234. El que falsificareun documento 
de la clase designada en los dos artículos an- 
teriores, será castigado con las penas de ar-, 
resto mayor y multa de 5 á 50 duros. 

Esta disposición es aplicable al que usare 
con el mismo fin de los documentos falsos. 

CAPITULO V. 

Disposiciones comunes á los capítulos ante- 
riores. 

Art. 235. El que fabricare ó introdujere 
cuños, sellos, marcas, ó cualquiera otra cla- 
se de útiles é instrumentos destinados cono- 
cidamente á la falsificación de que se trata 
en los capítulos precedentes de este título, 
será castigado con las mismas penas pecu- 
niarias y con las personales inmediatamente 
inferiores en grado á las señaladas á los fal- 
sificadores. 

Art. 236. El que tuviere en su poder 
cualquiera de los útiles ó instrumentos de 
que se habla en el artículo anterior , y no 
diere descargo suficiente sobre su adquisi- 
ción ó conservación, será castigado conlas 
mismas penas pecuniarias y las personales 
inferiores en dos grados á las correspondien- 
tes á la falsificación para que aquellos fueren 
propios. 

Art. 237. El empleado que para ejecutar 
cualquiera falsificación en perjuicio del Esta- 
do , de una corporación ó de un particular 
de quien dependa, hiciere uso de los útiles 
ó instrumentos legítimos que le estuvieren 
confiados, incurrirá en las mismas penas pe- 
cuniarias y en Jas personales inmediatamente 
superiores en grado que correspondan á Ja 
falsedad cometida, imponiéndole siempre ade- 
más la de inhabilitación perpetua absoluta. 

Art. 238. Cuando sea estimable el lucro 
que hubieren reportado ó se hubieren pro- 
puesto los reos de falsificación penados en 
este título, se les impondrá una multa del 
tanto al triplo del lucro, á no ser que el má- 
ximo de ella sea menor que el mínimo de la 
señalada al delito, en cuyo caso se les aplicará 
esta, 

Art. 239. Los culpables de las falsifica- 
ciones penadas en este título que se delata- 
ren á la autoridad antes de haberse comen- 
zado el procedimiento y revelaren las cir- 
cunstancias del delito, quedarán exentos de 
pena, salvo la de sujeción á la vigilancia que 
podrán imponerles ios Tribunales. 

Para gozar de la exención de este artículo 
en los casos de falsificación de moneda y de 
cualquiera clase de documento de crédito del 
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Estado ó Poneos autorizados por el Gobierno, 
será además necesario que la delación se ve- 
rifique antes de la emisión de moneda ó do- 
cumentos. 

En los demás casos también es precisa la 
circunstancia de que la falsificación no baya 
causado perjuicio á tercero , ó que se haya 
indemnizado á este cumplidamente. 

Art. 240. Los Tribunales rebajarán de 
uno á dos grados la pena, imponiéndola en 
el que estimen conveniente, y conmutarán 
la de presidio en prisión en lodos los casos 
de que trata el capítulo anterior, cuando la 
falsedad no ocasionare perjuicio efectivo y 
considerable á tercero, ni hubiere producido 
grave escándalo. 

CAPÍTULO VI. 

Del falso testimonio y de la acusación y de- 
nuncias calumniosas. 

Art. 241. El que en causa criminal sobre 
delito grave diere lalso testimonio, será cas- 
tigado : 

i Con la pena impuesta al acusado, si 
este la hubiere sufrido por el testimonio falso. 

2. ° Con la inmediatamente inferior si no 
la hubiere sufrido. 

3. ° Con la inferior en dos grados á la 
correspondiente al delito imputado, si no 
hubiere recaído sentencia ejecutoriada, ó 
esta hubiere sido absolutoria. 

4. ° Con Jas de presidio mayor y multa 
de 50 á 500 duros , cuando sean menores las 
señaladas en los números precedentes, ó no 
puedan ejecutarse en la persona del falso tes- 
tigo. t 

Art. 242. El falso testimonio dado en 
causa sobre delito menos grave será castiga- 
do con las penas de presidio menor y multa 
de 20 á 200 duros. 

Si fuere sobre falta, se castigará con presi- 
dio corrreccional en su grado mínimo y mul- 
ta de 4 0 á 100 duros. 

Art. 243. El falso testimonio dado á favor 
del reo, será castigado con las penas de pre- 
sidio correccional y multa de 20 á 200 duros, 
s¡ la causa luere por delito ; y con las de ar- 
resto mayor y multa de lo á -100 duros, si la : 
causa fuere por falta. 

Art, 244. El lalso testimonio en causa 1 
civil será castigado con las penas de presidio , 
correccional y mulla de 50 á 500 duros. 

Si el valor de la demanda no ascendiere á 
50 duros, Jas penas serán las de arresto ma- 
yor y multa de 10 á 100 duros. 

Art. 245. Las penas de los artículos pre- 
cedentes son aplicables á los peritos que de- 
clararen falsamente en juicio. 
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Art.. 246. Siempre que la declaración fal- 
sa del testigo ó perito fuere dada mediante 
cohecho, las penas serán las inmediatas su- 
periores en grado á las respectivamente de- 
signadas en los artículos anteriores, impo- 
niéndose además la multa del tanto al triplo 
del valor de la promesa ó dádiva. 

Esta última será decomisada cuando hu- 
biere llegado á entregarse al sobornado. 

Art. 247. Cuando el testigo ó perito sin 
faltar sustancialmente á lá verdad, la alteren 
con reticencias ó inexactitudes , las penas 
serán : 

1. ° Multa de 20 á 200 duros, si la false- 
dad recayere en causa sobre delito. 

2. ° lie 10 á 100 duros , si recayere sobre 
falta ó negocio civil. 

Art. 248. La acusación ó denuncia que 
hubieren sido declaradas calumniosas por 
sentencia ejecutoriada, serán castigadas con 
las penas de prisión menor cuando versaren 
sobre un delito grave; cotilas de prisión cor- 
reccional si fuere sobre delitos menos gra- 
ves , y con las de arresto mayor si se tratare 
de una falta, imponiéndose además en todo 
caso una multa de 50 á 500 duros. 

Art. 249. El que presentare á sabiendas 
testigos ó documentos falsos en juicio , será 
castigado como reo de falso testimonio. 

CAPITULO Vil. 

De la usurpación ele funciones , calidad y 
nombres supuestos. 

Art. 250. El que usurpare carácter que 
habilite para la administración de Sacramen- 
tos y ejerciere actos propios de él , será cas- 
tigado con ia pena de presidio mayor. 

Si la usurpación fuere del carácter de diá- 
cono ó subdiácono , la pena será la de presi- 
dio correccional. 

Art. 251. El que se Ungiere autoridad, 
empleado público ó profesor de una facultad 
que requiera título, y ejerciere actos propios 
de dicha profesión ó cargos , será castigado 
en el primer caso con la pena de prisión me- 
nor ; en el segundo y tercero con la de pri- 
sión correccional (49). 

Art. 252. El simple uso del hábito , in->, 
signias ó uniforme propios del estado cleri- 
cal o de un cargo público, será castigado con 
arresto mayor y multa de 1 0 á 1 00 duros (50). 

(49) Ejercer sin titulo actos deuna profesión 
que lo exija, es solo falla (art. 48o, par. 4.°) La 
diferencia que existe entre dicha disposición y 
la de este artículo, está en que aquí se exige 
además el fingirse profesor. 

(50) Procúrese no confundir la disposición 
de este artículo con la del núm. 5.° del ar- 
tículo 485. 
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TITULO V. 

DELITOS CONTRA LA SALUD PÚBLICA (51). 

Art. 253. El que sin halínrse competente- 
mente autorizado elaborare sustancias noci- 
vas á la salud ó productos químicos que pue- 
dan causar grandes estragos, para expender- 
los, ó los despachare ó vendiere ó comer- 
ciare con ellos, será castigado con las penas 
de arresto mayor y multa de 50 á 500 duros. 

Art. 254. El que hallándose autorizado 
para el tráfico de sustancias que puedan ser 
nocivas á la salud ó productos químicos de 
la clase expresada en el artículo anterior, los 
despachare ó suministrare sin cumplir con 
las formalidades prescritas en los reglamen- 
tos respectivos , será castigado con las penas 
de arresto mayor y multa de 10 á 100 duros. 

Art. 255. Los boticarios que despacha- 
ren medicamentos deteriorados, ó sustituye- 
ren unos por otros, haciéndolo de una mane- 
ra nociva á la salud, serán castigados con las 
penas de prisión correccional y multa de 20 
á 200 duros. 

Art. 256. Las disposiciones de los dos ar- 
tículos anteriores son aplicables á los que 
trafiquen con las sustancias ó productos ex- 

E resados en ellos, y á los dependientes de los 
oticarios cuando fueren los culpables. 

Art. 257. El que con cualquiera mezcla 
nociva á la salud alterare las bebidas ó co- 
mestibles destinados al consumo público, se- 
rá castigado con tas penas de prisión correc- 
cional y multa de 10 á 100 duros. 

TITULO VI. 

DE LA VAGANCIA Y MENDICIDAD. 

Art. 258. Son vagos los que no poseen 
bienes ó rentas, ni ejercen habituaímente 
profesión, arte u oficio, ni tienen empleo, des- 
tino, industria, ocupación lícita, ó algún otro 
medio legítimo y conocido de subsistencia, 


(51) Sobre las disposiciones de este título es 
necesario tener presentes las que siguen 

Para el art. 253, el núm. 9.° del art. 48a y el 
16 del art. 495. 

Para el 254, el núm. 6.“ del 486. 

Para el 255, eh núm . 7.° del 486. 

Respecto del art. 253, la única circunstancia 
que hace diferenciar el delito que castiga de la 
falta, está en hacerse de una manera nociva á 
la salud. 

En cuanto al art. 257, debemos advertir que 
puede tener gran relación con el 344. 


PENAL. 175 

aun cuando sean casados y con domicilio 
fijo (52). 

Art, 259. El vago será castigado con las 
penas de arresto ma^or á prisión correccio- 
nal en su grado mínimo, y de sujeción á la 
vigilancia de la autoridad por el tiempo de 
un año , y con las de prisión correrccional y 
dos años de vigilancia si reincidiere. 

Art. 260. Los vagos que varian frecuen- 
tómente de residencia sin autorización com- 
petente , y los que frecuentan las casas de 
juego, serán castigados con las penas de pri- 


(52) Por la ley de 27 de marzo de 1868 , so 
ha dado nueva redacción á este artículo, y se 
hacen otras modificaciones sobre penalidad y 
procedimiento. Dice así textualmente esta ley: 

«Doña Isabel II, etc. 

Art. l.° El art. 258 del Código penal será 
sustituido por el que sigue: 

Son vagos los varones, aun cuando estén casa 1 
dos y tengan domicilio fijo, que se hallen en 
cualquiera de los casos siguientes: 

Primero. Los que no poseen bienes ó rentas, 
no ejercen profesión, ni tienen destino, indus- 
tria, arte ú oficio, ó algún otro medio legitimo 
y conocido de subsistencia. 

Segundo. Los que teniendo oficio, ejercicio, 
profesión ó industria y siendo estos los únicos 
medios de atender á su subsistencia, no traba- 
jan habituaímente pudiendo hacerlo. 

Tercero. Los que, con algún recurso, pero in- 
suficiente para subsistir, concurren de ordinario 
á casas de juego ú otros lugares sospechosos, sin 
dedicarse habituaímente á ocupaciones lícitas. 

Art. 2. a El delito de vagancia se castigará 
con las penas establecidas en el tít. VI, lib. II 
del Código penal. 

La concurrencia á las casas de juego ú otros 
lugares sospechosos no se considerará circuns- 
tancia agravante para los efectos del art. 2G0 del 
Código penal, respecto de ios vagos definidos en 
el párrafo 3.° del artículo anterior. 

El vago menor de 18 años será castigado con 
la pena de sujeción á la vigilancia de la Auto- 
ridad por el término de un año, cuando no me- 
rezca otro mas grave. 

Art. 3.° El procedimiento en las causas que 
se formen por el delito de vagancia se ajustará 
á lo prevenido en el cap. II, til. V de la Ley de 
orden público de 20 de marzo de 1867 ; pero se- 
rán suficientes tres magistrados para la vista de 
estas causas en segunda instancia. 

Para que haya sentencia bastará dos votos 
conformes de tres magistrados, si fuere confir- 
matoria; siendo revocatoria, se necesitan tres 
votos conformes de los magistrados que consti- 
tuyan mayoría. 

En las causas sobre vagancia, que sean del 
conocimiento de la Sala cuarta de la Audiencia 
de Madrid, en única instancia, continuará, por 
ahora , observándose el procedimiento especial 
para ella establecido. 

Por tanto: mandamos, etc.-- Palacio 27 de mar- 
zo de 1868. ( Gac . 28 marzo.) 
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sion correccional y dos anos de sujeción á la 
vigilancia de la autoridad. 

Art. 261. El vago ;í quien se aprehendie- 
re disfrazado ó en traje que no le fuere habi- 
tual; ó pertrechado <ie ganzúas ú otros ins- 
trumentos ó armas que infundan conocida 
sospecha, será condenado A Jas penas de pri- 
sión correccional en su grado máximo y tres 
años de sujeción á Ja vigilancia de la auto- 
ridad. 

Iguales penas se impondrán a! yago que 
intentare penetrar en casa, habitación <3 lu- 
gar cerrado, sin motivo que lo excuse. 

Art. 262. En cualquier tiempo que el 
vago á quien se hubieren impuesto las penas 
de arresto y sujeción á ¡a vigilancia de la 
autoridad, diere lianza de aplicación y buena 
conducta, será relevado del cumplimiento 
de sil condena. 

La lianza consistirá en la cantidad que lijen 
Jos Tribunales en la sentencia, no bajando 
de 50 duros ni excediendo de 250, la cual 
se depositará en un banco público. 

Esta lianza durará dos años. El fiador ten- 
drá derecho á pedir en cualquier tiempo su 
cancelación y la devolución de la cantidad 
depositada, con tal que presente a la auto- 
idad competente la persona del vago para 
r que cumpla ó extinga su condena. 

Art. 263. El que sin la debida licencia 
pidiera habitualmente limosna , será conde- 
nado con las penas de arresto mayor y suje- 
ción á Ja vigilancia de la autoridad por tiem- 
po de un año. 

Cuando el mendigo no pudiere proporcio- 
narse el sustento con su trabajo, <3 fuere me- 
nor Je 14 años, la autoridad adoptará las 
disposiciones que prescriban los reglamen- 
tos (53). 

(53) Peligrosísima y sobre todo poco conve- 
niente nos parece la penalidad del art- 263. EL 
Código castiga corno es justo el robo, el hurto, 
la estafa y todos los demás delitos que atacan 
mas menos directamente á la propiedad, y pro- 
híbe. y castiga también el hábito de pedir limos- 
na sin la licencia conveniente, licencia que en 
algunos casos nada significa, y que en otros es 
bochornosa para ciertos desgraciados. Además 
las leyes de policía y de beneficencia dejan gran- 
des vacíos en lo que es objeto de ellas, sin que el 
Gobierno se apresure á ¡leñarlos como debiera 
hacerlo con esquisito cuidado. ¿Cuál debe ser 
pues el resultado de la disposición de este ar- 
tículo, que considerando delito el pedir habi- 
tualmente limosna, le castiga con el arresto ma- 
yor y sujeción á la. vigilancia de la autoridad..? 

Medítelo bien el legislador. El que tiene ham- 
bre, ol que necesita pan para su desgraciada es- 
posa y para sus tiernos é inocentes hijos, busca 
instintivamente el medio de satisfacer estas apre- 
miantes necesidades. Ciérrense las puertas a la 
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Art. 264. La disposición delpár. í.° d e ] 
artículo anterior es aplicable al que bajo un 
motivo falso obtuviere licencia para pedir li- 
mosna 6 continuare pidiéndola después de 
haber cesado la causa por que la obtuvo. 

Art. 265. El mendigo en quien concurra 
cualquiera de las circunstancias expresadas 
en el art. 261, será castigado cen las penas 
señaladas en él. 

Art. 266. La disposición del art. 262 es 
aplicable á los mendigos comprendidos en los 
arts. 263 y 264. 

TITULO VII. 

DE I.OS JUEGOS Y RIFAS. 

Art. 26'7. Los lian queros y dueños de 
casas de juego de suerte, envite <3 azar, y los 
empresarios y expendedores de billetes de 
rifas no autorizadas, serán castigados con la 
pena de arresto mayor y multa de 20 á 200 
duros; y en caso de reincidencia, con Ja de 
prisión correccional en su grado mínimo al 
medio y doble multa. 

Los jugadores que concurrieren á las ca- 
sas referidas, con Ja de arresto mayor en su 
grado mínimo ó inulta de 10 á 100 duros: en 
caso de reincidencia, con la de arresto mayor 
y doble multa. 

El dinero y electos puestos en juego, los 
muebles déla habitación y los instrumentos, 
objetos y útiles destinados al juego ó rifa, 
caerán en comiso (54). 

Art. 26S. Los que en el juego usaren de 
medios fraudulentos para asegurar la suerte, 
serán castigados como estafadores. 

caridad pública, y veremos multiplicarse los ro- 
bos y todos los demás delitos contra la propie- 
dad. Seamos, pues, prudentes; y puesto que ya 
tenernos tanto adelantado con la completa in 
observancia de ia disposición contenida cu el ar- 
tículo 263, contentémonos con penar la verdade- 
ra vagancia como se hace en el art. 268 y si- 
guientes, y ni deshonremos la pobreza, ni de- 
mos lugar á los grandes inconvenientes que he- 
mos dicho tanto son de temerse y lamentarse.— 
V. Beneficencia. 

(54) La ley y reglamento para el gobiernoy 
administración de las provincias, señalaD ta- 
xativamente las faltas que los Gobernadores 
pueden castigar con multas; y no expresándo- 
se entre ellas los juegos prohibidos, su repre- 
sión es, por consiguiente, privativa de los Tri- 
bunales de justicia. La. citada ley y reglamen- 
to han derogado la R. O. de 2o mayo de 1853 
y el R. D. de 18 del mismo mes y año en lo 
que puedan oponérseles. (Decisión del Consejo 
de Estado, 7 mayo de 186(5, insería en la Gaceta 
del 15). — Véase además en su lugar de este 
Diccionario, Juegos prohibidos. 
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CAPITULO II. 


TITULO VIII. 

Dfi los delitos de los empleados públicos en 

EL EJERCICIO DE SUS CARGOS. 

CAPÍTULO I. 

Prevaricación. 

Art. 269. El juez que á sabiendas dictare 
sentencia definitiva manifiestamente injusta, 
incurrirá: 

1 . ° En la pena de inhabilitación perpétua 
absoluta si la sentencia fuere condenatoria 
en causa criminal por delito; y además en la 
misma pena impuesta por ía sentencia, si 
esta se hubiere ejecutado, y en la inferior en 
un grado á la señalada por (a ley si la sen- 
tencia fuere inapelable y absolutoria en cau- 
sa por delito grave. 

2. a En la de inhabilitación perpétua es- 
pecial en cualquier otro caso. 

Art. 270. El empleado público que á sa- 
biendas y con manifiesta injusticia dictare ó 
consultare providencia ó resolución en ne- 
gocio conten cioso-administrativo ó mera- 
mente administrativo, incurrirá en Japona 
de inhabilitación perpétua especial. 

Art. 271. El empleado público que fal- 
tando á las obligaciones de su oíicio, dejare 
maliciosamente de promover la persecución 
y castigo de los delincuentes , incurrirá en 
la pena de inhabilitación perpétua especial. 

Art. 272. El juez que maliciosamente se 
negare á juzgar , so pretexto de oscuridad, 
insulicieocia ó silencio de la ley, será casti- 
gado con la pena de suspensión. 

Esta disposición se entiende sin perjuicio 
de las contenidas en el art. 2.° 

Eu la misma pena incurrirá el juez culpa- 
ble de retardo malicioso en fa administración 
de justicia. 

Art. 273. El abogado ó procurador que 
con abuso malicioso de su oficio perjudicare 
á su cliente, ó descubriere sus secretos, será 
castigado según la gravedad del perjuicio 
que causare, con las penas de suspensión á 
la de inhabilitación perpétua especial, y mul- 
ta de 50 á 500 duros. 

Art. 27í. El abogado ó procurador que 
habiendo llegado á tomar la defensa de una 
parte, defendiere después sin su consenti- 
miento á la contraria en el mismo negocio, 
sera castigado con las penas da inhabilitación 
especial temporal y multa de 20 á 200 duros. 

Art. 275. Las disposiciones de este ca- 
pitulo son aplicables en sus respectivos casos 
a los asesores, árbitros, arbitradores y pe- 
ritos. 

Tomo III. 
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Infidelidad en la custodia de presos. 

Art. 276. El empleado público culpable 
! de connivencia en la evasión de un preso 
cuya conducción ó custodia le estuviere con- 
fiada, será castigado: 

L.° En el caso de que el fugitivo se ha- 
llare condenado por ejecutoria en alguna 
pena , con la inferior en dos grados y la de 
inhabilitación perpétua especial. 

2/ En la pena inferior en tres grados á 
la señalada por la ley al delito por el cual 
se halle procesado el fugitivo , si no se le 
hubiere condenado por ejecutoria, y en la de 
inhabilitación especial temporal. 

Art. 277. El particular que hallándose 
encargado de la conducción ó custodia de 
un preso ó detenido , cometiere alguno de 
los delitos expresados en el artículo prece- 
dente, será castigado eoo las penas inmedia- 
tamente inferiores en grado á las señaladas 
al empleado público. 

CAPITULO III. 

Infidelidad en la custodia de documentos. 

Art. 278. El eclesiástico ó empleado pú- 
blico que sustraiga ó destruya documentos ó 
papeles que le estuvieren confiados por ra- 
zón de su cargo, será castigado: 

1. ° Con las penas de prisio-n mayor y 
mulla de 50 á 500 duros, siempre que del 
hecho resulte grave daño de tercero ó de la 
causa pública. 

2. ° Con Ja de prisión correccional y mul- 
ta de 20 á 200 duros, cuando no concurrie- 
ren aquellas circunstancias. 

Ed uno y otro caso se impondrá además 
la pena de inhabilitación perpétua especial. 

Art. 279. El empleado público que te- 
niendo á su cargo la custodia de papeles ó 
efectos sellados por la autoridad, quebran- 
tare los sellos ó consiutiere su quebranta- 
tamiento, será castigado con las penas de 
prisión correccional, inhabilitación perpetua 
especial, y inulta de 50 á 500 duros. 

Alt. 260. El empleadadn público que 
abriere ó consintiere abrir sm la autorización 
competente papeles ó documentos cerrados, 
cuya custodia le estuviere confiada , incur- 
rirá en las penas de arresto mayor, inhabili- 
tación temporal especial, y multa de 25 á 
250 duros. 

Art. 261. Las penas designadas en los 
tres artículos anteriores son aplicables á los 
particulares encargados accidentalmente del 
despacho ó custodia de documentos ó pape- 
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les por comisión del Gobierno, ó de los em- 
plearlos á quienes hubieren sido confiados 
aquellos por razón de su cargo. 

CAPITULO IV. 

Violación de secretos. 

Art. 282. El empleado público que re- ¡ 
velare los secretos de que tenga conocimien- 
to por razón de su oficio, será castigado con 
las penas de suspensión y multa de 10 á 100 
duros. 

Si de la revelación resultare grave daño 
para la causa pública, las penas serán : in- 
habilitación absoluta perpetua , prisión ma- 
yor y multa de 50 á 500 duros. 

Art. 283. El empleado público que abu- 
sando de su cargo cometiere el delito de 
ocupar ó intervenir los papeles, ó abrir ó in- 
terceptar la correspondencia de otro , será 
castigado con las penas de inhabilitación es- 
pecial temporal, prisión correccional y mul- 
ta de 10 á 100 duros. 

Si la interceptación ó apertura fuere de 
pliegos oficiales, la pena será d Q inhabilita- 
ción especia! perpetua, prisión correccional 
y multa de 50 á 500 duros. 

Art. 284. El empleado público que sa- 
biendo por razón de su cargo los secretos de 
un particular, los descubriere, incurrirá en 
las penas de suspensión, arresto mayor, y 
multa de 10 á 100 duros. 

En estas mismas penas incurrirán los que 
ejerciendo alguna de Jas profesiones que re- 
quieren título, revelaren los secretos que 
por razón de ella se les hubieren confiado. 

CAPITULO Y. 

Resistencia y desobediencia. 

Art. 285. Los que desobedecieren gra- 
vemente á la autoridad ó ¡1 sus agentes en 
asunto del servicio público, serán castigados 
con la pena de arresto mayor á prisión cor- 
reccional y multa de 20 á 200 duros. 

Art. 286. El empleado público que se 
negare abiertamente á obedecer las órdenes 
desús superiores, incurrirá en las penas de 
inhabilitación perpetua especial y arresto 
mayor. 

Árt. 287. El empleado que habiendo 
suspendido con cualquier motivo la ejecu- 
ción de Jas órdenes de sus superiores, las 
desobedeciere después que aquellos hubie- 
ren desaprobado la suspensión , sufrirá la 
pena de inhabilitación perpetua especial y . 
prisión correccional . 
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Denegación de auxilio y abandono de 
destino. 

Art. 288. El empleado público que re- 
querido por la autoridad competente, no 
preste la debida cooperación para Ja admi- 
nistración de justicia ú otro servicio público, 
será penado con la suspensión de oficio y 
mulla de 10 á 100 duros. 

Si de su omisión resultare grave daño para 
la causa pública ó á un tercero, las penas 
serán Jas de inhabilitación perpetua especial 
y multa de 20 á 200 duros. 

Art. 289. El empleado que sin habérsele 
admitido la renuncia de su destino, lo aban- 
donare con daño de la causa pública, será 
castigado con la pena de suspensión á inha- 
bilitación temporal para cargo ú oficio. 

Esta disposición ha de entenderse sin per- 
juicio de la que comprende el art. 187. 

CAPITULO VIL 
N o m b ram ienl os i legales. 

Art. 290. El empleado público que á sa- 
biendas propusiere ó nombrare para cargo 
público á persona en quien no concurran Jos 
requisitos legales, será castigado con las pe- 
nas de suspensión y multa de 10 á 100 duros. 

CAPITULO VIII. 

Abusos contra particulares. 

Art, 291. El empleado público que arro- 
gándose facultades judiciales, impusiere al- 
gún castigo equivalente á pena personal, 
incurrir ár 

1 . ° En la de inhabilitación temporal es- 
pecial del cargo que ejerza á la absoluta para 
el cargo público, si el castigo impuesto fuere 

' equivalente á una pena aflictiva. 

2. ° En la de suspensión á inhabilitación 
temporal especial, si fuere equivalente á una 
pena correccional. 

3. ° En la de suspensión, si fuere equiva- 
lente á una pena leve. 

Art. 292. Si la pena arbitrariamente im- 
puesta se hubiere ejecutado, además de las 
determinadas en el artículo anterior, se apli- 
cará al empleado culpable la de la misma es- 
pecie y en el mismo grado. 

No habiéndose ejecutado la pena, se le 
aplicará la inmediatamente inferior en grado, 
si aquella no hubiere tenido electo por causa 
independiente de su voluntad; y sino lo hu- 
biere tenido por revocación espontánea del 
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mismo empleado, incurrirá este únicamente 
en las penas del artículo anterior. 

Art. 293. Cuando la pena arbitrariamen- 
te impuesta fuere pecuniaria, el empleado 
culpable será castigado: 

1 , ° Con las de -inhabilitación especial 
temporal y multa del, tanto al triplo, si la 
pena por él impuesta se hubiere ejecutado. 

2, ° Con las de suspensión del grado me- 
dio al máximo y multa de la mitad al tanto, 
si no se hubiere ejecutado por causa inde- 
pendiente de su voluntad. 

3, ° Con la de suspensión en el grado 
mínimo, si no se. hubiere ejecutado por re- 
vocación espontánea dei mismo empleado. 

Art. 294. El empleado público que en el 
arresto ó formación de causa contra un se- 
nador ó diputado á Cortes no guardare la 
forma prescrita en la Constitución, incurrirá 
en la pena de inhabilitación temporal espe- 
cial (55). 

Art. 295. Serán castigados con las penas 
de suspensión y multa de 5 á 50 durus. 

1. ° El empleado público que ordenare ó 
ejecutare ilegalmente ó con incompetencia 
maniíiesta la detención de una persona. 

2. ° El juez que no ponga en libertad a! 
preso cuya solthra proceda. 

3. ° Él alcaide de cárcel ó jefe de esta- 
blecimiento penal que recibiere en ellos en 
concepto de presa ó detenida á una persona 
sin los requisitos prevenidos por la ley. 

4. ° El alcaide ó cualquier empleado pú- 
blico que ocultaren á la autoridad un preso 
que deban presentarle. 

5. ° _ Todo empleado público que no diere 
el debido cumplimiento á un mandato de sol- 
tura librado por la autoridad competente, 
ó retuviere en los establecimientos penales 
al sentenciado que ha extinguido su con- 
dena. 

Cuando la persona que incurriere en al- 
guno de los delitos de que se trata en este ar- 
ticulo^ no gozare sueldo fijo dei Estado, in- 
currirá además en la pena de arresto mayor 
á destierro. 

Igual agravación aplicarán los Tribunales 
cuando la prisión ó detención arbitraria ex- 
cediere de ocho dias, sin peí-juicio de lo que 


(55) Se exige la prévia resolución y permiso 
riel Senado ó riel Congreso para procesar 6 arres- 
tar respectivamente á un senador ó diputado, á 
no ser hallados in fraganti, ú cuando estén 
cerradas las Crirtes, pero en estos casos dehe 
darse cuenta lo mas pronto posible al respectivo 
cuerpo para su cortbcimibnto y resolución. (Ar- 
ticulo 41 de la Const. de 1845.) V. Consti- 
tución . 


para en su caso previene el art. 297 (56). 

Art. 296. Las disposiciones del articulo 
anterior son aplicables: 

1. ° A ios jueces que decretaren ó pro- 
longaren indebidamente la incomunicación 
de un preso. 

2. ° Al alcaide qne sin mandato de la au- 
toridad competente tuviere incomunicado ó 
en prisión distinta de la que corresponda á un 
preso ó sentenciado. 

3. ° Al alcaide ó jefe del establecimiento 
penal que impusiere á los presos ó senten- 
ciados privaciones indebidas, ó usare con 
ellos de un rigor innecesario. 

4. 0 Al empleado público que negare á un 
detenido, ñ á quien le represente, certifica- 
ción ó testimonio de su detención, ó sin mo- 
tivo legítimo dejare de dar curso á cualquie- 
ra solicitud relativa á su libertad. 

5. ° Al empleado público que teniendo á 
su cargo la policía administrativa ó judicial, 
y sabedor de cualquiera detención arbitraria, 
dejare de dar parte á la autoridad superior 
competente, ó de practicar las diligencias 
que deba en este caso. 

6. ° Al empleado público que no recibie- 
re declaración a! detenido ó do le hiciere sa- 
ber la causa de su detención dentro del tér- 
mino prefijado por las leyes. 

Art. 297. El empleado público culpable 
de los abusos designados en los núrns. ( .°, 

4.° y 5.° del artículo anterior, y en el 5.° del 
295, será castigado con las penas de inhabi- 
litación temporal y multa' de 50 á 500 duros, 
cuando por efecto del abuso se prolongare la 
detención por mas dedos meses. 

Art. 298. Ei empleado público que arbi- 
trariamente pusiere á un preso ó detenido 
en otro lugar que no sea la cárcel ó estable- 
cimiento señalado al efecto, será castigado 
con la inulta de 10 á 100 duros. 

Art. 299. El empleado público que abu- 
sando de su oficio allanare la casa de cual- 
quiera persona, á no ser en los casos y en la 
forma que prescríban las leyes, será castiga- 
do con las penas de suspensión v multa de 10 
á 100 duros. 

Art. 300. El empleado público que des- 
empeñando un acto del servicio cometiere 
cualquiera vejación injusta contra las perso- 
nas, ó usare de apremios ilegítimos ó inne- 


(56) Sobre los distintos números de este ar- 
tículo y de los siguientes sobre prisión , deten- 
ción, incomunicación, etc.; ténganse presentes 
las reglas 2o á la 37 de la Ley provisional y sus 
notas: sobre la responsabilidad de los alcai- 
des, ele., los arts. 67 al 72 del reglamento de los 
Juzgados, y el 44 al 22 de la ley de prisiones.— 
V. Aurestü : Alcaide: Pjusion: 
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cesa ríos para el desempeño del servicio res- 
pectivo, será castigado con las penas de sus- 
pensión y multa de 10 á 100 duros. 

Todo empleado público dei orden adminis- 
trativo que retardare ó negare á los particu- 
lares la protección ó servicio que deba dis- 
pensarles según las Joyos y reglamentos, in- 
currirá en la peDa de suspensión y multa de 
10 d 100 duros. 

Art. 301 . El empleado público que arbi- 
trariamente rehusare dar certificación ó tes- 
timonio , ó impidiere la presentación ó el 
curso de una solicitud , será castigado con 
multa de 10 á Í00 duros. 

Si el testimonio , certificación ó solicitud 
versaren sobre un abuso cometido por el 
mismo empleado, la molía será de 20 á 200 
duros. 

Art. 302. El empleado público que soli- 
citare á una mujer que tenga pretensiones 
pendientes de su resolución, será castigado 
con Ja pena de inhabilitación temporal es- 
pecial. 

Art. 303. El alcaide que solicitare á una 
mujer sujeta á su guarda, será castigado con 
la penado prisión menor. 

Si Ja solicitada fuere esposa, hija, madre, 
hermana ó afin en los mismos grados de per- 
sona que tuviere bajo su guarda, la pena'se- 
rá prisión correccional. 

En todo caso incurrirá además en Ja de 
inliabilit, ación perpétua especial. 

CAPITULO IX. 

¿4 busos de los eclesiásticos en el ejercicio 
de sus f unciones (57). 

Art. 304. El eclesiástico que en sermón, 
discurso, edicto , pastoral ú otro documento 
á que diere publicidad, censurare como con- 
trarias á la religión cualquiera ley, decreto, 
orden, disposición ó providencia de la auto- 
ridad pública, será castigado con la pena de 
destierro. 


(57) Otros abusos de los eclesiásticos se casti- 
gan también especialmente en varios artículos 
del Código.— El art. 18o señala la pena que ba 
de imponerse cuando son reos -ríe sedición ó re- 
belión; el 202 castiga á los que en el ejercicio 
de su ministerio provocaren á la ejecución de 
los atentados y desacatos contra la autoridad , y 
de otros desórdenes públicos expresados en el 
mismo capítulo; el 2z6 determina la pena con- 
tra los mismos cuando abusando de su olicio 
cometieren falsedad; el 278 la que les corres- 
ponde por la destrucción ó sustracción de do- 
cumentos ó papeles que les estuvieren confiados 
por razón de su cargo, y el 403 castiga á los que 
autorizaren matrimonios prohibidos por la ley 
civil ó con impedimentos canónicos. 
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Art. 305. El eclesiástico que requerido 
por el Tribunal competente rehusare remi- 
tirle los autos pedidos por la decisión de un 
recurso de fuerza interpuesto, ó alzar las 
censuras ó la fuerza , será castigado con la 
pena de inhabilitación temporal. 

La reincidencia se castigará con la de in- 
habilitación perpétua especial (58). 

Art. 306. Las penas señaladas en los ca- 
pítulos precedentes de este Ululo á Jos deli- 
tos que cometan los empleados públicos en 
el ejercicio de sus cargos, se impondrán á 
ios eclesiásticos que abusen de la jurisdicción 
ó autoridad que ejerzan, en cuanto sean apli- 
cables. 

CAPITULO \. 

Usurpación de atribuciones. 

Art. 307. El empleado público que dic- 
tare reglamentos ó disposiciones generales, 
excediéndose de sus atribuciones, será cas- 
tigado con la pena de suspensión. 

Art. 308. El juez que se arrogare atri- 
buciones propias de las autoridades admi- 
nistrativas, ó impidiere á oslare! ejercicio 
legítimo de Jas suyas, será castigado con la 
pena de suspensión. 

En la misma pena incurrirá todo emplea- 
do del orden administrativo que se arrogare 
atribuciones judiciales, ó impidiere la ejecu- 
ción de una providencia ó decisión dictada 
por juez competente. 

Art. 300. El empleado público que legal- 
mente requerido de inhibición continuare 
procediendo antes que so decida la contien- 
da, será castigado con una mulla de 20 á 200 
duros (59). 


(58) Téngase presente el art. H10 de la Ley 
de Enjuiciamiento civil, para la mejor aplica- 
ción de este artículo. 

(• 9) Sobre competencias entre las autoridades 
judiciales en materia penal, rige la insl. de 19 de 
abril de 1813, y asi lo ha considerado el Tribu- 
md Supremo al decidir una en 4 de setiembre de 
1858, Cuando la competencia es entre las au- 
loridades judiciales y las administrativas, de- 
ben observarse las disposiciones del reglamento 
para, la ejecución de la ley de Gobiernos de pro- 
vincia de 25 de setiembre de 1863. Por regla ge- 
neral está prohibido a los Gobernadores suscitar 
contiendas de competencia cu materia criminal, 
y solo cumulo taxativamente huya encargado la 
ley á los funcionarios de la Administración el 
castigo del delito ú faita, ó cuando haya alguna 
cuestión prévia administrativa, sin Ja cual no 
pueda fallarse el juicio criminal, podrán fun- 
dadamente suscitarla. (Art. 54 del regí, de 25 
de setiembre de 1863.) — V. Jurisdicción admi- 
nistrativa. 
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CAPITULO XI. 

Prolongación y anticipación indebidas de 
funciones públicas. 

Art. 310. El empleado público que con- 
tinuare ejerciendo su empleo, cargo ó co- 
misión después que debiere cesar conforme 
á las leyes, reglamentos ó disposiciones es- 
peciales de su ramo respectivo, será castiga- 
do con las penas de inhabilitación temporal 
en su grado mínimo j multa de 10 á 100 
duros. 

Art. 31 í. El que entrare á desempeñar 
un empleo ó cargo público sin haber presta- 
do en debida forma' el juramento ó fianzas 
requeridas por las leyes, quedará suspenso 
del empleo ó cargo hasta que cumpla con las 
formaliades respectivas , é incurrirá en la 
multa de 5 á 30 duros. 

Art. 312. El empleado culpable de cual- 
quiera- de los delitos penados en los dos ar- 
tículos anteriores , y que hubiere percibido 
algunos derechos ó emolumentos por razón 
de su cargo ó comisión, sera' además conde- 
nado á restituirlos con la multa del 10 al 50 
por 100 de su importe. 

CAPITULO XII. 

disposición general á los capítulos prece- 
dentes de este titulo. 

Art. 313. El empleado público que en el 
ejercicio de su cargo cometiere algim abuso 
que no esté penado especialmente en los ca- 
pítulos precedentes de este título , incurrirá 
en una multa de 20 á 200 duros, cuando el 
daño causado por el abuso no fuere estima- 
mable, y del 20 al 100 por 100 de su valor 
cuando lo fuere ; pero nunca bajará de 20 
duros. 

CAPITULO XIII. 

Cohecho. 

Art. 314. El empleado público que por 
dádiva ó promesa cometiere alguno de los 
delitos expresados en los capítulos preceden- 
tes de este título , además de las penas en 
ellos designadas, incurrirá en las de inhabi- 
litación absoluta perpetua y multa de la mi- 
tad al tanto de la dádiva ó promesa aceptada. 

En la misma mulla y en la pena de inha- 
bilitación especial temporal incurrirá el em- 
pleado público que por dádiva ó promesa eje- 
cutare ú omitiere cualquier acto* lícito ó de- 
bido, propio de su cargo. 

El empleado público que admitiere rega- 
los que le fueren presentados en considera- 
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cion á su oficio, será castigado por este solo 
hecho con la reprensión pública, y en caso 
de reincidencia, con la de inhabilitación es- 
pecial. 

Lo dispuesto en este artículo es aplicable 
á los asesores, árbitros , arbitradores y pe- 
ritos (60). 

Art. 315. En el caso de que el delito 
cometido por dádiva ó promesa se hálle 
comprendido en el art. 343, será castigado 
con las penas de inhabilitación especial tem- 
poral y la misma multa. 

Art. 316. El sobornante será castigado 
con las penas correspondientes en los casos 
respectivos á los cómplices , excepto las de 
inhabilitación ó suspensión. 

Cuando el soborno mediare en causa cri- 
minal á favor del reo por parte de su cónyu- 
je, ó de algún ascendiente, descendiente, 
hermano ó afin en los mismos grados, solo 
se impondrá al sobornante una multa igual 
al valor de la dádiva ó promesa. 

Art. 317. En todo caso caerán las dádi- 
vas en comiso. 

CAPITULO XIV. 

Malversación de caudales públicos. 

Art. 318. El empleado público que te- 
niendo á su cargo caudales ó efectos públi- 
cos, los sustrajere ó consintiere que otro ios 
sustraiga, será castigado: 

d.° Con Ja pena de arresto mayor, si la 
sustracción no excediere de 10 duros. 

2. ° Con la de prisión menor, si excedie- 
re de 10 y no pasare de 500. 

3. ° Con la de prisión mayor, si excedie- 
re de 500 y no pasare de 10.000. 

4. ° Con la de cadena temporal , si exce- 
diere de 10.000 

En todos los casos con la de inhabilitación 
perpetua absoluta. 


(fiO) Hasta para ejecutar un acto lícito de- 
bido está justamente prohibido á los emplea- 
dos públicos el recibir dádivas 6 aceptar pro- 
mesas; hasta la simple admisión de regalos se 
considera delito, cuando se Ies hace en consi- 
deración á su cargo; y lo mismo deberá ser 
cuando se hagan á sus esposas ó hijos, siempre 
que se conozca hay el objeto de defraudar la 
disposición penal. Los empleados públicos 
deben ser probos sobre todo, y por severa que 
sea la ley en las diferentes disposiciones de 
este capítulo, creemos que lo es con razón; 
que es harto vergonzoso el que un empleado 
reciba dádivas, etc., y son también harto gra- 
ves los delitos comprendidos en todo el título, 
aun sin la circunstancia del cohecho que les 
hace tan repugnantes y odiosos. 
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Art. .1(0. El empleado que con daño ó 
enlorpiíciinieiilo de) servicio público aplicare 
á usos propios ó ajenos los caudales ó efectos 
puestos ;t su carpo», será castigado con las 
penas ele. inhabilitación especial temporal y 
inulta de JO al 50 por 100 de la cantidad 
que hubiere sustraído. 

No vtirilicándose el reintegro, se le im- 
pondrán las penas señaladas en el artículo 
preceden le. 

Si el uso indebido de los fondos fuero sin 
daño ni entorpecimiento del servicio públi- 
co, incurrirá en las penas de suspensión y 
mulla del f> al 25 por 100 de la cantidad 
sustraída. 

Art. 320. E! empleado público que die- 
re á los caudales ó electos que administre 
una aplicación pública diferente de aquella 
á que estuvieren destinados, incurrirá en las 
penas de inhabilitación temporal y multa de) 
5 al 30 por 100 de la cantidad distraída , si 
de ello resultare daño ó entorpecimiento del 
servicio á que estuvieron consignados; y en 
la de suspensión si no resultare daño ó en- 
torpecimiento. 

Art. 321. El empleado público que de- 
biendo luicer Tin pago como tenedor de fon- 
dos del Estado no lo hiciere, será castigado 
con las penas do suspensión y multa del 5 
al 25 por !()<> de la cantidad no satisfecha. 

Esta disposición es aplicable al empleado 
público que requerido con orden de autori- 
dad competente, rehusare hacer entrega de 
una cosa puesta bajo su custodia ó adminis- 
tración. 

La multa se graduará en este caso por el 
valor de la cosa, y no podrá bajar de 10 
duros. 

Art. 322. Las disposiciones de este ca- 
pítulo son extensivas al que se hallo encarga- 
do por cualquier concepto de fondos, rentas 
ó efectos provinciales ó municipales, ó perte- 
necientes á un establecimiento de instruc- 
ción ó beneficencia, y á los administradores 
ó depositarios de caudales embargados, se- 
cuestrados ó depositados por autoridad pú- 
blica, aunque pertenezcan á particulares. 

CAPITULO XV. 

Fraudes y exacciones ilegales. 

Art. 323. El empleado público que inter- 
viniendo por razón de su cargo en alguna 
comisión de suministros, contratas, ajusfes ó 
liquidaciones de efectos ó haberes públicos, 
se concertare con Ios-interesados ó especu- 
ladores , ó usare de cualquier otro artificio 
para defraudar al Estado, incurrirá en las 


ponas de presidio correccional é inhabilita- 
ción perpetua especial. 

Art. 324. El empleado público que di- 
recta ó indirectamente se interesare en cual- 
quiera clase de contrato ú operación en que 
deba intervenir por razón de su cargo, será 
castigado con las penas de inhabilitación 
temporal especial y multa del 10 al 50 por 
IOO del valor del interés que hubiere toma- 
do en el negocio. 

Esla disposición es aplicable á los peritos 
árbitros y contadores particulares respecto 
de los bienes ó cosas en cuya tasación, adju- 
dicación ó partición intervinieren, y á los 
tutores, curadores y al buceas , respecto de 
los pertenecientes á sus pupilos ó testamen- 
tarías. 

Art. 325. El empleado público (¡ue abu- 
sando de su cargo, cometiere alguno de los 
delitos expresados en el cap. V, til, XIV, de 
este libro, incurrirá además de. las penas allí 
señaladas, en la de inhabilitación perpetua 
especial. 

Art. 320. El empleado público que sin 
autorización competente impusiere una con- 
tribución ó arbitrio, ó hiciere cualquiera otra 
exacción con destino al servicio público, será 
castigado con las penas de suspensión y mul- 
ta del 5 al 2.5 por 100 de la cantidad exigida. 

(blando la exacción hubiere sido resistida 
por el contribuyente como ilegal, y se hicie- 
re efectiva empleando la fuerza pública, las 
penas serán inhabilitación temporal especial 
y mulla del 10 al .'»() por 100 (61). 

Art. 327. Si el empleado cometiere en 
provecho propio las exacciones expresadas 
en el artículo anterior, será castigado con 
arreglo á (o dispuesto en el art. 318. 

Art. 328. El empleado público que exi- 
giere directa ó indirectamente mayores de- 
rechos que. los que le estén señalados per 
razón de su cargo, será castigado con una 
multa del duplo al cuadruplo ele la cantidad 
exigida. 

El culpable habitual ele esle delito incur- 
rirá además en la pena ele inhabilitación tem- 
poral. 

CAPITULO XVI. 

Negociaciones prohibidas á los empleados. 

Art. 329. Los jueces, los empleados en 
el ministerio fiscal, los jefes militares, gu- 
bernativos ó económicos de una provincia ó 

(Tvl) La exacción de multas en metálico cons- 
tituye delito según repetidas decisiones del 
Consejo de Estado. — V. Autorización para pro- 
cesar: Multas. 
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distrito , que durante el ejercicio de sus car- 
gos se mezclaren directa ó indirectamente 
en operaciones de ágio, tráfico ó granjeria 
dentro de los límites de su jurisdicción ó 
mando , sobre objetos que no fueren produc- 
tos de sus bienes propios , serán castigados 
con las penas de suspensión y multa de i>0 
á. S00 duros. 

Esta disposición no es aplicable á los que 
impusieren sus fondos en acciones de Banco 
ó de cualquiera empresa ó compañía , con tal 
que no ejerzan en ellas cargo ni intervención 
directa, administrativa ó económica. 

Art. 330. No están comprendidos en las 
disposiciones del artículo anterior los em- 
pleados en el ministerio fiscal á quienes esté 
permitido el ejercicio de la abogacía, los jue- 
ces de los Tribunales de Comercio , ni los 
Alcaldes. 

CAPITULO XVTL 
Disposición general. 

Art. 331 . Para los efectos de este titulo 
se reputa empleado todo el que desempeña 
un cargo público, aunque no sea de Real 
nombramiento , ni reciba sueldo del Esta- 
do (62). 

TITULO IX. 

DELITOS CONTRA LAS PERSONAS. 

CAPITULO í. 

. Homicidio. 

Art. 332. El quémate á su padre, madre 
ó hijo, sean legítimos , ilegítimos ó adoptivos, 
ó á cualquier otro de sus ascendientes ó des- 
cendientes legítimos ó á su cónyuje , será 
castigado como parricida : 

1 . Con la pena de muerte si concurrie- 
re la circunstancia de premeditación conoci- 
da, ó la de ensañamiento, aumentando de- 
liberadamente el dolor del ofendido. 

2. ° Con la pena de cadena perpetua á la 


(621 Se dice por los Sres. Zúñiga y Castro y 
Orozco en su Código reformado, que respecto 
de este articulo no debe olvidarse lo que dispo- 
ne el 6 ° del R. D. de 22 de setiembre de 1848, 
sobre que «definido una vez en el Código un 
delito, cualidad ó circunstancia , siempre que 
el mismo Código hablare de aquel ó de estas, 
se entenderán definidos en los propios térmi- 
nos.» Sin embargo de lo mucho que respeto la 
opinión de dichos señores, creo que la disposi- 
ción del presente artículo debe entenderse sola 
y exclusivamente «puro ios efectos ds este ti- 
tulo,* pue S q ue a sj jo dice el mismo bien ter- 
minantemente. 
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de muerte si no concurier-e Dinguna de las 
dos circunstancias expresadas en el número 
anterior. 

Art. 333. El que mate á otro* y no esté 
comprendido en el artículo anterior, será 
castigado : 

1. ° Con la pena de cadena perpétuá á la 
de muerte , si ló ejecutare con alguna de las 
circunstancias siguientes: 

Primera. Con alevosía. 

Segunda. Por precio ó promesa remune- 
ratoria. 

Tercera. Por medio de inundación, in- 
cendio ó veneno. 

Cuarta. Con premeditación conocida. 

Quinta, Con ensañamiento, aumentando 
deliberada é inhumanamente el dolor del 
ofendido. 

2. ° Con la pena de reclusión temporal en 
cualquier otro caso. 

Art. 334. En el caso de cometerse un 
homicidio en riña ó pelea, y de no constar el 
autor de la muerte, pero sí los que causaren 
lesiones graves, se impondrá á todos estos la 
pena de prisión mayor. 

No constando tampoco los que causaron 
lesiones graves al ofendido, se impondrá á 
todos los que hubieren ejercido violencias en 
su personáis de prisión menor. 

Art. 335. El que prestare auxilio á otro 
para que se suicide , será castigado con la 
pena de prisión mayor ; si le prestare basta 
el punto de ejecutar él mismo la muerte, será 
castigado con la pena de reclusión temporal 
en su grado mínimo. 

CAPITULO II. 

Del infanticidio. 

Art. 336. La madre que por ocultar su 
deshonra matare al hijo que no haya cum- 
plido tres dias, será castigada con la pena de 
prisión menor. Los abuelos maternos que 
para ocultar la deshonra de la madre come- 
tieren este delito, con Ja de prisión mayor. 

Fuera de estos casos, el que matare á un 
recien nacido incurrirá en las penas del ho- 
micidio. 

CAPITULO III. 

Aborto (63). 

Art. 337. El que de propósito causare un 
aborto será castigado: 

í Con la pena de reclusión temporal, 
si ejerciere violencia en la persona de la mu- 
jer embarazada. 


(63) Véase en su lugar de este Diccionario 
el artículo Delito frustrado. 
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2. ° Con la de prisión mayor si, aunque 
no ía ejerza, obrare sin consentimiento de 
la mujer. 

3 . ° Con la de prisión menor si la mujer 
io consintiere. 

Arf. 338. Será casi iparto con prisión cor- 
rocional el aborto ocasionarlo violentamente, 
cuando no haya habido propósito de causarlo, 
Arf . 339. La mujer que causare su abor- 
to ó consintiere que oirá persona se le cause, 
será castigarla con prisión menor. 

Si la hiciere para ocultar su deshonra, in- 
currirá en la pena ríe prisión correccional. 

Art. 340. El facultativo que abusando de 
su arte causare el aborto ó cooperare á él, 
incurrirá respectivamente en su grado máxi- 
mo en las penas señalarlas en el art. 337. 

CAPITULO IV. 

Lesiones corporales. 

Art. 341 . El que de propósito castrare á 
otro será castigarlo con la pena de cadena 
temporal en su grado máximo á la de muerte. 

Art. 342. Cualquiera otra mutilación eje- 
cutarla igualmente de propósito, se castigará 
con la pena de cadena temporal (64). 

Art. 343. El que hiriere, golpeare ó 
maltratare de obra á otro, será cas! ¡gado 
como reo de lesiones graves: 

1 , a Con la pena de prisión mayor si de 
resultas de las lesiones quedare el ofendido 
demente, inútil para el trabajo, impotente, 
impedido de algún miembro, ó notablemente 
deforme. 

2.° Con la de prisión correccional si las 
lesiones produjeren al ofendido enfermedad 
ó incapacidad para trabajar por inas de trein- 
ta dias. 

Si el hecho se ejecutare contra alguna de 
las personas que menciona el art. 332, ó con 
alguna de las circunstancias señaladas en e! 
núm. 4.° del art. 333, las penas serán la de 
cadena temporal en el caso del núm. 4.° de 
este artículo, y la de presidio menor en el 
del núm. 2.° del mismo. 

Art. 344 Las penas del articulo anterior 
son aplicables respectivamente al que sin 
ánimo de matar causare á otro alguna de las 
lesiones graves, adminislrándole á sabiendas 
sustancias ó bebidas nocivas, ó abusando de 
su credulidad ó flaqueza de espíritu. 

Art. 34o. Las lesiones no comprendidas 
en los artículos precedentes que produzcan 


(64) Cuando la mutilación es voluntaria ron 
objeto de librarse del servicio militar, se casti- 
ga en ios términos que expresa el art. 160 de la 
ley para ei reemplazo del ejército. 
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al ofendido inutilidad para el trabajo por cin- 
co dias ó inas , ó necesidad de la asistencia 
de facultativo por igual liempo, se reputan 
menos graves, y serán penadas con el arres- 
to mayor, el destierro, ó mulla de 20 á 200 
duros, según el prudente arbitrio de los Tri- 
bunales. 

Cuando la lesión menos grave se causare 
con intención manifiesta de injuriar ó con 
circunstancias ignominiosas, se impondrán 
conjuntamente ei destierro y la imilla. 

Art. 346. Las lesiones menos graves in- 
feridas á padres, ascendientes, tutores, cu- 
radores, sacerdotes, maestros ó personas 
constituidas en dignidad ó autoridad pública, 
serán castigadas siempre con prisión cor- 
reccional. 

Art. 347. Si resultaren lesiones en una 
riña ó pelea, y no constare su autor, se im- 
pondrán las penas inmediatamente inferiores 
en grado al que aparezca haber causado al- 
guna ai ofendido (03). 

CAPITULO V. 

Disposición general. 

Art. 348. Ei marido que sorprendiendo 
en adulterio á su mujer matare en el acto 
á esta ó al adúltero, ó les causare algunas de 
las lesiones graves, será castigado con la pe- 
na de destierro. 

Si les causare lesiones de otra clase, que- 
dará exento de pena. 

Estas reglas son aplicables en iguales cir- 
cunstancias á los padres respecto de sus hijas 
menores de 23 años y sus corruptores, mien- 
tras aquellas vivieren en la casa paterna. 

El beneficio de este artículo no aprovecha 
á los que hubieren promovido ó facilitado la 
prostitución de sus mujeres ó hijas. 

CAPITULO VI. 

Del duelo . 

Art. 349. La autoridad que tuviere noti- 
cia de estarse concertando un duelo, proce- 
derá á la detención de) provocador y á la del 
retado, si este hubiere aceptado ei desafío, 
y no los pondrán en libertad hasta que ofrez- 
can bajo palabra de honor desistir de su pro- 
pósito. 

El que faltando deslealmente á su palabra 
provocare de nuevo á su adversario, será 
castigado con las penas de inhabilitación t.em- 


(65) Cuidar mucho de no confundir las le- 
siones que castiga este capítulo con las que se 
califican de faltas en el art. 484, núm. 4.°, y 
en el 485, núm. ti. 
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poral absoluta para cargos públicos y confi- 
namiento menor. 

El que aceptare el duelo en el mismo 
caso, será castigado con la de destierro. 

Art. 350. El que matare en duelo á su 
adversario, será castigado con la ‘pena de 
prisión mayor. 

Si le causare las lesiones señaladas en el 
número t.° del art. 343, con la de prisión 
menor. 

En cualquiera otrocasó se impondrá á los 
combatientes la pena de arresto mayor, aun- 
que no resulten lesiones. 

Art. 351. En lugar de las penas señala- 
das en el artículo anterior, se impondrán la 
de confinamiento menor en caso de homici- 
dio, la de destierro en el de lesiones com- 
prendidas en el núm. i.° del art. 343, y la 
de 10 á i 00 duros de multa en los demás 
casos: 

1. ° Al provocado á desafío que se batiere 
por no haber obtenido de su adversario ex- 
plicación de los motivos del duelo. 

2. ° A! desaliado que se batiere por haber 
desechado su adversario las explicaciones 
suficientes ó satisfacción decorosa del agra- 
vio inferido. 

3. ° Al injuriado que se batiere por no 
haber podido obtener del ofensor la explica- 
ción suficiente ó satisfacción decorosa que le 
hubiere pedido. 

Art. 352. Las penas señaladas en el ar- 
ticulo 350 se aplicarán en su grado máximo: 

1. D Al que provocare el duelo sin expli- 
car á su adversario los motivos si este lo exi- 
giere. 

2. u Al que habiéndolo provocado, aunque 
fuere con causa, desechare las explicaciones 
suficientes ó la satisfacción decorosa que le 
haya ofrecido su adversario. 

3. ° Ai que habiendo flecho á su adversa- 
rio cualquiera injuria, se negare á darle ex- 
plicaciones suficientes ó satisfacción deco- 
rosa. 

Art. 353. El que incitare á otro á provo- 
car ó aceptar un duelo, será castigado res- 
pectivamente con las penas señaladas en el 
art. 350, si el duelo se lleva á efecto. 

Art. 354. El que denostare ó desacredi- 
tare públicamente á otro por haber rehusado 
un duelo, incurrirá en las penas señaladas 
para las injurias graves. 

Art. 355. Los padrinos de un duelo del 
que resulten muerte ó lesiones, serán res- 
pectivamente castigados como autores de 
aquellos delitos con premeditación si hubie- 
ren promovido el duelo, ó usado cualquier 
género de alevosía en su ejecución ó en el 
arreglo de sus condiciones. 
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Gomo cómplices de los mismos delitos, si 
lo hubieren concertado á muerte con venta- 
ja conocida de alguno de los combatientes. 

Incurrirán en Ins penas de arresto mayor 
y multa de 50 á 500 duros, si no hubieren ber 
cho cuanto estuvo de su parte para concíba- 
los ánimos, ó no procuraren concertarlas 
condiciones del duelo de la manera menos 
peligrosa posible para la vida de los comba- 
tientes. 

Art. 356. El duelo que se verificare sin 
la asistencia de dos ó mas padrinos mayores 
de edad porcada parte, y sin que estos hayan 
elegido las armas y arreglado todas las de- 
más condiciones, se castigará: 

\ Con prisión correccional, no resul- 
tando muerte ó lesiones. 

2.° Con las penas generales de este Có- 
digo, si resultaren; pero nunca podrá bajarse 
de la prisión correccional. 

Art. 357. Se impondra'u también las pe- 
nas generales de este Código , y además la 
de inhabilitación absoluta temporal: 

1. ° Al que provocare ó diere cansa á un 
desafío proponiéndose un interés pecuniario 
ó un objeto inmoral. 

2. ° Al combatiente que cometiere la ale- 
vosía de faltar a las condiciones concertadas 
por los padrinos. 

TITULO X. 

DELITOS CONTRA LA HONESTIDAD. 

CAPITULO I. 

Adulterio (66). 

Art. 358. El adulterio será castigado con 
la pena de prisión menor. 

Cometen adulterio ia mujer casada que ya- 
ce con varón que no sea su marido, y el que 
yace con ella sabiendo que es casada, aunque 
después se declare nulo el matrimonio. 

Art. 350., No se impondrá pena por deli- 
to de adulterio, sino en virtud de querella 
del marido agraviarlo. 

Este no podrá deducirla sino contra am- 
bos culpables, si uno y otro vivieren, y nun- 
ca si hubiere consentido el adulterio, ó per- 
donado á cualquiera de ellos. 

Art. 360. El marido podrá en cualquier 
tiempo remitir la pena impuesta á su consor- 
te, volviendo á reunirse con ella. 

En este caso se tendrá también por remi- 
tida la pena al adúltero. 

Art. 361. La ejecutoria en causa de di- 
vorcio por adulterio surtirá sus efectos píe— 


(60) Véasa Delito íuiustrado, 
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llámente en lo penal cuando fuere absolu- 
toria. 

Si fuere condenatoria, será necesario nuu- 
vo juicio para la imposición de las penas. 

Árl.. 362. El marido que tuviere mance- 
ba dentro de la casa conyugal ó fuera de ella 
con escándalo, será castigado con la pena de 
prisión correccional. 

La manceba será castigada con la de des- 
tierro. 

Lo dispuesto en los arls. 3o9 y 360 es apli- 1 
rabie al caso de que se trata en el presente. 

CAPITULO II. 

Violación. 

Art. 363. La violación de una mujer se- 
rá castigada con la penado cadena temporal. 

Se comete violación yaciendo con la mu- 
jer en cualquiera de Jos casos siguientes: 

i. 0 Cuando se usa de fuerza ó intimi- 
dación. 

2. ° Cuando la mujer se halle privada de 
razón ó de sentido por cualquiera causa. 

3. ° Cuando sea menor de 12 años cum- 
plidos, aunque no concurra ninguna de las 
circunstancias expresadas en los dos núme- 
ros anteriores. 

Art. 364. El que abusare deshonesta- 
mente de persona de uno ú otro sexo, con- ¡ 
corriendo cualquiera de las circunstancias 
expresadas en. el articulo anterior, será cas- 
tigado según la gravedad del hecho con la 
pena de prisión correccional á prisión menor. 

Art. 365. Serán castigados con la pena 
de arresto mayor á prisión correccional y re- 
prensión pública los que de cualquier modo 
ofendieren el pudor ó las buenas costumbres 
con hechos de grave escándalo ó trascenden- 
cia no comprendidos expresamente en otros 
artículos de este Código. 

En caso de reincidencia, con la de prisión 
correccional á prisión menor y reprensión 
pública. 

CAPITULO III. 

Del estupro y corrupción de menores. 

Art. 366. ~ El estupro de una dencella ma- 
yor de 12 años, y menor de 23, cometida por 
autoridad pública, sacerdote, criado, domés- 
tico, tutor, maestro ó encargado por cual- 
quier título de la educación ó guarda de la 1 
estuprada, se castigará con la pena de prisión 
menor. 

En la misma pena incurrirá el que come- 
tiere estupro con su hermana ó descendien- 
te, aunque sea mayor de 23 años. 

El estupro cometido por cualquiera otra 
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persona interviniendo engaño, se castigará 
con la pena de prisión correccional. 

Cualquiera otro abuso deshonesto cometi- 
do por las mismas personas y en iguales cir- 
cunstancias, será castigado con la prisión 
correccional. 

Art. 367. El que habitualmente ó coa 
abuso de autoridad ó confianza promoviere ó 
facilitare la prostitución ó corrupción de me- 
nores de edad, para satisfacer los deseos de 
otro , será castigado con la pena de prisión 
correccional. 

CAPITULO IV. 

Rapto. 

Art. 368. El rapto de una mujer ejecu- 
tado contra su voluntad y con miras desho- 
nestas, será castigado con la pena de cadena 
temporal. 

En todo caso se impondrá la misma pena 
si la robada fuere menor de 12 años. 

Art. 369. El rapto de una doncella me- 
nor de 23 años y mayor de 12, ejecutado con 
su anuencia , será castigado con la pena de 
prisión menor. 

Art. 370. Los reos de delito de rapto 
que no dieren razón del paradero de la per- 
sona robada, ó explicación satisfactoria sobre 
su muerte ó desaparición, serán castigados 
con la pena de cadena perpetua. 

CAPITULO Y. 

Disposiciones comunes á los tres capítulos 
precedentes. 

Art. 371. No puede procederse por cau- 
sa de estupro sino á instancia de la agraviada 
ó de su tutor, padres ó abuelos. 

Para proceder en las causas de violación 
y en las de rapto ejecutado con miras desho- 
nestas, bastará la denuncia de la persona in- 
teresada, de sus padres, abuelos ó tutores, 
aunque no formalicen instancia. 

Si la persona agraviada careciese per su 
edad ó estado moral de personalidad para es- 
tar en juicio, y fuere además de todo punto 
desvalida, careciendo de podres, abuelos, 
hermanos, tutor ó curador que denuncien, 
podrán verificarlo e! procurador sindico ó el 
fiscal por fama pública. 

En todos los casos del presente artículo el 
ofensor se libra de la pena, casándose con la 
ofendida, cesando el procedimiento en cual- 
quier estado de él en que lo verifique (67). 

(67) "En las causas en que. la ley r>0 admite 
sino la acusación privarla no so consultan lassen- 
tencias con la Audiencia, cuando ninguna de las 
partes apela. (R. O. de 8 de abril de 1863, inser- 
ta en el Apéndice). 
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Art. 372. Los reos de violación, estupro 
ó rapto serán también condenados por vía de, 
indemnización: 

. 1 A dotar á la ofendida si fuere soliera 
ó viuda. 

2. " A reconocer la prole, si la calidad de 
su origen no le impidiere. 

3. ° En todo caso á mantener la prole. 
Art. 373. Los ascendientes, tutores, cu- 
radores, maestros y cualesquiera personas 
que con abuso de autoridad ó encargo coope- 
raren como cómplices á la perpretacion de 
los delitos comprendidos en los tres capítulos 
precedentes, serán penados como autores. 

Los maestros ó encargados en cualquier 
manera de la educación ó dirección de la ju- 
ventud, serán además condenados á la inha- 
bilitación perpétua especial. 

Art. 374. Los comprendidos en el artícu- 
lo precedente y cualesquiera otros reos de 
corrupción de menores en interés de tercero, 
serán condenados en las penas de interdic- 
ción del derecho de ejercer la tutela y ser 
miembros de! consejo de familia, y de suje- 
ción á la vigilancia de la autoridad por el 
tiempo que los Tribunales determinen. 

TITULO XI. 

DE LOS DELITOS CONTRA EL HONOR. 

CAPITULO I. 

Calumnia, 

Art. 375. Es calumnia la falsa imputa- 
ción de,un delito de los que dan lugar á pro- 
cedimientos de oficio. 

Art. 376. La calumnia propagada por es- 
crito y con publicidad se castigará: 

1 , ° Con las penas de prisión correccional 
y multa de 100 á 1 ,000 duros, cuando se im- 
putare un delito grave. 

2. ° Con las de arresto mayor y inulta de 
50 á 500 duros, si se imputare un delito me- 
nos grave. 

Art. 377. No propagándose la calumnia 
con publicidad y por escrito , será casti- 
gada: 

1. " Con las penas de arresto mayor en 
su grado máximo y mulla de 50 á 500 duros, 
cuando se imputare un delito grave. 

2, ° Con el arresto mayor en su grado 
mínimo y multa de 20 á 200 duros, cuando 
se imputare un delito menos grave. 

^ Art. 378. El acusado de calumnia queda- 
ra exento de toda pena, probando el hecho 
criminal que hubiere imputado. 

La sentencia en que se declare la calum- 
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nia se publicará en los periódicos oficiales, 
si ei calumniado lo pidiere (68). 

CAPITULO II, 

Injurias (69). 

Art. 379. Es injuria toda expresión pro- 
ferida ó acción ejecutada en deshonra, des- 
crédito ó menosprecio de otra persona (70). 

Art. 380. Son injurias graves: 

1. ° La imputación de un delito de los 
que no dan lugar á procedimiento de oficio. 

2. ° La de un vicio ó falta de moralidad, 
cuyas consecuencias puedan perjudicar con- 
siderablemente la lama, crédito ó interés del 
agraviado, 

3. ° Las injurias que por su naturaleza, 
ocasión ó circunstancias fueren tenidas en 
el concepto público por afrentosas. 

4. ° Las que racionalmente merezcan !n 
calificación de graves, atendido el estado, 
dignidad y circunstancias del ofendido y del 
ofensor. 

Art. 381. Las injurias graves hechas por 
escrito y con publicidad, serán castigadas 
con Ja pena de destierro en su grado medio 
al máximo, y multa de 50 á 500 duros. 

No concurriendo aquellas circunstancias, 
se castigarán con las penas de destierro en 
su grado mínimo al medio, y multa de 10 á 
100 duros. 

Art. 382. Las injurias leves serán casti- 
gadas con las penas de arresto mayor en su 
grado mínimo y multa de 20 á 200 duros, 
cuando fueren hechas por escrito y con pu- 
blicidad. 

No concurriendo estas circunstancias, se 
penarán como faltas (71). 

Art. 383. Al acusado de injuria no se 
admitirá prueba sobre la verdad de las im- 
putaciones , sino cuando estas fueren dirigi- 
rlas contra empleados públicos sobre hechos 
concernientes al ejercicio de su cargo. 


[ (68) Véanse los arts. 241 al 248 que tratan ¡leí 

r falso testimonio y de la acusación y denuncia 
calumniosa. 

(69) Las injurias al Rey ó inmediato sucesor 
á la corona so castigan en el art. 164; las hechas 
a.1 Regente ó Regentes del Remo, padre, madre 
ó consorte del Rey, Reina viuda ó Infantes de 
España, en el 165. 

Las causadas á ios Cuerpos legisladores, ha- 
1 liándose en sesión, etc., se penan en e! art. 19i; 

| Jas causadas por las opiniones emitidas en el Se- 
nado ó Congreso, en el 192. 

(70) Entiéndase cuando no constituya calum- 
nia, pues atendido lo dispuesto en el art. 378, 
no son árbitros las partes de prescindir de la ca- 
lificación legal. 

(71) Véase el art. 493, pár. 4 ü 
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En es le caso será absuello el acusado si 
I (robare la verdad de las imputaciones. 

CA PITELO III. 

D ¿aposiciones gen era fes 

Art. 3< Q Se cómele el delito de calum- 
nia é injuria , no solo manifiostamenle . sino 
por med:o de alegorías , caricaturas, emble- 
mas ó alusiones. 

Art. 385. La calumnia y la injuria se re- 
pelarán hechas por escrito \ con publicidad, 
cuando se propagaren por medio de paneles 
impresos, litografiados ó grabados: por car- 
teles ó pasquines lijados en los sitios públi- 
cos; ó por papeles manuscritos comunicados 
¡i mas de diez personas. 

Art. 380. El acusado de calumnia ó inju- 
ria encubierta ó equívoca, que rehusare dar 
en juicio explicación salisfacloria acerca de 
ellas, será castigado como reo de calumnia ó 
injuria maniíiesta. 

Art. 387. Los editores de los periódicos 
en que se hubieren propagado las calumnias 
ó injurias, inseriarán en ellos dentro del tér- 
mino que señalen las leyes, ó el Tribunal en 
su defecto, la satisfacción ó sentencia conde- 
natoria. si lo reclamare el ofendido. 

Art. 388. Podrán ejercitar la acción de 
calumnia ó injuria ¡os ascendientes, descen- 
díanles, din y u je y hermanos del difunto 
agraviado, siempre que la calumnia ó inju- 
ria trascendiere á ellos, y en todo caso el 
heredero. 

Art. 389. Procederá asimismo la acción 
de calumnia, ó injuria cuando se hayan he- 
cho por medio de publicaciones en país ex- 
tranjero. 

Art,. 390. Nadie podrá deducir acción de 
calumnia ó injuria causadas en juicio, sin 
previa licencia del juez ó Tribunal que de él 
conociere (72). 

Art. 391. Nadie será penado por calum- 
nia ó injuria sino á querellado la parle ofen- 
dida, salvo cuando In ofensa se dirija contra 
la autoridad pública , corporaciones, ó clases 
determinadas del Estado) 

El culpable de injuria ó de calumnia 
contra particulares quedará relevado de la 


(72) La facultad concedida á los Tribunales 
para otorgar ó no licencia para demandar de in- 
juria ó calumnia por hechos imputados en jui- 
cio, es puramente discrecional sin ulterior' re- 
curso, y en tal concepto deben limitarse á con- 
cederla ó a negarla .sencillamente y sin fundarse 
en consideraciones qne agraven la imputación. 
(Doctrina de| Consejo de Estado en un Real de- 
creto-sentencia 1G agosto 1866.) 
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pena impuesta mediando perdón de la parte 
ofendida. 

Para los efectos de este artículo se repu- 
tan autoridad los Soberanos y Príncipes de 
naciones amigas ó aliadas, los agentes diplo- 
máticos de las mismas, y los extranjeros con 
cnrácler público que , 'según los tratados, 
convenios ó prácticas, debieren compren- 
derse en esta disposición. 

Para proceder en los casos expresados en 
el párrafo anterior lia de preceder excitación 
especial del Gobierno. 

TITULO XII. 

DE I.OS DEUTOS CONTRA EL ESTADO CIVIL DE 
LAS PERSONAS. 

CAPITULO 1. 

Suposición (leparlos y usurpaciones del es- 
tado civil. 

Art. 392. La suposición de parto y la 
sus! i fncion de un niño por otro, serán cas- 
tigadas con las penas de, presidio mayor y 
mulla de 30 á 500 duros. 

Las mismas penas se impondrán a! que 
ocultare ó expusiere un hijo legítimo con 
ánimo de hacerle perder su estado civil. 

Art. 393. El facultativo ó empleado pú- 
blico que abusando de su profesión ó cargo 
cooperare á la ejecución de alguno de los 
(jolitos expresados en el artículo anterior, in- 
currirá en las penas del mismo, y además 
en la de inhabilitación temporal especial. 

Art. 394. El que usurpare el estado ci- 
vil de otro, será castigado con la pena de 
presidio mayor. 

CAPITULO II. 

Celebración de matrimonios ilegales. 

Art. 395. El que contrajere segundo ó 
ulterior matrimonio sin hallarse legítima- 
mente disimilo el anterior, será castigado 
con la pena de prisión mayor. 

En igual pena incurrirá el que contrajere 
matrimonio estando ordenado in sacris, ó 
ligado con voto solemne de castidad. 

Art. 390. El que con algún otro impedi- 
mento dirimente no dispensable por la Igle- 
sia, contrajere matrimonio, será castigado 
con la pena de, prisión menor. 

Art.. 397. El que contrajere matrimonio 
mediando algún impedimento dispensable 
por la Iglesia, será castigarlo con una multa 
de 10 á 100 duros. 

Si por culpa suya no revalidare el matri- 
monio previa dispensa en el término que los 
Tribunales designen, será castigado con la 
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pena de prisión menor, de la cual quedará 
relevado cuando quiera que se revalide el 
matrimonio. 

Arl, 398. ■ El que en un matrimonio ile- 
gal, pero válido según las disposiciones de la 
Iglesia, hiciere intervenir al párroco por sor- 
presa ó engaño, sera, castigado con la pena 
de prisión correccional. 

Si le hiciere intervenir con violencia ó in- 
timidación, será castigado con la pena de 
prisión menor. 

Art. 399. El menor que contrajere ma- 
trimonio siu el consentimiento de sus padres, 
ó de las personas que para el electo hagan 
sus veces, será castigado con prisión correc- 
cional (73). 

La pena será de arresto mayor si las per- 
sonas expresadas aprobaren el matrimonio 
después de contraido. 

Art. 400. La viuda que casare antes de 
los 301 dias desde la muerte de su marido, ó 
antes de su alumbramiento si hubiere que- 
dado en cinta, incurrirá en las penas de 
arresto mayor y multa de 20 á 200 duros. 

En la misma pena incurrirá la mujer cuyo 
matrimonióse hubiere declarado nulo si ca- 
sare antes de su alumbramiento ó de haberse 
cumplido 301 dias después de su separación 
legal (74). 

Art. 401. El adoptante que sin prévia 
dispensa civil contrajere matrimonio con sus 
hijos ó descendientes adoptivos, será casti- 
gado con la pena de arresto mayor. 

Art. 402. El tutor ó curador que antes 
de la aprobación legal de sus cuentas contra- 
jere matrimonio ó prestare su consentimien- 
to para que lo eontraigansus hijas ó descen- 
dientes con la persona que tuviere ó hubiere 
tenido en guarda, será castigado con las pe- 
nas de prisión correccional y multa de 100 á 
1,000 duros. 

Art. 403. El eclesiástico que autorizare 
matrimonio prohibido por Ja ley civil, 6 para 
el cual haya algún impedimento canónico no 
dispensabie, será castigado con las penas de 


(73) No se concibe (¡líeosle delito pueda ser 
perseguido sino á instancia ó por denuncia del 
mismo padre 6 de las demás personas que con - 
forme á la ley deben prestar el consentimiento. 

(74j Sabemos que en el territorio de la Au- 
diencia de Burgos fue procesada una infeliz p..r 
lo dispuesto en este articulo; también lo fue el 
párroco qu e autorizó el matrimonio. Ambos 
procedieron con buena fé, pues ni la viuda ni 
el cura sabían que incurrían en delilo. Bueno 
fuera que. disposiciones como esta se hiciesen 
conocer de una manera mas pública, para que 
llegasen á noticia de todos 
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confinamiento menor y multa de 50 á 500 
duros. 

Si el impedimento fuere dispensabie, las 
penas serán destierro y multa de 20 á 200 
duros. 

En uno y otro caso se le condenará por 
vía de indemnización de perjuicios al abono 
de los costos de la dispensa mancomunada- 
mente con el cónyuje doloso. 

Si hubiere habido buena fé por parte de 
ambos contrayentes, será condenado por 
el todo.' 

Art. 404. En todos los cosos de este ca- 
pítulo, el contrayente doloso será condenado 
á dotar, según su posibilidad, á la mu jer que 
hubiere contraido matrimonio de- buena fé. 

TITULO XIII, 

DE LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD Y SE- 
GURIDAD. 

CAPITULO I. 

Detenciones ilegales. 

Art. 405. El que encerrare ó detuviere 
á otro privándole de su libertad, será casti- 
gado con la pena de prisión mayor. 

Ea la misma pena incurrirá el que pro- 
porcionare lugar para Ja ejecución del delito. 

Si el culpable diere libertad al encerrado 
ó detenido dentro de los tres dias de su de- 
tención, sin haber logrado el objeto que se 
propusiera, ni haberse comenzado el proce- 
dimiento, las penas serán las de prisión cor- 
reccional y multa de 20 á 200 duros (75). 

Art. 400. El delito de que se trata en el 
artículo anterior será castigado con la pena 
de reclusión temporal: 

f.° Si el encierro ó detención hubieren 
durado mas de veinte dias. 

2.° Si se hubieren ejecutado con simula- 
ción de autoridad pública. 

3. ,J Si se hubieren causado lesiones gra- 
ves á la persona encerrada ó detenida, ó se 
la hubiere amenazado de muerte. 

Art. 407. El que fuera de los casos per- 
mitidos por la ley aprehendiere á tina per- 
sona para presentarla á la autoridad, será 
castigado con las penas de arresto menor y 
multa de 5 á 50 duros (70). 


(75) Cuando la detención ilegal se cornete por 
empleados públicos, hay que estar á lu que se 
dispone en el tíf Vill, 'principalmente en los 
arls. 294 al 298. 

(76) Los casos ;L que se refiere este artículo se 
expresan en la regla 26 de la Ley provisional para 
la aplicación de este Código, y la manera de ha- 
cerse la detención en la 28 
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CAPITULO II. 

Sustracción de menores. 

Art. 408. La sustracción de uu menor 
de siete años será castigada con la pena de 
cadena temporal. 

Art. 409. En Ja misma pona incurrirá el 
que ludiéndose encargado de la persona do 
un menor no lo presentare á sus padres ó 
guardadores, ni diere explicación satisfacto- 
ria acerca de su desaparición. 

Art. 410. El que indujere á un menor de 
edad, pero mayor de siete años, á que aban- 
done la casa de sus padres, tutores ó encar- 
gados de su persona, será castigado con las 
penas de arresto mayor y multa de 20 á 200 
duros. 

CAPITULO III. 

Abandono de niños. 

Art. 41 i . El abandono de un niño menor 
de siete años será castigado con las penas de 
arresto mayor y multa de 10 á Í00 duros. 

Cuando por las circunstancias del abando- 
no se hubiere puesto en peligro la vida de 
un niño, será castigado el culpable con la 
pena de prisión correccional á no ser que el 
hecho constituya otro delito mas grave (77). 

Art. 412. El qu3 teniendo á su cargo Ja 
crianza ó educación de un menor Lo entre- 
gare á un establecimiento público, ó á otra 
persona sin la anuencia de la que se lo hu- 
oiere confiado, rj de la autoridad en su de- 
fecto, será castigado con una multa de 20 á 
200 duros. 


CAPITULO IV. 

Disposición común á los tres capítulos pre- 
cedentes. 

Art. 413. El que detuviere ¡legabnente á 
cualquiera persona, ó sustrajere un niño me- 
nor de siete años, y no diere razón de su pa- 
radero, ó acreditare haberlo dejado en liber- 
tad, será castigado con la pena de cadena 
perpetua. 

En la misma pena incurrirá el que aban- 
donare un niño menor de siete años, y no 
acreditare que lo dejó abandonado sin haber 
cometido otro delito. 


(77) El no recoger ó entregar á su familia, ó 
depositar en lugar seguro á un menor de siete 
años á quien se encuentre perdido ó abandona- 
do, es falla, según el párrafo 11 del art. 486. 


CAPITULO V. 

Allanamiento de morada. 

Art. 414. El que entrare en inorada aje- 
na contra la voluntad de su morador será 
castigado con arresto mayor y multa de 10 á 
100 duros. 

Si el hecho se ejecutare con violencia ó 
intimidación, las penas serán prisión correc- 
cional y mulla de 10 ¡í 100 duros (78). 

Art. 415. La disposición del articulo an- 
terior no es aplicable al que entra en la mo- 
rada ajena para evitar un mal grave á sí mis- 
mo, á Jos moradores, ó á un tercero, ni al 
que Jo hace para prestar algún servicio á la 
humanidad ó la justicia. 

Art. 410. Lo dispuesto en este capítulo 
no tiene aplicación respecto de los cafés, ta- 
bei ñas , posadas y demás casas públicas, 
mientras estuvieren abiertas. 

CAPITULO VI. 

De las amenazas y coacciones (79). 

Art. 417. El que amenazare á otro con 
causar al mismo ó á su familia eu sus perso- 
nas, honra ó propiedad un mal que consti- 
■¡ tuya delito, será castigado: 

1. ° Con la pena inmediatamente inferior 
en grado á la señalada por la ley al delilo con 
que amenazare, si se hubiere hecho la ame- 
naza exigiendo una cantidad ó imponiendo 
cualquiera olía condición ilícita, y el culpa- 
ble hubiere conseguido su propósito, y con 
la pena inferior en dos grados si no lo hubie- 
re conseguido. 

La pena sa impondrá en su grado máximo 
si las amenazas se hicieren por escrito ó por 
medio de emisario. 

2. ° Con las penas de arresto mayor y 
mulla de 10 á 100 duros si la amenaza no 
fuere condicional. 

Art. 418. Las amenazas de un mal que 
no constituya delito, hechas en la forma ex- 
j presada en el número l. u del artículo ante- 
rior, serán castigadas con la pena de arresto 
I mayor. 

3 Árt. 419. En todos los casos de los dos 
! artículos anteriores, se podrá condenar ade- 
más al amenazador á dar caución de no ofen- 
der al amenazado, y en su defecto á la pena 


(781 El allanamiento cometido por empleado 
público abusando de autoridad se castiga en el 
art. 299. 

(79 j Sobre las amenazas hechas á un diputado 
ó senador etc,, véase el núm. l.° del art. 192. — 
Hay otras amenazas que se castigan como falta en 
el núm. 5.° del art. 484. en el 12 del 485 v en el 
l 10 del 494. 
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de sujeción á la vigilancia déla autoridad. 

Art. 420. El que sin estar legítimamente 
autorizado impidiere á otro con violencia ha- 
cer lo que la ley no prohíbe, ó le competiere 
á ejecutar lo que no quiera , sea justo ó in- 
justo, será castigado con las penas de arres- 
to mayor y multa de 5 á 50 duros (80). 

Art. 421. El que con violencia se apode- 
rare de una cosa perteneciente á su deudor 
para hacerse pago con ella , será castigado 
con las penas de arresto menor y una multa 
equivalente al valor de la cosa; pero que en 
ningún caso bajará de 15 duros. 

CAPITULO Y1I. 

Descubrimiento y revelación de secretos. 

Art. 422. El que para descubrir los se- 
cretos de otro se apoderare de sus papeles ó 
cartas, y divulgare aquellos, será castigado 
con las penas de prisión correccional y mul- 
ta de 20 á 200 duros. 

Si no los divulgare, las penas serán arres- 
to mayor y multa de 10 á 100 duros (81). 

Esta disposición no es aplicable á los ma- 
ridos, padres , tutores ó quienes hagan sus 
veces, en cuanto á los papeles ó cartas de 
sus mujeres, hijos ó menores que se hallen 
bajo su dependencia. 

Art. 423. El administrador, dependiente 
ó criado que en tal concepto supiere los se- 
cretos de su principal y los divulgare , será 
castigado con las penas de arresto mayor y 
multa de 20 á 200 duros. 

Art. 424. El encargado , empleado u 
obrero de una fábrica ú otro establecimiento 
industrial que con perjuicio del dueño des- 
cubriere los secretos ele su industria, será 
castigado con las penas de prisión correccio- 
nal y multa de 10 á 100 duros. 

TITULO XIV. 

DELITOS CONTBA LA PROPIEDAD. 

CAPITULO 1. 

De los robos. 

SECCIOM PRIMERA. 

Del robo con violencia en las personas (82). 

Art. 425. El culpable de robo con vio- 


(80) Consultar lo dispuesto en el arí. 430. 

(81) Cuando este delito se cometa por em- 
pleado público abusando de su cargo, hay que 
estar á lo dispuesto en el art. 283, teniendo pre- 
sentes del mismo modo el 282 y 284. — El des- 
cubrimiento de secretos de un litigante hecha 
P° r ¿^Pljado ó procurador se castiga en el ar- 

(82j Aunque en lo relativo á las penas para 
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1 encía ó intimidación en las personas, será 
castigado con la pena de cadena perpétua á 
la de muerte: 

1 , ° Cuando con motivo ú ocasión del ro- 
bo resultare homicidio. 

2. ° Cuando, fuere acompañado de viola- 
ción ó mutilación causada de propósito. 

3. ° Cuando se cometiere en despoblado 
y en cuadrilla, sí con motivo ú ocasión de 
este delito se causare alguna de las lesiones 

, penadas en el núm. l.° del art. 343, ó el ro- 
bado fuere detenido bajo rescate ó por mas 
de un día. 

4, ° En todo caso, el jefe de la cuadrilla 
armada total ó parcialmente. 

Hay cuadrilla cuando concurren á un robo 
mas de tres malhechores. 

Art. 426. Cuando en el robo concurriere 
alguna de las circunstancias señaladas en el 
núm. 3.° del artículo anterior, y no se hu- 
biere cometido en despoblado y en cuadrilla, 
será castigado el culpable con la pena de ca- 
dena temporal en su grado medio á cadena 
perpétua. 

Art. 427. Fuera de los casos expresados 
en los artículos precedentes , el robo ejecu- 
tado con violencia ó intimidación graves en 
las personas, se castigará con la pena de ca- 
dena temporal : cuando no hubiere grave- 
dad en la violencia ó intimidación, la pena 
será la de presidio mayor. 

Art. 428. Los mailiechores presentes a 
la ejecución de un robo en despoblado y en 
cuadrilla, serán castigados como autores de 
cualquiera de los atentados cometidos por 
ella , si no constare que procuraron impe- 
dirlos. 

Se presume haber estado presente á ios 
atentados cometidos por una cuadrilla el 
malhechor que anda hahitualinente en ella, 
salvo la prueba en contrario. 

Art. 420. La tentativa de robo, acompa- 
ñada de cualquiera de los delitos expresados 
en el art. 425 , será castigada como el robo 
consumado. 

Art. 430. El que para defraudar á otro 
le obligare con violencia ó intimidación á 
1 suscribir, otorgar ó entregar una escritura 
pública ó documento, será castigado corno 
culpable de robo con las penas respectiva- 
mente señaladas en este capítulo. 


toda clase de robos, rigen las disposiciones de 
este Código, el procedimiento en los casos de 
robo en cuadrilla, ya en despoblado, ya en po- 
blado, es determinado en ia ley de 27-25 de 
abrí i de 1821. 
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SECCION SEGUNDA. 

Del robo con fuerza en las cosas (83). 

Art. 43 i. Eos malhechora que llevando 
armas rollaron en iglesia ó lugar sagrado, in- 
currirán en la pena de presidio mayor en su 
grado medio á cadena temporal en igual gra- 
do, si cometieren el delito: 

1 Con escalamiento. 

Ilay escalamiento cuando se entra por una 
vía que no sea la destinada al electo. 

2. ° Con rompimiento de pared ó techo, 
ó fractura de puertas ó ventanas, 

3. ü Haciendo uso de llaves falsas, gan- 
zúas ú otros instrumentos semejantes para 
entrar en el lugar de! roho. 

4. " Introduciéndose en el lugar del robo 
á favor de nombres supuestos o simulación 
de autoridad. 

5. a En despoblado yon cuadrilla. 

En caso de reincidencia, serán castigados 
con la pena de cadena temporal en su grado 
medio máximo, 

En las mismas penas incurrirán respecti- 
vamente los (¡ue. con iguales circunstancias 
robaren en lugar habitado. 

Cuando en este último caso no mediare 
reincidencia y el valor de los objetos robados 
no llegare á 100 duros, la pena será la de 
presidio mayor. 

Art. 432. Los que sin armas robaren en 
iglesia ó lugar habitado eon alguna de las 
circunstancias del artículo anterior, serán 
castigados con la pena de presidio menor en 
su grado máximo á presidio mayor en su 
grado medio (84). 

Art. 433. El robo cometido con armas 
ó sin ellas en lugar no habitado, se castigará 
con Ja pena de presidio menor en su grado 
máximo á. presidio mayor en su grado medio, 
siempre que concurra alguna de las circuns- 
tancias siguientes: 

1. a Escalamiento: 

2. a Rompimiento de paredes, techos, 
puertas ó ventanas. 

31 a Fractura de puertas interiores, arma- 
rios, arcas ú otra clase de muebles ú objetos 
cerrados ó sellados. 

4. a La de haber hecho uso de llaves lui- 
sas, ganzúas ú otros instrumentos semejan- 
tes para entrar en el lugar de! robo. 

Art. 434. En Jos casos del artículo ante- 


(83) Véase la nota anterior. 

(84) i-Es y se entiende lugar habitado el que. 
sirve de morada á una persona, aunque el mo- 
rador falte de él accidental y momentánea- 
mente. (R. O. de 13 de enero de 1864). 
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rior, se bajará en un grado la pena respecti- 
vamente señalada , cuando el valor del robo 
no excediere de luo duros, á no ser que con 
él se causare la ruina del ofendido. 

El robo que no excediere de 5 duros se 
castigará con presidio correccional. 

Art. 43o. En Jos casos de los dos artícu- 
los anteriores, el robo de objetos destinados 
al culto, cometidos en lugar sagrado ó en 
acto religioso, será castigado con pena de 
presidio mayor. 

CAPITULO 11. 

De los hurtos. 

Art. 430 . El que tuviere en su poder lla- 
ves falsas, ganzúas ú otros instrumentos des- 
tinados conocidamente para ejecutar el delito 
de robo, y no diere descargo suficiente so- 
bre su adquisición ó conservación, será cas- 
tigado con la pena de presidio correccional. 

En igual pena incurrirán los que fabriquen 
ó expendan dichos instrumentos. 

Art. 437. Son reos ¿le hurto: 

L* Eos que con ánimo de lucrarse, y sin 
violencia ó intimidación en las personas ni 
fuerza en las cosas, toman Jas cosas muebles 
ajenas sm la voluntad de su dueño. 

2. ,J Los que con ánimo de lucrarse nega- 
ren haber recibido dinero ú otra cosa mue- 
ble que se les hubiere entregado en présta- 
mo, depósito ó por otro título que obligue á 
devolución ó restitución. 

3." Los dañadores que sustraigan ó utili- 
cen los frutos ú objetos del daño causado, 
cualquiera que sea su importancia, salvo los 
casos previstos en los artículos 487 y 489, en 
los números 22, 24 y 26 del artículo 495 y 
en ios artículos 496 y 498, 

Art. 438. Los reos de hurto serán casti- 
gados: 

•1 .° Con la pena de presidio menor, si el 
valor de la cosa hurtada excediere de 500 
duros. 

2. ° Con pena de presidio correccional, si 
no excediere de 500 duros y pasare de 5. 

3. ° Con arresto mayor á presidio correc- 
cional en su grado mínimo si no excediere 
de 5 duros. 

Art. 439. El hurto se cas! ¡gura con las 
penas inmediatamente superiores en grado á 
las respectivamente señaladas en eJ artículo 
anterior: 

\. u Si fuere de cosas destinadas al culto, 
y se cometiere en lugar sagrado ó en acto 
religioso. 

2i° Si fuere doméstico, ó interviniere 
grave abuso de confianza. 

3.° Si el reo fuere reincidente en la 
misma ó semejante especie de delito. 
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CAPITULO III. 

De la usurpación . 

Art. 440. Al que cou violencia en las 
personas ocupare una cosa inmueble ó usur- 
pare un derecho real de ajena pertenencia, 
se impondrá además de las penas en que in- 
curra por las violencias que causare, una 
multa del 50 ai 100 por 100 de la utilidad 
que haya reportado, no bajando nunca de 
20 duros. 

Si la utilidad no fuere estimable, se im- 
pondrá la multa de 20 ¡i 200 duros. 

Art. 441. En el caso del artículo ante- 
rior, si el delito se cometiere sin violencia 
en las personas, la multa será del 25 al 50 
por 100, no bajando nunca de 15 duros. 

Si la utilidad no fuere estimable , se im- 
pondrá una multa de 15 á 100 duros. 

Art. 442. El que destruyere ó alterare 
términos ó lindes de los pueblos ó hereda- 
des, ó cualquiera clase de señales destinadas 
á fijar los límites de predios contiguos, será 
castigado con una multa del 50 al 100 por 
100 de la utilidad que baya reportado ó debi- 
do reportar por ellos. 

Si no fuere estimable la utilidad, se le im- 
pondrá una multa de 20 á 200 duros. 

CAPITULO IV. 

D efraudaciones . 

SECCION PRIMERA. 

Alzamiento , quiebra é insolvencia punibles. 

Art. 443. Ei que se alzare con sus bienes 
en perjuicio de sus acreedores, será casti- 
gado : 

1. ° Con la pena de presidio mayor, si 
fuere persona dedicada habitualmente al co- 
mercio. 

2. ° Con la de presidio menor si no lo 
fuere. 

Art. 444. El quebrado que fuere decla- 
rado en el caso de insolvencia fraudulenta 
con arreglo al Código de comercio, será cas- 
tigado con la pena de presidio menor. 

Art. 445. El quebrado que fuere decla- 
rado en el caso de insolvencia culpable por 
alguno de los motivos que se designan en el 
art. 1005 del Código de comercio, será casti- 
gado coa la pena de prisión correccional. 

Art. 440. En los casos de los dos artícu- 
los precedentes, si Ja pérdida ocasionada á 
los acreedores no llegare a¡ 10 por 100 de 
sus respectivos créditos , se impondrán al 
quebrado las penas inmediatamente inferiores 
en grado á las señaladas en dichos artículos. 
Tomo III. 
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Cuando la pérdida exceda de 40 por 1 00, 
se impondrán en su grado máximo las penas 
señaladas en los dos mencionados articulos. 

Art. 447. Las penas señaladas en los 
tres artículos anteriores, son aplicables á los 
comerciantes, aunque no estén matriculados, 
si ejercen habitualmente el comercio. 

Art. 448. El deudor no dedicado al co- 
mercio que se constituya en insolvencia por 
ocultación ó enajenación maliciosa de sus 
bienes, será castigado: 

1 , ° Con ia pena de arresto mayor si la 
deuda excede de 5 duros y no pasa de 100. 

2. ° Con la de prisión correccional si ex- 
cediere de 4 00 duros. 

SECCION SEGUNDA. 

Estafas y otros engaños. 

Art. 449. El que defraudare á otro en la 
sustancia, cantidad ó calidad délas cosas que 
le entregare en virtud de un título obligato- 
rio, será castigado: 

1. ° Con Ja pena de arresto mayor si ia 
defraudación no excediere de 20 duros. 

2. ° Con la de prisión correccional exce- 
diendo de 20 duros y no pasando de 500. 

3. u Con la de prisión menor excediendo 
de 500 duros. 

Art. 450. Incurrirá en las penas del ar- 
ticulo anterior el que defraudare á otros usan- 
do de nombre fingido, atribuyéndose poder, 
influencia ó cualidades su puestas, aparentan- 
do bienes, crédito, comisión, empresa ó ne- 
gociaciones imaginarias, ó valiéndose de cual- 
quier otro engaño semejante que no sea de 
los expresados en los arts. 251 y 252 (85). 

Al t. 451. Las penas señaladas en el ar- 
tículo 449 se impondrán en su grado máximo: 

1. ° A ios plateros y joyeros que come- 
tieren defraudación alterando en su calidad, 
ley ó peso, los objetos relativos a su arte 
ó comercio. 

2. u A los traficantes que defraudaren 
usando de pesos ó medidas falsas en el des- 
pacho de los objetos de su tráfico. 

3. ° A los que defraudaren cou pretexto 
de supuestas remuneraciones á empleados 
públicos, sin perjuicio de la acción de calum- 
nia que á estos corresponda (86). 


(8o) Ocultar su verdadero nombre y apelli- 
do á la autoridad ó persona que tenga derecho 
á exigir que lo manifieste, es falta, según el 
párí. 9.° del art. 494 

(86) La simple tenencia de medidas ó pesos 
falsos, y el uso de los no contrastados por parte 
de los traficantes son faltas, según lospárfs. 1." y 
2.° del art. 484. Ver también el R. D. de 22 de 
setiembre de 1848. 

13 
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AH. 432. Son aplicables las penas seña- 
ladas en el art, 4 10: 

I A Jos que en perjuicio de otro se 
apropiaren ó distrajeren dinero, efectos ó 
cualquiera oirá cosa mueble que hubieren 
recibido en depósito, comisión ó administra- 
ción, ó por otro título que produzca obliga- 
ción de entregarla ó devolverla. 

2. ° A los que cometieren alguna defrau- 
dación abusando de firma de otro en blanco, 
y extendiendo con ella algún documento en 
perjuicio del mismo ó de un tercero. 

3. ° _ A ios que defraudaren haciendo sus- 
cribir á otro con engaño algún documento. 

4. ° A los que en el juego se valieren de 
fraude para asegurar ¡a suerte. 

Las penas se impondrán en su grado má- 
ximo en el caso de depósito miserable ó ne- 
cesario (87). 

Art. 453. Son también aplicables las pe- 
nas señaladas en el art. 449 á los que come- 
tieren defraudación, sustrayendo, ocultando 
ó inutilizando en todo ó en parte algún pro- 
ceso, expediente, documento ú otro papel de 
cualquiera clase. 

Cuando se cometiere el mismo delito sin 
ánimo de defraudar, se impondrá á sus auto- 
res una multa de 20 á 200 duros. 

Art. 4o í. Los delitos expresados en los 
cinco artículos anteriores serán castigados 
con la pena respectivamente superior en un 
grado si los culpables fueren reincidentes en 
el mismo ó semejante especio de delito. 

Art. 455. LÍ que fingiéndose dueño de 
una cosa la enajenare, arrendare gravare, ó 
empeñare, será castigado con una multa del 
tanto al triplo del importe del perjuicio que 
hubiere irrogado. 

En ¡a misma pena incurrirá el que dispu- 
siere de una cosa como libre sabiendo que 
estaba gravada. 

Art. 456. Incurrirán en las penas seña- 
ladas en el artículo precedente: 

1 . " El dueño de una cosa mueble que la 
sustrajere de quien la tenga legítimamente en 
su poder con perjuicio del mismo ó de un 
tercero. 

2. ° El que otorgare en perjuicio de otro 
un contrato simulado. 

Art. 457. Incurrirán asimismo en las pe- 
nas señaladas en el art. 455, los que come- 
tieren alguna defraudación de la propiedad 
literaria ó industrial. 

Eos ejemplares, máquinas ú objetos con- 
trahechos, introducidos ó expendidos frau- 
dulentamente, se aplicarán al perjudicado, y 
también las láminas ó utensilios' empleados 
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para la ejecución del fraude, cuando solo pu- 
dieren usarse para cometerle. 

Sino pudiere tener efecto esta disposición, 
se impondrá al culpable la multa del duplo 
del valor de la defraudación, que se aplicará 
al perjudicado (88). 

Art. 458. Ei que abusando de la imperi- 
cia ó pasiones de un menor le hiciere otor- 
gar en su perjuicio alguna obligación , des- 
cargo ó trasmisión de derecho por razón de 
préstamo de dinero , créditos ú otra cosa 
mueble , bien aparezca el préstamo clara- 
mente , bien se haya encubierto bajo otra 
forma, será castigado con las penas de arres- 
to mayor y multa del 40 al 50 por 100 del 
valor de Ja obligación que hubiere otorgado 
el menor. 

Art. 459. El que defraudare ó perjudica- 
re á otro usando de cualquier engaño que 
no se halle expresado en los artículos ante- 
riores de esta sección, será castigado con 
una multa del tanto al duplo del perjuicio 
que irrogare: en caso de reincidencia , con 
la del duplo y arresto mayor en su grado 
medio al máximo (89). 

CAPITULO Y. 

De las maquinaciones para alterar el precio 
de las cosas. 

Art. 460. Los que solicitaren dádiva ó 
iromesa para no tomar parte en una subasta 
uiblica, y los que intentaren alejar de ella á 
os postores por medio de amenazas , dádi- 
vas, promesas ó cualquier otro artificio con 
el fin de alterar el precio del remate, serán 
castigados con una multa del 10 al 50 por 100 
deí valor de la cosa subastada, á no merecer- 
la mayor por la amenaza ú otros medios que 
emplearen. 

Art, 461. Los que se coligaren con el íin 
de encarecer ó abaratar abusivamente el 
precio del trabajo, ó regular sus condicio- 
nes, serán castigados siempre que la coliga- 
ción hubiere comenzado á ejecutarse, con 


(88) Sobre propiedad literaria debe tenerse 
presente la ley de 10 de junio de 1847, inserta 
en Propiedad literaria. Allí se establecen los 
derechos de los autores, su duración y efectos, 
y se señalan les penas en que incurren los de- 
fraudadores. 

Sobre propiedad industrial deben consultarse 
el R. D. de 20 de noviembre de 1850 que se re- 
fiere a las defraudaciones de marcas y distin- 
tivos de fábricas y productos industriales y el 
R. D. de 27 de marzo de 1826 sobre privilegios 
de industria. 

(89) No confundir este del i Lo con la falta 
que castiga la segunda parte del art. 482. 


(87) Véase el número 2.° del art. 437. 
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las penas de arresto mayor y multa de 1 0 á 
400 duros. 

Si la coligación se formare- en una pobla- 
ción menor-de 10,000 almas, las penas serán 
arresto menor y multa de 5 á 50 duros. 

Las penaste impondrán en aiiibos casos 
en su grado máximo'a los jefes y promove- 
dores de la coligación , y á los que para ase- 
gurar su éxito emplearen violencias ó ame- 
nazas, á no ser que por ellas merecieren ma- 
yor pena. 

Art. 462. Los que esparciendo falsos ru- 
mores ó usando de cualquier otro artificio 
consiguieren alterar los precios naturales 
que resultarían de la libre concurrencia en 
las mercancías , acciones, reutas públicas ó- 
privadas, ó cualesquiera otras cosas que fue- 
ren objeto de contratación , serán castigados 
eon las penas de arresto mayor y multa de 
100 á 1,000 duros. 

Art. 463. Cuando el fraude expresado en 
el artículo anterior recayere sobre mante- 
nimientos ú otros objetos de primera necesi- 
dad , además de las penas señaladas en el 
mismo, se impondrá la del comiso de los gé- 
neros que fueren objeto "del fraude. 

Para la imposición de estas penas bastará 
que la coligación haya comenzado á ejecu- 
tarse. 

CAPITULO VI. 

De /as casas de préstamos sobre prendas. 

Art. 464. El que sin licencia de la auto- 
ridad se dedicare habitualmente á prestar 
sobre prendas ú otras seguridades, será cas- 
tigado con la multa de 20 á 200 duros. 

Art. 465. Será castigado con la multa de 
100 á 1,000 duros el que hallándose dedi- 
cado con licencia ó sin ella . ú la industria 
de que se habla en el artículo anterior , no 
llevare libros con la debida formalidad, asen- 
tando en ellos sin claros ni entrerenglonados 
las-cantidades prestadas, los plazos ó intere- 
ses; los nombres y domicilio de los que las 
reciban, la naturaleza, calidad y valor de Jos 
objetos dados en prenda, y las demás cir- 
cunstancias que exijan los reglamentos (90). 
Las cantidades prestadas caerán en comiso. 
Art. 466. Ei prestamista que no diere 
resguardo de la prenda ó seguridad recibida, 
será castigado con una multa del duplo al 
quíntuplo de su valor, y la cantidad que hu- 
biere prestado caerá en comiso. 

(90) Aunque no conocemos reglamento espe- 
cial sobre el asunto de este capítulo , se vé 
bien que sus disposiciones son de suyo, ade- 
mas de penales , reglamentarias de precisa ob- 
vservancia. « 
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CAPITULO VIL 
Del incendio y otros estragos. 

Art. 467 ; El incendio será castigado con 
la pena de cadena perpétua á la de muerte: 

1. ° Cuando se ejecutare en cualquier 

edificio, buque ó lugar habitados. 

2. ° Cuando se ejecutare en arsenal, asti- 
llero, almacén de pólvora, parque de artille- 
ría ó archivo general del Estado. 

Art. 468. Se castigará el incendio con la 
pena de cadena temporal: 

1. ° Cuando se ejecutare en cualquier 
edificio ó lugar destinado á servir de inora- 
da, que no estuviere actualmente habitado. 

2. u Cuando se ejecutare dentro de pobla- 
do, aun cuando fuere en un edificio ó lugar. 

: no destinado ordinariamente á la habitación. 

; 3.° Cuando se ejecutare en mieses, pas- 

tos, montes ó plantíos . 

Art. 469. El incendio de objetos no com- 
prendidos en los dos artículos anteriores se- 
rá castigado: 

1 . ° Con la pena de presidio correccional, 
no excediendo de 10 duros el daño causado 
á tercero. 

2. ° Con la peüa de presidio menor, pa- 
sando de 10 y no excediendo de 500 duros. 

3. ° Con la de presidio mayor excediendo 
de 500 duros. 

Art. 470. En caso de aplicarse el incen- 
dio á chozas, pajaró cobertizos deshabitados, 
ó á cualquier ol.ro objeto cuyo valor no exce- 
diere de 50 duros, en tiempo y con circuns- 
tancias que manifiestamente excluyan todo 
peligro de propagación, el culpable no incur- 
rirá en las penas señaladas en este capítulo, 
pero sien las que mereciere por el daño que 
causare con arreglo á las disposiciones del 
capítulo siguiente. 

Art. 471. Incurrirán respectivamente en 
las penas de este capítulo los que causen es- 
tragos por medio de sumersión 6 varamiento 
de nave, inundación, explosión de una mina 
ó máquina de vapor , y en general por la 
aplicación de cualquier otro agente ó medio 
de destrucción tan poderoso como los expre- 
sados. 

Art. 472. El que fuere aprehendido con 
mecha ó preparativo conocidamente dispues- 
to para incendiar ó causar alguno de los es- 
tragos expresados en este capítulo, será cas- 
tigado con la pena rle presidio menor. 

Art. 473. El culpable de incendio ó es- 
tragos no se eximirá de Jas penas impuestas 
en este capítulo, aunque para cometer el río- 
lito hubiere incendiado ó destruido bienes de 
su pertenencia. 
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CAPITULO VIII. 

De los daños. 

Art. 474. Son reos de daño, y están suje- 
tos á las penas de este capítulo, ios que en la 
propiedad ajena causaren alguno que no se 
halle comprendido en el anterior. 

Art. 475. Serán castigados con la pena 
de prisión menor los que causaren daño cu- 
yo importe exceda de 500 duros: 

i. u Con la mira de impedir el libre ejer- 
cicio de la autoridad ó en venganza de sus 
determinaciones, bien se cometiere ei delito 
contra empleados públicos, bien contra par- 
ticulares que corno testigua ó de cualquiera 
otra manera hayan contribuido ó puedan 
contribuir á Ja ejecución ó aplicación de las 
leyes. 

2/' Produciendo por cualquier medio, 
infección ó contagio en ganados. 

3. u Empleando sustancias venenosas ó 
corrosivas. 

4. ° En cuadrilla y en despoblado. 

5. ü En un archivo ó registro. 

U. ' En puentes, caminos, paseos ú otros 
objetos de uso público ó comunal. 

7V Arruinando al perjudicado. 

Art. 476. El que con alguna de las cir- 
cunstancias expresadas en el artículo ante- 
rior causare daño cuyo importe exceda de 5 
duros, pero que no pase de 500, será casti- 
gado con la pena de prisión correccional. 

Art. 477. El incendio ó destrucción de 
papeles ó documentos cuyo valor fuere esti- 
mable, se castigará con arreglo á las dispo- 
siciones de esto capítulo. 

Si no fuere estimable, con las penas de 
prisión correccional y multa de 50 á 500 
duros. 

Lo dispuesto en este artículo se entiende 
cuando el hecho no constituya otro delito 
mas grave. 

Art. 47S. Los daños no comprendidos en 
Jos artículos anteriores cuyo importe pase de 
10 duros, serán castigados con la multa del 
tanto al triplo de la cuantía á que ascendie- 
ren, no bajando nunca de 15 duros. 

Esta determinación no es aplicable á los 
daños causados por el ganado, y los demás 
que deben calibrarse de faltas con arreglo á 
lo que se establece en el iib. III. 

Las disposiciones del presente capítulo solo 
tendrán lugar cuando al hecho, considerado 
como delito, no corresponda mayor pena al 
tenor de lo determinado en el art. 437 (91). 


(91) Hay que distinguir los danos que se 
Comprenden en todo este capitulo de los que 


CAPITULO IX. 

Disposiciones generales. 

Art. 473. Están exentos de responsabili- 
dad criminal y sujetos únicamente á la ci- 
vil por los hurtos, defraudaciones, ó daños 
que reciprocamente se causaren: 

1. ° Eos cónyujes, ascendientes y des- 

cendientes ó afines en la misma linea." 

2. ° El consorte viudo respecto de las co- 
sas de la pertenencia de su difunto cónyuje, 
mientras no hayan pasado á poder de otro. 

3. ° Los hermanos y cuñados si vivieren 
juntos. 

La excepción de este artículo no es apli- 
cable á los extraños que participen del de- 
lito. 

TITULO XV. 

DE LA IMPRUDENCIA TEMERARIA. 

Art. 480. El que por imprudencia teme- 
raria ejecutare un hecho, que si mediase ma- 
licia constituiría un delito grave, será casti- 
gado con la prisión correccional: y con el ar- 
resto mayor de uno á tres meses, si constitu- 
yera mi delito menos grave. 

Estas mismas penas se impondrán respec- 
tivamente al que con infracción délos regla- 
mentos cometiere un delito por simple im- 
prudencia ó negligencia. * 

En la aplicación de estas penas procede- 
rán los Tribunales según su prudente arbi- 
trio, sin sujetarse á las reglas prescritas en 
el art. 74. 

Lo dispuesto en el presente artículo no 
tendrá lugar cuando la pena señalada al de- 
lito sea menor que las contenidas en el pár- 
rafo l.° del mismo, en cuyo casólos Tribu- 
nales aplicarán la inmediata á la que cor- 
responda eim.el grado que estimen conve- 
niente (92). 

por no llegar á cinco duros, se califican como 
faltas, que son los siguientes; 

Los causados en monumentos de ornato y 
utilidad publica, en paseos, parques, arbole- 
das, etc., se castigan en tos ruiins. 2.°, y 3. u 
del art. 483, 

Destruyendo choza , albergue, vallado, etc., 
en ei núm. 13 del mismo articulo. 

Enaguas de otro, aprovechándolas ó distra- 
yéndolas de su curso, en los arts. 489 y 498. 

En montes y arboledas . en los arts. 490, 491 
y 499 y los causados por ganados, en ios artícu- 
los 487, 488, 496 y 497.— V. Montes. 

— Los causados por otros medios: en el ar- 
tículo 492. 

(92) Cuando la imprudencia es simple, sin 
infracción délos reglamentos, se castiga como 
falta por el párrafo 5, 0 del art. 493, 
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LIBRO TERCERO. 


De las faltas (93). 


TITULO PRIMERO, 

Art. 481. Serán castigados con tas penas 
de arresto de uno á diez días, multa de 3 á 
15 duros y reprensión: 

1. ° El que blasfemare públicamente de 
Dios, de la Virgen, de los Santos ó de las co- 
sas sagradas. 

2. ° ~ El que en la misma forma con dichos, 
con hechos ó por medio de estampas, dibu- 
jos ó figuras cometiere irreverencia contra 
las cosas sagradas ó contra los dogmas de la 
religión sin llegar al escarnio de que habla el 
art. 133 (94). 

3. ° Los que en menor escala que la de- 
terminada en dicho artículo cometieren sim- 
ple irreverencia en los templos ó á las puer- 
tas de ellos, y los que en las mismas inquie- 
ten, denuesten ó zahieran á los fieles que 
concurren á los actos religiosos. 

4. ° El que públicamente maldijere al Rey, 
ó con otras expresiones cometiere desacato 
contra su sagrada persona. 


(93) Las faltas pueden clasificarse de este 
modo: 

Faltas contra la religión : núms. i, 2 y 3 del 
art. 481. 

— Contra las personas ; núms. 1 al 7, artícu- 
lo 483; 4, S vfi, art. 484; il v 12. art. 488; 11 
y 12, art. 486; 2 y 4, art. 493; 10, art, 494. 

— Contra la propiedad ; núms. I y 2 de la 2. a 
parte, art. 482; 1, 2 y 7, art. 484-'; 13, art. 488; 

1, 2, 3 y 4, art. 487; arts. 488 á 492; 21 á 25, 
arts. 49o y 496; y 2 del 499. 

— Contra las buenas costumbres y la moral; 

núms. 1 y 2, art. 482, y 12, art. 495. 

— ■ Contra el orden público ; núm 4, art. 481; 
14, art. 485; 4 y 5, art. 486; art. 493; 16, ar- 
ticulo 494. 

— Contra los bandos de policia, leyes y regla- 
mentos especiales ; núm. 3. art. 484; 1, 2, 3, 
6, 7, 8 y 9, art. 483; 1, 2, 3, 6 á 10. art 486; 3, 
art. 493; 4, 5, 7 y 8, art. 494; 2, 5, 7, 10, 11, 
13 al 20, 26 y 27, art. 495 

— Varias; núms. 4, 5 y 10, art. 485; 5, art., 493; 

2, 3 y 9, art. 494; l( 3, 4, 6, 8 y 9. art. 495. 

(94) Esta disposición no es aplicable al he- 
cho de trabajcr en dias festivos, ni existe en 
el Código disposición expresa aplicable á esta 
falta, pudiendo por lo tanto carfigarla guber- 
nativamente los Alcaldes. (R. D. de 28 de di- 
ciembre de 1864 decidiendo á favor da la Ad- 
ministración la competencia entro el Goberna- 
dor de Yalladolid y el Juez de Y Malón.) 
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Art. 482. Incurren en las penas de uno 
á cinco dias de arresto de 1 á 10 duros de 
multa y reprensión: 

1. ° Los que públicamente ofendieren al 
pudor con acciones ó, dichos deshonestos. 

2. ° El que exponga al público, y el que, 
con publicidad 6 sin ella, expenda estampas, 
dibujos ó figuras que ofendan al pudor y á 
las buenas costumbres. 

Lps jueces y Tribunales calificarán pruden- 
cialmente cuando hay publicidad en los ca- 
sos del presente artículo y del anterior se- 
gún las circunstancias del lugar, tiempo y 
personas y escándalo producido por la falta. 

Incurre también en la pena del artículo 
anterior: 

1. ° El que defraudare al público en la 
venta de mantenimientos, ya sea en calidad, 
ya en cantidad, por valor que no exceda de 
5 duros. En este último caso se impondrá al- 
ternativamente el arresto 6 la multa, y siem- 
pre la reprensión: en el de reincidencia se. 
aplicarán conjuntamente estas tres penas (95). 

2. ° El traficante á quien se aprehendie- 
ren mantenimientos que no tengan el peso, 
medida ó calidad que corresponda. 

Art. 483. Serán castigados con las penas 
de tres á quince dias de arresto y reprensión: 

i ,° El marido que maltratare á su mujer 
no causándola lesiones de la comprendidas 
en el núm. 4.° del art. 484, y la mujer des- 


(95) El Consejo Reñí decidiendo (R. D. de i.° 
mayo de 1850) una competencia entre el inten- 
dente de rentas de Cádiz y el Alcalde, de aquella 
capital sobre corocimientü del hecho que el Regi- 
dor de mercados le había denunciado consistente 
en haber hallado faltas de peso las porciones de 
sal que los freidoras de pescado habían compra- 
do en el alfolí, vinoá declarar con vista de los 
arts. 22, 482, núm. l.° del segundo período, 
y 484 núm. 1° del Código penal, que corres- 
pondía á la Administración el conocimiento, 
porque ni la sal se reputa como mantenimiento, 
ni los agentes oficiales que tiene la Hacienda pa- 
ra su venta, se consideran tampoco traficantes. 
Respetando nosotros esta decisión , que nunca 
consideramos acertada en los términos con que 
fué dictada, debemos hacer mérito de otra para 
nosotros de mas solidez, con que se resolvió que 
el uso de medidas falsas para la ex peo dieron de 
sal en el estanco público constituye una falta 
de las penadas en el libro 111 de dicho Código, 
y que por lo mismo al Alcalde compete su co- 
nocimiento con apelación al juez de primera ins- 
tancia, aunque el estanquero gozaba además fue- 
ro militar por ser cabo del batallón provincial 
de Albacete. Esta decisión es de i Tribunal Su- 
premo de Justicia, dictada eri 14 de abril de 
1860, y confirma mas y mas la doctrina de que 
en materia de faltas penadas en el Código no se 
reconocen fueros privlegiados. 
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obediente asa marido que le provocare ó in- 
juriare. 

2.° El cónynje que escandalizare en sus 
disensiones domésticas, después de haber si- 
do amonestado por la autoridad. 

Los padres do familia que abandonen 
á sus hijos, no procurándoles la educación 
que permiten y requieren su clase y facul- 
tades. 

í.° Los hijos de familia que falten al re - í 
neto y sumisión debida á sus padres. 

5. ° Los pupilos que cometen igual falta 
inicia sus tutores. 

6. ” Los subordinados del orden civil res- 
pecto de sus jefes y superiores cuando el 
hecho no tuviere señalada mayor pena por 
este Código ó leyes especiales. 

7 . ° Los particulares respecto de cualquier 
funcionario revestido de autoridad pública, 
aun cuando no sea en ejercicio de sus fun- 
ciones, con tal que en este caso se anuncie 
ó dé á conocer como tal. 

En los casos de que habla el presente artí- 
culo y los dos precedentes, la reprensión será 
privada . 

Ar. 4S-L Serán castigados con las penas 
de arresto de cinco á quince dias y mulla de 
o á lo duros: 

1. ° Los traficantes que tuvieren medidas 

ó pesos falsos, aunque con ellos no hubieren ■ 
defraudado (93). 

2. ° Los que usaren en su tráfico medidas . 
ó pesos no contrastados. 

3. ° Los que en la exposición de niños 
quebrantaren los reglamentos. 

4. ° Los que causaren lesión que impida 
al ofendido trabajar de uno á cuatro dias, ó 
haga indispensable la asistencia del faculta- 
tivo por el mismo tiempo (94). 

3.° Los que amenazaren á otros con ar- 
mas blancas ó de fuego, y los que riñendo 
con otros las sacaren, como no sea con mo- 
tivo justo. 

6. " Los que corrieren carruajes ó caba- 
llerías con peligro de las personas, haciéndo- 
lo de noche ó en paraje concurrido. 

7. ° Los que con violencia entraren á ca- 
zar ó pescar en lugar cercado ó vedado. 

Art. 485. Se castigarán: con la pena de 


(93) Téngase presento el ait. 482 y su nota; y 
si la, defraudación excede de 5 duros, el 481. 

(94) Sobre esla falta y sobre la del ruim, 11 
de! art. 485, como en todos los demás hechos que 
son delitos 6 faltas según su mayor ó menor en- 
tidad ó tiempo, deben procurar los Alcaldes po- 
nerse á cubierto con la declaración explícita y 
terminante de los facultivos ó peritos, haciendo 
que firmen el acta. 


arresto de cinco á quince dias, ó una multa 
de 5 á 15 duros: 

1. ° Los que en caminos públicos, calles, 
plazas, ferias ó sitios semejantes de reunión, 
establecieren rifas ó juegos de envite ó azar! 

Lo dispuesto en este número so entiende 
sin perjuicio de lo determinado para casos de 
mayor gravedad, al prudente juicio do los 
Tribunales, en el art., 267. 

2. ° Los que apedrearen, mancharen ó 

deterioraren estatuas, pinturas ú otros mo- 
numentos de ornato ó utilidad pública, aun- 
que pertenezcan á par! ¡ciliares. 

3. ° Los que causaren daño que no exce- 
da de 5 duros en paseos, parques, arboledas 
ú otros sitios de recreo ó esparcimientos de 
las poblaciones, ó en objetos de pública uti- 
lidad. 


Lo dispuesto en este número y en el ante- 
rior se entiende sin perjuicio de lo determi- 
nado para su caso en el art. 437. 

4.° Los que ejercieren sin título actos de 
una profesión que lo exija (95). 

3.° Los que usaren de cruces ú otras 
condecoraciones ó distinlivos que no les cor- 
respondan. 

6. ° T,os que, infringieren las reglas higié- 
nicas ó de salubridad acordadas por la auto- 
ridad en tiempo de epidemia ó contagio. 

7. ° Los que infringieren ios reglamentos 
sanitarios sobre epidemias de animales, ex- 
tirpación de langosta vi otra plaga semejante. 

8. ° Los que infringieren los reglamentos 
de policía en lo concerniente á mujeres pú- 
blicas. 

9. ° Los que despacharen medicamentos 
sin autorización competente. 

10. Los facultativos que notando en una 
persona ó en un cadáver señales de envene- 
namiento ó de otro delilo grave, no dieren 
parte á la autoridad oportunamente. 

1 í . Los que causaren lesiones con palo, 
piedra ú otro cuerpo extraño, cuando las le- 
siones no impidan trabajar ni bagan indis- 
pensable la asistencia del facultativo. 

12. El que de palabra y en el calor de 
la ira amenazare á otro con causarle un mal 
que constituya delito, y se mostrare luego 
arrepentido. 

13. Los que destruyeren ó destrozaren 
choza, albergue, cerca, vallado ú otra de- 
fensa .de heredad ajena, no excediendo el 
daño de 5 duros. 

14. Los que excitaren ó dirigieron cen- 
cerradas ú otras reuniones tumultuosas en 


(9o) V. Cok anderos ó intrusos en la ciencia 
de curar, y Títulos profesionales. 
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ofensa de alguna persona ó del sosiego de Tas 
poblaciones. 

Art. 486, Serán castigados con una mul- 
ta de 5 á 15 duros : 

1 . ° Los que faltando á las órdenes de la 
autoridad descuidaren reparar ó demoler 
edificios ruinosos. 

2. ° Los que infringieren las reglas de. 
de seguridad concernientes al depósito de 
materiales y apertura de pozos ó escava- 
ciones. 

3. ° Los que dieren espectáculos públi- 
cos sin licencia de la autoridad, ó traspasa- 
ren la que se les hubiere concedido. 

4. ° Los que por quebrantar los regla- 
mentos sobre espectáculos públicos ocasio- 
naren algún desórden. 

5. ° Los que asistiendo á un espectáculo 
público provocaren algún desórden ó toma- 
ren parte en él. 

6. Los farmacéuticos que despacharen 
medicamentos en virtud de recetas que no 
se hallen debidamente autorizadas. 

7. ° Los farmacéuticos que despacharen 
medicamentos de mala calidad ó sustituyeren 
unos por otros. 

8. ° Los que abrieren establecimientos 
sin licencia de la autoridad cuando sea ne- 
cesaria. 

9. a Lós dueños ó encargados de fondas, 
cafés, confiterías ú otros establecimientos en 
que se despachen comestibles ó bebidas, que 
faltaren á los reglamentos de policía relati- 
vos á la conservación ó uso de vasijas ó úti- 
les destinados para el servicio. 

10. Los que infringieren los reglamen- 
tos ó disposiciones de la autoridad sobre la 
custodia de materias inflamables ó corrosi- 
vas, ó productos químicos que puedan cau- 
sar estragos. 

1 1 . Los que encontrando perdido ó aban- 
donado un menor de siete anos, no lo entre- 
garen a su familia ó no lo recogieren ó de- 
positaren en lugar seguro, dando cuenta á la 
autoridad en los dos últimos casos. 

12. Los que no socorrieren ó auxiliaren 
á una persona que encontraren en despobla- 
do herida, maltratada ó en peligro de pere- 
cer, cuando pudieren hacerlo sin detrimento 
propio. 

Art, 487. El dueño de ganados que en- 
traren en heredad ajena, y causaren daño 
que exceda de 2 duros , será castigado con 
la multa, por cada cabeza de ganado: 

L° De 3 á 9 rs. si fuere vacuno. ; 

2 ° De2á 6 si fuere caballar, mular ó 
asnal. 

3-° De i á 3 si fuere cabrío v la heredad 
tuviere arbolado. " 
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4.° Del tanto del daño á un tercio mas 
si fuere lanar , ó de otra especie no com- 
prendida en los números anteriores. 

Esto mismo se observará si el ganadofuere 
cabrío y la heredad no tuviere arbolado (96). 

Art, 488. Por el simple hecho de entrar 
en sitio vedado ó heredad ajena , cuando no 
sea permitido, veinte ó mas cabezas de ga- 
nado, se impondrá al dueño de estas una 
multa equivalente á 1a, mitad de Ja determi- 
nada en el artículo anterior. 

En el caso del núm. 4.° del artículo ante- 
rior , se observará lo dispuesto en el 496 , 
cualquiera que sea el número de cabezas de 
ganado (96). 

Art. 489. El que aprovechando aguas de 
otro, ó distrayéndolas de su curso causare 
daño que exceda de 2 duros y no pase de 25, 
será castigado con la multa del tanto al tri- 
plo del daño causado. 

Art,. 490. El que cortare árboles en he- 
redad ajena causando daño que no exceda 
de 25 duros, será castigado con una multa 
desde el tanto al triplo del daño. 

Art„ 491. El que entrare en monte aje- 
no, y, sin talar árboles, cortare ramaje 6 hi- 
ciere leña causando daño que exceda de 
2 duros y no pase de 25, será castigado con 
una multa desde la mitad al duplo del daño 
causado. 

Art. 492. El que por otros medios que 
los señalados en los artículos precedentes 
causare daño en bienes de otro que no ex- 
ceda de 10 duros, será castigado con la mul- 
ta del lanío al duplo del daño causado. 

Lo dispuesto en este artículo y en los dos 
precedentes se entiende sin perjuicio de lo 
determinado para su caso en el 437. 

Art. 493. Serán castigados con el arres- 
to de uno á cuatro días y Ja reprensión: 

í.° El que en rondas ú otros esparci- 
mientos nocturnos alterare el sosiego público 
desobedeciendo á la autoridad. 

2. ° El que torne parte en cencerradas ú 
otras reuniones ofensivas á alguna persona, 
no estando comprendido en el número 14 
del art 48o. 

3. ° El que apagare el alumbrado público 
ó del exterior de los edificios , ó el de los 
portales ó escaleras de los mismos. 

4. ° El que injuriare á otro livianamente 
de obra ó de palabra. 

5. ° El que por simple imprudencia ó por 
negligencia, sin cometer infracción de Jos 
reglamentos, causare un mal que, si mediase 
malicia, constituiría delito. 

Art. 494. Serán castigados con el arres- 


(96) Véase Daños de ganados. 
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t 0 de uno á cuatro dias ó una multa de l 
á 4 duros: 

El que contraviniere á las reglas que 
la autoridad diclare para conservar cd órrlen 
público ó evitar que se altere. 

2. ° El que podiendo sin detrimento pro- 
pio prestar á la autoridad el auxilio que recla- 
mare en casos de incedio, inundación , nau- 
fragio ú otra calamidad, se n otra re á ello. 

3. u El que faltare á la obediencia debida 
á la autoridad, dejando de cumplir las órde- 
nes particulares que esta le dictare, en lodos 
aquellos casos en eme la desobediencia no 
teüga señalada mayor pena por este Código ó 
leyes especiales. 

4. ° El que infringiere los reglamentos re- 
lativos á la quema de montes , rastrojeras ú 
otros productos de la tierra. 

K.° El que contraviniere á las reglas es- 
tablecidas para evitar la propagación del fue- 
go en máquinas de vapor, culeras, hornos ú 
otros lugares semejantes. 

6. ° Él que disparare arma de fuego, co- 
hete, peíanlo ú otro proyectil dentro de po- 
blación. 

7. u El que corriere carruajes ó caballe- 
rías dentro de una población , no siendo en 
los casos previstos en el nínn. 6.° del arí. 484. 

8. ° El que infringiere Jas reglas de poli- 
cía dirigidas á asegurar el abastecimiento de 
los pueblos. 

9. ° El que ocultare su verdadero nombre 
y apellido á la autoridad ó persona que tenga 
derecho á exigir que lo manifieste. 

10. El que amenazare á otro de palabra 
con causarle un mal que no constituya delito. 

Art. 495. Incurrirá en ia multa de medio 
duro á cuatro. 

1. ° El que teniendo obligación de pre- 
sentar al párroco un recien nacido para su 
bautismo no lo hiciere dentro del término de 
la ley. 

2. ° El que no diere los partes de defun- 
ción contraviniendo á la ley ó reglamentos. 

3. ° El facultativo que no diere conoci- 
miento á la autoridad cuando por el ejecicio 
de su profesión entendiere haberse cometido 
un delito menos grave. 

4. ° El que se negare á recibir en pago 
moneda legítima y admisible. 

5. ° El que infringiere las regias de poli- 
cía relativas á posadas, fondas, cafés, taber- 
nas y otros establecimientos públicos (97). 

6. ° El que con objeto de lucro interpre- 
tare sueños, hiciere pronósticos ó adivina- 


(97 j V. Establecimientos públicos : Oiiden 
Público. 
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cienes, ó abusare de la credulidad de otra 
manera semejante. 

7. ° El que faltare á las reglas establecidas 
para el alumbrado público donde este servi- 
cio se baga por particulares. 

8. ° El encargado de la guarda de un loco 
ó demente que le dejare vagar por sitios pú- 
blicos sin ia debida vigilancia. 

9. ° El dueño de un animal feroz ó dañi- 
no que le dejare suelto ó en disposición de 
cansar nial. 

10. El que escandalizare con su embria- 
guez. 

11. El que saliere de máscara en tiempo 
rio permitido, ó de una manera contraria á 
los reglamentos. 

12. El que se bañare quebrantando las 
reglas de decencia ó de seguridad estableci- 
das por la autoridad. 

13. El que construyere chimeneas, estu- 
fas ú hornos en infracción de los reglamen- 
tos, ó dejare de limp-'arlos ó cuidarlos con pe- 
ligro de incendio. 

1 4. El que infringiere los reglamentos 
relativos á carruajes públicos ó de particu- 
lares. 

15. El que. arrojare animales muertos en 
sitios vedados ó quebrantando las reglas de 
policía. 

■16. El que infringiere las reglas de poli- 
cía en la elaboración de objetos fétidos ó in- 
salubr s ó los arrojare á las calles. 

17. El que arrojare escombros en luga- 
res públicos contraviniendo á la reglas de 
policía. 

i 8. El que tuviere en balcones, ventanas, 
azoteas ú otros puntos exteriores de su casa, 
tiestos ú otros objetos, con infracción de las 
reglas de policía. 

19. El que arrojare á la calle por balco- 
nes, ventanas ó por cualquiera otra parte 
agua ú objetos que puedan causar daño. 

20. El que tirare piedras ú otros objetos 
arrojadizos en parajes públicos con riesgo de 
los transeúntes, ó lo hiciere á las casas ó edi- 
ficios en perjuicio de los mismos, ó con 
peligro de las personas. 

21 . El que entrare en heredad ajena para 
coger frutos y comerlos en el acto. 

22. El que entrare con carruaje, ca- 
ballerías ó animales dañinos en heredades 
plantadas ó sembradas. 

23. El que entrare en heredad ajena para 
aprovechar el espigueo ú otros restos de 
cosechas. 

24. El que entrare en heredad ajena cer- 
rada ó cercada. 

25. El que entrare sin violencia á cazar 
ó pescar en sitio vedado ó cerrado. 
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26. El que infringiere las ordenanzas de 
caza 6 pesca en el modo ó tiempo de ejecu- 
tar una ú otra. 

■ 27. El que contraviniere á las disposicio- 
nes de los reglamentos , ordenanzas ó cos- 
tumbres locales de policía urbana ó rural no 
comprendidos en este Código. 

Art. 496. El dueño de ganados que en- 
traren en heredad ajena , y causaren daño 
que no pasen de 2 duros, será castigarlo con 
una multa con arreglo á la escala del artícu- 
lo 487 en su grado mínimo. 

En caso de reincidencia, se impondrá el 
grado medio, á no intervenir circunstancia 
, atenuante. 

Art. 497. El dueño de ganados que en- 
traren en heredad ajena sin causar daño, 
pero no siendo permitido, cuando no lleguen 
á 20 cahezas, será castigado con la multa 
de medio duro á cuatro (98). 

Art. 498. El que aprovechando aguas de 
otro ó distrayéndolas de su curso, causare 
daño que no exceda de 2 duros, será castr- 
ado con una multa del tanto al duplo del 
año causado. 

Art. 499. El que entrare en monte aje- 
no, y sin talar árboles, cortare ramaje ó hi- 
ciere leña causando daño que no exceda de 
2 duros, será castigado con una multa desde 
la mitad al tanto del daño causado. 

Siendo reincidente, la multa será de la mi- 
tad al duplo del daño. 

Lo dispuesto en este artículo se entiende 
sin perjuicio de lo determinado para su caso 
en el 437. 

TITULO II. 

DISPOSICIONES COMUNES Á LAS FALTAS. 

Art. 500. En la aplicación de las penas 
de los dos títulos anteriores procederán los 
Tribunales según su prudente' arbitrio den- 
tro de los límites do cada una, atendiendo á 
las circunstancias del caso. 

Art. 501. Los cómplices en las faltas se- 
rán castigados con la misma pena que los ; 
autores en su grado mínimo. 

Art. 502. Caerán siempre en comiso: 
t.° Las armas que llevare el ofensor al 
cometer un daño ó inferir una injuria, si las 
hubiere mostrado. 

2. n Las bebidas y comestibles falsifica- 
dos, adulterados ó pervertidos, siendo no- 
civos. 

; L° Los efectos falsificados, adulterados ó 
averiados que se expendieren como legítimos 
ó buenos. 

(93) Véase DaNos DE GANADOS. I 


4. ° Los comestibles en que se defrauda- 
re al público en cantidad ó calidad. 

5. ° Las medidas ó pesos falsos. 

6. ° Los enseres que sirvan para juegos 
ó rifas. 

7. ° Los efectos que se empleen para adi- 
vinaciones ú otros engaños semejantes. 

Art. 503. El comiso de los instrumentos 
y efectos de las faltas expresados en el ar- 
tículo anterior, lo decretarán los Tribunales 
á su prudente arbitrio, según los casos y cir- 
cunstancias. 

Art. 504. Los penados con multa que fue- 
ren insolventes serán castigados con un dia 
de arresto por cada duro de que deban res- 
ponder. 

Cuando la responsabilidad no llegare á un 
duro, serán castigados sin embargo con un 
dia de arresto. 

Por las otras responsabilidades pecuniarias 
en favor del tercero, serán castigados con un 
dia de arresto por cada medio duro. 

Art. 505. En las ordenanzas municipales 
y demás reglamentos generales ó particula- 
res de la Administración que se publicaren 
en lo sucesivo, no se establecerán mayores 
penas que las señaladas en este libro , aun 
cuando hayan de imponerse en virtud de 
atribuciones gubernativas, á no ser que se 
determine otra cosa por leyes especiales 

Conforme á este principio, las disposicio- 
nes de este libro no excluyen ni limitan las 
atribuciones que por I.ts leyes de 8 de enero, 
2 de abril de 1845, y cualesquiera otras es- 
peciales competan á Jos agentes de la Admi- 
nistración para dictar bandos de policía y 
buen gobierno, y para corregir gubernativa- 
mente las faltas en los casos en que su re- 
presión les esté encomendada por las mis- 
mas leyes (99). 


(99) Este artículo ha sido modificado por las 
importantes reglas establecidas en el R. I), de 
18 de mayo de 1853 y por las disposiciones de 
la ley para el gobierno y administración de las 
provincias de 2o de setiembre de 1863 — Según 
estas disposiciones combinadas los Alcaldes 
pueden castigar, ya gubernativamente ya en 
juicio, ateniéndose ai limite, de este art. 50o del 
Código las faltas que en el mismo tienen seña- 
lada la pena de multa, o reprensión y multa. 
Si la multa estuviere establecida en Ordenanza 
ó Reglamento vigente anterior al Código, en es- 
te caso no tendrán que atenerse al limite del 
art. 50o y sí al del 7o de la Ley municipal. Es- 
to en cuanto á los Alcaldes y respecto de la 
multa. 

En cuanto á los Gobernadores, la ley de 2o 
de setiembre, de 1863, modificada en 21 de oc- 
tubre de 1866, señala taxativamente las faltas 
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DISPOSICION FINAL. 

Art. 506. Quedan derogadas todas Jas le- 
ves penales generales anteriores á la promul- 
gación de este Código, salvo las relativas á 
Jos delitos no sujetos á las xlisposiciones del 
mismo con arreglo á lo prescrito en el ar- 
tículo 7.° 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 

Mientras no se crearen los establecimien- 
tos penales necesarios para el cumplimiento 
de las penas señaladas en este Código, se ob- 
servarán las reglas siguientes: 

1 , a Para la ejecución de Jo dispuesto en 
el art. 7.°, mientras no se determina otra 
cosa, se reputan delitos militares los delitos 
y faltas que hasta la publicación del Código 
han merecido aquel concepto por el tenor de 
las ordenanzas del ejército y armada, adicio- 
nes y aclaraciones á las mismas, y por la ju- 
risprudencia general : no haciéndose por 1 
ahora novedad en cuanto á los casos reco- 
nocidos de desafuero. 

2. a Las mujeres sentenciadas á las penas 
de cadena, reclusión, presidio ó prisión, 
cumplirán su condena en los establecimien- 
tos que en la actualidad sirven exclusiva- 
mente para la reclusión de las personas de 
su sexo, y se procurará reunir en edificios 
separados, ó por lo menos en departamentos 
diferentes, las sentenciadas á cada una de Jas 
diversas ciases de penas. 

3. a Los sentenciados á presidio mayor y 
menor podrán ser destinados por ahora á 
unos mismos establecimientos aunque se ha- 
llen situados fuera del territorio de la Au- 
diencia que imponga la pena, con tal que es- 
tén en la Península, ó en las Islas Baleares ó 
Canarias. 

4. a Los sentenciados á prisión mayor ó 
menor podrán igualmente reunirse en un 
mismo establecimiento situado dentro de la 
Península ó en las Islas Baleares ó Canarias. 

5. a Los sentenciados á presidio y prisión 
correccional podrán también ser destinados 
á un mismo establecimiento situado en la 
provincia de su domicilio, ó en una de las 
mas inmediatas, y se cuidará de colocarlos 
en departamentos diferentes. 

6. a Los sentenciados á arresto mayor, 
que según la disposición del art. 1 1 1 deban 
sujetarse al trabajo , cumplirán su condena, 
conforme á lo prevenido en 3a regla anterior, 

que los Gobernadores pueden castigar con mul- 
ta (núm. 3.° del art. 10 y 5.° del í 1 , ley; y 27 
y 28, rcg.); y no les faculta para imponer el 
arresto. 

Tratamos mas detenidamente este asunto en 
los artículos Arresto: Faltas: Multas. 


en el mismo departamento que los senten- 
ciados á prisión correccional. 

No tendrá lugar esta disposición respecto 
de las mujeres, las cuales sufrirán el arresto 
en la cárcel ó edificio público destinado á 
este efecto en la capital de partido, dedicán- 
dose á las labores propias de su sexo. 

LEY PROVISIONAL REFORMADA 

prescribiendo reglas para la aplicación de las 
disposiciones del Codigo penal (100), 


Por ahora, y hasta que se publiquen el 
Código de procedimientos y la ley constitu- 
tiva de los Tribunales se observarán en la 
aplicación de las disposiciones del Código pe- 
nal las reglas siguientes: 

1. a Los Alcaldes y sus Tenientes en sus 
respectivas demarcaciones , conocerán en 
juicio verbal de las faltas de que trata el libro 
III del Código penal. 

A este fin llevarán en papel de oficio un 
libro foliado y rubricado en todas sus hojas, 
en el cual se extenderá un acta de cada jui- 
cio, que deberá contener el nombre y domi- 
cilio del reo, denunciador y testigos, y el re- 
súmen de lo que cada uno de ellos hubiere 
expuesto ó declarado. 

El acta será firmada por todas las personas 
que intervinieren en el juicio y pudieren ha- 
cerlo (101). 


(100) Las reglas 1. a ála 24 versan principal- 
mente sobre juicios de faltas. La 25 y siguien- 
tes basta la 37 sobre prisión y sus incidencias. 
Desde la 38 á la 57 se dictan disposiciones ge- 
nerales sobre varios trámites y formalidades 
del procedimiento, ampliadas después por los 
Rs. Ds. de 18 de mayo, 30 de setiembre y 9 de 
octubre de 1853 y 26 de mayo de 1854 que con 
otras se insertan en el Apéndice. 

— Tengase presento que para los delitos con- 
tra el orden público hay establecido un proce- 
dimiento especial por la ley de órden público. 

(101) Según esta regla y la 56, los Alcaldes 
y sus Tenientes son en sus respectivos pueblos, 
demarcaciones ó cuarteles los únicos compe- 
tentes para conocer en la primera instancia de 
los juicios sobre faltas. Consiguientemente, 
ante ellos están obligados á comparecer, sien- 
do citados, lo mismo los militares que los ecle- 
siásticos y cuantos gocen de fuero privilegiado, 
y aun los extranjeros domiciliados y transeún- 
tes. Respecto de estos últimos así lo dispone 
terminantemente el párrafo 6. 0 del art. 6 0 del 
Real decreto sobre extranjería de 17 de noviem- 
bre de 1852, y respecto de los aforados la juris- 
prudencia dél Tribunal Supremo lo tiene así 
establecido incontrovertiblemente, con multi- 
tud de casos de competencia, como puede verse 
por las decisiones de 3 de diciembre de 1853, 
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2. a En las veinticuatro horas siguientes 
dictará el Alcalde la sentencia, que será no- 
tificada á las partes, haciéndola constar en 
el libro de que traíala regla anterior, así 
como las notificaciones. 

3. a Los Alcaldes y sus Tenientes no ad- 
mitirán en estos juicios ningún género de 
escritos, ni permitirán informes orales de 
letrados. 

4. a Si por la no comparecencia de un tes- 
tigo ó por otro motivo justo, no fuere posible 
terminar el juicio en un solo acto, se conti- 
nuará al siguiente dia, extendiéndose en ca- 
da uno de ellos el acta correspondiente que 
firmarán los que hubieren concurrido. 

El Alcalde en este caso dictará sentencia 
del modo prevenido en la regla 2. a 

5. a Los Alcaldes-corregidores, corno au- 
toridades puramente gubernativas y políti- 
cas, no tienen jurisdicción para conocer de 
las faltas ni de los juicios de paz. 

fi. a Para hacer compatibles el uso de la 
jurisdicción y las funciones gubernativas, 
donde haya Alcaldes y Tenientes de Alcalde, 
los primeros no tendrán distrito judicial es- 
pecial, conociendo solo de las faltas á pre- 
vención con los Tenientes cuando las atencio- 
nes de gobierno se lo permitan. 

7. a Cuando no convengan entre sí las de- 
marcaciones municipales y judiciales, siendo 
desigual por lo tanto el número de los Tenien- 
tes y el de los Juzgados de primera instancia, 
si el de los primeros fuere mayor, conocerán 
torios los Tenientes, y si menor solo los que 
hubiere, observándose en ambos casos, y en 
el de la regla 6. a en cuanto á la intervención 
fiscal y á las apelaciones, lo dispuesto sobre 
estos puntos en la R. O. de 4.° de julio 
de 1848 (102). 

8. a Los juicios sobre faltas se celebrarán 
por ante escribano ó notario, si los hubiere: 
en otro caso, conforme á la práctica genera), 
intervendrá (iel de fechos. 

9. a Los jueces de primera instancia cui- 
» darán deque los Alcaldes y Tenientes de Al- 
calde en sus respectivos partidos judiciales, 


3 de marzo y 13 y 19 de mayo de 1854, 12 (le, 
mayo de 1868 y oiras. Esta jurisprudencia está 
conforme con ía ley 4. a , tít. XXXII, lib. Vil de 
la Nov, Recop. , v con la R. O. de 6 de octubre 
de 1819, según las cuales en todo lo relativo á 
la observancia de bandos de policía, no vale el 
fuero de guerra ni aun para la exacción de mul- 
tas. Véase además la nota ai art. 482, y Juicio 
DE PALTAS. 

M) Además de, la R. O. de i.° de julio de 
, T? 6 se _cita, son también muy deí caso la 

losa l ' f ' SBt t ft inbre de 1851 y de 4 de octubre de 
1853 que- se insertan en el Apéndice. 
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persigan las faltas que se cometan en ellos, 
y cuyo conocimiento les atribuye esta lev. 

4<j, Las multas que en asuntos judiciales 
impongan los Alcaldes y tenientes de Alcal- 
de, ingresarán en el fondo de penas de Cá- 
mara en igual forma que las impuestas por 
los Juzgados y Tribunales superiores (103). 

11. De la sentencia que dieren los Al- 
caldes no habrá lugar ó otro recurso que el 
de apelación para ante el juez de primera 
instancia del partido. 

12. Si se interpusiere apelación por cual- 
quiera de las partes , la admitirá el Alcalde 
siempre qne fuere introducida en los tres 
dias siguientes al de su notificación; y sin 
mas formalidad pasará al juez una copia tes- 
timoniada del acta y la sentencia , haciendo 
citar y emplazar antes á las partes para que 
dentro del término de diez dias acudan á usar 
de su derecho. 

A continuación de la copia testimoniada so 
pondrá nota de haberse admitido la apela- 
ción, y se extenderá la diligencia de empla- 
zamiento. 

13. Al dia siguiente de haberse conclui- 
do el término del emplazamiento, el juez se- 
ñalará dia para la vista, acordando en el mis- 
mo acto que por el escribano se ponga de 
manifiesto el expediente á las partes por el 
término de cuarenta y ocho horas. 

Acto continuo de la vista el juez dictará 
sentencia, la cual causará ejecutoria. 

14. En la instancia de apelación ante el 
juez del partido , no se admitirán nuevas 
pruebas á la partes . Celebrada la vista con 
arreglo á la disposición anterior, se dictará 
sentencia; y archivándose el expediente en 
el juzgado se remitirá al Alcalde testimonio 
de ella para su ejecución. 

15. La sentencia del juez de primera ins- 
tancia es ejecutoria, y no ha lugar después 
de ella á otro recurso que el de responsabili- 
dad, con arreglo á las leves, ante la Audien- 
cia del territorio contra el juez , el Alcalde y 
sus Tenientes. 

16. Cuando el acusado fuere abs licito, lo 
será sin costas ni género alguno de derechos. 

17. Tampoco podrán imponérsele si en 
el acto del juicio , reconociendo la falta, se 
sometiere á ía pena señalada por el Código. 

18. En la primera instancia de los juicios 
verbales no excederán las costas, en ningún 
caso, délo que importe la cuarta parte de la 
multa que se impusiere al acusado. 

(103) Hoy todas las multas se recaudan en 
el papel creado al efecto por R. O. de 14 de abril 
de 1848, y según se determina en los arts. 58 
al 64 del R. í). de 12 de setiembre de 1861.— 
V. Papel sellado. 
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19. Si en la instancia de apelación se' 
modificare Ja pena atenuándola, no se hará 
aumento alguno en la cantidad de las costas; 
si se confirmare la sentencia ó agravare la 
pena , podrá aquella aumentarse hasta el 
equivalente á la tercera parte de la multa 
impuesta. 

20. Los jueces de primera instancia, los 
Alcaldes y sus Tenientes no devengan dere- 
chos en los juicios sobre faltas. Los escriba- 
nos do las alcaldías cuidarán de distribuir en 
la debida proporción entre los demás funcio- 
narios que los devengan, la cantidad impues- 
ta por condenación de costas , y de remitir 
al Juzgado de apelación la parte que lo cor- 
responda (104). 

21. Las diligencias que se practiquen 
para determinar si el hecho punible es falta 
(i delito, se reputarán encaminadas á fijar la 
competencia, y portante las costas y gastos 
se entenderán de oficio. 

22. En los juicios sobre faltas ejercerán 
el ministerio fiscal: 

Primero. Los promotores en las segun- 
das instancias, y en las primeras en los pue- 
blos de su residencia. 

Segundo. Los procuradores síndicos en 
primera instancia en su respectiva demarca- 
ción, si no residiera en ella el promotor. 

2-3. El promotor fiscal cuidará , bajo su 
responsabilidad, de que se repriman las fal- 
tas , y de que no se califiquen de tales los 
delitos, y denunciará la morosidad y abusos 
que advirtiere. 

24. En los primeros quince dias de ene- 
ro de cada año, remitirán los Alcaldes al juz- 
gado del partido, por conducto del promotor. 
Jos libros de actas de que trata la regla 1. a 

E! promotor los pasará con el visto bueno 
al juez á fin de que este los mande archivar, 
áno ser que advirtiere haberse cometido al- 
gún abuso, en cuyo caso hará la reclamación 
conveniente. 

25. Para proceder á la prisión de una 
persona, es preciso que el delito que se le 
atribuya tenga señalada una pena mas grave 
que la de confinamiento menor ó arresto ma- 
yor , según las escalas graduales del ar- 
ticulo 79 (105). 

Exceptúase de esta disposición el delito de 
vagancia , respecto del que siempre habrá 


(104) Véase Jo que dejamos dicho en Aran- 
cel de los escribanos y Fieles de fechos en 
LOS JUICIOS DE FALTAS, tOlUO I, pág. 459. 

(103) Modificada esta regla por el R. 1), de 
30 setiembre de 1853, y por el art. 78 de la 
ley de orden publico.— V. también Arresto. 


lugar á la prisión, cualquiera que sea la pena 
señalada por el Código, F 

Exceptúase igualmente la prisión por vía 
de sustitución ó apremio, una vez impuesta 
esta pena. 

26. Cualquiera persona puede detener y 
entregar en la cárcel, á disposición del juez 
competente, á los reos cogidos m fraganti 
á los que tengan contra si un mandamiento 
de prisión, á los que se hubieren fugado de 
la cárcel ó de algún establecimiento penal á 
ios que yendo presos se fugaren , v á los que 
fueren sorprendidos con efectos que cono- 
cidamente procedan de un delito. 

27. Los jueces y Tribunales, y las auto- 
ridades y sus agentes están obligados á de- 
tener ó mandar detener á las personas que, 
según fundados indicios, fueren reos de de- 
litos de cuya perpetración tuvieren conoci- 
miento. 

Lo mismo deberán hacer con los respon- 
sables de faltas si fueren personas desco- 
nocidas, 

28. Todo el que detuviere á una persona 
tiene la obligación de conducirla ó hacerla 
conducir inmediatamente á la cárcel, entre- 
gando al alcaide una cédula firmada en que 
exprese el motivo de la detención. 

Si no supiere escribir, firmará la cédula el 
alcaide con dos testigos. 

En casos de suma urgencia bastará que 
las autoridades ó sus agentes cumplan con 
la mencionada obligación en él término pre- 
ciso de dos dias. 

29. La autoridad gubernativa ó agente 
de la misma que detuvieren á una persona, 
la pondrán á disposición del Tribunal com- 
petente dentro de veinticuatro horas. 

Cuando por una causa irremediable no se 
pudiere verificar así, se manifestarán por es- 
crito al juez ó Tribunal Jas razones que ha- 
yan mediado para ello; pero nunca podrá el 
detenido permanecer á disposición de dicha 
autoridad por mas de tres dias sin que la 
misma incurra en responsabilidad (106). 

30. A las veinticuatro horas de haberse 
puesto al detenido á disposición del juez 
competente, deberá decretarse su prisión ó 
soltura. 

En los casos en que así no fuere posible 
por la complicación de los hechos, por el 
número de los procesados ó por otro grave- 
motivo, que deberá hacerse constar en el 


(106) Conforme la última parte de esta re- 
gla con el art.. H déla ley para el gobierno y 
administración de las provincias de 25 de se- 
tiembre de 1863, y con la R. ü. de 26 de abril 
de 1851. — V. el artículo Arresto. 
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rócese, se podrá ampliar por dicho juez la 
etencion hasta tres dias. 
i ' 1 ® Pasado este término, se decretará precisa- 
mente la prisión ó soltura. 

31. Cuando hubiere motivo racionalmen- 
te fundado para creer á una persona culpa- 
ble de delito que merezca pena mas grave 
que las expresadas en la regla 25, decretará 
el juez la prisión en auto motivado, y expe- 
dirá mandamiento por escrito, 

32. Los alcaides de las cárceles no po- 
drán recibir en clase de presa á ninguna per- 
sona sin mandamiento por escrito del juez 
de la causa. 

Tampoco podrán recibir á ninguna perso- 
na en clase de detenida, sino con las forma- 
lidades prescritas en la regla 28. 

Los alcaides darán inmediatamente cuenta 
de la detención al juez de primera instancia, 
y donde haya mas de neo al decano ó al que 
hiciere veces de tal. 

33. La incomunicación de un reo preso 
se decretará por el juez cuando para ello 
asista justa causa, la cual se expresará en el 
auto, y no podrá pasar de veinte dias conti- 
nuados, sin perjuicio de decretarla de nuevo 
en la misma forma cuando convenga. 

Las autoridades que tienen facultad de de- 
tener, tienen también la de incomunicar por 
el tiempo de la detención. 

34. En los delitos á que el Código señale 
prisión correccional ó presidio de igual cla- 
se, permanecerá el reo en libertad, al pru- 
dente arbitrio del juez, según las circunstan- 
cias del hecho, si diere lianza de 100 á 500 
duros depositados en el Banco Español de 
San Fernando, ó de 500 á 2,000 duros en 
fincas bajo la responsabilidad del escribano 
que otorgue la escritura (107). 

35. Se exceptúan de lo dispuesto en la 
regla precedente y en la 25 los delitos de 
robo, hurto y estafa, y los de atentado y 
desacato contra la autoridad, en ios cuales 
habrá lugar siempre á la prisión del reo, y 
será efectiva, cualquiera que sea la pena 
que merezca. 

Permanecerán también en prisión los reos 
de lesiones graves ó menos graves, mientras 
no resulte ia sanidad del ofendido (108). 

36. En cualquier estado de la causa en 
que, recibida la declaración indagatoria, apa- 
rezca la inocencia del preso ó detenido, se 
decretará de oficio y sin costas su libertad. 


(107) Véase el citado decreto de 30 de se- 
Oernbre de 1853, que modifica esta regla. 

)„ ^ st á modificada esta regla por el ar- 
ticulo o. u 'del repetido decreto de 30 de setiem- 
bre de 1853. 


También se concederá esta de oficio aun- 
que no aparezca la inocencia del procesado 
en los casos previstos en las reglas 25 y 34, 
y bajo las fianzas y en la forma prevenida en 
esta última (109). 

37. Los autos de prisión y sus inciden- 
cias son apelables en un solo efecto. Luego 
que se interponga ei recurso, el juez de ia 
causa remitirá al Tribunal Superior inme- 
diato testimonio en relación, sin omitir, bajo 
su responsabilidad, ninguna circunstancia 
importante def proceso, sea en favor ó en 
contra del reo. 

El Tribunal Superior fallará, prévio dicta- 
men fiscal, y si no se hubiere recibido aun 
ia confesión al encausado , sin audiencia 
pública. Be la decisión que recaiga no nabrá 
lugar á súplica. 

38. Si en ia acusación se pidiere la im- 
posición de alguna de las penas correcciona- 
le, y el reo se- conformare, el juez la aplicará 
sin mas trámites , si la conceptúa justa , y 
consultará el fallo con el Tribunal Superior, 
remitiendo original el proceso. 

Lo propio verificará si estimando necesa- 
ria alguna variación en Ja pena pedida, que 
no altere esencialmente su naturaleza cor- 
reccional, Ja parte se conformare con ella. 

39. Si el Tribunal Superior confirmare 
la sentencia consultada, o si haciendo en 
ella alguna variación no esencia), ai tenor 
de lo dispuesto en la regla anterior se con- 
formare ei acusado , se llevará aquella desde 
luego á ejecución (410). 

40. Si el Tribunal Superior, previa au- 
diencia ó dictámen por escrito del fiscal 
de S. M., no estuviese conforme con la pena 
impuesta de conformidad del procesado , se 
devolverá la causa para que se siga por los 
trámites ordinarios. 

41. En los Tribunales Superiores habrá 
en cada causa un ministro ponente , cuyo 
cargo turnará entre todos por orden de- an- 
tigüedad, á excepción de Jos presidentes de 
Sala, quienes prestarán este servicio en la 
suya respectiva en uno de cada tres turnos 
con los magistrados de la misma. 

El ponente cotejará el apuntamiento del 


(109) V sobreseyendo desde luego Tespecto á 
él con la declaración de que el procedimiento 
no le pare perjuicio eñ su reputación, confor- 
me al art. il y regia 4. a del oi del reglamen- 
to provisional. 

(110) El primer trámite en la Audiencia es 
siempre el pase al fiscal para que emita su 
dictámen por escrito; y sin formación de apun- 
tamiento, prévia citación, se proceda á la vista. 
(Art. 5.° del R. D. 26 mayo de 1854 inserto en 
el Apéndice). 
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relator con el proceso, y pondrá en aquel su 
nota de conformidad. 

Propondrá asimismo el ponente a la Sala 
las providencias que deban fundarse, y los 
puntos del hecho y del derecho sobre que 
haya de recaer la votación en ios fallos, re- 
dactándolos con arreglo á lo acordado por la 
Sala (115). 

42. El número de cinco magistrados es 
únicamente necesario: 

1.° Para ver y fallar aquellos procesos 
en que el juez interior haya impuesto, ó pe- 
dido el fiscal de la Audiencia, la pena de 
muerto ó alguna de las perpetuas. 

2. iJ Cuando Ja Sala crea que el reo me- 
rece alguna de dichas penas, aunque el juez 
inferior no Ja haya impuesto ni pedido el lis- 
cal de S. M. 

3.° Para ver y fallar las causas contra 
los jueces inferiores del territorio. 

43. El término para dictar sentencia, seña- 
lado á Jas Audiencias por el reglamento pro- 
visional de administración de justicia, se am- 
plía á veinte días en toda clase de procesos. 

44. Los Tribunales y jueces fundarán las 
sentencias definitivas , exponiendo clara y 
concisamente el hecho, y citando el artículo 
ó artículos del Código penal de que se haga 
aplicación. 

45. En el caso de que, examinadas las 
pruebas y graduado su valor, adquirieren los 
Tribunales el convencimiento de la crimina- 
lidad del acusado, según las reglas ordina- 
rias de la crítica racional , pero no encon- 
traren la evidencia moral que requiere la 
ley 12, tit. XIV de la Parí;. 3. a , impon- 
drán en su grado mínimo la pena señalada 
en el Código. Si esta fuere una sola indivisi- 
ble, ó se compusiese de dos igualmente indi- 
visibles, los Tribunales procederán con su- 
jeción á lo que disponen las reglas 1. a y 2. a 
del art. 66 respecto de los autores del cielito 
frustrado y cómplices del delito consumado. 

46. En Jos delitos á que la ley imponga 
penas correccionales no habrá lugar á sú- 
plica, sea confirmatoria ó revocatoria la sen- 
tencia de vista. 

Tampoco la habrá aunque se trate de pe- 
nas aílictivas, cuando la divergencia entre el. 
fallo del juez inferior y el de la Audiencia no 
consista en lo sustancial de la pena, sino en 
las accesorias ó incidencias de menos impor- 
tancia, á juicio del Tribunal. 

Se exceptúa el caso en que la sentencia de 
vista imponga la pena de muerte , pues en- 


(111) Véanse en el Apéndice , las Reales 
órdenes de 12 de marzo de 1852, y 19 de fe- 
brero de 1856. 


toncos procederá la súplica, siempre qu e 
aquella no sea conforme de toda conformi- 
dad á la de primera instancia. 

47. Lo establecido en las reglas prece- 
dentes se entenderá sin perjuicio de lo que 
se dispusiere en leyes especiales acerca de 
las facultades y atribuciones de las autorida- 
des gubernativas. 

48. Conforme al principio consignado en 
el art. 20 del Código penal, se sobreseerá en 
las causas pendientes sobre hechos no pe- 
nados por el mismo , no imponiendo á los 
reos otra pena que Jas costas procesales en 
ios casos en que procediese dicha condena. 
Los jueces inferiores consultarán el sobresei- 
miento con la Audiencia del territorio. 

49. Las causas pendientes sobre hechos 
anteriores, que el nuevo Código calibea de 
faltas, se fallarán desde luego sin mas trámi- 
tes, en el estado en que se encuentren. Los 
jueces inferiores consultarán con la Audien- 
cia el fallo que dictaren. 

50. En los casos consultivos expresados 
en las dos reglas anteriores, las Saias de jus- 
ticia pasarán ios autos al liseai, y no proce- 
diendo el sobreseimiento ó la decisión de 
plano al tenor de lo dispuesto en la regla an- 
terior, se devolverá la causa al inferior para 
que la siga, sustancie y determine conforme 
á la legislación vigente. 

51. En ios casos á que se refiere e! art. 46 
del Código penal, la parte que hubiere obte- 
nido la ejecutoria, pedirá en un mismo escri- 
to Ja tasación de costas y la apreciación de 
los gastos del juicio. Aquella se verificará 
por el tasador general, ó el que haga sus ve- 
ces, con sujeción rigorosa ai principio asen- 
tado en el art. 47 del Código, y sobre ella re- 
caerá el fallo de aprobación. 

52. No comprendiéndose en la denomi- 
nación de costas sino los derechos é indem- 
nizaciones que consistan en cantidades inal- 
terables, como Jos de arancel, el reintegro 
del papel sellado y otros semejantes al tenor 
de lo dispuesto en el mencionado art. 47 del 
Código, no podrá pedirse reducción de la 
cantidad legítima á que asciendan , pero sí 
decirse de abuso; y el Tribunal, ya de oficio, 
ya á petición fiscal ó de parte, podrá excluir 
las ocasionadas por diligencias innecesarias 
ó maliciosamente dilatorias. 

53. Para la apreciación de gastos, Ja par- 
le presentará con eí escrito una cuenta ra- 
zonada y documentada. 

Los honorarios de Jos abogados , promo- 
tores fiscales ú otras personas ó corporacio- 
nes facultativas se anotarán en ella por Jas 
cantidades que los mismos hubieren asenta- 
lado a! pié de sus escritos ó dictámenes., sin 
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perjuicio de reducción;. los gastos que resul- 
ten de recibos, por el tenor de estos, y todos 
los demás que la parte creyere justo recla- 
mar, y que no puedan acreditarse en la for- 
ma dicha, por relación jurada. 

54. De la eue'nta de gastos y de la tasa- 
ción de costas se comunicará traslado á la 
parte condenada al pago ; de su respuesta se 
comunicará asimismo traslado á la contraria 
y al fiscal por su órden y sin mas tramites, 
salvo juicio ó dictámen de peritos, si la Sala 
lo creyere indispensable para determinar los 
gastos, se dictará providencia aprobando la 
tasación de costas en lo que fuese legitima, 
y fijando la cantidad de aquellos que hubiere 
de abonarse, hecha la reducción justa y 
oportuna , encaminada siempre al fin de re- 
primir todo género de abusos. 

Ésta providencia es ejecutiva , pero será 
notificada á todos aquellos á quienes perju- 
dique, los cuales suplicando en forma, serán 
oidos en justicia. La determinación que en 
este caso recayere , y para la cual será tam- 
bién oido el ministerio fiscal, causará ejecu- 
toria. 

Si hubiere méritos para alguna declara- 
ción penal por abuso, al tenor de lo preve- 
nido en el artículo 328 del Código ú otras 
disposiciones del mismo , á reclamación de 
parte ó de oficio, volverán los autos al fiscal 
para que en virtud de su ministerio , ó coad- 
yuvando en el primer caso , pida lo conve- 
niente. De la providencia que recaiga habrá 
lugar á súplica. 

55 En los recursos de fuerza, los Tribu- 
nales reales acomodarán el lenguaje de las 
provisiones á que aquellos den lugar á las 
disposiciones del Código, no conminando con 
penas no establecidas en el mismo, y oyen- 
do siempre al fiscal. 

En su consecuencia, no siendo obedecida 
y cumplida la primera Real provisión , se li- 
brará sobrecarta conminatoria, recordando 
las penas en que incurren, según el Código, 
los eclesiásticos que no cumplen las disposi- 
ciones de Jos Tribunales civiles cuando están 
obligados á ello. 

Si tampoco fuere obedecida , se expedirá 
tercera provisión ó sobrecarta agravatoria, 
conminando , á término dado, con la forma- 
ción de causa; y sí trascurrido este continua- 
se la resistencia, el Tribunal Real procederá 
á la formación de aquella respecto de los so- 
metidos á su jurisdicción, y en cuanto á los 
que no lo estén , remitirá el tanto de culpa al 
Tribunal competente. 

86 No obstante cualquier indicación que 
se haga el Código sobre diversidad de tue- 
ros, no se entiende por ello prejuzgada ni 


resuelta cuestión alguna en este punto, de- 
biendo, por lo mismo atenerse los Tribuna- 
les á la legislación actual hasta tanto que 
terminantemente se decida otra cosa. 

Exceptúase de lo dicho lo dispuesto en las 
reglas 1. a y 11 respecto de la jurisdicción 
de los Alcaldes y tenientes sobre faltas. 

A pesar de todo lo dispuesto en las dos 
reglas citadas, no se entenderá por ello de- 
rogada la facultad de los respectivos Tribu- 
nales para conocer sobre faltas , cuando es- 
tas son incidentes del delito principal. 

57. Quedan en su fuerza y vigor las leyes 
que actualmente rigen, sobre el procedimien- 
to en cuanto no se opongan á las presentes 
reglas. 


APÉNDICE. 

Comprendemos en el Apéndice varias Reales ór- 
denes y decretos no incorporados algunos en 
la edición del Código penal y de la Ley provi- 
sional dictada para su ejecución. Son lo si- 
guientes: 

R.O. de i. 0 julio de 1848. 

Resolviendo las dudas que ha ofrecido la ley provisio- 
nal cuando no es igual en una población el número 
de Alcaldías ó Tenencias al do Juzgados de primera 
instancia. 

«Artículo 1 ." Aun cuando el número de 
Alcaldías y Tenencias sea en algunas pobla- 
ciones mayor que el de los Juzgados de pri- 
mera instancia, todos los Alcaldes y Tenien- 
tes de Alcalde en su caso ejercerán en sus 
respectivas demarcaciones la jurisdicción que 
les atribuye la regla 1 . a de la ley antes men- 
cionada, 

Art. 2.° Cuando la demarcación de una 
Alcaldía se extienda sobre dos ó mas distri- 
tos judiciales, intervendrá en el juicio verbal 
sobre faltase! promotor del Juzgado en cuyo 
distrito se hubieren cometido aquellas. 

Art. 3.° Las apelaciones de que habla la 
Ley provisional se interpondrán, siguiendo el 
mismo principio, para ante el juez de prime- 
ra instancia en cuyo distrito se haya cometi- 
do la falta, aun cuando la mayor parte de la 
demarcación del Alcalde ó Teniente de Al- 
calde corresponda á otro distrito judicial. — 
Madrid 1 .° de julio de 1848.— Arrazola.» 

R. D. de 22 setiembre de 1848. 

Resolviendo varias dudas ocurridas en la aplicación 
del Código, en sus referencias á reglamentos, á dis- 
posiciones del Código civil, á determinada ley ó le- 
gislación, etc., etc. 

«Artículo l.° Siempre que el Código pe- 
nal se refiere á disposiciones de reglamentos, 
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comoen la circunstancia 22 del art, 10, si 
estos forman el todo ó parto de alguna ley 
anterior, regirán como tales hasta que se 
publiquen otros, conforme á lo que se dis- 
pone en la nota segunda de la ley 11, tít. II, 
lib, III de la iNov. Kecop. 

Ari. 2." Cuando el Código se refiere á 
reglamentos que hayan de publicarse, re- 
lativos á objetos sobre los cuales no se hu- 
biere determinado en leyes ú otros regla- 
mentos anteriores, mientras aquellos no se 
publiquen, los Tribunales no harán innova- 
ción alguna, considerándose las disposicio- 
nes del Código en esta parte como un be- 
ueiieio que Ja ley promete conceder mas ade- 
lante. 

Art. 3. u Siempre que el Código penal se 
refiere á disposiciones del Código civil basta 
tanto que este se publique, se entenderán 
las referencias ú la legislación civil actual, 
y en su defecto á lo que se halle establecido 
por Ja jurisprudencia general conforme á lo 
que se previene en la ley 0. a , til. II, Parti- 
da 1. a Sí tampoco hubiese jurisprudencia lija 
sobre el caso se entenderá consignada Ja dis- 
posición del Código para cuando la ley esta- 
blezca lo conveniente. 

Art. 4.° Cuando el Código se refiere á 
determinarla ley ó á la legislación en gene- 
ral, se entiende la referencia á la misma ley 
ó legislación, tai como la jurisprudencia y la 
costumbre la han interpretado ó entendido, 
siguiendo el principio de que la costumbre en 
España tiene fuerza de ley, aun contra esta 
misma cu ciertos casos según lo dispone la 
0. a del til.. II, Partida 1. a ya citada. 

Art. 5. u Cuando el Código penare un he- 
cho que, por ser susceptible de diferentes 
grados de culpabilidad según su extensión ó 
efectos, le califica de delito y de falta, los 
Tribunales, para su persecución y aplicación 
de las penas respectivas , consultarán la ex- 
tensión ó efectos en cada caso, procediendo 
según sus resultados. A esta clase de hechos 
corresponden las disposiciones contenidas en 
el art. 200 y en el núm. 2.° del 485 del Có- 
digo, en Jos cuales se castiga el deterioro 
de estatuas, pinturas ú otros objetos de ar- 
tes como delito y como falta, teniendo pre- 
sente que ia extensión de que es susceptible 
el hecho exige esa latitud: y conforme ó lo 
dispuesto en el art. 47(1 , será delito aquel 
si el deterioro excede de 5 duros, y falla si 
no excede de esta cantidad. 

Art. 6.° Definido una vez en el Código 
un delito, cualidad ó circunstancia, siempre 
que el mismo Código hablare de aquel ó de 
estas, se entenderán definidos en los pro- 
pios términos. 


Art. 7." Cuando el Código señala una pe- 
na que consiste en la pérdida de un derecho 
no concedido aun por la ley, tal como el de 
pertenecer al consejo de familia, los Tribu- 
nales, en los casos que ocurran, la impon- 
drán según el Código la señala en considera- 
ción á que cuando el derecho se conceda, no 
deberán disfrutar de él los que sabedores de 
la penalidad cometieren el delito á que se 
impone Ja pena. 

Art. 8.° El Ministro de Gracia y Justicia 
dará cuenta á las Cortes del presente decre- 
to en la próxima legislatura. — Dado en Pala- 
cio á 22 de setiembre de 1848. 

R. D. de 29 setiembre de 1848. 

Es sobro jurisdicción de los Cónsules y Vi- 
ce-cónsules en el extranjero, y se halla in- 
serto en Cónsules y Vice-cónsules. 

R. D. de 27 octubre de 1848. 

Sobre tribunales de aguas. No se entienden suprimi- 
dos por ei Código. 

«En vista de las razones que de acuerdo 
con la comisión do Códigos me ha dirigido el 
Ministro de Gracia y Justicia, vengo en de- 
clarar, que ni por el nuevo Código penal, ni 
por la Ley provisional dada para su ejecución, 
se entiendan suprimidos los Juzgarlos privati- 
vos do riego de Valencia, Murcia y cuales- 
quier olios puntos donde se hallen estable- 
cidos ó se establecieren, los cuales deberán 
continuar como hasta aqui limitados á la po- 
licía de las aguas y al conocimiento de las 
cuestiones de hecho entre los inmediatamen- 
te interesados en el riego, conforme al ar- 
tículo 7. u del 1C 1). de 10 de junio del año 
próximo pasado; debiendo observarse eu las 
ordenanzas y reglamentos que se publicaren 
en lo sucesivo lo dispuesto sobre el particu- 
lar en el art. 505 del Código penal. — Dado eu 
Palacio á 27 de octubre de 1848, etc. 

R. D. de 30 octubre de 1848. 

Dejando en suspenso el art. 183 del Código. 

« Vengo en decretar que basta la pu- 

blicación de la ley orgánica de Tribunales, 
quede en suspenso lo dispuesto en el art. 183 
del Código penal; y eu su consecuencia, siem- 
pre que los Tribunales militares hubieren de 
juzgar por virtud del fuero de atracción á los 
paisanos que se hicieren reos de los delitos 
expresados en el citado art. 183 del Código, 
les impondrán las penas de la ordenanza y 
leyes militares, como se practicaba hasla 
aquí. — Dado en Palacio á 30 de octubre de 
1848, etc.» 
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R. 0. de 26 abril de 1851. 

Sobre arrestos por la policía. 

«De conformidad con lo propuesto por el 
Consejo Real, la Reina ha tenido á bien re- 
solver que se recuerde á los Gobernadores de 
provincia la puntual observancia del art. 22 
de la Real cédula de 19 de agosto de 1827, 
que no está derogado, y en el cual se previe- 
ne que las personas arrestadas por la policía, 
¡sea cual fuere la causa, serán entregadas á 
los Tribunales y jueces de sus respectivos 
fueros en el término de tres dias ó mas tar- 
dar. — Madrid 26 de abril de 1851, etc.» 

R. O, de 26 setiembre de 1851 . 

Sobre jurisdicción de los Alcaldes en su respectiva de- 
marcación en donde las haya, y á prevención en don- 
de no. 

«Artículo i.° En las poblaciones ó distri- 
tos municipales en que cada Alcalde ó Te- 
niente de Alcalde tenga designada una de- 
marcación determinada, cada un u de ellos 
ejercerá la jurisdicción judicial ordinaria en 
el recinto de su demarcación, sin poder de- 
legarla, observándose en su caso lo dispues- 
to en ia R, O. de l.° de julio de 1848. 

En donde no existan estas demarcaciones, 
los Alcaldes ó sus Tenientes ejercerán á pre- 
vención todos los actos de la jurisdicción or- 
dinaria que les corresponde. 

Art. 2.° Sin embargo de lo dispuesto en 
el- artículo anterior, la delegación hecha a los 
Alcaldes por los jueces en virtud de lo dis- 
puesto en el art. 34 del reglamento provi- 
sional para la administración de justicia, se 
entiende dirigida igualmente á los Tenientes 
de Alcalde, á no ser que expresamente se 
contraiga á la persona del Alcalde; y en 
consecuencia podrá el Alcalde ordenar que 
se entienda el despacho con el Teniente á 
quien corresponda, según el turno riguroso 
que deberá establecerse.» 

Rs. Ords. de 12 marzo de 1852 y 19 de 
febrero de 1856. 

Sobre pase de las causas á los ministros ponentes. 

Se mandó por R. O. de 12 de marzo de 
1852 que «cuando se haya declarado conclu- 
sa la causa, y después de hechas, si fueren 
de hacer, por el relator las adiciones conve- 
nientes al apuntamiento, es cuando debe pa- 
sar el proceso al ministro ponente para el 
cumplimiento de su encargo.» Y por la de 
19 de febrero de 1856 se previno que sin 
perjuicio de lo dispuesto en la de 12 de mar- 
zo para el efecto de que pueda notarse por 
el ponente cualquiera defecto que contenga 
la sustanciacion y sea reparable antes de la 
Tomo lii. 


vista , pasen de nuevo los procesos , después 
de celebrada esta, á los magistrados ponen- 
tes, para que estos propongan á la Sala los 
puntos de hecho y de derecho sobre que 
hayan de recaer los fallos. 

R. D. de 26 marzo de 1 852- 

Es sobre cumplimiento de condenas y se 
halla inserto en Presidios y Establecimien- 
tos PENALES, 

R. D. de 48 mayo de 1853. 

Resolviendo qué faltas pueden castigarse 
gubernativamente , y cuáles exigen las for- 
malidades del juicio. — Se halla inserta en 
Faltas. 

R. D. de 9 octubre de 1853. 

Sobre abono del tiempo de prisión. 

«Art. l.° A los reos que en lo sucesivo 
fueren sentenciados á penas correccionales, 
se les abonará para el cumplimiento de sus 
condenas la mitad del tiempo que hubiesen 
permanecido presos, quedando á su favor 
cualquiera fracción de dias que resulte en la 
rebaja. 

Este beneficio será extensivo á los senten- 
ciados a prisión por vía de sustitución y apre- 
mio para el pago de multas. 

Art. 2.° No podrán gozar de la Real gra- 
cia otorgada por este decreto. 

d .° Los reincidentes en la misma especie 
de delito. 

2. ° Los que por cualquiera otro delito 
hayan sitio condenados á pena igual ó supe- 
rior á la que nuevamente se les imponga. 

3. ü Los reos ausentes que llamados en 
legal forma no se hubiesen presentado vo- 
luntariamente. 

4. ° Los reos de robo, hurto y estafa que 
exceda de 5 duros. 

3.° Los reos de robo, hurlo y estafa que 
no exceda de 5 duros, en quienes concurran 
circunstancias notables de agravación. 

Art. 3.° Los Tribunales harán aplicación 
de las anteriores disposiciones al final de las 
sentencias, que habrán de dictar con suje- 
ción al Código y ley provisional; y los fiscales 
las tendrán presentes para exponer lo que 
convenga en sus censuras. — Dado en palacio 
á 9 de octubre de 4 853, etc.» 

R. D. de 30 setiembre de 4 853. 

Declarando cuándo procede el auto de prisión, y los 

casos en que es admisible la, fianza... 

Art. 4.° No se decretarán desde luego 
autos de prisión por los jueces y Tribunales 
en las causas en que se persiga delito que 
merezca pena inferior á las de presidio, pri- 

14 
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sion y confinamiento mayores, según el orden 
establecido en el art. 24 del Código penal. 

Lo mismo se practicará en las causas sobre 
los delitos de falsificación de que traían los 
arís. 226 y 227 del propio Código, cualquiera 
que sea la penalidad que les corresponda, con 
tal que el hecho no haya tenido un objeto de 
lucro, ni ocasionado perjuicio á tercero. 

Art. 2.° En todas las causas por delito 
de penalidad superior á la de arresto mayor, 
se mandará que el procesado dé la lianza 
prevenida en la ley provisional para la apli- 
cación del Código, y de cárcel segura si fue- 
se notoriamente pobre. 

Será fiador suficiente en este último caso, 
todo español de buena conducta y avecinda- 
do dentro del territorio del Tribunal ó Juz- 
gado, que esté en el pleno goce de sus dere- 
chos civiles y políticos, y venga pagando con 
un año de anterioridad una contribución di- 
recta de 100 rs, anuales sobro bienes inmue- 
bles de su propiedad personal ó de 200 por 
razón de subsidio. 

Art. 3.° La fianza consistente en metá- 
lico ó lincas prestada por un tercero, solo 
será responsable á Jas resultas del juicio, en 
el caso de fuga ó ausencia del procesado. 

Art. 4. u Si los procesados de que trata el 
art. 2.“ no habilitasen en el acto de ser re- 
queridos las lianzas convenientes, serán re- 
ducidos preventivamente á prisión; de la que 
saldrán luego que la presenten. 

Art. 5.° Se exceptúan de las disposicio- 
nes de ios anteriores artículos, y serán cons- 
tituidos desde luego en prisión, en los casos 
en que así proceda, según la ley: 

1 Los reos de robo , hurto , estafa , va- 
gancia, atentado de cualquiera clase contra 
la autoridad y desacato grave á la misma. 

2.° Los reos de lesiones calilicadas de pe- 
ligrosas, Ínterin no desaparezca completa- 
mente el peligro. 

Art. 6. u En las causas sobre delitos á 
que corresponda pona de arresto mayor ú 
otra inferior, cometidos por personas noto- 
riamente sospechosas, ó sin arraigo, familia, 
ni establecimiento lijo, podrán exigir los jue- 
ces y Tribunales que los reos se les presen- 
ten periódicamente, ó decretar cualquier otro 
género de medidas de inspección y vigilancia 
para evitar su ausencia. Cualquiera infracción 
de parte de los reos hará procedente el aillo 
de prisión, ó la fianza en su delecto. - 

Art. 7. u En cumplimiento de la ley de 1 9 
de marzo de 1848, el Ministro de Gracia y 
Justicia dará cuenta á las Cortes del presen- 
te decreto en la próxima legislatura. — Dado 
en Palacio á 30 de setiembre de 1853 , etc.» 


R. O. de 4 enero de 1854. ' 

Sobre la pena lie prisión correccional. 

Se mandó por esta Real orden que los reos 
condenados á arresto mayor sujetos á trabajo 
forzoso, y los que deben sufrir la prisión cor- 
reccional por vía de sustitución y apremio 
«por tiempo tan escaso que haya de consu- 
mirse probablemente en su traslación al pun- 
to donde deban sufrir estas penas, las extin- 
gan en las cárceles de las cabezas de partido 
en los términos prevenidos por el Código 
para los coudenudos á la pena de arresto ma- 
yor sin trabajo forzoso; sin perjuicio de que 
por el Gobierno se adopten las disposiciones 
convenientes para sujetarlos al mismo en la 
lbrrna que fuese posible según los casos y 
circunstancias; y que cuando los jueces 
acuerden la extinción de ¡a pena en la forma 
referida, den cuenta de su resolución á las 
Audiencias respectivas.» 

II. D. de 26 mayo de 1854. 

Aboliendo la confesión con cargos, haciendo oirás re- 
formas en el procedí miento contra reos ausentes, 
cansas de conspiración, correccionales y de vagos, y 
dictando otras disposiciones sobre defensa por po- 
bre, juramento. e:\hortos, visitas do cárceles, notifi- 
caciones y estados de papel reintegrado. 

«Artículo 1 .° A ningún procesado so re- 
cibirá confesión con cargos, sin perjuicio de 
que se le puedan recibir cuantas declaracio- 
nes estime el juez convenientes. 

Art. 2.° En las causas contra reos ausen- 
tes no se ratificarán en el término de prueba 
los testigos del sumario, sino cuando lo soli- 
citen el ministerio liscaí ó el acusador parti- 
cular. 

Art. 3.° Fallada en primera instancia una 
causa en rebeldía , y remitida en consulta á 
la Audiencia territorial, la Sala á quien cor- 
responda, omitiendo la formación de apunta- 
miento, la pasará al fiscal para que emita su 
dictamen por escrito, y si no se creyere ne- 
cesaria Ja ampliación del sumario, se dictará 
sentencia, prévia citación para vista, en cuyo 
acto hará el relator relación verbal del pro- 
ceso. 

Art. 4.° En los procesos que se sustan- 
cian con arreglo a la ley de 17 de abril de 
1821, no se acordarán por los jueces , para 
el acto del juicio público , otras ratificaciones 
de testigos del sumario que las que pidan 
las partes expresamente. 

Art. 5,° Remitidas por el juez de prime- 
ra instancia al Tribunal superior las causas á 
que se refiere la regla 38 de la Ley provisio- 
nal para la aplicación del Código penal , la 
sala á que corresponda las pasará al fiscal 
para que emita su dictamen por escrito; y sin 
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mas trámites ni formación de apuntamiento 
por el relator, prévio señalamiento, se pro- 
cederá á la vista , en la cual hará aquel fun- 
cionario relación verbal del proceso. 

Art. 6.° El ministerio fiscal podrá hacer 
su acusación por escrito en las causas de va- 
gos en segunda instancia, sin necesidad de 
asistir á extrados. 

Art. 7.° Cuando se dude si los procesa- 
dos son ó no pobres, exigirá el juez al Alcal- 
de del domicilio una certificación , en que 
bajo su responsabilidad conste dicho extre- 
mo. Sin embargo, podrán practicarse á ins- 
tancia fiscal ó de parte las diligencias que 
con este objeto crean pertinentes los Tribu- i 
nales. ' 

Art. 8.° Declarado pobre un litigante en ! 
rimera instancia, seguirá dislrutando del 
eneíicio que la ley le concede, sin mas jus- 1 
tilicaeion, en todas las ulteriores instancias, 
á menos que la parte contraria, el ministerio 
fiscal ó el administrador de rentas hicieren 
oposición por haber mejorado aquel de for- 
tuna. 

Art. 9.° En las causas criminales no ha- 
rán las partes en sus escritos juramento al- 
guno. 

Art. 10. Los exhortos que se despachen 
de oficio, se dirigirán y devolverán por con- 
ducto del promotor fiscal ó fiscal del Juzgado 
ó Tribunal donde deban diligenciarse. Los 
promotores fiscales y Jos fiscales de S. M. lle- 
varán un libro en que anoten su recibo y 
devolución, é interpondrán su ministerio 
cuantas veces sea necesario para activar su 
curso. 

Art. 11 . La semana en que se haga visi- 
ta general de cárceles, según lo dispuesto 
en el art. 17 del reglamento provisional para 
la administración de justicia, se omitirá la or- 
dinaria del sábado. 

Art. 12. Los jueces de primera Instancia 
dejarán de remitir á las audiencias á fin de 
cada año las listas de las causas principia- 
das y fenecidas durante él; pero continuarán 
formando cod la mayor exactitud y bajo su 
responsabilidad los estados mensuales, que 
remitirán á los expresados Tribunales, don- 
de se conservarán enlegajados con el orden 
y clasificación convenientes. 

Art. 13. Los escribanos de Cámara no 
darán á los fiscales mas copias de las provi- 
dencias que se les notifiquen que las preveni- 
das en el’art. 90 de las ordenanzas de las 
audiencias . 

, Ar t. 14. Los escribanos de Cámara re- 
mitirán tan solamente á las oficinas de Ha- 
cienda al fin del ano un estado del papel de 
oficio y pobre s reintegrado , según el Real 


decreto de 8 de agosto de 1851,. con expre- 
sión de las causas y Juzgados á que perte- 
nece el reintegro. »(CL. t. 62, /p. 81.) 

R. O. de 4 octubre de 1855. 

Juicios do faltas : Competencia cuando el Alcaide y to- 
dos los concejales están impedidos de conocer 

(Grac. y Just.) He dado cuenta á Ja Rei- 
na (Q. D. G.) de la exposición de ese Tribu- 
nal referente a la consulta que le elevó el juez 
de primera instancia de Olmedo, acerca de 
quién debe conocer de los juicios de faltas en 
los pueblos en que ei Alcalde y demás indi- 
viduos del Ayuntamiento están Icgalmente 
impedidos de intervenir en ellos como jueces; 
y S. M., atendida la analogía que con el caso 
consultado tiene lo dispuesto en ei art. 28 del 
reglamento provisional parala administración 
de justicia, de acuerdo con su fiscal, se lia 
servido resolver que en los juicios de faltas 
en que no puede funcionar legítimamente 
ninguno de los concejales designados por la 
Ley provisional, se .celebren ante el Alcalde 
del pueblo mas cercano, con tal que sea de 
la comprensión del mismo parta o judicial, 
cuyo juez letrado lo es de segunda y última 
instancia en esta clase de asuntos. — De Real 
orden etc.— Madrid 4 de octubre de 1855.— 
Fuente Andrés.— Sr (CL. t. 66, p. 190.) 

R. D. de 14 diciembre de 1855. 

Sobre cumplimiento de las condenas. 

So halla inserto en Presidios y Estableci- 
mientos penales, 

R. O. de 8 abril de 1863. 

Que no se consulten las sentencias en causas en que 
solo so admite la acusación privada. 

(Grac. y Just.) El Tribunal Supremo de 
Justicia, después de haber hecho una exten- 
sa información sobre Ja práctica que se ob- 
serva en las distintas Audiencias del Reino en 
varios puntos de la jurisprudencia criminal, 
y de haber oido el dictamen de dichos Tribu- 
nales superiores, eleva á S. M. la consulta 
que se refiere á ios particulares siguientes: 

1. ° SÍ en las cansas de estupro y demás 
delitos que no pueden perseguirse de oficio, 
y si únicamente á instancia de parte, deben 
consultar los jueces de primera instancia con 
la audiencia del territorio en el tallo definiti- 
vo; ó si omitiendo siempre ó en algun caso 
dicha consulta, cuándo deberán considerar 
como pasada en autoridad de cosajuzguda su 
sentencia, en ei supuesto de que ninguna 
de las partes baya apelado dentro del térmi- 
no legal. 

2. ° Si en las causas criminales deberá 
notificarse personalmente á los procesados la 
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sentencia de segunda instancia, ya sea abso- 
lutoria, va condenatoria; y en caso aíirmati- 
vo, desde cuándo principiará á contarse el 
término para interponer Ja súplica en ios ca- 
sos en que proceda, si desde el dia de la no- 
tificación ai procurador, ó desde el en que 
hubiere sido hecha á la parte. 4 

Y 3.° Si en Jas causas sobre delitos que 
puedan ser castigados con penas correccio- 
nale ó aflictivas, según sean simples ó cuali- 
ficados, cuando las parles acusadoras los ca- 
lifican de un modo y el Tribunal de otro, ¿qué 
caliücacion es la que sirve de base para de- 
terminar si procede ó no la súplica, la que 
se hace en las querellas ó acusaciones, ó Ja 
que se hace en la sentencia? 

Y considerando la Reina (Q. D. G.) que es 
de urgente necesidad uniformar el procedi- 
miento criminal en todos los tribunales del 
fuero común, según se solicita por el Supre- 
mo de Justicia, de acuerdo con lo propuesto 
por el mismo se ha servido resolver. 

1. ° Que en las causas en que Ja ley no 
admite sino la acusación privada no se con- 
sulten las sentencias con la audiencia cuan- 
do ninguna de las parles apela, llevándose 
equoJlas á electo como ejecutorias legal- 
mente. 

2. ° Que la legalidad existente, reconoci- 
da y repetidamente declarada, es que las 
sentencias de las segundas instancias, como 
no sean por si mismas ejecutorias, no deben 
notificarse personalmente á las partes , sino 
á sus procuradores, haciéndose únicamente 
á aquellas cuando sean ejecutorias para su 
cumplimiento y ejecución; aprovechándoles 
sin embargo, y perjudicándoles respectiva- 
mente la notificación hecha al procurador 
para todos los efectos legales. 

3. ° Que la base y único criterio legal pa- 
ra determinar la procedencia de las terceras 
instancias , de acuerdo con la regla 46 de la 
ley provisional para la aplicación del Código 
penal, es Ja sentencia que se pronuncie, bien 
por si sola en aquellas causas en que la cali- 
ficación del delito, declarando que este es 
menos grave, pone término á las mismas, 
bien comparándola con la del inferior en 
aquellas en que la clase y calidad de la con- 
formidad ó discordancia de una y otra deter- 
mina la procedencia ó improcedencia de la 
tercera instancia. — De Real Orden etc. — Ma- 
drid 8 de abril de 1863.» ( Gac . 10 id.) 

R. O. de 24 abril de 1803. 

Es sobre sí se entiende cumplida una con- 
dena de presidio extinguiendo en la cárcel el 
tiempo de su duración. — Se halla en Presi- 
dios, así como otras sobre el mismo asunto. 


R. O. de 26 junio de 1863. 
j Estableciendo que la parte penal de las or- 
denanzas forma parte de- la excepción conte- 
nida en el art. 7.° del Código penal, y que 
este rige solo y exclusivamente para castigar 
los delitos que se cometan en los montes de 
dominio particular. — Y. Montes. 

R. O. de 13 enero de 1864. 

Formalidades que deben preceder á la declaración de 
demencia de ios penados. 

(Ghac. y Just.) El Sr. Ministro de Gra- 
cia y Justicia dice con esta fecha al de la Go- 
bernación lo siguiente: 

«Exento. Sr. : He dado cuenta á la Reina 
(que Dios guarde) de la Real orden que, con 
lecha 12 de octubre último, comunicó Y. E. 
á este Ministerio, consultando qué formalida- 
des deberán preceder á la declaración de la 
denuncia (1) en los penados para los efectos 
del art. 88 del Código penal, y de que modo 
deben dictar los Tribunales sentenciadores 
la confirmación de esta denuncia. 

En su virtud, y atendiendo á que dichas 
formalidades no pueden ser otras que las 
mismas que se requieren para absolver ó 
condenar á un procesado; á que del mismo 
modo que se prueba la locura ó demencia del 
que cometió un delito para declararle exento 
de responsabilidad criminal, debe probarse y 
decidirse lo qne le exime del cumplimiento 
de la condena impuesta, ha tenido á bien 
mandar S. M., de conformidad con lo pro- 
puesto por el Tribunal Supremo de Justicia, 
se diga á Y. E. , como de su Real órden lo 
ejecuto, que para hacer la declaración de 
que se trata se observen las disposiciones si- 
guientes : 

1. a Los confinados que se suponga en 
estarlo de dementes serán constituidos en ob- 
servación, instruyéndose al electo por la co- 
mandancia del presidio en que aquellos se 
encuentren un expediente informativo de los 
hechos y motivos que hayan dado lugar á la 
sospecha de la demencia, en el que se con- 
signe el primer juicio ó la certificación de dos 
facultativos, por lo menos, que los hayan 
examinado y observado. 

2. a Consignada así la gravedad de la 
sospecha; el comandante del presidio dará 
cuenta inmediatamente, con copia literal dei 
expediente instruido, al regente de la Au- 
diencia de que procedan los confinados, sin 
perjuicio de ponerlo en conocimiento de la 
Dirección general de Establecimientos pe- 
nales. 

(t ) Debe leerse, demencia por masque no 
hayamos querido alterar el texto de la Gaceta 
que dice y repite denuncia. 
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3. a El regente de la Audiencia pasará I 
aquel expediente á la Sala de justicia senten- 
ciadora, la cual, con preferencia, oirá al fis- 
cal y al acusador particular de la causa, si le 
hubiere, hasta la última instancia, y dándo- 
se intervención y audiencia al defensor del 
penado, ó nombrándosele de oficio para este 
caso si no le tuviere, acordará la instrucción 
mas ámplia y formal de los hechos, y el esta- ■ 
do físico y moral de los pacientes, por los mis- ' 
mos medios legales de prueba que se hubie- ' 
sen empleado si el incidente ocurriera du- ¡ 
rante el seguimiento de la causa ; comisio- j 
nando al efecto al Juez de primera instancia ¡ 
del partido en que se hallen los confinados, 
por conducto del regente del territorio de la 
Audiencia, para que puedan vigilar el cum- 
plimiento. 

4. a Y últimamente, sustanciado este in- 
cidente en juicio contradictorio , si hubiese 
oposición, y en forma ordinaria si no la hu- 
biese , y después de oir las declaraciones ju- 
radas de los peritos en el arte de curar ; y en 
su caso de la Academia de Medicina y Ciru- 
gía, se dictará el fallo que proceda cíe sí há 
ó no lugar á declarar la demencia , el cual se 
comunicará al comandante del presidio para 
la traslación del penado demente al estable- 
cimiento de beneficencia que corresponda y 
su colocación en la habitación solitaria que 
previene el citado art. 88 del Código penal 
vigente ; lodo sin perjuicio de cumplir con lo 
que en el mismo artículo se dispone, si en 
cualquier tiempo el demente recobrase su 
juicio.»— De Real órden etc.— Madrid 13 de 
enero de 1864. ( Gac . del 20) 

R. O. de 13 enero de 1864. 

Declarando lo que debe entenderse por lugar habi- 
tado en la aplicación del Código. 

(Grac. y Just.) «He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. G.) del expediente instruido en 
este Ministerio con motivo de la consulta ele- 
vada por ese Tribunal acerca de lo que debe 
entenderse por lugar habitado en la aplica- 
ción del Código penal al delito de robo. En 
su virtud, y atendiendo á la conveniencia y 
aun necesidad de uniformar en punto tan 
importante las diversas prácticas que en los 
Tribunales del Reino y hasta en las diver- 
sas Salas de los mismos se observa en su ca- 
lificación; considerando que ningún artículo 
del Código, fuera de los 432 y 433, objeto 
de la cuestión , es bastante para determinar 
su verdadero sentido, por cuya razón hay 
que encerrarse para resolver la dificultad 
dentro de la letra y el espíritu de la ley; 
considerando que las expresiones indicadas 
se refieren á uno de los fenómenos mas or- 
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dinarios de la vida civil; que las leyes hechas 
para todos se han de suponer escritas en es- 
tilo vulgar, salvo lo que, por ser de exclusi- 
vo dominio de la ciencia tenga un tecnicis- 
mo propio: considerando que lo que gene- 
ralmente se entiende por lugar habitado es 
aquel que tiene habitantes ó moradores, ora 
se hallen estos en su albergue, ora en la ca- 
lle, y no habitado cuando aquellos levantan 
la casa; y por último, que una vez definido 
lo que es lugar habitado, no puede ofrecer 
dificultades al juzgador la calificación de los 
robos cometidos en dependencias que for- 
man cuerpos en el edificio que habite una 
persona ó familia, ó en mansiones de puro 
recreo, fuera de las épocas en que residen 
en ellas sus dueños ó en otras circunstancias 
excepcionales; S. M., oido e! parecer del 
Tribunal Supremo de Justicia , y de confor- 
midad con lo expuesto por el mismo , ba te- 
nido á bien resolver que es y se entiende lu- 
gar habitado aquel que sirve de morada á 
una persona, aun cuando el morador falte de 
él accidental ymomentáneamente.»— De Real 
orden, etc. — Madrid 13 de enero de 1864. 
(Gac. del 20.) 

Ley de 22 junio de 1864. 

Estableciendo la penalidad y reglas de 
procedimiento para las falsedades , coaccio- 
nes y otros abusos en las elecciones de di- 
putados á Cortes y provinciales. — Se halla 
inserta en Delitos electorales. 

Ley de 22 junio de 1864. 

Estableciendo requisitos y formalidades 
para la celebración de reuniones publicas, 
procesiones cívicas y religiosas y reuniones 
electorales. — Se halia inserta en Reuniones 

PÚBLICAS É ILÍCITAS. 

R. D. de 17 mayo de 1855. 

Por este decreto se publicó el reglamento 
para la ejecución de la ley de montes de 24 
de mayo de 1863. El título XI trata de la po- 
licía de los montes públicos , y es necesario 
consultarle en todo Jo relativo á la penalidad 
de los delitos é infracciones de las ordenan- 
zas de montes. — V. Montes. 

R. O. de 14 abril de 1866. 

Sobre c-1 art. 2.° del Código, rebaja 6 conmutación da 
penas, 

(Grac. y Just.) La Reina (Q. D. G.) ba 
tenido á bien mandar que cuando las Salas 
de Justicia de las Audiencias expongan lo 
conveniente con arreglo á lo prescrito en 
el párrafo último del art. 2.° del Código pe- 
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nal , propongan siempre, no solo la rebaja ó 
conmutación rio pena que á su juicio proce- 
da en el caso objeto de la exposición, sino el 
grado y extensión en que deba comprender- 
so, debiendo al mismo tiempo acompañar á 
la exposición copia certificada de la senten- 
cia que haya dado ocasión A la consulta.— 
Do Real orden lo digo á V. S. para su inteli- 
cia y efectos correspondientes , debiendo 
acusar su recibo. — Dios guarde A V. S. mu- 
chos anos. Madrid 14 de abril de 1866. — 
Calderón y Gollantes. — Sr. Regente de la 
Audiencia de Albacete. 

Ley de 18 julio de 1 S G 6 . 

Disponiendo cómo han de sufrirse las pe- 
nas de cadena y reclusión temporales , pre- 
sidio y vigilancia de la autoridad , se halla en 
Presidios. 

Ley de 20 marzo de 1 867. 

Trata esta lev. declarada tal , por la de 17 
de mayo del mismo año, de los delitos con- 
tra el (irden público, yes necesario consul- 
tarla, no solo en cuanto define aunque de 
una manera genérica los referidos delitos, se- 
gún elejamos dicho en la nota A la pAg. 166, 
en cuanto establece un procedimiento espe- i 
cial en las causas de esta naturaleza. — Se 
halla inserta en Orden público. 

Ley de 27 marzo de 1868. 

Se reforma ebart. 258 del Código. Queda 
inserta por nota al mismo. 

inserto el Código penal cuyas disposi- 
ciones son de constante y general apli- 
cación , reproduciríamos aquí gustosos- 
el juicio que en su día hicimos de tan 
importante obra y los artículos dedica- 
dos á examinar críticamente la reforma 
verificada en 18-0; pero el deseo de no 
alargar demasiado este artículo y de no 
salimos de nuestro plan, nos hace desis- 
tir de esta idea (1). Délo que no pode- 
mos excusarnos es de dar el índice sis- 
temático y formar un repertorio alfabéti- 


co para facilicitar así doblemente la bus- 
ca y consulta de sus disposiciones á los 
casos que ocurran. lié aquí: 

INDICE 

LEY de 19 de marzo de 1848, mandando que 
se publique como ley el proyecto del Có- 
digo penal: p. 143. 

Real decreto de igual fecha, disponiendo que 
empiece A regir el Código desde 1 de 
julio de 1848. 

Real orden de 9 de junio de 1850, mandan- 
do hacer segunda edición. 

Real decreto de 30 de junio de 1860, dis- 
poniendo la observancia de la segunda 
edición reformada. 

Libro primero. 

DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LOS DELITOS Y 
FALTAS, LAS PERSONAS RESPONSABLES Y LAS 
PENAS. 

Titulo i. — fíe los delitos y faltas , y de las 
circunstancias que eximen de responsa- 
bilidad criminal , la atenúan o la agra- 
van ; arts. l.° al 10. 

Cap. /. — De los delitos y faltas; arts. l.° al 7.° 
Cap. II . — De las circunstancias que eximen 
de responsabilidad criminal; art. 8.° 

Cap. III,— De las circunstancias que ate- 
núan la responsabilidad criminal; arL. 9.° 
Cap. IV. — De las circunstancias que agra- 
van la responsabilidad criminal; art. 10. 
Titulo ir. — De las personas responsables de 
los delitos y faltas; arts. 11 al 18. 

Cap. I . — De Jas personas responsables cri- 
minalmente de los delitos y faltas; artícu- 
los 1-1 al 14. 

Cap. II . — De las personas responsables ci- 
vilmente de los delitos v faltas; arts. 15 
al 18. 

Titulo iii. — De las penas ; arts. 19 al 114. 
Cap. I . — De las penas en general; arts. 19 
al 23. 

Cap. II . — De la clasificación de las penas; 
arts. 24 y 25. 

Cap. III. — De la duración y efecto de las 
penas; arts. 26 al 59. — Sec. 1. a — Dura- 
ción de las penas; arts. 26 al 28. — Sec- 


(1) A la reforma del Código de 1848, dedi- 
camos en la Revista de los Tribunales y de la 
Administración, segundo semestre de 1850, una 
serie de artículos. En el primero, pág. 6, nos la- 
mentábamos de la reforma misma y de cómo 
se hizo, porque con ella degeneró laadmirable 
obra de nuestro Código. «El Código penal de 
hoy, dedamos, no es ya, ni la sombra del Códi- 
go de 1848; es á nuestro modo de ver una obra 
enteramente nueva aunque fundada sobre las 


ruinas y con los escombros de la antigua.» Por 
mas que veamos su forma exterior primitiva, 
anadiarnos; ¡qué importa si ha sido minada en 
lo mas hondo de sus cimientos! 

En el segundo artículo y sucesivos indica- 
mos uno por uno los inconvenientes de la refor- 
ma de sus disposiciones mas fundamentales, ó 
sea de las que sirven de base á la penalidad de 
todos los delitos, demostrando prácticamente 
aquellos inconvenientes. 
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cion 2. a — Efectos de las penas según su 
naturaleza respectiva ; arts. 29 al 49.— 
Sec. 3. a — Penas que llevan consigo otras 
accesorias; arts. 50 al 59. 

Cap. IV. — De la aplicación de las penas; ar- 
tículos 60 al 85. — Sec. 1. a — Reglas para 
la aplicación de las penas á los autores de 
delito consumado , de delito frustrado y 
tentativa, y á los cómplices y encubrido- 
res; arts. 60 al 66. — Sec. 2. a — Reglas 
para Ja aplicación de las penas en consi- 
deración á las circunstancias atenuan- 
tes ó agravantes; arts. 67 al 75. — Sec- 
ción 3. a — Disposiciones comunes á las 
dos secciones anteriores; arts. 76 al 85. 

Cap. V. — De la ejecución de las penas y de 
su cumplimiento ; arts. 86 al 114. — Sec- 
ción 1 . a — Disposiciones generales; artícu- 
los 86 al 88.— Sec. 2. a — Penas principa- 
les, arts. 89 al 112. — Sec. 3. a — Penas 
accesorias; arts. 113 y 114. 

Titulo iv. — De la responsabilidad civil; 
arts. 115 al 123. 

Titulo v . — De las penas en que incurren 
los que quebrantan las sentencias, y los 
que dúrante una condena delinquen de 
nuevo; arts. 124 y 125. 

Cap. I . — De las penas en que incurren ios 
que quebrantan las sentenciss; art. 124. 

Cap. II . — De las penas en que incurren los 
que durante una p condena delinquen de 
nuevo; art. 12,5. 

Titulo vi. — De la prescripción de las penas; 
arts, 126 y 127. 

Libro segundo. 

DELITOS Y SOS PENAS. 

Titulo i. — Delitos contra la religión ; ar- 
tículos 128 al 138. 

Titulo ii . — Delitos contra la seguridad ex- 
terior del Estado; arts. 139 al 159. 

Cap. I .— Delitos de traición; arts. 139 al 144. 

Cap. II. — Delitos que comprometen la paz 
ó la independencia del Estado; arts. 145 
al 153. 

Cap. III. — Delitos contra el derecho de gen- 
tes; arts. 154 al 159. 

Titulo iii — Delitos contra la seguridad 
interior del Estado y el orden público; 
arts. 4 00 al 212. 

Cap. 1. — Delitos de lesa Majestad; arts. 160 

al 166. 

Cap. II. — Delitos de rebelión y sedición; ar- 
tículos 167 al 188.— Sec. i , a — Rebelión; 
arts. 167 a) 173.— Sec. 2. a — Sedición; 
arts. 174 al 180.— Sec. 3 . a — Disposicio- 
nes comunes á las dos secciones anterio- 
res; arts. 181 al 188. 
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Cap. III. — De los atentados y desacatos con- 
tra la autoridad , y de otros desórdenes 
públicos; arts. 189 al 206. 

Cap. IV . — De las asociaciones ilícitas; artícu- 
lo 207 al 212. — Secc. 1. a — Sociedades se- 
cretas ; arts. 207 al 210. — Secc. 2. a — De 
las demás asociaciones ilícitas; arts. 211 
y 2i¿. 

Titulo iv, —De las falsedades ; arts. 213 
al 252. 

Cap. I . — De la falsificación de sellos y mar- 
cas; arts. 213 al 217. — Secc. 1. a — De la 
falsificación de la firma o estampilla Real, 
sello del Estado y firma de los Ministros; 
art. 213. — Secc. 2. a — Falsificación de los 
demás sellos públicos; arts.234al 216. — 
Secc, 3. a — Falsificación de marcas y se- 
llos de particulares; art. 217. 

Cap. II . — De la falsificación de moneda; ar- 
tículos 218 al 222. 

Cap. III . — De la falsificación de billetes de 
Raneo, documentos de créditos del Esta- 
do y papel sellado; arts. 223 al 225. 

Cap. ÍV . — De la falsificación de documen- 
tos; arts. 226 al 234.— Secc. 1. a — De la 
falsificación de documentos públicos ú 
oficiales y de comercio; arts. 226 y 227. — 
Secc. 2. a — De la falsificación de docu- 
mentos privados; art. 228.— Secc. 3. a — 
De la falsificación de pasaportes y certi- 
ficados; arts. 229 al 234. 

Cap. V . — Disposiciones comunes á los ca- 
pítulos anteriores; arts. 235 al 240. 

Cap. VI . — Del falso testimonio, y de la acu- 
sación y denuncia calumniosas; arts. 241 
al 249. 

Cap. Vil . — De la usurpación de fundones, 
calidad y nombres supuestos ; arts. 250 
al 252. 

Titulo v. — Delitos contra la salud pública ; 
arts. 253 al 257. 

Titulo vi.- — De la vagancia y mendicidad; 
arts. 258 al 266. 

Titulo vii. — De los juegos y rifas; arts. 267 
y 268. 

Titulo viii. — De los delitos de los empica- 
dos públicos en el ejercicio de sus car- 
gos; arts. 269 al 331 . 

Cap. I — Prevaricación; arts. 269 al 275. 

Cap. II . — Infidelidad en la custodia de pre- 
sos; arts. 276 y 277. 

Cap. III . — Infidelidad en Ja custodia de do- 
cumentos; arts. 278 ai 281. 

Cap. IV .— Violación de secretos; arts. 282 
al 284. 

Cap.V . — Resistencia y desobediencia; ar- 
tículos 285 al 287. 

Cap. VI . — Denegación de auxilio y abando- 
no de destino; arts. 288 y 289; 
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Cap. VIL— N ombramieiitos ilegales; art. 290, 

Cap. VIII . — Abusos contra particulares; ar- 
tículos 29 i al 303. 

Cap. IX. — Abusos de los eclesiásticos en el ' 
ejercicio de sus funciones ; arts. 304 
ai 306. 

Cap. X. — Usurpación de atribuciones; ar- 
tículos 307 al 309. 

Cap. XI. — Prolongación y anticipación in- 
debidas de funciones públicas; arts. 310 
al 31 2. 

Cap. XII.— Disposición general á los capí- 
tulos precedentes de este título; art. 313. 

Cap. XIII. — Cohecho; arts. 314 al 317. 

Cap . XI V . — Malversación de caudales pú- 
blicos; arts. 31 S al 322. 

Cap. XV.— Fraudes y exacciones ilegales; 
arts. 323 ni 328. 

Cap. XVI. — Negociaciones prohibidas á los 
empleados; arts. 329 y 330. 

Cap. XVII. — Disposición general; art. 331. 

Titulo ix. — Delitos contra las personas ; 
arts. 332 al 357. 

Cap. I . — Homicidio; arts. 332 al 335. 

Cap. II. — Del infanticidio; art. 336. 

Cap. III. — Abortos; arts. 337 al 340. 

Cap. IV. — Lesiones corporales; arts. 341 
al 347. 

Cap. V . — Disposición genera); art. 338. 

Cap. VI. — Del duelo; arts. 349 al 357. 

Titulo x. — Delitos contra la honestidad-, 
arts. 358 al 374. 

Cap. I — Adulterio; arts. 358 al 362. 

Cap. II. — Violación; arts. 363 al 365. 

Cap. III. — Del estupro y corrupción de me- 
nores; arts. 366 y 367. 

Cap. IV. — Rapto; arts. 368 al 370. 

Cap. V.~~ Disposiciones comunes á los tres 
capítulos precedentes; arts. 371 al 374. 

Titulo xi. — De los delitos contra el honor; 
arts. 375 al 391. 

Cap. I. — Calumnia; arts. 375 al 378. 

Cap. II. — Injurias; arts. 379 al 383. 

Cap. III. — Disposiciones generales; arts. 384 
al 391. 

Titulo xii. — De los delitos contra el estado 
civil de las personas; arts. 392 al 404. 

Cap. /.—Suposición de partos y usurpacio- 
nes del estado civil; arts. 392 ai 394. 

Cap. II. — Celebración de matrimonios ile- 
gales: arts. 395 al 404. 

Título XIII. — De los delitos contra la li- 
bertad y seguridad; arts. 405 al 424. 

Cap. /.—Detenciones ilegales; artículos 405 I 
al 407. 

Cap. II. — Sustracción de menores; artícu- 
los 408 al 410. 

Cap. III. — Abandono de niños; arts. í i 1 
y 4)2. 


Cap. IV . — Disposición común á los tres ca- 
pítulos precedentes; art. 413. 

Cap. V. — Allanamiento de morada; arts. 414 
a! 416. 

Cap. VI. — De las amenazas y coacciones; 
arts. 417 al 421. 

Cap. VII . — Descubrimiento y revelación de 
secretos; arts. 422 al 424. 

Título XIV. — Delitos contra la propiedad; 
arts. 423 al 479. 

Cap. I. — I)e los robos; arts. 425 al 435.— 
Secc. 1 . a — Del robo con violencia en las 
personas; arts. 425 al 430. — Secc. 2. a — 
Del robo con fuerza en las cosas; arts. 431 
al 435. 

Cap. TI. — De los hurtos; arts. 436 al 439. 
Cap III. — De la usurpación; arts. 440 al 442, 
Cap. IV. — Defraudaciones; arts. 443 al 459. 
— Secc. 1. a — Alzamiento, quiebra é in- 
solvencia punible; arts. 433 al 448. — Sec- 
ción 2. a — Estafas y otros engaños; artícu- 
los 449 al 459. 

Cap. V. — De las maquinaciones para alterar 
el precio de las cosas; arts. 460 al 463. 
Cap. VI . — De las casas de préstamos sobre 
prendas; arts. 464 al 466. 

Cap. VIL — Del incendio y otros estragos; 
arts. 467 al 473. 

Cap. VIH. — De los daños; arts. 474 al 478. 
Cap. IX. — Disposiciones generales; artícu- 
lo 479. 

Título XV . — De la imprudencia temeraria; 
art. 480. 

Libro tercero. 

I)F. LAS FALTAS. 

Título I. — Arts. 481 al 499. 

Título II. — Disposiciones comunes á las fal- 
tas; arts. 500 al 505. 

Disposición final. — Art. 506. 

Disposiciones transitorias. 

LEY provisional reformada prescribiendo 
reglas para la aplicación de las disposi- 
ciones del Código penal; pág. 202. 
APENDICE. Reales decretos y órdenes no in- 
corporados en el texto del Código penal y 
de la Ley provisional dictada para su eje- 
cución , pág. 207. 

Si el índice sistemático del Código 
ayuda al estudio de sus importantes dis- 
posiciones , el indicador alfabético es 
para la consulta diaria doblemente útil 
porque la facilita notablemente en un 
documento de tal magnitud é impor- 
tancia. Veamos. 
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Repertorio alfabético. 

Abandono de niños: arts. 411, 412 y 413. — 
De destino; 289 (1). 

Abogados; revelación de secretos ; 284. 

Aborto (causado de propósito); 337 á 340. 

Abusos de los eclesiásticos; 302 y siguientes; 

—Be los empleados contra particulares, 291 
á 303 y 313. 

—En elecciones de diputados á Cortes y pro- 
vinciales; 4 96 á 200 y ley 22 junio de 1866. 

Acción penal— No la extingue el perdón de 
la parte en los delitos que se persiguen de 
oficio; 21. 

— Sobre su prescripción; nota á la p. 163. 

Actos públicos. — Turbar gravemente el or- 
den en ellos; 196. 

Acusación ó denuncia; pena de la calumnio- 
sa; 248 y 249. 

Adivinaciones y otros abusos de credulidad; 
núm. 6.°, art. 495. 

Adulterio y amancebamiento; 358 á 362. 

Alcaldes y tenientes. — Su jurisdicción en ma- 
teria de faltas. Ley provisional reglas 1 . a á 
la 24 y 56; R. O." l.° de julio de 1848; y 
de 26 setiembre de 1851. 

Alcaldes corregidores. — No tienen jurisdic- 
ción para conocer de las faltas; regla 5. a 

Alzamiento , quiebra é insolvencia punibles: 
443 al 448. 

Allanamiento demorada ; 414 á 416, y 299. 
—Id. de la del Rey; 166, 

Amenazas y coacciones personales: 417 á 
421; núm. 5.° art. 484; núm. 12, art. 485, 
y núm. i 0, art. 494. 

Apoderamienfo , con violencia, de cosa del 
deudor, etc.: 421 . 

Apostasia, 136 y 137. 

Arbolado. — Y. Daños. 

Archiveros . — Infidelidad en la custodia de 
documentos: 278 á 281 . 

Argolla (Pena de); 24, 29, 51, 52, y 113. 

Armas. — Véase la circunstancia 22, art. 10, 
y núm. 6.°, art. 494. 

Arresto mayor (Pena): 24, 26 y 111 , 

— menor (Pena); 24, 26 y 112 

Asociaciones ilícitas. — Sociedades secretas, 
207 á 210; otras sociedades ilícitas; 2il y 
212.— V. Reuniones. 

Atentados contra la autoridad y desacatos, 
y- otros desórdenes públicos: 189 y sigs. 

tutores de delito consumado . — $ u respon- 
bilidad, etc., 11, 12, 60 y 121 .—De delito 
frustrado; 3.°, 61, 65 y 60. 


(11 Entiéndase que estos números se refie- 
ren á ios artículos del Código . aun cuando no 
se exprese. Cuando se citan reglas, entién- 
danse de la Ley provisional. Los decretos y 
órdenes citadosestán en el Apéndice al Código. 


Autoridad.— Simple desobediencia, falta de 
respeto, etc., considerados como faltas; 
núm. 7. art. '483; núm. 1.°, 486 y núme- 
rosté. 0 , 3.° y 9.°, art. 494. — Y. Atentados. 

Bañarse quebrantando las reglas de decen- 
cia y seguridad, etc., núm. 42, 495. 

Bigamia ; 39o y siguientes. 

Blasfemia; núm. í.% art. 481. 

Bulas. — Ejecutar ilegalmente bulas, breves, 
rescriptos , etc., 145 y su nota. 

Cadáveres (delitos de exhumación y mutila- 
ción de, etc.); 138. 

Cadena (pena de) perpétua; 24, 52, 94, 96 á 
99; disposición 2. a de las transitorias. — 
Temporal; 24, 26, 28, 55, 95, 96 á 99; dis- 
posición 2. a de las transitorias. 

Calumnia. — Lo que es; penas, etc.; 375 á 
378, y 384 á 391.— Y. Acusación. 

Cargos públicos.— Prolongar ó anticipar i!e- 
galmente su ejercicio; 3 1 0 á 312. 

Castigos arbitrarios. — Pena del que los im- 
pone, etc.; 291, 292 y siguientes. 

Caución. — Lo que es esta pena, su dura- 
ción, etc.; 24, 26 y 43. 

Causas: contra reos ausentes: R. D. de 26 
de mayo de 1854. 

— De conspiración : ratificación de casti- 
gos, etc., art. 4.°, R. D. de 26 de mayo 
de 1854. 

—Correccionales: procedimiento, etc.: regla 
38 de la Ley provisional y art. 5.° del Real 
decreto de 26 de mayo de 1854. — De va- 
gos; art. 6.° R. D. 26 mayo de 1854. 

— En que la ley no admite sino la acusación 
privada; 359, 360, 371, 388, 391 y 21.— 
En estas causas no se consultan las sen- 
tencias cuando ninguna de las partes apela; 
art. l.° de la R. O. de 8 de anril de 1863. 

Caza y pesca (Infracciones en materia de); 
núm. 7.°, art. 484; 25 y 26, art. 495. 

Cencerradas; núm. 14, art. 485, y 2.° artícu- 
lo 493. Ver también el 197. 

Circunstancias agravantes. — Cuáles son etc. 
10, 67, 68, 70 á 74, y regla 4. a del 125. — 
Atenuantes; 9, 67, 69 á 74. — Que eximen 
de responsabilidad; 8.° y 479. 

Coacciones personales. — Y. Amenazas. 

Código civil. — Aplicación de! pena! cuando 
se refiere á disposiciones del civil; art 3/' 
del R. D. de 2 ' de setiembre de -18 48. 

Cohecho. — Abuso ú omisión de empleado por 
dádiva ó promesa; 314 á 317. 

Coligaciones. — Para encarecer ó abaratar 
abusivamente el precio de las cosas; 461. 

Comiso. — En casos de delito; 24 y 59.— En 
las laltas; 502 y 503. 

Cómplices. — Quienes lo son, etc.; 11, 13, 
63, 65 y 66. — De faltas; 501 . 

Confesión con cargos. — Su abolición; ar- 
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líenlo i del R. D. de 26 de mayo de 1864 . 

Confinamiento mayor; 24, 26 , 28 y 107.— 
Menor: 24, 26, 28 y 107. 

Conspiración pura cometer un delito; 4.° 
y 62. 

Contiendas de competencia ; entre dos ó mas 
jueces, nota al art. .-109. — Entre la autori- 
dad jndicia] y las administrativas, nota al 
mismo artículo. 

Contrabando ; nota al art. 7.° 

Contratos simulados en perjuicio de terce- 
ro; 450. 

Correspondencia (interceptación ó apertura 

^ de); 283. 

Corrupción de menores; 360 y 307. 

Costas y gastos del juicio - 46 á 49; reglas 
5! ¡í 5í de la Ley provisional, y H. O. de 5 
de mayo de 1803. 

Costumbres. —Ofensas graves al pudor y á 
las costumbres; 365. — Mas leves; núme- 
ros 1 .“ y 2. L> , art. 482: nútn. 8.°, art. 485 y 
12, art. 495. 

Cuadrilla (Robos en); 425, 426 á 428. 

Culto.— -Turbar su ejercicio, etc.; 129 y 135. 

Curadores. — Cosas que les están prohibi- 
das; 32 í y 402, — Su responsabilidad ci- 
vil ; 15. 

Daños y perjuicios (Reparación de) 48, 49, 
115 y siguientes. 

Daño (Delitos de); 474 al 478 y 479. — Fal- 
las: míms. 2.°, 3.° y 13 del art. 485, v ar- 
tículos 487, 488/490, 492, 496, 497, 
498 y 499. 

Daños en montes públicos. Cuando su im- 
porte exceda de 1.000 escudos, conocen de 
ellos Jos Tribunales de justicia con arreglo 
;í las prescripciones del Código penal. Hasta 
dicha suma, corresponde el castigo ala 
Administración, como y en la forma que 
determina el til. IX del Real decreto regla- 
mento de 17 de mayo de 1855, inserto en 
Montes. 

Defensa por pobre; urts. 7. n y 8.° del Real 
decreto de 26 de mayo de 1854. 

Defraudaciones, estalas , engaños punibles; 
443 á 459 v 479; núins. 1 / y 2.° de la 2. a 
parte del art. 482. 

Degradación; 24, 29, 51 , 52 y 114; de ecle- 
siásticos y militar; nota el art. 114. 

Delito y falla. — Apreciación de los hechos 
que son susceptibles de diferentes grados 
de culpabilidad; art. 5.°, It. D. de 22 de 
setiembre de 1848. — Su definición , divi- 
sión, etc,; l.° á 7.° 

Delitos cometidos de nuevo durante una con- 
dena; 125. 

Delitos electorales; 196 á 200. 

Delitos militares. — Disposición 1. a de las 
transitorias del Código, y art. 7. u 


■ Delitos no sujetos á las disposiciones del Có- 
digo: 7. rt y su nota. 

Demarcaciones municipales.- — R. O. de l.° 
de julio de 1818 y 26 setiembre de 1851. 

Demencia después del delito y después de la 
sentencia; 88, y R. O. de 13 de enero 
de 1864. ' 

Denegación de auxilio á la autoridad; 288. 

Denuncia calumniosa (Y. Acusación y) 

Derecho de gentes. — Atentados contra mo- 
narcas extranjeros ó sus representantes: 
Piratería, etc.; 154 á 159. 

Desacatos contra la autoridad y desórdenes 
públicos; 189 y siguientes. — Contra el Rey, 
mím. 4.°, art." 481. 

Desobediencia grave á la autoridad; 285.— 
Por el inferior á su superior jerárquico; 
286 y 287. 

Destierro; 24, 58, 109, 

Destrucción ó alteración de mojones ó seña- 
les destinadas á fijar ios términos de los 
pueblos ó prédios; 442. 

Detención ilegal de personas. — Por particu- 
lares; 405 á 407 y 413. — Y. Abusos. 

Documentos (Infidelidad en la custodia de); 
278 á 281 . 

Duelo ó desafío; 349 á 357. 

Eclesiásticos . — (Y. Abusos délos) 

Edad. — Su influencia en la atenuación ó 
agravación de las penas; 8, 9, 16 y 72. 

Elecciones populares; 196 á 200. 

Empeño de cosa ajena , finjiéndose dueño; 
450. 

Empleados públicos. — Delitos en el ejerci- 
cio de sus cargos, etc.; 269 á 330. — Quié- 
nes se reputan empleados para los electos 
de la ley; 331. 

Encubridores de delito. — Quiénes son; su 
pena, etc.; 11, 14, 04 á 66. 

Estado (delitos contra la paz ó la independen- 
cia del); 1 45 á 153 

Estado civil de las personas.- — Suposición de 
partos v usurpaciones del estado civil; 
392 á 394. 

Estados mensuales de causas; art. 42, Real 
decreto de 26 de mayo de 1854. 

Estafas y otros engaños; 449 á 459. 

Estupro; 366 y 371 á 374. — Y. Causas. 

Exacciones ilegales. — Por empleados: 323 á 
325. 

Exequátur. — Sobre ejecución de bulas, bre- 
ves, etc. , sin los requisitos legales; 145 y 
su nota. 

Exhortas. Modo de despacharse los de oficio; 
art, 10 del R. D. de 26 de mayo de 1854. 

Exhumación de cadáveres humanos, etc.; 
138, 

Exposición de niños, quebrantando los re- 
glamentos; 484, núm. 3. 
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Extrañamiento perpetuo', 24, 54 y 103. — 

, Temporal; 24, 26, 28, 57 y 103. 

Facultativos. — Abusos de profesión; 232, 
340 y 393; núm. 10, art. 485, y 3.°, ar- 
tículo 495. 

Falsedades en elecciones populares: 199 á 
201.— De la firma ó estampilla del Rey; 
213. — De sellos públicos; 214y 215. — Do 
marcas ó sellos particulares; 217.-— De mo- 
neda; 218 á 222.— -De billetes de Banco, pa- 
pel del Estado y sellado; 223 á 225. -De do- 
cumentos públicos , oficiales y de comer- 
cio; 226 y 227. — De documentos privados; 
228. — De pasaportes y certificados ; 229 á 
234. — Disposiciones comunes; 235 á 240. 

Falso testimonio ; 241 á 249. 

Faltas ; lib. 3.°, (arts. 481 á505. — Exclusiva 
competencia de la jurisdicción ordinaria 
para el castigo de las comprendidas en el 
Código penal; nota al art. 482, reglas 1 . a 
y 56 de la Ley provisional , y nota á la re- 
gla 1 . a de id. 

Farmacéuticos, núms. 6 .° y 7.°, art. 486. 

Fianza carcelera y de cárcel segura ; reglas 
34 y 35 de la Ley provisional y R. D. de 
30 de setiembre ríe 1863. 

Fingirse autoridad, etc.; 250 á 252; núme- 
ro 4.°, art. 485. 

Fraudes y exacciones ilegales, por emplea- 
dos; 323 á 325. 

Fueros. — No se hace novedad, salvo en lo 
relativo á faltas; regla 56 y nota. 

Fuga de presos-, connivencia; 204, 276 y 277. 

Heridas.— y. Lesiones. 

Homicidio (con circunstancias mas ó menos 
graves): 332 á 335 y 348, — V. Infanticidio. 

Hurtos. — 436 á 439 y 479. 

imprenta (delitos de); 7 y su nota. 

imprudencia temeraria: 480 y 493, núm. 5.° 

Incendios etc.; 467 á 473. — V. Danos: nú- 
mero 10, art. 486; 2.°, 4.° y 5.°, artícu- 
lo 494; y 13, art. 495. 

Indemnización de perjuicios. Lo que com- 
prende, su regulación, acción para recla- 
mar, etc.; 118 y siguientes y su nota. 

Indulto. Sus efectos, etc.; 45 y 50 y nota. 

Infamia . — No hay penas infamantes ; ar- 
tículo 23. 

Infanticidio , ó muerte de un recien naci- 
do, 336. 

Infidelidad en la custodia de documentos; 
278 á 281. 

Inhabilitación (Pena de); 24, 25, 26, 30 á 
35, 38, 39, 44 y 124.— Efectos de la inha- 
bilitación y suspensión; nota al art. 44. 

Injurias-, 379 á 391 y núm. 4.° del art. 493. 
— Siendo al Rey;' 164 y 165. — Siendo á 
los Cuerpos colegisladores ; 191 y 192. — - 
Sobre la concesión de licencia para perse- 
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guir las causadas en juicio: 390 y nota. 

— V. Causas. 

Insolvencia punible. — Y. Quiebra. 

Interdicción civil —Lo que es, etc.; 24; 41, 
52 á 55. 

Juegos prohibidos: casas, jugadores ; 267 y 
268; núm. 1,°, art. 485 y nota. 

Juicios de faltas: competencia, formalidades, 
fueros etc.; reglas 1. a á la 25 y 56 de la 
Ley provisional y notas.. 

Juramento: no se haga en los escritos; Real 
decreto de 26 de mayo de 1854. 

Jurisdicción penal. — Reside exclusivamente 
en los Tribunales;.nota 15 al art. 22. 

Lesa Majestad (Delito de); 160 á 166. * 

Lesiones corporales. — Castrar, mutilar, he- 
rir, golpear, maltratar de obra; 341 á 347 
y 348; núm. 4.°, art. 484, y 11, artícu- 
lo 485. 

Leyes sanitarias-, 7.° y su nota con los de- 
más artículos allí citados. 

Lindes de los pueblos y heredades.— (Véase 
Destrucción de). 

Listas de causas (suprimidas); art. 12 del 
R. D. de 26 de mayo de 1854. 

Lugar habitado. — Lo que por tal se entien- 
de; R. O. de 13 de enero de 1864. 

Llaves falsas, ganzúas; etc. 431. 

Malversación de caudales públicos; 318 
á 322. 

Manceba de hombre casado , con cscánda- 
- lo; 362. 

Maquinaciones contra el precio de las cosas; 
460 á 464. 

Marcas industriales-, 217 y su nota ; 457 y 
su nota. 

Matrimonios ilegales: pena del bigamo; 395. 
— Del ordenado in sacris ó ligado con voto 
solemne de castidad: 395. — Del que tiene 
impedimento canónico; 396. — Del en que 
interviene el párroco por sorpresa ó con 
engaño; 398.— Del menor sin consenti- 
miento paterno; 399. — De la viuda antes 
de los 301 dias de viudez , ó antes del 
alumbramiento, si quedare en cinta; 400. 
— Del tutor ó curador y de sus bijas etc. 
con la menor; 402. — Del adoptante con 
bija adoptiva; 401, — Eclesiásticos culpa- 
bles etc.; 403. 

Medicamentos deteriorados, etc., etc.; 255; 
núm. 9.°, art. 485, y 6.° y 7 art. 486. 

Mendicidad. — Pedir habituaimente limosna 
sin licencia de la autoridad , etc.; 263 á 
266, y su nota. 

Menor. — Abuso de su impericia ó pasiones, 
haciéndole otorgar alguna obligación, des- 
cargo, etc., etc.; 458. — Y. Matrimo- 
nios: Sustracción: Circunstancia atenuan- 
te : Abandono de niños, etc. 
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Monarcas extranjeros. — V. Derecho de Prisión mayor-, 24, 26, 28, 58 y 106.— Idem 
"entes. menor y correccional, los mismos, v 

Moneda (Talsicacion de, etc.); 218 á 222. — 11. O. 4 de enero de 1854. 

Rehusar la legítima; nóm, 4.°, art. 495. — Idem por vía de sustitución y apremio: 49 

Montes (delitos en ): 7 y nota. 106, R. O. de 4 de enero de 1854. 

Muerte (pena de); sus efectos, ejecución, etc.; Prisiones ilegales; 295 á 298. — V. Deten- 
24, 50, 78, 89 á 94. cion. 

Muerte. — Cuando la jurisdicción militar ira- Procesiones cívicas. — V. Reuniones pú_ 
ponga la pena de muerte en garrote,;! ella blicas. 

le toca la ejecución, etc.; nota al art.. 89. Procuradores síndicos. — Ejercen el minís- 
—Sobre reclamación de fuerza armada, que ferio fiscal, regla 22. 

auxilie para la ejecución; nota al art. 89. . Profanación de las sagradas formas de la 
Mujeres. — Cumplimiento desús condenas; i Eucaristía, imágenes, etc.; 131 y 132. 

93, 99 y disposición 2. a de las transí- I Propiedad (Delitos contra la). — V. Robos: 
Torias. ' Hurtos: Usurpación: Defraudaciones: 

Multas (pena de); 22, 24, 48,49, 75, 82 Propiedad literaria é industrial (Delito de 
y 85. — V. Faltas: Alcaldes. defraudación do la); 457 y ñola al mismo. 

Mutilación ; 138 y 341 á 348 y su nota. Proposición para cometer un delito; 4.° y 62. 
Negociaciones prohibidas á los empleados; Providencias gubernativas. — Y. Faltas! 

329 y 330. Quebrantamiento de condenas; 124. 

Niños. — Y. Abandono: Exposición de Quiebra é insolvencia punibles; 443 á 449. 

Nombramientos ilegales (proponerlos ó ha- j Rapto de mujer; 368 á 370, v 372 á 374. 

curios); art. 290. 1 Rebelión; 167 á 173 y 181 á 188. 

Notificación de sentencias ; art. 2.° R. O. de ; Reclusión perpetua ; 24, 53 y 100, regla 2. a 

8 de abril de 1863, p. 211. adicional. — Temporal; id. y art. 2. a 

Orden público. — V. Atentados: desacatos: Recursos de fuerza; conminaciones, etc., 

Piratería: Rebelión: Sedición; 160 y sigs. regla 55 de la Ley provisional. 

Parricida ; 91 Y 332. Regicidio; 160 á 166. 

Pasaportes falsos, etc.; 229 al 231. Reglamentos; Aplicación del Código cuando 

Pastores. — Y. Daños. se refiere á sus disposiciones, art.s. 1 ." y 

Penas en genera!; 19 á 23, 86 á 88 y 505. — 2.° del R. D. de 22 setiembre de 1848. 

Su clasificación ; 24 y 25. — Su duración; Rehabilitación en derechos, cargos, otc 8 , 

26 á 28 y 83, — Sus electos; 29 á 49. — perdidos en virtud de pena; 29. 44 y 45. 
Accesorias que llevan consigo; 50 á 59 Relegación perpetua ; 24, 54 y 102.— Tem- 
y 78.— Su aplicación; 60 á 85. — Escalas poral; 24, 26, 28, 57 y 102. 

graduales; 79 y siguientes. — Su ejecución; Religión (Delitos contra la); 128 á 138. 

86 á 114; disposiciones transitorias. Reo de muerte. — Y. Muerte. 

Personas responsables criminalmente; 11 Reprensión pública; 24 y 110. — Privada; los 
y 14. — Idem civilmente; 15 á 18 y 115 mismos. 

a 123. ' ¡ Resistencia y desobediencia; 285 á 287. 

Piratería; 156 á 150. Reuniones públicas. — Ley de 22 de junio 

Policía sanitaria. — Alterar bebidas, etc., con de 1864; nota al art. 210. 

mezclas nocivas á la salud; 257. — V. Sa- Rifas no autorizadas;2 67, núm. l.°, art. 485. 
lud pública. Robos; 425 á 437. 

Presos .■ — Y. Fuga. Sal (Defraudación en la venta de la); 482 y 

Presidio mayor; 24, 26, 28, 56 y 104, nota al mismo. 

— Idem menor correccional. — Los mismos. Salud pública (Elaboración ó venta de sus- 
Prestamistas; 464 á 466. tandas nocivas á la), etc.; 253 á 257.— 

Prevaricación de jueces , empleados públi- Medicamentos deteriorados, etc.; 255. 
eos, abogados y procuradores, asesores, Secretos (Violación de); 282 á 284 y 306. Por 
arbitros, etc.; 269 á 275. los que ejercen profesión, etc.; 284. — Por 

Prescripción de las penas: cuando tiene lu- particulares, criados, etc.; 422 á 424. 

gar; 120 y 127. Sedición ; 174 á 188- 

Prisión y arresto. — Casos en que tiene lu- Seducción de tropas, etc.; 183. — Para los 
gar, reglas 25 á la 37 de Ja Ley provis. y delitos de rebelión, sedición ó simple de- 
R. 1). de 30 de setiembre de 1853. sercion, 183. 

— Abono en algunos casos de la mitad de la Sentencias. — Y. Notificación, 
prisión sufrida, etc., R. 1). de 9 de octubre Soborno. — V. Cobecho, 
de 1853, Sobreseimiento: regla 36 á 50. 
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Sociedades secretas. — V, Asociaciones. 
Soltura de presos; 204. 

Subastas (Fraudes en las); maquinando al- 
terar el precio de las cosas, etc.; 460. 
Suposición de partos. — \. Estado civil. — 
De nombres.— V. Usurpación. 

Suspensión de empleados públicos: cuándo 
no se reputa pena; 22. 

Sustracción de menores] 408 á 410 y 413. 
Tentativa de delitos] 3, 62, 65 y 06. — Para 
abolir en España la religión católica; 128. 
Tercera instancia. — Base para determinar ! 
su procedencia; regla 46 de la Ley- provi- 
sional y arl. 3.° de la R. O. de 8 de abril 
de 1863. ¡ 

Traición y tentativa contra la independen- 
cia é integridad del Estado; 139 á 144. 
Tumultos. — Y. Orden público. 

Tutores. — Cosas que les están prohibidas: 
324 y 402. 

Usurpación de funciones, calidad y nom- 
bres supuestos, etc.; 250Ú252 y núm. 4.°, 
art. 485. — De atribuciones; 307 á 309; 

• — De cosa inmueble ó de un derecho real; 
440 á 442. — V. Estado civil. 

Vagancia-, 258 á 262 y su nota. 

Vejaciones injustas; 300. 

Venganzas-, art. 47o. 

Vigilancia de la autoridad (pena de); 24, 
25, 42, 45, 50, 52, 53, 54, 56 y 57. ' 
Violación ó fuerza á mujer; 363 y 372 á 374. 
Violencias ; 420 y 421. 

Visitas de cárceles; art. 11. R, D. de 26 de 
mayo de 1854, 

■ — V. Delitos: Faltas: Fuero: Presidio, 

cofradías y otras asociaciones pia- 
dosas. Llámanse cofradías las asocia- 
ciones que se forman competentemente 
autorizadas para un fin religioso ó para 
obras de piedad. Para que su estableci- 
miento sea legítimo han de ser autoriza- 
das con aprobación del Gobierno y del 
obispo diocesano , sin cuyos requisitos 
deben impedirlas bajo su responsabili- 
dad las justicias de los pueblos, confor- 
me á la ley 6. a , lít. Ii, lib. I y ley 12, 
tít. XII, lib. XII, Nov. Reo,— Según lo 
que se desprende de esta última ley, se 
han conocido en España otras asocia- 
ciones gremiales ó políticas sin fin ú 
objeto religioso , cometiéndose con este 
motivo grandes abusos á que se quiso 
poner remedio, exigiendo para su esta- 
blecimiento autorización expresa del Go- 
bierno dada en toda forma, y previnien- 
do á las justicias que no consientan ni 
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toleran las que carezcan de la autoriza- 
ción Hé aquí las disposiciones dictadas 
sobre este asunto. 

Ley\2, tit.XII, lib. XII, ¡Sov. Rec. (1). 

a Revocamos todas y cualesquier co- 

fradías y cabildos que desde el ano 64 acá se 

han hecho en nuestros reinos, salvo las 

que han sido hechas y después acá se hubie- 
ren hecho solamente para causas pías y espi- 
rituales, y precediendo nuestra licencia y au- 
toridad del prelado, y que de aquí adelante no 
se hagan otras, salvo en la manera susodicha, 
so grandes penas. Y otrosí defendemos y 

mandamos , que en las hechas hasta el 

año de 64, no se habiendo hecho como di- 
cho es.... que no se junten ni alleguen los.... 

cofrades de ellas , antes las deshagan y 

revoquen por ante el escribano públicamente 

cada y cuando por la justicia ordinaria 

les fuere mandado ó fueren requeridos por 
cualquier vecino, donde sopeña que, cual- 
quier que lo contrario hiciere, muera por 

ello, y sus' bienes sean confiscados 

para nuestra cámara y fisco:....» 

Ley 43, tít. y lib. citados. 

« Las cofradías que hay en estos rei- 

nos de oficiales se deshagan y no las haya 
de aquí adelante aunque estén por Nos con- 
firmadas.» ( Año 4552.) 

Ley 6. a , tit. II , lib. I, 

«Mando, que á consecuencia de lo dis- 
puesto en la ley 13, tít. XII , lib. Xfl todas 
las cofradías de oficíales ó gremios se extin- 
gan; encargando muy particularmente á Jas 
Juntas de caridad, que se erijan en las ca- 
bezas de Obispado ó de partidos ó provincias, 
las conmuten o sustituyan en montes p'os, y 
acopios de materias para Jas artes y oficios, 
que faciliten las manufacturas y trabajos á 
los artesanos, tomen Luid o la industria po- 
pular. 

Que las cofradías erigidas sin autoridad 
real ni eclesiástica queden también abolidas 
por defecto de autoridad legítima en su fun- 
dación , según lo prevenido en la ley 12 del 
mismo título y libro, destinando su fondo ó 
caudal al propio objeto que eJ de las gre- 
miales. 

Que las aprobadas por la jurisdicción real 
y eclesiástica sobre materias ó cosas espi- 
rituales ó piadosas puedan subsistir, refor- 


(1) D. Enrique IV en Toledo año de 1462 
pet. 36 y Sta. María de Nieva año 1473, pet. 3í, 
y D, CárJos I en Madrid, año de 1534, pet. 20. 
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mando ¡as excesos , gastos supériluosy caá- 
Je.sqm era otro desorden, y prescribiendo 
nuevas ordenanzas, que se remitan al Con- 
sejo para su examen y aprobación. 

Que las Sacramentales subsistan también 
por eJ sagrado objeto de su instituto, y ne- 
cesidad de auxiliar ;í las parroquias ; con tal 
que, si tío se ¡tallaren aprobadas por las ju- 
risdicciones real y eclesiástica, se aprueben, 
arreglándose antes las ordenanzas conve- 
nientes con aprobación del Consejo, trasla- 
dándolas todas, y fijándolas en las iglesias 
parroquiales; 

Y últimamente, que las cofradías que se 
hallen actualmente toleradas con solo Ja au- 
toridad del Culinario, aunque atendido el 
literal contexto de la citada ley 1 i se debían 
declarar abolidas, por no haber intervenido 
d Real asenso en su erección, con todo será 
bien cometerlas al nuevo examen de las Jun- 
tas de. caridad, para que procuren reunirlas 
alas Sacramentales de parroquias, destinan- 
do á socorro de los pobres el caudal o fondo 
de las que se deban suprimir. 

Y para obviar iguales contravenciones en 
lo sucesivo y renovar la observancia de las 
leyes del Reino en esta parte, prohíbo por 
punto general la fundación ó erección de co- 
fradías , congregaciones ó hermandades , en 
que no intervéngala aprobación real y ecle- 
siástica::: y mando que se expida la Real cé- 
dula correspondiente á conseguir Ja refor- 
ma, extinción y respectivo arreglo de las co- 
fradías erigidas en Jas provincias y diócesis 
del Reino é islas adyacentes; y que se comu- 
nique á los Ordinarios eclesiásticos y exentos 
órdenes circulares , para que procedan de 
acuerdo con las Juntas generales de caridad 
y magistrados seculares, en asuntos de tanta 
gravedad é importancia.» (Año de 1783.) 

Resolución de 9 de mayo de 1778. 

Aparece por nota á la ley anterior y dice 
textualmente : 

«Por resolución á consulta del Consejo de 
9 de mayo de 1778 se sirvió S. M. aprobar 
una instrucción formada para el gobierno y 
dirección de la Junta general de caridad es- 
tablecida en Madrid , removiendo dudas por 
medio de ios sólidos principios adoptados en 
ella , y para que pudiese ser modelo en el 
resto del Reino, compuesta de 21 capítulos, 
de los cuales los cuatro últimos respectivos á 
cofradías son del tenor siguiente: 

En cuanto á cofradías ó están fundadas 
conforme á la ley 3 , tít. XIY, lib. VIH de la 
Recopilación ó no (1). 


(1) Es la ley 12 , tít. Xil, lib. Xlí Nov. Roe, 


XYIU.— En el caso de no estar fundadas 
conforme á la citada ley, como cuerpos ilíci- 
tos , á la autoridad pública pertenece abolir- 
ías : basta la materia! inspección de faltarles 
los debidos requisitos en su origen ilegal y 
este es uno de los encargos de la Junta, agre- 
gando sus haberes á los pobres con prefe- 
rencia en el socorro á los individuos existen- 
tes de tales cofradías que deben abolirse por 
esta causa. 

XIX. — Si están fundadas con la debida au- 
torización real y eclesiástica conforme á las 
leves , eJ concurso de ambas autoridades re- 
unido en la Junta de caridad puede y debe 
suprimirlas superfinas, pues de él depende 
su tolerancia ó abolición, y esta se hace pre- 
cisa cuando son muchas y su multiplicidad 
distrae á ios heles de las parroquias y les em- 
pobrece con muchas exacciones. 

XX. — Esta abolición aumentará la concur- 
rencia de los heles á su parroquia, y librará 
á los vasallos de- un peso intolerablej hacién- 
dose pobres muchas familias con las comilo- 
nas y gastos superfinos que hacen en estas 
cofradías, especialmente cuando llegan á ser 
oficiales en ellas, en que suele sobresalir la 
vanidad mas que la devoción; de manera que 
con ella lograrán los vecinos de Madrid y su 
jurisdicción tanto auxilio, como si se Jes re- 
mitiesen todos los tributos ; y es á la verdad 
un socorro de los mayores que se pueda dar 
á estas familias, libertándolas de caer en po- 
breza, y poniéndolas en estado de dar socor- 
res para alivio de los pobres. 

XXL — Ao se han de comprender en esta 
generalidad, las Sacramentales, por haberlas 
preservado el Consejo al tiempo de erigir la 
Junta; aunque no se ha de confundir la devo- 
ción con la vanidad en gastos supérfluos.» 

O. del Regente de 18 noviembre de 1841. 

Que cesen las que no estén autorizadas por ul Gu- 
Gieruo. 

(Grac. y Just.) «El Regente del Reino 
ha tomado en consideración lo expuesto por 
varias autoridades acerca del abuso que en 
muchos puntos del Reino se hace de las co- 
fradías y asociaciones formadas bajo la advo- 
cación de algún nombre sagrado ú otro obje- 
to piadoso , sin haber obtenido la autoriza- 
ción lega! competente, y aun con manifiesta 
tendencia á menguar el respeto debido á las 
leyes, rebajando los vínculos de obediencia 
para con el Gobierno que ja nación se ha 
dado. 

Ya de muy antiguo los legisladores espa- 
ñoles habían previsto este exceso, y para 
contenerle dictaron disposiciones severas 
que se hallan vigentes en Ja actualidad, com- 
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prendidas en la Nov. ftee. Estas providen- 
cias son aplicables á los casos denunciados 
ahora, y por tanto es obligación de todas las 
autoridades velar por su exacto cumplimien- 
to, disponiendo que cesen desdo luego todas 
las cofradías y cualesquiera otras asociacio- 
nes religiosas,' ya originarias de España ó ya 
del extranjero, que no hubiesen obtenido la 
autorización de! Gobierno. Para este fin se 
ha servido mandar S. A. que se recuerde á 
las autoridades, así judiciales como guberna- 
tivas, lo dispuesto en las leyes 6.% til. II, li- 
bro I, y 12, tít. XII, lib. XIII de Ja Novísima 
Recopilación, que son relativas a la materia. 
—De órden dp S. A. etc. — Madrid 18 de no- 
viembre de 1841.» ( CL . t. 27, p. 795.) 

, R. O. de 8 febrero de 1842, 

Sobre disolución do las cofradías ilegales. 

(Grac. yJust.) No siendo posible al Go- 
bierno en sus muchas y graves atenciones 
revisar los estatutos y constituciones de las 
innumerables cofradías fundadas en casi to- 
das las iglesias de la Monarquía, y mucho 
menos conocer la inmediata utilidad que la 
conservación de algunas puede traer á las po- 
blaciones en que se hallan, se ha servido 
S. A. el Regente del Reino mandar, que los 
prelados diocesanos, de acuerdo con los Jefes 
políticos de las respectivas provincias en que 
estén enclavadas las diócesis, propongan á 
este Ministerio las cofradías que deban supri- 
mirse; teniendo en consideración que única- 
mente se han de conservar aquellas que sean 
conformes á las disposiciones canónicas y ci- 
viles que rigen en la materia, pudiendo en- 
tre tanto ambas autoridades permitir la con- 
tinuación de aquellas que estimen necesarias 
y convenientes por su institución y piadosos 
objetos, y que no sean contrarias a lo dis- 
puesto en uno y otro derecho. — De órden 
de S. A. etc. — Madrid 8 de febrero de 1842. 
(CL. t. 28, p. 52.) 

R. D. de 17 abril de 1854, 

(Grao, y Just.) Estando dispuesto por la 
ley 12, tít. XII, lib. Xfl de la Nov. Rec. y 
por la 6. a , tít. II, lib. 1 de la misma que las 
cofradías ó hermandades erigidas sin la au- 
tomación competente sean disueltas, la Rei- 
na [U.D. G.) se ha servido mandar que en 
el término de un mes remita Y. S. á este Mi- 
nisterio una nota de las que en esa diócesis 
se encuentran en este caso para resolver lo 
conveniente en justa observancia de la ley. — 
De Real órden etc.— Madrid 17 de abril de 
1854.— Sr, Obispo de (CL. t. 61 , p. 521.) 


R. O. de 23 noviembre de 1854. 

(Grac. y Just.) «Por las leyes del Reino 
y repetidas Reales disposiciones, se halla pre- 
venido desde muy antiguo, y últimamente 
por la R. 0. de 17 de abril de este año, que 
no se consienta ni tolere que en las iglesias 
se establezca ni funcione ninguna cofradía ni 
otra asociación ni congregación piadosa, 
cuyos estatutos no hubiesen merecido previa- 
mente la aprobación de S. M. y obtenido ía 
Real cédula que al efecto se expide con las 
formalidades de costumbre. De las noticias 
reunidas recientemente en este Ministerio, 
aparece no obstante que sin tales requisitos 
funcionan en algunos pueblos diferentes con- 
gregaciones de este genero, y queriendo la 
Reina (Q. D. G.) que sin excusa alguna se 
cumpla y lleve á efecto cual corresponde 
cuanto en la materia previenen las indicadas 
disposiciones, se ha servido S. M. mandar: 

1. ° Que los Prelados y Ordinarios dioce- 
sanos reinilau con toda brevedad al Ministe- 
rio de mi cargo, un estado circunstanciado de 
todas las congregaciones piadosas que legí- 
timamente establecidas existen en todas y 
cada una de las parroquias de sus respecti- 
vas diócesis, expresando en las diferentes ca- 
sillas, según el orden que se indica, el nom- 
bre de la provincia civil, el del pueblo y el 
de la parroquia en que se halla establecida 
cada congregación, el título y la advocación 
de esta misma, la fecha de la Real cédula de 
la aprobación de sus estatutos (de los cua- 
les se acompañará con la contestación un 
ejemplar impreso, puesto que según se or- 
dena en las Reales cédulas respectivas de 
aprobación, deben tenerlos en aquella for- 
ma), y el número de congregantes ó indivi- 
duos que en el dia pertenecen ¡i cada con- 
gregación. También se manifestará sí cada 
una de estas funciona regularmente con ar- 
reglo ;í sus estatutos, ó si por el contrario no 
funciona, por qué razón y desde qué época. 

2. ° Es la voluntad de S. M. que los Ordi- 
narios diocesanos hagan las prevenciones 
mas terminantes y precisas á los curas pár- 
rocos de sus diócesis, á fin de que bajo su 
inmediata y mas estrecha responsabilidad 
prohíban desde luego en sus iglesias el ejer- 
cicio de cualquier acto propio de congrega- 
ción á todas aquellas que no estén legítima- 
mente establecidas, ó que no cumplan las 
prescripciones de sus respectivos estatutos, 
y las condiciones de la Real cédula de su 
aprobación, ó que no hubiesen obtenido esta; 
dando cuenta al diocesano para lo que pro- 
cediese. 

3. ° Que los Gobernadores civiles vigilen 
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el exacto cumplimiento de lo prevenido en 
ei artículo anterior; dando parle ¡i este Mi- 
nisterio.» {Bol. of. de Granada , núm. 152.) 

/?. D. de 15 febrero de 1867. 

Véanse los arts. 24 al 27 de este decreto, 
y también el 23 de la Real cédula de 3 de ene- 
ro de 185 4 en el artículo Curas párrocos. 

Tan grande llegó á ser el abuso de las 
cofradías, y tan inmenso su número, que 
el ilustre Campomanes en sus Discursos 
sobre el fomento de la industria popular 
y sobre escuelas patrióticas, no pudo 
menos de alzar su ilustrada voz contra 
ellas. Decía que eran muchas las funda- 
das contra las leyes y que podían dar 
un caudal considerable para enseñar y 
mantener á los pobres, en vez de con- 
vertir sus fondos y contribuciones ilega- 
les en comilonas y otros gastos supér- 
fluos ó viciosos en gran parte. Entonces 
se trataba en el Consejo de reducirlas y 
darlas este y otros destinos útiles, y se 
dictaron á poco en efecto la resolución 
de 9 de mayo de 1788 y la que es hoy 
ley 6. a , tít. íl, lib. i dé la Novísima Re- 
copilación (1). 

Hoy además de dichas leyes y de las 
disposiciones que quedan insertas, es 
necesario tener en cuenta lo dispuesto 
en la Real cédula de 3 de enero de 1854 
y en el R. D. de 15 de febrero de 1867, 
ambos sobre arreglo parroquial. La Real 
cédula establece en el art. 23 que las 
cofradías en debida forma establecidas 
en las parroquias y sus anejos estén su- 
jetas á los párrocos en todo lo concer- 
niente al tiempo y modo de celebrar las 
funciones religiosas, sin perjuicio de lo 
que respecto (le su régimen interior pre- 
vengan sus estatutos legítimamente apro- 
bados. Y el decreto de 1867 reconoce la 
necesidad de establecer bases generales 
para la organización de estas asociacio- 
nes, estando entre tanto á las constitu- 
ciones ó estatutos de cada una, cuya 
aprobación, según dejamos dicho, cor- 
responde al Gobierno. 


(1) Existían en la Península el año 1770 se- 
gún las noticias recogidas por el Consejo de 
de Castilla, 25927 cofradías, y sus gastos anua- 
les ascendían á 11.687,618 rs - 


COHECHO- Delito en que incurren los 
empleados y toda clase de funcionarios 
públ icos, haciendo ó dejando de hacer 
algo licito ó ilícito mediante dádiva ó 
promesa, ó recibiendo regalos que se les 
hicieren en consideración á su oficio. 
Además de los funcionarios incurren 
también en dicho delito los sobornantes. 
(Arts. 3i4 al 317 y el 331 del Código 
penal.) 

COLACION DE BENEFICIO. Es la conce- 
sión de un beneficio hecha canónica- 
mente por el que tiene poder para ello 
á un clérigo capaz de poseerlo. Es pro- 
pio y exclusivo de los Obispos dar la co- 
lación é institución canónicas de las dig- 
nidades, canongías, y beneficios de to- 
das clases, según se dispone en el Real 
decreto de 5 de noviembre de 1852 in- 
í serto en Concordatos. — V. también Be- 
neficio: Capellanía, etc. 

COLACION DE BIENES. El acto en vir- 
tud del cual los descendientes llevan á 
la masa común de la herencia de su pa- 
dre ó ascendiente, los bienes que de él 
lian recibido para que contándoseles co- 
mo parte de su legitima se haga la divi- 
sión con la debida igualdad, sin perju- 
dicar á las legítimas de los demás here- 
deros. — Y. Particiones de herencias. 

COLADA. Equivalenteen algunas pro- 
vincias á paso ó tránsito para los gana- 
dos entre dos términos ó pueblos. — Véa- 
se Cañadas. 

COLECCION LEGISLATIVA. Llámase así 

la colección de leyes, Reales decretos y 
órdenes, reglamentos, instrucciones y 
circulares del Gobierno y de las Direc- 
ciones generales, y los fallos del Consejo 
de Estado y Tribunal Supremo de Jus- 
ticia. Se mandó formar con este nombre 
por R. 0. de 6 de marzo de 1846, pero 
es continuación de la llamada de decre- 
tos, que se viene publicando desde 1814. 
Se han dictado varias resoluciones para 
mejorar esta publicación oficial, pero 
falta mucho para que llegue á ser lo que 
es conveniente, según hicimos ver en la 
introducción de este Diccionario. 

R. O. de 6 marzo de 1846. 

(Grac. y Just.) Manda que desde i .°' de 
año de la fecha se publique por el Ministerio 



COLECCION leCíslatíVa. m 


de Gracia y justicia la Colección legislativa 
de España, en lugar- de la de decretos, bajo 
las bases que -establece que no se trascriben 
por haber sido reformada en 6 de junio de 
1856, (CL.. t. 36, p. 425.) 

R, D. de 6 junio de 1856. 

. \ 

Medidas para la publicación do la Colacoion 
■ . legislativa. 

(Grac. y Jusr.) «Artículo í.° Cada uno 
de los Ministerios pasará al de Gracia y Jus- 
ticia, inmediatamente después de su expedi- 
ción, copia por duplicado de todas las leyes, 
reglamentos, instrucciones, decretos y Rea- 
les órdenes de interés general, provincial ó 
municipal correspondientes á sus ramos res- 
pectivos, haciéndolo desde luego de las ex- 
pedidas desde 1 de enero del corriente año 
hasta la fecha de este decreto que no se ha- 
yan publicado en la Gaceta oíicial. 

Lo mismo observarán con sus circulares 
cada una de las autoridades y Cuerpos cen- 
trales facultados para expedirlas , y también 
el Tribunal Supremo de Justicia y él Conten- 
eioso-administrativo con las decisiones y sen- 
tencias motivadas sobre asuntos de su com- 
petencia: 

Art. 2.° Cuando en alguno de los Minis- 
terios ó Cuerpos centrales no se hubiese ex- 
pedido en todo un mes disposición alguna de 
las que comprende el artículo anterior, se 
pasará al de Gracia y Justicia, el día 1,° del 
siguiente, una nota que así lo exprese para 
que sirva de comprobante en el negociado 
qué tiene á su cargo la publicación de la ¿o - 
lección legislativa. 

Art. 3.° Los oficiales encargados en cada 
una de las Secretarías del despacho y en las 
dependencias centrales de la remisión de las 
notas y copias de que tratan ios artículos an- 
teriores , serán responsables de toda demora 
ú omisión en que incurran, á cuyo efecto se 
dará parte á sus respectivos jefes tan luego 
como se note la falta. 

_ Art. 4.° En el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia se llevará un registro de todos los do- 
cumentos que deban insertarse en la Colec- 
ción legislativa, ordenándolos y numerán- 
dolos si fuere posible por fechas. 

Se foliarán los libros que se destinen á este 
registro, y por el Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia se rubricarán los í'ólios primero y últi- 
mo de cada uno de ellos, y todos los inter- 
medios por el subsecretario deí misino Mi- 
nisterio; adoptándose además las formalida- 
des que se estimen oportunas para asegurar 
la integridad y autenticidad de los documen- 
tos expresados. 

Art. 5. 4 De todos los que se reúnan en 

Tomo III. 


cada mes, se pasará á la imprenta un ejem- 
plar autorizado con el sello del dicho Minis- 
terio. 

Art. 6,° En cada uno de estos documen- 
tos' se pondrá, por el negociado que entiende 
en la pubhcacion el epígrafe y numeración 
que correspónda, remitiéndolos á la impren- 
ta sin demora para que se proceda á su im- 
presión desde luego con sujeción á las si- 
guientes prevenciones : 

1. a Se colocarán los documentos en la 
Colección por el orden que indique su nú- 
mero respectivo, expresándose este. 

2. a En la margen superior de las pági- 
nas de la izquierda se indicará el trimestre 
á que los números contenidos eñ las mismas 
pertenezcan , y en igual sitio de las de la de- 
recha el año. 

3. a Al principio de cada uno de estos nú- 
meros se expresará el dia y mes de su fecha, 
el de su publicación v el epígrafe que cor- 
responda. 

4. a La Colección legislativa de España 
se imprimirá ó repartirá por números ó en- 
tregas mensuales. 

5. * Los de cada trimestre se reunirán en 
uno ó mas tomos, iguales en tamaño á los 
publicados hasta el dia. 

Art. d. 0 Cada uno de los tomos llevará 
dos índices, el uno cronológico y el otro al- 
fabético. En aquel se clasificarán las disposi- 
ciones por Ministerios, dando el primer lu- 
gar á las leyes, el segundo á las disposicio- 
nes del Gobierno y el tercero á las circulares 
de las Autoridades y Cuerpos centrales. 

Después de los índices se colocarán por se- 
parado y por órden de fechas, las decisiones 
y sentencias del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia y las del Conlencioso-administrativo. 

Art. 8.° En el mes siguiente á la termi- 
nación de cada tomo, se reunirán los docu- 
mentos aun no comunicados que les corres- 
pondan, si algunos hubiere, y sé incluirán 
en él por suplemento. 

Art. 9.° Se procederá desde luego á la 
refundición de los índices cronológicos y al- 
fabéticos de los tornos correspondientes á los 
diez años que lleva de publicación Ja Colec- 
ción legislativa , y reduciéndolos á uno solo, 
se imprimirán por separado para que formen 
en los sucesivos en su clase una serie de to- 
mos distintos de los que la Colección abraza. 

De diez en diez años se practicará la mis- 
ma operación con los índices de los tomos 
que se publiquen en dichos períodos. 

Art. 10. La imprenta remitirá al nego- 
ciado respectivo del Ministerio de Gracia v 
Justicia los ejemplares que el Gobierno pre- 
fije de los números de la colección impresos 
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en los primeros quince (lias de cada mes 
para su inmediata distribución. 

Art. ti. La fecha de la publicación de las 
leyes en la Gaceta es la única que debe te- 
nerse presente para la aplicación de las mis- 
mas y para sus citas oficiales. 

Art. 12. La Colección legislativa de Es- 
paña se declara propiedad del Estado, oficial 
y única auténtica, y se prohíbe la publicación 
de otra cualquiera. 

Art. 13. Ningún periódico podrá conser- 
var ni tomar el carácter ni la denominación 
de oficial, excepto la Gaceta , los Boletines 
de los Ministerios y los de los Gobiernos de 
provincia. — Dado en Palacio á 6 de junio de 
1850. (6 T L. /. 68, p. 390.) 

La Colección de decretos desde 1814 
á 1845 inclusive consta de 45 tomos; y 
continuando la misma numeración la 
Colección legislativa , llegamos á iin de 
1867 al tomo 98. — Además de estos 98 
tomos, hay otros 10 de las épocas cons- 
titucionales de 1810 y 1820 y tres apén- 
dices y muchos tomos de Colección de 
sentencias y decisiones del Consejo de 
Estado y del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia. 

En la introducción á esta obra pági- 
na 111 del tomo I hemos expuesto el « Plan 
de una reforma importante en la publi- 
cación de las disposiciones legislativas » 
y creemos que es muy necesario hacer 
algo para salir del caos. Lo contrario es 
complicar las leyes tomo dice un econo- 
mista para sujetarlas después á las inter- 
pretaciones y comentarios de los juris- 
tas; o buscar una enfermedad para ne- 
cesitar de médico. 

COLECTOR DE EXPOUOS Y VACANTES. 

— Y. Expolios. 

COLEGIO DE ABOGADOS —V. Abogado: 
en cuyo artículo se halla cuidadosamente 
compilada la legislación vigente en la 
materia, inclusos los estatutos de los co- 
legios. 

COLEGIOS DE SEGUNDA ENSEÑANZA. 

Hállase en el articulo Instrucción pú- 
blica reunida toda la legislación vigente 
sobre este ramo ; la ley de 1857, el re- 
glamento vigente de segunda enseñan- 
za, el de universidades y el general, así 
como los respectivos programas de es- 
tudios. 

CÓLERA MORBO. — V. Epidemias, en 
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cuyo artículo se inserta la recopilación 
de las instrucciones que deben observar 
los Gobernadores de provincias y las au- 
toridades locales para prevenir el desar- 
rollo de epidemias ó minorar sus efectos. 

COLMENARES.— V. Abejas. 

COLONIAS AGRÍCOLAS. La leyde21 de 
noviembre de 1855 protegiendo el esta- 
blecimiento de colonias agrícolas ó nue- 
vas poblaciones para reducir á cultivo 
terrenos baldíos y realengos del Esta- 
do etc., se halla inserta en el artículo 
Baldíos, t. 2.° p. 600. 

COLUSION. Criminal inteligencia en- 
tre dos ó mas para lograr un objeto con 
perjuicio de otro, ó con el designio de 
encubrir un fraude, etc. La palabra co- 
lusión no envuelve la idea concreta de 
un delito determinado , sino que es una 
enunciativa genérica, de dolo, de false- 
dad, de estafa, de defraudación, de pre- 
varicación ó de cohecho, seaun los ca- 
sos y circunstancias que en ellos con- 
curran de personas y cosas. 

COLLAR. Insignia y distintivo de la 
presidencia del Tribunal Supremo de 
justicia. Hay dos collares, ó sea un gran 
collar de oro esmaltado para los actos 
mas solemnes, y un collar chico para el 
uso diario, ambos con los atributos de la 
justicia, y pendiente la medalla que usa 
la alta magistratura. 

El gran collar consta de 18 eslabones 
esmaltados, y 16 unidos, y dos sueltos; 
nueve contienen en su centro un libro, 
atravesado por una espada con esta ins- 
cripción Justicia y Ley ; y los restantes 
contienen también en su centro un pe- 
so , un haz de mimbres (las fasces ro- 
manas) y una hacha ; en la parte infe- 
rior pende otro eslabón, formado por 
dos culebras esmaltadas de verde ; en 
el centro un ojo con una ráfaga , de las 
cuales pende un escudo de armas rea- 
les. Pesa 18 onzas, dos ochavas, tres to- 
mines, es de ley de 22 quilates, y su 
valor intrínseco y hechura es de 60,000 
reales. 

Eí collar chico , para el uso diario, se 
compone de una medalla de oro con las 
armas de España , esmaltadas en el an- 
verso, y en el reverso la palabra y atri- 
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bulos de justicia , también esmaltadas; 
de una corona de oro esmaltada , uni- 
da á la parte superior' de la medalla, y 
de un collar de oro y esmalte azul que 
se. une á dicha corona. 

Ambos collares son propiedad del Es- 
tado y se trasmiten á los sucesores de la 
Presidencia.— V. Insignias de la magis- 
tratura . 

COMADRE. La mujer que tiene al 
niño bautizando en la pila bautismal. — 
V. Parentesco. También se dice coma- 
dre la mujer que tiene por oficio asis- 
tir á los partos, ó prestar su auxilio pe- 
ricial á las parturientas. — V. Parteras 
ó Matronas. 

COMANDA. En Aragón es la escritu- 
ra pública de depósito de efectos ó di- 
nero, quedando el comandatario obli- 
gado á devolverlos cuando sean pedi- 
dos. Siendo el depósito gratuito no pue- 
de pactarse rédito ; pero ha solido ha- 
cerse el fraude de establecer la comanda 
á plazo fijo, y asi se embebia el rédito 
en el capital. 

COMANDANTE. Aunque la enuncia- 
tiva de comandante es genérica para to- 
do el que manda , y en su acepción mi- 
litar para todo el que manda un cuerpo 
de ejército ó una porción de tropa , su 
significación concreta es la de jefe de ba- 
tallón ó escuadrón. Comandante de ar- 
mas es el que tiene el mando do una 
plaza, y comandante general el jefe su- 
perior militar de una provincia. — Véase 
Autoridades militares : Ejército : Divi- 
sión territorial. 

COMANDITA. Sociedad mercantilcon- 
traida entre varias personas de las cuales 
una ó mas ponen su dinero y las otras 
su trabajo ó industria en lugar de fon- 
dos. — Y. Sociedades. 

COMERCIANTE. En rigor se llama 
comerciante al que teniendo la capaci- 
dad legal ha sido inscrito en lá matrí- 
cula de comerciante para dedicarse habi- 
tualmente al comercio, en el cual debe 
figurar su posición política. Estos están 
obligados á las prescripciones del Códi- 
go de comercio y sujetos por lo tanto á 
los Tribunaias especiales del ramo, en 
todo lo que tenga relación con su vida 
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mercantil. En sentido mas lato y vul- 
garmente se dá el nombre de comer- 
ciante á todo el que se dedica a comprar 
y vender, aunque no esté inscrito en la 
matricula de los comerciantes. Unos y 
otros se dividen en comerciantes al por 
mayor y comerciantes al por menor, y 
todos deben satisfacer las cuotas que por 
el subsidio industrial según la clase do 
comercio á’que se dedique respectiva- 
mente corresponda. 

Los comerciantes propiamente dichos 
deben llevar los libros que marca el Có- 
digo de comercio, en los cuales no pue- 
den hacerse pesquisas sino en muy de- 
terminados casos , haciendo fé los mis- 
mos en los juicios, si están redactados 
con las formalidades que prescribe el 
referido Código. 

COMERCIO. La negociación ó tráfico 
que se hace comprando, vendiendo ó 
permutando unas cosas con otras , sean 
frutos, artefactos, letras de cambio, etc. 
Se llama comercio terrestre el que se 
hace por tierra; marítimo el que se ve- 
rifica por mar; interior el que se hace 
entre los pueblos ó provincias de una 
misma nación , en el cual se comprende 
el de cabotaje que es el que se hace en- 
tre puertos de la nación, solamente per- 
mitido á los buques de construcción, 
propiedad y tripulación españolas, salvo 
que la mercancía sea carbón de piedra, 
en cuyo caso puede hacerse también en 
bandera extranjera. De importación se 
llama el que se hace trayendo á nuestro 
país mercancías extranjeras, y de expor- 
tación por el contrario llevando las núes 
tras á país extranjero. 

Gomo agente de la riqueza, el comer- 
cio mantiene la comunicación entre el 
productor y el consumidor, aproxima 
las regiones mas lejanas y aumenta las 
riquezas del estado, trayendo de otros 
países los productos que necesita en 
cambio' de ios suyos excedentes á su 
consumo. Prospera el comercio, dice el 
Sr. Ganga, aumentando cuanto se pue- 
da la extensión del mercado, y entran 
como agentes los canales , los ferro-car- 
riles, los buenos caminos generales y ve- 
cinales , la navegación del mar y de los 
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ríos; los alivios de las cargas y gavelas, 
la libertad para emplear los capitales, las 
letras de cambio, las monedas y la eco- 
nomía del tiempo. 

COMERCIO DE BUHONERÍA. Se llama 

buhonería la tienda portátil ó que el 
dueño lleva colgada de los hombros eorn- 
puesta de chucherías ó baratijas de poca 
monta, como botones, agujas, cintas, 
peines, allileres , y aun lienzos, pa- 
ños etc. 

Sobre el ejercicio de la buhonería, 
hay que tener en cuenta la libertad de 
industria decretada por el urt. 8.° de la 
ley de 8 de junio de 1813 (V. en Acota- 
miento, t. l.°, pág. 106) y la prohibi- 
ción de establecer puestos públicos con 
la exclusiva como no sea, para la venta 
al por menor del vino , aguardiente, j 
aceite y carnes, y solo en ciertos pue- 
blos y previa la autorización competente, 
según hemos dicho en el articulo Abas- 
tos, t. l.°, págs. 23 á 41. 

Las disposiciones que directamente 
sobre este asunto ha publicado el Go- 
bierno son de tenerse en ^cuenta para 
evitar abusos. Dicen así: 

R. O. de 12 abril de 1843. 

(Has.) «El Regente del Reino, enterado 
del expediente promovido por varios comer- 
ciantes de Málaga solicitando no se tolere la 
expendicion de géneros por los vendedores 
ambulantes, por ios perjuicios que irrogan 
al comercio establecido en puestos fijos, con 
local abierto y sujeto á las contribuciones 
públicas, se ha servido declarar S. A. que 
resuelto como está por el Ministerio de la 
Gobernación de la Península que se deje libre 
y expedita la venta por las calles á dichos ¡ 
vendedores ambulantes, se inculque á las 
autoridades de Hacienda la obligación de vi- 
gilar que aquellos paguen ei subsidio y otra 
cualquiera contribución legalmente estable- 
cida, así como al Gobierno político compete 
disponer que los vendedores ambulantes, pa- 
ra ejercer su profesión, deben sacar la opor- 
tuna licencia expedida por el mismo. — De 
úrden de S. A. lo comunico a V. S. para su 
inteligencia y efectos correspondientes en ei 
concepto de que se traslada esta disposición 
con esta fecha al Sr. Ministro de la Gober- 
nación de la Península para su conocimien- 
to y fines convenientes.— Dios, etc.— Madrid 
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I 12 de abril de 1843. (C 'del Casi, t, 11, p ¿ _ 
gina 104.) 

R. O. de 23 julio de 1850. 

íCom. , Inst. v O. P.) «El ejercicio en la 
buhonería, 6 sea la facultad de vender por 
las calles géneros de lícito comercio en pues- 
■ tos ambulantes, á pesar de estar autorizado 
| por las leyes que rigen, la Administración 
económica del Reino ha encontrado en di- 
versas provincias dificultados y obstáculos 
que, al paso que quebrantan la unidad ad- 
ministrativa , contrariaban la libertad de la 
industria sancionada por nuestra legislación 
con menoscabo de los ingresos del Tesoro 
público. Son varias las disposiciones que an- 
tes de ahora se dictaron sobre esta materia, 
ya por el Ministerio de Hacienda, ya por el 
de la Gobernación del Remo ; pero no guar- 
dando entre sí la necesaria armonía, fueron 
causa de conflictos entre las autoridades de 
las provincias y de la diversidad de aplica- 
ción que sobre esta parte importan te de nues- 
tro tráfico interior tiene ia legislación ecB- 
nómica , que debe ser una y de una misma 
manera aplicada en todos los puntos del 
Reino. 

Enterada, pues, de todo S. M. la Reina 
(Q. D. G.), y considerando que sancionada 
por nuestra legislación la libertad de la in- 
dustria , es licito á cualquiera dedicarse á 
comprar y vender en los términos que con- 
sidere mas ventajosos á sus intereses, siem- 
pre que en ello se conforme á lo que las le- 
yes dispongan sobre el particular: 

Considerando que reconocida por el ac- 
tual sistema tributario, como lo estaba por 
el antiguo, la libertad del ejercicio de la bu- 
honería, es necesario y urgente que 1a eje- 
cución de aquellas disposiciones legales sea 
uniforme en todas las provincias del Remo: 

Y considerando, por último, que esta ne- 
cesaria uniformidad es hoy mas fácil de con- 
seguir, reuniendo los Gobernadores de las 
provincias todas las facultades administrati- 
vas y económicas , divididas antes entre los 
Intendentes y los Jefes políticos; oido el Con- 
sejo Real , se lia servido declarar libre en 
todo el Reino 1a venta de lienzos, paños y 
efectos de buhonería en puestos ambulantes 
por las calles, en Jos términos preveuidos 
por las Rs. Ords. de 26 de noviembre de 1842 
y 12 de abril de 1843, siendo al mismo tiem- 
po ia voluntad de S. M. que se prevenga á 
V, S., como de su Real orden lo ejecuto, que 
bajo ningún pretexto consienta que se ponga 
el menor obstáculo al ejercicio de esta in- 
dustria, siempre que los que á ella se dedi- 
que llenen los requisitos prevenidos por las 
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leyes y disposiciones vigentes. — De Real ór- 
den, etc.— Madrid 23 de julio de 1850.» 
(CL. t. 50, í>. 658.}' « 

Que no^ se opongan obstáculos á la 
venta de lienzos, paños y efectos de bu- 
honería en puestos ambulantes por las 
calles, siempre que los que se dediquen 
á esta industria llenen los requisitos 
prevenidos por las leyes y disposiciones 
vigentes, es lo que acertadamente se 
manda en las anteriores Reales órdenes. 
Y como las leyes no exigen otros requi- 
sitos que la matrícula industrial y el pa- 
go corriente de la cuota impuesta , á los 
que se hallen en este caso, lejos de po- 
nerles obstáculos, debe protegérseles en 
el ejercicio de su industria. — Y. Contri- 
bución INDUSTRIAL. RENTAS DE ADUANAS. 

COMERCIO DE CEREALES V. Granos 
y Harinas. 

COMERCIO DE OBJETOS DE COMER, BE- 
BER Y ARDER.— V. Abastos. 

COMERCIO DE GRANOS— V. Granos y 
Harinas. 

COMERCIO DE VINOS— V. Vinos. 

COMICIO (comitiurn.) Lugar en la 
plaza romana donde se hacían las asam- 
bleas del pueblo ; estaba cubierto este 
sitio , y en él habia una tribuna para 
arengar, llamada Rostra. 

COMICIOS- Asambleas ó Juntas del 
pueblo en Roma para elegir sus magis- 
trados y tratar de los negocios públicos. 
Habia comicios por curias ( comitia cu- 
riata ) , comicios por centurias ( comitia 
centuriata), y comicios por tribus. 
(Adam. Antigüedades romanas.) 

COMISAR Q. El que tiene poder ó fa- 
cultad de otro para ejecutar alguna or- 
den ó entender en algún negocio. 

COMISARIO TESTAMENTARIO- Aquel á 
quien comete alguno la facultad de ha- 
cer testamento en su nombre. — V. Tes- 
tamento por comisario. 

COMISARIO DE GUERRA, Funcionario 
encargado de fiscalizar é intervenir las 
operaciones de la gestión y contabilidad 
de la Hacienda militar. — V. Ejército 
( Administración militar,) Revistas ad- 
ministrativas. 

COMISARIO GENERAL DE CRUZADA. 

Funcionario ó dignidad eclesiástica en- 


cargado déla administración dé los fon- 
dos de la Bula de Cruzada. Fué supri- 
mido este cargo por R. D. de 6 de abril 
de 1851. — V. Cruzada. :■ 

COMISARIO DE VIGILANCIA- Empleado 
del Gobierno encargado del ramo de 
protección y seguridad pública. Hoy se 
denomina Inspector de vigilancia. — 
V. Vigilancia. 

COM ISAR10S REALES- Las personas 
nombradas de Real orden para tomar 
parte en los trabajos de los Cuerpos Co- 
legisladores para sostener los proyectos 
de ley. — V. Constitución. 

COMISION. Facultad, encargo que se 
da á alguna persona para hacer alguna 
cosa. El número de individuos nom- 
brados para entender en algún negocio, 
preparar un trabajo y examinar Ó dilu- 
cidar alguna cuestión. 

COMISION DE APREMIO.— V. Apremios: 
Contribuciones. 

COMISIONES REGIAS DE AGRICULTURA. 

— V. Agricultura. 

COMISION CENTRAL DE LIQUIDACION y 

cobranza de atrasos de rentas y 
contribuciones. Fué creada por Real 
decreto de 6 de setiembre de 1850 y su- 
primida por otro de 22 de abril de 1853, 
en el que se dispuso á la vez que las 
Direcciones respectivas vuelvan á ejer- 
cer en los ramos de su respectivo cargo 
las funciones que le competían en la li- 
quidación, cobranza, formalizacion, com- 
pensación y declaración de insolvencia 
de los atrasos hasta fin de 1849. — Véase 
Compensaciones: Hacienda. 

COMISION DE CÓDIGOS.— V. Codifica- 
ción: Código civil. 

COMISIONES INVESTIGADORAS DE ME- 
MORIAS ETC.— V. Memorias : Aniversa- 
rios y Obras pías, 

COMISIONES MILITARES. Estos terri- 
bles Tribunales fueron establecidos por 
H. 0. de 13 de enero de 1824, y cono- 
cían ejecutiva y sumariamente de los 
delitos políticos, que en aquella época lo 
eran los actos mas indiferentes, si su au- 
tor era conocido ó tildado como libe- 
ral. Por R. 0. de 26 de agosto de 1828 se 
mandaron cesar estos Tribunales, de 
nuevo restablecidos en 18 de marzo de 
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1831 para morir definitivamente en 29 
de j tifie de 1 834. 

COMISO. Pena de perdimiento de al- 
guna rosa, ó del género en que se trafi- 
ca con infracción de las leyes fiscales, ó 
de las caballerías , carruajes ó buques 
donde se trasportan ó hallaren efectos 
de contrabando, en ciertos casos,, ó de 
los instrumentos que provengan de un 
delito ó falta, ó de los instrumentos con 
que se ejecuta. 

Sobre el comiso que tiene lugar por 
razón de algún delito ó falta remitimos 
á nuestros lectores á los arts. 59 , 502 y 
503 del Código penal , que íntegro se 
halla inserto en este tomo. 

En cuanto al que tiene lugar por ra- 
zón de contrabando y fraude hay que 
estar á lo ordenado en el R. D. de 20 de 
junio de 1852, en la instrucción sobre 
consumos de l.° de julio de 1864 y en 
el cap. XI de la la instrucción de adua- 
nas de 10 de setiembre de 1857, cuyas 
disposiciones se insertan en el artículo 
Contrabando y Defraudación, y en Con- 
tribución de consumos. Allí podrán nues- 
tros lectores consultar las dudas que les 
ocurran sobre imposición , venta y dis- 
tribución de comisos; y sobre todo, las 
mas frecuentes que ocurren sobre la 
participación que se dá en ellos á los 
empleados de aduanas y consumos, á la 
fuerza de carabineros ó del ejército , ó 
del resguardo, á los Alcaldes, algua- 
ciles y escribanos , y á los particulares 
mismos. 

COMISORIO. — V- Compra-venta § III, 
y Pacto comisorio. 

COMODATO. Es un contrato de uso 
muy frecuente. Consiste en entregar á 
otro gratuitamente una cosa que no se 
consume por el primer uso para que la 
utilice por algún tiempo y después la 
devuelva. Es, pues, comodato el présta- 
mo que se hace de un caballo , de un 
coche, de un libro etc. cuando no me- 
dia precio, pues mediando este seria al- 
quiler. El que dá la cosa en comodato 
se llama comodante , y el que la reci- 
be comodatario , este queda obligado á 
cuidar mucho la cosa, á servirse de ella 
solo para el uso para que se le ha dado, 


y á devolverla en el buen estado en qu e 
la recibió, salvo si se perdiese ó empeo- 
rase sin su culpa, para lo cual en cier- 
tos casos siempre es bueno proveerse de 
un certificado que así lo acredite (Le- 
yes 2. a , 3. a , 7. a , 8. a , 9. a , tít. II, Parti- 
da o. 11 — X. Contratos. 

COMPADRE- El que saca de pila á un 
hijo ó hi ja'de otro, ó es padrino de él nula 
confirmación.- V. Padrino. Parentesco. 

COMPAÑÍA. Contrato que consiste en 
poner dos ó mas sus bienes ó industria 
con el objeto de hacer alguna ganancia, 
la cual se distribuirá en la forma conve- 
nida. Se perfecciona por el consenti- 
miento de los contrayentes, con arreglo 
á lo dispuesto en la ley 1. a , tít. X, Par- 
tida 5. a , y consiguientemente puede ser 
justificado no solamente por documen- 
tos públicos ó j rivados sino también por 
los demás medios de prueba que el de- 
recho reconoce. {Sent. de 11 de enero 
de 1865.) 

Los socios quedan obligados á cum- 
plir las condiciones estipuladas. Se di- 
suelve la compañía por la muerte de al- 
gún socio, salvo pacto en contrario, y 
por los demás medios indicados en la 
palabra Contratos. 

COMPAÑIA MERCANTIL. Hay que estar 
á lo dispuesto en el Código de comercio 
y en otras muchas disposiciones, princi- 
palmente en la ley de 28 de enero de 
1848, reglamento déla misma fecha para 
su ejecución, y en la de igual dia y mes 
de 1856, según veremos en Sociedades 

MERCANTILES. 

COMPAÑIA DE JESÚS. Por pragmática 
sanción de 2 de abril de 17R7 (ley 3. a , 
tít. XXVI, lib. I , de la Novísima Re- 
copilación) fueron extrañados de todos 
los dominios de España, Indias, Islas Fi- 
lipinas y adyacentes los regulares de la 
compañía , sacerdotes , coadjutores ó 
legos, ocupándose todas en temporalida- 
des con inclusión de sus bienes, mue- 
bles y raíces, efectos y rentas eclesiásti- 
cas que posean en el Reino, sin perjui- 
cio de sus cargas y mente de sns fun- 
dadores. En 29 de junio de 1815 se dió 
un decreto restableciendo la extinguida 
compañía en algunos pueblos; y en 3 de 
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mayo de 1816 otro ampliando el resta-: 
blecimiento ánodos los demás que la 
habían tenido, basta que en 4 de julio 
de 4835 se declaró de nuevo extinguida 
por la Reina Gobernadora , aplicando 
sus bienes aí crédito públieo.-~-V. Mo- 
nasterios r Conventos. 

COMPARECENCIA. El acto de compa- 
recer ante una autoridad ó juez en vir- 
tud de un derecho que asiste ó en cum- 
plimiento de alguna orden ó mandato. 

La ley de Enjuiciamento civil habla, 
en varios artículos, de comparecencias 
para juicios verbales, para los de des- 
ahucio, para los actos de conciliación y 
de una manera mas genérica para todos 
los juicios; pero no es nuestro ánimo 
tratar aquí del orden de estas compare- 
cencias, de las formalidades que en ellas 
han de observarse y de todo lo demás 
que es relativo á ellas. Nuestro propó- j 
sito, es solamente indicar ya que no j 
dilucidar esta importante cuestión: 

¿Tiene obligación de comparecer an- 
te la autoridad' gubernativa , ó ante un 
juez la persona á quien se cite para este 
objeto ? 

Necesariamente tenemos que hacer 
distinción entre la autoridad judicial y 
la autoridad administrativa , entre los 
asuntos penales y los civiles , entre las 
partes y los testigo etc. etc. No olvidarse 
que un llamamiento forzoso ante la au- 
toridad puede ser la infracción notoria 
del art. 7.° de la Constitución que con- 
signa el principio de que ningún espa- 
ñol puede ser separado de su domicilio 
sino en los casos y en la forma que las 
leyes prescriben y que el abuso puede 
estar comprendido en la sanción del ar- 
tículo 300 del Código penal. 

En materia penal. — Es evidente que 
toda persona de cualquier clase , fuero y 
condición que sea , está obligada á com- 
parecer ante el juez que conozca de una 
causa> criminal si se le llama á declarar 
como testigo. No hay excusa, no hay ex- 
cepción, como no sea la de imposibili- 
dad que deberá justificarse. Así, termi- 
nantemente, lo establece el decreto de las 
Cortes de 11 de setiembre de 1820 resta- 
blecido por otro de 30 de agosto de 1836, 
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■y así lo- repiten los arts.- 76 y 76 de la ley 
de Orden público de 20 de marzo dé 1867. 

Pero, si cuando el juez que cita es de 
otro Juzgado ¿hay la misma obligación 
de comparecer que cuando se trata del 
juez de nuestro domicilio? ¿No' podrán 
decir los testigos citados que no pue- 
den prestarse á hacer un viaje, largo tal 
vez, que trae gastos incomodidades y per- 
turbación en la familia, por mas que es- 
tén dispuestos á declarar ante el juez 
de su domicilio? No tienen este objeto 
los exhortos,- suplicatorios y despachos de 
que hablan la ley- citada de 11 de setiem- 
bre de 1820 y los arts. 18 al 20 del re- 
glamento provisional? 

Cuando no se trata de testigos sino de 
acusados, con doble motivo es obligato- 
ria la comparecencia , pudiendo en su 
caso decretarse la prisión. 

En materia\civil. — En los juicios civi- 
les no se obliga á las partes por regla ge- 
neral á que comparezcan ante el juez, 
ni por sí ni por procurador, y constan- 
do estar hecho en forma el emplazamien- 
to etc. se procede adelante en rebeldía, 
en la forma que previenen los arts. 32, 
232, 252, 669, 961, 4039, 1473 y otros, 
principalmente los comprendidos en el 
titulo «de los juicios en rebeldía » que 
son el 1171 al 1205. 

Pero la ley establece que todo litigante 
está obligado á declarar bajo juramento 
en cualquier estado del juicio etc. {ar- 
tículos 292, 232 y 253) y para este efec- 
to hay precisión de comparecer ante el 
juez, bajo la pena, si no lo hiciere de ser 
tenido por confeso, procediéndose como 
dicen los arts. 293 al 302. 

La persona citada para un acto de 
conciliación tiene también obligación de 
comparecer en el día y hora señalados, y 
no compareciendo dí manifestando cau- 
sa justa para no comparecer debe dar el 
juez por terminado el acto condenándole 
en las costas y en una multa de seis á 60 
reales que hará efectivos el juez de paz. 

Si alguna de las partes intenta valerse 
de testigos para sus pruebas y no compa- 
recen espontáneamente, ¿podrá el juez 
compelerlos como en los juicios crimi- 
nales? Lo regular es que los testigos se 
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presenten sin excitación del juez; pero 
si no lo hacen, es indudable en nuestro 
concepto, que al juez á petición de parte 
debe acordar la cita para que comparez- 
can. Supongamos que á pesar de la cita 
no comparecen todavía ¿podrá el juez 
apercibirles ó conminarles á que lo ha- 
gan si no tienen motivo de excusa? ¿Po- 
drá en su caso imponerles .alguna correc- 
ción? ¿Será estensiva á este caso la ju- 
risdicción disciplinaria de que habla el 
artículo 42 de la ley de Enjuiciamiento 
civil? Considerado desapasionada y fría- 
mente este asunto , es indudable que 
cuando una persona citada en forma 
atenta para que comparezca ante un juez 
á declarar, como testigo en asunto civil, 
no comparece, comete una desatención, 
una falta de consideración y respeto á la 
autoridad de aquel; y si no se califica así 
á la primera cita, no podrá menos de ser- 
lo á la segunda, con conminación ó sin 
ella. ¿Qué hacer en este caso? Quedará 
desairada la autoridad judicial ? ¿Podrá 
usar déla jurisdicción disciplinaria del 
artículo 42? ¿Será por lo menos una falta 
comprendida en el núm. 3, D del art. 494 
del Código penal? No sabemos que la ju- 
risprudencia tenga resuelto satisfactoria- 
mente este punto, y entre tanto creemos 
que en el caso indicado, sin empeñarse 
el juez en hacer comparecer á un testigo, 
como podría aun á viva fuerza en asunto 
criminal y mas tratándose de orden pú- 
blico (1), lo que podrá hacer es á la se- 
gunda cita, constando así, imponerle la 
corrección de que habla el art. 42 de la 
ley, ó conminarle por lo menos, si no 
concurre, con pasar certificación ó testi- 
monio al juez competente para conocer de 
la falta. Que descuelle siempre en el juez 
mucha prudencia; que guarde la consi- 
deración debida á las personas según su 
clase, categoría, sexo etc. que; pase por 
alto también las simples omisiones y do- 
blemente en asuntos de leve cuantía; que 
tome en cuenta las excusas que se ale- 
guen; pero que no se diga, como lo he- 
mos oido, que el juez carece de la con- 
veniente corrección disciplinaria, en ca- 

(í) Art. 76 citado de Ja ley de 20 de marzo 
de i 867, 


so de desobediencia marcada, con daño 
y desprestigio de la autoridad que ejerce. 

Comparecencias ante la autoridad gu- 
bernativa . Rara vez la autoridad gu- 
bernativa, principalmente la superior de 
la provincia, hace llamamientos ante su 
autoridad, como no sea á funcionarios 
dependientes de la misma. Lo que acos- 
tumbra hacer y es mas propio de sus 
funciones es convocaciones ó ¡convocato- 
rias para tratar alguu asunto de interés, y 
todo el que es citado recibe un honor iá 
una distinción á que debe corresponder 
asistiendo. Pero con motivo de orden 
público, suelen hacerse llamamientos y 
conminaciones a particulares, y claro es 
que la debida obediencia exige no faltar, 
y la autoridad tiene el medio de hacerse 
obedecer. La ley sin embargo ha preve- 
nido el caso que llegó á ser frecuente y 
ocasión de escándalos, de arrancar de su 
domicilio á los ciudadanos, y mantener- 
los fuera de él en los dias de elecciones, 
y estableció una pena para el funcionario 
que así abuse en el art. 7.° de la ley de 
22 de junio de 1864. — V. Delitos elec- 
torales: Faltas. 

COMPENSACION. La extinción, pago 
ó descuento que se hace do una deuda 
con otra entre dos personas que reúnen 
la cualidad de acreedores y deudores re- 
cíprocamente y por su propio derecho. 
Para que tenga logaren derecho la com- 
pensación es necesario: l.° que las dos 
deudas sean líquidas y consistan en una 
cantidad de dinero, ó en cosas fungi- 
bles de la misma especia y aun de la 
misma calidad. 

No pueden retenerse á pretexto de 
compensación h% cosas depositadas , ni 
las dadas en comodato, ni los alimentos 
que se deben. Tampoco puede nadie lo- 
mar por sí cosas de otro para hacerse 
pago, ni á calidad de prenda , no me- 
diando el consentimiento del dueño. — 
La compensación no debe confundirse 
con la retención ni con la mútua pe- 
tición. 

COMPENSACIONES ADMINISTRATIVAS. 

La justicia exige que el Estado admita 

la compensación de sus créditos con los 
que contra él tienen los particulares, si 
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no de una manera absoluta al menos 
con sujeción á ciertas reglas equitativas 
que debe fijar previamente el legislador 
para de este modo conseguir, evitando 
todo género de abusos, que la Hacienda 
pública realice sus haberes atrasados de 
impuestos, contribuciones etc. y para 
extinguir á la vez obligaciones imposi- 
bles de pagar y que hoy subsistirían for- 
mando parte ae la Deuda pública. 

Lá compilación que hacemos, ya á la 
letra ya. en relación, según su importan- 
cia de actualidad de la multitud de dis- 
posiciones que se han dado sobre com- 
pensaciones, pondrá al corriente á nues- 
tros lectores del estado de tan intere- 
sante ramo de la Administración. 

R. D. de 21 abril de 1848. 

(Hac.) Se dispuso por este Real decreto 
se condenase á los Ayuntamientos y contri- 
buyentes particulares el 70 por 100 de sus 
débitos por toda clase de contribuciones, 
rentas ó arbitrios hasta fin de diciembre de 
1843, siempre que el 30 por 100 le satisfa- 
cieran en metálico antes del l.° de julio de 
1848. (21 de abril de 1848. CL. t. 43, pá- 
gina 486.) 

R. O. de 26 abril de 1848. 

(Hac.) Se dictaron prevenciones para lle- 
var á efecto el Real decreto anterior relativo 
al pago de atrasos de contribuciones é im- 
puestos. (26 abril de 1848. CL. t. 43, pá- 
gina 497.) 

R. O. de 4- mayo de 1848. 

(Hac.) Hace extensivos los efectos del 
R. D. de 21 de abril á los deudores que lo 
sean el ramo de fincas del Estado y á las 
suprimidas comunidades religiosas. (4 mayo 
de 1848. CL. t. 44, p. 15.) 

R. D. de 23 junio de 1848. 

Prorogó hasta 31 de agosto el plazo mar- 
cado por el R. D. de 21 de abril para satisfa- 
cer el 30 por 100 á metálico de todos los dé- 
bitos á favor de la Hacienda. (23 junio de 
1848. CL. t. 44, p. 158.) 

R. O. de 11 diciembre de 1848. 

Compensación de medias anatas y gracias al sacar. 

(Hac.) «La Reina, con presencia del ex- 
pediente instruido acerca de Ja compensa- 
ción de las medias anatas de mercedes con 
sueldos no satisfechos de época corriente, 
que se halla suspendida á consecuencia de lo 
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dispuesto en R. O. de 13 de e»ero último, 
se ha servido resolver se lleve á efecto la 
expresada compensación, haciéndola exten- 
siva á los débitos procedentes de gracias al 
sacar y dispensas de ley. — De Real órden etc. 
—Madrid 11 de diciembre de 1848.» (CL. 
t , 45, p. 405.) 

R. O. de 24 setiembre de 1849. 

Débitos de los pueblos con créditos de la guerra civil. 

(IIac.) ......La Reina ha tenido á bien 

resolver: 

1. a Que sean baja desde luego en las 

cuentas de valores los débitos que por con- 
tribuciones suprimidas tengan los pueblos en 
suspenso para compensar con igual cantidad 
de los créditos procedentes de indemniza- 
ción de daños y perjuicios sufridos durante 
iá guerra civil 

2. ° Que de la misma manera se den de 
baja en dichas cuentas los débitos de las 
nuevas contribuciones de los años desde 
1845 á fin del año actual , repectivos á los 
pueblos contenidos en la adjunta nota, cuyos 
débitos están aplazados- por Reales órdenes 

especiales » (24 setiembre de 1849. CL. 

t. 48, p. 86.) 

R. O. de 29 diciembre de 1849. 

Confirma las de 19 de julio y 24 de se- 
tiembre del mismo año, sobre compensación 
de débitos por contribuciones y créditos por 
indemnización de danos. (29 diciembre de 
1849. CL.t. 48, p. 688.) 

R. O. de 22 enero de 1850. 

Compensación de alcances con sueldos. 

(Hac.) «La Reina, enterada del expe- 
diente instruido con motivo de la instancia 
de D. Ramón Laguna, en la que como here- 
dero de D. Narciso Torrecilla , tesorero que 
fué de la provincia de Salamanca, solicita se 
compensen cod sueldos devengados por este 
último desde el año de 1824 al de 18301a 
cantidad de 11,011 rs. 20mrs., que se le 
reclaman por reparos puestos por el Tribunal 
mayor de Cuentas á la del mismo tesorero, 
comprensiva desde l.° de enero hasta 11 de 
lebrero del citado año de 1824 ha tenido á 
bien resolver S. M., de conformidad con lo 
manifestado por el Consejo Real, que tenga 
efecto la compensación con sueldos deven- 
gados por Torrecilla en Ja expresada época 
del año de 1824 al de 1830, de la expresada 
cantidad do 11,011 rs. 20 mrs. que se re- 
clama á sus herederos, en atención á que si 
bien los sueldos con que ba de hacerse fue- 
ron devengados en la expresada época , cor- 
responde también al mismo año de 1824 la 
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cuenta por cuyos reparos se exige el reinte- 
gro; siendo la voluntad de S, M. que esta re- 
solución se entienda aplicable a todos los ca- 
sos de igual naturaleza siempre que resulte 
probada Ja inculpabilidad do los que hubie- 
ren contraido los alcances.— De Real or- 
den etc. — Madrid 22 de enero de 1850.» 
(CL. t. 49, p. 19.) 

R. D. de 10 mayo de 1851. 

Se compensen los débitos de contribuciones con crédi- 
tos por servicios del materia!. 

(Hac.) «Vengo en decretar lo siguiente: 
Artículo l.° ~Se admitirá la compensa- 
ción de los débitos á favor de ¡a Hacienda ¡ 
pública procedentes de las contribuciones, 
rentas, ramos y demás conceptos hasta fin 
de 1849, con los créditos que constituyen la 
Deuda del Tesoro por servicios del mate- 
rial desde l.° de mayo de 1828 hasta fm del 
referido ano de 1849. 

Arí. 2.° Se declaran compensables tam- 
bién los créditos do Ja Deuda del personal 
devengada en la misma época, con los débi- 
tos que contra sí y en favor del Tesoro tengan 
los propios acreedores y se hubieren con- 
traido en dicho período. 

Art. 3.° El Gobierno dará cuenta á las 
Cortes de esta disposición en la inmediata le- 
gislatura.— Dado en Palacio á 10 de mayo 
de 1851.» (CL. t. 53. p. 121.) 

Art. 10 ley de 3 agosto de 1851. 

«Se declara que son compensables los cré- 
ditos hasta fin de 1849, de que trata esta' 
ley ( deuda del Tesoro) con los débitos que 
de la misma época resulten á íavor de) Teso- 
ro >> — V. esta ley en Deuda del Tesoro. 

Art. 1. a R. D . 18 diciembre de 1851, 

«Se declaran compensables desde ahora 
los créditos del personal con los débitos de 
todas clases que hasta fm de 1849 resulten á 
favor del Tesoro...» — V. Deuda del Tesoro. 

R. O, de l.° octubre de 1851. 

I-a Comisión central os la que declara si deben hacerse 
las compensaciones. 

(Hac.) « La Reina (Q. D. G.) se ha 

dignado determinar: 

1. ° - Que la Comisión central de liquida- 
ción y cobranza de débitos hasta íin de 1849 
sea la que declare si deben ó no hacerse las 
compensaciones que se soliciten de los dere- 
chos del Tesoro con los créditos á su cargo, 
pertenecientes unos y otros á la época ante- 
rior á l.° de enero de 1850. 

2. ° Que la referida Comisión dé conoci- 
miento á la Dirección general del Tesoro de 
jas compensaciones que acuerde, expresan- 


do el nombre de las personas ¿cuyo favor se 
hayan hecho las declaraciones, el ramo en 
que deban tener lugar aquellas y el importe 
del descubierto de los deudores/ 

3.° Que la Dirección del Tesoro, prévio 
el conocimiento de los créditos de los inte- 
resados, comunique las órdenes oportunas 
al Gobernador de la provincia donde radi- 
quen los créditos que van á pagarse, á fiu 
de que tengan efecto las compensaciones 
bajo las formalidades prevenidas en la R . I, 

23 de enero de 1850 (p. 60) y demás poste- 
riores disposiciones. 

Y 4.° Que en los estallos mensuales que 
se presentan al Ministerio, se indique por 
nota el importe de las compensaciones que 
se efectúen en cada mes.— De Real or- 
den etc. — Madrid l.° de octubre de 1851 » 
(CL. t. 54, p. 211.) 

Circular de 30 abril de] 1852. 

Esta circular de la Dirección general de 
contabilidad de la Hacienda establece reglas 
para la formalizacion de las compensaciones 
de débitos á favor del Estado hasta ün de 1849, 
con créditos del personal hasta fin de 1851 
(30 abril de 1852. CL. t. 55, p. 669.) 

R. O. de l.° junio de 1852. 

Compensación con rentas de comunidades religiosas 

(Hac.) « S. M. ... se ha servido re- 

solver: 

1. ° Que las compensaciones de los débi- 
tos á favor del Tesoro, procedentes de las 
rentas de los bienes de comunidades religio- 
sas y demás corporaciones, continúen veri- 
ficándose bajo las disposiciones establecidas 
en el art. 7.° del R. D. de 18 de diciembre 
de 1851. 

2. ° Que las Administraciones de contri- 
buciones directas, estadística y fincas del 
Estado en las provincias, lleven cuenta de 
las que se formalicen por razón de los débi- 
tos que se hayan pasado al clero, y que el 
importe á que asciendan en fin del año, se 
deduzca del cargo que se haya imputado al 
mismo en la respectiva provincia. 

3. ° Que esa Comisión central, como en- 
cargada de la declaración de la procedencia 
ó improcedencia de las compensaciones, dé 
conocimiento de las que acuerde á la Direc- 
ción de contabilidad del culto y clero para 
que esta lo baga saber á las respectivas dió- 
cesis, á fin de que puedan también deducir- 
las de los cargos que se le hayan imputado. 

Y 4.° Que la misma Comisión pase igual 
conocimiento á la Dirección general de con- 
tribuciones directas, estadística y fincas del 
Estado, para comprobante de la cuenta ge- 
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ñera! que ha de -servir de base á la liquida- 
ción que en . fin de .año se practicará por este 
concepto— De Real érden etc.— Madrid l.° 
de junio de 1852. >h(GL. t* 56, p. 112.) 

H. O. de 3 junto de 1852. 

Débitos ds alcances de empleados: arriendos y con- 
tratos: segundos contribuyentes. 

(Hac.) La Reina se ha servido resolver: 

1. °: Que continúen las compensaciones 
de los débitos de todas clases á favor del Te- i 
soro hasta fin de 1849, que se- hallen en pri- 
meros contribuyentes, con los créditos pro- 
cedentes de la Deuda del personal hasta fin 
de 1851, al tenor de la ley -de 3 de agpsto y 
R. D. de 18 de diciembre últimos. 

2. ° Que no procede la compensación con 
los débitos de alcances de empleados y re- 1 
caudadores de fondos públicos que lo hayan 
sido poii cuenta de la Administración, por 
ser, como responsables directos reputados 
segundos contribuyentes, declarándose no 
obstante comprendidos en ios beneficios de 
dicha compensación á sus herederos, fiado- 
res y demás personas á quien en su lugar 
alcance responsabilidad suicidaría. 

3. ° Que sí en las compensaciones que se 
verifiquen con haberes de individuos que 
devengan, ocurriese la desaprobación de al- 
guna partida que constituya su crédito hasta 
fin de 1851 después de estar compensada, 
los interesados reintegren ai Tesoro con sus 
devengos sucesivos la suma desechada por 
resultado de las cuentas del personal. 

4. ° Que en las que se hagan con créditos 
de haberes caducados, se retenga una can- 
tidad proporcional del mismo crédito para 
responder á las resultas de la liquidación, 
aplicándose al reintegro el todo ó parte de la 
suma retenida, si hubiese mérito para ello, 
ó convertida en títulos de la Deuda se en- 
tregue á los interesados á quienes se les 
retuvo. 

5. ° Y finalmente, que en cuanto á las 
compensaciones con débitos que emanen de 
arriendos y contratos, se esté á lo que se re- 
suelva en vista del expediente que sobre este 

articúicr se está instruyendo. — Re Real ár- 
en, etc. — Madrid 3 de junio de 1852. — 
{CL. t. 56, p. 131 .) 

R. O. de 16 junio de 1852. 

Trasferencias para compensaciones. 

(Hac.) «La Reina (Q. D. G.) enterada de 
la di^a propuesta por ese Ministerio (de 
Gracia y Justicia) sobre si las compensaciones 
de los débitos procedentes del ramo de Cru- 
zada contraídos por alcances, han de verifi- 
carse con créditos del personal , devengados 
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por el propio individuo que á la vez sea deu- 
dor, Ú si á este se le han de admitir los ex- 
pedidos á favor de otros y que adquiera por 
compra ó negociación; S. M, se ha servido 
resolver, que debiendo convertirse en su dia 
los créditos dél personal en títulos al portador 
sin interés con arreglo al art. 3.° del Real 
decreto de i 8 de diciembre último, y decla- 
rados por el 7.° compensables desde su fe- 
cha sin la limitación contenida en el art. 2.° 
del de 10 de mayo del año anterior, son 
trasferibles . los referidos créditos para los 
efectos de las compensaciones, con los dé- 
bitos de todas ciases á favor del Tesoro hasta 
fin de 1849. — De Real orden, etc. — Madrid 
16 de junio de 1852.» [CL. t. 56, p. 171.) 

R. O. de 28 julio de 1852. 

Idem con débitos procedentes de arriendos. 

(Hac.) S. M se ha servido re- 

solver': 

l.° Que las compensaciones de los débi- 
tos procedentes de arriendos de impuestos y 
rentas públicas, y de contratos con el Go- 
bierno hasta 31 de- diciembre de 1849, ten- 
gan lugar con ios créditos de la deuda del 
material del Tesoro hasta igual fecha, y con 
la del personal hasta 31 de diciembre de 
■ 1851, previa la competente liquidación, cuan- 
do se reúnan en un mismo interesado las dos 
circunstancias de deudor y acreedor directo, 
y no por trasferencía. 

Y 2.° Que los arrendatarios y contratis- 
tas que se encuentren en este caso , debe- 
rán optar por la compensación ó conversión 
de sus respectivos créditos dentro del irn- 
progable plazo de un mes, contado desde el 
dia en que se les reclame el pago de los dé- 
bitos que contra ellos resulten. — De Real or- 
den, etc. — San Ildefonso 28 de julio de 1852.» 
(CL. t. 56, p. 384.) 

R. O. de 31 enero de 1853. 

Débitos del 20 por 100 da propios con créditos atrasa- 
dos del Tesoro. 

(Hac.) «He dado cuenta á la Reina (que 
Dios guarde) del expediente promovido por 
esa Comisión central de atrasos, acerca de si 
deben ó no considerarse comprendidos en 
los beneficios de la compensación con crédi- 
tos atrasados del Tesoro hasta fin de 1851, 
los débitos que emanen del 20 por 100 de 
propios , causados hasta el 31 de diciembre 
de 1849, y S. M., en vista de lo expuesto por 
las Direcciones generales del Tesoro públi- 
co y de lo Contencioso, oido el parecer de las 
Secciones de Hacienda y de Gracia y Justicia 
del Consejo Real , y de conformidad con lo 
propuesto por las mismas, se ha servido re-< 
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solver que no existe razón alguna para ne- 
gar el beneficio de la compensación á las 
deudas procedentes del impuesto del 20 por 
tOO de propios hasta fin de 18í9, siempre 
que conste justificado en los expedientes que 
deben instruirse, que los descubiertos no di- 
manan de malversación por parte de los en- 
cargados de la administración y cobranza de 
los productos de los referidos bienes , cuya 
justificación ha de hacerse indispensablemen- 
te documental , con referencia á las cuentas 
anuales de los Ayuntamientos, presupuestos 
aprobados y facultades concedidas para gas- 
tos por las autoridades competentes; siendo 
además estas justificaciones examinadas y 
aprobadas por el respectivo Consejo provin- 
cial.— 'De Real orden, etc. — Madrid 31 de 
enero de 1853.»— (CL. t. 5 S,p. 126.) 

R. O. de 28 febrero de 1853. 

Reglas para los expodientcs’de rompa nsacion. 

(Hac.) S. M ha tenido á bien 

mandar que en todos los expedientes so- 

bre compensaciones que se hallen pendien- 
tes de resolución, y con cuantos se promue- 
van en lo sucesivo, se proceda exigiendo los 
requisitos y condiciones que determinan las 
reglas siguientes: 

1. a En los expedientes de compensación 
que se instruyan a virtud de las solicitudes 
que se presenten debercá hacerse constar: 
i.° La procedencia del débito: 2.° La canti- 
dad á que ascienda, el año ó años á que cor- 
responda y que pertenece á la cuota del Te- 
soro con exclusión de toda clase de recargos 
y partícipes: 3.° La oficina donde radique: 
4.° La autorización legal del que suscriba la 
solicitud en que se pida la compensación, no 
siendo el mismo deudor: 5.° La conformidad 
del acreedor en ceder el todo ó parte de sus 
créditos para la compensación: fi.° El con- 
cepto por que es acreedor: 7.° La provincia 
y oficina interventora donde radique su cuen- 
ta: 8.° El importe del crédito que en el todo 
ó parte se destine para la compensación , y 
la época ó épocas á que corresponde; y 
9.° Las responsabilidades á que están afec- 
tos. dichos créditos, por obligaciones con- 
traídas por los mismos interesados. 

2. a En los expedientes que se promue- 
van para ccmpensar débitos que emanen de 
las contribuciones é impuestos cuya recau- 
dación corra á cargo de los Ayuntamientos, 
además de hacerse constar todas las circuns- 
tancias de que trata la regla anterior , se 
acreditará con certificaciones de los inspec- 
tores primeros visadas por los respectivos 
administradores de ^provincia, y con refe- 
rencia á repartimientos , libros cobratorios, 


matrículas y demás que corresponda: Q ue 

la cantidad que se pretende compensar se 
halla en primeros contribuyentes, diciéndose 
quiénes sean estos: 2.° Que la adquisición de 
los créditos destinados á la compensación, se 
ha de verificar con el conocimiento é inter- 
vención de la administración de provincia 
acompañándose á la solicitud certificaciones 
en que así conste, y expresiva del tanto por 
ciento á que se hayan adquirido aquellos ; y 

3.° que luego que se comunique para su eje- 
cución la orden de compensación , la misma 
oficina de provincia disponga se publique 
en el Boletín oficial de la provincia el bene- 
ficio que han reportado los contribuyentes á 
resultas déla compensación, expresándpse 
los nombres de ellos. 

3. a En los expedientes que asimismo se 
promuevan para compensar débitos que pro- 
cedan de contribuciones é impuestos, cuya 
cobranza corra á cargo de recaudadores es- 
peciales, sin perjuicio de hacerse constar las 
mismas particularidades contenidas en la re- 
gla primera, se acreditará también y en la 
forma ya prevenida: l.° Que la cantidad que 
se solicita compensar se halla en primeros 
contribuyentes: 2.° Que la adquisición de los 
créditos que se destinen á la compensación, 
se ha verificado bajo la inmediata interven- 
ción del administrador de la provincia, acom- 
pañando á la instancia certificación que lo ex- 
prese, así como el tanto por ciento a r que se 
hayan adquirido aquellos; y 3.° Que luego 
que se comunique para su ejecución la or- 
den de compensación , el mismo administra- 
dor haga se publique en el Boletín ofeial de 
la provincia el beneficio que haya reportado 
cada contribuyente á consecuencia de la 
compensación. 

4. a Las compensaciones se acordarán en 
concepto de provisionales , y no producirán 
asientos en los libros, basta que expedidos 
los títulos en equivalencia de los haberes 
ofrecidos en compensación, se entreguen en 
las cajas del Tesoro, después de inutilizados, 
conforme á lo dispuesto para casos iguales 
en la R. 0. de 27 de noviembre de 1836 y 
y otras posteriores. 

5. a Acordada provisionalmente una com- 
pensación, se suspenderá el apremio contra 
los deudores del Estado , á quienes se haya 
concedido con aquel carácter. 

6. a Las oficinas encargadas de las liqui- 
daciones de haberes personales , y las que 
lo están de su examen y aprobación, verifi- 
carán sin demora las operaciones que á cada 
una correspondan en cuanto á ios créditos 
que les conste, hallarse admitidos á compen- 
sación. 



Y 7.* La Comisión de liquidación y co- 
branza de atrasos y i contribuciones ejercerá 
la mayor vigilancia para que se .observe lo 
dispuesto en las anteriores reglas 5. a y 6.% 1 
facilitándose á las oficinas el conocimiento 
que deben tener de las compensaciones que 
se acordaren, para que pueda cada una de 
aquellas proceder á lo que respectivamente 
la imcumba. — De Real Orden, etc. — Madrid 
28 de febrero de 1853. ( CL . t. 58, p. 223.) 

R. O. de 14 marzo de 1853. 

Débitos de lanzas y medias anatas con créditos del 
personal. 

(Hac.) Extracto. — Dispone que para la 
mas pronta extinción de los débitos que .por 
los suprimidos impuestos de lanzas y me- 
dias anatas resultan á los títulos de Castilla 
hasta fin de 1846, se les admitan en com- 
pensación de créditos de la Deuda del perso- 
nal, á ia par que las certificaciones de partí- 
cipes de diezmos. 14 marzo 1853. {CL. t. 58, 
p. 256.) / 

ñ. O. de 13 junio de 1853. 

(IIac.) Extracto. — Se manda que en lo 
sucesivo se remitan por las Direcciones ge- 
nerales respectivas al Tribunal de cuentas, 
con el objeto de que talle lo oportuno, los ex- 
pedientes en que los empleados alcanzados 
ya directa ó subsidiariamente soliciten com- 
pensación. {CL. t. 59, p. 193.) 

R. 0. de 18 junio de 1853 

Débitos de los Ayuntamientos por el 5 por 100 de ar- 
bitrios: otros Ídem no trasferidos 

(Hac.) « Con motivo de una consul- 
ta acerca de si deben ó no ser compen- 

sables con créditos atrasados del personal los 1 
débitos hasta fin de 1849 que resulten á fa- 
vor de la Hacienda y contra ios Ayuntamien- 
tos por el 5 por 100 de arbitrios municipa- 
les teniendo presente lo conveniente que 

es hacer desaparecer de las cuentas de ren- 
tas públicas los débitos que vienen figurando 
por contribuciones extinguidas y corrientes, 
S. Al. se ha servido resolver, de conformidad 
con el parecer de la Junta de Directores y sin 
que por ello se relaje el espíritu de las Rea- 
les órdenes de 3 de junio y 28 de juíio del 
año próximo pasado, que tanto á los deudo- 
res segundos contribuyentes por el mencio- 
nado ramo, como á todos los demás que lo 
sean por otros conceptos, se admita, previas 
las justificaciones oportunas, la compensa- 
ción. dé sus débitos con los créditos que ten- 
gan contra el Tesoro, «procedentes de la Deu- 
da del material y del personal , en virtud de 
un derecho propio y primitivo, y de ningún 


modo que le hayan adquirido de otra perso- 
na por efecto de trasferencia,- cesión, heren- 
cia ó por cualquier otro título. — De, Real ór- 
den etc. — Madrid 18 de junio: de 1853.» 
{CLi t. 59, p. 219.) 

R. Q.de 31 enero de 1854. 

■ í • 

Herederas , fiadores de deudores por responsabilidad 
subsidiaria. 

(Hac.) Enterada la Reina (Q. D. .G.) de 
la propuesta elevada por Y. S. acerca dé que 
los herederos, fiadores y demás á quienes al- 
cance responsabilidad subsidiaria en los dé- 
bitos hasta fin de 1 849 procedentes de ar- 
riendos de impuestos y rentas publicas con 
el Gobierno, se les permita compensar sus 
descubiertos con créditos déla Deuda del ma- 
terial del Tesoro hasta igual fecha y con los 
del personal hasta fin de 1851, S. AÍ. confor- 
mándose con el parecer emitido por el Con- 
sejo Real se ha dignado resolver, que las ex- 
presadas compensaciones tengan lugar cuan- 
do se reúnan de uli mismo interesado las cir- 
cunstancias de deudor y acreedor directo al 
Tesoro público, y no por trasferencia, cesión 
ó venta; con cuya restriccicon se halle conce- 
dido este beneficio á los primeros responsa- 
blesde los indicados arriendos porlaR. O. de 
28 de julio de 1852, pues aquellos en su ca- 
lidad de tales subsidiarios siguieron á estos 
en toda la que tenían por los citados descu- 
biertos. — De R. O. etc. — Madrid 31 de ene- 
ro de 1854.» {CL. t. 61, p. 144.) 

R. O. de 8 febrero de 1854. 

Reglas para la compensación de débitos por su- 
ministros. 

(Hac.) He dado cuenta á Ja Reina (que 
Dios guarde) de la consulta elevada por 
V. I. á Consecuencia de otra del administra- 
dor principal de Hacienda pública de la pro- 
vincia de Cuenca, para aclarar las dudas 
ocurridas en la instrucción de los expedien- 
tes de compensación de débitos que se ba- 
ilaban cubiertos, sin formalizar con cartas de 
pago ó recibos por suministros, cuyos docu- 
mentos no son admisibles en pago de ellos, 
según dispone la R. O. de 10 de marzo últi- 
mo (i); y S. M., atendiendo á que estos des- 
cubiertos no puedeu considerarse habidos 
por malversación, puesto que liquidados los 
suministros y obtenidas por los pueblos Jas 
cartas de pago, tales documentos, previa- 
mente compulsados, son un comprobante de 
la inversión forzosa que dieron los Ayunta- 


(1) Ni en la Colección legislativa ni en el 
Boletín de Hacienda hemos hallado la R. O. do 
10 de marzo que se cita. 
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mientas á los fondos recaudados de los pri- 
meros contribuyentes, se ha dignado resolver: 
t .° Que l° s expedientes de compen- 
sación de los débitos de que se trata, sm 
perjuicio de llenarse los requisitos exigidos 
por las disposiciones vigentes, se consigne 
por medio de un certiiicado del inspector 
primero de Hacienda pública, visado por el 
administrador, Ja procedencia del adeudo, 
y se incluya copia certificada de las cartas 
de pago de suministros, expedidas por las 
olicinas militares, previa la indicada com- 
pulsa. 

2. u Que en el caso de que los Ayunta- 
mientos no hayan obtenido las cartas de pa- 
go equivalentes á los suministros, se acom- 
pañe igualmente un certilicado de la Admi- 
nistración en que se haga constar el origen 
y circunstancias de los débitos cuya compen- 
sación se pretenda, uniéndose además las 
contestaciones de los Ayuntamientos en que 
alirmen no haber obtenido las cartas de pago 
citadas. — He Real orden etc.' — Madrid 8 de 
febrero de 1854. [CL. t. 01, p. 167 . ) 

R. O. de l.° diciembre de 1854. 

Reglas para los débitos atrasad osle o u haberes del 
personal. 

(Hac.) « 8. M se ha servido 

mandar: 

1. u Que las compensaciones acordadas 
en concepto de provisionales, hasta la expe- 
dición de los títulos de la Deuda ded perso- 
nal, á consecuencia del art, 4.° de la Real 
orden de 28 de lebrero de 1853, se formali- 
cen definitivamente rebajando su importe de 
las liquidaciones respectivas de los cedentes 
y de los mandatos expedidos ya para la emi- 
sión de los títulos equivalentes ai saido de 
dichas liquidaciones. 

2. ' J Que se practiquen las operaciones de 
contabilidad necesarias para que desaparez- 
can de las cuentas de rentas publicas los dé- 
bitos compensados, y obtengan las cartas de 
pago de solvencia los interesados, teniendo 
presente para la ejecución de dichas opera- 
ciones las regias 13, 1 4 y lo de la Real or- 
den de 25 de enero último, y en el concepto 
de que han de fundarse en certificaciones 
que se expedirán exclusivamente por la Jun- 
ta de reconocimiento y liquidación de la 
Deuda atrasada del Tesoro, por las cuales 
se acredite que queda hecha la baja en 
Ja liquidación del interesado que hizo la 
cesión del crédito para efectuar la compen- 
sación. 

3. ° Que las compensaciones acordadas, 

ó que acuerden las Direcciones generales 
de los ramos respectivos, en uso de sus atri- 


buciones, con crédito do acreedores cuyas 
liquidaciones existan en las Comisiones su- 
balternas de las provincias, tengan el carác- 
ter de provisionales y no causen efecto al- 
guno en las cuentas hasta tanto que dichas 
liquidaciones sean aprobadas por la Junta de 
reconocimiento y la misma expida la certi- 
ficación en que han de fundarse Jas opera- 
ciones, limitándose dichas Comisiones á re- 
bajar desde luego en las liquidaciones que 
practiquen la cantidad compensada, expre- 
sando con claridad la fecha de ia conce- 
sión, procedencia del débito y demás por- 
menores. 

4. “ Que en las liquidaciones que obren 
ya en la referida Junta sin haber llegado el 
caso de pasar á la Dirección de la Deuda ios 
mandatos para la emisión de los títulos, se 
verilique la deducción del crédito compensa- 
ble, avisando á la dependencia liquidadora 
para que haga en el antecedente ta anota- 
ción debida. Los mandatos se expedirán en 
este caso por el líquido que resulte á favor 
del interesado. 

5. u Que respecto de los créditos proce- 
dentes ele liquidaciones aprobadas por la Jum 
ta y cuyos mandatos hayan sido remitidos á 
la Dirección de ia Deuda, la misma Junta co- 
munique á esta la orden de compensación 
para que anote en el mandato la baja de la 
suma compensable, y después de verificado 
expida y remita á la expresada Junta certifi- 
cación que lo acredite. 

b. ü Que la Junta de reconocimiento y li- 
quidación de la Deuda atrasada del Tesoro 
expida certificaciones que acrediten las bajas 
hechas en las liquidaciones por los créditos 
compensables, á saber: de las que practiquen 
las Comisiones de las provincias tan luego co- 
mo apruebe las liquidaciones; de las que ve- 
rilique la Junta antes de expedir el mandato 
para ia emisión de ios títulos, y de las que se 
Hagan por la Dirección de la Deuda en los 
mandatos existentes en ella, luego que la mis- 
ma Junta reciba de la propia Dirección el cer- 
tificado que acredite ia baja. 

7. ü Que la Junta remita directamente las 
certificaciones expresadas á las administra- 
ciones donde radique el débito que se com- 
pensa para ia formalizacion de las operacio- 
nes en ios términos que quedan indicados. 

8. u Que las Direcciones generales donde 
existen los papeles de la suprimida Comisión 
central de liquidación y cobranza de atrasos 
formen y remitan áia citada Junta relaciones 
expresivas de Jas compensaciones acordadas 
por dicha Comisión para que se compruebe 
si lian hecho las baja§ correspondientes en 
las liquidaciones, y adopte en caso de omi- 
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sion las disposiciones convenientes para sub- 
sanar el perjuicio irrogado ó que pueda irro- 
garse á la Hacienda. — De Real órden etc. — 
Madrid l.° de diciembre de 1854. (CL. t , 63, 
pág. 318.) . t - 

Ciro, de 20 enero de 1855. . 

Trámites dalos expedientes de compensación. 

(Dir. gen. de Contribuciones.) Con ob- 
jeto de uniformar la marcha de los expedien- 
tes de compensaciones, la Dirección general 
de contribuciones dicta las prevenciones si- 
guientes ; 

«1. a Los expedientes se encabezarán con 
la instancia del interesado ó Ayuntamiento 
que le promueva, dirigida á esta Dirección, 
y suscrita en el primer caso por el mismo 
deudor ó persona autorizada en forma legal, 
y en el segundo al menos por el Alcalde-pre- 
sidente y por el secretario ; si la municipali- 
dad tuviese al efecto representante podrá 
suscribirse por este, uniéndose á. la solicitud 
el poder que acredite esta circunstancia. 

2. a Cada uno de los documentos de cré- 
ditos que se aplique á la compensación se 
presentará extendido en papel del sello 4.° y 
expresará, por letra, la cantidad exacta que 
cede, á qué persona ó corporación, para qué 
objeto, en qué oficina de intervención radica 
la cuenta de sus haberes, y bajo qué concep- 
to los devengó. En el caso de que el poseedor 
del crédito no autorice la cesión, lo hará otra 
persona legalmente facultada. 

3. a Esa Administración pedirá á las ofici- 
nas liquidadoras las noticias oportunas que 
justifiquen el importe de los saldos, la perso- 
na á cuyo favor aparezcan, y las obligacio- 
nes que contra ellos resulten. Cerciorada la 
Administración de la legitimidad de las cesio- 
nes, formará factura de ellas, y ajustará la 
suma de sus totales al del débito compensa- 
ble, cuidando de que si algún resto sobrase, 
expresen los tenedores ser su voluntad de- 
jarlo á favor del Tesoro público. 

4. a Cuando la cesión sea para compensar 
débitos cuya administración ó cobranza hu- 
biese estado en la época de que emanen á 
cargo de los Ayuntamientos ó recaudadores 
especiales, se hará bajo la intervención de 
esa dependencia, y por la misma se certifi- 
cará esta circunstancia y el tanto por ciento 
á que se hayan adquirido los créditos, cui- 
dando muy particularmente no se omita este 
último extremo, que ha de acreditar después 
el beneficio que reporten los deudores pri- 
meros contribuyentes por la compensación 
de su débito, á cuyo efecto se insertará en el 
Boletín oficial de la provincia, como previe- 
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neel párr. 3.° déla regla segunda de la cita- 
da R. O. de 28 de febrero de 1853. 

5. a Se expedirá y acompañará por esa 
Administración una certificación bien expre- 
siva, del importe á que ascienda el débito, 
respectivo- solo á la cuota del Tesoro, el con- 
cepto de que proceda, y el año ó años á q.ue 
correspanda, como previene la regla 1 . a de 
la referida R. O. de 28 de febrero. 

6. a Si. la compensación la solicitasen re- 
caudadores ó Ayuntamientos se consignará 
además en dicha certificación con la refe- 
rencia que marca la misma R. ü. de 28 de 
febrero, que el débito se halla en primeros 
contribuyentes, expresándose quiénes sean 
estos. 

7. a Si los descubiertos resultasen de no 
haberse formalizado las cartas de pago por 
suministros con que aquellos estuviesen sa- 
tisfechos interinamente, se hará la debida 
expresión en la propia certificación, acom- 
pañando las copias de las cartas ó recibos de 
suministros, y en su defecto las contestacio- 
nes de los Ayuntamientos que no las hubie- 
sen obtenido, según encarga la R. O. de 8 
de febrero próximo pasado. 

Y 8. a Instruidos los expedientes en la 
forma indicada, los remitirá V. S. á la Direc- 
ción para la resolución que proceda, emi- 
tiendo al mismo tiempo su dictamen, y cuan- 
do se acuerde por la misma la expresada 
compensación, se devolverán los documen- 
tos de cesión de créditos, cuyo recibo acu- 
sará Y. S., á fin de que obtenida que sea la 
certificación de quedar hechas las bajas en 
los saldos de los respectivos acreedores ce- 
dent.es que ha de expedir con arreglo á lo 
dispuesto en la prevención segunda de la 
R. O, de 1 .° de diciembre, último la Junta de 
reconocimiento, hoy la Dirección general de 
la Deuda pública, se formalice definitivamen- 
te dicha compensación según indica Ja refe- 
rida prevención segunda, teniendo efecto sil 
data en la cuenta de rentas públicas en los 
términos que marcan las reglas 13, 14 y 15 
de la R. O. de 25 de enero del año último. 

Esa Administración queda en el preciso 
deber de invitar á los Ayuntamientos y par- 
ticulares deudores para que aprovechen el 
beneficio de la compensación , procediendo 
al apremio de los morosos ó que no quieran 
utilizar aquel por cuantos medios Je facilitan 
las instrucciones, á fin de conseguir la rea- 
lización de los crecidos descubiertos que vie- 
neu figurando eu las cuentas de rentas pú- 
blicas por los ramos que le esí,án encomen- 
dados. — Dios, etc. — Madrid 20 de enero de 
1855.» {CL. t. 64, p. 51.) 



COMPENSACIONES 


240 

Ley de 31 julio de 1855. 

Esta lev que se hallará inserta en Deuda 
de u Tesoro, amplió lo dispuesto en el ar- 
tículo 2A de la de 3 de agosto de 1851, y 
declaró compensables los títulos proceden- 
tes ilo los créditos del personal con los dé- 
bitos de todas clases que hasta íin de 1850 
resulten á favor del Tesoro , y admisibles en 
las compensaciones los documentos trasfe- 
ribles que los representen mientras no se ex- 
pidieran ios títulos a) portador. 

R. O. de 26 marzo de 1856. 

Condonaciones con el 30 por 100: compensaciones. 

(Hac.) Con el íin de uniformar la le- 

gislación de condonaciones y compensacio- 
nes, es la voluntad de S. M. se manifieste á 
V. S. que toda clase de débitos que por con- 
tribuciones extinguidas y corrientes resulten 
á favor del Tesoro hasta íin de 1850, pueden 
ser condonados con el pago del 30 por 100 
en metálico en Ja misma forma que dichos 
débitos pueden ser compensados con arre- 
glo á las disposiciones que rigen en Ja ma- 
teria.— De Real orden, etc. — Madrid 26 de 
marzo de 1856. ( CL . t. 67, p. 419.) 

Ciro, de 10 junio de 1856. 

Expedientes.— Contabilidad. 

(Dir. «en. de Contab. de la H.) «Esta 
Dirección , con el objeto de evitar dudas á 
las oficinas , ha acordado hacer las siguien- 
tes prevenciones: 

1. a Que al mismo tiempo que las Admi- 
nistraciones dén de baja en la cuenta de ren- 
tas públicas el débito compensable en el 
concepto de que proceda, se contraiga en la 
misma cuenta en la sección de «papel proce- 
dente dé débitos y compensaciones,» en la 
llave de débitos compensados con atrasos de 
la Deuda del personal y renglón que cor- 
responda. 

2. a Que los títulos de dicha deuda que 
se reciban en compensación , ingresen en 
virtud de cargareme, causando el consiguien- 
te cargo en la cuenta de la Tesorería en el 
lugar destinado al papel , y la data equiva- 
lente en la de rentas públicas. 

3. a Que mediante libramiento de abono 
á la Tesorería, que expedirá á la Contaduría 
de la provincia, se daten los títulos con car- 
go á la misma cuenta de papel , y por reme- 
sa de los títulos á la Tesorería de la Deuda, á 
la cual se remitirán taladrados en solicitud 
de la equivalente carga de pago , como se 
hace con el papel de la Deuda. 

4. a Que en el lugar que está destinado 
en la cuenta de gastos públicos á las com- 


pensaciones , y en las columnas respectiva- 
mente de contraído y pagado , se tigure el 
importe de los títulos admitidos por la com- 
pensación y remesados á la Deuda. 

Del recibo de esta circular se servirá V. 
dar aviso. — Dios, etc. — Madrid 10 de junio 
de 1856. (CL. t. 68, p. 411.) 

R. D. de 4 marzo de 1857. 

Aprueba los presupuestos para 1857, y 
dice asi su art. 15. La facultad de compen- 
sar débitos con créditos atrasados, acordada 
por las leyes de 3 de agosto y de 31 de julio 
de 1855, se limitará á los créditos del Esta- 
do que obren en primeros contribuyentes.» 

Ley de 22 mayo de 1859. 

Exclusiones del beneficio de la compensación. 

Es la ley de presupuestos del Estado 
para 1859, y dice así su 

Art. 8.° Se excluyen del beneficio de la 
compensación, concedido por las leyes de 3 
de agosto de 1851 y 31 de julio de 1855: 

1. u Los compradores de bienes naciona- 
les y efectos del Estado. 

2. ° Los deudores de cantidades recibidas 
indebidamente de las arcas públicas, no pro- 
cediendo de haberes personales. 

Y 3.° Los segundos contribuyentes que 
hayan incurrido en responsabilidad crimina], 
ó que habiendo contraído la civil , no acredi- 
ten debidamente que procede de causas aje- 
nas á su voluntad. 

Serán compensables , sin embargo, estos 
débitos en el solo caso de que los deudores 
posean créditos de la Deuda del personal ó 
material del Tesoro , adquiridos por derecho 
propio ó directo. 

No se considerarán como segundos con- 
tribuyentes los fiadores no culpables ni los 
responsables subsidiarios, pero antes de con- 
cederse á los primeros la compensación, de- 
berá preceder la exclusión de bienes y decla- 
ración de insolvencia de los deudores prin- 
cipales. 

A los contratistas del Tesoro por anticipo 
de fondos ú otros servicios se les admitirá, en 
compensación de sus débitos, billetes déla 
Deuda del material por su valor nominal en 
la cantidad que represente el saldo que ha- 
yan recibido en esta clase de deudas. 

Las compensaciones acordadas por senten- 
cias definitivas del Tribunal de Cuentas del 
Reino después de 31 de julio de 1855, fecha 
de la ley que amplió la facultad de compen- 
sar, y que no estuviesen aun ejecutadas, se 
formalizarán desde luego al tenor de lo dis- 
puesto en las mismas sentencias. Los expe- 
dientes de compensaciones solicitadas den- 



COMPENSACIONES.— COMPETENCIA. 


tro de dicho período , que están pendientes 
de resolución, sé resolverán con arreglo á lo 
dispuesto en la presente ley. 

R. O. de 1% setiembre de 1864. 

Declarando compensables los débitos de los -pósitos : 
por contingentes con los titules de la deuda del ma- i 
terial que reciban por sus acciones del Banco y di- 
videndos. 

(Hac.) «limo. Sr. : He dado cuenta á la 
Reina (Q. D. C.) del expediente promovido á I 
consecuencia de consulta de la Junta de la 
Deuda pública, sobre que la compensación de 
los débitos que tengan los pueblos por el 
contingente de pósitos y otro cualquiera con- 
cepto, hasta íin de 1850, se Heve á efecto 
con ios créditos que les resulten por el capi- 
tal y dividendos de las acciones del Banco 
español de San Fernando, que pertenecieron 
á los mismos, y que, eu virtud de lo dis- 
puesto en la ley de 9 de noviembre de 1837, 
pasaron á ser propiedad del Estado con cali- 
dad de reintegro: 

Y visto cuanto resulta, y lo informado por 
las Direcciones generales del Tesoro y de 
Contabilidad de Hacienda pública: 
Considerando que, por acuerdo de 15 de 
setiembre de 1862, se declararon compen- 
sables los expresados débitos con los títulos 
de la deuda del material, equivalentes á 
los dividendos de las acciones del citado 
Banco, que poseían los pósitos y tomó el 
Tesoro: 

Considerando que la ley de 31 de julio de 
1855, al tratar de la liquidación de la Deuda 
del personal , amplió la compensación de 
estos créditos con los débitos contraídos has- 
ta 1850, y que si bien nada se dijo en ella 
de la del material, no por eso puede creer- 
se que ha de considerarse á esta de peor 
condición cuando reúne circunstancias mas 
ventajosas: 

Considerando que de admitir dicha deuda 
de) material resultará un notable beneficio 
para el Tesoro: 

Considerando que la Lev de presupuestos 
de 22 de mayo de 1859 hace efe igual con- 
dición á ambas deudas para las compensa- 
ciones cuando, al excluir de este derecho á 
los segundos contribuyentes, dice que se- 
rán compensables sus créditos sin embargo, 
en el solo caso de que los deudores posean 
créditos del. personal ó material por derecho 
propio ó directo: 

S. M., oído el dictámen de la Sección de 
Hacienda del Consejo de Estado, y de con- 
formidad cou lo propuesto por esa Dirección 
general , se ha servido confirmar el citado 
acuerdo de 15 de setiembre de 1862, decla- 

Tomo m. 


rando compensables los débitos que hasta 
fin de 4850 tengan los pueblos por el contin- 
ente de pósitos, con los títulos de la deuda 
el material que deban percibir por los divi- 
dendos de las acciones de que se trata.— De 
Real órden- lo comunico A Y. S. á los efectos 
consiguientes.» {Bol. of. de Guadalajara, 
núm. 40). 

Queda, pues, inserta la legislación so- 
bre compensaciones, debiendo única- 
mente advertir* que por el art. 16 de la 
ley de 29 de mayo de 1868 se declaran 
compensables los créditos que resulten 
respectivamente á favor del Estado ó de 
la Real casa en la liquidación de las 
cuentas y cuestiones que está encargada 
de saldar y dirimir ia Comisión creada 
por la ley de 12 de mayo de 1865. 

COMPETENCIA. Equivalente á juris- 
dicción, poder, autoridad y atribucio- 
nes. En este sentido se dice competencia 
de los Tribunales, competencia de la Ad- 
ministración, competencia de los Jueces 
de paz, competencia del Tribunal Su- 
premo de Justicia, competencia délos 
Consejos provinciales ele. — En contrario 
sentido, la voz competencia se usa tam- 
bién figurada ó elípticamente en la acep- 
ción de contienda ó cuestión, sobreen- 
tendiéndose bastante, que las competen- 
cias en este sentido son cuestiones ó con- 
tiendas de competencia. 

COMPETENCIA DE LA ADMINISTRACION 
ATTIVA- — V- Administración pública. 

CENTRAL, PROVINCIAL Y MUNICIPAL: CONSE- 
JOS y los demás artículos que allí se citan. 

COMPETENCIA DE LOS CONSEJOS PRO- 
VINCIALES Y DEL ESTADO — V. Consejos 
provinciales: Consejo de Estado y Con- 
tencioso- administrativo. 

COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES. A 
los Tribunales y Juzgados pertenece ex- 
clusivamente la potestad de aplicar las 
leyes en los juicios, civiles y criminales, 
sin que puedan ejercer otras funciones 
que las de juzgar y hacer que se ejecute 
lo juzgado! — V. Jurisdicción: Justicia: 
Juicio: Juzgados y Tribunales. 

COMPETENCIA (Cuestiones do.) Las 
contiendas de competencia positiva ó 
negativa de jurisdicción y atribuciones, 
pueden tener lugar ó entre la autoridad 
administrativa con los Tribunales, ó los 
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Tribunales entre si, ya los de una mis- 
ma jurisdicción, el de un distrito, par- 
tido ó territorio con el de otro, ya los 
de jurisdicciones distintas. 

COMPETENCIAS ENTRE LA ADMINISTRA- 
CION Y LOS TRIBUNALES- Ya iiemog 
dicho en otro lugar, en Administración 
publica, que por bien aparentemente 
definidas que estén las atribuciones res- 
pectivas de la Administración y de los 
Tribunales, po siempre es fácil distin- 
guir los límites en una y otra ; y aun es 
frecuente que se confundan , aconte- 
ciendo entonces, o que cada una de 
aipbas autoridades se crea competente, 
ó que las dos se declaren incompeten- 
tes. En el primer caso resulta una com- 
petencia positiva, y en el segund.c com- 
petencia negativa , y en ambos casos 
corresponde al Rey su decisión confor- 
me á ¡os reglas establecidas. Estas re- 
glas se determinaron primeramente en el 
á. D. de 6 de junio de 1844 , pero solo 
provisionalmente ó hasta que se realizase 
la creación de un alto Cuerpo consulti- 
vo á quien cometer si conocimiento de 
estos asuntos. Vino luego la creación 
del Consejo Real por la ley de 6 de ju- 
lio de 1 84o , y siendo insuficientes las 
reglas del citado decreto de 1844 , se 
dictaron otras mas generales y con el 
carácter de permanentes por R. I). de 4 
de junio de 1847, cuyas reglas son ía& 
vigentes en e! dia , aunque estén refun- 
didas en el reglamento para la ejecución 
de la ley de gobierno y administración 
de las provincias de ¿5 de setiembre de 
1863. En el artículo Gobierno y Admi- 
nistración de la provincias fian de 
consultarse por lo tanto ; pero esto no 
nos dispensa de indicar aquí los artícu- 
los concordantes , sin perjuicio de ha- 
cerlo allí de nuevo, á fin de que la ju- 
risprudencia establecida sobre cada una 
de dichas reglas, pueda tener hoy la 
debida aplicación. 

R. D. de 4 junio de 1847. 

Competencias entre las autoridades judiciales y admi- 
nistrativas: gfgl.'/S para dirimirlas. 

(Grao, y Just.) Permitiendo ya el estado 
de nuestra Administración establecer reglas 


[ generales y permanentes para sustanciar y 
dirimir las competencias de jurisdicción y 
j atribuciones entre las autoridades judiciales 
y administrativas, y habiendo oido al Tribu- 
nal Supremo de Justicia , al Consejo Real y 
al de Ministros, he venido en decretar lo si- 
¡ guíente: 

i Artículo \ .° (Es, á la letra, el art. 52 del 
reglamento para la ejecución de la ley de 
gobierno y administración de las provincias.) 

Art. 2. u (Es el art. 53 del citado regla- 
mento. 

Art. 3.° (Es el 54 de id.) 

Art. i. 1 ’ (Es el 55 de id.) 

Art. 5.° ( Es el 56 de id.) 

Art. 6.° (Es el 57 de id.) 

Art. 7.° (Es el 58 de id.) 

Art. 8.° (Es el 59 de id.) 

Art. 9.° ( Es el 60 de id.) 

Art. 10. ( Es el 61 de id.) 

Art. 11. 1 Es el 62 de id.) 

ArL. 12. ( Es el 63 de id.) 

Art. 13. ( Es el 6 í de id.) 

Art. 14. ( Es el 65 de id.) 

Art. 15. (Ese! 66 de id., sin otra di- 
ferencia que en vez de remitir las actua- 
ciones al Ministro de la Gobernación, dice el 
art, 66 que se remitan al Presidente de] Con- 
sejo de Ministros.) 

Art. 16. (Es el art. 67 de id.) 

ArL 17. (Es el art. 68 de id.) 

Art. 18. (Es el art. 69 de id., con la di- 
ferencia indicada respecto del art. 15.) 

Art. 19. (Es el art. 71 con la misma di- 
ferencia indicada respecto dei artículo ante- 
rior y del 15. Se intercala también en el re- 
glaimnto otra regla del art 70, para el caso 
de que el Ministerio respectivo esté confor- 
me con la decisión consultada, como vere- 
mos en su lugar.) 

Art. 20. (Es el art. 72 con la diferencia 
que hemos visto respecto de los arts. 15, 
18 y 19.) 

ArL 21. (Es el art. 73 de id.) 

Inútil seria que insertásemos aquí el 
decreto indicado, si todas sus reglas se 
encuentran textualmente trascritas en 
los artículos atendidos del reglamento; 
consúltense en su lugar y allí, al pié de 
cada artículo, daremos á conocer la ju- 
risprudencia establecida por las decisio- 
nes del Consejo Real y de Estado, que 
deben consultar cuidadosamente los Go- 
bernadores de provincia lo mismo que 
los jueces de 1. a instancia y promotores 
fiscales. Así se evitarán recuerdos como 
el que se contiene en la siguiente circu- 
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lar de Ja Fiscalía del Tribunal Supremo 
de justicia. «Dice así: 

Fiscalía «el Xribuísuíl Supremo d-e jus- 
Tiia a . — Circular. —«Ha llamado mi atención 
que m icd. trascurso de pocos dias y por tres 
distintos jueces de primera instancia se ha- 
yan elevado á este Supremo Tribunal autos 
de competencia sustentadas con Gobernado- 
res de provincia sobre el conocimiento de 
ciertos litigios. 

Tan irregular proceder en un punto de 
sustentación de los mas conocidos y usua- 
les revela que los jueces, sin apercibirse si- 
quiera de las frecuentes decisiones del Con- 
sejo de Estado que publícala Gaceta , solo' 
tienen presente el tít. ti de la Ley de En- 
juiciamiento civil ; y no bastantemente ad- 
vertidos por los promotores fiscales , ni re- 
flexionan que dicha ley trata únicamente de 
las competencias entre jueces ó Tribunales, 
ni recuerdan la de 25 de setiembre de 1863 
y reglamento de la misma fecha para el go- 
bierno y administración de las provincias, 
cuyos arts. 52 y siguientes les trazan la con- 
ducta que deben observar en tales casos. 

Para remediar este mal, que distrae y en- 
torpece hqmarcha de las competencias, des- 
prestigiando á la vez á los encargados de la 
administración de justicia, he creído de mi 
deber advertirlo á todos los funcionarios del 
ministerio público , esperando que los pro- 
motores ; bajo la celosa inspección de los se- 
ñores fiscales, sus jefes inmediatos, vigilarán 
sobre la debida sustanciacion y curso de 
las competencias, á fin de que no se confun- 
dan las que decide S. M. á consulta del Con- 
sejo de Estado con las que corresponden al 
Tribunal Supremo de Justicia.— ‘Dios guarde 

á V muchos años. — Madrid 7 de febrero 

de 4867.— Antonio Corzo. — Señores fiscales 
de S. M. en las Reales Audiencias y promo- 
tores fiscales de los Juzgados de primera ins- 
tancia del Reino. (Gaceta 9 febrero.) 

COMPETENCIAS ENTRE JUECES Ó TRI- 
BUNALES. Sieudo en materia civil se 
sustancian y determinan con entera su- 
jeción á lo dispuesto en el tít. II (artícu- 
los al 119) de la Ley de Enjuicia- 
miento civil que puede verse en Enjui- 
ciamiento civil. 

Las que tienen lugar emre las mismas 
autoridades judiciales en materia penal 
se deciden con sujeción al decreto de 
las Cortes de i9 de abril de 181 3 resta- 
blecido por otro de 30 de agosto de 
1838. He aquí estos decretos. 


Decreto C C Lili de abril de IflIS. 

íufitraceion para dirimir las compolencfes de ¡jurisdic- 
ción ea toda la Monarquía. 

(dLas Córtes generales decretan qtie se 

guarde y cumpla la siguiente mstruoeio'a: 

Artículo *L° " Corresponde al Supremo Tri- 
bunal de Justicia dirimir todas las competen- 
cias de Tas ¡Audiencias entre sí en todo el 
territorio español, y las délas Audiencias con 
los Tribunales especiales que existan en la 
Península é Islas adyacentes según se dispo- 
ne en el art. 264 de la Constitución. 

2. ° El mismo Supremo Tribunal dirimirá 

las que se ofrecieren en la Península é Islas 
adyacentes entre los jueces ordinarios de 
primera instancia y los Tribunales especiales 
que no estén sujetos á la jurisdicción de las 
Audiencias, con arreglo á lo prevenido en el 
art. 34, cap. II de la ley de 9 de octubre. 

3. ° Asimismo decidirá las que se pro- 
movieren en la Península é Islas adyacentes 
entre los Tribunales especiales de distintos 
territorios, ó que aunque sean de uno mis- 
mo ejerzan diversa especie de .jurisdicción, 
ó no tengan entrambos un mismo Tribunal 
Superior que pueda decidir. 

4. ° Conocerá también dicho Supremo 
Tribunal de las que ocurran en la Península 
é Islas adyacentes entre una Audiencia y un 
juez ordinario de distinto territorio, y entre 
jueces ordinarios de territorios diferentes. 

5. ° Pertenece á las Audiencias de ambos 
hemisferios dirimir las competencias entre 
todos los jueces subalternos de sus respecti- 
vos territorios, según lo prevenido en el ar- 
tículo 265 de la Constitución. 

6. ° Son jueces subalternos de las Audien- 
cias, no solo los ordinarios sino también los 
de los Tribunales especiales creados ó que 
se crearen para conocer en primera instan- 
cia de determinados negocios, con las apela- 
ciones á las mismas Audiencias. 

7. u Las competencias que se promuevan 
en la Península é islas adyacentes entre los 
Tribunales de Guerra y Marina, serán deci- 
didas por el superior especial de Guerra y 
Marina; á excepción délas que ocurran en- 
tre comandantes de matrículas de un mismo 
departamento, que dirimirá su Capitán ge- 
neral. 

8. ° En Ultramar las que ocurran entre 
los jueces subalternos de las Audiencias y 
los Tribunales y Juzgados especiales, ó entre 
estos y las Audiencias , se decidirán por la 
mas inmediata según el art, 4 3, cap. I de la 
ley de 9 de octubre. 

9. ° La Audiencia territorial decidirá en 
Ultramar Jas que se promovieren entre los 
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Tribunales especiales de su territorio, aun- 
que no sean subalternos do Ja misma, cuan- 
do entra m líos no tuvieren un mismo supe- 
rior, pues teniéndole, deberá este decid, idas. 

10. Las que se ofrecieren en Ultramar 
entre los Juzgados especiales de distintos ter- 
ritorios, ó entre los jueces ordinarios de ter- 
ritorios diferentes, serán decididas por la 
Audiencia mas inmediata á la provincia del 
que las promoviere. 

41. El juez ó Juzgado que solicite la in- 
hibición de otro, pasará olido ¡í este, maui- 
lestando Jas razones en que se laude , y 
anunciando Ja competencia, si no cede: con- 
testará el intimado dando las suyas, y acep- 
tándola en su caso : si el primero no se sa- 
tisface, lo dirá al segundo, y ambos remiti- 
rán por el primer correo á la autoridad su- 
perior competente ios autos que cada uno 
haya formado. 

12. Cada juez , al remitir los autos , ex- 
pondrá al Tribunal las razones en que se 
funde, y este decidirá la competencia en el 
preciso término de odio dias. 

Lo tendrá entendido la Legenda dei Rei- 
no, y dispondrá su cumplimiento, haciéndo- 
lo imprimir, publicar y circular. — Dado en 
Ládiz á 19 de abril de 1813. (O. de decretos 
de las Corles. í. 4. u ,ye 54.) 

R. O. de 30 marzo de 1821. 

Epoca para proponer la i uliíl)i tari a ó ia declinatoria, 
de jurisdicción un lo criminal. 

Extracto. — Con motivo de expediente pro- 
movido por Ja Sala dei crimen de la Audien- 
cia de Aragón, a consecuencia de haber teni- 
do que mandar suspender hi ejecución de la 
pena de muerte dei reo Manuel Higueras, por 
la formal competencia y reclamación introdu- 
cida por el Capitán general de aquella provin- 
cia puco antes ele sacar para el patíbulo a di- 
cho reo, acordó el Consejo de Sres. Ministros 
proponerá S. M. , entre otras cosas, que se 
separase desdo luego de su destino al audi- 
tor para que no vuelva á comprometer la 
autoridad del Capitán general con reclama- 
ciones infundadas, previniéndose á este ubre 
en lo sucesivo cou mas pulso, y dignándose 
mandar ai propio tiempo que no sirva Ja re- 
clamación de lucro, si no se hiciere, desde el 
principio de la causa. 

R. O. de 30 marzo 14 abril de 1831. 

«La Sala del crimen de la Real Audiencia 
de Aragón , deseando alejar toda demora en 
la administración de justicia, y atendiendo ¡i 
que el Rey nuestro Señor , á motivo de com- 
petencia suscitada por el Capitán general, 
pidiendo la persona del reo Manuel Higue- 


ras, puesto ya en capilla, tuvo á bien resol- 
ver en 3ü de marzo de i 827 , de conformi- 
dad con el Consejo de señores Ministros, que 
la reclamación de hiero no sirviese, á no ha- 
cerla al principio de la causa; elevó en 3 de 
diciembre intimóla consulta, que halló opor- 
tuna, á lia deque se dignase declarar, si 
el insinuado principio debía entenderse des- 
de que se Loma la declaración al reo, y se 
le da conocer el juez, ó desde la contesta- 
ción á la acusación íiscal; y enterado S. M. de 
dicho recurso , y conformándose con io ex- 
puesto por el Consejo en su consulta de 14 
del corriente ha venido en declarar que el 
principio de la causa que se determina en 
su soberana disposición, para la reclama- 
ción del fuero, debe entenderse desde !a 
contestación á la acusación fiscal; bien sea 
para que Jos procesados solicilen ia inhibi- 
ción, o para que los jueces reclamen el co- 
nocimiento y promuevan cualquiera compe- 
tencia, y que pasado dicho tiempo no se ad- 
mita ni una ni otra» (f). 

fi. D. de 30 agosto de 1830. 

Vengo en mandar que se guarden, 

cumplan y ejecuten el decreto de las Cortes 
de 19 de abril de 1813, que contiene la ins- 
trucción para dirimir las competencias de 
jurisdicción en toda ia Monarquía 

R. O. de 14 abril de 1849. 

«He dado cuenta á la Reina del conflicto 
ocurrido entre Ja Audiencia terrilorial de 
Valencia y el Capil.au general de la misma 
ciudad, con motivo de ia reclamación hecha 
por esta autoridad de una causa criminal for- 
mada aillo el Juzgado de primera instancia 
de Jaliva, por muerte violenta dadaá un mal- 
hechor, llamado bautista Honet, fundándose 
en el bando que publicó en 28 de setiembre 
último, al declarar en estado de sitio el dis- 
trito de su mando, eu cuyo art. 2. u , si bien 
ordenó que Jas autoridades civiles continua- 
ran en el ejercicio de sus funciones, aunque 
con dependencia de la militar en lo que se 
reíiore a tranquilidad pública y persecución 
de sus perturbadores, se reservó además en- 
tender eu ios asuntos que reclamasen su par- 
ticular atención. Rara adoptar en asunto de 
tanta gravedad como importancia una reso- 
lución conveniente, tuvo á bien S. M. oir el 
dictamen del Tribunal Supremo de Justicia, 
el cual al evacuarlo expuso entreoirás cosas: 
(Jue sin embargo de corresponder á la clase 
de delito común, sin tener conexión iuine- 

(1) Esta Real Orden y la anterior la toma- 
mos de la Biblioteca legislativa del Sr. Zuñiga; 
t. i. 1 ', p. 5U7. 
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diata y directa con el órden público, el que 
ha motivado la formación de la causa recla- 
mada por la referida autoridad militar, bajo 
cuya concepto es ajeno de su competencia, 
no existiendo una disposición general en la 
materia, se hallan limitadas las facultades de 
las Audiencias en este caso y otros de igual 
naturaleza, mientras no se adopte la expre- 
sada disposición, á exponer á la autoridad 
militar lo que convenga para sacarla de su 
equivocación, y recurrir, siendo esto inefi- 
caz al Gobierno para la oportuna providen- 
cia. Enterada la Berna, y teniendo presente 
qne en el art. l.°, tít. 1ÍI, tratado 7.° de las 
ordenanzas del ejército, qne es el que regu- 
la las atribuciones de los Capitanes genera- 
les en estado de sitio, se concede á estos fa- 
cultad para promulgar los bandos que crean 
conducir al mejor servicio, los cuales serán 
la ley preferente en loscasosque explicasen, 
y comprenderán las penas que impusieren á 
todos los que declarasen en ellos; S. M., con 
acnerdo de! Consejo de Ministros, se ha dig- 
nado resolver, qne en casos como el presen- 
te, y según lo informado por el Tribunal Su- 
premo, se limiten las Audiencias á exponer á 
la autoridad militar lo (fue proceda, á fin de 
que desista de su reclamación, y recurrir á 
S. M., siendo esto ineficaz, para que adopte 
la resolución oportuna. — De Real orden etc. 
—Madrid 14 de abril de 1849. — Arrazola. 
(CL. t. 46, pág. 342.) — Y. Orden público. 

R. O. de 4 julio de 1849. 

Dispone el art. 9.° que en ningún caso de- 
jen de proceder los jueces inferiores, ni de 
denunciar los promotores fiscales por la du- 
da de que el conocimiento puede correspon- 
der á otro jaez ó autoridad, á lo cual no pue- 
de oponerse en su dia el haber asegurado á 
los reos y el cuerpo del delito por una pre- 
vención oportuna en el procedimiento. 

R. O. de 25 marzo de 1840. 

....Se ha dignado S. 41. mandar que se en- 
cargue á todos los Capitanes generales y de- 
más autoridades á quienes corresponda la 
extricta y puntual observancia de la ley de 
19 de abril de 1813 y Real decreto de su 
restablecimiento 

R. O. de i 7 enero de 1857. 

Se mandó que en lo sucesivo toda resolu- 
ción ó fallo que dicte el Tribunal Supremo 
de Justicia sobre competencias en materia 
civil ó criminal, cualquiera que sea la fecha 
en que hubiese sido instaurado el negocio 
sobre que aquella cuestión verse , se funde 
por la Sala que lo dicte, y se publique en la 


Gaceta de Madrid y se. inserte en la Colec- 
ción legislativa. És lo mismo que dispone 
el art. 112 de la Ley de Enjuiciamiento civil. 


Sentencia de 15 de setiembre de 1863. 

No puede dictarse válidamente provi- 
dencia en un asunto , después de anuncia- 
do el requerimiento de inhibición.— Com- 
petencia eDtre el Juez de 1 a instancia de 
Palacio de Madrid y el de la Capitanía 
general de Castilla la Nueva, acerca del 
conocimiento de una causa formada con 
motivo de la muerte (presunto suicidio) 
del soldado Modesto Castro. El juez or- 
dinario habia reclamado que se le entre- 
garan el cadáver y los diligencias, y como 
el de Guerra acordó que se archivase la 
sumaria militar , surgió esta competen- 
cia que se decide á favor del primero. 

«Considerando que si bien las jurisdiccio- 
nes ordinaria y militar pudieron instruir di- 
ligencias para averiguar la causa y Jas cir- 
cunstancias de la muerte del soldado Modes- 
to Castro, la primera porque los jueces ordi- 
narios siempre tienen en su favor la presun- 
ción de competentes, y la segunda porque 
gozaba el Modesto de fuero de Guerra, cuan- 
do murió, es menos incuestionable que no 
pudo el juez militar proveer el auto mandan- 
do archivar la sumaria, porque dió aquella 
providencia después que por el ordinario se 
le había anunciado en forma la competen- 
cia.» ( Sent . de 1863, núm. 180.) 

Sentencia de 1,° de junio de 1859, 

La declinatoria lo mismo que la in- 
hibitoria pueden tener lugar antes de 
ser contestada la acusación.— Se decide á 
favor de la jurisdicción ordinaria la com- 
petencia entre el Juzgado de 1. a ins- 
tancia del distrito de San Beltran de 
Barcelona y el de la Capitanía general 
de Cataluña, acerca del conocimiento de 
la causa formada por la comisión mili- 
tar contra Rafael Fernandez, sobre es- 
tafa. 

«Considerando que el procesado Rafael 
Fernandez hizo uso de la declinatoria ante 
la jurisdicción militar al abrirse de nuevo la 
causa contra el mismo, y en el acto de noti- 
ficarle que nombrara defensor, habiendo ma- 
nifestado las razones en que fundaba la ex- 
cepción , y pidiendo que se suspendiera todo 
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procedimiento, hasta que por las autorida- 
des coro peten Os se resolviese sobre este 
punto : 

«Considerando que desestimada ja decli- 
natoria por el Capitán general, en vez de 
conformarse con esta resolución el procesa- 
do, dirigió instancia á la misma autoridad con 
el objeto ya expresado, habiendo insistido en 
su protesta al hacérsele saber el acuerdo del 
Capitán general conforme con el anterior: 
«Considerando que al propio tiempo usó 
del medio legal de la inhibitoria, solicitando 
el amparo de la jurisdicción ordinaria, en ex- 
posición dirigida con este fin á la Audiencia 
de Barcelona: 

«Considerando que con arreglo á las ter- 
minantes disposiciones , que contienen las 
Rs. Ords. de 30 de marzo de 1827, y 30 de 
marzo de 4831, circulada esta en i 4 de abril 
del mismo año, procede la reclamación del 
fuero por los interesados, si tuviese lugar 
antes de ser contestada la acusación fiscal 
en primera instancia.» (CL. t. 80, decisión 
núm. 41.) 

Por otra sentencia de 5 de diciembre 
de 1853, se decidió ?. favor del Juzgado 
de primera instancia de Agüitaría com- 
petencia con el de la Capitanía general 
de Andalucía, acerca del conocimiento 
de la causa formada por este sobre he- 
ridas, en cuanto al paisano Francisco 
Aragón Moreno. 

«Considerando que por no estar contesta- 
da la acusación en el presente caso, pudo, 
según la R. O. de 30 de marzo de 1831, re- 
clamar su fuero, como lo hizo el expresado 
Francisco Aragón Moreno, y no puede en 
consecuencia suponerse prorogada tácita- 
mente por el mismo la jurisdicción militar.» 

Sentencia de 18 de agosto de 1863. 

No lid lugar d decidir las competen- 
cias promovidas después de contestada 
la acusación fiscal. — Competencia entre 
el Juzgado de la Capitanía general de 
Castilla la Nueva y ¡a Sala primera de la 
Audiencia de Madrid, acerca del cono- 
cimiento de una causa formada contra 
Angel Sacristán , soldado del batallón 
provincial de Guadalajara por atribuirle 
desacato al Alcalde de Centenera. Ins- 
truida la causa por la jurisdicción ordi- 
naria y hallándose ya el fallo del infe- 
rior en consulta á la Audiencia territo- 
rial se originó esta competencia. 

El Juzgado militar exponía en defen- 


sa de su jurisdicción que no existia des- 
acato, y la Audiencia se negó á inhi- 
birse exponiendo que la causa se sigue 
por atentado y desacato contra la auto- 
ridad pública legítimamente constituida 
y en el ejercicio de sus funciones, y que 
hasta determinarse por sentencia ejecu- 
toria la inocencia ó culpabilidad del pro- 
cesado debe seguirse este procedimien- 
to por la jurisdicción ordinaria, porque 
aquellos delitos causan desafuero, según 
las leyes del Reino. 

El Tribunal Supremo, sin llegar á 
apreciar los fundamentos respectivamen- 
te expuestos para sostener esta compe- 
tencia, declara que no há lugar á deci- 
dirla en los términos siguientes: 

«Considerando que cuando el Juzgado de 
la Capitanía general de Castilla la Nueva en- 
labió esta competencia, el Juez de primera 
instancia de Guadalajara había ya pronuncia- 
do sentencia y remitido Jos autos en consul- 
ta á la Audiencia del territorio: 

»Y considerando que, con arreglo á la 
R. O. de 30 de marzo de 1831, circulada en 
14 de abril del mismo, no pueden promo- 
verse ni admitirse reclamaciones de fuero 
ni denuncias de competencias en causas cri- 
minales una vez contestada la acusación fis- 
cal en primera instancia; 

«Fallamos que debemos declarar y decla- 
ramos que no há lugar á decidir por extem- 
poránea la contienda suscitada por dicho 
Juzgado militar etc.» ( Gac . 23 agosto.) 

La anterior decisión es terminante, y 
en el fondo Ja misma que recayóy por los 
mi sinos fundamentos, en otra competen- 
cia suscitada entre el Juzgado de la Ca- 
pitanía general de Castilla la Nueva y la 
Sala tercera de la Audiencia de Madrid, 
acerca del conocimiento de causa for- 
mada en el Juzgado de Talavera contra 
el soldado Sebastian Moro decidida en 
4 de noviembre de 1853. 

Sentencia de 21 de abril de 1864. 

Pueden promoverse competencias en los 
sumarios ó antes de llegar al trámite de 
la defensa. — Por el Juzgado de primera 
instancia de Villafranca, se suscito com- 
petencia al de igual clase de Gran das de 
Salime, para que se abstuviese de la 
continuación del sumario que en. causa 
criminal formaba por sustracción de ga- 
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nado vacuno dé óiéilos vecinos de Taíá^ 
drid, etc. 

Y se fundaba dicho juez reqúirente: 
4.° En qúé éb suceso que la motivó 
tuvo lugar en su territorio. 2.° En que 
las personas qtíe le ejecutaron estaban 
sujetas á su jurisdicción por razón de su 
domicilio. Y 3.° En que en su partido 
se hallaban las cabezas de ganado que se 
decían sustraídas, y que serian en su 
caso el cuerpo del delito. 

El de Grandes de Salimese negó á in- 
hibirse alegando que no pueden promo- 
verse competencias á instancia de parte 
en asuntos criminales, cuando estos son 
puramente inquisitivos para averiguar si 
existe ó no hecho punible, sin dirigirse 
los procedimientos contra persona deter- 
minada: que tampoco se pueden susci- 
tar de oficio ó por excitación fiscal cuan- 
do el requirente no tiene formadas dili- 
gencias sobre el mismo hecho, y aun ul- 
timado el sumario, en conformidad á la 
R. O. de 4 de julio de 1849: que el juez 
de Villafranca había reconocido su ju- 
risdicción al cumplimentar los dos pri- 
meros exhortos; y por último, que la 
sustracción de los ganados tuvo lugar en 
términos de su partido, según se des- 
prendía de la causa: El Tribunal Supre- 
mo decidió este conflicto á favor del 
juez de Villafranca: 

«Considerando que la R. O. de 30 de mar- 
zo, circulada en 14 de abril de 1831, lio ex- 
presa que antes de llegar al trámite déla de- 
fensa no se admitan- competencias , en cuyo 
período de las actuaciones, desde el momen- 
to en que está descubierta la verdad de los 
hechos y parece que se hallan asegurados 
sus autores, como sucede en el caso actual 
no hay inconveniente razonable en qú'e se 
pueda declinar la jurisdicción incompetente 
del juez, y reclamarle que someta el conoci- 
miento del asunto al que tiene para ello* ver- 
dadera jurisdicción: 

Considerando que el juez de primera ins- | 
tancia de YillafraDCa del Yierzo promovió la 
competencia, mediante exposición del Alcal- 
de pedáneo y vecinos del pueblo de Chano 
en que le excitaron á proponer Ja inhibición, 
dehiendo por consiguiente entenderse que 
la competencia no se ha suscitado de oficio 
ni a excitación fiscal, sino de la parte intere- 
sada en que no se vulnerase su fuero: 


GóMderaado que por haber proveído di- 
cho juez él cumplimiento de los exhortes no 
réCÓnocid ^ jurisdicción del requirente endo 
relativo 1 al hecho de autos , ni rúenos radicó 
el procedimiento en el Juzgado de C randas 
de Salime, porque lo hizo con la calidad de 
sin perjuicio: 

Considerando que en 17 de octubre de 1853 
y 23 de agosto dé 18^8 este Tribunal Supre- 
mo' resolvió que hay que recurrir al fuero del 
domicilio riel reo, de que no se duda, cuando 
es dudoso el fuero preferente del lugar del 
delito: 

Y Considerando que los dos jueces sostie- 
nen su competencia por razón de estar en 
término^de su respectivo partido el fugar en 
que se ejecutó la aprehensión del ganado va- 
cuno, como cada une de ellos ha podido de- 
fenderla en virtud del resultado de sus pro- 
pias diligencias, al paso que es indubable 
que el domicilio de los- aprehensores está si- 
tuado en el partido judicial de Villafranca del 
Yierzo. Fallamos, etc. (Gaceta del 24.) 

Sentencia de 2f de junio de 1863. 

En el mismo sentido se decide por 
este fallo otra competencia estableciendo 
que el requerimiento de inhibición, re- 
cibido cuando la causa está en poder del 
defensor del reo pata evacúaf él traslado 
de la acusacioñ fiscal , se hallar hecho en 
tiempo oportuno. (Gomp. 2 junio de 
4865.) 

Sentencia de 6 de abril de 1867. 

Cuestión sobre quien ha de reclamar 
un informe de Academia— Competencia 
negativa entre el Juzgado de la Lonja de 
la ciudad de Palm'a y el de Ha Comandan- 
cia general dé artillería de las Islas Ba- 
leares, so-bre cuál de ellos ha de reda- 
mar el dictamen de la Academia médico- 
quirúrgica relativo á la responsabilidad 
en que hayan podido incurrir los facul- 
tativos civiles que declararon 1 hábil para 
el servicio de las armas al quinto Ju'an 
Esteban Pascual, cuy# inutilidad fué re- 
conocida y declarada después de haber 
sido entregado en caja. 

Como el expediente qúe dicho Juzga- 
do militar remitió al de primer# intáncra 
para proceder contra los facultativos cab- 
réela de dicho dictamen, se suscitó' la 
competencia negativa sobre quién bahía 
d’e reclamarle, y se decide por sentencia 
de 6 de abril en los términos siguientes: 
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«Considerando que las cuestiones de com- 
petencia de jurisdicción únicamente pueden 
tener lugar, cuando entre Jos jueces conten- 
dientes existan fundados motivos de contro- 
versia acerca del conocimiento de alguna 
causa ó negocio. 

Considerando que en el caso actual no hay 
cuestión alguna respecto del conocimiento 
de la causa, incoada en el Juzgado ordinario 
de Palma con motivo del tanto de culpa con- 
tra ciertos facultativos, que por el Juzgado 
de artillería de aquella plaza le fue remitido, 
sino solo sobre cuál de estos Juzgados ha de 
reclamar de la Academia médico- quirúrgica 
de la provincia el informe, que para tales 
casos prescribe el arl . i 4 del reglamento de 
10 de febrero de 1855. 

Considerando que esta cuestión no puede 
ser objeto de una contienda jurisdiccional, 
pues aún cuando el Juzgado de artillería ha- 
ya omitido dar á la sumaria por él formada y 
sobreseída toda la ilustración que el mismo 
artículo requiere, esto no obsta para que el 
juez de primera instancia reclame por sí 
mismo, y no por conducto de aquel, así el 
referido informe como todos los demás datos, 
que para la debida instrucción de la citada 
causa sean necesarios; 

Declaramos mal formada esta competencia 
y mandamos que se devuelvan á cada Juz- 
gado sus respectivas actuaciones; para que 
se archiven nuevamente las del de artillería y 
para que el de primera instancia del distrito 
de la Lonja de la ciudad de Palma sustancie 
y determine las suyas con arreglo á dere- 
cho,» ( Gac . 10 abril). 

Sentencia de l.° de octubre de 1867. 

Las competencias solo proceden y pue- 
den promoverse para determinar la ju- 
risdicción y resolver cuál haya de ser 
el Juez que deba conocer del asunto. No 
hay cuestión de competencia cuando la 
contienda versa únicamente sobre preda- i 
cion para hacer efectivas las responsahi- 
lidades pecuniarias impuestas á un pe- 
nado.— Así se establece por este fallo, 
decidiendo la competencia entre el Juz- 
gado de Guerra de la Capitanía general 
de Galicia y el Juez de primera instancia 
de Verin, acerca de la preferencia al 
pago de costas con bienes embargados a 
Ramón Lozano de resulta de causas dis- ¡ 
tintas que se le han seguido respectiva- 
mente por dichos Juzgados. Cada uno de 
dichos Juzgados alegaba como funda- 


— COMPRA-VENTA. 

mentó de su competencia el derecho pre- 
ferente al pago de sus costas, por haber 
decretado antes el embargo ó por haber- 
se anotado en el registro; pero el Tribu- 
nal Supremo declara mal formada la 
competencia y que no há lugar á deci- 
dir sobre, ella, consignando como funda- 
mento la doctrina que hemos indicado. 


Aunque ninguna duda debe haber so- 
bre que la instrucción de 19 de abril 
de 1813 está vigente para las competen- 
cias que ocurran en las causas crimina- 
les , conviene tener presente que así lo 
tiene también reconocido el Tribunal 
Supremo de Justicia con posterioridad 
á la Ley de Enjuiciamiento civil, en una 
competencia sobre asunto penal entre 
los Juzgados de primera instancia de 
Cáceres y el de Palacio de Madrid, la 
cual termina con este encargo. 

«Dígase al juez de primera instancia 
de dicho distrito que en lo sucesivo, al 
remitir para la decisión de una compe- 
tencia las diligencias que hubiere for- 
mado, no omita el acompañar á ellas la 
exposición razonada que previene la 
instrucción de i 9 de abril de 1813.» — 
V. Fuero; en Justicia la facultad ,3. a 
del art. 58 del R. P., y facultad 13 del 
art. 90, y el art. 78 de las ordenanzas de 
las Audiencias; en Código penal, el ar- 
ticulo 309, que establece pena para el 
empleado público que legalmente reque- 
rido de inhibición continuare decidien- 
do antes que se decida la contienda y 
en Orden público el artículo 67 de la 
ley de 20 de marzo de 1867, que prohí- 
be en la causas de esta clase contiendas y 
competencias. 

CÓMPUCE. COMPLICIDAD. Define la 
complicidad en los delitos y faltas el ar- 
tículo 13 del Código penalj y deben te- 
nerse presentes además de dicho articu- 
lo , el 11 , el 63, 6o , 66 y 501 , que 
establecen la responsabilidad de los cóm- 
plices. 

COMPRA-VENTA. Contrato en que 
uno de los contrayentes se obliga á en- 
tregar una cosa , y el otro á pagar por 
ella en dinero su precio ó estimación. 

I, Todo contrato de compra-venta 
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queda perfecto y obligatorio por el sim- 
ple consentimiento de las partes y se 
consuma con la entrega de la cosa obje- 
to de la venta y de! precio convenido; 
pero si la venta es de inmuebles y no se 
ha otorgado escritura pública , tienen 
las partes el derecho recíproco de pedir 
su otorgamiento (i). 

El precio debe ser cierto ; pero basta 
que lo sea por relación con otra cosa ó 
dicho de un tercero, según lo dispuesto 
en las leyes 9 a y 10, tít. V, Part. V ; y 
debe ser asimismo justo, de manera que 
no resulte grande engaño para ninguno 
de los contrayentes. Si hay engaño y ex- 
cede de la mitad del precio se dice que 
hay lesión enorme , y que hay lesión 
enormísima cuando es mucho mayor 
aquel, estando en todo caso obligados 
las contrayentes á reintegrarse del exce- 
so en el mas ó en el menos precio , y 
rescindiéndose sino el contrato. — Véase 
Acciones rescisükias v resolutorias. Le- 
sión: Restitución in intkgrum. 

II. Pueden comprar y vender todos 
los que tienen capacidad para obligarse 
según puede verse en el artículo Con- 
tratos , y los que además no tienen 
prohibición legal (2). Está prohibido á 
los clérigos comprar y vender por vía de 
negociación (ley 46, tít. VI , Part. 1. a ), l 
á los magistrados y jueces comprar fin- * 
cas en el territorio de su jurisdicción, ú 
otras cosas que se vendan por su orden 
en almoneda pública (leyes 4. a , tít. XIV , 
lib. 5.° y 3.°, tít. XI , lib. 7.° Novísi- 
ma Recopilación), á los albaceas, tutores 
y curadores los bienes que adminis- 
tran etc. (ley 4. a , tít. V, Part. 5. a ) 

III. Pactos y condiciones. En las 
ventas pueden ponerse las condiciones 
que los contrayentes estimen , siendo 
conformes á las leyes y buenas costum- 

(1) En Aragón, según su Fuero, se requiere 
la escritura pública para ia perfección de la 
venta, y faltando, pueden los contrayentes se- 
pararse'del contrato pagando cinco sueldos. 

(2) Siendo capaces las personas para con- 
tratar , estando la cosa vendida en el comercio 
y circulación y siendo cierto el precio es váli- 
do y eficaz el contrato con arreglo á lo que 
prescriben las leyes 6. a y 9. a , tit. V de la Par- 
tida o. a ( T . S- sentencia de 18 de febrero 
de 1863.) 


bres pero los pactos mas frecuentes y 
peculiares de estos contratos son : 

El de retro vendendo , que consiste en 
estipular que volviendo el vendedor el 
precio recibido haya de recobrar la cosa. 

Este pacto no debe confundirse con 
el llamado comisorio prohibido por la 
ley 12, tít. XIII, Part.'5 a que tiene 
lugar en el préstamo con prenda ó hi- 
poteca, y que consiste en la convención 
de que no pagando el deudor al tiempo 
estipulado se quede el acreedor con la 
cosa empeñada en pago de su crédito. 
El pacto de retroventa consiste en la re- 
serva que hace el vendedor de poder 
rescatar la cosa vendida dentro del pla- 
zo establecido. Son, pues, muy diferen- 
tes estos dos pactos aunque pueden con- 
fundirse, no fijándose en su distinta 
naturaleza, ( T . S. sentencia de 3 marzo 
de 1 866.) 

El de la ley comisoria: tiene lugar 
cuando el pago del precio no es al con- 
tado, y consiste en estipular que no pa- 
gándole hasta cierto dia se desbaga la 
venta. No confundirle con el comisorio 
de que acabamos de hablar. 

El de adición ó señalamiento de dia : 
consiste en la condición de que si den- 
tro del tiempo que se señala hubiere 
otra persona que dé al vendedor ó sus 
herederos mayor precio, y ei comprador 
no Ja quisiere por el tanto, pueda dejar- 
se sin efecto la venta primera. Pactos 
son estos que tienen un objeto muy lau- 
dable y que algunas veces pueden ser 
muy convenientes en las ventas. — Véase 
Acciones rescisorias. 

IV. Obligaciones y acciones que na- 
cen de este contrato. Obligación del 
comprador es pagar el precio en la forma 
estipulada, con lo que adquiere el do- 
minio de la cosa con sus perjuicios y me- 
joras desde que quedó perfecta la venta. 

El vendedor debe entregar la cosa con 
los frutos, aumentos y mejoras que hu- 
biere tenido desde el dia de la compra y 
con los accesorios destinados para el uso 
perpetuo de ella, sobre cuyo particular 
deben procurar ser muy explícitos los 
contrayentes. — V. Accesión, nota de la 
pág. 94. 
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V. Además de las acciones de que j 
hemos hecno indicación y que son con- 
siguientes, para que se pague el precio, 
ó se entregue la cosa comprada (1) ó se 
cumplan los condiciones ó pactos, nacen 
de este contrato otras muy importantes, 
como la llamada de eviccion y la redhi- 
bí Coria y guanti minoris. 

VI. La eviccion y saneamiento con- 
siste en que el vendedor salga en caso 
de moverse pleito á la defensa de la co- 
sa , previo requerimiento ó citación de, 
eviccion que según las leyes 52 y 3(3, tí- 
tulo V, Partida^. 3 , debe* hacerse á ins- 
tancia del comprador tan luego como se 
le moviere pleito, ó á lo mas Larde antes 
de la publicación de probanzas, perdien- 
do en otro caso su derecho al sanea- 
miento. Hecha la citación en forma, el 
saneamiento ha de consistir en su caso, 
no solo en la devolución del precio en- 
tregado por la cosa sino también en el 
abono de los daños y perjuicios con tal 
motivo sufridos. Pero no se extiende el 
saneamiento ó indemnización á las me- 
joras que hubiere hecho el comprador; 
pues estas, según la ley 41, tic. XXVII!, 
Partida 3. a , son en todo caso de cargo 
del dueño de la cosa quien está obliga- 
do á abonarlas a! que compró ó ganó 
de buena fé heredades ajenas, ó hizo 
en ellas de nuevo alguna cosa como tor- 
re ó casa ú otro edificio, ó plantó árbo- 
les ó puso majuelos etc.; porque habien- 
do tenido buena fé para ganar la cosa 
y labrado en ella así como en lo suyo, 
justo es que cobre lo que gastó de esta 
manera, — V. Mejoras y Deterioros én 

I-A COSA POSEIDA, 

Cuando se celebra un contrato de con- 
pra-venta de diferentes bienes por un' 
precio alzado y no á razón de tanto la 
medida ó número, la falta de alguna 
parte de ellos no da derecho al compra- 
dor á la indemnización de los que hallase 
de menos, no mediando perjuicio ó le- 


(i) Nn cumpliendo ol vendedor con Ja en- 

trega de la cosa vendida en el plazo señalado, 
cualquiera que sea la diferencia que sufra el 

precio es en culpa del vendedor por razón de la 
tardanza, según la ley 27, lit. V, Partida 5. a 
(Sentencia de Ib de febrero de Í863 ) 
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| sion en mas de la mitad de! justo pre- 
cio. ( Sentencia de 8 de abril 

VIL La acción redhibitoria y cuanti 
minoris ó del cuanto menos son dos ac- 
ciones distintas que reconocen un mis- 
mo fundamento. Con arreglo á la ley 65 
tít. V, Partida 5. a el comprador de un 
caballo, mulo ú otro animal cualquiera 
tiene aecion para devolvérselo al vende- 
dor y recobrar su precio, si tuviere algu- 
na enfermedad ó tacha, porque valiese 
menos, con los daños y menocabos, la 
cual puede ejercitar dentro de los seis 
meses contados desde que supiere la ta- 
cha. Esta acción se ¡lama redhibitoria. 
Dentro de dichos seis meses y otros seis 
mas, el mismo comprador puede, con- 
formándose con la compra, compeler al 
vendedora que le reintegre todo el ex- 
so de precio que dio por la cosa, atendi- 
da la tacha ó vicio que tuviere, en cuyo 
caso la acción se llama del cuanto menos 
ó cuanti minoris . Estas aeciones son efi- 
caces, bien sea que el vendedor sepa el 
defecto ó vicio de que adolece la cosa y 
no la diga paladinamente, como lo quie- 
re la ley 66 de! mismo título, ó bien que 
lo ignore. Lo principal que en todo caso 
interesa al que ejercite estas acciones, es 
acreditar si el defecto ó vicio existia al 
tiempo de verificarse la venta, porque si 
lo hubiere sobrevenido con posterioridad 
no será responsable el vendedor. ( Tribu- 
nal Supremo sentencia de 28 de marzo 
de 1863.) 

VIH. Si la cosa vendida es raíz como 
casa, ó torre, ó heredad , no parece estar 
comprendida en la ley citada, aunque 
Escriche y en general los expositores no 
hacen distinción. Sin embargo, según la 
ley 63 del mismo tít. V, puede el com- 
prador deshacer la venta de casa ó torre 
cuando se encubre que esta debe servi- 
dumbre ó es tributaria, estando obliga- 
do el vendedor á devolver el precio con 
los daños é menoscabos; y lo mismo 
cuando la cosa vendida es 1 * campo ó pra- 
do que supiere que criaba malas yerbas. 
Esta ley no señala tiempo para ejercitar 
la acción, pero los autores le limitan á 
los seis meses ó un año como si se trata- 
ra de vento de bestias. 
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Jurisprudencia. 

Además de Ja: doctrina ya expuesta y 
apoyada 'en- parte en algunos fallos del 
Tribunal Supremo, hé aquí otros va- 
rios que establecen- doctrina general é 
importante . 

Seat, de 11 diciembre de 1863. 

I. Sin necesidad de escritura publica , 
este contrato queda perfecto y obligatorio 
por el simple consentimiento de las par- 
tes en la cosa y en el precio. Doña Josefa 
López entabló demanda contra D. José 
Prado, en el Juzgado de Ortigueira, con 
la pretensión de que se le condenase á 
que la entregara una casa nombrada de 
Revoleda en la villa de Cedeira, con las 
rentas producidas y debidas producir 
desde hacia catorce años , alegando que 
dicha casa la pertenecía por justos y legí- 
timos títulos* El demandado contestó so- 
licitando se le absolviera libremente déla 
demanda, exponiendo a! efecto que la ha- 
bla adquirido de la doña Josefa, con li- 
cencia é intervención de su marido, co- 
mo resultaba déla escritura privada de 2 
de marzo de 1843, de que se tomó razón 
en la Contaduría de hipotecas, después 
de satisfecho el medio por fOO'del de- 
recho hipotecario; que por consiguiente 
el contrato fué válido, é improcedente 
la acción reivindicatoría que contra él 
se había intentado, asistiéndole además 
el título de la prescripción según la ley. 

Sustanciada por sus trámites se dic- 
tó sentencia , que confirmó la Sala ter- 
cera de la Audiencia de la Coruña, ab- 
solviendo de la demanda á Prado, con- 
tra la que interpuso recurso de casa- 
ción la parte- aclara por considerar in- 
fringidas : 

La> ley 44, tít. XM , lib. X de la 
Nov. Ree. mediante á admitirse como 
fundamento' de la sentencia la- escritu- 
ra sinstple de 2 de marzo* de 1843, sien- 
do así quedes contratos de compra-ven- 
ta deben* celebrarse por escritura' públi- 
ca ante escribano. 2.° La- doctrina: y ju- 
risprudencia de que «el instrumento 
privado vate' tan solo como prueba, arti- 
culada), y necesita probarse ctoa ei reco- 
nocimiento y confesión de la parte á 
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quieto perjudica, ó con las declaracio- 
nes de- los testigos, iostr ornen tafee,» lo 
cual flóharbia tenido' lugar en este caso. 
Y 3 ° La ley 32, tít. XVI, Parí. 3. a , por 
cuanto el juez había librado su juicio 
sobre el testimonio de un solo testigo, 
fundando su convicción en declaracio- 
nes de otros , que solo deponían haber 
oido de público el otorgamiento de la 
venta. 

El Tribunal Supremo desestimó el 
recurso en esta forma: 

«Considerando que el contrato de compra- 
venta, como esencialmente consensual, que- 
da perfecto y obligatorio por el simple con- 
sentimiento de los contrayentes en la cosa y 
' en el precio, requisitos que han tenido lugar 
en el de que se trata en estos autos, sin que 
varíen la naturaleza . del mismo las disposi- 
ciones de la ley 14, tít. XII, lib. X de la 
.Nov. Recop. , establecidas con el objeto de 
asegurar la cobranza de los impuestos Asear- 
les sobre las ventas, cambios y enajenaciones 
de bienes ralees , la cual por lo tanto no ha 
sido infringida: 

Considerando que la Sala sentenciadora, 
no solo ha apreciado la declaración de uno 
de los testigos que firmaron el documento 
privado de venta y las de los otros que de- 
ponen de oidas sino todos los demas datos 
del proceso , entre ellos el reconocimiento 
de la misma recurrente que convino en des- 
ocupar la casa en cuestión como propia del 
demandado^ y en satisfacer la cantidad que 
por razón de alquileres de ella la reclamaba, 
y que por consiguiente al absolverle de la 
demanda no lia infringido la lev 32, tít. XV!, 
Part. 3. a , en lo que no se hada modificada 
por la de Enjuiciamiento civil, como tampoco 
la doctrina y jurisprudencia que se citan en 
apoyo del recurso: 

Fallamos que debemos delarary declara- 
mos no haber Jugar al interpuesto por Doña 
Josefa López, etc. ( fíac . de 15 de id.) 

II. Igual doctrina se establece en otra 
sent. de 1 1 de abril dq 1864, declarando 
haber Jugará un recurso de injusticia 
notoria , cuyos tres primeros conside- 
randos dicen así textualmente: 

«Considerando que el contrato de compra- 
venta queda perfecto y es obligatorio desde 
que los contrayentes convienen en la cosa y 
eu.el precio, y que por consecuencia tienen 
aquellos el derecho recíproco de pedir que 
se lleve á efecto y reduzca á escritura pú- 
blica: 
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Considerando que en el presente caso, no 
solo hubo eJ expresado consentimiento, sino 
que los vendedores recibieron del compra- 
dor 160.000 rs. en sena! y parle de pago 
del precio total , y que cuando esto se veri- 
pea, ninguno de los contravenios puede de- 
jar de cumplir lo pactado ni deshacer la 
venta según expresamente ordena la ley 7. a , 
til. V de la Pnrt. 5. a : 

Considerando que celebrado así el contra- 
to, es ineludible su cumplimiento, conforme 
ñ lo que prescríbela ley 1. a , tit. í, lib. X de 
de la Noy. Recop.» 

Sent. de 8 febrero de 1867. 

11 L Cuando se establece como base 
esencial del contrato de compra-venta la 
condición de que ten (¡a efecto por escritu- 
ra pública, hasta que su otorgamiento se 
verifica no queda perfecto ni existe obli- 
gación civil exigí ble. Recurso do casa- 
ción interpuesto por Juan Fernandez y 
Antonio Delgado, contra sentencia de 
la Sala torcera de dicha Audiencia, dic- 
tada en pleito con los herederos de don 
José Vargas Machuca. Versaba este so- 
bre cumplimiento de un contrato de i 
venta de leñas, que celebraron los re- 
currentes con un dependiente de Var- 
gas, por medio de un documento sim- 
ple, en el que entre otras condiciones se 
fijó la de que para entregar el primer 
plazo se hobia de otorgar escritura pú- 
blica, y que su extensión se baria con 
consentimiento de Vargas, á quien su 
dependiente dijo, tenia dada noticia, y 
de quien esperaba en aquel día contes- 
tación para las condiciones de la escri- 
tura. Como Vargas, y por su muerte sus 
herederos, se opusieron á la demanda 
alegando que no había contrato perfecto 
por faltar el consentimiento y la escri- 
tura pública estipulada , recayó senten- 
cia absolutoria en primera y segunda 
instancia, y contra esta se interpuso el 
recurso de casación citando como infrin- 
gidas : 

1. ° La ley 1. a , lít. I, libro X déla 
Novísima Recopilación: 

2. ° La sentencia de este Supremo 
Tribunal de 11 de diciembre de 1853, 
según la cual el contrato de compra-ven- 
ta, como esencialmente consensual, que- 
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da perfecto con el consentimiento de las 

partes en la cosa y en el precio : 

Y 3.° Las leyes 13 y 33, tít. XI, Par- 
tida 5. a , relativas al abono de daños y 

¡ perjuicios cuando se falta al cumpli- 
miento de un contrato perfecto, y | & 
sentencia de este Supremo Tribunal de 
1 8 de marzo de 1803 : 

El Tribunal Supremo, Sala primera, 
Sección segunda, declara no haber lu- 
gar ai recurso , por sentencia de 8 de 
febrero. 

«Considerando que según la doctrina con- 
signada en la ley G'. a , tít. V, Parí. 5. a , si se 
eslablece como base esencial del contrato de 
compra-venta la condición de que tenga 
efeclo por escritura pública, basta que su 
otorgamiento se verifica , no queda perfecto 
dicho contrato: 

Considerando que estipulada en el caso de 
que se trata dicha condición esencial, con la 
de obtener para el otorgamiento de la escri- 
tura el consentimiento previo dol dueño de 
las leñas que eran objeto de la venta, que no 
tuvo a bien conceder, el contrato no llegó á 
su perfección; y es por lo tanto inaplicable la 
jurisprudencia que, estableciendo el supues- 
to contrario, invocan corno infringirla los re- 
currentes: 

Considerando que por no haber existido 
contrato perfecto y consumarlo, ni por con- 
siguiente obligación civil exigible, es inopor- 
tuna la cita de la ley J .% tít. I, lib. X de la 
Nov. Rec. 

Y considerando, por último, que por idén- 
tica razón no ba podido infringir la ejecuto- 
ria las demás leyes y jurisprudencia invoca- 
das por los recurrentes, que son relativas al 
abono de daños y perjuicios, cuando se falta 
al cumplimiento de un contrato perfecto y 
acabado.» (Gac. 13 de febrero.) 

Sentencia de 17 de marzo de 1864. 

IV. Cuando el comprador ha recibi- 
do una finca con la expresión de que 
conviene en ella tal como se encuen- 
tre, no tiene derecho á indemnización 
por los defectos exteriores y cognosci- 
bles de la misma. Las acciones rehihito- 
ria y cuanti-minoris prescriben al me- 
dio año , ó un año respectivamente . — 
Demanda entablada por D. Rafael Pa- 
lomera, contra D. Florentino María del 
Ribero, sobre abono del importe de unas 
obras. En 1857 compró el demandante 
á este una casa, insertándose en la escri- 
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tura una certificación expedida por el 
arquitecto constrqtor de la misma , cir- 
cunstanciada de la índole de ios mate- 
riales empleados en su edificación; pero 
resultó en 1859 que al derribar el vecino 
la-inmediata á aquella fué advertido en 
la medianería lo engañoso de tal certifi- 
cado y mas que todo la inminente ruina 
que ofrecia. Examinada por arquitectos, 
uno por parte del comprador y dos nom- 
brados de oficio, declararon que desme- 
recía la casa por la inferioridad de los 
materiales invertidos en ella en la suma 
de 24.983 rs. cuya cantidad seria lo que 
costasen las obras necesarias para asegu- 
rarla, Hechas por Palomera puso la cuen- 
ta de gastos y daños por valor de 32.910 
reales y como se hubiese negado el ven- 
dedor á abonarlos, promovió aquel de- 
manda fundada en el engaño manifiesto 
de que habia sido víctima, y en que las 
acciones redkibitoria cuanti-minoris y 
eviecion eran aplicables por existir de- 
mérito en la finca vendida, y que por 
consiguiente procedía el reintegro. El 
demandado se opuso á ella, diciendo que 
el juicio pericial debió haberse hecho 
durante el período de prueba, que las 
acciones alegadas estaban prescritas, que 
la eviecion no era aplicable, y por últi- 
mo que el dolo presumible en él era pre- 
ciso probarle. El juez dictó sentencia que 
confirmó la Sala 3. a de la Audiencia de 
esta córte absolviendo al demandado. 
Contra ella interpuso Palomera el recur- 
so, alegando como infringidas las leyes 
16, lít. XXII, Partida 3. a ; 14, 38, ó 7, 
64, 65, tít. V, Partida 5. a ; la 3o, tít. XI, 
Partida 5. a ; la 2. a , tít, XXXIU, Partida 
7. a ; 36, tít. XXXIV, Partida 7. a ; la 1. a , 
tít. I, lib. X de la Nov. Recap.; los ar- 
tículos 247 y 248 del Código de comer- 
cio, y ios principios de derecho, sancio- 
nados por la jurisprudencia de que á na- 
die es lícito engañará otro: que las leyes 
favorecen al engañado; que el engaño 
solo es imputable al que le comete; y que 
■no se excusa ni justifica, ni el engañado 
pierde su derecho, porque haya confia- 
do y creído de buena fé al engañador. 

Y el Tribunal Supremo le desestimó 
declarando no haber lugar á él: 
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«Considerando que si bien es válida la ven- 
ta de casa ó de otro edificio destruido ó de- 
teriorado en su menor parte, ignorándolo 
ambos contrayentes, pero rebajándose de su 
precio lo que vale de menos, según Ja ley 
14, tít. V, Partida 5. a , no tiene sin embargo 
lugar esta indemnización con arreglo á la 
misma ley, cuando se establece en el con- 
trato el pacto expreso de que la venta se ve- 
rifica en el estado en que la finca se en- 
cuentre y fuese aceptado este pacto por el 
comprador: 

Considerando que por mas que. en la es- 
critura de 17 de diciembre de 1857 se hu- 
biere insertado la certificación pericial de 
1822, relativa á la descripción mas ó menos 
detallada de la casa, objeto de este pleito, y 
de sus paredes medianeras , comprobación 
que por otra parte pudo verificar el compra- 
dor para *cerciorarse de las condiciones de 
su fábrica; tal manifestación ajena hasta cier- 
to punto ai vendedor, que también la habia 
adquirido bajo aquel supuesto, no induce 
engaño por su parte, tií tiene la|uerza que 
se pretende por el recurrente para desvirtuar 
el pacto que aceptó de adquirir la citada 
finca en el ser y estado en que á la sazón se 
encontraba. 

Considerando en tal supuesto que la ex- 
presada ley y las demás en que se apoya el 
recurso , suponiendo que ha mediado enga- 
ño en el contrato referido , no han sido in- 
fringidas por la ejecutoria: 

Y considerando que siendo esta, absoluto- 
ria de la demanda , ha resuelto todas las 
cuestiones que han sido objeto del pleito , y 
guardando con aquella entera conformidad, 
no ha infringido tampoco la ley 16, tít. XXII, 
Partida 3. a » {Gao. del 23.) 

Sent, de 28 de marzo de 1863. 

V. RescAsion por lesión enormísi- 
ma: el contrato es la ley en la materia. 
D. Pedro de la Morena, dueño de la 
mitad de una tierra labrantía de caber 
toda de cuatro fanegas, poco mas o me- 
nos, sita en las aíueras de Madrid, á la 
puerta de Bilbao, vendió por escritura 
de 25 de mayo de 1856 á D. Juan Feito 
Gayo la cuarta parte de ella, en precio 
de 10,500 rs. haciéndole y á los suyos 
gracia y donación, con insinuación y 
demás firmezas legales del exceso del va- 
lor que pudiera tener, con renuncia de 
los cuatro años de la rescisión; pero que- 
dando dicho vendedor libre de respon- 
sabilidad á las resultas de ciertos autos 
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seguidos sobre la finca, y de la eviccion 
y saneamiento, lo cual aceptó el com- 
prador; y ambos contrayentes se obliga- 
ron en forma á su cumplimiento. 

Promovido pleito por Morena en 18o9„ 
pidiendo la nulidad de la venta ó la res- 
cisión en su caso por lesión enormísi- 
ma, por suponer que el terreno se ha- 
bía enajenado por la vigésima parte de 
su valor, atendiendo al incremento que 
iba tomando Madrid por aquel punto; y 
seguido por sus trámites con pruebas de 
testigos y periciales, dictó sentencia la 
Sala tercera de la Audiencia de esta cór- 
te en 31 de junio de 18(51, declarando 
rescindido ó ineficaz el contrato. 

Se interpuso por Feito recurso de ca- 
sación, citando como infringidas las le- 
yes de que se hace mérito en el fallo del 
Tribunal Supremo, pero fue desestima- 
do en los términos siguientes: 

«Considerando que por la escritura de 25 
de mayo de 1556 fué vendida la cuarta parte 
de un terreno labrantío de cuatro fanegas, 
cuya situación y linderos se especifican , sin 
que el texto claro y explícito de aquella per- 
mita la menor duda de que sobre la cosa 
vendida, tal corno se califica, recayó la vo- 
luntad y unánime consentimiento de las par- 
tes contratantes. 

«Considerando que el destino, uso ó apro- 
vechamiento de ¡a cosa vendida corresponde 
libre y exclusivamente al comprador, no me- 
diando pacto en contrario, como así bien los 
resultados ventajosos ó perjudiciales, sin que 
esto afecte en nada al precio convenido al 
tiempo de Ja venta, y que el vendedor no ig- 
noraba la creciente estimación de tales ter- 
renos par su inmediación al recinto de Ma- 
drid, destinándolos á solares para edificar, 
lo cual pasaba á su vista como público y no- 
torio, y suministra una prueba evidente el 
hecho de haber vendido en 10.500 rs. lo que 
no valia mas de 2.300 corno terreno la- 
brantío: 

«Considerando que cuando se verificó el 
contrato la pertenencia del terreno de cuatro 
fanegas, de que formaba parte la porción 
vendida, se hallaba pendiente de litigio pro- 
movido contra el vendedor, y por tanto sus 
derechos no eran ciertos, y lomaba sobre sí 
el comprador el riesgo de los resultados, ex- 
poniéndose á perder el precio satisfecho sin 
adquirir la cosa comprada ; y que con pre- 
sencia y conocimiento de todas estas cansas 
se convino en el precio y se concertaron los 
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demás pactos contenidos en la referida es- 
critura: 

«Considerando, por último, que según lo 
expuesto en los precedentes fundamentos 
el vendedor no padeció engaño en la estima- 
ción y precio de la cosa que vendía, sin que 
por otra parte hubiese términos hábiles para 
su apreciación, por el estado litigioso de 
aquella cuando se verificó ia venta, la sen- 
tencia de t.° de junio de 186t, que declara 
procedente la rescisión por lesión enorme, 
infringe la ley 3. a , üt. I, lib. X de la Novísima 
Recopilación" y la regla 25, tít. XXXIV de la 
Partida 7. a , y es contraria á la doctrina con- 
signada en la sentencia de este Supremo Tri- 
bunal de 31 de diciembre de 1857, en cuan- 
to por inexacto fundamento, cual es el de 
suponer vendido por pies y para edificar el 
terreno que lo fué como labrantío, se ha vio- 
lado la ley de la materia, que es el contrato 
consignado en la referida escritura de 25 de 
mayo de 1856, alegadas en el recurso: 

Fallamos que debemos declarar y declara- 
mos haber lugar al interpuesto por D. Juan 
Feito Gayo, y en su consecuencia, casamos 
y anularnos la citada sentencia pronunciada 
en 1." de junio de 1861 por ia Sala tercera 
de la Audiencia de esta córte. « 

Es doctrina. establecida en otros fallos 
por el Tribunal Supremo que debida- 
mente acreditado un contratoes ineludi- 
ble su cumplimiento según la ley 1. a , 
tít. 1, lib. X de la Nov. Rec. cuando no 
se le haya objetado ningún vicio ni de- 
fecto. { Sent . de 21 de setiembre de 1859, 
publicada en la Gac. del 25 de id.) Y 
que versando un litigio sobre la verda- 
dera inteligencia de un contrato, la vio- 
lación de este como ley en Ja materia es 
motivo de casación. ( Sent . ofeiíl diciem- 
bre 1857.) 

Sentencia de 28 de mayo de 1867, 

VI. En los contratos... se ha de atender 
d la voluntad ó intención de las partes. 
Cuestión sobre si la venta de una finca 
se hizo por razón de su extensión ó por 
precio alzado como cuerpo cierto. — Re- 
curso de casación interpuesto por don 
Aureliano Beruete en pleito que el mis- 
mo promovió contra I). José García San- 
cho sobre cumplimiento de un contrato 
de venta de una posesión titulada do 
Pórraces, contra sentencia déla Sala se- 
gunda de dicha Audiencia, absolutoria 
de la demanda y declaratoria de la nuli- 
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dad de la venta. Remete pretendía que 
el contrato séhafeia hecho por la jnedi- 
da ó cabida de 6$4í2 fanegas que debia 
entregare ¡ó rebajarle del precio sino las 
tenia, y Sancho que se habia hecho por 
uip pfpeio dadp §in atender á la .cabida; 1 
esjtapdo jipío y otro cpnfprm.es en la nuli- 
dad si no se aoeedia á sus respectivas re- 
clamaciones, Citó el recurrente como 
infringidas varias leyes y doctrinas de 
jurisprudencia;' pero el Tribunal Supre- 
mo, Sala'l. 8 , Sección 2 a , declara no ha- 
ber lugar al recurso por sentencia de 28 1 
de mayo. 

«Considerando qqe ep los contratos con- 
sensúales y de buepa fé, como es el de com- ■ 
pra y venia, ha de atenderse ante. todo, se- ' 
gun doctrina admitida por la jurisprudencia, á . 
la voluntad ó intención expresamente démose 
Irada por las partes, para conocer y fijar la : 
amplitud y límites de Jas obligaciones que = 
respectivamente quisieron contraer: 

. Considerando que la venta de la- finca , de 
que en este pleito se trata , no se ha justifi- 
cado, según la apreciación del conjunto de 
pruebas de ambas partes, hecha por la Sala 
juzgadora en uso de sus facultades, que hu- 
biese sido estipulada por precio alzado como . 
cuerpo cierto, prescindiendo de su mayor ó 
menor extensión; y si por el contrario que 
el comprador exigió nota expresiva de la ca- 
bida y calidad dó ios diversos terrenos, que 
comprende aquella heredad, formalizando en 
su virtud sus proposiciones ; y no habiendo 
sido aceptadas, devolvió dicha nota ai com- 
prador por quien le fué restituida al reanu- 
dar las negociaciones para venir á un acuer- 
do común ; demostrando estos hechos y de- 
más acreditados, á juicio de la misma Sala, 
que dicha nota sirvió de base al expresado 
contrato: 

Considerando que no peeptada por el de- 
mandante la oferta que en el escrito de con- 
testación a la demanda le hizo e! demadado, 
y habiendo pedido expresamente que no 
accediéndose á su primera solicitud, se de- 
clarase la nulidad de la venta, á cuya última 
pretensión se adhirió dicho demandado, que- 
dó así fijada por voluntad de las partes lp 
cpestion litigiosa: 

Considerando por tanto que la ejecutoria 
al calificar la obligación del comprador como 
aparece haber sido por el mismo contraída, 
no ha infringido la ley del contrato, ni viola- 
do la ley 1. a , tít. I, iib. X de la Novísima Re- 
copilación, invocadas en primer lugar por el 
recurrente, y habiendo el mismo deducido 


-VENTA. m 

peticipn expresa de que erre! caso de sqr des- 
estimada su demanda en fp principal se de- 
clarase la nulidad de Ja venta, no ha podido, 
según doctrina admitida por la jurispruden- 
cia, utilizar esta declaración para fundar en 
ella el recurso: 

Considerando además que no han sido 
quebrantadas por la ejecutoria las leyes que 
declaran quede perfecto el contrato de com- 
pra y venta ppr el consentimiento ó confor- 
midad de Jas partes en la cosa y en el precio, 
sin hacerla deprender del otorgamiento de Ja 
escritura pública, porque sobre este particu- 
lar no ha versado el debate, y que son igual- 
mante inaplicables á este pleito las demás le- 
yes y doctrinas que haciendo supuesto de la 
cuestión invoca también el recurrente. 

Y considerando, por último, que tampoco 
pueden tener aplicación á este pleito las doc- 
trinas que este Supremo Tribunal ha consig- 
nado en varias sentencias que cita el recur- 
rente porque no hay identidad de casos, sien- 
do muy diversas las circunstancias que en 
aquellos concurrieron.» (Gac. 4 junio.) 

VIL Por otra sentencia de 29 abril de 
1867 declara el Tribunal Supremo, Sa- 
la 1. a , Sección 1. a , no haber lugar al re- 
curso de casación interpuesto por don 
Mariano Paliisé en pleito con D. Luis y 
D, Magin Jordana y Borras, como here- 
deros de Doña Rosa Borras, su madre, 
sobre indemnización de perjuicios, con- 
signándola doctrina de que á la venta de 
: una finca hecha á tanto - por medida, no 
es aplicable la ley 45 Digeslorum De 
evictionibus , que declara el derecho del 
comprador de un lipea vendida con li- 
mites señalados á que le eviccione el ven- 
dedor de lo que pierda dentro de los 
mismos, aun quedándole la medida ex- 
presa en el contrato. 

¡Sfent. de 2 de octubre de J.867. 

VIII- Según la ley 63, tít. XV, P . 5. a , 
el compradqr de una cosa puede pedir la 
rescisión del contrato ojiando el vende- 
dor calló la servidumbre ó carga que te- 
nia, estando este obligado á devolverte 
el precio y los daños y perjuicios. De- 
clara el Tribunal Supremo, Sala 1. a , 
Sección 2. a haber lugar al recurso de 
casación y casa y anula la sentencia dic- 
tada por la Sala 2. a de dicha Audiencia, 
ep pleito promovido por J). Juan Arana 
á D. Ramón María San Juan , sobre 
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cumplimiento de un contrato de venta 
de una casa, á que se opuso San Juan 
alegando que él la compró libre y resul- 
taba gravada con un censo En los es- 
critos de replica y duplica se cruzaron 
indicaciones por parle del vendedor que 
él redimiría el censo, y por parte del . 
comprador de que dándosele luego re- 
dimido y cargando con las costas del 
pleito, aceptaría el contrato, pero sin de- 
sistir á pesar de esto ni uno ni otro de 
sus pretensiones. 

Seguido el pleito por sus trámites, la 
Sala referida condenó al demandado á 
llevar á efecto el contrato en los térmi- 
nos convenidos de haber de darle redi- 
mido al censo el vendedor etc. Pero in- 
terpuesto el recurso de casación citando 
corno infringida la ley G3 , tít. V, Par- 
tida 5. a y otras, le estima el Tribunal 
Supremo como dejamos dicho en los 
términos siguientes: 

«Considerando que en el contrato de com- 
pra-venta el vendedor está obligado á mani- 
feslar al comprador los vicios r3 "defectos de 
Ja cosa vendida , y las cargas ó gravámenes 
que sobre si tenga , porque no siendo visi- 
bles ó notorios y encubriéndolos le induciría 
en error, faltando en este caso la buena le y 
la libre voluntad y verdadero consentimiento 
de los contrayentes, que son los principios 
constitutivos y esenciales del contrato: 
Considerando que de conformidad con 
ellos la ley 63, tít. V, Parí.. 5. a impone como 
pena de su descuido ó ínula le al que vende 
casa ó torre sobre la que pese un gravamen 
que afecte á Ja propiedad ó menoscabe eí 
pleno dominio, que lio cumpliendo con el 
deber expresado, pueda el comprador pedir 
la rescisión del contrato con el abono de da- 
nos y perjuicios: 

Considerando que siendo esta la genuina 
y verdadera inteligencia de ia mencionada 
iey, como se desprende de su literal con! >x- 
1o y de su espirita , y lo lia declarado tam- 
bién este Supremo Tribunal, no puede du- 
darse que la cuestión promovida y sostenida 
en este pleito, acopíanos los hechos recono- 
cidos como ciertos en él , está comprendida 
en sus disposiciones , y que el demandado 
pudo leg, límente fundar en ellas la excep- 
ción que propuso en su escrito de contesta- 
ción á la demanda: 

Y considerando por todo lo expuesto que 
la sentencia ha infringido ia ley 63, tít. Y de 
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la Part. 5. a citada en el recurso en tal con- 
cepto y la doctrina y jurisprudencia admiti- 
da por los Tribunales que igualmente se ci- 
tan, de que la sentencia ha de ser conforme 
con la demanda, y recaer sobre lo alegado y 
probado; 

Fallamos que debemos declarar y declara- 
mos haber lugar al recurso de casación in- 
terpuesto por JD. Ramón María San Juan, y 
en su consecuencia casarnos y anularnos la 
sentencia que en 29 de enero último dictó la 
Sala 2. a de la Rea! Audiencia de Sevilla.» 
V. Contratos. 

COMPROMISO- — V. Juicio arbitral, 
Juicio »e amigables componedores. 

COMPULSA. Copia, trasunto ó trasla- 
1 lado de alguna escritura, instrumento ó 
autos sacado judicialmente y cotejado 
con su original. Cuando se presentan en 
juicio documentos públicos, sacados sin 
citación, tiene lugar á instancia de par- 
te ei cotejo con su original. Para llevar- 
los de nuevo en el término de prueba se 
requiere mandamiento compulsorio. (Ar- 
tículos 281 Ley de Enjuiciamiento civil 
y disp. 8. a , art. 51 del Reg. prov.) 

Cuando sea necesario practicar com- 
pulsas ó cotejos en olieinas del Estado, 
téngase en cuenta la R. O. de 30 de ma- 
yo de 1852 inserta en el articulo Ar- 
chivos de Hacienda, t. l.°, pág. 473. 

COMUNERO. — V. Condominio. 

COMUNES. — V.Ap ROVECHAMIENTOS: BlE- 
nes: Montes: Pastos: Propios. 

COMUNICACIONES OFICIALES. Tienen 
este carácter los oticios y demás corres- 
pondencia que se verifica entre autori- 
dades sobre asuntos propios dei servicio. 
Los Alcaldes de una misma provincia 
[Hieden comunicarse de oficio entre si 
directamente; mas para entenderse con 
los de otras provincias, tienen que prac- 
ticarlo por conducto de sus respectivos 
Gobernadores (párrafo 12, art. 74 de la 
ley.) Además deberán tener presente 
que no pueden usar papel continuo en 
dichas comunicaciones ni en documento 
alguno de la Administración, sino el de 
lulo y de marca regular equivalente á 
la del sellado. 

Hé aquí lo dispuesto sobre este asunto: 
R. O. de 15 junio de 1846. 

(Guerra.) Que las dependencias del Mi- 
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nisterio de la Guerra usen en lo sucesivo en 
sus comunicaciones oficiales de un membre- 
te impreso que manifieste la autoridad ó cor- 
poración que escribe ; con lo cual desapare- 
cerá la caprichosa variedad de timbres que 
se ven en las comunicaciones diariamente. 

R. O. de 5 julio de 1846. 

(Gob.) Se resuelve que mientras el papel 
llamado continuo no reciba las mejoras que 
reclama su actual fabricación no se emplee 
en documentos públicos y oficiales y en la 
correspondencia del Ministerio de la Gober- 
nación. 

R, O. de 9 diciembre de 1851. 
ComnnicacioEtes de los contratistas de obras públicas- 

(Hac.) (( Sobre si los contratistas de 

obras públicas han de dirigirse de oficio en 
las comunicaciones que tengan necesidad de 
pasar para cumplimiento y buen servicio de 
sus contratas , ó han de usar de! papel del 

sello 4.° se ha servido S. M.. declarar, 

que los contratistas de todos los ramos de la 
Administración pública están en el caso de 
entenderse de oficio con las autoridades y 
oficinas de que dependan , en todo lo que 
tenga relación con los servicios que se ha- 
llan a su cargo, excepto cuando hagan re- 
clamaciones al Gobierno contra las resolu- 
ciones ó disposiciones de sus jefes. — De Real 
orden, etc. — Madrid 9 de diciembre de 1851.» 
{CL. t. 54, p. 517.) 

R. O. 31 diciembre de 1851. 

Se extiendan en papel corlo de media márgon, 

(Pues, del C. de M.) «La Reina (que 
Dios guarde) se ha servido mandar que todas 
las comunicaciones que en lo sucesivo se di- 
rijan por los Ministerios á las autoridades, cor- 
poraciones y personas particulares dentro y 
fuera de la córte, y por las mismas autorida- 
des y corporaciones de unas á otras, y á 
cualquiera de los Ministerios, se extiendan 
en papel corto y á media inárgen, salvo aque- 
llas en que por su naturaleza , y con arreglo 
á las disposiciones vigentes, debe usarse del 
sellado. Madrid 31 de diciembre de 1851.» 
{CL. t. 54, p. 108.) 

Jurisprudencia. 

No há lugar á presumir injuria en 
las palabras que las autoridades empleen 
en las comunicaciones oficiales, por ser 
ellas secretas por. naturaleza. — Así en 
caso de autorización lo establece el Con- 
Tümo III. 
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sejo de Estado, denegándola {decisión de 
21 de marzo de 1864), Considerando: 

«Que las comunicaciones oficiales que me- 
dian entre las autoridades ó funcionarios pú- 
blicos son por su naturaleza reservadas, y 
que por lo tanto no há lugar generalmente á 
presumir en ellas el delito de injuria, aunque 
su contenido se haga público indebidamente: 

Que las palabras mas ó menos inconve- 
nientes consignadas en el informe dirigido al 
Gobernador de la provincia por el director 
del lazareto no constituyen ol delito de in- 
juria, porque habiendo sido estampadas en 
un documento oficial, no puede decirse que 
este tratase de desconceptuar ni ofender la 
autoridad de la Comandancia de marina, to- 
da vez que el director del lazareto no hizo 
público dicho documento.» 

Otra resolución idéntica y en idénticos 
términos recayó en otro expediente so- 
bre autorización, por R. O. de 6 de fe- 
brero de 1862 confirmando la negativa 
para procesar á un investigador de pro- 
piedades y derechos del Estado, por el 
contenido de un oficio dirigido al Alcal- 
de, que, este hizo público sin necesidad. 
(Gac. 23 febrero de 4862). Y eü el mis- 
mo sentido pueden consultarse la de 21 
de marzo y 25 de octubre de 1859, 18 
de junio de 1862 y 21 de abril de 1864. 

CONCEJO. En lo antiguo conceillo ó 
concello. Aunque generalmente esta voz 
significa el Ayuntamiento de algún pue- 
blo, ó lugar que no sea villa, o ciudad, 
compuesto de Alcalde, Regidores , Pro- 
curador y vecinos , en varias partes del 
Reino, como en Asturias, y otras pro- 
vincias se entiende también por el mis- 
mo distrito y jurisdicción, compuesta de 
varias feligresías ó parroquias, las cuales 
acuden al pueblo mas principal ó capi- 
tal suya. (Dice, de Cornejo). — V. Alcal- 
des y Ayuntamientos. 

CONCEJO DE LA MESTA. Corp oración 
de ganaderos que tenia por objeto aten- 
der á la conservación y fomento de la 
ganadería de todas especies del Reino. 
— V. Cañadas: Ganadería: Mesta. 

CONCILIACION. (Actos de) Véanse 
sobre este asunto los arts. 2J al 30 del 
reglamento provisional con sus notas, y 
los arts. 13, 14, 18, 19, y 201 al 220 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil. En los 
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negocios contencioso-administrativos no 
es necesario iDtentar el juicio de conci- 
liación. R. O. de 31 de enero de 1847. 
— V Demandas contua el Estado. 

CONCORDATOS. Se ilama Concordato 
el tratado ó convenio que hace el Pa- 
pa con algún Príncipe ó Gobierno sobre 
puntos de disciplina eclesiástica. 

«La historia de los Concordatos, dice 
un escritor, seria la historia de las dis- 
putas y discordias habidas entre el sa- 
cerdocio y el imperio, porque así como 
no habría transacciones privadas, si no 
hubiere cuestiones entre los intereses 
particulares, tampoco hubiera habido 
necesidad de concordias entre los Papas 
y los Príncipes si no hubiere habido des- 
avenencias entre ellos, y si cada uno hu- 
biera permanecido dentro de los límites 
de sus verdaderas atribuciones.» 

Entre nosotros son notables los Con- 
cordatos celebrados en 1737 entre Feli- 
pe V y Clemente XII y en 1753 entre 
Fernando Vi y Benedicto XI V , y mas 
notable todavía el último que, en virtud 
de la ley de 8 de mayo de 1849, se cele- 
bró en 16 de marzo de 1851 , ratificán- 
dose después en 1 .° y 26 de abril, y pu- 
blicándose como ley del Estado en 17 
de octubre del mismo. Hé aquí el texto 
de los referidos concordatos, inclusa la 
concordia Facheneti de 1640, y el Con- 
venio de 4 de abril de 1860, con m< s 
las disposiciones dictadas para la ejecu- 
ción de los mismos. 

Concordia Fachenetti, 

Dase este nombre á la Concordia que 
se tomó por el Rey Felipe IV con el Nun- 
cio D. César Fachenetti aprobando las 
Ordenanzas de la Nunciatura decretadas 
en 8 de octubre de 1640. Las negocia- 
ciones para esta Concordia se debieron 
á la iniciativa de D. Juan Cliumacero, y 
tuvo por objeto este arreglo la reforma- 
ción de los abusos del Tribunal de la 
Nunciatura. Los 22 primeros capítulos 
de esta Concordia se incluyen en la lev 
2. a , tít. IV, lib. II déla Nov. Recop.,y 
los siguientes 23 al 35 contienen el aran- 
cel de derechos de los ministros y oficia- 
les del Nuncio, 


En el memorial que presentaron al 
Papa D. Juan Chumacenc y D. Fray Do- 
mingo Pimentel, hicieron resaltar los 
abusos del Tribunal de la Nunciatura, 
cuya reforma pretendían. «Los dere- 
chos, que en él se llevan, decían, en 
uno de sus capítulos, así por los mi- 
nistros como por los jueces delegados 
se arreglan omnímodamente por la vo- 
luntad de cada uno. Pasan las propinas 
de 200 y 300 ducados, y no solo en lo 
definitivo sino muchas veces en lo in- 
terlocutorio. En el precio no se atien- 
de á la dificultad de la causa y grandeza 
del pleito... Se ha introducido tanta di- 
ferencia de artículos y autos, que ni hay 
vida que alcance al fin de un pleito, ni 
hacienda que lo costee. Antes de haber 
contestádose las demandas en lo princi- 
pal preceden tantas instancias sobre ma- 
nutenciones, recusaciones y otra diver- 
sidad de puntos, que cada una importa 
mas en tiempo y cantidad que un gran 
pleito en los Tribunales seculares, A nin- 
guno que pide búlelo se le niega... No 
se recibe la moneda usual sino plata do- 
ble y oro. Los salarios que se señalan á 
los jueces, alguaciles y receptores que 
despachan son en tan grande exceso que 
sola una salida puede ser condenación 
cabal de delitos muy graves. 

Concordato de 1737 

ENTRE SU MAJESTAD CATÓLICA DON FELIPE V Y 
EL PAPA CLEMENTE XII. 

«Deseando la majestad católica de Felipe V 
Rey de las Espadas dar providencia para la 
quietud y bien público de sus reinos, con la 
solicitud de algún reglamento oportuno sobre 
ciertos capítulos concernientes á sus iglesias 
y eclesiásticos; y queriendo no solo terminar 
por medio de una firme é indisoluble Con- 
cordia con la Santa Sede las acaecidas dife- 
rencias que al presente ocurren, sino tam- 
bién quitar cualquiera materia y ocasión que 
pueda en adelante ser origen de nuevos dis- 
turbios y disensiones, hizo presentar á la San- 
tidad de N. M. S. P. Clemente XII que reina 
felizmente, un resúmen de varias proposi- 
ciones que formó el Sr. D. José Rodrigo Vi- 
llapando, marqués de la Compuesta, su Minis- 
tro, en el tiempo del pontificado de su antece- 
sor Clemente XI de San. Mem. y se comunicó 
entonces al Pontífice referido, suplicando á 
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Su Santidad que providenciase benignamen- 
te con su autoridad -apostólica al tenor de las 
instancias y demandas que en el resúmen 
insinuado iban expuestas 5 y no deseando me- 
nos Su .Santidad cooperar al bien de aquel 
Reino, y especialmente á la quietud y tran- 
quilidad del clero, para que libre de todas 
molestias y embarazos pueda mas fácilmente 
dedicarse al culto divino y aplicarse ala salud 
y cuidado de las almas que tiene á su cargo: 
extendiendo con especialidad su anhelo á dar 
á S. M. nuevas pruebas do su paternal afecto 
y de su constante deseo de mantenerle una 
sincera, perfecta y perpétua correspondencia 
y unión, después de haber oido el parecer de 
algunos señores Cardenales sobre las dichas 
proposiciones, se mostró propenso y dispues- 
to á conceder todo aquello que pudiese ser 
concedido, dejando á salvo la inmunidad y 
libertad eclesiástica, la autoridad y jurisdic- 
ción de la Silla Apostólica y sin perjuicio de 
las mismas iglesias. En consecuencia de sus 
recíprocos deseos, Su Santidad y S. M. C. res- 
pectivamente nos deputaron y concedieron 
las facultades necesarias á Nos los infrascri- 
tos, para que unidos confiriésemos, tratáse- 
mos -y concluyésemos el mencionado nego- 
cio , como consta por las plenipotencias que 
respectivamente se nos dieron y se insertarán 
á la letra al fin del presente tratado; y final- 
mente después de examinados y controver- 
tidos maduramente todos los dichos asuntos, 
acordamos los siguientes artículos: 

Artículo I. Su Majestad Católica para 
hacer á todos manifiesta la perfecta unión 
que quiere tener con Su Santidad y con la 
Sede Apostólica, y cuan de razón es su án- 
sía de conservar sus derechos á la Iglesia 
mandará que se restablezca plenamente el 
comercio con la Santa Sede: que se dé como 
antes ejecución á las Bulas apostólicas y ma- 
trimoniales: que el Nuncio destinado por Su 
Santidad, el Tribunal de la Nunciatura y sus 
ministros se reintegren sin alguna disminución 
(aun levísima) en los honores, facultades, ju- 
risdicciones y prerogalivas que por lo pasado 
gozaban: y en conclusión, que en cualquier 
materia que toque á la autoridad de la Santa 
Silla, como á la jurisdicción é inmunidad 
eclesiástica, se deba observar y practicar 
todo lo que se observaba y practicaba antes 
de estas últimas diferencias: exceptuando so- 
lamente aquello en que se hiriere alguna 
mutación ó disposición en el presente Con- 
cordato, por órden á lo cual se observará lo 
que en él se ha establecido y dispuesto, re- 
moviendo y abrogando cualquiera novedad 
que se haya introducido, sin embargo de 
cualesquiera órdenes y decretos contrarios 
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expedidos en lo pasado por S: M, ó sus Mi- 
nistros. 

Art. II. Para mantener la quietud y tran- 
quilidad pública é impedir que con la es- 
peranza del asilo se cometan algunos mas 
graves delitos que puedan ocasionar mayo- 
res disturbios, dará Su Santidad en cartas 
circulares á los Obispos las órdenes necesa- 
rias para establecer que la inmunidad lo- 
cal no sufra en adelante á los salteadores ó 
asesinos de caminos, aun en el caso de un 
solo y simple insulto, con tal que en aquel 
acto mismo se' siga muerte ó mutilación de 
miembros en Ja persona del insultado. Igual- 
mente Ordenará que el crimen de lesa ma- 
jestad, que por las constituciones apostólicas 
está excluido del beneficio del asilo, com- 
prenda también á aquellos que maquinaren 
ó trazaren conspiraciones dirigidas á privar 
á S, M. de sus dominios en el todo ó en par- 
te. Y finalmente, para impedir en cuanto sea 
posible la frecuencia de los homicidios, ex- 
tenderá Su Santidad con otras letras circula- 
res á los reinos de España la disposición de 
la Buia que comienza: In suppremo justitiw 
solio, publicada últimamente para el estado 
eclesiástico (d). 

Art. III. Habiéndose en algunas partes in- 
troducido la práctica de que los reos apre- 
hendidos fuera del lugar sagrado, aleguen 
inmunidad, y pretendan ser restituidos á la 
iglesia por el título de haber sido extraídos de 
ella, ó de lugares inmunes en cualquiera 
tiempo, huyendo de este modo el castigo de- 
bido á sus delitos, cuya práctica se llama co- 
munmente con ej nombre de iglesias frías; 
declara Su Santidad que en estos casos no 
gocen de inmunidad los reos y expedirá á los 
Obispos de España letras circulares sobre 
este asunto para que en su conformidad pu- 
bliquen ios edictos. 

Art. IV. Porque S. M. particularmente 
ha insistido en que se providencie sobre el 
desorden que nace del refugio que buscan 
los delincuentes en las ermitas é iglesias ru- 
rales y que les da ocasión y facilidad de co- 
meter otros delitos impunemente; se man- 
dará igualmente á los Obispos por letras cir- 


(1) Por el Breve de Clemente XIV de 12 de 
setiembre de 1772, mandado cumplir por Car- 
los 111 (ley 5. a , tit. IV, lib. 1, Nov. Recop.) se 
ordeno á los Prelados que con la mayor pronti- 
tud y á lo mas dentro de un año señalasen en 
cada Jugar sujeto á su jurisdicción una ó á lo 
mas dos iglesias ó lugares sagrados, según su 
población en las cuales se guardase solamente 
la inmunidad y asilo; según la forma de los sa- 
grados cánones y constituciones apostólicas y 
no en otra de las demás... 
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culares, que no gocen de inmunidad Jas di- 
chas iglesias rurales y ermitas en que el San- 
tísimo Sacramento no se conserva, ó en cuya 
casa contigua no habita un sacerdote para su 
custodia, con tal que en ellas no se celebre 
con frecuencia el sacrilicio de la misa. 

Art. V. Para que no crezca con exceso 
y sin alguna necesidad el número de Jos que 
son promovidos á las órdenes sagradas, y la 
disciplina eclesiástica se mantenga con vigor 
por orden á los inferiores clérigos, encargará 
Su Santidad estrechamente con Breve espe- 
cial á los Obispos la observancia del Concilio 
de Trenlo y precisamente sobre lo contenido 
de Ja sess. 2i , cap. 2, y la sess. 23, cap. tí 
de Reform., bajo las penas que por los sagra- 
dos cánones, por el Concilio mismo y por 
constituciones apostólicas están establecidas, 
y á electo de impedir los fraudes que nacen 
algunos en la constitución de los patrimo- 
nios, ordenará Su Santidad que el patrimonio 
sagrado no exceda en lo venidero la suma de 
60 escudos de Roma en cada un año. 

Demás de esto, porque se hizo instancia 
por parte de S. M. C., para que se provea de 
remedio á los fraudes y colusiones que hacen 
muchas veces los eclesiásticos no solo en las 
constituciones de los referidos patrimonios, 
sino también fuera de dicho caso, fingiendo 
enajenaciones, donaciones y contratos, á linde 
eximir injustamente á Jos verdaderos dueños 
de los bienes, bajo do este falso color de con- 
tribuir á los derechos reales, que según su 
estado y condición están obligados á pagar; 
proveerás. S. á estos inconvenientes con Bre- 
ve dirigido al Nuncio apostólico que se deba 
publicar en todos Jos Obispados, establecien- 
do penas canónicas y espirituales con exco- 
munión ipso fado incar renda , reservada ai 
misino Nuncio y á sus sucesores , contra 
aquellos que hicieren los fraudes y contratos 
colusivos arriba expresados ó cooperaren á 
ellos. 

Art. VI. La costumbre de erigir benefi- 
cios eclesiásticos que hayan do durar por li- 
mitado tiempo, queda abolida del todo , y Su 
Santidad expedirá letras circulares á los Obis- 
pos de España si fuere necesario, mandán- 
doles que no permitan en adelante semejan- 
tes erecciones de beneficios ad tempus ; de- 
biendo estos ser instituidos con aquella per- 
petuidad que ordenan ios cánones sagrados 
y los que están erigidos de otra manera no 
.gocen de exención alguna. 

Art. YU. Habiendo S. Al. hecho represen- 
tar que sus vasallos legos están imposibilita- 
dos de subvenir con sus propios bienes y ha- 
ciendas á todas las cargas necesarias para 
ocurrir á las urgencias de la Alonarquía , y 


habiendo suplicado á Su Santidad que el in- 
dulto eu cuya virtud contribuyen los ecle- 
siásticos á los 19 millones y medio impues- 
tos sobre las cuatro especies de carne, vina- 
gre, aceite y vino, se entienda también á los 
cuatro millones y medio que se cobran de 
las mismas especies por cuenta del nuevo 
impuesto de los 8000 soldados. Su Santidad 
hasta tanto que sepa con distinción si los 
cuatro millones y medio de ducados de mo- 
neda de España que pagan los seglares, como 
arriba se dijo, por cuenta del nuevo impues- 
to, y por el triüuto de los 8000 soldados, se 
exigen ó en seis años ó en uno, y hasta tener 
una plena y específica información de la 
cuantidad y cualidad de las otras cargas á que 
los eclesiásticos están sujetos, no puede acor- 
dar la gracia que se iia pedido; dejando sin 
embargo suspenso este articulo hasta que se 
liquiden dichos impuestos, y se reconozca si 
es conveniente gravar á los eclesiásticos mas 
de lo que al presente están gravados. Su San- 
tidad, por dar á S. Al. entre tanto una nueva 
prueba del deseo que tiene de complacerle 
en cuanto sea posible, le concederá un in- 
dulto por soios cinco años, en virtud del cual 
paguen los eclesiásticos el ya dicho nuevo 
impuesto y el tributo de los 8000 soldados, 
sobre las cuatro mencionadas especies de vi- 
nagre, carne, aceite y vino, en Ja misma for- 
ma que pagan los 19 millones y medio; pero 
con tal que los dichos cuatro millones y me- 
dio se paguen distribuidos en seis años, y 
que la parle en que deben contribuir los ecle- 
siásticos, no exceda la suma de 150.000 du- 
cados ánuos de moneda de España. Reser- 
vándose entre tanto Su Santidad el hacer las 
diligencias y tomar las informaciones ya insi- 
nuadas antes de dar otra disposición sobre la 
sujeta materia; con expresa declaración de 
que, en caso que Su Santidad o sus suceso- 
res no vengan en prorogar esta gracia, con- 
cedida por los cinco años, á mas tiempo no 
se pueda jamás decir, ni inferir de esto, que 
se ha contravenido al presente Concordólo. 

Art. Vlll. Por la misma razón de los gra- 
vísimos impuestos con que están gravados ios 
bienes de ios legos y de la incapacidad de 
sobrellevarlos á que se reducirían con el 
discurso del tiempo, si aumentándose los 
bienes que adquieren los eclesiásticos por 
herencias, donaciones, compras ú otros títu- 
los, se disminuyese Ja cuantidad de aquellos 
en que hoy tienen ios seglares domiuio y 
están con el gravamen de ios tributos regios; 
lia pedido á Su Santidad el Rey Católico se 
sirva ordenar que todos los bienes que los 
eclesiásticos lian adquirido desde el principio 
de su reinado, ó que en adelante adquirieren 
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con cualquier título, están sujetos á aquellas 
mismas cargas, á que lo están los bienes de 
los legos. íW tanto, habiendo considerado 
Su Santidad la cuantidad y cualidad de di- 
chas cargas y la imposibilidad de soportarlas, 
á que los legos se reducirían, si por órden á 
los bienes futuros no se tomase alguna pro- 
videncia; no podiendo convenir en gravar á 
todos los eclesiásticos como se suplica, con- 
descenderá solamente en que todos aque- 
llos bienes que por cualquier título adquirie- 
sen cualquiera iglesia, lugar pió ó comuni- 
dad eclesiástica, y por esto cayeren en mano 
muerta , queden perpetuamente sujetos des- 
de el dia en que se firmare la presente. Con- 
cordia, á todos los impuestos y tributos 
régios, que los legos pagan, á excepción 
de los bienes de primera fundación; y con 
la condición de que estos mismos bienes que 
hubieren de adquirir en lo futuro, queden 
libres de aquellos impuestos que por conce- 
siones apostólicas pagan los eclesiásticos, y 
que do puedan los Tribunales seglares obli- 
garlos á satisfacerlos, sino que esto lo deban 
ejecutar los Obispos. 

Art. IX. Siendo la mente del Santo Con- 
cilio de Trento que los que reciben la pri- 
mera tonsura tengan vocación al estado ecle- 
siástico , y que los Obispos después de un 
maduro examen , la den á aquellos solamen- 
te de quienes probablemente esperen que 
entren en el órden clerical con el fin de ser- 
vir á la Iglesia y de encaminarse á las órde- 
nes mayores; Su Santidad por órden á los 
clérigos que no fueren beneficiados y á los 
que no tienen capellanías ó beneficios que 
excedan la tercera parte de la cóngrua tasada 
por el Sínodo para el patrimonio eclesiásti- 
co, los cuales habiendo cumplido la edad que 
los sagrados cánones han dispuesto, no fue- 
ren promovidos por su culpa ó negligencia á 
los órdenes sacros , concederá que los Obis- 
pos precediendo las advertencias necesarias 
les señalen para pasar á las órdenes mayo- 
res un término fijo que no exceda de un año; 
y que si pasado este tiempo no fueren pro- 
movidos por culpa ó negligencia de los mis- 
mos interesados, que en tal caso no gocen 
exención alguna de los impuestos públicos ( i). 

Art. X. No debiéndose usar de las cen- 
suras, sino es in subsidium , conforme á la 
disposición de los sagrados cánones y al te- 
nor de lo que está mandado por el santo 

(1) Antes de este Concordato los tienes 
eclesiásticos estaban exentos de todos los pe- 
chos y tributos. Por el del presente artículo se 
sujetaron al pago las adquisiciones sucesivas; 
pero siguiendo tocándose todavía grandes in- 
convenientes por Breve de Su Santidad de 15 


Concilio de Trento, en la sess. 25 de Regul. 
cap. III, se encargará á los Ordinarios que 
observen la dicha disposición conciliar y ca- 
nónica, y no solo que las usen con toda la 
moderación debida, sino también que se 
abstengan de fulminarlas siempre que con 
los remedios ordinarios de la ejecución real 6 
personal se pueda ocurrir á las necesidades 
de imponerlas, y que solamente se valgan de 
ellas cuando no se pueda proceder á alguna 
de dichas ejecuciones contra los reos, y es-' 
tos se mostraren contumaces en obedecer los 
decretos de los jueces eclesiásticos. 

. Art. XI. Suponiéndose que en las órde- 
nes regulares hay algunos abusos y desórde- 
nes dignos de corregirse, .deputará Su San- 
tidad á los metropolitanos con las facultades 
necesarias y convenientes para visitar los 
monasterios y casas regulares, y con instruc- 
ción de remitir los autos de la visita, á fin de 
obtener la aprobación apostólica , siu perjui- 
cio de la jurisdicción del Nuncio apostólico, 
que entre tanto y aun mientras durare la visi- 
ta, quedará en su vigor en todo, según la 
forma de sus facultades y del derecho; y es- 
tableciendo á los visitadores término fijo para 
que la deban concluir dentro del espacio de 
tres años. 

Art. XII. ha disposición del sagrado Con- 
cilio de Trento concerniente á las causas de 
primera instancia , se hará observar. exacta- 
tamente, y en cuanto á las causas en grado 
de apelación , que son mas relevantes como 
las beneficíales, que pasan del valor de 24 
ducados de oro de Cámara, las jurisdicciona- 
les, matrimoniales, decimales de patronato 
y otras de esta especie, se conocerá de ellas 
en Roma y se cometerán á jueces in partí- 
bus las que sean de menor importancia. 

Art. XIII. El concurso á todas las iglesias 
parroquiales, aun vacantes justa decretum , 
et in Roma, se hará in partibus en la for- 
ma ya establecida, y los Obispos tendrán la 
facultad de nombrar á la persona mas digna 
cuando vacare la parroquia en los meses re- 
servados al Papa. En Jas demás vacantes, 
aunque sean por resultas de las ya provis- 
tas, los Ordinarios remitirán los nombres de 
los que fueren aprobados, con distinción de 
las aprobaciones en primero, segundo y ter- 
cer grado, y con individuación de los requi- 
sitos de los opositores al concurso. 

Art. XIV. En consideración del presente 

de abril de 1817 se mandaron comprenderen 
el pago de la contribución del Reino todos los 
bienes del estado eclesiástico secular y regular 
en cualquier tiempo habidos 6 adquiridos y 
poseídos. Hoy con la desamortización han ce- 
sado mas por completo las dificultades. 
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Concordato, y en atención también á que 
regularmente no son pingües las parroquias 
de España; vendrá Su Santidad en no impo- 
ner pensiones sobre ellas; á reserva de las 
que se hubieren de cargar á favor de los que 
las resignan, en caso deque con testimo- 
niales de los Obispos se juzgue conveniente 
y útil la renuncia, como también en caso de 
concordia entre dos litigantes sobre ia par- 
roquia misma. 

Arl. XV. En cuanto á la reserva de pen- 
siones sobre Jos demás beneficios, se obser- 
vará aquello mismo que hasta estas últimas 
diferencias se ha practicado , pero no se lia- 
rán pagar renovatorias en lo venidero por 
las prebendas y beneficios que se hubieren 
de conferir en lo futuro, quedando intactas 
las renovaciones futuras, que cedieren en 
favor de aquellas personas particulares que 
por la dataría han tenido ya las pensiones. 

Art. XVI. Para evitar los inconvenientes 
que resultan de la incertidumbre délas ren- 
tas de los beneficios y de la variedad con 
que los mismos provistos expresan su valor; 
se conviene en que se forme un estado de 
los réditos ciertos é inciertos de todas las 
prebendas y beneficios, aunque sean de pa- 
tronato; y que este se haga por medio de los 
Obispos y Ministros que por parte de la San- 
ta Sede habrá de destinar el Nuncio, excep- 
tuando empero las iglesias y beneficios con- 
sistoriales lasados en los libros de Cámara, 
eu los cuales no se innovará cosa alguna: 
pero mientras este estado no se formare se 
observará la costumbre. Luego que la nueva 
tasación esté hecha, antes de ponerla en eje- 
cución, se deberá establecer el modo co- 
mo se ha de practicar, sin que la Dataría, 
Cancelaría ni los provistos, queden perjudi- 
cados, tanto por lo que mira á la imposición 
de las pensiones, como por lo que mira al 
costo de las Bulas y paga de las medias ana- 
tas; y entre tanto se observará del mismo 
modo lo que hasta ahora ha sido de estilo. 

Art. XVII. Así en las iglesias catedrales 
como en las colegiatas no se concederán las 
coadjutorías sin letras testimoniales do tos 
Obispos, que atesten ser los coadjutores idó- 
neos á conseguir en ellas canonicatos; y en 
cuanto á las causas de la necesidad y utilidad 
de la Iglesia, se deberá presentar testimonio 
del mismo Ordinario ó de los cabildos; sin 
cuya circunstancia no se concederán dichas 
coadjutorías. Llegando empero la ocasión de 
conceder alguna, no se le impondrán en ade- 
lante á favor del propietario pensiones ú otras 
cargas; ni á su instancia en favor de otra 
tercera persona. 

Art. XVIII. Su Santidad ordenará á los 


Nuncios apostólicos que nunca concedan di- 
misorias. 

Art. XIX. Siendo una de las facultades del 
Nuncio apostólico conferir los beneficios que 
no excedan de 24 ducados de Cámara; y re- 
sultando muchas veces entre los provistos 
controversias sobre si la relación riel valor 
es verdadera ó falsa; se ocurrirá á este in- 
conveniente, con la providencia de la nueva 
tasa que se dijo arriba, en la cual estará de- 
terminado y especificado el valor de cual- 
quiera beneficio. Pero hasta tanto que dicha 
tasa se haya efectuado, ordenará Su Santi- 
dad á su Nuncio , que no proceda á la cola- 
ción de beneficio alguno, sin haber tenido 
antes el proceso que sobre su valor se hu- 
biese formado ante el Obispo del lugar en 
donde está erigido: en cuyo proceso se hará 
por testimonio la prueba de los frutos ciertos 
6 inciertos del beneficio. 

Art. XX, Las causas que el Nuncio apos- 
tólico suele delegar á otros que á los jueces 
de su Audiencia y so llaman jueces in curia , 
nunca se delegarán sino es á Jos jueces nom- 
brados por los Sínodos, ó á personas que ten- 
gan dignidad en las iglesias catedrales. 

Art. XXL Por lo que mira á la instancia 
que se ha hecho sobre que las costas y es- 
portillas eu los juicios del Tribunal de la 
Nunciatura, se reduzcan al arancel que en 
los Tribunales Reales se practican y no se 
excedan; siendo necesario tomar otras infor- 
maciones para verificar el exceso que se sien- 
ta de las tasas de la Nunciatura, y juzgar si 
hay necesidad de moderarlas, se ha conve- 
nido en que se dará providencia luego que 
lleguen á Roma las instrucciones que se tie- 
nen pedidas. 

Art. XXH. Acerca de los expolios y nom- 
bramiento de sus colectores se observará la 
costumbre; y en cuanto á los frutos de las 
iglesias vacantes, así como Jos Sumos Pontí- 
fices, y particularmente la Santidad de Nues- 
tro M. S. Padre que hoy reina felizmente, 
no han dejado de aplicar siempre para uso 
y servicio de las mismas iglesias en buena 
parte: así también ordenará Su Santidad que 
en lo porvenir se asigne la tercera parte para 
servicio de las iglesias y pobres; pero desfal- 
cando las pensiones que de ellas hubieren 
de pagarse. 

Art. XXIÍI . Para terminar amigablemente 
la controversia de los patronatos de la mis- 
ma manera que se han terminado las otras 
como Su Santidad desea; después que se ha- 
ya puesto en ejecución el presente ajusta- 
miento, se deputaráü personas por Su San- 
tidad y por S. M., para reconocer las razo- 
nes que asisten á ambas partes; y entre tan- 
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t.n se suspenderá en España pasar adelante 
en este asunto; y los beneficios vacantes ó 
que vacaren, sobreque pueda recaerla dis- 
puta del patronato, se deberás proveer por 
S.S.,Ó en sus meses por los respectivos Ordi- 
narios, sin impedir la posesión a los provistos 

Art. XXIV. Todas las demás cosas que se 
pidieron y expresaron en el resúmen referi- 
do formado por el Sr. Marqués de la Com- 
puesta, D. José Rodrigo Villalpando, y que 
se exhibió, á Su Santidad, como arriba se di- 
jo, en los cuales no se ha convenido en el 
presente tratado, continuarán observándose 
enlofñturo del modo que se observaron y 
practicaron en lo antiguo, sin que jamás se 
puedan controvertir de nuevo. Y para que 
nunca se pueda dudar de la identidad del di- 
cho resúmen, se harán dos ejemplares , uno 
de los cuales quedará á Su Santidad, y otro 
se enviar í á S. M. , firmados ambos por Nos 
los infrascritos. 

Art. XXV. Si no se ajustaren al mismo 
tiempo los negocios pendientes entre la San- 
ta Sede y la córte de Nápoles , promete Su 
Majestad cooperar con eficacia á que se ex- 
pidan y concluyan feliz y cuidadosamente, 
pero cuando esto no pudiese conseguirse, 
antes si por esto (lo que Su Santidad espera 
que no suceda) en algún tiempo se aumen- 
saren las discordias y sinsabores; promete 
S. M., que jamás contravendrá por esta can- 
ta á la presente Concordia, ni dejará de per- 
severar en la buena armonía establecida ya 
con la Santa Sede apostólica. 

Art. XXVI. Su Santidad y S. M. Católica 
aprobarán y ratificarán el tratado presente; 
y de las letras de ratificación se hará respec- 
tivamente la consignación y canje en el tér- 
mino de dos meses ó antes si fuere posible. 

En fé de lo cual, Nos los infrascritos, en 
virtud de las respectivas plenipotencias an- 
tes expresadas de Su Santidad y S. M. Cató- 
lica hemos firmado el presente Concordato 
y sellado con nuestro propio sello. 

En el Palacio apostólico del Quirinal en el 
dia 26 de setiembrede 1737. — (L. S.) G. Car- 
denal Fimo. — (L. S.) T. Cardenal Aquaviva. 

Sigue la ratificación que fué hecha 
por 'el Rey Felipe V en 18 de octubre 
de 1737, y por el Papa Clemente Xllen 
12 de noviembre inmediato. 

Concordato de 1753 

ENTRE SU MAJESTAD CATÓLICA FERNANDO VI 
Y EL PAPA BENEDICTO XIV. 

«Habiéndose tenido siempre la Santidad de 
nuestro Beatísimo Padre Benedicto Papa XIV, 
que felizmente rige la iglesia, un vivo deseo 
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de mantener toda fa roas sincera y cordial 
i correspondencia éntrela Santa Sede, y las 
Naciones, Príncipes, y Reyes católicos, no ha 
dejado de dar continuamente señales segurí- 
; simas y bien particulares de está su viva vo- 
luntad hácia la esclarecida, devota y piadosa 
nación española, y hácia los Monarcas de las 
Españas, Reyes católicos por título y sólida 
religión , y siempre afectos á la Sede apostó- 
lica y al Vicario de Jesucristo en la tierra. 

Por tanto, habiéndose tenido presente que 
en el último Concordato, estipulado el dia 18 
de octubre de 1737, entre Clemente Papa XII, 
de saDta. memoria, y el Rey Felipe V de glo- 
riosa memoria, se habia convenido en que se 
deputasen por el Papa y el Rey personas que 
reconociesen amigaolemente las razones de 
una y otra parte sobre la antigua controver- 
sia del pretendido Real Patronato universal 
que quedó indecisa; no omitió Su Santidad, 
desde los primeros pasos de su pontificado, 
hacer sus instancias con los dos, ah presente 
¡difuntos, Cardenales Belluga y Aquaviva, á 
fin de que obtuviesen de la córte de. España 
Ja deputacion de personas con quienes se pu- 
i | diese tratar el punto indeciso ; y sucesiva- 
mente, para facilitar su examen, no dejó Su 
I Santidad de unir, en un escrito suyo que en.- 
jtregó á los expresados dos Cardenales, todo 
¡aquello que creyó conducente á las intencio- 
nes y derechos de la Santa Sede. 

\ Pero habiéndose reconocido por la prácti- 
ca, que no era este el camino de llegar al 
deseado fin, y que por los escritos y respues- 
tas se estaba tan lejos de allanar las disputas, 
que antes bien se multiplicaban, suscitándo- 
se controversias que se creían olvidadas , en 
¡tanto extremo que se hubiera podido temer 
un infeliz rompimiento , pernicioso y fatal á 
una y otra parte; y habiendo tenido pruebas 
seguras de la piadosa propensión del ánimo 
del Rey Fernando VI, que felizmente reina, 
á un equitativo y justo temperamento sobre 
las diferencias promovidas y que se iban 
siempre aumentando, á lo que igualmente se 
hallaba propenso con pleno corazón el deseo 
de su beatitud, ha creído Su Santidad que 
no se debía malograr una ocasión tan favo- 
rable para establecer una Concordia, que 
se expresa en los capítulos siguientes, los 
cuales se pondrán después en forma auténti- 
ca y serán firmados por los procuradores y 
plenipotenciarios de ambas partes en el mo- 
do que se acostumbra hacer en semejantes 
Convenciones. 

Habiendo expuesto la Majestad del Rey 
Fernando VI, á la Santidad de nuestro Bea- 
tísimo Padre, la necesidad que hay en las 
Españas de reformar en algunos puntos la 
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disciplina de! clero secular y regular; prome- 
te Su Santidad, que propuestos los capítulos 
sobre que se debiere tomar la providencia 
necesaria, no se dejará de ejecutar así, según 
lo establecido en los sagrados cánones , en 
Jas constituciones apostólicas, y en el santo 
Concilio de Trente y si esto sucediese, como 
lo desea sumamente en tiempo de su Ponli-, 
tiendo , promete y se obliga, no obstante la : 
multitud de otros negocios que le oprimen, y 
sin embargo, también de su edad muy avan- 
zada, á interponer para el feliz éxito toda 1 
aquella fatiga personal , que in Minar ¿bus, ^ 
tantos años luí, interpuso en tiempo desús 
predecesores en tas resoluciones de las ma- 
terias establecidas en la Bula Ápoüolid Mi- 
nisterii , en la fundación de Ja universidad 
de Cervera, en el establecimiento de la insig- 
ne Colegiata de San Ildefonso, y en otros im- 
portantes negocios pertenecientes á los rei- 
nos de las Espadas. 

No habiendo habido controversia sobre la 
pertenencia a los Reyes Católicos de las Es- 
pañas del Real patronato, ó sea nómina a' 
¡os Arzobispados, Obispados , monasterios y 
beneficios consistoriales , es A sabor: escritos 
y tasados en los libros de Cámara, cuando 
vacan en los reinos de las Espadas, hallán- 
dose apoyado su derecho en Bulas y privile- 
gios apostólicos , y en otros títulos alegados 
por ellos; y no habiendo habido tampoco con- 
troversia sobre las nóminas de los Reyes 
Católicos A los Arzobispados, Obisparlos y 
beneficios que vacan en Jos reinos de Gra- 
narla y de las India s, ni tampoco sobre la 
nómina de algunos otros beneficios : se de- 
clara deber quedar la Real Corona en su pa- 
cífica posesión de nombrar en el caso de las 
vacantes, como lo ha estado hasta aquí; y se 
conviene en que los nominados á los Arzo- 
bispados, Obispados , monasterios y benefi- 
cios consistoriales , deban también en lo fu- 
turo continuar la expedición do sus respec- 
tivas Bulas en Roma, en el mismo modo y 
forma practicada hasta aquí sin innovación 
alguna. 

Pero habiendo sido graves las controver- 
sias sobre la nómina de los beneficios re- 
sidenciales y simples que se hallan en Jos 
reinos de las Espadas, exceptuados, como se 
ha dicho, los que están en los reinos de Gra- 
nada y de las Indias ; y habiendo pretendido 
los Reyes Católicos el derecho de la nómina, 
en virtud de! patronato universal , v no ha- 
biendo dejado de exponer la Santa Sede las 
razones que creían militaban por la libertad 
de los mismos beneficios y su colación en los 
meses apostólicos y casos de las reservas , y 
así respectivamente por la de los Ordinarios 


en sus meses’; después de una larga dispu- 
ta se ha abrazado finalmente de común con- 
sentimiento, el temperamento siguiente. 

La Santidad de nuestro beatísimo padre 
Benedicto Papa XÍY reserva á su privativa 
libre colación, á sus sucesores y á la Sede 
apostólica perpetuamente cincuenta y dos 
beneficios, cuyos títulos serán expresados 
inmediatamente, para que así Su Santidad 
como sus sucesores tengan el arbitrio de po- 
der proveer y premiar á los eclesiásticos es- 
pañoles (1) , que por probidad é integridad de 
costumbres, ó por insigne literatura , ó por 
servicios hechos á ia Santa Sede, se hicieren 
beneméritos; y la colación de estos cincuenta 
y dos beneficios deberá ser siempre privativa 
de la Santa Sede en cualquier mes y en 
cualquier modo que vaquen , aun por resulta 
Real , y también aunque alguno de ellos se 
hallase tocar al Real patronato de la Corona, 
y aunque estuviesen sitos en la diócesis donde 
algún Cardenal tuviese cualquiera amplio in- 
dulto de conferir, no debiendo en manera 
alguna ser este atendido en perjuicio de la 
Santa Sede: y las Bulas de estos cincuenta y 
dos beneficios deberán expedirse siempre en 
Roma, pagándose los acostumbrados emolu- 
mentos debidos á la Dataria y Cancelaría 
apostólica, según los presentes estados; y 
todo esto sin imposición alguna de pensión, 
y sin exacción de cédulas bancarias, como 
también se dirá abajo. Los nombres de los 
cincuenta y dos beneficios son los siguientes: 

En la catedral de Avila, el arccdianato de 
Arévalo. — En la de Orense el arccdianato de 
Bubal. — En la de Barcelona, el priorato, an- 
tes secular, ahora regular de la colegiata de 
Santa Ana. — En la de Burgos, la maestres- 
eolia y el arcedianalo de Palenzuela. — En la 
de Calahorra, el arccdianato de Nájera y la 
Tesorería. — En la de Cartagena, la maestres- 
coba; y en su diócesis, el beneficio simple de 
Albacete. — En la catedral de Zaragoza, el 
arciprestazgo de Daroca y el arciprestazgo 
de Belehite. — En la de Ciudad-Rodrigo, la 
maestreseolía. — En la de Santiago, el arce- 
dianalo de la Reina; el arccdianato de Santa 
Tesiayla Tesorería. — En la de Cuenca, el ar- 
cedianato de Alarcon y la Tesorería. — En la 
de Córdoba, el arcedianato de Castro; y en 
su diócesis, el beneficio simple de Pelalcá- 
zar, y en el préstamo de Castro y Espejo. — En 

(i) De manera que en ningún caso pueden 
obtener beneficio eclesiástico, en España, los 
extranjeros. Así lo prueba el Sr. AJayans y Sis- 
ear en sus Observaciones sobre el Concordato 
(Observ. 5. a ) citando infinitos casos de termi- 
nantes disposiciones en este sentido y peticio- 
nes de nuestras Cortes. V. Beneficio. 
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la de Tortosa, la sacristía y la hospitalaria. 
—En la de Gerona, él arcedianato de Am- 
purdan.—En la de Jaén, el arcedianato de 
Baeza; y en su obispado, el beneficio simple 
de Arjonilla.— En Ja de Lérida, la precepto- 
ría.— En la de Sevilla, el arcedianato de Je- 
rez; y en su diócesis, el beneficio simple de' 
la Puebla de Guzman, y el préstamo de la 
iglesia de Santa Cruz de Eríja (1).— En la de 
Mallorca, la preceptoría; y la prepositura de 
San Antonio y Santo Antonio Yienense. — 
Nullius, en el reino de Toledo, el benefi- 
cio simple de Santa María de la ciudad de 
Alcalá la Real (2). —En el Obispado de Ori- 
huela, el beneficio simple de Santa María 
de Elche. — En la catedral de Huesca , la 
ehantría. — En la de Oviedo, la chantría. 
— En la de Osma , la maestrescolía , y la 
abadía de San Bartolomé.— En la de Pam- 
plona, la hospitalaria, antes regular, ahora 
encomienda, y la preceptoría general de Oli- 
le. — En la de Plasencia, el arcedianato de 
Medellin y el arcedianato de Trujillo.— En 
Ja de Salamanca, el arcedianato de Monleon. 
— En la de Sigüenza la Tesorería y la aba- 
día de Santa Coloma. — En la de Tarragona, 
el priorato.— En la de Tarazona, la tesore- 
ría. — En la de Toledo, la tesorería; y en su 
diócesis el beneficio simple de Yallecas. — 
En la diócesis de Tuy, el beneficio simple de 
San Martin del Rosal. — En la catedral de 
Valencia, la sacristía mayor. — En la de Ur- 
gel, el arcedianato de Andorra. — En la de 
Zamora, el arcedianato de Toro. 

Para arreglar bien después las colaciones, 
presentaciones , nóminas é instituciones de 
los beneficios que vacaren en adelante en 
los dichos reinos de las España, se con- 
viene; 

En primer lugar. Que los Arzobispos, 
Obispos y coladores inferiores deben conti- 
nuar en lo venidero en proveer los benefi- 
cios que proveían por lo pasado siempre que 
vaquen en sus meses ordinarios de marzo, 
junio, setiembre y diciembre aunque se baile 
vacante ia Silla apostólica; y también que en 
los mismos meses y en el mismo modo prosi- 
gan en presentar' los patronos eclesiásticos 
los beneficios de su patronato, exclusas las 


(i ) En lugar de este préstamo deSanta Cruz 
de Ecija que antes del Concordato estaba uni- 
do perpétuamente á la iglesia colegial de ber- 
ma se subrogó y reservó en el año de 1757 á la. 
libre y perpétua colación de la Santa Sede uno 
ue los tres beneficios simples servidores de la 
iglesia de Santa María de la ciudad de Alcalá 
la Real. 

(2) Es uno de los tres beneficios que hay 
en esta iglesia. 
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alternativas de meses en las colaciones que 
antecedentemente se daban y que no se con- 
cederán jamás en adelante. 

Segundo. . Que las prebendas de oficio que 
actualmente se proveen por oposición y con- 
curso abierto , se confieran y se expidan en 
lo venidero en el propio modo y con las mis- 
mas circunstancias que se lian practicado 
basta aquí, sin la menor innovación en cosa 
alguna , ni que tampoco se innove nada en 
orden á los beneficios de patronato laical de , 
particulares. 

Tercero. Que no solo las parroquias y be- 
neficios curados se confieran en lo futuro co- 
mo se han conferido en lo pasado, por oposi- 
ción y concurso cuando vaquen en los meses 
ordinarios , sino también cuando vaquen en 
los meses y casos de las reservas, aunque la 
presentación fuese de pertenencia Real; de- 
biéndose ; en todos estos casos presentar al 
Ordinario el que el patrono tuviese por mas 
digno entre los tres que hubieren sido apro- 
bados por idóneos por los examinadores si- 
nodales ad curam animarum . 

Cuarto. Que habiéndose ya dicho arriba 
que deba quedar ileso á los patronos eclesiás- 
cos el derecho de presentar á los beneficios 
de sus patronatos en los cuatro meses ordi- 
narios, y habiéndose acostumbrado basta 
ahora que algunos cabildos, rectores, abades 
y cofradías erigidas con autoridad eclesiásti- 
ca, recurran á la Santa Sede para que las 
elecciones hechas por ellos sean confirma- 
das con Bula apostólica , no se entienda in- 
novada cosa alguna en este caso, sino que 
todo quede en el pié en que ha estado has- 
ta aquí. 

Quinto. Salva siempre la reserva de los 
cincuenta y dos beneficios, hecha á la libre 
colación de la Santa Sede, y salvas siempre 
las declaraciones poco antes expresadas ; Su 
Santidad para concluir amigablemente todo 
lo restante de la gran controversia sobre el 
patronato universal , acuerda á la Majestad 
uel Rey católico y á los Reyes sus sucesores 
lerpétuamente, el derecho universal de nom- 
brar y presentar indistintamente en todas 
as iglesias metropolitanas, catedrales, cole- 
giatas y diócesis de los reinos de las Espa- 
das que actualmente posee, á las dignidades 
mayores post pontificalem y otras en cate- 
drales y dignidades principales, y otras en 
colegialas, canonicatos, porciones, preben- 
das, abadías , prioratos, encomiendas, par- 
roquias, personales, patrimoniales, oficios y 
beneficios eclesiásticos, seculares y regulares, 
cum cura , etc. sinecura de cualquier natura- 
leza que sean, que al presente existen y que 
en adelante se fundasen, si los fundadores no 
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se reservasen en sí y en sus sucesores el de- 
recho de presentar en ios dominios y reinos 
de las Espatias que actualmente posee el Rey 
católico, con toda la generalidad con que se 
hallan comprendidos en los meses apostóli- 
cos y casos de las reservas generales y es- 
pecíalos ; y del mismo modo también en el 
caso de vacar los beneficios en los meses or - 
dinarios, cuando vacan las Sillas arzobispales 
y obispales, ó por cualquier otro título. 

Y á mayor abundamiento en el derecho 
que tenia la Santa Sede por razón de las re- 
servas, de conferir en los reinos délas Espa- 
das los beneficios, ó por sí ó por medio de la 
Dataría, Cancelaría apostólica, Nuncios de 
España é indúltanos, subroga á la Majestad 
del Rey católico y Reyes sus sucesores, dán- 
doles el derecho universal de presentar á di- 
chos beneficios en los reinos de las Es pañas, 
que actualmente posee, con focultad de usar- 
le en el mismo modo que usa y ejerce lo res- 
tante del patronato perteneciente á su Real 
Corona; no debiéndose en lo futuro conceder 
á ningún Nuncio apostólico en España ni á 
ningún Cardenal ú Obispo en España, indul- 
to cíe conceder beneficios en los meses apos- 
tólicos, sin el expreso permiso de S. M. ó de 
sus sucesores. 

Sexto. Para que en lo venidero proceda 
todo con el debido sistema, y en cuanto sea 
posible se mantenga ilesa la autoridad de los 
Obispos, se conviene en que todos los que 
se presentaren y nombraren por S. M. Cató- 
lica y sus sucesores á Jos beneficios arriba 
dichos, aunque vacaren por resulta de pro- 
visiones Reales, deban de recibir indistinta- 
mente las instituciones y colaciones canóni- 
cas de sus respectivos Ordinarios sin expedi- 
ción alguna de Bulas apostólicas, exceptuada 
la confirmación de las elecciones que arriba 
quedan expresadas, y exceptuados los casos 
en que los presentados y nombrados, ó por 
defecto de edad ó por cualquiera otro impe- 
dimento canónico, tuvieren necesidad de al- 
guna dispensa ó gracia apostólica, ó de cual- 
quiera otra cosa superior á la autoridad or- 
dinaria de los Obispos; debiéndose en todos 
estos casos y otros semejantes, recurrir 
siempre en lo futuro á la Santa Sede, como 
se ha hecho en lo pasado para obtener la 
gracia ó dispensación; pagando á la Dataría 
y Cancelaría apostólica los em olumentos acos- 
tumbrados, sin imposición de pensiones ó 
exacción de cédulas bancarias, como tam- 
bién se dirá en adelante. 

Sétimo. Que para el mismo fin de mante- 
ner ilesa la autoridad ordinaria de los Obispos, 
se conviene y se declara que por la cesión y 
subrogación en los referidos derechos de nó- 


mina , presentación y patronato no se en- 
tienda conferida al Rey católico ni á sus 
sucesores jurisdicción alguna eclesiástica so- 
bre las iglesias comprendidas en los expre- 
sados derechos, ni tampoco sobre las perso- 
nas que presentare y nombrare para las di- 
chas iglesias y beneficios: debiendo asi estas 
corno las otras á quienes fueren conferidos 
por la Santa Sede los cincuenta y dos bene- 
ficios reservados, quedar sujetas á sus res- 
pectivos Ordinarios, sin poder pretender 
exención de su jurisdicción y salva siempre 
la suprema autoridad que el Pontífice roma- 
no, como pastor de la Iglesia universa! tiene 
sobre todas las iglesias y personas eclesiásti- 
cas; y salvas siempre las Reales prerogativas 
que competen á la Corona en consecuencia 
de la Real protección, especialmente sobre 
las iglesias del Real patronato. 

Octavo. Habiendo considerado S. M. Ca- 
tólica que quedando la Dataría y Cancelaría 
apostólica por razón del patronato y derechos 
cedidos á S. M. y á sus sucesores sin las uti- 
lidades de las expediciones y anatas, seria 
grave el menoscabo del Erario pontificio; se 
obliga, á hacer consignar en Roma á título 
de compensación por una sola vez á disposi- 
ción de Su Santidad, un capital de 310,000 
escudos romanos, que á razón de un 3 por 
100 producirá anualmente 9,300 escudos de 
la misma moneda, en cuya cantidad se ha 
regulado el producto de todos los derechos 
arriba dichos. 

Habiéndose originado en los tiempos pasa- 
dos alguna controversia sobre algunas provi- 
siones hechas por la Santa Sede en las cate- 
drales de Palenciay Mondoñedo; la Majestad 
del Rey católico conviene en que los provis- 
tos entren en posesión después de la ratifi- 
cación del presente Concordato. Y habiéndo- 
se también suscitado nuevamente con moti- 
vo de la pretensión del Real patronato uni- 
versal, la antigua disputa de la imposición 
de pensiones y exacción de cédulas banca- 
rias; así como la Santidad de nuestro bea- 
tísimo padre para cortar de una vez las con- 
tiendas que de cuando en cuando se suscita- 
ban, se había manifestado pronto y resuelto 
á abolir el uso de dichas pensiones y cédulas 
bancarias con el único sentimiento de que 
fallando el producto de ellas, se hallaría con- 
tra su deseo en la necesidad de sujetar al 
Erario pontificio á nuevas cargas, respecto 
de que el producto de estas cédulas ban- 
carias se empleaba , por la mayor parte en 
los salarios y gratificaciones dé los minis- 
tros que sirven á la Santa Sede en los nego- 
cios pertenecientes al gobierno universal de 
la Iglesia. 
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Así también la Majestad del Rey católico, 
no menos por sü heredada devoción á la 
Santa Sede , que por el afecto particular con 
que mira la sagrada persona de su beatitud, 
se ha allanado á dar por una sola vez un so- 
corro que cuando no en el todo , á lo menos 
en parte alivie el Erario pontificio de los gas- 
tos que está obligado á hacer para la manu- 
tención de los expresados ministros; y así se 
obliga á hacer entregar en Roma 600.000 es- 
cudos romanos que al 3 por i 00 producen 
anualmente i 8. 000 escudos de la misma 
moneda; con lo cual queda abolido el uso de 
imponer en adelante pensiones y exigir cé- 
dulas bancarias, no solo en el caso de la 
colación de los cincuenta y dos beneficios re- 
servados á la Santa Sede, en el de las confir- 
maciones arriba expresadas de algunas elec- 
ciones, en el de recurso á la Santa Sede para 
obtener alguna dispensación concerniente 
á la colación de los beneficios, sino también 
en cualquiera otro caso ; de tal manera que 
queda para siempre extinguido en lo veni- 
dero el uso de la imposición de las pensio- 
nes y de la exacción de las cédulas banca- 
rias , pero sin perjuicio de las ya impuestas 
hasta el tiempo presente. 

Rabia también otro punto de disputa, no 
ya en órden al derecho de la Cámara apos- 
tólica y Nunciatura de España sobre Jos ex- 
polios y fruto? de las iglesias obispales va- 
cantes en los reinos de las Españas, sino so- 
bre el uso , ejercicio y dependencias de di- 
cha derecho; de modo que era necesario lle- 
gar sobre esto á alguna concordia ó compo- 
sición. Para allanar también estas continuas 
diferencias, la Santidad de nuestro beatísimo 
padre, derogando, anulando y dejando sin 
efecto alguno todas las precedentes Constitu- 
ciones apostólicas, y todas las Concordias y 
Convenciones que se han hecho hasta aquí 
entre la reverenda Cámara apostólica, Obis- 
pos, cabildos y diocesanos, y cualquiera otra 
cosa que sea en contrario aplicar desde el 
día de la ratificación de este Concordato to- 
dos los expolios y frutos de las iglesias va- 
cantes , exigidos y no exigidos , á los usos 
píos que prescriben los sagrados cánones: 
prometiendo que no concederá en adelante 
por ningún motivo á persona alguna ecle- 
siástica, aunque sea digna de especial ó es- 
pecialísima mención , la facultad de testar 
de los frutos y expolios de sus iglesias obis- 
pales, aun para usos píos; pero salvas las 
ya concedidas que deberán tener su efecto; 
concediendo á la Majestad del Rey católico y 
á sus sucesores el elegir en adelante los ecó- 
nomos y colectores , pero con tal que sean 
personas eclesiásticas con todas las facul- 


tades oportunas y necesarias para que bajo 
de la Real protección sean fielmente admi- 
nistrados y fielmente empleados por ellos 
los sobredichos efectos en los expresados 
usos. 

Y S. M. en obsequio de la Santa Sede se 
obliga á hacer depositar en Roma por una 
sola vez á disposición de Su Santidad un ca- 
pítal de 233.333 escudos romanos , que im- 
puestos al 3 por 100, produce anualmente 
7.000 escudos de la propia moneda; y ade- 
más de esto acuerda S. M. que se señalen en 
Madrid á disposición de Sn Santidad sobre el 
producto de la Cruzada 5.000 escudos anua- 
les para la manutención y subsistencia de 
los Nuncios apostólicos, y todo esto en con- 
sideración de la compensación del producto 
que pierde el erario pontificio en la referida 
eccision de los expolio^ y frutos de las iglesias 
vacantes, y de la obligación de no conceder 
en adelante facultades de testar. 

Su Santidad en fé de Sumo Pontífice y Su 
Majestad en palabra de Rey católico prome- 
ten recíprocamente por sí mismos y en nom- 
bre de sus sucesores la firmeza inalterable y 
subsistencia perpétua de. todos y cada uno de 
los artículos precedentes, queriendo y de- 
clarando que ni la Santa Sede ni los Reyes 
católicos hayan de pretender respectivamen- 
te mas do lo que se haya comprendido y ex- 
presado en dichos capítulos, y que ise ha- 
ya de tener por irrito y de ningún valor 
ni efecto , cuanto se hiciere en cualquiera 
tiempo contra todos ó alguno de lps mis- 
mos artículos. 

Para la validación y observancia de cuan- 
to se ha convenido/ se firmará este Con- 
cordato en la forma acostumbrada, y ten- 
drá todo su entero efecto y cumplimiento, 
luego que se entregaren los capitales de re- 
compensa que van expresados, y después 
que se hiciere la ratificación. 

_ En fé de lo cual, Nos los infrascritos en 
virtud de las facultades respectivas de Su 
Santidad, y de S. M. Católica, hemos fir- 
mado el presente Concordato y sellado con 
nuestro propio sello.— En el Palacio Apos- 
tólico de Quírinal hoy H de enero de 1763. 

■ — {L. S.) S. Cardenal Valenti. — ( L . S.) 
Manuel Yentura Figueroa. 

Concluido y firmado en Roma el an- 
terior Concordato el dia 11 de enero de 
1753, fue ratificado por el Rey Fer- 
nando VI en 31 de enero del mismo 
año y por Sfi Santidad Benedicto XIV 
en 20 de febrero. 
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Concordato de 1851. 

Leyes de 8 mayo de 1849 y 17 oct. de 1851, 

(Grao. y Jüst.) Doña Isabel II. etc. 

Art. L° Se autoriza al Gobierno para que 
ron acuerdo de la Santa Sede, en todo aque- 
llo que fuere necesario ó conveniente, veri- 
fique el arreglo general riel clero, y procure 
la solución de los cuestiones eclesiásticas 
pendientes, concillando las necesidades de 
la Iglesia y del Estado. 

Sin perjuicio de cuanto sea oportuno para 
conseguir el fin propuesto, y de que el Go- 
bierno obre con la libertad une corresponde 
en las negociaciones con la Santa Sede en el 
arreglo general indicado, tendrá preséntelas 
siguientes bases: 

1. a Establecer una circunscripción de 
diócesis que se acomode , en cuanto sea po- 
sible, á la mayor utilidad y conveniencia de 
la Iglesia y del Estado, procurando la armo- 
nía correspondiente en el número de las 
Iglesias metropolitanas y sufragáneas. 

2. a Organizar con uniformidad, en cuan- 
to sea dable, el clero catedral, colegial y par- 
roquial, prescribiendo los requisitos de ap- 
titud é idoneidad, así como las reglas de re- 
sidencia é incompatibilidad de beneficios. 

3. a Establecer convenientemente la en- 
señanza é instrucción del clero , y la orga- 
nización de seminarios, casas é institutos de 
misiones, de ejercicios y corrección de ecle- 
siásticos, y dotar de un clero ilustrado y ele 
condiciones especiales á las posesiones de 
Ultramar y demás establecimientos que sos- 
tiene la nación fuera de España. 

4. a Regularizar el ejercicio de la juris- 
dicción eclesiástica, robusteciendo la ordi- 
naria de los Arzobispos y Obispos, supri- 
miendo las privilegiadas que no tengan ob- 
jeto, y resolviendo lo que sea conveniente 
sobre las demás particulares exentas. 

5. a Resolver de una manera definitiva lo 
que convenga respecto de los institutos de 
religiosas, procurando que las casas que se 
conserven añadan á la vida contemplativa 
ejercicios de enseñanza ó de caridad. 

Art. 2.° El Gobierno dará cuenta á las 
Cortes del uso que hiciere de esta autoriza- 
ción. 

Por tanto mandamos á todos los Tribuna- 
les, justicias, jefes, gobernadores y demás 
autoridades, así civiles como militares y ecle- 
siásticas, de cualquiera clase y dignidad, que 
guarden y hagan guardar, cumplir y ejecu- 
tar la presente ley en todas sus partes.— 


Dado en Aranjuez á 8 de mayo de 1849.— 
(CL. t. 47, p. 34.) 

(Grao, y Jcst.) Doña Isabel ÍI , etc., sa- 
bed: Que en uso de la facultad concedida á 
mi Gobierno por la ley de 8 de mayo de 1849, 
para proceder de acuerdo con la Santa Sede, 
al arreglo general del clero y á la termina- 
ción de las cuestiones eclesiásticas, vengo en 
mandar se publique y observe como ley del 
Estado el Concordato celebrado con la San- 
ta Sede en 16 de marzo, y ratificado en l.° 
y 23 de abril del corriente año, cuyo literal 
contexto es como sigue : 

CONCORDATO 

celebrado entre Su Santidad el Sumo Pon~ 
ti fice Pió IX y S. M. C. doña habel II, 
Reina de las Espartas. 

«En el nombre de la santísima é individua 
Trinidad. 

Deseando vivamente Su Santidad el Sumo 
Pontífice Pío IX proveer al bien de la reli- 
gión y á la utilidad de la Iglesia de España 
con la solicitud pastoral con que atiende á to- 
dos los fieles católicos, y con especial bene- 
volencia á la ínclita y devota nación españo- 
la; y poseída del mismo deseo S. M. la Reina 
Católica dona Isabel II, por la piedad y sin- 
cera adhesión á la Sede apostólica, hereda- 
das de sus antecesores, han determinado ce- 
lebrar un solemne Concordato, en el cual se 
arreglen todos los negocios eclesiásticos de 
una manera, estable y canónica. 

A este fin Su Santidad el Sumo Pontífice 
ha tenido a bien nombrar por su plenipoten- 
ciario al Excmo. Sr. D. Juan Rrunelli , Ar- 
zobispo de Tesalónica, prelado doméstico 
de Su Santidad , asistente a) Solio pontificio 
y Nuncio apostólico en los reinos de Espa- 
ña, con facultades de legado á latere; y S. M. 
la Reina Católica al Excmo. Sr. D. Manuel 
Bertrán de Lis, caballero gran cruz de la 
Real y distinguida órden española de Car- 
los llí, de la de San Mauricio y San Lázaro 
de Cerdeña, y de la de Francisco I de Ña- 
póles , diputado á Cortes y su Ministro de 
Estado, quienes después de entregadas mu- 
tuamente sus respectivas plenipotencias, y 
reconocida la autenticidad de ellas, han con- 
venido en lo siguiente: 

Art. d.° La religión católica , apostólica, 
romana, que con exclusión de cualquier otro 
culto continúa siendo la única de la nación 
española, se conservará siempre en los do- 
minios de S. M. Católica, con todos los de- 
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rechos y prerogativas"de que debe gozar se- 
gún la ley de Dios y lo dispuesto por los sa- 
grados cánones. 

Art.. 2.° En su consecuencia la instruc- 
ción en las universidades, colegios , semina- 
rios y escuelas públicas ó privadas de cual- 
quiera clase , será en todo conforme á la 
doctrina de la misma religión católica ; y á 
este fin no se pondrá impedimento alguno á 
los Obispos y demás prelados diocesanos en- 
cargados por su ministerio de velar sobre 
la pureza de la doctrina de la fé, y de las 
costumbres , y sobre la educación religiosa 
de la juventud en el ejercicio de este cargo, 
aun en las escuelas públicas. 

Art. 3.° Tampoco se pondrá impedimen- 
to alguno á dichos prelados ni á los demás 
sagrados ministros en el ejercicio de sus 
funciones , ni los molestará nadie bajo nin- 
gún pretesto en cuanto se refiera al cumpli- 
miento de los deberes de su cargo; antes 
bien cuidarán todas las autoridades del Reino 
de guardarles y de que se les guarde el res- 
peto y consideración debidos , según los di- 
vinos preceptos , y de que no se haga cosa 
alguna que pueda causarles desdoro ó me- 
nosprecio. S. M. y su Real Gobierno dispen- 
sarán asimismo su poderoso patrocinio y 
apoyo á los Obispos en los casos que le pi- 
dan , principalmente cuando hayan de opo- 
nerse á la malignidad de los hombres que 
intenten pervertir los ánimos de los fieles y 
corromper sus costumbres, ó cuando hubie- 
re de impedirse la publicación, introducción 
ó circulación de libros malos y nocivos. 

Art. 4.° En todas las demás cosas que 
pertenecen al derecho y ejercicio de la auto- 
ridad eclesiástica y al ministerio de las órde- 
nes sagradas , los Obispos y el clero depen- 
diente de ellos gozarán de la plena libertad 
que establecen los sagrados cánones. 

Art. 5.° En atención á las poderosas ra- 
zones de necesidad y conveniencia que así 
lo persuaden, para ia mayor comodidad y 
utilidad espiritual de los fieles , se hará una 
nueva división y circunscripción de diócesis 
en toda la Península é Islas adyacentes. Y al 
efecto se conservarán las actuales Sillas me- 
tropolitanas de Toledo, Burgos, Granada, 
Santiago, Sevilla, Tarragona, Valencia y Za- 
ragoza, y se elevará á esta clase la sufragá- 
nea de Ya'lladolid, 

Asimismo se conservarán las diócesis su- 
fragáneas de Almería, Astorga, Ávila, Bada- 
joz, Barcelona, Cádiz, Calahorra, Canarias, 
Cartagena, Córdoba, Coria, Cuenca, Gerona, 
Guadix, Huesca, Jaén, Jaca, León, Lérida, 
Lugo, Málaga , Mallorca, Menorca, Mondo- 
ñedo, Orense, Orihuela, Osma , Oviedo, Pa- 


tencia, Pamplona, Plasencia Salamanca, 
Santander, Segorbe, Segovia, Sigüenza, Ta- 
razona, Teruel, Tortosa, Tuy, Urge!, Vich y 
Zamora. 

La diócesis de Albarracin quedará unida a 
la de Teruel: la de Barbastro á la de Huesca: 
la de Ceuta á la de Cádiz: la de Ciudad-Ro- 
drigo á la- de Salamanca : la de Ibiza á la de 
Mallorca: la de Solsona á la de Vich : la de 
Tenerife á la de Canarias; y la de Tudela á la 
de Pamplona. 

Los prelados de las Sillas á que se reúnen 
otra añadirán al título de Obispos de la igle- 
sia que presiden el de aquella que se les une. 

Se erigirán nuevas diócesis sufragáneas en 
Ciudad-Real, Madrid y Vitoria. 

La Silla episcopal de Calahorra y la Calza- 
da se trasladará a Logroño; Ja de Orihuela á 
Alicante , y Ja de Segorbo á Castellón de la 
Plana, cuando en estas ciudades se halle 
todo dispuesto al efecto y se estime opor- 
tuno, oidós los respectivos prelados y ca- 
bildos. - 

En los casos en que para el mejor servicio 
de alguna diócesis sea necesario un Obispo 
auxiliar , se proveerá á esta necesidad en ia 
forma canónica acostumbrada. 

De la misma manera se establecerán vica- 
rios generales en los puntos en que, con 
motivo de la agregación de diócesis preve- 
nida en este artículo , ó -por otra justa causa, 
se creyeren necesarios, oyendo á los respec- 
tivos prelados. 

En Ceuta y Tenerife se establecerán des- 
de luego Obispos auxiliares. 

Art. 6.° La distribución do las diócesis 
referidas, en cuanto á la dependencia de sus 
respectivas metropolitanas, se harán como 
sigue: 

Serán sufragáneas de la iglesia metropoli- 
tana de Burgos las de Calahorra ó Logroño, 
León, Osma, Palencia, Santander y Vitoria. 

De la de Granada, las de Almería, Carta- 
gena ó Murcia, Guadix, Jaén y Málaga. 

De la de Santiago, las de Lugo, Mondoñe- 
do, Orense, Oviedo y Tuy. 

De la de Sevilla^ las de Badajoz, Cádiz, 
Córdoba é Islas Canarias. 

De la de Tarragona, las de Barcelona, Ge- 
rona, Lérida, Tortosa , Urgel y Vich. 

De la de Toledo, las de Ciudad-Real, Co- 
ria, Cuenca, Madrid, Plasencia y Sigüenza. 

De la de Valencia, las de Mallorca , Me- 
norca, Orihuela ó Alicante y Segorbe ó Cas- 
tellón de la Plana. 

De la de Valladolid, las de Astorga, Avila, 
Salamanca, Segovia y Zamora. 

De la de Zaragoza, las de Huesca, Jaca, 
Pamplona, Tarazona y Teruel. 
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Art. 7.° Los nuevos límites y demarca- 
ción particular de las mencionadas diócesis 
se determinarán con la posible brevedad y del 
modo debido ( servalis servandis) por la San- 
ta Sede, á cuyo electo delegará en el Nuncio 
apostólico en estos Reinos las facultades ne- 
cesarias para llevar á cabo la expresada de- 
marcación, entendiéndose para dio (■ collatis 
consiliis ) con el Gobierno de S. M. 

Art. 8.“ Todos Jos RR. Obispos y sus 
iglesias reconocerán Ja dependencia canóni- 
ca de los respectivos metropolitanos, y en su 
virtud cesarán las exenciones de los Obispa- 
dos de I.eon y Oviedo. 

Art. 9.° Siendo por una parte necesario 
y urgente acudir con el oportuno remedio á 
los graves inconvenientes que produce en la 
administración eclesiástica el territorio dise- 
minado de Jas cuatro Ordenes militares de 
Santiago, CaJatrava, Alcántara y Montosa, y 
debiendo por otra parte conservarse cuida- 
dosamente los gloriosos recuerdos de una ins- 
titución que tantos servicios ha hecho á la 
Iglesia y al Estado, y las prerogativas de ios 
Reyes ele España, como grandes maestres de 
las expresadas Órdenes por concesión apos- 
tólica, se designará en la nueva demarcación 
eclesiástica un determinado número de pue- 
blos que formen coto redoudo para que ejer- 
za en él corno hasta aquí el gran maestre la 
jurisdicción eclesiástica, con entero arreglo 
n la expresada concesión y bulas pontilicias. 

El nuevo territorio se titulará Priorato de 
las Órdenes militares , y el prior tendrá el 
carácter episcopal con título de iglesia in 
jmrlibus. 

Los pueblos que actualmente pertenecen 
á dichas Ordenes militares y no se incluyan 
en su nuevo territorio, se incorporarán á las 
á las diócesis respectivas. 

Art. 10. Los M. RR. Arzobispos y Reve- 
rendos Obispos extenderán el ejercicio de su 
autoridad y jurisdicción ordinaria á todo el 
territorio que en la nueva circunscripción 
quede comprendido en sus respectivas dió- 
cesis; y por consiguiente los que hasta ahora 
por cualquier título la ejercían en distritos 
enclavados en otras diócesis, cesarán en ella. 

Art. 1 1 . Cesarán también todas las ju- 
risdicciones privilegiadas y exentas, cuales- 
quiera que sean su clase y denominación, 
inclusa la de San Juan de Jerusalen. Sus ac- 
tuales territorios se reunirán á las respectivas 
diócesis en la nueva demarcación que se 
hará de ellas, según el art. 7.°, salvas las 
exenciones siguientes: 

1 a La de pro-capellan mayor de S. M. 

2. a La castrense. 

3. a La de las cuatro Órdenes militares 


de Santiago, Calatrava, Alcántara y Montesa 
en ios términos prefijados en el art. 9.° (j e 
este Concordato. 

4. a La de los prelados regulares. 

5. a La del Nuncio apostólico pro tempore 
en la iglesia y hospital de italianos de esta 
córte. 

Se conservarán también las facultades es- 
peciales que corresponden á la Comisaría 
general de Cruzada en cosas de su cargo, en 
virtud del Breve de delegación y otras dispo- 
siciones apostólicas. 

Art. 12. Se suprime la Colecturía gene- 
ral de expolios, vacantes y anualidades, que- 
dando por ahora unida á ia Comisaría gene- 
ral de Cruzada la Comisión para administrar 
los efectos vacantes, recaudar Jos atrasos y 
sustanciar y terminar los negocios pendientes. 

Queda asimismo suprimido el Tribunal 
apostólico y Real de la gracia del Excusado. 

Art. 13. El cabildo de las iglesias cate- 
drales se compondrá del deau, que será 
siempre, la primera silla post pontificalem ■ 
de cuatro dignidades, á saber: la de arci- 
preste, la de arcediano, la de chantre y la de 
maestrescuela, y además de la de tesorero 
en las iglesias metropolitanas; de cuatro ca- 
nónigos de oficio , á saber : el magistral , el 
doctoral, el lectora! y el penitenciario , y del 
número de canónigos de gracia que se ex- 
presan en el art. 17. 

Habrá además en la iglesia de Toledo otras 
dos dignidades con los títulos respectivos de 
capellán mayor de Reyes, y capellán mayor 
de Muzárabes ; en la de Sevilla la dignidad 
de capellán mayor de San Fernando, en la 
de Granada la de capellán mayor de los Re- 
yes Católicos , y en la de Oviedo la de abad 
cíe Covadonga. 

Todos los individuos del cabildo teDdráu 
en él igual voz y voto. 

Art. 14. Los prelados podrán convocar 
el cabildo y presidirle cuando lo crean con- 
veniente: del mismo modo podrán presidir 
los ejercicios de oposición á prebendas. 

En estos y en cualesquiera otros actos, 
los prelados tendrán siempre el asiento pre- 
ferente, sin que obste ningún privilegio ni 
costumbre en contrario; y se les tributarán 
todos los homenajes de consideración y res- 
peto que se deben á su sagrado carácter y á 
su cualidad de cabeza de su iglesia y cabildo. 

Cuando presidan tendrán voz y voto en 
todos ios asuntos que no le sean directa- 
mente personales, y su voto además será de- 
cisivo en caso de empate. 

En toda elección ó nombramiento de per- 
sonas que corresponda al cabildo, tendrá el 
prelado tres, cuatro ó cinco votos, según que 
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el número de los capitulares sea de diez y i 
seis, veinte, ó mayor de veinte. En estos ca- 1 
sos, cuando el prelado no asista al cabildo, 
pasará una Comisión de él á recibir sus votos. 1 
Cuando el prelado no presida el cabildo, lo 
presidirá el deán. 

Art. 15. Siendo los cabildos catedrales 
el-Senado y Consejo de ios M. RR. Arzobis- 
pos y RR. Obispos; serán consultados por es- 
tos para oir su dictámen, ó para obtener su 
consentimiento en los términos en que, aten- 
dida la variedad de los negocios y de los ca- 
sos, está prevenido por el derecho canónico, 
y especialmente por el sagrado Concilio de 
Trento. Cesará* por consiguiente, desde lue- 
go, toda inmunidad, exención, privilegio, 
uso ó abuso, que de cualquier modo se haya 
introducido en las diferentes iglesias de Es- 
paña, en favor de los mismos cabildos, con 
perjuicio de la autoridad ordinaria de los 
prelados. 

Art. 1G. Además de los dignidades y ca- 
nónigos que componen exclusivamente él 
cabildo , habrá en las iglesias catedrales be- 
neficiados ó capellanes asistentes, con el 
correspondiente número de otros ministros 
y dependientes. 

Así los dignidades y canónigos, como los 
beneficiados y capellanes , aunque para -el 
mejor servicio de las respectivas catedrales 
se hallen divididos en presbiterales , diaco- 
nales y subdiaconales, deberán ser todos 
presbíteros , según lo dispuesto por Su San- 
tidad, y los que no lo fueren al tomar pose- 
sión de sus beneficios, deberán serlo preci- 
samente dentro del año , bajo las penas ca- 
nónicas. 

Art. 17. El número de capitulares y be- 
neficiados en las iglesias metropolitanas será 
el siguiente: 

Las iglesias de Toledo Sevilla y Zarago- 
za tendrán 28 capitulares y 24 beneficiados 
la de Toledo, 22 la de Sevilla, y 28 la de Za- 
ragoza. 

Las de Tarragona, Valencia y Santiago, 26 
capitulares, y 20 beneficiados, y las de Bur- 
gos, Granada y Yalladoiid 24 capitulares y 
20 beneficiados. 

Las iglesias sufragáneas tendrán respecti- 
vamente el número de capitulares y bene- 
ficiados que se expresa á continuación : 

Las de Barcelona, Cádiz , Córdoba , León, 
Málaga y Oviedo tendrán 20 capitulares y 
16 beneficiados. Las de Badajoz, Calahorra, 
Cartajena, Cuenca, Jaén, Lugo, Falencia, 
Pamplona!, Salamanca y Santander, 18 capi- 
tulares y 14 beneficiados. Las de Almería, 
Astorga, Avila, Canarias, Ciudad-Real, Co- 
ria, Gerona, Guadix, Huesca, Jaca, Lérida, 


m 

Mallorca, Mondoñedo, Orense, Orihuela, Os- 
ma, Plasencia, Segorbe, Segovia, Sígüenza, 
Tarazona, Teruel, Tortosa, Tuy, Urge!, Vich, 
Vitoria- y Zamora 16 capitulares y 12 bene- 
ficiados. 

La de Madrid tendrá 20 capitulares y 20 
beneficiados, y la de Menorca 12 capitulares 
y 10 beneficiados. 

Art. 18. En subrogación de los 52 bene- 
ficios expresados en el Concordato de 1753, 
se reservan á la libre provisión de Su Santi- 
dad la dignidad de chantre en todas las igle- 
sias metropolitanas y en las sufragáneas de 
Astorga, Avila, Badajoz, Barcelona, Cádiz, 
Ciudad-Real, Cuenca, Guadix, Huesca, Jaén, 
Lugo, Málaga, Mondoñedo , Orihuela , Ovie- 
do, Plasencia, Salamanca , Santander, Si- 
güenza, Tuy, Vitoria y Zamora; y en las de- 
más sufragáneas una canongía de las de gra- 
cia, que quedará determinada por la prime- 
ra provisión que haga Su Santidad. Estos 
beneficios se conferirán con arreglo al mis- 
mo Concordato. 

La dignidad de deán se proveerá siempre 
por S. M. en todas las iglesias, y en cual- 
quier tiempo y forma que vaque. Las canon- 
gías de oficio se proveerán, prévia oposición, 
“ por los prelados y cabildos. Las demás dig- 
nidades y canongías se proveerán en rigo- 
rosa alternativa por S. M. y los respectivos 
Arzobispos y Obispos. Los beneficiados ó ca- 
pellanes asistentes, se nombrarán alternati- 
vamente por S. M. y los prelados y cabildos. 

Las prebendas, canongías y beneficios ex- 
presados que resulten vacantes por resigna 
ó por promoción del poseedor á otro benefi- 
cio, no siendo de los reservados á Su Santi- 
dad, serán siempre y en todo caso provistos 
por S. M. 

Asimismo lo serán los que vaquen sede 
vacante, ó los que hayan dejado sin proveer 
Jos prelados á quienes correspondía proveer- 
lo al tiempo de su muerte, traslación ó re- 
nuncia. 

Corresponderá asimismo á S. M. la primera 
provisión de las dignidades, canongías y ca- 
pellanías de las nuevas catedrales y de las 
que se aumenten en la nueva metropolitana 
de Valladolid , á excepción de las reservadas 
á Su Santidad y de las canongías de oficio, 
que se proveerán como de ordinario. 

En todo caso los nombrados para los ex- 
presados beneficios deberán recibir la insti- 
tución y colación canónicas de sus respecti- 
vos Ordinarios. 

Art. 19. En atención á que, tanto por 
efecto de las pasadas vicisitudes , como por 
razón de las disposiciones del presente Con- 
cordato han variado notablemente las eir- 
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cunstaneias del clero español, Su Santidad 
por su parte y S. M. la Reina por la suya 
convienen en que no se conferirá ninguna 
dignidad , canongía ó beneficio de los que 
exigen personal residencia á los que por ra- 
zón de cualquier otro cargo ó comisión estén 
obligados a residir continuamente en otra 
parte. Tampoco se conferirá á los que estén 
en posesión de algún beneficio de la dase in- 
dicada ninguno de aquellos cargos ó comi- 
siones, á no ser que renuncien uno de di- 
chos cargos ó beneficios, ¡os cuales se decla- 
ran por consecuencia de todo punto incom- 
patibles. 

Tin Ja capilla Real, sin embargo, podrá ba- 
bor basta seis prebendados de las iglesias ca- 
tedrales de la Península; pero en ningún caso 
podrán ser nombrados los que ocupan las 
primeras sillas, Jos canónigos de oficio, los 
que tienen cura de almas, ni dos de una mis- 
ma iglesia. 

Respecto de los que en la actualidad y en 
virtud de indultos especiales ó generales se 
hallen en posesión de dos ó mas ele estos be- 
neficios, cargos ó comisiones, se tomarán 
desde Juego las disposiciones necesarias para 
arreglar su situación á lo prevenido en el 
presente artículo, según las necesidades de 
la iglesia y la variedad de los casos. 

Art, 20. En sede vacante, el cabildo de 
la iglesia metropolitana ó sufragánea en el 
término marcado y con arreglo á lo que pre- 
viene el sagrado Concilio de Trento, nom- 
brará un solo vicario capitular, en cuya per- 
sona se refundirá toda la potestad ordinaria 
del cabildo sin reserva ó limitación alguna 
por parte de él, y sin que pueda revocar el 
nombramiento una vez hecho ni hacer otro 
nuevo; quedando por consiguiente entera- 
mente abolido todo privilegio, uso ó costum- 
bre de administrar en cuerpo, de nombrar 
mas de un vicario ó cualquiera otro que bajo 
cualquier concepto sea contrario á los dis- 
puesto por los sagrados cánones. 

Art, 21. Ademáis déla capilla del Real 
palacio, se conservarán: 

1 La de Reyes y la Muzárabe de Toledo 
y las de San Fernando de Sevilla y délos Re- 
yes Católicos de Granada. 

2/’ Las colegiatas sitas en capitales de 
provincia donde no exista Silla episcopal. 

3. “ Las de patronato particular, cuyos pa- 
tronos aseguren el exceso de gasto que oca- 
sionará la colegiata sobre el de iglesia par- 
roquial. 

4. ° Las colegiatas de Covadonga, Ronces- 
valles, San Isidru de León, Sacromonte de 
Granada, San Ildefonso, Alcalá de Henares y 
Jerez de la Frontera. 


5.° Las catedrales de las Sillas episcopa- 
les que se agreguen á otras, en virtud de las 
disposiciones del presente Concordato se 
conservarán como colegiatas. 

Todas las demás colegiatas, cualquiera que 
sea su origen, antigüedad y fundación, que- 
darán reducidas, cuando las circunstancias 
locales no lo impidan, á iglesias parroquiales 
con el número de beneficiados que además 
del párroco se contemplen necesarios, tanto 
para el servicio parroquial , como para el 
decoro del culto. 

La conservación de las capillas y colegia- 
tas expresadas deberá entenderse siempre 
con sujeción al prelado de la diócesis á que 
pertenezcan y con derogación de toda exen- 
ción y jurisdicción vere ó quasi nullius que 
limite en lo mas mínimo Ja nativa del Or- 
dinario. 

Las iglesias colegiatas serán siempre par- 
roquiales, y se distinguirán con el nombre 
de parroquia mayor, si en el pueblo hubie- 
se otra ú otras. 

Art, 22. El cabildo de las colegiatas se 
compondrá de un abad presidente, que ten- 
drá aneja la cura de almas, sin mas autoridad 
ó jurisdicción que la directiva y económica 
de su iglesia y cabildo; de dos canónigos de 
oficio con los títulos de magistral y doctoral, 
y de ocho canónigos de gracia. Habrá además 
seis beneficiados ó capellanes asistentes. 

Art, 23. Las reglas establecidas en los 
artículos anteriores, así para la provisión de 
las prebendas y beneficios ó capellanías de 
las iglesias catedrales, como para el régimen 
de sus cabildos, se observarán puntualmente 
en todas sus partes respecto de las iglesias 
colegiatas. 

Art. 24. A fin de que en todos los pue- 
blos del Reino se atienda con el esmero de- 
bido al culto religioso y á todas las necesida- 
des del pasto espiritual, los muy RR. Arzo- 
bispos y RR. Obispos procederán desde lue- 
go á formar un nuevo arreglo y demarcación 
parroquial de sus respectivas diócesis, tenien- 
do en cuenta la extensión y naturaleza del 
territorio y de la población y las demás cir- 
cunstancias locales, oyendo á los cabildos 
catedrales, á los respectivos arciprestes y á 
los fiscales de los Tribunales eclesiásticos , y 
tomando por su parte todas las disposiciones 
necesarias, á íiu do que pueda darse por con- 
cluido y ponerse en ejecución el precitado 
arreglo, previo el acuerdo del Gobierno de 
S. M. en el menor término posible. 

Art. 25. Ningún cabildo ni corporación 
eclesiástica podrá tener aneja la cura de al- 
mas, y los curatos y vicarías perpétuas que 
antes estaban unidas pleno jure á aiguua 
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corporación, quedarán en todo sujetas al de- ¡ 
recbo común. Los coadjutores y dependien- 
tes de las parroquias y todos los eclesiásticos 
destinados al servicio de ermitas, santuarios, 
oratorios, capillas publicas ó iglesias no par- 
roquiales dependerán del cura w’opiode su 
respectivo territorio, v estarán subordinados 
á él en todo lo tocante al culto y funciones ¡ 
religiosas. 

ArL 26. Toáoslos curatos, sin diferencia 
de pueblos, de clases, ni del tiempo en que 
vaquen, se proveerán en concurso abierto 
con arreglo a lo dispuesto por el Santo Con- 
cilio de Trento, formando los Ordinarios ter- 
nas de los opositores aprobados y dirigiéndo- 
las á S. M. para que nombre entre los pro- 
puestos. Cesará por consiguiente el privile- 
gio de patrimoniaiidad y la exclusiva ó prefe- 
rencia que en algunas partes témanlos pa- 
trimoniales para la obtención de curatos y 
otros beneficios. 

Los curatos de patronato eclesiástico se 
proveerán nombrando el patrono entre ■ los 
de la lerna que del modo ya dicho formen los ¡ 
prelados, y los de patronato laical nombran- 1 
do el patrono entre aquellos que acrediten 
haber sido aprobados en concurso abierto en 
la diócesi respectiva, señalándose á los que 
no se hallen en este caso el término de cua- 
tro meses para que hagan constar haber sido 
aprobados sus ejercicios hechos en la forma i 
indicada, salvo siempre el derecho del Ordi- 
nario de examinar al presentado por el patro- 
no si lo estima conveniente. 

Los coadjutores de las parroquias serán 
nombrados por los Ordinarios, prévio examen 
sinodal. 

Art. 27. Se dictarán las 1 medidas conve- 
nientes para conseguir, en cuanto sea posi- 
ble, que por el nuevo arreglo eclesiástico no 
queden lastimados los derechos de ios actuales 
poseedores de cualesquiera prebendas, be- 
neficios ó cargos que hubieren de suprimirse 
á consecuencia de lo que en él se determina. 

Art. 28. El Gobierno de S. M. C. sin per- 
juicio de establecer oportunamente, prévio 
acuerdo con la Santa Sede, y tan pronto co- 
mo las circunstancias lo permitan , semina- 
rios generales en que se dé la extensión con- 
veniente á los estudios eclesiásticos, adopta- 
rá por su parte las disposiciones oportunas 
para que se creen sin demora seminarios 
conciliares en las diócesis donde no se hallen 
establecidos, á fin de que en lo sucesivo no 
haya en los dominios españoles iglesia algu- 
na que no tenga al menos un seminario su- 
ficiente para la instrucción del clero. 

Serán admitidos en los seminarios y edu- 
cados é instruidos del modo que establece el 
Tomo III. 
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sagrado Concilio de Trento, los jóvenes que 
los Arzobispos y Obispos juzguen convenien- 
te recibir, según la necesidad ó utilidad de las 
diócesis; y en todo lo que pertenece al. arre- 
glo de los seminarios, á la enseñanza y á la 
administración de sus bienes, se observarán 
los decretos del mismo Concilio de Trento. 

Si de resultas de la nueva circunscripción 
de diócesis: quedasen en algunas dos semina- 
rios, uno en. la capital actual del Obispado, y 
otro en la que se le ha de unir, se conserva- 
rán ambos, mientras el Gobierno y los Pre- 
lados de común acuerdo los consideren 
útiles. 

Art. 29. ' A fin de que en toda la Penín- 
sula haya el número suficiente de ministros 
y operarios evangélicos de quienes puedan 
valerse los Prelados para hacer misiones en 
los pueblos de su diócesi, auxiliar á los 
párrocos, asistir á los enfermos y para otras 
obras de caridad y utilidad pública, el Go- 
bierno de S. SV1., que se propone mejorar 
oportunamente ios Colegios de misiones para 
Ultramar, tomará desde luego las disposicio- 
nes convenientes para que se establezcan 
donde sea necesario, oyendo préviamente á 
los Prelados diocesanos, casas y congrega- 
ciones religiosas de San Vicente Paúl, San 
Felipe Neri y otraórden de las aprobadas por 
la Santa Sede, las cuales servirán al propio 
tiempo de lugares de retiro páralos eclesiás- 
ticos, para hacer ejercicios espirituales y pa- 
ra otros usos piadosos. 

Art. '30. Para que haya también casas 
religiosas de mujeres, en las cuales puedan 
seguir su vocación las que sean llamadas á la 
vida contemplativa y á la activa de Ja asis- 
tencia de los enfermos, enseñanza de niñas 
y otras obras y ocupaciones tan piadosas co- 
mo útiles á los pueblos, se conservará el ins- 
tituto de las hijas de la Caridad, bajo la di- 
rección de los clérigos de San Vicente Paul, 
procurando el Gobierno su fomento. 

También ..se conservarán las casas de reli- 
giosas que á la. vida contemplativa reúnen la 
educación y enseñanza de niñas ú otras obras 
de caridad. 

Respecto á las demás órdenes , los prela- 
dos ordinarios, atendidas todas las circuns- 
tancias de sus respectivas diócesis, propon- 
drán las casas de religiosas en que convenga 
la admisión y profesión de novicias y los ejer- 
cicios de enseñanza ó ríe caridad que sea 
conveniente establecer en ellas. 

No se procederá á la profesión de ninguna 
religiosa sin que se asegure aDtes su subsis- 
tencia en debida forma. 

Art. 31 . Ga dotación del M. R. Arzobis- 
po de Toledo será de 160,000 rs. anuales. 

18 
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La de Jos de Sevilla y Valencia de 150,000. 


La de los de Granada y Santiago de 1 40,000. 

Y la de los de Burgos , Tarragona, Valla- 
dolíd y Zaragoza de 1 30,000. 

La dotación de los RR, Obispos de Barce- 
lona y Madrid será de 110,000 rs. 

La de los de Cádiz, Cartagena, Córdoba y 
Málaga de 100,000. 

La de Jos de Almería, Avila, Badajoz, Ca- 
narias, Cuenca, Gerona, Huesca, Jaén, León, 
Lérida, Lugo, Mallorca, Orense, Oviedo, Fa- 
lencia , Pamplona, Salamanca, Santander, 
Segovia, Teruel y Zamora de 90,000 rs. 

Las de ios de Astorga, Calahorra, Ciudad- 
Real, Coria, Guadix, Jaca, Menorca, Mondo- 
ñedo, Oribuela, üsma, Plasencia, Segorbe, 
Sigiienza, Tarazona, Tortosa, Tuy, Urge), 
Yich y Vitoria de 80,000 rs. 

La del Patriarca de las Indias, no siendo 
Arzobispo ú Obispo propio, de 150,000 de- 
duciéndose en su caso de esta cantidad cual- 
quiera otra que por via de pensión eclesiás- 
tica ó en otro concepto percibiese del Estado. 

Los prelados que sean Cardenales disfru- 
tarán de 20,000 rs. sobre su dotación. 

Los Obispos auxiliares de Ceuta y Tene- 
rife y el Prior de Jas órdenes tendrán 40,000 
reales anuales. 

Estas dotaciones no sufrirán descuento 
alguno ni por razón del coste de las Bulas 
que sufragará el Gobierno, ni por los demás 
gastos que por estas puedan ocurrir en 
España. 

Además los Arzobispos y Obispos, conser- 
varán sus palacios y los jardines, huertas ó 
casas que en cualquiera parte de la diócesis 
hayan estado destinadas para su uso y recreo 
y no hubiesen sido enajenadas. 

Queda derogada la actual legislación rela- 
tiva á expolíos de los Arzobispos y Obispos, 
y en su consecuencia podrán disponer libre- 
mente, segun les dicte su conciencia, de lo 
que dejaren ai tiempo de su fallecimiento, 
sucediéndoles abintestato los herederos legí- 
timos con la misma obligación de concien- 
cia : exceptúanse en uno y otro caso los or- 
namentos y pontificales que se considerarán 
como propiedad de la mitra y pasarán á sus 
sucesores en ella. 

Al t, 32. La primera silla de la iglesia ca- 
tedral de Toledo tendrá de dotación 24,000 
reales: las de las demás iglesias metropoli- 
tanas 20,000: las de las iglesias sufragáneas 
18,000: y las de Jas colegiatas 15,000, 

Los dignidades y canónigos cíe oficio de 
las iglesias metropolitanas tendrán 16,000 
reales: los de Jas sufragáneas 14,000; y los 
canónigos de oficio de las colegiatas 8,000. 

Los demás canónigos tendrán 14,000 rea- 


les en las iglesias metropolitanas; 12,000 en 
las sufragáneas; y 0,600 en las colegiatas. 

Los beneficiados ó capellanes asistentes de 
las iglesias metropolitanas tendrán 8,000 rea- 
les: 6,000 los de las sufragáneas; y 3,000 los 
de las colegiatas. 

Art.. 33. Ira dotación de los curas en las 
parroquias urbanas será de 3,000 á 10,000 
reales; en las parroquias rurales el mínimum 
de la dotación será de 2,200. 

Los coadjutores y ecónomos tendrán de 

2.000 á 4,000 rs. 

Además, los curas propios, y en su caso 
los coadjutores, disfrutarán las casas destina- 
das á su habitación y los huertos ó hereda- 
des que no se hayan enajenado, y que son 
conocidos con la denominación de iglesa- 
rios, mansos ú otras. 

También disfrutarán los curas propios y 
sus coadjutores la parte que les corresponda 
en los derechos de estola y pié de altar. 

Art. 34. Para sufragar los gastos del cui- 
to tendrán las iglesias metropolitanas anual- 
mente de 90 á 140,000 rs.; las sufragáneas 
¡ de 70 á 90,000; y las colegiatas de 20 á 
30,000. 

Para ios gastos de administración y ex- 
traordinarios de visitas tendrán de 20 á 

30.000 rs. los metropolitanos, y de 16 á 

20.000 los sufragáneos. 

Para los gastos del culto parroquial se asig- 
nará á las iglesias respectivas una cantidad 
anual que no bajará de f .000 rs., además de 
Jos emolumentos eventuales y de los dere- 
chos que por ciertas funciones estén fijados 
ó se fijaren para este objeto en los aranceles 
de las respectivas diócesis, 

Art. 35. Los seminarios conciliares ten- 
drán de 90 a 120.000 rs. anuales, segun sus 
. circunstancias y necesidades. 

El Gobierno de S. M. proveerá por los 
medios mas conducentes á la subsistencia de 
las casas y congregaciones religiosas de que 
habla el art. 29. 

En cuanto al mantenimiento de las comu- 
nidades. religiosas se observará lo dispuesto 
L en e-1 art. 30. 

Se devolverán desde luego y sin demora 
alas mismas, y en su representación á los 
prelados diocesanos en cuyo territorio se 
bailen los conventos ó se bailaban antes de 
¡as últimas vicisitudes, los bienes de su per- 
tenencia que están en poder del Gobierno y 
que no han sido enajenados. Pero teniendo 
Su Santidad en consideración el estado ac- 
tual de estos bienes y otras particulares cir- 
cunstancias, á fin de que con su producto pue- 
da atenderse con mas igualdad á los gastos del 
culto y otros generales, dispone queios prela- 
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dos, en nombre de las comunidades religio- 
sas, propietarias, precedan inmediatamente y 
simdemoraá-la'VétíÉafle los expresados bie- 
nes por medio -de eiíbaStas públicas 'hechas en 
laíorma amónica y con intervención de per- 
sona nombrada 'por di Gobierno de S. M. El 
producto-dé-estas ventas se convertirá en ins- 
cripciones óntr-asferibles de la Deuda del Es- 
tado del 3 por tOÜ , 'Cuyo capital é intereses 
se distribuirán entre todos los referidos con- 
ventos en proporción de sus necesidades y 
circunstancias para atender á los gastos in- 
dicados y al -pago de las pensioces-de lasTeli- 
giosas que 'tengan derecho á percibirlas, sin 
perjuicio de que el Gobierno supia como 'bas- 
ta aquí lo que 'fuere necesario para el com- 
pleto pago de dichas pensiones hasta el falle- 
cimiento de las pensionadas. 

Art. 36. Las dotaciones asignadas en los 
artículos anteriores para los gastos del culto 
y dehelero, se entenderán sm perjuicio del 
aumento que se pueda ¡hacer en ellas cuando 
las circunstancias lo permitan. Sin embargo, 
cuando por razones especiales no alcance-en 
algún caso particular alguna de Jas asigna- 
ciones expresadas en el art. 34, el Gobierno 
de S. M. proveerá lo conveniente al efecto; 
del mismo modo proveerá á ios gastos de Jas 
reparaciones de los templos y demás edificios 
consagrados al ■ culto. 

Art. 37. El importe ¡de la renta que se 
devengue ¡en la vacante de las Sillas episco- 
pales, deducidos los emolumentos del ecóno- 
mo que se diputará por el cabildo en el acto 
de elegir al vicario capitular, y los gastos 
para los reparos precisosdel palacio episcopal, 
se aplicara por agúales partes en beneficio 
del seminario conciliar y del nuevo prelado. 

Asimismo de las rentas que se devenguen 
en las vacantes de dignidades, eanongías, 
parroqiüasydjenefieio dedada diócesi, dedu- 
cidas las respectivas cargas, se formará un 
cúmulo ó fondo de reserva a disposición del 
Ordinario para atender á los gastos extraor- 
dinarios é imprevistos de las iglesias y del 
clero, como también á las necesidades graves 
y urgentes de la diócesi. Al propio electo 
ingresará igualmente en el mencionado fon- 
do de reserva la cantidad correspondiente 
á la duodécima "parte de su dotación anual 
que satisfarán por una vez dentro del primer 
año los nuevamente nombrados para preben- 
das, curatos y otros beneficios; debiendo 
por tanto cesar todo otro descuento que por 
cualquier '.concepto, uso,disposicion ó privi- 
legio se* Púnese anteriormente. 

Art. ,38. Los fondos con que ha de aten- 
derse a la dotación del culto v del clero 
serán: c- 
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*1'.°' • El producto de los bieties devueltos 
al clero por la ley de 3 de abrihde 1845. 

2;° El producto de las' limosnas de la 
SanrtáCruzada. ^ 5 

3. ° 'Los productos de las encomiendas y 

maestrazgos de las cuatro OrdenesmrBtares 
vacantes y que vacaren. ' ; ■ 1 

4. ° L T na imposición sobre las propiedades 
rusticas y «rbanas y riqueza pecuaria en la 
cuota que sea necesario para completar la 
dotación, tomando en cuenta los productos 
expresados eD'los párrafos l.°, 2.° y 3.", y 
demás rentas que en lo sucesivo de ácueido 
con la Santa Sede se asignen á este objeto. 

Eí clero recaudará esta imposición perci- 
biéndola en frutos, en especie ó en dinero, 
prévio concierto que podrá celebrar con las 
provincias, con los pueblos, con las parro- 
quias ó con los particulares; y en los casos 
necesarios será auxiliado por las autorida- 
des públicas en la cobranza de esta imposi- 
ción, aplicando al electo los medios estable- 
cidos para el cobro de las contribuciones. 

Además se devolverán á la Iglesia desde 
luego, y sin demora, todos Jos bienes ecle- 
siásticos no comprendidos en la expresada 
ley de 1845, y que todavía no hayan sido 
enajenados, inclusos los que restan de las 
comunidades religiosas de varones. Pero 
atendidas las circunstancias actuales de unos 
y otros bienes, y la evidente utilidad que ha 
de resultar á la Iglesia, el Santo Padre dis- 
pone que su capital se convierta inmediata- 
mente y sm demora en inscripciones intrans- 
íeribles de la Deuda del Estado del 3 por 100, 
observándose exactamente la forma y reglas 
establecidas en el art. 35 con referencia á la 
venta de los bienes de las religiosas. 

Todos estos bienes serán imputados por 
su justo valor, rebajadas cualesquiera cargas 
para los efectos de las disposiciones conte- 
nidas en este artículo. 

Art. 39. El Gobierno de S. M., salvo el 
derecho .propio de los prelados 'diocesanos, 
dictará las disposiciones necesarias para ¡que 
aquellos entre quienes -se hayan ¡distribuido 
los bienes de las capellanías y fundaciones 
piadosas, aseguren los medios de cumplirlas 
cargas á que dichos bienes estuvieren afectos. 

Iguales disposiciones adoptará para que se 
cumplan del mismo modo las cargas piado- 
sas que pesaren sohre los bienes eclesiásti- 
ticos que han sido enajenados con este gra- 
vamen * 

El Gobierno responderá siempre y exclu- 
sivamente de ¡las impuestas sobre los bienes 
que se hubieren vendido por el Estado li- 
bres de esta obligación. 

Art. 40. Se declara que todos los ex- 
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presados bienes y rentas pertenecen en pro- 
piedad á la Iglesia, y que en su nombre se 
disfrutarán y administrarán por el clero. 

Los fondos de Cruzada se administrarán 
en cada diócesi por los prelados diocesanos, 
como revestidos al electo de las facultades 
de la Lula para aplicarlos según está preve- 
nido en Ja última próroga de la relativa con- 
cesión apostólica, salvas las obligaciones que 
posan sobre este ramo por convenios cele- 
brados con la Santa Sede. El modo y forma 
en que deberá verificarse dicha administra- 
ción, se lijará de acuerdo entre el Santo Pa- 
dre y S. M. Católica. 

Igualmente administrarán los prelados dio- 
cesanos los fondos deJ indulto cuadragesi- 
mal, aplicándolos á establecimientos de be- 
neficencia y actos de caridad en las diócesis 
respectivas, con arreglo á las concesiones 
apostólicas. 

Las demás facultades apostólicas relativas 
á este ramo, y las atribuciones a ellas con- 
siguientes, se ejercerán por el Arzobispo de 
Toledo en la exLension y forma que se de- 
terminará por la Santa Sede. 

Art. 41. Además la Iglesia tendrá el de- 
recho de adquirir por cualquier título legí- 
timo , y su propiedad en todo lo que posee 
ahora ó adquiriere en adelante, será solem- 
nemente respetada. Por consiguiente , en 
cuanto á Jas antiguas y nuevas fundaciones 
eclesiásticas, no podrá hacerse ninguna su- 
presión ó unión sin la intervención de la au- 
toridad de la Santa Sede, salvas las faculta- 
des que competen á los Obispos según el 
saulo Concilio de Trente. 

Art. 42. En este supuesto , atendida la 
utilidad que ha de resultar á la religión de 
este convenio, el Santo Padre, á instancia de 
S. M. Católica, y para proveer á la tranqui- 
lidad pública, decreta y declara que los que 
durante las pasadas circunstancias hubiesen 
comprado en los dominios de España bienes 
eclesiásticos, al tenor de las disposiciones 
civiles á la sazón vigentes, y estén en pose- 
sión de ellos, y los que hayan sucedido ó su- 
cedan en sus derechos á dichos comprado- 
res, no serán molestados en ningún tiempo 
ni manera por Su Santidad ni por los Sumos 
Pon til ices sus sucesores, antes bien, así ellos 
como su causa-habientes, disfrutarán segura 
y pacíficamente la propiedad de dichos bie- 
nes y sus emolumentos y productos. 

Art. 43. Todo lo demás perteneciente á 
personas ó cosas eclesiásticas , sobro lo que 
no se provee en Jos articules anteriores, será 
dirigido y administrado según la disciplina 
de la Iglesia canónicamente vigente. 

Art. 44. El Santo Padre y S. M. Católica 


deciaran quedar salvas é ilesas las Reales 
prerogalivas de la Corona de España, en 
conformidad á los convenios anteriormente 
celebrados entre ambas potestades. Y por 
tanto, ios referidos convenios, y en espe- 
cialidad el que se celebró entre el Sumo Pon- 
tífice benedicto XIV y el Rey Católico Fer- 
nando YJ, en ei año 1753, se declaran con- 
tinuados, y seguirán en su pleno vigor en 
todo lo que no se altere ó modiüque por el 
presente. 

Art. 4b. En virtud de este Concordato se 
tendrán por revocadas, en cuanto á el se 
oponen, las leyes, órdenes, y decretos pu- 
blicados basta ahora, de cualquier modo y 
forma en ios dominios de España, y el mis- 
mo Concordato regirá para siempre en lo su- 
cesivo como ley del Estado en los propios 
dominios. Y por tanto una y otra de las par- 
tes contratantes prometen por si y sus suce- 
sores la íiel observancia de todos y cada uno 
de los artículos de que consta. Si en lo su- 
cesivo ocurriese alguna dificultad, el Santo 
Padre y S. M. Católica se pondrán de acuer- 
do para resolverla amigablemente. 

Art. 40 y ultimo. El canje de las ratifi- 
caciones del presente Concordato se verifi- 
cara en el término de dos meses, ó antes si 
fuere posible. 

En í'é de lo cual, Nos los infrascritos ple- 
nipotenciarios liemos firmado el presente 
Concordato, y selladolo con nuestro propio 
sello en Madrid á 10 de marzo de 1851. — 
(Firm.j Joannes Brunclli , Archiepiscopus 
Thesalonicensis. — Loco sigilli. — (Firmado.) 
— Manuel Bertrán de Lis. — Lugar del sello. 

Por tanto mandamos etc. — Dado en Pala- 
cio á 17 de octubre de 1851. ( CL . t. 54, pá- 
gina 258.) 

Convenio de 1860 . 

Ley de 4 de noviembre de 1859 autorizando 
al Gobierno para concluir un convenio con 
la Santa Sede. 

(Grao, y Just.) Doña Isabel II, etc. 
Artículo único. Se autoriza al Gobierno 
para concluir y ratificar un Convenio con la 
Santa Sede, con el objeto principalmente de 
conmutar los bienes eclesiásticos , de cual- 
quiera clase que seau en inscripciones intras- 
íeribles de la Deuda consolidada del 3 por. 
-100, y para representar por inscripciones de 
la misma especie el resto de la dotación del 
culto y clero, si así conviniese á las diócesis 
respectivas, conservando á la Iglesia el de- 
recho de adquirir consignado en el art, 41 
del Concordato, y sin que se impute en su 
dotación el importe de las rentas que pudie- 
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Palacio á 4 de noviembre de 1859. (CL, to- 
mo 82, pág. 149.) : . . 

L'^y de 4 de. abril de 1860, mandando publi- 
car el Concordato. 


(Grac. y Jutst.) Doña Isabel Ií por la gra- 
cia-de Dios y la Constitución de la Monarquía 
española, Reina de las Españas, á todos los 
que las presentes vieren y entendieren, sa- 
bed: que en uso déla autorización concedida 
á mi Gobierno por la ley de 4 de noviembre 
de 1859 para concluir y ratificar con la San- 
ta Sede un Convenio, cuyo objeto principal 
fuese conmutar los bienes eclesiásticos, de 
cualquier clase que fueran, por inscripcio- 
nes intrasferibles de la Deuda consolidada 
del 3 por 100, y representar por inscripcio- 
nes de la misma especie el resto de la dota- 
ción del culto y del clero, conservando á la 
iglesia el derecho de adquirir consignado en 
el último Concordato. 

Vengo en mandar se publique y observe 
como ley del Estado el Convenio celebrado 
con la Santa Sede en 25 de agosto y ratifica- 
do en 1 y 24 de noviembre del año anterior 
cuyo literal contesto es como sigue: 

En nombre de la santísima é individua 
Trinidad. 

El Sumo Pontífice Pió IX y S. M. Católica 
Doña Isabel II, Reina de España, queriendo 
proveer de común acuerdo el arreglo defini- 
tivo de la dotación del culto y clero en los 
dominios de S. M. en cosonancia con el so- 
lemne Concordato de i 6 de marzo de 185!, 
han nombrado respectivamente por sus ple- 
nipotenciarios: 

Su Santidad al Emmo. y Reverendísimo 
Sr. Cardenal Santiago Antonelli, su secreta- 
rio de Estado; 

Y S. M. al Excmo. Sr. D. Antonio de los 
Ríos y Rosas, su embajador extraordinario 
cerca de la Santa Sede, ios cuales, canjeados 
sus plenos poderes han convenido en lo si- 
guiente: 

Artículo l.° El Gobierno de S. M. Cató- 
lica, habida consideración á las lamentables 


vicisitudes por que han pasado los bienes ecle- 
siásticos en diversas épocas, y deseando ase- 
gurar á la Iglesia perpétuamente la pacífica 
posesión de sns bienes y derechos, y preve- 
nir todo motivo de que sea violado el solem- 
ne Concordato celebrado en 16 de marzo de 
1851, promete á la Santa Sede que en ade- 
lante no se hará ninguna venta, conmuta- 
ción ni otra especie de enajenación de los di- 
chos bienes sin la necesaria autorización de 
la misma Santa Sede. 

Art. 2.° Queriendo llevar definitivamen- 
te a electo dé un modo seguro, estable é in- 


dependiente el plan de dotación del culto y 
clero prescrito en el mismo Concordato, la 
■ Santa Sede y el Gobierno de S, M. Católica 
convienen en los puntos siguientes, 

Art. 3.° Primeramente el Gobierno de 
S. M. reconoce de nuevo formalmente el' li- 
bre y pl en o derecho de la Iglesia para adqui- 
rir, retener y usufructuar en propiedad y sin 
limitación ni reserva toda especie de bienes 
y valores, quedando en consecuencia dero- 
gada por este Convenio cualquiera disposi- 
ción que le sea contraria y señaladamente y 
en cuanto se le oponga, Ja ley de l.° de ma- 
yo de 1 855. 

Los bienes que en virtud de este derecho 
adquiera y posea en adelante la Iglesia no se 
computarán en la dotación que le está asigna- 
da por el Concordato. 

Art. 4.° En virtud del mismo derecho, 
el Gobierno de S. M. reconoce á Ja Iglesia 
como propietaria absoluta de todos y cada 
uno de los bienes que le fueron devueltos 
por el Concordato. Pero habida considera- 
ción al estado de deterioro de la mayor par- 
te de los que aun no han sido enajenados, á 
. su difícil administración y á los varios, con- 
tradictorios é inexactos cómputos de su va- 
lor en renta, circunstancias todas que han 
hecho hasta ahora la dotación del clero in- 
cierta y aun incóngrua, el Gobierno de S. M. 
ha propuesto á la Santa Sede una permuta- 
ción, dándose á los Obispos la facultad de 
determinar, de acuerdo con sus cabildos, el 
precio de los bienes de la Iglesia situados en 
sus respectivas diócesis, y ofreciendo aquel, 
en cambio de todos ellos y mediante su ce- 
sión hecha al Estado tantas inscripciones in- 
trasfenbles del papel del 3 por 100 de la 
Deuda pública consolidada de España , cuan- 
tas sean necesarias para cubrir el total valor 
de dichos bienes. 

Art. 5.° La Santa Sede, deseosa de que 
se lleve inmediatamente á efecto una dota- 
ción cierta, segura é independiente para el 
culto y para el clero, oídos los Obispos de 
España y reconociendo en el caso actual , y 
en el conjunto de todas las circunstancias, la 
mayor utilidad de Ja Iglesia, no ha encontra- 
do dificultad en que dicha permutación se 
realice en la forma siguiente : 

Art. 6.° Serán eximidos de la permuta- 
ción y quedarán en propiedad á la iglesia en 
cada diócesis todos los bienes enumerados 
en los arts. 31 y 33 del Concordato de 1851, 
á saber: los huertos , jardines , palacios y 
otros edificios que en cualquier lugar de la 
diócesis estén destinados al uso y esparci- 
miento de los Obispos. También se le reser- 
' varán las casas destinadas á la habitación de 
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Jos párrocos, con sus huertos y campos ane- 
jos, conocidos bajo (as denominaciones de 
Igtesarios, Mansos y otras. Además retendrá 
la iglesia en propiedad los edificios de ios se- 
minarios conciliares con sus anejos, y las bi- 
bliotecas y casas de corrección ó cárceles 
eclesiásticas, y on general todos los edificios 
que sirven en el dia para el culto, y los que 
se hallan destinados al uso y habitación del 
clero regular de ambos sexos, así como los 
que en adelante se destinen á tales objetos. 

Ninguno de los bienes enumerados en este 
artículo podrá imputarse en la dotación pres- 
crita para el culto y clero en el Concordato. 

En fin, siendo la utilidad de la Iglesia el 
motivo que induce á la Santa Sede á admitir 
Ja expresada permutación de valores , si en 
alguna diócesis estimare el Obispo que por 
particulares circunstancias conviene á la 
Iglesia retener alguna fleca, sita en ella, 
aquella finca podrá eximirse de la permu- 
tación, imputándose el importe de su renta 
en la dotación del clero. 

Art. 7.° Hecha por los Obispos la esti- 
mación de los bienes sujetos á Ja permuta- 
ción, se entregarán inmediatamente á aque- 
llos títulos ó iuscripciones intrasferibles, así 
por el completo valor de los mismos bienes, 
como por el valor venal de los que han sido 
enajenados después del Concordato. Verifi- 
cada la entrega, los Obispos, competente- 
mente autorizados por la Sede Apostólica, 
liarán al Estado formal cesión de todos los 
bienes que con arreglo á este convenio están 
sujetos á la permutación. 

Las inscripciones se imputarán al clero 
como parte integrante de su dotación , y los 
respectivos diocesanos aplicarán sus réditos 
á cubrirla en el modo prescrito en el Con- 
cordato. 

Art. 8.° Atendida la perentoriedad de 
las necesidades del clero, el Gobierno de 
S. M. se obliga á pagar mensualmente la 
renta consolidada correspondiente á cada 
diócesis. 

Art. 9.° En el caso de que por disposi- 
ción de la autoridad temporal, la renta del 3 
por 100 de la Deuda púnlica del Estado lle- 
gue á sufrir cualquiera disminución ó reduc- 
ción, el Gobierno de S. M. se obliga desde 
ahora á dar á la Iglesia tantas inscripciones 
intrasferibles de la renta que sustituya á la 
del 3 por 100, cuantas sean necesarias para 
cubrir íntegramente el importe anual de la 
que va á emitirse en favor de la Iglesia; de 
modo que esta renta no se ba de disminuir 
ni reducir en ninguna eventualidad ni en 
ningún tiempo. 

Art. 10. Los bienes pertenecientes á ca- 


pellanías colativas y á otras semejantes fun- 
daciones piadosas familiares, que á causa de 
su peculiar índole y destino y d-' los diferen- 
tes derechos que en ellos radican no pueden 
comprenderse en la permutación y cesión de 
que aquí se trata, serán objeto de un con- 
venio particular celebrado entre la Santa 
Sede y S. M. Católica. 

Art. 11. El Gobierno de S. M. , confirman- 
do lo estipulado en el art. 39 del Concordato, 
se obliga de nuevo á satisfacer á la Iglesia, en 
la forma que de común acuerdo se conven- 
ga, por razón de las cargas impuestas , ya 
sobre los bienes vendidos como libres por el 
Estado, ya sobre los que ahora se le ceden, 
una cantidad alzada que guarde la posible 
proporción con las mismas cargas. También 
se compromete á cumplir por su parte en 
términos hábiles las obligaciones que con- 
trajo el Estado por los párrafos- 1.° y 2.° de 
dicho artículo. 

Se instituirá una Comisión mista con el ca- 
rácter de consultiva que en el término de 
un año reconozca las cargas que pesan sobre 
los bienes mencionados en el párrafo l.° de 
este artículo y proponga la cantidad alzada 
que en razón de ellas ha de satisfacer el Es- 
tado. 

Art. 12. Los Obispos, en conformidad de 
lo dispuesto en el art. 35 del Concordato, 
distribuirán entre los conventos de monjas 
existentes en sus respectivas diócesis las ins- 
cripciones intrasferibles correspondientes, 
va á los bienes de su propiedad que ahora se 
ceden al Estado, ya á los de la misma proce- 
dencia que se hubieren vendido en virtud 
de dicho Concordato, ó de la ley de L° de 
mayo de Í855, La renta de estas inscripcio- 
nes se imputará á dichos conventos como 
parte de su dotación. 

Art. 13. Queda en su fuerza y vigor lo 
dispuesto en el Concordato acerca del su- 
plemento que ha de dar el Estado para el 
pago de las pensiones de los religiosos de 
ambos sexos, como también cuanto se pres- 
cribe en los arts. 35 y 36 del mismo acerca 
del mantenimiento de las casas y congrega- 
ciones religiosas que se establezcan en la 
Península, y acerca de la reparación de los 
templos y otros edificios destinados al culto. 
El Estado se obliga además á construir á sus 
expensas las iglesias que se consideren ne- 
cesarias, á conceder pensiones á los pocos 
religiosos existentes legos exclaustrados, y 
á proveer á la dotación de las monjas de ofi- 
cio , capellanes , sacristanes y culto de las 
iglesias de religiosas en cada diócesis. 

Art. Í4. La renta de lo Santa Cruzada, 
que hace parte de la actual dotación, se des- 



CQiV T GOBDMmi 086Ok > ; 279* 


tifiará exclusivamente en adelante á los gas- 
tas del culto, 'salivas,' las obligaciones que pe- 
san sobre aquella por Convenios celebrados 
con la Santa Sedet . 

El importe anual de la misma renta se 
computará por el año común del último quin- 
quenio en una cantidad fija , que se deter- 
minará de acuerdo entre la Iglesia y el Es- 
tado. 

El Estado suplirá como hasta aquí la can- 
tidad qüe falte para cubrir la asignación con- 
cedida al culto por el art. 34 del Concordato. 

Art. 15. Se declara propiedad de la Igle- 
sia la imposición anual que para completar 
su dotación se estableció en el párrafo 4.° 
del art. 38 del Concordato , y se repartirá y 
cobrará dicha imposición eñ los términos 
allí definidos. Sin embargo, el Gobierno de 
S. M. se obliga á acceder á toda instancia 
que por motivos locales ó por cualquiera otra 
causa le hagan los Obispos para convertir 
las cuotas de imposición correspondientes á 
las respectivas diócesis en inscripciones in- 
trasferibles de la referida Deuda consolidada, 
bajo las condiciones y en los términos defi- 
nidos en los artículos 7 , 8 y 9 de este Con- 
venio. 

Art. 16. A fin de conocer exactamente 
la cantidad á que debe ascender Ja mencio- 
nada imposición , cada Obispo , de acuerdo 
con su cabildo , hará á la mayor brevedad 
un presupuesto definitivo de la dotación de 
su diócesis , ateniéndose al formarlo á las 
prescripciones del Concordato. Y para deter- 
minar fijamente en cada caso ias asignacio- 
nes respecto de las cuales se ha establecido 
en aquel un máximum y un mínimum , po- 
drán los Ohispos , de acuerdo con el Gobier- 
no, optar por un término medio cuando asi 
¡o exijan las necesidades de las iglesias y to- 
das las demás circunstancias atendibles. 

Art. 17. Se procederá inmediatamente á 
la nueva circunscripción de parroquias , al 
tenor de lo conferenciado y concertado ya 
entre ambas potestades. 

Art. 18. El Gobierno de S. M., confor- 
mándose á 3o prescrito en el art. 36 del 
Concordato, acogerá las razonables pro- 
puestas que para aumento de asignaciones 
le hagan los Obispos en los casos previstos 
en dicho artículo, y señaladamente las rela- 
tivas á seminarios. 

Art. 19. El Gobierno de S. M., corres- 
pondiendo á los deseos de 1a. Santa Sede , y 
queriendo dar un nuevo testimonio de su 
firme disposición á promover no solo los in- 
tereses materiales, sino también los espiri- 
tuales de la Iglesia , declara que no pondrá 
óbice á la celebración de Sínodos diocesanos, 


cuando losi respectivas prelados estimen can- 
veniente convocarlos. , 

Asimismo declara que sobre la celebración 
de Sínodos provinciales y sobre' otros varios 
puntos áíduos é importantes , se' propone 
ponerse de acuerdo con la Santa Seae, con- 
sultando al mayor bien y esplendor de la 
Iglesia. 

Por último* declara que cooperará por. su 
parte con toda eficacia á fin de que se lleven 
á efecto sin demora las disposiciones del 
Concordato que aun se hallan pendientes de 
ejecución. 

Art. 20. En vista de las ventajas que de 
este nuevo Convenio resultan á la Iglesia, Su 
Santidad, acogiendo las repetidas instancias 
de S. M. C., ha acordado extender, como de 
hecho extiende, el benigno saneamiento con- 
tenido en el art. 42 derConcordato á los bie- 
nes eclesiásticos enajenados á consecuencia 
de la referida ley de f.° de mayo dé 1855. 

Art. 21. El presente Convenio, adicional 
al solemne, y vigente .Concordato celebrado 
en 16 de marzo de 1851, se guardará en Es- 
paña perpétuamente como ley del Estado, 
del mismo modo que dicho Concordato. 

Art. 22. El canje de las ratificaciones del 
presente Convenio se verificará en el térmi- 
no de tres meses, ó antes si fuese posible. 

En fé de lo cual los infrascritos plenipoten- 
ciarios han firmado y sellado el presente 
Convenio con sus respectivos sellos. — Dado 
en Roma en dos- ejemplares á 25 de agosto 
de 1 859- —Firmado. — Santiago, Cardenal 
Antonelli. — (Lugar del sello.) — Firmado, 
Antonio de los Rios y R osas.— (Lugar del 
sello.) 

Por tanto mandamos etc. — Dado en Pala- 
cio á4 de abril de 1860. (CL. t. 83, p. 267.) 

Convenio de 1867. 

Para el arreglo definitivo de las cape- 
llanías colativas y otras fundaciones pia- 
dosas de la misma índole , se firmó el 14 
de junio de 1867 un Convenio entre el 
Gobierno español y la Santa Sede , que 
fué publicado como ley en 24 de junio 
del mismo año. Se halla inserto en Ca- 
pellanías 

Apéndice, 

Comprendemos en este apéndice mul- 
titud de disposiciones que se han dicta- 
do por el Gobierno para la ejecución del 
Concordato de 1850 y Convenio de 
1860, á parte de otras que se insertan en 
Desamobtizacion: Culto y Clbjro: Ecle- 
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siásticos : Iglesias parroquiales: ete. 
Veamos: 

R. D. de 25 julio de 1851 . 

Reglas y bases para la provisión de las mitras, digni- 
dades y prebendas. 

(Crac. yJust.) «Teniendo en considera- 
ción las razones expuestas por el Ministro 
de Gracia y Justicia, acerca de la necesidad 
de fijar reglas y bases determinadas á que 
poder ajustarse en la provisión de las mitras, 
dignidades y prebendas eclesiásticas, y de 
conformidad con lo expuesto sobre la mate- 
ria por la Cámara , vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo l.° En la clasificación y pro- 
puesta de sugetos que lian de ser presenta- 
dos para las mitras, se tendrá muy presente 
lo dispuesto en los sagrados cánones, y en 
los párrafos 12, 13 y 14 de la ley 12, títu- 
lo XVIII, lib. 1 de In'Nov. Rec., cuya inviola- 
ble observancia encargo muy particularmen- 
te ¡í la Cámara y al Ministro de Gracia y 
Justicia. 

Art. 2.° Para las primeras sillas de las 
iglesias metropolitanas, sufragáneas y cole- 
gíales se propondrán precisamente capitula- 
res de la misma ó superior categoría, que 
además de estar adornados de las circunstan- 
cias queso expresan en la regla 1. a , art. 18, 
ley 12, tít. XVIII, iib. I de la Nov. Rec. , ya 
citada, tengan también el grado de doctor ó 
licenciado en teología ó jurisprudencia, y ha- 
yan servido cuatro años dignidad ó preben- 
da de oficio ú ocho canonicatos de grana. 

Art. 3.° Para el arcedianato titular se 
propondrá al canónigo de gracia mas anti- 
guo de cualquiera de. las iglesias de la misma 
ó superior clase, con tal que tenga grado 
mayor en teología ó derecho y seis años de 
residencia. 

Art. 4.° Igualmente se propondrá parala 
dignidad de maestrescuela, prebendados de 
oficio de las respectivas iglesias que hayan 
servido su prebenda por espacio de cuatro 
años al menos. 

Art. 5.° Para las demás dignidades de 
las iglesias metropolitanas serán propuestos: 

1. ° Canónigos de las mismas dignidades 
de las sufragáneas, ó abades de las colegiatas 
que hayan servido su prebenda, cuatro 'años 
las dignidades, abades y canónigos de oficio, 
y seis los de gracia, ú ocho no teniendo gra- 
do mayor. 

2. ° ‘ Canónigos de las iglesias sufragáneas 
que teniendo grado mayor hayan residido su 
prebenda ocho años ó diez á falta de dicho 
requisito. 

3. ° Párrocos que al grado mayor añadan 


doce años de servicio en el ministerio par- 
roquial, de los cuales durante dos han de ha- 
ber regido parroquias de término, ó cuatro 
de ascenso. A los que no tengan grado ma- 
yor se exigirán quince años de párroco. 

4. ° Los jueces metropolitanos, los provi- 
sores y vicarios generales que con la cor- 
respondiente Real cédula auxiliatoria hayan 
desempeñado estos cargos y sus fiscalías por 
doce anos. 

5. ° Los fiscales de los mismos Tribunales 
eclesiásticos que lo hayan sido por quince 
años. 

6. ° y último, Los catedráticos de teología 
y jurisprudencia en las universidades y se- 
minarios centrales por doce años. 

Art. 6.° Para dichas dignidades de las 
iglesias sufragáneas deberán proponerse ca- 
nónigos de las mismas iglesias que cuenten 
una cuarta parte menos del tiempo de resi- 
dencia exigida en los párrafos I.°y2.°del 
artículo precedente : los sugetos de que tra- 
tan los otros párrafos del mismo artículo de- 
duciéndose en su respectivo caso una cuarta 
parte del tiempo de servicio allí indicado. 

Art. 7.° Para la propuesta de los canoni- 
catos vacantes en iglesias metropolitanas, se 
formarán las categorías siguientes: 

1 . ° Los dignidades de iglesias sufragáneas 
que cuenten dos terceras partes del tiempo 
de residencia que para cada caso se prefija 
en el párrafo l. ü del art. 5.°, y los canónigos 
de las mismas iglesias sufragáneas adornados 
de los requisitos indicados en el párrafo I .° 
del articulo anterior. 

2. ° Los párrocos en quienes concurran 
las cualidades que se expresan en el párra- 
fo 3.° del mismo artículo 5.° con rebaja de 
lina cuarta parte del tiempo de servicio. 

3. ° Las personas designadas en los de- 
más párrafos del propio artículo con igual re- 
baja de la cuarta parte del tiempo de servicio 
que respectivamente se exige. De seis canon- 
jías vacantes de todas las iglesias, una se 
conferirá á cada una de las precedentes ca- 
tegorías proponiéndose para las restantes 
indistintamente de entre todas ellas, ó á 
sugetos que careciendo de dichos requisitos 
hayan prestado servicios importantes en uti- 
lidad de la Iglesia ó del Estado , cuyos ser- 
vicios deberán ser clasificados previamente 
tales por la Cámara en expediente particular, 
oyendo al diocesano ó diocesanos á quienes 
corresponda , pero en todo caso se dará la 
debida preferencia á los párrocos. 

Art, 8.° Las reglas contenidas en el ar- 
tículo anterior se aplicarán igualmente a las 
canongías que vaquen en las iglesias sufra- 
gáneas, entendiéndose la parte primera del 
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párrafo l.° con los Canónigos de oficio, y la 
segunda con los de gracia de las colegiatas, 
rebajándose el tiempo de servicio ó residen- 
cia á los sugetos comprendidos en las otras 
categorías una teleera parte , en lugar déla 
cuarta que allí se fija, Además de ló dispues- 
to en el párrafo anterior, concurrirán tam- 
bién para las propuestas que no estén sujetas 
á determinada categoría: 

1 . ° Los beneficiados ó capellanes asisten- 
tes de las iglesias metropolitanas con seis 
anos de residencia cuando tengan al menos el 
grado de bachiller en ciencias eclesiásticas 
u ocho á falta dé este grado. 

2. ° Los rectores y catedráticos de teolo- 
gía en los seminarios' conciliares ó de filoso- 
fía de los centrales que con grado mayor 
académico en dichas ciencias eclesiásticas 
hayan servido en propiedad por espacio de 
seis años, ó de ocho en defecto de dicho gra- 
do, debiendo tener en todo caso el de ba- 
chiller. 

3. ° Los párrocos de ascenso que cuenten 
respectivamente este mismo tiempo de ser- 
vicio, con tal que al menos dos de ellos lo 
sean en parroquias de ascenso. 

4. ° Los párrocos de entrada que en cada 
caso cuenten una mitad mas del tiempo pre- 
fijado en el párrafo precedente. 

5. ° Los alumnos pensionistas á expensas 
de su propias familias, de los seminarios cen- 
trales que tomen el grado mayor en ciencias 
eclesiásticas y hayan obtenido constante- 
mente buena nota, entre ellas, tres al menos 
de sobresalientes, 

Art. 9.° . Para las propuestas de canon- 
jías de gracia de las colegiatas se formarán 
listas que contengan las cinco categorías de 
que habla el párrafo segundo del artículo an- 
terior, reduciéndose á una mitad del tiempo 
de servicio y á dos las notas de sobresaliente 
que se exige á los alumnos pensionistas de 
los seminarios centrales, y comprendiéndose 
en la primera categoría, con las circunstan- 
cias allí expresadas, los beneficiados ó ca- 
pellanes asistentes de las sufragáneas, y en 
la segunda á los catedráticos de filosofía de 
los seminarios conciliares. 

Art, 10. De nueve canongías vacantes 
en las iglesias colegiales , se conferirá una á 
los comprendidos en las primeras categorías, 
otra á los de la segunda, otra á los de la ter- 
cera, y otra á los de la cuarta y quinta, las 
cuales para los efectos formarán una sola, 
siendo libre la propuesta para las demás va- 
cantes entre los comprendidos en todas las 
expresadas categorías, con la excepción con- 
tenida en el último párrafo del art.. 7.° 

Art. ii. Para obtenerlas plazas de be- 
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neficiado ó capellán asistente' de las iglesias 
metropolitanas, se exigirán alguno de los re- 
quisitos siguientes: 

1 . ° Haber sido asistente en iglesia sufra-: 
gánea cuatro años siendo bachiller en cien- 
cias eclesiásticas , ó seis á falta de esta cir- 
cunstancia, 

2. ° Haber sido cura propio en curato 
urbano por el mismo período respectiva- 
mente. 

3. ° Haber desempeñado en propiedad cá- 
tedra de filosofía en seminario conciliar tres 
años, teniendo grado mayor, ó cinco con solo 
el de bachiller, ó bien dos, ó cuatro respec- 
tivamente si la cátedra fuere de teología, ó 
haber sido alumno pensionado en seminario 
central ó conciliar a sus propias expensas, y 
recibido grado de bachiller en ciencias ecle- 
siásticas, obteniendo buena nota en todos los 
exámenes públicos anuales. 

Art. 12. Las mismas reglas se observa- 
rán para las propuestas de vacantes de la 
misma clase en iglesia sufragánea, reducien- 
do á dos tercios el tiempo de servicio , y 
comprendiéndose además á los párrocos de 
iglesia rural , y los coadjutores que tengan 
respectivamente cuatro ó seis años de servi- 
cio efectivo. 

Art. 13. lina plaza de nueve vacantes se 
dará precisamente á cada categoría, tanto en 
las iglesias metropolitanas como en las su- 
fragáneas, debiendo proponerse indistinta- 
mente para las piezas restantes sugetos de 
cualquiera categoría, ó asistentes de las co- 
legiales que por sus circunstancias sean 
acreedores á recompensa. 

Art.' 14. Los que sirvieren economato 
por cuatro años efectivos, los coadjutores que 
cuenten respectivamente tres ó cuatro años 
de servicio, y los alumnos de los seminarios 
conciliares que tengan grado de bachiller en 
filosofía , ó hayan sacado constantemente, 
durante su carrera, buena nota en los exá- 
menes públicos anuales, podrán ser propues- 
tos para beneficiados ó capellanes asistentes 
de las iglesias colegiales. 

Art. 15. En igualdad de circunstancias 
disfrutarán preferencia: 

1. ° Los que tengan grado superior aca- 
démico, y el que cuente alguno de ellos, al 
que carezca de todos. 

2. ° los que por razón de salud ú otra 
justa causa soliciten traslación á pieza de 
igual categoría. 

3. ° Los que en su respectiva categoría y 
clase cuenten mas tiempo de servicio. 

4. ° Los que soliciten pieza de inferior 
categoría á Ja que obtengan. 

Art. 16. Para los efectos del presente de.' 
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crelo, los capellanes castrenses que hayan 
obtenido sus carpos en concurso, tendrán la 
consideración de curas propios, y únicamen- 
te el concepto de ecóüomos los que carezcan 
de aquella circunstancia. 

Art. 17. A fin de poder llevar ;i cabo lo 
mas pronto posible el Concordato sin perju- 
dicar derechos adquiridos, y conciliando tam- 
bién en lo posible los intereses individuales 
con los del Estado en su caso, según su es- 
píritu y tendencia, se observarán las siguien- 
tes disposiciones transitorias, para el solo 
efecto de que. sirvan de regla en las pro- 
puestas: 

1. a Se considerará grado mayor acadé- 
mico el título de lector que hubieren obte- 
nido en su orden los exclaustrados y secu- 
larizados. 

2. a La enseñanza dada por estos en el 
concepto expresado, se reputará como teni- 
da en seminario conciliar, y asimismo se 
contarán á los exclaustrados y secularizados 
como tiempo de servicio efectivo en el mi- 
nisterio parroquial, los años que hubieren 
servido en su día los curatos de su respecti- 
va orden . 

3. a Los exclaustrados y secularizados que 
habiendo recibido grado mayor en universi- 
dad del Reino, hayan desempeñado en los 
mismos establecimientos cátedras pertene- 
cientes á su órden, serán tenidos como ca- 
tedráticos propietarios de universidad. 

4. a El tiempo que los mismos sugelos 
hayan servido parroquias en economato por 
no estar debidamente autorizados para ob- 
tener curatos, previo concurso de oposición, 
se considerará servido en concepto de cura 
propio. 

5. a A los lectores de filosofía que hayan 
desempeñado cátedras de esta facultad en 
institutos de segunda enseñanza del Reino, 
se les abonará para su clasificación el tiem- 
po que las hubieren desempeñado. 

6. a Los prelados, vicarios generales ó 
provinciales, y los abades mitrados con títu- 
lo de lector en teología, se considerarán en 
Ja categoría de dignidades de iglesia metro- 
politana, podiendo ser propuestos por lo tan- 
to para prebendas de esta clase ó de las in- 
feriores, excepto las primeras sillas, según 
sus cualidades y merecimientos personales. 

7. a Los prelados locales con el mismo 
título de lector que después de la exclaus- 
tración ó secularización hayan servido en 
economato seis años, parroquias de cualquie- 
ra clase, ó anteriormente en curatos de su 
órden, se considerarán comprendidos en la 
cuarta categoría del art. 10. 

8. a Los abades mitrados de las colegia- 


tas que no tienen carácter episcopal, los 
presidentes y dignidades de las mismas igle- 
sias , los vicarios y cualesquiera otros que 
ejerzan jurisdicción vere nullius, y los cape- 
llanes mayores de las capillas Reales , ten- 
drán la categoría de la prebenda á que en el 
Concordato se asigna una cantidad igual, 
cuando menos , á la que correspondió a sus 
beneficios en el quinquenio de 1 829 á 1833. 

9. a Los racioneros de las iglesias metro- 
politanas que en el indicado quinquenio dis- 
frutaron una renta igual al memos á la que se 
señala por el Concordato á los canóuigos de 
las mismas iglesias, ó que á pesar de no ha- 
ber gozado aquella renta hayan servido por 
mas de 1 6 años en prebendas y curatos, ten- 
drán opcion á canongías de iglesias metro- 
politanas. 

10 . Los mismos prebendados que no ten- 
gan los expresados requisitos, los medio-ra- 
cioneros de las propias iglesias metropolita- 
nas, los racioneros y medio-racioneros de las 
sufragáneas, los canónigos de colegiatas y ca- 
pellanes de Reales capillas en quienes con- 
curra relativamente alguna de las dos cir- 
cunstancias que se expresan en el artículo 
anterior, y los dignidades de colegiatas que 
estén comprendidos en el art. 8.°, tendrán 
opcion á canonicato de iglesia sufragánea; 
pero solo á plaza de asistente de metropolita- 
na ó canongía de colegiata aquellos en quie- 
nes no concurra ninguna de dichas dos cir- 
cunstancias, y los racioneros y medio-racio- 
neros de las mismas iglesias colegiales. 

11. Los beneficiados ó capellanes délas 
iglesias metropolitanas, catedrales y colegia- 
les se comprenderán enlre los asistentes de 
la respectiva iglesia, cualquiera que hubiere, 
sido la renta de dicho quinquenio y el tiem- 
po de servicio del interesado. 

12. Los poseedores de beneficios funda- 
dos en las iglesias parroquiales que real y 
efectivamente han tenido aneja la cura de al- 
mas, se considerarán como curas propios de 
la categoría inferior inmediata á la del cura- 
to. Los que no estén comprendidos en la dis- 
posición anterior y los poseedores de cape- 
llanías colativas serán considerados solamen- 
te corno coadjutores. Unos y otros serán 
atendidos en la provisión de asistentes de 
iglesia sufragánea ó colegiala según sus ser- 
vicios y circunstancias. 

Art,. 18. A fin de no perjudicar derechos 
adquiridos, respetando además en cuanto 
sea posible hasta las esperanzas legítimas, 
según el espíritu del Concordato, se propon- 
drá exclusivamente, mientras los haya idó- 
neos para las prebendas y beneficios de la 
respectiva clase de las iglesias metropolita- 
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ñas, sufragá&ea'S y. «plagíalos., los, actúales: 
poseedores de In dignidades que se , supri- 
man, y los demfe sugptos comprendidos en 
las reglas transitorias 8. a y siguientes del ar- 
tículo 47; pero colocados, estos, las piezas 
que en- cada clase resulten todavía yacan- 
tes , se proveerán con entera sujeción i las 
disposiciones. y opción que por este decreto 
se- concede á, las diversas clases y carreras, 
dando entre todas ellas, la debida preferencia 
á los párrocos. respecto de las piezas que no 
correspondan á categoría determinada. 

Art. 19. Se dirigirá á los M. RR. Arzo- 
bispos y RR. Obispos y cabil dos metropolita- 
nos, sufragáneos y colegiales cédula de rue- 
go y encargo, excitándoles á fin de que en 
las provisiones que les correspondan, elijan 
sugetos adornados de las circunstancias y re- 
quisitos que por este decreto se exigeD, y 
obsérvenlo dispuesto en el artículo anterior. 

Art. 20. Con el propio objeto se excitará 
también á los patronos-de las iglesias que se 
conserven á virtud de lo dispuesto en el pár- 
rafo 3.° del art. 21 del Concordato.— Dado 
en Palacio á 25 de julio de 1851. (CL. t. 53, 
página 495.) 

R. D. de 17 octubre de 1851. 

(Grac. y Jdst.) Se mandan publicar en 
la forma ordinaria, sin perjuicio de las rega- 
lías, derechos y facultades de la Corona, las 
letras apostólicas expedidas en 5 de setiem- 
bre del mismo año en que se confirma el 
Concordato. (CL. t. 54, p. 291.) 

R. D. de 17 octubre de 1851. 

Que se ejecuten ciertas disposiciones referentes á los 
diocesanos, catedrales etc. 

(Grac. y Just.) «Conformándome etc., y 
á fin de evitar todo motivo de duda, vengo en 
declarar y disponer lo siguiente: 

Artículo 1 .° Con arreglo á lo dispuesto 
en la bula de Su Santidad de 5 de setiembre 
último, continuarán los actuales Arzobispa- 
dos, Obispados y territorios exentos hasta que 
se determinen y teugan cumplido efecto los 
nuevos límites y demarcación particular de 
cada diócesis; pero cesarán desde luego las 
exenciones de los obispados de León y Ovie- 
do, los cuales dependerán en adelante de su 
respectivo metropolitano , á saber: del de 
Burgos el primero, y del de Santiago el se- 
cundo, con arreglo á lo mandado en los ar- 
tículos 6.° y 8.° del Concordato. 

Art. 2.° También continuarán las igle- 
sias metropolitanas , catedrales y colegiales 
sin alteración hasta que se organicen con 
arreglo al Concordato las que deban eouit- 
nuar, y se reduzcan las demás en la forma 


debidai á lfi clase correspondiente , según el 
mismo, Concordato. 

Art. 3-.° Sin embargo, los M. RR. Arzo- 
bispos y Rft. Obispos entrarán desde luego 
en el pleno ejercicio de las funciones y pre- 
rogativas que se les confiere por los arts, 44 
y 15 del Cqncprdato, aun aquellos cuyas Si- 
llas se agregan á otras. 

Art.. 4.° El Ministro de Gracia y Justicia 
dispondrá lo conveniente para la ejecución 
de este decreto^— Dado en Palacio á 17 de 
octubre de 1851.» (CL. t. 54, p. 305.) 

R. D. de-.'i.i octubre de 1851. 

Tribunal de expolios, ele. 

(Grac. y Just.) Con motivo de haber 
sido suprimida por el art. 12 del Concordato 
la Colecturía general de expolios, vacantes y 
anualidades y el Tribunal apostólico y Real 
de la gracia del Excusado, se manda que ce- 
sen en sus funciones los ministros de dicho 
Tribunal, pasando los que posean preben- 
das ó beneficios á sus- respectivas iglesias , y 
que los negocios judiciales pendientes se 
continuasen con arreglo á derecho por el 
M. R. Cardenal Arzobispo de Toledo. (CL. to- 
mo 54, p. 357.) 

R. D. de 14 noviembre de 1851. 

Residencia de los eclesiásticos: Que no se obtengan 
cargos incompatibles. 

(Grac. y Just.) «Teniendo en conside- 
ración lo prevenido en los sagrados cánones, 
leyes del Reino, y en el art. 19 del Concor- 
dato vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Los eclesiásticos que obten- 
gan dignidad, canongía, ó beneficio que exi- 
jan personal residencia y que por razón de 
cualquier otro cargo ó comisión están obli- 
gados á residir en otra parte, se restituirán 
á sus iglesias en el preciso término de dos 
meses, contados desde la fecha del presente 
decreto para los que estén en la Península 
y cuatro los que se hallen en el extranjero; 
á no ser que renuncien sus beneficios, con 
tal que no sean estos títulos de ordenación.» 

Siguen otros cinco articules en que 
se dictan disposiciones para evitar que 
se obtengan en lo sucesivo cargos incom- 
patibles , obligando á ios prebendados y 
beneficiados que obtengan algún otro 
cargo ó comisión, á que opten entre uno 
ú otro, siempre en un término de dos 
meses, ó de cuatro si estuviesen en el 
extranjero, entendiéndose renunciada la 
prebenda, ó beneficio desde el momento 
en que empiecen á ejercer el nuevo en- 
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cargo, en cuyo caso procederá el Ordi- 
nario ó hacerla declaración de vacante. 

R. O , de Í6 noviembre de 1851. 

Es sobre que no se proceda á ejecutar Bu- 
las, Breves, etc. sin que se llenen los requi- 
sitos prevenidos en las leyes de la Novísi- 
ma Recopilación. Se halla inserta en Bulas, 
y véase también el artículo Exequátur. 

R. I), de 21 noviembre de 1851. 

Es sobre nombramiento de arciprestes y 
se halla inserta en Arciprestazgo. 

R. D. de2l noviembre de 1851. 

Es sobre clasificación de las parroquias y 
se inserta en Cura párroco. 

OtroR. T). de 21 noviembre de i 851 . 

Arreglo del personal de las catedrales, colegiatas, etc. 

Artículo l.° Se arreglarán y completará 
conforme á lo dispuesto en el último Con- 
cordato, sin esperar á que se realice la nue- 
va división de diócesis, que deberá verificar- 
se en la forma convenida lo mas pronto po- 
sible, el personal de las iglesias metropoli- 
tanas y sufragáneas que conserva el mismo 
Concordato. 

Art. 2," El personal de la iglesia catedral 
de Valladolid será el que le señala el Con- 
cordato en concepto de metropolitana; pero 
no será ni titulará tal, esto no obstante, bas- 
ta que se erija canónicamente. 

Art. 3.° También se organizarán desde 
luego en cuanto sea dable, conforme al Con- 
cordato , las iglesias catedrales que deben 
quedar reducidas á colegiatas. 

Art. 4.° Asimismo se organizarán en la 
manera que el Concordato previene las cole- 
giatas que han de subsistir con arreglo al ar- 
tículo 21 del misino. 

Art. 5.° Se procederá al arreglo preve- 
nido en los artículos anteriores por el orden 
siguiente: 

f.° Iglesias metropolitanas. 

2. " Sufragáneas que se conservan. 

3. ° Colegiatas de capital de provincia. 

4. " Iglesias sufragáneas que han de re- 
ducirse á colegiata. 

5. ° Las demás iglesias colegiales. 

Art. 6.° La iglesia magistral de Alcalá 
de Henares y la Colegiata de Sacromonte de 
Granada se organizarán con tocia preferen- 
cia, y sus prebendas se proveerán por oposi- 
ción en la forma que se determinará por una 
disposición especial. 

Art. 7.° Los sugetos que sean nombra- 
dos para estas prebendas se obligaran á dar 


la enseñanza en la facultad ó ciencia á q Ue 
hubieren hecho los ejercicios de oposición 
con arreglo á lo que en la forma correspon- 
diente se determine en su dia. 

Art. 8.° En los nombramientos para 
piezas de todas clases de las colegiatas de 
Alicante y Logroño se pondrá cláusula, eu 
cuya virtud queden sujetos los agraciados á 
trasladarse á Ori huela y Calahorra para com- 
poner sus iglesias colegiales, cuando á con- 
secuencia de lo prevenido en el Concordato 
hayan de trasladarse estas Sillas episcopales 
con sus cabildos catedrales á dichas capita- 
les de Alicante y Logroño. Los que sean 
nombrados para piezas de la colegiata de Vi- 
toria no adquirirán derecho á las de la mis- 
ma denominación cuando esta iglesia se ar- 
regle en concepto de catedral , erigida que 
sea canónicamente la Silla episcopal. 

Art. 9.° Los M. RR. Arzobispo de Tole- 
do, Sevilla y Granada , oyendo previamente 
á sus respectivos cabildos , me propondrán á 
la mayor brevedad posible lo que estimen 
oportuno, á fin de organizar las capillas que 
se enumeran en el párrafo 1 del art., 2f 
de! Concordato de la manera mas convenien- 
te, sin perjudicar al esplendor con que debe 
continuar dándose el culto divino en las mis- 
mas capillas ; en la inteligencia de que el 
dignidad de capellán mayor ha de ser su jefe 
inmediato, estando por consiguiente á sus 
órdenes los capellanes; pero sin formar cuer- 
po independiente de la iglesia metropolitana, 
procurando se utilicen en cuanto sea posible 
para el servicio del culto en esta y en la ca- 
pilla los ministros y dependientes de la mis- 
ma iglesia metropolitana , y que lo presten 
también en ella los capellanes particulares 
de cada capilla. 

Art. 10. El Ministro de Gracia y Justicia 
dará las disposiciones convenientes para la 
ejecución del présenle decreto , y al inten- 
to me propondrá sin dilación los medios con- 
venientes de realizar prontamente el arreglo 
del personal de las iglesias. — Dado en Pala- 
cio á 21 de noviembre de 1851. (GL. t. 54, 
p. 443.) 

Otro R. D.de2l noviembre de 1851. 

Sobre organizar-ion de las iglesias catedrales y cole- 
giatas: condición en que deben quedar los digni- 
dades, canónigos y demás eclesiásticos. 

Articulo 1 .° Los dignidades y canónigos 
jubilados con arreglo á los estatutos de la 
iglesia respectiva gozarán de todos los dere- 
chos, consideraciones y dotación que, según 
los mismos estatutos, les correspondan, pero 
no serán contados en el número de capí tu- 
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lares para fijar el de cacantes en la respecti- 
va clase- ■ ' ■ t !* r-, 

Art. 2.° En. las iglesias en que.fo digni- 
dad de deán no sea la primera silla post pon - 
tificaiem , el actual poseedor de está última 
prebenda pasará al deanato, aunque la pre- 
sidencia del cabildo .no estuviese aneja á su 
dignidad. El deán será- nombrado para otra 
dignidad de la misma iglesia ó de otra de 
igual clase. 

Art. 3.° Los dignidades cayos títulos no 
conserva el Concordato pasarán por el órden 
de sus respectivas sillas á ocupar las digni- 
dades vacantes que continúan o establece de 
nuevo el mismo Concordato. 

Art. 4.° El órden de sillas y de proce- 
dencia entre los dignidades de cada iglesia 
será el siguiente : arcipreste , arcediano, 
chantre, maestrescuela, tesorero, capellán 
mayor de la Real capilla, de la Muzárabe en 
la de Toledo, de los Reyes Católicos en la de 
Granada, de San Fernando en la de Sevilla, 
y la de abad de Covadonga en la sufragánea 
de Oviedo. 

Art. 5.° Los deanes ó primeras sillas de 
las iglesias catedrales, reducidas á colegiales 
por el Concordato, que no quieran pasar á 
otras en su clase respectiva, continuarán en 
las primeras con su título y dotación actual, 
si esta fuere superior á la que establece el 
Concordato para los abades de las iglesias 
colegiales. 

Art. 6.° En caso de no estar vacante al- 
guna de las chantrías reservadas á Su Santi- 
dad, continuará en ella su actual poseedor, 
y se proveerá por Ja Santa Sede luego que 
vacare por cualquier causa canónica, inclusa 
la promoción ó traslación. 

Art. 7.° Si en las iglesias en que se re- 
serva cauongía á la provisión de Su Santidad 
hubiere alguna dignidad provista por la San- 
ta Sede, continuará su actual poseedor con 
el mismo'título y silla que hoy ocupa, aun- 
que sea de las no conservadas, pero se con- 
siderará como canónigo para lijar el número 
de capitulares. 

Art. 8.° El Ministro de Gracia y Justicia 
pasará al M. R. Nuncio de Su Santidad nota 
expresiva de los sugetos comprendidos en los 
casos de los artículos precedentes y de los 
demás eclesiásticos que en la actualidad ob- 
tienen prebendas ó beneficios de la provisión 
de la Santa Sede con arreglo al Concordato 
d.e 1753, á fin de que pueda proveer Su San- 
tidad desde luego las prebendas actualmente 
reservadas que resulten vacantes. 

Art. 9,’ Los dignidades de títulos no 
conservados que no opten á otra prebenda, 
conservarán sus sillas y actual denominación 
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en la misma iglesia; pero serán contados 
únicamente como canónigos para el solo 
efecto de arreglar el personal de Capitulares 
en conformidad al Concordato, debiendo te- 
ner por consiguiente igual voz y voto que los 
demás canónigos, aunque por los estatutos 
no le hubieren tenido hasta aquí. De la mis- 
ma manera los racioneros y medio racione- 
ros que no sean promovidos continuarán en 
la misma iglesia con los derechos y dotación 
de que actualmennte disfrutan; pero dejarán 
de proveerse tantas plazas dé beneficiados 
ó capellanes asistentes cuantos sean los de 
aquella clase que continúen en sus actuales 
prebendas. 

Art. 10. Los dignidades á quienes se 
confiera otra prebenda de la misma clase y 
categoría con el fin de arreglar el personal 
de las iglesias á lo que el Concordato pre- 
viene, no satisfarán Ja mesada de que trata 
el art. 37 del Concordato, ni tampoco se les 
causará gasto de ninguna otra especie, expi- 
diéndose todo de oficio. Por. lo tanto los Or- 
dinarios conferirán la colación y canónica 
institución, y se pondrá en posesión á estos 
sugetos con solo la Real órden de nombra- 
miento que comunicará á los diocesanos el 
Ministro de Gracia y Justicia. 

Art. 11. Los canóuigos de oficio de las 
iglesias catedrales que han de quedar redu- 
cidas á colegiatas, serón colocados con pre- 
ferencia en dignidades de iglesia de igual 
■ clase á la en que actualmente sirven. 

Art. 12. Serán atendidos también con 
preferencia los provistos por los prelados 
diocesanos, y en su caso, por los cabildos 
que no han podido entrar en posesión de las 
prebendas, á virtud de las disposiciones que 
suspendieron su provisión. 

Art. 13. Las dignidades, canongías y be- 
neficios de la iglesia catedral de Mallorca se 
proveerán en la misma forma que las demás 
del Reino, y por lo tanto podrán ser nom- 
brados los que tengan las cualidades perso- 
nales que para cada clase se requieren, aun- 
que no sean naturales de dicha diócesi. Los 
naturales de ella podrán á su vez obtener de 
la misma manera prebendas y beneficios en 
todas las iglesias del Reino. 

Art. 14. En las iglesias colegiales se ob- 
servará también respecto de los canónigos 
, que por su edad y circunstancias no quie- 
ran pasar á otras iglesias de esta misma cla- 
se lo dispuesto en el art. 5.° para los digni- 
dades. 

Art. 15. Se proveerán desde luego en la 
forma que previene el Concordato Jas ca- 
nongías de oficio , vacantes actualmente en 
las iglesias metropolitanas y catedrales que 
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conservan este concepto. Las vacantes que 
ocurran en adelante se proveerán sin nece- 
sidad de obtener previamente mi Real licen- 
cia para ello; pero los diocesanos darán 
cuenta de la vacante, y remitirán en su dia 
a) Ministro de Gracia y Justicia dos ejempla- 
res del edicto convocatorio. Estos edictos 
se expedirán á nombre del Prelado y de su 
cabildo, lirmando aquel y el presidente y 
secretario del último, remitiéndose á todas 
las diócesis para su publicación en ellas. 

Art. 16. En el caso de que el llamamien- 
to de tantas oposiciones á la vez hiciese po- 
co numerosa la concurrencia de opositores, 
Jos M. RR. Arzobispos, R. Obispos y Gober- 
nadores eclesiásticos teniendo en considera- 
ción el mejor servicio de la iglesia y las cir- 
cuntancias de cada lina, determinarán, oyen- 
do préviamente á ios cabildos, lo que á su 
juicio sea mas conveniente, ya general, ya 
limitadamente en vista del número de fir- 
mantes que resulte para cada canongía de 
oficio, consultándome caso necesario, y dán- 
dome siempre conocimiento de lo que de- 
terminaren. 

Art. 17. Se declara corresponder á los 
patronos de las colegiatas que se conser- 
ven, en conformidad á lo que dispone ei 
párrafo 3.° del art. 21 del Concordato, el 
derecho de presentar en el tiempo y forma 
prevenido por derecho para Jas piezas ecle- 
siásticas de toda clase de las mismas igle- 
sias en loe términos que anteriormente le 
tuvieron. 

Art. 18. Los capellanes ó beneficiados 
de las iglesias catedrales y colegiales nom- 
brados por patronos particulares , y sosteni- 
dos con bienes de la fundación que están ac- 
tualmente en posesión, continuarán como 
hasta aquí sin hacerse novedad alguna. Cuan- 
do hecho el arreglo de una iglesia, el núme- 
ro de los actuales capellanes ó beneficiados 
asistentes sea todavía superior al designado 
en el Concordato, continuarán todos hasta 
que se reduzca; pero percibirán la dotación 
individual que hoy disfrutan sin derecho á 
la superior que el mismo Concordato señala, 
hasta que el importe total de la nómina de 
los eclesiásticos de esta clase quede limitado 
á la cantidad que costaría la misma clase se- 
gún el Concordato, cuya cantidad ha de sa- 
tisfacerse en todo caso y distribuirse sueldo 
á libra entre los interesados. 

Art. 19. Los actuales músicos de toda 
clase, que sean eclesiásticos, se comprende- 
rán entre los capellanes ó beneficiados de 
las iglesias metropolitanas, catedrales, y co- 
legiales, sin perjuicio de conservar cualquie- ; 
ra otra condición superior que pueda corres- j 


ponder á alguno de ellos. El número de pla- 
zas de cada clase que ha de haber en lo su- 
cesivo se fijará oyendo al diocesano y al ca- 
bildo, y las vacantes se proveerán, prévia 
oposición alternativamente , por mi, por los 
prelados y cabildos. 

Art. 20. Los que ejerzan Ja cura de al- 
mas en dichas iglesias, cualquiera que sea 
su titulo, denominación ó concepto, se con- 
siderarán comprendidos en el clero parro- 
quia!, y no entre los beneficiados de las igle- 
sias para el efecto de arreglar el personal de 
las mismas iglesias, aunque hayan figurado 
hasta aquí eu las nóminas del clero general 
diocesano, entendiéndose todo sin perjuicio 
del carácter, consideraciones y derechos de 
los actuales poseedores. 

Art. 21 . Los eclesiásticos que sirvan pla- 
zas de sacristán ú otros cargos análogos, los 
otros ministros y dependientes, aunque sean 
eclesiásticos, no se comprenderán entre los 
capellanes ó beneficiados , debiendo figurar 
sus dotaciones en el presupuesto para gas- 
tos del culto. 

Art. 22. Verificado el primer arreglo de! 
personal de cada iglesia, la alternativa que 
establece el Concordato para la provisión de 
prebendas principiará por el turno de la Co- 
rona y seguirá el del prelado diocesano. 

Art. 23. A fin de quitar todo motivo de 
duda acerca de la inteligencia de la última 
parte del párrafo 2.°, art. 18 del Concorda- 
to, relativa á la provisión de los beneficios ó 
capellanías de las iglesias metropolitanas, ca- 
tedrales y colegíales se declara pertenecer 
aquella á mi Real Corona, á los prelados dio- 
cesanos con sus cabildos por rigorosa alter- 
nativa entre sí, luego que tenga cumplido 
electo el primer arreglo del personal de ca- 
da iglesia, siguiéndose en Jos turnos el ór~ 
den que se establece en el artículo prece- 
: dente. Para la provisión de los beneficios 
que correspondan al Prelado con su cabildo 
turnarán estos entre sí principiando por el 
primero. ' 

Art. 24. Los diocesanos me noticiarán, 
por medio del Consejo de la Cámara, las per- 
sonas que ellos , sus cabildos y los patronos 
particulares nombren para toda clase de be- 
neficios y cargos de las respectivas iglesias. 

Art. 25. El Ministro de Gracia y Justicia 
dictará las disposiciones convenientes para 
la ejecución del presente decreto. — d3ado en 
Palacio á 21 de noviembre de 1854. (CL. 
: t. 54, p. 444.) 

R. D. de 29 noviembre de 1851. 

Dotaciones de prelados, canónigos, curas, etc. 
(Grag. y Just.) «Para que tenga eum- 
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lidn efecto lo (tístmesto en los árts. 31, 32 
33 del Concordato í gerente mente edlebra- 
o con la Satíta Se/te, conformándome, Ote., 
vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° A contar desde el dia 17 de 
octubre de este año , fecha de la ley relativa 
á la publicación y ejecución del Concordato, 
los prelados diocesanos, cuyas sillas conser- 
van , percibirán la dotación que bajo todos 
conceptas les corresponda , según el mismo 
Concordato: los demás prelados continuarán 
percibiendo la asignación que disfrutan en la 
actualidad. 

Art. 2.° Desde la misma fecha se satis- 
fará también, por cuenta del presupuesto 
eclesiástico, al M. R. Patriarca de las Indias 
la dotación que determina el Concordato, 
dejando de percibir por consiguiente la pen- 
sión que disfruta y el sueldo que como vica- 
rio general castrense le corresponde. 

Art. 3.° Los dignidades, canónigos y be- . 
nefieiados de las iglesias metropolitanas, su- 
fragáneas y colegiales, percibirán la dotación 
que respectivamente les corresponda según : 
el Concordato, desde el dia en que el perso- 
nal de cada iglesia quede constituido con ar- 
reglo á lo que el mismo Concordato dispone, 
debiendo disfrutar en el ínterin los poseedo- 
res de toda clase de beneficios de dichas igle- 
sias, la dotación que actualmente tiene asig- 
nada cada pieza. 

Art. 4.° Hasta que tenga cumplido efec- 
to en cada diócesi el plan parroquial que. en 
cumplimiento á lo dispuesto en el Concorda- 
to debe formarse, no so, hará novedad en las 
dotaciones que en el dia están consignadas al 
clero parroquial urbano , al rural de primera ; 
clase y albeneücial de todas ellas. 

Art. 5.° De la misma manera los vica- 
rios ó tenientes perpétuos y los curas pro- 
pios en parroquias rurales de segunda clase, 
cuya renta en el quinquenio de 1829 á 1833, 
inclusa la parte correspondiente al disfrute ■ 
de los huertos ó heredades conocidos con la 
denominación de iglesaríos, mansos ú otras, 
no excedió de 2,000 'rs., percibirán 2,200, 
mínimo que para esta clase señala el articu- 
lo 33 del Concordato desde el dia en que em- 
piece á regir en la iglesia catedral de .cada 
diócesi lo dispuesto en la primera parte del 
art. 3. u del presente decreto , sin perjuicio 
de disfrutar además con arreglo al párra- 
fo 3.° de dicho art. 33 del Concordato los ex- 
presados huertos ó heredades, y de que se 
aumente convenientemente aquella asigna- 
ción, si estos hubiesen sido enajenados, com- 
putándose el valor de ellos en renta. Los ecó- 
nomos en las mismas iglesias percibirán 2 ,000 
reales, mínimo que en dicho art. 33 se se- 
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ñalá’á dsta clase. El máximo nara los econó- 
mos ! do las demás parroquias Sé reducirá al 
de 4, ; 000 rs. que señala di propio áít. 33 del 
Concordato. ' - 1 

Art. 6.^ ; Lo dispuesto en el párrafo 2.°, 
art. 37 del Concordato, se practicará: res- 
pecto de fes piezas que vaquen en las igle- 
sias catedrales y colegiales desde el dia en 
que el personal de cada una de ellas quede 
arreglado en conformidad á lo que el mismo 
Concordato previene. 

Art. 7.° ' Se aplicará desde luego al fondo 
de reserva 'establecido en dicho art. 37 la 
parte liquida de Ja dotación de los curatos, 
tenencias y vicarías perpétuas que hayan va- 
cado ó vacaren desde la publicación del Con- 
cordatmcomo ley del Estado. 

Art. 8.° A todos los que desde la misma 
fecha hayan tomado ó tomen la colación y 
canónica institución de prebendas, curatos y 
otros beneficios , se descontará una mesada 
de su respectiva dotación anual para el fon- 
do de reserva en los términos que previene 
el citado art. 37 del Concordato. 

Art. 9.° Las Reales cédulas de presen- 
tación para prebendas y beneficios que se ex- 
pidan por la Cancillería del Ministerio de 
i Gracia y Justicia, no causarán en adelante á 
los interesados otros gastos mas que los de 
papel sellado y los llamados de expedición, 

¡ sello y toma de razón. 

Art. 10. Se recomendarán muy eficaz- 
mente á los diocesanos, que destinen del 
fondo de reserva para la reparación extraor- 
dinaria de templos, la mayor cantidad posi- 
ble, sin perjuicio de que el Gobierno contri- 
buya convenientemente por su parte con ar- 
reglo al final del art. 3ti del Concordato, y en 
este último caso los mismos diocesanos ins- 
truirán préviamente los oportunos expedien- 
tes, y obtendrán la Real aprobación en los 
casos que proceda con arreglo al R. D. de 19 
de setiembre último. 

Art. 1 1 . Debiendo estar los fondos de re- 
serva á disposición de los Ordinarios para 
atender á los gastos extraordinarios é impre- 
vistos de las iglesias y del clero, tocará á los 
mismos Ordinarios expedir Jos libramientos ú 
orden de pago con expresión del objeto á que 
se destine, á fin de que sirvan á los admínis- 
nistradores para justificar debidamente sus 
cuentas. 

Art. 12. Los administradores llevarán 
cuenta separada del fondo de reserva y la 
rendirán a los diocesanos. Estos, después de 
examinadas y aprobadas por ellos las cuen- 
tas, dispondrán su remisión á la Dirección 
de contabilidad del culto y clero para su co- 
nocimiento. 
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Art. 13. Los actuales presupuestos de 
los seminarios conciliares y los referentes á 
los gastos de la administración diocesana del 
callo catedral, colegial y parroquial conti- 
nuarán rigiendo hasta la fecha de la Keal ór- 
den en que se líjela cantidad que correspon- 
da á cada establecimiento, prelado ó iglesia 
con arreglo á lo dispuesto en los arts. 34 y 
35 del Concordato. 

Art. 14. El Ministro de Gracia y Justicia 
dictará las disposiciones convenientes para 
la ejecución del presente decreto. — Dado en 
Palacio á 29 de noviembre de 1851.» (CL. to- 
mo 54, p. 480). 

R. O. de 14 diciembre de 1851. 

Sobre eornuoidades religiosas. 

(Grac. y Just.) «Habiéndose formado ya, 
á virtud de Jo dispuesto en la Real orden 
circular de 14 de junio último, un conside- 
rable número de expedientes para poner en 
ejecución en su letra y espíritu el art. 30 del 
Concordato, relativo a las comunidades de 
religiosas, S. M. la Reina (Q. D. G.) se ha 
servido mandar: 

1. ° Que se sometan desde luego á su 
Real aprobación las propuestas de los dio- 
cesanos, existentes ya en el Ministerio de 
mi cargo, y que de las demás se le dé cuen- 
ta á medida que se reciban los expedientes 
en la propia secretaria del despacho, y se 
hallen en estado de resolución definitiva. 

2. ° Que la resolución que recaiga en ca- 
da expediente se publique en la Gaceta, ex- 
presando el número máximo de religiosas 
que ha de tener cada comunidad, y los ejer- 
cicios de enseñanza ó caridad que se establez- 
can en las casas á que se refiere el párrafo 3.° 
del citado artículo del Concordato. 

3. ° Que publicada en Ja Gaceta la Real 
resolución, dicten los diocesanos las disposi- 
ciones convenientes para que tengan cum- 
plido efecto los ejercicios expresados de en- 
señanza y caridad, á cuyo fin les auxiliarán 
en cuanto fuere necesario los Gobernadores 
de las provincias. 

4. ° Que desde la misma fecha se admitan 
novicias, y se dé la profesión á las que hu- 
bieren cumplido el noviciado en la respectiva 
comunidad hasta completar el máximo esta- 
blecido, todo con entera sujeción á los esta- 
tutos y regla de cada casa, y observándose 
estrictamente lo que para asegurar la sub- 
sistencia de las religiosas dispone el párrafo 
último del mismo art. 30 del Concordato, 

5. ° Que remitan los diocesanos en los 
primeros quince dias de enero y julio de cada 
año á esta Secretaría del despacho nota no- 
minal y circunstanciada de las novicias que 


en el semestre anterior hubieren sido admi- 
tidas en cada comunidad y de las profesas en 
el propio período, con expresión de la canti- 
dad y calidad del dote. 

6. :> Que los diocesanos, tomando las no- 
ticias y datos convenientes acerca de las ne- 
cesidades de cada casa que no esté en pose- 
sión de sus bienes , propongan la cantidad 
que deba señalarse con el carácter de per- 
petuidad para atender la misma comunidad 
á los gastos del culto y otros generales, con 
arreglo á lo dispuesto en el art. 35 de! Con- 
cordato, continuando en el ínterin la consig- 
nación que para dichos objetos disfrutan en 
la actualidad. — Lo que de Real orden etc. — 
Madrid 14 de diciembre de 1851.» (CL. to- 
mo 54, p. 535). 

R. O. de 16 diciembre de 1851. 

Presupuestos de las iglesias: Gastos de culto etc. 

(Grac. y Just.) ct Deseando viva- 

mente S. M. la Reina hacer la designación 
con entero conocimiento de las necesidades 

de cada iglesia se ha servido mandar 

que, consultando V. á su cabildo, forme á 
la mayor brevedad y remita á este Ministerio 
el presupuesto detallado para esa iglesia con 
arreglo á lo que corresponde por el Concor- 
dato , en inteligencia de que además de los 
gastos que por su propia índole pertenecen 
esencialmente al culto ha de comprender 
también en su caso: l.° Los inherentes al 
cabildo: 2.° La dotación de los Ministros y 
demás sirvientes del mismo cabildo é igle- 
sia, que no deban figurar en el presupuesto 
del personal entre los capitulares ni capella- 
nes ó beneficiados asistentes: 3.° La canti- 
dad conveniente para ia conservación y re- 
paración ordinaria del templo y sus anexida- 
des : 4. ü La designada ai lavatorio de pobres 
el Jueves Santo , y de la consagración y con- 
ducción de óleos. 

Ls también la voluntad de S. M. me ma- 
nifieste Y. al propio tiempo si existen algu- 
nas memorias administradas por el cabildo, 
ó fundaciones de esta clase en poder de par- 
ticulares , y unas y otras destinadas en todo 
ó en parte á la celebración de festividades en 
la iglesia catedral, producto y distribución 
de sus fondos, y si estos entran actualmente 
en la masa común para cubrir las cargas del 
presupuesto de esa diócesi. 

Por último , me encarga S. M. prevenga 
á AL que en el caso de existir razones es- 
peciales para aplicar la excepción prevista 
por el art. 36 del Concordato , las manifies- 
te V. con la debida extensión y justificación, 
á (in de que en su vista pueda determinar la 
Reina lo que estime mas conveniente. 
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Para qusqraeda $. M. señalar también con 
arreglo al art. 34 del Concordato la cantidad 
conveniente que pueda abonarse á Y. para 
gastos de administración diocesana y extraor- 
dinarios de visita, me manifestará Y. lo que 
sobre el particular se le ofrezca y parezca, 
teniendo entendido que en dichos gastos lian 
de comprenderse los ordinarios de conser- 
vación del palacio ó palacios que correspon- 
dan á lajnitra : igualmente manifestará Y. al 
propio tiempo , si en la Secretaría de Cáma- 
rá y en la santa visita se exigen ó no dere- 
chos, remitiendo en su caso nota expresiva 
de ellos, con un cálculo aproximado de su 
rendimiento anual. Con el mismo fin me re- 
mitirá Y. también copia del arancel de los 
derechos que por todos conceptos se exijan 
en los Tribunales eclesiásticos y Vicarías fo- 
ráneas de cada diócesi. Lo que de Realór- 
dén etc. — Madrid 16 de diciembre de 1851. 
(CL. í. 54, p. 549.) 

R. O. de 17 diciembre de 1851. 

(Grac. y Just.) « Los M. RR. Ar- 

zobispos, RR. Obispos y vicarios capitulares, 
sede vacante, remitirán anualmente en el 
mes de enero al Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia uua nota específica y determinada de 
los eclesiásticos que en sus respectivas dió- 
cesis consideren dignos por sus virtudes y 
méritos de ser promovidos á prelacias , dig- 
nidades', canonicatos y beneficios, con arre- 
glo al decreto de 25 de julio último. (CL. 
tomo 54 , p. 554.) 

R. O. de 24 diciembre de 1851. * 

Sobre exclaustración de religiosas. 

(Grao, y Just.) Extracto. — Habiéndose 
solicitado aclaración sobro si se hallan ó no 
vigentes Jos arts. 12 y 13 de la ley de 29 de 
julio de 1837, se resuelve «se prevenga al 
R. Obispo de Jaén , y se comunique también 
por circular á todos los demás diocesanos de 
la Península é islas adyacentes, que desde 
la publicación de la ley de 17 de octubre úl- 
timo, comprensiva del Concordato celebrado 
en este año con Su Santidad, y en virtud de 
los arts, 43 y 45 del mismo, se hallan dero- 
gadas las disposiciones de los arts. 12 y 13 
de la citada ley de 29 de julio de 1837; y que 
por tanto la exclaustración de las religiosas 
profesas no puede hacerse sino en la forma 
canónica legat que siempre ha reconocido la 
Iglesia. (CL. t. 54, p. 694.) 

Jl. O. de 30 enero de 1852. 

Es sobre provisión de curatos, en cuya pa- 
labra se inserta. 

Tumo ill. 


R. D. de 27 febrero de 1 : 852 . 

Inspección de escuelas, : ^ 1 J ■ 

(Grac.y Jüst.) Dispone teniendo eüi cuen- 
ta los arts. 2.° y 3.° aei Concordato qúe los 
prelados diocesanos tengan cada uno én su 
respectiva diócesi la superior dirección é ins- 
pección en la enseñanza de niñas qué se dé 
'en los conventos de religiosas, sin perjuicio 
de la inspección que corresponda al Gobier- 
no, y de resolver lo que estime oportuno y 
procedente. (CL. t. 55, p. 245). 

R. D. de 23 marzo de 1852. 

Visitas de escuelas por I03 prelados y arciprestes . 

(Grac. y Just.) Mandando, para que ton- 
ga efecto el art. 2.° del Concordato que se di- 
rijan Reales,cédulas de ruego y encargo á ios 
diocesanos para que al visitar sus diócesis lo 
hagan á las escuelas de instrucción primaria, 
noticiando al Gobierno las faltas ó defectos 
que notaren , si los hubiere á su juicio sin 
tornar resolución alguna por su parte: y con- 
cediendo igual derecho en sus partidos á los 
arciprestes quienes pondrán en conocimien- 
to de su prelado ordinario las observaciones 
que estimen conducentes. (CL. t. 55, p. 524). 

R. D. de 28 marzo de 1852. 

Descuento do mesada: prohibición do otros. 

(Grac. y Just.) Teniendo en cuéntalos 
arts. 18 y 37 del Concordato, se mandan ce- 
sar las llamadas pruebas de estatutos y que 
no se exija á los nombrados para prebendas, 
canongías y beneficios mas descuento que el 
de la mesada que previene dicho art. 37, ce- 
sando la exacción de derechos, agasajos y 
cualquiera otro gasto. (CL. í. 55, p. 542). 

R. D. de 16 abril de 1852. 

Por este decreto se crean en la iglesia me- 
tropolitana de Zaragoza cuatro prebendas 
mas sobre las que había determinado el Con- 
cordato. 

R. D. de 30 abril de 1852. 

Declarando derogada la ley de capellanías; 
se halla en Capellanías. 

Otro R, D. de 30 abril de 1852. 

Personal de las iglesias: dotación.,,.. 

(Grac. y Just.) «Considerando conve- 
niente fijar con alguna antelación el dia en 
que el personal de las iglesias metropolita- 
nas, sufragáneas y colegiales deba conside- 
rarse definitivamente arreglado á lo que acer- 
ca del particular ordenan el Concordato y 
otras disposiciones dictadas para su debida 
ejecución, de común acuerdo de ambas po- 
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tostares, y conformándome con lo que me ha 
propuesto el Ministro (le Gracia y Justicia, 
vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1/’ Se considerará constituido 
y terminado definitivamente el primer arre- 
glo del persona! de todas clases de las igle- 
sias metropolitanas, inclusa la de Valladolid, : 
aunque no tome ei titulo de tal hasta que 
tenga efecto la erección canónica, el dia l. u 
de julio próximo. 

Art. 2.” De la rmsm manera se lija el dia 
l.° de octubre de este año para las iglesias 
sufragáneas,; tanto las que conservan como 
las que, según el Concordato, pierden esta 
consideración, y para las colegiatas que de- 
ben subsistir. 

Art. 3.° A contar d i dichas épocas se sa- 
tisfará á los poseedores de las piezas ecle- 
siásticas la dotación que consigna el Concor- 
dato, siempre que esta sea superior á la que 
actualmente esté señalada á dichas piezas por 
las disposiciones vigentes, la cual continua- 
rán percibiendo, caso de exceder estas dota- 
ciones a las primeras. 

Art. 4." Las colegiatas que no conserva ■ 
el Concordato, se considerarán reducidas á i 
parroquias mayores, con arreglo al mismo : 
Concordato , desde el dia en que se estime ■ 
constituido el personal de ia iglesia metropo- 1 
lilana ó sufragánea, á cuyo territorio corres- \ 
ponda la colegiata, ó en el que este enclavada 
si fuese nullius. 

Art. 5. u Sm embargo, conforme á mi 
R. D. de 17 de octubre último, continuarán 
ejerciendo la jurisdicción exenta los encar- 
gados de ella actualmente hasta que tenga 
efecto la nueva división de diócesis. 

Art. 6.° Hasta esta misma época no se 
liará tampoco novedad respecto de las facul- 
tades y derechos que corresponden á los 
cabildos catedrales que se reducen á cole- 
giatas, no obstante que el número y dotación 
de^sus capitulares y bencliciadossean ios que 
señala el Concordato para las iglesias de esta 
última clase. 

Art. 7." Desde el l.° de julio y octubre 
respectivamente percibirán los párrocos de 
parroquias rurales y los ecónomos de todas 
clases ia dotación que respectivamente les 
corresponda, con arreglo á lo dispuesto en 
mi R. D. de 21 de noviembre último; pero 
continuarán percibiendo su dotación actual 
los párrocos de las iglesias rurales, cuya cla- 
sificación no eslé hecha aun , á condición de 
descontárseles lo que hubiesen percibido de 
mas en las mesadas que se les hayan de sa- 
tisfacer luego que la clasificación tenga efec- 
to, señalando el diocesano, según las circuns- 
tancias de cada caso, la parte alícuota que 


estime conveniente se deduzca en cada 
mesada. 

Art. 8.° Todas las vacantes que ocurran 
desde las épocas expresadas, aunque sea por 
renuncia ó lio haberse posesionado en tiem- 
po los nombrados por mí, en el primer arre- 
glo general del personal, se proveerán en la 
forma prevenida por el Concordato y en la 
declaración contenida en mi R. D. de 21 de 
noviembre último; llevándose turno separa- 
do de las dignidades y de las canongías. 

Art. 92’ El Ministro de Gracia y Justicia 
dará las órdenes convenientes para la ejecu- 
ción del presente decreto. Dado en Aranjuez 
á 30 de abril de 1852. (CL. t. 55, p. 648.) 

R. D. de 30 abril de 1852. 

Ordenes sagradas: patrimonios etc. 

(Grao. y Just.) «Teniendo presente lo 
dispuesto en los arts. 4.°, 43 y 45 dtl último 
Concordato... de acuerdo con ei M. R. Nun- 
cio apostólico en esta córte, vengo en decla- 
rar lo siguiente: 

Artículo l. u Los diocesanos quedan en 
plena libertad para promover a las sagradas 
órdenes, á título de patrimonio, á las perso- 
nas que lo soliciten y acrediten los requisitos 
que exigen los sagrados cánones, y en su 
conformidad las siguientes reglas. 

Art. 2.° La renta anual en que deba 
cunsisiir dicho patrimonio será ia que prefi- 
jan las respectivas sinodales , no bajando de 
cien ducados en ninguna diócesis. 

Art. 3.“ Se constituirá la expresada ren- 
ta en censos, fincas ó efectos públicos de la 
Deuda consolidada. 

Art. 4. u En los expedientes respectivos 
se acreditará la pertenencia de los bienes, y 
que dicha renta no perjudica á ia legítima de 
los hijos del que constituye el patrimonio. 

Art. 5.° El que intente ordenarse á titu- 
lo de patrimonio, juslilicará en el mismo ex- 
pediente estar matriculado en cualquiera de 
las asignaturas de la carrera eclesiástica en 
universidad ó en seminarlo, en clase de alum- 
no interno ó externo, y tener la edad y cali- 
dades prescritas por ios sagrados cánones. 

Art. 6.° A todo el que se ordenare á tí- 
tulo de patrimonio, se le abscrihirá precisa- 
mente á una parroquia para prestar servicio 
en ella, bajo la dependencia del párroco, y 
se obligará además el interesado á prestar su 
auxilio en donde el diocesano lo estime con- 
veniente, por exigirlo así ia necesidad ó el 
bien de la Iglesia. 

Art. 7.- u Et Ministro de Gracia y Justicia 
comunicará las órdenes correspondientes pa- 
ra su cumplimiento. — Dado en Aranjuez á 30 
de abril de 1852. (CL. t. 55, p. 057 . ) 
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R. O. de 30 abril de 4852. 

Es sobre uombramiento de coadjutores 
ad nulum por hallarse imposibilitado el pár- 
roco. Se halla en Cura párroco. 

R. D. de 14 mayo de 1852. 

Posesión de prebendas ote. 

(Grao, y Just.) Habiendo mediado con- 
testaciones entre el R. Obispo de Segovia y 
su cabildo catedral acerca de la forma con 
que después de la publicación del nuevo Con- 
cordato debe darse la posesión á los sugetos 
nombrados por S. M. para las prebendas de 
la misma iglesia se manda por este decreto 
lo siguiente: 

«Artículo 1 Los nombrados por mí para 
prebendas y beneficios de todas clases, pre- 
sentarán á los Ordinarios dentro del térmi- 
no prefijado mis Reales cédulas, que al inten- 
to se les expiden por la Cancillería del Minis- 
terio de Gracia y Justicia. 

Art. 2.° En vista de estas cédulas y en 
cumplimiento de lo que mi las mismas se 
expresa, instruirán los Ordinarios el corres- 
pondiente expediente, y expedirán el título 
de colación y canónica institución, maridan- 
do dar Ja posesión á quien corresponda. 

Art, 3. g El nombrado para alguna pre- 
benda presentará al cabildo el título de co- 
lación y mandamiento de posesión que libra- 
re el diocesano, y el cabildo procederá en su 
consecuencia a dar al interesado lisa y llana- 
mente, sin exigirle otro juramento mas que 
el de cumplir las obligaciones anejas á su 
oficio en lo que no se oponga al Concordato, 
la posesión corporal de Ja prebenda.» — Dado 
en Aranjuez á 14 de mayo de 1852. (CL. to- 
mo 56, p. 33.) 

R. O. de 16 mayo de 1852 
Número do beneficios anejos á oficios ó cargos. 

(Grac. y Just.) S. M. se ha servido, 

de acuerdo con ei M. R. Nuncio apostólico 
convenir y declarar lo siguiente: 

Artículo l.° Encada una de las iglesias 
metropolitanas habrá seis beneficios anejos 
á los oficios de tenor, contra-alto, sochantre, 
salmista, organista y maestro de capilla. En 
las sufragáneas serán cuatro, siendo la de- 
signación de oficios á voluntad de los prela- 
dos. En las colegiatas solo habrá beneficia- 
do, sochantre y organista. 

Art. 2, u Si atendidas las particulares cir- 
cunstancias se estimare necesario aumentar 
este número para el mejor servicio y mayor 
esplendor del culto en aiguna iglesia, se con- 
signara sobre el respectivo presupuesto de 
gastos del culto, la dotación que cada uno 


ha de disfrutar, teniendo presente esta cir- 
cunstancia al fijar aquel. 

Art. 3.° De la misma manera figurarán 
en gl propio presupuesto Jas dotaciones de 
cualquiera otra ciase de ministros y depen- 
dientes de las iglesias y cahildos no com- 
prendidos en el presupuesto del personal. 

Art. 4.° Las piezas de que trata ei artí- 
culo i.°, y las de la misma ó análoga clase 
que se aumenten á virtud de lo dispuesto en 
el art. 2.°, se proveerán previa oposición, 
verificándose esta en el modo y forma que 
determinen los prelados oyendo á los cabildos. 

Art. 5.° Los beneficios destinados á los 
cargos ú oficios de que trata el art. l.° se 
proveerán con arreglo al Concordato y dispo- 
siciones vigentes , tocando exclusivamente á 
los M. RR. Arzobispos y Rdos. Obispos y 
cabildos en conformidad á lo dispuesto en el 
párrafo 4.° de! art. 14 del Concordato, el 
nombramiento de los demás de esta clase y 
de otros ministros y dependientes, cuyas do- 
taciones se consignen en el presupuesto de 
gastos del culto. 

Arl. 6.° Hecha la oposición para proveer 
ios beneficios de real presentación , remiti- 
rán Jos diocesanos al Ministerio de mí cargo, 
nota de los opositores y Ja censura de los jue- 
ces, indicando los sugetos que merezcan ser 
preteridos, atendidas todas las circunstancias 
á fin de que S. M. pueda nombrar de entre 
los aprobados á quien estime mas convenien- 
te. Lo que de Real orden etc. — Real sitio de 
Aranjuez 16 de mayo de 1852. [CL. t. 56, 
pág. 67,) 

R, D. de 21 mayo de 1852. 

Es sobre el art. 28 del Concordato acerca 
del régimen y enseñanza de los seminarios. 
V. Seminarios. 

R. O. de 21 junio de 1852. 

Es sobre curatos de patronato laical. Se 
halla en Cura párroco. 

R. Céd. de 11 julio de 1852. 

Encargando se determinen las atribuciones etc. de los 
beneficiados. 

La Reina. Muy reverendos en Cristo 
padres Arzobispos, reverendos Obispos y vi- 
carios capitulares sede vacante de las igle- 
sias de esta Monarquía. Ya sabéis que por el 
último Concordato celebrado entre la Sania 
Sede y mi Corona, además de los dignidades 
y canónigos, que componen exclusivamente 
el cabildo de cada iglesia, lia de haber en to- 
das las catedrales y colegiatas ei número de 
beneficiados ó capellanes asistentes que á 
cada cual señala el mismo Concordato : que 
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lodos han de ser presidiaros ú ordenarse de 
tales precisamente dentro dei año de Ja toma 
de posesión de sos beaciisios, ha jo las penas 
canónicas, según Jo dispuesto por Su Santi- 
dad, aunque para el mejor servicio de Jas . 
respectivas iglesias se hallen divi Jidos en 
presbiterales , diaconales y subdiaconales; y 
que por varios mis decretos lie empezado ya 
¡i hacer uso de! derecho de presentación ¡j 
dichos beneficios en casos pertenecientes á 
mi Corona, con arreglo al Concordato y á 
otro mi decreto librado de acuerdo con. el 
M. R. Nuncio de Su Santidad en esta córte 
en 25 de julio, inserto en cédula de 31 de, 
diciembre próximos anteriores, para la pri- 
mera provisión de ellos y de Jas demas pie- 
zas eclesiásticas. Y ahora sabed: que siendo \ 
tan urgente la necesidad de continuarla has- l 
ta completar en todas las iglesias el respecte- ¡ 
vo numero de beneficiados ó capellanes, que 
por el Concordato se conceptuó preciso para 
su planta, y que en ninguna falte el propor- 
cionado al servicio de Jos sagrados ministe- 
rios y explendor dei culto; debiendo conside- 
rarse definitivamente terminado el primer 
arreglo del personal de todas clases de las 
iglesias metropolitanas desde el día primero 
del mes de ia lecha, y de las sufragáneas y 
colegiatas desde el i.' 1 de octubre de este 
ano, conforme á otro mi decreto de 30 de 
abril de! mismo; y habiéndose sustituido en 
todas ellas la ciase de beneueiiciados á la de 
racioneros y medio racioneros, sin estar de- 
claradas ann cuales hayan de ser en lo suce- 
sivo sus funciones y obligaciones, las consi- 
deraciones que deban tener y traje que ha- 
yan de usar; di orden comunicada con fecha 
en Aranjuez á 21 de junio último, mandan- 
do expedir Ja presente mi cédula, por la cual 
os ruego y encargo que oyendo á Jos cabil- 
dos de las iglesias respectivas, determinéis y 
establezcáis por ahora las atribuciones, obli- 
gaciones, consideraciones y traje que eu ca- 
da una correspondan á los nuevos beneficia- 
dos ó capellanes asistentes; bien entendido, 
que si estos por una parte no deben confun- 
dirse ni equipararse álos ministros inferiores, 
por otra no pueden considerarse de Corpore 
papituli , según el Concordato: lodo sin per- 
juicio de lo que en su dia se acuerde sobre 
este punto en los estatutos de cada iglesia, 
por cuanto conviene sea una misma en todas 
la situación de los beneíiciados ó capellanes 
asistentes, siguiendo el espíritu uniforme del 
'Concordato, á diferencia de ios antiguos ra- 
cioneros y medio racioneros, que no la te- 
nían igual en todas ellas. 

Y del recibo de la presente y de lo que en 
su consecuencia determináreis , me daréis 


aviso á manos del infrascrito mi Ministro de 
Gracia y Justicia : en lo que me serviréis. 
Facha eíi San Ildefonso ú 1 i de julio de 1852. 

( CL . t. 56 , p. 312.) 

R, O. de 21 julio de 1852. 

Turnos para la provisión ilü prubtí linas . 

(Ghac. y Jltst.) «Estadio declarado por 
el K. D. de 30 de abril último que el perso- 
nal do las iglesias metropolitanas se enticn- 
diese deliniUvainente constituido y organi- 
zadas aquellas en informa prevenida en el 
Concordato , desde el dia 1 del corriente, 
la Reina (Q. b. G.) se ha dignado mandar 
que para la provisión de las prebendas va- 
cantes desde dicha fecha se observen los 
turnos prevenidos en ei art, 17 de dicho 
Concordato, y que en las correspondientes 
at de Ja Corona se proceda en la forma dis- 
puesta en ei R. D. de 25 de julio de 1851. 

Asimismo se ha dignado prevenir S. M. 
que, ai dar cuenta de toda vacante, los pre- 
lados expresen á quién corresponde por 
aquella vez el turno, indicando también en 
ios beneficios, si es de ios de olicio, para 
proceder en este caso á su provisión, coa- 
forme á io dispuesto eu el R. D. de 1(3 de 
mayo último.— De Real orden etc. — San Il- 
defonso 2 i de julio de 1852.» (CL, í. 56, 
páy. 371 .) 

R. Oá l. de 31 julio de 1852, 

So reforman los estatuios de las iglesias... 

Se encargó por ella álos M. RR. Arzobis- 
pos y RR. Obispos, que procedieran á la 
reforma de los estatutos de sus metropolita- 
nas, catedrales ó colegialas, ó á la formación 
de otros nuevos, donde no los hubiere apro- 
bados ó fuere difícil reformarlos , oyendo á 
los cabildos, instituyendo el expediente eu 
toda forma canónica, dictando en él auto de 
aprobación que juzgasen mas conveniente, y 
remitiéndolo por último en el plazo de seis 
meses al Ministerio de Gracia y Justicia. 
(CL. t. 56, p. 399.) 

ñ. O. de 27 setiembre de 1852. 

(Ghac. y Just.) Declarando «que las pas- 
torales, edictos y cualesquiera otros escritos 
que los prelados publiquen en el ejercicio 
de su ministerio episcopal , no están sujetos 
á la demanda particular de calumnia é inju- 
ria, pudiendo los que se sientan agraviados 
acudir respetuosamente al Gobierno de S. x\í. 
por conducto del Ministerio de Gracia y Jus- 
ticia. (CL. t. 57, p. 495.) 
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R. O. de 18 octubre de 1852. 

Colegialas que continuarán coco parroquias; coadju- 
tores, ^etc. 


(Crac, y Jüst.)' « S. M. la Reina, con- 

formándose con lo que de acuerdo con el 
M. R, Nuncio apostólico, he tenido la honra 
de proponerle , se lia servido disponer lo si- 
guiente: 

1. ° Los Ordinarios , tomando los datos y 
noticias correspondientes, decidirán si exis- 
ten ó no impedimentos locales para que las 
iglesias de las colegiatas, que dejan de exis- 
tir como tales, continúen en concepto de 
parroquias, si ya lo fueren , ó se erijan de 
nuevo en otro caso , sin perjuicio de lo que 
en el respectivo plan beneíicial se determi- 
ne definitivamente. 

2. ° Si no procediere la continuación ó 
erección de la parroquia , se limitarán los 
Ordinarios exclusivamente á dictar las medi- 
das oportunas á fin de. que se dé el culto 
conveniente , hasta tanto que en el plan be- 
neficial se decida canónicamente lo que cor- 
responda, utilizando los diocesanos., en lo 
posible, los eclesiáticos aptos de la misma 
iglesia que no hayan tenido colocación en el 
arreglo de las catedrales y colegiatas, y res- 
petando los derechos adquiridos. 

3. ° Caso de continuar ¡a parroquia, per- 
manecerá al frente de ella el párroco que 
tuviere el cargo , conservando sus actuales 
consideraciones. Los demás eclesiásticos exis- 
tentes todavía en las mismas iglesias por no 
haber tenido colocación, desempeñarán, go- 
zando sus actuales consideraciones, las fun- 
ciones que respectivamente ejercen hoy. Es- 
tando vacante el cargo de párroco, haya ó 
no el número de coadjutores y beneficiados 
que se determina en la regla quinta, se nom- 
brarán económos, poniéndose en noticia del 
Gobierno los nombramientos que lucieren 
jos Ordinarios, al efecto de comprenderlos en 
el presupuesto. 

4. ° Todos los eclesiásticos á quienes se 
refieren las dos disposiciones últimas, disfru- 
tarán la dotación que hoy les está señalada. 
Los curas ecónomos existeutes, ó que se 
nombren á virtud de lo dispuesto en la re- 
gla anterior, disfrutarán 2.000 rs. en las 
parroquias rurales de segunda clase ; 2.500 
en las de primera; 3.000 en las urbanas de 
entrada y primer ascenso ; 3.500 en las de 
segundo ascenso, y 4.000 en las de término; 
pero si fuere menor la dotación señadala en 
el día, gozarán solamente este haber los ecó- 
nomos que se nombren. Para los ecónomos 
de los beneficios serán 2.000 rs. el mínimo, 
y el máximo los 3.000 que el Concordato se- 


293 

ñala para los beneficiados de ias' colegiatas. 

5. ° El número de coadjutores no exce- 
derá de uno pór cada 800 almas. Los bene- 
ficiados no excederán tampoco del número 
que para las colegiatas designa el art. 22 del 
Concordato. 

6. ° Los ministros inferiores y ios depen- 
dientes que tenían consignada su dotación 
sobre gastos del culto continuarán percibien- ' 
do aquella misma dotación hasta que fallez- 
can ú obtengan otra colocación: pero estarán 
obligados á prestar en la parroquia igual ser- 
vicio que en la colegiata, si procediese. 

7. ° La consignación actual que para gas- 
tos del culto corresponda á la colegiata se 
reducirá á dos terceras partes á "lo mas 
cuando la iglesia haya de subsistir en ade- 
lante como parroquia. En otro caso el dioce- 
sano señalará la cantidad indispensable para 
que se atienda á los gastos de dicha clase, 
hasta tanto que en el plan parroquial se de- 
cida definitivamente la suerte de la iglesia. 

8. ° Los actuales presidentes de los cabil- 
dos colegiales , con la persona que designe 
el diocesano del territorio á que pertenez- 
ca ó en que esté enclavada la colegiata, 
formarán inventario de los vasos sagrados, de 
los efectos de toda clase, y de las propiedades 
que correspondan á la colegiata, expresando 
el producto en renta , y las cargas civiles y 
eclesiásticas que pesen sobre ¡os bienes. 

9. “ El producto de dichos bienes se apli- 
cará preferentemente al pago de las dotacio- 
nes del clero y gastos del culto de la parro- 
quia, pasando el sobrante á la masa común 
para atender á las obligaciones eclesiásticas 
de la respectiva diócesis, de lo que se dará 
conocimiento al diocesano. 

10. Se reservarán á la parroquia los va- 
sos sagrados , ornamentos y efectos que en 
ella puedan ser útiles, disponiéndose en su 
dia por los Ordinarios lo conveniente al in- 
tento. 

i 1 . Las cargas eclesiásticas de misas, 
aniversarios y festividades, fundadas en las 
colegiatas, se cumplirán cuanto sea posible 
en Jas parroquias á que las mismas iglesias 
queden reducidas, disponiendo en todo caso 
los diocesanos lo que acerca de este particu- 
lar proceda con arreglo á los cánones. — Lo 
que de Real urden , etc. — Madrid 18 de oc- 
tubre de 1852. (CL. t. 57, p. 296. ) 

R. D. de 5 noviembre de 1852. 

A quién corresponde la colación ó institución canó- 
nicas de dignidades y canongias. 

(Grac. y Jost.) «Habiendo pretendido 
algunos cabildos catedrales intervenir en la 
colación é r institución canónicas de las ca- 
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nonatas do oficio, y eu la de los beneficios 
que les corresponde proveer en sn turno....; 
ven so en decretar lo siguiente: 

Artículo i .° Pertenece exclusivamente á 
los Ordinarios en sus respectivas diócesis dar 
ja colación é institución canónicas de todas 
las dignidades, canongías de oficio y de gra- 
cia, y beneficios de metropolitanas, sufragá- 
neas y colegiatas, parroquiales, coadjulornler 
y demás, sea cualquiera Ja persona ó corpo- 
ración á quien corresponde la elección, pre- 
sentación ó nombramiento y la forma en que 
se haga. 

Art. 2.° Se exceptúan las dignidades y 
canongías reservadas á Sn Santidad, y con- 
feridas en jornia graciosa, respecto de las 
cuales solo compete al Ordinario expedir el 
mandamiento de immittendo in possessio- 
nem . — Dado en Palacio á 5 de noviembre 
de i 852.a (CL. t. 57, p. 433.) 

R. D. de 5 noviembre de 1852. 

Computación cíe votos concedidos á los prelados por 
el art. 14 dol Concordato. 

Artículo único. El número de votos que 
por el párrafo 4.°, art. 14 del Concordato, 
se concede á los prelados en toda elección ó 
nombramiento de personas que corresponda 
á los cabildos, ha de computarse por el de 
capitulares asignados á cada iglesia y no por 
el que haya existentes ó concurran al acto 
de la votación. — Dado en Palacio á 5 de no- 
viembre de ÍS52. (CL. t. 57, p. 434.) 

R. O. de 8 febrero de 1853. 

Residencia canónica. 

(Grac. y Jüst.) «Por R. D. de 14 de no- 
viembre y circular de 24 de diciembre de 
1851, se dispuso que los eclesiásticos posee- 
dores de dignidades, canongías ó beneficios 
residenciales, y que por razón de cualquier 
otro cargo ó comisión estuviesen obligados á 
permanecer en distinto punto se restituye- 
sen á sus iglesias dentro del término señala- 
do al efecto; y aunque estas disposiciones 
deben tener aplicación con mayor funda- 
mento al clero parroquial, es lo cierto que 
no se ha hecho así porque la mayor parte 
de los administradores diocesanos se han li- 
mitado al tenor escrito de dicho Real de- 
creto. En su virtud la Reina (Q. D. G.) oído 
el dictámen de la Real Cámara eclesiástica, 
se ha dignado hacer extensivas al clero par- 
roquial las medidas contenidas en el expre- 
sado Real decreto y circular, mandando al 
propio tiempo que V.... remita á este Minis- 
terio nota de los párrocos que por comisión 
ó con licencia se hallen ausentes de sus res- 
pectivas parroquias.» — De Real órden etc. — 


Madrid 8 de febrero de 1853. (CL. t. 58, 
p. 159.) 

R. D. de 23 abril de 1853. 

Asignaciones del clero catedral, parroquial, etc. 

(Grac. y Just.) «Siendo necesario fijar 
reglas para la mejor distribución del presu- 
puesto del clero con arreglo al nuevo Con- 
cordato, y teniendo presente que el estado 
actual es de transición, en el que se ha pro- 
puesto el Gobierno de S. M., de acuerdo 
con el espíritu de aquel documento, ñolas- 
timar derechos adquiridos, planteando las 
nuevas disposiciones con la circunspección 
y prudencia que su gravedad requiere; se ha 
servido S. M, adoptar las bases siguientes, 
que regirán en lo presente y hasta que por 
completo se Heve á debido efecto y vigor en 
todas sus partes el citado Concordato, 

Artículo l.° El clero catedral percibirá 
las asignaciones del Concordato ó las que 
marcan en sus respectivos casos las Reales 
órdenes vigentes ó disposiciones de arreglo 
del persona] de sus respectivas iglesias, con- 
forme á lo dispuesto en los Rs. Ds. de 29 de 
noviembre de 1851 y 30 de abril del 52. No 
se abonarán, sin embargo, para el fondo de 
reserva, sino las vacantes causadas realmen- 
te después de la respectiva época en que se 
declararon constituidas dichas iglesias, á sa- 
ber: desde 1 ,° de julio de 1852 en las metro- 
politanas y 1 .° de octubre siguiente en las 
sufragáneas. 

Art. 2.° Las catedrales y colegiatas sub- 
sistentes, que por dificultades nacidas de su 
constitución especial no hayan sido arregla- 
das en su personal á lo que previene el Con- 
cordato, seguirán como hasta el dia, no en- 
trando cantidad alguna en el fondo de reser- 
va por razón de las vacantes que haya. 

Art. 3.° Las diócesis que por el Concor- 
dato se suprimen, se considerarán existentes 
para el efecto de abonarles lo relativo á gas- 
tos de administración diocesana y semina- 
rios, donde los haya, hasta que canónica- 
mente se supriman y queden agregadas 
adonde corresponda; mas en cuanto al per- 
sonal y gastos del culto, se considerarán 
como colegiatas según lo prevenido en el 
R. D. de 2Í de noviembre de 1854. 

Art. 4.° El clero de las colegiatas supri- 
midas, que no ha podido tener colocación en 
el arreglo general de las catedrales y cole- 
giatas subsistentes, seguirá cobrando sus ha- 
beres con agregación á las parroquias mayo- 
res'á que dichas colegiatas se reducen , te- 
tenienao presente que muchos de estos se 
hallan agregado^ a! presupuesto beneficial 
de las catedrales en cuyo territorio están en- 
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clavadas , para descargarlo del presupuesto 
general. 

Art. 5.° Para el culto de esa catedral, re- 
paración ordinaria del templo , lavatorio de 
de pobres en Semana Santa, consagración y 
y conducción de óleos, se señalan por aho- 
ra reales vellón. 

Art. 6.° Para el culto y reparación de las 
capillas reales y colegiatas existentes en la 
demarcación de" esa diócesis, se consignan 
las dotaciones expresadas al margen. 

Art. 7.° Para fijar por ahora el culto de 
las colegiatas, abadías y capillas suprimidas 
por el Concordato, se tendrá presente lo dis- 
puesto en la R. O. de 18 de octubre último, 
proponiendo Y. en su consecuencia lo que 
estime conveniente , teniendo en cuenta las 
circunstancias de cada una y procurando ha- 
cer todas las economías compatibles con tan 
sagrada atención. 

Art. 8.° Continuará rigiendo hasta la 
nueva circunscripción de diócesis , ó mien- 
tras otra cosa no se disponga, el presupuesto 
aprobado en años anteriores para seminarios 
conciliares, sus bibliotecas y las públicas 
episcopales; como también los de gastos de 
administración diocesana y extraordinarios 
de visita, comprendiéndose en este capítulo 
los de reparos ordinarios de palacios , sal- 
vas las alteraciones que figuran al margen 
á que se atendrá esa administración de ren- 
tas eclesiásticas para los pagos. 

Art. 9.° Para gastos de administración 
ile rentas eclesiásticas se consigna la misma 
cantidad que viene presupuestada en años 
anteriores ó que esté aprobada por reales 
órdenes. 

Art. 10. Los párrocos, vicarios perpé- 
tuos independientes y beneficiados propios 
en parroquias urbanas y rurales de primera 
clase, continuarán percibiendo las dotacio- 
nes al efecto señaladas en la ley de 17 de 
julio de 1838 y Rs. órds. de 26 de mayo y 
7 de octubre de. 1845, eu conformidad al ar- 
tículo 4.° del R. D. de 29 de noviembre 
de 1851. 

Art. 11. Los párrocos en curatos rurales i 
de segunda clase percibirán las dotaciones 
que les correspondan, según el R. D. de 
29 de noviembre de 1851 y 30 de abril 
de 1852. 

Art.. 12. Los ecónomos de curatos perci- 
birán las cantidades siguientes: 

Ecónomos en parroquias urbanas de 

término 4.000 

ídem ídem de segundo ascenso. . . 3.500 

Idem ídem de primer acenso. . . 1 

Idem idem de entrada y de vica- i 3.000 

rías perpetuas independientes, j 
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Idem de rurales de primera clase. . 2.500 
i Idem idem de segunda. . . ' . . 2,000 

Art.. 13. El máximum para ecónomos de 
beneficios, coadjutores en matriz y tenientes 
en anejos, será 2,000 rs,; pero en el caso de 
que estos tengan ó deban mantener menor 
dotación, según lo dispuesto en R. O. de 
li de mayo de 1847 y otras disposiciones, 
continuarán percibién dola . 

Art. 14. Las disposiciones de los artícu- 
los anteriores empezarán á tener efecto des- 
do, l.° de enero de este año. 

Art. 15. El presupuesto del culto parro- 
quial será el mismo que viene aprobado en 
años anteriores. — De Real orden Jo digo 
á V. para los efectos correspondientes, y 
que las noticias á que se refieren los mode- 
los adjuntos se evacúen y remitan á la ma- 
yor brevedad posible á este Ministerio, con 
extricta sujeción á los mismos, para formali- 
zar el presupuesto general y reunir otros 
datos que también son necesarios y urgen- 
tes. — Dios etc. — Madrid 23 de abril de 1853.» 
(CL. t. 58, p. 341.) 

R. O. de 16 junio de 1853. 

Sobre memoriales ó solicitados..... 

Dispone que las solicitudes que los ecle- 
siásticos de cualquiera categoría ó dignidad 
dirijan al Ministerio , lo hagan por conducto 
de sus respectivos diocesanos , quienes al 
darlas curso informarán si es ó no proceden- 
te la pretcnsión , ajustándose para ello á las 
disposiciones del Concordato y demás que 
rijan. Esto no se entiende con las solicitudes 
á prebendas vacantes. (CL. t. 59, p. 205.) 

R. D. de 10 setiembre de 1853. 

Modifica el da 25 da julio de 1851 sobre provisión 
do piezas eclesiásticas. 

(Grao, y Just.) « Vengo en decreta 1 ” 

lo siguiente: 

Artículo l.° Hasta l.° de enero de 1855, 
siempre que anunciadas las vacantes de 
prebendas por el término acostumbrado, no 
se presenten por Jo menos tres aspirantes 
que cuenten eu el servicio que lia de prece- 
der el número de años exigido en el R. I). de 
25 de julio de 1851, podrá mi Real Consejo 
de la Cámara calificar y clasificar á los demás 
aspirantes á aquella vacante que reúnan las 
demás circunstancias, !y el Ministro de Gra- 
cia y Justicia proponer para mi Real nom- 
bramiento á los clasificados, como si no les 
fallase la circunstancia del tiempo del ser- 
vicio. 

Art. 2.° La Cámara no dará curso á soli- 
citud alguna do traslación, de que habla di- 
cho mi Real decreto, sin que el que la solí- 
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r it.a se halle ya posesionado, y residiendo la 
prebenda ó beneficio que le da la preferencia, 
v sin que se remita la solicitud por conducto 
¡IcJ diocesano, quien informará de las causas 
canónicas que autoricen la traslación. 

Art. 3." En el caso de que, previos estos 
requisitos, se hiciere la propuesta de trasla- 
ción y recayese á ella mi Real aprobación, 
podrá á la vez mi Ministro de Gracia y Jus- 
ticia , con el fin de que do pierda turno la 
categoría á que aquella previsión correspon- 
de, proponerme para mi nombramienlo en la 
pieza que resulte vacante á consecuencia de 
la traslación, uno de los calificados por la 
Cámara para aquella á que haya de pasar el 
traslado, siempre que el propuesto tenga las 
circunstancias que para la que por resulta se 
haya de proveer exige mi Real decreto. 

Art. 4.° Asimismo y con el propio fin de 
que no sean perjudicadas en sus respectivos 
turnos las categorías que en dicho mi Real de- 
creto de 25 de julio de 1851 están dispuestos, 
cuando en virtud de la preferencia que declara 
el art. 18 de dicho Real decreto se ha provisto 
•alguno de los en él contenidos, no se dará 
por consumido el turno de la categoría á que . 
aquella vacante ó á provisión corresponda, de- ( 
hiendo volver á ser llamada para la inmedia- ¡ 
ta vacante ó hacerle la provisión en los clasi- 
ficados de ella si hubiese mediado un corto ¡ 
intervalo de tiempo. — Dado en San Ildefonso ¡ 
á 10 de setiembre de 1853.)) (CL. t. 60, ■ 

p. 66.) 

R. O. de 3 enero de 1854. 

Dicta reglas para la demarcación y arre- 
glo parroquial. — V. Cura párroco. 

R, O. de 19 agosto de 1854. 


Sobre censura de escritos. 

Encargando á los RR. Obispos que para 
certificar y censurar lo* escritos en que se 
ataquen el dogma ó la moral cristiana, pro- 
cedan en la forma prescrita en las leyes re- 
copiladas conforme con la bula de Benedic- 
to XIV Soilicila et próvida , oyendo la ex- 
plicación del autor antes de condenar su 
obra, escrito ó impreso y absteniéndose de I 
publicar la condenación y prohibición hasta 
que S. M. preste su consentimiento. (CL. to- ■ 
mo 62, p. 276.) 

R. D. de l.° abril de 18^p. 

Ordenes sagradas. 

Artículo l.° Por ahora, y hasta que se i 
verifique el arreglo general del clero parro- ' 
quial, no se conferirán órdenes sagradas. [ 

Art. 2.° Se exceptúa de lo dispuesto en 
el artículo anterior á los que hayan obteni- ? 


do ú obtengan prebendas ó beneficios ecle- 
siásticos con arreglo á las disposiciones vi- 
gentes y á los que hayan ascendido ya al 
subdiaconado, que podrán ser promovidos á 
las demás órdenes. — Dado en Aranjuez á i,° 
de abril de 1855. 

En et preámbulo de este decreto se 
dice que si el clero ha de ser tan vir- 
tuoso como su sagrada misión exige, y 
ha de prestar útilmente sus servicios á 
la Iglesia y a! Estado, es necesario que 
su número no exceda de las verdaderas 
necesidades, y que cada uno de sus in- 
dividuos tenga marcado su oficio en lá 
organización eclesiástica ; que de este 
modo podrá atenderse con regularidad 
á su decorosa subsistencia, que no se 
perjudicará al Estajo distrayendo de las 
artes y oficios á personas que pueden 
serles útiles, y que iio se verá con men- 
gua de la religión y de sus ministros, 
sacerdotes sin instrucción, sin congrua 
y que por necesidad ó por recurso se 
ocupen de cosas ajenas á su sagrado 
ministerio. 

R. O. de 28 abril de 1855. 

Se declara «que toda clase, de beneficios 
con cura animarun ó sin ella, y aunque 
sean de patronato particular, eclesiástico, 
laical, ó misto, se hallan compredidos en la 
Real resolución de 3 de setiembre de 1854» 
por la que se mandó suspender la provisión 
de los curatos vacantes. (CL. t. 64, p. 455.) 

R. O. de 2 mayo de 1855. 

Dispone que sean colocados los eclesiásti- 
cos procedentes de colegiatas suprimidas, 
con recomendación á los Prelados para que 
tenga electo. (CL. t. 65, p. 12.) 

R. O. de 8 mayo de 1855. 

Jubilaciones 

Se piden informes á los diocesanos para 
establecer reglas fijas por las cuales puedan 
resolverse las exposiciones de los prebenda- 
dos que soliciten su jubilación, por imposi- 
bilidad física, expresando los años de servi- 
cio que deberán acreditarse, la parte de asig- 
nación que deberá concederse y los casos en 
que la jubilación deberá ó no causar vacan- 
te. (CL. t. 65, p. 23.) 

R. O. de 24 mayo de 1855. 

Iglesias, beneficios, cargas, etc , de patronato par- 
ticular. 

(Grac. y Jdst.) Se dispone que los Obis- 
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pos remitan ai Ministerio un estado demos- 
trativo de las iglesias, beneficios, cargas y 
demás atenciones eclesiásticas que en sus 
respectivas diócesis correspondan á patro- 
natos particulares con expresión: 

1. ° «De los que existiendo en el año de 
1833 se han extinguido de hecho ó refundí- 
dose en el patronato universal de S. M., y 
causas que lo han motivado. 

2. ° De aquellos cuyos patronos conti- 
núan ejerciendo los derechos de talos, con 
distinción de los que satisfacen las rentas, 
dotaciones ó consignaciones de su respecti- 
vo patronato y de los que no cumplen con 
sus cargas, expresándose las causas en que 
lo funden ó se les atribuya. 

3/’ De los que se dotaron con bienes es- 
tables que se entregaron á las mismas igle- 
sias al tiempo de la erección, ó por concor- 
dias posteriores ; manifestando en cuáles de 
estos han recuperado sus bienes los patro- 
nos por cláusulas de reversión ú otras. 

4." Y finalmente, de los que pertene- 
ciendo á capellanías colativas no consis- 
ten solo en beneficios de tales capellanes, 
sino en otros oficios ó cargos parroquiales 
ó colegiales, con las demás noticias que 
V. considere útiles, á fin de que pue- 
dan apreciarse y conocerse las alteracio- 
nes y modificaciones que el patronato de la 
Corona haya podido sufrir por consecuen- 
cia. de las vicisitudes experimentadas desde 
1833.» — De Real orden etc. — Madrid 24 de 
mayo de 1855. ( CL . t. 65, p. 12 4.) 

fí. O. de 31 mayo de 1855. 


Sobre títulos de los prebendados. 

(Gbac. y Just.) «Habiéndose suscitado al- 
gunas dudas respecto á si los prebendados 
que pasan á otras iglesias por ascenso ó tras- 
lación, deben sacar nuevo título y sufrir otro 
descuento en su asignación. S. M. la Reina 
(Q. D. G.), conformándose con el parecer de 
3a Cámara del Real patronato, Dirección de 
Contabilidad y Cancillería de este Ministerio, 
se lia servido resolver lo siguiente: 

1 Los prebendados que pasen de unas 
iglesias á otras por traslación á beneficio igual 
en categoría y asignación , no deben sufrir 
descuento alguno, ni sacar nuevo título para 
tomar la posesión y canónica institución. 

2-° Cuando la traslación sea por ascenso 
en la dignidad, y Jo mismo si este se verifica 
en la misma iglesia, deben obtener nuevo ti- 
tulo; pero no sufrirán descuento alguno si 
la nueva prebenda es de igual asignación. 

3. Si el ascenso es á prebenda de ma- 
vor dotación, deben sacar nuevo título y su- 
frir e! descuento de una mensualidad , pero 
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solo por la diferencia que resulte entre la 
antigua y nueva asignación. 

4.° Si el que ha de ser trasladado do hu- 
biere concluido de satisfacer el descuento 
correspondiente á su anterior prebenda, con- 
tinuará sufriéndolo en Ja diócesis á que 
pase, hasta su completo pago.»— De Real or- 
den, etc. — Madrid 31 de mayo de 1855. 
[CL. t. 65, p ltfl.) 

R. O de 6 agosto de 1855. 

Mandando remitir al Ministerio de Gracia 
y Justicia estados comprensivos del número, 
clase y situación de los eclesiásticos que ba- 
ya en cada diócesis y en cada pueblo, á cuyo 
efecto se remiten los modelos convenientes. 

R. O. de 20 setiembre de 1855. 

Prohibiendo la publicación do exposiciones de los 
obispos , etc. 

(Grac. y Just.) Ha llamado la atención 
del Gobierno el abuso que se está cometien- 
do en la publicación, por medio de Ja pren- 
sa, de las exposiciones que los M. RR, Ar- 
zobispos y RR. Obispos, vicarios capitulares 
sede vacante , y otras autoridades y corpo- 
raciones eclesiásticas, han elevado á la Rei- 
na, á las Cortes y al Gobierno S. M. la 

Reina, de acuerdo con lo propuesto por la 
Cámara del Real patronato , se lia servido 
mandar que no se permita la impresión ni 
publicación de las referidas exposiciones, sin 
que sus autores obtengan antes la debida Real 
autorización, que en tal caso se insertará li- 
teralmente á la cabeza del impreso.— De Real 
orden , etc. — Madrid 20 de setiembre de 
1855. — Sr. Gobernador civil de 

R. O. de 16 octubre de 1855. 

Sobre toma de posesión por los prebendados, etc. 

(Grao, y Just.) Ha llamado la atención 
del Gobierno el abuso que se. observa en al- 
gunas iglesias, en que Jos prebendados nom- 
brados toman posesión por apoderado, y no 
van á residir dentro de los términos que les 
están marcados, sin que para ello obtengan 
la debida autorización , fundada en causas 
justas y legítimamente probadas , así corno 
también sricede que otros dejan de residir 
sus prebendas del mismo modo y fuera del 
tiempo de rede ó recessit que les correspon- 
de según los estatutos. Semejante abandono, 
tan perjudicial á la Iglesia y gravoso á los 
demás prebendados, no puedo tolerarse por 
mas tiempo ; y para remediarlo, S. M. la Reina 
(Q. D. G.), conformándose con Jo propuesto 
por la Cámara del Real patronato, se lia ser- 
vido mandar lo siguiente; 

l.° Todo ei que sea nombrado para dig 
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njdarl canongía ó beneficio de iglesia eate- 
dra! ó’ colegial, podrá, como hasta aquí, don- 
de los estatutos lo permitan , tomar posesión 
por medio de apoderado; pero con la precisa 
obligación de' empezar su residencia dentro 
dedos meses, á contar desde la fucila del 
Real título que á sil favor se haya expedido. 

2. " Ningún prebendado podrá ausentar- 
se de su iglesia fuera del tiempo de rede ó 
recessü que le concedan los respectivos es- 
tatutos. 

3. ° Los eclesiásticos comprendidos en 
los dos artículos anteriores, podran ser dis- 
pensados de este deber por justas causas, con 
la autorización del Gobierno y de sus res- 
pectivos prelados. 

4. ° Los M. RR. Arzobispos, RR. Obispos 
y vicarios capitulares, sede vacante, cuida- 
rán del exacto cumplimiento de cuanto que- 
da ordenado, instruyendo inmediatamente 
los oportunos expedientes canónicos, de lo 
cual y de su terminación darán el oportuno 
aviso á este. Ministerio. 

5. ° Los Gobernadores civiles cuidarán 
por su parte de que no residan en sus res- 
pectivas provincias los eclesiásticos ausentes 
de sus iglesias, sin la competente autoriza- 
ción, dando el oportuno aviso a este Ministe- 
rio y ai prelado respectivo, — De Real ór- 
den etc. — Madrid i 6 de octubre de 1855. 
(CL. t. 66, p. 237.) 

R. D. de i 3 octubre de 1856. 

Anulando las disposiciones que so opongan a! Con- 
cordato. 

(Presid. del C. de M.) «Atendidas las 
razones que me ha expuesto mi Consejo de 
Ministros, he venido en decretarlo siguiente: 

Artículo!. 0 Quedan sin efecto todas las 
disposiciones, de cualquiera clase que sean, 
que de algnn modo deroguen, alteren ó va- 
ríen lo convenido en el Concordato celebra- 
do con la Santa Sede en 1 6 de marzo de 1 851 . 
— Dado en Palacio á 1 3 de octubre de 1856.» 
(CL. t. 70, p. 77.) 

ñ. D. de 15 octubre de 1856. 

Ordenes sagí'adas. 

(Crac, y Just.) Atendiendo á las razo- 
nes que me ha expuesto el Ministro de Gra- 
cia y Justicia, de acuerdo con mi Consejo de 
Ministros vengo en decretar lo siguiente: — 
Quedan sin efecto el R. D. de l.° de abril 
de 1855 y las demás disposiciones generales 
ó parciales referentes á la suspensión provi- 
sional de conferir órdenes sagradas; y ex- 
peditas las facultades ordinarias y canónicas 
de los prelados diocesanos con sujeción en 


su ejercicio á las reglas establecidas en el 
Concordato celebrado con la Santa Sede en 
16 de marzo de 1851 y á las providencias 
dictadas para su aplicación y cumplimiento. 
— Dado en Palacio a 15 de octubre de 1856 
(CL. t. 70, p. 87.) 

R. D. de 24 octubre de 1856. 

Se ordena la creación en el Ministerio de 
Gracia y Justicia de un negociado de estadís- 
tica general riel clero que comprenderá las 
calificaciones de aptitud, capacidad, celo y 
costumbres de todos los eclesiásticos de cada 
diócesis, y la clasificación que los respecti- 
vos Ordinarios hagan por los merecimientos 
de aquellos, para las dignidades, prebendas, 
beneficios y cargos de la Iglesia. (CL. t. 70, 
p. 156.) 

Por el Concordato de 17 de octubre 
de 1851 se devolvió al episcopado el 
pleno ejercicio de su autoridad, extin- 
guiendo los privilegios ó costumbres 
que de cualquiera manera le amengua- 
ban; y como no obstante los términos 
explícitos de su art. 15, y del 3.° del 
Real decreto de la misma fecha se sus- 
citaron todavía dudas y dificultades, 
para resolverlas se dictó el siguiente 
Real decreto de 6 de diciembre de 1861 . 

R. D. de 6 diciembre de 1861. 

(Grac. y Just.) «De conformidad con lo 
propuesto por mi Ministro de Gracia y Justi- 
cia, de acuerdo con el M. R. Nuncio apos- 
tólico, 

Vengo. en’decretar lo que sigue: 

Artículo l.° En observancia de lo dis- 
puesto en el art. 15 del último Concordato, 
y de lo ya declararlo al tiempo de su promul- 
gación en el art. 3.° de mi decreto de 17 de 
octubre de 1851, los M. RR . Arzobispos y 
RR. Obispos usarán del pleno ejercicio de 
su autoridad ordinaria, que desde entonces 
les corresponde en sus iglesias catedrales, 
así respecto de cosas corno de las personas 
de los capitulares, sin que les sirvan de em- 
barazo los privilegios, usos y costumbres vi- 
gentes hasta la promulgación referida, ni 
aun el juramento prestado por los mismos 
capitulares á las constituciones de sus ca- 
bildos. 

Art. 2.° En ningún punto de los de visi- 
ta ni corrección canónica tolerarán derechos 
ya caducados, y señaladamente el de los ad- 
juntos. — Dado en Palacio á 6 de diciembre 
de 1861.» (CL. t. 86, p. 550.) 
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R. O. de 30 junio de 1863. 

Corresponde á S. M. la provisión do la dignidad de 
deán en las catedrales, y de abad en las colegiatas. 

(Grao, y Just.) «limo. Sr.: He dado cuen- 
ta á S. M. de la comunicación de 30 del mes 
próximo pasado en que Y. I. participa á este 
Ministerio el fallecimiento de D. Pedro Ce- 
non de Zabalburu, abad de la colegiata de 
Logroño, y la provisión cjue Y. I. ha hecbo 
de esta vacante por estimarla comprendida 
entre las prebendas que deben proveerse en 
rigurosa alternativa de S M. y los respecti- 
vos Arzobispos y Obispos. 

Considerando que el art. 23 del Concor- 
dato celebrado en 185 i dispone que las re- 
glas establecidas para la provisión de las pre- 
bendas de las iglesias catedrales se observen 
en todas sus partes respecto de las iglesias 
colegiatas. 

Que per una de aquellas reglas , consig- 
nada en el art. 18, la dignidad de deán se 
ba de proveer siempre por S. M. en todas las 
iglesias y en cualquier tiempo y forma que 
vaque; 

Que según los arts. 14, 22 y 32, el abad 
de las colegiatas es, como el deán, presiden- 
te del cabildo en ausencia del prelado y pri- 
mera silla en su Iglesia apareciendo bajo 
este aspecto equiparadas en los referidos ar- 
tículos ambas piezas eclesiásticas , por lo 
cual su provisión debe ajustarse á la misma 
regla: 

Que de consiguiente , el Concordato de 
1851 no altera ni modifica en esta parte el 
convenio de 1753, en virtud del que, subro- 
gada la Corona ai Santo Padre en todos los 
casos generales y especiales de reservas, ha 
ejercido constantemente el derecho de pro- 
veer las primeras sillas de todas las colegia- 
tas del Reino que no eran de patronato par- 
ticular: 

Que por las razones expuestas en la Real 
cédula de ruego y encargo á los M, RR. Ar- 
zobispos vRR. Obispos de 31 de diciembre de 
1851 , publicada oficialmente en aquella épo- 
ca, se asentó como cosa cierta, sin contradic- 
ción alguna del representante de Su Santi- 
dad, que correspondía por siempre á la Coro- 
na la provisión de la dignidad de deán en to- 
das las iglesias metropolitanas y catedrales, é 
igualmente la de abad en todas las colegiatas, 
excepto las de patronato particular, en cual- 
quier tiempo y forma que vacare: 

La Reina (Q. D. G.),de acuerdo con el 
M. R. Nuncio de Su Santidad, ha tenido á 
bien resolver que. la abadía se proveerá siem- 
pre por S. M. en todas las iglesias colegiatas, 
excepto las »de patronato particular, en cual- 


quier tiempo y forma que vaque.— De Real 
órden, etc. — Madrid 30 de junio de 1863. — 
Monares.» Sr ( CL . t. 8 9,pág. 549.) 

R. D, de 15 febrero de 1867. 

Es sobre arreglo del clero parroquial y se 
inserta en Cura párroco. 

R. D . de 27 junio de 1867. 

Eü Sede vacante corresponden á S. M, todas las pro- 
visiones de piezas eclesiásticas,— Es^excíusiva déla 

Corona la presentación de los abades. 

(Crac, y Just.) «Habiéndose suscitado 
dudas acerca de la inteligencia y aplicación 
de varias disposiciones del último Concorda- 
to sobre provisión de piezas eclesiásticas en 
las iglesias metropolitanas, sufragáneas y co- 
legiales, conformándome con lo que en su 
razón, de acuerdo con el M. R. Nuncio 
apostólico y el parecer del Consejo de Mi- 
nistros, me ha propuesto el de Gracia y Jus- 
ticia, 

Yengo en decretar lo siguiente: 

Artículo I.° La alternativa establecida 
entre mi Real Corona y los M. RR. Arzobis- 
pos y RR. Obispos queda interrumpida en 
la Sede vacante en cuyo tiempo todas las 
provisiones me corresponden, continuando 
la alternativa en el nuevo Pontificado, según 
el estado en que había quedado el dia en 
que terminó el anterior. 

Art. 2.° Se entiende por promoción el 
tránsito de una pieza inferior á otra de supe- 
rior categoría ó consideración canónica. 

Art.. 3.° Corresponde exclusivamente á 
mi Real Corona la presentación de los aba- 
des, presidentes de los cabildos de las igle- 
sias colegiales y curas propios á la vez de 
sus parroquias , prévio concurso especial y 
propuesta en terna del diocesano. 

Art. 4 ; ° El concurso de oposición se 
convocará por el mismo diocesano con tér- 
mino al menos de 30 dias, y se celebrará en 
la capital de la diócesis , haciéndose los ejer- 
cicios en el modo v forma que se practica 
para las prebendas de oficio cíe la iglesia ca- 
tedral, con asistencia de cinco examinadores 
sinodales, designados por el Ordinario. 

Art. 5.“ Serán requisitos indispensables: 

1 Tener grado mayor en teología ó cá- 
nones. 

2.° Ser ó haber sido canónigo en iglesia 
catedral, de oficio en colegiata , ó cura pár- 
roco por espacio de ocho años, de los cuales 
dos al menos en parroquia de ascenso. 

Art. 6.° El diocesano remitirá al Minis- 
terio de Gracia y Justicia su propuesta en la 
forma que se practica en la provisión de 
curatos , 
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Art. 7.° Las disposiciones precedentes se 
aplicarán única y exclusivamente en las va- 
cantes rfne ocurran en las actuales colegia- 
tas: v en Jas catedrales que por el Concórda- 
lo se unen ;í otras Sillas, luego que esto 
ten ga efecto. 

Arí, 8. u El Ministro de Gracia y Justicia 
dispondrá lo necesario para su cumplimien- 
to.— Dado en Palacio á 27 de junio de 1867. 
—Está rubricado de la Real mano. — El Mi- 
nistro de Gracia y Justicia, Lorenzo Arrazo- 
|n.» ( ÜL. t. 97, p. 1252.) 

fí. D. de 22 agosto de 1867. 

Acordando la distribución de las iglesias sufragáneas 
entre las Sillas metropolitanas. 

(Grao. y Just.) «Teniendo en conside- 
ración la conveniencia y necesidad para la 
mas pronta y mejor expedición de los ne- 
gocios pertenecientes según ios sagrados cá- 
nones á la autoridad metropolitana de los 
M. RR. Arzobispos, de llevar á efecto res- 
pecto de las iglesias sufragáneas actualmen- 
te existentes lo dispuesto en el art. 6.° de! 
Concordato de 1851, ejecutado ya en parte, 
si bien no haya podido efectuarse todavía la 
erección de algunas iglesias nuevamente 
creadas, ni verificarse tampoco la unión de 
otras, medidas ambas dependientes de Ja cir- 
cunscripción ordenada por el art. 7.° del 
mismo Concordato, y en las cuales se ocupa 
actualmente mi Gobierno; y en vista de 
otras poderosas razones que me ha hecho 
presentes el Ministro de Gracia y Justicia, 
conformándome con lo propuesto por el mis- 
mo, de acuerdo con eí M. R. Nuncio de Su 
Santidad. 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo. l.° Lo dispuesto en el art. 6.° 
del Concordato, referente á la distribución 
de las iglesias sufragáneas entre las Sillas 
metropolitanas, se llevará á efecto desde t.° 
de octubre próximo respecto de las actual- 
mente existentes. 

En su consecuencia, pertenecerán en ade- 
lante: 

A la iglesia Metropolitana de Toledo las 
sufragáneas de Coria, Cuenca, Plusencia, y 
Siguenza. 

A la de Burgos , las de Calahorra, León, 
Osma, Palcncia, Santander y Vitoria. 

A la de Granada las de Almería, Cartage- 
na y Murcia, Guadix, Jaén y Málaga. 

A la de Santiago las de Lugo , Mondoñe- 
dn, Orense, Oviedo y Tuy. 

A la de Sevilla las de Badajoz, Cádiz, Ceu- 
ta, que el Concordato une á la anterior; Cór- 
doba, la de Canarias y la de Tenerife, que se 
une a la precedente. 


A la de Tarragona las de Barcelona , Ge- 
rona, Lérida, Tortosa, Urge], Vioh y la de 
Solsona que se une a esta. 

A la de Valencia las de Mallorca, Ihiza 
que se une á la anterior ; Menorca, Ori huela 
y Segorhe. 

A la de Valladolid las de Astorga, Ávila, 
Salamanca con la de Ciudad-Rodrigo , Se- 
govin y Zamora. 

A la de Zaragoza , las de Huesca con la de 
Rarbasf.ro, que se le une : Jaca , Pamplona, 
Tudela, que ha de unirse á la anterior, Ta- 
razaría y Teruel con la de Albarracin , que 
se unirá á esta. 

Art. 2.° Los negocios procedentes de las 
iglesias sufragáneas que han de cambiar de 
metrópoli continuarán hasta su terminación 
y fallo donde actualmente radican, remitién- 
dose desde 1 ,° de octubre los nuevos recur- 
sos al metropolitano á quien corresponda su 
conocimiento. 

Art. 3.° En los archivos metropolitanos 
se conservarán los papeles procedentes de 
sufragáneas que dejen de pertenecer á la 
misma metrópoli, mientras no fueren debi- 
damente reclamados. 

Art. 4.° Los respectivos metropolitanos 
se pondrán de acuerdo en cuanto crean con- 
ducente para la mas fácil y expedita ejecu- 
ción de las anteriores disposiciones. Ri para 
ello ocurrieren dificultades , mi Ministro de 
Gracia y Justicia, previo acuerdo en su caso 
con el M. R. Nuncio de Su Santidad, me 
propondrá lo que en su razón procediere. 

Art. 5.° El Ministro de Gracia y Justicia 
dispondrá lo necesario para el cumplimiento 
del presente decreto.- — Dado en San Ildefon- 
so á 22 de agosto de 1867. — Está rubricado 
de la Real mano. — El Ministro de Gracia y 
Justicia, Joaquín de Roncali.» ( CL . t. 98, 
pág. 306.) 

fí. O. de 24 agosto de 1867. 

Los datos y noticias para la ejecución del Concordato 
se pidan á los metropolitanos. 

(Grac. y Just.) «Desde que, en circuns- 
tancias bien azarosas, se dignó S. M. la Rei- 
na (Q. D. G.) constituir el gabinete presidido 
por el Sr. Duque de Valencia; al que tengo 
la honra de pertenecer , se ocupó mi digno 
antecesor en el despacho de los negocios 
eclesiásticos, con el firme propósito , secun- 
dando así las elevadas miras de S. M., de 
procurar la completa y leal ejecución del 
Concordato de 185-1 . y del Convenio adicio- 
nal de 25 de agosto de 1859, -como asimismo 
de las Concordias ajustadas con el M. R. Nun- 
cio de Su Santidad para llevar á cabo mu- 
chos de los acuerdos contenidos en aque- 
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líos solemnes tratados. Bien conocidas son 
del episcopado las importantes disposiciones 
adoptadas desde entonces, así en casos par- 
ticulares como en virtud de medidas genera- 
les concertadas previamente con el repre- 
sentante de la Santa Sede ; debiendo citarse 
entre las mas capitales, porque ponen muy 
de manifiesto el sistema que en materias de 
tai gravedad se proponía seguir el actual Ga- 
binete, las referentes al arreglo parroquial, á 
las capellanías colativas y fundaciones piado- 
sas, y por vil timo el R. D. de 27 de junio de 
este año, declarando, entre otras cosas, la 
inteligencia práctica de la palabra promo- 
ción , que se usa en el art. 18 del Concorda- 
to, y de la cual se deduce necesariamente 
que toda vacante producida por un nombra- 
miento de la Corona, que uo sea la conse- 
cuencia del tránsito de una pieza inferior á 
otra de superior categoría ó consideración 
canónica, ha de reputarse causada por mera 
traslación, quedando sujeta, por consiguien- 
te, á la alternativa establecida entre Ja Co- 
rona y el prelado. 

Llamado después, por la bondad de S. M., 
al Ministerio de Gracia y Justicia, be dado á 
conocer desde el primer momento y de la 
manera mas explícita y terminante mi deci- 
dido propósito de seguir sin levantar mano 
la marcha y sistema que ya se habían traza- 
do, á fin de completar gradual y progresiva- 
mente, con acuerdo del M. K. Nuncio de Su 
Santidad, la franca ejecución del Concordato 
en todas sus partes; siendo á la verdad mu- 
chos los puntos interesantes que todavía se 
hallan pendientes y lian de ser examinados 
con meditación á fin de consolidar mas y 
mas la concordia entre el sacerdocio y el Im- 
perio. 

En medio de otras muy graves y perento- 
rias atenciones, he procurado tener frecuen- 
tes conferencias con el representante de la 
Santa Sede, siendo el objeto de ellas deter- 
minar con precisión el estado en que se en- 
cuentra actualmente la ejecución del Con- 
cordato; lijar metódicamente ios puntos que 
necesitan aclararse ó ampliarse por medio de 
disposiciones secundarias ó resoluciones en 
armonía con la mente y espíritu del mismo 
Concordato, y establecer, por último, el ór- 
- den que ha de observarse para plantear y re- 
solver en su día las cuestiones pendientes en 
la actualidad, teniendo muy en cuenta su 
misma importancia y naturaleza. 

Para obtener este resultado, nada convie- 
ne tanto como reunir los datos y noticias 
congruentes al objeto, y conocer sobre de- 
terminados puntos al ilustrado parecer de los 
prelados, tan entendidos en estas materias 


como interesados á la vez en e! buen régi- 
men de la Iglesia. En esta atención, y consi- 
derando que en lugar de oir á cada prelado en 
particular, especialmente sobre ciertos pun- 
tos, es mas preferible que los de cada provin- 
cia eclesiástica emitan su opinión colectiva. 
S. M. se ha servido resolver que en los ca- 
sos de que se trata se pidan á los metropo- 
litanos por este Ministerio, de acuerdo con 
el M. R. Nuncio Apostólico, los datos y noti- 
cias conducentes, proponiéndoles la séric de 
preguntas ó cuestiones que convengan escla- 
recer, á fin de que reuniendo á sus sufragá- 
neos en conferencia privada ó poniéndose de 
acuerdo con ellos del modo y forma que les 
parezca mas conveniente y oportuno, puedan 
evacuar el correspondiente informe, en que 
de una manera clara y precisa se consigne 
la opinión de todos los prelados en cada me- 
trópoli acerca de los puntos que hubiesen si- 
do objeto de la consulta. Y de orden de Su 
Majestad etc. — Sau Ildefonso 24 de agosto 
de 1 807. —El marqués de Roncali. — Se- 
ñor » ( CL . t. 08, p. 308.) 

• R. D. de 2 setiembre de 186*7. 

Fres lando .Real asenso para que so ponga en ejecu- 
ción el nuevo arreglo y demarcación parroquial de 
la diócesis da Segó vi a. 

(Gkac. y Just.) «Tomando en considera- 
ción io propuesto por mi Ministro de Gracia 
y Justicia, oído el Consejo de Estado, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, 

Vengo en decretar : 

Articulo í. u Conforme á lo dispuesto en 
el art. 24 del Concordato de 16 de marzo 
de 1851, 

Vengo en prestar rni Real asenso para que 
se ponga en ejecución el nuevo arreglo y 
demarcación parroquial formados para la dió- 
cesis de Segovia por auto definitivo del 
R. Obispo de l.° de agosto del presente año. 

Art. 2.° En su consecuencia se expedirá 
la correspondiente Real cédula auxiliatoria 
con arreglo al modelo que á propuesta del 
Ministro de Gracia y Justicia tengo aprobado 
y las demás cláusulas procedentes. 

Art. 3. u El presente decreto y Ja parte 
necesaria á juicio del R. Obispo de mi Real 
cédula auxiliatoria de que trata el artículo 
anterior, se publicarán en el Boletín oficial 
de Ja provincia eu que estén situadas Jas res- 
pectivas parroquias y en ei eclesiástico de 
aquella diócesis. 

Art. 4.° En adelante, y basta tanto que 
tenga electo la dotación definitiva con arre- 
glo á lo dispuesto en el art. 36 del Concor- 
dato, se formará el presupuesto de dicha 
diócesis según las reglas transitorias consig- 
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nacías en el art. 28 y demás disposiciones de 
mí R. L>. de 15 de lebrero de este ario, dado 
con intervención dci M. R. Nuncio Apostó- 
lico. „ . . 

Art. 5. a Eí Ministro de Gracia y Justicia 
dispondrá lo conveniente para Ja ejecución 
del presente decreto. — Dado en el Real Si- 
Lio de San Ildefonso á 2 de setiembre de 
1867. — Está rubricado de la Real mano. — 
El Ministro de Gracia y Justicia, Joaquín de 
Roncali.» (CL. t. 98, pág. 326.) 


Hemos comprendido en este artículo 
los Concordatos de 1737, 1753 y 1851; 
la Concordia Fachenetti, así llamada por 
haberla ajustado el N unció César Fache- 
netti y el Gobierno español; el Convenio 
de 1860, que tuvo por objeto la con- 
mutación de los bienes eclesiásticos por 
inscripciones intrasferibles de la Deuda 
consolidada del 3 por 100, y además las 
importantes disposiciones publicadas por 
el Gobierno para la ejecución del últi- 
mo Concordato. Otras será preciso con- 
sultar en sus respectivos artículos, como 
las relativas al arreglo parroquial en 
Cura párroco; las que tienen por objeto 
el arreglo de las capellanías y otras fun- 
daciones piadosas , incluso el Convenio 
con la Santa Sede firmado en 1887, en 
Capellanía; y otras mas en Beneficio, 
Culto y Clero, Desamortización, Ecle- 
siásticos, Iglesias, Monasterios, etc. 

La inserción del Concordato de 1753 
nos fia parecido muy conveniente, por 
ser importantes los puntos que en el se 
resuelven, y porque á parte de ciertas 
concesiones que se hicieron , es uno de 
los tratados mas beneficiosos y de que 
reportó mas ventajas ia monarquía es- 
pañola (1). 

Menos útil creimos la inserción del 
Concordato de 1737; pero lo hemos in- 
cluido también, mas que por la impor- 
tancia que boy tiene, por el deseo de 
facilitar con el estudio de su texto cí de 
los demás que le han sucedido. No 
queremos, sin embargo, privar á nues- 


(i) Así lo reconoce el Sr. Mayans y Sisear, 
y así lo consignan también el ilustre historia- 
dor comtempcráneo Sr. Lafucnte, y e,l eminen- 
te ^canonista Sr. Aguirre nuestro maestro y 
amigo. 


tros lectores del juicio que formó de 
este Concordato un ilustre escritor del 
siglo pasado. 

Dijo el Sr. Mayans y Sisear , en sus 
justamente apreciadas Observaciones le- 
gales sobre el Concórdalo celebrado en 
1753 (observ. 2.*), que en el de 1737 
se contravino en muchos artículos á las 
costumbres, Concilios y leyes de esta 
Monarquía, «por cuya causa, añade, los 
mas sabios letrados desde luego le tu- 
vieron por nulo,» creyendo que esta fué 
la causa que tuvo el Consejo de Castilla 
para no haber dado á dicho Concordato 
otro curso, si no haber mandado pasarle 
al examen de los fiscales, sin haberle 
enviado á las Chanciilerias , Audiencias 
y jueces ordinarios del Reino, con pro- 
visiones circulares, como lo bubieray 
debiera haber hecho, si desde luego no 
hubiera previsto eí Consejo los gravísi- 
mos inconvenientes que fiabia , de po- 
nerse en ejecución un Concordato con- 
trario á las loables costumbres, Conci- 
lios , leyes ó intereses de España. Lo 
mismo repitió en la 7. a observación, aña- 
diendo en la 8. a que lo que ofreció la 
córte romana á la de España, no lo cum- 
plió ; que expresamente contravino al 
Concordato de 1737; que no reformó 
los abusos, y antes se propuso confir- 
marlos, como sucedió respecto de los 
expollos y de las dispensaciones pedidas 
por dinero, etc., etc. (i). 

Esto, y la gran cuestión del patrona- 
to que quedaba pendiente ó en cierto 
modo mal decidida, juntamente con la 
opinión de los hombres mas ilustres dsl 
país, que se habían manifestado celosos 
defensores de las regalías de ia Coro- 


(1) El Sr. Aguirre, cuya Opinión es en todo 
para nosotros tan respetable y mas en mate- 
rias canónicas, dice a propósito del juicio del 
Sr. Mayans sobre eí Concordato de 1737 , que 
sin dejar de cunceder que la Cúrte de España 
se consideró defraudada por no haberse cum- 
plido sus deseos, no puede asegurarse la nuli- 
dad del Concordato, ya porque, si no fué publi- 
cado solemnemente, fué ratificado por ambas 
partes y se circulo por un decreto, ya también 
porque existen varias leyes que comprenden 
algunos de sus artículos...., (Curso de disci- 
plina-eclesiástica, general y particular de Es- 
paña'. 2. a edición, 1858.) 
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na (1), hubo de crear la necesidad del 
nuevo Concordato firmado en 1753 , á 
que se prestó mas benignamente el Papa 
Benedicto XIV, como ya dejamos dicho. 

En cuanto al Concordato de 1851, co- 
mo que vino á dar solución á las cues- 
tiones eclesiásticas pendientes, su im- 
portancia no puede ser por nadie desco- 
nocida, ya se le encomie , ya se le com- 
bata en el terreno de si fué mas ó menos 
conveniente en su forma ó en alguna de 
sus disposiciones. El objeto de este Con- 
cordato, según se expresa bien claramen- 
te en la ley de 8 de mayo de 1849 , fué 
procurar la solución de las cuestiones 
eclesiásticas pendientes, inclusa la im- 
portantísima de la desamortización ; es- 
tablecer nueva eircunscripciou de dió- 
cesis; organizar con uniformidad el cle- 
ro catedral, colegial y parroquial, pres- 
cribiendo los requisitos de aptitud é ido- 
neidad, residencia é incompatibilidad de 
beneficios ; establecer la enseñanza del 
clero y la organización de seminarios y 
casas é instituios de misiones } de ejerci- 
cios y corrección de eclesiásticos ; regu- 
larizar el ejercicio en la jurisdicción 
eclesiástica suprimiendo las privilegia- 
das; y resolver, por último, de una ma- 
nera definitiva, lo relativo á los institu- 
tos de religiosas. 

Acaso no sean para algunos muy con- 
ciliables ciertas disposiciones del novísi- 
mo Concordato con las bases de la ley 
de autorización, otorgada al Gobierno 
para celebrarle; pero de todos modos es 
siempre de incontestable importancia el 
estudio de todas las referidas disposicio- 
nes, como lo son igualmente las que 
después se han dictado para su ejecución. 

He aquí, pues, en la imposibilidad de 
detenernos mas, un cuadro indicador 
de los asuntos de que son objeto los im- 
portantes documentos contenidos en este 
artículo. 

(1) Véase Regalías de la Corona y Rega- 
listas y Ultramontanos, en donde indicamos 
las diferencias de estas escuelas y damos noti- 
cia de los mas celosos defensores de una y otra. 
Allí indicamos también algo sobre el célebre 
Memorial de Ghumaeero y la famosa Jtespues- 
ta ó Pedimento fiscal de los Cincuenta y cinco 
parrafot del célebre fiscal D. Melchor de Ma- 
canaz. 


Abad de Covadonga: art. 13 del Concordato. 
—De las colegiatas art. 22 del Conc. y 17 
del R. D. de 25 julio 1851 (1) y R. D. 30 
junio 1863 y 27 junio 1867. 

Aranceles de juicios: art. 21 del Conc. de 
1737. 

Arciprestes: art. 13 del Conc. — V. Arci- 
prestes. 

Arcediano: art. 13 del Conc,; y 3.° 25 ju- 
lio 1851. 

Asilo: arts. 2.° á 4.° del Conc. de 1737. 

Beneficiados y beneficios de las catedrales y 
colegiatas: su número , oficios , atribucio- 
nes, etc.: arts. 16, 17, 18 y 22 del Concor- 
dato; id. 11 y 12 de 25 julio 1851; 16 mayo 
1852; 11 julio id.; id. 12 y 13 enero 1854; 
24 mayo 1855, — Consúltense también los 
arts. 6.°, 19 y otros del Conc. de 1737, y 
el l.° y 2.° del de 1753. 

Bienes eclesiásticos : sobre su desamortiza- 
ción, permuta, nueva adquisición, etc.: ar- 
tículos 35, 38, 39 , 40, 41 y 42 del Con- 
cordato; id. l.° aí 7.° y 20 del Convenio 4 
abril 1860. — V. Desamortización. — Id. del 
Concordato de 1737, arts. 5. u , 7. u y 8.° 

Cabildos de las catedrales : lo que son , su 
presidencia; atribuciones, etc.; arts. 13 al 
17 y 20 del „Conc.— Id. de Jas colegiatas: 
arts. 22 y 23 del Conc. 

Canongías y canónigos : provisión, ele. : ar- 
tículos 13, 16, 17, 18 y 19 del Conc.; y 
demás que se citan en Dignidades y pre- 
bendas. 

Capellán mayor de Reyes: capilla de id.: ar- 
tículos 13 y 21 del Conc. ; id. 9.° 21 no- 
viembre 1851.— -Id. mayor muzárabe de 
Toledo: arts. 13 y 21 del Conc.; id. 9.° de 
21 noviembre 1851 — Id. de SanFernando 
de Sevilla: art. 13 del Conc. — Jd. de los Re- 
yes Católicos de Granada; art. 13 del Conc. 

Capellanías y fundaciones piadosas : art. 39 
del Conc.; id, 10 del Conv.de í abril 1860. 
—Id. Conv. de 1867. 

Cargas eclesiásticas en colegiatas: 18 octu- 
bre 1852, art. 1 1 . 

Casas y congregaciones de San Vicente de 
Paul y San Felipe fteri, etc.: arts. 29 y 35 
del Conc. — Id. religiosas de mujeres, ar- 
tículos 30 y 35 del Conc.; id. 1 4 diciembre 
1851. — Id. de los párrocos, y huertos y 
jardines: art. 6.° del Conv. de 4 abril 1860. 

Catedrales: (arreglo del personal dej 21 no- 
viembre 1851 y 30 abril 1852. 

Cédulas bancadas ; su abolición: Conc. de 
1753, art. 8.° 


(1) Cuando decimos solamente Concordato 
L sin expresar cuál, entiéndase el de 1851. 
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Censuras (Sobre uso de); Conc. de 1737, 
arl;. 10. 

Coadjutores ; Conc.de 1737, art. XVII. — 
Id, de parroquia; Conc. art. 26 y R. O. de 
18 de octubre de 1852, arts. 3.° y 5.° — 
V. Cura párroco. 

Colación canónica; Conc. art. 18; R. D. 5 
de noviembre de 1852. — Véase también 
el art. G.' J del Conc. de 1753. 

Colegiatas: las que se conservan y las que 
no etc.: arts. 21 al 23 del Conc.; id. 4. J y 
siguientes de 30 abril 1852; p. 162; 18 oc- 
tubre 1852; arts. 2.°, 4.“ y otros de 23 abril 
1853; art. 8." de 3 enero 1854. 

Colegios de misiones para Ultramar: art. 29 
del Conc. 

Concordato de 1737; inserto eu la p. 258. 
— Id. de 1753 ; inserto en la p. 263. — 
Id. de 1851; inserto en la p. 268. 
Concordia Faclienctti; p. 258. 

Convenio de 1860; p. 276. — Id. de 1867, so- 
bre capellanías; p. 279. 

Contribuciones . Conc. de 1737, arts. 7.° y 8.° 
Culto. — V. Presupuestos, en este cuadro. 
Curas: Curatos ; Conc. arts. 24 al 27 y las 
disposiciones insertas en Cura párroco. 
— Consúltense igualmente los arts 13 y 
14 del Concordato de 1737 y el 3." y 5.° 
del de 1753. 

Cruzada (fondos de). Carga para la manu- 
tención y subsistencia del Nuncio. Conc. de 
1753 al fin. 

Dataria y Cancelaría apostólica , etc. Com- 
pensación á Roma, Conc. de 1753, art. 8.° 
Deanes : arts. 13 y 18 del Conc.: R. D. de 
25 julio 1851; 24 noviembre id,; 30 junio 
de 1863. 

Dignidades y prebendas eclesiásticas; reglas 
para su provisión etc., etc.: arts. 13, 16, 
17 y 18 del Conc. ; 25 julio 1851 ; 21 no- 
viembre id. ; 17 diciembre id.; art. 8.° de 
30 abril 1852; 14 mayo , 21 junio y 5 no- 
viembre id. 

Diócesis ; su división etc.: base 1. a ley de 
8 mayo 1849; arts. o.° al '8.° del Conc.; 17 
octubre 1851 ; 23 abril 1853; arts. 17 del 
Conv. de 4 abril 1860; R. D. de 22 agos- 
to 1867. 

Doctoral: arl. 13 del Conc. 

Dotación del culto y clero; prelados; deanes; 
dignidades; canónigos; beneficiados; cu- 
ras; ecónomos; coadjutores, etc.: arts. 31 
a! 38 del Conc.; id. 2.° al 4. a del Conv. de 
4 abril de 1860, y demás que se vé en el 
artículo Curto y Clero. 

Eclesiásticos en general : su adscripción á 
las parroquias; art. 9.° de la R. C. de 3 
enero 1854; 6 agosto 1855. 

Ecónomos : su dotación etc. : 29 noviembre 


1851; art. 3.° de 18 octubre 1852; v 23 
abril' 1853. 

Escuelas: Inspección de los prelados y arci- 
prestes en ellas: art. 2.° del Conc., 27 fe- 
brero y 23 marzo 1852. 

Estadística general del clero : 24 octu- 
bre 1856, 

Estatutos de las iglesias (su reforma): 31 
julio 1852. 

Exclaustración de religiosas: 24 diciem- 
bre 1851. 

Excusado (tribunal del), arl: 12 del Conc. 

Expolios , vacantes y anualidades (Colectu- 
ría de); arts. 12 y 31 del Conc., 21 octu- 
bre 1851. — Id. Conc. de 1737 art. XXII; 
idetn Concilio de 1753 . 

Fondo de reserva: 29 noviembre 1851; ar- 
tículos 7.° al 12. 

Gerarquia eclesiástica, art. 13 y siguientes 
del Conc.; 25 julio y 21 noviembre 1851, 

Iylesiarios, mansos, etc. (campos reserva- 
dos já las iglesias): art. 6.° del Conv. 4 
abril 1860. 

Iglesias (reparación de): art. 36 del Concor- 
dato, 29 noviembre 1851, art. 10; Con- 
venio 4 abril 1860, art. 13. 

Iglesias frías : Conc. 1737, art. 3.° 

Incompatibilidad de cargos eclesiásticos: 
art. 19 del Conc.; 14 noviembre 1851. 

Instrucción pública: art. 2, u del Conc.; 27 
lebrero y 23 marzo 1852. 

Jubilaciones de párrocos: 30 abril 1852, de 
prebendados, 8 mayo 1855. 

Jueces in curia: que no se les deleguen cau- 
sas; Conc. de 1737, art. 20. 

Jurisdicción eclesiástica: base 4. a , ley 8 ma- 
yo 1849; arts. 3. ü , 4.°, 10, 11 y 21 del 
Conc. — Id. 7.° del de 1753, y 12 del de 
1737. 

Lecloral: art. 13 del Conc. 

Mesada: descuento de la de los nombrados 
para prebendas, curatos , etc.; art. 37 del 
Conc.; 21 noviembre 1851, art. 10. — Idem 
29 noviembre, arts. 6.° al 8.°; 28 marzo 
1852. 

Maestrescuela: art. 13 del Conc. — Id. 5.° de 
25 julio 1851. 

Magistral: art. 13 del Conc. 

Nuncio: que no se les conceda indulto de 
conferir beneficios; Concordato 1753, ar- 
tículo 5.° 

Obispos y Arzobispos: arts. 8.°, 14 y 15 del 
Conc. y los demás citados en Cabildos, 
Diócesis, Jurisdicción, etc.— Id. R. D. de 
6 diciembre 1861 

Ordenes militares (territorios y jurisdicción 
de las): arts. 9 y 11 del Conc.— Id. 6»° 
R. C. de 3 enero 1854. 

Ordenes sagradas (á titulo de patrimonio): 30 
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abril 1852.— Id- suspensión y alzamiento: 
i.° abril 1855 y 5 octubre 1856. 

Parroquias (arreglo y demarcación de) : ar- 
tículo 24 uel Conc. 

Pastorales, edictos, etc.; su carácter; 27 se- 
tiembre 1852; sobre censura de escritos: 
19 agosto 1854. 

Pafnmom'oíC (órdenes sagradas á título de): 
30 abril 1852. 

Patronato de la Corona: Conc. de 1737, 
art. XXIII Id. de 1753 en donde se decide 
sobre este importante asunto. 

Patronos eclesiásticos: Conc. 1753; arts. í.° 
4.° y otros, de las colegiatas (derecho de 
presentación): art. 17, 21 noviembre 1851 . 
Penitenciario: art. 13 del Conc. 

Pensiones sobre parroquias: Conc. 1737, ar- 
tículos 14 y 15. 

Prebendados : (títulos, residencia, etc.); 31 
mayo 1853; 16 octubre. — Id. de oficio; 
Conc. de 1753, art.- 2.° — V. Canónigos: 
Dignidades. • 

Presupuestos del culto ó iglesias: 29 noviem- 
bre 1851, art.. 13; 16 diciembre 1851; 23 
abril 1853; art. 16 del Conv. 4 abril 1860. 
Provisiones en sede vacante: R. D. de 27 
junio 1867. 

Racioneros y medio racioneros: reglas 9. a 
y 10 del art. 17, R. D. de 25 julio 1851; 
R. C. de 11 julio 1852. 

Religión de España: Conc., art. l.° 
Residencia canónica: art. 19 Conc. ; 14 no- 
viembre 1851; 8 febrero 1853; 16 octu- 
bre 1855. 

Seminarios : arts. 28 y 35 del Conc. — Idem 
8.° de 23 abril 1853. 

Sínodos provinciales (celebración de) : ar- 
tículo 19 Conv. de 4 abril 1860. 

Solicitudes de eclesiásticos al Gobierno: 16 
junio 1853 y 20 setiembre 55. 

Cacantes de las Sillas, dignidades , parro- 
uias, etc.: (rentas de) art.. 37 del Concor- 
ato; art. 10 de 2i noviembre 1851. 
Vicarios capitulares (su nombramiento en 
sede vacante): art. 20 del Conc. 

Visitas de diócesis: (gastos de) art. 34 del 
Concordato; 16 diciembre 1851. 

Muchas de las palabras contenidas en 
el anterior repertorio son objeto de ar- 
tículos especiales de esta obra y pueden 
consultarse en su lugar respectivo. 

CONCORDIA. Transacción, ajuste ó 
convenio entre corporaciones que liti- 
gan sobre algún punto dudoso: Escri- 
tura debidamente autorizada en que se 
contiene lo tratado y convenido. Las 
transacciones que se hacen entre dos ó 
Tomo III. 
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mas pueblos poniendo término á los plei- 
tos ó cuestiones que haya entre ellos, 
sobre pastos, lindes, aguas etc , son las 
únicas á que se ha dado el nombre de 
Concordia etc. — V. Transacciones. 

A la Administración compete la pro- 
tección de los derechos de mancomuni- 
dad de pastos, fundados en antigua Con- 
cordia y en la constante posesión; pero 
cuando la cuestión verse sobre legalidad- 
ó subsistencia de los títulos en que se 
funden los derechos, toca su conocimien- 
to á los Tribunales de justicia. Así lo es- 
tablece el Consejo de Estado en la si- 
guiente 

R, D.-S. de 24 de marzo de 1866. 

Pleito seguido en el Consejo de Esta- 
do por el Ayuntamiento de Hornillos 
contra los de Munillu y Zarzosa, sobre 
aprovechamiento común de los pastos y 
montes de algunos términos de sus ju - 
risdicciones. Se regían respecto á esto 
dichos pueblos, por ciertas Concordias 
de los siglos XV, XVII yXVlII, hasta 
que en 1835, el Ayuntamiento de Hor- 
nillos pidió su anulación por incompa- 
tibilidad con las nuevas ordenanzas de 
montes. El Gobernador de Logroño man- 
dó en 2 de abril del mismo año, que 
aquellos pueblos procediesen á nueva 
Concordia dentro del término de 15 dias, 
lo. que no se hizo, y el Gobernador re- 
solvió en providencias da 23 de octubre 
y 16 de noviembre de 1860, de confor- 
midad con ei Consejo provincial, que se 
respetaran las antiguas Concordias en to- 
do lo que no se hubiese alterado por la 
nueva legislación de montes. El Ayun- 
tamiento de Hornillos, propuso deman- 
da aute el Consejo provincial de Logro- 
ño para que se dejaran sin efecto estas 
últimas providencias, impugnaron la 
demanda las villas de Munida y Zarzo- 
sa, y el Consejo, por su sentencia defi- 
nitiva, desestimó la pretensión de Hor- 
nillos , y declaró subsistentes las cita- 
das providencias, salvo los derechos de 
los Ayuntamientos y dueños particula- 
res. El Ayuntamiento de Hornillos ape- 
ló, y por R. D.-S. de 24 de marzo, á 
consulta del Consejo de Estado, se con- 

20 
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firma la sentencia del Consejo provin- 
cial de Logroño: 

«Considerando que es un supuesto del 
pleito, reconocido corno tal por las partes 
contendientes, que desde que se otorgaron 
aquellas Concordias, los vecinos de ambos 
pueblos han venido aprovechándose man- 
coniunadamente de los pastos y leñas de los 
montes que fueron objeto del contrato, hasta 
el año de 1835, en que el pueblo demandan- 
te, á pretesto de que por virtud de las nue- 
vas disposiciones sobre el ramo de montes 
no podía sostenerse por mas tiempo el co- 
mún aprovechamiento, compareció ante el 
Gobernador de ¡a provincia reclamando la 
caducidad de las precitadas Concordias: 

Considerando que si bien por razón de la 
materia y en fuerza de Ja constante pose- 
sión en que los dos pueblos estaban de apro- 
vechar las yerbas y leñas de los menciona- 
dos montes, es indudable la competencia de 
la Administración para conocer de este asun- 
to en cuanto no afecte á la legalidad de los 
títulos en que Jos pueblos apoyen sus res- 
pectivos derechos, no le es dado sin embar- 
go conocer y juzgar sobre este último ex- 
tremo, sin traspasar la línea divisoria que la 
separa de la jurisdicción de los Tribunales 
ordinarios: 

Y considerando que tanto las providen- 
cias dictadas por el Gobernador civil de Lo- 
groño en 23 de octubre y 16 de noviembre 
de 1860, como la sentencia apelada que. las 
confirmó, están en perfecta armonía con los 
principios expuestos; y todas ellas reservan 
á las partes el derecho que por las Concor- 
dias y ejecutorias adquirieron y sean compa- 
tibles con las nuevas disposiciones, para que 
lo deduzcan y ventilen ante quien corres- 
ponda.» ( Gac . 25 abril,) 

CONCUBINA. CONCUBINATO- Se llama 

concubina la manceba ó mujer que vive 
y cohabita con un hombre como si fue- 
ra su marido. Concubinato, es por con- 
siguiente, la comunicación ó trato del 
hombre con su concubina. — V. Aman- 
cebamiento y en Código penaf. el ar- 
ticulo 362. * 

CONCURSO DE ACREEDORES. Juicio 

que promueve un deudor para que se 
haga pago á los acreedores, ó por algu- 
no de estos con el propio lio de reali- 
zar sus créditos. Trata de los concursos 
de acreedores el til. XI Je la Ley de En- 
juiciamiento civil \arts. 50o á 635). Hay 
concurso voluntario, y necesario.' 


CONCURSO 

Concurso voluntario es e! pretendido 
por el mismo deudor, que al solicitarlo 
deberá presentar relación firmada de to- 
dos sus bienes, un estado de las deudas 
y una memoria en que se consignen las 
causas que hayan motivado su presenta- 
ción en concurso (. Art . 506). 

Puede el deudor solicitar quita y es- 
pera ó cualquiera de las dos cosas, en 
cuyo caso el juez manda convocar in- 
mediatamente á junta de acreedores que 
se celebra en la forma prevenido en los 
arts. 507 y siguientes tomando el acuer- 
do que crean conveniente; el cual pue- 
de ser impugnado como en ellos se dice. 

No pidiéndose simplemente sino la 
formación det concurso, se acomodará 
la sustanciacion á las reglas establecidas 
para el concurso necesario. 

Concurso necesario. Este solo puede 
decretarse á instancia de parte legítima 
con tal que haya dos ó mas ejecuciones 
pendientes contra ^eb deudor, y que no 
se hayan encontrado en todas ó en algu- 
na de ellas bienes libres de otra respon- 
sabilidad, conocidamente bastantes á cu- 
brir la cantidad que se reclaoje. El juez, 
que será cualquiera de los que estén co- 
nociendo de Jas ejecuciones, art. 522, 
declarará el concurso y dictará las pro- 
videncias necesarias para el embargo y 
depósito de todos los bienes del deudor, 
ia ocupación de sus libros y papeles y la 
retención de la correspondencia, lleván- 
dose á e f ecto la administración del con- 
curso y la tramitación de los autos con- 
forme á los arts. 523 y siguientes. 

Hay varias clases de acreedores, y se- 
gún la distinta naturaleza de los crédi- 
tos asi es el orden de su preferencia eD 
caso de concurso. 

El orden es el siguiente: 

1. ° Acreedores de dominio, que son 
los que piden cosa suya propia que es- 
taba en poder del deudor, sin poder 
confundirse con otra, como un caballo 

: que le dió en comodato, ó en depósi- 
to etc. Cuando la cosa es fungible, esto 
es, de las que se consumen con el pri- 
mer uso, entonces ei acreedor de domi- 
nio no tiene prelacion como tal. 

2. ° Acreedores hipotecarios, Según 
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la ley hipotecaria, el acreedor que pri- 
mero inscribe su crédito hipotecario es 
preferido á todos para que se haga pago 
con la cosa hipotecada, surtiendo su 
efecto la inscripción aun contratos acree- 
dores singularmente privilegiados por la 
legislación común (Art. 24 y siguientes 
ley hipotecaria) . En los créditos hipo- 
tecarios tiene lugar de lleno e! axioma 
tqui prior est tempere , potior est jure » 
es decir, que es primero á cobrar el que 
antes tiene constituida la hipoteca, y si 
hay dos ó mas inscripciones de una mis- 
ma fecha relativas á una misma finca, 
se atiende á la hora de la presentación 
en el registro. (Art. 2fc>.) 

Han desaparecido, pues, los privilegios 
de la Hacienda y los de las mujeres ca- 
sadas, y las de los créditos refacciona- 
rios etc. ote. respecto á la hipoteca ó al 
crédito hipotecario inscripto , debiendo 
atenernos á la regla que dejamos esta- 
blecida. 

3. ° Acreedores singularmente privi- 
legiados , ó que lo son por razón del en- 
tierro y funeral proporcionado á la for- 
tuna y circunstancias del finado, ó por 
la ordenación de la última voluntad y 
formación del inventario y demás dili- 
gencias judiciales de la testamentaria ó 
abintestalo , ó por gastos de la última en- 
fermedad del finado. 

4. ° Acreedores por trabajo personal 
y por alimentos. 

3.° Acreedores con hipoteca legal 
privilegiada según la antigua legisla- 
ción (1). 

6. ° Acreedores con hipoteca legal no 
privilegiada. 

7. ° Escriturarios, ó que acreditan 
su crédito por escritura pública. 

8. ° Quirografarios , ó que acreditan 
sus créditos por documento privado, 
siendo preferidos en su caso los que es- 
tán extendidos en papel sellado. 

Este es el orden establecido por nues- 
tras leyes que viene á reconocer también 

(i) No está en este caso la escritura de dote 
solamente confesada por el marido, ó destitui- 
da^ de la prueba de entrega la cual no goza pre- 
lacion sobre otros créditos aunque sean rnera- 
mente personales y quirografarios. {Sentencie v 
ae 27 de junio de 1804.) 


sin ser este su objeto, el art. 592 de la 
Ley de Enjuiciamiento civil. En todos 
los referidos créditos, menos en los qui- 
rografarios, tiene lugar el axioma antes 
indicado de que son respectivamente 
preferidos dentro de cada clase los eré- 
tos mas antiguos. — V. Acreedor. Acree- 
dores : Hipoteca.. 

CONCURSOS PUBLICOS.— V. Adminis- 
tración: Exposiciones públicas. 

CONCUSION. Exacción fraudulenta de 
impuestos, derechos etc. 

CONDE. E ste nombre jo mismo que 
el de Duque y Marqués son títulos de 
honor y de dignidad, sin cargo algu- 
no público. Antiguamente, dice un his- 
toriador, los duques tenían el gobierno 
de las provincias y la administración 
principal de la justicia. Ordinariamente 
tenían consigo condes á los cuales llama- 
ban ellos en íatin corniles, ó como quien 
dijera asociados ó compañeros, por cau- 
sa que estos eran asignados á los duques 
pora ser como adjuntos suyos en admi- 
nistrar la justieia; pero en ausencia de 
los duques obtenían muchas veces la 
autoridad de mandar las tropas y las 
provincias en que se hallaban estableci- 
dos. La función de ios marqueses y su 
empleó era gobernar las fronteras las 
cuales se llamaban marcas, de donde 
provino el que los que tenían el gobier- 
no de ellas fuesen apellidados Mar chis 
y después marqueses. — V. Grandezas 
de España: Títulos del Reino. 

CONDECORACIONES. Distintivos de ho- 
nor que se conceden para premiar e) 
mérito ó el valor cívico ó militar, como 
cruces, placas, etc. 

En R. 0. de 9 de julio de 1833 se pre- 
vino que en ningún caso se expidan du- 
plicados de ios diplomas de condecora- 
ciones, y que los interesados puedan en 
su caso reclamar certificado de la toma 
de razón de las oficinas correspondien- 
tes. Y en otra de 18 de juiio de 1860, 
resolviendo una consulta «sobre el modo 
en que deberán colocarse las condeco- 
raciones en el pecho y el tamaño en que 
deberán usarse,» se mandó observar las 
reglas siguientes. 

1 . ,i No se podrán usar condecoraciones 
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de mayor tamaño que el prefijado á Jas mis- 
mas, cuando respectivamente fueron creadas. 

2.° Se llevarán las referidas condecora- 
ciones con un pasador de oro que embeba 
las cintas correspondientes, las que no guar- 
darán mas distancia entre sí que la precisa 
para lijar un lijero filete ó bisel que las divi- 
da, quedando unidas á los pasadores, con 
una pequeña anilla, sin que cuelgue ó so- 
bresalga cinta alguna. 

3. :1 Cuando hubiere necesidad de colo- 
carlas en dos ordenes se pondrá el i.” á la 
altura del primer boten de la levita 6 casaca, 
y el 2. a á la de! 3. ’, colocándose en una dis- 
tancia intermedia en e¡ caso de que pudieran 
llevarse en un solo orden é inmediatamente 
por bajo de ellas , las placas que correspon- 
dan á ciertas condecoraciones.» V. Cruces: 
Insignias: Ordenes de caballería, etc. 

CONDENA. Pena impuesta por sen- 
tencia ejecutoriada. Sobre cumplimien- 
to de condenas y penas en que incurren 
los que las quebranten, véase el Código 
penal, arts. 89 á i 14, 124, 506 y las no- 
tas que contienen estos artículos. 

CONDESTABLE. En lo antiguo el que 
obtenía y desempeñaba la primera dig- 
nidad en la milicia. Hoy es el encarga- 
do de las municiones y pertrechos de 
artillería en los buques de guerra. 

Por K. 0. de 2o de setiembre de 
1845 se estableció una escuela de con- 
destables en el departamento de Cádiz, 
y en otra de 9 de marzo de 1858 se 
aprobó el reglamento de dicha escuela. 

CONDICIONES. Las condiciones pue- 
den tener lugar en los contratos y en los 
testamentes; en unos y otros para modi- 
ficar ó extender, ó dar ó dejar sin efec- 
to la obligación ó la institución. Las 
condiciones son ó suspensivas ó resolu- 
torias , y unas y otras ó potestativas, ó 
casuales ó mistas. 

Condiciones suspensivas son las que 
suspenden el cumplimiento de la obliga- 
ción, institución ó legado hasta que se 
verifique ó no un acontecimiento futuro 
ó incierto. 

Condiciones resolutorias son las que 
al cumplirse producen la resolución de 
la obligación ó institución , ó sea su re- 
vocación ó invalidación, reponiendo las 
cosas en el estado uue tenían antes del 
otorgamiento. Estas condiciones se so- 


breentienden en los contratos bilatera- 
les, para el caso de que uno de los con- 
trayentes no cumpliere su obligación; 
pues entonces tendrá el otro la elección 
de compelerle al cumplimiento de la 
misma, ó de pedir su rescisión ó resolu- 
ción' con el resarcimiento de daños y 
perjuicios. Téngase presente que la re- 
solución no puede tener lugar en perjui- 
cio de tercero que tenga inscrito su de- 
recho conforme hemos dicho en Accio- 
nes RESCISOIUAS Y RESOEUTORIAS . 

Condiciones potestativas son las que 
dependen puramente de la voluntad de 
las personas á quienes se imponen , y si 
no se cumplen no tiene efecto la institu- 
ción, ó el legado ó el contrato. Sin em- 
bargo, cuando el heredero ó legatario han 
querido, pero no han podido cumplir ia 
condición por un acontecimiento que no 
se pudo precaver ni evitar valdrá la ins- 
titución ó el legado (ley 14, tít. IV, 
Partida 6. a ) y lo mismo el contrato (1 ). 
Las condiciones deben ser posibles, ho- 
nestas y conformes al derecho, á la mo- 
ral y á las buenas costumbres, y no sién- 
dolo se tienen por no puestas en los tes- 
tamentos (2) ó invalidan ó anulan los 
contrates ley 3. a , tít . I V i Partida 6. a .) 

Condiciones casuales son las que de- 
penden enteramente del acaso. Estassus- 
penden así los actos entre vivos como 
las disposiciones testamentarias; de mo- 
do que ni las promesas , ni la institu- 
ción, ni el legado condicionales tienen 
efecto hasta el cumplimiento de la eon- 


(1) Cuando el cumplimiento de la condi- 
ción de un contrato no depende de la voluntad 
del obligado sino de la de un tercero á quien 
no puede compeler de modo alguno, si el obli- 
gado hace cuanto está de su parte para cumplir 
la obligación, es valido el contrato, y la sen- 
tencia que así lo estima no infringe la ley 1. a , 
tít. I, lib. 10 de la Nov. ilecop., ni la 12, tí- 
tulo XI, Partida 5. a (T. S. sentencia de 19 de 
noviembre de 1866). — La condición indicada no 
es de las reputadas imposibles en la ley 17, ti- 
tulo XI, Partida 5. a 

(2) La condición exigida por un testador de 
haber de casarse su heredero con persona de 
familia determinada debe reputarse por no 
puesta, por ser contraria en general á las bue- 
nas costumbres y á la libertad del matrimonio. 
(T. S. sentencias de 20 de enero de 1866 y 15 de 
julio de 1848.) 
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dicion, (ley 14, til. XI, Part. 5. a y 
8.% tít. IV, Part. 0. a ) cuya falta los 
anula. Cumplida la condición, la obliga- 
ción ó institución se consideran puras; 
y sus efectos, en suspenso hasta enton- 
ces, se retrotraen al momento en que se 
hubieran cumplido á no mediar la con- 
dición. Es mas; en los contratos la obli- 
gación condicional se trasmite á los he- 
rederos; pero en los testamentos se ex- 
tingue en el heredero ó legatario cuando 
mueren pendiente la condición de la 
sustitución ó legado. 

En conclusión las condiciones que se 
imponen en las cláusulas testamentarias, 
lo mismo que las que se estipulen en los 
contratos, siendo posibles , conformes á 
derecho y honestas, ó lo que es igual, 
no siendo contrarias á las leyes y á las 
buenas costumbres, deben cumplirse. 
Pero de ellas debemos decir lo mismo 
que de los contratos y actos en que se 
contienen , asi en cuanto á su interpre 
taeion si no están claras, como respecto 
de su justificación en juicio, ó de la jus- 
tificación de su cumplimiento, ó de que 
este es imposible, para los efectos que en 
derecho procedan. — V. Contratos: Obli- 
gaciones: Obras públicas. 

CONDOMINIO. El dominio de alguna 
cosa que pertenece en común á dos ó 
mas personas. Condominos, ó comune- 
ros ó condueños son pues los que tienen 
la participación en la cosa indivisa. 
Cualquiera de los que poseen una he- 
rencia en común está obligado á con- 
sentir en la partición si algún condomi- 
no lo pide , lo cual ha establecido la ley 
para evitar las discordias que nacen con 
frecuencia de la indivisión , y porque 
teniendo cada uno lo suyo separada- 
mente, lo aliña y aprovecha mejor. ( Le- 
yes 1. a y 2. a , tít. XV, Part. 6. a ) (i). 

Si la cosa no es partible como un ca- 
ballo , un reloj , un molino, ó no es fá- 
cilmente partible , sin gran menoscabo, 
cada dueño tendrá el derecho de pedir 


( i } Respecto de los montes comunes tén- 
ganse presentes los arts. 6.° y 7.°, 15 y 18 de las 
ordenanzas (V. Montes) y respecto á pastos 
públicos en general laR. 0. de 18 de mayo 
de 1838. 


que el otro ó cualquiera de los otros 
compre ó venda , y si entre los condo- 
minos hay mas de uno que la quiera se 
saca á pública subasta entre ellos y se 
adjudica á quien mas ofrezca, pudiendo 
acordar ellos ó el juez en caso de pleito 
la admisión de postores extraños , ate- 
niéndose en este caso á lo prevenido en 
la ley 10, tít. XV, Part. ’6. a que estable- 
ce el « poderío que ha el juez ante quien 
vienen á pleito los herederos en razón 
de la partición.)) Fuera del caso indi- 
cado «fuerza nin premia non debe ser fe- 
cha á ninguno de vender lo suyo, nin 
otro de comprar si non quisiere» como 
dice la ley 3. a , tít. V, Part. 5. a , la cual 
hace asimismo excepción de cuando en- 
tre dos tienen un siervo y uno quiere 
darle la libertad que podrá ser el otro 
apremiado ó venderle. 

La indivisión de la cosa no priva á to- 
dos ó á cada uno de sus dueños de la 
facultad de enajenarla, sobre cuyo pun- 
to y otros está terminante la ley 55, títu- 
lo V, Partida 5. a que dice: «Dos omes ó 
»mas habiendo alguna cosa comunal- 
mente de so uno decimos que cualquier 
» dellos puede vender la su parte, ma- 
»guer la cosa non sea partida, ct puede- 
»la vender á cualquier de aquellos que 
«han parte en ella ó á otro estraño; pero 
«si alguno de los que han parte en la co- 
asa quisiese dar tanto por aquella parte 
«que quieren vender como el extraño, 
»ese la debe haber ante quel extraño. 
»RtIa vendida del extraño se debe en- 
cender que puede ser fecha ante que 
«sean entrados en pleito de la partir, ca 
s si pleito fuese ya comenzado enjuicio 
«para partirla, entonce non la podrie 
«vender á extraño fasta que partida fue- 
;>se, fueras ende con otorgamiento de los 
»otros aparceros.» Entiéndase, sin em- 
bargo, que esta ley solo autoriza á los 
condueños á vender su parte, la que sea, 
y como le pertenezca; no una parte fija y 
determinada que el vendedor señale á su 
arbitrio, tal vez en perjuicio de los con- 
dominos ( T. S. sentencia de 13 octubre 
de 1866.) 

Para que la finca indivisa no se per- 
judique por culpa de los condueños es- 



í 


CONDOMINIO. 


toblece la lev 2f5, tít. XNXII, Partida 3. a 
cfiic si alguno de los aparceros la manda 
labrar é reparar de lo suyo en su nom- 
bre y el de sus compañeros, haciéndose- 
lo saber primeramente, quedan obliga- 
dos los otros cada uno por su parte á 
reintegrarle los gastos que hizo á pro de 
la cosa común, y que si dentro de los 
cuatro meses siguientes al dia en que se 
acabó la lavor y le fue demandado el pa- 
go no le verifican «pierdan las partes 
que tengan y quedan libres y quitas á 
aquel que hizo la reparación. 

Mas entiéndase que ha de preceder el 
aviso, sin n! que no se presume buena 
fé, y el condueño que hace la obra pier- 
de en este caso las misiones (los gastos) 
que hubiera hecho quedando la obra 
para todos, como asilo tiene establecido 
también la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo en la siguiente 

Sentencia de 14 de mayo de 1867. 

Audiencia de Valladolid. Recurso 
de casación interpuesto por D. Juan Ma- 
riano Aparicio contra sentencia de la 
Sala 1. a en pleito promovido porJ). Juan 
Arias Girón, por sí y como cesionario 
de D. José Continho, sobre pago de ma- 
ravedís con motivo de obras innecesarias 
y ejecutadas por Aparicio en unas fincas 
que llevaba en propiedad en unión con 
los anteriores, pidiendo se le condenase 
á la pérdida de dichas mejoras, abonán- 
doles el saldo resultante de la cuenta 
ijue acompañaban, con mas 5.940 reales 
importe de la renta vencida en aquel 
año. Impugnada la demanda por Apari- 
cio, pretendiendo, que se declarara bue- 
no y procedente el cargo de la cuenta 
por él formado, así como también el 
mayor valor que la finca tenia por haber 
practicado dichas mejoras, y reconoci- 
das estas por peritos, dictó sentencia e! 
juez que confirmó la referida Sala, con- 
denando á Aparicio á satisfacer á los de- 
mandantes la cantidad de 63 638rs, y 
30 cénts., importe de dicho saldo, con 
mas el de las rentas vencidas. 

Aparicio para fundar el recurso de 
casación cita como infringidas muchas 
leyes de que se hace mérito en los con- 
siderandos; pero el Tribunal Supremo, 


j Sala 1. a , Sección 2. a por sentencia de 14 
| de mayo declara no haber lugar al re- 
' curso: 

«Considerando que, el principio de de- 
recho de que la mala fé no se supone no se 
quebranta cuando la ley la da por existente, 
haciendo ó dejando de hacer lo que ella 
previene: 

Considerando que , según lo dispuesto en 
. la 26, til . XXXII de la Partida 3. a , el que hace 
obras en la cosa común á mala fé, no hacién- 
dolo saber á sus compañeros, incurre en la 
responsabilidad de perder las misiones que 
hubiera hecho, y debe quedar lo obrado asi 
para todos los condominos: 

Considerando, con relación á este pleito, 
que no se infringe la referida ley, cuando 
por no haberse probado á juicio de la Sala 
sentenciadora que se hubiera dado el prévio 
aviso para hacer obras en la finca común, 
se impone la responsabilidad designada en 
la misma, no dando lugar al abono délas 
misiones que se hicieron en el caso actual 
sin la expresada ó imprescindible formalidad: 

Considerando que las leyes 26 y 28, tí- 
tulo XII de la Partida 5. a , relativas al agente 
oficioso ó administrador voluntario, así como 
las 41 y 42, tít. XXVlil de la Partida 3. a , 
que lo son á cómo deben cobrarse las des- 
pensas hechas en las cosas compradas de 
buena fé en el caso de restitución , ó en las 
que se tuviesen de mala fé; la 11 , tít. XV; 
16, tít. X, y 29, tít. XU de la Partida 5. a , que 
se refieren á los que enajenan las cosas ma- 
liciosamente y en fraude de sus acreedores, 
ó las despensas y deudas que alguno de los 
compañeros hiciere en pro de la compañía, 
y á los que recabdan cosas ajenas con mala 
intención, no son aplicables á los actos del 
aparcero que hace obras en la finca común 
sin previo aviso, como se comprende con 
la lectura de sus epígrafes y literal contexto; 
no habiendo podido por tanto ser infrin- 
gidas por la sentencia cuya casación se pre- 
tende: 

Considerando que la ley 10, tít. XXXIII de 
la Partida 7. a , y las de su referencia, así co- 
mo el canon jurídico de Peritis in arte cre- 
dendum, no se han infringido ; la primera 
porque se limita, relativamente al asunto li- 
tigioso, á definir las despensas necesarias, 
útiles y voluntarias; las otras, que son sin 
duda las precitadas, por no tener aplicación 
a! caso actual, según queda consignado; y el 
expresado canon porque, determinando la 
ley que no se abonen despensas en este ca- 
so, tampoco ha apreciado la Sala que las hu- 
biera necesarias: 
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Considerando que, no existiendo eD el ti- 
tulo XXXIII de la Partida 7. a mas que 12 le- 
yes, no ha podido ser infringida la 13; y que 
ja regla de derecho de que ninguno debe 
enriquecerse torticeramente con daño de 
otro, que es la 17 de las contenidas en el 
subsiguiente tít. XXX1Y, á la que seguramen- 
te se alude, no puede tener aplicación á un 
litigante que no obra mal usando de su de- 
recho: i 

Considerando que la ley 21, tít. XIV de la 
Partida 5. a , que hace compensables las deu- 
das liquidas, no puede ser infringida cuando 
los créditos con que debiera verificarse la 
compeusacion no se han declarado de abono, 
por mas que se hayan apreciado y tasado á 
instancia de quien lo reclamaba, pues faltan! ¡ 
supuesto do la misma ley: 

Y considerando, por último, que los ar- ? 
tículos 25G y 333 de la de Enjuiciamiento ci- 
vil, que ordenan cómo deben fijarse Jos pun- 
tos de hecho y de derecho, objeto del pleito, 
y la forma en que han de dictarse las sen- 
tencias, no pueden invocarse para sostener 
el recurso de casación en cuanto á lo esen- 
cial del pleito, por referirse á la forma del 
mismo, según repetidamente lo tiene decla- 
rado este Tribunal.» (Gac. 17 mayo). 

— V. Administrador de particulares: Re- 
tracto etc. 

CONDONACION. El perdón ó remisión J 
de una deuda. La condonación para que 
surta efecto ha de hacerse por palabras i 
ó hechos que la manifiesten claramente 
y sin género de duda. 

No puede entenderse condonación ó 
remisión de deuda , la declaración que 
hace e! acreedor en documento de que 
no podrá exigírsela judicialmente al deu- 
dor, por considerarle en aquel acto in- 
solvente, y que deja á su voluntad el que 
bajo su buena fé la venga satisfaciendo 
cuando le sea posible. La duda que pue- 
de ofrecer este contrato está bien resuel- 
ta, conforme á la regla I - a , de la ley 2. a , 
tít. XXXIII, Part. 7. a , habiendo conde- 
nado al deudor á pagar en los plazos que 
señalasen peritos, teniendo en cuenta 
las utilidades que podía reportar aquel 
con un establecimiento industrial de su 
propiedad. (Sent. del T. S. de 15 de ju- 
nio de 1866. ) — V. Compensaciones admi- 
nistrativas. 

CONDUCCION DE PRESOS Y PENADOS. 

Desde el establecimiento de la Guardia 
civil se ha encargado tan benemérito 
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Cuerpo de la conducción de presos, evi- 
tándose á los pueblos tan penoso servi- 
cio, Hó aquí las disposiciones que sobre 
este asunto se deben tener presentes. 

R. O. de 26 agosto de 1849. 

Prohíbe la conducción por tránsitos de justicia en 
justicia; excepción, etc. 

(Gob.) «Para prevenir las lugas de los pre 
sos y penados al tiempo de ser trasladados 
de un punto á otro , asegurando la conduc- 
ción, concüiando el servicio público de este 
ramo con las demás atenciones que rodean á 
la Guardia civil , y haciendo efectiva la res- 
ponsabilidad de las evasiones contra quien 
corresponda, la Reina (Q. D. G.) se ha ser- 
vido mandar lo siguiente: 

1 . ° Se prohíbe la conducción de presos y 
penados por tránsito de justicia en, justicia 
con escolta de paisanos armados. 

2. ° Se exceptúan las conducciones délos 
encausados por delitos leves, en los casos 
que determinen las respectivas autoridades 
.judiciales. 

3. ° Gon arreglo a. las leyes y sin con- 
templación alguna, se exigirá la responsabi- 
lidad á los Alcaldes ó conductores por toda 
falla eD el servicio señalado en la excepción 
del párrafo anterior. 

4. ° Las conducciones de presos y pena- 
dos se harán por regla general por la Guar- 
dia civil, bajóla responsabilidad del jefe que 
la mande. 

5. u A falta de la Guardia civil y cuando 
esta fuerza se halle completamente ocupada 
en otros servicios preferentes, se encargará 
de dichas conducciones con igual responsa- 
bilidad cualquiera otra fuerza organizada que 
dependa inmediatamente de este Ministerio. 

C.° En último término se recurrirá á las 
autoridades militares para que faciliten la 
correspondiente escolta del ejército. 

Y 7.° Que si las conducciones se han do 
verificar á largas distancias ó fuero de la 
provincia, cuiden Jas autoridades civiles de la 
seguridad de los presos poniéndose de acuer- 
do con las militares, combinando el modo de 
relevar la fuerza siempre que sea posible y 
se considere conveniente. —De Real or- 
den, etc.- — Madrid 26 de agosto de 1849.» 
Comunicada á la inspección general de la 
Guardia civil en 20 de setiembre. (CL. t. 47, 
p. 669.) 

R. O. de 2 6 junio de 1832. 

Escoltas del ejército. 

(Guerra.) « Conformándose S. >1. con 

el parecer de la Sección de Guerra del Con- 
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se)0 Rea!,-... se ha servido resolver que, 
siempre que la conducción de presos rema- 
tarlos, ó de otra especie exija una escolta 
mayor de una pareja (de la Guardia civil) y 
que por esta razón la autoridad civil pidiese 
á Ja militar la cooperación de Ja fuerza del 
ejército, se disponga este servicio por las au- 
toridades superiores militares. — De Real or- 
den . etc. — Madrid 26 de junio de J 852. y 
[CL. t. 56, p. 252.) 

Gire. de . 20 setiembre de 1S55. 

Por esta circular recuerda la inspección 
general de. la Guardia civil el exacto cumpli- 
miento de lo mandado en el reglamento del 
Cuerpo sobre conducción de presos. 

No hacemos mérito de algunas otras 
disposiciones anteriores al reglamento 
vigente de la Guardia civil, por hallarse 
embebidas en el art. 29 de dicho regla- 
mento que insertamos en el artículo 
Guardia civil. 

CONDUCTORES DE LA CORRESPONDEN- 
CIA. — V. Correos. 

CONFES ON. CONFESOR. La confesión 
sacramental en secreto es de precepto 
divino, no así la pública que se hacia en i 
los primitivos tiempos, en los que la ca- ! 
ridad de los fieles solo los dejaba ver en 
los penitentes humillados el triunfo de ' 
sus virtudes y los efectos de la gracia. , 
Confesor es el sacerdote que tiene el 
poder de oir los pecados de los fieles y 
absolverlos de ellos. 

Se exige en los confesores como una i 
de las cualidades mas indispensables el ! 
secreto. Santo Tomás dice que deben 
guardarle despreciando todas las amena- 
zas y penas, que pueden en su caso ne- 
gar un hecho contra la verdad, aunque 
sea con juramento, y aunque puedan re- 
sultar grandes males del secreto. Un 
confesor no debe decir, tampoco, que 
lia negado la absolución á su penitente. 
V. Absolución sacramental: Adminis- 
tración DE SACRAMENTOS : CEMENTERIOS Y 
sepulturas: Cura párroco: Testamento. 

CONFESION CON CARGOS- Se ha aboli- 
do en las causas criminales por el Real 
decreto de 26 de mayo de 1834, inserto 
en el Apéndice al Código penal, página 
210 de este tomo. El decreto citado so 
ha declarado aplicable, por R. 0. de 3 
de julio de 1854 á las causas criminales 


sohre delitos comunes de que conocen 
los Juzgados de Hacienda.— Y. Contra- 
bando: Jurisdicción de Hacienda. 

CONFESION JUDICIAL. Medio de prue- 
ba de que puede hacerse uso en juicio 
cou arreglo á los arts. 279, 292 á 301 de 
la Ley de Enjuiciamiento civil. 

Es un principio de derecho que con- 
fessus pro judicato habetur, mas p«ra que 
la confesión hecha en juicio tenga el va- 
lor de prueba perfecta y acabada que 
dan á la conoscencia las leyes 1. a , 2. a y 
4. a del tit. XIII, Partida 3. a se requiere 
que sea explícita y concreta ó absoluta, 
ó que sea dicha en cierto sobre cosa ó 
cuantía ó fecho para tener daño á aquel 
que la face et pro á su contendor. ( Sen- 
tencias del T. S, de 13 febrero de 1867, 
13 noviembre de 1866, 23 de diciembre 
de 1865 y otras.) 

Lo que expone un litigante en sus es- 
critos no puede tener la fuerza de la co- 
noscencia. ( Scnts . de 24 de febrero y 20 
de junio de 1865 y otras.) 

La ley quiere que se declare ó sea te- 
nido por confeso el que se resista á com- 
parecer á declarar, conminado por se- 
gunda vez (arts. 292, 293 y 297 ley de 
Enjuiciamiento civil,) pero esta declara- 
ción es apelable según el art. 299 y no 
tiene por tanto valor hasta que quede 
firme y surta sus efectos con arreglo á 
la ley. (Sent. de 9 de diciembre de 1864.) 
— V. Citación: Comparecencia: Enjui- 
ciamiento civil. 

CONFINADOS CUMPLIDOS. Por Real 
orden de 2 de diciembre de 1852, se 
mandó contra lo dispuesto en otra de 23 
de junio de 1848 que á los confinados 
cumplidos se les entreguen las respecti- 
vas licencias además del correspondien- 
te pasaporte, con arreglo á lo dispuesto 
en el art. 310 de la Ordenanza general 
de presidios. — V. Penados: Presidios. 

CONFINAMIENTO. (Pina) Véanse los 
arts. 24, 26, 28, 58, 107 y 108 del Có- 
digo penal. 

CONFISCACION. Pena, con razón califi- 
cada de injusta, bárbara y antipolítica 
que consistía en apoderarse el Fisco de 
todos los bienes del reo condenado á ella, 
sin considerar que venían á sufrirla 
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también los inocentes hijos y herederos 
del culpable. Ha sido abolida por el ar- 
tículo 10 de la Constitución de 1837, 
igual al 10 de la de 1845, y aun sin esto 
no figura en el catálogo de las que esta- 
blece el Código penal vigente. 

CONFITEROS Y LICORISTAS. Sobre las 
sustancias que pueden emplear en la co- 
loración de dulces y licores, y las que 
son dañosas á la salud , remitimos á 
nuestros lectores al articulo Abastos, y 
también al núm. 9, art. 486 del Código 
penal. 

CONGREGACIONES RELIGIOSAS.— V. Con- 
cordatos: Monasterios. 

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. Uno de 

los dos Cuerpos colegisladores ó en quie- 
nes, á la vez que en el Rey, reside la po- 
testad de hacer las leyes, — V. Constitu- 
ción y Diputados á Cortes, en cuyos ar- 
tículos se hallará todo lo concerniente á 
la organización de este Cuerpo colegisla- 
dor y á la celebración y facultades de las 
Cortes. Ahora solamente diremos que por 
decreto de las Cortes ó ley de 10 de no- 
viembre de 1837 se mandó inscribir en 
el s^lon del Congreso, en letras de oro, 
los nombres ilustres de Riego . — Empeci- 
nado. — Manzanares. — Millar. — Maria- 
na Pineda. — Torrijos. 

CONGRUA- Llá mase congrua, ó portio 
congrua , la renta eclesiástica señalada 
por el Sínodo para la manutención de! 
que se ha de ordenar in sacris. — V. Be- 
neficio: Capellanía: Concordatos. 

CONJUNCION. Es un modo de adqui- 
rir el dominio, como hemos dicho en 
Accesión. 

CONMINACION. El apercibimiento ju- 
dicial que se hace á una persona para 
que le pare perjuicio, si hace ó deja de 
hacer alguna cosa. 

CONMISTION.— v - Accesión. 
.CONOCIMIENTO. En el comercio ma- 
rítimo es el instrumento ó resguardo 
que contiene la indicación de las mer- 
caderías, que el cargador ha entregado 
á bordo de la nave para su trasporte. Se 
aplica también a los trasportes terres- 
tres. La seguridad que adquiere el que 
paga una letra de cambio por medio de 
una persona conocida, que le garantice 
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que el portador de aquella es persona 
legítima. 

CONOSCENCIA. — V. Confesión judicial. 

CONSAGRACION. La ceremonia que 
hace una cosa sagrada. 

CONSANGUÍNEO. CONSANGUINIDAD. — 

Y. Parentesco. 

CONSEJO DE MINISTROS.— V. Ministros 
de la Corona. 

CONSEJO DE INSTRUCCION PÚBLICA. Se 

reconoce su existencia por la ley de ins- 
trucción pública de 9 de setiembre de 
1857, y al efecto se publicó en 24 de 
diciembre del mismo año un reglamen- 
to que .determinó su organización y atri- 
buciones. — V, Instrucción pública. Ins- 
trucción primaria, 

CONSEJO DE SANIDAD. — V. Sanidad. 

CONSEJOS DE GUERRA.— V. Jurisdic- 
ción de Guerra. 

CONSEJO DE AGRICULTURA. Hoy se 

llama Consejo de agricultura industria 
y ‘comercio y hemos tratado de él en el 
articulo Agricultura..... (Consejo de) 
tomo l.° pág. 205. 

CONSEJOS. Se han conocido con este 
nombre diversos Cuerpos auxiliares de 
la Administración pública, y que á mas 
de consultivos reunían muchos de ellos 
ciertas atribuciones judiciales. Hoy no 
se conoce mas que un Consejo supremo, 
el de Estado. Los demás todos fueron 
suprimidos en 24 de marzo de 1834. 
Reseñaremos primero dichos Consejos, 
y concluiremos por ver los términos de 
¡a supresión. 

Consejo de Castilla. Fundólo el San- 
to Rey D. Fernando en el año 1245. Car- 
los V le dió nueva forma en 1526; su 
hijo Felipe II hizo otro reglamento en 
1586, y después, en los reinados de Fe- 
lipe 111 y de Felipe V, se completó la 
reforma. Estaba dividido en cinco Salas: 
una conocía de todos los negocios y ex- 
pedientes de jurisdicción eclesiástica, 
tutelas de grandes, temporalidades, etc.: 
otra en los recursos de injusticia noto- 
ria de las Ghancillenas y Audiencias: 
otra, ó la de mil y quinientas, conocía 
en los pleitos de tenutas de estados y 
mayorazgos: otra conocía en todo lo re- 
lativo á la retención de Bulas y Breves 
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apostólicos. Y últimamente, otra llama- 
da de provincia , conocía de lodos Jos 
pleitos civiles apelados, de los autos in- 
terlocutorios y sentencias dadas por los 
Alcaldes de córte. En la Sala primera se 
celebraba el Consejo 'pleno ccn todos los 
Ministros para deliberar sobre algunos 
negocios que remitía el Rey sobre pu- 
blicación de paz, promulgación de prag- 
máticas, examen de los Breves apostóli- 
cos, etc. Se ha conocido con el nombre 
de Consejo Real ó Consejo Supremo de 
Castilla. 

Consejo de Estado. Llamado anti- 
guamente Consejo del Rey. Tiene este 
Consejo la misma antigüedad que la Co- 
rona, porque desde el principio los Re- í 
yes consultaban los negocios graves del ■ 
Reino eon los Príncipes y magnates que 
asistían en su Palacio y córte, y los ; 
acompañaban á todas partes. Hoy sub- f 
siste este Consejo con la organización y 
atribuciones que establece la ley de 47 
de agosto de 4860, según vamos á ver. 

Consejo de la Cámara. Fue estable- 
cido en 1518 por Carlos V y su madre 
doña Juana. Felipe H le aplicó e! cono- 
cimiento de todas las materias pertene- 
cientes al Patronato — V. Cámara ecle- 
siástica. 

Consejo Supremo de Hacienda. Le 
estableció Felipe II, cometiéndole la di- 
rección de ¡a Hacienda y el fallo de los 
negocios contenciosos de ella. La cali- 
ficación de Supremo no se le dió á este 
Consejo basta el año 1802, en que fue- 
ron igualados sus Ministros en sueldos 
y honores á los del Consejo de Castilla 
é Indias. 

Consejo Supremo de la Guerra. Co- 
nocía privativamente de todos los nego- 
cios relativos á Guerra y Marina , ofen- 
sa y defensa, tropas, fábricas de ar- 
mas, etc. 

Consejo de las Ordenes. Fué insti- 
tuido por los Reyes Católicos, y cono- 
cía de los negocios religiosos de "las cua- 
tro órdenes militares. — Y. Tribunal de 

LAS ÓRDENES. 

Consejo de Indias. Fué creado por 
D. Fernando el Católico, y su jurisdic- | 
cion se extendía á todo lo relativo á mar ! 


y tierra de nuestras provincias de Ul- 
tramar. En 30 de setiembre de 1851 se 
creó un Consejo denominado de Ultra - 
mar ; pero también fué suprimido, co- 
mo lo habia sido el de Indias, por Real 
decreto de 24 de setiembre de 4853, en-, 
enmendándose sus atribuciones al Con- 
sejo Real, boy al de Estado. 

Consejo de Aragón. Fué instituido 
por los Reyes Católicos en 1494 y cono- 
cía de los negocios tocantes á la corona 
de Aragou, Valencia, Principado de Ca- 
taluña, Mallorca, Menorca é Ibiza. Fué 
abolido por Felipe Y derogando los fue- 
ros de Aragón, y mandando se atempe- 
rasen á las leyes de Castilla, y al uso, 
práctica y forma de gobierno que se ha 
tenido y tiene en ella y en sus tribu- 
nales. V. FüEnOS PROVINCIALES. 

Supresión de Consejos. Los términos 
con que está concebida la supresión de 
los Consejos de que queda hecho mérito, 
son los siguientes : 

Rs. Ds. de 24 marzo de 1834 . 

Suprimiendo los Consejos de Castilla, Indias, de 
Guerra, y ae Hacienda 

(Fom.) «Mis benéficas miras en favor del 
buen régimen de la Monarquía no pudieran 
producir los bienes que de ella deben espe- 
rarse, ni caminar con desembarazo mi Go- 
bierno por la senda de las mejoras y adelan- 
tamientos, mientras subsista en pie la viciosa 
organización que en la actualidad tienen los 
Cuerpos principales del Estado. Hasta las 
mismas reformas que se están planteando, y 
de que tantas esperanzas se promete ya la 
nación, no llegarían á madurez, y aun tal vez 
muchas de ellas se convertirían en perjudi- 
ciales, si al mismo tiempo no se cuidase de 
establecer la necesaria armonía y correspon- 
dencia entre las diferentes partes del siste- 
ma administrativo. 

Muchas son las causas que han producido 
en él tanta confusión y desarreglo, pero po- 
cas de mayor trascendencia y de influjo mas 
pernicioso que la mezcla de atribuciones ju- 
diciales y administrativas en los mismos 
cuerpos y autoridades; resultando muchas 
veces de este vicioso origen que mientras 
mas providencias se han dictado para pro- 
mover los varios ramos de la pública felicidad 
mayores' han sido las trabas que se han 
opuesto á su acrecentamiento y desarrollo. 

Siu un plan acorde y sencillo, en que es- 
tén eslabonadas con la conexión necesaria 
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todas las autoridades administrativas, de tal 
rñanera que correspondan las unas con las 
otras, libres de obstáculos extraños que en- 
torpezcan su acción y movimiento, no es hu- 
manamente posible que se establézca aquel 
órden y concierto que es de la exencia mis- 
ma de un Gobierno bien constituido. 

Con el propósito y deseo de conseguir un 
fin t,an importante , y después de haber oido 
al Consejo de Gobierno y al de Ministros, he 
venido en expedir, en nombre de mi muy 
cara y augusta hija , los Reales decretos si- 
guientes: 

Decreto t.° 

Por este decreto se declaró en suspenso 
el Consejo de Estado, durante la menor edad 
de la Reina Doña Isabel II, mediante á estar 
en ejercicio el Consejo de Gobierno estable- 
cido por Fernando VII en su testamento. 

Decreto 2.° 

Art. I.° Quedan suprimidos los actuales 
Consejos de Castilla y de Indias. 

Art. 2.° En su lugar instituyo un Tribu- 
nal Supremo de España é Indias. 

Decreto 3.° 

Art. I.° Queda suprimido el Consejo Su- 
premo de la Guerra. 

Art. 2.° En su lugar instituyo un Tribu- 
nal Supremo de Guerra y Marina y extran- 
jería. 

Decreto 4.* • 

Art. 1 Queda suprimido el actual Con- 
sejo Supremo de Hacienda. 

Art. 2.° En su lugar instituyo un Tribu- 
nal Supremo de Hacienda. (Hoy el Tribunal 
de Cuentas.) 

Decreto S. c 

Por este decreto se mandó al secretario 
del despacho de Gracia y Justicia proponer á 
la posible brevedad la nueva planta y orga- 
nización del Consejo de las Ordenes. 

Decreto G.° 

Y últimamente por el decreto 6.° se insti- 
tuyó un Consejo Real de España é Indias, de 
nuevo establecido cd G do julio de 1845 , y 
ue hoy se llama Consejo de Estado según 
ejamos dicho en su lugar. 

—V. Consejo de Estado : Justicia: Juz- 
gado^ y Tribunales. : Tribunal de Cuentas. 

CONSEJO DE ESTADO. Cuerpo supre- 
mo consultivo del Gobierno en los asun- 
tos de Gobernación y Administración del 
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Estado, y en los contencioso-administra- 
tivos de la Península y Ultramar. Pre- 
cede á todos los Cuerpos del Estado des- 
pués del Consejo de Ministros (1). 

Llamábase Consejo Pieal por la ley 
de 6 de julio de 1845, pero se le varió 
el nombre por R. D. de 14 de julio de 
1858 y después mas solemnemente por 
la ley de 17 de agosto de 1860. 

Esta ley que vamos á insertar íntegra, 
dispone en su título I todo lo relativo á 
la organización del Consejo. Se compone 
este délos Ministros de la Corona, de un 
Presidente y de 32 consejeros. Tiene el 
Consejo tratamiento impersonal (art. l.°) 
y los consejeros el de excelencia. Su 
sueldo es 60.000 rs. y 120.000 el Pre- 
sidente. En los arts. 4.° y siguientes se 
determinan la edad y demás requisitos 
para ser nombrado consejero, la forma 
de! nombramiento y separación (art. 9.°) 
la incompatibilidad de este cargo con 
cualquiera otro en sociedades industria- 
les ó mercantiles (art. 8.°), el juramento 
que deben prestar, la presidencia de las 
Secciones (arts. 20 á 23) etc. etc. 

El Consejo se divide eu seis Secciones 
que se determinan en el art. 15. 

La manera de conocer en los negocios 
es, según los casos, ó en Consejo pleno 
concurriendo lo menos 17 consejeros 
(arts. 13, 14 y 18); ó en Sala de lo Con- 
tencioso que se compone de la Sección 
de este nombre, de dos consejeros de la 
Sección respectiva, y de otro de cada una 
de las Secciones, (arts. 1 3, 15 á i 9 y 22) ; 
ó últimamente conoce en Secciones, con- 
forme á los arts. 13, 15 á 17 y 22. 

El Consejo tiene además su fiscal de 
lo Contencioso y su Secretario general 
cuyo nombramiento , separación , suel- 
do, requisitos etc, se determinan en los 
artículos 25 y siguientes, asi como la 
dotación de oficiales y aspirantes y las 
circunstancias etc. que deben reunir. 

Basta á nuestro objeto esta ligera idea 

(1) Art. I.° Ley de 17 de agosto de 1860. En 
cuanto á la precedencia ya estaba declarado 
por R. O. de 3 de enero de 1858 que en los actos 
y ceremonias públicas á donde asista oficial- 
mente preceda á todas las demás Corporaciones 
del Estado, ya del órden administrativo ya del 
j udicial. — V. Presidencia y Precedencias. 
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de la organización del Consejo determi- 
nada como ya liemos indicado en el tí- 
tulo í de la ley de 1860, que con los re- 
glamentos vigentes, aunque anteriores á 
fa misma, y las disposiciones dictadas 
después insertamos integramente . A sa- 
ber: 

Ley de 6 julio de i 845. 

Según ya hemos indicado en las líneas de 
entrada á este artículo, esta ley ha sido dero- 
gada por la de 17 de agosto de 1*60, por cu- 
ya razón no la insertamos. Por la ley de 1845 
era otra muy distinta la organización del 
Consejo Real de lo que es hoy Ja del Consejo 
de Estado. 

Ley de 17 agosto de 1860. 

Organizaron del Consejo de Estado: Atribuciones: 
Modo de proceder. 

(Pues. det. C. de M.) Doña Isabel II, etc.: 
á todos los que jas presentes vieren y enten- 
dieren, sabed: que las Córtes han decretado 
y Nos sancionado lo siguiente: 

TITULO I. 

DE LA ORGANIZACION DEL CONSEJO DE ESTADO . 

Artículo l.° El Consejo de Estado es el 
Cuerpo supremo consultivo del Gobierno en 
los asuntos de Gobernación y Administra- 
ción, y en ios contencioso-administralivos de 
la Península y Ultramar . Precede á todos los 
Cuerpos del Estado después del Consejo de 
Ministros, y es impersonal su tratamiento. 

Art,. 2.° Ei Consejo de Estado se com- 
pondrá de ios Ministros de la Corona, de un 
presidente y de 32 consejeros. 

Art. 3.° El sueldo del Presidente será 
de 120.000 rs. anuales, y de 60.000 el de los 
demás consejeros. 

Todos tendrán el tratamiento de exce- 
lencia. 

Art,. 4.° Para ser nombrado consejero 
de Estado se requiere ser español y haber 
cumplido la edad de 35 años. 

Art. 5.° Veinticuatro nombramientos de 
consejeros habrán de recaer en personas que 
estén o hayan estado comprendidas en una 
de las clases siguientes: 

Presidente de alguno de los Cuerpos cole- 
gís ¡adores. 

Ministro de ia Corona. 

Arzobispo ú Obispo. 

Capitán general de ejército ó armada. 
Vico-presidente del Consejo Real. 
Embajador. 


ESTADO. (Ley.) 

Presidente del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia , del de Guerra y Marina , ó del de 
Cuentas. 

Art 6.° También podrán ser nombra- 
dos consejeros, en las 24 plazas á que se re- 
fiere el artículo anterior , los que ' ha\an 
ejercido durante dos años en propiedad al- 
guno de los empleos ó cargos siguientes: 

Teniente general de ejército ó armada. 

Consejero Real ordinario ó de Estado. 

Ministro ó fiscal de alguno de los tribu- 
nales expresados en el artículo anterior. 

Ministro plenipotenciario con misión á una 
eérte extranjera. 

Fiscal dei Consejo de Estado ó del anti- 
guo Real. 

Auditor de número ó fiscal del Tribunal 
de la Rola. 

Decano, Ministro ó fiscal del Tribunal de 
las Ordenes militares. 

Regente de la Audiencia de la Habana. 

Ministro ó fiscal del Tribunal Supremo 
coDlecioso-administrativo. 

Para computar estos dos años se tomará 
¡ en cuenta el tiempo que el nombrado haya 
servido en los diferentes empleos ó cargos 
comprendidos en este artículo. 

Art. 7.° Ocho plazas de consejeros de 
Estado podrán proveerse en personas que, 
aun cuando no se hallen comprendidas en 
las clases de empleos ó cargos enumerados 
en los artículos anteriores, se hayan distin- 
guido notablemente por su capacidad y ser- 
vicio^ 

Ar* 8.° Los consejeros de Estado, el se- 
cretario general y el fiscal no podrán ejer- 
cer ningún cargo en sociedades industriales 
ó mercantiles. 

Art. 9.° Los consejeros de Estado serán 
nombrados por el Rey á propuesta del Con- 
sejo de Ministros , y en decretos especiales 
refrendados por su Presidente. En ellos se 
expresarán las calidades que den opcion al 
elegido para ser consejero, y la Sección del 
Consejo á que ha de quedar adscrito. 

Para su separación se observarán las mis- 
mas formalidades. 

Los Reales decretos de nombramiento y 
separación se publicarán en la Gaceta de 
Madrid. 

Art. 10. El Consejo, antes de dar pose- 
sión al nombrado, examinará si su nombra- 
miento se halla arreglado á lo prescrito por 
esta ley; y si esto ofreciese alguna duda , la 
elevará" al Gobierno , suspendiendo la pose- 
sión hasta que resuelva lo que estime con- 
veniente. 

Art. H. Los consejeros, antes de tomar 
posesión, jurarán ser fieles á la Reina; ha- 
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berse fiel y lealmenté en el desempeño de 
su cargo ; procurar el bien de la nación, y 
consultar con arreglo á la Constitución y á 
las leyes en los negocios que le sean enco- 
mendados. 

Art.. 12. Siempre que el Gobierno lo es- 
time conveniente, podrá autorizar para que 
asista al Consejo con voto un comisario que 
sea jefe superior de la administración civil ó 
militar. 

Art. i 3. El Consejo de Estado conocerá 
de los negocios de su competencia en Conse- 
jo pleno, en Sala de lo contencioso y en Sec- 
ciones. 

Art. 14. El Consejo pleno no podrá deli- 
berar sin la concurrencia de 17 consejeros, 
y en todos ios casos sin la mayoría de la Sec- 
ción que haya preparado el díctámen. 

Art. 15. Las Secciones serán seis, cor- 
respondiendo á cada una de ellas el número 
de consejeros letrados que sigue: 

la de Estado y Gracia y Justicia, tres. 

A la de Guerra y Marina, uno . 

A la de Hacienda, uno. 

A la de Gobernación y Fomento, dos. 

! A la de Ultramar, dos. 

En la de lo Contencioso, todos serán le- 
trados. 

En la Sección de Ultramar habrá siempre 
dos consejeros que hayan servido en aque- 
llas posesiones. 

Art. 16. Cada Sección tendrá un presi- 
dente nombrado en la forma que expresa el 
art. 9.° 

Art. 17. El Gobierno, oyendo al Presi- 
dente del Consejo de Estado, designará al 
principio del año por Reales decretos el nú- 
mero de consejeros de que haya de compo- 
nerse cada Sección, y aquella á que baya de 
corresponder cada consejero; designación 
que podrá variar en lo sucesivo en la misma 
forjna, según lo exijan las necesidades del 
servicio. 

Art. 18. El Consejo pleno se constituirá 
en Sala de lo contencioso para la resolución 
final de los negocios contencioso-adminis- 
trativos sobre que haya informado también 
en pleno, ó de los que se lleven á él por re- 
curso de revisión. Para que baya acuerdo en 
el Consejo así constituido, se necesita la asis- 
tencia de 17 consejeros. 

Art. 19. Para la resolución final de los 
demás negocios eonteneioso-admmistrativos, 
formarán la Sala de lo contencioso la Sección 
de este nombre, dos consejeros de la Sec- 
ción que entiende especialmente en los asun- 
tos del Ministerio á que corresponda la recla- 
mación, y otro de cada una de las demás 
Secciones. 


No podrá haber acuerdo sin la asistencia 
de nueve consejeros. 

Art. 20. Cuando no asista al Consejo 
pleno el Presidente, le reemplazará el Pre- 
sidente de Sección mas antiguo; y en el caso 
de ser dos ó mas de igual antigüedad el mas 
anciano. En su defecto el consejero mas an- 
tiguo, y entre iguales el de mas edad. 

Art. 21. La Sala de lo contencioso será 
presidida por el Presidente del Consejo, si 
asistiere; en su defecto por el Presidente de 
la Sección de lo contencioso; á falta de este 
por el presidente mas antiguo de Sección 
que asista; y en caso de antigüedad igual, 
por el de rnavor edad, entrando en defecto 
de los presidentes de Sección los consejeros 
por el mismo orden, 

Art. 22. Las Secciones, á falta de su pre- 
sidente, serán presididas por el consejero 
mas antiguo, y en caso de igual antigüedad 
por el mas anciano. 

Art. 23. Siempre que asistan los Minis- 
tros presidirá el Consejo de Estado el Presi- 
dente, y en su defecto el Ministro á quien 
corresponda por el órden de los respectivos 
Ministerios. 

Lo mismo se hará cuando los Ministros 
asistan á la Sala de lo contencioso ó á las 
Secciones. 

Art. 24. El Gobierno podrá destinar 
temporalmente á algunos consejeros, cuyo 
número nunca pasará de cuatro, con reten- 
ción de sos plazas, al mando del ejército ó 
armada, ó misiones diplomáticas extraordi- 
narias, o comisiones régias para inspeccio- 
nar algún ramo de la Administración pública 
en la Península ó Ultramar. 

Art. 25. Habrá un fiscal de lo contencio- 
so y un secretario general del Consejo. Su 
nombramiento y separación se harán por 
Reales decretos refrendados por el Presiden- 
te del Consejo de Ministros, y disfrutarán el 
sueldo de 50,000 rs. 

Art. 26. Para ser nombrado fiscal ó se- 
cretario del Consejo de Estado se necesita 
ser letrado; haber cumplido 30 años de edad, 
y estar además en uno de los casos si- 
guientes: 

Haber sido fiscal del Consejo de Estado, 
del Real ó del Tribunal Coutencioso-admi- 
nistrativo. 

Haber sido secretario del Consejo de 
Estado . 

Haber desempeñado en propiedad por dos 
años el cargo de secretario del Tribunal 
ConLencioso-administrativo. 

Haber sido por tres anos fiscal de Audien- 
cia, ó teniente fiscal, ó abogado fiscal del 
Consejo de Estado, de) Real ó del Tribunal 
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Coiilencioso-adminislrativo, ó mayor de Sec- 
ción de aquellos cuerpos ó catedrático de 
término de la facultad de Administración ó 
de Derecho. 

Haber pertenecido al Colegio de abogados 
do Madrid, pagando en tal concepto una cuota 
do lasdos mayores por espacio de cuatro años. 

Haber pertenecido á un Colegio de aboga- 
gados en población en que haya Audiencia, 
pagando por espacio de cuatro años la cuota 
máxima de contribución. 

Sin perjuicio de la libre elección que den- 
tro de estas aptitudes le corresponde, el Go- 
bierno , antes de nombrar secretario, oirá 
siempre al Presidente del Consejo de Estado, 
que informará acerca do los que, habiendo 
sido mayores ó abogados fiscales el tiempo 
exigido por este artículo, considere mas ap- 
tos para desempeñar el cargo de que se trata. 

Art. 27. Para la computación del tiem- 
po de que trata el artículo anterior, se esta- 
rá á lo que previene el párrafo último del 
art. 0.° de esta ley. 

Art. 28. El Consejo tendrá para el des- 
pacho de los negocios ei número de oficiales 
y aspirantes que determinen los reglamen- 
tos, no excediendo de 40. 

linos y otros serán nombrados por la Pre- 
sidencia del Consejo de Ministros, y sus nom- 
bramientos se publicarán en la Gaceta de 
Madrid. 

Art. 29. En cada Sección habrá un ofi- 
cial mayor, exceptuando Ja de Gobernación 
y Fomento que tendrá dos. 

El mas antiguo de los mayores tendrá 

35.000 rs., y los demás 30,000 

Art. 30. Los oficiales serán primeros, se- 
gundos y terceros ; los primeros tendrán 

20.000 rs. de sueldo- los segundos 16,000, y 
los terceros 12,000. 

Art. 31 . Los aspirantes tendrán la grati- 
ficación de 6,000 rs. anuales. 

Art. 32. ^ Las dos terceras partes de las 
plazas de oficiales mayores, se proveerán por 
antigüedad rigurosa entre Jos que lo sean 
primeros, y la otra tercera parte recaerá en 
empleados de otras dependencias que ten- 
gan por lo menos 10 años de servicio y ha- 
yan disfrutado por dos años un sueldo igual 
al asignado á las plazas de oficiales primeros 
del Consejo. 

Art. 33. Las dos terceras partes de las 
plazas de oficiales primeros , se proveerán 
por rigurosa antigüedad entre los oficiales 
segundos , y la otra tercera parle del modo 
que queda prescrito en el artículo anterior, 
ero con solo ocho años de servicio, y ha- 
iendo disfrutado por dos el sueldo asignado 
a los oficiales segundos. 


Art. 34. Las dos terceras parles de ofi- 
ciales segundos se proveerán por rigurosa 
antigüedad en los oficiales terceros, y la otra 
tercera parte del modo que queda prescrito 
en el art. 32, pero con solo seis años de ser- 
vicio, y habiendo disfrutado por dos el suel- 
do igual al de los oficiales terceros. 

Art. 35. Las plazas de oficiales terceros 
se proveerán en ios aspirantes por rigurosa 
antigüedad. 

Art. 36. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
los artículos que anteceden, el reglamento 
del Consejo señalará el número de oficiales 
ó auxiliares extraños á las condiciones de es- 
ta ley que haya de haber en la Sección de 
Guerra y Marina. 

Art. 37. Los aspirantes habrán de ser li- 
cenciados en derecho civil, canónico ó ad- 
ministrativo, é ingresarán en la carrera por 
Oposición rigurosa. 

Art. 38. A las órdenes del fiscal de lo 
contencioso habrá dos tenientes fiscales que 
serán letrados. El mas antiguo tendrá el suel- 
do de 32,000 rs. , y ei mas moderno el de 
26,000. 

Su nombramiento será por la Presidencia 
del Consejo de Ministros , previa propuesta 
en terna del Presidente del Consejo de Es- 
tado después de oir al fiscal. 

Art. 39. El fiscal representará y defen- 
derá por escrito y de palabra á la Adminis- 
tración en los negocios contenciosos; y aun 
cuando no fuere parte en ellos, será oido 
siempre que lo determinen las leyes ó regla- 
mentos, ó lo estime la Sala ó la Sección de lo 
contencioso. 

Art. 40. El Gobierno podrá, sin embar- 
go de lo dispuesto en el artículo anterior, 
nombrar, si lo creyere conveniente, un co- 
misario que desempeñe en determinado ne- 
gocio las funciones de fiscal. 

Art. 41. El secretario general tendrá á 
su cargo todo lo concerniente al Consejo ple- 
no y á su organización ; distribuirá los tra- 
bajos; deberá manifestar los antecedentes 
que puedan convenir para la resolución del 
punto que se discuta, y llevará la correspon- 
dencia. Será además secretario de la Sala y 
Sección de lo contencioso. 

Art. 42. Los oficiales mayores permane- 
cerán asignados á la Sección que el Gobier- 
no determine. Tendrán facultad de asistir al 
pleno, pero solo podrán usar en él de la pa- 
labra cuando se traten los asuntos instruidos 
por su respectiva Sección y se lo permita el 
Presidente del Consejo. 

Los oficiales y aspirantes serán distribui- 
dos por el Presidente del Consejo de Estado 
entre sus diferentes Secciones , según con- 
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Venga al mejor despacho de los negocios. 

El reglamento del Consejo señalará sus 
obligaciones. 

Art. 43. Los oficiales y aspirantes y los 
tenientes fiscales del Consejo solo podrán 
ser separados de sus cargos por la presiden- 
cia del Consejo de Ministros , en la misma 
forma que establecen para su nombramien- 
to los arts. 28 y 38 , y después de oir al 
Presidente del Consejo de Estado , y al fis- 
cal en su caso. 

Art. 44. No se conferirán honores de 
Consejero de Estado. 

TITULO II. 

DE LAS ATRIBUCIONES DEL CONSEJO DE ESTADO. 

Art. 45. El Consejo de Estado será oido 
necesariamente y en pleno: 

L° Sobre los reglamentos é instruccio- 
nes generales para la aplicación de las leyes 
y cualquiera alteración que en ellos haya de 
hacerse. 

2. ° Sobre el pase y retención de las Bu- 
las, breves y rescriptos pontificios , y de las 
preces para obtenerlos. 

3. ° Sobre todos los asuntos concernien- 
tes al Real patronato de España é Indias , y 
sobre los recursos de protección y fuerza, á 
excepción de los consignados en la Ley de 
Enjuiciamiento civil , como propios de los 
Tribunales. 

4. ° Sobre la inteligencia y cumplimiento 
de los Concordatos celebrados con la San- 
ta Sede. 

o.° Sobre las mercedes de grandezas y 
títulos , á no estar acordadas en Consejo de 
Ministros. 

6. ° Sobre la ratificación de los tratados 
de comercio y navegación. 

7. ° Sobre los indultos generales. 

8. ° Sobre la validez de las presas marí- 
timas. 

O. 0 Sobre la competencia positiva ó ne- 
gativa de jurisdicción y atribuciones entre 
las autoridades judiciales y administrativas, 
y sobre los conflictos que se susciten entre 
los Ministerios , autoridades y agentes de la 
Administración. 

10. Sobre los recursos de abuso de po- 
der ó de incompetencia, que eleven al Go- 
bierno las autoridades del orden judicial con- 
tra las resoluciones administrativas. 

11. Sóbrela autorización que con arre- 
glo á las leyes deba el Gobierno conceder 
para encausar á las autoridades y funciona- 
rios superiores administrativos por abusos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones. 

12. Sobre suplementos de crédito, crédi- 


tos extraordinarios , ó trasferencia de crédi- 
tos cuando no se hallen reunidas las Córtes. 

13. Sobre cualquiera innovación en las 
leyes , ordenanzas y reglamentos generales 
de las provincias de Ultramar. 

14. Sobre la provisión de las plazas de 
magistrados y jueces y presentación de Jos 
beneficios eclesiásticos del patronato Real, 
según determinen la ley de organización ju- 
dicial ú otras disposiciones. 

Art. 46. El Consejo constituido en Sala 
de lo Contencioso, de! modo que se estable- 
ce en los arts. 18 y 19 de esta ley, sera oido 
en única instancia sobre la resolución fina) 
de los asuntos de la Administración central 
cuando pasen á ser contenciosos, y señalada- 
mente en los que siguen: 

1. ° Respecto, al cumplimiento, inteli- 
gencia, rescisión y efectos de los remates y 
contratos celebrados directamente por el 
Gobierno, ó por las Direcciones generales de 
los diferentes ramos de la Administración 
civil ó militar del Estado , para toda especie 
de servicios y obras públicas. 

2. ° Respecto á las reclamaciones á que 
dén lugar las resoluciones particulares de 
los Ministros de la Corona en los negocios de 
la Península y Ultramar. 

3. ° Respecto á los recursos de reposi- 
ción, aclaración y revisión de las providen- 
cias y resoluciones del mismo Consejo. 

Art. 47. También será oido el Consejo 
sobre la resolución final en toda última ins- 
tancia de los negocios contencioso-adminis- 
trativos, y señaladamente en los recursos de 
apelación, nulidad ó queja. 

Contra cualquiera resolución del Gobierno 
acerca de los derechos de las clases pasivas 
civiles. 

Contra los fallos de los Consejos de pro- 
vincia. 

Contra los fallos del Tribunal de Cuentas 
del Reino y de los de Ultramar en los recur- 
sos de casación de que tratan las leyes espe- 
cíales de estos Cuerpos. 

Art. 48. El Consejo será oido en Sec- 
ciones; 

í.° Sobre los indultos particulares que 
no sean acordados en Consejo de Ministros. 

2. ° Sobre la naturalización de extran- 
jeros. 

3. ° Sobre autorización para litigar que 
deba ser otorgada por el Gobierno. 

4. ° Sobre las autorizaciones que deba el 
Gobierno conceder para encausar por abu- 
sos cometidos en el ejercicio de sus cargos á 
los empleados públicos no comprendidos en 
la atribución 1 1 del art. 45. 

5. ' J Sobre la admisión ó denegación de 
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la vía contenciosa contra las resoluciones de 
los Ministros de la Corona 6 de los directores 
generales de los diferentes ramos de la ad- 
ministración civil ó militar que causen estado. 

Id Gobierno podrá consultar al Consejo en 
pleno sobre todos los asuntos enumerados 
en este articulo , y acerca de cualesquiera 
otros de los que se hallan atribuidos en esta 
ley á las Secciones. 

Arl. 49. Será también oido el Consejo en 
pleno , en Sala de lo contencioso ó en Sec- 
ciones , sobre lodos los demás asuntos que 
prescriban las leyes ó disposiciones genera- 
rales ó que estuvieren atribuidos anterior- 
mente al Consejo Real ó al Tribunal conten - 
cioso-administralivo. 

Arl. 50. El Consejo podrá ser oido en 
pleno ó en Secciones cuando el Gobierno lo 
estime conveniente: 

•I ,° Sobre los proyectos de ley que hayan 
de presentarse á las Cortes. 

2. ° Sobre los tratados con las potencias 
extranjeras. 

3. ° Sobre los Concordatos que hayan de 
celebrarse con la Santa Sedo. 

4. ° Sobre cualquiera punto grave que 
ocurra en el gobierno y administración del 
Estado. 

Art. 51. Cada Sección instruirá los ex- 
pedientes relativos á los negocios que proce- 
dan del Ministerio ó Ministerios cuyo nombre 
lleve, y acordará los informes que sobre ellos 
hubiere de dar el Gobierno. 

Instruirá asimismo los expedientes que 
hayan de informarse en pleno , formulando 
el proyecto de consulta. 

Art. 52. Sin embargo de lo dispuesto en 
el artículo que antecede, despacharán la 
Sección de Estado y Gracia y Justicia los ne- 
gocios correspondientes á indultos genera- 
rales y particulares, autorizaciones para liti- 
gar, competencias de jurisdicción, recursos 
de abusos de poder ó de incompetencias ele- 
vadas por las autoridades judiciales contra la 
Administración, y autorizaciones para en- 
causar á empleados públicos. 

La de Ultramar, todos los relativos á aque- 
llas provincias y A su régimen especial. 

La de lo contencioso, los relativos á si pro- 
cede ó no la via contenciosa en las deman- 
das contra las resoluciones del Gobierno ó 
de las Direcciones generales. 

Art. 53. ^ No podrán reunirse mas de dos 
Secciones , á no ser por disposición del Go- 
bierno, para instruir los expedientes y pre- 
parar el dictamen que sobre ellos haya de 
evacuar el Consejo en pleno. 

Art. 54. Las sesiones del Consejo serán 
secretas. Exceptúanse las vistas en los nego- 


cios contencioso-administrativos, que serán 
siempre públicas. 

Art. 55. Los informes del Consejo, de la 
Sala de lo contencioso ó de las Secciones no 
podrán publicarse sin autorización expresa 
dei Gobierno. Exceptúase el caso en que las 
leyes determinen io contrario. 

TITULO III. 

BEL MODO DE PROCEDEN EL CONSEJO EN LOS 

NE'JOCIOS CONTENCIOSOS Y GUBERNATIVOS. 

Art. 56. El que se sintiere agraviado en 
sus derechos por alguna resolución del Go- 
bierno ó de las Direcciones generales que 
cause estado, podrá reclamar contra ella en 
la via contenciosa, proponiendo su demanda 
ante el Consejo de Estado. 

Art. 57. Cuando la Sección de lo conten- 
cioso considere que procede la via conten- 
ciosa, remitirá a! Ministerio á que corres- 
ponda el negocio su dictamen con copia au- 
torizada d.e la demanda. 

Si considerase que necesita mayor exá- 
men, y que la procedencia ó improcedencia 
de la via contenciosa debe ser objeto de dis- 
cusión, comunicará la demanda al fiscal por 
vía de instrucción, señalando dia para la vis- 
ta en la Sala de lo contencioso, y citando á las 
partes. La Sala, oida la discusión oral, for- 
mulará la consulta correspondiente. 

Celebrada la vista, se remitirá al Gobierno 
el’ dictamen del modo expuesto anterior- 
mente. 

Art. 58. La Real orden en que se conce- 
da ó niegue la via contenciosa se expedirá 
por el Ministerio á que se haya elevado la 
consulta. 

Art. 59. Cuando el Gobierno no se con- 
formase con la consulta afirmativa del Con- 
sejo, publicará en la Gaceta de Madrid su 
resolución motivada, por medio de decreto 
acordado en Consejo de Ministros y rubrica- 
do por su Presidente, Esto lo hará en el tér- 
mino de un mes, contado desde que el Go- 
bierno hubiere recibido la consulta del Con- 
sejo de Estado, que se insertará en el Real 
decreto. 

Art. 60. Cuando consultada la proceden- 
cia de la via contenciosa, el Gobierno no co- 
munique al Consejo su resolución dentro del 
mismo término de un mes fijado en el artí- 
culo anterior, se entenderá concedida la au- 
torización. 

Art. 61 . Cuando la Sección de lo con- 
tencioso, al declarar concluida la discusión 
escrita, crea conveniente que en la vista se 
trate algún punto que no lo haya sido antes en 
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el pleito, lo, pondrá en conocimiento de las 
partes aí citarías para la vista. 

Art. 62. Conformándose el Gobierno con 
el proyecto de sentencia consultado por el 
Consejo de Estado, lo aprobará por un Real 
decreto refrendado por el presidente de) Con- 
sejo de Ministros. La senteucia se publicará 
en la Gaceta de Madrid dentro del término 
de un mes , contado desde la fecha en que 
hubiere recibido el proyecto. 

Art. 63. No conformándose el Gobierno 
con el proyecto de sentencia, publicará la 
ue estime justa, en la Gaceta de Madrid 
entro del término señalado en el artículo 
anterior, y en el Real decreto expedido en 
la misma forma. Con este Real decreto, que 
debe ser motivado y acordado en Consejo de 
Ministros, se publicará la consulta del Consejo. 

Art. 64. Si trascurrido dicho plazo no 
hubiere publicado el Gobierno decreto algu- 
no, el Consejo de Estado dispondrá que se 
haga saber á las partes el proyecto consultado. 

Art. 65. En los Reales decretos y órde- 
nes que el Gobierno expidiere conformándo- 
se con el dictamen del Consejo de Estado 
reunido en pleno ó en Secciones, se expre- 
sará esta circunstancia, y cuando no se con- 
formare, se usará la fórmula: «Oído el Con- 
sejo pleno, ú oido el Consejo en Sección de..» 

Art. 66. El Gobierno comunicará al Con- 
sejo de Estado las resoluciones que recaye- 
ren sobre sus consultas ó informes, á los 
uince días á mas tardar de haberlas ntanda- 
o ejecutar. 

Art. 67. El negocio sobre el cual hubie- 
re dado su parecer el Consejo en pleno no 
podrá remitirse á informe de ningún Cuerpo 
ni oficinas del Estado. En los despachados 
por las Secciones, solo podrá ser oido el Con- 
sejo en pleno. 

, Art. 68. Cuando alguna de las Secciones 
creyere conveniente oir á consejeros de las 
otras ó á cualquiera de los jefes de la Admi- 
nistración pública, profesor ú otro funciona- 
rio, ó particular de especiales conocimientos 
ó experiencia, podrá invitarlos por medio del 
presidente del Consejo en el primer caso, y 
en los demás por medio del Presidente del 
Consejo de Ministros. 

Art. 69. Las Secciones podrán pedir por 
conducto de la Secretaría general los antece- 
dentes que estimen necesarios para la ins- 
trucción de los expedientes. 

. Art. 70. Los procedimientos en los nego- 
cios contenciosos de la Administración serán 
objeto de ley. 

Art. 71. El Gobierno, oido el Consejo de 
Estado, formará el reglamento sobre el régi- 
men. interior y orden de proceder delGonse- 

Tomo ÜI. 


jo de Estado en los negocios gubernativos. 
Este reglamento podrá alterarse en lo suce- 
sivo después de oir también al Consejo de 
Estado, v por Real decreto propuesto en Con- 
sejo de Ministros y refrendado por su presi- 
dente. 

Disposiciones transitorias. 

Art. 72. Mientras no se publiquen la lev 
y reglamento de qne tratan los artículos 70 
y 71 de esta ley: observará el Consejo de Es- 
tado , en cuanto no se opongan á lo que en 
ella se prescribe, los reglamentos y disposicio- 
nes por los cuales se rigió el extinguido Con- 
sejo Real y. se rige actualmente el de Estado. 

Art,. 73. El Gobierno queda autorizado, 
mientras no se publique la ley de procedi- 
mientos en los negocios contenciosos de ia 
Administración, según se previene en el ar- 
tículo 70 de esta ley, á hacer, después de 
oir al Consejo de Estado, las variaciones con- 
venientes.— Por tanto mandamos etc. — En 
San Ildefonso á 17 de agosto de 1860. — Yo 
la Reina. — EJ Presidente del Consejo de Mi- 
nistros, Leopoldo OMIonnell. 

R. D. de 30 diciembre de 1846. 
Aprobando el Reg. del Consejo Real, hoy de Estado, 
(Gob.) «Eq atención á las razones que 
me ha hecho presentes ei Ministro de la Go- 
bernación de la Península, y vista la necesi- 
dad de dictar reglas ciertas y conocidas para 
ia sustanciacion de los negocios contenciosos 
que se ventilan en el Consejo Real, vengo en 
aprobar interinamente el adjunto reglamento 
sobre ei modo de proceder dicho Consejo en 
los negocios contenciosos de la Administra- 
ción, hasta que sometido á nuevo examen 
pueda aprobarse delinitivamente en cumpli- 
miento de lo mandado en el art. 17 dei Real 
decreto de 22 de setiembre de 1845, y de las 
disposiciones de la ley de 6 de julio del mis- 
mo año á que se refiere.» — Dado en Palacio 
á 30 de diciembre de 1846. 

Reglamento sobre el modo de conocer el 
Consejo Real en los negocios contenciosos 
de la Administración (t). 

TITULO I. 

DE LA COMPETENCIA V RÉGIMEN DEL CONSEJO 
REAL EN LOS NEGOCIOS CONTENCIOSOS DE LA 
ADMINISTRACION . 

CAPITULO PRIMERO. 

De las atribuciones del Consejo Real, y de 
su Sección de lo contencioso en los nego- 
cios de esta clase. 

Artículo i." Corresponde al Consejo Real 

(í) Con posterioridad á este reglamento se 
han dictado v deben tenerse como parte del 

21 
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conocer en primera y única instancia. 

De ias demandas contenciosas sobre 
el cumplimiento , inteligencia , rescisión y 
efectos de los remates y contratos celebrados 
directamente por el Gobierno ó por Jas Di- 
recciones generales de los diferentes ramos 
de la Administración (i). 

2.° De las demandas contenciosas á que 
dén lugar las resoluciones de ios Ministros i 
de S. M. cuando el Gobierno acuerde previa- 
mente someter al conocimiento del Consejo 
Jas reclamaciones de ias partes. 

3. 11 De los recursos de reposición , acla- 
ración y revisión de sus providencias y reso- 
luciones. 

Art. 2.° Compete igualmente al Consejo 
conocer en apelación y nulidad de las reso- 
luciones de los Consejos provinciales , y de 
las de cualquiera otra autoridad que entien- 
da en primera instancia en negocios conten- 
cioso-administrativos. 

Art. 3. ü La Sección de lo contencioso 
preparará las resoluciones finales del Conse- 
jo, dictando al efecto ias providencias de ac- 
tuación que conviniere. 

CAPITULO II. 

Del vice-presidente del Consejo. 

Art. 4.° El vice-presidente del Consejo 
liará el señalamiento de ¡os negocios que de- 
ban verse en pleno; recibirá las excusas de 
asistencia de los consejeros; tendrá á su car- 
go la policía de los estrados; llevará en ellos 
la palabra, de la que nadie podrá usar sin 
su permiso, y autorizará todos los acuerdos 
y providencias que se dicten. 

Art. 5.° El vice-presidente oirá las que- 
jas que le dieren Jos interesados sobre retar- 
dación de sus expedientes ú otros abusos 
que merezcan particular providencia; toma- 
rá la que estuviere en sus atribuciones, y 
promoverá ias que respectivamente corres- 
pondan al Consejo y a Ja Sección. 

Art. 6. ü En defecto del vice-presidente 
del Consejo hará sus veces el de la Sección 
de io contencioso, y en defecto de este los de 
Jas demás Secciones por el orden de su pre- 
cedencia. 


mismo los lis. Ds. de 21 de mayo de 1853 y 20 
de junio de 1838, que cun la ley de 16 de agos- 
to y R. D. de 19 de octubre modifican algunas 
disposiciones. 

(1) Queda en este párrafo suprimida la pa- 
labra «civil» con -que concluía por haberse 
mandado asi por R. O. de 17 de julio de 1849, 
con el objeto, según se dijo, de evitar dudas y 
complicaciones en su inteligencia. 


CAPITULO 1IL 

Del vice-presidente de la Sección de lo con- 
tencioso. 

Art. 7.° El vice-presidente de la Sección 
de lo contencioso desempeñará respecto á 
ella las atribuciones que en orden al Consejo 
quedan declaradas á favor del que le presida. 

Art. 8.° Además dictará en la sección las 
providencias de mera sustanciacion que no 
hayan.de motivarse. 

Al t. 9.° En defecto del vice-presidente 
liarán sus veces por el orden de su preceden- 
cia los demás vocales de la Sección. 

CAPITULO IV. 

Del ponente. 

Art. 10. En cada negocio habrá un con- 
sejero ponente, nombrado por ei vice-presi- 
dente de Ja Sección. 

Art. 11. El ponente hará de relator aute 
el Consejo siempre que lo tenga por conve- 
niente, y además cuando lo exíjala gravedad 
del negocio á juicio del vice-presidente de 
la Sección. Propondrá asimismo el ponente á 
esta las providencias que deban fundarse y 
los puntos de hecho y de derecho sobre que 
hayan de recaer las decisiones, y extenderá 
todas las providencias motivadas y laresolu- 
cion final del Consejo. 

Art. 12. Cuando el ponente se separe del 
dictamen que ha de someterse al Consejo, el 
vice-presidente de la Sección nombrará otro 
de sus individuos para que sostenga Ja dis- 
cusión en Consejo pleno. 

Art. 13. El ponente podrá elegir un au- 
xiliar para que le ayude en el desempeño de 
su cargo. 

CAPITULO V. 

Del fiscal y de los abogados fiscales. 

Art. 14. El fiscal representará y defende- 
rá por escrito y de palabra á Ja Administra- 
ción y á las corporaciones que estuvieren ba- 
jo su 'especial inspección y tutela, cuando no 
litiguen con ella ó entre si mismas. 

El Gobierno podrá, sin embargo, cuando 
lo estime conveniente designar un consejero 
extraordinario ú otro comisionado de su con- 
fianza que desempeñe dicho encargo en de- 
terminados negocios. 

Art.. 1 5. Los abogados fiscales serán los 
auxiliares del fiscal en el despacho de su ofi- 
cio, y trabajarán á sus órdenes y bajo su di- 
rección. 

Art. 16. En defecto del fiscal hará sus ve- 
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ces el abogado fiscal que el vice-presidente 
designe. 

Art. 11 . Aun cuando el ministerio fiscal 
no defienda á una de la partes, podrá ser oi- 
do si la Sección de lo contencioso lo estima 
conveniente. 

Art. i 8. El fiscal tendrá el mismo trata- 
miento y categoría que el secretario general 
del Consejo. Los abogados fiscales tendrán el 
de los auxiliares de mayor categoria. 

CAPITULO VI. 

Del secretario. 

Art. 19. Será secretario de la Sección 
de lo contencioso el que (o fuere del Consejo. 

Desempeñará en (a Sección y el Consejo 
las atribuciones que están declaradas á ios 
secretarios de los Consejos provinciales por 
ei art. 6.° del reglamento de l.° de octubre 
de 1845, excepte las de relator. 

Art. 20, Et Secretario llevará un libro 
dé registro de entrada y salida de los nego- 
cios; otro de las providencias de la Sección 
y votos particulares á que las mismas hayan 
dado lugar; otro de las resoluciones defini- 
tivas del Consejo, y los demás que la Sección 
ó el Consejo prescribieren. 

En los libros de providencias y resolucio- 
nes se guardará lo prevenido por las leyes 
aeerca de los protocolos ó registros de las 
escrituras públicas. 

El que presida la Sección rubricará todas 
las hojas de estos libros, firmando en la pri- 
mera una nota en donde exprese el número 
de hojas de que consten. 

Art. 21. El secretario dará cuenta de los 
negocios por el orden riguroso de entrada, si 
el vice-presidente de la Sección no acordare 
otra cosa. 

Art. 22. En defecto del secretario hará 
sus veces el auxiliar que nombre el vice-pre- 
sidente de la Sección. 

Art. 23. El secretario tendrá por escrito 
y de palabra el tratamiento de señoría. 

* CAPITULO Vil. 

De los auxiliares. 

Art. 24. Los auxiliares ayudarán .a] po- 
nente y al Secretario en el desempeño de sus 
respectivos cargos, en los términos en que 
lo disponga el vice-presidente de la Sección 
Y ejercerán además el oücio de relator cuan- 
do no lo desempeñe ei ponente. 

Art. 25. Los negocias se distribuirán en- 
tre los auxiliares de la Sección por riguroso 
turno de entrada. ' 

Sin embargo, el vice-presidente podrá al- 


terar el turno cuando lo estime conveniente. 

Art. 26. El ponente que desempeñe el 
cargo de relator hará relación desde su 
asiento. 

Cuando desempeñe aquel cargo un auxi- 
liar, tomará asiento en la Sección ó en el 
Consejo pleno al lado de! secretario. 

CAPITULO VIII. 

De los abogados del Consejo. 

Art. 27. En los asuntos contenciosos, las 
parles contrarias á la Administración estarán 
representadas y serán defendidas por aboga- 
dos del Consejó. 

Son abogados del Consejo todos los incor- 
porados en el colegio de Madrid que tengan 
abierto su bufete. 

Art. 28. La Sección podrá permitir que 
las partes actúen y se defiendan por sí mis- 
mas en los negocios donde no creyere nece- 
sario el ministerio de los abogados. 

CAPITULO L\. 

De los ujieres. 

Art. 29. Para el despacho do los nego- 
cios contenciosos habrá por ahora cuatro 
ujieres. 

Estos desempeñarán en la Sección y el 
Consejo las atribuciones expresadas en el ar- 
tículo 9.° del reglamento de los Consejos pro- 
vinciales de l.° de octubre de 1845. 

Art. 30. Los ujieres serán nombrados 
por el Ministerio de la Gobernación. 

Art. 31. El vice-presidente del Consejo 
y el de la Sección de lo contencioso podrán 
suspender por tres meses á lo mas á los ujie- 
res, v proponer con justa causa su desti- 
tución. 

CAPITULO X. 

De las recusaciones de los vocales del 
Consejo. 

Art. 32. Los vocales del Consejo podrán 
ser recusados por las causas expresadas en 
el art. 13 de! reglamento de l.° de octubre 
de 1845, ú otras equivalentes, á juicio del 
Consejo. 

Art, 33. Cuando los hechos en que se 
funde Ja recusación sean anteriores al pleito, 
no podrán proponerla los litigantes después 
de haber contestado á la demanda, ó deduci- 
do excepción dilatoria, ó de haberse mejora- 
do la apelación ó recurso de nulidad, salvo si 
los hechos vinieren posteriormente á su no- 
ticia, en cuyo caso deberán hacerlo luego 
que la tuvieren. 
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No podrá proponerse la recusación en nin- 
gún caso cuando hubiere empezado á verse 
el proceso en Consejo pleno. 

Art. 14. El liliguule que faltare á la ver- 
dad, suponiendo no Haber llegado a su noti- 
cia Ja causa de recusación en tiempo hábil, 
será corregido con multa que no exceda de 
O.UOO rs. 

Art. 35. La recusación se propondrá por 
escrito y se comunicará por medio de ohcio 
ai recusado, el cual responderá en Ja misma 
forma. 

Art. 36. Sí no se diere el consejero por 
recusado, Ja Sección recibirá á prueba la re- 
cusación, si io estimare necesario, y propon- 
drá al Consejo la providencia que crea justa. 

Art. 37. Ei recusado no podrá asistir á 
la vista ni á la votación del incidente de re- 
cusación. 

Admitida esta, ei recusado se abstendrá de 
conocer en el negocio. 

CAPITULO XI. 

De las audiencias públicas y policía de 
los airados. 

Art. 38. Los consejeros, auxiliares, em- 
pleados y abogados del Consejo asistirán á 
Jas audiencias publicas en traje de ceremonia. 

Art. 39. Los ujieres usarán ei mismo 
traje de ceremonia que Jos porteros de es- 
trados dei Supremo Tribunal de Justicia. 

Art. 40. Los abogados se presentarán 
con el traje propio de su profesión. 

Art. 41. Con arreglo á lo dispuesto en 
el art 9.' J de la ley de ü de julio de 1845, no 
asistirán á la deliberación y fallo de los asun- 
tos contenciosos Jos consejeros extraordi- 
narios. 

Los consejeros ocuparán sus asientos por 
el orden de antigüedad de sus respectivos 
nombramientos. En igualdad de fechas de 
estos, obtendrá la preferencia el consejero 
de mas edad. 

También asistirán todos los auxiliares del 
Consejo ocupando asientos inferiores y colo- 
cándose por el orden de su clase, antigüedad 
y edad. 

Art. 42. El fiscal y los abogados fiscales, 
cuando asistan á estrados, ocuparán á la de- 
recha un asiento separado con bufete por 
delante. 

ArL. 43. En los estrados de la Sección y 
del Consejo, ios concurrentes estarán des- 
cubiertos y guardarán silencio y compostura, 
obedeciendo con puntualidad las diposiciones 
que para mantener el órden dictare el que 
presida. 

Art. 44. El que osare interrumpir la 


vista del proceso ú otro acto oficial de la Sec- 
ción o Consejo, dando señales de aprobación 
ó desaprobación, ó perturbando de cualquier 
otro modo el orden, será llamado á él por el 
que presida, y expulsado si no obedeciere á 
ia primera intimación. 

Cu caso de resistir ó de agravar con de- 
mostraciones irreverentes su desacato, será 
arrestado y corregido en el acto con prisión 
que no exceda de cinco dias, ó con multa 
que no pase de 200 reales. 

Art. 45. Si el perturbador ó perturba- 
dores se propasaren ú amenazar ó ultrajar á 
ios vocales ó subalternos del Consejo en el 
acto de ejercer sus oficios , ia corrección de 
que habla el artículo anterior podrá aumen- 
tarse según las circunstancias, á un mes de 
prisión y 1,000 rs. de multa. 

Art, 46. Llegando el desacato á consti- 
tuir un atentado que merezca pena mayor, 
serán arrestados los delincuentes y puestos 
con la sumaria del exceso á disposición del 
Juzgado ó Tribunal competente. 

CAPITULO XIÍ. 

De los informes anuales relativos al despa- 
cho de los negocios contenciosos. 

Art. 47. Eu l 0 de marzo de cada año 
remitirá la Sección al Ministerio de la Go- 
bernación un estado de Jos negocios feneci- 
dos en el curso del ano próximo anterior , y 
de los que habiéndose empezado en él ó an- 
tes queiTaren pendientes. 

Art. 48. Respecto á los pendientes y fe- 
necidos , se expresará si se instruyeron en 
rebeldía ó por recurso de aclaración , revi- 
sión, apelación ó nulidad. 

Art. 49. Además de las noticias que ha 
de comprender ei estado referido, la sección, 
al remitirle, dará cuenta de los abusos que 
hubiere notado en la actuación de Ja justicia 
administrativa, con las observaciones que le 
hubiere sugerido ia experiencia para corre- 
gir dichos abusos y perfeccionar el procedi- 
tbiento. 

El fiscal añadirá a las de la Sección* sus 
propias observaciones. 

TITUJjO II. 

DEL ÓRDEN DE PROCEDER ANTE EL CONSEJO EN 
PRIMERA V ÚNICA INSTANCIA. 

CAPITULO PRIMERO. 

De la demanda. 

Art. 50. En los negocios que se enta- 
blen á instancia de la Administración , se in- 
coará el procedimiento con una memoria que 
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presentará al Consejo el fiscal á virtud de [ 
órden é instrucciones del respectivo Minis- I 
tro de la Corona, 

Art. 51. Las demandas contra la Ad- ' 
ministracion se remitirán por el vice-presi- i 
dente del Consejo al Ministerio de donde di- ' 
mane la resolución que las produjere (1). ; 

Art. 52. Si en vista de la demanda esti- 
mare desde luego, el Ministro de la Coro- 
na que procede la vía contenciosa , remitirá 
el expediente al Consejo para el curso cor- 
respondiente. 

Si el Ministro de la Corona no lo estima- 
re así desde luego, oirá gubernativamente al 
Consejo sobre esta cuestión previa , y la re- 
solverá en vista de la consulta sin ulterior 
recurso. 

En todo caso la resolución del Ministro ba 
de dictarse dentro de un mes, contado des- 
de la fecha de la remisión de la demanda á 
la respectiva Secretaría Í2). 

Art. 53. Las demandas y memorias se 
extenderán con claridad y precisión, refi- 
riendo sencillamente los hechos que las mo- 
tiven y la pretensión que se deduzca. 

Art! 54. Antes de fijarse la pretensión, 
se extenderá por párrafos numerados un re- 
sumen de los puntos de hecho y de derecho 
en que se funde. 

Art, 55. Con toda demanda y memoria 
se producirá copia simple, íntegra y literal 
de las escrituras y documentos que sirvan de 
apovo á la solicitud. 

Si la escritura ó documentos excedieren 
de veinticinco pliegos, bastará que el origi- 
nal, si no tuviere matriz, so ponga de mani- 
fiesto en la Secretaría del Consejo, ó si la tu- 
viere, se entregue bajo recibo á la parte 
contendiente. 

Art. 56. Las escrituras posteriores á la 
demanda , ó cuya noticia hubiere llegado 
posteriormente al actor las producirá este 
desde luego , ú ofrecerá entregarlas ó exhi- 
birlas en los términos y con la distinción ex- 
presados en ni artículo precedente. 

El que hubiere maliciosamente retrasado 
su presentación, incurrirá en multa. 

Art. 57. Eu ninguna demanda ni escrito 
se prestará juramento alguno. 

Art. 58. Toda demanda de particulares 
deberá estar firmada por un abogado del co- 
legio de Madrid, previo el correspondiente 
poder, 6 por los mismos interesados. __ 

Art. 59. L¡l demanda que se dirija con- 


(1) Y. el R. D. de 21 de mayo de 4853 en su 
lugar correspondiente de este mismo articulo. 

(2) V. también en su lugar la R-O. de il no- 
viembre de 1851, y la citada en la nota anterior. 
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tra particular ó corporación , se entregará á 
un tijierpara que baga el emplazamiento. 

Cuando se dirija contra la Administración 
la demanda, devuelta que sea esta por el 
Ministro de la Corona al vice-presidente del 
Consejo para el curso correspondiente, se 
entregará á un ujier para que emplace al 
fiscal. 

Art. 60. El defensor, tutor, nlbncea, he- 
redero, administrador y cualquiera otro que 
comparezca en juicio como parte en repre- 
sentación ajena, firmará la demanda y justi- 
ficará documenta (mente la personalidad que 
se atiibuya. 

A ninguna solicitud que carezca de este 
requisito se dará curso, pena de nulidad. 

Art. 61. Sobre ninguna demanda podrá 
proveerse sin citación del demandado: salvo 
las providencias interinas que se dieren en 
los casos permilidos por derecho. 

Art. 62. Las demandas se liarán saber á 
las partes por diligencia de ujier. 

CAPITULO II. 

De las diligencias ele ujier. 

SECCION PRIMERA. 

De las diligencias de notificación y citación en 
general. 

Art. 63. Toda diligencia de notificación 
ó citación que se practique fuera de los es- 
trados de la Sección ó del Consejo, se hará 
por un ujier del mismo. 

Art.. 64. Toda diligencia de citación y no- 
tificación por medio de ujier se extenderá: 

En una cédula original para la parte que 
la promueva. 

En una ó tantas copias del original como 
fueren las partes que hayan de ser citadas ó 
notificadas. 

Art. 65. En el original y copia de toda 
cédula se hará constar: 

Su fecha, el nombre, apellido, profesión, 
domicilio ó residencia del actor y del citado 
ó notificado, y cualquiera otra circunstancia 
que facilite el conocimiento exacto de ellos y 
sea notoria. 

En lugar en que se deje la copia, la perso- 
na á quien se lea y entregue , y la forma de 
esta. 

El nombre, apellido y firma del ujier que 
la autorice, 

Art. 66. La cédula expresará ademas la 
casa que la parte á cuya solicitud se haya ex- 
pedido, eligiere para que en ella se le comu- 
niquen las notificaciones y traslados. 

Toda comunicación ulterior concerniente 
á la parte habrá de hacerse en la casa elegí- 
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da, y cu su defecto al promotor fiscal mas 
antiguo de Madrid. 

Arl. 67. Copia de la cédula será leída y 
entregada en propia mano á la persona á 
quien concierna, ó á las personas que se ex- 
presarán en los artículos siguientes. 

Art. 68. Si la persona citada no estuviere 
en casa, se leerá y dejará la cédula á uno de 
sus parientes, familiares ó domésticos, con 
encargo de que se la entreguen. 

Si el ugier no hallare pariente ni criado á 
quien dejarla, entregará la cédula á un veci- 
no, yen defecto de vecino, al promotor fiscal. 

Art. 69. Cuando la notificación ó citación 
hubiere de hacerse á una persona ausente de 
Madrid, se Je comunicará por medio de des- 
pacho al juez del pueblo de su domicilio. 

Cuando la notificación ó citación hubiere 
de hacerse en los dominios españoles de In- 
dias , se dirigirá e) despacho por conducto 
de! Ministerio de Ultramar, y por el de Es- 
tado si la persona que ha de ser citada se ha- 
llare en país extranjero. 

Art. 70. Si la parte á quien se dirija la 
notificación ó citación no tuviere domicilio 
fijo ó se ignorase su paradero, se insertará 
la cédula en la Gaceta oficial y en el Boletín 
de la provincia donde se sepa que residía úl- 
tima mente. 

Art, 71. El promotor fiscal dará aviso sin 
demora á los interesados, cuyo paradero 
sepa, de las cédulas que para ellos hubiere 
recibido. 

Además llevará un registro donde sentará 
en resúmen las cédulas, expresando la fecha 
en que las hubiere recibido y despachado. 

Art. 72. Ninguna cédula será entregada 
en dias feriados sin habilitación de la Sección 
de lo contencioso. 

El auto de la habilitación se insertará en 
la cédula original y en sus copias. 

Art. 73. No podrá entregarse ninguna 
cédula antes de salir ni después de ponerse 
el sol. 

Art. 74. Ningún ujier podrá autorizar 
cédula alguna ni diligencia en la cual tengan 
interés ellos, sus mujeres legítimas ó sus 
parientes consanguíneos ó afines hasta el 
cuarto grado inclusive, 

Art. 75. Será nula toda cédula en que 
se falte á. lo dispuesto en los artículos 64, 65, 
66, 67, 70, 72, 73 y 74. 

SECCION SEGUNDA. 

De las diligencias de emplazamientos en par- 
ticular. 

Art. 76, En las diligencias de emplaza- 
miento se observarán las formalidades pre- 


venidas respecto á las de simple notificación 
ó citación, y asimismo las siguientes: 

Art. 77. La cédula de emplazamiento 
contendrá, so pena de nulidad: 

1. ° El nombre del Consejo. 

2. ° El dia de audiencia pública señala- 
do por este reglamento ó por el Tribunal, 
para que los litigantes comparezcan en per- 
sona ó por medio de abogados. 

3. ° Copia literal de la demanda. 

4. ° Copia ú oferta de entregar ó poner 
de manifiesto los documentos ó escrituras en 
que se funde la demanda, con arreglo á lo 
prevenido en el art. 55. 

De los documentos y escrituras se entre- 
gará tan solo una copia, aunque los empla- 
zados sean mas de uno, si lo fueren marido 
y mujer , ó personas que tengan un interés 
común en el negocio. 

En la cédula original firmará el recibo de 
los documentos la persona á quien se entre- 
guen, y si no supiere, un testigo á su ruego. 

Art. 78. El término del emplazamiento 
será el de nueve dias, y uno mas por cada 
cinco leguas de distancia. 

La Sección , sin embargo , al señalar di- 
cho término, tendrá en cuenta el estado de 
las comunicaciones. 

Art. 79. Los Ayuntamientos de los pue- 
blos serán emplazados en la persona de los 
Alcaldes ; y por regla general el emplaza- 
miento se entenderá con el jeté económico 
de cualquier establecimiento público, cuando 
sea demandado alguno de esta clase. 

Art. 80. En representación de las com- 
pañías industriales ó corporaciones de otra 
especie, serán emplazados sus jefes ó direc- 
tores. 

CAPITULO III. 

De la comparecencia de las partes en virtud 
del emplazamiento . 

Art. 8i. El dia penúltimo del emplaza- 
miento, el actor presentará la cédula origi- 
ginal en la Secretaría del Consejo. 

Art. 82. Por el órden de las fechas de 
presentación de las cédulas, se despacharán 
los procesos, si no dispusiere otra cosa el 
vice-presidente de la Sección. 

Art. 83. En el día señalado en la cédula 
del emplazamiento comparecerán las partes 
ante la Sección por sí ó por medio de abo- 
gado , con arreglo á lo prevenido en los ar- 
tículos 27 y 28. 

Art. 84. La parte que no hubiere seña- 
lado domicilio para las notificaciones y tras- 
lados, lo verificará á mas tardar el día del 
emplazamiento. 
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Art. 85. Todas las notificaciones hasta 
la ejecución de la sentencia inclusive . que 
hayan de hacerse á las partes fuera de es- 
trados, se practicarán por cédula en la casa 
elegida, á no ser que la parte hubiere desig- 
nado otra casa, ó que haya trascurrido mas 
de \m año desde el pronunciamiento de la 
sentencia. 

En tales casos, y en el de no haberse ele- 
gido casa, se harán las notificaciones con ar- 
reglo á lo dispuesto en el artículo anterior. 

' CAPITULO IV. 

De las excepciones dilatorias. 

Art.. 86. Las excepciones dilatorias son 
las siguientes: 

1. a Faita de personalidad en el actor por 
carecer de las cualidades necesarias para pe- 
dir en juicio, ó por no acreditar ei carácter ó 
representación con que reclama. 

2. a Falta de personalidad en el abogado 
defensor por insuficiencia ó ilegalidad del 
poder. 

3. a Incompetencia del Consejo. 

4. a Litispendencia. 

Art. 87. Si el actor fuere extranjero, el 
demandado podrá excusarse de contestar la 
demanda , mientras aquel no dé fianza de 
pagar las costas y los gastos, y perjuicios que 
ocasione el proceso , 6 no deposite la suma 
equivalente. 

Art. 88. En el término del emplazamien- 
to propondrá el demandado de una vez to- ' 
das las excepciones dilatorias, comunicando- i 
las al actor por traslado en la forma deter- ¡ 
miuada por el art. 77. 

Las que propusiere después no podrán 
suspender el curso de la demanda. 

Dentro de seis dias deberá contestar el ac- 
tor al escrito en que se proponga el artículo 
de no contestar, y pasados, proveerá la Sec- 
ción lo que fuere de justicia. 

CAPITULO V. 

De la discusión escrita. 

Art. 89. El demandado contestará á la 
demanda dentro de veinte dias , contados 
desde el siguiente al del emplazamiento, si 
no hubiere propuesto dilatorias , ó desde el 
siguiente al de la notificación de la provi- 
dencia en que so hubieren desestimado di- 
chas excepciones. 

Art. 90, En el caso del artículo anterior, 
la Sección, si estimare necesario que el ac- 
tor replique, y que el demandado contrare- 
plique, podrá concederles sucesivamente el 
término de diez dias para este efecto. 
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Art. 91. La parte que intente apoyar su 
pretensión en hechos, los articulará con pre- 
cisión; y la contraria, á quien perjudiquen, 
los confesará ó negará llanamente. 

El silencio ó las respuestas evasivas po- 
drán estimarse como confesión de los he- 
chos á que se refieren. 

Art. 92. Dichos escritos comprenderán: 

1. ° Los fundamentos y alegaciones de 
las partes de una manera sumaria por pár- 
rafos numerados. 

2. ° Las pretensiones respectivas. 

Art. 93, Los abogados de las partes y de 
la Administración, se comunicarán entre sí 
copia de dichos escritos autorizada con su 
firma. 

La entrega se hará constar por medio de 
recibo, extendido al pié de los originales. 

En el recibo se expresará el término del 
traslado ó comunicación. 

Art. 94. Concluida que sea la discusión 
escrita, los litigantes exhibirán en la Secre- 
taría los escritos originales y los documentos 
justificativos de su intención , los cuales se 
entregarán á los funcionarios que hayan de 
hacer el informe , y la relación del proceso 
para que se instruyan y preparen. 

Art. 93. Terminada la discusión escrita, 
se señalará día para la vista, haciéndose sa- 
ber por cédula. 

Art. 96. Después de contestada la de- 
manda no podrá variarse, salvo si el actor 
desiste de ella. 

CAPITULO VI. 

De la vista de los procesos ante el Consejo 
pleno. 

Art. 97. Los procesos se verán á puerta 
abierta, salvo si la publicidad pudiere acusar 
escándalo; aun en este caso no podrán verse 
á puerta cerrada si no lo acordare el Conse- 
jo, oyendo en voz al fiscal. 

Art. 98. En los informes no podrá hacerse 
mérito de documentos, de los cuales no se 
hubieren entregado copias á las partes, ú 
ofrecídose entregar ó exhibir con arreglo á 
los arfs. 55 y 56. 

Art. 99. En la vista informará una vez el 
actor y otra el demandado, salvo si el que 
presidiere estimare necesario que repliquen 
mutuamente. 

Art. 100. Si una de las parles hubiere 
demorado con malicia la presentación en Ja 
Secretaría de lo.s escritos y documentos con 
arreglo al artículo 94, el Consejo podrá fallar 
el proceso en vista solo de los de su adver- 
sario. 


328 


CONSEJO DE ESTADO, (fleo.) 


CAPITULO VIL 

De la actuación en rebeldía. 

Art. 101 . No compareciendo un litigante 
en virtud del emplazamiento, ó no contestan- 
do á la demanda en el término señalado, el 
proceso será sentenciado en rebeldía, si Ja 
acusare su adversario. 

La rebeldía podrá acusarse por escrito, 
que se producirá en la Secretaría del Consejo, 
ó de palabra, que extenderá por diligencia el 
secretario y firmará el acusante. 

Art. 102. Acusada la rebeldía el actor 
obtendrá lo que pidiere en su demanda en 
cuanto no fuere injusta. 

Art. 103. Si el contumaz fuere el actor, 
el demandado será absuelto de la demanda. 

Art. 1 04. Para mejor proveer en rebel- 
día, el Consejo podrá mandar practicar de 
oficio la prueba que estime conveniente, con 
tal que no sea la de testigos. 

Art. 105. No se declarará la rebeldía 
contra el demandado y se mandará emplazar 
de nuevo, en el caso de que hubiere sido nu- 
la la cédula de emplazamiento. 

Art. 106. Si por tuerza mayor y notoria 
alguna de las partes no pudiere comparecer 
en en el término del emplazamiento, ei Con- 
sejo suspenderá la declaración de la rebeldía 
y podrá ordenar que el litigante sea nueva- 
mente emplazado. 

Art. 107. Cuando fundándose la deman- 
da en un mismo título, y teniendo un mismo 
objeto contra diferentes personas , las unas 
incurran en rebeldía y las otras no, el Con- 
sejo si no estimare conveniente fallar desde 
luego en rebeldía, podrá suspender su deci- 
sión basta pronunciar la definitiva respecto á 
todos los demandados. 

Art. 108. La sentencia dictada en rebel- 
día, además de notificarse por cédula se fija- 
rá en la tabla de anuncios del Consejo, y se 
insertará en la Gaceta oficial. 

La inserción se acreditará poniendo en el 
proceso un ejemplar de la Gaceta. 

La fijación se acreditará por diligencia del 
secretario. 

Art. 109. Al contumaz declarado no se 
prestará audiencia ni se admitirá recurso al- 
guno, salvo el de rescisión. 

Art. 1 10. La parte condenada en rebel- 
día podrá solicitar la rescisión de la senten- 
cia dentro de quince dias contados desde el 
siguiente al de su notificación. 

Art. 111. Si el condenado en rebeldía es- 
tuviere ausente , el Consejo podrá señalarle 
en la sentencia un plazo mas largo para que 
pueda solicitar su rescisión. 

Art. 112. Aunque sean pasados dichos 


plazos, el condenado en rebeldía podrá ¿jui- 
cio del Consejo solicitar la rescisión acredi- 
tando que no ha podido tener noticia de la 
demanda ni sentencia, ó solicitar la misma 
rescisión por ausencia, enfermedad grave ú 
otro accidente semejante. 

Art. 1 13; En el caso del artículo anterior 
no se admitirá el recurso que entable el con- 
denado, si, estando este presente, le deduje- 
re después de pasados los quince dias poste- 
riores al de haber cesado el impedimento, ó 
haber llegado á sn noticia la demanda, la 
sentencia ó alguna diligencia de su ejecución; 
ó si estando ausente dedujere el recurso des- 
pees de pasado el término preciso para ha- 
cerlo según las distancias. 

Art. 114. Tampoco se admitirá el recur- 
so un año después de haber tenido cumplido 
electo la sentencia en rebeldía, en el caso 
de que esta no se haya notificado. 

Art. 115. El recurso de rescisión se co- 
municará, so pena de nulidad, por cédula de 
emplazamiento. 

En la cédula se señalará para comparecer 
el término de seis dias, ó la audiencia inme- 
diata al último de estos. 

Art. 116. El recurso de rescisión dedu- 
cirlo en la forma prescrita y plazos señalados, 
suspenderá la ejecución de la sentencia en 
rebeldía, á menos que el Consejo al dictarla 
no hubiere ordenado su ejecución sin per- 
juicio de la rescisión , y prévia fianza ó 
sin ella. 

Art. 1 17. En el caso del art. -H2, no se 
suspenderá la ejecución de la sentencia si el 
Consejo no lo mandare al admitir el recurso 
de rescisión. 

Art,. 118. Si se rescindiere la sentencia, 
continuará la actuación desde el punto en 
que se hallaba antes del incidente de re- 
beldía. 

Art. 119. El Consejo podrá mandar que 
se guarde, ó rescindir en todo 6 en parte su 
primera sentencia dictada en rebeldía. A! 
margen de la minuta de la sentencia en re- 
beldía se hará mención de la que recayere 
en virtud dei recurso de rescisión. 

Art. 120, En el caso del art. 107, la sen- 
tencia que recayere sobre el recurso de res- 
cisión, aprovechará á las partes condenadas 
enjuicio contradictorio: l.° Si la sentencia 
descansare en fundamentos comunes, pero 
desconocidos á dichas partes, ó cuya prueba 
haya dependido de los contumaces. 2.° Si la 
condena lucre indivisible. 

Art. 121. La parte que por segunda vez 
fuere condenada en rebeldía, no podrá en- 
tablar el recurso de rescisión en el mismo 
negocio. 



CONSEJO DE 

CAPITULO VIII. 

De las actuaciones de prueba en general . 

Art. 122, En los negocios en que el 
punto litigioso no pueda ser fallado desde 
luego. en definitiva, la Sección á propuesta 
del ponente podrá ordenar á petición de 
parte ó para mejor proveer. 

Que las partes ó una de ellas juren posi- 
ciones; 

Que se practique información de testigos, 
reconocimiento de peritos, inspección ocu- 
lar, cotejo de documentos; 

Y cualquiera otra diligencia probatoria 
que sea conducente al descubrimiento de la 
verdad. 

Art. 123. La Sección podrá delegar en 
los jueces de partido ó en uno de sus vocales 
ó auxiliares ias diligencias probatorias que se 
hubieren de practicar en Madrid: para las 
que se hubieren de ejecutar fuera comisio- 
nará á los respectivos jueces ó Alcaldes, se- 
gún lo estime. 

En el caso de- este articulo los jueces dele- 
gados guardarán en la probanza las disposi- 
ciones de este reglamento concernientes 
á ella. 

Art, 124. En toda providencia sobre 
prueba se señalará el dia en que la diligencia 
i_ deba evacuarse ante la Sección ó darse cuen- 
ta de ella. 

Art. 125. Las diligencias de prueba se 
harán saber á las partes en la forma ordina- 
ria prescrita por este reglamento. 

Art. 126. Si la providencia se dictare en 
rebeldía, el contumaz podrá solicitar su res- 
cisión en la forma y términos prescritos en 
el capítulo precedente. 

Art. 127. y.as diferentes actuaciones de 
prueba se practicarán en Audiencia pública, 
salvo los actos que deban ejecutarse fuera 
de los estrados para evitar escándalo. 

_ Art. 128. Las partespodrán ver las actua- 
ciones de prueba en la Secretaría. 

•\rt. 129. Concluida la prueba, se proce- 
derá á la vista del negocio sin nuevos escri- 
tos ni alegatos. 

CAPITULO IX. 

De las posiciones. 

Art. 130. Despees de contestada la de- 
manda y antes de verse el pleito en definiti- 
va, podrá cada parte pedir que su adversario 
responda con juramento ó sin él á posiciones 
concernientes'al punto litigioso. 

Antes de contestar á la demanda podrá pe- 
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I dirlo cada parte si las posiciones condujeren 
á cerciorarse de. la capacidad de su adversa- 
rio para comparecer en juicio, ó del carácter 
ó representación con que haya de litigar. 

Art. 131. No podrán exigirse nuevas po- 
siciones sobre hechos que hayan sido una 
vez objeto de ellas. 

Art. 132. El que hubiere de ser inter- 
rogado, será citado para el acto por cédula 
con un día de intervalo, y bajo apercibimien- 
to de que se la podrá estimaf confeso sino 
asistiéndole justo motivo, dejare de compa- 
recer á declarar. 

En caso de urgencia podrá reducirse á 
horas el término señalado. 

Art, 133. La parte que. no quisiere con- 
signar en escrito las posiciones, reservándo- 
se manifestarlas en el acto del interrogatorio, 
podrá hacerlo, pidiendo únicamente que la 
contraria sea citada al efecto. 

En el dia señalado para evacuar las posicio- 
nes, el interesado las manifestará á la Sec- 
ción, y esta las mandará extender, é inter- 
rogará sobre ellas si fueren pertinentes y ad- 
misibles. 

Art. 134. El que presida examinará á la 
parte sobre cada hecho y sobre todas las 
circunstancias que sean conducentes á la 
averiguación de la verdad. 

Cada parte responderá por sí misma de 
palabra, sin valerse de ningún borrador de 
respuesta, á presencia de Ja contraria, sí 
asistiere. Si esta no asistiere, se celebrará 
careo entre ellas. 

Los consejeros, con la venia del que pre- 
sida , podrán hacer además á las partes las 
nuevas preguntas que estimen oportunas. 

Art. 1 35. Las partes podrán hacerse re- 
cíprocamente las preguntas y observaciones 
que juzguen convenientes con permiso y por 
medio del que presida; pero sin atravesar 
Ja palabra ni interrumpirse. 

Art. 136. El secretario leerá su declara- 
ción á la parte, preguntándola si persiste en 
ella ó tiene algo que añadir ó variar. 

Si añadiere ó variare algo á lo dicho, se 
extenderá á continuación, expresando en to- 
do caso la circunstancia , cuando ocurriere, 
de haber rehusado ó no podido firmar. 

Art. 137. Si no asistiéndole justo motivo 
no compareciere la parte á declarar, ó com- 
pareciendo rehusare responder, ó respondie- 
re de una manera evasiva ó ambigua, el 
Consejo podrá estimarla confesa. 

Art. 138. Si una parle alegare achaque 
ó enfermedad grave que la impida compare- 
cer, el Consejo podrá comisionar á mi con- 
sejero ó auxiliar que le reciba declaración en 
su casa ante el secretario, á presencia ó lúe- 


330 CONSEJO DE ESTADO. [Rea.) 


ra de Ja presencia de la otra parte , según lo 
aconsejaren las circunstancias. 

Art. 139. Si el comisionado, al trasladar- 
se : í la casa de la parte, averiguare que ha 
podido comparecer, diferirá el interrogatorio 
á la próxima audiencia pública, y en ella será 
condenada la que alegare falso impedimento 
para no comparecer, en una multa que no 
podrá exceder de t,000 rs. vn, 

Art, 140. Si la parte no residiere en Ma- 
drid, se librará despacito con los insertos 
necesarios , fijando término para la devolu- 
ción del interrogatorio evacuado. 

Art. 141. No se pedirán posiciones al 
fiscal ó quien hiciere sus veces en repre- 
sentación del Estado. En su lugar la parte 
contraria á la Administración propondrá por 
escrito las preguntas que quiera hacer. Los 
empleados de la Administración á quienes 
conciernan los hechos, evacuarán las pre- 
guntas por vía de informe y por conducto de 
la persona que represente al Estado. 

CAPITULO X. 

De la prueba de testigos. 

Art. 142. La providencia en que se ad- 
mita la información testifical, expresará los 
hechos sobre que deba esta recaer, los cua- 
les serán precisos y conducentes. 

Art. 143. Tres dias antes del señalado 
para la información se pondrá de mani- 
fiesto en la Secretaría una lista expresiva de 
los nombres, profesión y domicilio de los tes- 
tigos presentados por las partes. 

Cada una de estas partes podrá oponerse á 
que sea examinado el testigo que no estuvie- 
re incluido ó claramente designado en la 
lista respectiva. 

Art.. 1 44. Los testigos que rehúsen pre- 
sentarse voluntariamente á declarar, serán 
citados por cédula con dos dias al menos de 
anticipación al señalado para su examen en 
audiencia pública. 

Serán citados á instancia de la parte que 
los presente, y en virtud del auto en que se 
admita la información, sin que pueda- dejár- 
seles copia de este ni de interrogatorio al- 
guno. 

Art. 145. La Sección podrá proveer: 

1. ° Que el testigo inobediente sea con- 
ducido á su presencia por la fuerza pública. 

2. ° Que esté arrestado hasta el dia seña- 
lado para recibírsele su declaración, si no 
pudiere tomársele desde luego. 

Art. 146. No se impondrán estas penas: 

1. ° Si la cédula de citación fuere nula. 

2. ° Si la cédula no contuviere la cita de 
las disposiciones penales referidas. 


3. ° Si el testigo hubiere sido citado con 
intervalo de tiempo menor que el proscrito 
en el art. 144. 

4. ° Si estuviere legítimamente impedido 
para comparecer. 

Art. 147. No podrán ser examinados co- 
mo testigos los ascendientes, descendientes, 
hermanos, tios y sobrinos por consanguini- 
dad ó afinidad de una de las parles. 

Tampoco podrá serlo su conjunta persona, 
aunque esté divorciarlo de ella. 

Art. 148. Las demás personas serán 
examinadas como testigos, sin perjuicio de 
que las partes puedan proponer acerca de 
ellas, y el Consejo calificar según reglas de 
sana crítica, las circunstancias conducentes 
á corroborar ó disminuir la fuerza probatoria 
de sus declaraciones. 

Art. 149. El dia señalado para el exámen 
leerá el secretario el auto de prueba en au- 
diencia pública fuera de la presencia de los 
testigos. 

Las partes darán sumariamente sobre los 
hechos expresados en el auto las explicacio- 
nes que parezcan necesarias. 

Art. 130. Los testigos serán examinados 
separada y sucesivamente por el úrden en 
que vinieren sentados en las listas que les 
correspondan , empezando por los del actor 
ó los de la parte que sustente los hechos 
controvertidos. 

Art. 151. E) testigo será primeramente 
interrogado: 

Por su nombre, apellido, edad, estado, pro- 
fesión y domicilio. 

S¡ es pariente por consanguinidad ó afini- 
dad, y en qué grado de algunas de las partes 
litigantes. 

Si es criado suyo doméstico. 

Si es acreedor ó deudor suyo. 

Si tiene alguna otra relación con alguna 
de ellas. 

Art. 152. Antes de declarar prestará el 
testigo juramento en la forma acostumbrada. 

Art. 153. Los testigos menores de diez 
y seis años cumplidos podrán ser examina- 
dos sin juramento. 

Art. 154. Las disposiciones de los ar- 
tículos 134, 135 y 136 se observarán en el 
exámen de los testigos. 

Art. 155. La parte que interrumpiere al 
testigo en su declaración, podrá ser conde- 
nada en multa que no exceda de 200 reales 
de vellón. 

En caso de reincidencia incurrirá en doble 
multa, y podrá ser expulsada de los es- 
trados. 

Art. 156. Cada testigo, después que eva- 
cúe su declaración, permanecerá en los es- 
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irados hasta que se concluya la información, 
si la Sección no dispusiere otra cosa. 

. Art. 157. Los testigos cuyas declaracio- 
nes parezcan contradictorias podrán ser ca- 
reados entre sí. 

Art. 158. Si el testigo reclamare alguna 
indemnización pecuniaria por su asistencia 
al juicio, la Sección determinará la que fuere 
justa, tomando en cuenta el estado y profe- 
sión del testigo y el tiempo que dure la in- 
formación. 

La providencia del pago de la indemniza- 
ción será ejecutiva contra la parte á cuya 
instancia hubiere sido ed testigo citado. 

Art.. 159. Si la formación ofreciere indi- 
cios graves de falso testimonio ó de soborno 
de los testigos, la Sección mandará prender 
acto continuo á los presuntos reos, y los 
pondrá á disposición del juez competente re- 
mitiéndole el tanto de culpa. 

Art. 160. Si los testigos citados no pu- 
dieren ser examinados el dia señalado para 
ello, lo serán en los siguientes sin necesidad 
de nueva citación. 

Art. 161. A petición de cualquiera de 
las parles que pretenda producir nuevos tes- 
tigos, podrá prorogarse el término de prueba. 

Nunca podrá concederse mas de una pró- 
roga á cada una de las partes. 

Art. 162. En los asuntos en que haya 
urgencia, podrán abreviarse los términos se- 
ñalados en los arts. 143 y 144. 

_ También podrán ser examinados los tes- 
tigos el mismo dia en que se provea la infor- 
mación. 

Los testigos que se hallen en peligro de 
muerte ó í punto de ausentarse á país ex- 
tranjero ó ultramarino, podrán ser examina- 
dos aun antes de proponerse la demanda, y 
sin citación contraria, si hubiese peligro en 
la demora. 

Art. 163. Si la inspección del lugar con- 
tribuyere á la claridad del testimonio, po- 
drán ser examinados los testigos en dicho 
lugar. 

_ Art. 164. Si un testigo no pudiere asis- 
tir en persona á los estrados por hallarse 
enfermo, la Sección podrá comisionar á uno 
é mas de. sus vocales ó auxiliares para que 
asistidos del secretario se trasladen á la casa 
del testigo, y allí le reciban su declaración 
á presencia de las partes ó fuera de ella, se- 
gún las circunstancias. 

Art. 165. Cuando la parte solicite el exá- 
men de un testigo residente fuera de Ma- 
drid, se librará con citación de la contraria 
despacho al juez del domicilio de aquel, se- 
ñalando un término dentro del cual deba de- 
volverse diligenciado. 


Art. 166. En el caso del artículo ante- 
rior, y al tiempo de proveerse el auto de re- 
misión del exhorto, las partes podrán desig- 
nar personas domiciliadas en la residencia 
del juez requerido que las representen en 
las actuaciones que ante el mismo hayan de 
practicarse. 

CAPITULO XI. 

De la prueba de peritos. 

Art. 167. Cuando el Consejo ó la Sección 
ordenaren algún reconocimiento facultativo, 
designarán el objeto sobre el cual deba re- 
caer. 

Art. 168. Dentro do las veinticuatro 
horas posteriores á la notificación de la pro- 
videncia relativa al reconocimiento, las par- 
tes, de común acuerdo, nombrarán uno ó 
tres peritos para que le practiquen, y no ha- 
ciéndolo, la Sección d el Consejo respectiva- 
mente los designará en el mismo número, 
limitándose á uno si se tratare de un objetó 
de poco valor. 

Art. 169. Los peritos podrán ser recu- 
sados por causas posteriores á su nombra- 
miento. 

También podrán serlo por causa anterior 
cuando hubieren sido nombrados de oficio. 

En el último caso no se admitirá la recu- 
sación, si no se propusiere dentro del térmi- 
no de tres dias siguientes ai del nombra- 
miento. 

Art. 170. Los peritos podrán ser recu- 
sados por las mismas causas que los conse- 
jeros con citación de audiencia de las partes. 

Art, 171. Los peritos serán citados cu la 
misma forma que para los testigos prescribe 
el art. 144. 

Si no comparecieren ó rehusaren dar su 
dictamen incurrirán en las mismas penas, 
salvo la de arresto. 

So indemnización se determinará en la 
propia forma. 

Art. -172. Si el objeto del reconocimien- 
to facultativo fuere de tal naturaleza que los 
peritos puedan dar su dictamen después de 
aquel , serán examinados acto continuo en 
Audiencia pública cada uno de ellos por se- 
parado, en el orden que determine la Sección 
y en la forma prescrita respecto á los testigos. 

Art. 173. Si el reconocimiento decretado 
exigiere la inspección ocular deJ sitio ó al- 
gún otro examen previo , la Sección hará 
prestar de antemano á los peritos juramento 
de llenar bien y fielmente su encargo. 

También señalará el día en que hayan de 
dar su dictamen, determinando si lo han de 
hacer de palabra ó por escrito. 
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Art. 174. Si Ja Sección determinare que 
den su dictamen de palabra, serán examina- 
nados los peritos en la forma prevenida por 
el art. 151. 

Art. 175. Si se proveyere que den su 
dictamen por escrito, los peritos le extende- 
rán después de haber conferenciado entre sí. 

E! dictamen comprenderá su juicio moti- 
vado, y en caso de discordia el de cada uno 
de los peritos. 

El dictamen será extendido por uno de los 
peritos y firmado por todos ellos. 

El perito que disintiere del dictamen de 
la mayoría , podrá extender el suyo de su 
puño y letra. 

Art,. 176. Si todos los peritos no supie- 
sen escribir, ó si ninguno de ellos pudiesen 
redactar el dictamen , se comisionará para 
que lo escriba , y si necesario fuere , para 
que ayude á los peritos en la redacción á 
uno de los auxiliares del Consejo ó á otra 
persona que se estime conveniente. 

En este caso el dictamen será firmado por 
el que le hubiere escrito , y por los peritos 
que. supieren. 

El secretario extenderá por diligencia la 
entrega del dictamen, anotando en este el dia. 

Art. 177. Ea diligencia será firmada por 
el actuario , y el que le haya entregado el 
dictamen, si supiere. 

Art. 178. En la Audiencia pública seña- 
lada para ver el dictamen de Jos peritos, le 
leerá el secretario. 

Ln Sección podrá proveer que comparez- 
can los peritos á dar las explicaciones con- 
ducentes al exclarecimiento del dictamen. 

Art. 179. Si la Sección ó el Consejo en 
su caso, no se creyere suficientemente ilus- 
trada con el primer reconocimiento y dicta- 
men pericial , podrá proveer que se practi- 
que otro por los primeros peritos ó por otros. 

CAPITULO XII. 

De la inspección ocular. 

Art. 180. Cuando se hubiere acordado la 
inspección ocular do algún sitio, podrá exa- 
minarse este de la manera prescrita por los 
capítulos precedentes respecto á las partes, 
á los testigos y á los peritos. 

CAPITULO XIII. 

De la comprobación de ¡os documentos y 
escrituras no reconocidos ó argüidos de 
falsos. 

Art. 181. Tendrá lugar la comprobación 
de documentos y escrituras siempre que las 
presentadas sean útiles para la decisión del 


negocio, y se encuentren en los casos si- 
guientes: 

1 . ° Si una de las partes sostiene qu e i a 
escritura producida es falsa. 

2. ° Si tratándose de un documento pri- 
vado, la parte á quien se atribuya, negare su 
letra y firma. 

3. ° Si una de las partes no reconociere 
como escrito é firmado de puño de su cau- 
sante o de un tercero, el documento privado 
que á uno de estos se atribuya. 

Art. 1 82. En los casos del artículo ante- 
rior la Sección mandará comparecer á las 
partes en persona á los estrados el dia que 
determine. 

De la comparecencia solo se dispensará á 
la parte que no pueda asistir por ausencia <5 
impedimento grave, en cuyo caso deberá re- 
presentarla un apoderado especial. 

Art 183, El dia señalado, la Sección in- 
timará á la parte que hubiere presentado el 
documento argüido de falso, que declare si 
está en ánimo de servirse de él. 

Art. 184. Si la parte incurriere en rebel- 
día, rehusare responder ó declarare que no 
trata de servirse del documento argüido, será 
este desechado del proceso. 

Art. 185. Si la parte declarare que pien- 
sa servirse del documento, la Sección man- 
dará á la contraria que declare si persiste en 
sostener que el documento es falso, 6 en no 
; reconocerle por suyo, ó no estimarle de aquel 
á quien le atribuya la centraría. 

Arl. 186. Si esta parte incurriere en re- 
beldía, rehusare responder ó no persistiere 
en su primera declaración , el documento 
presentado se admitirá como auténtico, y se 
estimará por reconocida su letra y firma. 

Art. 187. Si la parte persistiere en la de- 
claración, la Sección ordenará que explique 
los fundamentos que le inducen para argüir 
de falso e) documento ó no reconocerlo jior 
auténtico. 

Si la parte argüyere de falso el documen- 
to, será interpelada para que declare qué 
clase de falsedad es la que atribuye al docu - 
monto. 

Art. 188. En el caso del artículo ante- 
rior, el documento se entregará inmediata- 
mente al secretario para que se custodie, re- 
conociéndole antes la Sección, y haciénde 
constar por diligencia el estado material en 
que se encuentre, las enmiendas, entreren- 
glonaduras y raspados que en él se advirtie- 
ren, y rubricando todas sus hojas el ponente. 

También las rubricarán las partes ó sus 
apoderados, y si no pudieren ó no quisieren, 
se hará constar así por diligencia que firma- 
rá el secretario, - 
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Art. 189. La Sección mandará por un 
auto preparatorio: 

1. ° Que las partes produzcan los docu- 
mentos v articulen los hechos conducentes 
para probar la autenticidad ó falsedad del 
impugnado. 

2. ° Que señalen las escrituras ó docu- 
mentos que puedan servir para el cotejo. 

Si del documento impugnado existiere pro- 
tocolo ó registro, la Sección podrá disponer, 
si lo estimare preciso, que sea traída la ma- 
triz, quedando copia literal y fehaciente de 
ella, la cual hará sus veces y tendrá la mis- 
ma fuerza mientras no se devuelva, conclui- 
do que sea el cotejo, y archive de nuevo la 
original. 

Art. 190. Las partes , antes del dia seña- 
lado, se comunicarán respectivamente los 
documentos que piensen producir, y los he- 
chos que traten de alegar. 

Art. 191. El depositario del original ó 
matriz, cuya presentación se hubiere pro- 
veído, será citado ó apremiado á hacerlo en 
la forma prevenida respecto á los testigos en 
los arts. 144 y 145. 

Art. 192. Luego que véngala matriz, se 
procederá en la forma prescrita por el ar- 
tículo 188. 

Sin embargo, la Sección podrá dejar la 
matriz en poder de su depositario, imponién- 
dole la obligación de producirla en las au- 
diencias sucesivas. 

Art. 193. El dia señalado por el auto 
preparatorio, si los documentos producidos 
fueren concluyentes en favor ó en contra de 
la autenticidad del impugnado, la Sección 
proveerá en seguida admitiéndole ó desechán- 
dole del proceso. 

Art. 194. En el caso contrario, por un 
segundo auto preparatorio la Sección decre- 
tará la comprobación del documento por me- 
dio det cotejo con otro ú otros indubi- 
tados. 

En el mismo auto señalará los documen- 
tos indubitados que deban servir para el co- 
tejo, disponiendo que sean traídos al efecto. 

También recibirá información de testigos 
sobre los hechos pertinentes articulados por 
las partes, 

Art. 195. Se admitirán como auténticos 
é fehacientes para el cotejo los documentos 
y escrituras que de común acuerdo señala- 
ren las partes. 

Art. 196. Si las partes no estuvieren 
acordes en la designación, no se tendrán 
corno indubitados para el cotejo mas que los 
siguientes : 

Los documentos auténticos. 

Los privados reconocidos por las partes, 


El impugnado en la parte en que no hu- 
biere sido argüido de falso. 

Art. 197. En defecto ó insuficiencia de 
documentos de cotejo, la parte á quien se 
atribuya lo escrito en el impugnado ó la fir- 
ma que le autorice, podrá ser requerida á 
que forme un cuerpo de escritura que en el 
acto le dictará el ponente. 

Si la parte se negare á formar el cuerpo 
de escritura, se le podrá estimar confesa en 
el reconocimiento del documento impug- 
nado. 

Art. 198. En defecto de los medios de 
comprobación expresados en los dos artícu- 
los que preceden , podrá emplearse cual- 
quiera otro que sea bastante para calificar de 
indubitado el que sirva para el cotejo. 

Art. 199. Respecto álos documentos de 
cotejo y sus depositarios, se procederá con 
arreglo á los artículos 191 y 192. 

Art. 200. La sección por sí misma hará 
la comprobación por medio del cotejo des- 
pués de haber oido las observaciones de las 
partes. 

Art. 201. Sin embargo, el Consejo podrá 
siempre que lo estime conveniente, consul- 
tar el dictárnen de peritos, observando lo 
dispuesto en el art. 167. 

Los peritos en este caso serán nombrados 
de oficio, con arreglo en cuanto a su núme- 
ro á lo prevenido en el art,. 168, y examina- 
dos verbalmente en la forma prescrita para 
los testigos. 

Art. 202. La prueba testifical de los he- 
chos se practicará con arreglo al capítulo X. 

Art. 203. Si de Jas diligencias de com- 
probación resultaren indicios acerca de los 
autores ó cómplices de la falsedad, y eslos 
vivieren v fuere indispensable la decisión 
prévia del expediente criminal para fallar el 
proceso civil, se suspenderá el curso de este 
hasta la terminación de aquel. 

En todo caso se pasará al juez competente 
el tanto de culpa que resulte de las declara- 
ciones sobre falsedad. 

CAPITULO XIV. 

De las providencias interlocutor i as y de las 
resoluciones definitivas . 

Art. 204. Las providencias ¡nterioento- 
rias serán dictadas por la Sección ele lo con - 
tencioso á los siete dias de tener estado c! 
proceso, y el Consejo pronunciará su reso- 
lución definitiva dentro de quince dias con- 
tados desde el siguiente al de hallarse con- 
cluso. (Ver art. 11 R. D- 20 junio 1838.) 

Art. 205. El Consejo motivará todas sos 
resoluciones definitivas, y la Sección las pro- 
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videncias interlocutorias por las cuales con- 
ceda ó deniegue reposición de otra. 

Art. 206. No será válida ninguna provi- 
dencia de la Sección ni resolución delinitiva 
del Consejo que no haya sido dictada respec- 
tivamente por tres vocales ó quince ordina- 
rios por lo menos (1 ). 

Art. 207. Eu falta de vocales ordinarios 
se asociará la Sección de Jo contencioso el 
número suficiente de consejeros de la Sec- 
ción de Gracia y Justicia, principiando por el 
mas moderno. 

Art. 208. El consejero que no asista á la 
vista pública ante el. Consejo, no tomará par- 
te en la deliberación y votación del negocio. 

Tampoco votará el consejero que habien- 
do asistido á la vista no esté presente al 
tiempo de deliberar y votar el Consejo, á no 
estar enfermo ó tener otro impedimento legí- 
timo, y no quedar el número competente de 
consejeros para volar con arreglo al art. 206. 

Art. 209. El consejero que por enferme- 
dad ú otro legítimo impedimento tuviere que 
dar su voto por escrito, le remitirá motivado 
al que presida, el cual después de leerle á 
presencia de ios vocales, dispondrá que se 
trascriba literalmente en el libro correspon- 
diente, á continuación de la resolución de la 
mayoría, si fuere contrario á ella, y en otro 
caso que se anote el nombre del consejero 
en e! número de los votantes. 

Art. 210. Cuando empezado á ver un 
negocio , ó visto ya y no votado , enfermare 
ó de otro modo se inhabilitare alguno de los 
vocales concurrentes, no se suspenderá la 
vista ó determinación, si quedare el número 
suficiente. 

Art. 211. Si el número de votantes no ' 
fuere suficiente, ni pudiere el impedido asis- ¡ 
tir á la votación, se procederá á nueva vista I 
ó votación en su caso, citando á los que hu- 
bieren faltado á la vista anterior. 

Art. 212. La votación, una vez comen- i 
zada, no podrá interrumpirse si no mediare i 
impedimento insuperable. 

Art. 213. Si el proceso estuviere en es- 
tado de ser decidido definitivamente en unos 
puntos y en otros no, podrá el Consejo fallar- 
le definitivamente en cuanto á los primeros, 
ó no fallarle hasta que lo estuviere respecto 
á los unos y á los otros, corno mejor lo esti- 
me, según las circunstancia del caso. 

Árt. 214. Para dictar su fallo, comen- 
zará el Consejo por asentar á propuesta de 
la Sección de lo contencioso las cuestiones 
de hecho y de derecho pendientes de su 
decisión. 


(1) Ver arts. 18 y 19 ley ya inserta. 
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Se votará por separado cada una de ellas 

No se pasará á las cuestiones de dereehó 
sino después de haberse resuelto las de 
hecho. 

Art, 215. El consejero de la Sección de 
lo contencioso que disienta de la mayoría 
acerca de la resolución definitiva ó puutos de 
derecho que deban proponerse ai Consejo, 
podrá presentar su voto particular al misino! 

Art. 216. En toda providencia interlo- 
cutoria y resolución definitiva motivadas, se 
expresará: 

1. ° El nombre, apellido, profesión, do- 
micilio y cualquiera otra circunstancia que 
facilite el conocimiento de las partes, el ca- 
rácter con que estas litiguen y los nombres 
de sus abogados defensores. 

2. ° Las pretensiones respectivas. 

3. ° Las cuestiones de hecho y de dere- 
cho que el Consejo hubiere presupuesto. 

4. ° Lo acordado en consecuencia por el 
Consejo, 

Art. 217. Las decisiones definitivas del 
Consejo se extenderán en forma de Reales 
decretos. 

En la misma forma y guardando además 
lo prescrito eu el artículo anterior, se exten- 
derán en su parte declarativa y resolutiva los 
votos particulares de los consejeros que usen 
del derecho de hacerlos. 

Estos votos acompañarán á la decisión 
definitiva al elevarse esta en consulta al 
Gobierno. 

Art. 218. A los que no hayan litigado en 
el proceso ó sus causa-habientes, no se fran- 
queará sin previo decreto de la Sección cer- 
tificación de fas providencias y resoluciones 
que en él hubieren recaído. 

Art. 219. El secretario expresará por di- 
ligencia la parle á quien diere (a certificación 
al pié de esta y al de la minuta original de 
la resolución. 

A la misma parte no podrá darse segunda 
certificación, sino en virtud de providencia 
acordada con citación de las partes. 

Art. 220. La notificación de las provi- 
dencias interlocutorias y resoluciones defini- 
lívas se hará por cédula de ujier, la cual con- 
tendrá, pena de nul'dad, copia literal déla 
providencia ó del Real decreto en su caso. 

Art. 221. El Consejo Real observará lo 
dispuesto en los arts. 47 , 48 , 51 , y el pár- 
rafo 1 .° del 53 del reglamento de ios Con-* 
sejos provinciales de l. u de octubre de 1845. 

Art. 222. El Real decreto será refrenda- 
do por. el Ministro de la Gobernación de la 
Península. 

Art. 223. Cuando S. M. no tuviere á bien 
conformarse con la resolución del Consejo, 
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dictará en Consejo de Ministros el Real de- 
creto motivado que estime justo. 

CAPITULO XV. 

De la reposición de las providencias in~ 
terlocutorias . 

Art. 224. Dentro de tres dias contados 
desde la notificación de una providencia, la 
parte á quien perjudique, podrá solicitar su 
reposición ante el Consejo ó la Sección res- 
pectivamente. 

Art. 225. La reposición se decidirá con 
eédula prévia de emplazamiento y un solo 
traslado. 

Art. 226. De la providencia confirmato- 
ria ó revocatoria no podrá pedirse reposición. 

CAPITULO XVI. 

Del recurso de aclaración y revisión de 
las resoluciones definitivas. 

SECCION PRIMERA. 

De la aclaración de las resoluciones. 

Art. 227. Tendrá lugar el recurso de 
aclaración de las definitivas cuando la parte 
dispositiva de ellas fuere ambigua ú oscura 
en sus cláusulas. 

SECCION SEGUNDA. 

De la revisión de las resoluciones. 

Art. 228. Habrá lugar á la revisión de 
una definitiva. 

I Si hubiere contrariedad en sus dis- 
posiciones. 

2. ° Si hubiere recaído sobre cosas no pe- 
didas. 

3. ° Si en ella se hubiere omitido proveer 
sobre alguno de los capítulos de la demanda. 

4. ° Si se hubiere dictado por menor nú- 
mero de consejeros de ios que para su vali- 
dez requiere este reglamento. 

Art. 229. Habrá lugar á la revisión cuan- 
do el Consejo hubiere dictado resoluciones 
contrarias entre sí, respecto á los mismos li- 
tigantes, sobre el propio objeto y en fuerza 
de idénticos fundamentos. 

Art. 230. Habrá lugar á la revisión de la 
deíinitiva que se hubiere dictado en virtud de 
confesiones y allanamientos hechos sin poder- 
b autorización suficientes por los defensores 
de las partes en estrados ó por escrito, sí las 
expresadas confesiones ó allanamientos fue- 
ren contradichos por los interesados y de- 
mostrada su falsedad. 


Art. 231. Habrá lugar á la revisión de 
una definitiva: 

1 . ° Si después de pronunciada se reco- 
braren documentos decisivos detenidos por 
fuerza mayor ó por obra de la parte en cuyo 
favor se hubiere dictado. 

2. “ Si hubiere recaído en virtud de do- 
cumentos que al tiempo de dictarse ignoraba 
una de las partes haber sido reconocido^ y 
declarados falsos, ó cuya falsedad se recono- 
ciere ó declarare después. 

3. ° Si habiéndose dictado la definitiva en 
virtud de prueba testifical ó de posiciones, 
uno ó muchos testigos, ó la parte jurante 
fueren condenados como falsarios en sus de- 
claraciones. 

4. ü Sí la definitiva se hubiere ganado en 
virtud de cualquiera otra sorpresa ó maqui- 
nación fraudulenta. 

Art. 232. Habrá lugar á la revisión de 
las definitivas dictadas en perjuicio de meno- 
res de edad ó entredichos de administrar sus 
bienes, cuando sus tutores ó curadores se 
hubieren descuidado en presentar á su favor 
documentos decisivos. 

Art. 233. Los acreedores ó los que trai- 
gan causa de ellos, podrán impugnar por el 
recurso de revisión las definitivas que se hu- 
bieren dictado contra su deudor ó contra su 
causante en fuerza de colusión fraudulenta ó 
alentado contra sus derechos. 

Art. 234. ¡No se impondrá recurso de 
revisión por error material que se hubiere 
cometido en la definitiva en cuanto á los 
nombres, calidades y pretensiones de Jas par- 
tes, ó por simple error de cálculo en su parle 
dispositiva. Sin embargo, se pedirá por es- 
crito la rectificación del emir , y en ei caso 
de que hubiere lugar á ella, se extenderá ai 
margen ó á continuación de la minuta de la 
sentencia. 

SECCION TERCERA. 

De los términos para interponer los recursos 
de aclaración y revisión. 

Art. 235. El término señalado para in- 
terponer los recursos de aclaración será de 
cinco dias, y para los de revisión de dos me- 
ses contados: 

1. ° Desde la notificación de la definitiva 
en Jos casos de los arts. 227 y 228. 

2. ° Desde la notificación de la última de- 
íiniva en el caso del art. 229. 

Art. 236. En los casos previstos por el 
artículo 231 , el término para recurrir por 
vía de revisión será el de dos meses contados 
desde el día en que se descubrieren los do- 
cumentos nuevos ó el fraude, ó desde el día 


336 CONSEJO DE ESTADO. ( Rea . 


del reconocimiento ó declaración de la fal- 
sedad. 

4rf. 237. En los casos previstos por el 
artículo 232, el término para recurrir por 
vía de revisión se pro rogará en favor de los 
menores y entredichos de administrar sus 
bienes basta dos meses contados desde la no- 
tificación de la definitiva hecha saber des- 
pués de haber cesado la menor edad ó in- 
terdicción. 

En defecto de esta notificación, se proro- 
gará dicho termino por todo el tiempo que 
dure la acción rescisoria. 

Art. 238. En el caso del art. 233 los 
acreedores ó sus causa-habientes deducirán 
la demanda de revisión á los dos meses con- 
tados desde el dia en que hubieren adquirido 
noticia judicial de la definitiva. 

Art. 239. En ningún caso podrá inter- 
ponerse el recurso de revisión cuando hubie- 
re prescrito la acción, ó la resolución ejecu- 
toria que lo motive. 

SECCION CUARTA. 

Pe la forma y trámites de los recursos de 
aclaración y revisión. 

Art. 240. La demanda sobre aclaración 
y revisión se introducirá por cédula de em- 
plazamiento, pena de nulidad. 

Art. 241. Cuando la demanda de revi- 
sión se fundare en confesiones ó allanamien- 
tos impugnados como falsos, el defensor que 
los hubiere hecho será encausado por el 
juez competente. 

Al efecto se le pasará á este un tanto de la 
sentencia en que se cancele la anterior dic- 
tada sobre falsos motivos. 

Art. 242. Las demandas sobre aclara- 
ción y revisión se instruirán por los mismos 
trámites que cualquiera otra demanda. 

Art. 243. Las demandas de aclaración y 
revisión no suspenderán la ejecución de la 
sentencia que las motivo. 

Sin embargo, podrá el Consejo en vista de 
las circunstancias del caso, sobreseer en la 
ejecución, exigiendo fianza del demandado ó 
de la parte que activare la ejecución. 

SECCION QUINTA. 

De las definitivas dictadas en virtud de los re- 
cursos de aclaración y revisión. 

Art. 244. Si el Consejo estimare pro- 
cedente la aclaración , admitirá el recurso y 
declarará la duda ú oscuridad que ofrezca la 
definitiva, sin variar en el fondo sus disposi- 
ciones. 

Art. 245. El Consejo si estimare proce- 


dente la revisión , admitirá el recurso, y res- 
cindirá en todo ó en parte la sentencia im- 
pugnada, según que los fundamentos del re- 
curso se refieran á la totalidad , ó tan solo ú 
alguno de los capítulos de la sentencia, 

Art. 246. En 3a misma definitiva de re- 
visión proveerá el Consejo sobre el fondo de 
la cuestión controvertida que haya sido ob- 
jeto de la resolución rescindida. 

Art. 247. Cuando el Consejo admita el 
recurso de revisión por la contrariedad de 
dos definitivas, rescindirá la última en fecha 
y mandará llevar á efecto la primera. 

Art. 248. El secretario extenderá á con- 
tinuación de Ja minuta de la resolución pri- 
mitiva la de aclaración ó revisión que sobre 
ella recayere. 

Art. 249. Nunca tendrá lugar el recurso 
de aclaración: 

1 . ° Contra una definitiva sobre la cual se 
hubiere ya interpuesto una vez este recurso. 

2. ° Contra la definitiva misma de aclara- 
ción y revisión. 

3. ° Contra la definitiva que en el caso de 
revisión hubiere recaído de nuevo acerca del 
fondo de la cuestión ventilada. 

Art. 250. Las decisiones de los recursos 
de que trata este capítulo se tomarán en la 
forma prevenida para las resoluciones finales 
en los negocios de que conoce el Consejo. 

CAPITULO XVII. 

Del recurso de apelación de las sentencias 
de los Consejos provinciales. 

Art. 251. En el término señalado por el 
art. 69 del reglamento de los Consejos pro- 
vinciales de i.° de octubre de 1845, la parte 
que se sintiere agraviada interpondrá el re- 
curso de apelación por escrito ante el Conse- 
jo respectivo, y se hará saber al apelarlo por 
cédula de ujier. 

Art. 252. Dentro de tres meses si la al- 
zada se interpusiere en Canarias, y de dos 
si en la Península é Islas adyacentes, conta- 
dos desde ei trascurso de los diez dias con- 
cedidos para interponerla, el apelante mejo- 
rará el recurso, deduciendo ante el Consejo 
Real la demanda de agravios por medio de 
uno de sus abogados, apoderado debida- 
mente, ó en su caso por el representante de 
la Administración y de las Corporaciones que 
están bajo su tutela. 

Con lá demanda presentara el apelante: 

1. ° Certificación de haber interpuesto el 

recurso y haberse notificado al apelado en 
tiempo y forma. , 

2, ü Certificación, sacada con citación, ae 
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la sentencia apelada, y de la probanza sobre 
que esta hubiere recaído (1), 

Art. 253. En el término prescrito por el 
artículo anterior se presentará ante eJ Con- 
sejo el abogado del apelado con poder bas- 
tante para representarle en juicio. 

Art. 254. Si el apelante no mejorare el 
recurso en el término señalado, se declarará 
desierta la apelación, y la sentencia consen- 
tida á la primer rebeldía que le acuse el 
apelado ( 1 ) . 

Art. 255. Si el apelado no compareciere 
por medio de abogado en el término del ar- 
tículo 252 y en la forma allí determinada, se 
seguirá la instancia en rebeldía. 

Art. 25G. Si en primera instancia no se 
hubiere proveído la ejecución interina de la 
definitiva, la Sección, á solicitud del apelado, 
podrá acordarla desde el primer dia en que 
se le diere cuenta del negocio. 

Art. 257. A instancia deJ apelante podrá 
la Sección , desde el primer dia en que se le 
diere cuenta del recurso , y atendiendo á sus 
circunstancias: 

Prohibir ó susperder en todo ó en parte la 
ejecución interina decretada por el inferior. 

Mandar que preste fianza el apelado á 
quien el inferior no hubiere impuesto obli- 
gación de otorgarla. 

Art. 258. En la instancia de apelación se 
observará lo dispuesto en los capítulos pre- 
cedentes con las modificaciones que siguen. 

Art. 259. No se admitirá en la instancia 
de apelación ninguna pretensión ni excep- 
ción nueva , salvo aquellas que uo se hayan . 
podido proponer en la primera instancia. 


(i) Sobre este artículo y el 254 ver el ar- 
tículo 5,° del R. D. de 20 de junio de 1858, y 
lin Consejos provinciales, ia jurisprudencia, 
casos XII y XXV. No basta mostrarse parte; 
es necesario, además, para evitar e) faliu en 
rebeldía, mejorar ia apelación ó proponer la ¡ 
demanda de agravios en el plazo señalado, 1 
pues no haciéndolo á la primera rebeldía se 
declara desierto el recurso sin mas trámites. 
(Sentencias de 10 de marzo de 1848, nú n. 2; 
de 14 de junio de id. núm. 14; de 18 de octu- 
bre de id. núm. 36) 

Otro caso práctico Puede suceder que se 
muestre parte el apelante al espirare! térmi- 
Q o, en cuyo caso debe cuidar mucho de utili- 
zar el tiempo que le resta del mismo; pues si 
k deja pasar y se le acusa la rebeldía se decla- 
ra desierta la apelación. (Sentencia de o de ju- 
lio de 1848, núm. 19). Id. 2o nov. de 1867. 

Cuando se desiste expresamente de la apela- 
ción interpuesta,, se está en el caso del art. 254. 
Casos prácticos: Sentencias de 29 de enero de 
1851, núui 3, y de 20 de noviembre de 1850, 
úúm.23. 

Tomo 111. 
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Art. 260. La Sección, ó el Consejo en su 
caso , para mejor proveer , podrá ordenar se 
practiquen de nuevo ante ella las diligencias 
probatorias de primera instancia que estima- 
re viciosas ó insuficientes. 

También podrá ordenar cualquiera otra 
clase de actuación ó prueba que no se hu- 
I hiere practicado ante el inferior. 

J Arl. 261. El Consejo confirmará ó revo- 
I cara en todo ó en parte la sentencia apelada, 

I proveyendo de nuevo sobre los puntos en 
que la revocare. 

\ Art. 262. Si la apelación no hubiere re- 
; caido mas que sobre algún incidente , el 
¡ Consejo proveerá tan solo acerca de él , re- 
servando al inferior Indecisión de lo principal. 

Art. 263. Sin embargo, en el caso del 
artículo anterior, el Consejo , si revocare el 
fallo del inferior, podrá decidir sobre lo 
principal cuando lo pidieren todas las partes. 

Art. 264. El Consejo no podrá fallar so- 
bre ninguno de los capítulos de la demanda 
que no se hubieren propuesto á la decisión 
del inferior, salvo si se tratare. 

De compensación por causa posterior á la 
definitiva de primera instancia. 

De intereses y cualesquiera otras presta- 
ciones accesorias vencidas despees de Ja 
definitiva. 

De danos y perjuicios causados desde su 
pronunciamiento. 

Art. 263. El secretario del Consejo re- 
mitirá al del inferior certificación del Real 
decreto que contenga la resolución final en 
la segunda instancia, dentro de la semana en 
que se publique en el Consejo. 

El secretario dei inferior pondrá sin de- 
mora la certificación con la minuta do la de- 
finitiva en primera instancia, extendiendo al 
pié ó al margen de ella la nota oportuna. 

Art. 266- Los recursos de aclaración y 
revisión contra las definitivas dictadas en 
apelación, tendrán Jugaren los mismos ca- 
sos , término y forma que los deducidos con- 
tra bis resoluciones finales de los negocios 
contencioso-administrativos que principian 
y terminan en el Consejo. 

CAPITULO XV m. 

Del recurso de nulidad contra las definiti- 
vas de los Consejos provinciales. 

Art 267. El procedimiento dei recurso 
de nulidad se arreglará á lo dispuesto acerca 
del de apelación. 

Art. 268. Si el recurso procediere en 
los casos previstos por Jos párrafos 2. J Y 3. , 
art. 73 del reglamento de Jos Consejos pro- 
vinciales, el Consejo fallará luego el proceso 
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en definitiva , y lo devolverá para su ejecu- 
ción ai Consejo respectivo. 

Si procediere en el caso previsto por el 
párrafo l.° del citado artículo, el Consejo 
dispondrá que se haga saber á las partes que 
acudan dónde y cómo vieren convenirles (1). 

En los casos de los párrafos 4. 5.°, 6.° 
y7. u del mismo artículo, el Consejo, si pro- 
cediere, repondrá el proceso al ser y estado 
que tenia antes de causarse la nulidad, y le 
devolverá ai inferior que le hubiere formado; 
para que Je continúe y sustancie con arreglo 
á las leyes. 

TITULO III. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Art. 269. Los plazos señalados por dias se 
entenderán de dias útiles, y no comprenderán 
el de su lecha ni el de su vencimiento (2). 

Art. 270. Todo plazo que concluyere en 
domingo ú otro dia de fiesta legal, se pro- 
rogará ai siguiente dia. 

Art. 271. Los plazos señalados por este 
reglamento no podrán coartarse ni exten- 
derse por el Consejo fuera de los casos en 
que se le reserva expresamente la facultad 
de hacerlo. 

Art. 272. El trascurso de un término se- 
ñalado por este reglamento para el ejercicio 
de algún derecho, traerá consigo la pérdida 
de este derecho. 

Art. 273. Sin embargo, se suspenderá 

(1) Esta declaración procede, según el refe- 
rido párrafo l.°del art. 73 del reglamento de 
los Consejos provinciales, cuando el asunto 
no fuere de la competencia de la jurisdicción 
administrativa. Son muchas las nulidades que 
ya tiene declaradas el Consejo Real por virtud 
de lo dispuesto en este párrafo, y para evitar- 
las debe estudiarse cuidadosamente toda la 
materia administrativa y de actos administra- 
tivos. En el artículo Acreedores contra Ayun- 
tamientos , tomo l.°, pág. 138 y siguientes, 
se hallan comprendidas cinco sentencias en 
que refleja perfectamente la doctrino del pár- 
rafo á que se refiere esta nota. En el artículo 
Actos Administrativos se hallan también 
otras, y en sus respectivos lugares de este Dic- 
cionario se insertarán las demas. — V. Aguas. 
Desamortización. — Deslindes. — Montes etc. 

(2) Al disponer este articulo, que no se cuen- 
tan los dias feriados ó inútiles en los plazos ,¡c- 
ñalados por dias, resuelve indirecta, pero vir- 
tual mente que esta regla no es aplicable á los 
términos que se cuentan por meses, de los cua- 
les nunca se descuentan ni aun ios dias festi- 
vos. ¡R D. -S.de 10 de abril del867 declarando 
improcedente el recurso de revisión como inter- 
puesto fuera de los dos meses que señala el ar- 
ticulo 23o del mismo reglamento.— id: ll.D.-S. 
de lo de abril de 1867.) Véase también la juris- 
prudencia det artículo Consejos provinciales. 


dicho término por la muerte de la parte in- 
teresada. 

No volverá á correr contra sus herederos 
sino desde el vencimiento del concedido 
para hacer inventario ó deliberar. 

Art. 274. Los plazos dejados al arbitrio 
del Consejo serán del tiempo absolutamente 
necesario para que se ejecute el acto. 

No se prorogarán sin justa causa. 

Art. 275. Será condenada á satisfacer da- 
ños y perjuicios: 

1 La parte que solicitare señalamiento 
de término en virtud de falsos motivos. 

2.° La que para asegurar su demandad 
defensa recurriere á falsas alegaciones y ne- 
gativas, ó imputaciones calumniosas ó cual- 
quiera otro de los medios reprobados que 
sugiere la mala i'é. 

3. ,J La que sin legítimo fundamento de- 
dujere recursos de interpretación, revisión, 
nulidad ó apelación de una definitiva que no 
fuere susceptible de ellos. 

4. ° Aquella cuya apelación se estimare 
temeraria en todo otro caso. 

5. ° La que en virtud de sentencia ó 
actos cancelados á consecuencia de pago ú 
otro modo legítimo de extinguirse las obli- 
gaciones hubiere conseguido que se proceda 
contra la persona ó bienes de su adversario. 

6. ° La que con desprecio de las provi- 
dencias del Consejo infringiere la prohibi- 
ción que se le haya impuesto, o no restitu- 
yere los bienes que detentare. 

Art. 276. Las multas que impusiere el 
Consejo no podrán exceder de 10,000 rs. , 

Art. 277. La condena de daños y perjui- 
cios comprenderá la indemnización completa 
de los causados. 

Art. 278. En caso de concurrencia con- 
tra los bienes de la parte condenada entre la 
multa y la indemnización de daños, será esta 
pagada con preferencia. 

Art. 279. Sin perjuicio de las penas que ■ 
van declaradas, si los escritos producidos en 
el proceso contuvieren imputaciones calum- 
niosas ó injuriosas, el Consejo podrá proveer 
que estas se tachen, quedando siempre sal- 
va la acción de injurias, si procediere. 

Art. 280. Serán condenados á pagar da- 
ños y perjuicios y en multa los actuarios y 
ujieres que hubieren practicado una diligen- 
cia nula. 

Art. 281. Los actuarios, defensores y 
ujieres que infringieren Jas disposiciones de 
este reglamento, ó no se conformaren con 
ellas, podrán ser condenados por cada con- 
travención, aunque esta no cause nulidad, 
en 500 rs. ó en 1,000 si reincidieren en el 
curso de un mismo año. 
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Art. 282. Las penas referidas se impon- 
drán con audiencia de aquel á quien se 
aplicaren, prévio depósito de la multa, si en 
ella consistieren. 

Aprobado por S. M. por Real decreto de 
esta fecha. — Madrid 30 de diciembre de 
1846.» (CL. t. 39, p. 315.) 

R. D. de 19 octubre de 1860. 

Adiciones al reglamento anterior. 

(Pres. del C. de M.) Conformándome 
con lo propuesto por el Consejo de Ministros, *. 
y oido el Consejo de Estado, 

Yengo en aprobar las siguientes adiciones 
al reglamento sobre el modo de proceder en 
los negocios contenciosos de la Adminis-, 
tracion. 

CAPITULO UNICO. 

De ía Sala co7tienciosa y de las demandas 
contra las lesoluciones del Gobierno ó de 
las Direcciones generales , 

SECCION PRIMERA. 

De la Organización y procedimientos de la 
Sala contenciosa. 

Artículo l.° Para la formación de la 
Sala contenciosa del modo que dispone el 
art. 19 de Ja ley de 17 de agosto último se 
abrirá un turno en las Secciones de Estado 
y Gracia y Justicia , Hacienda, Guerra y Ma- 
rina, Gobernación y Fomento, y Ultramar. 

Este turno será de tres consejeros por 
cada una de dichas Secciones, empezando 
por el presidente y los que le sigan por an- 
tigüedad, y así sucesivamente. 

Cada turno durará dos meses; y en el caso i 
de imposibilidad de constituir Sala, serán lla- 
mados para formarla los consejeros del in- 
mediato; pero no estarán por esto relevados 
de la asistencia cuando les llegue su turno. 

Los consejeros de turno de cada Sección 
alternarán ó se suplirán por dias de asisten- 
cia. Cuando en la vista y deliberación de un ¡ 
negocio se invierten dos ó mas dias se en- . 
tiende una la asistencia para ios electos de 
este artículo. 

Art. 2.'-’ Aun en el caso del número mí- 
nimo que establece el art. 19 de la iey de 17 
de agoslo último, para que baya acuerdo en 
la Sala de lo contencioso, deberán hallarse 
siempre presentes tres consejeros de la Sec- 
ción de lo contencioso , y los dos de la del 
Ministerio á que corresponda la reclamación. 

Art. 3.° EL número de los que constitu- 
yan la Sala de lo contencioso será siempre 
impar, y si no lo fuere se retirará el mas 
moderno que no sea de la Sección de lo con- 
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tencioso, ni de la del Ministerio á que cor- 
responda la reclamación. 

Formará acuerdo la mayoría de votos. 

Art. 4.° Luego que el Gobierno acuse el 
recibo de la consulta ó informe sobre el fallo 
de un pleito ó sobre la admisión de una de- 
manda, se hará saber á las partes dicho re- 
cibo y su fecha. 

Art. 5.° Solo á instancia de parte podrá 
procederse á lo que previenen los arts. 60 y 
64 de la ley de 17 de agosto último. 

La declaración de que es llegado el caso 
de cualquiera de estos dos artículos corres- 
ponde al Consejo pleno, á Ja Sala contencio- 
sa, ó á la Sección de lo contencioso, según 
que respectivamente hubieren consultado ó 
informado sobre el asunto. Contra esta de- 
claración no podrá intentarse recurso al- 
guno. 

Art. 6.° Son aplicables ála Sala conten- 
ciosa las disposiciones vigentes sobre el 
modo de proceder el Consejo en los negocios 
contenciosos de la Administración, en cuan- 
to no se opongan á las de este capítulo y á 
la ley de 17 de agosto último. 

SECCION SEGUNDA. 

De las demandas contra las resoluciones del 

Gobierno ó de las Direcciones yenetales. 

Art. 7.° Las demandas contra las resolu- 
ciones del Gobierno ó de las Direcciones ge- 
nerales, que por las disposiciones vigentes 
deben presentarse ante el Consejo de Estado, 
se entregarán en la Secretaría general de] 
mismo los dias y horas hábiles. 

El secretario pondrá al pie de cada de- 
manda ía ñola de su presentación, y facilitará 
al interesado que lo pidiere documento bas- 
tante para acreditarla. 

Art. 8.° La Secretaría general unirá des- 
de luego á cada demanda ios antecedentes 
de! asunto que obren en el Consejo, y lo pa- 
sará lodo á la Sección de lo contencioso. 

El ponente nombrado con arreglo al artí- 
culo 10 del reglamento vigente informará á 
la Sección de la demanda, proponiendo la 
resolución que estime conveniente. 

Art, 9.° La comunicación al fiscal de lo 
contencioso y la citación para la vista públi- 
ca, en el caso dei art, 57 de la ley de 17 de 
agosto último, se harán saber administrati- 
vamente á dicho fiscal; y ni que represente 
la parte demandante ó demandada. 

Art. 10. En estas vistas se observará lo 
prevenido para las de Ja Sección y de) Con- 
sejo en e! reglamento vigente. 

Ari. M. La Sección elevará su dictámeu 
al Gobierno dentro del plazo señalado para 
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ias sentencias interlocutorias. En todo lo de- 
más será gubernativo este procedimiento. . 

Art. 12. La decisión que dictare mi Go- 
bierno con presencia de este dictamen so- 
bre Ja admisión de Ja demanda será irrevo- 
cable. 

Disposiciones transitorias . 

El primer turno que se eslableza con ar- 
reglo en el art. i de este capítulo durará 
basta bu del presente año. — Dado en Palacio 
á 19 de octubre de 1860. ( CL . t. 84 ,p. 298. j 

R. D, de 22 setiembre de 1845. 

Por este decreto se completó Ja organiza- 
ción dada al Consejo Real por 1 a ley de 6 
de julio de 1845 y se determinaron varios 
puntos que se habían omitido en aquella; 
pero publicada la ley de 17 de agosto de 
1800 bay que estar á ella así sobre la orga- 
nización como sobre ias atribuciones del 
Consejo de Estado. Las disposiciones de di— i 
clio decreto se liaban además refundidas en 
ia ley. 

Ley de 20 febrero de 1850. 

Es la ley que fija las bases de la contabili- 
dad general, provincial y municipal, (V. Ha- 
cienda publica), cuyo art. 10 atribuye á los 
Consejos provinciales y al Real en su caso, 
las contiendas sobre incidencias de subastas 
de bienes nacionales y lincas del Estado que 
ocurran entre ¿1 Estado y los particulares, 
cuando no puedan terminarse gubernativa- 
mente con mutuo asentimiento. En Ja impor- 
tante R. 0. de 20 de setiembre de 1852 que 
se inserta en el lugar correspondiente de este 
artículo, veremos ya perfectamente deslinda- 
da esta materia. 

R. D. de 11 noviembre de 1851. 
Aclaración al art. 52 del reglamento (leí Consejo Real. 

«La inteligencia y aplicación practica del 
art. 52 del reglamento del Consejo Real, 
aprobado por mi R. D. de 30 de diciembre 
de 1846, ha ofrecido dudas que es preciso 
aclarar para evitar conflictos á Ja Administra- 
ción. La segunda parte del artículo expresa- 
do carece de la necesaria aplicación, pues 
imponiéndose en él la obligación al Ministro 
de la Corona de oir previamente al Consejo 
cuando no estimare desde luego procedente 
la vía contenciosa, nada establece para los 
casos en que, siu negarse de un modo abso- 
luto, se aplaza únicamente para cuando en 
el expediente gubernativo baya sido resuella 
definitivamente la solicitud que sea objeto de 
la demanda. Esta omisión, sea cual fuere la 
interpretación que se dé al artículo, puede 


producir entorpecimientos, y causar pertur- 
bación de atribuciones que deben prevenir- 
se; y para ello de acuerdo con lo expuesto 
por el Consejo de Ministros, vengo en decla- 
rar como regla general y de inmediata apli- 
cación para io sucesivo, que cuando por el 
Ministerio respectivo á quien correspónda 
proponerme Ja resolución acerca de la pro- 
cedencia de la vía contenciosa no se estimase 
esta desde luego afirmativamente, se oiga 
siempre el parecer del Consejo Real sobre 
esta cuestión previa, según y para los efectos 
que en dicho art. 52 se expresan; entendién- 
dose de este modo aclarada la segunda parte 
del referido artículo.» (CL. t. 54, pág . 427.) 

R. D. de 21 mayo de 1853. 

Casos en que precede e! recurso iiontericioso-adminis- 
trativo contra las resoluciones del Mía siró de Ha- 
cienda y de las Direcciones; plazos etc. — Y sobre 
los urts. 51 y 52 del Reglamente del ü. R. (1). 

«Señora: La creación del Consejo Real y 
la jurisdicción que se le confirió para co- 
nocer en primera y única instancia de las de- 
mandas contenciosas contra las resoluciones 
de ios Ministros de Ja Corona, y sobre el 
cumplimiento, inteligencia, rescisión y efec- 
tos de los remates y contratos celebrados por 
el Ministerio ó ias Direcciones generales de 
ios diferentes ramos de la Administración ci- 
vil, exigían que el G bierno de V. M. dictase 
las disposiciones oportunas para poner en ar- 
monía el curso y terminación de estos expe- 
dientes con la nueva garantía que se dió al 
Estado y á ios particulares en la creación de 
los Tribunales contencioso-administrativos. 

EJ R. D. de 21 de setiembre de 1852, y el 
último arreglo de la jurisdicción y de ios Tri- 
bunales de la Hacienda pública, hicieron mas 
apremiante aquella necesidad respecto de 
este ramo, pues si ia concesión del recurso 
no fuese acompañada de aquellas disposicio- 
nes, se convertiría las mas veces en un trá- 
mite inútil, no seria prenda de seguridad pa- 
nal el Estado, ni contribuiría á simplificar la 
marcha de la administración activa. 

Corresponde, pues, á estos principios y al 
sistema de reformas que se ha propuesto el 
Ministro que suscribe, establecer que tengan 
un término las resoluciones gubernativas que 
pueden ser impugnadas por Ja vía contencio- 
sa: sin esta disposición los- expedientes se 
eternizan, se desautoriza la Administración 
cou resoluciones contradictorias, y la Hacien- 
da sale siempre perjudicada por el interés 


(i) Las disposiciones de este decreto son 
aplicables á lodos los Ministerios, según el ar- 
ticulo 14 del de 20 de junio de 1858. 



CONSEJO DE ESTADO. 


privado, activo y vigilante, espía la ocasión 
que le es mas favorable, y logra obtener con 
su importunidad lo que tal vez no obtendría 
de la justicia. 

Ya se consideren las resoluciones de los 
Ministros como decisiones en primera ins- 
tancia, ya como concesiones de una parte 
sobre derechos controvertidos, es indispen- 
sable darles estabilidad y fijeza, consignan- 
do en un Real decreto eí principio de buena 
administración de que las providencias admi- 
nistrativas que producen derechos y causan 
estado, solo pueden ser revocadas por Ja vía 
contenciosa, deducida ante los Tribunales y 
en la forma que disponen las leyes. 

Pero semejante declaración no puede ha- 
cerse sin*conservar á los Ministros las atri- 
buciones que les son propias, guardando el 
órden jerárquico establecido dfc la organiza- 
ción administrativa de! Estado. La forma en 
que se redactó el núm. l.° del nrt. i ,° del 
reglamento de 30 de diciembre de 1846 pudo 
al principio ofrecer alguna duda acerca de si 
procedía recurrir á la vía contenciosa, contra 
las decisiones de los directores de la Admi- 
nistración civil; pero la jurisprudencia, inter- 
pretando este articulo de una manera confor- 
me á la buena doctrina, admitió solo el recur- 
so cuando las decisiones de los directores 
causan estado en virtud de algún reglamento 
especia!, y le negó en todos los demás casos, 
porque aquellos funcionarios son mas bien 
agentes que autoridades administrativas, y 
al Ministro responsable, como jefe inmediato 
corresponde la facultad de confirmar ó revo- 
car sus acuerdos, siempre que por excepción 
no tengan carácter de definitivos. 

No es menos conveniente para poner tér- 
mino á ios expedientes y dar estabilidad y 
fijeza á los derechos creados por resolucio- 
nes administrativas, señalar un plazo para 
reclamar contra ellas por la vía contenciosa. 

Desde el momento en que se hace saber 
una resolución á un particular, conoce este 
si le perjudica ó no en los derechos que tie- 
ne adquiridos; y los recursos que el nuevo 
sistema administrativo concede para compro- 
bar la justicia de sus resoluciones, no deben 
convertirse en medio de decepción ó en pre- 
texto para retrasar la resolución defjniliya.de 
los expedientes y obtener una decisión favo- 
rable, si por el trascurso del tiempo y las va- 
riaciones de las oficinas llegasen á desapare- 
cer algún dia los fundamentos que se oponían 
á ella. 

Seis meses, contados desde el dia en que 
se baga saber la providencia en la forma ad- 
■ rninial.rat.iva, y para los asuntos boy feneci- 
dos desde la publicación del decreto que tie- 
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ne la honra de presentar á V. M. el Ministro 
que suscribe, parecen un plazo suficiente 
para que los particulares decidan sí les con- 
viene hacer uso del recurso contencioso; y 
si dejan pasar todo este tiempo sin haberlo 
hecho, justo es también que la providencia 
quede irrevocablemente ejecutoriada, porque 
los intereses de la Hacienda pública no dehen 
estar siempre expuestos al incierto resultado 
de nuevas demandas. 

Este plazo no puede, sin embargo, contar- 
se para el Estado desde el momento en que 
la providencia se dicta. La autoridad que la 
acuerda pocas veces pedirá su revocación 
por la via contenciosa, aunque sea perjudi- 
cial al Fisco, y ninguna seguridad prestaría 
'■ al Estado aquel recurso, porque los seis me- 
J ses pasarían siempre sin haber hecho uso 
de él. 

Las condiciones no son iguales en ambos 
casos; y una vez que el plazo principia á con- 
tarse para los particulares desde que se Jes 
hace saberla providencia, porque desde en- 
tonces conocen si los perjudica en sus dere- 
chos, debe por analogía establecerse para la 
Hacienda que los seis meses se cuenten des- 
; de que tiene legalmente el mismo conoci- 
| miento; esto es, desde el dia en que la Ad- 
¡ mim'stracion activa entiende que una provi- 
| dencia anterior lia causado perjuicio, y orde- 
na se provoque su revocación por la vía con- 
tenciosa. 

Mas adelante , cuando la Administración 
funcione con la rapidez que debe esperarse 
¡ de su actual organización, y hayan termina- 
do la multitud de expedientes envejecidos 
que existen en las oficinas, "quizá será posi- 
ble igualar al Estado con Ies particulares; pe- 
ro hoy no podría hacerse sin grave peligro, 
sin exponer á la Hacienda pública á perder 
; derechos tan considerables como justos. 

No cree tampoco el Ministro que suscribe 
que es oportuno uniformar por ahora, con 
los plazos establecidos en el decreto que tie- 
ne la honra de presentar á V. M,. los que se- 
ñalan las leyes y reglamentos existentes para 
recurrir noria via contenciosa contra las de- 
cisiones de la Administración en los asuntos 
especiales á que se refieren, como los de 
partícipes legos de diezmos , acreedores del 
Estado, clases pasivas etc. Algunos de estos 
j plazos están determinados poruña lev, y esta 
sola consideración hacer ver la imposibilidad 
de alterarlos por Real decreto mientras la 
ley exista. 

Así solo añadirá á las disposiciones expre- 
sadas otras dos que, aunque á primera vista 
parezcan de poca importancia, contribuirán 
1 muy poderosamente á acelerar el curso de 
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Jas demandas contenciosas , y d que el Go- 
bierno pueda declarar en el termino señala- 
do, si procede su admisión. 

Los que se creen con derecho á interpo- 
ner una demanda contra las providencias de 
jos Ministros, la presentan ante el Consejo ' 
Real, y el vice-presidente de esta corpora- 
ción Ja remite al Ministro de donde dimana 
la providencia para que decida si procede ó 
do la via contenciosa: en el primer caso de- 
vuelve el expediente al Consejo Real para el 
curso que corresponda; pero si duda cíela 
procedencia del recurso debe oir al Consejo 
sobreestá cuestión previa, y en vista do su 
informe resolver en el término de un mes lo 
que tenga por conveniente. 

Si fuera posible hacerlo en tan corto plazo, 
no ofrecería tantos inconvenientes este siste- 
ma; pero con sus lentos trámites se lia in- 
vertido alguna vez mas de un año en decla- 
rar si procede ó ñola vía contenciosa. 

Cuando el Gobierno ¡a deniega por no ha- 
berse apurado aun la gubernativa, y confir- 
ma en esta la providencia, objeto del recur- 
so, necesitan los litigantes presentar nueva ' 
demanda, que sigue Jos mismos trámites que 
la primera, y pasa otro tanto tiempo sin que i 
puedan defender sus derechos por medio de 
una discusión mas ámpJia. 

El recurso contencioso se convierte en- 
tonces en vana sombra, que ninguna defen- 
sa presta al Estado ni á los particulares; y 
para impedir resultados tan contrarios al es- 
píritu de la ley, deberá disponerse que cuan- 
do aquella corporación remita una demanda 
al Gobierno, en cumplimiento de lo dispues- 
to en el art. 51 del reglamento de 30 de di- 
ciembre de 1846, informe sobre su propia 
competencia para conocer de ella. 

En su vista declarará desde luego el Mi- 
nistro de Hacienda si procede o no la vía 
contenciosa: si procede devolverá el expe- 
diente al Consejo Real para la instrucción su- 
cesiva: si no la estima, porque no pueda in- 
tentarse la vía contenciosa contra la resolu- 
ción impugnada, lo declarará así sin ulterior 
recurso; y si la desestimación fuese por no 
haber terminado la gubernativa , el interés 
de los particulares y de la Hacienda á quien 
tanto importa ia pronta resolución de estas 
cuestiones, aconsejan que el Ministro decida 
lo que proceda sobre la cuestión principal y 
sobre la admisión definitiva del recurso, sin 
necesidad de nueva demanda. 

Tales son, señora, las disposiciones que el 
Ministro que suscribe tiene la honra de pro- 
poner á V. M., y que contribuirán sin duda 
á acelerar la marcha de la Administración y 
á dar mayores garantías á los intereses crea- 


dos por ella, si Y. M. se digna aprobar el ad- 
junto proyecto de decreto en que van con- 
signadas. — Madrid 21 de mayo de 1853 — 
Señora.— -A L. R. P. de V. M. —Manuel Ber- 
mudez de Castro. 

real decreto. 

Atendiendo á (as consideraciones que me 
ha expuesto el Ministro de Hacienda, y de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, vengo 
en decretar lo siguiente: 

Artículo 1 En los negocios en que se 
versen recíprocas obligaciones de la Hacien- 
da y de los particulares, causarán estado las 
resoluciones que en mi nombre adopte el 
Ministro de Hacienda, y sean revocables por 
la vía contenciosa , á que podrán recurrir 
contra ellas, tanto el Gobierno como los par- 
ticulares, si creyesen perjudicados sus dere- 
chos. 

Art. 2.° Las resoluciones de los directo- 
res generales que dependen del Ministerio 
de Hacienda, podrán revocarse por la via 
Administrativa, y no darán lugar á la con- 
tenciosa sino cuando tengan carácter de de- 
finitivas y causen estado , con arreglo á lo 
dispuesto en las leyes y reglamentos vi- 
gentes. 

Art. 3.° El recurso contencioso, de que 
tratan los dos artículos anteriores, deberá 
intentarse en el niazo improrogable de seis 
meses , contados desde el dia en que se ha- 
ya hecho saber, en la forma administrati- 
va, á los interesados !a providencia que mo- 
tiva el recurso. Respecto de ios negocios 
que se hallan hoy fenecidos, se contará el 
mismo plazo desde la lecha en que ha de 
empezar á regir el presente Real decreto. 
Solo correrá para el Estado, en todos los ca- 
sos, desde el dia en que la Administración 
activa entienda que una providencia anterior 
causó algún perjuicio, y ordene que se pro- 
voque sil revocación por la vía contenciosa. 

Art. 4." Las disposiciones que contiene 
el artículo anterior no alteran los plazos que 
señalan las leyes y reglamentos publicados 
hasta esta fecha para deducir los recursos 
contenciosos en los asuntos á que se re- 
fieren. 

Art. 5.° Cuando el vice-presidente del 
: Consejo Real remita al Ministro de Hacienda, 
en cumplimiento del art. 51 del reglamento 
de 30 de diciembre de 1846, alguna demanda 
contenciosa contraía Aministracion , acom- 
pañará á ella el informe á que se reitere el 
párrafo segundo del art. 52 del mismo regla- 
mento. 

Art. 6.° Si el Ministro de Hacienda esti- 
mare que procede la vía contenciosa, remití- 
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rá el expediente al Consejo Real para el cur- 
so que corresponda. Si creyere que no pro- 
cede la demanda, porque la resolución con- 
tra que se interpone no puede ser impug- 
nada por la vía contenciosa, lo declarará así 
sin ulterior recurso. Si no la admitiese por 
no hallarse aun terminada la vía gubernati- 
va, llamará á sí el expediente y resolverá lo 
que proceda sobre la cuestión principal, y 
respecto de la admisión definitiva del recur- 
so contencioso. ( CL . t. 59, p. 93). 

R. D.de2i de noviembre de 1857. 

Atribuyendo al Consejo Real los asuntos de que co- 
nocía la Cámara del Real patronato 

Art. l.° Se suprime la Cámara del Rea* 
patronato, creada por mi Real decreto de 17 
de octubre de 1854. 

Art. 2.° El conocimiento de los asuntos 
en que entendía la citada Cámara corres- 
ponderá al Consejo Real, coolbrine á su ley 
orgánica y ai R. D. de 22 de setiembre de 
1845 hasta que una nueva ley determine so- 
bre el particular lo mas conveniente. — Dado 
en Palacio á 21 de noviembre de 1857 (1). 
[CL. t. 74, pág. 163.) 


(1) Los asuntos en que entendía la Cámara 
del Real patronato, que hoy se atribuyen al 
Consejo Real, están determinados en el art. 7.° 
del R. D. de 2 de mayo de 1851, por el que se 
estableció un Consejo de negocios eclesiásticos 
con el título de Cámara eclesiástica , y por los 
arts. 5.° al 10 del R. 0. de 17 de octubre de 1854 
en que se mandó cesar dicha Cámara, y se la 
reemplazó con otro Consejo denominado Cá- 
mara del Real patronato. Dicen asi estas dis- 
posiciones: 

Art. 7.° del R. D. de 2 mago 1851. «Será oida 
precisamente la Cámara en los expedientes de 
provisión de curatos y beneficios curados que 
por oposición y á propuesta do los diocesanos 
corresponde á la Corona; en las permutas y re- 
signas; en los planes beneficíales y sobre expe- 
dición de cédulas auxiliatorias á favor de los 
nombrados por los prelados ó cabildos, sede va- 
cante, para cargo de la judicatura eclesiásti- 
ca (a); en todos los conflictos y encuentros en- 
tre las autoridades eclesiásticas y del órden ad- 
ministrativo civil, y en general sobre todo lo 
que pueda afectar las buenas relaciones y con- 
cordia entre la Iglesia y el Estado.» {CL. t. 51, 
página 12.) 

Arts. 5 0 al 10 del R. D. 17 octubre 1851 por el 
quese creó la Cámara del Real patronato. 

Art. 5.° Las atribuciones de esta Cámara se- 
rán todas consultivas, yen cuanto al Patronato 
Real las mismas que las leyes recopiladas de- 
clararon á la Cámara antigua de Castilla, excep- 
ta) Véase en el artículo Jurisdicción eclesiástica 
el R. D, de 8 junio de 1835 sobre nombramiento do 
, provisores. 


R. D. de 7 agosto de 1854. 

Por este decreto se creó en sustitución del 
Consejo Real un Tribunal contencioso-ad- 
ministrativo; pero por otro de 16 de octubre 
de 1856 se restableció el Consejo Real. 

R. D. de 23 mayo de 1858. 

Se aprueba el Reglamento pava el régimen interior 
del Consejo Real. 

«Tomando en consideración las razones 
que me Jia expuesto el Ministro de la Gober- 
nación, de acuerdo con mi Consejo de Minis- 
tros, vengo en aprobar el nuevo Reglamento 
para el régimen interior del Consejo Real 
que ine ha presentado, y en el cual se in- 
troducen las modificaciones y reformas que 
ha indicado la experiencia cómo necesarias 
ó convenientes.— Dado en Aranjuez á 23 de 
mayo de 1858.» 

Reglamento para el régimen interior del 
Consejo Real, publicado por R. D. de 23 
de mayo de 1858. 

CAPITULO PRIMERO. 

Del Consejo ph.no y de sus sesiones. 
Artículo 1 El Consejo pleno se com- 


t na das las judiciales que por la ley están asig- 
nadas al Tribunal Supremo de Justicia, 

Art 6.° Por ahora y basta que las leyes lo 
aprueban ó determinen otra cosa, la Cámara 
del Patronato examinará las bulas, breves y 
demás despachos pontificios que se presenten 
al pase, y consultará su concesión ó retención 
según procediese. Del mismo modo entenderá 
y consultará acerca de las vénias que se solici- 
ten, y de las preces que se presenten para ob- 
tener bulas y breves de Roma. 

Art. 7.° Conocerá interina y provisional- 
mente, basta que las Cortes resuelvan en este 
punto lo conveniente, de los negocios conten- 
cioso-administralivos que surjan de los de Pa- 
tronato Real , y de cualesquiera délas demás 
atribuciones que le van designadas; guardan- 
do la forma consultiva con que lo hacia últi- 
mamente el Consejo Real con arreglo á la ley y 
reglamento de su creación y organización 
Art 8. u Consultará la misma Cámara del 
Real Patronato en los negocios que á este fin 
se le pasen por el Ministerio de Gracia y Justi- 
cia en negocios eclesiásticos. 

Art 9," La Cámara del Patronato Real, 
verificada su instalación , formará y remitirá á 
mi Real aprobación el reglamento oportuno 
para su régimen y gobierno, 

Art. 10. La Cámara de) Real Patronato se 
reunirá en tres dias de la semana, que fijará 
en su reglamento , y celebrará sus sesiones en 
el local que hoy está destinado á la Cámara 
eclesiástica , y ‘en horas compatibles con el 
desempeño de los cargos de los vocales que es- 
tén en servicio activo. ("CL. t. 63, p. 185 . ) 


3U CONSEJO DE ESTADO. {Reg. 1858. ) 


jione de los Ministros, secretarios de Estado 
y del Despacho, y de los consejeros ordinarios 

y extraordinarios. 

Art. 2,° Para que el Consejo pleno pue- 
da celebrar sesión han de estar presentes un 
número de consejeros ordinarios y extraor- 
dinarios, igual por lo menos á la mitad mas 
uno de. los que forman la primera de estas 
dos clases. 

Art. 3.° La asistencia de los consejeros 
extraordinarios no es, como la de ordinarios, 
obligatoria, sino durante las vacaciones, y en 
el caso de exigirla el servicio ú ordenarlo el 
Cobierno. 

Art. 4.° El Consejo pleno celebrará se- 
sión todos los miércoles, sin perjuicio de las 
extraordinarias que el Gobierno prescriba, ó 
que hagan indispensables, á juicio del presi- 
dente, el número ó la urgencia de los ne- 
gocios. 

Art. 5.° La duración ordinaria de las 
sesiones será de tres horas, pero podrá pro- 
longarse a) prudente arbitrio del presidente 
en los casos particulares en que el servicio 
lo requiera. 

Art. 6." La hora de las sesiones se fijará 
por ei Consejo en la primera sesión del mes 
de abril para los seis meses hasta fin de se- 
tiembre, y en la primera de octubre para los 
seis meses siguientes. 

Art. 7.° Los consejeros ordinarios que 
no puedan asistir puntualmente á la hora 
que se señale lo avisarán con tiempo a! pre- 
sidente. 

Lo mismo deberán hacer los consejeros 
extraordinarios en ei caso excepcional pres- 
crito en el art. 3/ 

Art. 8.° Los consejeros ocuparán sus 
asientos por el orden riguroso de antigüedad. 
Esta antigüedad se estimará por la fecha del 
nombramiento de consejero. En igualdad de 
•lechas, obtendrá la preferencia el de mas 
edad. Cuando un consejero deje de serlo y 
vuelva posteriormente á ejercer este cargo, 
se contará su antigüedad desde la fecha de 
su primer nombramiento, siempre que por 
consecuencia de é! baya servido dos anos la 
plaza de consejero, 

Art. 9. a Luego que el presidente abra la 
sesión leerá el secretario general el acta de la 
anterior, que deberá siempre contener los 
nómbres ele los consejeros que hayan con- 
currido á ella y los de ios que se hubiesen ex- 
cusado; y aprobada ó rectificada en su caso 
publicará las excusas que el presidente hu- 
biere recibirlo, dará cuenta de las Reales ór- 
denes comunicadas al Consejo, y leerá o! es- 
tado de los negocios distribuidos entre las 
Secciones desde Ja úIHma sesión. 


CAPITULO II. 

De la forma de las deliberaciones y con- 
sultas del Consejo pleno, 

Art. 10. Todos los asun tos que hayan de 
ser objeto de las deliberaciones del Consejo 
pleno se someterán préviamente al examen 
de la Sección respectiva ó de. una Comisión 
especial en su caso, y no podrá abrirse discu- 
sión si tío sobre el dictamen que estas 
dieren. 

Ar! , H . Los consejeros podrán también 
pedir que el ditámen quede sobre la mesa, 
debiendo en tal caso darse cuenta de él con 
preferencia en la sesión ordinaria inmediata, 
ó en la extraordinaria que á este fin se seña- 
le si hay urgencia. 

Art. 12. Si no pide la palabra en contra 
ningún consejero, se pondrá desde luego el 
dictamen á votación, la cual en este caso se 
hará levantándose los que aprueben y per- 
maneciendo sentados los que desaprueben. 

Art. 1 3. Pedida en contra la palabra por 
algún consejero, se abrirá la discusión sobre 
el dictámen, y so hará uso en ella de la pa- 
labra por el orden con que se baya pedido, 
alternando los defensores y los impugnado- 
res, y empozando por estos el turno. 

Art. 14. Ningún consejero podrá hablar 
mas de una voz en pró ó en contra, pero 
siendo uno solo el que haya pedido la pala- 
bra en contra, se le permitirá que hable dos 
veces. 

Se exceptúan los individuos de la Sección 
ó Comisión cuyo dictámen se discuta, que 
podrán, consumiendo turno, usar de la pa- 
labra cuantas veces lo juzguen conveniente, 
y también los ministros, que podrán hacer 
otro tanto sin consumir turno. 

Art. i5. Después de haber hecho uso de 
Ja palabra solo se permitirá á los consejeros 
rectificar equivocaciones ó contestar á algu- 
na alusión personal, sin volver de ningún 
modo á entrar en el fondo de la cuestión. 

Art. 16. En ningún negocio podrán ba- 
ldar mas de tres consejeros en pró y tres en 
contra; y al concluir el último de Jos que ha- 
yan obtenido la palabra, declarará cerrada la 
discusión el presidente, á no ser que el Con- 
sejo acuerde que continúe. 

Art. 17. Cuando se pidiere por dos ó 
mas consejeros á un tiempo la palabra en un 
mismo sentido, se dará antelación en el uso 
de ella al de mayor edad. 

Siendo uno de estos consejeros individuo 
de la Sección ó Comisión cuyo dictámen se 
discuta, será antepuesto á todos ios demás. 

Lo será igualmente, aun en el caso de ha* 
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ber pedido la palabra después que los otros, 
si ya no quedase mas que un turno. 

Art. 18. La palabra concedida á un con- 
sejero podrá renunciarse y también cederse 
4 otro que la tenga pedida. 

Art. 19. En todos los negocios en que 
haya discusión deberá la votación ser nomi- 
nal, diciendo los consejeros por el orden de 
asientos si ó no, según que aprueben ó des- 
aprueben. 

Art. 20. Antes de procederse á la vota- 
ción podrá la Sección ó Comisión retirar su 
dictamen, y en tal caso se aplazará Ja reso- 
lución para cuando de nuevo lo presente. 

Art. 21. Los acuerdos del Consejo se ha- 
rán á pluralidad absoluta de votos , y el del 
presidente en caso de empate será decisivo. 

Art. 22. La discusión de dictámenes que ¡ 
tengan diferentes artículos se dividirá en dos 
partes: 

1. a Sobre la totalidad. 

2. a Sobre los artículos. 

Art. 23. Terminada la discusión sobre la 
totalidad, se preguntará si se toma en consi- 
deración , y en la afirmativa se pasará a la 
discusión por artículos. 

Cuando el dictamen no tenga artículos, 
después de terminada la discusión si algún 
consejero lo pide, se hará la pregunta de si 
se discutirá por párrafos ó partes. 

Art. 24. Si durante la discusión se hicie- 
ren enmiendas ó adiciones, se discutirán y 
volarán después. 

Art. 25. Las adiciones y enmiendas se 
propondrán antes de cerrarse la discusión. 

Art. 26. Cuando un dictamen fuere des- 
echado se hará la pregunta de si volverá a la 
Sección. Si se acuerda que no, el presidente 
nombrará una Comisión para que redacte la 
consulta conforme á las opiniones de la ma- 
yoría. 

Art. 27. Los consejeros podrán pedir 
que su voto quede consignado en el acta 
cuando sea contrario al acuerdo del Consejo. 

Art. 28. Cuando haya habido discusión 
podrán los consejeros que hubiesen impug- 
narlo el dictamen aprobado por el Consejo 
formar voto particular antes que se levante 
la sesión, y adfierirse á este voto, en la mis- 
ma ó en la inmediata, los demás consejeros 
que en la votación hayan formado la minoría. 

El voto particular para que se le dé curso 
debe presentarse motivado en la sesión ordi- 
naria próxima á la del acuerdo riel Consejo, 
ó en la extraordinaria que se señale, lia- ! 
hiendo urgencia , y ha de firmarse por su , 
autor y los consejeros que se adhieran á él, 
pudiendo estos retirar su adhesión antes de 
suscribirla. 


Art. 29. Delvoto particular se dará cuen- 
ta en la misma sesión en que se presente, y 
se mandará pasar á la Sección ó Comisión 
que hubiese (lado el dictamen á que se refie- 
ra, á fin de que para la sesión próxima ordi- 
naria, ó extraordinaria en su caso, extienda 
la refutación que juzgue conveniente, ó indi- 
que, si la creyese innecesaria, las razones en 
que funde este concepto. 

Art, 30. Las consultas del Consejo se 
elevarán firmadas por el vice-presidente y el 
secretario general, con expresión al margen 
de los consejeros que hubiesen concurrido á 
la votación, é insertándose en el cuerpo de 
ellas el dictamen aprobado según lo hubiese 
sido, y el voto ó votos particulares con lo ma- 
nifestado por la Sección ó Comisión respec- 
tiva acerca de los mismos. 

CAPITULO m. 

De las seciones . 

Art. 34. Es aplicable á las Secciones lo 
prescrito en los dos anteriores capítulos en 
lo que no se oponga á las disposiciones espe- 
ciales del presente. 

Art. 32. Las Secciones celebrarán sesión 
el martes y viernes de cada semana, sin per- 
juicio de Jas extraordinarias que á juicio del 
vice-presidente respectivo sean indispensa- 
bles. 

No podrán asistir á las Secciones conseje- 
ros extraordinarios en número que exceda al 
de los vocales ordinarios de la misma en la 
proporción establecida en el art, 8," de la ley 
orgánica del Consejo. 

Art. 33. Para que las Secciones celebren 
sesión bastará que concurran dos de sus in- 
dividuos de la clase de ordinarios. 

Los acuerdos en que ambos estuviesen 
conformes se tendrán por firmes; si faltare 
esta conformidad en algún negocio, se volve- 
rá á dar cuenta de él con preferencia en la 
primera sesión, compuesta de mayor núme- 
ro de consejeros. 

Art. 34. Cuando alguna de las Secciones 
creyese conveniente oir en conferencia á 
consejeros de las otras, ó 4 cualquiera de los 
jefes de Ja Administración pública, profesor 
ú otro funcionario ó particular de especiales 
conocimientos ó experiencia, podrá invitar- 
les á sus sesiones', poniéndolo en noticia del 
vice-presidente del Consejo en e¡ primer ca- 
so, y del Ministro del ramo en los demás. 

También fas Secciones podrán pedir por 
conducto de la Secretaría general los ante— 
cedenf.es que estimen necesarios para la ins- 
trucción de los expedientes 

Art. 35. En las discusiones se concederá 
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la palabra ;í tocios los consejeros que la pi- 
dan, y podran asios usar de ella dos veces 
en cada negocio. 

Art. 3<L Cuando se discuta un proyecto 
do dictamen ó informe propuesto por alguno 
de los consejeros de la Sección, se permitirá 
este lo con 1 estación y la contra-réplica res- 
pecio á cada uno de los que le impugnen, y 
en el uso de la palabra será preferido á todos 
Jos dermis que la pidan en pro. 

Arl. 37. Los consejeros no podrán for- 
mar voto paríicular en las Secciones respec- 
to á los proyectos de dictamen que las mis- 
mas aprueben, y si solo reservarse el derecho 
de impugnarlos ó votar contra ellos en el 
Consejo pleno. 

En los dictámenes que se remitan á la Se- 
cretaría general se expresará si fueron apro- 
bados por unanimidad ó mayoría de la res- 
pectiva Sección. 

Arl.. 38. Tendrán lugar relativamente á 
los informes Jos votos particulares; y su re- 
futación, cuando la Sección la estime oportu- 
na, se encargará siempre por la presidencia 
á uno de los consejeros que hayan formado 
la mayoría de votación. 

CAPITULO IV. 

De la reunión de las Secciones. 

Arl. 39. No podrán reunirse dos ó mas 
Secciones sino en los casos en que expresa- 
mente lo ordenare ei Gobierno, 6 en los que 
el presente reglamento ó las leyes y disposi- 
ciones especiales Jo determinen. 

Art. 40. Las autorizaciones para proce- 
sar á los Gobernadores de provincia y á los 
empleados, ó corporaciones dependientes de 
su autoridad, se despacharán, conforme á lo 
prescrito en el art. 3.° dei R. D. de 29 de 
abril de 1857, por el Consejo pleno ó por las 
Secciones reunidas de Gobernación y de Gra- 
cia y Justicia, según los casos. Hará las veces 
de secretario un oficial ó auxiliar del Minis- 
terio de la Gobernación coa el carácter de 
agregado, de que habla el párrafo 2.° de) ar- 
tículo 77 de este reglamento. 

Art. 41. Cuando se hubiere ordenado la. 
reunión de las Secciones y la instructora es- 
tuviese preparada para deliberar, remitirá 
esta al auxiliar ó auxiliares el extracto y el 
expediente para que se enteren, sin lo cual 
no se podrá citar para su reunión. 

Art. 42. Para cele 1 iar sesiones las Sec- 
ciones reunidas han de concurrir dos indivi- 
duos de la clase de consejeros ordinarios á lo 
menos de cada una de ellas. 

Art. 43. El vice-prcsidente del Consejo 
cuando concurra á una Sección, ó á varias 


reunidas, tendrá la presidencia de las mis- 
mas, y en su defecto, el vice-presidente mas 
antiguo de cada una de ellas. 

En concurrencia de vice~president.es titu- 
lares y accidentales tendrán siempre antela- 
ción aquellos. 

Art. 44. Las Secciones reunidas se ten- 
drán porcuna sola para las votaciones, á no 
ser que una de ellas disienta de la otra, ó de 
las otras, por unanimidad, en cuyo caso, 
prescindiendo de los votos individuales, se 
considerará siempre que hay discordia. 

Art. 43. Cuando en las Secciones reuni- 
das resultase discordia se someterán á la de- 
liberación del Consejo pleno los respectivos 
dictámenes para que resuelva y consulte lo 
que estime mas acertado, aun cuando el ne- 
gocio se haya remitido solo á informes de 
dichas Secciones. 

El dictamen que tenga mayor número de 
votos á su favor deberá en el caso de es- 
te artículo discutirse con preferencia en el 
Consejo. 

CAPITULO V. 

Del Consejo pleno y de las Secciones en 
tiempo de vacación. 

Art. 46. Todos los años vacará el Consejo 
40 dias, contados desde el dia 15 de julio. 

Art. 47. Durante las vacaciones perma- 
necerán dos consejeros en la Sección de lo 
contencioso y uno de los ordinarios en cada 
una de las demás designados anualmente 
por turno , que empezará por los de mayor 
edad. 

Art. 48. Constituido el Consejo con los 
ocho consejeros ordinarios presentes y los 
extraordinarios en número suficiente para 
completar el de la ley, solo celebrará sesión 
en pleno y en Secciones para el despacho de 
los negocios urgentes. 

Art. 49. En las Secciones donde se re- 
una .suficiente número de consejeros por 
concurrir uno ó mas de los extraordinarios, 
se despacharán los negocios en la forma pres- 
crita en el capítulo 1H. 

Art.. 50. Cuando solo asista á las Seccio- 
nes el consejero ordinario de turno dará las 
providencias de instrucción une se requie- 
ran , y dictará además en el concepto de 
vice-prcsidente las de inspección que es- 
time oportunas, para que los trabajos pre- 
paratorios del despacho no sufran entor- 
pecimiento, 

Art. 51. En caso de urgencia el con- 
sejero de turno de las Seciones mandará ci- 
tar, con la cualidad de precisa asistencia 
á los extraordinarios respectivos, y en la 
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sesión que se celebre solo se tratará de! 
negocio ó negocios urgentes que la hayan 
fnotivado. 

Art. 52. El consejero de turno de la 
Sección de Estado y Gracia y Justicia, si 
fuese letrado y en su defecto' el de menor 
edad de las otras que sea letrado, concur- 
rirá á las sesiones ordinarias de la Sección 
de !o contencioso para el despacho de sus- 
tanciacion. 

CAPITULO VI. 

Del Presidente del Consejo. 

Art. 53. Corresponde al Presidente del 
Consejo: ' 

1 . ° Abrir y levantar las sesiones á la ho- 
ra señalada, y mantener el orden en ellas. 

2. ° Mandar celebrar sesiones extraordi- 
narias en su caso. 

3. ° Nombrar en Consejo pleno Comisio- 
nes especiales en negocios que no pueda ó 
no deba instruir, ó despachar una Sección 
determinada. 

4. ° Abrir, dirigir y cerrar las discusiones. 

5. ° Conceder la palabra en ellas á los 
consejeros. 

6. ° Llamarlos a! orden 6 á la cuestión 
según los casos. 

'7.° Recibir á los consejeros , fiscal y se- 
cretario general el juramento en el acto de 
tornar posesión en el Consejo pleDO. 

CAPITULO VIL 

Del vice-presidcnte del Consejo. 

Art. 54. Además de las funciones atri- 
buidas en el capítulo anterior al Presidente 
del Consejo, corresponde ásu vícc-presidente: 

1. ° Señalar, oyendo al secretario gene- 
ral, los asuntos de que se haya de dar cuen- 
ta al Consejo pleno, verificándolo siempre 
por el orden de fechas de los dictámenes de 
las Secciones, salvo la preferencia que el Go- 
bierno hubiese encargado se dé á alguno de 
ellos, 

2. ° Autorizar con su firma la correspon- 
dencia, de cualquiera clase que sen, _c.on los 
Ministros de S. M. eu lo perteneciente al 
Consejo pleno. 

3. ° Vigilar sobre la disciplina de las de- 
pendencias del Consejo y sobre la policía del 
edificio en que se hallen colocadas. 

4. ° Activar , bajo su responsabilidad, el 
despacho de los negocios en Consejo pleno 
y en cada una de las" Secciones, y ejercer so- 
bre estas en consecuencia la mas amplia 
inspección. 


5. ° Elevar al Gobierno su propuesta para 
las plazas de porteros. 

6. ° Elevar al Gobierno con su informe 
las solicitudes do los auxiliares, empleados y 
dependientes de! Consejo , que deberán ha- 
cerlas por su conducto. 

7. ° Dar cuenta al Gobierno de las vacan- 
tes que en el Consejo ocurran , manifestán- 
dole la carrera y especiales conocimientos 
de los que deban ser nombrados , según lo 
requiera el mejor despacho de los negocios 
del Consejo y de la Sección á que deban ser 
destinados. 

Art. 55. Eti las vacantes y en ausencias 
y enfermedades del vice-presidenle , ejerce- 
rá todas sus funciones como accidental, el 
mas antiguo de los vice-presidentes titulares 
de Sección. 

CAPITULO VIII. 

De los presidentes de las Secciones. 

Art. 56. Los presidentes de las Seccio- 
nes ejercerán, cada uno en la suya, Jas fun- 
ciones atribuidas al Presidente del Consejo 
en el art. 53 , párrafos primero , segundo, 
cuarto, quinto y sexto. 

Art. 57. Además de las funciones seña- 
ladas en el anterior artículo, corresponde á 
los presidentes de Sección: 

1. ° Encargar el despacho de negocios 
graves á algunos de los consejeros. 

2. ° Encomendarlo igualmente al auxi- 
liar mayor respecto de los negocios en que 
lo estime conveniente. 

CAPITULO IX. 

De los vice-presidentes de las Seccione s. 

Art. 58. Los vice-presidentes de Sección 
ejercerán en la suya respectiva las funcio- 
nes de los presidentes, y será además de su 
especial incumbencia: 

1. ° Autorizar con su firma la correspon- 
dencia con el Ministro del ramo respectivo 
en los negocios que por él se remitan de 
Real orden á informe de la Sección. 

2. ° Vigilar sobre la observancia del re- 
glamento de ella. 

3. r, Activar bajo su responsabilidad el 
despacho de los negocios encomendados á la 
misma. 

4. ° Elevar con su informe, al vice-presi- 
dente de! Consejo, las solicitudes de los au- 
xiliares y dependientes de la Sección. 

Art. 59. En defecto de Jos vice-presi- 
dentes de las Secciones, le sustituirán Jos 
respectivos consejeros ordinarios de las mis- 
mas por el órden riguroso de antigüedad, 
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CAPITULO X. 

Del secretario general. 

Art, 00. Corresponde al secretario gene- 
ra), además de lo prescrito en los artículos 
anteriores. 

Distribuir sin el menor retardo en- 
ere las secciones los expedientes que se re- 
mitan por el Gobierno á informe de las mis- 
mas ó consulta del Consejo , determinando 
siempre la Sección por el Ministerio de don- 
de inmediatamente proceda cada negocio, 
y reservando á resolución del Consejo las 
dudas que se le ofrezcan sobre el particular. 

2, ° Extender el acta de las sesiones del 
Consejo pleno. 

3. ° Autorizar con su firma la correspon- 
dencia relativa al mismo Consejo en los ca- 
sos en que no se requiera la del vice-presi- 
dente, 

-í.° Elevar su propuesta al Gobierno en 
las vacantes de las plazas de escribientes. 

5. ° Distribuir de la manera que estime 
conveniente entre los auxiliares destinados 
á la Secretaría los trabajos que exija el buen 
desempeño de sus funciones. 

6. ° Vigilar la asistencia de los auxiliares 
y el orden de las dependencias del Consejo, 
cuidando particularmente de que no se ex- 
traigan expedientes ni documentos fuera de 
sus oficinas a no ser en los casos que el vice- 
presidente se lo permita. 

Art. fid. El secretario general además de 
dos libros de actas, el uno para las no reser- 
vadas, v el otro para las que lo sean á juicio 
del Consejo, llevará los siguientes: 

1. ° Dos para copiar literalmente las con- 
sultas con la misma distinción de reservadas 
ó no reservadas. 

2. ° Un libro de registros para las Reales 
órdenes, y uno ó dos para los expedientes 
que el Gobierno remita á consulta del Con- 
sejo ó informe de las Secciones, anotando en 
elios la fecha de su recibo, el dia en que pa- 
sen á las Secciones , el en que por estas se 
devuelvan despachados y cuando vinieren á 
consulta del Consejo pleno, el de la sesión en 
que de ellos se dé cuenta y el folio del libro 
copiador donde se extienda la consulta. 

3. ° Otro libro, en fin , para hacer cons- 
tar la asistencia de los auxiliares , las de los 
agregados á la Secretaría general, la del Ar- 
chivero y oficiales del Archivo y dependientes 
del Consejo que estén bajo sus inmediatas 
órdenes. 

Art. 62. El secretario general designará 
un auxiliar de su Secretaria para dar audien- 
cia un dia de cada semana á los interesados 


y enterarles del estado de sus negocios, no 
debiendo manifestarles el dictámen de la Sec- 
ción ni la resolución del Consejo. 

Art. 63. Aprobados los dictámenes de 
las Secciones por el Consejo, y copiados en 
el libro de consultas, los devolverá el secre- 
tario general á la Sección respectiva certifi- 
cada en ellos la aprobación , y notadas al 
margen y autorizadas con su rúbrica las mo- 
dificaciones que por acuerdo del Consejo se 
hayan hecho. 

Art. 6í. No podrá ejercer el cargo de se- 
cretario general el que no reúna las circuns- 
tancias siguientes: 

I , a Ser mayor de 30 años. 

2. a Ser letrado. 

3. a Haber desempeñado dos años por lo 
menos el cargo de auxiliar del Consejo ó ser- 
vido seis años cargo público, cuyo sueldo no 
baje de 30.000 rs. 

Art. 65. En defecto del secretario gene- 
ral harán sus veces los auxiliares mayores 
que sean letrados, por el orden de antigüe- 
dad de sus nombramientos. 

Art. 66. El secretario general no podrá 
ser separado de su cargo sino en virtud de 
Real decreto refrendado por el presidente del 
Consejo de Ministros y oyéndose previamen- 
te al vice-presidente del Consejo Real. 

CAPITULO XI. 

Délos auxiliares del Consejo. 

SECCION PRIMERA. 

De los auxiliares mayores. 

Art. 67. El auxiliar mayor de cada Sec- 
ción será el jefe inmediato de los auxiliares 
y demás empleados que estén al servicio de 
ia Sección. 

Art. 68. El auxiliar mayor despachará 
por sí los negocios que le encarguen el pre- 
sidente ó vice-presidente de la Sección , y 
distribuirá los demás por el método que 
acuerde la Sección, por turno ó por negocia- 
dos entre los auxiliares, sus subordinados. 

Art. 69. El auxiliar mayor llevará un li- 
bro general de actas y otro' particular de ac- 
tas reservadas. En eí primero hará copiar 
por su orden, y autorizará con su firma , las 
que no exijan especial reserva, á juicio de la 
Sección, luego,, que por la misma sean apro- 
badas: en el segundo extenderá de mano 
propia , con igual autorización , las que la 
Sección apruebe y estime deberse reservar, 
poniendo en el otro libro la correspondiente 
nota remisiva. Unos y otros serán rubrica- 
dos por el vice-presidente y firmados por el 
auxiliar mayor. 
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Art. 70. Además de los dos libros qae el 
anterior artículo prescribe , llevará el auxi- 
liar mayor un libro de registro para anotar 
la fecha del recibo de los expedientes del 
Consejo pleno; el dia en que se dé cuenta á 
la Sección y se encargue del despacho de 
los mismos; el nombre del encargado , y la 
fecha de su devolución por este , y de la re- 
solución de aquella; otro libro copiador de 
informes y dictámenes . y los demás que la 
Sección estimare conveniente. 

Art. 71. Los auxiliares mayores firma- 
rán la correspondencia de Ja Sección que 
deba dirigirse al secretario general. 

Art. 72. Al fin de cada mes remitirán al 
secretario general ios auxiliares mayores un 
estado de los negocios pendientes en su Sec- 
ción, con separación de los remitidos á con- 
sulta y de los que lo hayan sido á informe, 
expresándose en los de ambas clases la le- 
cha de su recibo en la Sección, su estado ac- 
tual, ei nombre del encargado de su despa- 
chó y además la fecha del encargo, sino es- 
tuviese aun evacuado. 

Al vice-presidente de la Sección dará un 
duplicado de este estado el auxiliar mayor. 

Art. 73. Los expedientes del Consejo se 
tendrán por fenecidos cuando se participe 
oficialmente al mismo la resolución de S. M.; 
y comunicada á la Sección respectiva la Real 
orden expedida al efecto, dará cuenta á aque- 
lla el auxiliar mayor en la sesión inmediata, 
y por su acuerdo remitirá al archivo el ex- 
pediente con la Real orden cuando ya no se 
necesite .• 

Igual remesa hará el auxiliar mayor de ios 
informes originales aprobados por la Sec- 
ción, y autorizará la aprobación con su firma 
luego que se hayan comunicado al Gobierno 
por conducto de la Secretaría general y co- 
piado en el libro de informes. 

Art. 74. En las vacantes y en ausencias 
y enfermedades del auxiliar mayor liará sus 
veces eu cada Sección el mas antiguo de 
primera clase, dando el v 1 ' ce-presiden te de 
la Sección noticia al del Consejo para los 
electos oportunos. 

SECCION SEGUNDA. 

De ios auxiliares de primera y segunda clase. 

Art. 75. Los auxiliares de primera y se- 
gunda clase del Consejo despacharán los ne- 
gocios de su incumbencia bajo la inspección 
inmediata del mayor respectivo. 

Art. 76. Para el despacho de los nego- 
cios formarán extracto del expediente, y 
pondráD su dictamen cuando se les encar- 
gue por el vice-presidente. 


Art. 77. Los auxiliares expondrán do 
viva voz las observaciones convenientes en 
apoyo de) dictamen que hubiesen redac- 
tado , contestando á las que se hicieren 
contra él, previa la venia del vice-presi- 
dente. 

SECCION TERCERA. 

Del nombramiento, ascenso y separación de los 
auxiliares del Consejo. 

Art. 78. Para llenar en el nombramiento 
de auxiliares Ja condición que exige el artícu- 
lo 10 de la ley orgánica del Consejo Real, se 
lijará el número de plazas de auxiliares le- 
trados, debiendo ser de esta clase las dos 
terceras partes , cuando menos de la totali- 
dad de Jas del Consejo y la otra tercera de 
licenciados en Administración ó empleados 
que reúnan las circunstancias que expresa 
este reglamento. 

Habrá además en clase de agregados en 
las Secciones que fuere necesario , emplea- 
dos de las diferentes carreras civiles y mili- 
tares, jos cuales disfrutarán el sueldo de su 
empleo y las ventajas que correspondan á 
los demás de su clase que estuvieren en ac- 
tivo servicio. 

El número de agregados no podrá exce- 
der del que señale el Gobierno, oyendo el 
dictamen del Consejo pleno. 

Art. 79. Habrá 10 auxiliares de aspiran- 
tes sin sueldo, siete de ellos letrados ó sim- 
plemente licenciados en Administración. Los 
dos mas antiguos disfrutarán la gratificación 
señalada ó que en adelante se les señale. 

Los aspirantes desempeñarán su cargo cu 
Jas Secciones á que el vice-presidente los 
destine en la forma que determinan los ar- 
tículos 74, 75 y 7G para los auxiliares de 
primera y segunda clase. 

Art. 80. Para ser nombrado aspirante se 
requiere: 

t.° La edad de 21 anos cumplidos. 

2. ° Instrucción suficiente en el derecho 
común ó administrativo, comprobada por 
examen de una Comisión del Consejo. 

3. ° EJ título de licenciado en Jurispru- 
dencia ó Administración cuando haya de pro- 
veerse una de las siete plazas determinadas 
en el artículo anterior. 

4. ° Buena conducta. 

Art. 81. Las plazas vacantes de auxilia- 
res de segunda clase recaerán únicamente 
en aspirantes por rigurosa antigüedad siem- 
pre que lleven dos años en el ejercicio de su 

cargo. . 

Art.. 82. Las plazas de auxiliases de pri- 
mera clase recaerán eu auxiliares de según- 
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da á propuesta del vico -presidente, oyendo ■ 
Ja Comisión do vice-presiaentes de las" Sec- 
ciones. 

También se podrá nombrar a propuesta 
del Consejo, para las vacantes do auxiliares 
de primera clase á ios agregados que se hu- 
biere 11 distinguido por su actitud y laboriosi- 
dad, siempre que disfruten en su carrera un 
sueldo mayor de 12,000 rs. y hayan des- 
empeñado dos años plazas de agregados. 

Art. 83. Las plazas de auxiliares mayo- 
res recaerán únicamente en auxiliares de 
primera ciase, á propuesta del vice-presi- 
dente y en ia forma que establece el artículo 
anterior, 

Art. 84. Los auxiliares no podrán ser 
separados de su cargo sin oírse previamente 
ai vice-presidento del Consejo. 

SECCION CUARTA. 

Del eximen de loe aspirantes. 

Art. 83. La Comisión de examen se com- 
pondrá de un consejero ordinario por Sec- 
ción, y se nombrará por el viee-presidente al 
principio de cada año para que funcione has- 
ta el siguiente. 

La Comisión estará presidida por el vice- 
presidente del Consejo. 

Art. <Stí. Todo aspirante presentará en 
la Secretaría general los documentos que 
acrediten su actitud , con arreglo al ar- 
tículo 80. 

Art. 87. El examen constará de dos ejer- 
cicios, uno teórico y otro práctico, que em- 
pezaran por este último. 

Art. 88. Para que el aspirante pueda 
prepararse ai ejercicio práctico se le dará un 
expediente, á tiu de que haga su extracto y 
extienda ai pié la nota correspondiente en 
el término que 1c señale la Cpmision, y que 
no podrá exceder de 24 horas, Jas cuales 
habrá de pasar sin comunicación alguna en 
el local que se le destine al electo en el edi- 
Iicio que ocupe el Consejo. 

El expediente con el extracto y nota los 
entregará cerrados en la Secretaría general 
del Consejo. 

89. El dia y hora que se le señale 
leerá el examinando' el extracto y ia nota que 
hubiese formado; la Comisión de examen 
discutirá el asunto en su presencia y con 
arreglo al dictamen de esta extenderá la con- 
sulta, el informe ó el proyecto de sentencia 
que exija la naturaleza del negocio que se 
ventile, volviendo para ello á encerrarse tam- 
bién sin comunicación alguna por el tiempo 
que se prescriba en el local anteriormente 
prefijado. 


Art. 90. El ejercicio teórico consistirá en 
preguntas, y durará á lo menos media hora 
sin que pueda exceder de una. 

Art. 91. La Comisión designará con an- 
ticipación los individuos de su seno que han 
de preguntar necesariamente, sin perjuicio 
de que ios demás puedan dirigir al exami- 
nando las preguntas que juzguen conve- 
nientes. 

Art. 92. Concluidos los dos ejercicios 
teórico y práctico, la Comisión de examen 
extenderá su, censura motivada acerca de 
uno y otro, la cual se elevará ai Ministerio 
de la Gobernación. 

Art. 93. El examinado cuyos actos fue- 
sen reprobados no podrá presentarse de nue 
yo á examen. 

CAPITULO Xíí. 

Del archivero del Consejo. 

Art. 94. El archivero del Consejo custo- 
diará los expedientes fenecidos que los au- 
xiliares mayores le remitan, y en su coloca- 
don guardará el método que, á propuesta 
suya, establezca el secretario general, de- 
biendo servir de base á este método la sepa- 
ración de los expedientes por Secciones, y 
la de los expedientes de consulta e informe 
dentro de cada una de ellas. 

Art. 95. El archivero será ei jefe inme- 
diato de los oficiales de esta dependencia, y 
liará sus veces el mas antiguo de ellos en 
ausencias, enfermedades y vacantes. 

CAPITULO XUI. 

De la asistencia diaria del secretario gene- 
ral , de los auxiliares y <le los empleados 
y dependientes del Consejo. 

Art. 96. El secretario general y los au- 
xiliares mayores asistirán diariamente á sus 
respectivos despachos para ocuparse en los 
negocios de su incumbencia por espacio de 
seis horas, que señalará, según la estación, 
el viee-presidente del Consejo. 

Art. 97. Los auxiliares de primera y se- 
gunda clase, los aspirantes, ei archivero y 
oficiales del Archivo se reunirán diariamen- 
te, durante las mismas horas que el secre- 
tario genera) y los auxiliares mayores y con 
igual objeto, en el local que por Secciones se 
les destine. 

Art. 98. Los escribientes lo verificarán 
media hora antes de las seis que se designan 
en los anteriores artículos y emplearán ade- 
más de estas todo el tiempo que exijan sus 
trabajos ajuicio del secretario general ó res- 
pectivo auxiliar mayor, sin que su asigna- 
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clon á la Secretaria general ó alguna Sección 
les dispense de tomar en los trabajos de las 
otras aquella parte que reclame el servicio. 

Art, 99. Los porteros y mozos de oficio 
del Consejo concurrirán también con media 
hora de anticipación, y permanecerán en 
sus puestos hasta que se cierren las oficinas, 
cumpliendo mientras se estén abiertas , y 
antes y después, las órdenes que les den re- 
lativas al servicio el vice-presidente del Con- 
sejo, los de las Secciones, el secretario ge- 
neral ó los auxiliares mayores respectivos. 

Art. 100. De ios abusos que se cometan 
contra lo prevenido en este capitulo en la 
Secretaría general ó en las Secciones, serán 
respectivamente responsables el secretario 
general y los auxiliares mayores, sino dan 
en tiempo noticia de ellos al vice-presidente 
del Consejo ó al de la Sección que deban cor- 
regirlos. 

CAPITULO XIV. 

De la corrección disciplinaria de faltas y 
abusos. 

Art, 101. La inspección general que cor- 
responde ai vice-presidente del Consejo sobre 
todos los auxiliares , empleados y dependien- 
tes del mismo y la particular que compele á 
cada uno de, los vice-presídentes de Sección 
sobre los auxiliares y dependientes de las sa- 
yas , se extiende hasta la facultad de corre- 
gir, en la forma y dentro de los límites que 
en los artículos siguientes se prefijan las fal- 
tas y abusos de dichos auxiliares, empleados 
y dependientes respectivos. 

Art. 102. El vice-presidente del Consejo 
en la esfera general de su inspección, y cada 
uno de los demás vico-presidentes en la suya 
particular, podrán amonestar, reprender y 
apercibir á los auxiliares , empleados y de- 
pendientes respectivos que incurran en falta 
ó cometan abuso. 

Art. 103. En el caso de reincidencia de 
un empleado ó dependiente, y en el de me- 
recer desde luego ia falta ó abuso en que in- 
curra una demostración mas severa que las 
que permite el articulo anterior , la impon- 
drá por sí el vice-presidente clei Consejo, 
podiendo aplicar hasta un mes de suspen- 
sión, dando cuenta de esta corrección y sus 
motivos al Gobierno. 

Art. 104. La reincidencia de los auxilia- 
res en falta ó abuso leve ó la falta ó abuso de 
los mismos que deban considerarse mas ó 
menos graves se juzgarán y corregirán hasta 
con un mes de suspensión, por el Consejo 
de disciplina que á este fin formarán los vice- 


presidentes de Sección titulares ó acciden- 
tales , bajo la presidencia del deí Consejo. 

Art. 105. Para que el Consejo de disci- 
plina que establece el artículo anterior pueda 
deliberar han de concurrir , además del vice- 
presidente del Consejo, la mayor parte de ios 
viee-presidentes délas Secciones, y ha de au- 
torizar fas deliberaciones, como secretario el 
general def Consejo. 

Art. 100. El Consejo de disciplina oirá 
siempre al auxiliar denunciado , permitién- 
dole, si lo pidiese , que exponga por escrito 
lo que estime oportuno á su defensa. 

Art. 107. La mayoría absoluta devotos 
del Consejo de disciplina formará resolución 
irrevocable. A falta de esta mayoria deberá 
prevalecer el voto absolutorio, y en su defec- 
to el mas benigno entre Jos qué condenen. 

Art, 108. El Consejo de disciplina si á su 
juicio no bastase la suspensión de un mes 
para corregir suficientemente el abuso ó fal- 
ta del auxiliar , someterá su calificación al 
examen del Consejo pleno. Mereciendo su 
aprobación , propondrá este al Gobierno lo 
que crea justo. 

En el caso contrario devolverá el expe- 
diente al Consejo de disciplina para que im- 
ponga al auxiliar el máximum de corrección 
que esté en sus atribuciones. 

Art. 109. Un todos los casos en que el 
Consejo de disciplina suspenda á un auxiliar 
conforme á lo prescrito en los artículos an- 
teriores , deberá su presidente dar cuenta 
desde luego al Gobierno, manifestando el 
motivo ó motivos de esta corrección. 

CAPITULO XV. 

Disposiciones generales. 

Arta 110. De Jes cousejeros ordinarios 
serán letrados por lo menos cuatro de la Sec- 
ción de Estado y Gracia y Justicia. 

Dos de las de Ultramar y Gobernación y 
Fomento. 

lino de las demás, salvo Ja de Jo conten- 
cioso , en la cual lo serán todos, inclusos los 
auxiliares. 

Art. 111. El Gobierno oirá previamente 
al vice-presidente del Consejo antes de tras- 
ladar á los consejeros y auxiliares de una a 
otra sección. 

interinamente y mientras resuelva el Go- 
bierno, podrá el vice-presidente del Consejo, 
cuando io exija el servicio, trasladar de una 
Sección á otra oyéndolas previamente, á los 
consejeros y auxiliares. 

Art. 112. Las Reales órdenes que reca- 
yesen en los recursos sobre quintas, oido Je 
Consejo en pleno ó en secciones, y que re- 
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suelvan sobre la interpretación de los artícu- 
los de la ley se publicarán en la Gacela ofi- 
cia I. 

Art. 113. El negocio sobre el cual hubie- 
re dado su parecer el Consejo en pleno, no 
podrá remitirse fuera de la secretaría del 
despacho, por la cual hubiese de resolverse, 
á informe de ningún cuerpo ni oficina del 
Estado. 

Art. 114. El Gobierno comunicará al 
Consejo las resoluciones que recayeren sobre 
sus consultas é informes ul mes de haberse 
mandado llevar á efecto, é incurrirá en res- 
ponsabilidad el empleado que aparezca cul- 
pable de la dilación. En negocios de poca im- 
portancia y en los que S. M. se conformare 
con el dictamen del Consejo se comunicarán 
las resoluciones por medio de índice. 

Lo dispuesto eu este articulo no tendrá 
lugar en Jos casos en que ei Gobierno orde- 
ne expresamente que no se comuniquen las 
resoluciones referidas. 

Art. 115. El l. u de marzo de cada año 
remitirá el Consejo al Ministerio de la Gober- 
nación para que se publique eu la Gaceta, un 
estado de los negocios gubernativos y con- 
tenciosos fenecidos en el curso del año ante- 
rior y de los que quedaren pendientes, con 
expresión de los despachados en pleno ó por 
las Secciones separadas ó reunidas con 
otras. 

Art. 116. Con el estado prescripto en el 
artículo anterior podrá el Consejo elevar al 
Gobierno las observaciones que le sugiera su 
celo y experiencia acerca de las mejoras que 
convenga hacer en su organización y régi- 
men interior. 

También propondrá los aspirantes que de- 
ban cesar en ei desempeño de su cargo. 

En todo caso y tiempo deberá el Consejo 
hacer presente aí Gobierno las infracciones 
de este reglamento que advirtiere eu las ór- 
denes que se le comuniquen. 

Art. i lo. No podra corregirse ni variar- 
se este reglamento sin previa audiencia del 
Consejo. 

Art. 118. Queda derogado el reglamento 
de 27 de julio ríe 1848 y demás disposiciones 
que se opongan á lo prescrito en el pre- 
sente. 

Disposición transitoria. 

Art, 119. Los auxiliares aspirantes que 
se hallen hoy en ejercicio, ó que hayan sido 
aprobados para su admisión por el Consejo, 
continuarán en el desempeño de sus funcio- 
nes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artí- 
culo 79 y en el párrafo segundo del art. 110. 


— Aranjucz 23 de mayo de 1858.— Posada 
Herrera. (CL. t. 76, p. 283.) 

R. D. de 20 junio de 1858. 

Reformando algunas disposiciones del Reglamento de 

30 de diciembre de Í846 sobre el modo de proceder 

el Consejo Real en los asuntos contenciosos. 

(Gob.) Eu virtud de las razones que me 
ha expuesto mi Ministro de la Gobernación, 
oido el Consejo Real sobre la conveniencia de 
reformar en alguna de sus disposiciones el 
reglamento de 30 de diciembre de 1846 para 
proceder dicho cuerpo en los negocios con- 
tenciosos de la Administración, y de acuerdo 
con el parecer del Consejo de Ministros, ven- 
go en decretar lo siguiente: 

1 Se tendrá por abandonado todo plei- 
to cuyo curso desde la publicación del pre- 
sente Real decreto en adelante se detenga 
durante un año por culpa de las partes inte- 
resadas. En este caso declarará el Consejo 
caducada la demanda y consentida la orden 
gubernativa que hubiese motivado el plei- 
to (1). 

2. '-' En los pleitos detenidos por el tiem- 
po señalado en el artículo anterior y cuya 
detención haya comenzado antes de la pu- 
blicación de este Real decreto fijará el Con- 
sejo un plazo prudencial , atendiendo á las 
circunstancias de cada asunto. Si durante 
este plazo no promoviesen el curso de un 
pleito detenido cualquiera de las partes, se 
entenderá que ambas desisten de sus respec- 
tivas pretensiones, y el Consejo declarará 
igualmente caducada la demanda. 

3. ° Las reglas anteriores no son aplica- 
bles á los pleitos en que uno ó mas particu- 
lares litiguen con la Administración. 

4. ° Se guardará lo dispuesto por e! artícu- 
lo 273 del reglamento, solo cuando el here- 
dero aproveche por todo el tiempo que la ley 
le concede el beneficio de deliberar. En otro 
caso, la sapension de los términos por muer- 
te de alguna de las partes será de 30 dias, 
contados desde que el heredero, expresa ó 
tácitamente, hubiese aceptado la herencia, á 
no ser que desde la aceptación faltasen me- 
nos de 30 días para concluir el tiempo por el 
que la ley concede el expresado beneficio. 

5. ° Admitida la apelación por un Conse- 
jo provincial, este remitirá siempre los autos 
originales al Consejo Real, quedándose con 
el testimonio necesario para llevar á efecto 


(i) ¿Será esta regla extensiva también á los 
Consejos provinciales? Es indudable que si, 
atendido á lo dispuesto en el art. 13 de este 
mismo Real decreto. 
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la sentencia , si no hubiere acordado expre- 
samente suspender la ejecución (1 ). 

6. ° Cuando el Consejo provincial no ad- 
mita una apelación, podrá la parte interesada 
recurrir en queja ante el Consejo Real. In- 
terpuesto en forma este recurso , la Sección 
de Jo contencioso mandará al Consejo pro- 
vincial que informe con justificación, y en 
vista de todo confirmará ó revocará Ja provi- 
dencia del inferior. 

7. ° El demandado podrá contestar á la 
demanda en el misino escrito en que propon- 
ga excepción dilatoria, ó en escrito separado, 
siempre que los presente dentro del término 
de 20 dias que señala el reglamento. 

Las excepciones dilatorias no interrumpi- 
rán el curso ordinario de la demanda ínterin 
no recaiga providencia favorable á alguna de 
ellas. 

8. ° En los negocios de primera y única 
instancia ante el Consejo se reservará al ple- 
no la consulta sobre cualquiera excepción de 
incompetencia. 

9. ° La misma regla se guardará en se- 
gunda instancia cuando se funde la declina- 
toria en el supuesto de que el asunto corres- 
ponde á la jurisdicción ordinaria ó á cual- 
quier otra jurisdicción especial. 

Cuando la declinatoria se funde en que el 
negocio corresponde á la Administración ac- 
tiva ó en cualquier otro motivo que no sea 
el anteriormente expresado fallará la Sección 
lo que estime justo. 

10. La Sección de lo contencioso lidiará 
también sin ulterior recurso, estimando ó 
desestimando las excepciones de litis penden- 
cia y de falta de personal dad. 

11. El término para dictar ó consultar 
sentencia definitiva empezará á correr desde 
el día en que acabe la vista del pleito (2). 

12. En los Reales decretos que se expi- 
dan para cada pleito se expresarán los nom- 
bres de los consejeros que hubieren tomado 
parte en la consulta elevada ai Gobierno. 

13. Los Consejos provinciales en todos 

(1) Nos parece bien que los autos se remi- 
tan originales al Consejo de Estado, pero no se 
dice, y qtoco costaba haberlo hecho , que ya no 
es necesario que el apelante presente las certi- 
ficaciones de que habla el arl. 25 i del regla- 
mento del Consejo Real Sin embargo, aunque 
no se dice expresamente, debe asi sobreenten- 
derse por lo dispuesto en el art. 13 de este Real 
decreto. La remesa de. los autos debe hacerse 
dentro del plazo de 15 dias, según dispone el 
art. i.° del R. D. de 3i de octubre de 1864 in- 
serto en Consejos provinciales. 

(2) Modifica el art. 204 según e,l cual, los 15 
dias debian contarse desde el siguiente al de 
hallarse concluso el proceso 

Tomo 111. 


los casos no comprendidos eu su reglamento 
de i .° de octubre de 1845, observarán: 

Primero. El reglamento del Consejo Real 
con las disposiciones posteriores que le su- 
plen ó modifican. 

Segundo.^ El derecho común. 

14. Serán obligatorios para todos los Mi- 
nisterios y aplicables á las resoluciones de 
los mismos las disposiciones dictadas respec- 
to del de Hacienda en mi R. D. de 21 de ma- 
yo de 1853. 

15. El reglamento de 30 de diciembre 
de 1846 se entenderá derogado en Jo que no 
esté conforme con el presente decreto. — Da- 
do en Aranjuez á 20 de junio de 4 858 . (Co- 
leccion legislativa t, 76, p. 365.) 

R. D. de f9 octubre de 1860. 

Se halla inserto enlapág. 339 á continua- 
ción del reglamento de 30 diciembre de 1846. 

R. D. de 20 setiembre de 1863, 
TenienLes fiscales del Consc-jo. 

(Pbf.s. del C. de M.) Artículo único. El 
cargo de teniente liscal del Consejo de Estado 
será incompatible con el ejercicio de la ano- 
gacía. — Dado en Palacio á 20 de setiembre 
de 1863. ( Gaceta 21 id.) 

R. D. de 21 febrero de 1865. 

Trajes de los consejeros. íisc?.l y secretario en las 
vislas púLlicas. 

«En atención á lo expuesto por el Consejo 
de Estado en su consulta de 18 de enero úí- 
f i tno sobre el traje con que los consejeros, 
fiscal y secretario deberían concurrir á las 
audiencias públicas, y acerca de la conve- 
niencia de reformar lo dispuesto anterior- 
mente sobre esta materia de conformidad 
con lo propuesto en Ja referida consulta, y 
de acuerdo con el parecer de mi Consejo de 
Minislros, vengo en dejar sin electo el ar- 
ticulo 3. " de mí Real decreto de 4 de mayo 
de 1863, y mandar que se entienda sustitui- 
do con el siguiente : Los consejeros, fiscal y 
secretario usarán en las vistas de pleitos toga 
y birrete con arreglo al modelo aprobado en 
ésla misma fecha. — Dado en Palacio á 22 de 
febrero de de 1865. ( CL . t. 93 , p. 181.) 

R. D. de 3 agosto de 1806. 

Los presidentes firmen la correspondencia.. .. 

(Pres. del C. de M.) Atendiendo á las ra- 
zones que me lia expuesto mi Consejo de Mi- 
nistros, vengo eu mandar que H)S presidentes 
de los Consejos y Tribunales Supremos sean 
los que firmen y reciban la correspondencia 
de los expresados Ministros, como corres- 
ponde á la consideración y deferencia que 
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merecen, por ser jefes superiores de sus res- 
pectivos remos. —Darío en San Ildefonso á 5 
agosto cíe 1866. (Gacela ^ de agosto.) 

Además de las disposiciones insertas, 
consúltense en el artículo que sigue 
otras varias disposiciones, y principal- 
mente los casos de jurisprudencia , y la 
parte doctrinal y fórmulas con que ter- 
mina. De manera que el artículo Conse- 
jos provinciales, es como continuación 
y conclusión del presente. 

CONSEJOS PROVINCIALES. CONTENC'O- 
SÜ ADMINISTRAT VO. Se llama Consejo 
provincial á la Corporación establecida 
en cada una de ias 41) provincias de Es- 
paña é Islas adyacentes, en virtud de la 
ley de 2 de abril de 1845, y boy de la 
de 2o de setiembre de 1865, reformada 
en 21 de octubre de 1866, para el gobier- 
no y administración de las provincias, 
con el doble carácter de Cuerpo consul- 
tivo del Gobernador civil, y de Tribunal 
de primera instancia para la decisión de 
los asuntos contencioso-adininistrativos 
([ue ocurran. 

En los artículos Acción administrati- 
va, Actos administrativos. Administra- 
ción, hemos anticipado algunas ideas so- 
bre lo contencioso-administrativo, y ha- 
biendo reunido ya en el artículo ante- 
rior las leyes y reglamentos por que se 
rige el Consejo de Estado, nos propone- 
mos aquí, en primer término, tratar de 
los Consejos provinciales compilando 
también las leyes, -decretos y Reales ór- 
denes que establecen sobre su organiza- 
ción y competencia, presentando á conti- 
nuación casos de jurisprudencia que de- 
ciden algún punto dudoso sobre el mo- 
do de proceder asi en el Consejo de Es- 
tado como en los provinciales, y conclu- 
yendo con unas breves indicaciones so- 
bre los asuntos que corresponden á la 
jurisdicción administrativa en general y 
los que son propios de los Tribunales 
y un formulario para los mas princi- 
pales escritos, diligencias y actuaciones 
del procedimiento contencioso-adminis- 
trativo; trabajo que hicimos fiara la pri- 
mera edición y que, aunque se aparla 
algo de nuestro plan, no nos parece con- 
veniente omitir hoy. 


La organización de los Consejos nrn- 
vinciales por la ley de 1865 reformada, 
es análoga á la que les dió la de 2 de 
abril de 1845. Por esta, era sin embargo 
presidente el Jefe político ó Gobernador, 
y boy ;o es un Consejero nombrado por 
el Gobierno, novedad que ya introdujo 
respecto del Consejo de Estado la ley de 
1800, y que nos parece acertada y con- 
veniente. Esto no obsta para que el Go- 
bernador sea el que presida el Consejo, 
siempre que lo tenga por conveniente, 
(art. 66 ley) como está dispuesto res- 
pecto de los Ministros en el Consejo de 
Estado. 

Todo lo relativo á la organización de 
los Consejos provinciales se encuentra en 
el tít. IV capítulos I, II, y 111 de la ley 
de 1866 (arts. 62 á 75) y en igual tituló 
del reglamento de la misma fecha. 

Sus atribuciones son, según hemos in- 
dicado, ó puramente consultivas ó juris- 
diccionales. 

Como cuerpos consultivos deben ser 
oidos por los Gobernadores, siempre que 
las leyes, Reales decretos, órdenes y re- 
glamentos lo prescriban, y á mas cuan- 
do los Gobernadores, lo crean convenien- 
te. (Ley arts. 62, 76 al 80,85 á 88, y 151 
á 154 reg.) 

Como Tribunales conicncioso-admi- 
nistrativos conocen de los negocios con- 
tenciosos de la Administración , oyen- 
do y fallando las cuestiones de este or- 
den que se susciten con motivo de las 
providencias dictadas por los Goberna- 
dores en la aplicación de las leyes, orde- 
nanzas, reglamentos y disposiciones ad- 
ministrativas. 

Hé aquí, pues, la legislación sobre 
Consejos provinciales. 

Ley de 2 abril de 1845. 

Esta ley estableció los Consejos provincia- 
les arreglando su organización y atribucio- 
nes. Contiene tres títulos : el l. u , trata de la 
organización de los Consejos provinciales, y 
estableció que en cada capital de provincia 
hubiese uno compuesto del Jefe político (boy 
Gobernador) y de tres á cinco vocales nom- 
brados por el Rey, dos al menos letrados. El 
Jefe político presidia y había además un vi- 
cepresidente nombrado de entre los vocales. 
Estableció también plazas de consejeros su- 
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ernumerarios. — E! tít. II estableció las atrib- 
uciones de los Consejos , y el III y IV Jo 
relativo á sns sesiones, procedimiento y ape- 
lación. Ha sido derogada por la de 25 de se- 
tiembre de 1863 para el gobierno y adminis- 
tración de las provincias. 

Ley de 25 de setiembre de 1863, reformada 
. en 21 de octubre de 1866. 

Esta ley de gobierno y administra- 
ción de las provincias, ha derogado la 
de 2 de abril de 18-io, estableciendo 
nuevas disposiciones orgánicas de los 
Consejos provinciales y lijando sus atri- 
buciones. 

Según el art. 3.°, cuya inserción lite- 
ral se hallará en Gobierno y Adminis- 
tración de las provincias, en todas estas 
habrá un Consejo provincial, cuyo nom- 
bramiento según su primitiva redacción, 
se hacia por el Gobierno á propuesta de 
las Diputaciones provinciales, y según 
la reforma de ISbG se hacen sin esta 
propuesta por el Rey. 

El tít. IV de dicha ley está exclusi- 
vamente dedicado á los Consejos pro- 
vinciales. Habla de su organización, de 
las cualidades necesarias para ser Conse- 
jero provincial y de su nombramiento, 
déla gratiticacion y derechos de los con- 
sejeros, y gastos de los Consejos, y de las 
atribuciones de estos Cuerpos, sesiones 
y procedimiento en los asuntos conten- 
ciosos. Dice asi textualmente. 

TITULO IV. 

DR LOS CONSEJOS PROVINCIALES. 

CAPITULO PRIMERO. 

De la organización de los Consejos pro- 
vinciales. 

Art. 62. El Consejo provincial conocerá 
de los negocios conteucioso-adininistralivo», 
é informará al Gobernador sobre los demás 
asuntos de la Administración que determi- 
nen las leyes y reglaineulos, ó acerca de los 
que la misma autoridad le pida su dictamen. 

'Art. 63. El Consejo provincial se com- 
pondrá de tres consejeros en las provincias 
que no lleguen á 3UU.UOO almas, y en las de- 
más de cinco. Se reserva al Gobierno Ja la- 
cullad de reducir este número á Lres en el 
último caso, y aumentarlo á cinco en an- 
terior, cuando lo estime conveniente. El Con- 
sejo provincial tendrá un secretario licen- 


ciado en leyes ó en administración, ó aboga- 
do, que sera nombrado por el Gobierno v 
cobrará su sueldo de fondos prov nciales. 
Este sueldo será de 1,200 escudos anualps 
en las provincias de primera clase , 1 .000 
en las de segunda y tercera, y 1 .400 en Ma- 
drid (1). 

Art. 64. Cuando el Gobernador lo consi- 
dere oportuno, ó el Consejo lo reclame por 
exigirlo así la índole especial de los nego- 
cios, podrán asistir también á las sesiones, 
pero sin voto, el secretario del Gobierno, los 
joles de Hacienda pública, el de la Sección 
de Fomento, los ingenieros de caminos, rui- 
nas y montes y el arquitecto provincial. 

'Art. 65. Para reemplazar á los conseje- 
ros en ausencias, enfermedades, recusacio- 
nes y separaciones, el Gobierno podrá nom- 
brar, un número de consejeros supernume- 
rarios igual al de los efectivos. Los supernu- 
merarios tendrán facultad de asistir á las 
sesiones , pero sin voz ni voto , excepto 
cuando entren en ejercicio. 

Art. 66. Un consejero nombrado por el 
Gobierno ejercerá las funciones de presiden- 
te. El Gobernador de la provincia presidirá, 
sin embargo, el Consejo siempre que lo ten- 
ga por conveniente. 

A falta de presidente , desempeñará sus 
funciones el consejero mas antiguo por el 
orden de nombramientos, y si estos fuesen 
de la misma fecha, el de mas edad. 

Art. 67. Los Consejos provinciales ten- 
drán además deí secretario el número de 
empleados subalternos que el reglamento 
determine. 

Art. 68. Los Consejos provinciales ten- 
drán tratamiento impersonal, y los conseje- 
ros, mientras lo sean, el de señoría. 

CAPITULO II. 

De las cualidades necesarias para ser con- 
sejero provincial , y de su nombramiento. 

Art. 69. Para ser consejero provincial 
de número ó supernumerario se. necesita ser 
español, tener 3U años de edad, y alguna de 
las siguientes circunstancias: 

1, ‘ Pagar en la provincia 80 escudos de 
contribución territorial desde 1 de enero 
del año anterior al de su nombramiento. 

Para computar la contribución se conside- 
rarán Como bienes propios. Jos expresados 
en el párrafo último del art. 23 de esta ley. 

2. a Ser abogado con cuatro años de es- 

(1) Con el asterisco que precedo á algunos 
artículos, indicamos que sufrieron reforma en 

d866. 
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tudio abierto y pagar en este concepto desde 
j." ile cuero del año anterior una cantidad 
superior ñ Ja cuota media que se satisfaga 
en ei colegio á que corresponda, ó ÍO escu- 
dos por contribución territorial. Parad cóm- 
puto de esta se considerará i como bienes 
propios los expresados en el párrafo y artí- 
culo antedichos. 

3. a Haber servido cuatro años en Ja car- 
rera judicial ó íiscal. 

4. a Haber servido cuatro años eu Ja car- 
rera administrativa con título de licenciado 
en leyes ó administración, disfrutando por 
el mismo tiempo i. 200 escudos á lo menos 
de sueldo. 

5. a Haber servido seis años cualquiera 
cargo de Ja Administración pública con el 
sueldo mínimo de 1.000 escudos, ó haber 
desempeñado la plaza de secretario de un 
Consejo de provincia pur el misino tiempo. 

6. a Haber servido, previa oporieion, la 
plaza de aspirante del Consejo de Estado du- 
rante seis años. 

7. a Haber ejercido el cargo de consejero 
provincial numerario por tiempo de dos 
años. 

8. a Haber desempeñado el cargo de di- 
putado provincial. 

Art. 70. L j. mayoría de los consejeros 
provinciales electivos y Ja de supernumera- 
rios se compondrá precisamente de letrados. 

Alt. 71. El cargo de consejero provin- 
cial es incompatible con cualquiera otro em- 
pleo p áulico en activo servicio. 

Art. 72. Los consejeros provinciales no 
podrán ser elegidos individuos de Ayunta- 
miento ni Diputados á Cortes en la provincia 
donde ejercen su cargo. 

Art. 73. No pueden ser consejeros pro- 
vinciales: 

i . ü Los arrendatarios de arbitrios pro- 
vinciales 6 municipales y sus liadores. 

2. ° Los contratistas de obras públicas, 
provinciales ó municipales y sus dadores. 

3. u Los deudores á fondos del Estado, 
provinciales ó municipales, como segundos 
contribuyentes. 

4. ° Los recaudadores de las contribucio- 
nes generales del Eslado. 

5. ° Los incapacitados legalmente para 
servir destinos públicos. 

CAPULLO 111. 

Gratificación y derechos de los consejeros , 
y gastos da los Consejos provinciales. 

Art. 74. Los consejeros provinciales de 
número gozarán una gratificación de 1,600 


escudos anuales en Madrid, y de 1 .200 en las 
demás provincias. 

Lo.s servicios que presten en estos cargos 
Jes serán de abono para cesantía ó jubilación 
en sus respectivas carreras. 

Los supernumerarios cobrarán la mitad de 
la gratiiicacion señalada á los de número, 
cuando sustituyeren á alguno de estos, y so- 
lamente mientras dure la sustitución. 

Esta cantidad se rebajará de la gratifica- 
ción délos propietariosá quienes sustituyan. 

Art. 75. (Antes 76) ( 1 ) La gratificación 
de los consejeros, los sueldos de los demás 
empleados, y cuantos gastos oeasioneu estas 
corporaciones, se satisfarán de los fondos 
provinciales. 

CAPITULO IY. 

Atribuciones de los Consejos provinciales. 

Art. 76. (Antes 77.) Los Consejos pro- 
vinciales serán siempre consultados: 

L° Sobre la concesión ó negativa de la 
autorización para procesar á los empleados y 
corporaciones de k administración de la pro- 
vincia. 

2. ,J Sobre las providencias declarando la 
competencia ó incompetencia en los conibctos 
de jurisdicción y aLrioucioties entre la Admi- 
nistración y los Tribunales. 

3. ° Sobre Jas autorizaciones que soliciten 
los Ayuntamientos para adquirir ó enajenar 
bienes mueuíesó inmuebles, redimir censos, 
levantar empréstitos, hacer transacciones de 
cualquiera clase, aceptar donaciones ó lega- 
dos que se hicieren al común ó á algún es- 
tablecimiento municipal, y eutabkr ó soste- 
ner litigios en nombre del Municipio. 

4. u Sobre nulidad de las reuniones y, de 
los acuerdos de los Ayuntamientos. 

5. ° Sobre validez ó nulidad de las elec- 
ciones municipales, y sobre la aptitud legal 
para ejercer los cargos de individuos de 
Ayuntamiento. 

6. ° Sobre Ja aprobación de los presupues- 
tos municipales que excedan de 10.000 es- 
cudos. 

7. ° Sobre la imposición de servidumbres 
temporales que exijan las obras públicas, pro- 
vinciales ó municipales. 

8. ° Sobre la necesidad de ocupar tempo- 
ralmente las bacas, ó aprovechar los materia- 
les contiguos á una obra de utilidad pública, 


(i) Suprimido en la reforma un artículo, los 
sucesivos toman respectivamente un número 
mas alto. El 75 era antes 76 etc. Para evitar 
complicaciones en la consulta', añadimos al 
artículo actual el número que antes tema. 
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Cuando los propietarios no se conformen con 
el parecer del ingeniero, 

9. ° Sobre la declaración de utilidad pú- 
blica, de una obra, y expropiaciones forzosas 
á que diere logar 

10. Sobre conceder ó negar autorización 
para nuevos riegos, y demas obras que la 
necesiten en el cauce ó margen de los ríos. 

11. Sobre el establecimiento de fábricas, 
talleres ú oficios insalubres y peligrosos, eD 
los casos que determinen los reglamentos. 

12. Sobre los negocios para los cuales sea 
legalmente necesario el voto ó informe de la 
Diputación provincial, siempre que por la ur- 
gencia ó naturaleza del asunto no pueda es- 
perarse á la reunión de esta, debiendo asistir 
en tales casos los diputados provinciales que 
se bailen en la capital. La Diputación en su 
primera reunión acordará lo que estime para 
que recaiga en el expediente la resolución 
definitiva. 

13. Sobre lodos aquellos asuntos en que 
por leyes anteriores deban ser oidas las Di- 
putaciones provinciales no hallándose confir- 
mado este requisito en la presente ley. 

14. En todos los demás casos que deter- 
mínen las leves y reglamentos. 

Art. 77. (Antes 78.) Los Consejos in- 
formarán además sobre todos los negocios 
en que el Gobernador les consulte. 

Art. 78. (Antes 79.) Los consejeros que 
emitan su dictámen en negocios gubernati- 
vos, pueden, si llegan estos á hacerse con- 
tenciosos, conocer y fallar como vocales del 
Tribunal. 

Art. 79. (Antes 80.) Los Consejos pro- 
vinciales decidirán sobro las reclamaciones 
interpuestas ante ellos, con arreglo á lo que 
se previene en la ley de reemplazo del ejér- 
cito . 

Art. 80. (Antes 81.) Corresponde á los 
Consejos provinciales la aprobación definiti- 
va de las cuentas municipales cuyos presu- 
puestos hayan sido aprobados por e! Gober- 
nador de la provincia. 

Los Consejos deberán dar terminados los 
expedientes de cuentas en el término do un 
año, contado desde el din en que se presen- 
ten en su Secretaría. 

El Tribunal de Cuentas del Reino conoce- 
rá de las apelaciones que se interpongan 
de los fallos de los Consejos sobre las cuen- 
tas municipales. 

Art. 81. (Antes 82.) Los Consejos actua- 
rán además como Tribunales eontencíoso- 
administrativos. En tal concepto oirán y fa- 
llarán las cuestiones de este órden que se 
susciten con motivo de las providencias dic- 
tadas por los Gobernadores en la aplicación 


de las leyes, ordenanzas, reglamentos y dis- 
posiciones administrativas. 

Art.. 82. (Antes 83.) En virtud de lo dis- 
puesto en el artículo anterior , los Consejos 
provinciales oirán y tallarán cuando pasen á 
ser contenciosas Jas cuestiones relativas. 

L° Al uso y distribución de los bienes y 
aprovechamientos provinciales y comunales. 

2. ° Al repartimiento y exacción indivi- 
dual de toda especie de cargas generales, 
provinciales ó municipales. 

3. ° A la cuota con que corresponda con- 
tribuir á cada pueblo para los caminos en 
cuya construcción 6 conservación se haya 
declarado interesados á dos ó mas. 

4. ° A la reparación de los daños que 
cansen .las empresas de explotación en los 
caminos á que se refiere el párrafo anterior. 

5. ° A las intrusiones y usurpaciones en 
los caminos y vías públicas y servidumbres 
pecuarias de todas clases. 

6. ° Al resarcimiento de los daños y per- 
juicios ocasionados por las obras públicas. 

7. °" Al deslinde de los términos corres- 
pondientes á pueblos y Ayuntamientos, cuan- 
do estas cuestiones procedan de una dispo- 
sición administrativa. 

8. ° Al curso, navega ciW y flote de los 
rios y canales, obras hechas en sus cauces y 
márgenes, y primera distribución de sus 
aguas para riegos v otros usos. 

9. ° A la insalubridad, peligro é incomo- 
didad de. las fábricas, talleres, máquinas ú 
oficios, y su remoción á oíros puntos. 

10. A la caducidad de las pertenencias 
de minas, escoriales y terreros. 

H . A la demolición y reparación de edi- 
ficios ruinosos, alineación y altura de los que 
se construyan de nuevo, cuando la ley ó los 
reglamentos del ramo declaren procedente 
la vía contenciosa. 

12. A la inclusión ó exclusión en las lis- 
tas de electoresy elegibles para Ayuntamien- 
tos y sindicatos de riego. 

13. A los agravios en la formación defi- 
nitiva del registro estadístico de fincas. 

14. A la represión de las contravencio- 
nes á los reglamentos de caminos, navega- 
ción y riego, construcción urbana ó rural, 
policía de tránsito, caza y pesca, montes y 
plantíos. 

Art. 83. (Antes 84. ) Se atribuyen por 
último al conocimiento y fallo de ios Conse- 
jos provinciales, llegado e) caso del artículo 
anterior, las cuestiones relativas: 

1 .° Al cumplimiento, inteligencia , resci- 
sión v efectos de ¡os contratos y remates ce- 
lebrados con la Administración provincial 
para toda especie de servicios y obras púbJi- 
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cas del listarlo, provinciales y municipales. 

2. " Al deslinde y amojonamiento de los 
montes que pertenecen al Estarlo, á los pue- 
blos 6 á los establecimientos públicos, reser- 
vando las demás cuestiones de derecho ci- 
vil á los tribunales competentes. 

3. ° A la validez , i nteiigencia y cumpli- 
miento de los arriendos y ventas celebradas 
por la Administración provincial de propie- 
dades y derechos del Estarlo y actos poste- 
riores que de aquellos se deriven , hasta que 
el comprador ó adjudicatario sea puesto de- 
finitivamente en posesión de dichos bienes. 

4. ° A la indemnización, legitimidad de 
los títulos y liquidación de los créditos de los 
participes legos en diezmos, con arreglo á 
lo que previene la ley de 20 marzo de 1846. 

Art. 84. (Antes 85.) Los Consejos pro- 
vinciales no podrán determinar por via de 
regla general, y se limitaran sus facultades á 
decidir en las cuestiones particulares some- 
tidas á su fallo. 

Art. 85. (Antes 86.) Tampoco podrán 
apoyar ni elevar petición alguna, de cual- 
quier especie que sea , al Gobierno ni á las 
Cñrtes, ni publicar sus acuerdos sin permi- 
so de! Gobernador de la provincia ó del Go- 
bierno. 

CAPITULO V. 

De las sesiones y del procedimiento en 
asuntos gubernativos. 

Art. 86. (Antes 87.) Los Consejos pro- 
vinciales celebrarán las sesiones que sean 
precisas para el despacho de los negocios. 

Art. 87. (Antes 88.) Los Consejos pro- 
vinciales celebrarán sus sesiones á puerta 
cerrada, salvo Jos casos en que las leyes de- 
terminen lo contrario. 

Art. 88. (Antes 89.) Para que los Conse- 
jos puedan tomar acuerdo en lo consultivo y 
en los negocios cuya decisión les correspon- 
de, estarán presentes tres consejeros, en- 
tre ellos por lo menos uno. letrado. En caso 
de empate, el voto del presidente será de- 
cisivo. 

CAPITULO VI. 

Del procedimiento en asuntos contenciosos . 

Art,. 89. (Antes 90.) Cuando el Consejo 
actúe como Tribuna] , será pública la vista 
del pleito , y se oirán las defensas de las par- 
tes. Las deliberaciones serán secretas. Los 
acuerdos se tomarán por mayoría absoluta i 
de votos. 

Art. 90. (Antes 91.) No podrá entablar- ( 
se ninguna demanda ante los Consejos pro- I 


vinciales sin que el Gobernador hubiere dic- 
tado providencia en el asunto que se ventile 
salvo cuando otra cosa determine una lev 
especial. 

Art. 91. (Antes 92.) Representarán en 
estos juicios: 

A la Hacienda el promotor fiscal de la 
misma. 

A tos demás ramos di la Administración 
central, el letrado á quien el Gobernador se- 
ñale en cada caso. 

A la provincia, el diputado que la Diputa- 
ción baya elegido con arreglo al art, 37, ó el 
letrado á quien dé su poder. 

A los Ayuntamientos, un letrado de su 
nombramiento. 

Art. 92. (Antes 93.) Las demandas se 
presentarán ante el Consejo provincial en el 
término improrogable de 30 dias, que empe- 
zarán á contarse, respecto de las de particu- 
lares y corporaciones, desde el día siguiente 
al de la notificación administrativa déla pro- 
videncia reeiamable; y respecto de Ja Admi- 
nistración, dentro de un año, contado desde 
la fecha de la comunicación al interesado. 

El Consejo provincial en vista de la deman- 
da consultará al Gobernador si procede ó no 
la vía contenciosa, acompañando con su in- 
forme, copia de la demanda misma. 

Art. 93. (Antes 94.) El Gobernador 
dentro de tercero dia resolverá lo que esti- 
me conveniente, comunicándolo al Consejo. 
Si la resolución fuere que no procede la vía 
contenciosa, y el demandante no se confor- 
mare, podrá recurrir al Ministro del ramo 
respectivo, que decidirá, oido el Consejo de 
Estado, sin que en el caso de estimarse la 
procedencia de la demanda, deje de ser com- 
petente el Consejo provincial. 

Art. 94. (Antes 95.) Los fallos de los 
Consejos provinciales serán siempre moti- 
vados. 

Para la decisión final de los negocios con- 
tenciosos se, requiere precisamente la asis- 
tencia de tres consejeros, uno de ellos le- 
trado. 

Art, 95. (Antes 96.) La ejecución de 
los fallos corresponde á los agentes de la Ad- 
ministración; pero si hubiere de proceder- 
se por remate ó venta de bienes, su ejecu- 
ción v la decisión de las cuestiones que so- 
brevengan corresponde á los Tribunales or- 
dinarios, fuera de los casos expresados en 
las leyes y reglamentos para la cobranza de 
las contribuciones. 

Art. 96. (Antes 97.) Los Consejos pro- 
vinciales no podrán reformar ninguno de sus 
fallos; pero sí interpretarlos á petición de 
parte cuando se susciten dudas sobre su ¡n- 
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teligencia , con sujeción filos reglamentos, con arreglo á la fórmula establecida en el 

Art. 97, (Antes 98.) De los fallos de los art. d 32 de. este reglamento 

Consejos provinciales, a excepción de los que Art. 149 (Antes 148 ). ’ Los consejeros 
recaigan en las cuentas municipales, se ape- provinciales no podrán ausentarse de la*cn— 
lará para ante el Consejo de Estado, y ante pital sin licencia expresa del Gobernador el 

el mismo se interpondrán los recursos de nu- cual podrá concederla por solo el término de 

lidad que procedan. j 45 <jj as . 


Las apelación es ti o serán admisibles en li- 
tigios cuyo interés, podiendo sujetarse á una 
apreciación material, no llegue á 200 es- 
cudos.» 

Reglamento de 25 de setiembre de 1863, 
reformado en 22 de octubre de 1866. 

En Ja misma fecha que la ley para el 
gobierno y administración de las pro- 
vincias se publicó también ei reglamen- 
to para su ejecución que se reformó por 
R. D. de 22 de octubre de 18(>6. Su tí- 
tulo IV está también dedicado á los 1 
Consejos provinciales y dice así textual- 
mente: 

TITULO IV. 

DE LOS CONSEJOS PROVINCIALES. 

CAPITULO PRIMERO. 

De la organización de los Consejos pro- 
vinciales. 

Art. 146 (Antes 145), Cuando las Diputa- 
ciones provinciales crean que debe reducir- 
se á tres el número de consejeros en las pro- 
vincias que lleguen a 300. OÓO almas , ó au- 
mentarse á cinco en las de menor vecindario, 
lo propondrán al Gobierno en una exposi- 
ción razonada que dirigirán por conducto 
del Gobernador. Este, dentro de los ocho 
dias siguientes, dará curso á la propuesta 
exponiendo su parecer, remitiendo los datos 
que considere necesarios y poniéndolo en 
noticia de la Diputación, 

‘Art. 147 (Antes 146). Siempre que ocur- 
ran vacantes de consejeros provinciales, los 
Gobernadores lo pondrán en conocimiento 
del Gobierno para los efectos oportunos (1). 

Art. 148 (Antes 147). Los consejeros 
provinciales fijarán en las capitales su resi- 
dencia tan luego como fueren nombrados , y 
no podrán desempeñar su cargo sin prestar 
antes juramento en manos del Gobernador 

(i) Según la redacción primitiva de este 
artículo en armonía con el sistema que presi- 
dia en la ley se ponía en conocimiento de las 
Diputaciones para, la propuesta, que ya no exis- 
te, por haber sido reformado también el art. 53 
de la ley. 


Cuando para restablecer su salud ó aten- 
der a sus asuntos particulares tengan los 
consejeros provinciales que ausentarse de la 
provincia ó por mas de 15 dias de la capital, 
solicitarán Rea! licencia por conducto del 
Gobernador, quien remitirá las instancias 
con su informe al Ministerio de la Goberna- 
ción para la resolución que corresponda. 

Los consejeros supernumerarios que no 
estén en ejercicio necesitarán permiso del 
Gobernador para ausentarse de la provincia. 
Cuando salgan del punto de su residencia 
para otro que se halle en la misma provin- 
cia, lo pondrán en conocimiento de aquella 
autoridad. 

CAPITULO ir. 

Gratificaciones de los consejeros y gastos de 
los Consejos provinciales. 

'Art. 150 (Antes i 49). Las Diputaciones 
provinciales fijarán de acuerdo con el Go- 
bernador la cantidad anual que ha de desig- 
narse para atender á los gastos de mate- 
rial de las Secretarias de Jas mismas Cor- 
poraciones y de los Consejos. Dicha can- 
tidad, y la del importe de los sueldos de los 
funcionarios que cobran de fondos provin- 
ciales, se incluirán todos los años en el pre- 
supuesto provincial. 

CAPULLO III, 

Atribuciones de los Consejos provinciales . 

Art. 151 (Antes 150). Lo prevenido en el 
art.. 76 de la ley es preceptivo. Por tanto, 
los Consejos provinciales serán necesaria- 
mente oidos sobre todas las materias men- 
cionadas en el misino artículo. 

Art. 132 (Antes 15 ). Los Gobernadores 
cuidarán de que los expedientes que se pa- 
sen á informo de los Consejos provinciales, 
va en virtud de lo dispuesto en el art. 76 de 
ja ley para el gobierno y administración de 
las provincias, ya en cumplimiento ríe cual- 
quiera otra disposición , y ya meramente 
porque juzguen oportuno consultar á estos 
cuerpos, vayan debidamente instruidos con 
arreglo á las leyes y reglamentos que rijan 
sobre la materia á que se refieran. 

Art. 153 (Antes 152). Cuando los Conse- 
jos provinciales observaren que en Jos expe- 
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dientes que se les remiten á informe faltan 
documentos, ó se ha omitido alguna forma- 
lidad ó trámite de los establecidos por las le- 
ves 6 reglamentos que rijan sobre la mate- 
ria á que aquellos se refieran, ó juzguen ne- 
cesario que se ilustren estos con nuevos 
datos, antecedentes ó informes, lo liarán 
presente á los Gobernadores para que acuer- 
den lo que corresponda. 

Art. ioí (Antes 133). Pos Consejos pro- 
vinciales citarán en sus informes las leyes, 
disposiciones y precedentes en que funden 
la opinión que emitan, así como las razones 
que la abonen, resumiendo siempre aquella 
con claridad y precisión en una ó mas con- 
clusiones. 

CAPITULO IV. 

De las sesiones y del procedimiento en 
asuntos gubernativos. 

Art. 153 (Antes 154). Los Consejos pro- 
vinciales celebrarán sus sesiones en el mis- 
mo edificio en que te baile situado el Go- 
bierno de la provincia, siempre que sea po- 
sible. 

Art. 156 (Antes 153). Los Consejos po- 
drán dar sus dictámenes verbalmente cuan- 
do la naturaleza del negocio lo permita, y se 
baile presente el Gobernador de la provin- 
cia. Ln tal caso, luego que se concluya la 
di cusion, se tomará en el registro, que se 
llevará al electo, una breve razón de lo acor- : 
dudo, rubricando acto continuo los conseje- 
ros que hayan concurrido al acuerdo, y pu- 
diendo salvar su voto el que hubiere disen- 
tido de la mayoría. 

Art. 157 (Antes 156). Para discutir los 1 
informes que deban dar los Consejos provin- 
ciales por escrito, seguirán el órden estable- 
cido en los artículos del 138 al 143 de este 
reglamento. 

Art. 158 (Antes 157). Las sesiones darán 
principio por la lectura del acta de la ante- 
rior, y una vez aprobada esta, se copiará 
inmediatamente en el libro destín, .do a] efec- 
to, autorizándose con la firma del presidente 
y del secretario. 

CAPITULO V. 

Del procedimiento en asuntos contenciosos, 

Art. 159. (Antes 158.) Mientras no se 
publique la ley de que habla el art. 70 de la 
promulgada en 17 de agosto de 1860, pro-, 
cederán los Consejos provinciales en los ne- 
gocios contenciosos de la Administración se- 
gun lo dispuesto en la relativa al gobierno de 


las provincias y en el reglamento aprobado 
por el R. D. de 1 ,° de octubre de 1843. 

CAPITULO VI. 

De los secretarios de las Diputaciones y 
Consejos provinciales. 

'Art, 160. (Antes 159.) Los secretarios 
de las Diputaciones provinciales serán los su- 
periores inmediatos de los empleados adscri- 
tos al servicio de estos cuerpos y extenderán 
las actas de sus sesiones. 

"Art. 161. Las Diputaciones acordarán la 
forma en que su secretario ha de entender 
en los trabajos de las mismas. 

'Art. 162. Cuidará el secretario de la Di- 
putación , de extender las actas de las sesio- 
nes, y autorizarlas competentemente. 

"Art. 163. El secretario del Consejo pro- 
vincial, bajo su responsabilidad, tendrá á su 
cargo la exacta observancia de las instruc- 
ciones que para el despacho de los negocios 
se le comuniquen, y extenderá las actas de 
las sesiones del Consejo, haciendo que una 
vez aprobadas se copien en los libros corres- 
pondientes, autorizados en forma. 

'Art.. 164. Estenderá también por sí mis- 
mo el secretario de! Consejo los acuerdos 
que tome esta corporación, 

Art. 165. (Antes 164.) Los secretarios 
rendirán men.sua /monte cuenta justificada 
de la consignación para gastos de Secretaria 
y material. Estas cuentas serán autorizadas 
por el Presidente del Consejo provincial. 

Art. 166. (Antes 165.) Cuando por cual- 
quier causa no pudiere ejercer sus funciones 
el secretario, le sustituirá el empleado de 
mas categoría de los que se hallen al inme- 
diato servicio de la Diputación y Consejos 
provinciales. 

CAPITULO VIL 
Disposición transitoria. 

Art, '167. (Antes 166.) Páralos efectos 
del art. 02 de la ley sobre el Gobierno y Ad- 
ministración de las provincias, empezarán á 
contarse los plazos de las providencias admi- 
nistrativas notificadas con anterioridad á la 
promulgación de la misma, desde la fecha en 
que se publique el presente reglamento.— 
Madrid 22 de octubre de 1866.— González 
Bravo. 

fí. D. de 1 0 octubre de 1845. 

Aprobando el reglamento do Consejos provinciales 

1 p ar a los negocios contenciosos. 

(Gob.) «Atendiendo á las razones que 
me ha hecho presente el Ministro de la Go- 
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bernacion de la Península y conforme á lo 
dispuesto en el art. 15 de la ley de 2 de 
abril de este año, he venido en aprobar el 
adjunto reglamento sobre el modo de proce- 
der los Consejos provinciales en los nego- 
cios contenciosos de la Administración.»— 
Dado en Palacio a 1 de octubre de 1845. 

Reglamento sobre el modo de proceder los 
Consejos provinciales como tribunales 
administrativos , ó sea en los negocios 
contenciosos de la Administración. 

TITULO PRIMERO. 

DE LA ORGANIZACION DE LOS CONSEJOS PROVIN- 
CIALES COMO TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS, 
Y DE SU RÉGIMEN INTERIOR. 

CAPITULO PRIMERO. 

De la planta de los Consejos. 

Artículo l.° Para que puedan tomar 
acuerdo los Consejos provinciales en nego- 
cios contencioso-administrativos, se requie- 
re la asistencia de tres vocales, de los cua- 
les el uno ha de ser precisamente letrado. 
En este número se contará el Jefe político, 
cuando asista ( 4 ). 

Art. 2.° Para cada negocio elegirá el 
Consejo por mayoría absoluta de votos un 
consejero ponente. 

Sera' de su incumbencia proponer á la de- 
liberación del Consejo ios puntos de hecho 
y de derecho sobre que deban recaer los fa- 
llos, y redactar las providencias motivadas 
que el Consejo dictare. 

El que haya sido nombrado ponente para 
e] despacho de un negocio, podrá serlo con- 
secutivamente para otro, y no se podrá ex- 
cusar sino mediando impedimento bastante 
á juicio del Consejo. 

Art. 3.° Los Consejos tendrán el trata- 
miento impersoual. 

Los consejeros ocuparán sus" asientos por 
el órden de antigüedad de sus respectivos 
nombramientos. 

En igualdad de fechas de estos, obtendrá 
la precedencia el consejero de mas edad. 

Los consejeros supernumerarios se sen- 
tarán después de los propietarios, guardan- 
do entre si el mismo orden que estos. 

Art. 4.° Cuando falte algún consejero 
propietario, designará el Jefe político, entre 
los supernumerarios, el que haya de susti- 
tuirle. 

Art.. 5.° Hará por ahora de secretario de 
cada Consejo un oficial del respectivo Gobier- 


(1) Véase el art. l.° de la R. 0. de 2o de se- 
tiembre de 1863. 


no político. Le nombrará el Jefe político, 
procurando que sea letrado (I). 

Art. 6.° Será déla incumbencia del se- 
cretario en lo contencioso: 

Dar cuenta de los escritos de la Adminis- 
. tracion y de las otras partes litigantes: 

[ Autorizar las providencias, sentencias y 

■ despachos y exhortes del Consejo, y las co- 
pias que hubieren de franquearse: 

Custodiar los expedientes y desempeñar 
las funciones de relator y cuantas obligacio- 
nes se le impongan por este reglamento ó en 
lo sucesivo se Je impusieren. 

Art, 7.° Los secretarios de los Consejos 
no llevarán por ahora derechos á las partes. 
Estas satisfarán solamente el importe del pa- 
pel sellado y los demás gastos indispensables 
que se hicieren á su instancia. 

Art. 8.° En los Consejos provinciales no 
será obligatorio el ministerio de ahogados ni 
procuradores. 

Art, 9.° En cada Consejo habrá dos ujie- 
res. Será de la incumbencia de estos en lo 
contencioso: 

Hacer los emplazamientos, citaciones, no- 
l tificaciones, embargos y demás diligencias 
\ que se practicaren de órden del Consejo fue- 
ra de la Audiencia y de la Secretaría: 

Asistir á las Audiencias y hacer guardar 
en ellas el órden y compostura debidos: 

Y asistir al presidente ó více-presidente 
I para cumplir Jas órdenes que estos les díe- 
! ren, relativas al despacho y servicio del Con- 
1 seje. 

Art. 10. Los ujieres serán nombrados y 
destituirlos por el Jefe político, dando cuenta 

■ al Ministerio de la Gobernación de la Pe- 
I n instila. 

Para destituir á los ujieres lia de interve- 
nir justa causa. 

Art. tí. Tendrán los ujieres el sueldo 
que les señale e! Gobierno en consideración 
á la categoría y circunstancias de cada pro- 
vincia. Los sueldos de Jos ujieres se inclui- 
. rán en ei presupuesto provincial. 

Art. 12. Los ujieres no llevarán por aho- 
ra derechos á las partes; pero si alguna vez 
salieren de la capital para evacuar diligen- 
; cins judiciales, se les abonarán las dietas que 
\ el Jefe político, oido el Consejo provincial, 
haya fijado previamente. 

CAPITULO 11. 

De las recusaciones. 

Art. 13. El Jefe político no podrá ser 
recusado. 


(1) Véase, hüv, el art. 47 de la ley y el 2 ° 
de la R. 0. de -o ‘de setiembre de 1863. 
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El vice-presidente y los demas vocales del 
Conse jo solo podran ser recusados en los ca- 
sos siguientes: 

\ , 0 ’ Si fueren parientes por consanguini- 
dad ó afinidad hasta el cuarto grado civil in- 
clusive de alauno de Jos litigantes. 

2.° Si al tiempo de ¡a recusación ó den- 
tro de los tres años precédanles siguieren ó 
hubieren seguido causa criminal con alguna 
de las partes, su cónyuge ó sus consanguí- 
neos ó atines en línea recta. 

3/' Si ni tiempo de la recusación ó den- 
tro de los seis meses precedentes siguieren 
ó hubieren seguido pleito civil con alguna de 
las personas mencionadas en el párrafo an- 
terior con tal que el pleito haya empezado 
antes de aquel en que se proponga la recu- 
sación. 

4. n Si fueren tutores, curadores ó defen- 
sores de cualquiera de las partes, ó adminis- 
traren un establecimiento ó compañía que 
sea parte en el litigio. 

Art. 14. Cuando los hechos en que se 
fúndela recusación sean anteriores al pleito, 
no podrán proponerla los litigantes después 
de haber contestado la demanda ó deducido 
excepción dilatoria, salvo si aquellos vinieren 
posteriormente á su noticia , en cuyo caso 
deberán hacerlo luego que la tengan. 

Art. 1 3. La recusación se propondrá por 
escrito, que firmará el recusante ó su apo- 
derado. 

El escrito se comunicará al recusado, el 
cual responderá por escrito 6 de palabra 
ante el Consejo. 

Art . 16. El Consejo recibirá á prueba la 
recusación, si Jo estimase necesario. 

Oido el recusado ó evacuada la prueba, el 
Consejo follará inmediatamente sin ulterior 
recurso. 

El recusado no podrá asistir á la vista ni 
votación del incidente de recusación. 

Admitida esta, se abstendrá el recusado 
de conocer en el negocio. 

CAPITULO III. 

Del presidente y vice-presidente . 

Art. 17. El Jefe político será el presiden- 
te nato del Consejo cuando este actúe en lo 
contencioso. 

El vice-presidente nombrado por el Go- 
bierno presidirá siempre que el Jefe político 
no asista. 

A falla de vice-presidente titular el Jefe 
político nombrará un vice-presidente interi- 
no de entre los vocales del Consejo. 

Cuando el Jefe, político asista, e! primer 


asiento á la derecha de este será el del vice- 
presidente (1). 

Art. 18. El Gobierno interior de cada 
Consejo , estará á cargo de su presidente v 
en su caso de su vice-presidente, los cuales 
harán guardar el <5rden debido cuidando de 
que todos llenen cumplidamente sus de- 
beres. 

Art. 19. El Jefe político recibirá y des- 
pachará la correspondencia del Consejo fir- 
mando las contestaciones que no se comuni- 
quen por Secretaría, y aulorizará toáoslos 
despachos del Consejo.' 

_ También decretará las providencias inte- 
rinas que por urgentes deban dictarse sin 
demora, poniéndolo á la mayor brevedad en 
conocimiento del Consejo. 

Art. 20. El que presida rubricará los 
asientos del libro de asistencia, en el cual 
anotará diariamente el secretario los nom- 
bres de los consejeros que asistan: 

Llevará la palabra en el Consejo, sin que 
nadie pueda usarla sin su permiso: 

Y publicará las sentencias definitivas, au- 
torizando el secretario la publicación. 

TITULO n, 

DEL PROCEDIMIENTO. 

CAPITULO I. 

De la discusión escrita. 

Art. 21. En los negocios que se entablen 
á instancia de la Administración , se incoará 
el procedimiento con un escrito é memoria 
documentada que el Jefe político mandará 
pasar al Consejo. 

Art. 22. En los negocios que se entablen 
á instancia de particulares ó corporaciones 
se incoará el procedimiento con la deman- 
da documentada del particular ó corpora- 
ción (2). 

Art. 23. El particular ó el representante 
déla corporación, á cuyo nombre se produz- 
ca la demanda, la firmará de su puño, si pu- 
diere, y la entregará personalmente á por 


(1) Ver el art, 66 de la ley y el 4.° de la 

R. 0. de 25 de setiembre de 1863, que lo modi- 
fican. . 

(2) Ver el art. 5, ° Real órden citada. 

No es necesario intentar el juicio de con- 
ciliación en los asuntos de que conocen los 
Consejos provinciales. — Estos como Tribuna- 
les deben vacar en los dias feriados, salvo en 
los casos de urgeneia á juicio de los mismos 
Consejos <5 de los Gobernadores, fü. O. de l.° de 
enero de 1847 t. 40, p. 4 de la CL.) Y. Conci- 
liación. Días feriados. 
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medio de su apoderado en la Secretaría del 
Gobierno político {a). 

Art. 24. Si en vista de la demanda deci- 
diere el Jefe político que el asunto que la 
motiva es de su exclusiva competencia, le re- 
solverá gubernativamente por sí , y comuni- 
cará su resolución al demandante. 

Cuando este insista en que el asunto no es 
déla competencia del Jefe político, sino de 
la del Consejo provincial , podrá recurrir al 
Ministerio de la Gobernación de la Península 
por el que, oido el Consejo Real, se decidirá 
lo conveniente (b). 

Art, 25. Si el Jefe político estimare el 
asunto de !a competencia del Consejo pro- 
vincial, mandará que se dé cuenta á este de 
la demanda por la Secretaría del mismo 
Consejo (b). 

Art. 26. El nombramiento de apoderado 
podrá hacerse en las actuaciones por diligen- 
cia que autorice el secretario del Consejo ante 
testigos. 

Art. 27. El término mayor que se señalará 
en el despacho ó cédula de emplazamiento 
para -contestar la demanda, será de nueve 
dias y uno mas por cada cinco leguas de dis- 
tancia de la capital de la provincia al lugar 
del domicilio del demandado. Al señalar este 
término se tendrá en cuenta el estado de las 
comunicaciones. 

Cuando la demanda se dirija contra la Ad- 
ministración , (c) se mandará pasar al Jefe 
político, el cual la devolverá al Consejo con 
la debida contestación á la mayor brevedad 
posible, sin que en ningún caso pueda dila- 
tarlo por mas de 30 dias. 

Art. 28. Los emplazamientos dirigidos á 
particulares se harán en cédulas ó despa- 
chos que contengan literalmente la deman- 
da ó memoria y una relación expresiva de 
los documentos presentados con ella. 

Art. 29. El término para contestar al 
escrito en que se proponga excepción dilato- 
ria ó cualquiera otra pretensión incidente do 
la principal , ó para evacuar cualquier tras- 
lado, será a lo mas de seis dias, y á lo menos 
de dos. 

Art. 30. En la demanda y contestación y 


(a) Téngase presente el art. 93 de la ley y el 
6.° de la R. 0. de 25 de setiembre de 1863 , en 
euant, o le modifican. 

(b) Los arts. 24 y 25 están modificados por 
el 93 y 94 de ia ley. 

(c) ' Entiéndase de la Administración civil 
en general, excluida la municipal , cuyos re- 
presentantes son los Alcaldes con arreglo á lo 
dispuesto en la ley de Ayuntamientos. Se7it. 17 
de noviembre de 1847 Hoy, vease el art. 91, 
ley de 25 set. 1883 inserto en la pág. 358. 


en los demás escritos mencionados en el ar- 
ticulo anterior, antes de fijarse la pretensión, 
se extenderá por párrafos numerados un re- 
sumen de los puntos de hecho y de derecho 
que sustente el que produzca el escrito. 

Art. 31 . Ei actor, al deducir la demanda, 
y el demandado, al contestarla, declararán 
la casa-habitacion que eligieren para que en 
ella se les hagan las citaciones y notificacio- 
nes. Cuando alguna de las partes no eligiere 
casa, y mientras no la elija las notificaciones 
que le conciernan, se harán en extrados. 

Art. 32. De toda notificación que hagan 
los ujieres, extenderán una cédula original; 
y además una copia para cada una de las 
partes. 

En la casa elegida entregarán la copia á la 
. parle en su persona , si se hallase en ella, y 
en su defecto al dueño de la en"*, individuos 
de la familia y criados, por el di den que aquí 
se expresa. 

La persona á quien se entregue la copia 
firmará si pudiere , y si no un testigo á su 
ruego, Ja cédula original, que se unirá en 
seguida al expediente. 

Las cédulas contendrán literalmente la 
pro vi den ci a n otif i cada . 

Las notificaciones en que no se guarde la 
forma prescrita en este articulo, serán nulas. 

Art. 33. No se admitirán como dilatorias 
mas excepciones que la incompetencia del 
Consejo y la falta de personalidad en el de- 
mandante, ya por carecer de las cualidades 
necesarias para comparecer en juicio , va 
! por no acreditar debidamente el carácter ú 
' representación con que reclama. 

! Art. 34. Las excepciones dilatorias se 
■ propondrán y sustanciarán todas al mismo 
tiempo. 

Art. 35. Las excepciones no comprendi- 
das en el art. 33 rio podrán suspender ni 
impedir el curso del juicio. 

Art. 36. Sobre las excepciones dilatorias 
solo se admitirá un escrito de cada parte; 
sobre el fondo de la demanda podrán pre- 
sentarse dos. 

Art. 37. En los negocios en que sea par- 
te la Administración , las memorias presen- 
tadas á su nombre irán autorizadas por el 
| Jete político, ó por el encargado de la de- 
pendencia administrativa á que corresponda 
la cuestión , con el Y.° B. u del mismo Jefe 
político (i). 

Art. 38. Terminada la discusión por es- 
crito, se pasarán las actuaciones al consejero 
ponente, y á propuesta suya decidirá e! Con- 


(1) Véase la nota anterior, cuyo contenido 
es aplicable á la disposición de este articulo. 
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sejo si so ha de sefialar flia para la vista pú- 
blica ó se /ia fie recibir prueba, determinan- 
do en este caso Ja que haya de hacerse y el 
término que se ha de conceder á las partes 
para verificarlo. Este término no podrá en 
ningún caso pasar de 30 dias. 

Arf. 30. Las diligencias de prueba que 
se practicaren fuera ríe Audiencia . se liarán 
;m!e el vire-presidente, ;í excepción de) cnso_ 
en que el Consejo estime conveniente asistir 
;i algún reconocimiento ó vista ocular. 

También podrá el Consejo delegar las ex- 
presarlas diligencias á los jueces de primera 
instancia y Alcaldes de los pueblos. 

Arf. 40 Los expedientes no se entrega- 
rán nunca á los particulares; pero estarán de 
manifiesto en la Secretaría del Consejo para 
que las partes saquen los apuntes y copias 
que les convengan. 

CAPITULO II . 

De la vis' a del proceso. 

Art,. 41. Evacuada la prueba ó termina- 
da la discusión escrita, se señalará día para 
la vista. 

Art. 42. La xásta de los pleitos será á 
puerta abierta, fuera de los casos en que la 
publicidad pueda dar ocasión á que se per- 
turbe el Orden. 

No podrá verse ningún pleito á puerta cer- 
rada, sin que así lo acuerde el Consejo (1). 

Art. ‘43. La vista comenzará haciendo 
el secretario relación del expediente. Las 
partes 6 sus defensores expondrán en segui- 
da verbalmente lo que crean conducente á 
su defensa. 

Art. 44. El Jefe político, cuando lo esti- 
me conveniente, podrá nombraron defensor 
que sostenga los derecbos de la Administra- 
ción, ó autorizar para que le nombren á las 
corporaciones ó funcionarios administrativos, 
sobre cuyos actos verse la controversia (2). 

Art. 45. Terminarla la vista, podrá el 
Consejo cuando lo estime necesario para me- 
jor proveer, pedir informes ó mandar practi- 
car cualquiera diligencia de prueba que no 
sea la de testigos. 

CAPITULO III. 

De las sentencias . 

Art. 46. Terminada la vista, y en su caso 


(T) Hoy siempre pública según el art. 89 de 
la ley. 

(21 Consúltese la íl. O de 24 de setiembre 
de 1858 y la ley de 25 de setiembre de 1863, 
artículo 9i. asi como la Real órden de la mis- 


PROVINCIALES. 

las diligencias que para mejor proveer se 
hubieren decretado, procederá el Consejo á 
la mayor brevedad posible, á la decisión de- 
finitiva del litigio. 

En todo casó dictará el Consejo la senten- 
cia dentro de siete dias á mas tardar, conta- 
dos desde e! siguiente á aquel en que se hu- 
biere concluido para definitiva. 

Art. 47. Los Consejos no podrán abste- 
nerse de fallar en ningún negocio á título de 
ser oscuras ó incompletas las leyes ó disposi- 
ciones legales, ó de no haber estas previsto 
el caso sobre el cual deba recaer el fallo. 

Art. 48. La votación del fallo se hará á 
puerta cerrada. 

El ponente someterá á la deliberación del 
Consejo los puntos de hecho y de derecho 
sobre que deba recaer el falló, y se votará 
sucesivamente por su orden y en' último lu- 
gar la decisión. 

Votará primero e.1 ponente y después los 
demás consejeros por el orden inverso de su 
procedencia: el presidente votará el último. 

Cuando hubiere discusión, el presidente 
hará un sucinto resúmen de ella antes de 
procederse á la votación. 

Art. 49. Los consejos motivarán todas 
las providencias definitivas y las interlocuto- 
rias que á su juicio lo requieran. 

Las providencias se motivarán exponiendo 
clara y concisamente los puntos de hecho y 
de derecho, y los principios 6 disposiciones 
legales que les sean aplicables. 

Art. 50. Ninguno de los votantes podrá 
negarse á firmar lo acordado por la mayo- 
ría, aunque él baya disentido de esta , pero 
podrá salvar su voto dentro de las 24 horas 
de haberle dado, motivándole y firmándole 
en el libro que al efecto custodiará el se- 
cretario. 

Art. 51. Al margen de la sentencia ano- 
1 tará el secretario los nombres de los conseje- 
ros que asistieren á la vista y dictaren 
aquella. 

El presidente y secretario firmarán la sen- 
tencia dentro de las 24 horas de haberse 
dictado. 

Art. 52. En toda votación á que asista el 
Jefe político, tendrá voto decisivo en caso de 

empate. . .. 

Art. 53. Si al votar la sentencia discor- 
daren los consejeros, y no resultare mayoría, 
se verá el negocio por mas consejeros, y se 
votará de nuevo por los primeros y por los 
segundos. 

ma fecha, art. 9, respecto á la representación 
de la Hacienda y de los demás ramos de la 
Administración, 
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En esto caso el Consejo se asociará el nú- 
mero de consejeros propietarios, y á falta de 
ellos, el de supernumerarios que 'so necesi- 
tare , llamándolos por el orden de su pre- 
cedencia. 

CAPITULO IV. 

De la actuación en rebeldía. 

Art 54. Cuando alguna de las parles 
debidamente emplazada ó citada no acudiere 
á exponer sus defensas, el Consejo, á instan- 
cia de los demás interesados , decidirá el 
asunto en rebeldía. 

La instancia por parte de la administra- 
ción se entiende hecha desde el momento 
en que el secretario expone al Consejo ha- 
ber pasado el término señalado, y lo certifica 
en las actuaciones. 

Art. 55. 1.a rebeldía podrá acusarse por 

escrito ó de palabra : en esLe último caso el 
secretario extenderá la oportuna diligencia, 
que firmarán las partes interesadas. 

Acusada que sea la rebeldía , el Consejo 
procederá á fallar el pleito. 

Art. 5(1. Para mejor proveer en rebel- 
día, podrá el Consejo mandar practicar de 
oliciu la prueba que estime conveniente, con 
tal que no sea la de testigos. 

Art, 57. La sentencia dictada en rebel- 
día, además de notiíicarse por cédula ó des- 
pacho cuando sea posible, se lijará en la sala 
dei Consejo, y se insertará en el Boletín ofi- 
cial de la provincia. 

La inserción se acreditará poniendo en el 
expediente un ejemplar del Boletín y la fija- 
ción por diligencia del secretario. 

Art. 58. Contra la sentencia dada en re- 
beldía habrá el recurso de rescisión ante el 
Consejo que la hubiere dictado. Antes de de- 
cidirse sobre la rescisión de la sentencia, no 
se podrá interponer apelación ni otro recur- 
so alguno. 

Art. 59. La rescisión de la sentencia 
dada en rebeldía podrá solicitarse dentro de 
15 dias, contados desde el siguiente al de 
su publicación. 

Si la parte contumaz estuviere ausente de 
la provincia, podrá el Consejo señalarle en 
la sentencia un plazo mas largo para que 
pueda solicitar la rescisión. 

Art. 60. El recurso de rescisión no sus- 
penderá )a ejecución de la sentencia dictada 
en rebeldía, á menos que el Consejo al dic- 
tarla haya ordenado lo contrario. Sin em- 
bargo, la ejecución de la sentencia se enten- 
derá siempre sin perjuicio de la rescisión 
que pudiera intentarse, y se llevará á efecto, 


prévia la oportuna fianza, siempre que el 
Consejo creyere oportuno exigirla. 

Art. 61. Admitido el recurso de rescisión 
se oirán al reclamante sus defensas, y se le 
concederá para exponerlas y justificarlas la 
mitad á lo sumo del termino ordinario. 

Art. 62. La parte que por segunda vez 
fuere condenada en rebeldía, no podrá enta- 
blar el recurso de rescisión en el mismo 
negocio. 

CAPITULO Y. 

De los recursos contra las sentencias defini- 
tivas (1). 

SECCION PRIMERA. 

Del recurso de ta interpretación. 

Art. 63. Tendrá lugar el recurso de in- 
terpretación contra la sentencia, cuando la 
parte dispositiva de esta fuere contradictoria, 
ambigua ú oscura en sus cláusulas. 

Art. 64, El término para interponer el 
recurso de interpretación será de cinco dias, 
contados desde la notificación de la sen- 
tencia. 

Art. 65. El recurso de interpretación no 
suspenderá la ejecución de la sentencia que 
lo motive. 

Sin embargo, el Consejo podrá , si lo re- 
clamaren ¡as circunstancias, sobreseer en Ja 
ejecución de la sentencia ó de parte de ella 
hasta la debida aclaración. 

Art. 66. Si el Consejo, oidas las partes, 
estimare procedente Ja interpretación , admi- 
tirá el recurro y dirimirá la contradicción, 
ambigüedad ú oscuridad que ofrezca la sen- 
tencia, dentro de tercero día. 

Art. 67. No tendrá lugar el recurso de 
interpretación respecto de la sentencia una 
vez interpretada, ni respecto de Ja providen- 
cia de interpretación. 

SECCION SEGUNDA. 

Del recurso de apelación. 

Art. 68. Conforme á lo dispuesto en el 
art, 19 de la lev de organización de los Con- 
sejos provinciales, solo podrá apelarse de las 
sentencias dictadas en primera instancia por 
dichos Consejos cuando el interés del litigio 
6 valor de la demanda, pediendo sujetarse a 


(d) Caso práctico: No son admisibles otros 
recursos que los expresamente comprendidos 
en este capitulo, y por lo tanto no proce- 
de tampoco el de beneficio de restitución i?i 
inlegrum, concedido en su caso por derecho 
común á ios Concejos. (Sent. de 3 de enero de 
1849, núm 3). 
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una apreciación material, llegue á 2,000 
reales (i). 

Arl. 09. La apelación se interpondrá ne- 
cesariamente dentro de diez dias, contados 
desde la lecha de la notificación de la sen- 
tencia. 

Art. 70. La apelación se interpondrá para 
ante el Consejo Real, salvo el caso previsto 
en el art. 1 09 de la Ley de Ayuntamien- 
tos (2J. 

La parte que no apele, podrá adherirse á 
la apelación hasta el día de la vísta exclusive. 

Art. 71. El recurso de apelación no sus- 
penderá la ejecución de la sentencia, salvo 
si en esta se hubiere mandado lo contrario. 

Art. 72. No podrá apelarse de las provi- 
dencias inlerlocutorias: las nulidades y agra- 
vios que con ellas se causaren se ventilarán 
y decidirán en el Consejo Real con los re- 
cursos de nulidad y apelación que se inter- 
pongan de las sentencias definitivas. 

SECCION TERCERA. 

Vel recurso de nulidad para unte el Consejo 
Real. 

Art. 73. EJ recurso de nulidad contra las 
semencias definitivas dictadas por los Con- 
sejos provinciales, solo tendrá lugar en Iqs 
casos siguientes: 

■1 Cuando el asunto no Fuere de la com- 
petencia de la jurisdicción administrativa. 

2. ' J Cuando no hubiere dictado la sen- 
tencia el número de consejeros necesario. 

3. J Guando la sentencia fuere contraria 
en su tenor al texto expreso de las leyes, 
lis. Ds. y órdenes vigentes. 

4. ° Guando alguna de las partes carecie- 
re de poder baslaute ó de capacidad para 
litigar. 

5. ° Guando alguna de las partes no hu- 
biere sido emplazada en tiempo y forma. 

tí.' 1 2 Cuando no se hubiere citado á alguna 
de las partes para prueba ó sentencia. 


(1) Conforme con el art. 97 de la ley y véa- 
se el 10 de Ja R. U. de 25 de setiembre de 1863. 

(2) Negocios de cuentas. El Consejo Real 
se ha declarado incompetente para conocer de 
una apelación interpuesta en un pleitoseguido 
en primera instancia ante el Consejo provin- 
cial de Rarcclona, sobre liquidación de cuen- 
tas de los productos de una memoria púa, con 
vista de este artículo, del 109 de la ley muni- 
cipal que en él se cita, del 93, del párrafo 8.° 
de J 74 de la misma, y de la de benelícencia; 
porque en el mismo caso que las cuentas de 
los Ayuntamientos están las de los estableci- 
mientos municipales de benelícencia como lo 
es la obra pía de que se trataba. (Sent. nina. 16 
de 23 mayo 1849 .)— Véase también el art. 80 de 
la ley. 


7.° Cuando se hubiere denegado la prue- 
ba necesaria para dictar justa sentencia (i) 

Art. 74. Para que proceda el recurso de 
nulidad en los casos prescritos en los párra- 
fos 4.°, 5.°, 6.° y 7.° del artículo anterior, 
lia de haberse reclamado en primera instan- 
cia, en tiempo y forma, contra la nulidad. 

Art. 75. En negocios de mayor cuantía 
no podrá intentarse el recurso de nulidad 
por separado del recurso de apelación. 

En todo caso el recurso de nulidad se in- 
terpondrá dentro del misino término y en la 
misma lorma que el recurso de apelación. 

Art. 70. Incumbe al Jefe político inter- 
poner contra las sentencias gravosas á la Ad- 
ministración los recursos establecidos en es- 
te capítulo. 

Disposición general. 

Art. 77 . En todos los casos é incidentes 
no previstos por este reglamento y por la 
ley de 2 de abril del presente año, los Con- 
sejos se atemperarán á la legislación y juris- 
prudencia comunes, en cuanto su aplicación 
sea compatible con el rápido curso de las 
cuestiones contencioso -administrativas , y 
con la letra y espíritu de dicha ley y regla- 
mento.— Aprobado porS. M. por Real decre- 
to de esta techa. — Madrid l.° de octubre de 
1845. ( CL . t. 35, p. 333.) 

Apéndice. 

Hasta aquí dejamos insertas las leyes 
orgánicas y de atribuciones de los Con- 
sejos provinciales y del Consejo Real con 

(1) Caso práctico. Litigando el Ayunta- 
miento de Pamplona sobre recomposición de 
la plaza de toros construida en virtud de con- 
trata sin llenarse, según alegaba, las condicio- 
nes de la misma por cuyo motivo se desplomo, 
solicitó el análisis químico de las calidades 
del mortero con objeto de hacer ver que no te- 
nia las condiciones estipuladas. Desestimada 
esta prueba y fundada luego en ello la nuli- 
dad, se declani haber lugar á esta por conside- 
rar dicha prueba necesaria para dictar senten- 
cia j usta, ( Sent. de 24 de octubre 1849, núm. 29 .) 
Otro caso práctico. Tan calibeados pueden ser 
los motivos de nulidad que, ai declararía,, sea 
necesario hacer alguna demostración al Conse- 
jo provincial. Reclamaba un particular la li- 
quidación y pago de suministros contra un 
pueblo ó merindad: el Jele puhtico pasó las 
actuaciones al Consejo provincial y sin espe- 
rar a la comparecencia del demandante, sin 
citación del demandado, de plano y sin prue- 
bas señaló día para la vista y falló. El Consejo 
Real, á donde se llevó el negocio en reclama- 
ción de nulidad, no pudo menos de estimarla 
y condenó en costas á los consejeros. (Sent. de 
30 abril 1849, núm. 11 J 
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los reglamentos sobre el modo de cono- 
cer aquellos y este como Tribunales con- 
tenciosos de la Administración. Ahora 
continuaremos con las disposiciones acla- 
ratorias á dichas leyes ó que conviene 
tener presentes para su mejor inteligen- 
cia y aplicación, siquiera en algunas nos 
limitemos á meras indicaciones por cor- ' 
responder su inserción integra á otros 
artículos de esta obra. — Son, pues, las 
'siguientes: 

R. D. de 10 octubre de 1845. 

Cuestiones sobre perjuicios de las obras públicas. 

Es la instrucción para promover y ejecu- j 
tar obras públicas, la Vital en ei art. 31 de-' 
termina que se resuelvan gubernativamente 
las diferencias que se susciten sobre in- 
demnizaciones y resarcimiento de daños y 
perjuicios causados por esta clase de obras, 
y que no habiendo conformidad y haciéndo- 
se contenciosos estos asuntos conozcan de 
de elfos ios Consejos provinciales, según sus 
atribuciones. — V. Obras públicas. 

Ley de 20 marzo de 1846. 

Cuestiones contenciosas sobre diezmos. 

Es sobre indemnización á los partícipes 
legos de diezmos , cuyos títulos se califican 
por el Gobierno, y se dispone que en caso 
de que los interesados no se conformaren 
con la calificación etc. podran intentar la 
via judicial ante los Cornejos de provin- 
cia , con apelación al Consejo Real. La 
acción de la Hacienda pública en estos juicios 
se ejercerá ante los Consejos por los fiscales 
de Hacienda y ante el Consejo Beal por el 
fiscal del mismo, según se dispone por Idea- 
les órdenes de 28 de mayo de 1846 y 20 del 
mismo mes de 1849. — V. Diezmos. 

R. D. de 23 setiembre de 1846. 

Negocios conlencioso-adniinistrativos de los rauios da 
caminos y correos. 

«Tomando en consideración lo que me ha 
hecho presente el Ministro de la Gobernación 
de la Península, oido el Consejo Real, sobre 
ei conocimiento de los negocios eonteueioso- 
admiuislrativús peculiares de los rumos de | 
Correos y Caminos, lie venido en decretar Jo ¡ 
siguiente : 

Artículo l.° En virtud de las disposicio- 
nes contenidas en la ley de 2 de abril de 
1845, se considerará como privalivode los 
Consejos provinciales por ella creados el co- 
nocimiento de todos los negocios de natura- 
leza civil, correspondientes á la administra- 


ción de los ramos de Correos, Caminos, Ca- 
nales y Puertos, cuando según sus instruc- 
ciones respectivas hayan de pasar de la clase 
de gubernativos á la de contenciosos con in- 
clusión de los casos de expropiación forzosa 
por causa de obras públicas con arreglo á lo 
prevenido en la instrucción de 10 de octu- 
bre último relativa á estas. 

Art. 2.° Se exceptúan del artículo ante- 
rior los litigios sobre dominios ó propiedad 
que la administración de dichos ramos tu- 
viese que sostener y los casos en que la mis- 
ma hubiere de proceder por remate y venta 
de bienes contra sus deudores. De unos y 
otros negocios continuarán conociendo los 
Tribunales ordinarios, ó los especiales á que 
según las leyes correspondan por su natura- 
leza, 

Art. 3.° En cuanto á las cuestiones con- 
tenciosas á que pueden dar lugar los contra- 
tos de cualquiera especie celebrados para el 
servicio de los mismos ramos por la Admi- 
nistración con los particulares, su conoci- 
miento tocará á los Consejos provinciales con 
apelación para ante el Real, siempre que se 
tratase de contratas celebradas por la Admi- 
nistración provincial ó municipal para ser- 
vicios limitados á sus respectivos distritos; 
pero si la contienda nace de un contrato que 
hubiesen celebrado por sí el Gobierno ó las 
respectivas Direcciones generales, conocerá 
de ellas directamente el Consejo Real. 

Art. 4.° En !a parte criminal de la juris- 
dicción peculiar de dichos ramos, se distin- 
guirá lo puramente coneccional de lo penal 
propiamente dicho, remitiendo á los Tribu- 
nales ordinarios ó especiales á que según las 
leyes correspondan, tan solo los negocios so- 
bre casos de alzamiento de caudales, de des- 
trucción violenta de obras públicas; de vio- 
lación de secreto y seguro de la correspon- 
dencia, de lalsilicacion de sellos , de culi- 
trabando y de cualquier otro delito é infrac- 
ción de las reglas y ordenanzas adminislra- 
tivas á que esté señalada pena corporal. 

Art. 5, ü Todas las faltas cometidas por 
empleados, dependientes, empresarios y con- 
tratistas de ios misinos ramos, serán corre- 
gidas por los respectivos jefes de la Adminis- 
tración, siempre que se. trate de penas esta- 
blecidas por las ordenanzas y reglamentos, 
ó de responsabilidad convencional. 

Art. (>. u y último. Las infracciones de las 
reglas y ordenanzas de dichos ramos come- 
tidas por particulares, serán corregidas con 
sujeción á Jas mismas ordenanzas por la au- 
toridad civil, oyendo á los jefes locales res- 
pectivos.)) (fíL. t. 38, p. 382.) 
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fí. O. de 24 noviembre de 1840. 

, Se r suelve una consulta sobre conocimiento ó com- 
petencia de los Tribunales cooleucioso-admiuistrati- 

vos eu |iiüitos pendientes ante ios civiles. 

o-Rerni lido á informe de i Consejo Real en 
Secciones reunidas de Gracia y Justicia y Go- 
bernación , un expediente promovido por el 
director del hospicio de Badajoz que el Jeíe 
político de la provincia dirigió en consulta á 
este Ministerio con fecha 8 de noviembre de 
184b, sobre que ei Consejo de la misma pro- 
vincia conozca da un pleito que se sigue en 
Ja Audiencia del territorio entre dicho direc- 
tor y el arrendatario de Ja dehesa titulada Mi- 
llares de pié de hierro, han dado aquellas su 
dictamen en 28 de setiembre último del modo 
siguiente ; 

Las Secciones de Gracia y .Justicia y Gober- 
nación han examinado el expediente que por 
R. O. de 20 de julio se sirvió V. E. remitirles 
á informe, promovido por el director del 
hospicio de Badajoz, con el objeto de que el 
Consejo provincial avoque ei conocimiento 
de un pleito que está siguiendo en la Audien- 
cia territorial con el arrendatario de la de- 
hesa llamada Millares de pié de hierro, so- 
bre abono de perjuicios. 

Del examen resulta: que en 10 de enero 
de í 842 ei director de hospicio del Badajoz 
arrendó á D. Benito Lagarza la expresada 
dehesa. Que en 1843 el arrendatario acudió 
al Juzgado de primera instancia reclamando 
el abono de ios perjuicios que se le habían 
irrogado por Ja segregación de una porción 
de pastos en rozas y rescalvados, acotados 
unos por sus dueños y enajenados otros á 
censo enlitéutJco por el Ayuntamiento ele di- 
cha ciudad. Que publicada la Jey de organi- 
zación y atribuciones de los Consejos provin- 
ciales, y creados estos, acudió el director del 
hospicio en 14 de octubre de 1845 al de Ba- 
dajoz pidiendo avocase el conocimiento del 
pleito que seguía en ia Audiencia territorial 
con el arrendatario, de Ja deiiesa. Que en 24 
de dicho mes y año el Consejo provincial, 
aunque convencido de que ei asunto en cues- 
tión era de los comprendidos en el par. 3. u , 
art. 8. 1 ' de ia ley de Consejos provinciales, 
acordó se consultase al Gobierno si debía ó 
no avocar el conocimiento por dudar si pue- 
den conocer los Tribunales contencioso-ad- 
ministrativos de aquellos en que haya recaí- 
do una sentencia definitiva de la jurisdicción 
ordinaria; y por último, resulta que el Jefe 
político al remitir el expediente al Ministerio 
de ia Gobernación en su comunicación de 3 
de noviembre último, solicita se resuelva: 

1 .° Si debe ó no el Consejo provincial avocar 


el conocimiento del pleito que, sigue en la 
Audiencia el director del hospicio con D. Be- 
nito Lagarza: 2.° Silos Tribunales contencio- 
so-administrativos deben conocer de los 
asuntos que hallándose comprendidos en los 
arts. 8." y 9.° de la Ley de Consejos provin- 
ciales , estaban incoados en los Tribunales 
ordinarios antes de la creación de dichos 
Cuerpos. 

Considerando que el arrendamiento hecho 
por ei director del hospicio á U. Benito La-* 
garza no es un contrato celebrado con la Ad- 
ministración jiara el servicio ni obra publica, 
y por consiguiente que no se halla compren- 
dido en el art. 8.°, par. 3. u de la ley de 2 de 
abril, como supone ei Consejo provincial de 
Badajoz. 

Considerando que las leyes deben tener 
toda su fuerza y vigor desde ei misino día de 
su publicación. 

Considerando que los Consejos provincia- 
cíales son en su ciase Tribunales de primera 
instancia, de cuyas providencias se admite 
apelación ante el Consejo Real: las Secciones 
opinan: 

1. ° Que el conocimiento del pleito que 
sigue el director del hospicio con el arrenda- 
tario de la deiiesa llamada Millares de pié de 
hierro, corresponde á los Tribnnaiees ordi- 
narios. 

2. u Que los negocios incoados en ios Tri- 
bunales ordinarios, cuyo conocimiento crea 
ei Jefe político ser propio de ia Administra- 
ción, deben ser reclamados por el mismo en 
los términos que previene el R. D. de 6 de 
junio de 1844 (i). 

3. " Que cuando do se haya dictado sen- 
tencia definitiva por ei Juzgado de primera 
instancia en los negocios contencioso-admi- 
nistrativos con anterioridad á Ja ley orgánica 
de los Consejos provinciales, toca á estos el 
conocimiento; y corresponderá al Consejo 
Real si Tallados en primera instancia antes de 
dicha ley están pendientes ante las Audien- 
cias en grado de apelación ó súplica. 

Y habiéndose dignado S. M. la Reina 
aprobar el parecer de las referidas Secciones, 
lo traslado á Y. S. de Real orden para que el 
contenido de los puntos 2.° y 3." le sirva de 
conocimiento en Jos casos que ocurran. 
Madrid 24 de octubre de 1846.» [CL. t. 39, 
página 156 ) 

II. 0. de l.° enero de 1847. 

Sobre conciliación y d:a3 feriados en los negocios 

conlencioso-adnuDislrativos. 

(Véase en la nota al art. 22 del Reglamen- 
to de l.° octubre, pág. 362.) 


¡i; y. Competencias de jurisdicción. 
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R. O. de 24 octubre de 1847. 

Litigios con la Administración . 

(Gob.) Se previene a los Gobernadores 
den cuenta al Ministerio de la Gobernación 
de todos los litigios que la Administración 
siga en los Consejos provinciales «y muy 
principalmente de ias sentencias que on ellos 
recaigan y sq lecha, y del auto en que se 
admita la apelación , si una de las partes la 
interpone para ante el Consejo Real. » (CL. 
t. %Z,pág. 258.) 

R. O. de 5 febrero de 1848. 

Prevenciones á los Gobernadores sobre asuntos con- 
tenciosos. 

(Gob.) Se previene a los Gobernadores: 
l.° «Que cuando la Administración sea en 
los negocios contenciosos la parte apelada lo 
pongan en conocimiento del Ministerio de la 
Gobernación, dentro de tercero dia, después 
de notificado el auto en que se haya admiti- 
do la apelación á la parte contraria, acompa- 
ñando copia literal de este auto y de la sen- 
tencia. 2.° Que cuando dejen de apelar de 
una sentencia que sea contraria en todo ó en 
parte á lo solicitado por la Administración en 
el litigio lo participen igualmente al mismo Mi- 
nisterio exponiendo las razones que para pro- 
ceder así hayan tenido. Y 3. a Que remitan cada 
seis meses un estado de los negocios conten- 
ciosos pendientes ante el Consejo provincial 
respectivo, expresando el que tengan y en 
el que se hallaban al finalizar el semestre 
próximo anterior, é individualizando por me- 
dio de la correspondiente nota de los feneci- 
dios después.» (CL. t. 43 ,pág. 73.) 

R. O. de 17 marzo de 1848. 

Sobre los Consejeros supernumerarios. 

(Gob.) Se dispone por esta lieal orden 
«que los consejeros supernumerarios puedan 
presenciar de los negocios contenciosos so- 
metidos á la liberación de los consejeros pro- 
vinciales» por considerar que el espíritu de 
la ley al disponer que los supernumerarios 
asistan á los actos del Consejo, es para que 
se enteren de los casos que ocurran, del cur- 
so que se dá á los negocios, de Ja legislación | 
vigente de cada uno de ellos, Y del espíritu 
que predomina en las discusiones y deci- 
siones.» 

R. O. de 22 noviejnbre de 1848. 

Se declara que corresponde á los Tribuna- 
les civiles y no á los Consejos provinciales el 
conocimiento de todas las cuestiones conten- 
ciosas que dimanan de privilegios de inven- 
ción. (Véase esta palabra.) 

Tomo III. 


R. O. de 25 enero de 1849. 

Cuestionas sobre bienes nacionales. 

(Gob.) «Con motivo de un expediente 
instruido en ci Ministerio de Hacienda, se 
dignó acordar S. M. la Reina (Q. I). G.) por 
R. O. de 14 de junio último, desconformidad 
con el parecer del Consejo Real en pleno, 
entreoirás cosas, «que se declare conten- 
cioso-admin istrali vo y de la competencia de 
los Consejos provinciales y el Real en su ca- 
so, todo lo relativo á la validez ó nulidad de 
¡as ventas de bienes nacionales , á la inter- 
pretación de sus cláusulas, á la’ designación 
de la cosa enajenada, y declaración de la per- 
sona á quien se vendió y á la ejecución del 
contrato. — De Real orden etc. (!) (CL. t. 46. 
pág. 89.) 

Ley de 11 abril de 1849. 

Cuestiones sobre denuncias de minas, ó caducidad de 
concesiones ó adjudicación de demasías, etc. 

La ley de minería de 1 1 de abril de 1849 y 
el reglamento para su ejecución de 31 de ju- 
■ lio del mismo año, atribuyen expresamente á 
Jos Consejos provinciales y al Real en su caso, 
Jas reclamaciones contenciosas sobre aban- 
dono de minas, caducidad de concesiones, 
adjudicación de demasías, etc., etc. Hoy 
véanse los arts. 86 á 93 de la nueva ley de 6 
| de julio de 1859 y su reglamento, en el ar- 
tículo Minas. 

Ley de 28 abril de 1 849. 

Cuestiones sobre subvención de los pueblos para cami. 

nos vecinales, ó sobre dirección de los mismos. 

Es sobre construcción y mejora de cami- 
nos vecinales y atribuye (arl. 8.") á los Con- 
sejos provinciales, el conocimiento de los re- 
cursos que se promuevan contra Jas provi- 
dencias (le los Gobernadores de provincia so- 
bre designación do la parte con que ha de 
contribuir cada uno de los pueblos interesa- 
dos en un camino vecinal si no se hallaren 
conformes en este particular, ó aun cuando 
lo estuvieren, si se alterase después Ja direc- 
ción del camino, conforme lo dispuesto en 
esta lev con lo prevenido en los arts. 5.° y 
17 del R. D. de 7 de abril de 1848. — V. Ca- 
minos VlSCINALKS. 


R. O. de 17 junio de 1850. 

Representación de la Administra.- mu económica ante 
los Consejos provinciales. 

Se resuelve por el Ministerio de Hacienda, 
oido el parecer de la Dirección general de lo 

(i) V. el art. l.° (le la R. 0. de 20 de setiem- 
bre de 1852. 
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contencioso, que la defensa de los intereses 
de la Hacienda en los asuntos judiciales, cual- 
quiera que sea el Tribunal en que radiquen, 
está encomendada a' los administradores bajo 
la dirección del fiscal de rentas en la prime- 
ra instancia, y que consiguientemente no 
ofrece duda que el mismo jisca i debe repre- 
sentar á la Administración económica ante 
los Consejos provinciales. {CL. t. 50, p. 260.) 

Ley de 25 agosto de 1851 . 

Cuestiones sobro alcances en cuentas. 

Se da por esta íey nueva organización al 
Tribunal de Cuentas, y confirmando lo dis- 
puesto en el art. 109 de la Ley municipal se 
atribuye á dicho Tribunal, por el párrafo 6.° 
del a tí. 16, el conocimiento de los recursos 
de apelación que de ios fallos de los Consejos 
provinciales interpusieren los depositarios de 
los Ayuntamientos y los administradores de 
fondos de beneficencia, en los alcances de 
cuentas que resultaren contra ellos. — Véase 
Tribunau de cuentas. 

R. D. de 20 setiembre de 1851 . 

Se previene que los Tribunales no admitan 
demandas contra la Hacienda sin que prece- 
da reclamación en ¡a vía gubernativa. — Véa- 
se Remandas contra el Estado. 

R. ü. de 27 febrero de 1852. 

Cuestiones sobre inteligencia, rescisión, etc. de con- 
tratos para servicios públicos. 

Se establecen por él las reglas para la ce- 
lebración de toda clase de contratos sobre 
servicios públicos, y en el art. 12 se dispone 
que «ningún contrato celebrado con la Ad- 
ministración podrá someterse ;í juicio arbi- 
tral, resolviéndose cuantas cuestiones pue- 
dan suscitarse sobre su cumplimiento, inte- 
ligencia, rescisión y efectos por la vía eon- 
tencioso-adminisfrativa que señalen las leyes 
vigentes. — V. Contratos sobre servicios, y 

OBRAS PÚBLICAS. 

R. D. de 2(1 junio de 1852. 

Cuestiones y negocios judiciales de la Hacienda, 

A ersa este decreto sobre el conocimiento 
de ios negocios judiciales de Hacienda, y se 
insertará literalmente en su lugar (V. Con- 
trabando y Defraudación), bastando aquí 
indicar que por el art. 1.” «se suprimen Jos 
Juzgados de las Subdelegaciones de rentas de 
la Península é islas adyacentes,» mandándo- 
se que «los negocios pendientes pasarán por 
su seguimiento y terminación con arreglo á 
las leyes, respectivamente, á Jos Consejos de 
provincia, o álos jueces de primera instancia 
á quienes corresponda, según fuere su ca- 


rácter de contencioso-administrativos 6 judi- 
ciales, á cuyo fin se expedirán por el Minis- 
terio de Hacienda las instrucciones conve- 
nientes. 

En efecto, se han establecido algunas re- 
glas para deslindar lo contencioso civil de 
Hacienda de lo contencioso admiministrativo, 
como se vé en la siguiente : 

R. O. de 20 setiembre de 1852. 

Negocios de Hacienda que corresponden á los Tribu- 
nales de justicia, y los que á los Tribunales admi- 
nistrativos: Arriendos y subastas de B. N. art. i 
Tercerías, art. 2.° — Cuestiones sobre contribucio- 
nes , arts. 3 0 y 4.° — Remates ó ventas de bienes, ar- 
tículo 5.° 

(Hac.) «En el artículo 1.°del Real de- 
creto de 20 de junio último sobre jurisdic- 
ción de Hacienda se dispone que los negocios 
pendientes en las suprimidas Subdelegaeio- 
nes de Realas pasen para su continuación á 
los Consejos de provincia ó á ios jueces de 
primera instancia , respectivamente, según 
fuere su carácter contencioso administrativo 
ó judicial. No determina el decreto cuáles 
sean los de cada una de estas clases , refi- 
riéndose para discernirlos alas disposiciones 
vigentes; mas como estas, por haberse dic- 
tado sucesivamente y en leyes diversas, pue- 
den ofrecer dudas , se ordena en dicho ar- 
tículo, para prevenirlas ó resolverlas, que 
por este Ministerio de mi cargo se expidan 
las instrucciones con venientes T 
La propiedad está puesta por l>s leyes bajo 
el amparo de los Tribunales inamovibles, y 
no pueden corresponder por lo tanto las 
cuestiones que origine á ios administrativos, 
que son por su índole amovibles y mas de- 
pendientes del poder ejecutivo. 

Según este principio, los Tribunales co- 
munes y no los administrativos deben cono- 
cer de 'las demandas sobre bienes y fincas 
del Estado , y sobre los contratos relativos á 
su disfrute. Sin embargo , por razones polí- 
ticas de importancia ha modificado ese prin- 
cipio la Ley de contabilidad de la Hacienda 
pública de 20 de febrero de 1850, declarando 
en su artículo 10 que corresponde al órden 
administrativo la venta y administración de 
los bienes nacionales, y disponiendo en tal 
virtud que las contiendas que ocurrieren so- 
bre incidencias de subastas ó de arrenda- 
mientos de bienes nacionales entre el Estado 
y Jos particulares que con él contratasen , se 
ventilen ante los Consejos provinciales, y el 
Real en su caso. De consiguiente correspon- 
den alo contencioso administrativo los ne- 
gocios y demandas que versen sobre la vali- 
dez , inteligencia y cumplimiento de las su- 
bastas y arrendamientos de bienes naciona- 



CONSEJOS PROVINCIALES. (Apéndice.) 371 


les, y actos que deriven de ellas, hasta que 
el comprador ó adjudicatario de la finca sea 
puesto en pacífica posesión de ella. Masías 
acciones de dominio ó cualesquiera otras que 
se funden eD títulos anteriores ó posteriores 
independientes de la subasta ó arrendamien- 
to , serán siempre de la competencia de los 
Tribunales ordinarios. 

Por el mismo principio de garantía de la 
propiedad que la coloca bajo la protección 
ele jueces inamovibles, se dispuso en el ar- 
ticulo 17 de la ley orgánica de los Consejos 
que estos no entendiesen en la ejecución de 
sus propias sentencias cuando se hubiere al 
efecto de proceder por remate ó venta de 
bienes; pues la ejecución de este, y la deci- 
sión de las cuestiones que sobrevengan, cor- 
responde á los Tribunales ordinarios. Entre 
las cuestiones sobrevenientes á que alude 
este artículo, se comprenden las demandas 
sobre tercerías de dominio ó de preferencia. 

De conformidad con esta doctrina , la ley- 
orgánica del Tribunal de Cuentas de 25 de 
agosto de 1851 en su art. 21 reservó el co- 
nocimiento de las tercerías á los Tribunales 
de justicia. 

Ésta misma lev orgánica del Tribunal de 
Cuentas ha limitado el principio establecido 
por la ríe les Consejos de que corresponde 
privativamente á los Tribunales inamovibles 
el remate y venta de bienes, sometiendo á 
aquellos el conocimiento de ios expedientes 
de reintegro, por apremio , de los alcances y 
desfalcos contra los responsables por el ma- 
nejo de los caudales públicos. 

La duda mas grave que puede suscitarse 
con ocasión del R. D. citado de 20 de junio 
último, nace del tenor del párrafo 2.° del ar- 
tículo 8.° de la ley orgánica de Consejos pro- 
vinciales, pues sin embargo de corresponder 
inconcusamente álo eontencioso-ndininistra- 
tivo las cuestiones que versen sobre agravios 
en el repartimiento y exacción individual de 
los impuestos públicos directos cuando pasan 
á ser contenciosas, ese párrafo, al mismo 
tiempo que declara de esta clase las relativas 
á las cargas y derramas municipales y pro- 
vinciales de toda especie, inhibe á los Con- 
sejos del conocimiento de las tocantes á las 
contribuciones generales, y basta de las res- 
pectivas á las cargas municipales \ provin- 
ciales, cuya cobranza vaya unida á ellos. 

Esta excepción que presenta el citado 
párrafo provino de que, estando recien plan- 
teado el nuevo sistema tributario, nu se qui- 
so debilitar la acción fiscal disminuyendo la 
jurisdicción de las antiguas Subdelegaciones 
fie Rentas, y se hubo de reservar para mas 
adelante la cuestión que acaba de resolverse 


con la supresión de esos Juzgados, cuya or- 
ganización y atribuciones, como fundadas en 
las antiguas instituciones administrativas y 
políticas, son incompatibles con las actuales. 
Pero ya previo el caso la misma ley orgánica, 
y por eso declaró por punto general en el 
párrafo 9.° del mismo art. 8.°, que entende- 
rían los Consejos en todo lo contencioso de 
los diferentes ramos de la Administración, 
para los cuales no estableciesen las leyes 
Juzgados especiales, y en todo aquello á que 
en lo sucesivo se extendiese la jurisdicción 
de tales corporaciones, cuyo caso ha llegado 
respecto de lo eontencioso-adminístrativo 
de la Hacienda pública. 

Mas los deberes de la Administración son 
de muy distinta naturaleza en la recaudación 
de las contribuciones directas; esto es, de 
las que se imponen directamente á las per- 
sonas en razón de su propiedad, industria ú 
otro concepto ; y en la de las indirectas, ó 
sea de las que se exigen de las personas con 
ocasión del uso que hacen de las cosas. 

En las primeras necesítala Administración 
tomar las disposiciones precisas para no vio- 
lar el principio de justicia distributiva que 
exige la proporcionalidad entre el impuesto 
y las fortunas privadas; disposiciones que 
tienen por objeto el repartimiento mas equi- 
tativo de las cargas públicas. 

En las segundas no lia menester de seme- 
jantes actos preparatorios á la ejecución de 
las leyes que las establecen. Sus atribucio- 
nes están reducidas á darlas un inmediato 
cumplimiento. 

Para hacer efectivas las directas corres- 
ponde á la Administración activa , además 
de la determinación y dasiíicaclon de la ri- 
queza imponible, el repartimiento y exac- 
ción individuales, y las facultades indispen- 
sables para conseguir tales fines, porque sin 
ellas no llegarían á veces á realizarse. En 
este concepto, Ja imposición y exacción de 
multas, los apremios y los embargos en 
los casos prevenidos por Ja ley, son otros 
tantos medios de que dispone para llenar sus 
deberes de servicio público, y en los cuales 
nunca podrá ser embarazada su acción. 

Al repartir y cobrar estos impuestos puede 
suceder que se infieran agravios á los parti- 
culares, promoviéndose cuestiones entre 
ellos y la Administración activa por recla- 
maciones dirigidas á que se les alivie ó exi- 
ma de'las cuotas que les fueron asignadas, o 
se les repare los agravios que les hubiere 
ocasionado una exacción no atemperada á las 

leves. , , , , 

•‘Estas cuestiones, que de modo alguno de- 
tendrán la marcha de la Administración ae- 
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tiva, serán decididas por la Administración 
contenciosa, esto es, por los Consejos pro- 
vinciales, v el Real en su caso , que son los 
Tribunales comnelentes desde la extinción 
de las Subiietogacioiios de Rentas. 

En electo, á tales Tribunales corresponde 
entender de las cuestiones conteucioso-admi- 
nistrativas y las de que se trata lo son: pri- 
mero, porque las promueve un acto de la 
Administración: segundo, porque este acto 
se pretende que ataca un derecho preexis- 
tente, cual es el del contribuyente, á que se 
le aplique la justicia distributiva; y tercero, 
porque no pertenecen á ninguna otra clase 
de derecho. 

Si se suscitare alguna contención de ca- 
rácter civil ó penal, esto es, que versara so- 
bre cualquiera de las que origina el derecho 
de propiedad, ó sobre Ja aplicación de penas 
á delitos ó faltas previstas por el Código pe- 
nal, no es necesario advertir que serán 
siempre de la incumbencia exclusiva de los 
Tribunales de justicia. 

Para hacer efectivas las contribuciones 
indirectas, comprendidas las de aduanas, 
correponde también á la Administración 
activa Ja inmediata aplicación de la ley, y 
por tanto su exacción y la imposición de re- 
cargos ó multas en calidad de medios coer- 
citivos de acción que facilitan el ejercicio de 
sus funciones. 

Pero las reclamaciones de los particulares 
á que dé lugar la exacción de estos impues- 
tos, nunca podrán tener el carácter de con- 
tencioso-administrativas. 

En efecto, semejantes reclamaciones no 
pueden ser motivadas por actos administra- 
tivos propiamente dichos, porque en punto 
á contribuciones indirectas no iiay formación 
de padrones: no se verifican repartimientos: 
el impuesto se dirige desde luego al produc- 
to : la Administración es simplemente en su 
cobranza el brazo de la ley. 

No habiendo, pues, actos de la Adminis- 
tración propiamente dichos contra los que 
reclamar, las cuestiones no pueden. versar 
sino acerca de la interpretación de la ley, 
<3 acerca de las contravenciones de que esta 
haya sido objeto. 

En ambos casos, pues, el rigor de los prin- 
cipios sometería estas cuestiones á los Tribu- 
nales civiles, porque verdaderamente, ó vie- 
nen á resolverse en cuestiones de propiedad, 
ó en conocimiento de delitos y aplicación de 
penas. Pero las circunstancias especiales del 
pais y la actual organización de los Tribuna- 
les darían motivo á que el rigor científico 
ocasionase tal vez males de monta que deben 
evitarse con prudencia. 


Asi que las reclamaciones de los particu- 
lares de carácter contencioso acerca de la 
aplicación de las leyes que regulan los im- 
puestos indirectos, se deciden y deberán 
seguir decidiéndose por la Administración 
activa. Tales son las que versan sobre apli- 
cación del arancel ó de la instrucción de 
aduanas, que sou decididas por la Dirección 
general, quedando siempre de garantía á los 
particulares el recurso aute el Ministro de 
Hacienda. 

En todo caso cuando mediaren delitos ó 
faltas previstos por el Código penal, el asun- 
to pertenece á Jos Tribunales civiles, prévia 
la autorización de la Administración, nece- 
saria para encausar a los empleados que 
lian delinquido en el desempeño de sus fun- 
ciones. 

En atención, pues, á todo lo anteriormen- 
te expuesto, la Reina (Q. D. G.) de confor- 
midad con lo expuesto por la Junta de di- 
rectores generales de Hacienda, se ha dis- 
uado mandar que en la aplicación del art. i:' 
del R. D. de 20 de junio último se tengan 
presentes y observen las reglas siguientes: 

Artículo l.° Corresponden al conoci- 
miento de los Consejos provinciales, y del 
Real en su caso, las cuestiones contenciosas 
relativas á Ja validez , inteligencia y cumpli- 
miento de los arriendos y subastas de tos 
bienes nacionales y actos posesorios que de 
ellas se deriven , hasta que el comprador ó 
adjudicatario sea puesto en posesión pacífica 
de ellos; y al de los Juzgados y Tribunales 
de justicia competentes las que versen sobre 
el dominio de los mismos bienes, y cuales- 
quiera otros derechos que se funden en títu- 
los anteriores y posteriores á la subasta, ó 
sean independientes de ella. 

Art. 2. ü Toca privativamente á los Juz- 
gados y Tribunales civiles el conocimiento 
de las demandas de tercería sobre dominio ó 
prelacion, aunque recaigan sobre expedien- 
tes administrativos. 

Art. 3.° Se amplía el conocimiento de 
los Consejos provinciales, y del Real en su 
caso, cuando pasen á ser contenciosas, á las 
reclamaciones de tos contribuyentes relativas 
al repartimiento y exacción individual de las 
contribuciones directas del Estado. 

De consiguiente, respecto de la territorial 
deberán entender 'de las reclamaciones de 
particulares por exceso de la cuota que les 
fuere impuesta en los repartimientos, ó sea 
de agravio comparativo con relación á los 
demás contribuyentes, pero en ningún caso 
á las que versaren sobre apreciación de la ri- 
queza imponible. * 

En cuanto al subsidio industrial y comer- 
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cía!, serán de su competencia las reclama- 
ciones individuales que se hagan dentro del 
plazo prefijado, contra las decisiones de la 
Administración local , ya relativamente al 
repartimiento ó exacción, ya á la imposición 
de multas en los casos dé fraude ú ocul- 
tación (1). 

Tocante al derecho de hipotecas, deberán 
los mismos Consejos conocer de las recla- 
maciones de los interesados contra la Ad- 
ministración por las multas que se Ies hayan 
exigido (2). 

En todos los casos la recaudación de to- 
da cuota asignada se llevará á efecto , sin 
perjuicio de las resoluciones definitivas que 
recaigan. 

Arf. 4.° La Administración activa segui- 
rá entendiendo, como hasta ahora, de* las 
cuestiones sobre la aplicación de las leyes 
que regulan los impuestos indirectos. 

Art. 5.° Sin embargo de lo dispuesto en 
la segunda parte del art. 17 déla ley orgáni- 
ca dé los Consejos provinciales, los Juzgados 
y Tribunales delfuero común no pueden en- 
tender en el remate y subasta de los bienes 
que se enajenen para hacer efectivo el rein- 
tegro de las contribuciones del Estado, ó de 
las cargas municipales ó provinciales cuya 
cobranza vaya unida á ellos.» — De Real or- 
den etc. (CL. t. 57, pág. 181.) 

ñ. D. de 27 julio de 1853. 

Cufistiones sobre expropiación forzosa. 

Véase el artículo Expropiación forzosa. 
en que se contiene este Real decreto ó regla- 
mento para la ejecución de la ley de -17 de 
julio de 1836. Los arts. 25, 26 y 27 conce- 
den de una manera expresa e! recurso coo- 
tenoioso-administrativo contra la decisión 
gubernativa que se adopte sobre la expro- 
piación faltando á la ley ó al reglamento in- 
dicados, ó á lo prevenido sobre tasación, ó 
perjudicando derechos en la ocupación tem- 
poral de terrenos y en el aprovechamiento 
de materiales. 

ñ. O. de 6 diciembre de 1853, 

Multas hiputrrcrias. 

(Hacienda.) Se señala el plazo de doce 
dias para deducir la alzada ó reclamacio- 
nes contenciosas ante los Consejos provin- 
ciales contra la aplicación de las multas hi- 
potecarias. — V. Impuesto hipotecario. 


(11 Véase en su lugar la R O. (le 4 de .juni- 
dp 1854 que limita á 12 dias el término para re 
clamar contra las multas. 

(21 Véase también la R. O. de 6 de diciem- 
bre de 1853 sobre lo mismo que la nota anterior. 


R. O. de 4 junio de 4 854. 

Multas por subsidio industrial. 

(IIac.) Se previene entre otras cosas que 
las multas que se impongan por defraudación 
de la contribución industrial se notifiquen á 
los interesados haciéndolo constar en el ex- 
pediente á fin ele que desde la notificación se 
cuente el término de doce dias que se conce- 
de para la alzada ó reclamación contenciosa 
ante el Consejo provincial, á la cual debe 
■acompañar certificación de haber depositado 
en Tesorería el importe de las multas ó de 
haber afianzado su pago á satisfacción del 
administrador, pues sin este requisito no es 
admisible. Y que los Consejos procedan en 
estos asuntos con celo y actividad oyendo á 
los fiscales de Hacienda como está mandado. 
(CL. t. 62, p. 119). — V. Contribución in- 
dustrial. 

Rs. Ds. de 7 agosto de 1854. 

Se suprimieron los Consejos provinciales 
y se atribuyó interinamente á las Diputacio- 
nes provinciales la jurisdicción eotenciosa en 
primara instancia. — Para la segunda instan- 
cia se creó un Tribunal contencioso- admi- 
nistrativo , en sustitución del Consejo Real 
(CL. t. 62, págs. 209 y 211). 

Rs. Ords. de 14 enero y 1 febrero de 1856. 

(Extracto.) Por la primera de dichas 
Rs. Ords. se acordó la creación de ocho pla- 
zas de abogados agentes especiales para re- 
presentar á las partes en los negocios conten- 
ciosos de la Administración, y por la segun- 
da se dejo sin efecto. (CL. t. 67. páginas 
31 y 173.) 

R. D. de 16 octubre de 1856. 

(Extracto.) Se establece la legislación 
administrativa de 1845 y con ella los Conse- 
jos provinciales y el Consejo Real. 

R. O. de 24 setiembre de 1858. 

(Gob.) «La Reina (Q. ü. G.) se lia servi- 
do resolver, oido el Consejo de Estado, y co- 
mo .aclaración al art. 44 del reglamento de 
1 ,° de octubre de 1845, acerca del modo de 
proceder los Consejos provinciales: 

1 ,° Que los pleitos que versen sobre asun- 
tos en que esté inmediatamente interesada 
la Administración central, los Gobernadores 
encarguen su defensa á los fiscales de Ha- 
cienda y donde no los hubiere á Jos promo- 
tores fiscales de los Juzgados. ^ . 

2. ,J One cuando únicamente estén intere- 
sadas corporaciones administrativas provin- 
ciales ó municipales, se nombren los defen- 
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son >. ; ctl sus litigios administrativos por los 
Gobernadores cn‘ o) primer caso, y por los 
Ayuntamientos debidamente autorizados en 
o]’ segundo abonándose los honorarios de los 
fondos pertenecientes á la respectiva corpo- 
ración. — He Real orden etc. {Bol. of. de 
Soria, núm. 124.) 

B. 0. de 20 junio de 1858 . 

Observ. del replamentn del Consejo Real y del dere- 

cbn eoiiuin un los Consejos provinciales. 

Este decreto inserto en Consejo de Esta- 
do dispone en su art. 13, que en tos casos 
no comprendidos en el reglamento de los 
Consejos provinciales, observen estos cuer- 
pos el del Consejo de Estado con las disposi- 
ciones posteriores y el derecho común. Con- 
súltese también el art. 3." y el R. 1). de 31 
de octubre de ÍS64. 

fl. O. de 25 setiembre de 1863. 

Modificaciones un ol TC&dampiilo sobro c! modo de 
proceder en lo contencioso los Consejos provin- 
ciales. 

(Con.) ((Aunque por el estudio que V. S. 
debe hacer de la ley para el gobierno y ad- 
ministración de las provincias, promulgada 
en esta lecha, echará de ver desde luego que 
en ella se modifican algunos artículos del re- j 
glamenlo sobre el modo de proceder los Con- 
sejos provinciales en los negocios conten- 
ciosos de la Administración , aprobado por 
R. D. del. 0 de octubre de 1845, todavía, 
considerando la Reina (Q. D. G.) lo impor- 
tante déla materia, y de conformidad con el 
parecer del Consejo de Estado, se ha servido 
mandar que Y. S. y ese Consejo provincial, 
sin perder de vista lo prevenido en los ar- 
tículos 91, 96 y 97 de la misma ley, tenga 
presente: 

1. ° Que el art. l.° del expresado regla- 
meo lo está modificado por el 95 de la ley, 
en cuanto el último exige que para la deci- 
sión final de los negocios contenciosos asis- 
tan precisamente tres consejeros. 

2. ° Que debiendo ser secretario del Con- 
sejo el mismo de la Diputación provincial, 
con arreglo al arl. 47 de aquella ley, no lia 
de desempeñar las funciones de tal secreta- 
rio un oficial del Gobierno de la provincia, 
según disponía el art. 5. ü del referido re- 
glamento. 

3. ° Que el art, 10 de este se halla refor- 
mado por los números 4." y 5.° del artícu- 
lo 55 de la misma ley, en los cuales se dis- 
pone que los empleados que. se mencionan 
sean nombrados y separados, ó meramente 
propuestos por las Diputaciones provinciales; } 
pero que subsiste la prevención de que para 1 


destituir á los ujieres ha de intervenir causa 
justa. 

4. ° Que cuando el Gobernador de la pro- 
vincia no asista al Consejo, deberá presidirlo 
el consejero nombrado por el Gobierno , se- 
gún lo dispuesto en el art. 66 de la ley: que 
á falta de Presidente, desempeñará sus fun- 
ciones el mas antiguo por el Arden de nom- 
bramiento; y si estos fuesen de la misma fe- 
cha, el de mas edad, considerándose en esto 
reformado el art. 17 d e l reglamento. 

5. ° Que las funciones atribuidas en el ar- 
tículo 19 de este al Gobernador de la provin- 
cia, serán desempeñados por el consejero de- 
signado para presidir cuando aquel no asista. 

6. ° Que las demandas de la Administra- 
ción, de los particulares ó de las corporacio- 
nes lian de presentarse dentro de los plazos 
improrogables señalados en el art. 93 de la 
ley, en la Secretaría del Consejo provincial 
en dias y horas hábiles, debiendo el secreta- 
rio poner al pié de las mismas demandas la 
nota de su presentación, y facilitar al intere- 
sado que lo pidiere documento bastante para 
acreditarlo , quedando en esto reformado el 
art. 23 del reglamento. 

7. n Que los arts. 24 y 25 del mismo re- 
glamento están modificados por los 93 y 94 
de la lev; porque con arreglo á estos, el 
Consejo provincial en vista de la demanda, 
debe consultar al Gobernador si procede ó 
no la vía contenciosa, acompañando copia 
de la demanda misma, y aquella autoridad 
ha de resolver dentro de tercero día, cum- 
pliéndose lo demás que prescribe el referido 
art. 94. 

8. ° Que el art. 42 del reglamento está 
igualmente reformado por el art. 90 de la 
ley , en cuanto este manda que la vista del 
pleito sea pública, sin establecer excepción 
alguna, aunque las deliberaciones han de ser 
secretas. 

9. ° Que la Hacienda, los demás ramos 
de la Administración central , la provincia y 
los Ayuntamientos han de ser representados 
en estos juicios en la forma que prescribe el 
art. 92 de la ley que modifica el 44 del re- 
glamento. 

10. Que las apelaciones para ante el 
Consejo de Estado de los fallos de los Conse- 
jos provinciales , á excepción de los que re- 
caigan en las cuentas municipales , no serán 
admisibles en litigio, cuyo interés no llegue á 
2,000 rs., en virtud de lo mandado en el ar- 
tículo 98 de la ley, y no ya á consecuencia 
de Ja disposición que se cita en el art. 68 del 
reglamento de l.° de octubre de 1845. 

1 i. Que de las apelaciones que se inter- 
pongan de los fallos de los Consejos pro- 
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vinciales sobre las cuentas municipales , co- 
nocerá el Tribunal de Cuentas del Reino, en 
virtud, no solo de lo dispuesto en el art. 109 
de la ley de Ayuntamientos á que se refiere 
el 70 del mismo reglamento , sino también 
délo que se prescribe en el 81 déla rela- 
tiva al gobierno y administración de las pro- . 
viñetas. i 

12. Finalmente, que la cita de la ley de '■ 

2 de abril de 1845 que se hace en el art. 77 i 
del reglamento, ha de entenderse en lo su- i 
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no.— El Presidente del Consejo de Ministros 
Ramón María Narvaez. (CL. t. 92. p. 603.) 

R O. de 16 enero de 1866, 

Declarando .que las providencias de los Gobernadores 
que reconozcan derechos solo son revocables por la 
via contenciosa. Alineaciones etc. 


(Gob.) El Ministro de la Gobernación 
dice al Gobernador de Gerona en Real órden 
de esta fecha lo que sigue: 

«Remitido A informe do la Sección de Go- 


cesivo que se refiere á la promulgada en esta í bernacion y Fomento del Consejo de Estado 
fecha.— De Real órden etc. — Madrid 25 de \ el expediente instruido sobre derribo v re- 
setiembre de 1863. — Vaamonde. — Sr. Go- ■ ■ - - 

bernador de la provincia de (CL. t. 90. 

p. 381.) 

In&t. de i. 0 julio de 1864. 


Es la que rije para la administración y re- 
caudación de la contribución de consumos. 

El art. 229 señala 15 dias para apelar ante i, fieacfon de 
los Consejos de las resoluciones de la Admi- 
nistración en las cuestiones sobre cuotas in- 
dividuales. — V. Contribución de Consumos. 

fí. D. de 31 octubre de 1864. 

Ampliando algunas disposiciones de otro de 20 do ju- 
nio de 18Í5S. 

(Pbes. del C. deM.) Teniendo en consi- 
deración Jas razones que me ha expuesto el 
Presidente de mi Consejo de Ministros, de 
acuerdo con el mismo Consejo, y de confor- 
midad con lo consultado ñor el de Estado en 
pleno, sobre la conveniencia de ampliar algu- 
nas de las disposiciones contenidas en el Real 


construcción ele un muro ruinoso de la casa 
que en Ja calle de Muñí; de la villa de Cala- 
mos posee D. Jáimc Vilar, ha emitido el dic- 
tamen siguiente: 
í «Excmo. Sr. : Esta Sección ha examinado 
I err virtud de R. O. de 2.6 de marzo último 
el expediente instruido sobre derribo y reo di - 
una pared de la casa que en la 
calle de Munt de la villa de Palamós posee. 
D. Jaime Yilar. 

Resulta del expediente que habiendo or- 
denado el Ayuntamiento del pueblo la demo- 
lición de la citada pared por bailarse en es- 
tado de ruina y ofrecer inminente peligro A 
los transeúntes, no se conformó Vilar con 
esta providencia, lo cual se puso en conoci- 
miento del Gobernador; y reconocida la pa- 
red de nuevo por el arquitecto provincial, 
opinó en 24 de setiembre de 1864 que debía 
demolerse á cesar de las obras de reparación 
que estaba haciendo el propietario. Añadió 
el arquitecto que la resistencia de este era 


decreto de 20 de junio de 1858, relativas á i hija, sin duda , de suponer que si demolía Ja 
los procedimientos en los negocios conten- I pared Je obligaría el Ayuntamiento á reme- 


ciosos de la Administración, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo l.° Los autos'á que se refiere el 
art, 5.° del citado Real decreto deberán ser 
puestos en el correo dentro del plazo de 15 
dias en la Península é islas adyacentes, A 
contar desde el dia en que principia A correr 
el término para la mejora. 

Art. 2.° La responsabilidad de los daños 
y perjuicios que de resultas de la inobservan- 
cia de. lo dispuesto en el artículo anterior 
puedan originarse al Estado ó las corporacio- 
nes que se hallan bajo su inspección y tute- 
la , recaerá sobre el secretario del Consejo 
provincial. 

Art, 3.° Los secretarios de. los Consejos 
provinciales deberán además dar aviso direc- 
tamente y por medio de oficio separado al 
fiscal de lo contencioso del Consejo de Lsla- 
do de la remesa de autos el mismo dia en que 
se verifique, — Dado en Palacio á 31 de octu- 
bre de 1864. — Está rubricado de la Real ma- 


teria para ensanchar la calle, que es muy es- 
trecha en amiel sitio. Como el interesado so- 
licitara en 27 de seliembre que se le permi- 
tiese reforzar la pared en los términos que 
había propuesto un maestro alarife de Ja po- 
blación, el arquitecto provincial informó de 
nuevo en 10 de octubre que si bien seria de 
desear se demoliesen los puntos que desig- 
naba de la fachada de la calle de Munl, y aun 
parte de la de la calle de Molins, podría sin 
embargo quedar asegurada la linca solo con 
la reparación que se solicitaba. Autorizada en 
efecto esta por el Gobernador de. Gerona en 
12 de octubre, el Ayuntamiento le hizo varias 
observaciones encaminadas á probar Ja con- 
veniencia de ensanchar la calle de Munt, que 
por aquella parte no tiene mas que 15 palmos 
y tres cuartas, é impide o! tránsito de car- 
ruajes; y como rii aun así obtuviera la revo- 
cacioD de la mencionada providencia, la cor- 
poración municipal en 4 de enero do 1865 
acordó instruir cJ oportuno expediente de 
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expropiación forzosa por causa de utilidad 
publica para ensanchar la calle, caso de que 
no produjera efecto alguno el recurso de al- 
zada que elevaba al propio tiempo al Minis- 
terio de la Gobernación. 

La Sección se lia enterado de estos ante- 
cedentes, que prueban una vez mas la falta 
de conocimiento que existe del nuevo as- 
pecto dado á las cuestiones de policía urba- 
na por la lev de 55 de setiembre de 1 863, 
falta que ya lia indicado á V. E. con motivo 
ríe los expedientes análogos de Barcelona 
que en 10 de noviembre próximo pasado de- 
volvió informados á ese Ministerio. 

Al declarar sus arls. 15 y 14 no revoca- 
bles las providencias de los Gobernadores 
que reconozcan derechos, y al atribuir su 
conocimiento ;í los Consejos provinciales en 
via contenciosa por ios arls. S3 y 84, con- 
cedió á las corporaciones y á los particulares 
que se hallen en estos casos una garantía 
mucho mas sólida y estimable que el recurso 
de alzada establecido eu la R. O. de 15 de 
setiembre de 1859 (1). 

Así, pues, el Ayuntamiento de Palomos, 
que indudablemente obraba en el círculo de 
las atribuciones que le concede la R. O. de 
9 de febrero de 1863, oponiéndose ¡i que 
una pared ruinosa se reedifique sin entrar 
en la nueva alineación de la calle, ha podido, 
sin recurrir á los onerosos y complicados 
trámites de la ley de 17 de julio de 1836, 
obtener la revocación de la providencia gu- 
bernativa de 12 de octubre de 1864, que 
considera perjudicial á los intereses de la 
población. 

En este concepto, la Sección opina que 
debe devolverse este expediente al Goberna- 
dor de Gerona para que el Ayuntamiento de 
Palainós, sí lo estima oportuno, use del de- 
recho que le concede el art. 83 de la men- 
cionada ley de 25 de setiembre; y seria de 
desear al misino tiempo que por el Ministerio 
del digno cargo de V. E. se diese toda la pu- 
blicidad posible á las observaciones que deja 
la Sección indicarlas sobre ese mismo dere- 
cho última y solemnemente concedido á los 
que por providencias gubernativas crean las- 
timados sus intereses en cuestiones de esta 
índole y otras muchas análogas.» 

V habiéndose dignado S. M, la Reina (que 
Dios guarde) resolver de conformidad con lo 
consultado por la referida Sección de dicho 
alto cuerpo, de Real urden lo comunico á 
V. S. para su inteligencia y efectos consi- 
guientes. Lo que del propio acuerdo, co- 


tí) Debe ser la de 13 de setiembre de 1859, 
inserta en el 1 articulo Policía urbana, 


mimícado por el expresado Sr. Ministro, tras- 
mito á A. S. para los fines oportunos.— Dios 
guarde á V. S. muchos años. — Madrid 16 f | 0 
enero de 1866.— El Subsecretario, Estanislao 
Suarez hielan. (CL. t. 95, p. 21). 

R. O. de 9 febrero de 1867. 

Declarando, con inserción de dos dictámenes de )a 
Sección de iq contencioso, y del Consejo de Estado 
en pleno, cuándo procede la via contenciosa contra 
las providencias que dicten tos Gobernadores sobre 
materias de policía urbana, y sobre las demás á que 
se refieren los arts. 83 y 8i do la ley para el gobier- 
no y administración de las provincias. 

(Gon.) «El Sr. Ministro de la Goberna- 
ción dice con esta fecha al Gobernador de la 
provincia de Orense lo que sigue: 

«Remitido á informe del Consejo de Esta- 
do en pleno el expediente promovido á con- 
secuencia de queja entablada por D. José 
Resvié, vecino de Parderrubias, con motivo 
de haberse declarado improcedente la via 
contencioso-advninistrativa contra una pro- 
videncia gubernativa confirmatoria del acuer- 
do del Ayuntamiento de Merca, sobre derribo 
de un balcón construido en casa del recur- 
rente , ha emitido dicho alto Cuerpo el si- 
guiente. dictamen; 

Exorno. Sr.: Con R. O. de 20 de marzo de 
1866 se remitió á informe del Consejo en ple- 
no el adjunto expediente promovido á conse- 
cuencia de queja entablada por D. José Res- 
vié, vecino de Parderrubias, Orense, con 
motivo de haberse declarado improcedente la 
via contencioso-administrativa contra una pro- 
videncia gubernativa cofirmatoria del acuer- 
do del Ayuntamiento de Merca, sobre derri- 
bo de un balcón construido en casa del re- 
currente , con perjuicio de los vecinos é in- 
fracción de las Ordenanzas de policía urbana. 
De los antecedentes resulta: 

Que el párroco de Santa Eulalia de Par- 
derrubias, denunció al Ayuntamiento el gran 
estorbo que ocasionaba para las procesiones 
y demás servicios públicos un balcón perte- 
neciente á una casa de la propiedad de Res- 
vié; y en efecto, instruido expediente, de 
que resultó que el balcón afectaba - Jas reglas 
de policía urbana , acordó se recortara con 
sujeción á las medidas determinadas sobre e! 
particular; acuerdo que fué confirmado por 
el Gobernador de la provincia, mediante á 
haberse acreditado que el balcón estaba 
construido sobre terreno comunal, y si ti la 
competente autorización. 

Notificada esta providencia ai interesado, 
presentó demanda ante el Consejo provincial, 
la cual se declaró improcedente, fundándose 
el Gobernador en que las cuestiones de policía 
urbana, de cuya naturaleza era la presente, 
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no estaban expresamente contenidas en la 
ley de 2 de abril de 1845 como susceptibles 
dé via contenciosa, ni tampoco se indicaba 
en la petición de Resvié disposición alguna 
legislativa contra la cual se. hubiere dictado 
la providencia, de 7 de diciembre de 1862, 

Hecha saber esta providencia al interesado, 
pidió su reposición, en cuanto por ella se de- 
negaba la demanda interpuesta, entablando, 

■ caso de no estimarse así, el recurso de alza- 
da ante la superioridad. 

Elevado el expediente y pasado á la Sec- 
ción de lo contencioso, teniendo presente: 

I o El art. 74, párrafo 5.° de la Ley de 
Ayuntamientos de 8 de enero de 1845 , "que 
encarga al Alcalde el cuidado do todo lo re- 
lativo á la policía urbana y rural, conforme 
á los reglamentos y ordenanzas municipales. 

2. ° El art. 81,' párrafo 4.° de la misma 
ley, en que se faculta á los Ayuntamientos 
para deliberar sobre la formación y alinea- 
ción de las calles, pasadizos y plazas, cuyos 
acuerdos son ejecutorios respecto de tales 
puntos. 

3. ° El R. D. de 17 de agosto de 1857 que 
organizó la Junta consultiva de policía urba- 
na y edificios públicos. 

4. ° La R. 0. de 3 de setiembre de 1859, 
según la cual, en el cas o de que los particu- 
lares manifiesten oposici on á ios acuerdos de 
los Ayuntamientos sobre policía urbana, ele- 
varán los Gobernadores con su informe los 
expedientes al Gobierno , para que proponga 
la resolución conveniente oyendo al Consejo 
de Estado ó á la Real Academia. 

5. ° La R. O. de 3 de febrero de 1863, 
dictando las reglas que ha de observar la Ad- 
ministración respecto á la construcción y 
reformas de edificios particulares. 

6. u El art. 83 de la ley de Gobiernos de 
provincia de 25 de setiembre de 1863, según 
el cual los Consejos provinciales oirán y fa- 
llarán las cuestiones relativas á la demolición 
y reparación de edificios ruinosos, alineación 
y altura de los que se construyan de nuevo, 
cuando la ley ó los reglamentos del ramo de- 
cloren la vía contenciosa ó se trate do la re- 
presión de las contravenciones á Jos regla- 
mentos de caminos, y oíros que enumera y 

Considerando que no podían ser materia 
de un litigio las cuestiones relativas á policía 
urbana y ornato público, porque el criterio 
de la utilidad y conveniencia pública, por el 
cual deben resolverse estas cuestiones, solo 
puedo ser apreciado prudeneiahnerite per la 
Administración activa: que con arreglo á di- 
cha ley, solo procede la vía contenciosa en 
materia de construcciones, cuando así lo de- , 
clare la ley ó reglamento, 6 se trate de la re- 


377 

presión de las contravenciones á los mismos, 
fué de parecer debia negarse la vía conten- 
cioso-administratíva que se había intentado, 
sin perjuicio de la reclamación gubernativa 
que el interesado podía ejercitar ante el Go- 
bierno de S. M , si viere convenirle. 

Elevado al Ministerio este informe, se de- 
volvió el expediente al Consejo manifestán- 
dose en la Real orden al principio citada, y 
después de hacerse cargo de las disposicio- 
nes legales contenidas en dicho informe, 
que en los recursos elevados al Ministerio 
por los propietarios de Barcelona y otros 
puntos contra las providencias de ios Go- 
biernos , confirmatorias de los acuerdos de los 
municipios sobre derribo de las obras ejecu- 
tadas en sus predios, se dispuso que con su- 
jeción á la ley de 25 de setiembre de 1863 
las citadas providencias causaron estado en 
la vía gubernativa , pudiendo los interesarlos 
hacer uso de su derecho ante el Consejo 
provincial, si lo estimasen oportuno, cuya 
doctrina no puede menos de tener aplicación 
al caso presente por tratarse de una infrac- 
ción igual, y sobre todo, de intrusiones en 
la vía pública: que si, en virtud de esta doc- 
trina sancionada por diferentes disposiciones, 
se niega a Resvié el derecho de alzarse con- 
tra la providencia del Gobernador en la via 
gubernativa, y si de conformidad con lo que 
ahora se propone se le cierra también la via 
contenciosa , quedaría privado de todo re- 
curso, no obstante que la ley no puede me- 
nos de concederle facultad para utilizar uno 
de los dos referidos; por lo tanto, y para que 
pueda resolverse este asunto y los demás que 
ocurran con un criterio fijo, tuvo á bien dis- 
poner S. M. se remitiese este expediente, 
para que el Consejo en pleno emitiese su 
dictamen , tanto con relación al caso pre- 
sente, como respecto de la interpretación 
y aplicación de la ley , fijando cuando dejan 
ríe causar Estado en la Via gubernativa las 
providencias de los Gobernadores, y cuando 
por el contrarío pasan á ser contenciosas 
para que puedan juzgarlas los Consejos pro- 
vinciales. 

Cumpliendo , pues, el Consejo con lo or- 
denado por S. M., para á hacerse cargo de 
los puntos sobre los cuales ha de emitir su 
dictamen. 

Respecto del primor extremo ó sea el re- 
lativo á la reclamación producida por. den 
José Resvié, dirá el Consejo que considera 
tan acertadas las apreciaciones que en su 
dictamen consigna la Sección de lo Conten- 
cioso, que ellas por sí resuelven la duda, á 
que debe su origen este expediente. 

Para que hubiera procedido la vía conten-' 
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cíosa contra la providencia del Gobernador, 
rio que se alzó JJ. José Rusvié, vecino de Ibtr- 
derrubías , provincia de Orense, era preciso 
que en las disposiciones citadas por la Sec- 
ción de io Gonlencioso á Ja sazón vigentes, 
se hubiese atribuido al conocimiento y fallo 
de los Consejos provinciales , al de la cues- 
tión que motiva esta consulta, ó que Ja ley ó 
el reglamento sobre construcciones lo tuvie- 
se previamente declarado , ó se fratase de, la 
represión de Jas contravenciones á los mis- 
mos , fuera de cuyos casos es improcedente 
la vía contenciosa ; y como en aquellas dis- 
posiciones no se establece, ni existe ley ó re- 
glamento que bagan la referida, declaración, 
ni tampoco tuvo por objeto la medida del 
Gobernador reprimir contravenciones á dis- 
posición alguna de la Índole de. que se trata, 
es evidente que no procede dicho recurso; 
quedando al interesado expedito su dere- 
cho [jara acudir al Gobierno en demanda del 
que crea le asiste, según lo propuso termi- 
nantemente la Sección de lo Contencioso en 
su citado informe de 20 de febrero del año 
próximo pasado. 

Respecto del segundo extremo que se con- 
sulta , explanará el Consejo la doctrina con- 
signada en la ley como la mejor explicación 
que á la misma puede dar. 

El art. 14 de la ley para el gobierno y ad- 
ministración de las provincias de 25 de se- 
tiembre de 1863, conforme en esta parle 
con el reformado por R. D. de 21 de octu- 
bre del año último, establece que las provi- 
dencias que recaigan sobre materias que 
puedan ser objeto de la vía contencioso-ad- 
minístrativa ante los Consejos provinciales, 
solo serán reclamnbies ante estos. 

Cuales sean esas materias objeto de la vía 
cont.encioso-admiijistrativa, io dice bien cla- 
ro la misma ley en su art. 83, advirtiendo en 
el caso H.° de dicho artículo, que tratán- 
dose de la demolición y reparación de edifi- 
cios ruinosos, alineación y altura de los que 
se contruyan de nuevo , es indispensable, 
para que proceda el recurso contencioso, 
que la ley ó los reglamentos del ramo lo de- 
claren asi; por manera que para los demás 
casos de que trata dicho artículo, la vía con- 
tenciosa es procedente ; para los de que ha- 
bla el párrafo undécimo , que es precisa- 
mente el caso concreto comprendido en este 
expediente , es necesario que la ley ó regla- 
mento del ramo lo tengan declarado. 

Hay además otras materias que son objeto 
de la vía contencioso-admimsiraliva, las cua- 
les se hallan expresa y terminantemente con- 
signadas en la ley y en varias disposiciones, 
en las cuales se atribuye á los Consejos pro- 


vinciales, ó á este cuerpo, el conocimiento y 
fallo de las cuestiones á que las mismas se 
contraen ; pero es preciso para ello que se 
haya agotado la via gubernativa , así con la 
providencia del Gobernador, que causó esta- 
do, como con la del Gobierno , en su caso. 

En conclusión , opina el Consejo: 

i Que en la reclamación producida por 
D. José Resvié , vecino de Parderrnbias , no 
procede la via contencioso-administrativa se- 
gún lo propuso la Sección de lo Contencioso 
de este Consejo: pero si le queda á salvo su 
derecho para alzarse por la via gubernativa 
si viere convenirle. 

2. ,J Que en las providencias que dicten 
los Gobernadores sobre las materias á que se 
retí eren los arts. 83 y 84 de la ley para el 
gobierno y administración de las provincias, 
luego que causen estado procede la vía con- 
tenciosa , así como en los demás que esté 
declarada su procedencia por las leyes ó re- 
glamentos. 

” Y habiéndose dignado S. M. conformarse 
con la referida consulta, de su orden la tras- 
cribo á Y. S. para su conocimiento y efectos 
oportunos.» 

Lo que del propio acuerdo, comunicado 
por dicho Sr. Ministro, traslado á V... para 
los fines que procedan en los casos de la 
misma especie.— Dios guarde á Y... muchos 
años. — Madrid 9 de febrero de d 867. — El 
Subsecretario, Juan Y'aleroy Soto.— Sr. Go- 
bernador de la provincia de ( CL . t. 97, 

p. 237.) 

Jurisprudencia, 

Además de los puntos decididos por 
la jurisprudencia de que hemos hecho 
mérito por notas en este articulo y en 
Consejo de Estado, hé aquí otros que 
ilustran mucho tan importante asunto, 

I. Multas por defraudación de la 
contribución industrial . Es improroga- 
ble y no se deducen los feriados el térmi- 
no de doce dias para la vía contenciosa . 

El art. 45 del R. D. de 20 de octubre 
de '1852, señala para acudir ante los 
Consejos provinciales en reclamación de 
los acuerdos de los Gobernadores, impo- 
niendo multas 'por defraudación de la 
contribución industrial, el término de 
doce, dias contados desde la notificación 
á los interesados; cuyo plazo se declaró 
improrogable por R. 0. de 4 de junio de 
1854. Esto su puesto no es admisible por 
tardía, después de dicho plazo, la iecla- 
macion contenciosa, y así lo tiene repe- 
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tidamente establecido en varias senten- 
cias la jurisprudencia del Consejo de Es- 
tado, en las cuales se declara además que 
los doce dias son continuos sin deducir 
los feriados. Hé aquí literalmente los 
considerandos de las tres sentencias. 

Sentencia de 29 diciembre de 1862. 

Confirma el Consejo de Estado la del 
Consejo provincial de Zaragoza que de- 
claró no haber lugar á admitir la recla- 
mación contenciosa interpuesta por don 
Pedro Martin Rubio, vecino de Daroca, 
contra la providencia del Gobernador de j 
Zaragoza que le condenó al pago de cier- ! 
ta multa como defraudador de la contri- 
bución de subsidio: 

«Considerando que notificado á Rubio el 
acuerdo del Gobernador de la provincia de 
Zaragoza el dia 20 de enero de este año, no 
presentó su reclamación hasta ei 4 de febre- 
ro, habiendo dejado trascurrir por consi- 
guiente mas de los doce dias señalados, en 
los cuales se cuentan y deben incluirse los . 
feriados, ya por el tenor de las disposiciones ; 
mencionadas ya también porque los tér- ' 
minos señalados para el procedimiento con- i 
tencioso no pueden confundirse con los que 1 
las leyes y reglamentos fijan para hacer Jas 
reclamaciones con que debe principiar.); 
(Gac. 25 enero.) 

Sentencia de l.° enero de 1863. 

Confirma también ia del Consejo pro- 
vincial de Zaragoza que acordó no haber 
lugar á admitir la reclamación que de- 
dujo D. Juan López, vecino de Daroca, 
contra una providencia del Gobernador, 
que le condenó á que fuese inscrito en 
matricula como especulador de vinos, y 
pagase una multa por la defraudación á , 
la Hacienda: 

«Considerando que señalados por el ar- 
ticulo 45 del R. Lt. de 20 de octubre de 1852 
doce dias para acudir á la vía contenciosa con- 
tra las resoluciones de los Gobernadores, solo 
podrían dejar de estimarse continuos cuando 
alguna disposición legal aplicable ai caso de- 
terminase lo contrario: 

«Considerando que los artículos de los re- 
glamentos de procedimiento contencioso, 
que excluyen de. los términos y plazos los 
dias festivos, solo pueden tener relación con 
el procedimiento mismo, que no empieza 
hasta que los Consejos provinciales asumen 


j la jurisdicción, lo cual no puede verificarse 
; antes de la presentación de la demanda, y 
! por lo mismo dichos artículos son inaplica- 
bles á un término que lia de contarse hasta 
ella: 

«Considerando que á la fecha do la pre- 
sentación del escrito reclamando contra la 
resolución gubernativa habían trascurrido 
con exceso los doce dias señalados para que 
! puedan ser admitidos dichos recursos,» (Ga- 
ceta 4 febrero. 

Sentencia de l.° enero de 1863. 

Confirma igualmente la del referi- 
do Consejo de Zaragoza, que acordono 
admitir la reclamación deducida por 
D. Antonio Blasco, vecino de Daroca, 
contra la providencia del Gobernador 
que le había condenado a! pago de la 
cuota, y multa como defraudador de la 
contribución del subsidio: 

«Considerando que no hay disposición al- 
guna que declare deberse entender dias úti- 
les los doce que dá de término mi Real de- 
creto citado de 20 ele octubre de 1852 para 
recurrir á la vía contencioso-administrativa 
contra las multas que imponen los Goberna- 
dores por defraudación de ia contribución 
del subsidio, y que por lo mismo es improce- 
dente la deducción de dias feriados que pre- 
tende e! apelante, y justa la desestimación 
de su demanda por tardía , acordada en el 
fallo apelado del Consejo provincial.» (Gac. 5 
febrero . ) 

Otros casos análogos pudiéramos citar, 
pero son harto terminantes los tres indi- 
| cados. Diremos si, respecto de la juris- 
prudencia que establecen , que no nos 
parece prudente, lamentándonos de la 
tirantez con que e! Consejo de Estado 
interpreta las disposiciones citadas y las 
de los reglamentos de l.° de octubre de 
18i3 y 30 de diciembre de 1846, bajo 
el supuesto de que no se trata de un tér- 
mino judicial, y sí del plazo establecido 
como irnprorogable para acudir á la vía 
contenciosa. Comprenderíamos esta ti- 
rantez respecto del plazo de seis meses 
señalado para intentar la vía contenciosa 
contra las resoluciones del Gobierno ó 
de las Direcciones generales; pero no so 
explica satisfactoriamente, tratándose del 
de doce dias, cuando lejos de haber dis- 
posición terminante en que apoyar esta 
doctrina, está en oposición con Ja con- 
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signada en los arts. 269 y 270 del citado 
reglamento de 1840, según los cuales los 
plazos deben entenderse, de dias útiles, 
no comprendiendo el de la fecha ni el 
de su vencimiento. 

Advertiremos también v debe tenerse 
muy presente que los Gobernadores no 
pueden por sí reformar las providencias 
que dicten sobre el asunto, y que sobre 
ser inútil por lo tanto acudir de nuevo 
á reclamaciones gubernativas, perjudica 
para lo contencioso si con aquel motivo 
se deja pasar el tan perentorio y fatal 
término de los doce dias, como lo tiene 
también declarado el Consejo de Estado, 
en sentencia de 26 do febrero de 1802, 
revocando la del Consejo provincial de la 
Coruña . 

Sentencia de 5 abril de 1863. 

II. Desde mando corre ■para la Ad- 
ministración y para los particulares el 
término para proponer recurso conten - 
cioso-administrativo contra las Reales 
resoluciones . — Con vista del art. 3.° del 
R. D. de 21 de mayo de 1853, en que 
se dispone que el recurso contencioso 
contra las resoluciones reales y demás 
de que tratan los arts. l.° y 2.° del mis- 
mo, deberá intentarse en el plazo im- 
prorogable de seis meses contados des- 
de el dia en que se haga saber ¿ los in- 
teresados en la forma administrativa la 
providencia que motiva el recurso, y 
que para el Estado solo correrá desde 
el dia en que la Administración activa 
entienda que una providencia causó al- 
gún perjuicio, y ordene que se provo- 
que su revocación por la vía contencio- 
sa, se declara improcedente la demanda 
propuesta por el fiscal del Consejo de Es- 
tado, pidiendo que se dejase sin efecto 
una 1\. 0. de 13 de junio de 1854 por 
!a que se mandó proceder al pago de 
una suma reclamada por D. Manuel Pas- 
cual Vela, por haberse interpuesto fuera 
del término improrogable de la ley. Hé 
aquí los dos únicos considerandos: 

«Considerando que, según lo terminante- 
mente dispuesto en el citado Real decreto, 
el plazo para intentar el recurso contencioso 
contra la mencionada R. ü. de 13 de junio 
de 1854 principió á correr para el Estado 


desde el 18 de enero de 185o, porque en- 
tendiendo el perjuicio evidente que aquella 
resolución causaba, remitió la Administra- 
ción con aquella fecha á mi riscal del Tri- 
bunal Supremo contencioso-administrativo 
el expediente en que se habia dictado, y le 
ordenó que propusiera el recurso corres- 
pondiente, con arreglo á los arts. 1 ,° y 3.° 
de dicho Real decreto á fin de obtener su 
revocación ; y que la demanda no se ha 
presentado basta el 23 de mayo de 1860 en 
obedecimiento de la sobredicha Real orden 
de 24 de febrero del mismo año, por la cual 
se repitió á mi fiscal del Consejo de Estado 
el encargo que antes se habia hecho ai del 
Tribunal Supremo contencioso-administra- 
tívo: 

»Y considerando que no se ha alegado he- 
cho alguno que legalmente pudiera impedir 
el lapso del plazo fatal, puesto que á este fin 
no puede tenerse en cuenta el que mi fiscal 
de! Tribunal Supremo contencioso-admiuis» 
trativo en 10 (Ir; setiembre de 1855, ó sea 
después de trascurrido el término de la lev. 
acudiera al Ministerio de Hacienda manifes- 
tando hallarse, pronto á presentar la memo- 
ria de que habla el art. 50 del reglamento 
del Consejo tan luego como recibiera la or- 
den á que este artículo se refiere , y que ya 
habia recibido.» (Gac. 15 mayo.) 

Además del R. D. de 21 de mayo de 
1853, debe tenerse presente sobre este 
asunto el 14 del de 20 de junio de 1858, 
y también la doctrina consignada en 
e! R. D.-S. de 7 de febrero de 1862, 
según la que quedan firmes ó irrevoca- 
bles las resoluciones ministeriales noti- 
ficadas, ó de que se dan por entendidas 
las partes, cuando no se acude contra 
ellas á la vía centenciosa dentro del tér- 
mino expresado, sin que pueda obstar 
á esto otra nueva instancia en la vía gu- 
bernativa, pues aunque recaiga nueva 
Reál orden, el término se cuenta desde 
¡a primera si lo determinado en ella es 
consecuencia de lo dispuesto en la an- 
terior. 

Sentencia de 19 junio de 1863. 

151. Las resoluciones gubernativas 
contenidas en Reales órdenes cansan es- 
tado, y solo son reformables por la vía 
contenciosa.— Pleito entre D. Juan Saiz 
de Arroyal y la Administración general 
sobre revocación de una Real orden re- 
ferente al abono de unos recibos de su- 
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ministros. Dejando sin efecto por la sen- 
tencia varias Reales órdenes dictadas en 
el asunto con posterioridad al 20 de ju- 
nio de 1858, y mandando se esté á lo re- 
suelto en otras anteriores de 25 de oc- 
tubre de i 844: , 5 de junio de 1846 y 6 
de mayo de 1852, se establece la doc- 
trina que dejamos consignada en el epí- 
grafe en su único considerando que li- 
teralmente dice: 

«Considerando que desde el 20 de junio 
de 1858, en que se amplió á todos los Mi- 
nisterios lo dispuesto con respecto al de Ha- 
cienda en e! R. D. de 21 de mayo de 1853, 
solo pudieron reformarse por la vía conten- 
ciosa las resoluciones gubernativas que con- 
tienen las Rs. Ords. de 25 de octubre de 
1844, “5 de junio de 1846 y G de mayo de 
1852 que causaron estado . » (Real decreto- 
sentencia de 19 de junio de 1863. — Gac. 25 
julio.) 

Esta es también la doctrina contenida 
en el caso núm. II, siendo ambos falios 
muy importantes para ti jurisconsulto, 
á fin de evitar instancias siempre costo- 
sas y dilatorias , y de poder sostener en 
otros la fuerza de las resoluciones gu- 
bernativas que solo son reformables por 
la vía contenciosa. 

Sentencia de 4 abril de 1862. 

IV. Limitación de recursos. En los 
negocios cuyo conocimiento correspon- 
da al Consejo de Estado no son proce- 
dentes mas recursos que los establecidos 
en su ley y reglamento, y entre ellos no 
se encuentra el de restitución in inte - 

' grum , tratándose de términos fatales que 
no consiente tampoco la Ley de Enjui- 
ciamiento civil. Así se establece en la 
sentencia citada. 

Sentencia de 10 mayo de 1863. 

V. ]\o son apelables los autos inter- 
locutorios , y cuáles son estos. Declaran- 
do desierta la apelación interpuesta con- 
tra un fallo del Consejo provincial de 
Cádiz en pleito sobre reforma de deslin- 
de practicado en ciertos terrenos, esta- 
blece el Consejo de Estado con vista del 
art. 72 del reglamento de los Consejos 
provinciales la siguiente doctrina: 

«Que la jurisprudencia del Consejo , apo- 


yada en lo dispuesto en los arts. 33 y 35 del 
mismo reglamento, ha calificado constante- 
mente como interlocutorias las providencias 
que no impiden ni suspenden el curso del 
juicio principal, como sucede en el auto dic- 
tado por el Cousejo provincial de Cádiz en 5 
de agosto último: 

«Que por lo mismo no debió admitirse la 
apelación que de él se interpuso: 

»Y que no habiéndose presentado el ape- 
lante a mejorar el recurso, dando lugar á 
que se le acusara Ja rebeldía Ira quedado íir- 
me aquel auto, a (Gac. 8 junio.) 

Sentencia de 18 marzo de 1864. 

W. Según el art. i O I del reglamen- 
to de lo contencioso de 30 de diciembre 
de 1846, no compareciendo un litigante 
en virtud de emplazamiento , ó no con- 
testando á la demanda en el término se- 
ñalado, será sentenciado el proceso en 
rebeldía si la acusase su adversario ; sien- 
do absuelto el demandado, si el contumaz 
fuese el actor , en virtud de lo dispuesto 
en el 103 del mismo. — La anterior reso- 
lución ha recaído en el recurso ante el 
Consejo de Estado entablado por doña 
María de la Concepción Berger y Rivero, 
viuda de D Francisco González Mén- 
dez, director que fué de la sección de 
primera dase del Cuerpo de telégrafos 
contra la Administración general del Es- 
tado. 

Iguales resoluciones han recaído en 
otras muchas sentencias entre otras en 
las de 2 de enero y 25 de febrero de 
1864, 29 de diciembre de 1863 etc. in- 
sertas en las Gacetas de 7 y 9 de marzo 
12 y 13 de abril de 1864. 

Sentencia de 6 noviembre de 1863, 

VIL El término para mejorar la ape- 
lación de una sentencia es el de dos me- 
ses, contados desde el trascurso de los !ü 
dias que hay para interponerla ( artícu- 
los 252 y 254 del reg.); y no haciéndolo 
dentro de él, acusada una rebeldía, se 
declara desierta la apelación y consenti- 
da la sentencia apelada. — Interpuesta 
demanda ante el Consejo provincial de 
Navarra por D. Manuel Olive contra la 
empresa del ferro-carril de Zaragoza á 
Alsásua; con la pretensión de que con- 
denase á esta á que le abonase los daños 
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y perjuicios que le había ocasionado en 
su fábrica é industria con la ocupación 
de parte de ella y estado inservible en 
que quedaba el resto, entregándole por 
tal concepto la cantidad de 4.840 duros 
con deducción de lo que tenia recibido, 
y sustanciados por sus trámites, se dictó 
sentencia por dicho Consejo; declarán- 
dose incompetente para fallar, ó inhi- 
biéndose de su conocimiento, reservan- 
do á las partes su derecho etc. Pedida 
reposición de ella por Orive, y negada, 
se interpuso apelación que fue admitida, 
y acusada rebeldía por la empresa, que 
estimó la Sección de lo contencioso del 
Consejo de Estado en 23 de junio últi- 
mo, este confirmó la sentencia del pro- 
vincial con vista del art. 252 del regla- 
mento de 30 de diciembre de 1846, que 
lija dos meses para mejorar la apelación, 
contados desde los 10 dias concedidos 
piara interponerla, y el 254 del mismo, 
que si no se mejorase el recurso en di- 
cho término, se declarará desierta la ape- 
lación y la sentencia consentida á la pri- 
mera rebeldía que le acuse el apelado. 

(«Considerando que admitida la apelación 
en lo de abril último y notificada la provi- 
dencia en el mismo d¡a á la parte que la in- 
terpuso, no se mejoró aquel recurso, ni se 
ha hecho ninguna otra gestión en los térmi- 
nos señalados, dándose Jugar á que se acu- 
sara la rebeldía y se tuviera por acusada en 
23 de junio: 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo contencioso del Consejo de Estado 
etc., vengo en declarar desierta la apelación 
interpuesta á nombre de D. Manuel Orive, y 
iinne y ejecutoria la sentencia del Consejó 
provincial de iNavarra de 31 de marzo de este 
año.» (Gac. 13 diciembre.) 

Son infinitas las resolución dictadas 
en este mismo sentido, y citaremos en- 
tre ellas las de 19 de noviembre y 3 de 
diciembre de 1863 ( Gacetas 23 y 25 di- 
ciembre) 4 de abril de 1864 ( Gaceta 3 
junio); 22, 26 de febrero, 5 de abril, 18 
de junio, 21 y 26 de setiembre de 1865 
25 de enero de 1867 y otras de que ha- 
cemos mérito en la nota de la pág.'337. 

Pero hay mas. Si cuando el apelante 
no mejora la apelación en el término de 

dos meses {en la Península) procede á 


la primera rebeldía declarar aquella de- 
sierta y consentida la sentencia, no sub- 
sistiendo ya la apelación es también in- 
sostenible la adhesión de la otra parte, 
careciendo de jurisdicción el Consejo 
para entrar en el examen del pleito y pa- 
ra averiguar la competencia con que 
obró el Consejo provincial y la legalidad 
del procedimiento. Tal es la doctri- 
na que se consigna en el R. D.-S. de 21 
de junio de 1866, dictado en pleito 
seguido en primera instancia ante el 
Consejo provincial de Palencia, entre 
D. Ignacio Linazasoro y el Ayuntamien- 
to de la Viz de Ojeda sobre arrendamien- 
to de un molino y pago de sus rentas. 
(Gac. 14 setiembre.) Véase también el ca- 
so XXV y la advertencia que en él ha- 
cemos que consideramos importante. 

Sentencia de 13 de marzo de 1863. 

VIII. No pueden combatirse ante la 
Administración contenciosa las medidas 
de policía sobre la altura de un edificio. 
Habiendo sido autorizado D. B. Mata 
por el Ayuntamiento de Madrid, para 
reedificar una casa con sujeción á las 
reglas consignadas por el arquitecto, y ; 
entre ellas que podía considerarse para 
altura de toda ella la de 72 pies, se acu- 
dió á dicho Ayuntamiento porB, D. Ar- 
gumosa, pidiendo la reducción de dicha 
altura que Mata daba á su casa. El Ayun- 
tamiento; oyendo á la Academia de No- 
bles Artes de San Fernando, desestimó 
la solicitud, y después de varias inci- 
dencias se remitió el expediente al Mi- 
nisterio de la Gobernación, que por Real 
orden de 3 de diciembre de 1857 , de 
conformidad con el dictamen de la Jun- 
ta consultiva de policía urbana y de edi- 
ficios públicos, declaró que las recla- 
maciones de Argumosa no podían tener 
acogida en la vía administrativa ; que 
tampoco podían producir resultado en 
la forma adoptada si se consideraban 
encaminadas á una declaración de res- 
ponsabilidad, y que el recurrente podía 
insistir eD unas y otras con el derecho 
que le asistiera por medios distintos de 
los basta entonces adoptados. 

Propuso Argumosa demanda ante el 
Consejo provincial de Madrid, con la 
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pretensión de que se declarase ilegal y 
abusiva la altura dada á la casa de don 
Baltasar Mata , calle de San Juan, nú- 
meros % 4 y 6, y se obligase al referido 
Mata á que redujese y rebajase la eleva- 
ción dada á la misma, ó en otro caso se 
Ib condenase á indemnizará Argumosa 
de los perjuicios que según tasación pe- 
ricial hubiese recibido la casa de su 
propiedad. 

El Consejo provincial, apartándose de 
lo pretendido por el demandado y de- 
fensor de la Administración nombrado 
por el Gobernador, dictó auto definitivo 
en 28 de diciembre de 18(50, declarán- 
dose incompetente para el conocimiento 
y decisión de esta demanda ; y apelado, 
se confirma por el de Estado el fallo in- 
hibitorio estableciendo el único consi- 
derando, la siguiente doctrina: 

«Que ejecutada una obra, como la que es 
objeto de este pleito, con sujeción á las con- 
diciones de la licencia para ella otorgada por 
la Administración activa, no puede comba- 
tirse ante la contenciosa, quedando solo al 
tercero ó terceros que puedan resultar per- 
judicados por ella la reclamación de estos 
perjuicios contra el dueño ante los tribuna- 
les competentes de justicia como cosa de in- 
terés puramente privado. ( tíac . 30 abril,) 
(V. también el número X.) 

Sentencia de 24 marzo de 1866. 

IX. En los pleitos de mayor cuantía , 
ó de cuantía inapreciable , no puede ad- 
mitirse ni sustanciarse el recurso de nu- 
lidad , si no se ha interpuesto conjunta- 
mente, ó á la par y el de apelación. — El 
presbítero D. José Jovc, cura párroco de 
Santa María de Rayo, acudió en agosto 
de 1864 al Gobernador de Oviedo, soli- 
citando se le concediera el arrendamien- 
to que siempre tuvieron sus antecesores 
de la tierra llamada de Las Traviesas, en 
la cual se había intrusado D. Ramón 
Martínez desde el fallecimiento del ul- 
timo arrendador. El Gobernador, previo 
informe que pidió á la Administración 
principal de propiedades y derechos del 
Estado, yá pesar de la oposición de Mar- 
tínez, accedió á la petición de Jove - en 
providencia de 24 de noviembre de 
Í8 ü 4. Notificado Martínez presentó una 


después de otra diferentes exposiciones 
al Gobernador, sin otro resultado que el 
de que el Gobernador sostuviera su pro-” 
videncia por otra de 6 de marzo de 1866; 
y on 5 de abril acudió de nuevo Marti- 
tinez, pidiendo al Gobernador la remi- 
sión de los antecedentes al Consejo pro- 
vincial, para que este decidiera en jui- 
cio contencioso-administrativo , como 
decidió en efecto , seguido el pleito por 
todos sus trámites, declarando sin efec- 
to laúnterposicion de la demanda por no 
haberse presentado en tiempo, Martínez 
interpuso recurso de nulidad, y admitido, 
á consulta del Consejo de Estado, y en 
vísta del art. 76 de) reglamento de Con- 
sejos provinciales, declara no haber lu- 
gar al recurso. 

«Considerando que la importancia de este 
negocio es inapreciable por tratarse en él del 
derecho preferente a! arriendo de ciertas 
tierras, y que en tal concepto debe calificarse 
de mayor cuantía: 

Considerando que en los pleitos de esta 
clase no puede ejercitarse el recurso de. nu- 
lidad, sin que á Ja vez se interpongo tam- 
bién el de apelación, segun lo prescrito en el 
artículo 75 del reglamento de los Consejos 
provinciales: 

Y considerando, por consecuencia, que 
por el hecho de haberse prescindido de tan 
terminante disposición utilizando únicamen- 
te el recurso de nulidad, no debió este ad- 
mitirse por el Consejo provincial , ni puede 
tampoco progresar.» [Gac.. 29 abril.) 

Sentencia de 24 marzo de 1866, 

X. Las demandas unte los Consejos 
provinciales deben proponerse en el ter- 
mino improrogable de 30 dias desde pie 
se hizo la notificación administrativa de 
la providencia que cause estado : y no 
debe dejarse pasar ni aun á pretexto de 
reclamar de nuevo en la ría gubernativa. 

• — Pleito seguido en el Consejo de Esta- 
do por D. Bartolomé Bosch y Pazzi con 
el Ayuntamiento de Sarria, sobre revo- 
cación de un acuerdo do dicho Ayunta- 
miento, Bosch, poseía en el pueblo de 
San Vicente de Sarria y su calle de Bar- 
celona, una casa esquina á la de la Cruz, 
y en esta, otra casa enfrente de aquella 
con la que se comunicaba por debajo de 
la calle por una cueva subterránea , y 
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el Ayuntamiento le mandó destruir y re- 
llenar la cueva. Rosoli reclamó de esta 
'providencia al Gobernador de Barcelo- 
na, el cual la confirmó en 2 de octubre 
de 18(33, siendo notilicado el interesado 
en II del mismo mes. Boscb acudió de 
nuevo al Gobernador pidiendo se le per- 
mitiera justificar su derecho , y como 
en 11 de diciembre resolvió aquella au- 
toridad mantener lo dispuesto en 2 de 
octubre, propuso en 8 de enero su de- 
manda ante el Consejo provincial, á la 
que se opuso el Ayuntamiento pidiendo 
la absolución de la demanda , y así se 
estimó por la definitiva. El demandante 
apeló, y con audiencia de! fiscal de S, M. 
en nombre del Ayuntamiento que pre- 
tendió la confirmación de la sentencia, 
el Consejo de Estado por la suya de 24 
de marzo, la confirma en su parte reso- 
lutiva (I): 

«Considerando que la resolución guber- 
nativa de M de diciembre, contra la cual se 
entabló Ja demanda, estuvo reducida á con- 
firmar la de 2 de octubre, que quedo ejecu- 
toriada por no haberse interpuesto contra 
ella recurso legal en tiempo: 

Considerando, por lo mismo, que la citada 
resolución gubernativa de 41 de diciembre 
no podría ser revocada ó confirmada sin que 
lo fuese la anterior de 2 de octubre, para lo 
cual no hay términos hábiles, porque, como 
queda expuesto, está, legalmente consenti- 
da (2).» ( Gac . 25 abril.) 

Sentencia de 13 abril de 1866. 

XI. Las medidas de policía urbana 
cuando 710 quebrantan ordeiiatiza , ni 
reglamento establecido , ni ofenden un 
derecho perfecto , S07i irreclamables en 
la vía contenciosa ; teniendo expedito 
su derecho el ofendido para usar de él 

(1) No jesuíta de los vistos y considerandos 
de este Real decreto-sentencia que se excepcio- 
nase por el Ayuntamiento en primera instan- 
cia ni por el Fiscal de S. M. en el Consejo de 
Estado, lo que ha servido de fundamento al 
fallo, y croemos que debiera establecerse res- 
pecto de este particular ia misma jurispruden- 
cia que rige en los asuntos civiles: que el fallo 
se arregle á lo que ha sido objeto de discusión 
en el pleito. 

(2) Ni en los vistos ni en los considerandos 
se cita el art. 93 de la ley de 2o de setiembre 
de 4863 en que sin duda alguna se funda esta 
doctrina. 


ante el superior coi'respondiente. — Plei- 
to seguido en el Consejo de Estado por 
Doña María Grau con el Ayuntamiento 
de Plá de Cabra, provincia de Tarrago- 
na, sobre revocación de una sentencia 
del Consejo provincial , recaída á su re- 
clamación de apertura de una calle que 
hubo junto á una casa de su propiedad. 
Esta calle empezaba en ia Mayor y salía 
afuera del pueblo ; en ella no tenían 
puerta mas que la expresada Grau y el 
vecino de la otra esquina : su salida se 
tapió para seguridad del pueblo durante 
la guerra civil y en sn entrada se colocó 
una puerta por el dicho vecino, que en- 
sanchó su huerto sobre terreno de la 
calle cerrada. El Ayuntamiento conside- 
ró ei asunto de interés privado , y que 
por lo mismo no era de su competencia; 
el Gobernador acordó este mismo; y el 
Consejo provincial de Tarragona, al que 
acudió Doña María Grau, declaró el 
asunto de competencia de la Administra- 
ción, condenando al Ayuntamiento, que 
apeló; y por R. D. de 13 de abril, á con- 
sulta del Consejo de Estado, y en vista 
de la ley de Ayuntamientos de 8 de ene- 
ro de 1845, y las de 2 de abril del mis- 
mo año, v 2o de setiembre de 1853 so- 
bre atribuciones de los Consejos provin- 
ciales, se declara nulo todo lo actuado 
por incompetencia de jurisdicción: 
«Considerando que ei cerramiento del 
terreno llamado de las Voltas, con aquies- 
cencia por muchos años del Ayuntamiento, 
y aun con su consentimiento por convenien- 
cia pública según ha manifestado, tiene el 
carácter de medida de policía urbana de las 
que están dentro de sus atribuciones, y son 
irreclamables en la v ía contenciosa cuando no 
quebrantan ordenanza ni reglamento esta- 
blecido, y cuando no ofenden un derecho 
perfecto como en el presente caso, pues Doña 
María Grau, seguu su propia confesión, tie- 
ne una llave de ia puerta qus cierra dicho 
terreno para comunicarse con la vía publica: 
Considerando, además, que el derecho de 
reclamar la usurpación que se supone hecha 
al vecindario del terreno cerrado es de la ex- 
clusiva atribución del Ayuntamiento, repre- 
sentado por el Alcalde; compeliendo cuando 
mas á Doña María Grau, como á cualquier 
vecino, excitar al mismo Alcaide para que 
reclamase contra dicha usurpación, y por su 
omisión ó negativa recurrir en queja al su— 
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perior inmediato, y en su caso al Ministro: 
Considerando, en consecuencia, que ia vía 
contenciosa fué improcedente, tanto por ra- 
zón de la materia como por la persona que 
la entablaba.» (Gac. 2o mayo.) 

Decisión de 26 abril de 1866. 

XII. No es procedente el curso de las 
demandas presentadas fuera de tiempo. 
—Real orden dictada de conformidad 
con lo consultado por la Sección de lo 
contencioso del Consejo de Estado, de- 
clarando improcedente una demanda pre- 
sentada ante el mismo Consejo por don 
Isidro Autran, pidiendo la revocación de 
una Real orden sobre su clasificación ó 
jubilación. 
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derandos de que Lacambre no habia 
cumplido con la presentación del título 
facultativo, acordada en el auto para me- 
jor proveer, ni presentado prueba alguna 
que aclarase la razón de las alteraciones 
y multiplicidad de nombres con que apa- 
recía matriculado , quedando por tanto 
sin desvanecer las dudas que durante e,l 
curso de los autos se manifestaron acerca 
de los expresados título y nombres. 

Interpuesta apelación por parte de La- 
cambre contra la precitada sentencia, en 
cuanto por ella se denegó la licencia para 
la querella criminal, recae sentencia, a 
consulta del Consejo de Estado en estos 
términos: 


«Considerando que por no versar la re- 
clamación actual sobre asunto en que esté 
señalado un término especial para acudir á 
la vía contenciosa, debe sujetarse á la regla 
general en la materia que establece el ar- 
ticulo 3.° del R. D. de 21 de mayo de 1853; 
y que desde la fecha en que fué instruido el 
interesado de la Real orden contra la que 
recurre lia trascurrido con mucho exceso el 
plazo concedido por el citado art 3.° para 
reclamar en la vía contenciosa contra una 
resolución del Gobierno.» (Gao. 17 mayo.) 

Sentencia de 16 agosto de 1866. 

XIII. La licencia para demandar 
de injuria ó calumnia por hechos impu- 
tados enjuicio es puramente discrecional 
sin ulterior recurso] yen tal concepto 
deben limitarse á concederla ó negarla 
sencillamente y sin fundarse en consi- 
deraciones que agraven la imputación. 
— 1). Antonio Luis Cirilo Lacambre, 
médico-cirujano, de nación francés, en 
un recurso conlencioso-administrativo 
sobre rebaja de la cuota de la contribu- 
ción industrial, solicitó para querellarse 
de injuria y calumnia la licencia que 
previene el art, 390 del Código penal, 
mediante haber expresado la sindicatu- 
ra del gremio, en un escrito, que no se 
tenia gran confianza en el títulu con que 
Lacambre ejercía la profesión. En su 
fabo definitivo , el Consejo provincial, 
después de revocar la providencia guber- 
nativa que dio ocasión al pleito, declaró 
no haber lugar á la licencia por el moti- 
vo que se expresa en uuo desús consi- 
Tomo III. 


«Considerando que la facultad concedida 
¡i los jueces y Tribunales para otorgar ó no 
licencia para demandar de injuria ó calum- 
nia por hechos imputados en juicio, es pu- 
ramente discrecional, y como tal, de la ex- 
clusiva competencia del juez ó Tribunal que 
entienda en el asunto, sin ulterior recurso: 
Considerando que por esta razón el Con- 
sejo provincial de Valencia ha debido limi- 
tarse á concederla ó negarla sencillamente, 
sin fundarse en consideraciones que diesen 
peso á la aseveración que el apelante esti- 
mó calumniosa, porque esto equivale á con- 
tinuarla con su autoridad, sin jurisdicción 
para ello, y sin Ja defensa que en tal caso 
debiera ser permitida al queso cree ofendido, 

I por medio del correspondiente juicio; 
i Conformándome eou lo consultado por la 
Sala de lo Contencioso .del Consejo de Esta- 
do etc., vengo en resolver que se tengan 
como no escritas las razones en que el Con- 
sejo provincial de Valencia se tundo para 
negar á D. Antonio Luis Lacambre la licen- 
cia para demandar de calumnia, y que no luí. 
lugar á proveer acerca de Ja parte resolu- 
tiva á que se ha con l raido la apelación.» 
(Gao. 2 octubre.) 

Sentencia de 11 enero de 1867, 


XIV. 1 'ormino para la reclamación 
contenciosa . — El término de 30 dias que 
prescribe el art. 33 de la ley de 2o de 
setiembre de 1863 para acudir á la via 
eontenciosti contra las providencias de 
los Gobernadores, debe contarse respec- 
to de los particulares y corporaciones 
desde el día siguiente al de la nolilica- 
eion administrativa de la providencia 
reclamabie ; y según la jurisprudencia 
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dei Consejo Je Estado, cuando la de- 
manda ha sido propuesta fuera de tér- 
mino , como que habia prescrito la ac- 
ción para acudir á la vía contenciosa, 
esta cuestión debe tratarse y resolverse 
en cualquier estado del litigio, y por 
mas que las partes no la hayan agitado 
oportunamente. (R. D.-S. de 11 de ene- 
ro de 1867 , declarando nulo todo lo 
actuado por el Consejo provincial de 
Barcelona y dejando en su fuerza y vi- 
gor la providencia gubernativa sobre 
demolición de la fachada de una casa 
que I). Francisco Piel la había edificado 
sin permiso del municipio.) 

Sentencia de 14 enero de 1867. 

XV. Recursos en cuestiones sobre ex- 
propiación . — Contra las providencias de 
los Gobernadores de provincia dictadas 
en cuestiones que se suscitaren sobre el 
valor mayor o menor de los bienes so- 
metidos á la expropiación se da el re- 
curso de alzada ante el Ministro dei 
ramo como superior inmediato de la Ad- 
ministración activa, y de ninguna ma- 
nera la vía contenciosa ante el Consejo 
de la provincia que solo procederá en 
dicho caso contra la providencia del Mi- 
nistro ante e.1 Consejo de Estado según 
la ley de 17 de julio de 1 83(5 y regla- 
mento de 27 de julio de 1853. (R. D.-S. de 
14 de enero de 1867 declarando nulo y 
de ningún valor todo lo actuado ante el 
Consejo provincial de Lérida en pleito 
sobre revocación de una providencia del 
Gobernador de 22 de enero de 1865 que 
aprobó la tasación de ciertos terrenos 
expropiados por causa de utilidad pú- 
blica.) 

Sentencia de 7 febrero de 1867. 


í 1853, absolviendo á la Administración 
de la demanda propuesta á nombre de 
la compañía del ferro-carril de Tudela á 
Bilbao.) 

Sentencia de 30 julio de 1867. 

XVII. Lo que significa la absolución 
de la demanda . — La sentencia que ex- 
presa y únicamente contiene la absolu- 
ción de la demanda no es posible que 
ofrezca contrariedad ú oposición en sus 
términos; ni que omita decidir sobre 
nada de lo que se haya pedido en aque- 
lla ; porque la absolución lo compren- 
de todo, cuando es explícita y sin re- 
serva , sin que decida sobre lo que no 
se baya pedido , porque la sentencia no 
puede en tal caso hacerse extensiva á 
otros puntos ó extremos que los que la 
demanda contiene. (R. D.-S. de 30 de 
julio de 1867, desestimando un recurso 
de revisión con vista del art, 228 del re- 
glamento de lo contencioso.) 

Sentencia de 16 enero de 1867. 

XV III. Ejecución de fallos de los Tri- 
bunales contencioso-admñnistrativos. — 
A la Administración activa compete la 
ejecución de los fallos dictados por los 
Tribunales coutencioso-administrativos, 
con arreglo al art. 17 de la .ley de 2 de 
abril de 184o y al 96 de la de 25 de se- 
tiembre de 1863, y es nulo todo lo que 
con dicho objeto se actúe aDte los Con- 
sejos provinciales. (R. I).-S. de 16 de 
enero de 1867 declarando nulo lo actua- 
do ante el Consejo provincial de Bada- 
joz para la ejecución de un Real decreto- 
sentencia sobre pago de cantidades pro- 
cedentes del contrato de construcción 
de una Casa Consistorial. 


XVI. Ma s sobre expropiaciones : Pa- 
rtios . — Cuando nombrando perito en 
discordia para la tasación de fincas ob- 
jeto de la expropiación , ni las parles le 
recusan, ni alegan después ei* la vía gu- 
bernativa agravios por error en las apre- 
ciaciones, no es procedente la reclama- 
ción en la vía contenciosa. (R. D.-S. de 
7 de febrero de 1867 dictado con vista 
del art. 7 de la iey de 17 de julio de 
1836 y 9,° del R. D. de 27 de julio de 


Sentencia de 25 enero de 1867. 

XIX. Las Reales ó¡ denes solo son re- 
vocables poi la via contenciosa... — Cuan- 
do por una Real orden se resuelven y 
determinan obligaciones recíprocas en- 
tre el Estado y un particular, aquella 
resolución causa estado y no puede re- 
vocarse sino por la vía contenciosa, con- 
forme al art. l.° del Real decreto de 21 
de mayo de 1853 extensivo á todos los 
Ministerios según el de 20 de junio de 
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1858. (R. D. S. de 25 de enero de 1867, 
dejando sin efecto una Real orden im- 
pugnada por el fiscal del Consejo como 
contraria á otra anterior en que se esta- 
blecía cierta responsabilidad á cargo de 
un contratista por falta de cumplimiento 
del contrato.) 

Sentencia de 25 junio de 1865. 

XX. Vía gubernativa . — No puede 
recaer resolución en la via contenciosa 
Sobre pretensiones que no han sido exa- 
minadas ni decididas en la gubernati- 
va. (R. D.-S. de 25 de junio de 1865.) 

Sentencia de 30 junio de 1867. 

XXI. Cuestiones en segunda instan- 
cia . — Negada por el Consejo provincial 
la admisión del recurso de nulidad in- 
terpuesto por la parte y no habiendo re- 
clamado oportunamente contra esta ne- 
gativa, no es posible tomarlo en consi- 
deración en la segunda instancia. (Real 
decreto-sentencia de 30 de junio de 
1867 en pleito entre ia compañía del 
ferro-carril del Norte y D. Pablo Caye- 
tano Gippire.) 

No puede ser objeto de resolución en 
la segunda instancia Ja parte de senten- 
cia sobre que no recae la mejora de ape- 
lación ni es del interés de ios litigantes. 
(R. D.-S. de 21 de mayo de 1865 en 
pleito promovido por vecinos de Valder- 
robles.) 

Sentencia de 14 enero de 1867, 

XXII. Las cuestiones jurisdicciona- 
les se pueden debatir en cualquier trá- 
mite . — Según la jurisprudencia del Con- 
sejo de Estado, las cuestiones que afec- 
tan á la jurisdicción deben tratarse y re- 
solverse con preferencia, sea cualquiera 
ei estado del pleito, y por mas que no 
las hubiesen iniciado les interesados. 
(R. D.-S. de 14 de enero de 1867, de- 
clarando nulo lo actuado en pleito sobre 
mas ó menos valor de lo expropiado por 
causa de utilidad pública. 

Cuando un Consejo provincial cono- 
ce que es incompetente puede declarar 
esta incompetencia si*n excitación de 
parte y sin mas trámites. (R. D.-S. de 
30 de noviembre de 1864. 


Sentencia de 21 de mayo de 1866. 

XXIII. Cuando se dejan pasar los 
dos meses que contados desde la notifica- 
ción concede el art. 14 del B. D. de 2.8 
de diciembre de 1849, para reclamar 
por la vía contenciosa contra las resolu- 
ciones del Ministerio de Hacienda en 
vista de las clasificaciones hechas por la 
Junta de clases pasivas , no es admisible 
la demanda . — Ésta es la doctrina que 
se consigna en este fallo absolviendo á 
la Administración de una demanda de 
D. Pedro Cebados sobro abono de habe- 
res atrasados, la cual debe tenerse muy- 
en cuenta; pues no rige aquí ni en otros 
casos especiales, el término de los seis 
meses que señalan por regla general 
para estas reclamaciones el R. D. de 21 
de mayo de 1853 y el art. 14 del de 20 
de junio de 1858. 

Sentencia de 1° agosto de 1868. 

XXI Y. Las providencias que lejos de 
concretarse á resolver un expediente tie- 
nen el carácter de medidas g eneróles, 
■no son reclainables por la vía conten- 
ciosa. Cuestión sobre expropiación for- 
zosa: ensanche de ios poblaciones — 
Demanda en el Consejo de Estado á 
nombre del Ayuntamiento de Barcelona, 
solicitando la revocación de una Real 
orden comunicada á dicho Ayunta- 
miento por la que dejando sin efecto 
ciertos reglas de indemnización á los 
dueños de terrenos expropiados para el 
ensanche de la población , se reintegró 
á D. Manuel Giber en la posesión de ios 
que se. le habían ocupado con dicho mo- 
tivo ínterin no se cumpliera con todos 
los requisitos que ia ley ordenaba y tu- 
viera lugar una indemnización previa y 
cumplida. Oida la Sección de lo conten- 
cioso se declara que no es admisible ia 
demanda con vista de! R. D. de 17 de 
julio de 1836 y el reglamento para su 
ejecución de 27 del mismo mes y año 
de 1853, del art. 56 de la lev orgánica 
del Consejo de Estado de i 7 de agosto 
de 1860 y de la ley de 29 de junio de 
1864 en que se dictan las reglas que han 
de observarse para el ensanche de las 
poblaciones: 
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«Considerando que las providencias del 
Gobernador de Barcelona, derogadas por 
R. O. de 7 de noviembre de 1864, por sil 
carácter y trascendencia de medidas gene- 
rales no podian ser objeto de la vía conten- 
ciosa, ni reclamables ante otra autoridad que 
Ja superior jerárquica eo el orden guberna- 
tivo; y que limitada la resolución de esta d 
dejarlas sin efecto y á recomendar la obser- 
vancia de las leyes, no es procedente tampo- 
co el recurso establecido para cuando se ofen- 
de un derecho privado ó se infringe un re- 
glamento.» (Gac. 19 de agosto.) 

Sentencia de 25 noviembre de 1867. 

XXV. Aunque el apelante se muestre 
parle ante el Consejo de Estado , si en el 
escrito no ha pedido al menos la revoca- 
ción de la sentencia apelada y pasados 
los dos meses prevenidos por el art. 252 
del reglamento de lo contencioso , se le 
acusa la rebeldía , sin haber alegado de 
agravios , debe declararse desierto el re- 
curso . — Se declara desierto el recurso 
de apelación interpuesto por el Ayunta- 
miento de Bejar, vistos los arts. 252 y 
25 \ del reglamento de 30 de diciembre 
A8i6, y se establece la doctrina del epí- 
grafe en los términos siguientes: 

«Considerando que el escrito en que el 
representante del Ayuntamiento de Bejar se 
muestra parte ante el Consejo de Estado no 
)uede estimarse como demanda de agravios, 
jorque para merecer osla calificación, según 
a jurisprudencia establecida, es menester al 
menos que se pida la revocación de la sen- 
tencia impugnada , ¡o cual no se realiza en 
aquel escrito: 

Considerando bajo tal concepto que desde 
el día 6 de marzo último, en que se notificó 
dicha sentencia, hasta el día 22 de mayo, en 
que por segunda vez la parte de D. Isidro 
Crego acusó la rebeldía al Ayuntamiento, no 
mejoró letrado de esta corporación el recur- 
so deducido, y que acusada la rebeldía por 
el apelado es inevitable declarar desierta la 
apelación: 

Conformándome con lo consultado por la 
Sala de lo Contencioso del Consejo de Esta- 
do, etc. Vengo en declarar desierto el recur- 
so de apelación intentado por el Ayuntamien- 
to de Béjar, y consentida y pasada en auto- 
ridad de cosa juzgada la sentencia que en 
estos autos pronunció el Consejo provincial 
de Salamanca.» (Gac. 21 enero.) 

A fin de que por involuntario tras- 


curso de los dos meses no sean estériles 
los gastos y sacrificios de los interesa- 
dos en estos litigios, aconsejaremos á los 
letrados de provincias que enteren á sus 
clientes cuando apelen, de lo que dispo- 
ne el art. 252 del reglamento de lo con- 
tencioso, para que no dilaten el dar ins- 
trucciones. Los letrados de Madrid, á su 
vez, para evitar el inconveniente ocur- 
rido en el pleito indicado arriba , con- 
vendrá cuando cuenten con pocos dias 
para mejorar la apelación y teman ios 
efectos de la acusación de rebeldía, que 
al personarse , en vez de concretarse á 
pedir que se pongan de manifiesto los 
autos, soliciten desde luego la revoca- 
ción del fallo apelado ó lo que sea pro- 
cedente, alegando aunque sea muy bre- 
vemente los agravios inferidos por el re- 
ferido fallo . 

Contencioso-Adminislrativo . 

En el artículo Actos administrativos, 
hemos dicho que sin acto administrativo 
no es procedente en ningún caso la ac- 
ción conteneioso-administrativa , y que 
es además preciso que el acto vulnere 
un derecho preesistente. De esta doctri- 
na apoyada eñ decisiones ó fallos del 
Consejo Real y de Estado se deduce con 
toda claridad que Va Administración con 
tenciosa es el poder ó jurisdicción que se 
ejerce por los tribunales administrativos 
oyendo y decidiendo las cuestiones que 
nacen de las providencias ó resoluciones 
tomadas por la Administración activa 
en materias de su competencia , cuando 
ofenden derechos particulares. 

I. Fundamento de la jurisdicción contencioso-ad- 
ministraliva, 

Macarel, discurriendo sobre la juris- 
dicción conteneioso-administrativa, dice 
que la decisión de las contestaciones ad- 
ministrativas pertenece á la Administra- 
ción , porque la autoridad judicial no 
podría apercibir ó apreciar con exacti- 
tud las razones de estado y de interés 
público que pueden con frecuencia do- 
minar en tales negocios: que ia justicia 
administrativa necesita cierta latitud et 
la instrucción y mas rapidez en la ac- 
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clon y en la ejecución, ¡o cual no po- 
dría conseguirse sin una jurisdicción es- 
pecial que solo puede colocarse en el se- 
no de la misma Administración, queco- 
nociendo mejor los motivos porque han 
obrado sus agentes y las causas que han 
determinado sus actos se encuentran en 
disposición de poner en balanza el inte- 
rés público y el privado y de hacer que 
prevalezcan en caso de necesidad Ja 
equidad y el interés social que en defini- 
tiva es el interés de todos ; y de aquí 
deduce que es indispensable reconocer 
en la Administración el derecho de re- 
solver sobre los litigios á que pueden 
dar lugar los actos que ella ejecuta en 
su cualidad de autoridad pública. 

Ya sabemos lo que es Administración 
contenciosa, y cuales son, según Maca- 
reíalos fundamentos de esta jurisdic- 
ción. También conocemos las leyes or- 
gánicas de los Consejos provinciales y 
del Real, los reglamentos sobre el modo 
de proceder en los negocios contenciosos 
de la Administración, varias disposicio- 
nes aclaratorias y algunas muy impor- 
tantes que es necesario consultar para 
comprender mejor la índole de la juris- 
dicción conlenciosa y los negocios que 
son de su competencia. 

No descenderemos ahora á extensas 
explicaciones que ni entran en nuestro 
plan, ni caben dentro de los extrechos 
límites de esta obra, ni las hace necesa- 
rias e! esmero con que recopilamos la 
parte legislativa de cada articulo. Seria 
entonces interminable el Diccionario y 
su notoria utilidad desaparecía entre el 
inmenso fárrago de indigestas repeticio- 
nes é inútiles comentarios sobre lo que 
es precepto claro y terminante de las le- 
yes. Bástenos, pues, ayudar á su estu- 
dio y facilitar su aplicación por medio de 
simples indicaciones, que en este ar- 
tículo reduciremos á hacer conocer la 
organización de los Consejos, las diferen- 
cias edre los asuntos judiciales y los 
contencioso-administratívos y el proce- 
dimiento que es propio de estos. 

11 


Negocios que corresponden á la Administración: 
Admmisiraciou activa: Idem contenciosa, 

Llámanse negocios administrativos los 
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que pertenecen á alguno de los ramos 
de la Administración pública. Estos no 
pueden promoverse en virtud de acción 
civil, ni lo que en ellos se trata ó con- 
trovierte es sobre propiedad ó dominio. 

Los negocios administrativos unas ve- 
ces son exclusivos de la Administración 
activa y otras pueden dar lugar á recla- 
mación contenciosa, según vamos á ver. 

Por regla general todos los actos de la 
Administración activa dan lugar á re- 
clamación contenciosa cuando recaen en 
expedientes particulares y ofenden algún 
derecho privado ; no cuando son medi- 
das generales que tienen por objeto la 
observancia de las leyes constitutivas y 
orgánicas, ó la seguridad pública , ó el 
fomento de algún ramo colectivo; ni las 
| cuestiones sobre la aplicación de las le- 
1 yes que regulan los impuestos indirec- 
tos. Es de todos modos indispensable, 
según hemos dicho en el artículo Actos 
administrativos , que el acto de la Ad- 
ministración, para que pueda elevarse á 
la esfera contenciosa irrogue algún per- 
juicio, y no precisamente al interés pri- 
vado sino á derechos privados preexis- 
tentes (1). 

(1) Habiendo prohibido el Gobernador de 
Barcelona á unos fabricantes de aguardiente 
que arrojasen las heces desde sus fábricas á la 
riera pública, se produjo por los referidos fa- 
bricantes demanda contenciosa para que se les 
permitiese continuar vertiendo las heces como 
venían haciéndolo durante muchos años Fa- 
llarla favorablemente por el Consejo provin- 
cial. y apelada por la Administración civil, el 
Consejo Real vino en su sentencia á declarar 
la nulidad de lo actuado por incompetencia 
de la jurisdicción contencioso-administraliva, 
fundándose: i. ° en que según los arts. 74 y 80 
de la ley de .Ayuntamientos, 4 0 de la de Go- 
biernos de provincia , y 8.° de la de Consejos 
provinciales, corresponde á la Administración 
activa dictar providencias ejecutorias sobre 
lodo lo relativo á la policía urbana y rural, á 
la salubridad pública y al disfrute de aprove- 
chamientos comunes en donde no haya un ré- 
gimen especial autorizado competentemente; 
con arreglo al cual se hubieran creado dere- 
chos que pudieran ser perjudicados; y 2 ° en 
que las reclamaciones contra las providencias 
riela Administración activa sobre estas mate- 
rias de su exclusiva competencia no pueden 
convertirse en cuestiones contenciosas, ni es- 
tán por consiguiente- sujetas al conocimiento y 
fallo do la jurisdicción contencioso-adm.nis- 
trativa (Sent. de 22 setiembre de 18 hl.) 


390 CONSEJOS PROVINCIALES. 


Y de aquí se deduce también la razón i 
de la competencia; porque si los pleitos 
contencioso-administrativos suponen ne- 
cesariamente materia administrativa , y 
como fundamento e! acto administrativo 
que perjudique algún derecho preexis- 
tente, á la jurisdicción contencioso-ad- ; 
ministrativa y no á la de los Tribunales 
es á quien exclusivamente compete el 
conocimiento de las reclamaciones con- 
tenciosas que contra dichos actos se in- 
tenten. Esta regla, única genera! que 
nos es dado establecer sobre competen- 
cia, no es do todo punto exacta (I); pero 
es la mas aproximada á la verdad, pues 
que se funda en la independencia recí- 
proca de tíi Administración y de los tri- 
bunales, y está en armonía con la defi- 
nición que hemos dado de la Adminis- 
tración contenciosa ; y con la razón y 
fundamento de esta misma jurisdicción 
especial que tan combatida ha sido en 
el terreno de las taorías (2). 

He aquí ahora determinados por la 
ley misma los asuntos que corresponden 
á la jurisdicción contencioso-adminis- 
trativa, con separación de los que son 
propios de los Consejos provinciales, y 
los que corresponden al de Estado. 

III Asuntos contencioso-administrativos de la com- 
petencia de los Consejos provinciales. 

Los Consejos provinciales, además 
de sus atribuciones puramente consul- 
tivas de que hablan los arts. 76 al 80 de 

(1) Ni puede serlo. La Administración ac- 
tiva, es fundamento do la contenciosa, y que- 
da en pió la dificultad para cuando ofrezca du- 
das la linea divisoria entre lo que es de la 
competencia do los Tribunales y lo que es de 
la Administración activa en un asunto deter- 
minado ó en varios. - Y. Competencias- Gobier- 
no y Administración de las provincias. 

(2) Nosotros mismos nos mostramos poco 

partidarios de la jurisdicción contencioso-ad- 

ministrativa en un articulo de nuestra Revista 

de las Tribunales y de I a Administración in-, 
serto en el número de 8 de enero de 1850, y 
en algunos otros lugares de. la misma. Hoy; 
por grande que sea el respeto que profesemos á 
la opinión de hombres eminentes, no debemos 
tampoco ocultar que nuestras convicciones son 1 2 * * 
las misma® q tic en 1850. Sin embargo , obser- 
vamos que se va abriendo ya paso la opinión 
en sentido de reforma, ya que no de abolición 
completa. 


la ley de 25 de setiembre de 1863, ac- 
túan también como tribunales contencio- 
so-administrativos, y en tal concepto es- 
tán llamados á oir y fallar las cuestiones 
de este orden que se susciten con moti- 
vo de las providencias dictadas por los 
Gobernadores en la aplicación de las le- 
yes , ordenanzas , reglamentos y dispo- 
siciones administrativas. Pero es nece- 
sario tener presente que no en todos los 
casos procede la reclamación contencio- 
sa , y que cuando procede esta, no es 
admisible la gubernativa ante el supe- 
rior jerárquico, según lo establece el ar- 
tículo 14 de la citada ley. 

Las cuestiones de que están llamados á 
conocer los Consejos provinciales, cuan- 
do lleguen á ser contenciosas, es decir, 
cuando el Gobernador ha dictado pro- 
videncia contra la que se reclama , son 
relativas precisamente. 

t ,° Al uso y distribución de los bie- 
nes y aprovechamientos provinciales y 
comunales. (Art. 82, párrafo l.°) En- 
tiéndase que han de versar las cues- 
tiones sobre posesión actual , ó uso ó 
distribución , no sobre propiedad , pues 
estas no están comprendidas ni en la le- 
tra ni en el espíritu de la ley, y son de 
la competencia de ios Tribunales (1) 

2.° Al repartimiento y exacción in- 
dividual de toda especie de cargas ge- 
nerales, provinciales ó municipales. (Ar- 
ticulo 82 2.°) Entiéndase de las 

contribuciones directas: en la territorial 
las cuestiones sobre agravio en la cuota, 
comparada con las de los demás contri- 
buyentes, de ningún modo sobre apre- 
ciación de la riqueza: en la industrial 
las cuestiones sobre repartimiento y 
exacción, ó sobre imposición de mullas 
en los casos de fraude ú ocultación ; y 
en lo tocante al derecho de hipotecas las 
reclamaciones de los interesados contra 
la Administración por las multas que se 
les hayan exigido. /Art. 3.° R. 0. de 20 

(1) Así lo ha declarado también el Consejo 
Real en varias sentencias, purliendo, entre 
otras consultarse Ja de l. 5 rio agosto de 1847, 
núm. 4; la del 9 de abril de 1848. núm. 3; la de 
14 de junio del mismo año, núm. 12; y la de 
16 de marzo, 23 de mayo y 7 de diciembre de 
1849, nums. 8, 15 y 34. 
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setiembre de 1 852, y su importante preám- 
bulo] y Rs. Ords. de 6 diciembre de 1 853 
y de 4 junio de 1854 ) En la de consu- 
mos las reclamaciones contra los repar- 
tos individuales. (Art. 529, Inst. de i.° 
julio de 1864.) 

3. ° A la cuota con que corresponda 
contribuir á cada pueblo para los cami- 
nos, en cuya construcción ó conserva- 
ción se haya declarado interesados á dos 
ó mas. (Id. 3.°, art. 82 citado ) 

4. ° A la reparación délos daños que 
causen las empresas de explotación en 
los caminos á que se refiere el párrafo 
anterior. (Id. 4.°) 

5. ° A las intrusiones y usurpacio- 
nes en los caminos y vías públicas y ser- 
vidumbres pecuarias de todas clases. 
[Id. 5.°) 

6. ° Al resarcimiento de los danos y 
perjuicios ocasionados por las obras pú- 
blicas. (Id. 6.° y R. J). de 10 octubre de 
1845.) 

7. ° Al deslinde de ios términos cor- 
respondientes á pueblos y Ayuntamien- 
mientos, cuando estas cuestiones proce- 
dan de una disposición administrativa, 
{Id. 7.°) 

8. ° Al curso, navegación y flote de 
los rios y canales, obras hechas en sus 
cauces y márgenes, y primera distribu- 
ción de sus aguas para riegos y otros 
usos. (Id. 8.°) 

9. " A la insalubridad , peligro ó in- 
comodidad de las fábricas, talleres, má- 
quinas ú oficios, y su remoción á otros 
puntos. (Id. 9.°) 

10. A la caducidad de las pertenen- 
cias de minas , escoriales y terreros. 

(Id. 10 J 

11. A la demolición y reparación de 
edificios ruinosos, alineación y altura de 
los que se construyan de nuevo, cuan- 
do la ley ó 4os rey lamentos del ramo de- 
claren procedente la oía contenciosa. 

Od. 11 ,) ( 1 .) , . . , 

12. A la inclusión o exclusión en las 
listas de electores y elegibles para Ayun- 
tamientos y sindicatos de riego. (Id. \ 2J 


(i) Véase la R. O. de 9 de febrero de 1867, 
dictada en aclaración de este artículo. 
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13. A los agravios en la formación 
definitiva del registro estadístico de lin- 
cas. ¡Id. 13. J 

14. A la represión de las contraven- 
ciones á los reglamentos de caminos, 
navegación y riego , construcción urba- 
na o rural, policía de tránsito , caza v 
pesca, montes y plantíos. (Id. 14.) 

15. Al cumplimiento, inteligencia, 

| rescisión y efectos de los contratos y re- 
! males celebrados con la Administración 

; provincial para toda especie de servicios 
y obras públicas del Estado, proviucia- 
| les y municipales. (Art. 83.) 

15. Al deslinde y amojonamiento de 
los montes que pertenecen al Estado, á 
los ¡ ueblos ó á los establecimientos pú- 
blicos, reservando las demás cuestiones 
de derecho civil á los Tribunales compe- 
tentes. (Art. 83.) 

17. A la validez, inteligencia y cum- 
plimiento de los arriendos y ventas ce- 
lebradas por la Administración provin- 
cial de propiedades y defechos del Esta- 
do y actos posteriores que de aquellos 
se deriven, hasta que el comprador ó 
adjudicatario sea puesto definitivamente 
en posesión de dichos bienes. (Art. 83 
y R. O . de 20 setiembre de 1852.) 

18. Y últimamente, las relativas á la 
indemnización, legitimidad de los títu- 
los y liquidación de los créditos de los 
partícipes legos de diezmos, con arreglo 
á lo que previene !a ley de 20 de marzo 
de 1846. (Art. 83.) 

Las demandas ante los Consejos , ya 
i hemos dicho en Acción administrativa, 
que han de interponerse y presentarse 
; precisamente en las Secretarías de los 
: mismos Cuerpos , dentro de 30 dias 
. contados desde el siguiente á la notifi- 
| cacion de la providencia administrativa 
j del Gobernador si por ley ó disposición 
i especial no se señala otro término. Los 
Consejos ante todo examinan si procede 
ó no la vía contenciosa, é informan en 
uno ú otro sentido al Gobernador cuya 
autoridad debe resolver lo que. conside- 
re conveniente dentro de tercero día. Si 
la resolución fuere que no procede la 
via contenciosa, el demandante podrá 
recurrir a! Ministro de! ramo respec-* 
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tivo que decidirá, oido el Consejo de 
Estado. 

[V. Asuntos con to n ‘'.i oso-a<l m i nis trati vos de la com- 
petencia del Concejo do Estado. 

El Consejo de Estado no es calificado 
como Tribunal, ni por la ley de su orga- 
nización, ni por el reglamento de 30 de di- 
ciembre de 1840 que determina el modo 
de conocer en los negocios contenciosos 
de su competencia ; y es sin duda por- 
que, considerado en todo como Cuerpo 
consultivo, no se dá fuerza de sentencia 
á sus consultas en lo contencioso, mien- 
tras no son aprobadas por Real decreto, 
según !o dispuesto en losarls. 02 y 03 
de la ley de 17 de agosto de 1800 y el 
223 del reglamento. Aparte de esta ob- 
servación, es lo cierto que el Consejo de 
Estado conoce en lo eontencioso-admi- 
nistrativo con sujeción á formas jurtdi- 
dicas ó como Tribunal de primera y úni- 
ca instancia, ó como Tribunal de apela- 
ción. Veamos: 

Primera y única instancia ante el 
Conseja de Estado. El Consejo de Esta- 
do es oido, ó conoce en única instancia, 
en los asuntos de la Administración cen- 
tral cuando pasan á ser contenciosos, y 
señaladamente: 

1. ° Respecto al cumplimiento, inte- 
ligencia, rescisión y efectos de los re- 
mates y contratos celebrados directa- 
mente por el Gobierno o por las Direc- 
ciones generales de los diferentes ramos 
de la Administración civil ó militar dej 
Estado para toda especie de servicios y 
obras públicas. 

2. ° Respecto á las reclamaciones á 
que den lugar las resoluciones particu- 
lares de los Ministros de la Corona ó de 
las Direcciones generales cuando causan 
estado, en los negocios de la Península 
y Ultramar (Arts. 40 y 56 ley diada). 

Del mismo modo que hemos dicho 
respecto de ¡os Consejos provinciales, el 
de Estado, según lo que de los núme- 
ros l.° y 2.° se desprende, está llamado 
á conocer en las cuestiones sobre con- 
tratos para el servicio de correos, cami- 
nos y puertos (1) en las que ocurran 


(i. R f> de 23 de setiembre de 1846. 


sobre bienes nacionales (1) en las de mi- . 
ñas, en las de contribuciones (2) y en 
general en todos los negocios en que se 
versen reciprocas obligaciones de la Ha- 
cienda y de los particulares, siendo re- 
vocables por la via contenciosa (3). Sin 
embargo hay la notable diferencia de 
que los Consejos provinciales son llama- 
dos á conocer en la primera instancia 
de las cuestiones contenciosas á que den 
lugar los actos administrativos de la au- 
toridad civil provincial, con apelación 
al de Estado , y este , en esfera mas ele- 
vada, conoce de las reclamaciones á que 
den motivo los actos de la Administra- 
ción central, ó sea del Gobierno y de 
las Direcciones generales cuando causen 
estado. 

Una advertencia importante debere- 
mos hacer aquí, y es que el recurso con- 
tencioso con ira las resoluciones de los 
Ministros de la Corona y de las Direc- 
ciones generales cuando causen estado 
deberá interponerse dentro del improro- 
gable término de seis meses contados 
desde el dia en que se baya hecho sa- 
ber, en la forma administrativa á los in- 
teresados, la providencia que motiva el 
recurso. (Art. 3.°, R. D. de 21 mayo de 
1853 y Ir del de 20 junio de 1858 ) 

Como Tribunal de apelación „ conoce 
el Consejo de Estado, en apelación y 
nulidad de las resoluciones de los Con- 
sejos provinciales, y de las de cualquie- 
ra otra autoridad que entienda en pri- 
mera instancia en negocios contencioso- 
administrativos. Téngase presente que 
la apelacdon no procede siempre, sino 
cuando el interés del litigio ó valor de 
la demanda pudiendo sujetarse á una 
apreciación material llegue á 2,000 rea- 
les, según luego veremos. También es 
del caso indicar que según la ley de 
Ayuntamientos (art. 100) y la de 25 de 
agosto de 1851 las apelaciones que se in- 
terpongan de los fallos de los Consejos 
provinciales en negocios de cuentas cor- 


fi) Lev de 20 de febrero de 1850, y Reale s 
órdenes de 23 de enero de 1849 y 20 de setiem- 
bre de 1832. , 

(2) Ley de ü de abril de 18o9. 
í3i R. O de 21 de mayo de 1833, 
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responden al Tribunal de este nombre y 
do al Consejo de Estarlo. 

Tales son, pues, los asuntos conten- 
ciosos de la competencia de los Conse- 
jos provinciales y del de Estado, como 
Tribunales administrativos. Vamos aho- 
ra á presentar algunos casos negativos 
de la indicada competencia como un 
medio de aclarar mas esta importantí- 
sima materia. Veamos: 

V. Negocios reservados á los Tribunales de justicia. 

Es necesario no confundir los asun- 
tos administrativos con los judiciales, ni 
tampoco los que son exclusivos de la 
Administración activa con los de la mis- 
ma naturaleza que pueden elevarse á la 
esfera contenciosa. No hay establecidas 
reglas fijas que marquen la línea divi- 
soria de cada jurisdicción, y pata des- 
lindar su respectiva competencia es ne- 
cesario en cada caso recurrir al examen 
de la naturaleza de cada negocio y de 
sus distintos caractéres, lo cual requiere 
mucho cuidado para no exponerse á 
equivocaciones que tan caras suelen pa- 
gar los intereses particulares. 

Los negocios que están reservados á 
los Tribunales de justicia son, pues, to- 
dos aquellos de naturaleza civil que se 
fundan en títulos privados, cuyas con- 
troversias tienen lugar entre particula- 
res y que versan sobre objetos ajenos 
al interés colectivo: también las que 
versan sobre dominio ó propiedad aun- 
que por otra parte sean de naturaleza 
administrativa y tengan lugar entre Cor- i 
poraeiones administrativas. 

Aparte de haberse reconocido implí- f 
chámente esta doctrina en las leyes or- 
gánicas de los Consejos provinciales y 
del de Estado, se ha consignado también 
explic ilamente respecto al procedimiento 
por remate y venta de bienes para eje- 
cutar las sentencias y de las cuestiones 
que sobrevengan . 

Además se ha declarado de una ma- 
nera expresa la competencia de los Tri- 
bunales de justicia. 

l.° Respecto á las cuestiones sobre 
bienes nacionales, cuando versen sobre 
el dominio de los mismos bienes, y ; 


sobre cualesquiera otros derechos que 
se funden en títulos anteriores y poste- 
riores á la subasta ó sean independien- 
tes de ella, correspondiendo solo á los 
Consejos provinciales, y al Real en su 
caso, los que sean relativos á la vali- 
dez, inteligencia y cumplimiento de los 
arriendos y subastas y actos posesorios 
de ellas, basta poner al comprador ó 
adjudicatario en posesión pacífica de di- 
chos bienes. (Art. t.°, R. 0. de 20 
setiembre de 1832 y su preámbulo.) 

2. ° En las cuestiones sobro dominio 
ó propiedad que la Administración de 
los ramos de Correos, Caminos, Canales 
y Puertos tuviese que sostener, y sobre 
procedimiento por remate y venta de 
bienes contra sus deudores. (Art. 2.°, 
R. D. de 23 setiembre de 1846.) 

3. ° En las demandas de tercería 
sobre dominio ó prelacion , aunque re- 
caigan sobre expedientes administrati- 
vos. (Art. 2.°, R. 0. de 20 setiembre de 
1832, y II de la ley de 20 febrero 
de ! 83Ó ) 

4. ° En las contestaciones ó pleitos 
que dimanen de privilegios de inven- 
ción, (R. 0. de 22 noviembre 1848.) 

5. ° En las cuestiones de interés par- 
ticular que so susciten entre los indivi- 
duos de una clase encabezada para la 
contribución de consumos. (Art. ! 84, 
ínst. del ramo de 1 0 julio de 1804 ) 

6. ° En las cuestiones sobre validez 
do las enajenaciones hechas por los 
Ayuntamientos, cuando se fundan en 
causas intrínsecas distintas é indepen- 
dientes de la formalidad de la aproba- 
ción superior correspondiente, sin que 
dicha formalidad pueda ser un obstácu- 
lo á la nulidad, tuda vez que mas que 
un acto de gobierno lo es de tutela. 

( Doctrina fundada en la sentencia del 
C. R. de 22 setiembre de 1847. 

Como se ve no son reglas las que de- 
jamos establecidas en los seis números 
anteriores, son solo casos especiales que 
contribuyen á deslindar la competencia. 
Nunca sin embargo podrán evitarse las 
contiendas de jurisdicción , pero á este 
inconveniente atiende la ley según ve- 
mos en el artículo Competencias de ju - 
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niáDicctox, y en Gobierno y Administra- 
ción DE LAS PROVINCIAS. 

Vi. Procedimiento contencioso-administrativo. 

Hay que considerar en el proeedi- 
rnhnto contencioso-administrativo: 

La imparcialidad del Tribunal llama- 
do á conocer en el negocio y en este 
supuesto la recusación como medio de 
conseguirla. 

La personalidad de las partes que 
litigan y de sus auxiliares en su caso. 
Los plazos y términos en general. 

•La tramitación de la primera instan- 
cia ante el Consejo provincial. 

La de los recursos que se dan contra 
sus providencias, ya ante los mismos 
Consejos, ya ante el de Estado. 

La de los negocios de que conoce el 
Consejo de Estado en primera y única 
instancia. 

Las fórmulas. 

Recusación. 

Parece un defecto de la ley el no ha- 
ber dispuesto expresamente que los con- 
sejeros que tengan interés en un nego- 
cio deban abstenerse en él ; pero si esto 
no se ha hecho porque no se ha creido 
necesario, se ha concedido á las partes 
de una manera expresa el derecho de 
recusación ; respecto de los consejeros 
de Estado en el art. 32 al 37 del regla- 
mento de 30 de diciembre de 1846, y 
respecto de los provinciales en los artí- 
culos 13 al 10 del de l.° de octubre 
de 184o, en donde se expresan los mo- 
tivos, el tiempo y ía forma de propo- 
nerla. 

En cuanto á los ujieres nada se dice 
en el capítulo de recusación , respecto 
de los de los Consejos provinciales ; pero 
respecto de los del Consejo Real se les 
prohíbe bajo pena de nulidad y sus 
efectos autorizar cédula alguna ni dili- 
gencia en la cual tengan interés ellos, 
sus mujeres legítimas ó sus parientes 
consanguíneos ó aliñes basta el .cuarto 
grado inclusive. (Art. 74 y 75.) 

Personalidad de las partes que 'litigan. 

En todo pleito y lo mismo en los con 
tenoioso-administrativos son necesarias 


por lo menos dos personas ó dos repre- 
sentaciones, ya sean ambas ó alguna de 
ellas particulares, ya compañías indus- 
triales ú otras corporaciones semejan- 
tes; ya Ayuntamientos, ó provincias ó 
establecimientos públicos; ó ya sea la 
misma Administración civil demandante 
ó demandada. En todos los casos es ne- 
cesario evitar le nulidad que es consi- 
guiente si falta la personalidad, ya en la 
parte por carecer de las cualidades ne- 
cesarias para comparecer en juicio, ya 
en el apoderado si le tuviere, por no 
acreditar debidamente la representación 
ó por ser insuficiente o ilegal el poder. 

( Arts . 33 y 73, pár. 4.° del Re j. de Con- 
sejos provinciales , 86 del de Estado y 91 
de <a ley de 25 de setiembre de 1863 ) 

Esta última disposición del art. 91 de 
la ley, dice quien ha de representar 
ante los Consejos provinciales, á la Ha- 
cienda pública, á los demás ramos de la 
Administración central, á la provincia 
y á los Ayuntamientos. 

Ante el Consejo de Estado deben com- 
parecer las partes o por medio de uno de 
los abogados del Consejo , que son todos 
los del Colegio de Madrid que tengan 
abierto su bufete, dándole poder al efec- 
to, (arts. 27, 58, 83, 252, 253 y 255); ó 
por si mismas, cuando la Sección de lo 
contencioso crea que pueden defenderse 
sin necesidad del ministerio de los abo- 
gados. (Arts. 28 y 58.) 

Plazos y términos en general. 

El reglamento de los Consejos provin- 
ciales nada establece sobre el modo de 
contar los términos ó plazos, asunto que 
es de mucha importancia por los perjui- 
cios que su trascurso puede traer á los 
derechos de los que litigan. Deben por 
lo mismo tenerse presentes las disposi- 
ciones generales sobre enjuiciamiento; 
y según ellas no se cuentan los dias en 
que no pueden tener lugar actuaciones 
judiciales, ni el de la fecha. (Arts. 25 y 
26, Ley de E. C., y 269 y 270 del Reg. 
del C. R.) Este reglamento quiere que 
tampoco se cuente el dia del vencimien- 
to del plazo; y. á él nos parece que de- 
ben atenerse los Consejos provinciales, 
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teniendo además en cuenta que ningún 
emplazamiento ni notificación ni otta 
actuación alguna, puede practicarse en 
domingos o dias festivos , ni antes de la 
salida del sol, ni después de puesto. 
(Art. 10 Ley de E. C. y 72 y 73 del 
Rey . delC. R.) — V. Días y iiorxs hábiles. 

Tramitación de la primera instancia ante los 
Consejos provinciales. 

Ya dejamos dicho en el párrafo 3.°, 
pág. 300, lo que son asuntos adminis- 
trativos y cuándo dan lugar á reclama- 
ción contenciosa, especificando uno por 
uno los que la ley ha determinado como 
de la competencia de los Consejos pro- 
vinciales, La tramitación de estos plei- 
tos que solo vamos á indicar muy lige- 
ramente, es la siguiente: 

Demanda: Es el escrito en que se pro- 
duce la reclamación contenciosa, su- 
puesto ya el expediente gubernativo ó ei 
acto de la Administración que haya vul- 
nerado el derecho que es objeto de la re- 
clamación, ( Arts. 21 al 23, 30 y 31 del 
reglamento. Se presenta en la Secretaría 
del Consejo provincial, dentro de los 
plazos señalados en ei art. 92 (antes 93} 
de la ley de 23 de setiembre de 1803, 
que, según se expresa en el art. 6.° de !a 
Real orden de la misma fecha , reforma 
el art, 17 del reglamento. — El Consejo 
provincia! con vista de la demanda con- 
sulta al Gobernador si procede ó no la 
vía contenciosa, si está ó no en tiem- 
po etc. etc. y el Gobernador dentro de 
tercero dia resuelve lo que estima con- 
veniente comunicándolo al Consejo. Hay 
recurso al Ministro del ramo. (Arte. 94 
y 93 de la ley.) 

Emplazamiento: Trámite muy exen- 
cial que debe practicarse en tiempo y 
forma. {Arts. 28, 32 y pár. o.° del 73 
Reglamento.) 

Contestación á la demanda : Es la 
iniciación de la defensa de! demandado 
ya proponiendo las excepciones dilato- 
rias del art. 33, ya cualesquiera otras. 
(Arts. 27, 30, 31 y 33 a! 37.) Cuando 
la Administración es la demandada su 
contestación se Rama memoria. 

Escritos de réplica y duplica: Solo 
proceden, en su caso, si las excepciones 


propuestas no son dilatorias. (Art. 38.) 

Decimos en su caso, pues, según el es- 
píritu del citado art. 36, tampoco se de- 
ben conceder traslados para estos escri- 
tos, cualquiera que sea la excepción que 
se proponga cuando el Consejo no los 
considere necesarios. 

Pruebas: Cuando se consideran nece- 
sarias se recibe el pleito á prueba pre- 
via citación de las partes, (Arts. 38, 39, 
pár. 6.° y 7.° del 73 con su nota, y 74.) 
No dice ei reglamento cuáles son admi- 
sibles, pero atendido el art. 77 creemos 
que lo son las posiciones, los testigos, 
los peritos, la inspección ocular, la com- 
probación de documentos y cualquiera 
otra que sea conducente ,* del mismo 
modo que en los juicios civiles y ante el 
Consejo de Estado por los arts. 130 al 
203 de su reglamento. 

Vista 'pública: Trámite necesario. La 
ley quiere que las mismas partes ó sus 
defensores puedan exponer verbalmente 
lo que crean conducente á su derecho. 
{Arts. 4! al 43, Rey. y 89 de la ley). 

Auto de conclusión: Con citación de 
las partes para definitiva. {Arte 73, pár- 
rafo G.“). 

Y sentencia: Esta debe ser motivada, 
dictarse dentro de los siete dias desde la 
conclusión para definitiva, por el núme- 
ro de consejeros necesario yen la forma 
queso halla establecida. [Arts. J.°, 46 
al 53 y pár. 2.° del 73 del Rey - y 94 ds 
¡a ley) . 

Actuación en rebeldía.: Está determi- 
nada en los arts. 34 al 62, y tiene lugar 
siempre que citada ó emplazada una 
parte no concurre á exponer sus dcien- 
sas en el término que la ley ó la provi- 
. dencia del Consejo determine en cada 
' caso. En el momento en que es acusada 
la rebeldía se procede á fallar el pleito, 
salvo que para mejor proveer se consi- 
dere precisa alguna prueba. Se notifica, 
sin embargo, la sentencia que recaiga 
(art. 37). Se admite ante el mismo Con- 
sejo el recurso de rescisión. (Arts. 54 
al 62). 

Ejecución de las sentencias: Siempre 
es de la competencia de la Administra- 
ción por medio do sus agentes, no ha- 
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hiendo que proceder por remate y venta 
de bienes, en cuyo caso se remitirá la 
ejecución y la decisión de las cuestiones 
que sobrevengan á los Tribunales ordi- 
narios. (Art. 17). Pero esto debe enten- 
derse sin perjuicio de las facultades de 
la Administración económica de enten- 
der exclusivamente en el remate y su- 
basta de los bienes que se enajenan para 
hacer efectivo el reintegro de las contri- 
buciones del Estado ó de las cargas mu- 
nicipales o provinciales. (Art. 5.° de la 
R. O. de 20 de setiembre de 1852). 

Recursos contra providencias de los Consejos 
provinciales. 

Se dan contra las providencias de los 
Consejos provinciales diferentes recur- 
sos: unos ante ios mismos Consejos y 
otros ante el Consejo de Estado. 

Ante los mismos consejos. 

Deben proponerse ante los Consejos 
provinciales y los mismos Consejos de- 
ciden los recursos siguientes: 

La rescisión: En el caso de haberse 
dictado sentencia en rebeldía. ( Arts . 58 
al 62). 

La interpretación: En el caso de ha- 
ber contradicción, ambigüedad ú oscu- 
ridad en sus cláusulas. ( Art 63 al 67). 

La reposición de ínter locutorios: Es- 
te recurso no se halla expresamente 
comprendido en el reglamento, pero le 
croo procedente, por Jo mismo que. no 
se concede el de apelación de interloeu- 
torias art. 72, y porque de otro modo 
no podría subs narse en tiempo una 
nulidad, ni prepararse para en su caso 
como lo exijen el mismo art. 72 y el 
74. También me fundo en el 77, y en 
el 224 al 226 del reglamento del Con- 
sejo Real. La reposición tratándose de 
definitivas es de todo punto improce- 
dente. (Arf. 18). 

Ante el consejo de estado. 

Deben proponerse ante los Consejos 
provinciales, pero se remiten á la reso- 
lución del de Estado, los recursos si- 
guientes: 

La apelación: Solo se conoce en ne- 
gocios cuya entidad exceda de 2.000 
reales, arts. 97 de la ley y 68 al 72 del 
reglamento. Su tramitación se determi- 1 


j na en los arts. 251 al 266 del regla- 
mento del Consejo de Estado. 

La apelación y nulidad conjuntamen- 
te: Arts. 75, 73 y 74 Reg. y 267 y 268 
ídem del Consejo de Estado. 

La nulidad solamente. En los nego- 
cios en que por su entidad no procede, 
la apelación. (Arts. 68, 73, 74?/ 75.) 

Primera y única instancia ante el Consejo 
de Estado. 

Dejamos indicados en la pág. 392 los 
asuntos contencioso-administrativos que 
¡ son de la competencia del Consejo de Es- 
; todo y sobre su sustanciaeion no debemos 
\ detenernos estando perfectamente deter- 
( minados los trámites en los arts. 50 al 
.251 del reglamento de 30 de diciembre 
de 1846, á donde remitimos á nuestros 
. lectores. 

F órmulas. 

Comprendemos en esta sección, las 
fórmulas mes importantes del procedi- 
miento conlencioso-administrativo , y 
i además las hemos anotado para que sa- 
tisfagan mas cumplidamente á su obje- 
Iq. Las fórmulas, si no indispensables, 
son útiles muchas veces hasta á las per- 
sonas mas experimentadas en los nego- 
cios, ya porque evitan omisiones y ol- 
vidos de cláusulas convenientes, ya por- 
que la redacción de un simple escrito ó 
de una breve diligencia que en aparien- 
cia es fácil suele ofrecer en la práctica 
dificultades que exigen tiempo y trabajo. 

(Certificación de acuerdo de Ayuntamiento 
para litigar. ) 

|>. N. Secretario del Ayuntamiento Consti- 
tucional de Yillanueva en la provin- 
cia de 

Certifico : Que según consta en el li- 
bro de actas de dicha corporación corres- 
pondiente á este año de la fecha, al folio 
tantos hay un acuerdo tomado por una- 
nimidad en sesión ordinaria (ó extraor- 
dinaria) de tal dia con asistencia de los 
Señores Concejales D. N., N. y N. y el 
Señor Alcalde presidente, el cual copiado 
á la letra dice así: 

«Se dió cuenta de un oficio del Señor 
Gobernador de la provincia comunican- 
do la resolución que ha dictado en el ex- 
pediente de arriendo de los pastos de Pi- 
nosilla que ha arbitrado el Ayuntamien- 
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to de Quintano sin anuencia de este, y 
como dicha resolución sea contraria a! 
uso y aprovechamiento de que goza este 
pueblo en el referido monte, el Ayunta- 
miento enterado de todos los antecentes 
de este asunto, y previa una detenida de- 
liberación acordó autorizar al Alcalde pa- 
ra que entable y sostenga cuantas recla- 
maciones sean necesarias llevándolas al 
Consejo provincial y si es necesario á los 
demás Tribunales que sean competentes 
(ó bien acordó que se entablen y sosten- 
gan ante el Consejo provincial en la es- 
fera contenciosa las reclamaciones que 
han mediado en la gubernativa) basta ob- 
tener sentencia favorable (t). 

Y para los efectos correspondientes ex- 
pido la presente certificación, de orden 
verbal del Sr. Alcalde y con su Y.° B.° en 
dicha villa á tantos etc. 

Como Secretario del Ayuntamiento, 
F. de T. 

V. n B.° 

El Alcalde, 

F. de T. 

Si el pleito hubiera de seguirse ante 
un Tribunal civil, seria necesario elevar 
el anterior acuerdo al Gobernador de la 
provincia para su aprobación, oyendo 
al Consejo provincial; pero no cuando 
el pleito que ha de promoverse sea con- 
tra una resolución del Gobernador, ó á 
consecuencia de ella, ante el Consejo 
provincial, como asunto contencioso- 
administralivo. En este caso parece no 
ya solo inútil, sino hasta contradictorio, 
solicitar la aprobación del Gobernador, 
puesto que de todos modos ha de con- 
siderarse después ú obtenida ó denega- 
da, cuando presentada la demanda ante 
el mismo Gobernador la pase ó no al 
Consejo provincial. (Considerando 2.° 
de la sentencia núm. i 3 de 17 de no- 
viembre de 1847 ) 

Fórmula de demanda. 

Al Consejo provincial. 

D. Juan Vega, abogado, vecino de esta, 
en nombredel Ayuntamiento de Villabue- 
na en esta provincia de quien presento 
poder otorgado por el Alcalde de la mis- 


(i) Arts. 76, páirafo 40, y 83, párrafo 12 de 
la Ley municipal. 


ma villa, competentemente autorizado 
para litigar, corno mejor proceda digo: 
Que el Ayuntamiento de Quintano tam- 
bién de esta provincia, prescindiendo de 
la mancomunidad de toda clase de apro- 
vechamientos que Yillabuena tiene en el 
monte llamado Pinosilla situado en juris- 
dicción de Quintano, ha procedido al ar- 
riendo de los pastos del mismo en virtud 
de acuerdo que ha obtenido la aproba- 
ción del señor Gobernador de Ja provin- 
cia; pero sin haber contado con el bene- 
plácito y asentimiento del Alcalde y Ayun- 
tamiento de Yillabuena, como era en to- 
do caso justo y necesario para no perju- 
dicarse en la posesión del indicado apro- 
vechamiento. La corporación á quien re- 
presento, luego que llegó á su noticia el 
propósito del Ayuntamiento de Quintano, 
tomó acuerdo en sesión de tal día, des- 
pués de una madura deliberación, para 
reclamar como reclamó directamente del 
mismo, contra semejante medida; pero 
no obstante Ja atenta comunicación que á 
este efecto le fué dirigida por el Alcaide 
mi representado (documento núm. . . .), 
ni siquiera mereció para el Ayuntamiento 
de Quintano los honores de la contesta- 
ción. Visto esto elevó mi parle la recla- 
mación conveniente al señor Gobernador 
de la provincia, pero había dictado ya la 
providencia de aprobación, y considera- 
ciones del momento que se dejan com- 
prender debieron inclinarle ;-í no hacer 
novedad en el asunto. Este ha quedado 
íntegro á la resolución del Consejo pro- 
vincial, y el Ayuntamiento de Yillabuena 
do puede menos de llevar la cuestión á la 
esfera contenciosa, seguro de que ha de 
justificar su oposición al arrendamiento 
de los pastos del monte de Pinosilla, en 
cuya posesión está mi representado, y cu- 
yo uso no puede impedírsele sin vulnerar 
su indisputable derecho, que por cierto 
no se funda solo en Ja mera posesión, si- 
no que tiene también en su apoyo una 
concordia con el pueblo demandado, que 
de una manera terminante é inequívoca 
reconoce dicha mancomunidad en el 
monte objeto de la contienda, diciendo 
que. . . . (aquí se pone Jo sustancial de 
cuanto se refiera á la cuestión.) Es pues 
evidente que desde que dicha concordia 
se celebró en el año de 1 07 1 , no ha su- 
frido hasta hoy la menor interrupción en 
el indicado goce, lo cual se justifica per- 
fectamente con ios dos oficios que debi- 
damente presento , uno de tai fecha y 
otro de tal otra, dirigidos al Ayuntamien- 
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iü de Villabuena por el do Quinlano, en < 
los cuales explícitamente se dá por su- 
puesta Ja mancomunidad de pastos, cuan- 
do su objeto era convenir en el señala- 
miento de cierta parle del monte para los 
ganados atacados déla viruela, y aun sin 
estos documentos, se justificará si es ne- 
cesario no solo con testigos á su tiempo, 
sino con la compulsa de actas municipa- 
les del mismo Ayuntamiento de Quinlano, 
que no deben ser para él recusables. 

Siendo, pues, sumamente fácil la cues- 
tión que es objeto de esta demanda , po- 
dremos reducir todos los hechos y el de- 
recho á los siguientes: 

Puntos de hecho. 

1. " Los pastos y demás aprovecha- 
mientos del monte titulado Pinosilla en 
la jurisdicción de Quinlano vienen dis- 
frutándose en mancomunidad y sin con- 
tradicción de ninguna clase entre dicho 
pueblo y Villabuena desde la concordia 
de 1771. 

2. a Siempre que ha sido necesario in- 
terrumpir el aprovechamiento con moti- 
vo de destinar algún cuartel del monte á 
tallar, ó por señalamiento de alguna par- 
te del mismo para el ganado atacado de 
viruela, se ha hecho de acuerdo entre am- 
bos pueblos, según se acredita por los 
olidos que se presentan, los cuales cor- 
robaran ios capítulos tal y tal de la con- 
cordia que se citan en el fondo de esta 
demanda. 

3. " Al hacer recientemente el Ayun- 
tamiento de Quinlano el arrendamiento 
de ios pastos del monte, bajo el supuesto 
de necesitar arbitrarlos para atender á 
los gastos de su presupuesto municipal no 
se ha contado can el Ayuntamiento de 
Villabuena, y esto perjudica á su libre 
uso y aprovechamiento que no puede de 
ningún modo impedírsele por las siguien- 
tes razones: 

.Son fundamentos Je derecho. 

1. a Que según la ley de 8 de junio 
de 1813 disposiciones 2. a y 3. a de la Real 
orden de 17 d mayo de 3838, y Real 
órden de 8 de enero de 1841 deben man- 
tenerse las mancomunidades de pastos 
públicos que existen entre dos ó mas pue- 
blos, tales como hayan existido de anti- 
guo, sin perjuicio de que el pueblo que 
pretende el. usufructo privativo de su tér- 
mino municipal use de su derecho en 
Tr i banal < :om p et ente . 

Y 2.° Que el arrendamiento hecho de 
los pastos de la mancomunidad ataca la 


posesión y á la mancomunidad misma 
vulnerando un derecho que la ley quiere 
que se respete y causando notorios per- 
juicios al pueblo despojado de Ja posesión 
de los aprovechamientos que le corres- 
ponden. Por tanto 

Suplico al Consejo que habiendo por 
presentado el poder, Ja certificación del 
acuerdo del Ayuntamiento para sostener 
esfe litigio, la concordia y los oíicios ci- 
tados, y llamando á los autos el expedien- 
te gubernativo instruido en el Gobierno 
de provincia, se sirva declarar que que- 
de sin electo el arrendamiento de los pas- 
tos mancomúnales del monte Pinosilla 
hecho por el Ayuntamiento de Quintann 
sin acuerdo ni intervención del de Villa- 
buena, mandando que se reponga laman- 
comunidad, amparando á este último 
pueblo en la posesión, uso y aprovecha- 
miento de ios referidos pastos, sin per- 
juicio de que si Quinlano se cree con al- 
gún derecho le deduzcan ante el tribu- 
nal y en el juicio competentes; todo con 
las costas y gastos que se originen en el 
pleito y con motivo del pleito hasta su 
terminación; por ser así justicia que pido 
conforme á derecho. 

Madrid etc. 

La firma del letrado defensor. 

Otro si: Para los electos de oir citaciones 
y notificaciones mi domicilio es en esta 
corte, calle de núm,.... cuarto 

Firma del apoderado. 

La anterior demanda se presenta en 
la Secretaría del Consejo provincial y 
debe ponerse nota de presentación y aun 
darse á la parte el resguardo convenien- 
te. El Consejo consulta al Gobernador 
sobre su admisión y en su caso como de- 
jamos dicho la denegación es apelable 
para ante el Ministro del ramo. 

(Auto para emplazamiento.) 

gres. Auto, Traslado al Ayuntamien- 

í'residente, jq de por el término de y 

Pardo P ara emplazarle líbrese despacho 
<U 1 °' cometido al juez de paz del mismo 
pueblo. Se nombra consejero ponente al 
vocal D... Proveído por los señores del 
margen hoy tantos. 

El Presidente. 

El Secretario. 

( Cédula para emplazamiento . ) 

Diego Pita, ujier del Consejo provincial 
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de Madrid, certifico: Que en la demanda 
presentada en tal dia ante el referido 
Consejo á instancia deD. Juan Vega, abo- 
gado del Colegio de esta córte corno apo- 
derado del Ayuntamiento de Viliabuena, 

cuyo domicilio es calle de mun,.... 

pretendiendo se deje sin efecto el arren- 
damiento hecho por el de Quintarlo de 
los pastos del monte Piiiosilia en la juris- 
dicción del último ha recaído laproviden- 
cia siguiente: 

(Se inserta á la letra.) 

Y para los efectos del art. 32 del regla- 
mento de primero de octubre de etc. fir- 
mo el presente hoy tantos etc. 

Fl Secretario. 

A continuación de la cédula anterior 
que luego se une á los autos se pone la 
diligencia de notificación ai demandante 
ó sea á su apoderado y se hace constar 
el emplazamiento al demandado si se le 
ha hecho por ujier por residir en Ja ca- 
pital. Si el emplazamiento se hace por 
despacho en este es donde se hace cons- 
tar haber tenido lugar por el funcionario 
que le haya autorizado. 

Notificación. En Madrid a.... de.,., de.... 
yo el infrascrito ujier lie hecho saber el- 
contenido de la presente cédula á D. Juan 
Vega como apoderado del Ayuntamiento 
de Viliabuena, en su propia casa, y le he 
entregado además copia literal de ia mis- 
ma. Quedó enterado y firma de que cer- 
tifico. 

Firma del notificado. 

Idem del ujier. 

Emplazamiento (1). Seguidamente yo el 
ujier infrascrito pasé á casa de.... y ha- 
ciéndole saber el contenido de la pre- 
sente cédula le entregué otra que con- 
tiene la demanda literal con la providen- 
cia que ha recaído y relación de lodos los 
documentos presentados por el deman- 
dante; quedó enterado, se dio por citado 
y emplazado y firma conmigo de que ■ 
certifico. 

F trina del demandado . 

F ¿rrna del ujier . 


( 4 ) Claro es que esta diligencia de emjda- j 
z a uúento se entiende cuando el emplazado re- | 
sida en la misma capital de provincia- pues en f 
otro caso se liace por despacho, \ 


( Despacho para emplazamiento.) 

Don José Cid, presidente dei Consejo 
provincial de Madrid. 

Al señor Juez de paz de Quintano (ó de 
primera instancia, ó Alcalde según los 
casos y circunstancias) ó á cualquiera de 
ellos á quién sea presentado este des- 
pacho para su cumplimiento, hago saber: 
Que en este tribunal se ha presentado 
demanda por D. Juan Vega á nombre del 
Ayuntamiento de Viliabuena cuyo tenor 
con el de la providencia que ha recaído 
es el siguiente: 

Demanda. (Se copia íntegra.) 

Providencia que ha recaído . (Se copia ínte- 
gra expresando los vocales que la firman 
y el secretario.) 

Y para que tenga lugar el emplazamien- 
to acordado en la anterior providencia 
exhorto y requiero á V. á que lab luego 
como le sea presentado este despacho se 
sirva mandar se guarde y cumpla y que 
en su virtud por escribano ó notario pú- 
blico, si le hubiere en el pueblo, ó en su 
defecto por el secretario de eso Juzgado 
se practique el emplazamiento á la cor- 
poración municipal de ese pueblo en la 
persona del Alcalde, entregándole en el 
acto una copia literal de la demanda y de 
la providencia y haciéndolo todo constar 
á continuación de este despacho queme 
será devuelto, por el mismo conducto 
para unirle á los autos de su razón. 

Dado en Madrid ,i de de 

Firma del Gobernador. 

El Secretario del Consejo. 

La ¡Irma. 

Este despacho se entrega á la parte 
interesada en su cumplimiento ó su apo- 
derado, y poniéndole en mano del escri- 
bano del pueblo da cuenta al juez de paz 
(ó á quien vaya dirigido) y se cumpli- 
menta en estos términos. 

( Auto de cumplimiento. ) 

Auto. — Guárdese y cumpla lo que se dispone 
en el anterior despacho , practicándose el 
emplazamiento y demás diligencias por 
secretario de este Juzgado mediante no 
haber escribano en el pueblo. Lo mandó 

y firmó e) Sr F primer Juez de 

paz de esta villa de Quintano sin perjui- 
cio déla jurisdicción que ejerce, hoy tan- 
tos etc. 

Firma del Juez de paz. 

Idem del secretario . 
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(Cumplimiento por el secretario de un juez 
de paz. Modo de notificar á un Alcalde 
como tal.) 

Notificación y emplazamiento. En la 

villa ile Oumfauo .1 tantos ele., yo el se- 
cretario ilel Juzgado de paz de ésta villa 
en cumplimiento de cuanlo so ordena en 
Ja anterior providencia y despacho á que 
se reitere, previo atento recado al señor 
Alcalde y en la ñora que este señor se sir- 
vió señalarme, me constituí en su casa- 
habitación, y habiéndome mandado entrar 
dicho señor, le hice presente el objeto 
del presente despacho, leyéndosele ínte- 
gramente y dejándole copia literal del 
mismo, Dicho señor se dió por noli Meada 
y emplazado en nombre del Ayuntamien- 
to , y lirmó conmigo y puso el sello de la 
Alcaldía en prueba de quedar enterado y 
de haber recibido las copias , de que cer- 
lilico. 

La jimia del notificado. 

Como secretario del Juzgado de paz , 
V. de T. 

Auto. — Devuélvase este despacho por el 
mismo conduelo al señor presidente del 
Consejo provincial. Lo mandó etc. 

Firma del juez de paz. 

Idem del secretario. 

El demandante cuida de recoger e! 
anterior despacho cumplimentado y le 
presentará en la Secretaría del Consejo, 
bien desde luego , o esperando á que 
pose el término del emplazamiento , en 
cuyo caso es ya de todo punto indis- 
pensable la presentación ; y á la vez si 
no lia comparecido el demandado puede 
acusarle la rebeldía. 

[Fórmula de la contestación.) 

El Alcalde luego que le haya sido no- 
tificado el emplazamiento, debe sin per- 
der un instante dar cuenta al Ayunta- 
miento, no esperando á la sesión ordi- 
naria si no lia de celebrarse en el mismo 
(lia. Dicha Corporación acordará lo que 
mas conveniente considere á su derecho ; 
pero deberá tener en cuenta que es ne- 
cesario en este asunto proceder con ac- 
tividad, pues si se deja pasar el término 
y le es acusada la rebeldía se falla el 
pleito sin su audiencia. 

Acordada por el Ayuntamiento la de- 


fensa se saca un certificado del acuerdo, 
y el Alcalde ó por sí ó por medio de 
apoderado se muestra parte. Claro es 
que aquí no hay necesidad de acudir al 
Gobernador para que apruebe el acuer- 
do , como en los demás casos lo exige el 
art. 81 de la ley de 8 de enero de Í845, 
pues desde luego la admisión de la de- 
manda por el Consejo y el auto de tras- 
lado llevan ya consigo la autorización 
para litigar cid mismo modo y con mas 
razón todavía, que hemos dicho respec- 
to del caso en que el Ayuntamiento sea 
demandante. Hé aquí la fórmula del es- 
crito de contestación. 

Al Consejo provincial. 

D. Angel Asís, abogado del Colegio de 
esta córte, en nombre del Alcalde y Ayun- 
tamiento Constitucional de con poder 

que en debida forma presento del mismo, 
contestando á la demanda propuesta por 

el Alcalde de Yillabuena sobre ante el 

Consejo provincial de digo: Que etc. 

(se expone lo que se crea del caso y an- 
tes de la pretensión se resumen corno 
para la demanda los puntos de hecho y 
de derecho.) Por tanto. 

Al Consejo suplico que habiendo por 
presentado el poder (se especifican los 
demás documentos que se presenten) se 
sirva desestimar la demanda del Ayunta- 
miento de Yillabuena y condenarle á si- 
lencio etc., por ser así arreglado á justi- 
cia que pido. 

Madrid á tantos etc. 

El apoderado . 

Se hace señalamiento de domicilio por un 
otrosí. 

Suponiendo que el Consejo considere 
necesario dar conocimiento at actor de 
las excepciones del demandado , para 
fijar bien la cuestión, se hará por medio 
del siguiente 

Sras. Auto.— Traslado á la parte de- 

P Oi'i e “ tC ' mant,ante I 101, el térrnm0 de se ‘ s 

nardo, dias (es el máximo según el ar- 
tículo 29). Proveído por los seño- 
res del márgen en sesión de hoy 
tantos etc. 

El Presidente. 

Firma del Secretario. 

Para notificar toda providencia deben 
los ujieres cumplir siempre lo ordenado 



CONSEJOS PROVINCIALES. 401 


en el art. 32 del reglamento, exten- 
diendo una cédula para unir á ios autos 
con las firmas que acrediten las notifica- 
ciones, y otra cédula además pará en- 
tregar á cada parte, como en los mode- 
los anteriores. 

( Fórmula del escrito de réplica.) 

D. Juan Vega en nombre del Ayunta- 
miento de Villabuena en el pleito con el 
de Quintano, sobre que se deje sin efecto 
el arrendamiento de los pastos comunes 
del monte titulado Pinosiila en la juris- 
dicción del último, evacuando el traslado 
que se me ha conferido del escrito de 
contestación, digo: Que nada de cuanto 
se alega por el demandado es conducen- 
te para desvirtuar las poderosas razones 
en que se apoya la demanda, y el Conse- 
jo se ha de servir por lo mismo proveer 
como en la misma tiene solicitado mi 
parte, atendidas las consideraciones si- 
guientes: 

(Se exponen por orden ; y después 
modificando , adicionando ó reprodu- 
ciendo los puntos de hecho y de derecho 
consignados en la demanda , se con- 
cluye asi): 

Por tanto sin hacer novedad en los 
puntos de hecho y de derecho que con- 
signé en la demanda, solo añadiré: 

En cuanto á los hechos: 

(Se dice lo que se crea conveniente, 
numerando los puntos.) 

En cuanto al derecho: 

(También se enumeran los puntos que 
se adicionan.) 

En cuya atención. 

Al Consejo suplico se sirva haber por 
evacuado el traslado; y á su tiempo de- 
terminar en conformidad á lo pretendido 
en el escrito de demanda, por las razo- 
nes expuestas en la misma y en este es- 
crito, por ser justicia que pido etc. 

Madrid etc. 

Si por considerarlo necesario el Con- 
sejo, se diere un nuevo traslado al de- 
mandado, la nueva contestación ó du- 
plica se formula en términos análogos 
á la réplica. 

Cuando el Consejo crea que debe 
terminar la discusión escrita, ya con la 
contestación , ya con la réplica, y ert to- 
do caso, con la contra-réplica debe man- 
dar que pasen las actuaciones al conse- 
lOMO Ili. 


jero ponente para los efectos del art. 38. 
En esta forma, 

( Formula de providencias sobre pruebas .) 

p ■ Hpnip Auto. — Pasen estos autos al se- 

¿ rea ñor consejero ponente con arre- 
Pardo. glo al art. 38 del reglamento de 
i .°_de octubre de 1845. Proveído 
por los señores del margen en sesión de 
hoy tantos, etc. 

El Presidente . 

El Secretario. 

Se notifica ; y además debe poner 
nota el secretario de haber pasado los 
autos al consejero ponente con expre- 
sión del dia. 

El ponente teniendoen cuenta las indi- 
caciones de las parles sobre pruebas y el 
estado de la cuestión, propondrá ó el se- 
ñalamiento de día para la vista, ó que se 
reciba el pleito á prueba, determinando 
la que haya de hacerse y el término, no 
excediendo de 30 dias. Tener en cuenta 
el caso práctico de la nota al art. 73, pá- 
gina 330. El ponente no hace otra cosa 
que proponer: el Consejo luego acuerda. 
Hé aquí el auto de prueba. 

Sres, Auto. — Siendo importante para 

Pr Orea üte " Ilias acerta da resolución de la 
Puerto . cuestión que se litiga conocer, i.° 
tal cosa, y 2.° tal otra, y tenien- 
do en cuenta la discordancia de las partes 
sobre ambos extremos, se recibe este 
. pleito á prueba por el término de tantos 
dias, dentro de los cuales practicarán las 
partes las informaciones que Jes conven- 
gan precisamente sobre dichos extremos. 

Proveído por Jos señores del margen 
hoy tantos etc. 

Las firmas de los consejeros. 

La del secretario. 

Formulamos motivada la anterior pro- 
videncia porque ordinariamente debe 
serlo conforme á la regla general del ar- 
tículo 49 del Reglamento. 

Notificada á las partes la providen- 
cia de prueba, deben no descuidarse 
cuando á ellas les toque el articular las 
que crean conveniente á su derecho, lo 
cual debe hacerse por un breve escrito 
en estos términos: 

2ti 
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( fórmula de escrito articulando prueba.) 


Al Consejo provincial: 

D. Angel Asís en nombre del Ayunta- 
miento de Quíntano en el pleito promo- 
vido por el de Yillabuena sobre ante 

el Consejo digo: Que por auto de ayer 

se ha recibido este pleito á prueba por 
tantos dias; y para practicar Ja informa- 
ción de testigos que á mí parte interesa, 
propongo que los que para defecto sean 
presentados declaren, dando razón de sus 
dichos, al tenor de ios particulares si- 
guientes: 

1. u Por las generales de la ley {Ar- 
ticulo 1 51 del Reg. del C. /{.) 

2. a Si saben tal cosa. 

3. ° Si han visto constantemente y sin 
contradicción tal otra etc. 

Al Consejo suplico se sirva admitirme 
la información al tenor de los anteriores 
artículos por ser conforme á justicia. 

Otro sí, digo: Que los testigos de que 
intenta valerse mi parte son los siguien- 


tes: 

1. ° 1). Pedro Giménez, vecino de Yi- 
llabuena, profesor de cirugía. 

2. ° I). Ventura Gil, de la misma ve- 
cindad, propietario. 

3. ° D. Gerónimo Pérez, vecino de 
Quinlano, cura párroco. 

4. ° O. Eustaquio San Martin, comi- 
sario de montes, cesante, residente en 
esta capital, calle del Prado núm. 1, cuar- 
to 3.° 

Y al efecto de que sean examinados 
todos ellos á tenor del anterior interro- 
gatorio (ó tales por el segundo artículo, y 
tales otros por el tercero, cuarto, etc.) 

Suplico al Consejo se sirva librar el 
correspondiente despacho delegando la 
practica de la información al señor juez 

de primera instancia del partido de 

(ó al de paz de ) por ser también con- 

forme á justicia. 

Madrid etc. 


| 

i 


i 

: 


i 


( Fórmula de otrosíes, ó de escritos pidien- 
do alguna prueba.) 

( Pidiendo reconocimiento pericial.) ■ 

digo: Que conviene al derecho de 

mi parte acreditar, de ana manera que 
no deje lugar á dudas, la importancia de 
los daños y perjuicios que le irroga (al 
cosa (ó su verdadero valor, ó precio, etc.) 
y al electo. 

Suplico al Consejo se sirva estimar el 
reconocimiento pericial, mandando que 
de común acuerdo se nombre un perito 


por ambas partes (ó dos ó tres, según la 
importancia del reconocimiento por ser 
así justicia que pido, etc.) 

( Pidiendo inspección ocular.) 

digo : Que para que el Consejo 

pueda conocer mas á fondo la cuestión 
que se ventila y la verdad de los hechos 
que se controvierten, los cuaies se com- 
prenden mejor sobre el terreno, 

Suplico at Consejo se sirva acordar que 
con previa citación de las partes se prac- 
tique un reconocimiento ó inspección 
ocular de poniéndose por el secreta- 

rio diligencia expresiva de las observa- 
ciones que se hubieren hecho , por ser 
así justicia que pido etc. 

( Presentando posiciones en cualquier estado 
del pleito.) 

..... digo: Que estando contestada la 
demanda (1) conviene a! derecho de mi 
parte y al esclarecimiento de los hechos 

que N declare bajo juramento (ó sin 

él) con palabras claras y terminantes de 
confieso ó niego, sobre los puntos que- 
me reservo exponer en el acto del inter- 
rogatorio, ó bien sobre los puntos si- 
guientes: 

1 , ° Como es cierto que 

2. ° Como también lo es etc . 

Suplico al Consejo se sirva estimarlo 

mandando que se lleve á efecto de la ma- 
nera indicada y bajo la protesta de estar 
solo á lo favorable por ser justicia que 
pido etc, 

{ Pidiendo mandamiento compulsorio.) 

...... digo: Que conviene al derecho de 

mi parte y al exclarecimiento de la ver- 
dad que se traiga á ios autos testimonio 
de tal documento que debe obrar en el 
protocolo de tal Escribanía (ó en tal libro 
de tal Secretaría etc.), y á fin de que ten- 
gan efecto, 

Suplico ai Consejo se sirva estimarlo!, 
así despachando mandamiento compul- 
sorio para que tenga efecto con citación 
contraria, pues así es justicia etc. 

( Fórmula de providencia 1 de admisión de 
prueba) 


Sres. 

Presidente. 

Olmo. 

Orea. 


Auto.— Se admite el interroga- 
torio así como la Jista de testigos 
que presenta la parte de N. en su 
anterior escrito: Comparezcan pré- 


(t) Ténganse presentes sobre posiciones los 
arts. 130 ai 141 del reglamento del C. R. 
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via citación y bajo la pena de la ley los 
testigos 4.° etc., etc., examíneseles al te- 
nor de! indicado interrogatorio. Respecto 
de ios testigos tal y tal , líbrese exhorto 
(ó despacho) al señor juez de primera 

instanc.a (ó de paz,) de conforme en 

todo con el otrosí, etc. etc. Se señala para 
el examen de los testigos tal día á tal hora 
en la Sala Audiencia del Consejo, prévia 
citación de las partes. Proveído por los 
señores del margen en sesión de hoy, 
tantos etc. 

Las firmas. 

Idem del Secretario. 

Citación á las partes. Ya sabemos la fór- 
mula. 

(. Fórmula de cédulas para la citación de 
testigos.) 

En rigor no es necesario citarlos ; la 
parte interesada en su examen les avi- 
sará amistosamente. No obstante , si los 
testigos no quisieran comparecer ó no 
comparecieran voluntariamente lo hará 
presente la parte, ya en el dia señalado 
para su examen acusándoles su falta de 
asistencia, aunque informándose antes 
si es producida por algún impedimento 
legítimo; ó ya antes de dicho dia, por 
escrito ó por comparecencia que firma- 
rá, si dejasen entender su resistencia. 
El Consejo deberá mandar en estos ca- 
sos que se les che por ujier con ios 
apercibimientos necesarios que pueden 
ser ios del art. 145 del reglamento del 
Consejo Real , pero no se les dejará co- 
pia del auto en que se admitió la infor- 
mación ni de interrogatorio alguno (l). 
(Art. 144 del reglamento) (2). Hé aquí 
para en su caso ¡a fórmula: 

Madrid á tantos etc. 

En virtud de providencia del Consejo 
provincial dictada en el pleito entre..... 
yo el infrascrito ujier del misino Con- 


(1) Véase lo que dejamos dicho en el ar- 
tículo Comparecencia, y consúltese el citado 
art. lio dei reglamento del Consejo de Estado 
que confirma la doctrina allí expuesta. 

(2) El Reglamento del Consejo de Estado es 
mas terminante que el de los Consejos provin- 
ciales, y yo creo que en todo Lo que este haya 
omitido y pueda ser aplicable, aquel debe re- 
currir á ól antes que á las reglas del Enjuicia- 
miento civil. 


sejo he notificado y citado en su persona 

á D que vive en la calle de. . 

núm cuarto para que 

comparezca el dia tantos á tal hora (dos 
dias por lo menos de anticipación) en Ja 
Audiencia del Consejo á prestar una de- 
claración, prevenido que de no compa- 
recer podrá ser conducido á la presencia 
del Consejo por la fuerza pública, y será 
considerado para todos los demás efectos 
como desobediente. Quedó enterado, le 
entregué copia literal de esta cédula , y 
en prueba de t odo firma conmigo de que 
certifico. 

La firma del testigo o de testigo á ruego. 

Idem del ujier. 

( Fórmula de una acta de prueba.) 

Acta de jtrueha de los testigos presentados 

por parte de D en el pleito que sigue 

con ante este Consejo provincial 

sobre 

En la villa de Madrid á tantos etc., pre- 
via citación de las partes, v hallándose 
presentes ambas ó sus apoderados en la 
Sala Audit ncia del Consejo provincial 
ante el S. D. N. vice-presidente del mis- 
mo, para practicar la prueba de testigos 
que está acordada, se dio principio á tal 
hora á la lectura del auto de prueba. Des- 
pués fueron compareciendo y declarando 
uno por uno los testigos siguientes: 

Primer testigo , D. Eustoquio San 
Martin. Después de haber prestado ju- 
ramento en forma fué preguntado por los 
arts. l.° y 4.° dei interrogatorio y dijo 
sobre el primero: 

Llamarse como queda dicho, ser de 
tal edad, de estado casado, cesante del 
cargo de comisario de montes de esta 
provincia y habitante en la calle de..... 
que no es pariente, ni acreedor ni deudor, 
ni tiene amistad estrecha con ninguna de 
¡as partes. 

Sobre el 4.° dijo que etc Habiéndo- 

le luido esta declaración dijo afirmarse en 
su contenido por ser la verdad y la firmó 
con el señor vice-presidente del Consejo 
y conmigo el secretario <ie que certifico. 

Las firmas. 

Segundo testigo, fí. E ce quid Gil. Se- 
guidamente compareció otro testigo para 
la misma prueba, que dijo llamarse Don 
Ecequief Gil de Cal edad, clérigo, habitan- 
te en la calle de y examinado por ias 

preguntas l.% 2. a , d.% 4. a , etc. dei izi- 


» 
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terrogatorio declaró, prévio juramento 
en forma lo siguiente: 

1. a Que no es pariente, ni acreedor, 
ni deudor ni tiene intimidad ni interés 
por ninguna de las partes. 

2. a Que etc. (se expresa lo que de- 
clare.) 

V habiéndole leído esta declaración se 
afirmó en su contenido y la iirma con 
él etc. 

Las firmas. 

Las partes podrán hacer á los testigos 
las preguntas y observaciones que juz- 
guen convenientes con permiso y por 
medio del que presida, observándose 
además todo lo que disponen los artícu- 
los 134, 135 , 136 y 142 al 166 del re- 
glamento del Consejo de Estado. 

( Fórmula de auto de señalamiento de día 
para la vista.) 

Sres. Auto. — Se señala para la vista 

Presidente, pública de este pleito el dia á 

i'irifo. hora en L Sala de Audiencia 
del Consejo citándose á las partes. 
Proveído por etc. 

El Presidente. 

El Secretario. 

En la vista se observará lo dispuesto 
en los arts. 41 al 45 del reglamento de 
los Consejos provinciales y 97 al IUQ del 
Real. El secretario extiende diligencia 
de su resultado en esta forma. 

Visto este pleito ante el Consejo com- 
puesto de tos señores presidente, Pardo 
y Orea, con asistencia de ambas partes, 
ó de sus apoderados (si asistieren aboga- 
dos como tales ó con el carácter a la vez 
de apoderados se expresará). Duró la vis- 
ta desde tal á tal hora. 

Media firma del Secretario. 

Diligencias para mejor proveer. Pue- 
de decretarlas de oficio el Consejo cuan- 
do lo considere necesario. 

Conclusión para definitiva . El ar- 
tículo 73 en su párrafo 6.° hace de todo 
puüto necesaria la providencia de con- 
clusión y su notificación á las partes. 
Nosotros creemos que es un trámite 
inútil y que debiera suprimirse. Sin que 
el Consejo lo diga saben bien las partes 
que con la vista del pleito está concluso 


para definitiva, salvo que se decrete al- 
guna diligencia para mejor proveer, en 
cuyo caso ha de notificárseles. La pro- 
videncia de conclusión está reducida á 
decir. « Por conclusos para definitiva. 
Proveído ele. en la forma que las de- 
más. Esta providencia se notifica. 

( Fórmula de sentencia.) 

Sras. En el pleito que ha pendido y 
p,e ^ a ®“ te ‘ pende ante eí Consejo provincial 
Orea! de Madrid entre partes, de la una 
Fardo, el Alcalde y Ayuntamiento de Vi- 
GlL llabuena, demandante, representa- 
do por D y de la otra el Alcal- 

de y Ayuntamiento de Quintano, de- 
mandado, representado por sobre 

que se deje sin efecto el arrendamiento 
hecho por el último de los pastos dei 
monte Pinosilla que pertenecen á la man- 
comunidad de ambos y se reponga la 
mancomunidad amparando á los vecinos 
de Yiliabuena en la posesión, uso y apro- 
vechamiento de ios releridos pastos, sin 
perjuicio de que si Quintano se cree con 
algún derecho le deduzca ante el 'tribu- 
nal y en el juicio competentes. 

Vistos ios fundamentos de hecho de 

la demanda de Villabuena al folio 

que son: 1,° La posesión constante y sin 
contradicción de ninguna clase hasta hoy 
en la mancomunidad de pastos del mon- 
te Pinosilla, desde la Concordia de tal año 
que se lia traído á los autos y obra al fo- 
lio 2.° Ei contenido de tal y tal ca- 

pítulo de esta misma Concordia en ios 
cuales se reconoció etc., etc. Y 3. u Los 

oficios y contestaciones de los folios 

que mediaron entre los pueblos que liti- 
gan en tal año sobre señalar parte del 
monte de la cuestión para el pasto del ga- 
nado enfermo de la viruela. 

Vista la prueba de testigos practicada 
por el pueblo demandante. 

Vista al folio la contestación del de- 

mandado y sns fundamentos de hecho 
que son tal y tal (se enumeran.) 

Vista la ley de 8 de junio de 181 3 y las 
Reales órdenes de 11 de febrero de 1836, 
17 de mayo de 1838 y 8 de enero de 
1841. (Se citarán todas las alegadas por 
las partes, bien para apoyar en ellas el 
fallo , ó para rebatirlas con algún consi- 
derando.) 

Considerando que el Ayuntamiento del 
pueblo de Villabuena ira acreditado ple- 
namente la posesión en que está de la 
mancomunidad de los pastos de Pinosi- 
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Ha, así por los testigos de su prueba co- 
mo por los oficios que mediaron en tal 
año tratando de ponerse de acuerdo so- 
bre señalamiento de terreno para el ga- 
nado lanar enfermo , y por la Concordia 
de tal año que prueba la legitimidad de 
esta posesión. 

Considerando que con el arrendamien- 
to de pastos verificado por el Ayunta- 
miento de Quintano sin anuencia ni con- 
sentimiento de Villabuena ha sido perju- 
dicado este pueblo en el uso de aquellos. 

Considerando que si en tal año se ar- 
rendaron también los pastos de Pinosilla 
fué mediando acuerdo entre los dos pue- 
blos que gozan de la mancomunidad y 
dedicando sus productos al fondo muni- 
cipal de los mismos. 

Considerando que la ley de 8 de ju- 
nio de 1813 al sancionar el libre ejerci- 
cio de los derechos de propiedad solo de- 
rogó ciertos privilegios que lo impedían, 
respetando al misino tiempo los derechos 
preexistentes que no tenían este carácter. 

Considerando por último que el ar- 
riendo hecho por Quintana altera el apro- 
vechamiento común que los vecinos de 
dicho pueblo y los de Villabuena hacían 
de los pastos del monte Pinosilla y que 
esta alteración es contraria á lo expresa- 
mente dispuesto en las Reales órdenes 
citadas de i'l de mayo de t838 y 8 de 
enero de 1841 . 

El Consejo, definitivamente juzgando 
leclara de ningún valor ni efecto el ar- , 
rendamiento de los pastos del monte Pi- 
nosilla, reponiendo la mancomunidad al 
estado que tenia anles de que se verifica- 
se dicho arrendamiento. Y en cnanto á 
las costas se condena etc Así por es- 

ta sentencia lo proveyeron, mandaron y 
firmaron los señores del márgen en Ma- 

Madrid á tantos etc 

Se notifica, y no obsynite la apelación 
que puedo interp nerse, se lleva inme- 
diatamente á efecto, á no ser que en la 
misma sentencia se exprese lo contra- 
rio. (Art. 71 Reg.) 

( Fórmula de apelación.} 

..... digo: Que en tal fecha _se me ha 
hecho saber la sentencia definitiva dicta- 
da por el Consejo en tal día declarando 
tal cosa, y absolviendo á.... de 'a deman- 
da; y siendo dicha sentencia perjudicial 
al derecho de mi parte, apelo de ella pa- 
ra ante el Consejo de Estado (en nego- 
cios de cuentas para ante el Tribunal de 


Cuentas según los arts. 109, Ley muni- 
cipal, y 70 Reg. l.° octubre.) 

Suplico al Consejo se sirva admitirme 
la apelación y mandar que con citación y 
emplazamiento de las partes se remita 
original el expediente á la superioridad. 

Madrid etc. 

El Consejo atiende á si el recurso se 
ha interpuesto dentro del término, lo 
cual constará por diligencia del secreta- 
rio (art. 70 Reg.) y á si por la entidad 
de! negocio es admisible (art. 68); y 
siéndolo dictará providencia en estos 
términos. 

Sres. Auto. Se admite la apelación 

j Presidente, que interpone la parte de y con 

Ruiz°* arreglo al R. R. de 20 de jumo de 
1838, remítase original el expe- 
diente al Consejo de Estado, citando y 
emplazando á las partes, quedando copia 
de aquel en lo que baste para la ejecu- 
ción del fallo. Proveído etc. 

Se notifica y emplaza á las partes para 
que comparezcan ante el Consejo Real á 
usar de su derecho. 

( Fórmula del recurso de nulidad.) 

Cuando sea necesario proponer el re- 
curso de nulidad se hará pnr medio de 
apelación, pero fundándola en alguno de 
los casos del art 73 del reglamento de 
los Consejos provinciales. Cuando se 
propongan los dos recursos á la vez, ape- 
lación y nulidad, se expresará con cla- 
ridad esta circunstancia. 

Cuando la cuantía no llegue á 2,000 
reales, puuiendo sujetarse á apreciación 
material , solo procede en su caso el 
recurso de nulidad. 

( Recusación ). 

Al Consejo provincial de... 

. . .digo: Que el Sr. D. . . uno de los 
vocales propietarios del Consejo se halla 
comprendido en el caso tantos del ar- 
ticulo 13 del reglamento de t. u de octu- 
bre de 1 845, mediante tal cosa sobre lo 
cual ofrezco en su caso la debida justifi- 
cación; y protestando no ser mi ánimo 
ofender en ¡o mas mínimo la rectitud é 
imparcialidad de dicho señor, usando del 
derecho que la lev me concede, le recuso: 
Suplico al Consejo se sirva acordar 
que el referido consejero se abstenga 
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de conocer en este litigio, por ser así 
justicia. 

Si e! recusado al darse cuenta de este 
escrito estuviere presente y no prefiere, 
contestar por escrito puede hacer en el 
acto la manifestación que exige el ar- 
tículo 15 del reglamento, la cual se 
hará constar por diligencia que suscri- 
birá con el secretario del Consejo. La 
providencia se concibe en estos térmi- 
nos: Se há (ó no se há ) por recusado 
al vocal D. . . Siendo necesario se re- 
cibe á prueba el incidente. (Arls. 15 y 
1G, Rey. de l.° de octubre.) 

( Acusando rebeldía.) 

...digo: Que en tal fecha se notificó 

á D en toda forma tal providencia, 

(ó se le emplazó para tal cosa) señalán- 
dole tal término y habiendo pasado con 
exceso sin presentarse á contestar (ó á lo 
que sea) le acuso la rebeldía. 

Suplico al Consejo se sirva haberla por 
acusada y decidir este asunto sin mas 
trámites, conforme al art. 54 del regla- 
mento de l.° de octubre de 1845, por ser 
asi justicia. 

Debe cuidarse mucho en este caso 
de ver si se han hecho debidamente las 
citaciones y emplazamientos. [Arts. 54 
al 62 Rey.) 

( Recurso de rescisión.) 

Al Consejo provincial de... 

...digo: Que en tal día se me ha noti- 
ficado la sentencia pronunciada por el 
Consejo provincial en el pleito seguido 
ante el mismo, á instancia de... y en re- 
beldía contra mí, por haberme impedido 
defenderme una dolorosa pérdida que 
acabo de experimentar en la familia (ó por 
lo que sea). Y como en dicha sentencia 
se me condena á... con perjuicio notable 
del derecho que me asiste contra las in- 
fundadas pretensiones de N estoy en 

el caso de solicitar su rescisión por los 
fundamentos de hecho y de derecho que 
paso á exponer. 

Puntos de hecho (se exponen). 

Puntos de derecho (se exponen). 

Suplico al Consejo que habiendo por 
presentados tal y tal documento , se sir- 
va admitirme el recurso de rescisión que 
en toda forma propongo contra dicha 
sentencia, y declarándola rescindida ab- 
solverme de la demanda con imposición 


de costas á N. por la notoria mala fé con 
que ha procedido, por ser así justicia. 

El Consejo dará traslado á la otra par- 
te, y siendo necesaria alguna prueba se 
propondrá y decretará en la forma or- 
dinaria, pero señalando términos mas 
breves. La sentencia deberá motivarse 
declarando haber ó no haber lugar á ¡a 
rescisión, y además en el primer caso lo 
que proceda sobre el fondo. Contrapeste 
sentencia pueden intentarse los recursos 
ordinarios. (Arts. 58 al 62 Rey.) 

( Reposición de providencias. Protestas de 
nulidad para tos efectos del artículo 74 
del Reg .) 

Al Consejo provincial de... 

...digo: Que se me lia notificado la pro- 
videncia del Consejo de tal fecha por la 
cual sin recibir el pleito á prueba se ha 
señalado día para la vista. Y como la natu- 
" raleza de la cuestión debatida exige que 
se ponga en claro por medio de un reco- 
nocimiento pericial si realmente el con- 
tratista de la obra ha cumplido ó no con 
las condiciones de la contrata en cuanto 
á la calidad del mortero empleado en su 
construcción, á cuya falta se atribuye eD 
uarte su inminente ruina, se hace de todo 
)unto necesario que se reciba prueba so- 
ore este extremo, como al derecho de mi 
parte interesa. Por tanto, 

Suplico al Consejo se sirva reponer por 
contrario imperio , ó como mas haya lu- 
gar dicha providencia, mandando que 
quede en suspenso el señalamiento de la 
vista hasta que se practique el indicado 
reconocimiento pericial; pues en otro 
caso y para el de serme contrario el 
fallo definitivo , protexto desde luego de 
nulidad, á los efectos del art. 73, párra- 
fo 7.° y 74 del reglamento de l.° de oc- 
tubre de 1845.* Es justicia que pido. 

Se da traslado y con lo que exponga la 
parte y proponga el ponente se dicta pro- 
videncia motivándola. Hé aquí la fór- 
mula en su caso. 

Sres Auto. Considerando que en la 
P— , CU estion que se debate no influye 
Pardo, el resultado, cualquiera que sea, 
Orea, del reconocimiento pericial que se 
pretende: — Considerando et.c. El 
Consejo declara que no há lugar (ó bien 
atendidos los fundamentos que expon- 
gan). El Consejo deja sin efecto (ó en sus- 
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pensó) el señalamiento de la vista, y para 
mejor proveer manda que se practique el 
reconocimiento pericial, á cuyo efecto 
comparezcan las partes ante e! secretario 
del Consejo , y de común acuerdo nom- 
bren unos ó tres peritos, bajo apercibi- 
miento que de no hacerlo se nombrarán 
por el Consejo etc.... Proveído etc. (Ar- 
tículos 167 al 178 del Reg . de 30 de di- 
ciembre de 1846.) 

(Mejora de apelación ante el Consejo de 
Estado ) (1 ). 

Al Consejo de Estado. 

D Abogado del ilustre Colegio 

de esta córte en representación de. , . . 
cuyo poder debidamente presento en el 

pleito con sobre. 

mejorando la apelación que mi parte tie- 
ne interpuesta de la setencia definitiva 
pronunciada por el Consejo provincial 

de por la que se declaró tal \ 

cosa y absolvió á digo: Que el 

Consejo se ha de servir revocar dicha 
sentencia como injusta y contraría á ios 
resultados de los autos, declarando tal 
cosa (6 declarando nula y de ningún va- 
lor ni efecto dicha sentencia por no haber 
sido competente el Consejo provincia,! pa- 
ra conocer en este asunto etc.; pues así 
procede por las consideraciones siguien- 
tes: (Se alega y se resumen los puntos 
de hecho y de derecho como en la deman- 
da etc., arts. 30 y 258 del Reglamento.) 

Dedúcese pues de todo lo dicho que el 
Consejo provincial de olvidán- 

dose de las terminantes prescripciones de 
las leyes citadas, y apreciando en poco las 
importantes consideraciones que dejo ex- 
puestas ha inferido un agravio con la sen- 
tencia apelada: y para enmendarle. 

Suplico al Consejo se sirva revocar la 
indicada sentencia y declarar tal cosa, 
pues asi procede en justicia. 

Madrid tantos etc. 

Firma del letrado. 

(Mostrándose parte en el Consejo de Estado 
el litigante apelado.) 

Al Consejo de Estado. 

D Abogado etc. digo : Que por 

parte del Ayuntamiento de A. se me ha 
conferido poder que en debida turma pre- 
sento para que le defienda en el pleito 

(O Es muy importante recordar aquí la no- 
ta al art. 232 del reglamento de 1846 pág. 336 y 
los casos VIII y XX V comprendidos en la Juris- 
prudencia, con la advertencia que allí hacemos. 


que le ha promovido el Ayuntamiento de 

V- sobre cuyo pleito ha venido al 

Consejo en apelación interpuesta por el 
referido Ayuntamiento déla sentencia del 

Consejo provincial de por Ja 

que se declara tal coso. Y á fin de que 
pueda tener lugar su defensa. 

Suplico a! Consejo se sirva haber por 
presentado el poder y tenerme por parte 
en el pleito, mandando que los emplaza- 
mientos y notificaciones se entiendan 
conmigo, en mi domicilio que es calle 

de núm. . . . cuarto 

Madrid tantos etc. 

Firma del letrado. 

No creemos necesario añadir mas fór- 
mulas, por considerar las que dejamos 
insertas bastantes para nuestro objeto. 

CONSEJO Y CONSENTIMIENTO PATERNO. 

— V. Matrimonio. 

CONSERVACION DE FINCAS DEL COMUN. 

— V. Deslinde: Propios. 

CONSOLIDACION DE LA DEUDA.— Véase 

Deuda. 

CONSPIRACION. La conspiración para 
cometer el delito se halla penada expre- 
samente en nuestro Código penal, ar- 
tículos 4.° y 62 del mismo. 

Los delitos vulgarmente denominados 
de conspiración , para los cuales se dió 
la ley de 17-26 de abril de 1821, son los 
hoy penados en los arts. 139, 167 al 188, 
196 y 304 del Código. Considerábamos 
nosotros por lo mismo derogada dicha 
iey, aunque no así la de 17-25 de abril 
sobre procedimiento que se inserta en 
Orden público con importantes notas 
que la ilustran. 

CONSTITUCION POLÍTICA , Forma ó 

sistema de gobierno de un Estado. La 
Constitución política de una nación de- 
be comprender dos puntos muy princi- 
pales, la declaración de los derechos y 
deberes de los ciudadanos, y el señala- 
miento y deslinde de los poderes públi- 
cos. «La ley natural, dice un escritor, 
base necesaria de un Gobierno justo, de 
una Constitución durable, conceded to- 
dos los hombres libertad personal, li- 
bertad de pensar, hablar, escribir y pu- 
blicar las propias ideas, propiedad y li- 
bertad de industria, igualdad en fin de 
derechos conciliada cotí la. obediencia y 
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el respeto á las autoridades con toda 
clase de dominio legítimo y con toda 

clase de opiniones Tales derechos, 

añade, precedan y están mas altos que 
cualquier Gobierno y dehe toda Consti- 
tución reconocerlos.» 

En cuanto á Espña, dice, ninguna 
otra nación ha aventajado á la nuestra 
en carácter altivo é independiente y qui- 
zá no haya ejemplo de otra alguna que 
mas celo y perseverancia mostrase en el 
mantenimiento desús fuerosy libertades 

Las Cortes de Cádiz lo reconocieron 
también así y dijeron en el extenso, mag- 
nifico y erudito discurso que precedió á 
la Constitución que formaron; que lodo 
el contenido de ella se halla consignado 
del modo mas auténtico y solemne en 
los diferentes cuerpos de la legislación 
española, que lo mismo tenían ya dis- 
puesto Jas leyes fundamentales de Ara- 
gón, de Navarra y de Castilla en todo 
lo concerniente á la libertad é indepen- 
da de ia Nación, á los fueros y obliga- 
ciones de los ciudadanos, á la dignidad 
y autoridad del Rey y de los Tribunales, 
al establecimiento y uso de la fuerza ar- 
mada y al método económico y adminis- 
trativo de las provincias. 

Creemos, pues, deber incluir en esta 
obra la referida Constitución de 1 81 2, 
con su referido preámbulo, y además 
también el Estatuto Real, la Constitu- 
ción de 1845 y la vigente (1). 

CONSTITUCION DE Í812. 

Este célebre Código que el distinguido 
historiador Sr. Lafuente llama con justi- 
cia «admirable en las circunstancias en 
que fue elaborado, venerable y respetado 
siempre, al través de los defectos pro- 
pios de aquellas mismas circunstancias, 
monumento de gloria para España, y 
fundamento y base de los que después 
han regido y del que rige al presente en 
esta Nación» es con su discurso prelimi- 
nar como sigue: 


(1) No hacemos mérito de la Constitución 
de Bayona con cuyo nombre es conocida !a que 
la graciosa voluntad de Napoleón nos otorgó en 
Bayona (Francia) en 1808. Se discutió y apro- 


Discurso preliminar 

leído en las Córtes al presentar el proyecto de 
Constitución la comisión nombrada al efecto. 

señor: 

I. La comisión encargada por las Córtes 
de extender un proyecto de Constitución para 
la Nación española”, llena de timidez y des- 
confianza presenta á V. 41. el fruto de su tra- 
bajo. Ardua y grave le había parecido desde 
el principio la empresa; mas todavía estaba 
reservado para sus sesiones tocar todas las 
dificultades, cuya magnitud lia estado en poco 
no la hubiese desalentado, y hecho descon- 
fiar de poder llevar al cabo la obra. Si ella 
no correspondiese á los deseos de V. M. ni 
llenase la expectación pública, á lo menos 
la comisión habrá cumplido con el precepto 
que las Córtes le impusieron, el que no tan- 
to debe entenderse que era dirigido á que 
presentase una obra perfecta, cuanto que se- 
ñalase el camino que la sabiduría del Congre- 
so podria seguir en la discusión para llegar al 
término tan deseado por la Nación entera. 
Nada ofrece la ¡comisión en su provecto que no 
se halle consignado del modo mas auténtico 
y solemne en ios diferentes cuerpos de la le- 
gislación española , si no que se mire como 
nuevo el método con que ha distribuido las 
materias, ordenándolas y clasificándolas para 
que formasen un sistema de ley fundamental 
y constitutiva, en el que estuviese contenido 
con enlace, armonía y concordancia cuanto 
tienen dispuesto las leyes fundamentales de 
Aragón , de Navarra y de Castilla en todo lo 
concerniente á la libertad é independencia de 
la Nación, á los fueros y obligaciones de los 
ciudadanos, á la dignidad y autoridad del Rey 
y de los Tribunales, a) establecimiento y uso 
de la fuerza armada, y al método económico 
y administrativo de las provincias. Estos pun- 
tos capitales van ordenados sin el aparato 
científico que usan los autores clásicos en las 
obras de política, ó tratados de derecho pú- 
blico, que la comisión creyó debía evitar por 
no ser necesario, cuando no fuese impropio, 
en el breve, claro y sencillo texto de la ley 
constitutiva de una Monarquía, Pero al mis- 
mo tiempo no ha podido menos de adoptar 
el método que le pareció mas análogo al es- 
tado presente de la Nación, en que el adelan- 
tamiento de la ciencia del Gobierno haintro- 


bó por un llamado Congreso de españoles, y no 
llegó á regir ni un solo dia. Esta Constitución 
establecía la prévia censura para la imprenta 
y prohibía la publicidad de las sesiones. 
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dncido en Europa un sistema desconocido en 
los tiempos en que se publicaron los diferen- 
tes cuerpos de nuestra legislación ; sistema 
del que ya no es posible prescindir absoluta- ; 
mente, así como no lo hicieron nuestros anti- 
guos colegisladores, que aplicaron á los rei- 
nos de otras partes lo que juzgaron útil y 
provechoso. 

Ií. La comisión, señor, hubiera deseado 
que la urgencia con que se ha dedicado á su 
trabajo, Ja noble impaciencia de! público por 
verle concluido , y la falta de auxilios litera- 
rios en que se lia hallado, le hubiesen per- 
mitido dará esta obra la última mano que 
necesitaba para captar la benevolencia del 
Congreso y la buena voluntad de la Nación, 
presentando en esta introducción todos los 
comprobantes que en nuestros Códigos de- 
muestran haberse conocido y usado en Es- 
paña cuanto comprende el presente proyec- 
to. Este trabajo, aunque ímprobo y difícil, hu- 
biera justificado á la comisión de la nota de 
novadora en el concepto de aquellos que 
poco versados en la historia y legislación an- | 
tigua de España, creerán tal vez tomado de ; 
naciones extrañas, ó introducido por el pru- 
rito de la reforma, todo lo que no ha estado 
en uso de algunos siglos á esta parte, ó lo 
que se oponga al sistema de gobierno adop- 
tado entre nosotros después de la guerra de ¡ 
sucesión. La comisión recuerda con dolor, i 
el velo que ha cubierto en los últimos reina- . 
dos la importante historia de nuestras Cor- 
tes; su conocimiento estaba casi reservado á 
los sabios y literatos , que la estudiaban mas 
por espíritu de erudición que con ningún fin 
político. Y si el Gobierno no habia prohibido 
abiertamente su lectura, el ningún cuidado j 
que tomó para proporcionar al público edi- ; 
ciones completas y acomodadas de los cua- 
dernos de Cortes, y el ahinco con que se 
prohibía cualquiera escrito que recordase á 
la Nación sus antiguos fueros y libertades, 
sin exceptuarlas nuevas ediciones de algu- 
nos cuerpos del derecho, de donde se arran- 
caron con escándelo universal leves benéfi- 
cas y liberales, causaron un olvido casi ge- 
neral de nuestra verdadera Constitución, 
hasta el punto de mirar con ceño y descon- 
fianza á los que se manifestaban adictos alas 
antiguas de Aragón y de Castilla. La lectura 
de tan preciosos monumentos habría familia- 
rizado a la Nación con las ideas de verdade- 
ra libertad política y civil, tan sostenida, tan 
■defendida, tan reclamada por nuestros ma- 
yores en las innumerables enérgicas peticio- 
nes en Cortes de los procuradores del Reino, 
en las cuales se pedían con el vigor y ente- 
reza de hombres libres la reforma de abusos. 


la mejora y derogación de leyes perjudi- 
ciales, y Ja reparación de agravios. Hubiera 
contribuido igualmente á convencer á los es- 
pañoles, que su deseo de poner freno á Ja 
disipación y prodigalidad del Gobierno, de 
mejorar las leyes y las instituciones lia sido 
el constante objeto de las reclamaciones de 
los pueblos, del anhelo do sus procuradores, 
sin que se pueda señalar un solo decreto de 
los expedidos hasta el día por \. M. que no 
sea de la naturaleza de las peticiones presen- 
tadas en Cortes; algunas de las cuales toda- 
vía se extendían á pedir con firmeza y reso- 
lución la reforma ó supresión de muchas co- 
sas que V, M. ha respetado. 

III. Aunque la lectura de los historiado- 
res aragoneses, que tanto se aventajan á los 
de Castilla, nada deja que desear al que quie- 
ra instruirse de la admirable Constitución de 
aquel Reino; todavía Jas actas de Córtes de 
ambas coronas ofrecen á los españole ejem- 
plos vivos de que nuestros mayores tenían 
grandeza y elevación en sus miras, firmeza 
y dignidad en sus conferencias y reuniones, 
espíritu de verdadera libertad é independen- 
cia , amor al orden y á la justicia, discerni- 
miento exquisito para no confundir jamás en 
sus peticiones y reclamaciones los intereses 
de la Nación con los de los Cuerpos ó parti- 
culares. La funesta política del anterior rei- 
nado habia sabido desterrar de tal modo el 
gusto y afición Inicia nuestras antiguas ins- 
tituciones, comprendidas en los Cuerpos de 
Ja jurisprudencia española, descritas, expli- 
cadas y comentadas por los escritores nacio- 
nales á tal punto, que no puede atribuirse 
sino á un plan, seguido por el Gobierno, la 
lamentable ignorancia de nuestras cosas, que 
se advierte entre no pocos que tachan de fo- 
rastero y miran como peligroso y subversi- 
vo Jo que no es mas que la narración senci- 
lla de hechos históricos referidos pur los 
Blancas, tos Zuritas, los Angleiras , Jos Ma- 
rianas. y tantos otros profundos y graves au- 
tores que por incidencia ó de propósito 
tratan con solidez y magisterio de nuestros 
antiguos fueros, de nuestras leyes, de nues- 
tros usos y costumbres. Para comprobar es- 
ta aserción, Ja comisión no necesita mas que 
indicar lo que disponía el Fuero Juzgo sobre 
los derechos de la Nación , del Rey y de Jos 
ciudadanos; acerca de las obligaciones recí- 
procas entre todos de guardar las leyes : so- 
bre la manera de formarlas y ejecutarlas, etc. 
La soberanía de la Nación está reconocida y 
proclamada del modo mas auténtico y solem- 
ne en las leyes fundamentales de este Códi- 
go. En ellas se dispone que la Corona es 
electiva ; que nadie puede aspirar al Reino 
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sin s^r elegido; que el Rey debe ser nom- 
brarlo por ¡os Obispos, magnates y el pue- 
blo. explican igualmente las calidades que 
deben concurrir en el elegirlo; dicen que el 
Rey debo tener un rlereclio con su pueblo; 
mandan expresamente que las leyes se ba- 
gan por los que representen á ía Nación, 
juntamente con el Rey: que el Monarca vio- 
dos los súbditos, sin distinción de clase y 
dignidad, guarden las leyes; que el Rey no 
lome, por fuerza de nadie, cosa alguna ; y si 
lo luciere, que se ia restituya. ¿Quién á vista 
de tan solemnes, tari claras, tan lerminantes 
disposiciones podrá resistirse todavía á reco- 
nocer como principio innegable que la auto- 
ridad soberana esta' originaria y esencialmen- 
te radicada en la Nación? ¿Cómo sin este de- 
reo lio hubieran podido nunca nuestros ma- 
yores elegir sus Reyes, imponerles leyes y 
obligaciones, y exigir de ellos su observan- 
cia 9 Y si esto es de lina notoriedad y auten- 
ticidad incontrastable , ¿no era preciso que 
para sostener lo contrario se señalase la épo- 
ca en que la Nación se babia despojado a sí 
misma de un derecho tan inherente , tan 
esencia! á su existencia política? ¿No era pre- 
ciso exhibir las escrituras y auténticos docu- 
mentos en que constase el desprendimiento 
y enajenación de su libertad? Mas por mucho 
que se busque, se inquiera, se arguya y se 
cavile, no se hallará otra cosa que testimo- 
nios irrefragables de haber continuado en 
ser electiva la Corona, así en Aragón como 
en Castilla, aun después de haber comenza- 
do la restauración. En Castilla no existia lev 
fundamental que arreglase con claridad y 
precisión la sucesión al Trono antes del si- 
glo XII, como se ve por los disturbios á que 
dieron lugar frecuentemente las disputas en- 
tre los hijos de los Reyes de León y de Cas- 
tilla; y la costumbre de asociar al Gobierno, 
y dar á reconocer en las Cortes por heredero 
en vida del Rey al Príncipe ó pariente desig- 
nado para sucedente, provenia de la falla de 
leyes que arreglasen este punto tan grave y 
trascendental al bienestar de la Nación. Esta 
jamás pudo echar de sí la memoria de haber 
sido electiva la Corona en su origen; prueba 
clara de ello es, entre otros hechos, el notable 
suceso de Cataluña en el año del 462, en que 
los estados de aquel Principado, después de 
haberse resistido á D. Juan el U de Aragón, 
Je depusieron solemnemente del Trono’ En 
Castilla se ejecutó lo mismo en el de 1465 
con Enrique IV, á causa de su mal Gobier- 
no y administración: en el de 1406 se trató 
en las Córtes de Toledo , con ocasión de la 
menor edad de D. Juan el II , de traspasar 
á su tio , el Infante D. Fernando, la Corona, 


fundándose los procuradores en la facultad 
que tenia la Nación para elegir el Rey, según 
el pro común del Reino; y por último, la 
notable solemnidad que todavía se observa 
por la que aun boy dia jura el Reino al Prín- 
cipe de Asturias en vida de su padre, para 
corroborar mas y mas con este acto las le- 
yes de la sucesión hereditaria. 

TV. No es menos notable el cuidado y vi- 
gilancia con que se guardaron en Aragón y 
Castilla los fueros y leyes que protegían las 
libertades de la Nación en el esencialísimo 
punto de hacer las leyes. Lo dispuesto por el 
Código godo , eso mismo se restableció en 
ambos Reinos luego que comenzaron á res- 
catarse de la dominación de los árabes. Los 
congresos nacionales de los godos renacie- 
ron en las Córtes generales de Aragón, de 
Navarra y de Castilla, en que el Rey, los pre- 
lados, magnates y el pueblo hadan las le- 
yes , otorgaban pedidos y contribuciones, y 
trataban de todos los asuntos graves que 
ocurrían: aunque en el modo y forma de re- 
unirse, de deliberar y de proclamar las pri- 
meras, babia diferencia entre estos estados. 
Aragón fué en todas sus instituciones mas li- 
bre que Castilla. El Rey, en aquel Reino, no 
podía resistir abiertamente las peticiones de 
las Cortes, que pasaban a ser leyes si el Rei- 
no insistía. La fórmuladeque se usaba parasu 
publicación es bien notable, y quita toda duda 
por la claridad y precisión de las palabras en 
que estaba concebida. Decia asi: El Rey, de 
voluntad de las Cortes, estatuece y ordena: 
No sucedía así en Castilla, donde su autori- 
dad y el influjo de los Ministros, por falta de 
las leyes claras, carecía de limitaciones bien 
determinadas para todos los casos. Pero á 
pesar de esta imperfección , la Constitución 
de Castilla es admirable y digna de todo res- 
peto y veneración. Por ella se le prohibía al 
Rey partir el señorío: no podía tomar á na- 
die su propiedad: no podia prenderse á nin- 
gún ciudadano dando fiador: por fuero anti- 
guo de España , la sentencia dada contra 
uno por mandado del Rey, era nula: ,el Rey 
no podia tomar de los pueblos contribucio- 
nes, tributos ni pedidos sin el otorgamiento 
de la NacioD junta en Córtes, con la singu- 
laridad que estas no los decretaban hasta ha- 
ber obtenido competente indemnización de 
los agravios deducidos en ellas; en lo cual la 
Nación se babia manifestado siempre tan ce- 
losa y sentida , que mas de ima vez expresó 
el resentimiento que le causaba Ja repulsa 
con actos de violencia y enfurecimiento, co- 
mo sucedió en los desastrosos movimientos 
de Segovia y demás ciudades de Castilla des- 
pués de las Córtes de la Corufia , en que se 



concedieron al Emperador Carlos Y los sub- 
sidios que había pedido , antes de haber sa- 
tisfecho á las quejas que le presentaron los 
procuradores del Reino. Mas nada de esto es 
comparable á lo que disponía la Constitución 
de Aragón para asegurar ios fueros y liberta- 
des de la Nación y de los ciudadanos. 

V. A mas de los limites indicados de la 
autoridad Real en Castilla, en Aragón se mi- 
raba la frecuente convocación de Cortes 
como el medio mas eficaz de asegurar el 
respeto y observancia de las leyes. En 1283, 
en el reinado de Pedro III, llamado el Gran- 
de, se estableció: Que el señor Rey faga cort 
general de aragoneses en cada un año una 
vegada . La paz y la guerra la declaraban las 
Cortes á propuesta del Rey. Con este dere- 
cho, que se había reservado el Reino, se po- 
nía un nuevo freno á la autoridad Real, pora 
que con pretexto de una guerra voluntaria ó 
siniestramente provocada, no se oprimiese 
á la Nación, y se la privase de su libertad. 
Las contribuciones eran, igualmente que en 
Castilla, otorgadas libremente por la Nación 
reunida en Cortes, en donde se tomaba cuen- 
ta de su inversión, y se pedia residencia á 
todos los funcionarios públicos del desem- 
peño. de sus cargos. Además de la reunión 
periódica y frecuente de las Cortes, tenían 
los aragoneses el privilegio de la unión; ins- 
titución tan singular, que ninguna otra Na- . 
cion conocida ofrece ejemplo de esta natura- 
leza. Su objeto era oponerse abiertamente á 
la usurpación que hacia el Rey ó sus Minis- 
tros de los fueros ó libertades del Reino, 
hasta poderle destronar v elegir otro en su 
lugar encara que sea pagano , como dice el 
secretario Antonio Perez en sus Relaciones. 
Su modo de proceder estaba determinado 
por reglas fijas. Su autoridad se extendía 
hasta expedir mandatos y exigir de ios Re- 
yes la satisfacción de los agravios cometidos 
contra el Reino, como sucedió con Alfon- 
so 111 de Aragón. Pero esta asociación for- 
midable á la ambición de los Ministros y de 
los Reyes pereció por la fuerza de las armas 
á manos de Pedro IV, llamado el del Puñal, 
quien en el año de 1348 consiguió que las 
Corles la disolviesen. Abolido este privilegio, 
todavía quedó el Justicia, cuya autoridad 
servia de salvaguardia á la libertad civil y 
seguridad personal de los ciudadanos. Su in- 
menso poder; la protección queje dispensa- 
ban las leyes para asegurar su independen- 
cia en el desempeño de sus augustas I uncio- 
nes; el privilegio de la manifestación ejerci- 
tado ante él para facilitar á los reos el medio 
de defenderse contra el poder de los Minis- 
tros; el derecho de capitanear á los arago- 
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neses, aunque fuese contra el mismo Rey ó 
su sucesor, si introducían en el Reino tro- 
pas extranjeras, constituían la parte princi- 
pal de su extensa autoridad, que no menos 
que la de la unión acabó para siempre en la 
desgraciada dispersión que tuvieron los ara- 
goneses, mandados por el último Justicia 
1). Juan de Lanuza, al acercárselos soldados 
castellanos,, enviados contra fuero por Feli- 
pe II, á sujetar á Zaragoza: á esto se junta- 
lian diferentes leyes y fueros que protegían 
la libertad de los aragoneses, como el de no 
podérseles dar tormento, cuando al mismo 
tiempo en Castilla, y en loriada Europa esta- 
ba en toda su fuerza el uso de esta prueba 
bárbara y cruel. 

YI. La Constitución de Navarra, como 
viva y en ejercicio, no puede menos de lla- 
mar grandemente la atención del Congreso. 
Ella ofrece un testimonio irrefragable contra 
los que se obstinen en creer extraño lo que 
se observa boy en una de las mas felices y 
envidiables provincias del Reino; provincia 
en donde cuando el resto de la Nación no 
ofrecía mas que un teatro uniforme en que 
se cumplía sin contradicción la voluntad del 
Gobierno, hallaba este un antemural ines- 
pugnable en que iban á estrellarse sus órde - 
nes y providencias, siempre que eran con- 
tra lev ó procomunal del Reino. Todo lo di- 
cho respecto de la Constitución de Aragón, 
exceptuando el Justicia, v los privilegios de 
la unión y manifestación, eso mismo "se ob- 
servaba antes en Navarra. En el día todavía 
el Reino junta Cortes, que habiendo sido an- 
tes como en Aragón anuales, se lian reduci- 
do á una vez cada tres años, quedando en el 
intermedio una diputación. Las Cortes tie- 
nen aun grande autoridad. Ninguna ley pue- 
de establecerse sin que ellas Ja consientan 
libremente, para lo cual deliberan sin la 
asistencia del virev; y si convienen en el 
proyecto, que en Navarra se llama pedimen- 
to de ley. el Rey le aprueba ó le desecha. 
Aun en el primer caso las Cortes todavía, 
examinan de nuevo la ley en su forma ori- 
ginal ya sancionada; la resisten si la hallan 
contraria ó perjudicial al objeto de su pro- 
posición, haciendo réplicas sobro ella hasta 
convenirse el Rey con el Reino. Mas este al 
cabo puede absolutamente resistir su pro- 
mulgación é inserción en los cuadernos de 
sus leyes, si no la juzga conforme sus inte- 
reses. En las contribuciones observan igual 
escrupulosidad. La ley del servicio ha de 
pasar por los mismos trámites que las demás 
para ser aprobarla, y ningún impuesto para 
todo el Reino tiene fuerza en Navarra hasta 
haberse obtenido otorgamiento de Jas Cór- 
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fes, aue para conservar mas cabal y absoluta elucido á la nomenclatura de las leyes, que 
su autoridad en esta parte, llaman á toda mejor pueden llamarse fundamentales, con- 
confrihuoinn donativo voluntario. Las cé- ; tenidas en el Fuero Juzgo, las Partidas, Fue- 
dulas. pragmáticas, etc.., no pueden ponerse ro Viejo, Fuero Real, Ordenamiento de Al- 
en ejecución hasta haber obtenido de tas calá. Ordenamiento Real y Nueva Recopila- 
Córtes ó de la Diputación, si están separa- cion. El espíritu de libertad política y civil 
das, el permiso ó sobrecarta, para lo cual se que brilla en la mayor parte de ellas, se baila 
simio un expediente de trámites bien cono- á las veces sofocarlo con el de la mas exlraor- 
cfdns, La Diputación ejerce también una au- diñaría inconsecuencia y aun contradicción, 
Paridad muy extensa. Su principal objeto es hasta contener algunas disposiciones entera- 
velar que se guarde la Constitución y se ob- mente incompatibles con el génio , índole y 
sérvenlas leyes, oponerse ai cumplimiento templanza de una Monarquía moderada. Sir* 
de todas las cédulas y órdenes Reales que va, señor, de ejemplo la ley XII, r tit. I, Parti- 
o fon den á aquellas: pedir contra fuero en da I, en que se dice: Emperador <5 Rey pue- 
todas las providencias del Gobierno, que sean de facer leyes sobre las gentes de su señorío 
contrarias á los derechos y libertades de é o'ro ninguno non ha poder de las facer en 
Navarra, y entender en todo lo pcrtenecien- lo temporal , fueras ende si las fciese con 
te á lo económico y político de lo interior otorgamiento de elfos. El las que de otra 
del Reino. La autoridad judicial es también manera son fechas, non han nombre nin 
en Navarra nmv independiente del poder del fuerza de leyes, nin deben valer en ningún 
Gobierno. En el Consejo ele Navarra se lina- tiempo. Otras pudieran citarse; pero además 
lizan todas las causas, así civiles como cri- de que seria molestar sin utilidad la atención 
mírales, entre cualesquiera personas, por de las Cortes, la razón mas principal déla 
privilegiadas que sean, sin que vayan á los comisión consiste en que la Constitución de 
Tribunales supremos de la córte los pleitos la Monarquía española debe ser un sistema 
ni en apelación, ni aun por el recurso de in- completo y bien ordenado, cuyas partes 
justicia notoria. Las provincias Vascongadas guarden entre sí el mas perfecto enlace y ar- 
gozan igualmente de infinitos fueros y líber- monía. Su textuta, señor, por decirlo así, lia 
lories, que por tan conocidos no es necesario de ser de una misma mano, su forma y co- 
liacer de ellos mención especial locación ejecutada por un mismo artífice. 

VII. A vista de esta sencilla narración, la ¿Cómo, pues, seria posible que la simple or- 
cormsion no duda que el Congreso oirá con donación textual de leyes promulgadas eu 
benignidad el proyecto de ley fundamental épocas diferentes, distantes las unas de las 
que presenta, y alguna de las principales otras muchos siglos, hechos con diversos 
razones que la lian determinado á adoptar el fines, en circunstancias opuestas entre sí, y 
plan y sistema con que está dispuesto. Todas ninguna parecida á la situación en que en el 
las leyes, fueros y privilegios que comprende día se baila el Reino, llenasen aquel grande 
la breve exposición que acaba de hacer, an- y magnífico objeto? Cuando la comisión dice 
dan dispersos y mezclados entre una mullí- que en su proyecto no hay nada nuevo, dice 
lud de otras leyes puramente civiles y regla- lina verdad incontrastable, porque realmente 
mentarías en la inmensa colección de los no lo hay en la sustancia. Los españoles fue- 
cuerpos del derecho, que forman la jurispru- ron en tiempo de los godos una Nación libre 
deneia española. La promulgación de estos é independiente, formando un mismo y único 
Códigos , la fuerza y autoridad de cada uno, imperio ; los españoles después de la restau- 
Ins vicisitudes que ha padecido su observan- ración, aunque fueron también libres, estu- 
cia, lia sido todo tan vario, lan desigual, tan vieron divididos en diferentes estados, en que 
contradictorio, que era forzoso entresacar fueron mas ó menos independientes, según 
con gran cuidado y diligencia las leyes pura- las circunstancias en que se hallaron al cons- 
iente fundamentales y con stitul ivas de la ti luirse reinos separados; los españoles nue- 
Monarquía de entre la prodigiosa multitud vamonfe reunidos bajo de una misma Mo- 
de otras leyes de muy diferente naturaleza, narquía, todavía fueron libres por algún 
de espíritu diverso y aun contrario á la ín- tiempo; pero la reunión de Aragón y de Cas- 
dole de aquellas. Este trabajo no le ha des- tilla fué seguida muy en breve de la pérdida 
cuidado la comisión; al contrario, aunque de la libertad, y el yugo se fué agravando de 
incompleto, le ha tenido á la vista preparado tal modo, que últimamente habíamos per- 
ya de antemano por otra comisión nombrada dido, doloroso es decirlo, basta la idea de 
al intento por la Junta central. Pero, señor, : nuestra dignidad; si se exceptúan las felices 
todo él en este punto, aunque desempeñado I Provincias Vascongadas y el Reino de Na- 
cen mucha prolijidad é inteligencia, está re- varra, que presentando á cada paso en sus 
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venerables fueros una terrible protesta y re- 
damación contra las usurpaciones del Go- 
bierno, y una reconvención irresistible al 
resto de la España por su deshonroso sufri- 
miento, excitaba de continuo los temores de 
la córte, que acaso se hubiera arrojado á 
tranquilizarlos con el mortal golpe que ama- 
gó á su libertad mas de una vez en los últi- 
mos años del anterior reinado, á no haber 
sobrevenido la revolución. Ahora bien, señor, 
en todas estas épocas se hicieron leyes, que 
se llaman por los jurisconsultos fundamen- 
tales. Ellas forman nuestra actual Constitu- 
ción y nuestros Códigos; ¿cómo es posible 
esperar que ordenadas y aproximadas, de 
cualquier modo que se quiera, puedan ofre- 
cer á la Nación las breves, claras y sencillas 
tablas de la ley política de una Monarquía 
moderada? No, señor, la comisión ni lo es- 
peraba, ni cree que este sea el juicio de 
ningún español sensato. Convencida por tan- 
to del objeto de su grave encargo, de la 
opinión general de la Nación, del interés co- 
mún de los pueblos, procuró penetrarse pro- 
fundamente , no del tenor de las citadas 
leyes, sino de su índole y espíritu; no de las 
que últimamente habían igualado á casi todas 
las provincias en el yugo y degradación, sino 
de las que todavía quedaban vivas en algunas 
de ellas, y las que habían protegido en todas, 
en tiempos irías felices, la religión, la liber- 
tad, la felicidad y bienestar de los españoles; 
y extrayendo, por decirlo así, de su doctrina 
ios principios inmutables de la sana política, 
ordenó su proyecto uaciunal y antiguo en la 
substancia, nuevo sai, miente en ei orden y 
método de su disposición. 

\ TIL Hecho cargo el Congreso de estas 
razones, pasa la comisión á exponer breve- 
mente ios fundamentos de su obra. Para 
darle toda la claridad y exactitud que re- 
quiere la ley fundamental de un Estado, lia 
dividido la Constitución en cuatro partes, 
que comprenden: Primera. Lo que corres- 
ponde á la Nación , corno soberana é inde- 
pendiente, bajo cuyo principio se reserva la 
autoridad legislativa. Segunda. Lo que per- 
tenece al Rey, como participante de la misma 
autoridad, y depositario de la potestad ejecu- 
tiva en toda su extensión. Tercera. La auto- 
ridad judicial delegada á los jueces y Tribu- 
nales. V cuarta. El establecimiento , uso y 
conservación de la fuerza armada, y el Orden 
económico y administrativo de las rentas y 
de las provincias. Esta sencilla clasificación 
está señalada por la naturaleza misma de la 
sociedad, que es imposible desconocer, aun- 
que sea en los Gobiernos inas despóticos, 
porque al cabo tos hombres se han de diri- 


gir por reglas lijas y sabidas de todos, y su 
iormacion lia de ser un acto diferente de la 
ejecución de lo que ellas disponen. Las dife- 
rencias o altercados que puedan originarse 
entre los hombres , se han de transigir por 
las mismas reglas ó por otras semejantes , y 
la aplicación de estas á aquellos no puede es- 
tar comprendida en ninguno de los dos pri- 
meros actos. Del examen de estas tres dis- 
tintas operaciones, y no de ninguna otra idea 
metafísica ha nacido la distribución que han 
hecho ios políticos de Ja autoridad soberana 
de una Nación, dividiendo su ejercicio en po- 
testad legislativa, ejecutiva y judicial. La ex- 
periencia de todos los siglos lia demostrado 
hasta la evidencia que no puede haber li- 
bertad ni seguridad, y por lo mismo justicia 
ni prosperidad en un estado en donde el 
ejercicio de toda la autoridad esté reunido en 
una sola mano. Su separación es indispensa- 
ble; mas los límites que se deben señalar 
particularmente entre la autoridad legislati- 
va y ejecutiva para que formen un justo y 
estable equilibrio , son tan inciertos , que 
su establecimiento lia sido en todos tiempos 
Ja manzana de la discordia entre los autores 
mas graves de la ciencia dei Gobierno, y so- 
bre cuyo importante punto se han multipli- 
cado al iníinito los tratados y los sistemas. 
La comisión sin anticipar el lugar oportuno 
de esta cuestión, no duda decir que abste- 
niéndose de resolver este problema por prin- 
cipio de teoría política, ha consultado en 
esta parte la índole de la Constitución an- 
tigua de España, por la que es visto que el 
Rey participaba en algún modo de la autori- 
dad legislativa. La primera parte comienza 
declarando á la Nación española libre y sobe- 
rana no solo para que en ningún tiempo y 
bajo de ningún pretexto puedan suscitarse 
dudas, alegarse pretensiones ni otros sub- 
terfugios que comprometan su seguridad é 
independencia , como lia sucedido en varias 
épocas de nuestra historia , sino también 
para que los españoles tengan constantemen- 
te á ia vista el testimonio augusto de su gran- 
deza y dignidad, en que poder leer á un mis- 
mo tiempo el solemne catálogo de sus fue- 
ros y de sus obligaciones sin necesidad de 
expositores ni intérpretes. La Nación, scuor, 
victima de un olvido tan funesto, y no me- 
nos desgraciada por haberse dejado despo- 
jar por los Ministros y favoritos de los Reyes 
de todos los derechos é instituciones que ase- 
guraban la libertad de sus individuos, se ha 
visto obligada á levantarse toda ella para 
oponerse á la inas inaudita agresión que han 
visto los siglos antiguos y modernos; la que 
se había preparado y comenzado á favor de 
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la ignorancia y oscuridad en que vacian tan cion es conservar la integridad del territorio 
sanías y sencillas verdades. Napoleón, para de España, se han especificado los reinos y 
usurear el Trono de España intentó estable- provincias que componen su imperio en la 
cer, como principio incontrastable, que la araños hemisferios, conservando por añora 
Nación era una propiedad de la familia Real, la mismo nomenclatura y división que ha 
v bajo tan absurda suposición arrancó en Ba- existido basta aquí. La comisión bien hubie* 
vona las cesiones de Jos Reves padre é hijo, ra deseada hacer mas cómodo y proporcio- 
V. M. no tuvo otra razón para proclamar so- nado repartimiento de todo el territorio es- 
iainneineule en su augusto decreto de 24 de pañol en ambos mundos, asi para facilitar la 
setiembre Ja soberanía nacional y declarar administración de justicia , la distribución y 
nulas Jas renuncias hechas en aquella cuidad cobro de las contribuciones, la comunicación 
de la Corona de España por falta do consen- interior de las provincias unas con otras, 
timionto libre y espontáneo de la Nación, sino como para acelerar y simplificar las órdenes 
recordar á esta que una de sus primeras y provid ncias del Gobierno, promover y fo- 
obiigaciones debe ser en lodos tiempos la re- mentar la unidad de todos los españoles, 
sisteneia á la usurpación de su libertad ó in- cualquiera que sea el reino ó provincia ¡i 
dependencia. La sublime y heroica insur- que puedan pertenecer. Mas esta grande 
roccion á que ha recurrido la desventurada obra exige para su perfección un cúmulo 
España para oponerse á la atroz opresión que prodigioso de conocimientos científicos, da- 
se la preparaba, es uno de aquellos doloro- ¡ tos, noticias y documentos, que la comisión 
sos y arriesgados remedios á que no puede ni tenia ni podía facilitar en ias cireunstan- 
acudirse con frecuencia sin aventurar la cías en que se baila el Reino. Así lia creído 
misma existencia política que por su medio debía dejarse para las Cortes sucesivas el 
se intenta conservar. Por tanto la experien- desempeño de este tan difícil como impor- 
Cia acredita, y aconseja la prudencia, que no lanle trabajo. 

se pierda jamás de vista cuanto conviene á Ja X. La declaración solemne y auténtica 
salud y bien estar de la Nación, no dejarla de que la religión católica, apostólica, roma' 
caer en el fatal olvido de sus derechos, del na es y será siempre la religión de la Nación 
cual han tomado origen Jos males que la lian española, con exclusión de cualquiera otra, 
conducido á las puertas de la muerte. lia debido ocupar en la ley fundamental del 

IX. La clara, sencilla, pero solemne de- Estado un lugar preeminente, cual corres- 
claraeíon de lo que la corresponde como Na- pende á la grandeza y sublimidad del objeto, 
cion libre y soberana, presentando ácada¡ XI. En seguida se proclama igualmente, 
paso á los que tengan la dicha ue dirigirla que el Gobierno de España es una Monar- 
bajo los auspicios del Sr. U. Fernando Vil y quía hereditaria, moderada por la ley funda- 
sos legítimos sucesores ios derechos de la mental , sin que en ias limitaciones que la 
Nación española, les indicará con toda clari- modifican pueda hacerse ninguna altera- 
dad de qué modo han de usar de ia autori- cion, sino en los casos y por Jos medios que 
dad que ia Constitución y el Monarca con- señala la misma Constitución. La comisión 
lien á su cuidado. En el ejercicio dei respec- ha mirado como eseacialisimo todo lo con- 
tivo ministerio que cada funcionario desem- cerniente á Jas limitaciones de ia autoridad 
peñe, no podrá desentenderse de tener lija del Rey, arreglando este punto con toda cir- 
la vista en la inmutable regla de una decía- cunspecciou, así para que pueda ejercerla 
ración tan augusta, en donde ha de leer sus con ia dignidad , grandeza y desembarazo 
tremendas é inviolables obligaciones; los es- que corresponde ai Monarca de ia exciareciüa 
panoles de todas clases, de todas edades y de Nación española, como para que no vuelvan 
todas condiciones sabrán Jo que son y Jo que á introducirse al favor de la oscuridad y am- 
es preciso que sean para ser honrados y res- bigüedad de ias leyes las funestas alleracio- 
petados de los propios y de Jos extraños. No nes que tanto Jiau desfigurado y hecho va- 
es menos importante expresar las obiigacio- riar ia índole de ia Monarquía con grave 
nes de los españoles para coa la Nación, pues daño de los intereses de la Nación y de los 
que esta debe conservarles por medio de le- derechos de Rey. Asi se lian señalado con 
yes justas y equitativas todos los derechos escrupulosidad reglas lijas, claras y sencillas 
políticos y civiles que les Corresponden como que determinan con toda exactitud y preci- 
individuos de ella. Así van señaladas con in- snm la autoridad que tienen las Corles de lia- 
dividuaíidad aquellas obligaciones de que no cer leyes de acuerdo con el Rey; la que ejer- 
puede dispensarse ningún español sin rom- ce el Rey para ejecutarlas y hacerlas respe- 
per el vínculo que le une al Estado. Como tar, y la que se delega á los jueces y Tribu- 
toro de los principales fines de la Constitu- nales para ia decisión de todos ios pleitos 
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y causas con arreglo á las leyes del Reino, 
XU. Las circunstancias que han de con- 
currir en todo el que quiera ser considerado 
como ciudadano español han debido merecer 
atención muy principal. Como individuo de 
la Nación se hace partícipe de sus privilegias, 
y solo bajo seguridades bien calibeadas pue- 
den ser admitidos en una asociación política 
los que así como son llamados á formarla, lo 
son también á conservarla y defenderla. La 
naturalización de Jos extranjeros en el Reino 
ha ocupado igualmente Inatención de la comi- 
sión. Ei aumento de la población, el fomento 
déla agricultura, de las artes y del comer- 
cio, de que tanto necesita la Nación después 
de una guerra asoladora; la facilidad con que 
las leyes del Reino han favorecido en todos 
tiempos su admisión, la autorizaba ha abrir 
la puerta á su venida y establecimiento. Así 
lo ha hecho; pero al mismo tiempo ha limitado 
en ellos el ejercicio de los derechos políticos 
y civiles ; ya porque los extranjeros no tanto 
son atraídos á establecerse en un pais por la 
ambición de los empleos y cargos públicos, 
como por el irresistible aliciente de hacer 
honradamente su fortuna bajo el amparo y 
protección de leyes humanas y liberales ; ya 
porque la Nación , víctima en el día en mu- 
cha parte del fatal pacto de familia, no debía 
contiar al capricho ó al favor del Gobierno 
la dispensación de la mayor gracia que pue- 
de concederse en un Estado , y la que no 
debe extenderse jamás hasta confundir lo 
que solo pueden dar la naturaleza y la edu- 
cación. El inmenso número de originarios 
de África establecidos en los países de Ultra- 
mar, sus diferentes condiciones , el estado 
de civilización y cultura en que la mayor 
parte de ellos se halla en ei dia, han exigido 
mucho cuidado y diligencia para no agravar 
su actual situación, ni comprometer por otro 
lado ei interés y seguridad de aquellas vas- 
tas provincias. Consultando con mucha ma- 
durez los intereses recíprocos dei Estado en 
general y de los individuos en particular, se 
ha dejado abierta ia puerta á la virtud, al mé- 
rito y á la aplicación para que los originarios 
de África vayan entrando oportunamente en 
el goce de los derechos de ciudad. 

XUI. La apreciadle calidad de ciudadano 
español no solo debe conseguirse con el na- 
cimiento ó naturalización en el Reino, debe 
conservarse en conocida utilidad y provecho 
de ia Nación, y por eso se señalan ios casos 
en que puede perderse ó suspenderse, para 
que así los españoles sean cuidadosos y dili- 
gentes en no desprenderse de lo que para 
ellos debe ser tan envidiable. 

XIV. La comisión, señor, al llegar al im- 
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portante punto de la representación en Cor- 
tes, so ha detenido á meditar esta materia 
con toda reflexión y prolijidad : y así no pue- 
de menos de extenderse en explicar las ra- 
zones que ha tenido para hacer lo que con 
poco acuerdo y por falta de suficiente exa- 
men se creerá tal vez por alguno innova- 
ción. Tal es la representación sin brazos ó 
estamentos. Es indudable que en España 
antes de la irrupción sarracena y después 
de la restauración , los Congresos de ia Na- 
ción se componían ya de tres, ya de cuatro, 
y aun de dos brazos, en que se dividía la 
universalidad de los españoles. Pero, señor, 
este punto, que realmente es de hecho, es 
el que menos importaba apurar en la mate- 
ria. Las reglas, los principios que se obser- 
vaban para ia clasilicacion y método de elec- 
ción de diputados, es lo que convenía averi- 
guar. Mas por mucho que se indague y se 
registre, no se hallarán sino pruebas de que 
la asistencia de los brazos á las Corles de h 
Nación era puramente una costumbre de in- 
cierto origen, que no estaba sujeta á regla 
alguna lija y conocida. Los brazos variaban 
así en las ciases, como en el número de in- 
dividuos que ios componían, no solo en los 
tres reinos, sino dentro de unos mismos en 
épocas diferentes. La lectura de los historia- 
dores, de ios cuadernos de Cortes, y otros 
monumentos de ia antigüedad, dispensa á la 
comisión de la narración de hechos que lo 
comprueban. En cuanto, al origen de los 
brazos solo indicará, que el que le parece 
mas verosímil, es el sistema feudal, que aun- 
que muy suavizado, trajo á España ios dere- 
chos señoriales, como es notorio. Los mag- 
nates, y los prelados dueños de tierras con 
jurisdicción omnímoda, con autoridad de le- 
vantar en ellas huestes y contribuciones 
para acudir al Rey con el servicio de la 
' guerra, claro está que no podían menos de 
asistir á Jos Congresos naciomdes, en donde 
se habían de ventilar negocios graves, y que 
podían con mucha facilidad perjudicar á sus 
intereses y privilegios. Iban á ellos no por 
elección ni en representación de ninguna 
clase: sino como defensores de sus fueros, y 
partes directa y personalmente interesadas 
en su conservación. Así es que no hay un 
solo vestigio en la historia que indique si- 
quiera, que lus grandes y prelados eran ele- 
¡ gidos para ir á las Cortes. O asistían por de- 
recho personal, ó llamados por el Rey: y 
muchos (le ellos las mas veces, como en Cas- 
tilla, mas bien en calidad de consejeros que 
á deliberar. Jamás usaron del nombre de 
■ procuradores, porque la Nación no les daba 
[ ningunos poderes.. No hallando 'por lo mis- 
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tno Ja comisión ninguna regla ni principio 
conocido que seguir en este punto , se arre- 
dró al querer aplicar aJ estado presento del 
Reino una costumbre varia é irregular en 
todas Jas coronas de España; pues no te- 
niendo ya en el dia los grandes, títulos, pre- 
lados etc., derechos ni privilegios exclusivos 
que los pongan fuera de la comunidad de 
sus conciudadanos, ni les dé intereses dife- 
rentes que los del pro comunal de la Nación, 
faltaba la causa que en juicio ríe aquella diú 
origen ;í Jos brazos. La desigualdad con que 
Ja nobleza está distribuida en España, es un 
obstáculo insuperable para los Estamentos; 
pues si los grandes por su calidad, por ser 
menos en número, y vivir de ordinario en la 
córte, no ofrecen dificultad para su clasifica- 
ción en Jas elecciones. Jos títulos y demás 
nobles no titulados que la hacían imprac- 
ticable, por mucha diligencia que se pusiese 
para arreglar su número y circunstancias 
respectivas de cada clase; ¿qué principio se 
había de adoptar por base? El número de 
cada una ele las clases; su riqueza ó antigüe- 
dad ; la abundancia ó escasez de nobles en 
unas y otras provincias, ó ¿qué otra regla 
seria capaz de desentrañar tan complicado 
sistema como la jerarquía de los nobles en 
España? V en los prelados ya que los de la 
Península pudiesen asistir sin abandonar por 
mucho tiempo sus diócesis, ¿los de Ultramar 
habían de dejarlas viudas por años enteros, 
y exponerlas á las funestas consecuencias de 
una larga peregrinación? ¿Y sobre todo los 
grandes y los prelados habían de entrar 
también á componer el censo total para 
nombrar representantes, y poder ser elegi- 
dos entre ellos, ó excluidos de la diputación 
popular, y circunscritos á las dos clases ó 
brazos? ¿Los nobles y Jos eclesiásticos en el 
segundo caso ya representados en sus res- 
pectivas clases , habían de entrar además en 
las de las universidades, y poder ser procu- 
radores por el estado general? ¡Qué confu- 
sión, señor, qué inmenso piélago de dificul- 
tades fácil de surcar con la palabra y la i;e- 
llexion, pero muy á propósito para anegarse 
en él cualquiera que quisiese poner orden y 
arreglo cu medio del conflicto de opiniones 
y de intereses tan encontrados! Jamas se ha- 
bría presentado teoría política mas absurda 
que intentar remover estos obstáculos adop- 
tando el método de señalar número fijo á los 
dos brazos, excluyendo de ellos la elección, 
como en el sentir de algunos se fia creído 
conveniente. El ejemplo de Inglaterra seria 
una verdadera innovación incompatible con 
la índole misma de los brazos en las antiguas 
Córtes de España. En aquel Reino no hay en 


rigor mas que una sola clase de nobleza, 
que son los Lores. Todo Par del Reino es 
por el mismo hecho miembro de la Cámara 
alta, sin que para ello sea elegido ni llama- 
do: no representa sino á su persona. Los 
obispos, como Lores espirituales, son igual- 
mente todos, á excepción de uno, individuos 
natos deí Parlamento, sin necesidad de elec- 
ción ni convocación; y si se cree que repre- 
sentan al Cuerpo eclesiástico, también los 
clérigos están excluidos de la Cámara de los 
comunes. Pero, señor, la razón mas pode- 
rosa , la que ha tenido para la comisión una 
fuerza irresistible es , que ios brazos , que 
las Cámaras, ó cualquiera otra separación de 
los diputados en Estamentos, provocaría la 
mas espantosa desunión, fomentaría los inte- 
reses de cuerpos, excitaría celos y rivalida- 
des, que si en Inglaterra no son hoy dia per- 
judiciales, es porque la Constitución de 
aquel país está fundada sobre esa base desde 
el origen de la Monarquía por reglas fijas y 
conocidas desde muchos siglos ; porque la 
costumbre y el espíritu público no lo repug- 
nan; y en fin, señor, porque la esperiencia 
lia hecho útil y aun venerable en Inglater- 
ra una institución , que en España tendría 
que luchar contra todos los inconvenientes 
de una verdadera novedad. Tales , señor, 
fueron las principales razones porque la co- 
misión ha llamado á los españoles á repre- 
sentar á la Nación sin distinción de ciases 
ni estados. Los nobles y los eclesiásticos de 
todas Jas jerarquías pueden ser elegidos en 
igualdad de derechos con todos los ciudada- 
nos ; pero en el hecho serán siempre prefe- 
ridos. Los primeros por el influjo que en 
toda sociedad tienen ios honores, Jas distin- 
ciones y la riqueza ; y los segundos porque 
á estas circunstancias unen la santidad y sa- 
biduría tan propias de su ministerio. 

XV. El método que liabia sancionado Ja 
Junta central para las elecciones de los ac- 
tuales diputados en Cortes, no pareció adap- 
table en todos sus principios á la representa- 
ción ulterior, que debe tener el Reino por la 
Constitución. Así corno se han suprimido los 
brazos por incompatibles con un buen siste- 
ma de elecciones, ó sea representativo, por 
la misma razón se ha omitido dar diputados 
á las ciudades de voto en córtes : pues ha- 
biendo sido estas la verdadera representación 
nacional, quedan hoy incorporados en la ma- 
sa general de la población, única base que 
se ha tomado para en adelante. Por las mis- 
mas, y aun otras bien obvias razones, se han 
suprimido igualmente los diputados de Jun- 
tas. También se han hecho algunas otras 
variaciones en el método general de elección 



CONSTITUCION POLITICA. (1812.) 


en las provincias, para evitar los inconve- 
nientes que la experiencia ha manifestado re- 
sultar del reglamento de la Junta central. 
Las dos innovaciones mas principales que se 
han hecho, son la de no requerir precisa- 
mente para ser nombrado diputado por una 
provincia la naturaleza material, por no pri- 
var á la Nación de que sean elegidos muchos 
dignos españoles que por haber salido de sus 
provincias desde niños , ó hecho ausencia 
de muchos años , pueden ser poco ó nada 
conocidos en ellas. La otra es exigir para di- 
putado la condición detener una renta anual 
proporcionada, procedente de bienes propios. 

XVI. Nada arraiga mas al ciudadano y 
estrecha tanto los vínculos que ie unen á sil 
patria como la propiedad territorial ó la in- 
dustrial afecta ú la primera. Sin embargo, la 
comisión al ver los obstáculos que impiden 
en el dia la libre circulación de las propieda- 
des territoriales, ha creído indispensable sus- 
pender el electo de este artículo basta que 
removidos los estorbos, y sueltas todas las 
trabas que la encadenan, puedan las Cortes 
sucesivas señalar con fruto la época de su 
observancia. Igualmente se ha elevado la ba- 
se para nombrar diputados de uno por cada 
cincuenta mil á setenta mil. El escesivo nú- 
mero de representantes hace siempre dema- 
siado lentas las deliberaciones- y sobre todo 
las inmensas distancias y los crecidos gastos 
que ocasionan Jos viajes largos y duraderos, 
obligan en sentir de la comisión, á tener es- 
tas consideraciones con los españoles de Ul- 
tramar. 

XVII. Cuando la comisión examinó las 
muchas leyes que protegían en España la li- 
bertad política y civil de Jos ciudadanos, in- 
dagaba con escrupulosidad y diligencia las 
causas que podrían haberlas hecho caer en 
tan lastimosa y fatal inobservancia; y al paso 
que halló el principal origen de estos males 
en el progresivo decaimiento de la celebra- 
ción de Cortes no encontró remedio mas di- 
caz y calificado que la reunión anual de los 
diputados del Reino en Curtes generales. 
Aragón, Navarra y Castilla fueron libres es- 
forzados y temidos sus naturales, mientras 
los procuradores de estos tres reinos se jun- 
taban frecuentemente á mirar por el bien y 
pro comunal de sus tierras; y el incesante 
conato que ios Reyes de estos Estados mani- 
festaron en varias épocas de querer diferir á 
plazos apartados estos Congresos y aun dis- 
pensarse de su convocación , muestra bien 
claro que miraron la frecuente reunión de 
Cortes como un verdadero obstáculo á la ar- 
bitrariedad de su gobierno y á la usurpación 
que se intentaba hacer de las libertades de 
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los españoles. Los abusos comienzan de or- 
dinario por pequeñas omisiones en la obser- 
vancia de las leyes, que acumulándose insen- 
siblemente, llegan á introducir costumbre; 
se cita esta á poco corno ejemplo; y estable- 
ciéndose sobre ello doctrina, pasa al fina 
fundarse y erigirse en derecho. El juntar 
Curtes cada año es el único medio legal de 
asegurarse lá observancia de la Constitución 
sin convulsiones, sin desacato á la autoridad, 
y sin recurrir á medirlas violentas, que son 
precisas y aun inevitables cuando Jos males 
y vicios en la Administración llegan á tomar 
cuerpo y envejecerse. Las ventajas que acar- 
reará á la Nación el estar siempre viva y vi- 
gilante por medio de sus procuradores sobre 
la conducta de los funcionarios públicos, 
compensará abundantemente el gravamen 
que por otro lado pudiera experimentar en 
la reunión anual de sus diputados; siendo 
igualmente el medio mas á propósito para es- 
trechar mas y mas los vínculos de unión con 
los españoles de Ultramar, quienes podrán 
con mayor facilidad promover con eficacia el 
adelantamiento y mejora de aquellos felices 
| y preciosos países. Además el triste y lamen- 
table estado á que el Reino quedará reduci- 
do por la asoladora irrupción en que se le lia 
sumergido, destruyendo en su origen todos 
los canales de riqueza pública, en que la re- 
ligión, Ja educación y todas las instituciones 
morales, científicas y políticas han padecido 
sensible menoscabo, hace indispensable que 
el cuidado y vigilancia del cuerpo represen- 
tativo de la Nación reanime y restituya en 
cuanto sea posible á su antiguo estado todo 
lo que haya padecido alteración sustancial; 
proporcionando al mismo tiempo las mejoras 
y adelantamientos que puedan convenir. Tan 
vastos objetos no pueden confiarse nunca al 
cuidado del Gobierno, que ocupado princi- 
palmente en desempeñar las obligaciones 
propias de su instituto, miraría siempre corno 
secundarias estas otras atenciones. Por otro 
lado el inmenso poder que se ha adjudicado 
á la autoridad Real necesita de un freno que 
constantemente le contenga dentro de sus lí- 
mites; de cualquiera que estos sean, reducidos 
á la ineficacia de una lev escrita, solo opon- 
drán siempre una débil barrera, ai que tiene 
á su manilo el ejército, el manejo de Ja Teso- 
rería y la provisión de empleos y gracias, sin 
que ¡a autoridad de las Cortos tenga á su dis- 
posición medios tan terribles para traspasar 
los límites prescritos á sus facultades debilita- 
dos ya en gran manera por la sanción del 
Rey. 

XYI1I y XIX. La renovación de diputadas, 
aunque en sentir de la comisión debiera ser 
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todos los años, no ha podido concillarse con 
¡a inmensa distancia que separa á los espa- 
ñoles del Nuevo-Mundo, señaladamente los 
que habitando liácia las costas del Mar Pa- 
cífico ó las Islas Filipinas, necesitan empren- 
der largas navegaciones en períodos lijos é 
inalterables, ó atravesar montes y desiertos ' 
de considerable extensión. Por eso cada di- 
putado en Cortes durará dos años, para dar 
tiempo á la venida de los procuradores de 
Ultramar. La elección de diputados y aper- 
tura de Jas sesiones de Cortes se lia lijado por 
la ley para dias determinados, con el lin de i 
evitar que el inílujo del Gobierno 'ó Jas ma- 
las artes de Ja ambición puedan estorbar ja- 
más con pretextos ó alargar con subterfugios 
la reunión del Congreso nacional. La abso- 
luta libertad de las discusiones se ha asegu- 
rado con la inviolabilidad de ios diputados 
por sus opiniones, el ejercicio de su cargo, y 
prohibiendo que el Rey y sus Ministros in- 
fluyan con su presencia en las deliberacio- 
nes: limitando la asistencia del Rey á los dos 
actos de abrir y cerrar el solio, así para que 
pueda ejercitar el paternal cuidado de honrar 
con su palabra á sus fieles y amados súbditos, 1 
corno para dar majestad y grandeza á la re- 
unión soberana de la Nación y de su Monarca. ■ 
XX. Las facultades de las Cortes se han 
expresado con individualidad , para que en 
ningún caso pueda haber ocasión de disputa 
ó competencia entre la autoridad de las Cór- 
tes y la del Rey, que no esté fácilmente di- 
suelta con el simple recuerdo de la Constitu- 
ción. La lectura de estas facultades anuncia 
por sí misma cuáles hayan sido Jas razones 
en que las funda la comisión. Cada una de 
ellas pertenece por su naturaleza de tal mo- 
do á la potestad legislativa, que las Córtes 
no podrían desprenderse de ellas sin com- 
prometer muy pronto la libertad de la Na- 
ción. La mas leve discusión eu estos puntos 
arrojará sobre la materia un torrente de luz 
muy superior á la que pudiera anticipar la 
comisión, por lo que se dispensa de moles- 
tar sobre este particular la atención del Con- 
greso. 

XXL Los trámites de la discusión en los 
proyectos de ley y materias graves van seña- 
lados con toda individualidad, para que eu 
ningún caso ni bajo de niugun pretexto pue- 
dan ser las. leyes y decretos de las Córtes 
obra de la sorpresa, del calor y agitación de j 
las pasiones, del espíritu de facción ó parcia- i 
lidad. La parte que se lia dado al Rey en la ■ 
autoridad legislativa, concediéndole la san- 
ción, tiene por objeto corregir y depurar 
cuanto sea posible c,l carácter impetuoso que 
necesariamente domina en un cuerpo nume- 


roso que delibera sobre materias las mas 
veces muy propias para empeñar al mismo 
tiempo las virtudes y los defectos det ánimo. 
Con el mismo íin se" ha limitado lá duración 
de las sesiones en cada año para qué no pa- 
sando de tres meses ó de cuatro , si hubiese 
próroga, llenen el importante objeto de en- 
frenar al Gobierno con su autoridad, sin afli- 
girle demasiado con una prolongada perma- 
nencia. Por último, la publicidad de las se- 
siones, al paso que proporciona á los diputa- 
dos dar un testimonio público de la rectitud, 
firmeza y acierto de sus dictámenes, presen- 
ta á la Nación siempre abierto el santuario 
de la verdad y de la sabiduría, en donde la 
ansiosa juventud pueda prepararse á desem- 
peñar algún día con utilidad el difícil cargo 
de procurar por el bienestar de su patria, y 
la respetable ancianidad hallar ocasiones de 
bendecir el fruto de su prudencia y de sus 
consejos; alejando de este modo la oscuridad 
y el misterio de un cuerpo deliberativo, que 
por su instituto no debe ocuparse en nego- 
cios de gobierno, únicos que piden reserva, 
á no ser en los casos que previa delibera- 
ción, convenga el secreto al interés público. 
La fórmula con que se han de publicar las le- 
yes á nombre dei Rey, está concebida en los 
pocos términos mas claros y precisos: por 
ellos se demuestra que la potestad de hacer 
leyes corresponde esencialmente á las Cor- 
tes, y que el acto de ia sanción debe consi- 
derarse solo como un correctivo, que exige 
la utilidad particular de circunstancias acci- 
dentales. 

XXII. Para que Ja ejecución de las leyes 
sea rápida y pronta , y no encuentre ningún 
obstáculo en su comunicación, se circularán 
directamente de mandato del Rey por los se- 
cretarios respectivos del despacho á todas 
las autoridades, á quienes corresponda Su 
conocimiento, lín elintérvalo que medie en- 
tre las sesiones de las Cortes, quedará en 
ejercicio una diputación de las mismas con 
facultades señaladas para algunos casos, cuya 
importancia se recomienda por sí misma sin 
necesidad de mas aclaración. Como en el 
curso ordinario del gobierno del Reino pue- 
deu sobrevenir acontecimientos imprevistos, 
que con urgencia exijan pronto remedio, 
mientras se hallen de vacante ó estén ya 
disueltas las Córtes ordinarias ha parecido 
necesario proveer á estos casos por medio 
de la reunión de Córtes extraordinarias, que 
no entenderán sino en el negocio para que 
fueron convocadas, ni menos estorbarán 1a 
elección de- nuevos diputados ó Ja instalación 
de las Córtes ordinarias en las épocas en que 
uno y otro corresponda. 
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XXIII. Indicadas las razones principales 
en que funda la comisión, el modo como ha 
dispuesto la primera parte de la ley funda- 
mental para la Monarquía, pasa ahora á ex- 
poner las que la han movido á arreglar la 
segunda, que comprende la autoridad dei 
deJ Rey. 

El Rey, como jefe del Gobierno y primer 
magistrado de la Nación , necesita estar re- 
vestido de una autoridad verdaderamente 
poderosa, para que al paso que sea querido y 
venerado dentro de su Reino, sea respetado 
y temido fuera de él de Jas naciones amigas 
y enemigas. Toda la potestad ejecutiva Ja 
deposita la Nación por medio de la Constitu- 
ción en sus manos, para que el orden y la 
justicia reinen cu todas partes, y para que la 
libertad y seguridad de Jos ciudadanos pue- 
da ser protegida á cada instante contra Ja 
violencia ó las malas artes de los enemigos 
del bien público. Este inmenso poder, de 
que e! Monarca se halla revestido, seria i n- 
elicaz é ilusorio si su persona no estuviese á 
cubierto de una inmediata responsabilidad. 
La historia de la sociedad humana, la pru- 
dencia y la sabiduría de los hombres y escri- 
tores mas profundos ponen fuera de toda 
duda la necesidad de que el entendimiento 
humano se rinda á la experiencia, y haga el 
costoso sacrificio de declarar suelta de todo 
cargo la persona del Rey, que por tanto 
debe ser sagrada é inviolable en obsequio del 
orden público, de la tranquilidad dei Estado, 

V de toda la posible duración de la institu- 
ción magníiica de una Monarquía moderada. 
Búsquense en otra parte los medios de ase- 
gurar el fiel desempeño de la autoridad pú- 
blica sin exponer á la Nación á Jos riesgos de 
una convulsión interior, ó las espan tosas re- 
sultas de la disolución ó déla anarquía. Lo 
misino que á las Cortes es indispensable se- 
ñalar al Rey sus facultades como depositario 
de la potestad ejecutiva; las que van explica- 
das con la individualidad y distinción corre- 
lativas á las que se lian prelijado para las 
Cortes. Los fundamentos en que se apoyan 
son del mismo modo claros y libros de toda 
oscuridad: se conciben mejor que se expre- 
san; así la comisión se abstendría en este 
■junto de molestar al Congreso, sino lucra 
ior indicar algunas de las razones que tuvo 
jara conceder al Rey la [acuitad de declarar 
a guerra, hacer y ratificar la paz. Si España, 
seiior, estuviera reducida á no tener en el 
día con las potencias extranjeras otras rela- 
ciones que las que guardaba en Europa en 
tiempo de los árabes, no hubiera habido di- 
ficultad en reservar á las Cortes aquel terri- 
ble derecho. Mas !a política de los Gabinetes 


ha variado boy enteramente ; y toda Nación 
en los puntos que corresponden á la conser- 
vación de su seguridad exterior necesita ar- 
reglarse á lo que hacen las demás Naciones 
de quienes puede recelar ó temer algún da- 
ño. Si para declarar con oportunidad una 
guerra fuese necesario esperar á la lenta é 
incierta resolución de un Congreso numero- 
so, la potencia agresora ó injusta tendría la 
mas decidida superioridad sobre Ja nuestra, 
si á íayor del secreto de una negociación 
conducida con habilidad , pudiese tomar por 
sí solo su Gobierno las medidas convenientes 
para declararse con ventaja. La inmensa dis- 
tancia que separa nuestras provincias de ul- 
tramar las unas de las otras , y los diversos 
puntos de contacto que en el día tienen con 
potencias respetables , hace indispensable 
este sacrificio en obsequio de la seguridad 
del Estado, el cual no es tan grande respec- 
to á que en los tratados de alianza ofensiva 
de subsidios y de comercio en que pudiera 
perjudicarse á Ja Nación, el Rey no puede 
proceder á formalizarlos sin consentimiento 
de las Cortes. 

XXl\ . A continuación se determinan con 
la misma puntualidad las restricciones que 
la autoridad del Rey no puede menos de 
tener, si no ha de ser un nombre vano la 
libertad de la Nación. La comisión, señor, ni 
aun en esto pretende ser original: los fueros 
de Aragón le ofrecieron felizmente Ja fórmu- 
la de las restricciones , pues hablando de 
ellas dicen frecuentemente Dominus Res 
non potest etc . Guau saludable baya do ser 
para lo sucesivo esta claridad y precisión en 
el texto de la ley fundamental , no hay para 
que anticiparlo. Sin lanzarse la comisión en 
conjeturas risueñas, oí dejarse seducir de 
prestigios filosóficos, no cree aventurar su 
juicio si asegura con conlianza que se lia aca- 
llado para siempre esa prodigiosa multitud 
de intérpretes y escoliadores, que ofuscando 
nuestras leyes, y llenando de oscuridad nues- 
tros Códigos , produjo el lamentable confíe- 
lo, Ja espantosa confusión en que á mi tiem- 
po se anegaron nuestra antigua Constitución 
y nuestra libertad. La fórmula del juramento 
que lia de prestar el Reyante las Cortes á 
su advenimiento al trono, va concebida en el 
estilo mas grave y decoroso, que al paso que 
le constituye Rey, debo hacer en su ánimo 
una profunda impresión acerca do cuál sea 
la naturaleza de sus sagradas obligaciones. 

XXV. La sucesión "Vi la Corona será uno 
de los objetos que arreglará la sabiduría del 
Congreso, según entienda que mejor convie- 
ne á los verdaderos inlereses de la Nación, 
haciendo para el caso los llamamientos op or- 
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tunos después del Sr. D. Fernando MI y su 
legítima descendencia, cuya augusta Real 
persona se halla actualmente en" el goce de 
ios derechos que Ja Nación ha reconocido, 
proclamado y jurado del modo mas auténtico 
y solemne. 

XXVI. La mayor edad del Rey se ha fija- 
do en los diez y ocho años cumplidos de 
edad, ya para que una larga minoría no aflija 
á la Nación con un Gobierno interino , ya 
porque un reinado prematuro no la expon- 
ga á los funestos resultados de la precoz ado- 
lescencia, de la inexperiencia ó veleidad de 
un Rey demasiado joven. El Reino en la me- 
nor edad del Rey se gobernará por una Re- 
gencia, cuyos individuos elegirán las Cortes; 
y para evitar que si no estuvieren reunidas 
al tiempo de Ja muerte del Rey, quede la Na- 
ción sin Gobierno, habrá una Regencia pro- 
visional presidida, si la hubiere, por la Rei- 
na madre. La autoridad que ejerza Ja Re- 
gencia nombrada por las Córtes, será igual 
á la del Rey , á no ser que crean oportuno 
limitarla. Las Córtes al ver el interés que 
tiene la Nación de que el Rey sea el padre de 
sus pueblos, no pueden desentenderse de 
mirar por su crianza y educación: por tanto 
debe ser de su cargo nombrar tutor, á falta 
de tutela testamentaria ó legitima, como asi- 
mismo vigilar la enseñanza del Rey menor. 

XX Vil. La Comisión ha creído debía con- 
servar al heredero de la Corona el título de 
Principe de Asturias , como también e! de 
Infantes de las Espadas ó solos los hijos é hi- 
jas del Rey y del Principe heredero, el cual 
deberá ser reconocido por las Cortes Juego 
que se Jes anuncie su nacimiento. En sentir 
ae la comisión, esta solemnidad debe obser- 
varse mas para conservar una costumbre in- 
troducida en su origen por la necesidad, que 
por ninguna utilidad ó precisión que haya 
en el día. Igualmente lia parecido oportuno 
que el Príncipe de Asturias, luego que lle- 
gue á los catorce años , jure ante las Cortes 
defender la religión católica, apostólica, ro- 
mana, guardar la Constitución y obedecer al 
Rey; ya porque en esta edad puede contraer 
matrimonio y ser considerado como en esta- 
do libre, ya porque el respeto, obediencia v 
fidelidad á la religión, á la ley y al Rey em- 
piezan a ser desde este tiempo los vínculos 
que Je unen mas estrechamente á la Nación, 
que algún dia habrá de gobernar. 

XXVM. La íalta de conveniente separa- 
ción entre los fondos que la Nación destinaba 
para la decorosa manutención del Rey, su 
familia y casa, y los que señalaba para él ser- 
vicio público de cada año, ó para los gastos 
extraordinarios que ocurrían imprevistamen- 
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i te . ha sido una de las principales causas de 
la espantosa confusión que ha habido siem- 
pre en la inversión de los caudales públicos. 
De aquí también la funesta opinión de ha- 
berse creído por no pocos, y aun intentando 
sostener como axioma, que las rentas del 
Estado eran una Propiedad del Monarca y su 
familia. Para prevenir en lo sucesivo tama- 
ños males, la Nación al principio de cada rei- 
nado lijará Ja dotación anual que estime con- 
veniente asignar al Rey para mantener la 
grandeza y explendor del trono, é igualmen- 
te Jo que crea correspondiente á la decorosa 
sustentación de su familia ; evitando por este 
medio no solo la poco decente y airosa soli- 
citud de hacer periódicamente á la Nación 
pedidos y donativos para ayuda de criar y 
establecer á sus hijos, sino también para que 
en adelante no se emplee bajo pretextos de 
necesidades ficticias la sustancia de los pue- 
blos en fraguarles nuevas cadenas, como de 
ordinario ha sucedido siempre que la Nación 
ha descuidado tomar rigurosa cuenta de la 
buena administración é inversión de sus eon- 

i tribuciones. 

1 XXIX. Como el órgano inmediato del Rey 
le forman los secretario del despacho, aquí 
es en donde es i ecesario li^cer efectiva la 
responsabilidad del Gobierno para asegurar 

. el buen desempeño de la' inmensa autori- 
dad depositada en la sagrada persona del 
Rey, pues que en el hecho existe toda en 
las manos de los Ministros. El medio mas se- 
guro y sencillo, el que facilita a la Nación po- 
derse enterar á cada instante del origen de 
los males que pueden manifestarse en cual- 
quiera ramo de la Administración, es el de 
obligar á los Secretarios del despacho á au- 
torizar con su firma cualquiera orden del 
Rey. La benéfica intención, que no puede 

¡ menos de animar siempre sus providencias, 
hace inverosímil que el Monarca se aparte 
jamás del camino de la razón y de la justicia, 
y si tal vez apareciere en sus órdenes que se 
desvía de aquella senda, será solo por haber 
sido inducido á ello contra sus paternales de- 
signios por el influjo ó mal consejo de los que 
olvidados de io que deben á Dios, á la patria 
y á sí mismos, hayan osado abusar del sa- 
grado lugar, eu que no debe oirse sino el 
lenguaje respetuoso de la verdad, de la pru- 
dencia y del patriotismo. De este modo Jas 
Córtes tendrán eu cualquier caso un testimo- 
nio auténtico para pedir cuenta á los Minis- 
tros de la Administración respectiva de sus 
ramos. Y para asegurar por otra parte el fiel 
desempeño de sus cargos, y protegerlos con- 
tra el resentimiento, la rivalidad y demás 
enemigos de la rectitud, entereza y justifica- 
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cion que deben constituir e] carácter público 
de los hombres de Estado, los Ministros no 
podrán ser juzgado?, sin que previamente 
resuelvan las Córtes haber lugar á la forma- 
ción de cansa. 

XXX. Para dar al Gobierno el carácter de 
estabilidad, prudencia y sistema que se re- 
quiere: para hacer que los negocios so diri- 
jan por principios fijos y conocidos, y para 
proporcionar que el Estado pueda en ade- 
lante ser conducido por decirlo así, por má- 
ximas, y no por ideas aisladas de cada uno 
de los Secretarios del despacho, que además 
de poder ser equivocadas, necesariamente 
son variables á causa de la amovilidad á que 
están sujetos los Ministros, se ha planteado 
un Consejo de Estado, compuesto de propor- 
cionado número de individuos. En él se ha- 
brá de refundir el conocimiento de los ne- 
gocios gubernativos que andaban antes re- 
partidos entre los Tribunales Supremos de 
la córte con grande menoscabo del augusto 
cargo de administrar la justicia, de cuyo san- 
to ministerio no deben ser en nincun caso 

O 

distraídos los magistrados.- y porque también 
conviene determinar con toda escrupulosi- 
dad, y conservar enteramente separadas las 
facultades propias y características de la au- 
toridad judicial. Para dar consideración y de- 
coro á tan señalada reunión habrá en ella 
algunos individuos del clero y de la nobleza, 
cuyo número fijo evitará que con el tiempo 
se introduzcan abusos perjudiciales al objeto 
de su instituto; é igualmente otro suficiente 
de naturales de Ultramar, para que de este 
modo se estreche mas y mas nuestra frater- 
nal unión , pueda tener el Gobierno prontos 
para cualquiera resolución todas las lue.es y 
conocimientos de que necesite, y aquellos 
felices países el consuelo de aproximarse por 
este nuevo medio al centro de la autoridad 
y de la madre patria. Para que la modera- 
ción, pureza y desprendimiento que deben 
formar el carácter público de un represen- 
tante de la Nación no peligren al tiempo de 
formar las listas de los individuos que se ha- 
yan de proponer al Rey para Consejeros de 
Estado, no podrá elegirse á ningún diputado 
de las Córtes, que hacen el nombramiento. 
La propuesta de los individuos del Consejo 
hecha al Rey por las Cortes heno por objeto 
dar á esta institución carácter nacional; de 
este modo la Nación no verá en el Consejo 
un Senado temible por su origen, ni inde- 
pendencia: tendrá seguridad de no contar 
entre sus individuos personas desafectas á 
los intereses de la pátria; y el Rey, quedan- 
do en libertad de elegir de cada tres uno, no 
se verá obligado á tomar consejo de súbdi- 


tos que le sean desagradables. Ultimamente, 
Inseguridad de no poder ser removidos de 
su encargo sin cansa justificada Jos indivi- 
duos del Consejo de Estado, afianza la inde- 
pendencia de sus deliberaciones, en que tan- 
to puede influir el temor de una separación 
violenta ó poco decorosa. 

XXXI. Hasta aquí quedan sentadas las 
bases en que reposa el suntuoso edificio de 
la libertad política de la nación. Resta ahora 
asegurar la libertad civil de los individuos 
que la componen. El íntimo enlace, el recí- 
proco apoyo que debe haber en toda la es- 
tructura de la Constitución, exige que la li- 
bertad civil de los españoles quede no menos 
afianzada en la ley fundamental del Estado, 
que lo está ya la libertad política de los ciu- 
dadanos. La conveniencia pública, la esta- 
bilidad de las instituciones sociales, no solo 
pueden permitir, sino que exigen muchas 
veces , que se suspenda ó se disminuya el 
ejercicio de la libertad política de los indivi- 
duos que forman una nación. Pero la liber- 
tad civil es incompatible con ninguna restric- 
ción que no sea dirigida á determinada per- 
sona, en virtud de un juicio intentado, y ter- 
minado según la ley promulgada con ante- 
rioridad. Así es que en un Estado libre puede 
haber personas que por circunstancias par- 
ticulares no concurran mediata ó inmediata- 
mente á la formación de las leves positivas; 
mas estas no pueden conocer diferencia nin- 
guna de condiciones ni de clases entre los 
individuos de este mismo Estado. La ley ha 
de ser una para todos, y en su aplicación no 
ha de haber acepción de personas, 

XXXII. De todas las instituciones huma- 
nas ninguna es mas sublime ni mas digna 
de. admiración que la que limita en los hom- 
bres la libertad natural, sujetándolos al sua- 
ve yugo de la ley. A su vista lodos aparecen 
iguales, y la imparcialidad con que se obser- 
ven las reglas que prescribe, será siempre el 
verdadero criterio para conocer si hay ó no 
libertad civil en un Estado. Por lo mismo, 
uno de los principales objetos de la Consti- 
tución es fijar las bases de la potestad judi- 
cial, para que la administración de justicia 
sea en lodos los casos efectiva , pronta é 
impnrcinl. Esto es, que en los juicios civiles 
el que litiga con derecho y buena fe puede, 
estar seguro que obtendrá lo que solicita, 6 
que no será despojado de su propiedad , ó 
perjudicado en sus intereses; y cu las cau- 
sas criminales, convencido el delincuente, 
que nada podrá salvarle de la pena condigna 
á su delito; y el inocente , seguro de hallar 
en la ley todos los medios de triunfar de las 
artes, malicia y poder de sus enemigos. 
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líos leyes r r¡ mínales 
iría, Navarra y ('¡islilla son ígualnieii- 


XWÍIÍ. L;i comisión , señor, si no fuera 
por no alargar demasiado este discurso, pre- 
, sen la ría á V. M. nuevos testimonios de la 
snln'diinn y profundidad de la antigua Cons- 
Ipucion de España en el esencialisrtio punto 
la libertad civil. Ninguna nación de Ku- 
I metle acaso presentar leves mas filo- 
siálicas rn liberales, leyes que protejan mejor 
ja segiiridatl personal de ios ciudadanos, su 
¡intuir y su propiedad, si se al ¡ende á la ai) 
ligiVdad de su eslabiecimienlo, que. la n d mi- 
ra Ne Cnnstiliioion de Aragón. I .a sublime, 
¡nslifueion de! Justicia mayor, > el modo de 
inslnñr el proceso criminal, serán siompi 
el o lije lo de la admiración de los sabios, del 
anbelo de los hombres de bien, y del ardien- 
te deseo de los que aman de corazón la li- 
bertad nacional. I hieren les 
de Cata 

te admirables por el espíritu y humanidad 
que respiran, por la exquisita diligencia con 
que hacen ver se buscaba por nuestros anti- 
guos legisladores el modo de asegurar la rec- 
ta administración de justicia: y en las civiles 
brilla sobre manera el ingenio, la sagacidad 
y aun el espíritu de sutileza asi de los legis- 
ladores, como de Jos comentadores y prácti- 
cos que las explicaron , introduciendo estos 
en el foro su doctrina á la par de las mismas 
leyes, que ganó en no pocos casos igual y 
aun mayor autoridad con grave perjuicio de. 
la claridad y uniformidad , que debe ser el 
dislinlivo de una sabia legislación. 

XX XIV. No se detendrá la comisionen 
referir ias causas que se han opuesto á los 
saludables efectos de estas leyes en todos los 
reinos de España, porque son las mismas 
que destruyeron la libertad política, y de que 
lia indicado bastante, en la primera parte de 
este discurso. Sin embargo, no puédeme- 
nos de exponer que. la falta de enlace y uni- 
formidad de los diferentes Códigos de nuestra 
legislación , que están hoy día en observan- 
cia, demuestra hasta la evidencia la necesi- 
dad de establecer un sistema de legislación, 
sin el cual son inútiles ó ineficaces las mejo- 
res leyes civiles y criminales. Como toca á la 
Constitución determinar el carácter qnc lia 
de tener en una nación el Código general ile 
sus leyes positivas , deben establecerse en 
ella los principios de que han de derivarse 
aquellas y cualesquiera otras disposiciones, 
<[iie bajo el nombre de ordenanzas ó regla- 
mentos hayan de dirigir las transacción ^pú- 
blicas y privadas de Jos individuos de una 
nación entre sí, ó las que celebren con los 
súbditos de otros Estados con quienes pue- 
dan entablar comunicación. Estas reglas no 
solo lian de servir para la formación de 


nuevas leyes , sino para dirigir a las Córtes 
en la derogación ó reforma de las que sean 
incompatibles con el nuevo sistema plantea- 
do por la Constitución. 

XXXV. La reforma de las leyes crimina- 
les es sobre todo muy urgente ; porque te- 
niendo por objeto las acciones en que pue- 
den interesarse inmediatamente la vida, la 
libertad y la buena reputación de las perso- 
nas, toda dilación en su mejora es de la mas 
grave trascendencia, todo error puede acar- 


rear daños irreparables. De aquí se sigue 
que el arreglo de la potestad judicial en toda 
a extensión que comprende la administra- 
ion d 


io justicia en lo civil y criminal exige 
mucha escrupulosidad y circunspección. No 
bastan leyes que arreglen los derechos entre 
los particulares, que castiguen los delitos y 
protejan la inocencia : es necesario que lo 
que disponen sea, según se ha dicho, eje- 
cutado irremisiblemente con prontitud é im- 
parcialidad. 

XXXVI. Dos grandes escollos son íos que 
hacen peligrar la administración de justicia, 
según el orden establecido en nuestra juris- 
prudencia. Escollos que no es posible evitar 
del todo mientras las luces no se' difundan, y 
en tanto que la libre discusión de las mate- 
rias políticas no pongan á Ja Nación en esta- 
do de comparar el sistema judicial de otras 
naciones con el que se observa en España. 
Los Tribunales colegiados y perpetuidad de 
sus jueces, y la facultad que tienen estos de 
calificar por sí mismos el hecho sobre que 
lian de fallar , sujetan sin duda alguna á los 
que reclaman las leyes al duro trance de ha- 
llarse muchas veces á discreción del juez ó 
Tribunal. La comisión no entrará á exami- 
nar las razones en que se fundan los que 
apoyan é impugnan uno y otro sistema. En- 
cargada por V. M. de arreglar un proyecto 
de Constitución para restablecer y mejorar 
la antigua ley fundamental de Ja Monarquía, 
se ha abstenido de introducir una alteración 
sustancial en el mpdo de administrar la jus- 
ticia , convencida de que reformas de esta 
trascendencia han de ser el fruto de la me- 
ditación, del examen mas prolijo y detenido, 
único medio de preparar la opinión pública 
para que reciba sin violencia las grandes in- 
novaciones. Pero a) mismo tiempo ¡a comi- 
sión ha creído que la Constitución debía de- 
jar abierta la puerta para que Jas Corles su- 
cesivas , aprovechándose de la experiencia, 
del adelantamiento, que lia de ser consiguien- 
te al progreso de las luces, puedan hacer las 
mejoras que estimen oportunas en el impor- 
tantísimo punto de administrar la justicia. 

XXXVII. La sabia distribución que V. M. 
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ha hecho del ejercicio de la potestad sobera- 
na en su memorable decreto de 2 j de se- 
tiembre de 1810. ba facilitado á la comisión 
el fijar los cánones que han de arreglar en 
adelante el importantísimo punto de la po- 
testad judicial. La comisión, según el plan 
que se ha propuesto, delega esta autoridad á 
los Tribunales, comprendiendo bajo este nom- 
bre no solo á los Cuerpos colegiados , sino 
también á los jueces ordinarios, que en rigor 
constituyen tribunal, cuando acompañados 
de los Ministros que las leyes señalan, ejer- 
cen el ministerio de la justicia. 

XXXVIII, Para que Ja potestad de apli- 
car las leyes á los casos particulares no pue- 
da convertirse jamás en instrumento de tira- 
nía, se separan de tal modo las funciones de 
juez de cualquiera otro acto de la autoridad 
soberana, que nunca podrán ni las Cortes ni 
el Rey ejercerlas bajo ningún pretexto. Tal 
vez podrá convenir , en circunstancias de 
grande apuro, reunir por tiempo limitado la 
potestad legislativa y ejecutiva ; pero en el 
momento que ambas autoridades <í alguna 
de ellas reasumiese la autoridad judicial, des- 1 
aparecería para siempre no soló la libertad 
política y civil, sino hasta aquella sombra 
de seguridad personal, que no puede menos 
de establecer Jos mismos tiranos si quieren 
conservarse en sus Estados, Por eso se pro- 
híbe expresamente que pueda separarse de 
los Tribunales el conocimiento délas causas, 
y ni Jas Cortes pi el Rey podrán avocarlas, 
ni mandar abrir nuevamente los juicios eje- 
cutoriados. La ley sola debe señalar el re- 
medio para subsanar los perjuicios que pue- 
dan seguirse de los fallos de los jueces, Y si 
el ciudadano se viese expuesto copio hasta 
aquí á ser separado de! Tribunal competen- 
te, 6 á sufrir las penalidades de un litigio in- 
definido, perdería toda confianza, y solo ve- 
ría en las leyes un lazo tendido á su docili- 
dad, á su candor y buena fé. La observancia 
de las formalidades que arreglan el proceso 
es tán esencial, que en ellas ha de estar fun- 
dado el criterio de la verdad; y en el instan- 
te en que la autoridad soberana pudiese dis- 
pensarla en lo mas mínimo, no solo se com- 
prometería el acierto en las sentencias, sino 
que la desconfianza se apoderaría del ánimo 
de los que pusiesen sus vidas y sus intereses 
en manos de los jueces ó magistrados. 

XXXIX. La meditación mas profunda 
apenas es bastante á explicar el origen de la 
sublime institución de los jueces; y acaso el 
mayor sacrificio que pueden hacer los hom- 
bres está en someterse á lo que decidan sus 
iguales en las cosas que pueden ser mas ca- 
ras y esenciales á su existencia ó conserva- 
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cíon. Esta reflexión hace ver cuánto impor- 
ta que los jueces no puedan sor distraídos 
en ningún caso de las augustas funciones de 
su ministerio. Y solo la lamentable confu- 
sión de principios á que había venido á pa- 
rar el verdadero estudio de la jurispruden- 
cia, ó las falsas ideas de la ambición pudie- 
ron presentar como propias de la magistra- 
tura otras ocupaciones que no fuesen pura- 
mente las de juzgar. Nuestros legisladores 
no desconocieron tan saludable doctrina, y 
por eso estaba también determinada por las 
antiguas leyes de Aragón y de Castilla la ver- 
dadera autoridad de los jueces y Tribunales. 
Esta es preciso que se extienda"' á hacer que 
se lleven á efecto sus decisiones para que no 
sean ilusorias, sin que por eso pueda influir 
de ningún modo en la suspensión ó retardo 
de su ejecución. Cualquiera facultad en esta 
parte introduciría en los Tribunales Ja mas 
funesta arbitrariedad. Corno la libertad civil 
desaparece en el momento en que nace Ja 
desconfianza, es preciso apartar del ánimo 
de los súbditos de un Estado la idea de que 
el Gobierno pueda convertir la justicia en 
instrumento ríe venganza ó de persecución: 
así se prohíbe que nadie pueda ser juzgado 
por comisiones especiales, sino por el Tri- 
bunal establecido con anterioridad por la ley. 

XL. La comisión no necesita detenerse á 
demostrar que una de las principales causas 
de la mala administración de justicia entre 
nosotros es el fatal abuso de ios fueros privi- 
: legíados introducido para ruina de la libertad 
civil y oprobio de nuestra antigua y sabia 
Constitución. El conflicto de autoridades que 
llegó á establecerse en España en el último 
reinado, de tal modo había anulado el impe- 
rio de las leyes, que casi parecía un sistema 
planteado para asegurar la impunidad de los 
delitos. Tal vez el estudio entero de la juris- 
prudencia, y el artificioso método del foro no 
ofrecían á los jueces y oficiales de justicia 
tantas dificultades como el solo punto de las 
competencias. ¡Qué subterfugios, qué dila- 
ciones, qué ingeniosas arbitrariedades no 
presentan ios fueros particulares á los litigan- 
tes temerarios: á los jueces lentos ó poco de- 
licados, á Jos ministros de justicia que quie- 
ran poner á logro el caudal inmenso de su 
cavilosa sagacidad! La sola nomenclatura y 
discernimiento de los fueros privilegiados exi- 
gen un estudio particular y meditado. La jus- 
ticia, señor, ha de ser efectiva; y para ello su 
curso ha de estar expedito. Por lo mismo la 
comisión reduce á uno solo el fuero ó juris- 
dicción ordinaria en Jus negocios comunes, 
civiles v criminales. Esta gran reforma bas- 
tara por sí sola á restablecer el respeto debí- 
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do ;i las levos y a los Tribunales, asegurará 
sobremanera la reda administración de jus- 
tícin. v acabará do una voz con la mnn.sl.mosa 
institución de diversos Estados dentro de un 
mismo Estado, que tanto se opone á Ja uni- 
dad de sistema en la administración <í la 
energía del Gobierno, al buen orden y tran- 
quilidad de la Monarquía. 

XLI. La comisión ha creído al mismo 
tiempo que no debía hacerse alteración en o] 
fuero de los clérigos hasta que las dos auto- 
ridades civil y eclesiástica arreglasen este 
punto conlorme al verdadero espíritu de la 
disciplina de Ja Iglesia española , y á lo que 
exige el bien genera! del Reino; no obstante 
que en el Fuero Juzgo era desconocida la 
exención de litigar y ser reconvenidos ó acu- 
sados los eclesiásticos en los negocios comu- 
nes, civiles y criminales ante los jueces y 
Tribunales ordinarios. 

XU1. Del mismo modo lia creído indis- 
pensable dejar a los militares aquella parte 
del fuero particular que sea necesaria para 
conservar la disciplina y subordinación de las 
tropas en cd ejército y armada. Pero también 
reconoce que solo la ordenanza es capaz de 
arreglar este punto tan importante, de modo 
que se concillen el objeto de la institución 
militar, y el respeto debido á las leyes y á las 
autoridades. El soldado es un ciudadano ar- 
mado solamente para la defensa de su patria; 
un ciudadano, que suspendiendo la tranquila 
é inocente ocupación de la vida civil , va á 
proteger y conservar con las armas, cuando 
es llamado por la ley, el orden público en lo 
interior, y hacer respetar la Nación siempre 
que los enemigos de afuera intenten inva- 
dirla ú ofenderla. 

XLIH. Gomo la integridad de los jueces 
es el requisito mas esencial para el buen des- 
empeño de su cargo, es preciso asegurar en 
ellos esta virtud por cuantos medios sean 
imaginables. Su ánimo debe estar á cubierto 
de las impresiones que pueda producir hasta 
el remoto recelo de una separación violenta. 
Y ni el desagrado del Monarca, ni el resenti- 
miento de un Ministro han de poder alterar 
en lo nías mínimo la inexorable rectitud del 
juez ó magistrado. Para ello nada es mas á 
propósito que el que la duración de su cargo 
dependa absolutamente de su conducta, ca- 
libeada en su caso por la publicidad de un 
juicio. Mas la misma seguridad que adquieren 
los jueces en la nueva Constitución, exige que 
su responsabilidad sen efectiva en todos los 
casos en que abusen de la tremenda autori- 
dad que la ley les confia; y la comisión no 
puede menos de llamar con este, motivo la 
atención del Congreso hacia lu urgente ne- 


cesidad de establecer con claridad y discer- 
nimiento por medio de leyes particulares la 
responsabilidad de los jueces, determinando 
expresamente las penas que correspondan á 
los delitos que puedan cometer en el ejerci- 
cio de su ministerio. Aunque la potestad ju- 
dicial es una parle del ejercicio de la so- 
beranía delegada inmediatamente por la 
Conslifuoion á los Tribunales, es necesario 
que el Rey como encargado de la ejecución 
de las leyes en todos sus efectos, pueda velar 
sobre su observancia y aplicación. El po- 
der de que está revestido y la absoluta sepa- 
ración é independencia de los jueces, al paso 
que forman la sublime teoría de la insti- 
tución judicial, producen el maravilloso efec- 
to de que sean obedecidas y respetadas las 
decisiones de los Tribunales, y por eso sus 
ejecutorias y provisiones deben publicarse 
á nombre del Rey considerándole en este ca- 
so como el primer magistrado déla Nación. 

XLTV. La igualdad de derechos procla- 
mada en la primera parte, de la Constitución 
en favor de todos los naturales originarios de 
la Monarquía, la uniformidad de principios 
adoptada por Y. M. en toda la extensión del 
vasto sistema que se ha propuesto , exigen 
que el Código universal de leyes positivas 
sea uno misino para toda la Nación: debiendo 
entenderse que los principios generales so- 
bre que han de estar fundadas las leyes ci- 
viles y de comercio, no pueden estorbar cier- 
tas modificaciones que habrán de requerir 
necesariamente la diferencia de tantos climas 
como comprende la. inmensa extensión del 
Imperio español y la prodigiosa variedad de 
sus territorios y producciones. El espíritu de 
liberalidad, de beneficencia y de justificación 
ha de ser el principio constitutivo de las le- 
yes españolas. La diferencia, pues, no podrá 
recaer en ningún caso en la parte esencial 
de la legislación. Y esta máxima tan cierta 
y tan reconocida no podrá menos de ase- 
gurar para en adelante la uniformidad del 
Código universa] de las Españas. 

XLV. Delegada por la Constitución á los 
Tribunales la potestad de aplicar las leyes, 
es indispensable establecer , para que haya 
sistema, un centro de autoridad en que ven- 
gan á reunirse todas las ramificaciones de la 
potestad judicial. Por lo mismo se establece 
en la córte un Supremo Tribunal de justicia, 
que constituirá este centro común. Su prin- 
cipal atributo debe ser el de la inspección 
suprema sobre todos los jueces y Tribunales 
encargados de la administración de, justicia. 

XLVL Al paso que sus facultades no de- 
ben estorbar el libre desempeño de las fun- 
ciones de aquellos , ha de estar autorizado 
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para vigilar la escrupulosa observancia que 
bagan de las leyes como también juzgar por 
sí mismo las causas que versen sobro hacer 
efectiva la responsabilidad de los jueces v 
magistrados superiores en los casos deter- 
minados por la ley. El principio que ha 
guiado á la comisión á establecer este siste- 
ma, exige que el Tribunal Supremo de justi- 
cia conozca de los juicios y causas instau- 
radas en las provincias en' el solo caso de 
nulidad cometida en la tercera instancia. Su 
conocimiento lia de limitarse á si se lian ob- 
servado ó no las leyes que arreglan el pro- 
ceso, debiendo abstenerse de intervenir en 
lo sustancial de la causa, que habrá de remi- 
tirse al Tribunal competente para que ejecu- 
te lo que baya lugar. El recurso de nulidad, 
y el juicio de responsabilidad que en su con- 
secuencia puede originarse en el Tribunal 
Supremo de justicia. , asegurarán el celo y 
justificación de los Tribunales superiores de 
provincia, que no podrán menos de mirar 
con respeto una autoridad suprema , ante la 
cual habrán de responder de las fallas ó de- 
litos que cometieren. La inmediación al go- 
bierno del Supremo Tribunal de justicia, la 
dignidad y circunstancias de los principales 
empleados , persuaden la necesidad de que 
entienda en las causas criminales que se pro- 
movieron contra ellos, corno asimismo de la 
residencia de los demás empleados públicos 
que estuvieren sujetos á ella por las leyes, 
de los recursos de fuerza de los Tribunales 
eclesiásticos superiores de la córte, é igual- 
mente de todo lo relativo al Real patronato 
siempre que sen de naturaleza contenciosa. 
Las demás facultades que se Jes señalan de- 
ben considerarse como atributo propio do un 
Tribunal Supremo, y centro de la autoridad 
judicial. 

XLY1L La comisión establece que todas 
las causas, así civiles como criminales, ha- 
yan de terminarse dentro del territorio de 
cada Audiencia. Con este motivo cree nece- 
sario hacer presente las razones en que fun- 
da su sistema, para que así queden justifica- 
das las alteraciones que resulten de esta in- 
novación. La comisión ha mirado como uno 
de los mayores perjuicios que pueden expe- 
rimentar los individuos de una nación, el 
que se Ies obligue á acudir á largas distancias 
para obtener justicia en los negocios que les 
ocurran así civ iles como criminales. Es impon- 
derable la desigualdad que resulla entre las 
personas poderosas por sus riquezas y vali- 
miento, y las que carecen de estas ventajas, 
que por desgracia siempre son en mayor 
número, cuando es necesario apelar con re- 
cursos extraordinarios á Tribunales estable- 


cidos lucra de la provincia. Otras circuns- 
tancias, que aunque de igual trascendencia 
no aparecen sino en el momento de interpo- 
nerse los recursos extraordinarios, ni pue- 
den ser bien conocidos sino de las personas 
que á su pesar, y en grave perjuicio de sus 
intereses tienen que renunciar á aquel re- 
medio, aumentan grandemente aquella des- 
ventaja. 

XLYIIL La celeridad en la formación de 
los procesos y terminación de ellos en todas 
sus instancias, la facilidad de asegurar las 
pruebas, de aclarar las dudas, de reponer 
los vicios, de deshacer las equivocaciones 
que hayan podido introducirse en el origen 
y progreso de las causas, lian sido para la 
comisión razones de mucho peso para que 
dejase de adoptar el único remedio que pue- 
de cortar de raíz tan graves males. La pri- 
mera alteración que resulta de este sistema 
es la supresión de todos los casos de corle. 
Si se examina con atención e! origen de este 
privilegio, no puede menos de hallarse que 
el principal motivo de su establecimiento fué 
muy laudable. El poderoso influjo de los se- 
ñor s territoriales, de las jurisdicciones exen- 
tas, y el riesgo de ser atropelladas Jas perso- 
nas desvalidas por su edad ú otras circuns- 
tancias, siempre que tuviesen que litigar 
con tan temibles adversarios ante los jueces 
ó Alcaldes ordinarios, hizo indispensable que 
se las protegiese concediéndoseles el derecho 
de rio poder ser reconvenidos sino en los 
Tribunales superiores. La liberalidad de los 
Reyes, la ambición y vanidad de cuerpos y 
particulares, hizo extensivo este privilegio á 
los que no necesitaban de aquella protección, 

XLIX. La nueva ley fundamental que se 
establece, sentando por principio la igual- 
dad legal de los españoles, la imparcial pro- 
tección que á todos dispensa la Constitución, 
v los medios que sanciona para afianzar ¡a 
observancia de las leyes, hace inútil é in- 
oportuno e] privilegio de caso de córte. Las 
reformas ulteriores que. se harán en el Códi- 
go civil y criminal llevarán al cabo la impor- 
tante obra de perfeccionar la legislación, con 
lo cual se experimentarán todas las ventajas 
que presenta esta parle del proyecto. 

L. Instaurándose, pues, la primera ins- 
tancia de todas las cansas civiles y crimina- 
les sin distinción alguna en los Juzgados or- 
dinarios, es consiguiente que .se fenezcan 
todas en la Audiencia de la provincia, adop- 
tando el principio tan recomendado por 
nuestras leves de que todos los juicios se 
den por terminados con tres sentencias. Esta 
disposición altera el orden establecido por la 
célebre ley de _Segovia en el recurso cono- 



426 CONSTITUCION 

ciclo con el nombre de segunda suplicación. 
Es bien sabido que el motivo principal por 
que se introdujo fue el no haberse acostum- 
brado antes del reinado de D. Juan el primero 
admitir tercera instancia de los pleitos que 
comenzaban ante los oidores ó en el Conse- 
jo. Pareció entonces convenienle establecer 
esté recurso, que es peculiar de España, y 
cd cual se interpone á la persona misma del 
Rey, limitándole solo á las cansas cuya cuan- 
tía asciende á tres mil doblas en propiedad, 
y seis mil en posesión. El sistema de Ja co- 
misión .solo altera el orden; pues suprimidos 
los casos de córte, puede haber lugar en su 
caso á este recurso en las Audiencias res- 
pectivas, en donde se puede observar todo 
Jo prevenido por la lev de Segovia, y demás 
que se lian promulgado después en la mate- 
ria, ó hacer en este punto las alteraciones 
que parezcan convenientes. Hay otro recur- 
so extraordinario que debe quedar suprimi- 
do, lauto por el abuso que se ha hecho de él 
en muchas ocasiones, como porque se halla 
en realidad refundido en el de nulidad, que 
habrá de interponerse ante el Tribunal Su- 
premo de Justicia. La comisión, señor, ha- 
bla del recurso de injusticia notoria, de in- 
cierto origen, y verdaderamente perjudicial 
en lodos tiempos, por haberse llegado á ad- 
mitir en muchas ocasiones en todos los ca- 
sos en que se intentaba, como se ve por la 
consulta del Consejo Real de 8 de febrero de 
1700. El auto acordado de 17 del mismo 
mes y ano dio nueva forma á este recurso, 
admitiéndole en los casos en que no tuviese 
lugar la segunda suplicación. El principado 
de Cataluña no comenzó á usarle hasta el 
año de 1740. En el reino de Navarra le han 
resistido constantemente ; y á la verdad , la 
variedad de opiniones sobre los casos en que 
debe admitirse, la ineficacia del depósito 
que se exige de los litigantes para contener 
su temeridad en interponerle, demuestran 
hasta la evidencia que es perjudicial, y que 
el recurso de nulidad ideado por la comisión 
comprende todas las ventajas que pueden 
apetecer, sin que esté expuesto á los inconve- 
nientes del recurso de injusticia notoria. Leyes 
particulares podrán arreglar el recurso de 
nulidad cor. toda la perfección de que es sus- 
ceptible, adaptándose en sus disposiciones á 
la base que sienta la Constitución. 

LL Establecido ya que todas las causas 
civiles y criminales hayan de terminarse 
dentro del territorio de las Audiencias , es 
indispensable asegurar el acierto y justifica- 
ción de sus decisiones. Y así se dispone, que 
los jueces que hayan fallado en la segunda 
instancia no podrán asistir á la vista del mis- 
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mo pleito en la tercera. A la Constitución 
solo corresponde sentar esta base. Leves y 
reglamentos especiales serán los que facili- 
ten la organización de los Tribunales con- 
forme á este principio. 

LIE La división del territorio de la Mo- 
narquía, indicada en el art. 12 de este pro- 
yecto, se hace cada vez mas necesaria para 
que pueda tener su efecto lo que dispone la 
Constitución en diferentes lugares. Entre to- 
das las razones que la reclaman , ninguna 
con mas urgencia que la administración de 
justicia. ¿Cómo pueden esperarla los pueblos 
que entre el cúmulo de dificultades que opo- 
ne nuestro defectuoso método de enjuiciar, 
se encuentran no pocas veces con el insupe- 
rable obstáculo de haber de acudir á Tribu- 
nales que distan tal vez sesenta leguas? No, 
señor, no espere V, M. que el primero y 
mas esencial ramo del servicio público pue- 
da llegar á. desempeñarse , sin que la mano 
poderosa de la autoridad soberana acometa 
la grande obra de restaurar al Reino , abra- 
zando á un mismo tiempo el grandioso siste- 
ma de la Constitución. Las dificultades son 
innumerables, las circunstancias parece que 
: multiplican los obstáculos. Sin embargo, ar- 
rédrese enhorabuena el genio mezquino y 
limitado de un Ministro, la timidez y apoca- 
miento de un Gobierno débil ó indolente; 
mas no así la grandeza y extensión de miras 
de un Congreso que tiene la gloria incompa- 
rable de representar á la Nación española. 

LUI. La comisión omite por tan obvias 
las razones en aue se fundan las demás fa- 
cultados concedidas á los Tribunales Supe- 
riores ó Audiencias territoriales, y pasa á in- 
dicar el método que establece para las de Ul- 
tramar. 

LTV. Las escandalosas dilaciones que se 
advierten en causas originadas ó ventiladas 
en los diferentes Juzgados ó Tribunales de 
aquellas provincias, con motivo de las ape- 
laciones y recursos interpuestos ante los Su- 
premos Consejos de la Córte, las intolerables 
vejaciones , los crecidos gastos y otros innu- 
merables perjuicios que experimentan los 
naturales y habitantes de aquellas importan- 
tes provincias , preciso es que tengan ya tér- 
mino. La igualdad de derechos , la de pro- 
tección y de mejoras, decretada por el Con- 
greso , deben ya realizarse; y la administra- 
ción de justicia fundada en los filosóficos y 
liberales principios, consignados por V. M. 
en todos ios decretos que tienen por objeto 
la felicidad de aquellos preciosos países , co- 
I menzará desde luego á restañar las heridas 
| que el rechazo de la revolución de la madre 
1 patria, unido al desorden y arbitrariedad del 
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anterior Gobierno, desgraciadamente lian 
abierto en algunas provincias de la España 
de Ultramara 

LV. Para estrechar mas y mas el indiso- 
luble vínculo que debe unirlas con las de la 
Península, se establece que las Audiencias 
de Ultramar , al paso que queden expeditas 
para el fenecimiento de las causas con inclu- 
sión del recurso de nulidad, hayan cíe acudir 
al Supremo Tribunal de justicia en los casos 
que convenga hacer efectiva la responsabili- 
dad de los jueces que hubiesen faltado á la 
observancia de las leyes que arreglen el pro- 
ceso en todo género de causas en que enten- 
dieren. Del mismo modo remitirán periódi- 
camente al Supremo Tribuna] de justicia lis- 
tas puntuales de todas las causas que ante 
ellas pudieren ó se hubieren fenecido , por 
cuyo medio se facilítala inspección y vigilan- 
cia sobre el fiel desempeño de sus funciones, 
se asegura la responsabilidad de sus magis- 
trados, y se logra 'el importante efecto del 
respeto y subordinación al centro de la au- 
toridad suprema judicial. 

LVI. Como la índole de nuestra antigua 
Constitución se conserva casi inalterable en 
la sabia y popular institución de los jueces ó 
Alcaldes elegidos por los pueblos, y como 
nada puede inspirar á estos mas confianza 
que el que nombren por sí mismos de entre 
sus iguales las personas qne hayan de ter- 
minar sus diferencias, la comisión ha creído 
debia ser muy circunspecta en el arreglo de 
la jurisdicción ordinaria , depositada casi ge- 
neralmente por nuestras leyes en los jueces 
de realengo y señorío, cuyas jurisdicciones 
en el dia felizmente se hallan ya incorpora- 
das en una sola. No obstante, la necesidad 
de que la justicia se administre con pronti- 
tud y uniformidad, y lo difícil que es conse- 
guirlo, en tanto que por carga concejil, y no 
por ministerio propio de su oficio , se vean 
los vecinos de los pueblos obligados á en- 
tender en todos los ramos de la Administra- 
ción de justicia , han movido á la comisión á 
generalizar el sistema de jueces letrados para 
la primera instancia mientras permanezca 
unida en unas mismas personas la facultad 
de calificar el hecho y aplicar la ley. La ju- 
risdicción ordinaria, confiada á jueces elegi- 
dos cada año, no puede menos de producir 
en la finalización de las causas retardos , in- 
justicias y prevaricaciones por parte de los 
jueces, á quienes será muy fácil eludir en 
cualquier caso la responsabilidad. Los nego- 
cios particulares y ocupaciones domésticas 
de los vecinos de los pueblos que resulten 
elegidos jueces ó Alcaldes, distraerán siem- 
pre su atención en perjuicio de la adminis- 


tración de justicia ; por no hablar ahora de 
los inconvenientes que trae á las partes el 
haber de acudir á asesor, tal vez muy dis- 
tante ó de poca confianza. 

LVII. Para plantear el método general 
de jueces letrados bien conoce la comisión 
que debe preceder la división del territorio 
de las provincias principales entre sí. Esta 
operación y la de arreglar las facultades, asi 
de los jueces letrados como de los Alcaldes 
de los pueblos, no corresponde á la lev fun- 
damental. Leyes y reglamentos especiales or- 
denarán todos estos puntos, y las Córtes su- 
cesivas, mas favorecidas de las circunstancias 
en que puedan hallarse que Jo está V. M. en 
las presentes, y auxiliadas por la buena vo- 
luntad y energía del Gobierno, allanarán 
cuantas dificultades puedan presentarse. Las 
demás facultades y obligaciones que se ex- 
presan, respecto de estos jueces ordinarios, 
se establecen en la Constitución , no solo 
porque debe perfeccionarse un sistema di- 
rigido principalmente á la pronta y recta ad- 
ministración de justicia, asegurando de un 
modo infalible la responsabilidad de los jue- 
ces y Tribunales, sino también porque son 
los principios fundamentales en que deben 
estribar cualesquiera leves ó reglamentos 
que convenga formar para la organización 
de estos Juzgados. 

EVITE La potestad judicial queda del todo 
organizada bajo los principios establecidos; 
pero al mismo tiempo es preciso considerar 
que la naturaleza de ciertos negocios, el mé- 
todo particular que conviene a! fomento de 
algunos ramos de industria, juntamente con 
los reglamentos y ordenanzas, que mas que 
al derecho privado pertenecen al derocho pú- 
blico de las naciones, pueden exigir Tribuna- 
les especíales y de un arreglo particular. Los 
consulados, los asuntos de presas, y otros in- 
cidentes de mar, las Juntas ó Tribunales de 
minería en América, y tal vez el complicado 
y vicioso sistema de rentas, mientras no se 
reforme desde su raíz , podrán requerir una 
excepción de la regla general de Tribunales. 
La naturaleza variable de sus negocios es la 
que ha de decidir si deben subsistir ó extin- 
guirse; y esto nunca miedo ser objeto de la 
Constitución, sino de leyes particulares. 

LIX. A la lev fundamental no solo cor- 
responde arreglar las relaciones de los Tri- 
bunales entre sí, sino también fijar los prin- 
cipios á que deben atenerse los jueces en la 
administración de justicia, tocando á las le- 
yes positivas determinar las reglas para for- 
malizar el proceso, y todos los demás actos 
propios del ejercicio' de la magistratura, E! 
derecho que tiene todo individuo de una so- 
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cicflad rio terminar sus diferencias por medio 
d" | urces árbitros, está fundado en el incon- 
trastable principio de la libertad natural. 
.Nuestra antigua Constitución y nuestras le- 
ves le han reconocido y conservado en me- 
dio de las vicisitudes que han padecido desde 
la Monarquía goda. Y el espíritu de concor- 
dia v liberalidad que bricen latí respetable Ja 
iris! ilación de jueces árbitros, persuade cuán 
conveniente sea que los Alcaldes de los pue- 
blos ejerzan el oficio de conciliadores en los 
asuntos civiles é injurias de menor momento, 
para prevenir en cuanto sea posible que los 
pleitos se originen ó se multipliquen sin cau- 
sa suficiente. Las reglas que lian de obser- 
var los Alcaldes en estos casos, se dirigen á 
evitar que esta precaución no sea ilusoria. 
Leyes doctrinales, solo manifiestan rd buen 
deseo del legislador; masía obra queda in- 
completa si la ley no comprende dentro de 
si misma el medio de asegurar su obser- 
vancia. 

LX. Como todas las diferencias en asun- 
tos civiles que no pueden arreglarse por el in- 
termedio de árbitros ó conciliadores lian de 
llegar á ser examinadas por jueces ó Tribuna- 
les, según el método prevenido en las leyes, 
es preciso fijar un término al progreso de las 
causas. El principio que establece que las 
causas civiles deben darse por fenecidas con 
tres sentencias de Tribunal competente, en 
cuya formación no haya intervenido vicio 
sustancial, está fundado en razones muy filosó- 
ficas. Lo que no hayan podido recabar en tres 
sucesivas investigaciones jueces diferentes, 
guiados por determinados trámites hasta for- 
mar el suficiente criterio legal, no es de pre- 
sumir que lo califiquen con mas acierto ul- 
teriores indagaciones, y si el espíritu de des- 
confianza , ó mas bien de cavilación, hallase 
todavía que desear después de tres solemnes 
resoluciones, no sabe la comisión por qué no 
se habría de establecer un proceder indefi- 
nido. Nuestras leves civiles lian mirado corno 
irrevocable lo decidido por tres sentencias, 
y solo la arbitrariedad, el desorden y confu- 
sión ;í que todo había llegado entre nosotros, 
pudo haber profanado doctrina tan santa v 
respetable. 

LXl. Si la administración de justicia en 
lo civil necesita que la Constitución siente 
los principios que han de ordenar los juicios 
civiles, ¿con cuanta mas razón no exige eslo 
en lo criminal? La naturaleza de las causas 
criminales, como ha dicho ya la comisión, 
reclama con preferencia la atención y sabi- 
duría de! legislador. La primera diligencia 
con que se anuncia un juicio criminal, se di- 
rige tal vez á privar á un ciudadano de su 


libertad. La pérdida de la vida y de la repu- 
tación Je sigue muy de cerca, y la repara- 
ción de perjuicios en caso de error ó delito 
do parto de' los jueces no está reservada al 
poder humano. Vea ahora Y. M. si el cuadro 
que ofrece eDtre nosotros un Código crimi- 
nal, lleno de leyes promulgadas por la fero- 
cidad y barbarie de los conquistadores del 
Norte, por la inquietud, depravación y cruel- 
dad de los Emperadores romanos, y por el 
espíritu guerrero de invasión y caballería, 
que dominó por muchos años durante la 
irrupción sarracena, unido al sistema de ar- 
bitrariedad y tiranía, introducido por Reyes 
extranjeros contra nuestros antiguos fueros 
v libertades, y á despecho de la integridad y 
firmeza de nuestros jueces y magistrados; si 
este cuadro, repite la comisión , clama ó no 
por que se le sustituya otro que represente 
la imagen de dulzura, de liberalidad y bene- 
ficencia que corresponde á la generosidad y 
grandeza de la Nación española. La comisión, 
señor, no cree ser injusta ni exajerarla en lo 
que dice, ni menos inconsiguiente por lo que 
ha expuesto antes en su discurso. Leyes hu- 
manas, sí, muy humanas y filosóficas apare- 
cen en nuestros Códigos para gloria de sus 
autores, honra y loor de la Nación entera. 
Pero por desgracia también es muy cierto 
que se hallen desfiguradas y aun injuriadas 
por muchas otras que no han sido derogadas 
todavía. Su inobservancia solo es debida al 
espíritu del siglo y á la sabiduría y senti- 
mientos de humanidad de nuestros magistra- 
dos, que en este caso han procurado desem- 
peñar su ministerio desentendiéndose de lo 
prevenido por leyes incompatibles con la 
mansedumbre y religiosidad de nuestras cos- 
tumbres. 

LXI1. Las reglas que establece la comi- 
sión como principios que han de guiar á las 
Cortes sucesivas en la formación y reforma 
del Código criminal, se recomiendan por sí 
mismas. No son teorías ni seductoras ilusio- 
nes de filósofos aislados ó novadores. Muchas 
de ellas están sacadas de las leyes criminales 
de Aragón y de Castilla. Otras son el fruto 
de la meditación y de la experiencia, usadas 
no solo en los Tribunales de Grecia y Roma, 
sobre cuyos principios está calcada, por mas 
que quiera disimularse, gran parte de nues- 
tra jurisprudencia , sino también por nacio- 
nes felices y opulentas, que tienen comonos- 
otros la misma forma de Gobierno monárqui- 
co moderado , amantes de sus instituciones, 
y poco amigas de novedades peligrosas. La 
necesidad de prevenir las prisiones arbitra- 
rias, de contener el escandaloso abuso de 
los arrestos injustos, de las dilaciones y lar- 
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gas en la formación di los procesos crimina- 
les, reclaman con urgencia una reforma ra- 
dical. La publicidad de los juicios, á lo menos 
desde la conclusión del sumario, la efectiva 
responsabilidad de los jueces y demás minis- 
tros é individuos de justicia, leyes que arre- 
glen con claridad y precisión Jos trámites 
del proceso; hé aquí los principios constitu- 
tivos del sistema criminal, cuya planta ofrece 
la comisión. 

LXIII. Se abstiene de exponer todas las 
razones en que funda los artículos que com- 
prende esta parte de su obra. Solo indicará 
algunos de Jos principios en que se apoyan 
las alteraciones que pueden llamar algún tan- 
to la atención. Tal será quizá lo que estable- 
ce respecto de no exigir juramento al reo en 
la confesión de su delito. La comisión se da 
el parabién de hallar establecida en una pro- 
vincia de España la innovación que propone. 
El juramento con que procura arrancarse de 
la boca del reo la confesión de su delito, no 
se exige en el principado de Cataluña. La sa- 
biduría que supone esta costumbre, hace el 
elogio del legislador ó Tribunal que la intro- 
dujo, y apenas se concibe como haya dejado 
de generalizarse en un pais católico la reli- 
giosa práctica de redimir al reo de un con- 
flicto, en que tiene lal vez que optar entre 
el patíbulo ó el perjurio. 

LXIV. El intolerable y depravador abuso 
de privar á un reo de su propiedad, es casi 
simultáneo en los mas de los casos al acto 
del arresto ; y bajo el pretexto especioso de 
asegurar el modo de resarcir daños y perjui- 
cios, derechos á la Cámara del Rey, ó acaso 
por otros motivos mas ilegales ó injustos, se 
comete una vejación, cuyo enorme peso re- 
cae, no ya sobre el arrestado sino sobre su 
inocente - familia, que desde el momento del 
secuestro empieza á pagar la pena de delitos 
que no ha cometido. La comisión tal vez 
creyó que debia proscribirse para siempre 
el embargo de bienes: inas para evitar los 
perjuicios que podrian seguirse de una re- 
gla demasiado general, ha preferido lijar 
el principio que debe seguir la ley cuan- 
do "limite el secuestro á los casos y á las 
cantidades que sean rigurosamente justas. 
Por el mismo principio ele no hacer tiascen- 
deutal al inocente la pena de los delitos de 
otros, se prohíbe para siempre la confisca- 
ción de bienes. 

LXV. La comisión deja insinuado en otra 
parte la conveniencia que resultaría de per- 
feccionar la administración de justicia, sepa- 
rando las funciones que ejercen los jueces en 
fallar á un mismo tiempo sobre el hecho y el 
derecho. Mas ai paso que no duda que algún 


dia se establezca entre nosotros la saludable 
y liberal institución de que los españoles 
puedan terminar sus diferencias por jueces 
elegidos de entre sus iguales, en'quienes no 
tengan que temer la perpetuidad de sus des- 
tinos, el espíritu de cuerpo de Tribunales co- 
legiados, y en fin, el nombramiento del Go- 
bierno, cuyo influjo no puede menos de ale- 
jar la conlianza por la poderosa autoridad de 
que está revestido, reconoce la imposibilidad 
de plantear por ahora el método conocido 
con el nombre de juicio de jurados. Este ad- 
mirable sistema, que tantos bienes produce 
en Inglaterra, es poco conocido en España. 
Su modo de enjuiciar es del todo diferente, 
del que se usa entre nosotros ; y hacer una 
revolución total en el punto nías difícil, mas 
trascendental y arriesgado de una legisla- 
ción, no es obra que pueda emprenderse en- 
tre los apuros y agilaciones de una convul- 
sión política. Ni el espíritu público, ni Ja opi- 
nión general de la Nación, pueden estar dis- 
puestos en el dia para recibir sin violencia 
una novedad tan sustancial. La libertad de 
la imprenta, la libre discusión sobre mate- 
rias de gobierno, la circulación de obras y 
tratados de derecho público y jurispruden- 
cia, de que hasta ahora había carecido Es- 
paña, serán el verdadero y proporcionado 
vehículo que lleve á todas las partes del 
cuerpo político el alimento de la ilustración, 
asimilándole al estado y robustez de todos 
sus miembros. Por tanto, la comisión ha 
creído que en vez de desagradar á unos é ir- 
ritar á otros con una discusión prematura ú 
acaso impertinente, debía dejar al progreso 
natural de las luces el establecimiento de un 
sistema, que solo puede ser útil cuando sea 
fruto de la demostración y del convencimien- 
to. Por eso deja á las Gorfes sucesivas la fa- 
cultad de hacer en este punto las mejoras 
que crean convenientes. Mas el mismo tiem- 
po no puede menos de indicar que el méto- 
do de juzgar por jurado s, no solo no tué des- 
conocido por nuestras antiguas leyes, corno 
se ve por la siguiente cláusula del fuero mu- 
nicipal de Toledo, que dice: «Todos sus jui- 
cios dedos sean juzgados, según el Fuero 
Juzgo, ante diez de sus mejores, é mas no- 
bles , é mas sabios doilos, que sean siempre 
con el Alcalde de la ciudad ;» sino que aun 
boy dia está de cierto modo en práctica en 
algunas provincias del Reino. En la isla de 
Ibiza y Tormentera el asesor nombrado por 
el Gobierno, no puede por sí solo sentenciar 
pleito alguno sin ¡a concurrencia de dos ó 
mas hombres, que pueden llegar hasta el 
número de seis , lomados de Lodos estados. 
Esta institución, aunque no es en rigor idén- 
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tjca en todos sus trámites á Jos jurados de 
ln "(atorra, está indudablemente fundada so- 
bre ios mismos principios. Y la insaculación 
que en Ibiza se hace de un número propor- 
cionado de vecinos para sacar de entre ellos 
jos que acompañan a) asesor, y los que con 
el título ile prohombres eligen las partes pa- 
ra concurrir con el juez delegado en Ja ape- 
lación, el cual también lia de ser natural y 
vecino del país , no deja duda sobre que el 
origen de este método, tan liberal y justilica- 
do, viene del que se observaba en itoma an- 
tes de Ja tiranía de los Emperadores. El Al- 
bum Judicum , señor, de donde lomaban los 
(.ándanos romanos los j mees del hecho, no 
puede ser desconocido de ninguno que esté 
medianamente versado en la jurisprudencia 
antigua de Roma. Por lo mismo, la comisión 
se cree en el caso de recomendar esta admi- 
rable institución de una provincia* del Reino, 
para que el Congreso no desconozca un mé- 
todo que tai vez convendrá algún dia gene- 
ralizarlo á todas tas demás. 

LXYI. Por último , señor, todas las le- 
yes humanas, aunque sean dictadas con la 
mayor sabiduría, están sujetas á sufrir la ir- 
resistible contradicción de circunstancias im- 
previstas. Roma, en medio de! imperio de 
sus leyes y del religioso respeto á sus insti- 
tuciones, acudía muchas veces al extraordi- 
nario recurso de suspender á un mismo tiem- 
po Ludas las leyes de la República. La actual 
situación de España hace ver que puede ha- 
ber momentos cu que la suspensión de una 
ley salve el Estado , ó su observancia com- 
prometa su misma iibertad é independencia. 
Ea comisión, señor, ha creído necesario 
que la Constitución autorice á las Cortes or- 
dinarias para que puedan , en circunstancias 
de grande apuro, y cuando la seguridad del 
Estado lo exigiere, suspender algunas de Jas 
formalidades que deben proceder al arresto 
de delincuentes ó personas sospechosas, por- 
que no de otro modo podría frustrarse una 
conspiración tramada contra ia libertad de 
ia Nación. Pero al mismo tiempo cree tam- 
bién que esta suspensión solo puede ser útil 
por tiempo limitado; y así las Cortes nunca 
podrán autorizar al Gobierno á que abuse de 
una lacultad que pudiera convertirse en da- 
ño de ellas mismas, ó causar la ruina del 
Estado. Por esta razón, el suspender la ob- 
servancia de las formalicles, no podrá pasar 
de un plazo señalado. 

LXYil. Sentadas ya las bases de Ja liber- 
tad política y civil de los españoles, solo falta 
aplicar los principios reconocidos en las dos 
primeras partes de la Constitución, arreglan- 
do el gobierno interior de las provincias y| 
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i de los pueblos conforme la índole de nues- 
tros antiguos fueros municipales. En ellos se 
ha mantenido de algún modo el espíritu de 
nuestra libertad civil, á pesar de las altera- 
ciones que han experimentado las leyes fun- 
damentales de la Monarquía con la intro- 
ducción de dinastías extranjeras. No es iácil 
resolver si el haberse conservado en los 
pueblos los Ayuntamientos bajo formas masó 
menos populares, yen algunas provincias Ir. 
reunión periódica de Juntas, como sucede en 
las Vascongadas, reino de Navarra y princi- 
pado de Asturias, etc., procede de que el 
Gobierno que proscribió la celebración de 
Cortes hubiese respetado el resentimiento de 
la Nación, ó bien creído conveniente aluci- 

. liarla, dejando subsistir un simulacro de li- 
bertad que se oponía poco á Ja usurpación 
que había hecho de sus derechos políticos. 
La comisión deja gustosa la resolución de 
este erudito problema á los que .haya» de 
entrar en adelante en la gloriosa carrera de 
escribir la historia nacional con la exactitud 
é imparcialidad de hombres libres, y se li- 
mita solo á presentar mejoradas nuestras 
instituciones municipales para que sirvan de 
apoyo y salvaguardia á la ley fundamental de 
la Monarquía. No entrará tampoco en el ori- 
gen de las comunidades ó asociaciones li- 
bres de mucha parte üe Europa que estable- 
cieron en la Edad media, á pesar del feuda- 
lismo, el gobierno municipal de muchas ciu- 
dades bajo forma popular. Lo que sí es 
indudable es que en España se siguió la 
misma costumbre según iba progresando la 
restauración. Los Ayuntamientos de las ciu- 
dades y pueblos de los diferentes reinos de 
la Península , instituidos para el gobierno 
económico de sus tierras, estaban fundados 
eu el justo principio del interés de la comu- 
nidad. Pero el espíritu señorial que domina- 
ba en todas las instituciones de aquella épo- 
ca destruía !a naturaleza de unos estableci- 
mientos que deben reposar únicamente so- 
bre la confianza de los pueblos en los indi- 
viduos a quienes encomiendan la dirección 
de sus negocios. La voz significativa de 
Ayuntamiento explica por sí misma la índole 
y objeto de la institución. Por Jo mismo re- 
pugnaba que se introdujesen en estas corpo- 
raciones á favor del nacimiento, de algún 
privilegio ó prerogativas , personas que no 
fuesen libremente elegidas por los que con- 
currían á su formación y las autorizaban con 
facultades. De aquí Ja principal causa del 
poco fruto que se ha sacado de unas reunio- 
nes tan recomendables por su naturaleza y 
por los lines á que se dirigen. 

LXVUl. La comisión cree que gene rali- 
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izando los Ayuntamientos en toda la exten- 
sión de ia Monarquía bajo reglas lijas y uni- 
formes, en que sirva de base principal la li- 
bre elección de los pueblos , se dará á esta 
saludable institución toda 1a perfección que 
puede desearse. Su objeto es fomentar por 
todos los medios posibles ia prosperidad na- 
cional, sin que los reglamentos y providen- 
cias del Gobierno se mezclen en dar á ia 
agricultura y á la industria universal el mo- 
vimiento y dirección que soio toca al interés 
de los particulares. Los vecinos de ios pue- 
blos son las únicas personas que conocen los 
medios de promover sus propios intereses; y 
nadie mejor que ellos es capaz de adoptar 
medidas oportunas siempre que sea necesa- 
rio el esfuerzo reunido de algunos ó muchos 
individuos. El discernimiento de circunstan- 
cias locales , de oportunidad , do perjuicio ó 
de conveniencia solo puede hallarse en los 
que estén inmediatamente interesados en 
evitar errores ó equivocaciones , y jamás se 
lia introducido doctrina mas fatal á la pros- 
peridad pública, que la que reclama el estí- 
mulo de la ley ó la mano del Gobierno en las 
sencillas transacciones de particular á parti- 
cular , en la inversión de los propios para 
benelicio común de los que los cuidan, pro- 
ducen y poseen, y en la aplicación de su tra- 
bajo y de su industria , objetos de utilidad 
puramente local, y relativa á determinados 
linas. 

LXIX. La comisión, convencida de que 
los Ayuntamientos podrán desempeñar debi- 
damente las obligaciones de su instituto 
cuando se reúnan en ellos la probida d, ql_, 
juterés y las luces, no se ha cíéfénidtnnTcles- 
tmTrp^rá^iFinpre el obstáculo que se opo- 
nía á tan feliz combinación, estableciendo 
que en adelante la elección de sus individuos 
sea libre y popular en toda ia Monarquía. 
Este es uno de los casos en que el ínteres de 
cuerpos ó particulares debe ceder al interés 
público. \ . M- ai abolir los señoríos ha dero- 
gado virtualinente los regimientos heredita- 
rios, los perpetuos y realengos. Su conser- 
vación es incompatible con la naturaleza de 
los Ayuntamientos, y repugnante al sistema 
de emancipación á que han sido elevados los 
pueblos desde el memorable decreto de abo- 
lición de señoríos. Eos que tengan el privi- 
legio de ser individuos de Ayuntamientos 
por causa onerosa, ó por remuneración de 
servicios, podrán reclamar la indemnización 
correspondiente en el modo y forma que se 
estaolezca para las incorporaciones de esta 
especie. Mas estos derechos, cualquiera que 
sea su origen ó naturaleza, no deben ser 
preferidos al que tiene la Nación entera para 


mejorar unos establecimientos de que de - " 
penden inmediatamente la prosperidad d e 
sus pueblos , y cuya viciosa organización lo 15 
hace en el clin poco provechosos. 

LXX. Establecido el principio de que los 
Ayuntamientos hayan de formarse en su to- 
talidad por elección libre de los pueblos, las 
leyes arreglarán todo lo que corresponda á 
su régimen interior por medio de ordenan- 
zas ó reglamentos. La comisión ha creído 
que solo deben comprenderse en ia Consti- 
tución principios fundamentales que eviten 
para siempre los abusos que se habían intro- 
ducido por el tiempo y la ignorancia, ó pol- 
la abierta usurpación de los poderosos. La 
amovilidad de los regidores y síndicos, y la 
prohibición de que los empleados puedan ser 
elegidos individuos de los Ayuntamientos, 
deben ser bases inalterables. La renovación 
periódica de los primeros proporcionará que 
se aprovechen con mas facilidad las luces, 
la probidad y demás buenas calidades de ios 
vecinos de Jos pueblos, al paso que evitará 
la preponderancia perpetua que ejercen en 
ellos ios mas ricos y ambiciosos. La exclusión 
de los segundos protegerá la libertad de la 
elección y el ejercicio de las funciones de los 
Ayuntamientos, sin que el Gobierno deje de 
conservar expedita su acción en todo lo que 
corresponda á su autoridad por medio de Je- 
fes políticos, pudiendo estos presidir en ellos 
siempre que residan en pueblos de Ayunta- 
miento. 

LXXL Tal ha parecido á Ja comisión el 
medio de hacer úhí una institución tan anti- 
gua, tan nacional y tan análoga á nuestro 
carácter, á nuestros usos y costumbres. Las 
facultades que el provecto concede á los 
Ayuntamientos son propias de su instituto. 
Hasta el día han ejercido ia mayor parte de 
ellas, y las demás son de la misma naturale- 
za, y tienen también por objeto el benelicio 
de los pueblos. 

LXXil. Confiado el Gobierno superior de 
i las provincias al cuidado de Jefes políticos y 
militares, y a la dirección de los Tribunales 
bajo nombre de acuerdos, sujetos unos y 
otros á ia inspección de los Consejos Supre- 
mos, se daba ocasión á que la prosperidad y 
fomento de aquellas dependiese de! impulso 
del Gobierno que equivocadamente se sub- 
rogaba, en lugar del interés personal, ó que 
se promoviesen por medios complicados y 
poco liberales á causa del espíritu conten- 
cioso que necesariamente había de dominar 
en providencias dadas ó aprobadas por Tri- 
bunales, aun cuando procediesen como cuer- 
pos gubernativos. 

LXXI1I. Separadas las funciones de los 
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jaeces y Tribunales de todo lo que no sea 
administrar /ajusticia, según queda estable- 
cido en el arreglo de la potestad judicial, el 
régimen económico de Jas provincias debo 
quedar confiado á cuerpos que estén inme- 
diatamente interesados en la mejora y ade- 
lantamientos de los pueblos de su distrito. 
Cuerpos que formarlos periódicamente por 
la elección libre de las mismas provincias, 
tengan además de su confianza Jas luces y 
conocimientos locales que sean necesarios 
para promover su prosperidad, sin que la 
perpetuidad de sus individuos ó su directa 
dependencia del Gobierno pueda en ningún 
caso frustrar el conato y diligencia de los pun- 
idos en favor de su felicidad. La comisión, 
señor, ha procurado meditar este punto con 
la detención y escrupulosidad que exige su 
importancia. Se ha hecho cargo de cuanto 
ensena Ja historia y la experiencia en nues- 
tra .Monarquía para establecer el justo equi- 
librio que debe haber entre la autoridad del 
Gobierno, como responsable del orden pú- 
blico y de la seguridad del Estado, y la li- 
bertad de que no pueda privarse á los súb- 
ditos de una Nación de promover por sí mis- 
mos el aumento y mejora de sus bienes y 
propiedades. 

LXXIY. E! Gobierno ha rlc vigilar escru- 
pulosamente la observancia de las leyes. Es- 
te debe ser su primer cuidado, mas para 
mantener la paz y tranquilidad de los pue- 
blos uo necesita introducirse a dirigir los in- 
tereses de los particulares con providencias 
y actos de buen gobierno. El funesto empe- 
ño de sujetar todas las operaciones de la vi- 
da civil á reglamentos y mandatos de auto- 
ridades, ha acarreado los mismos y aun ma- 
yores males que los que se intentaban evitar. 

LXXV. La comisión reconoce que nada 
es mas difícil que destruir errores consagra- 
dos por el tiempo y Ja autoridad; mas al mis- 
mo tiempo confia que el indujo de las luces 
y del desengaño habrán de triunfar de todas 
ias preocupaciones. El verdadero fomento 
consiste en proteger la libertad individual en 
el ejercicio de las facultades físicas y morales 
de cada particular según sus necesidades ó 
inclinaciones. Para ello nada mas á propósi- 
to que cuerpos establecidos según el sistema 
que se presenta. Este sistema reposa en dos 
principios. Conservar expedita Ja acción del 
Gobierno para que pueda desempeñar todas 
sus obligaciones, y dejar en libertad á los in- 
dividuos de la Nación, para que el interés 
personal sea en todos y en cada uno de ellos 
el agente que dirija sus esfuerzos hacia su 
bienestar y adelantamiento. Conforme á ellos 
propone la comisión que en las provincias el 


Gobierno económico de ellas esté á cargo de 
uno Diputación compuesta de personas ele- 
gidas libremente por los pueblos de su dis- 
trito y del Jefe político y el do la Hacienda 
pública. Estos últimos como individuos na- 
tos de la Diputación conservarán en ejercí- * 
ció la autoridad del Rey para que no pueda 
ser desconocida ó poco respetada en todo lo 
que pertenece á sus facultades. Sin que de- 
ba recelarse que las de la Diputación puedan 
nunca exceder los límites que se les prescri- 
be, pues en caso de abuso ó resistencia alas 
órdenes del Gobierno, podrá este suspender 
á los vocales, dando parte á las Cortes para 
resolver lo que convenga. De esta disposi- 
ción resultará un freno recíproco, que con- 
servará el justo equilibrio que pueda de- 
searse. 

LXXYÍ. Los demás vocales de la Diputa- 
ción nombrados al mismo tiempo y en la 
propia forma que los diputados en Cortes, se 
ocuparán bajo Ja inspección del Gobierno de 
todo Jo que pueda promoverla prosperidad de 
la provincia en general, y los intereses de sus 
pueblos en particular. Su periódica renova- 
ción, y las circunstancias que lian de con- 
currir para el nombramiento, atraerán á un 
centro común las luces y los conocimientos 
que puedan existir entre los habitantes de 
las provincias respectivas. 

LXXYIl. Combinada la acción del Go- 
bierno con el interés de las provincias en 
cada una de sus Diputaciones, no podrán me- 
nos de cesar las estorsiones y fraudes, el re- 
parto y recaudación de los impuestos, y el 
perjudicial iiilluio de los falsos principios y 
equivocadas providencias en punto de eco- 
nomía pública, que emanaban de autorida- 
des que por su instituto jamás debieron ser 
llamadas á dirigir ni promover los intereses 
de los particulares. 

LXXVÜ1. Gomo el cargo de vocal de las 
Diputaciones no puede dejar de reputarse 
gravoso á los que sean elegidos, y como el 
ejercicio continuo de sus lacullades fomen- 
taría tal vez competencias que deben evitar- 
se, ha parecido conveniente reducir á no- 
venta en cada año el número de sus sesiones, 
dejando á las Diputaciones el cuidado de dis- 
tribuirlas según entiendan ser mas conve- 
niente. 

LXXLV. Las facultades de las Diputaciones 
son conformes en .todo á la naturaleza de 
cuerpos puramente económicos. Su acción 
queda subordinada á Jas leyes, sin que en 
nada puedan entorpecer, y menos oponerse 
á ias órdenes y providencias del Gobierno, 
estando este autorizado para suspender álos 
vocales en casos de abuso ó desobediencia. 
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La inspección que se Ies atribuye en algunos 
puntos relativos á contribuciones no tiene 
mas objeto que el prevenir en tiempo frau- 
des, estorsiones y violencias. Tampoco debe 
mirarse como expuesta á abusos la facultad 
de proponer arbitrios para objetos de utili- 
dad común de la provincia. La independencia 
de los vocales de las Diputaciones, su arrai- 
go y amobilidad seria bastante á precaver un 
daño irreparable, cual serian derramas y re- 
partos á los pueblos en perjuicio de sus inte- 
reses. Mas en todo caso, no pasando sus pro- 
puestas de la línea de proyectos, las Cortes al 
examinarlos atajarán el mal en su origen. 

_ LXXX. La dislancia de Jas provincias de 
Ultramar lia obligado á la comisión á guar- 
dar en este punto algunas consideraciones 
con aquellos países. La urgencia de obras 
públicas, de utilidad ó necesidad bien calib- 
eada, resiste á la dilación que resultaría de 
esperar en todos Jos casos Ja aprobación de 
las Cortes. Por tanto, ha parecido indispensa- 
ble autorizar en tales circunstancias á aque- 
llas Diputaciones, para que puedan usar des- 
de luego de Jos arbitrios propuestos, intervi- 
niendo para ello el expreso asenso del jete de 
la provincia. Este correctivo se hace necesa- 
rio para suplir el previo consentimiento de 
la autoridad legislativa, y cuya falta pudiera 
en algunas ocasiones ser perjudicial á pue- 
blos tau distantes. 

LXXX1. Ordenado del modo que queda 
expuesto el ejercicio de la potestad soberana 
de la Nación es preciso proceder al arreglo 
de una de las principales facultades déla au- 
toridad legislativa, como que de ella depen- 
de dar vida y movimiento á la máquina del 
Estado, El ejercicio de esta facultad es, señor, 
el regulador de la potestad ejecutiva, contra 
cuyo abuso no puede oponerse remedio mas 
pronto y eficaz. Tal es el establecimiento de 
impuestos y contribuciones, derecho insepa- 
rable de la facultad de hacer las leyes. La 
Nación no puede delegarla sino á sus repre- 
sentantes, a no dejar de ser libre. Eli usurpa- 
dor mas audaz sucumbiría con sus legiones, 
si no arrancase de los pueblos que oprime ei 
forzado consentimiento de imponer conlribu- 
ciones á su arbitrio, Ros siglos van corridos 
desde que la violencia, el dolo y la adulación 
se reunieron para despojar á los españoles 
del derecho imprescriptible de otorgar libre- 
mente á sus Reyes las contribuciones Lna 
revolución espantosa los La restituido, como 
por milagro, a su antigua libertad. No per- 
mita Y. M. que la ignorancia, la depravación 
y la vileza ios sumerja de nuevo en la odiosa 
esclavitud con que todavía se les amenaza. 

LXXXIE El cxplendor y dignidad del 
Tomo 1Ü. 


trono y el servicio público en todas sus par- 
tes exigen dispendios considerables, que la 
Nación está obligada á pagar. Mas esta debe 
ser libre en determinar Ja cuota y la natura- 
leza de las contribuciones, de donde han de 
provenir los londos destinados á ambos obje- 
tos. Para que esta obligación se cumpla por 
parte de los pueblos, de tal modo que pueda 
combinarse el desempeño con ei progreso de 
su prosperidad , y para que la Nación tenga 
siempre en su mano el medio de evitar qué 
se convierta en daño suyo lo que solo debe 
emplearse en promover su felicidad, y prote- 
ger su libertad é independencia, se dispone 
que los Cortes establecerán ó confirmarán 
anualmente todo género de impuestos y con- 
tribuciones. Su repartimiento se liará entre 
todos los españoles sin distinción ni privile- 
gio alguno con proporción á sus facultades, 
pues que todos están igualmente interesados 
en la conservación del Estado. 

LXXXIÍt. Como el Gobierno, por la natu- 
raleza de sus facultades, puede reunir dalos, 
noticias y conocimientos suficientes para for- 
mar idea exacta del estado de la Nación en 
general y del particular de cada provincia en 
todo lo relativo á la agricultura, industria y 
comercio, debe estar autorizado no solo para 
presentar á las Cortes el presupuesto de gas- 
tos que crea necesarios al servicio público, 
así ordinario como extraordinario, sino tam- 
bién para indicar por medio de proyectos los 
medios que crea mas oportunos para cu- 
brirlos. 

LXXXIY. Decretadas por las Cortes las 
contribuciones, y cuando ocurriere la distri- 
bución entre las provincias délas directas, su 
recaudación ó inversión debe quedará cargo 
del Gobi ruó bajo su responsabilidad. Paraquc 
esta sea electiva en cualquiera caso, nada es 
mas á proposito que el que Lodos los fondos 
destinados al servicio del Estado se reúnan en 
una sola Tesorería. Este sistema evita el des- 
orden, facilita Jas operaciones, y asegura la 
cuenta y razón, sin cuyos requisilos no pue- 
de haber confianza. El Rey, como jefe del Es- 
tado, podrá aplicar según lo crea convenien- 
te al mejor servicio de la Nación los fondos 
públicos puestos á su disposición por Jas (bir- 
les. Pero estas no pueden desentenderse ue 
vigilar sobre la justa inversión de Jo que ver- 
daderamente constituye la sustancia de los 
pueblos. Para ello es indispensable que el 
tesorero mayor no haga pago alguno que no 
sea en virtud de decreto de! Rey, relrenda- 
do por el Secretario del despacho de Hacien- 
da, de cuyo arreglo pende quedar asegura- 
da la responsabilidad de cualquiera malver- 
sación. La Tesorería mayor por su parte, m- 
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tervenida en las cuentas generales por las 
Contadurías de valores y de distribución, las 
presentará para su exámen á la Contaduría 
mayor de cuentas sin cuya formalidad no me- 
recerán fé alguna en las Curtes. Estos esta- 
blecimientos deben arreglarse con toda es- 
crupulosidad por leyes especiales no perte- 
neciendo á la Constitución sino indicar sus 
atributos. 

LXXXV. Aprobada por las Córtes la 
cuenta general de Tesorería mayor, en que 
han de comprenderse el rendimiento anual 
de todas las contribuciones y su inversión, 
se imprimirá y publicará, para que la Nación 
se entere por sí misma del mérito y exten- 
sión de sus sacrificios, de su utilidad y nece- 
sidad. De este juicio comparativo podrá ade- 
más deducir el verdadero estado de su pros- 
erídad, su tendencia y progreso, como tarn- 
ien la segundado peligro en que puedan ba- 
ilarse su libertad é independencia. 

LXXXY1. Una de las precauciones con 
que debe asegurarse la pureza en la inver- 
sión de los caudales públicos, es el evitar que 
bajo de ningún pretexto puedan intervenir 
en su manejo otras manos que las de la auto- 
ridad á quienes la ley le confia. El menor 
abuso en esta parte acarrearía el desorden y 
confusión en que se ha visto sumergido el 
Reino por espacio de tantos años. 

LXXXVIll. Los falsos principios adopta- 
dos por los economistas de los tiempos de 
ignorancia para facilitar á los Gobiernos me- 
dios de satisfacer su insaciable voracidad, 
han introducido el fatal sistema de aduanas 
interiores: su asistencia es incompatible con 
la libertad nacional, con la prosperidad de 
los pueblos, y con el decoro de una Consti- 
tución, Y. M. debe apresurar el momento de 
poner en práctica un artículo que las prohí- 
be para siempre fuera de las fronteras y 
puertos de mar, ya que el vicioso sistema de 
rentas que existe en el día obliga á suspen- 
der hasta su refórmalos efectos de tan impor- 
tante medida. 

LXXX1X. Otra obligación no menos sa- 
grada para la Nación que las que quedan in- 
dicadas es el pago de Ja deuda pública re- 
conocida Las Cortes penetradas de cuanto 
importa á la dignidad y prosperidad nacional 
conservando ileso el carácter de religiosidad 
y pureza que en todos tiempos se ha atribui- 
do á los españoles en sus tratos y convenios, 
deberán dar el ejemplo de respetarlos por su 
parte, procurando por todos los medios que 
sean compatibles con la situación del Reino 
la progresiva extinción de la deuda pública, 
sin dejar de promover y proteger todas las 
operaciones que puedan contribuir á inspirar 


confianza, y asegurar mas y mas el crédito 
sobre bases sólidas y permanentes. El prin- 
cipio mas esencial que debe guiarlas hácia 
tan importante objeto, es el de poner á cu- 
bierto del infiujo del Gobierno todos los es- 
tablecimientos que sean relativos á la deu- 
da pública. Su total separación é indepen- 
dencia de los fondos de Tesorería general 
ha de estar asegurada con la inmediata pro- 
tección de las Córtes y los destinados al 
pago de la deuda nacional deben ser tan 
religiosamente respetados, que se crean in- 
accesibles d la auLoridad del Rey, y aun en los 
casos de mayor apuro. Bajo de estos prin- 
cipios es fácil organizar un establecimiento 
1 que sea verdaderamente nacional, que res- 
tablezca el crédito , asegure la confianza, 
proporcione que el Gobierno mismo halle 
recursos siempre que haya de acudir á prés- 
tamos ó anticipaciones. 

XC. Explicados los fundamentos sobre 
que reposa el derecho que tienen las Córtes 
de otorgar anualmente las contribuciones 
é impuestos, y el modo de asegurar su in- 
: versión, conviene hablar de otra facultad, 
que tampoco una nación libre puede delegar 
sino ai Cuerpo de sus representantes. Tal es 
el levantamiento de tropas de rnar y tierra 
para la defensa interior y exterior del Estado. 

XCI. Mientras que subsista en Europa y 
fuera de ella el fatal sistema de ejércitos per- 
manentes, y sea este el objeto principal del 
gobierno de sus Estados, y en tanto que la 
ambición desapoderada de los conquistadores 
siga alucinando á los pueblos con la supuesta 
necesidad de defenderlos de los enemigos 
exteriores para conhonestar así sus opreso- 
res designios, preciso es que la comisión in- 
troduzca en su proyecto las bases del sistema 
militar que debe adoptarse por la Constitu- 
ción. Se ha separado paradlo de la situación 
actual de la Nación. Porque solo el entusias- 
mo, el odio á la dominación extranjera, y el 
característico orgullo de los indómitos espa- 
ñoles puede dirigir una guerra que por lo 
extraordinario de sus circunstancias desco- 
noce las reglas comunmente recibidas entre 
las potencias mas militares. Los principios 
de la comisión son relativos á un estado de 
perfecta independencia. 

XCII. Como el servicio militar es una 
contribución personal sobre los súbditos de 
un Estado, tanto mas gravosa al que la sufre 
cuando le sujeta á leyes mas duras, disminu- 
yendo en parte su libertad civil, es preciso 
que las Córtes la otorguen por tiempo limi- 
tado, y en virtud de utilidad ó necesidad ca- 
lificada. Este principio, y la sagrada obliga- 
ción que aquellas tienen de no permitir se 
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Convierta en instrumento de opresión lo que 
está destinado para conservar su indepen- 
dencia y libertad, exigen que las Córtes lijen 
todos los años el número de tropas de mar y 
y tierra que hayan de estar en ejercicio, co- 
mo también el modo de levantarlas que crea 
mas conveniente. Por igual razón es propio 
de las Córtes la formación y aprobación de 
ordenanzas, establecimientos y arreglo de 
escuelas militares, y todo lo que correspon- 
da á la mejor organización, conservación y 
progreso de los ejércitos y armadas que se 
mantengan en pió para la defensa del Estado. 
Y como no puede dudarse que esta interesa 
igualmente á todos los súbditos que compo- 
nen la Nación, ningún español podrá excu- 
sarse del servicio militar cuando sea llamado 
por la ley , sin faltar á una de las primeras 
obligaciones que le impone la patria. 

XCI1I. El ejército permanente debe con- 
siderarse destinado principalmente para la 
defensa de la patria en los casos ordinarios 
de guerra con los enemigos. Mas en los de 
invasión ó de combinación de ejércitos nu- 
merosos para ofender á la Nación , necesita 
esta un suplemento de fuerza que la baga 
invencible. Este recurso , verdaderamente 
extraordinario, solo puede hallarse en una 
milicia nacional bien organizada , que en 
caso necesario pueda oponer al enemigo una 
fuerza irresistible por su número y pericia 
militar. Una ordenanza especial podrá arre- 
glar en cada provincia un cuerpo de mi- 
licias proporcionado á su población, que ha- 
ciendo compatible el servicio análogo á su 
institución con las diversas ocupaciones de 
la vida civil, ofrezca á la Nación el medio de 
asegurar su independencia si fuese amena- 
zada por enemigos exteriores , y su liber- 
tad interior en el caso de que atentase con- 
tra ella algún ambicioso. 

XCIV. Como la milicia nacional ha de 
ser el baluarte de nuestra libertad, seria 
contrario á los principios que ha seguido la 
comisión en la formación de este proyecto el 
dejar de prevenir que se convirtiese en per- 
juicio de ella una institución creada para su 
defensa y conservación. El Rey , como jete 
del ejército permanente, no debe disponer á 
su arbitrio de fuerzas destinadas á contra- 
restar, si por desgracia ocurriere, los fatales 
efectos de un mai consejo. Por lo mismo no 
debe estar autorizado para reunir cuerpos de 
milicia nacional sin otorgamiento expreso de 
las Cortes. En punto tan grave y trascen- 
dental toda precaución parece poca, y el me- 
nor descuido seria fatal á la Nación. 

XCV. El Estado, no menos que de solda- 
dos que le deben dan , necesi ta de ciudadanos 


que ilustren á la Nación, y promuevan su fe- 
licidad con todo género de luces y conoci- 
mientos. Así que , uno de los primeros cui- 
dados que deben ocupar á los representan- 
tes de un pueblo grande y generoso es la 
educación pública. Esta ha” de ser general y 
uniforme, ya que generales y uniformes son 
la religión y las leyes de la Monarquía es- 
pañola. Para que el carácter sea nacional, 
para que el espíritu público pueda dirigirse 
ai grande objeto de formar verdaderos espa- 
ñoles, hombres de bien, y amantes de so 
patria , es preciso que no quede confiada la 
dirección de la enseñanza pública á manos 
mercenarias, á genios limitados, imbuidos 
de ideas falsas ó principios equivocados, que 
tal vez establecerían una funesta lucha de 
opiniones y doctrinas. Las ciencias sagradas 
y morales continuarán enseñándose según 
ios dogmas de nuestra santa religión y la 
disciplina de la Iglesia de España; las políti- 
cas conforme a las leyes fundamentales de 
la Monarquía sancionadas por la Constitu- 
ción, y las exactas y naturales habrán de se- 
guir ei progreso de los conocimientos huma- 
nos, según el espíritu de investigación que 
las dirige, y las hace útiles en su aplicación 
á la felicidad de las sociedades. De esta sen- 
cilla indicación se. deduce la necesidad de 
formar una inspección suprema de instruc- 
ción pública , que con el nombre de Direc- 
ción general de estudios, pueda promover el 
cultivo de las ciencias, ó por mejor decir, 
de los conocimientos humanos en toda su 
extensión. El impulso y la dirección han de 
salir de un centro común, si es que han de 
lograrse los felices resultados que debe pro- 
meterse la Nación de la reunión de las per- 
sonas virtuosas é ilustradas, ocupadas exclu- 
sivamente en promover bajo la protección 
del Gobierno el sublime objeto de Ja instruc- 
ción pública. El poderoso influjo que esta lia 
de tener en la felicidad futura de la Nación, 
exige que las Córtes aprueben y vigilen los 
planes y estatuios de enseñanza en general, 
y todo lo que pertenezca á la erecion y me- 
jora de establecimientos científicos y artís- 
ticos. 

XGYI. Como nada contribuye mas direc- 
tamente á la ilustración y adelantamiento 
general de las naciones, y á la conservación 
de su independencia que la libertad de pu- 
blicar todas las ideas y pensamientos que 
puedan ser útiles y beneficiosos á los subdi- 
tos de un Estado, la libertad de imprenta, 
verdadero vehículo de Jas luces, debe for- 
mar parte de. la ley fundamental de la Mo- 
narquía, si los españoles desean sincera- 
mente ser libres y dichosos. 
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XCVIÍ. Hasta aquí comprende la comi- 
sión en su proyecto ios principios elementa- 
les de Ja Constitución española, dispuestos 
como ha parecido mas conveniente para que 
tengan el orden y método de que por des- 
gracia habían carecido hasta el día nuestras 
leyes fundamentales. Preciso es arreglar el 
modo como dehe conservarse y alterarse la 
Cousti Lucion, cosas ambas aunque al pare- 
cer contradictorias, inseparables en la rea- 
lidad. 

Las Lories, como encargadas de la ins- 
pección y vigilancia de Ja Constitución, de- 
berán examinar en sus primeras sesiones si 
se llalla ó no en observancia en todas sus 
partes. A este íin nada puede conspirar me- 
jor que el que todo español pueda represen- 
tar a Jas Lories al lie y sobre la inobservan- 
cia ó infracción de la iey fundamental. Ei li- 
bre uso de este derecho es el primero de 
todos en un Estado libre. Sin él no puede 
haber patria, y los españoles llegarían bien 
pronto á ser propiedad de un señor absoluto 
en lugar de súbditos de un Hev noble y ge- 
neroso. Mas como no es dado á ios hombres 
llegar á la perfección en ninguna de sus 
obras, corno es inevitable que el indujo de 
Jas circunstancias tenga mucha parle en to- 
das sus disposiciones, y aquellas pueden va- 
riar sensiblemente de una a otra época, es 
indispensable reconocer la dura necesidad 
de variar alguna vez lo que debiera ser 
inalterable. Pero al paso que la comisión 
admite como axioma lo que lleva indicado, 
no puede menos de hacer algunas relle- 
xiones acerca de materia tan grave y deli- 
cada. 

XLYIII. El principal carácter de una 
Constitución lia de ser la estabilidad derivada 
de la solidez de los principios en que reposa. 
La naturaleza de esta ley, las circunstancias 
que acompañan generalmente á toda Nación 
cuando la recibe, y por iu mismo las que 
pueden sobrevenir en su alteración, dan á 
conocer que debe ser muy circunspecta en 
decretar reformas en su ley fundamental. 
La experiencia es Ja única antorcha que 
puede guiarla sin peligro eu el tenebroso es- 
pacio que media casi siempre entre el error 
y el acierto. La experiencia sola puede de- 
mostrar la necesidad de una reforma. Mas 
para calificarla bien, ¡qué dilieultades lio se 
presentan, qué consecuencias tau funestas 
no se prevén para la Nación, si esta se 
equivocase en su juicio! La comisión, señor, 
se lia visto en un conílicto para arreglar el 
último título de su obra. Por una parte Ja 
necesidad de calmar las inquietudes que ha- 
ya suscitado el escandaloso abuso eu variar 
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su Constitución tantos Estados de Europa 
I desde la revolución francesa; por otra la ne- 
cesidad ríe dejar abierta la puerta á las en- 
miendas y mejora de la que sancione Y. M. 
sin introducir eu ella el principio destructor 
de instabilidad, exigía mucha circunspección 
y detenimiento. Sin embargo, ei que hasta 
¡tasados ocho años después de puesta en 
ejecución en todas sus partes, no puedan las 
Lories proponer ninguna reforma, tiene su 
fundamento en la prudencia y en el conoci- 
miento del corazón humano. Jamás correrá 
mayor riesgo la Constitución que desde el 
momento en que se anuncie , hasta que 
planteado el sistema que establece, empiece 
a consolidarse disminuyendo el espíritu de 
i aversión y repugnancia que Ja contradice. 

! Los resentimientos, las venganzas, las pre- 
ocupaciones ios diversos intereses, y hasta el 
hábito y la costumbre, todo, todo se conju- 
rará contra ella. Por lo mismo es necesario 
dar tiempo á que calme la agitación de las 
pasiones, y se debiliten los esfuerzos de Jos 
que las resisten. De lo contrario se equivo- 
carán fácilmente los efectos de una posición 
fomentada y sostenida por los que se supo- 
nen agraviados eu el nuevo arreglo, con de- 
fectos ó errores de una Constitución, que en 
realidad no podrá experimentarse sino des- 
pués de restablecido el órden y la tranquili- 
dad. Los tramites por que debe pasar la pro- 
posición de reforma, después de aprobada 
eu las Cortes hasta su iinal otorgamien- 
to, lian parecido necesarios atendida la na- 
turaleza y trascendencia de ía ley funda- 
mental . 

XCIX. Tal es, señor, el proyecto de Cons- 
titución para la Nación española, que la co- 
misión presenta á la discusión del Congreso. 
Examínele V. M. con el espiritu de imparcia- 
lidad é indulgencia que es inseparable de su 
sabiduría. La comisión está segura de haber 
comprendido en su trabajo los elementos que 
deben constituir la felicidad de la Nación. Su 
mayor conato ha sido recoger con toda dili- 
gencia, según lo ha expuesto ya en este dis- 
curso, de entre todas las leyes del código 
godo, y de Jos demás que se publicaron des- 
de la restauración hasta la decadencia de 
nuestra libertad, los principios fundameuta- 
1 les de una Monarquía moderada , que vagos, 
dispersos y destituidos de método y enlace, 
carecían de la coherencia necesaria para 
formar un sistema capaz de triunfar de las 
vicisitudes dei tiempo y de Jas pasiones. 

La ignorancia, el error y la malicia alza- 
rán el grito contra este proyecto. Le cadu- 
carán de novador, de peligroso, de contrario 
á ios intereses de la Nación y derechos del 
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Rey. Mas sus esfuerzos serán inútiles, y sus 
impostores argumentos se desvanecerán co- 
mo el humo al ver demostrado hasta la evi- 
dencia que las bases de este proyecto han 
sido para nuestros mayores verdades prácti- 
cas, axiomas reconocidos y santificados por 
la costumbre de muchos siglos. Sí, señor, de 
muchos siglos, por espacio" de los cuales la 
Nación elegía sus Reyes, otorgaba libremen- 
te contribuciones, sancionaba leyes, levanta- 
ba tropas, hacia la paz y declaraba la guerra, 
residenciaba á los magistrados y empleados 
públicos, era en fin soberana, y’ ejercía sus 
derechos sin contradicción ni embarazo. 
Pues estos y no otros son los principios cons- 
titutivos del sistema que presentan la comi- 
sión en su proyecto. Todo lo demás es acceso- 
rio, subordinado á máximas tan fundamenta- 
les correspondiente solo al método y drden 
que se debe seguir para precaver que con 
el tiempo vuelvan á ofuscarse verdades tan 
santas, tan sencillas y tan necesarias á la glo- 
ria y felicidad de la Nación y del Rey, cuyos 
derechos nadie compromete mas que los que 
aparentan sostenerlos, oponiéndose á las sa- 
ludables limitaciones que le harán siempre 
padre de sus pueblos, y objeto de las bendi- 
ciones de sus súbditos. 

, Por tanto, señor, examínele V. M., dis- 
cútale , y perfecciónele ; y elevado después 
con su sanción á la naturaleza de ley fun- 
damental, preséntele á la Nación, que impa- 
ciente y ansiosa por saber su suerte futura, 
reclama del Congreso el premio de sus he- 
róicos sacrificios,. Dígale V. M. que en esta 
ley se contienen todos los elementos de su 
grandeza y prosperidad , y que si los gene- 
rosos sentimientos de amor y lealtad á su 
inocente y adorado Rey la obligaron á alzar- 
se para vengar el ultraje cometido contra su 
sagrada persona , hoy mas que nunca debe 
redoblar sus esfuerzos para acelerar el sus- 
pirado momento de restituirle al Trono de 
sus mayores , que reposa majestuosamente 
sobre las sólidas bases de una Constitución 
liberal . — Cádiz 24 de diciembre de 1811. 

D. FERNANDO VII por lo Gracia de 
Dios y la Constitución de la Monarquía 
española , Rey de las Españas , y en su 
ausencia y cautividad la Regencia del 
Reino, nombrada por las Cortes gene- 
rales y extraordinarias, á todos los que 
las presentes vieren y entendieren, sa- 
bed: Que las mismas Cortes lian decre- 
tado y sancionado la siguiente 
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En el nombre de Dios Todopoderoso , Pa- 
dre, Hijo y Espíritu Santo, autor y supremo 
legislador de la sociedad. 

Las Cortes generales y extraordinarias de 
la Nación española, bien convencidas, des- 
pués del mas detenido examen y madura de- 
liberación, de que las antiguas leyes funda- 
mentales de esta Monarquía, acompañadas 
de las oportunas providencias y precaucio- 
nes, que aseguren de un modo estable y per- 
manente su entero cumplimiento, podrán 
llenar debidamente el grande objeto de pro- 
mover la gloria, la prosperidad y el bien de 
toda la Nación, decretan la siguiente Consti- 
tución política , para el buen gobierno y rec- 
ta administración del Estado. 

TITULO PRIMERO. 

DE LA NACION ESPAÑOLA Y DE LOS ESPAÑOLES. 

CAP. I . — De la Nación española. 

Artículo 1 .° La Nación española es la re- 
unión de todos los españoles de ambos he- 
misferios. 

Art., 2.° La Nación española es libre é in- 
dependiente, y no es ni puede ser patrimo- 
nio de ninguna familia ni persona. 

Art 3.° La soberanía reside esencialmen- 
te en la Nación, y por lo mismo pertenece 
áesta exclusivamente el derecho de estable- 
cer sus leyes fundamentales. 

Art. 4. 6 La Nación está obligada á con- 
servar y proteger por leves sabias y justas la 
libertad civil, la propiedad y los demás dere- 
chos legítimos de todos los individuos que la 
componen. 

CAP. II . — De los españoles. 

Art. 5.° Son españoles 

i Todos los hombres libres nacidos y 


(i) Las Cortes ríe 1810 son un magnífico 
monumento de nuestras glorias nacionales. No 
pueden leerse, los diarios de sus discusiones y 
actas sin admirar el patriotismo,, la sabiduría 
y la prudencia de aquellos varones eminentes. 
Nosotros se las recomendamos á nuestros lec- 
tores. y contrayéndonos aquí á los debates que 
tuvieron lugar con motivo al proyecto de Cons- 
titución les indicaremos el tomo y página en 
que se encuentran los de cada capítulo. 

La discusión del título I se encuentra en 
los Diarios de agosto de 1811, tomo 8. , pági- 
nas 7, 45 y siguientes. 
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avecindados en los dominios de las Espadas, 
v Jos l)ijos de estos. 

" 2. ú Los extranjeros que hayan cútemelo 
de las Córtes carta de naturaleza. 

3 . " Los que sin ella lleven diez anos yle 
vecindad , ganada según la ley en cualquier 
punido de la Monarquía. 

4. ° Los libertos desde que adquieran la 
libertad en las Españas. 

Art. f>.“ El amor de la patria es una de 
las principales obligaciones cié todos los es- 
pañoles, v asimismo el ser justos y benéficos. 

Art. 7 V) Todo español está obligado á ser 
fiel á la Constitución, obedecer las leyes y 
respetar Jas autoridades establecidas. 

Art. S.° También está obligado todo es- 
pañol, sin distinción alguna, á contribuir en 
proporción de sus haberes para los gastos 
del Estado. 

Art. í).° Está asimismo obligado todo es- 
pañol á defender la patria con las armas, 
cuando sea llamado por la ley. 

TITULO Tí. 

DEL TERRITORIO DE LAS ESPAÑAS, SU RELIGION Y 
GOBIERNO, Y DE LOS CIUDADANOS ESPAÑOLES (4). 

CAP- I. — Del territorio de las Españas. 

Art. 10. El territorio español compren- 
de en la Península, con sus posesiones é is- 
las adyacentes, Aragón, Asturias, Castilla la 
Vieja, Castilla la Nueva, Cataluña, Córdoba, 
Extremadura, Galicia, Granada, Jaén, León, 
Molina, Murcia, Navarra, Provincias Vascon- 
gadas, Sevilla y Valencia, las islas Baleares y 
las Canarias con las demás posesiones dé 
Africa. En la América septentrional Nueva 
España con la Nueva Galicia y península de 
Yucatán, Goatemala, provincias internas de 
Oriente , provincias internas de Occidente, 
isla de Cuba con las dos Floridas , la parte 
española de la isla de Santo Domingo , y la 
isla do Puerto Rico con las demás adyacen- 
tes á estas val continente en uno y otro mar. 
En la América meridional la Nueva-Grana- 
na, Venezuela, el Perú, Chile, provincias del 
Rio de la Plata, y todas las islas adyacentes 
en e! mar Pacífico y en el Atlántico. En el 
Asia , Jas Islas Filipinas y las que dependen 
de su Gobierno. 

Art, 1 1 . be hará una división mas con- 
veniente del territorio español por una ley 
constitucional , luego que las circunstancias 
políticas de la Nación lo permitan. 


_ ÍL Las discusiones de los artículos de este 
título se encuentran en el tomo 8.°, pues. 41 i v 
siguientes. J 
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CAP. II . — De la religión (1). 

Art. 12. La religión de la Nación españo- 
la es y será perpétu amente la católica, apos- 
tólica’, romana , única verdadera. La Nación 
la protege por leyes sabias y justas, y prohíbe 
el ejercicio de cualquiera otra. 

CAP. III. — Del Gobierno (2). 

Art. 4 3. El objeto del Gobierno es la fe- 
licidad de la Nación, puesto que el fin de to- 
da sociedad política no es otro que el bienes- 
tar de los individuos que la componen. 

Art, 1 í. El Gobierno de la Nación espa- 
ñola es una Monarquía moderada heredi- 
taria. 

Art. 15. La potestad de hacer las leyes 
reside en las Cortes con el Rey. 

Art. 16. La potestad de hacer ejecutar 
las leyes reside en el Rey. 

Art. 17. La potestad de aplicar las leves 
en las causas civiles y criminales , reside “en 
los Tribunales establecidos por la ley. 

CAP. IV . — De los ciudadanos españoles (3). 

Art. 18. Son ciudadanos aquellos espa- 
ñoles que por ambas líneas traen su origen 
de los dominios españoles de ambos hemis- 
ferios, y están avecindados en cualquier pue- 
blo de los mismos dominios. 

Art. 19. Es también ciudadano el extrac- 
Iranjero que gozando ya de los derechos de 
español , obtuviere de ías Cortes carta espe- 
cial de ciudadano. 

Art. 20. Para que el extranjero. pueda 
obtener de las Cortes esta carta deberá estar 
casado con española, y haber traído ó fijado 
en las Españas alguna invención ó industria 
apreciable, ó adquirido bienes raíces por los 
que pague una contribución directa, ó esta- 
blecídostí en el comercio con un capital pro- 
pio y considerable ajuicio de las mismas Cór- 
tes , ó hecho servicios señalados en bien y 
defensa de la Nación. 

Art. 24. Son asimismo ciudadanos lo hi- 
jos legüimos de los extranjeros domiciliados 
en las Españas, que habiendo nacido en los 
dominios españoles, no hayan salido nunca 
fuera sin licencia del Gobierno, y teniendo 
veintiún años cumplidos se hayan avecinda- 
do en un pueblo de los mismos dominios, 
ejerciendo en él alguna profesión, oficio óin- 
: dustria útil. 

Art. 22. A los españoles que por cual- 
quiera línea son habidos y reputados por 


(!) Etiario de discusiones, tomo 8.°, p. Ü9. 

(2) Id. p. 4 25. 

(3) Id. p. 434. 
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originarios del Africa, les queda abierta la 
puerta de la virtud y del merecimiento para 
ser ciudadanos: en su consecuencia las Cor- 
tes concederán carta de ciudadano á los que ¡ 
hicieren servicios calificados á la patria , ó á 
los que se distingan por su talento, aplica- 
ción y conducta , con la condición de que 
sean hijos de legítimo matrimonio de padres 
ingenuos; de que estén casados con mujer 
ingénua^ y avecindados en los dominios de 
las Espurias, y de que ejerzan alguna profe- 
sión , oficio ó industria útil con un capital 
propio. 

Art. 23. Solo los que sean dúdanos po- 
drán obtener empleos municipales, y elegir 
para ellos en los casos señalados por la ley. 

«Art. 24. La calidad de ciudadano espa- í 
ño! se pierde: 

1 . ° Por adquirir naturaleza en país ex- 
tranjero. 

2. ° Por admitir empleo de otro Gobierno. 

3. ° Por sentencia en que se le impongan 
penas aflictivas ó infamantes, si no se obtíe- 1 
ne rehabilitación. 

4. ° Por haber residido cinco años conse- 
cutivos fuera del territorio español, sin co- 
misión ó licencia del Gobierno. 

Art. 25. El ejercicio de los mismos dere- 
chos se suspende : 

■1 ,° En virtud de interdicción judicial por 
incapacidad física ó moral. 

2. ° Por el estado de deudor quebrado, ó 
de deudor á los caudales públicos. 

3. ° Por estado de sirviente doméstico. 

4. ° Por no tener empleo, oficio ó modo 
de vivir conocido. 

5. ° Por hallarse procesado criminalmente. 

6. ° Desde el año de 1830 deberán saber 
leer y escribir los que de nuevo entren en el 
ejercicio de los derechos de ciudadano. 

Art. 26. Solo por las causas señaladas en 
los dos artículos precedentes se pueden per- 
der ó suspender los derechos de ciudadano, 
y no por otras.» 

TITULO III. 

DE LAS CORTES. (1) 

CAP. 1 . — Del modo de formarse las Cortes. 

Art. 27. Las Cortes son la reunión de to- 
dos los diputados que representan la Nación, 
nombrados por los ciudadanos en la forma 
que se dirá. 

(Las demás disposiciones de este capítulo 
establecen la base de población para la elec- 
ción de diputados y los capítulos II al \ tra- 


(1) Diario de discusiones; t. 8.°, pág. 256 y 
siguientes y en el 9.° 


439 

tan de las Juntas electorales de parroquia, do 
partido y de provincia.) 

CAP YL — De la celebración de las Cortes (2). 

Art. 104. Se juntarán las Cortes todos Jos 
años en la capital del Reino, en edificio des- 
tinado á este solo objeto. 

Art. 105. Cuando tuvieren por conve- 
niente trasladarse á otro lugar podrán hacer- 
lo con tal que sea á pueblo que no diste de 
la capital mas que doce leguas, y que con- 
vengan en la traslación las dos terceras par- 
te de los diputados presentes. 

Art. 106. Las sesiones de las Cortes en 
cada año durarán tres meses consecutivos, 
dando principio el dia l.° del mes de marzo. 

Art. 107. Las Cortes podrán prorogar 
sus sesiones cuando mas por otro mes en so- 
los dos casos; primero, a petición del Rey; 
segundo, si las Cortes lo creyeren necesario 
por una resolución de las dos terceras partes 
de los diputados. 

Art. 108. Los diputados se renovarán en 
su totalidad cada dos años. 

Art. 109. Si Ja guerra ó la ocupación de 
alguna parle del territorio de la Monarquía 
por el enemigo impidieren que se presenten 
á tiempo todos ó algunos de los diputados de 
una ó mas provincias, serán suplidos los que 
falten por los anteriores diputados de las 
respectivas provincias , sorteando entre sí 
hasta completar el número que Ies corres- 
ponda. 

Art. 110. Los diputados no podrán vol- 
ver á ser elegidos, sino mediando otra dipu- 
tación. 

Art. 111. AI llegar los diputados á la ca- 
■ pita) se presentarán á la Diputación perma- 
nente de Cortes, la que hará sentar sus nom- 
bres y de Ja provincia que los ha elegido, en 
un registro en la Secretaría de las mismas 
Cortes. 

Art. 112. En el año de la renovación de 
los diputados se celebrará el dia 15 de fe- 
brero á puerta abierta la primera Junta pre- 
paratoria , haciendo de presidente el que lo 
sea de la Diputación permanente, y de se- 
cretarios y escrutadores los que nombre Ja 
misma Diputación de entre los restantes in- 
dividuos que la componen. 

Art. M3. En esta primera Junta presen- 
tarán todos los diputados sus poderes, y se 
' nombrarán á pluralidad de votos dos comi- 
. siones, una (le cinco individuos para que 
i examine los poderes de todos los diputados; 


(2) Diario citado; tomo 9.°, pág. 39, y si- 
guientes. 
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v otra de tres para que examine los de estos 
cinco individuos de la comisión, 

A rt. 114. El día 20 del mismo febrero so 
celebrará también ;i puerta abierta la segun- 
da junta preparatoria, en la que las dos co- \ 
misiones informarán sobro la legitimidad de 
los poderes, habiendo tenido presentes las 
copias de las actas de las elecciones provin- 1 
cíales. 

Art. Ifl En esta Junta y en las demás 
que sean necesarias basta el día 25, se resol- 
verán definitivamente, y á pluralidad de vo- 
tos, las dudas que se susciten sobre la legiti- 
midad de los poderes y calidades de los di- 
putados. 

Art. 1 16. En o) año siguiente al de la re- 
novación de los diputados se tendrá la pri- 
mera .Tunta preparatoria el día 20 rio febre- 
ro, y basta el 25 las que se crean necesarias 
para resolver, en el modo y forma que se lia 
expresado en los tres arlículos precedentes, 
sobre la legitimidad de Jos poderes de los di- 
putados que de nuevo se presenten. 

Art. 117. En todos los años el día 25 do 
febrero se celebrará la última Junta prepa- 
ratoria , en la (pie se hará por todos los di- 
putados, poniendo la mano sobre los Santos ' 
Evangelios, el juramento siguiente : ¿Juráis 
defender y conservar la religión católica, 
apostólica, romana, sin admitir otra alguna 
en el Reino? — R. Sí juro.- — ¿Juráis guardar 
v hacer guardar religiosamente la Constitu- 
ción política de la Monarquía española, san- 
cionada por las Cortes generales y extraor- 
dinarias de la Nación en el año de mil ocho- 
cientos y doce?— R. Sí juro— ¿Juráis habe- 
ros bien y fielmente en el encargo que Ja 
nación os ha encomendado, mirando en todo 
por el bien y prosperidad de la misma na- 
ción? — R. Sí juro.- — Si así lo hiciereis , Dios 
os lo premie; y si no, os lo demande. 

Art. liS. En seguida se procederá a ele- 
gir de entre Jos mismos diputados, por es- 
crutinio secreto y á pluralidad absoluta de 
votos, un presidente , un vice-presidente y 
cuatro secretarios, con lo que se tendrán 
por constituidas y formadas las Cortes, y la 
Diputación permanente cesará en todas sus 
funciones. 

Art. 119. Se. nombrará en el mismo dia ■ 
una Diputación de veintidós individuos; y dos i 
de los secretarios , para que pase á dar parte . 
al Rey de hallarse constituidas las Cortes, y 
del presidente que han elegido, á fin de que 
manifieste si asistirá á la apertura de las Cór- 
tes, que se celebrará el dia 1." de marzo. 

Art. 120. Si el Rey se hallare fuera de 
la capital , se le hará esta participación por 
escrito y el Rey contestará del mismo modo. 
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Art.. 121 . El Rey asistirá por sí mismo á 
la apertura de las Cortes; y si tuviere impe- 
dimento, la hará el presidente el dia señala- 
do, sin que por ningún motivo pueda dife- 
rirse para otro. Las mismas formalidades 
se observarán para el acto de cerrarse las 
Córtes. 

Art . 122. En la Sala ele. las Cortes entra- 
rá el Rey sin guardia, y solo le acompañarán 
las personas que determine el ceremonial 
para el recibimiento y despedida del Rey, 
que se prescriba en el reglamento del go- 
bierno interior de las Corles. 

Art.. 123. El Rey hará un discurso, en el 
que propondrá á las Cortes lo que crea con- 
veniente; y al que el presidente contestará 
en términos generales. Si no asistiere el 
Rey, remitirá su discurso al presidente, para 
que por este se lea en las Córtes. 

Art.. 124. Las Córtes no podrán delibe- 
rar en la presencia del Rey. 

Art. 125. En los casos en que los Secre- 
tarios de despacho hagan á las Córtes algunas 
propuestas á nombre del Rey, asistirán á las 
discusiones cuando y del modo que las Cór- 
tes determinen, y hablarán en ellas; pero no 
podrán estar presentes á la votación. 

Art. 126. Las sesiones de las Córtes se- 
rán públicas y solo en los casos que exijan 
reserva podrá celebrarse sesión secreta. 

Art. 127. En Jas discusiones de las Cór- 
tes, y en todo lo demás que pertezca á su go- 
bierno y orden interior, se observará el re- 
glamento que se forme por estas Córtes ge- 
nerales y extraordinarias, sin perjuicio de. 
Jas reformas que las sucesivas tuvieren por 
conveniente hacer en él. 

Art. 128. Los diputados serán inviolables 
por sus opiniones, yen ningun tiempo ni 
caso, ni por ninguna autoridad podrán ser 
reconvenidos por ellas. En las causas crimi- 
nales, que contra ellos se intentaren, no po- 
drán ser juzgados sino por el Tribunal de 
Cortes en el modo y forma que se prescriba 
en el reglamento del gobierno interior de 
las mismas. Durante las sesiones de las Cór- 
tes, y un mes después, los diputados no po- 
drán ser demandados civilmente, ni ejecuta- 
dos por deudas. 

Art. 129. Durante el tiempo de su dipu- 
tación, contado para este efecto desde que 
el nombramiento conste en la permanente 
de Córtes, no podrán los diputados admitir 
para si, ni solicitar para otro, empleo algu- 
no de provisión del Rey , ni aun ascenso, 
como no sea de escala en su respectiva 
carrera. 

Art.. 130. Del mismo modo no podrán, 
durante el tiempo de su diputación, y un año 
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después del último acto de sus funciones, 
obtener para sí, ni solicitar para otro, pen- 
sión ni condecoración alguna que sea tam- 
bién de provisión del Rey. 

CAP. MI. —De las facultades de, las Corles (1), 

Art. 131. Las facultades de las Cor- 
tes son: 

Primera. Proponer y decretar las leyes, 
é interpretarlas y derogarlas en caso ne- 
cesario. 

Segunda. Recibir el juramento al Rey, 
al Principe de Asturias y á la Regencia, 
corno se previene en sus lugares. 

Tercera. Resolver cualquiera duda, de 
hecho ó de derecho, que ocurra en orden á 
la sucesión á la Corona. 

Cuarta. Elegir Regencia ó Regente del 
Reino cuando lo previene la Constitución, y 
señalar las limitaciones con que la Regencia 
ó el Regente han de ejercer la autoridad Real. 

Quinta, Hacer el reconocimiento público 
del Príncipe de As tirrias. 

Sexta. Nombrar tutor al Rey menor, 
cuando lo previene la Constitución. 

Sétima. Aprobar antes de, su ratificación 
los tratados de alianza ofensiva, los de sub- 
sidios, y los especiales de comercio. 

Octava. Conceder 6 negar la admisión de 
tropas extranjeras en el Reino. 

Novena. Decretar la creación y supresión 
de plazas en los Tribunales que establece la 
Constitución, é igualmente la creación y su- 
presión de los oficios públicos. 

Décima. Fijar todos los años á propuesta 
del Rey las fuerzas de tierra y de mar . de- 
terminando las que se hayan de tener en pié 
en tiempo de paz, y su aumento en tiempo 
de guerra. 

Dndécima. Dar ordenanzas al ejército, 
armada, y milicia nacional en todos los ra- 
mos que los constituyen. 

Duodécima. Fijar los gastos de la Admi- 
nistración pública. 

Décimatercia. Establecer anualmente las 
contribuciones é impuestos. 

Decima cuarta . Turnar caudales a présta- 
mo en casos de necesidad sobre el crédito de 
la Nación. 

Décimaquinta. Aprobar el repartimiento 
de las contribuciones entre las provincias. 

Décimasexta. Examinar y aprobar las . 
cuentas de la inversión de los caudales pu- ; 
blicos. 

Décirnasétima. Establecer las aduanas y 
aranceles de derechos. 

Décimaoctava. Disponer Jo conveniente 


POLITICA. (1812.) 441 

para la administración, conservación y ena- 
jenación de los bienes nacionales. 

Décimanona. Determinar el valor, peso, 
ley, tipo y denominación de las monedas. 

Vigésima. Adoptar el sistema que se juz- 
gue mas cómodo y justo de pesos y medidas. 

Vigésimaprima. Promover y fomentar to- 
da especie de industria, y remover los obs- 
táculos que la entorpezcan. 

Vigésimasegunda, Establecer el plan ge- 
neral de enseñanza pública en toda la Mo- 
narquía, y aprobar el que se forme para la 
educación del Príncipe de Asturias. 

Vigésimatercia. Aprobar los reglamentos 
generales para la policía y sanidad del Reino. 

, Vigésimacuarta. Proteger la libertad po- 
lítica de la imprenta. 

Vigésimaquinta. Hacer efectiva la res- 
ponsabilidad de los Secretarios del despacho 
i y demás empleados públicos. 

' Vigésimasexta. Por último, pertenece á 
las Cortes dar ó negar su consentimiento en 
todos aquellos casos~ y actos, para Jos que se 
previene en la Constitución ser necesario. 

CAP. VIII . — De la formación de, las leyes, y 
de la sanción Real (1). 

Art. 132. Todo diputado tiene la facultad 
de proponer á las Cortes los proyectos de 
ley, haciéndolo por escrito, y exponiendo 
las razones en que se funde. 

Art. 133. Dos dias á lo menos después 
de presentado y leído el proyecto de ley , se 
leerá por segunda vez y las Cortes delibera- 
rán si se admite ó no á discusión. 

Art. 131. Admitido á discusión, si la gra- 
vedad del asunto requiriese á juicio de las 
Cortes que pase previamente á una comisión, 
se ejecutara así. 

Art. 1 35. Cuatro dias á lo menos después 
de admitido á discusión el proyecto se leerá 
tercera vez, y se podrá señalar día para 
abrir Ja discusión. 

Art. 136. Llegado el día señalado para 
la discusión abrazará esta el proyecto en su 
totalidad, yen cada uno de sus artículos. 

Art. 137. Las Cortes decidirán cuando la 
materia está suficientemente discutida, y de- 
cidido que Jo está, se resolverá sí há lugar ó 
no á la votación. 

Art. 138. Decidido que há lugar a la vo- 
tación. se procederá á ella inmediatamente, 
admitiendo ó desechando en todo ó en parte 
el proyecto , ó variándole y modificándole 
según las observaciones que se hayan hecho 
en la discusión. 

Art. 139. La votación se hará á plurali- 


(i) Diario de discusiones, t. 9.°, p. 97. 


(1) Diario de discusiones, t. 9.°, p. 102. 
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dad absoluta de votos; y para proceder a ella 
será necesario que se hallen presentes a Jo 
menos la mitad y uno mas de la totalidad de 
jos diputados que deben componer las Cortes. 

Art. I í 0 . Si las Cortes desecharen un 
proyecto de ley en cualquier estado de su 
examen, ó resolveren que no debe proce- 
derse á Ja votación, no podrá volver á pro- 
ponerse en el mismo año. 

Art. lid. Si hubiere sido adoptado, se 
extenderá por duplicado en forma de ley, y 
se leerá en Jas Cortes: hecho lo cual , y fir- 
mados ambos originales por el presidente y 
dos secretarios, serán presentados inmedia- 
tamente al Rey por una diputación. 

Art. 142. El Rey tiene Ja sanción de Jas 
leyes. 

Art. 143. Da el Rey la sanción por esta 
fórmula, firmada de su mano: «Publíquese 
como ley.» 

Art, í 44. Niega el Rey la sanción por 
esta fórmula igualmente firmada de su ma- 
no: «Vuelva á las Cortes:» acompañando al 
mismo tiempo una exposición de las razones 
que ha tenido para negarla. 

Art. 145. Tendrá el Rey treinta días para 
usar de esta prerogativa: si dentro de ellos 
no hubiere dado ó negado la sanción, por el 
mismo hecho se entenderá que Ja ha dado, y 
la dará en efecto. 

Art. 140. Dada ó negada la sanción por 
el Rey, devolverá á las Cortes uno de los dos 
origínales con la fórmula respectiva, para 
darse cuenta en ellas. Este original se con- 
servará en el Archivo de las Cortes, y el du- 
plicado quedará en poder del Rey. 

Art. 147. Si el Rey negare' Ja sanción 
no se volverá á tratar del mismo asunto en 
las Cortes de aquel año; pero podrá hacerse 
en las del siguiente. 

_Art. 148. Si en las Cortes del siguiente 
año fuere de nuevo propuesto , admitido y 
aprobado el mismo proyecto, presentado que 
sea al Rey, podrá dar la sanción, ó negarla 
segunda vez en los términos de los arts. 143 
y 144; y en el último caso, no se tratará 
del mismo asunto en aquel año. 

Art. 149. Si de nuevo fuere por tercera 
vez propuesto, admitido y aprobado el mis- 
mo proyecto en las Cortes del siguiente año, 
por el mismo hecho se entiende que el Rey 
dala sanción; y presentándosele, la dará en 
efecto por medio de la fórmula expresada en 
en el art. 143. 

Art. 150. Si antes de que espire el tér- 
mino de treinta dias en que el Rey ha de dar 
ó negar la sanción, llegare el di a" en que las 
Córtes han de terminar sus sesiones , el Rey 
le dará ó negará en los ocho primeros de las 


sesiones de las siguientes Cortes: y si este 
término pasare, sin haberla dado, por esto 
mismo se entenderá dada, y la dará en efecto 
en la forma prescrita; pero si el Rey negare 
la sanción , podrán estas Córtes tratar del 
mismo proyecto. 

Art. 151. Aunque después de haber ne- 
gado el Rey la sanción á un proyecto de 
ley se pasen alguno ó algunos años sin que 
se proponga el mismo proyecto, como vuel- 
va á suscitarse en el tiempo de la misma 
diputación que le adoptó por la primera vez 
ó en el de las dos diputaciones que inmedia- 
tamente la subsigan , se entenderá siempre 
el mismo proyecto para los efectos de la san- 
ción del Rey, de que tratan los tres artícu- 
los precedentes, pero si en la duración de 
las tres diputaciones expresadas no volviere 
á proponerse, aunque después se reproduzca 
en los propios términos se tendrá por pro- 
yecto nuevo para los efectos indicados. 

Art. 152. Si la segunda ó tercera vez 
que se propone el proyecto dentro del tér- 
mino que prefija el artículo precedente, fue- 
re desechado por las Córtes , en cualquier 
tiempo que se reproduzca después , se ten- 
drá por nuevo proyecto. 

Art. 153. Las leyes se derogan con las 
mismas formalidades y por los mismos trá- 
mites que se establecen. 

CAP. IX. — Re la promulgación de las leyes ( 1 ). 

Art. 154. Publicada la ley en las Córtes, 
se dará de ello aviso al Rey, para que se 
proceda inmediatamente á su promulgación 
solemne. 

Art. 155. El Rey para promulgar las le- 
yes usará de la fórmula siguiente : N. (el 
nombre del Rey) por la gracia de Dios y por 
la Constitución de la Monarquía española, 
Rey de las Españas, á todos los que las pre- 
sentes vieren y entendieren, sabed: Que las 
Córtes han decretado, y Nos sancionamos lo 
siguiente (aquí el texto literal de la ley): Por 
lauto mandamos á todos los Tribunales, jus- 
ticias, jefes, Gobernadores y demás autori- 
dades, así civiles como militares y eclesiásti- 
cas, de cu al quiera clase y dignidad , que guar- 
den y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presénte ley en todas sus partes. Tendréislo 
entendido para su cumplimiento , y dispon- 
dréis se imprima, publique y circule. (Va 
dirigida al Secretario del despacho respec- 
tivo.) 

Art. i 56. Todas las leyes se circularán 
de mandato del Rey por los respectivos Se- 
cretarios del despacho directamente á todos 


(1) Diario de discusiones; t. 9.°, pág. 139. 
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y cada uno de los Tribunales Supremos y de 
las provincias, y ciernas jefes y autoridades 
superiores , que las circularán a las subal- 
ternas. 


GAP. X. — De la Diputación permanente de 
Cortes (1) . 

Art.. 157. Antes de separarse las Cortes 
nombrarán una Diputación, que se llamará 
Diputación permanente de Cortes, compues- 
ta de siete individuos de su seno , tres de las 
provincias de Europa, y tres de’ las de Ul- 
tramar , y el sétimo saldrá por suerte entre 
un diputado de Europa y otro de Ultramar. 

Art. 158. Al mismo tiempo nombrarán 
las Cortes dos suplentes para esta Diputa- 
ción, uno de Europa y otro de Ultramar. 

Art. 159. La Diputación permanente du- 
rará de unas Cortes ordinarias á otras. 

Art. 160. Las facultades de esta Diputa- 
ción son : 

1 . a Velar sobre la observancia de la Cons- 
titución y de las leyes , para dar cuenta á las 
próximas Corles de las infracciones que haya 
notado. 

2. a Convocar á Cortes extraordinarias en 
los casos prescritos por la Constitución. 

8. a Desempeñar las funciones que se se- 
ñalan en los arts. 111 y 112. 

4. a Pasar aviso á los diputados suplentes 
para que concurran en lugar de los propie- 
tarios y si ocurriere el fallecimiento ó impo- 
sibilidad absoluta de propietarios; y suplentes 
de una provincia , comunicar las correspon- 
dientes órdenes á la misma, para que proce- 
da á nueva elección. 

CAP. XI. — De (as Cortes extraordinarias (2)‘ 

Art. 101. Las Cortes extraordinarias se 
compondrán de los mismos diputados que 
forman las ordinarias durante los dos años 
do su diputación. 

Art. 162. La Diputación permanente de 
Cortes las convocará con señalamiento de dia 
en los tres casos siguientes: 

1. ° Cuando vacare la Corona. 

2. ° Cuando el Dev se imposibilitare de 
cualquiera modo para el Gobierno , ó quisie- 
re abdicar la Corona en el sucesor; estando 
autorizada en el primer caso la Diputación 
para tomar todas las medidas que estime 
convenientes , á fin de asegurarse de la in- 
habilidad del Rey. 

3..° Cuando én circunstancias críticas y 
por negocios arduos tuviere el Rey por con- 


veniente que se congreguen, y lo participare 
así á la Diputación permanente de Cortes. 

Art. 163. Las Cortes extraordinarias no 
entenderán sino en e! objeto para que han 
sido convocadas. 

Art. 164. Las sesiones de las Córtes ex- 
traordinarias comenzarán y se terminarán 
con las mismas formalidades que las ordi- 
narias. 

Art. 165. La celebración de las Córtes 
extraordinarias no estorbará la elección de 
nuevos diputados en el tiempo prescrito. 

Art. 166. Si las Córtes extraordinarias 
no^ hubieren concluido sns sesiones en el dia 
señalado para la reunión de las ordinarias, 
cesará las primeras en sus funciones, y las 
ordinarias continurán el negocio para que 
aquellas fueron convocadas. 

Art. 167. _ La Diputación permanente de 
Córtes continuará en las funciones que le es- 
tán señaladas en los arts. MI y 112 , en el 
caso comprendido en el articulo precedente. 

TITULO IV. 


DEL REY. 


CAP. I . — De la inviolabilidad del Rey y de su 
autoridad (1). 


Art. 1 68. La persona del Reyes sagrada 
¿inviolable, y no está sujeta á responsabi- 
lidad. 


Art. 169. El Rey tendrá e! tratamiento 
de Majestad Católica. 

A rt. 170. La potestad de hacer ejecutar 
las leyes reside exclusivamente en el Rey, y 
su autoridad se extiende á todo cuanto con- 
duce á la conservación del orden público en 
io interior, y á la seguridad del Estado en ¡o 
exterior , conforme á la Constitución y á las 
leyes. 

Art. 171. Además de la prerogaliva que 
compete al Rey de sancionar las leyes y pro- 
mulgarlas , le corresponden como principa- 
les las facultades siguientes : 

1 , a Expedir los decretos , reglamentos é 
instrucciones que crea conducentes para la 
ejecución de las leyes. 

2. a Cuidar de "que en todo el Reino se 
administre pronta y cumplidamente la jus- 
ticia. 

3. a Declarar la guerra, y hacer y ratifi- 
car la paz, dando después cuenta documen- 
tada á las Córtes. 

4. a Nombrar los magistrados de todos los 
Tribunales civiles y crimínales , á propuesta 
del Consejo de Estado. 


(!) Diario de discusiones, t. 9.°, p. 146. 
(2) Id. pta, y 462. 


(1) Diario de discusiones, t. 9. °, pág. 167 
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5. a Proveer lodos los empleos civiles y 

militares. , . , 

G , a Presentar para todos los Obispados, y 
p (1 ra todas las dignidades y beneficios ecle- 
siásticos de Real patronato, á propuesta del 
Consejo de Estado. 

7 . a Conceder honores y distinciones de 
toda clase, con arreglo á las leyes. 

8. a .Mandar los ejércitos y armadas , y 
nombrar los generales. 

9. a Disponer de la fuerza armada, distri- 
buyéndola como mas convenga. 

í 0 . Dirigir las relaciones diplomáticas y 
comerciales con las demás potencias, y nom- 
brar ios Embajadores, Ministros y Cón- 
sules. 

11. Cuidar de la fabricación de la mone- 
da, en la que se pondrá su busto y su nombre. 

12. Decretar la inversión de los fondos 
destinados á cada uno de los ramos de la ad- 
ministración p idílica. 

1 3. Indultar á los delincuentes , con arre- 
glo á Jas leyes. 

1 4. Hacer á las Cortes las propuestas de 
leyes ó de reformas que crea conducentes al 
bien de la Nación, para que deliberen en la 
forma prescrita. 

15. Conceder el pase , ó retener los de- 
cretos conciliares y bulas pontificias con el 
consentimiento de las Cortes, si contienen 
disposiciones generales ; oyendo al Consejo 
de Estado , si versan sobre negocios particu- 
lares ó gubernativos, y si contienen puntos 
contenciosos , pasando su conocimiento y 
decisión al Supremo Tribunal de Justicia para 
que resuelva con arreglo á las leyes. 

16. Nombrar y separar libremente los Se- 
cretarios de Estado y del Despacho. 

Art. 172. Las restricciones de la autori- 
dad del Rey son las siguientes : 

Primera. No puede el Piey impedir bajo 
ningún pretesto la celebración de las Cortes 
en las épocas y casos señalados por la Cons- 
titución , ni suspenderlas ni disolverlas, ni 
en manera alguna embarazar sus sesiones 
Y deliberaciones. Los que le aconsejasen ó 
auxiliasen en cualquiera tentativa para estos 
actos son declarados traidores y serán perse- 
guidos como tales. 

Segunda. No puede el Rev ausentarse 
del Reino sin consentimiento cíe las Cortes; 
y si lo hiciere, se entiende que lia abdicado 
la Corona. 

Tercera. No puede el Rey enajenar, ce- 
der, renunciar ó en cualquiera manera tras- 
pasar á otro la autoridad Rea!, ni alguna de 
sus prerogativas. 

Si por cualquiera causa quisiere abdicar 
el Trono en el inmediato sucesor, no lo 
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podrá hacer sin el consentimiento de la? 
Córtes. 

Cuarta. No puede el Rey enajenar ce- 
der ó permutar provincia, ciudad, villa ó lu- 
gar, ni parte alguna, por pequeña que sea 
del territorio español. 

Quinta. No puede el Rey hacer alianza 
ofensiva, ni tratado especia! de comercio con 
ninguna potencia extranjera sin el consenti- 
miento ele las Córtes. 

Sexta. No puede tampoco obligarse por 
ningún tratado á dar subsidios á ninguna 
potencia extranjera sin el consentimiento de 
las Córtes. 

Sétima. No puede el Rey ceder ni enaje- 
nar los bienes nacionales sin consentimiento 
de. las Córtes. 

Octava. No puede el Rey imponer por sí 
directa ni indirectamente contribuciones, ni 
hacer pedidos bajo cualquiera nombre ó para 
cualquier objeto que sea, sino que siempre 
los lian de decretar las Córtes. 

Novena. No puede el Rey conceder pri- 
vilegio exclusivo á personas ni corporación 
alguna. 

Décima. No puede el Rey tomar la pro- 
piedad de ningún particular ni corporación, 
ni turbarle en la posesión, uso y aprovecha- 
miento de ella, y si en algún caso fuere ne- 
cesario para un objeto de conocida utilidad 
común tomar la propiedad de un particular, 
no lo podrá hacer, sin que al mismo tiempo 
sea indemnizado, y se le dé el buen cambio 
á bien vista de hombres buenos. 

Undécima. No puede el Rey privar á 
ningún individuo de su libertad, ni imponer- 
le por sí pena alguna. El Secretario del des- 
pacho que firme la orden, y el juez gue la 
ejecute, serán responsables á la Nación, y 
castigados como reos de atentado contra la 
libertad individual. 

Solo en el caso de que el bien y seguridad 
del Estado exijan el arresto de alguna per- 
sona, podrá el Rey expedir órdenes al efecto; 
pero con la condición de que dentro de cua- 
renta y ocho horas deberá hacerla entregar 
á disposición del Tribunal ó juez compe- 
tente. 

Duodécima. El Roy antes de contraer 
matrimonio dará parte á las Córtes, para oh • 
tener su consentimiento; y si no lo hiciere, 
entiéndase que abdica á la Corona. 

Art. 173. El Rey en su advenimiento al 
Trono, y si fuere menor cuando entre á go- 
bernar él Reino, prestará juramento ante las 
Córtes bajo la fórmula siguiente: 

«N... (aquí su nombre) por la gracia de 
Dios y la Constitución de la Monarquía espa- 
ñola,' Rey de las Españas; juro por Dios y 
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por los Santos Evangelios que defenderé y 
conservaré Ja religión católica, apostólica, 
romana, sin permitir otra alguna en el Rei- 
no: que guardaré y haré guardar la Consti- 
tución política y leyes de la Monaruuía esna- 
ñoia, no mirando en cuanto hiciere sino al 
bien y provecho de ella: que no enajenaré, 
cederé ni desmembraré parte alguna deJ 
Reino: que no exigiré jamás cantidad alguna 
de frutos, dinero ni otra cosa, sino las que 
hubieren decretado las Cortes: que no tomaré 
jamás á nadie su propiedad, y que respetaré 
sobre todo la libertad política de la Nación, 
y la personal de cada individuo: y si en lo 
que he jurado, ó parte de ello, lo contrario 
hiciere, no debo ser obedecido, antes aque- 
llo en que contraviniere, sea nulo y de uin- . 
gun valor. Asi Dios me ayude, y sea en mi ■ 
defensa; y si no me lo demande.» 

CAP. II , — De la sucesión á la Corona (1). 

Art. 174. El Reino de las Espadas es in- 
divisible, y solo se sucederá en el Trono per- 
petuamente desde la promulgación de la 
Constitución por el orden regular de priino- 
genitura y representación entre los descen- 
dientes legítimos, varones y hembras, de las 
líneas que se expresarán. 

Art. 175. No pueden ser Reyes de las 
Espadas sido los que sean hijos legítimos ha- 
bidos en constante y legítimo matrimonio. 

Art. 170. En el mismo grado y línea los 
varones prefieren á las hembras, y siempre 
el mayor al menor; pero las hembras de me- 
jor línea ó de mejor grado en la misma línea 
pretieren á los varones de linea ó grado su- 
perior. 

Art. 177. El hijo ó hija del primogénito 
del Rey, en el caso de morir su padre sin 
haber entrado en la sucesión del Reino, pre- 
fiere á ios tíos, y sucede inmediatamente al 
abuelo por derecho de representación. 

Art. 178. Mientras no se extingue la lí- 
nea en que está radicada ta sucesión, no en- 
tra la inmediata. 

Art. 179. El Rey de las Espadas es el 
Sr. D. Fernando Yll de Borbou, que actual- 
mente reina. 

Art. 1 80. A falta del Sr. D. Fernando Yll 
de Borbon sucederán sus descendientes le- 
gítimos, así varones como hembras: á falta 
de estos sucederán sus hermanos, y líos 
hermanos de su padre, así varones como 
hembras, y los descendientes legítimos de 
estos por el órden que queda prevenido, 
guardando en todos el derecho de represeu- 

(1) Diario de discusiones; t. 9.°, pág. 30o. 


i tacion y la preferencia de las líneas anterio- 
res á las posteriores. 

i Art. 181. Las Cortes deberán excluir de 
¡ la sucesión aquella persona ó personas que 
sean incapaces para gobernar, ó hayan he- 
¡ ciiu cosa por que merezcan perder la Corona. 

: Art. 182. Si llegaren á extinguirse todas 

ias lineas que aquí se señalan, las Cortes 
liarán nuevos llamamientos, como vean, que 
mas importa á la Nación, siguiendo siempre 
¡ tí l órden y reglas de suceder aquí esLable- 
; cidas. 

Art. 183. Cuando la Corona haya de re- 
| caer inmediamente ó haya recaído en hem- 
| bra, no podrá esta elegir marido sin consen- 
timiento de las Cortes; y si Jo contrario hi- 
ciere, se entiende que abdica la Corona. 

Art. 184. En el caso de que llegue á rei- 
nar una hembra, su marido no tendrá auto- 
ridad ninguna respecto del Reino, ni ]»arte 
alguna en el Gobierno. 

CAP, IR. — De la menor edad del Rey , y de la 
Regencia R ) . 

Art. 185. El Rey es menor de edad bas- 
ta los diez y ocho años cumplidos. 

Art. ISO. Durante la menor edad del Rey 
será gobernado el Reino por una Regencia. 

Art. 187. Lo será igualmente cuando el 
Rey se halle imposibilitado de ejercer su au- 
toridad por cualquier causa física ó moral. 

Art. 188. Si el impedimento del Rey pa- 
sare de dos años, y el sucesor inmediato 
fuere mayor de diez y ocho, las Cortes po- 
drán nombrarle Regente del Reino en lugar 
de la Regencia. 

Al t. 189. En los casos en que vacare la 
Corona, siendo el Principe de Asturias me- 
nor de edad, hasta que se junten las Cortes 
extraordinarias, si no se hallaren reunidas 
las ordinarias, la Regencia provisional se 
compondrá de Ja Reina madre, si la hubiere, 
de dos diputados de la Diputación permanen- 
te de las Cortes, los nías antiguos por orden 
de su elección en la Diputación, y de dos 
consejeros del Consejo de Estado los mas 
antiguos, á saber: el decano y el que le siga: 
si no hubiere Reina madre, entrará en Ja Re- 
gencia el consejero de Estado tercero en an- 
tigüedad. 

Art. 190, La Regencia provisional será 
presidida por la Reina madre, si la hubiere; 
y en su defecto por el individuo de Ja Dipu- 
tación permanente de Lurtes que sea primer 
nombrado en ella. 

Art. 49i. La Regencia provisional no 


(1) Diario de discusiones, l. 8.°, p. 306. 
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despachará otros negocios que los que no 
admitan dilación, y no removerá ni nombra- 
rá empleados sino interinamente. 

Art. 4 92. Reunidas las Cortes extraordi- 
narias, nombrarán una Regencia compuesta 
de tres ó cinco personas. 

Art. 193. Para poder ser individuo de la 
Regencia se requiere ser ciudadano en el 
ejercicio de sus derechos; quedando exclui- 
dos Jos extranjeros, aunque tengan Carla de 
ciudadanos. 

Art.. i 94. La Regencia será presidida por 
aquel de sus individuos que Jas Cortes desig- 
naren ; tocando á estas establecer en caso 
necesario, si ha de haber ó no turno en la 
presidencia, y en qué términos. 

Art. 195. La Regencia ejercerá la autori- 
dad del Rey en los términos que estimen las 
Cortes. 

Art. i 96. Una y otra Regencia prestarán 
juramento según la fórmula prescrita en el 
artículo 173, añadiendo la clausula de que 
serán líeles al Rey; y Ja Regencia permanen- 
te añadirá además, que observará las condi- 
ciones que Je hubieren impuesto las Cortes 
para el ejercicio de su autoridad, y que cuan- 
do llegue el Rey á ser mayor, ó cese la im- 
posibilidad, le entregará el Gobierno del Rei- 
no bajo lq pena, si un momento io dilata, de 
ser sus individuos habidos y castigados como 
traidores. 

Art. 197. Todos los actos de la Regencia 
so publicarán en nombre del Rey. 

Art. 19S. Será tutor del Rey menor la 
persona que el Rey difunto hubiere nombrado 
en su testamento. Sí no Je hubiere nombra- 
do, será tutora la Reina madre mientras 
permanezca viuda. En su defecto será nom- 
brado el tutor por Jas Cortes. En el primero 
y tercer caso el tutor deberá ser natural del 
Reino. 

Art. 199. La Regencia cuidará de que la 
educación del Rey menor sea la mas conve- 
niente al grande objeto de su alta dignidad, 
y que se desempeñe conforme al plan que 
aprobaren las Cortes. 

Art. 200. Estas señalarán el sueldo que 
hayan de gozar los individuos de la Re- 
gencia. 

CAP. IV. — De la familia Real, y del reconoci- 
miento del Principe de Asturias {i). 

Art. 201, El hijo primogénito del Rey se 
titulará Príncipe de Asturias. 

Art. 202. Los demás hijos ó hijas del 
Rey serán y se llamarán Infantes de las Es- 
pañas. 


Art. 203. Asimismo serán y se llamarán 
Infantes de las Espadas los hijos é hijas del 
Principe de AsLúnas. 

Art. 204. A estas personas precisamen- 
te estará limitada la calidad de Infante de las 
Espadas, sin que pueda extenderse á otras. 

Art. 205. Los Infantes de las Espadas 
gozarán de las distinciones y honores que 
han tenido hasta aquí, y podrán ser nombra- 
dos para toda clase de destinos, exceptuados 
los de judicatura y la diputación de Córtes. 

Art. 206. El Príncipe de Asturias no po- 
drá salir del Reino sin consentimiento de las 
Córtes, y si saliere sin él, quedará por el mis- 
ino hecho excluido del llamamiento ú ¡a Co- 
rona. 

Art. 207. Lo mismo se entenderá, per- 
maneciendo fuera del Reino por mas tiempo 
que el prefijado en el permiso, si requerido 
para que vuelva, no lo verificare dentro del 
término que las Córtes señalen. 

Art. 208. El Príncipe de Asturias, los In- 
fantes é Infantas y sus hijos y descendientes 
que sean súbditos del Rey, no podran con- 
traer matrimonio sin su consentimiento y el 
de las Córtes, bajo la pena de ser excluidos 
del llamamiento á la Corona. 

Art. 209. De las partidas de nacimiento, 
matrimonio y muerte de todas las personas 
ele la familia Real, se remitirá una copia au- 
téntica á las Córtes, y en su defecto ála Di- 
putación permanente, para que se custodie 
en su Archivo. 

Art. 210. El Príncipe de Asturias será 
reconocido por las Córtes con las formalida- 
des que prevendrá el reglamento del Gobier- 
no interior de ellas. 

Art. 21 1 . Este reconocimiento se hará en 
las primeras Córtes que se celebren después 
de su nacimiento. 

Art. 212. El Príncipe de Asturias, lle- 
gando á la edad de catorce años , prestará 
juramento ante las Cortes bajo la fórmula 
siguiente: — « N. (aquí el nombre), Príncipe 
de Asturias juro por Dios y por los Santos 
Evangelios, que defenderé y conservaré la 
religión católica, apostólica, romana, sin per- 
mitir otra alguna en el Reino; que guarda- 
ré la Constitución política de la Monarquía 
española y que seré fiel y obediente al Rey. 
Así Dios me ayude.» 

CAP. Y. — Dotación de la familia Real (1). 

Art. 213. Las Córtes señalarán al Rey la 
dotación anual de su casa, que sea corres- 
pondiente á la alta dignidad de su persona. 

Art. 214. Pertenecen al Rey todos los 


(1) Diario de las discusiones, t, 9.°, p,341 
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palacios reales que han disfrutado sus prede- 
cesores, y las Cortes señalarán los terrenos 
que tengan por conveniente reservar para el 
recreo de su persona. 

Art. 2t5. Al Príncipe de Asturias desde 
el dia de su nacimiento, y á los Infantes é In- 
fantas desde que cumplan siete anos de edad, 
se asignará por las Cortes para sus alimentos 
la cantidad anual correspondiente á su res- 
pectiva dignidad. 

Art. 216, A las Infantas para cuando ca- 
saren señalarán las Cortes la cantidad que, 
estimen en calidad de dote; y entregada esta 
cesarán los alimentos anuales. 

Art. 217. A los Infantes, si casaren 
mientras residan en las Espadas, se les con- 
tinuarán los alimentos que les estén asigna- 
dos; y si casaren y residieren fuera, cesarán 
los alimentos, y se les entregará por una vez 
la cantidad que las Cortes señalen. 

Art. 21 S. Las Cortes señalarán los ali- 
mentos anuales que hayan de darse á la Rei- 
na viuda. 

Art. 219. Los sueldos délos individuos 
de la Regencia se tomarán de la dotación se- 
ñalada á la casa del Rey. 

Art. 220. La dotación de la casa del Rey 
y los alimentos de su familia, de que hablan 
los artículos precedentes, se señalarán por 
las Corles al principio de cada reinado , y no 
se podrán alterar durante él. 

Art. 221. Todas estas asignaciones son 
de cuenta de la Tesorería nacional, por la 
que serán satisfechas ai administrador que el 
Rey nombrare, con el cual se entenderán 
las acciones activas y pasivas, que por razón 
de intereses puedan promoverse. 

CAP. VI.— De los Secretarios de Estado y del 
despacho (1). 

Art. 222. Los Secretarios del despacho 
serán siete a saber: 

El Secretario del despacho de Estado. 

El Secretario del despacho de la Goberna- 
ción del Reino para la Península 6 Islas ad- 
yacentes. 

El Secretario del despacho de la Goberna- 
ción del Reino para Ultramar. 

El Secretario del despacho de Gracia y 
Justicia. 

El Secretario del despacho de Hacienda. 

El Secretario del despacho rio Guerra. 

El Secretario del despacho de Marina. 

Las Cortes sucesivas harán en este sistema 
de Secretarías del despacho la variación que 
la experiencia ó las circunstancias exijan. 

Art. 223. Para ser Secretario del despa- 
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cho se requiere ser ciudadano en ei ejercicio 
de sus derechos, quedando excluidos los ex- 
tranjeros, aunque tengan carta de ciuda- 
danos. 

Art. 224. Por un reglamento particular 
aprobado por las Cortes se señalaran á cada 
Secretaria los negocios que deban pertene- 
cería. 

Art, 225. Todas las órdenes del Rev 
deberán ir firmadas por el Secretario del des- 
pacho del ramo á que el asunto corresponda. 

Ningún Tribunal ni persona pública dará 
cumplimiento á la orden que carezca de este 
requisito. 

Art. 226. Los Secretarios del despacho 
serán responsables á las Cortes de las órde- 
nes que autoricen contra la Constitución ó las 
leyes, sin que les sirva de excusa haberlo 
mandado el Rey. 

Art. 227. Los Secretarios del despacho 
formarán ios presupuestos anuales de los 
gastos de la Administración pública, que se 
estime deban hacerse por su respectivo 
ramo, y rendirán cuentas de los que se hu- 
bieren hecho, en el modo fjue se expresará. 

Art. 228. Para ser efectiva la responsa- 
bilidad de ios Secretarios del despacho, de- 
cretarán ante todas cosas las Cortes que há 
lugar á la formación de causa. 

Art. 229. Dado este decreto, quedará 
suspenso el Secretario del despacho, y las 
Cortes remitirán al Tribunal Supremo de 
Justicia todos los documentos concernientes 
á la causa que haya de formarse por el mis- 
mo Tribunal, quien la sustanciara y decidirá 
con arreglo á las leyes. 

Art. 230. Las Corles señalarán el sueldo 
que deban gozar los Secretarios del despa- 
cho durante su encargo. 

CAP. VIL — Del Consejo de Estado (1). 

Art. 231. Habrá un Consejo de Estado 
compuesto de cuarenta individuos, que sean 
ciudadanos en eí ejercicio de sus derechos, 
quedando excluidos los extranjeros, aunque 
tengan carta de ciudadanos. 

Art. 232. Estos serán precisamente en 
la forma siguiente, á saber ; cuatro eclesiás- 
ticos, y no mas, de conocida y probada ilus- 
tración y merecimiento, de ios cuales dos 
serán Obispos: cuatro grandes de España, y 
no mas, adornados de las virtudes, talenf.'o y 
conocimientos necesarios; y los restantes 
serán elegidos de entre los sugetos que mas 
se hayan distinguido por su ilustración y co- 
nocimientos, ó por sus señalados servicios 
en alguno de los principales ramos de la ad- 


(1) Diario citado, t. 9, p. 415. 
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minisi ración y gobierno del Estarlo. Las Cór : 
tes no podrán proponer para estas plazas a 
ningún individuo que sea diputarlo tic Cor- 
íes aJ tiempo de hacerse la elección. De Jos 
individuos riel Consejo de Estado , doce á lo 
menos serán nacidos en Jas provincias de Ul- 
tramar. 

Art. 2.33. Todos los consejeros de Estado 
serán nombrados por el Rey á propuesta de 
las Cortes. 

Art. 234. Para ¡a formación de este Con- 
sejo se dispondrá en las Cortes lina lista tri- 
ple de todas las clases referidas eri Ja pro- 
porción indicada, de la cual el Rey elegirá 
los cuarenta individuos que han de compo- 
ner el Consejo de Estado, tomando Jos ecle- 
siásticos de la lista de su clase, los grandes 
de la suya, y así los demás. 

Art, 235. Cuando ocurriere alguna va- 
cante en el Consejo de Estado, Jas Cortes 
primeras que se ceiebren presentarán al Rey 
tres personas de la clase en que se hubiere 
veriiieado, para que elija la que le pareciere. 

Art. 23G. El Consejo de Estado es c! 
único Consejo del Rey, que oirá su dictamen 
en los asuntos graves gubernativos, y seña- : 
Indamente para dar ú negar la sanción á las 
leyes, declarar la guerra, y hacer los tratados. 

Art, 237. Pertenecerá á este Consejo ha- 
cer al Rey la propuesta por ternas para la 
presentación de todos los beneficios eclesiás- 
ticos y para Ja provisión de las plazas ele ju- 
dicatura. 

Al t. 238. El Rey formara un reglamen- 
para el gobierno del Consejo de Estado, 
oyendo previamente ai mismo ; y se presen- 
tará á las Cortes para su aprobación. 

Art, 239. Los consejeros de Estado no 
podrán ser removidos sin causa justificada 
ante el Tribunal Supremo de Justicia. 

Art. 240. Las Cortes señalarán el sueldo . 
que deban gozar los consejeros de Estado. 

Art. 241. Los consejeros de Estado, al 
tomar posesión de sus phzas, harán en ma- 
nos del Rey juramento de guardar la Consti- 
tución, ser fieles al Rey, y aconsejarle lo 
que entendieren ser conducente al bien de 
la Nación, sin mira particular ni interés pri- 
vado. 

TITULÓ V. 

HE LOS TRIBUNALES A DE LA ADMINISTRACION DE 
JUSTICIA EN LO CIVIL Y CRIMINAL (1). 

CAP. I . — De los Tribunales. 

Art. 242. La potestad de aplicar las le- 

(i) Diario citado, tomo 10, p. 109. y si- 
guientes. 

Las disposiciones de este título que están 
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yes eD las causas civiles y criminales perte-* 
nece exclusivamente á los Tribunales. 

Art. 243. Ni las Cortes ni el Rey podrán 
ejercer en ningún caso las funciones judi- 
ciales, avocar causas pendientes, ni mandar 
abrir ios juicios fenecidos. 

Art. 244. Las leyes señalarán el orden y 
las formalidades del proceso, que serán uni- 
formes en todos los Tribunales; y ni las Cor- 
tes ni el Rey podrán dispensarlas. 

Art. 245. Los Tribunales no podrán ejer- 
cer otras ¡unciones que las de juzgar y hacer 
que se ejecute lo juzgado. 

Ait. 246. Tampoco podrán suspender la 
ejecución de las leyes, ni hacer reglamento 
alguno para la administración de justicia. 

Art. 247. Ningún español podrá ser juz- 
gado en causas civiles m criminales por nin- 
guna comisión, sino por el Tribunal compe- 
tente, determinado con anterioridad por 
la ley. 

Art. 248. En los negocios comunes, ci- 
viles y criminales no habrá mas que un solo 
fuero para teda clase de personas. 

Art, 249. Los eclesiásticos continuarán 
gozando del fuero de su estado, en ios tér- 
minos que prescriben las leyes ó que en ade- 
lante prescribieren, 

Art. 250. Los militares gozarán también 
j de fuero particular, en los términos que 


hoy en vigor como ley, eran en la época en 
que se publicó la Constitución de una gran- 
dísima importancia c introducían en nues- 
tra antigua jurisprudencia notabilísimas me- 
joras que fueron después desenvolviéndose, 
por medio de muy oportunas. y sabias leyes, 
mientras rigió la misma Constitución desde 
el 19 de marzo de 18Í2, que se juró, hasta el 
famoso decreto de 4 de mayo de 1814, y desde 
el 9 de marzo de 4820 que se restableció hasta 
oi 1 de octubre de 1823 que volvió á anularse. 
Cuando por segunda vez se restableció en 13 de 
agosto de 1836 , todavía tenian grande impor- 
tancia sus disposiciones, y mas hasta la Cons- 
titución de 1837 en 18 de junio de este año; 
pero esta importancia fué decayendo desde en- 
tunáis, á pesar de la ley de 7-16 setiembre de 4837 
que deja en su fuerza como leyes las del títu- 
lo V, porque hoy todas ó casi todas están re- 
fundidas, ya en la Constitución de 184o, ya en 
el reglamento provisional, ya en las leyes es- 
tablecidas de las anteriores épocas constitucio- 
nales, ya en el Código penal y en la ley para 
su aplicación y en varias otras leyes y decre- 
tos, y ya, por último, en la ley de Lnj. civil. 8ín 
embargo, esta consideración no obsta para que 
paguemos aquí este tributo de justicia á los le- 
gisladores de 1812 que con su patriotismo y su 
sabiduría, á la vez que pusieron Ja piedra fun- 
damental de nuestra regeneración política, 
abrieron el camino de grandes reformas en la 
administración de justicia. 



CONSTITUCION 

previene la ordenanza ó en adelante previ- 
niere. 

Art. 251. Para ser nombrado magistrado 
ó juez so requiere haber nacido en el terri- 
torio español, y ser mayor de veinticinco 
anos. Las demas calidades que respectiva- 
mente deban estos tener serán determinadas 
por las leyes. 

Art. 252. Los magistrados y jueces no 
podrán ser depuestos de sus destinos, sean 
temporales ó perpetuos, sino por causa le- 
galmente probada y sentenciada, ni suspen- 
didos sino por acusación legalmente inten- 
tada. 

Art. 253. Si al Rey litigaren quejas con- 
tra algún magistrado, y lormadü expediente, 
parecieren tumiadas, podrá, oído el Consejo 
de Estado, suspenderle, haciendo pasar in- 
mediatamente ei expediente al Supremo Tri- 
bunal de Justicia, para que juzgue con arre- 
glo á las leyes. 

Art. 254. Tuda falta de observancia do 
las leyes que arreglan el proceso en io civil 
y en lo criminal, nace responsables perso- 
nalmente á los jueces que la cometieren. 

Art. 255. El soborno, ei cohecho y la 
prevaricación de ios magistrados y jueces 
producen acción popular contra los que los 
cometan. 

Art. 25G. Las Cortes señalarán á los ma- 
gistrados y jueces de tetras una dotación 
competente . 

Art. 257. La justicia se administrará en 
nombre dei Rey, y ias ejecutorias y provisio- 
nes de los Tribunales superiores se encabe- 
zaran también en su nombre. 

Art. 253. Ei Código civil y criminal y el 
de Comercio serán unos mismos para toda la 
Monarquía, sin perjuicio de ias variaciones 
que por particulares circunstancias podrán 
iiacer ias Cortes. 

Art. 25d. Habrá en la Córte un Tribu- 
nal, que se llamará Supremo Tribunal de 
Justicia. 

Art. 2(i0. Las Cortes determinarán el nú- 
mero de magistrados que han de componer- 
le. v las Saias en que lia de distribuirse. 

Art. 20 1 . Tuca á este Supremo Tribunal: 

Primero. Dirimir tudas ias coinjiefceueias 
de las Audiencias entre si en todo el territo- 
rio español y las de las Audiencias con los 
Triounaies especiales, que existan en la Pe- 
nínsula e islas adyacentes. En Ll tramar se 
dirimirán estas últimas según lo determina- 
ren ias leyes. 

Segundo. Juzgar álos Secretarios de Es- 
tado y del despacho, cuando las CórLes de- 
cretaren haber lugar é la formación de causa. 

Tercero. Conocer de todas las causas de 

Tomo i II. 
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separación y suspensión de los consejeros de 
instado y de (os magistrados de las Au- 
diencias. 

Cuarto. Conocer de ias causas criminales 
de los Secretarios de Estado v del despacho, 
do ios consejeros de Estado, y de los magis- 
trados de las Audiencias, perteneciendo ai 
Jele político mas autorizado la instrucción uei 
proceso para remitirlo á este Tribunal. 

Quinto. Conocer de todas Jas causas cri- 
minales que se promovieren contra los in- 
dividuos de osle Supremo Tribunal. Si llega- 
re el caso en que sea necesario hacer electiva 
Ja responsabilidad de este Supremo Tribu- 
nal, las Cortes, previa la formalidad esta- 
blecida en el art. 223, procederán á nombrar 
para este lin un Tribunal compuesto de nue- 
ve jueces, que serán elegidos por suerte de 
un número doblo. 

Sexto. Conocer de la residencia de todo 
empleado público que esté sujeto á ella por 
disposición de las leyes. 

Séptimo. Conocer de todos los asuntos 
contenciosos pertenecientes al Real patro- 
nato. 

Octavo. Conocer de los recursos de fuer- 
za de todos los Tribunales eclesiásticos su- 
periores de la córte. 

Noveno. Conocer de los recursos de nu- 
lidad, que se interpongan contra Jas senten- 
cias dadas en última instancia para el pre- 
ciso efecto <ie reponer eí jiroceso, devolvién- 
dolo, y hacer electiva la responsabilidad de 
que trata eJ art. 254. Por lo relativo á LE 
tramar, de estos recursos se conocerá en las 
Audiencias en la forma que se dirá en su 
lugar. 

Décimo. Oir las dudas de los demás 'tri- 
bunales subre la inteligencia de alguna ley, 
y consultar sobre ellas al Rey con los funda- 
j montos que hubiere, para que promuévala 
\ conveniente declaración en las Cortes, 
i Lndéeiiüo. Examinar las listas de las Cau- 
:us civiles y criminales que deben remi- 
tirle las Audiencias para promover la prouta 
administración de justicia , pasar copia de 
ellas para el mismo efecto ai Gobierno, y 
disponer sil publicación por medio de la im- 
prenta. 

Art. 202. Todas las causas civiles y cri- 
minales se fenecerán dentro del territorio de 
cada Audiencia. 

Art. 203. Pertenecerá á las Audiencias 
conocer de todas las causas civiles de los 
Juzgados inferiores de su demarcación en 
segunda y tercera instancia, y lo mismo de 
las criminales, según lo determinen las leyes; 
y también fie las causas de suspensión y se- 
paración de los jueces inferiores de su terri- 

1 '29 
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torio, en el modo que prevengan las leves, 
dando cuenta al Rey. 

Arf. 26 L Los magistrados que hubieren 
Callado en la segunda instancia, no podrán 
asisiir á ¡a vista del mismo pleito en la tercera. 

Arl. 265. Pertenecerá también á las Au- 
diencias conocer de las competencias entre 
todos los jueces subalternos de su territorio. 

Arl. 26b. Les pertenecerá asimismo co- 
nocer de los recursos de tuerza, que se intro- 
duzcan de ios Tribunales y autoridades ecle- 
siásticas de su territorio. 

Arl. 267. Les corresponderá también re- 
cibir de lodos los jueces subalternos de su 
territorio avisos puntuales de Jas causas que 
se formen por delitos y listas de las causas 
civiles y criminales pendientes en su Juzga- 
do, con expresión d'd estado de unas y otras, 
¡í fin de promover la mas pronta administra- 
ción de justicia. 

Art. 2 1¡ 8 . A las Audiencias de Ultramar 
les corresponderá además el conocer de los 
recursos de nulidad, debiendo estos interpo- 
nerse, en aquellas Audiencias que tengan su- 
ficiente número para la formación de tres 
Salas, en la que no haya conocido de la cau- 
sa en ninguna instancia. En las Audiencias 
que no consten de este número de ministros, 
se. interpondrán eslos recursos de una á otra 
de las comprendidas en el distrito de una 
misma gobernación superior, y en el caso de 
que en este no hubiere mas que una Audien- 
cia, irán ¡1 la mas inmediata de otro distrito. 

Art. 269. Declarada la nulidad, la Au- 
diencia que ha conocido de ella dará cuenta 
con testimonio que contenga los insertos 
convenientes, al Supremo Tribunal de Jus- 
ticia para hacer efectiva Ja responsabilidad 
de que trata el art. 25 í . 

Art. 270. Las Audiencias remitirán cada 
ano al Supremo Tribunal de Justicia listas 
exactas de las causas civiles, y cada seis me- 
ses de las criminales, así fenecidas como 
pendientes, con expresión del estado que 
estas tengan, incluyendo las que hayan re- 
cibido de los Juzgados inferiores. 

Art. 27 i . Se determinará por leyes y re- 
glamentos especiales el número de Jos ma- 
gistrados de las Audiencias, que uo nocirán 
ser menos de siete, la forma de estos Tribu- 
nales, y el lugar de su residencia. 

Arl. 272. Cuando llegue el caso de ha- 
cerse la conveniente división del territorio 
español, indicada en el art. 11, se determi- 
nará con respecto á ella el número de Au- 
diencias que han de establecerse, v se les 
señalará territorio. 

Art. 273. Se establecerán partidos pro- 
porcional mente iguales, y en cada cabeza de 


partido habrá un juez de letras con un .luz. 
gado correspondiente. 

Art. 274. Las facultades de estos Jueces 
se limitarán precisamente á lo contencioso 
y Jas leyes determinarán las que lian de per- 
fene-erles cu la capital y pueblos de su par- 
tido, como también hasta de que cantidad 
podrán conocer en los negocios civiles sin 
apelación. 

AÜ 22^. En todos los pueblos se esta- 
blecer imAlcai des, y las leyes determinarán 
la extensión de sus facultades, así en io con- 
tenciosíLcomo en io económico. 

Art. 276. Todos los Jueces de los Tribu- 
nales inferiores deberán dar cuenta, amas 
tardar dentro de tercero día, á su respectiva 
Audiencia de las causas que se tormén por 
delitos cometidos en su territorio, y después 
continuarán dando cuenta de su estado en 
las épocas que la Audiencia les prescriba. 

Art. 277. Deberán asimismo remitir á 
la Audiencia respectiva listas generales cada 
seis meses de las causas civiles y cada tres 
meses de las criminales, que pendieren en 
sus Juzgados, con excepción de su estado. 

Art. 278. Las leyes decidirán si liado 
haber Tribunales especiales para conocer de 
determinados negocios. 

Arl. 279. Los magistrados y jueces al 
tomar posesión de sus plazas jurarán guar- 
dar Ja Constitución, ser beles al Rey, obser- 
var las leyes, y administrar im parcial mente 
la justicia. 

CAP. 11 . — De la administración de justicia en 
lo civil (Ij. 

Art. 280. No se podrá privar á ningún 
español del derecho de terminar sus diferen- 
cias por medio de jueces arbitros, elegidos 
por ambas partes. 

Art. 281. La sentencia que dieren los 
árbitros se ejecutará, si las partes al hacer el 
compromiso no se hubieren reservado el de- 
recho de apelar. 

Arri. u > 82. El Alcalde de cada pueblo ¡ 
ejercerá "en él el oficio de conciliador ; y el 
que tenga que demandar por uegueios civi- 
les ó por injurias deberá presentarse á él 
con este objeto. — — •* 

-A i.l. 28 :V- El Alcalde con ños hombres 
buenos, nombrados uno por cada parle, oirá 
al demandante y al demandado, se enterará 
délas razones en que respectivamente apo- 
yen su intención; y tomará, oido el dictamen 
de los dos asociados, la providencia que le 
parezca propia para el fin de terminar el liti- 
gio sin mas progreso, como se terminará en 


tlj Diario citado, t. iü, p 299. 
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efecto, si las partes se aquietan con esta de- 
cisión extrajudicial . 

Arf. 284. Sin hacer constar que se ha 
imantado el medio de ia conciliación, no se 
entablará pleito ninguno. 

Art. -38 5. En todo negocio, cualquiera 
que sea su cuantía, habrá á lo mas tres ins- 
tancias y tres sentencias definitivas pronun- 
ciadas en ellas. Cuando la tercera instancia 
se interponga de dos sentencias conformes, 
el número de jueces que haya de decidirla, 
deberá de ser mayor que el que asistió á la 
vista de la segunda, en la forma que lo dis- 
ponga la ley, á esta loca también determinar 
atendida la entidad de los negocios, y la na- 
turaleza y calidad de los diferentes juicios, 
qué sentencia ha de ser la que en cada uno 
deba causar ejecutoría ( i ). 

CAP. 111. — De la administración da justicia en 
lo criminal ( 2 ;. 

Art. 286, Las leyes arreglarán la admi- 
nistración de justicia en lo criminal, de ma- 
nera que el proceso sea formado con breve- 
dad, y sin vicios; á lin de que los delitos sean j 
prontamente castigados. 

Art. 287. Ningún español podrá ser pre- 
so sin que preceda información sumaria del 
hecho, por el que merezca según la ley 
ser castigado con pena corporal, y asimismo 
un mandamiento del juez por escrito, que se 
notificará en el acto mismo de la prisión. 

Art. 288. Toda persona deberá obedecer 
estos mandamientos: cualquiera resistencia 
será reputada delito grave. 

Art. 280. Cuando hubiere resistencia ó 
se temiere Ja fuga se podrá usar de la fuerza 
para asegurar la persona. 

Art. 290. El arrestado, antes de ser pues- 
to en prisión, será presentado al juez, siem- 
pre que no haya cosa que lo estorbe, para 
que le reciba declaración, mas si esteno pu- 
diere verificarse, se le conducirá á la cárcel 
en calidad de detenido, y el juez le recibirá 
la declaración dentro de veinticuatro horas. 

Art. 291. La declaración del arrestado 
será sin juramento, que á nadie ha de lomar- 
se en materias criminales sobre hecho propio. 

Art. 292. En frayanti lodo delincuente ; 
puede ser arrestado, y lodos pueden arres- ' 
larle y conducirle á ia presencia del juez: 
presentado ó puesto en custodia se procede- 
rá en todo, como se previene en los dos ar- 
tículos precedentes. 

Art. 293. Si se resolvierc que el arresta- 


(1) Diario ciuuio, l. 1U, j¡j. 393, 423, 443, 4id. 
(i/ Diario citado, t. 10, p. 34o. 
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do se le ponga en la cárcel, ó que perma- 
nezca en ella en calidad de preso, se pro- 
veerá auto motivado, y de él se entregará co- 
pia al alcaide, para que la inserte en el libro 
de presos, sin cuyo requisito no admitirá el 
alcaide á ningún preso en calidad de tal, bajo 
la inas estrecha responsabilidad. 

Art. 294. Solo se hará embargo de bie- 
nes cuando so proceda por delitos que lleven 
consigo responsabilidad pecuniaria, y en pro- 
porción á Ja cantidad á que esta puede exten- 
derse. 

Ar. 295. No será llevado á la cárcel el 
. que dé fiador en los casos en que la ley no 
prohíba expresamente que se admita la lianza. 

Art. 29(1. En cualquier oslado de la cau- 
sa que aparezca que no puede imponerse al 
preso pena corporal, se le pondrá en libertad 
dando lianza. 

Art. 297. Se dispondrán las cárceles de 
manera que sirvan para asegurar y no mo- 
lestar á los presos; así el alcaide tendrá á es- 
tos en buena custodia, y separados los que 
el juez mande tener en comunicación, pero 
nunca en calabozos subterráneos ni mal sanos. 

Art. 298. La ley determinará la frecuen- 
cia con que ha de hacerse la visita de cárce- 
les, y no habrá [iroso alguno que deje de pre- 
sentarse á ella bajo ningún pretexto. 

Art. 299. El juez, y el alcaide que falta- 
ren á lo dispuesto en los artículos preceden- 
tes, serán castigados como reos de deten- 
ción arbitraria, la que será comprendida co- 
mo delito en el Código criminal. 

Art. 300. Dentro de las veinticuatro ho- 
ras se manifestará al tratado corno reo ia 
causa de su prisión, y eí nombre de .su acu- 
sador, sí lo hubiere. 

Art. 301. Al tomar la confesión al trata- 
do como reo, se le leerán íntegramente todos 
los documentos y Ja declaraciones de ios tes- 
tigos, con los nombres de estos; y si por ellos 
no los conociere se le darán cuantas indicias 
pidan para venir en conocimiento de quie- 
nes son. 

Art. 302. El proceso de allí en adelante 
será público en el modo y forma que deter- 
minen las leyes. 

Art. 303. ’ No se usará nunca del tormen- 
to ni de los apremios. 

Art. 304. Tampoco se impondrá la pena 
de confiscación de bienes. 

Art. 305. Ninguna pena que se imponga 
por cualquiera delito que sea, ha de ser tras- 
cendental por término ninguno ;í la familia 
del que la sufre, sirio que tendrá todo su 
electo precisamente sobre el queda mereció. 

Art. 306. No podrá ser allanada la casa 
de ningún español, sino en los casos que de- 
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termine Ja ley para el buen órden y seguri- 
dad del Estado. 

Ari. 307. Si con el tiempo creyeren Jas 
Cortes que conviene haya distinción entre 
] us jueces del hecho y del derecho, la esta- 
blecerán en la forma que juaguen condu- 
cen te. 

Art. 308. Si en circunstancias extraor- 
dinarias la seguridad del Estado exigiese, 
en toda la Monarquía ó en parto de ella, la 
suspensión de algunas de las formalidades 
prescritas en este capítulo para el arresto de 
los delincuentes, podrán las Cortes decre- 
tarla por un tiempo determinado. 

TÍTULO VI. 

DEL G013I1SKNQ INTLIilOU DE LAS I'UOVINCIAS Y DE 

LOS PUEBLOS. 

CAP. I. — De los Ayuntamientos (I). 

Art. 309. Pura el gobierno interior de los 
pueblos habrá Ayuntamientos compuestos 
del Alcalde ó Alcaldes, Jos regidores y el 
procurador síndico, y presididos por el Jefe 
político donde lo hubiere, y en su delecto 
por el Alcalde o el primer nombrado entre 
estos, si hubiere dos. 

Art. 31 U. Se pondrá Ayuntamiento en 
Jos pueblos que no le tengan, y en que con- 
venga le haya, no pudiendo dejar de haber- 
le eu ios que por sí ó con su comarca lleguen 
á mil almas, y también se les señalará tér- 
mino correspondiente. 

Art. 311. Las leyes determinarán el nú- 
mero de individuos de cada clase de que han 
de componerse los Ayuntamientos de los pue- 
blos con respecto ú su vecindario. 

Art. 312. Los Alcaldes, regidores y pro- 
curadores síndicos se nombrarán por elec- 
ción en ios pueblos, cesando los regidores y 
demás que sirvan oiicíos perpetuos de ios 
Ayuntamientos, cualquiera que sea su título 
y denominación. 

Art. 313. Todos los años en el mes de 
diciembre se reunirán ios ciudadanos de ca- 
da pueblo, para elegir á pluralidad de votos, 
con proporción á su vecindario, determina- 
do número de electores, que residan en el 
mismo pueblo y estén en el ejercicio de los 
derechos de ciudadano. 

Art. 314. , Los electores nombrarán en el 
misino mes á pluralidad absoluta de votos el 
Alcaide ó Alcaldes, regidores y procurador ó 
procuradores síndicos, para que entren á 
ejercer sus cargos el primero de enero del 
siguiente año. 

(i) Diario citado, t. íi, p. 210. 


Art. 315. Los Alcaldes se mudarán todos 
los años, los regidores por mitad cada año v 
lo mismo los procuradores síndicos donde 
haya dos: si hubiere solo uno, se mudará to- 
dos los años. 

Art. 31 G El que hubiera ejercido cual- 
quiera de estos cargos no podrá volver á ser 
elegido para ninguno de ellos sin que pase 
por Jo menos dos años, donde el vecindario 
lo permita. 

Art. 317. Para ser Alcalde, regidor ó 
procurador síndico, además de ser ciudada- 
no en el ejercicio de sus derechos, se requie- 
re ser mayor de veinticinco años, con cinco 
á lo menos de vecindad y residencia en el 
pueblo. Las leyes determinarán las demás 
calidades que han de tener estos empleados. 

Art. 318. No podrá sor Alcalde, regidor 
ni procurador sindico ningún empleado pú- 
blico de nombramiento del Rey, que esté eu 
ejercicio, no entendiéndose comprendidos en 
esta regla los que sirvan en las milicias na- 
cionales. 

Art. 319. Todos los empleos municipa- 
les referidos serán carga concejil, de que na- 
die podrá excusarse sin causa legal. 

Art. 320. Habrá un Secretario en todo 
Ayuntamiento, elegido por este á pluralidad 
absoluta de votos, y doLado de los fondos del 
común. 

Art. 321. justará á caxgXL. de los Ayunta - 
m ientos: * 

■“Iñañiéró. La policía de salubridad y co- 
modidad. 

Segundo. Auxiliar al Alcalde en todo lo 
que pertenezca á la seguridad de las perso- 
nas y bienes de los vecinos, y á la conserva- 
ción dei órden público. 

Tercero. La administración é inversión 
de ios caudales de propios y arbitrios confor- 
me á i'as leyes y reglamentos, con el cargo 
de nombrar depositario bajo responsabilidad 
de los que le nombran. 

Cuarto. Hacer el repartimiento y recauy 
dación ele las contribuciones, y remitirlas a 
la Tesorería respectiva. 

Quinto. Cuidar de todas las escuelas de 
primeras letras y de los demás establecimien- 
tos de educación que se paguen de los fon- 
dos del común. 

Sexto. Cuidar de los hospitales, hospi- 
cios, casas de expósitos y demás estableci- 
mientos de benelicencia, bajo las reglas que 
se prescriban. 

Séptimo. Cuidar de la construcción y re- 
paración de los caminos, calzadas, puentes y 
cárceles, de los montes y plantíos del común, 
y de todas las obras públicas de necesidad, 
utilidad y ornato. 
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Octavo. .Formar las ordenanzas munici- 
plgs^del pueblo, y .presentarlas á las Cortes 
ftai£L S.u, aprobación por medio de la Diputa- 
ción provincial, que las acompañará con su 
informe.. 

Noveno. Promover la agricultura , la in- 
dustria y el comercio según la localidad y 
circunstancias de los pueblos, y cuanto les 
sea útil y beneficioso. 

Art. 322. Si se ofrecieren obras ú otros 
objetos de utilidad común , y por no ser su- 
ficientes los caudales de propios fuere nece- 
sario recurrir á ¡mbi trios , no podrán impo- 
nerse estos, sino obteniendo por mediopela 
Diputación provincial la aprobación de las 
Cortes. En el caso de ser urgente la. obra ú 
objeto á que se destinen , podrán los Ayun- 
tamientos usar interinamente de ellos con 
el consentimiento de la misma Diputación, 
mientras recae la resolución de las Cortes. 
Estos arbitrios se administrarán en todo 
como los caudales de propios, v- & 

Art. 323. Los Ayuntamientos desempe- 
ñarán todos estos encargos bajo la inspec- 
ción. de la. Diputación provincial,' á quien re n-” 
dirán cuenta justificada cada año de los cau- 
dales públicos que hayan recaudado é in- 
vertido. 

CAP. TI.— Del Gobierno político de los provin- 
cias y de las Diputaciones provinciales (I). 

Art. 324. El Gobierno político de las pro- 
vincias residirá en el jefe superior, nombra- 
do por el Rey en cada una de ellas. 

Art. 325. En cada provincia habrá una 
Diputación llamada provincial, para promo- 
ver su prosperidad , presidida por el jefe su- 
perior. 

Art. 326. Se compondrá esta Diputación 
del presidente, del intendente y de siele in- 
dividuos elegidos en la forma que se dirá, sin 
perjuicio de que las Cortes en lo sucesivo 
varien este número como Jo crean conve- 
niente, ó ío exijan las circunstancias, hecha 
que sea la nueva división de provincias de 
que trata el art. H. 

Art. 327. La Diputación provincial se re- 
novará cada dos años por mitad, saliendo 
la primera vez el mayor número, y la segun- 
da el menor, v así sucesivamente. 

Art. 328. La elección de estos individuos 
se hará por los electores de partido al olro 
dia de haber nombrado los diputados de Cor- 
tes. por el mismo orden con que estos se 
nombran. 

Art. 329. Al mismo tiempo y en la mis- 


ma forma se elegirán tres suplentes para 
cada Diputación. 

Art,. 330. Para ser individuo de la Dipu- 
tación provincial se requiere ser ciudano en 
el ejercicio de sus derechos, mayor de vein- 
ticinco años, natural ó vecino de la provin- 
cia con residencia á lo menos de siete años, 
y que tenga lo suficiente para mantenerse 
con decencia : y no podrá serlo ninguno de 
los empleados de nombramiento del Rey, 
de que trata el art. 318. 

Art. 331. Para que una misma persona 
pueda ser elegida según vez, deberá haber 
pasado á lo menos el tiempo de cuatro años 
después de haber cesado en sus funciones. 

Art. 332. Cuando eJ jefe superior de la 
provincia no pudiere presidir la Diputación, 
la presidirá el intendente , y en su defecto el 
vocal que fuere primer nombrado. 

Art. 333. La Diputación nombrará un se- 
cretario, dotado de los fondos públicos de la 
provincia. 

Art. 334. Tendrá la Diputación en cada 
año á lo mas noventa dias de sesiones distri- 
buidas en las épocas que mas convenga. En 
la Península deberán hallarse reunidas las 
Diputaciones para el I.° de marzo, y en Ul- 
tramar para el l.° de junio. 

Art. 335. Tocará á estas Diputaciones: 

Primero. Intervenir y aprobar el repar- 
timiento hecho á los pueblos de las contri- 
buciones que hubieren cabido á la provincia. 

Segundo. Velar sobre la buena inversión 
de los fondos públicos de los pueblos v exa- 
minar sus cuentas , para que con su visto 
Bueno recaiga la aprobación superior, cui- 
dando de que en lodo se observen las leyes 
yTeglamentos. 

Tercero. Cuidar de que se establezcan 
Ayuntamientos donde corresponda los haya 
conforme alo prevenido en el art. 310. 

Cuarto. Sí se ofrecieren obras nuevas de 
utilidad común de la provincia , ó la repara- 
ción de las antiguas, proponer al .Gobierno 
los arbitrios que crean irías convenientes 
para su ejecución , á fin de obtener el cor- 
respondiente permiso de las Cortes. /■* .-,5*' 

En Ultramar, si la urgencia de las obras 
públicas no permitiese esperar la resolución 
de las Cortes, podrá la Diputación con ex- 
preso asenso del jefe de la provincia usar 
desde luego de los arbilrios, dando inmedia- 
tamente cuenta al Gobierno para Ja aproba- 
ción de las Corles. 

Para la recaudación de los arbitrios la Di- 
putación, bajo su responsabilidad , nombrara 
depositario, v las cuentas de la, inversión., 
examinadas por la Diputación, se remitirán- 
ai Gobierno para que las haga, reconocer y 


(1) Diario citado, t. 11, p. 236. 
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ú'losar, y finalmente las pase á las Córtes para 

su aprobación. . 

Ouínto. Promover la educación de la ju- 
ventud conforme á los planes aprobados, y 
lomen lar la agricultura, la industria y el co- 
mercio , protegiendo á los inventores de 
nuevos descubrimientos en cualquiera de 
estos ramos. 

Sexto. Dar parte al Gobierno de los.ab.tJr 
so¡i que noten en la administración de las 
rentas públicas,.. 

Séptimo. Formar e! censo y la estadística 
de las provincias. t»> 

Octavo. Cuidar de pue los establecimien- 
tos piadosos- y de beneficencia llenen su res- 
pectivo objeto, proponiendo al Gobierno las 
reglas que estimen conducentes para la re- 
forma de los abusos que observaren. 

Noveno. Dar parle á las Córtes de las in- 
fracciones de la Constitución que se noten en 
la provincia. 

Décimo. Las Diputaciones de las provin- 
cias de Ultramar velarán sobre la economía, 
orden y progresos de las misiones para la 
conversión de los indios infieles, cuyos en- 
cargados les darán razón de sus operaciones 
en este ramo, para que se eviten los abusos: 
todo lo que las Diputaciones pondrán en no- 
ticia del Gobierno. 

Arf . .33.0, Si alguna Diputación abusare 
de sus facultades, podrá el Rey suspender á 
los vocales que Ja componen, dando parte á 
las Córtes de esta disposición, y de los moti- 
vos de ella para la determinación que cor- 
ponda : durante la suspensión entrarán en 
funciones los suplentes. 

Art. 337. Todos los individuos de los 
Ayuntamientos y de las Diputaciones de pro- 
vincia, al entrar en el ejercicio de sus fun- 
ciones, prestarán juramento, aquellos en ma- 
nos del Jefe político, donde le hubiere, ó en 
su defecto dei Alcalde que fuere primer nom- 
brado , y estos en las del Jefe superior de la 
provincia, de guardar la Constitución políti- 
ca de la Monarquía española, observar las le- 
yes, ser fieles al Rey y cumplir religiosamen- 
te las obligaciones de su cargo. 

TITULO Vil. 

DE LAS CONTRIBUCIONES (1). 

CAPITULO UNICO. 

Art. 338. Las Córtes establecerán ó con- 
firmarán anualmente las contribuciones, sean 
directas ó indirectas, generales, provinciales 
ó municipales, subsistiendo las antiguas has— 


(U Diario citado, t. id, p. 280 


ta que se publique su derogación ó la impo- 
sición de otras. v 

Art. 339. T^as contribuciones se reparti- 
rán entre todos los españoles con proporción 
á sus facultades, sin excepción ni privilegio 
alguno. 

Art. 340. Las contribuciones serán pro- 
porcionadas á los gastos que se decreten por 
las Córtes para el servicio público en todos 
los ramos. 

■ Art. 341. Para que las Córtes puedan 
fijar los gastos en todos los ramos del servi- 
cio público y las contribuciones que deban 
cubrirlos, el Secretario del despacho de Ha- 
cienda las presentará , luego que estén re- 
unidas, el presupuesto general de los que se 
estimen precisos , recogiendo de cada uno 
de los demás Secretarios del despacho el res- 
pectivo á su ramo. 

Art. 342. El mismo Secretario del despa- 
cho de Hacienda presentará con el presu- 
puesto de gastos el plan de las contribucio- 
nes que deban imponerse para llenarlos. 

-Art. 343 ^ Si al Rey pareciese gravosa ó 
p erJudiiMi^íígun a contribución , lo manifes- 
tará á las Córtes por el Secretario del despa- 
cho de Hacienda , presentando al mismo 
tiempo lo que crea mas conveniente sus- 
tituir. 

Art. 344. Fijada la cuota de la contri- 
bución directa, las Córtes aprobarán el re- 
partimiento de ella entre las provincias . á 
cada una de las cuales se asignará el cupo 
correspondiente á su riqueza, para lo que el 
Secretario del despacho de Hacienda presen- 
tará también los presupuestos necesarios. 

Art. 343. Habrá una Tesorería general 
para toda la Nación, á la que tocará disponer 
de todos los productos de cualquiera renta 
destinada al servicio del Estado. 

Art. 346. Habrá en cada provincia una 
Tesorería, en la que entrarán todos los cau- 
dales que en ella se recauden para el Erario 
público. Estas Tesorerías estarán en corres- 
pondencia con la general, á cuya disposición 
tendrán todos sus fondos. 

347. Ningún pago se admitirá en cuen- 
ta al tesorero general, si no se hiciere en 
virtud de decreto del Rey, refrendado por el 
Secretario del despacho de Hacienda, en el 
que se expresen el gasto á que se destina su 
importe, y el decreto de las Córtes con que 
este se autoriza. 

Art. 348. Para que la Tesorería general 
lleve su cuenta con la pureza que correspon- 
de , el cargo y la data deberán ser interveni- 
dos respectivamente por las Contadurías de 
valores y de distribución de la renta pública. 

Art. 349. Una instrucción particular ar- 
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reglará estas oficinas, de manera que sirvan 
para los fines de su instituto. 

Art,. 350, Para e! examen ríe todas las 
cuentas de caudales públicos habrá una Con- 
taduría mayor de cuentas , que se organizará 
por una ley especial, 

Art. 351. La cuenta de la Tesorería ge- 
neral, que comprenderá el rendimiento anua! 
de todas las contribuciones y rentas, y su in- 
versión, luego que reciba k aprobación fina! 
de las Cortes , se imprimirá, publicará y cir- 
culará á las Diputaciones de provincia y á 
los Ayuntamientos. 

Art. 352. Del mismo modo se imprimi- 
rán publicarán y circularán las cuentas que 
rinda los Secretarios del despacho de los 
gastos hechos en sus respectivos ramos. 

Art. 353. El manejo de la Hacienda pú- 
blica estará siempre independiente de toda 
otra autoridad que aquella á la que está en- 
comendado. 

Art. 354. No habrá aduanas sino en los 
puertos de mar y en las fronteras, bien que 
esta disposición no tendrá efecto hasta que 
las Cortes lo determinen. 

Art. 355. La deuda pública reconocida 
será una de las primeras atenciones de las 
Cortes, y estas pondrán el mayor cuidado en 
que se vaya verificando su progresiva extin- 
ción, y siempre e! pago de los réditos en la 
parte que los devengue . arreglando todo lo 
concerniente á la Dirección de este impor- 
tante ramo , tanto respecto á arbitrios que se 
establecieren , los cuales se manejarán con 
absoluta separación de la Tesorería general, 
como respecto á las oficinas de cuenta y 
razón. 

TITULO VIH. 

D)¡¡ LA. FUERZA MILITAR NACIONAL (I) 

CAP. 1. — fíe las tropas de continuo servicio. 

Art. 356. Habrá una fuerza militar na- 
cional permanente de tierra y de mar para la 
defensa exterior del Estado , y la conserva- 
ción del orden interior. 

Art. 357. Las Cortes fijarán anualmente 
el número de tropas que fueren necesarias 
según las circunstancias y el modo de levan- 
tar las que fuere mas conveniente. 

Art. 358. Las Curtes fijarán asimismo 
anualmente el número de buques de la ma- 
rina militar que han de armarse ó conser- 
varse armados. 

Art. 339. Establecerán las Cortes por 
medio de las respectivas ordenanzas todo lo ■ 
relativo á la disciplina, orden de ascensos, ■ 

. 

(1) Piano citado , t. 11, p. 286. 1 


sueldos, administración y cuanto correspon- 
da á la buena Constitución del ejército y ar- 
mada. 

Art. 360. Se establecerán escuelas mili- 
tares para la enseñanza é instrucción de to- 
das las diferentes armas del ejército y armada. 

Art.. 361 . Ningún español podrá excusar- 
se del servicio militar, cuando y en la forma 
que fuere llamado por la ley. 

CAP, 1 J . — fíe las milicias nacionales (1). 

Art. 362. Habrá en cada provincia cuer- 
pos de milicias nacionales, compuestos de 
habitantes de cada una de ellas con propor- 
ción á su población y circunstancias. 

Art. 363. Se arreglará por una ordenan- 
za particular el modo de su formación, su 
número y especia] constitución en todos sus 
ramos. 

A'rt. 364. El servicio de estas milicias no 
será continuo, y solo tendrá lugar cuando 
las circunstancias lo requieran. 

Art. 365. En caso necesario podrá el 
Rey disponer de esta fuerza dentro de la res- 
pectiva provincia; pero no podrá emplearla 
pnera de ella sin otorgamiento de las Cortes. 

TÍTULO IX. 

DE LA INSTRUCCION PÚBLICA (2). 

CAPÍTULO UNICO. 

Art. 366. En lodos Jos pueblos de la Mo- 
i narquía se establecerán escuelas de primeras 
i letras, en las que se enseñará á los niños ¡í 
' leer, escribir y contar, y el catecismo de la 
religión católica, que comprenderá también 
una breve exposición de Jas obligaciones ci- 
viles. 

Art. 367. Asimismo se arreglará y crea- 
rá el número competente de universidades 
y de otros establecimientos de instrucción, 
que se juzguen convenientes para la ense- 
ñanza dé todas Jas ciencias, literatura y be- 
llas artes. 

Ari. 368. El plan general de enseñanza 
será uniforme en todo el Reino, debiendo ex- 
plicarse la Constitución política de la Monar- 
quía en todas las universidades y estableci- 
mientos literarios, donde se enseñen fas cien- 
cias eclesiásticas y políticas. 

Art. 369. Habrá una Dirección general 
de estudios, compuesta de personas de co- 
nocida instrucción, á euvo cargo estará, bajo 
la autoridad del Gobierno la inspección de la 
enseñanza pública. 

Art. 370. Las Cortes por medio de fila— 


(i) Diario citado . t. U, [>■ 298. 
(„) Diario citado, t. 11, p. 303. 
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1]0S v csf.alKl.os especiales arreglarán cuanto 
nortene/.™ al im portante objeto de la ins- 
fnicí'ion pública. 

\rl. f{71 . Todos los españoles tienen h- 
iKeiail de escribir, imprimir y publicar sus 
¡, jcas políticas pin necesidad de licencia, re- 
visión ó aprobación alguna anterior á la pu- 
blicación,' bajo Jas restricciones y responsn- 
l,:/¡d¡! < ! que establezcan las leyes. 

TI TI LO X. 

DE T.A OBSERVANCIA J>E LA CONSTITl'GION Y MODO DE 
I’IIOCEDER PARA I-IACER VARIACIONES EN ELLA. 

capitulo único 0). 

Arl. 372. Las Corles en sus primeras se- 
siones lomarán en consideración las in! mo- 
ciones de Ja Consfif lición , que so les luil.ne- 
reii hecho presentes, para poner el conve- 
niente remedio, y hacer electiva la respon- 
sabilidad de Jos que hubieren contravenido 
:í ella. 

\rt. 373. Todo español tiene derecho 
de representar ¡í las Lurtes ó al Jfov para 
reclamar la observancia de la Constitución. 

Arl. 374. Toda persona que ejerza car- 
go público, civil, militar ó eclesiástico, pres- 
tará juramento al tornar posesión de su des- 
lino, de guardar la Constitución, ser íiel al 
Rey , y desempeñar debidamente su en- 
cargo. 

Arl. 375. Iiasta pasados ocho años des- 
pués de hallarse puesta en práctica la Cons- 
titución en todas sus parles, no se podrá 
proponer alteración , adición, ni reforma en 
ninguno de sus artículos. 

Art. 37(b Para hacer cualquiera altera- 
ción, adición ó reforma en la Constitución 
será necesario que la Diputación que haya 
de decretarla definitivamente, venga auto- 
rizada con poderes especiales para este ob- 
jeto. 

Art. 377. Cualquiera proposición de re- 
forma en algún artículo ele la Constitución 
deberá hacerse por escrito, y ser apoyada y 
firmada á lo menos por veinte diputados. 

Art. 378. La proposición de reforma se 
leerá por tres veces, con el intervalo de seis | 
dias de una lectura á otra, y después déla ■ 
tercera se deliberará si luí lugar á admitirla 1 
¡i discusión. 

Art. 379. Admitida á discusión, se pro- 
cederá en ella bajo Jas mismas formalidades 
y trámites que se prescriben para la forma- 
ción de las leyes, después de las cuales se 
propondrá á la votación si há lugar á tratar- 
se de nuevo en la siguiente Diputación go- 

(t) Diario citado, t. ti, p. 30o, 


neral, y para que así quede declarado, de- 
berán convenir las dos terceras partes de 
los votos. r 

Art . 3S0. La Diputación genera] siguien- 
te, prévins las mismas formalidades en todas 
, sus partes, podrá declarar en cualquiera de 
los dos años desús sesiones, conviniendo en 
''lio las dos terceras partes de votos, que há 
Jugar al otorgamiento de poderes especiales 
para hacer la reforma. 

Art. 381. Tlecha esta declaración, se pu- 
blicará y comunicará á todas las provincias, 
y según el tiempo en que se hubiere hecho, 
determinarán las Cortes si ha de ser ia Di- 
putación próximamente inmediata ó la si- 
guiente á esta, la que ha. de traer los pode- 
res especiales. 

Art. 382. Estos serán otorgados por los 
Jimias electorales de provincia, añadiendo á 
los poderes ordinarios la cláusula siguiente: 
j «Asimismo les otorgan poder especial pa- 
| ra hacer en la Constitución la reforma de 
que trata el decreto de Corles, cuyo tenor 
es el siguiente: (aquí el decreto literal.) To- 
do con arreglo á lo prevenido por la misma 
Constitución. Y se obligan á reconocer y te- 
ner por Constitucional lo que en su virtud 
establecieren.» 

Art. 383. La reforma propuesta se dis- 
cutirá de nuevo; y si fuere aprobada por las 
dos terceras partes de diputados pasará á ser 
ley Constitucional, y corno tal se publicará 
en las Cortes. 

Art. 384. Una Diputación presentará el 
decreto de reforma al Rey, para que )e haga 
publicar y circular á todas las autoridades y 
pueblos cíe la Monarquía.- — Cádiz diez y ocho 
de marzo del año de mil ochocientos y doce. 
{Siyuen las firmas.} 

Por tanto mandamos etc. (Decretos cíe las 
Cortes, t. 2 p. 98 y 165). 

Tai es la famosa Constitución de las 
Cortes de Cádiz. 

De ella se ha dicho que es defectuosa, 
que cercenaba demasiado la autoridad 
: de) Monarca, que establecía una sola Cá- 
mara popular, y que descendía á deta- 
lles que deben reservarse poro leyes se- 
cundarias. No discutiremos sobre esto; 
pero aun concediendo que realmente 
, tenga los defectos indicados, ¿hay obra 
i humana qué pueda llamarse perfecta? 
Los que se atribuyen á la obra de los le- 
gisladores de Cádiz tienen, sin embargo, 
ííarta disculpa en las circunstancias de 



CONSTITUCION POLITICA. (1815.) 457 


aquellos tiempos, y asi lo reconoce el 
Sr. Conde de Toreno en su Historia de! 
levantamiento , querrá y revolución de 
España «Que precediese el establecimien- 
to de las leves entre, nosotros á la crea- 
ción de los Reyes, díjolo ya con respecto 
á Aragón el historiador Gerónimo Blan- 
cas. Y si en el origen de la restauración 
de la Monarquía, tiempo de oscuridad é 
ignorancia se cautelaron tanto nuestros 
mayores contra los abusos v desmanes 
futuros déla autoridad Real ¡con cuánta 
y mas poderosa razón no debieron mos- 
trarse precavidos y aun umbrosos los 
españoles de la era actual y sus diputa- 
dos! Los antiguos podían tener presen- 
tes los excesos de ios Witizas y de los 
Rodrigos, de donde manaron para la Na- 
ción raudales de sangre y lágrimas; pero 
ahora ofrecíanse además á la contempla- 
ción moderna los muchos y funestos 
ejemplos de las edades posteriores y e! 
tremendo y reciente del reinado de Car- 
los IV, en que hasta la independencia to- 
có al borde del precipicio. Por lo mismo 
conveniente fue poner diligencia extre- 
ma v muv atenta en procurar adoptar 
francas y buenas instituciones, aun en 
medio de una guerra desastrada; pues la 
ocasión de dar la libertad., como sea pre- 
surosa, perdí i a una vez, con dificultad 
vuelve á hallarse.» 

A los dos años, poco mas de publica- 
da esta Constitución, en 4 de mayo de 
4814. futí declarada nula por el Rey don 
Fernando Vil, quien otra vez en marzo 
de 1820 volvió á aceptarla, y otra vez á 
aboliría en octubre de 1825. 

La muerte del Rey Fernando trajo 
consigo los sucesos políticos que son bien 
conocidos, v en 1854, en vez de resta- 
blecerse la Constitución de 1812, so pu- 
blicó el llamado Estatuto Real que vamos 
á insertar. 

Antes, sin embargo, pora facilitar la 
consulta del importantísimo discurso que 
precede á la Constitución de Cádiz y de 
los principios consignados en esta, for- 
maremos un índice alfabético de sus 
respectivos párrafos y artículos. A saber: 

Alcaldes y Ayuntamientos . — Párrafos IAU 
á ÍAXII del discurso preliminar , y ar- 


tículos 275. 282. 283, 309 á 323 y 337 
de la Constitución (1). 

Centralización de fondos públicos ; estable- 
cimiento de Tesorería central; LXXXV d 
LXXXV II, y arts. 345 y siguientes. 

Cesiones de Bayona. 

Ciudadanos de España; quiénes son, natu- 
ralización, pérdida do derechos; Xlí v XIII, 
arls. 5 d 0, 18 á 20. 247. 287. 

Confiscación ; abolida: LXIV , y art. 304. 

Consejo de Estado ; XXX, y arts.' 251 d 241. 

Constitución. Puntos capitales de nuestra 
antigua Constitución ; í. — Se ha conocido 
y usado en España ciinnlo dispone la de 
1812. II y YU. — Soberanía nacional. 111 y 
arts. 2.° y 3.° — Const. de Aragón, Y.— 
Const. de Navarra: VI.- — Fundamentos déla 
Consfilucion; división de poderes, etc. VIH 
y CX, y arts. 13 á 18. — Su observancia, 
inconveniente de las reformas: XCVH, y 
XCVIII, y arts. 372 a 384. 

Contribuciones x rentas públicas; ÍAXXIÍ, y 
arts. 338 d 355. — Aduanas; LXXXVIÍ, y 
art. 35 4. 

Corles , modo de formarse: arts. 27 d 103: 
su celebración 10 í á 130: sus facultades. 
•131 : formación de las leves y sanción 
Real . 132 á 133.— Id. XIV d XXII del dis- 
curso preliminar. 

Deuda pública: LXXXIX y art. 355. - ■ 

Diputación permanente: XXTI, v arls, 157 
d 100. 

Diputaciones provinciales: TAX1TI d LXXX1, 
y 324 á 337. 

Diputados ; requisitos, incompatibilidades, 
prohibiciones ; arts, 01 á Í03, 128 d 130. 

Fueros y libertades políticas de la. Nación: 14 . 

Fueros privilegiados: eclesiástico v mililar; 
XL d XÍjII y 'arts. 248 250. 

Fuerza pública; inconvenientes de los ojér- 
eilos permanentes; \0 al XCIII, y artícu- 
los 35 (> á 305 . 

Gobierno : poderes públicos ; 4 III, y artícu- 
los 1 3 a í7. 

Infantes do España; arls, 202 d 200 y 215 
á 217. 

Instrucción pública : XT.4. varis, 360 d 371, 

Jurado-, I A4 , y art. 307. 

Juramento en io penal; I.XÍ1I, y art. 201.-— 
Del Uev á su advenimiento ai trono, artí- 
culo 173.— Del Príncipe de Asturias: artí- 
culo 212. 

Justicia ; en lo penai, detención, prisión, ju- 


(1) Para evitar repeticiones, advertirnos que 
Jas citas de numeración romana se refieren ¡i 
los párrafos del discurso preliminar, y las de 
números arábigos á los artículos de la Consti- 
tución. 
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ramón to, publicidad del proceso, abolición 
dci f irmcnto, inviolabilidad del domicilio 
( .t c \'\XÍ ;í EXYI. y artículos 286 á 308. 
En lo civil: XLIY áLX, y arts. 280 á 285. 
Leyes: su formación, sanción efe. arts. 131 á 
j 56. — Lindad de Códigos XLIY, y art. 258. 
Libertad civil ; igualdad ante la ley; XXXI y 
siguientes, y 286 y siguientes. — Suspen- 
sión de las garantías; LXYÍ, y art. 308. — 
De imprenta; XCYI, y art. 371. 

Mili ci al nacional: XC 111, y arts. 362 á 365. 
Ministros: su responsabilidad, funciones etc. 

XXIX. y arts. 222 ¡í 230. 

Poderes públicos. (Y. Cortes, Rey y Tribu- 
nales.) 

Principe de. A si úr i as ; XXYI!, y 201, 206 á 
21 !; su juramento al llegar á los 14 anos, 
dotación ele ; arts. 212 y 215. 

Prisión; LXIJ. vari. 287. (Y. Libertad civil.) 
Regencia del Reino; XXYI, y arts. 1 85 á 200. 
Religión de España : X y art. 12. 

Rey; su inviolabilidad; su autoridad, arts. 168 
á 171: restricciones de. su autoridad: artí- 
culo Í72: su juramento al advenimiento al 
trono; art. 173: sucesión á Ja corona; artí- 
culos 174 á 185: menor edad y Regencia; 
185 á 200: su dotación; arts. 213 á 220, v 
XXIII á XXVIII. 

Soberanía nacional. Disposiciones, juramen- 
to de Reves v Príncipes; III y XXIII á 
XXVIII, y arts. 2.° y 3.° 

Territorio de las Españas; arts. 10, 1 1 y 174. 
Tormento; su abolición; art. 303. 
Tribunales; su autoridad, integridad é in- 
dependencia , responsabilidad etc. , YTTÍ. 
XXYI II y XI. II! y siguientes, y art. 242 á 
279. — Especiales; LVfll, y art. 278. 
Tribunal Supremo de Justicia; XLV, y artí- 
culo 259. 

Velo. (Y. Leyes; Rey.) 


ESTATUTO REAL. 

Asi se llamó á un decreto de 10 de 
abril de 1834 para la convocación de 
las Cortes generales del Reino , que era 
á la vez una especie de Gai ta constitu- 
cional. Es ej siguiente; 

TITULO PRIMERO. 

De la convocación de las Corles generales 
del Reino. 

Artículo l.° Con arreglo á Jo que. pre- 
vienen la ley 5. a , tít. XV, Par!:. 2. a , y las le- 
yes 1. a y 2. a , tít. Vil, lib. 6.° ríe la Nue- 
va Recopilación, S. M. la Reina Gobernado- 
ra, en nombre de su excelsa bija Doña Isa- 


bel II, ha resuelto convocar las Córtes gene- 
rales del Reino. 

Art. 2 ° Las Córtes generales se com- 
pondrán de dos Estamentos : el de proceres 
del Reino , y el de procuradores del Reino'. 

TITULO II. 

Del Estamento de proceres del Reino. 

Art. 3.° El Estamento de proceres del 
Reino se compondrá: 

1. ° De MM. RR. Arzobispos y reveren- 
dos Obispos. 

2. ° De grandes de España. 

3. ° De títulos de Castilla. 

í.° De un número indeterminado de es- 
pañoles, elevados en dignidad é ilustres por 
sus servicios en las varias carreras, y que 
sean ó hayan sido Secretarios del despacho, 
procuradores del Reino, consejeros de Esta- 
do, embajadores ó ministros plenipotencia- 
rios, genérales de mar ó de tierra, ó minis- 
tros de los Tribunales supremos. 

5. ° De los propietarios territoriales ó 

dueños de fábricas, manufacturas ó estable- 
cimientos mercantiles que reúnan á su mé- 
rito personal y á sus circunstancias relevan- 
tes, el poseer una. renta anua) de 60,000 rs., 
y el haber sido anteriormente procuradores 
del Reino. 

6. ° De los que en la enseñanza pública ó 
cultivando las ciencias ó las letras, hayan ad- 
quirido gran renombre y celebridad, con ial 
que disfruten una. renta anual de 60,000 rs., 
ya provenga de bients propios, ya de sueldo 
cobrado del Erario. 

Art. 4.° Bastará ser Arzobispo ú Obispo 
electo auxiliar para poder ser elegido en cla- 
se de tal, y tomar asiento en el Estamento 
de proceres del Reino. 

Art. 5.° Todos los grandes de España 
son iréembros natos del Estamentos de pró- 
ceros del Reino ; y tomarán asiento en él, 
contal que reúnan las condiciones siguientes: 

1 , a Tener veinticinco años cumplidos. 

,2. a Estar en posesión de ia grandeza y 
tenerla por derecho propio. 

3. a Acreditar que disfrutan una renta 
anual de 200,000 rs. 

4. a No tener sujetos los bienes á ningún 
género de intervención. 

5. a No hallarse procesados criminal- 
mente. 

6. a No ser súbditos de otra potencia. 

Art. 6.° La dignidad de procer del^Reino 

es hereditaria en los grandes de España. 

Art. 7.° El Rey elige v nombra los de- 
más próceres del Reino , cuya dignidad es 
vitalicia. 
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Art. 8.° Los títulos de Castilla que fue- 
ren nombrados proceres del Reino, deberán 
justificar que reúnen las condiciones si- 
guientes: 

1. a Ser mayores de veinticinco años. 

2. a Estar en posesión del título de Casti- 
lla, y tenerlo por derecho propio. 

3. a Disfrutar una renta anual de 80,000 
reales. 

4. a No tener sujetos los bienes á ningún 
género de intervención. 

5. a No hallarse procesados criminal- 
mente. 

6. a No ser súbditos de otra potencia. 

Art. 9.° El numero de proceres del Rei- 
no es ilimitado. 

Art. 10, La dignidad de procer del Rei- 
no se pierde únicamente por incapacidad le- 
gal, en virtud de sentencia por la que se haya 
impuesto pena infamatoria. 

Art. 11 . El reglamento determinará todo 
lo concerniente al régimen interior, y a! 
modo de deliberar del Estamento de. proce- 
res del Reino. 

Art. 12. El Rey elegirá de entre los pro- 
ceres del Reino, cada vez que se congre- 
guen las Cortes, á los que hayan de ejercer 
durante aquella reunión los cargos de presi- 
dente y vice-presidente de dicho Estamento. 

TITULO TIL 

Del Estamento de procuradores del Reino. 

Art. 13. El Estamento de procuradores 
del Reino se compondrá de las personas que 
se nombren con arreglo á la ley de elec- 
ciones. 

Art. 14. Para ser procurador del Reino 
so requiere: 

1. ° Ser natural de estos Reinos ó hijo de 
padres españoles. 

2. u Tener treinta años cumplidos. 

3. ° Estar en posesión de una renta propia 
anual de 12,000 rs. 

4. n Haber nacido en la provincia que le 
nombre, ó haber residido en ella durante los 
dos últimos años, ó poseer en ella algún pre- 
dio rústico ó urbano, ó capital de censo que 
reditúen ia mitad de la renta necesaria para 
ser procurador del Reino. 

En el caso de que un mismo individuo ha- 
ya sido elegido procurador á Cortes por inas . 
de una provincia, tendrá el derecho de optar 
entre las que le hubieren nombrado. 

Art. 15. No podrán ser procuradores del 
Reino: 

l.° Los que se hallen procesados crimi- 
nalmente. 


2. ° Los que hayan sido condenados por 
un Tribunal á pena infamatoria. 

3. ° Los que tengan alguna incapacidad 
física, notoria y de naturaleza perpetua. 

4. ° Los negociantes que estén declara- 
dos en quiebra, ó que hayan suspendido sus 
pagos. 

5. ° Los propietarios que tengan interve- 
nidos sus bienes. 

6. " Los deudores á los fondos públicos, 
en calidad de segundos contribuyentes. 

Art.. 16. Los procuradores del Reino 
obrarán con sujeción á Jos poderes que se 
les hayan expedido al tiempo de su nombra- 
miento, en ios términos que prefije la Real 
convocatoria. 

Art. 17. La duración de los poderes de 
los procuradores del Reino , será de tres 
años, á menos que antes de este plazo haya 
el Rey disuelto Jas Cortes. 

Art. 18. Cuando se proceda á nuevas 
elecciones, bien sea por haber caducado los 
poderes, bien porque el Rey baya disuello 
las Cortes, los que hayan sido últimamente 
procuradores del Reino podrán ser reelegi- 
dos, con tal que continúen teniendo las con- 
diciones que para, ello requieran las leves. 

TITULO IY. 

De la reunión del Estamento de procura- 
dores del Reino. 

Art. 19. Los procuradores del Reinóse 
reunirán en el pueblo designado por Ja Real 
convocatoria para celebrarse las Cortes. 

Art. 20. El reglamento de lasCórtes de- 
terminará la forma y reglas que hayan de 
observarse para la presentación y examen de 
los poderes. 

Art. 21. Luego que estén aprobados los 
poderes de los procuradores del Reino, pro- 
cederán á elegir cinco , de entre ellos mis- 
inos, para que el Rey designe los dos que 
lian de ejercer los cargos de presidente y vi- 
co-presidente. 

Art. 2'’. El presidente y vice-presidente 
del Estamento de procuradores del Reino 
cesarán en sus funciones cuando el Rey sus- 
penda ó disuelva las Curtes. 

Art. 23. El reglamento prefijará todo lo 
concerniente al régimen interior y al modo 
de deliberar del Estamento do procuradores 
del Reino. 

TU 1 LO V. 

Disposición es generales. 

Art. 24. Al Rey toca exclusivamente 
convocar, suspender y disolver las Cortes, 
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Arf.. 2o. Las Cortes se reunirán, en vir- 
f, K ] A? Real convocatoria, en e] pueblo y en 
e) (lia que aquella señalare. 

Arf. 26. Lf Rey abrirá y cerrará las Cor- 
les, bien en persona, ó bien autorizando 
para (dio á Jos Secretarios del despacho, por 
un decreto especial refrendado por el Presi- 
dente del Consejo de Ministros. 

Art. '27. Con arreglo á la ley 5. a , títu- 
lo XV, Part. 2. a , .se convocarán Cortes ge- 
nerales después de la muerte del Rey, pitra 
que jure su sucesor la observancia de las le- 
ves, y reciba de las Cortes el debido jura- 
mento de fidelidad y obediencia. 

Art. 28. Igualmente se convocarán las 
Cúrfes generales del Reino, en virtud déla 
c.iíadn lev, cuando el Príncipe ó Princesa 
(fue haya heredado la Corona sea menor 
de edad. 

Art. 20. En el caso expresado en el ar- 
(ículo precedente , los guardadores del Rey 
niño jurarán en las Cortes velar lealmente 
en custodia del Príncipe, y no violar las le- 
yes del Estado: recibiendo de los proceres y 
de los procuradores del Reino el debido ju- 
ramento de fidelidad y obediencia. 

Art. 30. Con arreglo á la ley 2. a , títu- 
lo VII, lib. VI de la Nueva Recopilación, se 
convocarán las Cortes del Reino cuando 
ocurra algún negocio arduo, cuya gravedad, 
á juicio del Rey, exija consultarías. 

Art. 31. Las Cortes no podrán deliberar 
sobre ningún asunto que no se. haya some- 
tido expresamente á su examen en virtud de 
de un decreto Real. 

Art. 32. Queda sin embargo expedito el 
derecho que siempre han ejercido las Cortes 
de elevar peticiones al Rey , haciéndolo del 
modo y forma que se prefijará en el regla- 
mento. 

Arf. 33. Para la formación de las leyes 
se requiere la aprobación de uno y otro Es 
lamento y la sanción del Rey. 

Art. 31 Con arreglo á la ley 1. a , títu- 
lo Vil, lib. VI de Ja Nueva Recopilación, no 
se exigirán tributos ni contribuciones de nin- 
guna clase, sin que á propuesta del Rey los 
hayan votado las Cortes. 

Art. 33. Las contribuciones no podrán 
imponerse, cuando mas, sino por término de, 
dos años; antes de cuyo plazo deberán vo- 
tarse de nuevo por las Cortes. 

Art. 30. Antes de votar las Cortes las 
contribuciones que hayan de imponerse, se 
les presentará por los respectivos Secretarios 
del despacho una exposición, en que se ma- 
nifieste el estado que tengan los varios ra- 
mos de la Administración pública, debiendo 
después el Ministro de Hacienda presentar á 


las Córtes el presupuesto de gastos y de los 
medios de satisfacerlos. 

Art. 37. El Rey suspenderá las Córtes 
eu virtud de un decrete refrendado por eí 
Presidente del Consejo de Ministros; v en 
cuanto se lea aquel se separarán uno y otro 
Estamento, sin poder volver á reunirse ni 
tomar ninguna deliberación ni acuerdo. 

Art. 38. En el caso que ei Rey suspen- 
diere las Córtes, no volverán estas á re- 
unirse sino en virtud de una nueva convo- 
catoria . 

Art. 39. El día que esta señalare para 
volver á reunirse las Cortes , concurrirán á 
ellas los mismos procuradores del Reino, á 
menos que ya se haya cumplido el térmi- 
no de los tres años que deben durar sus po- 
deres. 

Art. 40, Cuando el Rey disuelva las Cór- 
tes habrá de hacerlo en persona ó por me- 
dio de un decreto, refrendado por el Presi- 
dente del Consejo de Ministros." 

Art, 41 . En uno y otro caso se separa- 
rán inmediatamente ambos Estamentos. 

Art. 42. Anunciada de órden del Rey la 
disolución de las Cortes, el Estamento" de 
proceres del Reino no podrá volver á re- 
unirse ni tomar resolución ni acuerdo, hasta 
que en virtud de nueva convocatoria vuel- 
van á juntarse las Córtes. 

Art. 43. Cuando de orden del Rey se di- 
suelvan las Cortes, quedan anulados en el 
mismo acto los poderes de los procuradores 
del Reino. 

Todo lo que hicieren ó determinaren des- 
pués, es nulo de derecho. 

Art. 44. Si hubiesen sido disueltas las 
Córtes , habrán de reunirse otras antes del 
término de un año. 

Art. 45. Siempre que se convoquen Cór- 
tes, se convocará á un mismo tiempo á uno 
y otro Estamento. 

Art. 46. No podrá estar reunido un Es- 
tamento, sin que lo esté igualmente el otro, 

Art. 47. Cada Estamento celebrará sus 
sesiones en recinto separado. 

Art. 48. Las sesiones de uno y otro Es- 
tamento serán públicas, excepto en los casos 
que señalare el reglamento. 

Art. 49. Así los proceres como los pro- 
curadores del Reino serán inviolables por 
las opiniones y votos que diereD en desem- 
peño de su encargo. 

Art.. 50. El reglamento de las Córtes de- 
terminará las relaciones de uno y otro Esta- 
tamento, ya recíprocamente entre sí, ya res- 
pecto del Gobierno. 

Aranjuez 10 de abril de 1834. — Francisco 
Martínez de la Rosa.-— Nicolás María Garelly. 



CONSTITUCION POLICICA. (1837.) 461 


■“—Antonio Remon Zarco del Valle. -—José 
Vázquez Figueroa. — José de Imáz. — Javier 
de Burgos. {CL. t. i.° p. 327). 


No satisfizo el Estatuto Real las aspi- 
raciones legítimas de los españoles, y 
por Real decreto dado en San Ildefonso 
á 13 de agosto de 1830 se mando publi- 
carla Constitución política delaño 1812, 
en el ínterin que reunida la Nación en 
Cortes, manifestase expresamente su vo- 
luntad, ó diera otra Constitución con- 
forme á las necesidades de la misma; y 
en efecto, por R. D. de 21 de agosto del 
mismo año 1836, se convocó á Cortes 
generales con arreglo á dicha Consti- 
tución, con el carácter de constituyen- 
tes, habiendo dado por resultado la si- 
guiente 

CONSTITUCION DE 1S37. 

Fue promulgada esta Constitución en 
18 de junio de 1837. En ella quisieron 
las Cortes Constituyentes hacer una obra 
aceptable á todos los partidos, y dieron 
en efecto una solemne prueba de su 
grande moderación y prudencia, como 
lo reconoció en el solemne acto de la 
jura la misma Reina Gobernadora. Hay 
diferencias muy esenciales entre esta 
Constitución y la de 1812, como el es- 
tablecimiento de las dos Cámaras y ve- 
to absoluto de la Corona. Hé aquí tex- 
tualmente la Constitución: 

DOÑA ISABEL SEGUNDA, por la gracia de. 
Dios y la Constitución de la Monarquía es- 
pañola, Reina de las Espadas; y en su 
Real nombre, y durante su menor edad, 
la Reina viuda su inadre Doña María Cris- 
tina de Borbon, Gobernadora del Reino; á 
todos los que las presentes vieren y en- 
tendieren, sabed: Que las Cortes genera- 
les han decretado y sancionado, y Nos de 
conformidad aceptado, lo siguiente: 

Siendo la voluntad de la nación revisad, en 
USO DK SU SOBERANÍA, LA CONSTITUCION POLÍT1- 
GA PROMULGADA EN CÁDIZ EL DIEZ Y NUEVE DE 
MARZO DE MIL OCHOCIENTOS LOCEJ LAS CURTES 
GENERALES, CONGREGADAS k ESTE FIN, DECRE- 
TAN Y SANCIONAN LA SIGUIENTE 


CONSTITUCION 

DE LA 

MONARQUIA ESPAÑOLA. 

TIT. 1 .—De los españoles. 

Artículo !. 0 Son españoles: 

1. ° Todas las personas nacidas en los 
dominios de España. 

2. (> Los hijos de padre ó madre españo- 
les, aunque hayan nacido fuera de España. 

3. " Los extranjeros que hayan obtenido 
■ carta de naturaleza. 

4. ° Los que sin ella hayan ganado ve- 
cindad en cualquier pueblo de la Monarquía. 

La calidad de español se pierde por ad- 
quirir naturaleza en país extranjero, y por 
admitir empleo de otro Gobierno sin licen- 
cia del Rey. 

Art. 2.° Todos los españoles pueden im- 
primir y publicar libremente sus ideas sin 
previa censura, con sujeción á las leyes. 

La calificación de ios delitos de imprenta 
corresponde exclusivamente á los jurados. 

Art. 3.° Todo español tiene derecho de 
dirigir peticiones por escrito á las Cortes y 
al Rey, como determinen las leyes. 

Art. 4.° Lnos mismos Códigos regirán en 
toda la Monarquía, y en ellos no se estable- 
cerá mas que un solo fuero para todos los es- 
pañoles en los juicios comunes, civiles y cri- 
minales. 

Art. 5.° Todos los españoles son admisi- 
bles á los empleos y cargos públicos, según 
su mérito y capacidad. 

Art. 6.° Todo español está obligado á de- 
fender la patria con las armas cuando sea 
llamado por la ley, y á contribuir en propor- 
ción de sus haberes para los gustos dei Es- 
tado. 

Art. 7.° No puede ser detenido, ni preso, 
ni separado de su domicilio ningún español, 
ni allanada su casa, sino en ios casos y en 
la forma que las leyes prescriban. 

Art. 8.° Si la seguridad del Estado exi- 
giere en circunstancias extraordinarias la 
suspensión temporal en toda la Monarquía, 
ó en parte de ella, de lo dispuesto en el ar- 
cillo anterior, se determinará por una ley. 

Art. 9." Ningún español puede ser pro- 
cesado ni sentenciado sino por el juez ó Tri- 
buna! competente, en virtud de Jeyes ante- 
riores al delito y en Ja lbrma que estas pres- 
criban. 

Art. 10. No se impondrá jamás la pena 
de confiscación de bienes , y ningún español 
será privado de su propiedad sino por causa 
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justificada de utilidad comuu , prévia la cor- 
respondiente indemnización. 

Art. i f . í.a Nación se obliga á mantener 
el cuito y los ministros de la religión católica 
que profesan los españoles. 

TtT. II.- — De las Corles. 

Arl. 12. La potestad de hacer las leyes 
reside en las Corles con el Rey. 

Art. CL Las Cortes se componen de dos 
Cuerpos Colegisladores, iguales en facultades: 
el Senado y el Congreso de los diputados. 

TI C. Ií¡ . — Del Senado. 

Art. 14. El número de los senadores 
será igual á las tres quintas parles de los di- 
putados. 

Art. lo. Los senadores son nombrados 
por el Rey ;í propuesla, en lista triple, de 
los electores que en cada provincia nombran 
los diputados á Cortes. 

Art. 1G. A cada provincia corresponde 
proponer un número de senadores propor- 
cional á su población ; pero ninguna dejará 
de tener por lo menos un senador, 

Art. 17. Para ser senador se requiere ser 
español, mayor de cuarenta años y tener los 
medios de subsistencia y las demás circuns- 
tancias que determine la ley electoral. 

Art. 18. Todos los españoles en quienes 
concurran estas calidades, pueden ser pro- 
puestos para senadores por cualquier pro- 
vincia de Ja Monarquía. 

Art. 19. Cada vez que se haga elección 
general de diputados , por haber espirado el 
término de su encargo, ó por haber sido di- 
suelto el Congreso, se renovará por orden de 
antigüedad la tercera parte de los senadores; 
los cuales podrán ser reelegidos. 

Art. 20. Los hijos del Rey y del heredero 
inmediato de la Corona son senadores á la 
edad de veinticinco años. 

TIT. IV . — Del Congreso de los diputados. 

Art. 21 . Cada provincia nombrará un di- 
putado á lo menos por cada 50,000 almas de 
su población. 

Art. 22. Los diputados se elegirán por el 
método directo, y podrán ser reelegidos in- 
definidamente. 

Art. 23. Para ser diputado se requiere 
ser español del estado seglar, haber cum- 
plido veinticinco años, v tener las demás 
circunstancias que exija la ley electoral. 

Art, 24. Todo español que tenga estas 
calidades, puede ser nombrado diputado por 
cualquiera provincia. 

Art. 25. Los diputados serán elegidos 
por tres años. 


TtT. V . — De la celebración y facultades de 
las Cortes. 

Art. 26. Las Cortes se reúnen todos los 
años. Corresponde al Rey convocarlas, sus- 
pender y cerrar sus sesiones, y disolver el 
Congreso de los diputados; pero con la obli- 
gación, en este último caso, de convocar 
otras Cortes , y reunirías dentro de tres 
meses. 

Art. 27. Si el Rey dejare de reunir al- 
gún año las Cortes antes del i ,° de diciem- 
bre, se juntarán precisamente en este (lia: 
y en el caso de que aquel mismo año con- 
cluya el encargo de los diputados, se em- 
pezarán las elecciones el primer domingo de 
octubre para hacer nuevos nombramientos. 

Art. 28. Las Cortes se reunirán extra- 
ordinariamente luego que vacare la Corona, 
ó que el Rey se imposibilitare de cualquier 
modo para el gobierno. 

Art. 29. Cada uno de los Cuerpos Cole- 
gisladores forma el respectivo reglamento 
para su gobierno interior, y examina la lega- 
lidad de las elecciones y las calidades de los 
individuos que le componen. 

Art. 30. El Congreso de los diputados 
¡ nombra su presidente, vice-presídente y se- 
¡ creíanos. 

Arl. 31. El Rey nombra para cada legis- 
1 latura de entre los mismos senadores, el pre- 
sidente y vice-presidentes del Senado y este 
elige sus secretarios. ‘ 

Art. 32. El Rey abre y cierra las Cortes, 
en persona ó por medio de los Ministros. 

Art. 33. No podrá estar reunido uno de 
los Cuerpos Colegisladores sin que lo esté el 
otro también; excepto en el caso, en que el 
Senado juzgue á los Ministros. 

Art. 34. Los Cuerpos Colegisladores no 
pueden deliberar juntos ni en presencia del 
Rey. 

Art. 35. Las sesiones del Senado y del 
Congreso serán públicas, y solo en los casos 
que exijan reserva, podrá celebrarse sesión 
secreta. 

Art. 36, El Rey y cada uno de los Cuer- 
pos Colegisladores tienen la iniciativa de las 
leyes. 

Art. 37. Las leyes sobre contribuciones 
y crédito público se presentarán primero al 
Congreso de los diputados, y si en el Senado 
sufrieren alguna alteración que aquel no ad- 
mita después, pasará á la sanción Real loque 
los diputados aprobaren definitivamente. 

Art. 38. Las resoluciones en cada uno de 
los Cuerpos Colegisladores se toman á plura- 
lidad absoluta de votos; pero para votar las 
f leyes se requiere ia presencia de la mitad 
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mas uno del número total de los individuos 
que le componen. 

Art. 39. Si uno de los Cuerpos Colegisla- 
dores desechare algún proyecto de ley, ó le 
negare el Rey la sanción, no podrá volverse 
á proponer un proyecto de ley sobre el mis- 
me objeto en aquelíla legislatura. 

Art. 40. Además de Ja potestad legislati- 
va que ejercen las Cortes con el Rey, les per- 
tenecen las laeultades siguientes: 

■1. a Recibir al Rey, al sucesor inmediato 
de !a Corona, y á la Regencia ó Regente del 
Reino, el juramento de guardar la Constitu- 
ción y las leyes. 

2. a Resolver cualquiera duda de bocho 
ó de derecho, que ocurra en Orden á la suce- 
sión á la Corona. 

3. a Elegir Regente (5 Regencia del Reino 
y nombrar tutor al Rey menor, cuando lo 
previene la Constitución. 

4. a Hacer efectiva la responsabilidad de 
los Ministros, los cuales serán acusados por 
el Congreso, y juzgados por el Senado. 

Art. 41. Los senadores y los diputados 
son inviolables por sus opiniones y votos en 
el ejercicio de su encargo. 

Art. 42. Los senadores y los diputados 
no podrán ser procesados ni arrestados du- 
rante las sesiones sin permiso del respectivo 
Cuerpo Colegislador, á no ser hallarles in 
fraganti ; pero en este caso , y en el de ser 
procesados ó arrestados cuando estuvieren 
cerradas las Cortes, se deberá dar cuenta lo 
mas pronto posible al respectivo Cuerpo para 
su conocimiento y resolución. 

Art. 43. Los diputados y senadores que 
admitan del Gobierno ó de la Casa Real pen- 
sión, empleo que no sea de escala en su res- 
pectiva carrera, comisión con sueldo, hono- 
res ó condecoraciones, quedan sujetos á 
reelección. 

TIT. VI— Del Rey. 

Art. 44. La persona del Rey es sagrada 
é inviolable, y no está sujeta á responsabili- 
dad. Son responsables Jos Ministros. 

Art. 45. La potestad de hacer ejecutar 
las leyes reside en el Rey, y su autoridad se 
extiende á todo cuanto conduce á la conser- 
vación del orden público en lo interior, y á 
la seguridad del Estado cu lo exterior, con- 
forme á la Constitución y á las leyes. 

Art. 46. El Rey sanciona y promulga las 
leyes. 

Art. 47. Además de las prerogativas que 
la Constitución señala ai Rey. le corresponde: 

l.‘ J Expedir los decretos , reglamentos é 
instrucciones que sean conducentes para la 
ejecución <¡c las leyes. 


2. ° Cuidar de que en todo el Reino se 
administre pronta y cumplidamente la jus- 
ticia. 

3. n Indultar á los delincuentes con arre- 
glo á las leyes. 

4. ° Declarar la guerra y hacer y ratifi- 
car la paz, dando después cuenta documen- 
tada á las Cortes. 

5° Disponer de la fuerza armada, dis- 
tribuyéndola como mas convenga. 

6. ° Dirigir las relaciones diplomáticas y 
comerciales con las demás potencias. 

7. ° Cuidar de la fabricación de la mone- 
da, en Ja que se pondrá su busto y nombre. 

8. ° Decretar la inversión de los fondos 
destinados á cada uno de los ramos de la Ad- 
ministración pública. 

9. ° Nombrar lodos los empleados públi- 
cos y conceder honores y distinciones de 
todas clases, con arreglo á las leyes. 

■10. Nombrar y separar libremente á ios 
Ministros. 

Art. 48. El Rey necesita estar autoriza- 
do por una ley especial : 

f.° Para enajenar, ceder ó pcmiular 
cualquiera parte del territorio español. 

2. ° Para admitir tropas extranjeras en el 
Reino. 

3. ° Para ratificar los tratados de alianza 
ofensiva, los especiales de comercio , y los 
que estipulen dar subsidios á alguna potencia 
extranjera. 

4. ° Para ausentarse del Reino. 

o.° Para contraer matrimonio, y para 
permitir que Jo contraigan las personas que 
sean súbditos suyos y estén llamadas por la 
Constitución á suceder en el Trono. 

6.° Para abdicar la Corona en su inme- 
diato sucesor. 

Art. 49. La dotación del Rey y de su fa- 
milia se lijará por las Cortes «:1 principio de 
cada reinado. 

TIT. VI!. — fíe ¡a sucesión de la Corona, 

Art. 50. La Reina legítima de las Espa- 
das es Doña Isabel II de Borhon. 

Alt. 51. La sucesión en el Trono délas 
Espadas será, según el orden regular , de 
primogenifura y representación, prefiriendo 
siempre la línea anterior á las posteriores; 
en la misma linea el grado mas próximo al 
mas remoto; en el mismo grado el varón á 
la hembra, y en el mismo sexo la persona de 
mas edad á la de menos. 

Art. 52. Extinguidas las líneas de los 
descendientes legítimos de Doña Isabel II de 
Barbón, sucederán, por el orden que queda 
establecido, su hermana y los líos hernia nos 
de su padre , así varones como hembras , y 
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sus legítimos descendientes, si no estuviesen 
excluidos. , 

Art. 53. Si llegaren a extinguirse todas 
Jas lineas que se señalan, Jas Cortes harán 
nuevos llamamientos, como mas convenga á 
Ja .Nación. 

Art. 54. Las Cortes deberán excluir de 
i a sucesión aquellas personas que sean inca- 
paces para gobernar, ó hayan hecho cosa, 
por que merezcan perder el derecho ;í Ja 
Corona. 

Art. 55. Cuando reine una hembra, su 
marido no tendrá parte ninguna en el Go- 
bierno del Reino. 

Til. Vlil . — De la menor edad del Rey , y de 
la Rey encía. 

Art. 5ü. El ltey es menor de edad hasta 
cumplir catorce años. 

Art. 57. Cuando el Rey se imposibilitare 
para ejercer su autoridad, o vacare la Coro- 
na siendo de menor edad el inmediato suce- 
sor, nombrarán las Curtes, para gobernar ei 
Reino, una Regencia compuesta de una, tres 
ñ cinco personas. 

Art. 58. Hasta que Jas Cortes nombren 
la Regencia, será gobernado el Reino pro- 
visionuimente por ei padre ó la madre del 
Rey; y en su delecto por el Consejo de Mi- 
nistros. 

Art. 51). La Regencia ejercerá toda Ja 
autoridad del Rey, en cuyo nombre se pu- 
blicarán Jos actos del Gobierno. 

Art, 00. Será tutor del Rey menor la 
persona que en su testamento hubiese num- 
erado el Rey difunto, siempre que sea espa- 
ñol de nao miento; si no Je hubiese nombra- 
do, será tutor el padre ó la madre mientras 
permanezcan viudos. En su defecto le noni- 
iiraran las Curtes; pero no podrán estar re- 
unidos los encargos de Regente y de tutor 
del Rey sino en ei padre ó la madre de este. 

TIT. IX . — De los Ministros. 

Art. 01. 'l odo lo que el Rey mandare ó 
dispusiere en el ejercicio de su autoridad, 
deberá ser lirniudo por el Ministro á quien 
corresponda, y ningún lunc.onariü púohco 
dará cumplimiento a lo que carezca de este 
requisito. 

Art. 02. Los Ministros pueden ser sena- 
dores ó diputados, y lomar pane en las dis- 
cusiones ríe ambos Cuerpos Colegisladores- 
pero solo tendrán voto en aquel , a que per- 
tenezcan. 

TIT. X . — Del poder judicial. 

Art. 03. A los Tribunales y Juzgados per- 
tenece exclusivamente Ja potestad ue aplicar 


las leyes en los juicios civiles y criminales; 
sin que puedan ejercer otras funciones, que 
las de juzgar y hacer que se ejecute lo 
juzgado. 

Art. 04. Las leyes determinarán los Tri- 
bunales y Juzgados que ha de haber, la or- 
ganización de cada uno , sus facultades , el 
modo de ejercerlas, y las calidades que han 
de tener sus individuos. 

Art. 05. Los juicios en materias crimi- 
nales serán públicos, en la forma que deter- 
minen las leyes. 

Art. 00. -Ningún magistrado ó juez podrá 
ser depuesto de su destino, temporal ó per- 
petuo, sino por sentencia ejecutoriada; ni 
suspendido si no por auto judicial , o en vir- 
tud de orden del Rey cuando este, con mo- 
tivos luudados, le mande juzgar por el Tri- 
bunal competente. 

Art. 07. Los jueces son responsables 
personalmente de toda infracción de lev que 
cometan. 

Art. 08. La justicia se administra en 
nombre dei Rey. 

ITT. Aí . — De las Diputaciones provinciales 
y de los Ayuntamientos . 

Art. 09. Lu cada provincia habrá una 
Diputación provincial, compuesta ( dei nú- 
mero de individuos que determine la ley, 
nombrados por los mismos electores que los 
diputados a Gbrlus. 

Art. 70. Para el gobierno interior de los 
pueblos habrá Ayuntamientos, nombrados 
por los vecinos, a quienes la ley conceda 
este derecho. 

Art. 71. Ra ley determinará la organiza- 
ción y funciones ue las Diputaciones provin- 
ciales y de los Ayuntamientos. 

ITT. XH . — De las contribuciones. 

Art. 72. Todos los anos presentará el 
Gobierno á las Cortes ei presupuesto general 
de los gastos del Estado para el ano siguien- 
te, y ei plan de las contribuciones y medios 
para llenarlos; como asimismo las cuentas 
ue la recaudación ó inversión de ios cauda- 
les públicos para su examen y aprobación. 

Art. 73. No podrá imponerse ni cobrar- 
se ninguna contribución ni arbitrio, que no 
este autorizado por la ley do presupuestos u 
otra especial. 

Art. 7 i. igual autorización se necesita 
para disponer de las propiedades dei Estado 
y para tornar caudales a préstamo sobre el 
crédito de la Nación. 

Art. 75. La deuda pública está bajo la 
salvaguardia especial de la Nación. 
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TIT. XIII . — De la fuerza militar nacional. 

Art. 76. Las Cortes fijaran todos los anos, 
á propuesta del Rey, la fuerza militar per- 
manente de mar y tierra. 

Art. 77. Habrá en cada provincia cuer- 
pos de milicia nacional, cuya organización y 
servicio se arreglará por uña ley especial: y 
el Rey podrá en caso necesario disponer de 
esta fuerza dentro de la respectiva provin- 
cia; pero no podrá emplearía fuera de ella 
sin otorgamiento de las Cortes. 

Artículos adicionales. 

Artículo í.° Las leyes determinarán la 
época y el modo en que se ha de establecer 
el juicio por jurados para toda clase de de- 
litos. 

Art. 2.° Las provincias de Ultramar se- 
rán gobernadas por leyes especiales. 

Palacio de las Cortes, en Madrid, á S de 
junio de 1837 . — ( Siguen las firmas de los 
señores diputados.) — Real Palacio de Ma- 
drid 17 de junio de 1837. — Conforme con lo 
dispuesto en esta Constitución , me adhiero 
á ella y la acepto en nombre de mi augusta 
Hija la Reina Doña Rabel II.— María Cristi- 
na, Reina Gobernadora . — ( Siguen las fir- 
mas de los señores Ministros.) — Por tanto, 
mandamos, etc. 


La anterior Constitución de 1837 fue 
reformada y sustituida por otra promul- 
gada en 25 de mayo de 1845. Esta, á la 
vez, fue anulada en 18o 4, con motivo de 
los sucesos políticos de aquel ano, ha- 
biéndose convocado Cortes constituyen- 
tes y discutido y votado estas una nueva 
Constitución que no llegó á promulgar- 
se Por Real decreto de 15 de setiembre 
de 1856 se restableció de nuevo la Cons- 
titución de 1845, pero no en su integri- 
dad sino con un Acta adicional. Por otro 
Real decreto de 14 de octubre del mis- 
mo año, se mandó ya que solo rigiera y 
se observara la Ley constitucional de la 
Monarquía, promulgada en unión y de 
acuerdo con las Cortes á la sazón reuni- 
das en 23 de mayo de 1845. Después 
por otra ley de 17 de julio de 1857 se 
reformaron losarts. 14, 15, 16, 17, 18 y 
Tomo III. 
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28 de la misma Constitución, y tam- 
bién sufrió igual suerte, la reforma, sien- 
do derogada en 20 de abril de 1864 y 
quedando de nuevo en vigor la Consti- 
tución de 1846, Hé aquí estos docu- 
mentos. 

CONSTITUCION DE 1845. 

«DOÑA ISABEL II por la gracia de Dios y 
la Constitución de la Monarquía española, 
Reina de las España s; á todos los que las pre- 
sentes vieren y entendieren . sabed : Que 
siendo nuestra voluntad y de las Cortes del 
Reino regularizar y poner en consonancia 
con ins necesidades actuales del Estado los 
antiguos fueros y libertades de estos Reinos, 
y la intervención que sus Corles han tenido 
en todos tiempos en los negocios graves de la 
Monarquía , modificando al efecto la Consti- 
tución promulgada en 18 de junio de 1837, 
hemos venido, en unión y de acuerdo con 
las Cortes actualmente reunidas, en decretar 
y sancionar la siguiente : 

CONSTITUCION 

DE LA 

MONARQUIA ESPAÑOLA. 

TITULO 1. — De los españoles. 

Artículo l.° Son españoles: 

1. ° Todas las personas nacidas en los 
dominios de España. 

2. a Los hijos de padre ó madre españo- 
les, aunque hayan nacido fuera de España. 

3. ° Los extranjeros que hayan obtenido 
carta de naturaleza. 

4. ° Los que sin ella, hayan ganado vecin- 
dad en cualquier pueblo de la Monarquía. 

La calidad de español se pierde por adqui- 
rir naturaleza en país extranjero, y por ad- 
mitir empleo de otro Gobierno sin licencia 
del Rey. 

Una ley determinará los derechos que de- 
berán gozar los extranjeros que obtengan 
carta de naturaleza ó hayan ganado ve- 
cindad . 

Art. 2. a Todos los españoles pueden im- 
primir y publicar libremente sus ideas sin 
prévia censura, con sujeción á las leyes. 

Art 3 0 Todo español tiene derecho de 
50 
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dirigir peticiones por escrito a las Cortes y 
al fin y, como determinen las leyes. 

ArC -L' J Unos mismos Códigos regirán en 
toda la Monarquía. 

Art. 5. rj Todos los españoles son admisi- 
bles ¿t los empleos y cargos públicos, según 
su mérito y capacidad. 

Art. f>.° Todo español está obligado á 
defender la patria con las armas, cuando sea 
llamado por la ley, y ó contribuir en propor- 
ción de sus haberes para los gastos del 
Estado. 

Art. 7.° No puede ser detenido, ni pre- 
so, ni separado de su domicilio ningún espa- 
ñol, ni allanada su casa, sino en ios casos y 
en la forma que las leyes prescriban. 

Art. 8.° Si la seguridad del Estado exi- 
giere en circunstancias extraordinarias la 
suspensión temporal en toda la Monarquía ó 
en parte de ella , de lo dispuesto en el artí- 
culo anterior, se determinará por una ley. 

Art. 9.“ Ningún español puede ser pro- 
cesado ni sentenciado sino por el juez ó Tri- 
bunal competente , en virtud de leyes ante- 
riores al delito y en la forma que estas pres- 
criban. 

Art. 10. No se impondrá jamás la pena 
de confiscación de bienes, y ningún español 
será privado de su propiedad sino por causa 
justificada de utilidad común , previa la cor- 
respondiente indemnización. 

Art. 1 1 . La religión de la Nación espa- 
ñola ¡es la católica, apostólica, romana. El 
Estado se obliga á mantener el cuito y sus 
ministros. 

TIT. II. — De las Corles. 

Art. 12. La potestad de hacer Jas leyes 
reside en las Córtes con el Rey. 

Art. 13. Las Córtes se componen de dos 
Cuerpos colegisladores , iguales en faculta- 
des: el Senado y el Congreso de los dipu- 
tados. ' 1 

TIT. III. — Del Senado. 

Art. 14. El número de senadores es ili- 
mitado: su nombramiento pertenece al Rey. 

Art. 15. Solo podrán ser nombrados se- 
nadores [os españoles que además de tener 
treinta anos cumplidos pertenezcan á las cla- 
ses siguientes: 

Presidentes de algunos de los Cuerpos co- 
legisladores. 

Senadores ó diputados admitidos tres ve- 
ces en las Corles. 

Ministros de la Corona. 

Consejeros de Estado. 

Arzobispos. 

Obispos. 


Grandes de España. 

Capitanes generales del ejército y armada 

Tenientes generales del ejército y armada 

Embajadores. 

Ministros plenipotenciarios. 

Presidentes de Tribunales Supremos. 

Ministros y fiscales de los mismos. 

Los comprendidos en las categorías ante- 
riores deberán además disfrutar 30.C00 rs. 
de reata, procedentes de bienes propios, ó 
de sueldos de los empleos que no pueden 
perderse sino por causa legalmente probada, 
ó de jubilación, retiro ó cesantía. 

Títulos de Castilla que disfruten 60.000 rs. 
de renta. 

Los que paguen con un año de antelación 
8.000 rs. de contribuciones directas, y ha- 
yan sido senadores ó diputados á Córtes, ó 
diputados provinciales, ó Alcaldes en pue- 
blos de 30.000 almas ó presidentes de Juntas 
ó Tribunales de comercio. 

Las condiciones necesarias para ser nom- 
brado senador podrán variarse por una ley. 

Art. 16. El nombramiento de los sena- 
dores se hará por decretos especiales, y en 
ellos se expresará el título en que , confor- 
me al artículo anterior, se funde el nombra- 
miento. 

Art. -17. El cargo de senador es vitalicio. 

Art. 18. Los hijos del Rey y del herede- 
ro inmediato de Ja Corona sod senadores á 
ia edad de veinticinco años. 

Art. 19. Además de las facultades legis- 
lativas corresponde al Senado: 

1. ° Juzgar á ios Ministros cuando fueren 
acusados por el Congreso de los diputados. 

2. ° Conocer de los delitos graves contra 
la persona ó dignidad del Rey, ó contra la 
seguridad del Estado, conforme á lo que es- 
tablezcan las leyes. 

3. ° Juzgar á ios individuos de su seno 
en los casos y en la forma que determinen 
las leyes. 

TIT. 1 Y. —Del Congreso de los diputados. 

Art. 20. El Congreso de los diputados se 
compondrá de ios que nombren las Juntas 
electorales en la forma que determíne la 
ley. Se nombrará un diputado á lo menos 
por cada cincuenta mil almas de la po- 
blación. 

Art. 21 . Los diputados se elegirán por el 
método directo, y podrán ser reelegidos m- 
deíiu idamente. 

Art. 22. Para ser diputado se requiere 
ser español, del estado seglar, haber cum- 
plido veinticinco años, disfrutar la renta pro- 
cedente de bienes raíces, ó pagar por con- 
tribuciones directas la cantidad que la ley 
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eletoral exija, y tener las demás circunstan- 
cias que en la misma ley se prefijen. 

Art. 23. Todo español que tenga estas 
calidades, puede ser nombrado diputado j>or 
cualquier provincia. 

Art. 24. *Los diputados serán elegidos 
por cinco años. 

Art. 25. Los diputados que admitan del 
Gobierno ó de la Casa Real pensión, empleo 
que no sea de escala en su respectiva carro* 
ra, comisión con sueldo, honores ó conde- 
coraciones, quedan sujetos á reelección. 

La disposición anterior no comprende a 
los diputados que fueren nombrados Minis- 
tros de la Corona. 

TIT. Y.— De la celebración y facultades de 
las Cortes. 

Art. 26. Las Cortes se reúnen todos ios 
años. Corresponde al Rey convocarlas, sus- 
pender y cerrar sus sesiones, y disolver el 
Congreso de los diputados; pero con la obli- 
gación en este último caso, de convocar otras 
Cortes y reunidas dentro de tres meses. 

Art. 27. Las Cortes serán precisamente 
convocadas Inego que vacare la Corona, ó 
cuando el Rey se imposibilitare de cualquier 
modo para el Gobierno. 

Art. 28. Cada uno de los Cuerpos Cole- 
gisladorcs forma el respectivo reglamento 
para su gobierno interior, y examina las ca- 
lidades de los individuos que le componen: 
el Congreso decide además sobre la legali- 
dad de las elecciones de los diputados. 

Art. 29. El Congreso de los diputados 
nombra su presidente, vice -presidentes y se- 
cretarios. 

Art. 30. El Rey nombra para cada legis- 
latura de entre los mismos senadores , el 
presidente y vice-presidentes del Senado, y 
este elige sus secretarios. 

Art. 31 . El Rey abre y cierra las Cortes, 
en persona ó por medio de los Ministros. 

Art. 32. No podrá estar reunido uno de 
los dos Cuerpos Colegísladores sin que tam- 
bién lo esté el otro; exceptúase el caso en 
que el Senado ejerza funciones judiciales. 

Art. 33. Los Cuerpos Colegísladores no 
pueden deliberar juntos ni en presencia 
de i Rey. 

Art. 34. Las sesiones del Senado y del 
Congreso serán públicas, y solo en los casos 
en que exijan reserva, podrá celebrarse se- 
sión secreta. 

Art. 35. El Rey y cada uno de los Cuer- 
pos Colegísladores tienen la iniciativa de las 
leyes. 

Art. 36. Las leves sobre contribuciones 


y crédito público se presentarán primero al 
Congreso de los diputados. 

Art. 37. Las resoluciones en cada uno 
de los Cuerpos Colegísladores se toman á 
pluralidad absoluta de votos; pero para votar 
las leyes se requiere la presencia de la mitad 
mas uno del número total de los individuos 
que le componen. 

Art. 38. Si uno de los Cnerj>os Colegis- 
ladores desechare algún proyecto de ley , ó 
le negare el Rey la sanción’ no podrá vol- 
verse á proponer un proyecto de ley sobre 
el mismo objeto en aquella legislatura. 

Art. 39. Además de la potestad legislati- 
va que ejercen las Cortes con el Rey, les per- 
tenecen las facultades siguientes: 

1. a Recibir al Rey, al sucesor inmediato 
á Ja Corona , y a la Regencia ó Regente del 
Reino, el juramento de guardar la Constitu- 
ción y Jas leyes. 

2. a Elegir Regente ó Regencia del Reino, 
y nombrar tutor al Rey menor, cuando lo 
previene la Constitución. 

3. a Hacer efectiva la responsabilidad de 
los Ministros; los cuales serán acusados por 
el Congreso , y juzgados por el Senado. 

Art. 40. Los senadores y los diputados 
son inviolables por sus opiniones y votos en 
el ejercicio de su encargo. 

Art. 41. Los senadores no podrán ser 
procesados ni arrestados sin previa resolu- 
ción del Sonado, súio cuando sean hallados 
in fraganti , ó cuando no esté reunido el Se- 
nado ; pero en todo caso se dará cuenta á 
este Cuerpo lo mas pronto posible para que 
determine lo que corresponda. Tampoco po- 
drán ios diputados ser procesados ni arres- 
tados durante las sesiones sin permiso del 
Congreso, á no ser hallados in fraganti ; pero 
en este caso y en el de ser procesados ó ar- 
restados cuando estuvieren cerradas (as Cor- 
tes, se dará cuenta lo mas pronto posible al 
Congreso para su conocimiento y resolución. 

TIT. VI.— Del Rey. 

Art. 42. La persona del Rey es sagrada 
é inviolable y no está sujeta á responsabili- 
dad. Son responsables los Ministros. 

Art. 43. La potestad de hacer ejecutar 
las leyes reside en el Rey, y su autoridad s3 
extiende á todo cuanto conduce á la conser- 
vación del orden público en Jo interior, y á 
la seguridad del Estado en lo exterior, con- 
forme á la Constitución y á las leyes. 

Art. 44. El Rey sanciona y promulga 
las leves. 

Art. 43. Además de las prerogati vas que 
la Constitución señala al Rey, le corresponde: 
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j.° Expedir los decretos , reglamentóse 
instrucciones que sean conducentes para la 
ejecución de las leyes. 

5. ° Cuidar de que en todo el Reino se ad- 
ministre pronta y cumplidamente la justicia. 

Indultar á los delincuentes con arre- 
glo á las leyes. 

4.° Declararla guerra y hacer y ratificar 
la paz, dando después cuenta documentada 
á las Cortes. 

5. 15 Disponer de la fuerza armada, dis- 
tribuyéndola como mas convenga. 

6. ° Dirigir las relaciones diplomáticas y | 
comerciales con las demás potencias. 

7. ° Cuidar de la fabricación de la mone- 
da, en la que se pondrá su busto y nombre. 

H.° Decretar la inversión de los fondos 
destinados á cada uno de los ramos de la Ad- 
ministración pública. 

9. " Nombrar todos Jos empleados públi- 
cos y conceder honores y distinciones de to- 
das clases, con arreglo alas leyes. 

10. Nombrar y separar libremente los 
Ministros. 

Art. 46. El Rey necesita estar autoriza- 
do por una ley especial : 

1. ° Para enajenar, ceder o permutar 
cualquiera parte del territorio español. 

2. ° Para admitir tropas extranjeras en el 
Reino. 

3. ° Para ratificar los tratarlos de alianza 
ofensiva , Jos especiales de comercio y los 
que estipulen dar subsidios á alguna poten- 
cia extranjera. 

4. ° Para abdicar la Corona en su inme- 
diato sucesor. 

Art. 47. El Rey antes de contraer ma- 
trimonio^ lo pondrá en conocimiento de las 
Cortes , á cuya aprobación se someterán las 
estipulaciones y contratos matrimoniales que 
deban ser objeto de una ley. 

Lo mismo se observará respecto del ma- 
trimonio del inmediato sucesor á la Corona. 

Ni el Rey ni el inmediato sucesor pueden 
contraer matrimonio con persona que por la 
ley esté excluida de la sucesión á la Corona. 

Art. 48. La dotación del Rey y de su fa- 
milia se fijará por las Cortes al principio de 
cada reinado. 

I IT. VIL De la sucesión á la Corona. 

Art. 49. La Reina legítima de las Espa- 
ñas es Doña Isabel II de Borbon. 

Art. 50. La sucesión en el Trono de las 
Españas será según el orden regular de la 
primogenilura y representación , pretiriendo 
siempre la linea anterior á las posteriores; en 
la misma línea el grado mas próximo al mas 
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remoto, en el mismo grado el varón á la 
hembra, y en el mismo sexo la persona d e 

mas edad á la de menos. 

Art. 51- Extinguidas las Jmoas de los 
descendientes legítimos de Doña Isabel II de 
Borbon, sucederán por el orden que queda 
establecido, su hermana y los tros hermanos 
de su padre, así varones como hembras, y 
sus legítimos descendientes, si no estuviesen 
excluidos. 

Art. 52. Si llegaren á extinguirse todas 
las líneas que se señalan, se harán por una 
ley nuevos llamamientos, como mas conven- 
ga á la Nación. 

Art. 53. Cualquiera duda de hecho ó de 
derecho que ocurra en orden á la sucesión 
de la Corona, se resolverá por una ley. 

Art. 54. Las personas que sean incapa- 
ces para gobernar, ó hayan hecho cosa por 
que merezcan perder el derecho á. la Corona, 
serán excluidas de la sucesión por una ley. 

Art. 55. Cuando reine una hembra , su 
marido no tendrá parte ninguna en el Go- 
bierno del Reino. 

TIT. VIII. — De la menor edad del Rey y de 
la Regencia. 

f 

Art. 56. El Rey es menor de edad hasta 
cumplir catorce años. 

Art. 57, Cuando el Rey fuere menor de 
edad, el padre ó la madre del Rey, y en su 
defecto el pariente mas próximo á suceder 
en la Corona, según el orden establecido en 
la Constitución, entrará desde luego á ejer- 
cer la Regencia, y la ejercerá todo el tiempo 
de la menor edad del Rey. 

Art. 58. Para que el pariente mas próxi- 
mo ejerza la Regencia, necesita ser español, 
tener veinte años cumplidos, y no estar ex- 
cluido de la sucesión de la Corona. 

El padre ó la madre del Rey solo podrán 
ejercer la Regencia permaneciendo viudos. 

Art. 59. El Regente prestará ante las 
Cortes el juramento de ser fiel al Rey menor 
y de guardar la Constitución y las leyes. 

Si ias Cortes no estuvieren reunidas, el 
Regente las convocará inmediatamente, y 
entre tanto prestará el mismo juramento an- 
te el Consejo de Ministros, prometiendo rei- 
terarle ante las Cortes tan luego como se ha- 
llen congregadas. 

Art. 60. Si no hubiere ninguna persona 
á quien corresponda de derecho la Regencia 
la nombrarán las Cortes, y se compondrá de 
una, tres ó cinco personas. 

Hasta que se haga este nombramiento go- 
bernará provisionalmente el Reino el Conse- 
jo de Ministros. 
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Art. 61. Cuando el Rey se imposibilita- 
re para ejercer su autoridad, y la imposibili- 
dad fuere reconocida por las Cortes, ejerce- 
rá la Regencia durante el impedimento el 
hijo primogénito del Rey, siendo mayor de 
catorce años ; en su defecto el consorte del 
Rey; y á falta de este los llamados á la Re- 
gencia. 

Art. 62 El Regente, y Ja Regencia en su 
caso, ejercerá toda la autoridad del Rey, en 
cuyo nombre se publicarán los actos dei Go- 
bierno. 

Art. 63. Será tutor del Rey menor la per- ■ 
sona que en su testamento hubiere nombra- 
do el Rey difunto, siempre que sea español 
de nacimiento ; si no le hubiese nombrado, 
será tutor el padre ó la madre mientras per- 
manezcan viudos. En su defecto le nombra- 
rán las Córtes; pero no podrán estar reuni- 
dos los encargos de Regente y de tutor del 
Rey sino en el padre ó Ja madre de este. 

TIT. IX. — De los Ministros. 

Art. 64. Todo lo que el Rey mandare ó 
dispusiere en el ejercicio de su autoridad, 
deberá ser firmado por el Ministro á quien 
corresponda, y ningún funcionario público 
dará cumplimiento á lo que carezca de este 
requisito. 

Art. 65. Los Ministros pueden ser se- 
nadores ó diputados, y tomar parte en las 
discusiones de ambos Cuerpos Colegislado- 
res; pero solo tendrán voto en aquel á que 
pertenezcan . 

TIT. X. — De la administración de justicia . 

Art. 66. A ios Tribunales y Juzgados per- 
tenece exclusivamente la potestad de aplicar 
las leyes en los juicios civiles y criminales: 
sin que puedan ejercer otras funciones, que 
las de juzgar y hacer que se ejecute lo juz- 
gado. 

Art.. C7. Las leyes determinarán los Tri- 
mmales y Juzgados. que ha de haber, la or- 
ganización de cada uno, sus facultades, el 
modo de ejercerlas, y las calidades que han 
de tener sus individuos. 

Art. 68. Los juicios en materias crimina- 
les serán públicos, en la forma que determi- 
nen las leyes. 

Art. 6íL Ningún magistrado ó juez podrá 
ser depuesto de su destino, temporal ó per- 
petuo, sino por sentencia ejecutoriada; ni 
suspendido sino por auto judicial; ó en vir- 
tud de, orden del Rey, cuando este, con mo- 
tivos fundados, le mande juzgar por el Tri- 
bunal competente. 
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Art. 70. Los jueces son responsables 
personalmente de toda infracción de ley que 
cometan. 

Art. 71 . La justicia se administra en 
nombre del Rey. 

TIT. XI. — De las Diputaciones provinciales 
y de los Ayuntamientos. 

Art. 72. En cada provincia habrá una 
Diputación provincial , elegida en la forma 
que determine la ley y compuesta del núme- 
ro de individuos que osla señale. 

Art. 73. Habrá en Jos pueblos Alcaldes y 
Ayuntamientos. Los Ayuntamientos serán 
nombrados por los vecinos á quienes la ley 
confiera este derecho. 

Art. 74. La ley determinará la organiza- 
ción y atribuciones de las Diputaciones y de 
los Ayuntamientos, y Ja intervención que 
hayan de tener en ambas corporaciones Jos 
delegados del Gobierno. 

TTT. XII. — De las contribuciones. 

Art. 75. Todos los años presentará el 
Gobierno á las Córtes el presupuesto general 
de los gastos del Estado para el año siguien- 
te, y el plan de las contribuciones y medios 
para llenarlos; como asimismo las cuentas 
déla recaudación é inversión de los caudales 
públicos para su examen y aprobación. 

Art. 76. No podrá imponerse ni cobrar- 
se ninguna contribución ni arbitrio que no 
esté autorizado por la ley de presupuestos ú 
otra especial. 

Art. 77. Igual autorización se necesita 
para disponer de las propiedades del Estado 
v para tomar caudales á préstamo sobre el 
crédito de la Nación. 

Art. 78. La Deuda pública está bajo la 
salvaguardia especial de la Nación. 

TIT. XIII. — De la fuerza militar. 

Art. 79, Las Córtes fijarán todos los años, 
á propuesta del Rey, la fuerza militar per- 
manente de mar y tierra. 

ARTÍCULO ADICIONAL. 

Art. 80. Las provincias de Ultramar se- 
rán gobernadas por leves especiales. 

Por tanto mandarnos á todos nuestros súb- 
ditos de cualquiera clase y condición^ que 
sean, que havan v guarden la presente Cons- 
titución como ley fundamental de ja Monar- 
quía; y mandamos asimismo á todos Jos tri- 
bunales, justicias, jefes, gobernadores y de- 
mas autoridades, así civiles corno militares y 
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«míticas dfi cualquiera clase y digniílad, 
í( ue qmirdeu Y liaban guardar, cumplir y 
; iíini i ar |a expresada Constitución en todas 
'parte- —En Palacio á 23 de mayo -i 8 -iu.» 


sus 


CONSTITUCION 

VOTADA POR LAS CfÍRTES CONSTITUYENTES 

de 1854. 


Con motivo 
que tuvieron 


de 

lugar 


los sucesos políticos 
en junio y julio de 
1854, se convocaron por Real decreto 
de U de agosto del mismo a fio Cortes 
Constituyentes. Estas Cortes discutieron 
y votaron una nueva Constitución que, 
si liien no llegó á promulgarse solem- 
nemente, sirvió de base y es citada por 
algunas leyes de aquella época (1). Es 
la "siguiente : 

TITI LO PRIMERO . — De la Nación y de 
los españoles. 


Art. 5.° Unos mismos Códigos regirán 
en toda la Monarquía, y en eiios no se esta- 
blecerá mas que un soío fuero para todos los 
españoles en los juicios comunes, civiles y 
criminales. 

Art. 6.° Todos los españoles son admisi- 
bles á los empleos y cargos públicos según 
su mérito y capacidad. 

Para ninguna distinción ni empleo públi- 
co se requiere la calidad de nobleza. 

Art. 7.° Todo español está obligado á de- 
fender la patria con las armas cuando sea 
llamado por la lev, y á contribuir en propor- 
ción de sus haberes para los gaslos del Es- 
tado. 

Art. 8.° No puede ser detenido ni preso 
ni separado de su domicilio ningún español, 
ni allanada su casa sino en los casos y en la 
forma que las leyes prescriban. 

Los que contravinieren á esta disposición, 
como autores ó como cómplices, además de 
las penas que se les impongan por infracción 
! de la Constitución , serán responsables de 
daños y perjuicios, y perderán, sus empleos 
y todos los derechos á ellos anejos. 

Art. 9.° Si la 
giere en circunstancias extraordinarias la 
suspensión temporal de toda la Monarquía, 
ó en parte de ella, lo dispuesto en el artícu- 
lo anterior se determinará por una ley. 

Promulgada esta, el territorio á ella suje- 
to, se regirá durante la suspensión por la 
ley de órden público establecida de ante- 
mano. 

Pero ni en una ni en otra ley se podrá en 
ningún caso autorizar al Gobierno para ex- 
trañar del Reino, ni deportar, ni desterrar 
fuera de la Península á los españoles. 

Art. 10. Ningún español puede ser pro- 
cesado ni sentenciado sino por el juez o Tri- 
bunal competente, en virtud de leyes ante- 
riores al delito y en la forma que estas pres- 
criban. 

Art. 11. No se podrá imponer la pena 
j capital por delitos meramente políticos. 

Tampoco so impondrá por nin- 


seguridad del Estado exi- 


Artículo l.° Todos los poderes públicos 
emanan de la Nación , en la que reside esen- 
cialmente la soberanía, y por lo mismo per- 
tenece exclusivamente á la Nación el dere- 
rebo do establecer sus leyes fundamentales 

Art. 2. u Son españoles : 

1 Todas las personas nacidas en los do- 
minios de España. 

2. ° Los hijos de padre ó madre españoles 
aunque hayan nacido fuera de España. 

3, u Los extranjeros que hayan obtenido 
caria de naturaleza. 

i.° Los que sin ella hayan ganado vecin- 
dad en cualquier pueblo de la Monarquía. 

La calidad de español se pierde por adqui- 
rir naturaleza en país extranjero y por ad- 
mitir empleos de otro Gobierno sin licencia 
del Rey. 

Art. 3.° Todos los españoles pueden im- 
primir y publicar libremente sus ideas sin 
previa censura con sujeción á las leyes. i Art- 12. 

No se podrá secuestrar ningún "impreso I gun delito la pena de confiscación de bienes 


hasta después de haber empezado á circular 
La calificación de los delitos de imprenta 
corresponde á los jurados. 

Art. 4.° Todo español tiene derecho de 
dirigir peticiones por escrito á Jas Cortes 
al Rey corno determinen las leyes. 


y 


(I) Es citada, en el an. 25 de la loy de 
Ayunlaraicntos de o de julio de Í856, y en una 
Real orden de la misma fecha mandando pro- 
ceder á la renovación de aquellas corpora- 
ciones. 


Art. 13. Ningún español será privado de 
su propiedad sino por causa justificada de 
utilidad común, previa la correspondiente 
indemnización . 

Art. 14. La Nación se obliga á mantener 
y proteger el culto y los ministros de la re- 
ligión católica que profesan los españoles. 

Pero ningún español ni extranjero podrá 
ser perseguido por sus opiniones ó creencias 
religiosas, mientras no las manifieste por ac- 
tos públicos contrarios á la religión. 
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TIT. II . — De las Cortes. 

Art,. 15. La potestad de hacer las leves 
reside en las Cortes con el lley. 

Art.. 16. Las Cortes se componen de dos 
Cuerpos Colegisladores iguales en facultades; 
el Senado y el Congreso de los diputados. 

TIT. 111 . — Del Senado. 


La elección será directa y por provincias. 

Art. 26. Para ser diputado se requiere 
ser español, del estado seglar, haber cum- 
plido 25 años y tener las demás circunstan- 
cias que exija la ley electoral. 

Art. 27. Todo español que tenga estas 
calidades puede ser nombrado diputado por 
cualquier provincia. 


Art. 17. El número de senadores será 
igual á las tres quintas partes de los dipu- 
tados. 

Art. 18. Los senadores son elegidos del 
mismo modo y por los mismos electores que 
los diputados á Cortes. 

Art. 19. A cada provincia corresponde 
nombrar un número de senadores propor- 
cional á su población, pero ninguna dejará 
de tener por lo menos un senador. 

Art. 20. Para ser senador se requiere 
ser español, mayor de 40 años y hallarse en 
uno de los cuatro casos siguientes: 

1. ° Pagar con dos años de antelación 
3,000 rs. (le contribución directa. 

2. ° Tener 30,000 rs. de renta proceden- 
tes de bienes propios. 

3. ° Disfrutar 30,000 rs. do sueldo de un 
empleo que no se pueda perder legalmente 
sin prévia formación de causa. 

4. ° Percibir ó tener declarado derecho á 
percibir 30,000 rs. anuales por jubilación, 
derecho ó cesantía. 

Las fracciones de las cantidades expresa- 
das en los cuatro casos anteriores, no pue- 
den acumularse para componer el total re- 
querido. 

Art. 21 . Todos los españoles que tengan 
estas calidades, pueden ser nombrados se- 
nadores por cualquier provincia de la Mo- 
narquía. 

Art. 22. Cada vez que se haga elección 
general de diputados por haber espirado el 
término de su encargo , ó por haber sido ; 
disuelto el Congreso, se renovará por or- 
den de antigüedad la cuarta parte do los 
senadores , los cuales podrán ser reele- 
gidos. 

Art. 23, Los hijos del Rey y (lo! inme- 
diato sucesor á la (harona , son sonadores á 
la edad de 25 años. 

TIT. I Y,— Del Congreso de los diputados. 

Art. 24. Cada provincia nombrará un di- 
putado á lo menos por cada 50,000 almas de 
población. 

Art. 23. Los diputados serán elegidos por 
tres años, y podrán ser reelegidos indelini- 
darnente. 


TIT. Y.— De la celebración y facultades de 
tas Cortes. 

Art, 28. Las Cortes se reunirán lo mas 
tarde el l.° de noviembre todos los años. 
Corresponde al Rey convocarlas, suspender 
y cerrar sus sesiones y disolver el Congreso 
de los diputados, pero con la obligación en 
este último caso de convocar otras Cortes y 
reunirías dentro de dos meses. 

Art. 29. Cada año estarán reunidas las 
Cortes á lo menos cuatro meses consecutivos 
contados desde el día en que se constituya 
' el Congreso de los diputados. 

Cuando el Rey suspenda ó disuelva las 
Curtes antes de cumplirse este término, las 
Cortes nuevamente abiertas estarán reunidas 
hasta completarle. 

En el primer caso previsto en el párrafo 
anterior, la suspensión de las Córtes en una 
ó mas veces, 110 podrá exceder de treinta 
días. 

Art. 30. Las Cortes se reunirán luego 
que vacare la Corona, ó que el Rey se impo- 
sibilitare de cualquier modo para el Ro- 
' bierno. 

Art,. 31, Cada uno de los Cuerpos Cole- 
gisladores forma el respectivo reglamento 
para su gobierno interior, y examina la lega- 
lidad de las elecciones y las calidades de los 
individuos que le componen. 

Art. 32. Cada uno de los Cuerpos Cole- 
gisladores nombra su presidente, vice-pre- 
sidentes y secretarios. 

Art. 33. El Rey abre y cierra las Córtes 
en persona ó por medio de los Ministros. 

Art. 34. !Vo podrá estar reunido uno de 
los Cuerpos Colegisladores sin que también 
lo esté el otro , execplo el caso en que el Se- 
nado ejerza funciones judiciales. 

Art. 35. Los Cuerpos Colegisladores no 
pueden discutir juntos ni deliberar en pre- 
sencia del Rey. 

Art. 36. Tais sesiones del Senado y del 
Congreso serán públicas ; y solo en los ca- 
sos que exija reserva , podrá celebrarse se- 
sión secreta. 

Art. 37. El Rey y cada uno ríe los Cuer- 
pos Colegisladores' tienen la iniciativa de las 
leyes. 
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Art. 38. Las leyes sobre contribuciones 
v crédito público s’fi presentarán primero ai 
Congreso do los diputados: y si en el Sena- 
,] 0 sufrieren alguna alteración sin que pueda 
obtenerse avenencia "ñire los dos Cuerpos, 
pasará á la Sanción Real lo que aprobase el 
C rm gr c so d e í i n i I i va i n e n I e . 

,\rl. 3b. Las resoluciones en cada uno 
,|r los Cuerpos Colcgisladores se Loman á 
pluralidad ¡disoluta de votos ; pero para vo- 
lar definitivamente las leyes, se requiere la 
presencia de la mitad nías uno del número 
total de los individuos que lo componen. 

Art. 40. Si uno de los Cuerpos Colcgls- 
dores descebase nigua proyecto de ley, ó le 
negare el Rey la sanción , no podrá volverse 
á proponer otro provecto de ley sol ¡re el 
mismo objeto en aquella legislatura. 

Art. 41 . Además de la potestad legislati- 
va que ejercen las Curtes con el Rey les per- 
tenece las facultades siguientes: 

:. :i Recibirá! Rey, al inmediato sucesor 
á la Corona y á Ja Regencia ó Regente del 
Reino, el juramento de guardar la Constitu- 
ción y las leyes. 

2. a Resolver cualquier duda de hecho ó 
de derecho que ocurra en orden á Ja suce- 
sión á la Corona. 
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guna comisión ó empleo que le impida la 
la asistencia á las Cortes. 

Los senadores ó diputados empleados no 
necesitan de permiso del Gobierno para con- 
currir al Cuerpo á que pertenezcan. 

Art. í6. I.os diputados y senadores que 
admitan del Gobierno ó de la Casa Real, em- 
pleo, comisión con sueldo, honores ó conde- 
coraciones, quedan sujetos á reelección. Ex- 
ceptúense de. esta disposición los que sean 
nombrados Ministros de la Corona. 

Art. 47. Habrá una Diputación perma- 
nente de Cortes, compuesta de cinco diputa- 
dos y cuatro senadores que, cuando las Cor- 
les rio estén reunidas , velará por la obser- 
vancia de la Constitución y por la seguridad 
individual, y convocará las Cortes solo en los 
casos siguientes: 

1. ° Cuando vacare la Corona. 

2. ° Cuando el Rey se imposibilitare para 
el Gobierno. 

3. ° Cuando se mande exigir alguna con- 
tribución ó préstamo que no este aprobado 
por la lev de presupuestos ú otra especial. 

4. ° Cuando suspendidas en una ó mas 
provincias las garantías establecidas en el ar- 
tículo S. ü dejare el Rey de convocarlas. 


3. a Elegir Regente ó Regencia del Rei- 
no, y nombrar tutor al Rey menor cuando 
lo previene la Constitución. ' 

4. a Hacer efectiva la responsabilidad de 
los Ministros, los cuales serán acusados por 
el Congreso y juzgados por el Senado. 

Art. 42. Él Congreso de los diputa- 
dos nombra los ministros del Tribunal de 
Cuentas. 

No pueden ser nombrados ministros de 
este Tribunal los diputados, aunque con an- 
terioridad hayan renunciado sus cargos. 

Id mismo tribunal propone al Rey piara 
su nombramiento sus contadores y depen- 
dientes, 

Art. 43. Los senadores y los diputados 
son inviolables por sus opiniones y votos en 
el ejercicio de su encargo. 

Art. 44. Los senadores y los diputados 
no podran ser procesados ni arrestados do- 
lante las sesiones sin permiso del respecti- 
vo Cuerpo Colegislador, á no ser hallados 
in fraganh ; pero en este caso, y en el de 
no ser procesados ó arres lados cuando estu- 
vieren cerradas las Cortes, se dará cuenta lo 
mas pionto posible al respectivo Cuerpo para 
su conocimiento y resolución, sin la cual no 
se podrá nunca dictar sentencia. 

. Arl 45. No podrá el Gobierno obligará 
ningún senador ni diputado, cualquiera que 
sea la clase á que pertenezca, á aceptar niu- 


TIT. VI. — Del Rey. 

Art: 48. La persona deí Rey es sagrada 
é inviolable, y no está sujeta á responsabili- 
dad. Son responsables los Ministros. 

Art. 49. La potestad de hacer ejecutar 
las leyes reside en el Rey, y su autoridad se 
extiende á todo cuanto conduce á la conser- 
vación del orden público en lo interior, y á 
la seguridad del Estado en lo exterior, con- 
forme á la Constitución y á las leyes. 

Art. 50. El Rey sanciona y promulga las 
leyes. 

Ari . 51 , La dotación del Rey y de su fa- 
milia se fijará por Jas Cortes al principio de 
cada reinado. 

Art. 52. Además de las prerogat.ivas que 
Ja Constitución señala al Rey, Je corres- 
ponde: 

L° Expedir los decretos, reglamentos é 
instrucciones que sean conducentes para la 
ejecución de las leyes. 

2. ° Cuidar de que en todo el Reino se ad- 
ministre pronta y cumplidamente la justicia. 

3. ° Declarar la guerra y hacer ratificar la 
paz , dando después cuenta documentada, á 
las Cortes. 

4. ° Disponer de la fuerza armada, distri- 
buyéndola como mas convenga. 

5. ° Dirigir las relaciones diplomáticas y 
comerciales con las demás potencias. 
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6. ° Cuidar de la fabricación de la mone- ] 
da, en la que se pondrá su busto y nombre. | 

7. ° Decretar la inversión de ios fondos 
destinados á cada uno de los ramos de la Ad- ¡ 
rninistracion pública. 

8. ° Nombrar todos los empleados públi- 
cos y conceder honores y distinciones de to- 
das clases con arreglo á las leyes. 

9. ° Nombrar y separar libremente á los 
Ministros. 

10. Indultar á los delincuentes con arre- 
glo á las leyes, sin que pueda conceder in- 
dultos generales. 

Tampoco podrá indultar á ningún Ministro, 
á quien se haya exigido la responsabilidad 
por las Cortes, sino á petición de uno de los ! 
Cuerpos Colegisladores. 

Art. 53. El Rey necesita estar autoriza- 
do por una ley especial: 

1. ° Para enajenar, ceder ó permutar 
cualquier parte del territorio español. 

2. ° Para, admitir tropas extranjeras en 
el Reino. 

3. ° Para ratificar los tratados de alianza ¡ 
ofensiva, los especiales de comercio y los 
que estipulen dar subsidios á alguna poten- 
cia extranjera. 

4. ° Para conceder amnistía. 

5. ° Para ausentarse del Reino. 

fí,° Para contraer matrimonio, y para 
permitir que lo contraigan los que sean súb- ; 
ditos suyos y estén llamados por la Constitu- 
ción á suceder en el Trono. 

7. ° Para abdicar la Corona en su inme- 
diato sucesor. 

8. ° Para enajenar en todo ó en parte los 
bienes de! patrimonio de Ja Corona. 

Art. 54. Habrá un Consejo de Estado, al 
que oirá el Rey en los casos que determinen 
las leyes. 

TIT. ATI. — De la sucesión a la Corona. 

Art. 55. La Reina legítima de las Espa- 
das es Doña Isabel ÍI de Rorbon. 

Art. oíL La sucesión en cJ Trono de las 
Espadas será según el orden regular de pri- 
¡n ogeni tura y representación , prefiriendo 
siempre la línea anterior á las posteriores; en 
la misma línea el grado mas próximo al nías 
remoto , en el mismo grado el varón á ja 
hembra, y en el mismo sexo la persona de 
mas edad á la de menos. 

Art. 57. Extinguidas las líneas de los 
descendientes legítimos de Doña Isabel II de 
Rorbon, sucederán, por el orden que queda 
establecido, su hermana, y los líos, herma- 
nos de su padre, así varones como hembras, 
y sus legítimos descendientes, si no estuvie- 
ren excluidos. 


Art. 58. Las Cortes excluirán de la suce- 
sión aquellas personas que sean incapaces 
para gobernar ó hayan hecho cosa por que 
merezcan perder el derecho á la Corona. 

Igual facultad tendrán para excluir de Ja 
sucesión en ia tutela del Rey á las personas 
que se hallen comprendidas en cualquiera de 
los dos casos anteriormente expresados. 

Art. 59. Cuando reine una hembra , su 
marido no tendrá parle ninguna en el Go- 
bierno del Reino. 

ITT. A/ 1 II . — De la menor edad del Rey y de 
la Regencia. 

Art. 60. El Rey es menor de edad hasta 
cumplir catorce años. 

Art. 61. Cuando el Rey se imposibilitare 
para ejercer su autoridad y la imposibilidad 
fuere reconocida por las Cortes, ó cuando 
vacare la Corona siendo de menor edad el 
inmediato sucesor, nombrarán Jas Cortes 
para gobernar el Reino una Regencia com- 
puesta do una, tres ó cinco personas. 

Art. 62. Hasta que las Cortes nombren 
la Regencia, será gobernado el Reino provi- 
sionalmente por el padre ó la madre del Rey 
con el Consejo de Ministros que hubiere al 
tiempo de la vacante. En defecto del padre ó 
de la madre gobernará provisionalmente el 
Consejo de Ministros. 

Art. 63. La Regencia ejercerá toda la 
autoridad del Rey, en cuyo nombre se pu- 
blicarán los actos del Gobierno. 

Art. 64. Será tutor del Rey menor la 
persona que en su testamento hubiere nom- 
brado el Rey difunto, siempre que sea espa- 
ñol de nacimiento; si no le hubiere nombra- 
do, será tutor el padre ó Ja madre mientras 
permanezcan viudos. En su defecto le nom- 
brarán las Cortes; pero no podrán estar re- 
unidos los encargos d 1 Regente y de tutor 
del Rey sino en el padre 6 la madre de este. 

TIT. IX.— De los Ministros. 

Art. 65. Todo ¡o que el Rey mandare ó 
dispusiere en ejercicio de su autoridad, será 
firmado por el Ministro á quien correspon- 
da, y ningún funcionario público dará cum- 
plimiento á lo que carezca de este riquisilo. 

Art. 06. Los Ministros pueden ser sena- 
dores ó diputados, y tomar parte en las discu- 
siones de ambos Cuerpos Colegisladores: pe- 
ro solo tendrán voto en aquel á que perte- 
nezcan. 

TIT. X. — Del poder judicial. 

Art. 67. A los Tribunales y Juzgados 
pertenece exclusivamente la potestad de 
aplicar las leyes en los juicios civiles y cri- 



mínales, sin que puedan ejercer oirás fun 
cienes que Jas de juzgar y hacer que se eje- 

rute lo juzgado. . 

Arf. 08. Las leyes determinaran los ¿n- 
} )U nale.s v Juzgados que ha de haber, la or- 
ganización do cada uno, sus fac-uU.ades, el 
modü do ejercerlas y Jas calidades que lian 
de lener sus individuos. 

Art. 00. Los juicios en materias erimi- 
nales serán públicos en la forma que deter- 
minen Jas leyes. 

ArL 70. ' Ningún magistrado ó juez podrá 
S'-r depuesto de su destino sino por seuten- 
r : i a ejecutoriada: ni suspendido sino por auto 
judicial, ó en virtud de úrdan del Hoy, cuan- 
do este, con motivos fundados, le mande 
¡u/,gar por el Tribunal competente. 

Las bases de la ley orgánica de Tribunales 
determinarán los casos y la forma en que 
gubernativa y disciplinaria mente podrán los 
magistrados y jueces ser trasladados, jubila- 
dos v declararlos casantes. 

Art. 71. Los jueces son responsables 
personalmente de toda infracción de ley que 
cometan. 

Art. 72. La justicia se administra en 
nombre del Rey. 

Art. 73. Las leyes determinarán la épo- 
ca y el modo en que ha de establecerse el 
juicio por jurados para toda clase de delitos, 
y cuantas garantías sean eficaces para impe- 
dir los atentados contra la seguridad indivi- 
dual de los españoles. 

T1T. XI .— De las Diputaciones provinciales 
y de los Ayuntamientos. 

Art. 74. En cada provincia habrá una 
Diputación compuesta del número de indivi- 
duos que determine Ja ley, nombrados por 
los misinos electores que los diputados á 
Lurtes. 

Estas corporaciones entenderán en todos 
los negocios de interés peculiar de las res- 
pectivas provincias, y en los municipales 
que determínen las leyes. 

Art. 75. Para el gobierno interior de los 
pueblos no habrá mas que Ayuntamientos, 
compuestos de Alcaldes y regidores, nom- 
brados unos y otros directa é inmediatamente 
por los vecinos que paguen contribución di- 
recta para los gastos generales, provinciales 
ó municipales en la cantidad que, conforme 
á la escala de población, establezca la ley. 

Art. 70. La ley determinará la organiza- 
ción y atribuciones de las Diputaciones pro- 
vinciales y de los Ayuntamientos. 

Art. 77. Los Ayuntamientos formáronlas 
listas electorales para diputados á Cortes, v 
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las rectificarán las Diputaciones provinciales 
con intervención precisa del Gobernador ci- 
vil, dentro de los términos y con arreglo á 
los trámites que prescriba la ley. 

Los individuos de estas corporaciones y 
los funcionarios públicos de todas clases que 
cometan, abusos, faltas é delitos en la forma- 
! don de las listas, ó en cualquier otro acto 
i electora!, podrán ser acusados por acción po- 
5 pular, y juzgados sin necesidad de autoriza- 
ción del Gobierno. 

Las listas electorales serán permanentes. 

TÍT. XII . — De las contribuciones. 

Art. 78. El año económico empieza el 
día 1 ,° de julio. 

Art. 70. Todos los años, dentro de los 
ocho dias siguientes á la constitución del 
Congreso, en el período de los cuatro meses 
consecutivos que estarán reunidas las Cor- 
tes, al tenor de los propuesto en el art. 29, 
presentará el Gobierno el presupuesto gene- 
ra! de gastos é ingresos del Estado para el 
inmediato año económico, como también las 
cuentas de la recaudación é inversión de los 
fondos públicos del penúltimo año para su 
exámen y aprobación. 

A rt. 80. El presupuesto será precisamen- 
te discutido y votado dentro del mencionado 
período de los cuatro meses. 

Art. 81. No puede ol Gobierno, ni las 
0 : ilutaciones provinciales, ni los Ayunta- 
mientos, ni autoridad alguna , exigir ni co- 
brar, ni los pueblos están obligados á pagar 
n' aginia contribución ni arbitrio que no esté 
aprobado por ley expresa. 

Los contribuyentes que apronten el todo 
ó parte de sus cuotas ilegal mente exigidas, 
sin ser apremiados ó ejecutados, perderán 
lo que hubieren entregado, quedando á be- 
neficio del Tesoro público. 

Los Ministros, corporaciones y funciona- 
rios públicos que á esto faltaren, y los em- 
plearlos que obedecieren ó trasmitieren sus 
órdenes ó intervinieren en la exacción de 
cantidades no aprobadas por las Córte?, per- 
derán sus empleos y todos los derechos á 
ellos anejos, además de incurrir en las pe- 
nas que se les impongan como infractores 
de la Constitución. 

Art. 82. También se necesita la autori- 
zación de una ley para disponer de las pro- 
piedades del Estado y para tomar caudales 
á préstamo sobre el crédito de la Nación. 

Art. 83. La Deuda pública está bajo la 
salvaguardia especial de la Nación. 

TÍT. XIII . — De la fuerza militar nacional. 

Art, 84. Las Córíes fijarán todos los 
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años, á propuesta del Rey, la fuerza militar 
de mar y tierra. 

Las leyes que determinen esta fuerza se 
votarán antes que la de presupuestos. 

Art. 85. Habrá en cada provincia cuer- 
pos de milicia nacional, cuya organización 
y servicio se arreglará por úna ley, El Rey 
podrá en caso necesario , disponer de esta 
fuerza dentro de la respectiva provincia, 
pero no fuera de ella sin otorgamiento de 
las Cortes. 

TÍT. XIV . — Del Gobierno de las ‘provincias 
de Ultramar. 

Art. 86. Las provincias de Ultramar se- 
rán gobernadas por leyes especiales. 

TIT. XY . — De la reforma de la Consti- 
tución. 

Art. 87. Las Cortes con el Rey tienen la 
facultad do declarar que há lugar á revisar la 
Constitución, designando al propio tiempo el 
artículo ó artículos que hayan de modificarse 
Art. 88, Ilecfia esta declaración, el Rey 
disolverá inmediatamente eí Senado y el 
Congreso de los diputados, y en la convoca- 
toria de las nuevas Cortes, que se han de re- 
unir dentro de dos meses, se insertará tex- 
tualmente la resolución prescrita en el ar- 
tículo anterior. 

Art. 80. Las nuevas Cortes serán cons- 
tituyentes única y exclusivamente para de- 
cretar la reforma. 

Art. 90. Para votar estas Cortes cual- 
quiera resolución relativa á la reforma, se 
requiere la presencia en cada uno de los 
Cuerpos colegisladores de las dos tercerass 
partes de los individuos que le componen. 

Art. 91. Votada de común acuerdo en 
los Cuerpos Colesgísladores la reforma, si há 
lugar, el artículo ó artículos modificados ha- 
cen parte de la Constitución; y las Cortes 
podrán continuar sus sesiones en calidad de 
ordinarias. 

Art. 92. Son parte integrante de Ja Cons- 
titución, considerándose para su reforma y 
todos sus efectos como artículos constitucio- 
nales, las bases de las leyes orgánicas si- 
guientes: El Consejo de Estado: La ley elec- 
toral : La de relaciones entre los Cuerpos 
Colesgísladores: La de gobierno y adminis- 
tración provincial y municipal: La do orga- 
nización dolos Tribunales: La de imprenta: 
La de milicia nacional. 

Artículo transitorio. Si para el dial. 0 
de enero de 1858 no estuvieren publicados 
los Códigos generales, se hará una ley para 
que tenga efecto lo dispuesto en el art. 5.° 
de la Constitución.» 
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Sin llegar á promulgarse la anterior 
Constitución ocurrieron los nuevos su- 
cesos políticos de 1856, que por tan 
recientes son harto conocidos, y el Go- 
bierno dictó un decreto (15 de setiem- 
bre de 1856) restableciendo la Cons- 
titución de 1845 , y modificándola con 
el Acta adicional que se inserta. En el 
preámbulo del decreto decía el Ministe- 
rio á S. M. las razones que tenia para 
no optar por la Constitución de Cádiz, 
las que igualmente tenia para rechazar 
la de 1857 y las que le inclinaban por 
la de 1845; pero encontrándola también 
defectos ideó para corregirlos el Acta adi- 
cional. La vida de esta fué tan escasa 
que un mes no había trascurrido cuando 
se dejó sin efecto como vamos á verlo; 

R. D. de 1 5 setiembre de 1856. 

Ss restablece la ConstH, de 1845 con Acta adicional. 

(Pres. del C. deM.) «Tomando en con- 
sideración las razones expuestas por mí Con- 
sejo de Ministros, vengo en decretar Jo si- 
guiente: 

Artículo i Queda restablecida la Consti- 
tución de la Monarquía Española, promulga- 
da en 23 de mayo de 1845. 

Art. 2.° Entre tanto que las Cortes, de 
acuerdo con mi autoridad, resuelven Jo con- 
veniente, quedará mod'íicada dicha Consti- 
tución por la siguiente Acta adicional, que se 
guardará y cumplirá como paite integrante 
de Ja misma Constitución, luego que se pu- 
blique este mi Reai decreto.— Dado en Pala- 
cio á 15 de setiembre de 1856. — Está rubri- 
cado de Ja Real mano. — El presidente del 
Consejo de Ministros, Leopoldo CPDonnell. 

Acta adicional 

A LA CONSTITUCION DE LA MONARQUIA ESPAÑOLA. 

Artículo l.° La calificación de los delitos 
de imprenta corresponde á Jos jurados, sal- 
vas las excepciones que determinen Jas 
leyes. 

Art. 2.“ Promulgada la ley de que trata 
el art. 8.° de la Constitución, el territorio á 
que aquella se aplique se regirá, durante la 
suspensión de lo prescrito en el art. 7. u de la 
misma Constitución, por Ja ley de orden pu- 
blico establecido de antemano. Pero ni en 
una ni en otra ley se podrá autorizar al Go- 
bierno para extrañar del Reino á los españo- 
les, ni para deportarlos ni desterrarlos fuera 
de la Península. 
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Arl . 3-° La primera creación de senado- 
res no podrá exceder ríe i íO. Hecha esta, 
solo podrá el Rey nombrar senadores cuando 
estén abiertas las Corles. 

Arl. 4.° La ley electoral de diputados á 
Corles determinará si eslos han de acreditar 
ó no el pago de contribución ó ln posesión 
de renta. 

Arl,. 5.° Aun cuando sea de escala el 
empleo que admita el diputado á Corles, 
quedará este sujeto á reelección. 

Arl.. 6.” Dormite cada año estarán re- 
unidas las Corles ¡í lo menos cuatro meses, 
contados desdo el día en que se constituya 
definitivamente el Congreso, 

Arl. 7. u Cuando entre los dos Cuerpos 
Coiegisladores no haya conformidad acerca 
de la ley anual do presupuestos, regirá en el 
año correspondiente la ley de presupuestos 
del año anterior. 

Arl.. 8.° Sin previa autorización del Con- 
greso no se podrá dictar sentencia contra los 
diputados á quienes se refiere el arl. 41 de . 
la Constitución. 

Arl. 0.° Además de los casos enumera- 
dos en el art. 46 de la Constitución, el Rey 
necesitará estar autorizado por una ley es- 
pecial : 

1. ° Para conceder indultos generales y 
amnistías. 

2. ° Para enajenar en lodo ó en parte el 
patrimonio de la Corona. 

Art. 10. También necesitará el Rey es- 
tar autorizado por una ley especial para con- 
traer matrimonio y para permitir que le 
con (raigan los que sean súbditos suyos y es- 
tén llamados por la Constitución á sucedería 
en la Corona. 

Art. 11, Habrá un Consejo de Estado, al 
cual oirá el Rey en los casos que determinen 
las leyes. 

Arl. 12. La iey orgánica de Tribunales 
determinará los casos y la forma en que gu- 
bernativa y disciplinariamente podrá el Rey 
trasladar, jubilar y declarar cesantes á los . 
.Magistrados y jueces. 

Art. 13. El Rey solo podrá nombrar Al- 
caldes en los pueblos que tengan cuarenta 
mil almas, y en los demás ejercerá en los 1 
nombramientos de los Alcaldes la interven- 
ción que determine la lev. 

ArL 14. Las listas electorales para dipu- 
tados á Cortes serán permanentes. Las cali- 
dades de los electores se examinarán en to- 
das las instancias en juicio público y contra- 
dictorio. 

Art. 15. Dentro de los ocho dias siguien- 
tes á Ja apertura de la Cortes, el Gobierno 
presentará ai Congreso las cuentas del pe- 1 


núllimo año y el presupuesto para el año 
nróximo venidero. 

Art. 16. Las Córtes deliberarán sobre la 
lev á que se refiere el art. 79 de la Constitu- 
ción, antes de deliberar sobre la ley de pre- 
supuestos. 

Dado en Palacio á 15 de setiembre de 
1856. — Está rubricado de la Real mano. — El 
presidente del Consejo de Ministros, Leopol- 
do CPDonnelI. (CL. i. 69, p. 501.) 

R. D. de 14 de octubre de 1856. 

Se deja sin efecto ol Acia adicional. 

«Artículo 1 . ü Sin perjuicio de le que, de 
acuerdo con las Corles, se determine sobre 
las disposiciones contenidas en el Acta adi- 
cional a que se refere mi R. D. de 15 de 
setiembre último, solo regirá y se observará 
la Ley Constitucional de la Monarquía, pro- 
mulgada en unión y de acuerdo con las Cor- 
tes á la sazón reunidas en 23 de, mayo de 1845. 

Art. 2. u De este Real decreto y de sus 
antecedentes se. dará oportunamente cuenta 
á la Cortes. — Dado en Palacio a 14 de octu- 
bre de 1856. — Está rubricado de la Real 
mano. — El Presidente del Consejo de Minis- 
tros, el Duque de Valencia. ( CL.t , 70 pá- 
gina 80.) 

Leij de 17 julio de 1857. 

Reformando do nuevo la Constitución de 1845. 

(Pues, del C. de M.) Doña Isabel 11, por 
la gracia de Dios etc. : á todos los que las 
presentes vieren y entendieren, sabed que 
¡as Cortes han decretado y Nos sancionado la 
siguiente reforma de ¡os arts. 14, 15, 16, 17, 
1 8 y 28 de la Constitución. 

Arl. 14. El Senado se compondrá: 

De los hijos del Rey y del sucesor inme- 
diato de la Corona , que hayan cumplido 
veinticinco años. 

De los Arzobispos y del Patriarca de las 
indias. 

De los Presidentes de los Tribunales Su- 
premos de Justicia y de Guerra y Marina. 

De los Capitanes generales del ejército y 
armada. 

De los grandes de España por derecho pro- 
pio, que do sean súbditos de otra potencia, y 
que acrediten tener la renta de 200.000 rea- 
les, procedentes de bienes inmuebles, ó de 
derechos que gocen de la misma considera- 
ción legal. 

De un número limitado de senadores nom- 
brados por el Rey. 

Art. 15. Solo podrán ser nombrados se- 
nadores los españoles que pertenezcan ó ha- 
yan pertenecido áilas clases siguientes: Pre- 
sidentes del Congreso de los diputados: Dipu- 
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tados admitidos cuatro veces en las Cortes, 
y que hayan ejercido la diputación durante 
ocho años: Ministros de Ja Corona: Obispos: 
Grandes de España: Tenientes generales del 
ejército y armada, después deudos años de 
nombramiento: Embajadores, después de dos 
años de servicio electivo , y Ministros pleni- 
potenciarios, después de cuatro : 'Vice-pre- 
sidente del Consejo Real: Ministros y fiscales 
de los Tribunales Supremos y consejeros 
reales, después de dos años de ejercicio: 
Los comprendidos en las categorías ante- 
riores deberán además disfrutar 30.000 rea- 
les de renta, proceden le de bienes propios ó 
de sueldos de los empleos que no puedan 
perderse sino por causa legalmente probada, 
ó de jubilación, retiro ó cesantía: Títulos de 
Castilla que disfruten 100.000 rs. de renta: 
Los que paguen con cuatro años de ante- 
lación 20.000 rs. de contribuciones directas 
y hayan sido además senadores, diputados 
ó diputados provinciales. 

El nombramiento de los senadores se hará 
por decretos especiales, y en ellos se expre- 
sará siempre el título en que, conforme á io 
dispuesto en este artículo, se funde el nom- 
bramiento. 

Las condiciones necesarias para ser nom- 
brado senador podrán variarse por una ley. 

Art. 16. Para tomar asiento en el Sena- 
do se necesita ser español ; tener treinta 
años cumplidos , no estar procesado crimi- 
nalmente ni inhabilitado en el ejercicio de 
sus derechos políticos y no tener sus bienes 
intervenidos. 

Art. 17. La dignidad de senador en ios 
grandes de España que acrediten tener la 
renta y requisitos expresados en el art. 14, 
es hereditaria. 

En todos los demás casos es vitalicia. 

Art. 18. A fin de perpetuar la dignidad 
de senador en sus familias, ios grandes de 
España podrán constituir vinculaciones sobre 
sus bienes en la forma y en Ja cantidad que 
se determinará por una ley especial. 

Art. 28. Cada uno de ios Cuerpos Cole- 
gisladores examina las calidades de los indi- 
viduos que le componen; el Congreso decide 
además sobre la legalidad de las elecciones 
de los diputados. 

Los reglamentos del Senado y del Congre- 
so serán objeto de una ley. 

Por tanto, mandamos etc. — Dado en Pala- 
cio á 17 de julio de 1857. 

Ley de 20 abril de 1864. 

Derogando la última reforma de 1857. 

(Pres. del C. be M.) «Doña Isabel II, etc. 
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Articulo único. Queda derogada la ley 
de reforma de 17 de julio de 1857, restable- 
ciéndose en su integridad la Constitución del 
Estado. 

Disposición transitoria. Serán admiti- 
dos como senadores los grandes de Espa- 
ña por derecho propio que no sean súbdi- 
tos de otra potencia y que á la promulga- 
ción do esta ley posean la renta de 200.000 
reales procedentes de bienes inmuebles ó de 
derechos que gocen de la misma considera- 
ción , con tal que lo pidan en el término de 
un año. 

En la misma forma y solicitándolo dentro 
del mismo plazo tendrán derecho á ser ad- 
mitidos como senadores los grandes que no 
hayan cumplido la edad de 30 años; pero 
deberán probar despees de cumplirla y an- 
tes de tornar asiento en el Senado que con- 
servan todas las cualidades anteriormente 
expresadas. — Por tanto: mandamos, etc. — 
Dado en Palacio á 20 de abril de -1864. — Yo 
la Reina. — El Presidente del Consejo de Mi- 
nistros, Alejandro M on . » 

R. D. de 21 noviembre de 1867. 

Es sobre nombramiento de Comisarios 
Reales. — V. Cortes. 


El principal carácter de una Constitu- 
ción, decian los sabios legisladores de 
Cádiz, es la estabilidad derivada de los 
principios en que reposa. La experien- 
cia, es la única antorcha que puede guiar 
á una Nación, sin peligro, en el tenebro- 
so espacio que media entre el error y el 
acierto; la experiencia sola la que puede 
demostrar la necesidad de una reforma. 
Mas para calificarla bien, anadian, ¡qué 
dificultades no se presentan, qué conse- 
cuencias tan funestas no se prevén para la 
Nación, sí se equivocase en su juicio!.,» 
Sí nuestras parcialidades políticas hu- 
bieran tenido esto mas presente , otro 
bien distinto seria acaso el aspecto del 
pais. Pero por desgracia. .... no se ha 
llegado todavía á encontrar la fórmula, 
el medio de calmar ía inquietud de los 
partidos. A la Constitución de i 8 i 2 su- 
cedió la de 1837, á esta bien pronto la 
de 1845, y la misma de 1845 ha pasado 
también en pocos años por innumerables 

vicisitudes como acabamos de ver. 

— V. Cortes: Ley: Rey etc. 
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